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TRIBUNAL    SU  PREMO. 


NÓMERO    1. 


CASACIÓN  POR  INFRACCIÓN  DE  LEY.— SALA  PRIMEIA. 


Abono  de  cierta  cantidad. — Sentencia  de  1.**  de  Julio,  decla- 
rando no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por 
D.  Agustín  Ariosa  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo 
civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana,  en  pleito  con  el  Minis- 
terio fiscal  en  representación  del  Estado. 

En  sus  CONSIDERANDOS  se  establece : 

1  .^  Que  la  compensación  de  créditos,  sólo  procede  cuando 
unos  y  otros  son  Uquidos,  exigibles  y  legítimamente  justifi^ 
codos. 

2.°  Que  no  puede  decirse  que  han  sido  infringidas  por  una 
sentencia  leyes  ni  doctrinas  que  no  tienen  aplicación  al  caso 
de  autos.  x 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  !.•  de  Julio  de  1875,  en 
el  pleito  pendiente  ante  Nos,  en  virtud  de  recurso  de  casación 
por  infracción  de  ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  ins- 
tancia de  Guadalupe  de  la  Habana  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de 
la  Audiencia  de  su  territorio  por  D.  Agustín  Ariosa  con  el  Mi- 
nisterio fiscal,  en  representación  del  Estado,  y  éste  de  los  de- 
rechos del  infidente  D.  Antonio  Fernandez  Bramosio,  sobre 
abono  de  cierta  cantidad  de  un  crédito: 

Resultando  que  con  fecha  en  la  Habana  á  20  de  Junio 
de  1866,  D.  Antonio  Fernandez  Bramosio  confirió  poder  gene- 
ral &  su  madre  Doña  Dominga  Bramosio  de  Fernandez  para 
que  administrara,  rigiera  y  gobernara  todos  sus  bienes,  con 
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facultad  de  venderlos,  con  las  condiciones  que  estipulase,  per- 
cibiendo sus  rentas  y  productos  y  las  demás  cantidades  que 
por  cualquier  concepto  se  le  adeudasen,  ya  procedieran  de  cré- 
ditos, precios  ú  otras  causas,  y  para  seguir  toda  clase  de  jui- 
cios con  facultad  de  sustituir: 

Resultando  que  con  fecha  en  dicha  ciudad,  á  23  de  Febrero 
de  1869,  firmó  Doña  Dominga  Bramosio  un  documento  en  el 
que  declaró  que  como  apoderada  general  de  su  hijo  D.  Antonio 
Fernandez  Bramosio  habia  recibido  por  cuenta  de  éste  de  Don 
Agustín  Ariosa  la  suma  de  1.500  pesos  á  cuenta  de  mayor 
cantidad  que  le  adeudaba: 

Resultando  que  el  Administrador  de  bienes  embargados 
por  el  Estado  manifestó  que  D.  Agustín  Ariosa  en  oficio  de  6 
de  Noviembre  de  1871  que:  visto  el  expediente  de  incautación 
por  el  Estado  de  los  bienes  de  D.  Antonio  Fernandez  Bramo- 
sio, del  cual  aparecía,  entre  otros  derechos  á  favor  del  mismo, 
un  crédito  á  cargo  de  Ariosa  de  28.743  pesos  68  centavos  al 
interés  del  12  por  100  anual  desde  el  16  de  Febrero  de  1869: 
vista  su/comunicacion  para  que  se  le  abonase  ¿  cuenta  de  di- 
cha suma  la  de  1.500  pesos  entregados  en  tiempo  hábil  ¿  la 
madre  y  apoderada  de  dicho  infidente,  según  recibo  que  acom- 
pañaba, y  que  la  liquidación  de  los  referidos  intereses  se  hi- 
ciera sólo  hasta  30  de  Junio  de  1870,  puesto  que  hasta  esa 
fecha  alcanzaba  la  próroga  que  habia  pedido,  no  habiendo  sido 
culpa  suya  que  la  Administración  no  hubiera  gestionado  el 
cobro  oportunamente,  y  significando  que  estaba  dispuesto  á 
hacer  efectivo  ese  crédito  en  la  forma  expresada ,  siempre  que 
se  le  cancelase  la  escritura  hipotecaria  de  27  de  Abril  de  1864, 
visto  el  dictamen  de  la  Sección  consultiva  del  Consejo  y  lo 
acordado  en  la  Sección  del  mismo,  fecha  3  de  aquel  mes: 

Resultando  que  el  documento  presentado  para  justificar  el 
abono  de  los  citados  1.500  pesos  no  tenia  la  validez  y  fuerza 
legal  necesaria  para  ser  estimado  por  la  Administración,  el 
Intendente  general  de  Hacienda  pública  habia  resuelto  que  se 
le  oficiara,  como  lo  verificaba,  encargándole  ingresara  inme- 
diatamente en  las  cajas  de  aquella  dependencia  los  expresados 
28.743  pesos  98  centavos  por  intereses  al  12  por  100  anual 
•desde  16  de  Febrero  de  1869  á  30  de  Junio,  de  1870  de  cuvas 
dos  sumas  se  le  proveería  de  la  carta  de  pago  correspondiente, 
en  vista  de  la  cual  se  procedería  á  la  cancelación  de  la  citada 
escritura,  sin  perjuicio  de  que  con  respecto  al  abono  de  los 
mencionados  1.500  pesos  pudiera  hacer  uso  de  su  derecho,  si 
lo  creia  conveniente,  ante  los  Tribunales  de  justicia: 

Resultando  que ,  con  presentación  de  esta  comunicación  y 
del  recibo  antes  referido,  dedujo  demanda  en  28  de  Noviem- 
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"bre  de  1871  D.  Agustiu  Ariosa,  en  la  que  refiriendo,  como 
hechos  que  pagó  á  Dgña  Dominga  Bramosio  en  23  de  Febrero 
de  1869  1.500  pesos  por  cuenta  de  lo  que  adeudaba  4  D.  An- 
tonio Fernandez  Bramosio,  cuyo  poder  general  obtenía;  y  que 
en  23  de  Febrero  de  1869,  en  que  verificó  dicho  pago,  estaba 
Fernandez  Bramosio  en  la  aptitud  legal  de  disponer  de  sus 
bienes,  por  no  haberse  dispuesto  entonces  por  el  Gobierno  el 
embargo  de  los  mismos,  deduciendo  como  fundamentos  de  de- 
recho la  doctrina  legal  de  que  todos  los  actos  del  apoderado 
dentro  de  los  límites  de  su  poder  obligan  al  poderdante,  es- 
tando el  acpeedor  en  la  obligación  de  admitir  en  cuenta  los 
pagos  legítimos,  y  que  representando  el  Estado  á  D.  Antonio 
Fernandez  Bramosio,  no  podía  negarse  á  admitir  en  cuenta  las 
cantidades  recibidas  por  él  ó  por  quien  legítimamente  le  re- 
presentase, suplicó  se  declarase  que  la  Administración  especial 
de  bienes  embargados  estaba  en  la  obligación  de  admitir  en 
cuenta  de  lo  que  el  demandante  debia  á  Fernandez  Bramosio 
los  1.500  pesos  que  expresaba  el  recibo  presentado,  declamando 
de  cargo  de  dicha  administración  las  costas  que  se  causasen: 

Resultando  que  el  Promotor  fiscscal  del  Juzgado,  en. repre- 
sentación del  Estado,  impugnóla  demanda,  alegando  que  el 
recibo  presentado  •era  un  documento  privado,  sin  autenticidad 
ni  garantía  alguna,  que  no  podía  admitir  como  justificativo 
del  pago  de  la  indicada  suma  y  que  no  producía  por  tanto 
prueba  en  juicio :  que  tampoco  se  acreditaba  la  cualidad  de 
apoderada  general  de  Doña  Dominga  Bramosio  de  su  hijo  Don 
Antonio;  y  que  por  ello  oponía  á  la  demanda  la  excepción 
sine  actione  a  gis: 

Resultando  que  en  el  término  de  prueba  se  puso  testimo- 
nio del  poder  antes  expresado,  y  que  con  referencia  á  los  li- 
bros diario  y  de  caja  de  la  Sociedad  Ouíierrez  Riloba  y  Com- 
paTiia  aparece  que  en  24  de  Febrero  de  1869  abonaron  al  Banco 
Español  por  entrega  á  Fernandez  Bramosio ,  según  recibo  de 
su  madre,  1.500  pesos: 

Resultando  que  desestimada  la  demanda  por  la  sentencia 
^el  Juez  de  primera  instancia,  que  confirmó  en  10  de  Junio 
de  1873  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana,  in- 
terpuso D.  Agustín  Ariosa  recurso  de  casación,  citando  como 
infringidas  á  su  juicio: 

1.^  La  ley  21,  tít.  14,  Partida  5.*,  que  dispone  que  pueden 
descontarse  ¿  manera  de  compensación  todas  las  deudas  que 
son  de  cosas  que  se  pueden  contar  ó  ]pesar  ó  medir  hasta 
aquella  cuantía  que  un  deudor  debe  &  otro,  toda  vez  que  la 
sentencia  para  negar  la  compensación  se  fundaba  en  que  para 
que  tuviera  lugar  debia  probarse  que  la  cantidad  que  se  pre- 


6  TRIBUNAL  SUPREMO. 

tendía  deducir  fué  entregada  precisamente  á  cuenta  del  cré- 
dito á  que  quería  aplicarse  la  deducción, 

2.^  Las  leyes  200  del  Estilo,  y  5.%  tít.  14,  Partida  3.%  que 
sancionan  el  principio  de  que  las  leyes  no  son  aplicables  á 
los  hechos  pasados  antes  de  su  promulgación. 

3.°  La  doctrina  legal  reconocida  como  jurisprudencia  en 
varías  sentencias  de  este  Supremo  Tríbunal,  entre  ellas  en  las 
de  22  de  Enero  de  1849  y  13  de  Abril  de  1862,  de  que  la  ley 
no  tiene  efectos  retroactivos. 

Y  4.**  Las  sentencias  de  este  Supremo  Tribunal  de  29  de 
Setiembre  y  5  de  Octubre  de  1868,  que  declaran. que  las  leyes 
no  pueden  ser  derogadas  por  Reales  órdenes  ni  se  entienden 
derogadas  mientras  no  lo  sean  por  otra  ley  posterior  en  que 
se  exprese  esta  circunstancia,  toda  vez  que  la  sentencia  de 
vista  al  reconocer  la  fuerza  retroactiva  de  la  circular  del  Go- 
bierno superior  político  para  todos  los  efectos  legales  contra 
el  expreso  tenor  de  las  leyes  200  del  Estilo,  y  5.*,  tít.  14,  Par- 
tida 3.*,  daba  por  supuesto  que  dichas  leyes  estaban  derogadas 
por  la  circular. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Julián  G.  Inguanzo. 
Considerando  que  la  compensación  de  créditos  sólo  procede 
cuando  runos  y  otros  son  líquidos,  exigibles  y  legítimamente 
justificados;  y  que  no  hallándose  comprobado  debidamente  el 
crédito  fundado  en  el  documento  privado  de  23  de  Febrero  de 
1869,  según  declara  la  ejecutoría,  no  es  aplicable  al  caso  ni 
ha  podido  ser  infringida  la  ley  20,  tít.  14,  Partida  5.*,  que 
determina  los  casos  en  que  procede  la  compensación: 

Considerando  que  fundándose  la  sentencia  en  la  ineficacia, 
del  documento  citado  en  el  considerando  anterior,  no  ha  te- 
nido que  tomar  en  cuenta  ni  podido  tampoco  infringir  la  doc- 
trina citada  en  los  fundamentos  2.®,  3.®  y  4.°  del  recurso,  de 
que  las  leyes  no  son  aplicables  á  hechos  anteriores  á  su  pro- 
mulgación, ni  tener  efecto  retroactivo,  ni  pueden  ser  deroga- 
das por  Reales  órdenes; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lu- 
gar al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Agustín  Ariosa^ 
á  quien  condenamos  en  las  costas  y  á  la  pérdida  del  depósito, 
que  se  distribuirá  con  arreglo  á  la  ley;  y  líbrese  á  la  Audien- 
cia de  la  Habana  la  certificación  correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa  ^  pasándose  al 
efecto  las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  fir- 
mamos. =  Juan  González  Acevedo.=Laureano  de  Arrieta.= 
José  Fermín  de  Muro.  =  Juan  Cano  Manuel.=Ramon  Díaz  Ve- 
la.=Benito  de  UUoa  y  Rey.=Julian  Gómez  Inguanzo.  » 
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Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  Julián  Gómez  Inguanzo,  Magfistrado  del  Tri- 
bunal Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  prime- 
ra, en  el  -dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Relator  Secretario 
de  la  misma. 

Madrid  1.®  de  Julio  de  1875.s=Licenciado  Desiderio  Mar- 
tínez. 

NüM.  2. 
CASACIÓN   POR  QUEBRANTAMIENTO  DE  FORMA. 

SALA  TERCERA. 


Pago  de  cantidades. — Sentencia  de  1.®  de  Julio,  declarando' 
po  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  la 
razón  social  Miranda  ¿  hijo  y  consorte  contra  la  pronuncia- 
da por  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  este  distrito,  en 
pleito  con  D.  Juan  Manuel  de  Manzanedo. 

En  los  CONSIDERANDOS  sc  cstablecc: 

1.®  Que  la  causa  7.*  del  art.  1.013  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  ó  sea  la  6.*  del  art,  5.'  de  la  de  reforma  de  la 
casación  se  refiere  á  la  falta  de  jurisdicción  en  el  Juez  para 
conocer  de  un  asunto  dado:  que  dicha  jurisdicción  no  debe 
darla  más  que  la  ley^  y  que  asi  lo  verifica  la  de  organización 
del  Poder  judicial^  concediéndola  á  los  Jueces  de  primera  ins- 
tancia en  el  párrafo  3.*  del  art,  273  para  todos  los  juicios  con 
las  taxativas  excepciones  que  expresa. 

2.**  Que  cada  cual  de  los  Jueces  de  primera  instancia  de 
las  poblaciones  en  que  hay  más  de  uno  es  competente  para  co- 
nocer de  cualquier  pleito ,  causa  á  acción  civil ,  siempre  que 
existan  los  requisitos  marcados  en  el  art,  298  de  la  expresada 
ley,  sin  que  cualquiera  falta  que  haya  podido  ocurrir  en  el 
repartimiento  de  negocios  al  tenor  de  la  Real  orden  de  12  de 
Julio  de  1868  puede  producir  la  incompetencia  de  jurisdicción 
ni  ser  por  tanto  base  de  recurso  por  quebrantamiento  deforma. 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  30  de  Junio  de  1875,  en 
los  autos  pendientes  ante  Nos  á  virtud  del  recurso  de  casación 
por  quebrantamiento  de  forma,  interpuesto  por  D.  José  Ruiz 
de  Quevedo  y  la  Sociedad  A .  Miranda  é  hijo  contra  la  senten- 
cia dictada  por  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  esta  capi- 
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tal  en  19  de  Enero  del  corriente  año  en  los  ejecutivos  segui- 
dos contra  los  mismos  á  instancia  de  D.  Juan  Manuel  de  Man- 
zanedo,  sobre  pago  de  cantidades: 

Resultando  de  escritura  otorgada  en  1.°  de  Diciembre 
de  1864  entre  D.  Juan  Manuel  de  Manzanedo  y  D.  José  Ruiz. 
de  Qüevedo,  ante  el  Notario  de  esta  villa  D.  José  María  de  Ga- 
ramendi,  que  habiéndose  anunciado  en  lá  Oaceta  la  subasta 
para  la  construcción  del  ferro  carril  de  León  á  Gijon,  bajo  las 
condiciones  que  se  enumeran,  se  verificó  el  remate  á  favor  del 
primero  como  mejor  postor,  y  se  le  adjudicó  la  concesión  con 
la  subvención  de  190  millones  de  reales  por  Real  orden  de  23 
de  Noviembre  del  mismo  año;  mas  conviniéndole  cederla,  lo 
hizo  á  favor  del  segundo,  á  quien  puso  en  su  propio  lugar  y 
representación,  con  cuantas  obligaciones  y  derechos  le  compe- 
tían, sin  perjuicio  de  constituir  de  su  cuenta  la  fianza  de 
19.395.630  rs.  50  cents,  en  metálico  ó  efectos  de  la  Deuda  pú- 
blica con  que  debia  garantizar  su  cumplimiento: 

Resultando  de  otra  escritura  otorgada  asimismo  en  27  de 
Julio  de  1866  entre  dichos  interesados  y  los  Sres.  A.  Miranda 
é  hijo,  en  compañía,  representada  por  su  socio  D.  Fausto  Mi- 
randa y  Jorguet,  que  á  consecuencia  de  la  cesión  antes  referi- 
da impuso  Manzanedo  la  fianza  en  los  valores  convenientes^ 
la  cual  debería  retirar  en  el  término  improrogable  de  un  año, 
cobrando  los  cupones  ó  intereses  de  los  mismos;  y  tanto  Que- 
vedo  como  A.  Miranda  é  hijo  de  mancomún  é  in  solidum  se 
comprometieron  á  responder  de  su  importe  y  á  devolvérsela  en 
dicho  plazo,  ó  antes  si  les  fuese  posible;  expresándose  que  la 
cesión  de  Manzanedo  á  Quevedo,  que  fué  mediante  la  suma 
de  9  millones  de  reales  efectivos  que  mancomunadamente  le 
habiisin  de  satisfacer  ambos  otorgantes  por  terceras  partes  y 
tres  años,  contados  desde  el  2  de  Diciembre  de  1864,  dándole 
para  ello  los  pagarés  convenientes;  pero  que  no  habiendo  po- 
dido satisfacerles  su  importe  ni  el  de  la  fianza,  les  prorogd 
los  vencimientos  con  los  intereses  al  respecto^  de  un  2  por  100 
anual,  que  ascendian  según  liquidación  practicada  á  10.227.080 
reales  y  90  céntimos,  después  de  abonarle  538.083;  y  confesan- 
do que  la  primera  escritura  quedaba  en  toda  su  fuerza  y  vigor, 
así  como  que*  eran  en  deber  mancomunada  y  solidariamente 
á  D.  Juan  Manuel  de  Manzanedo,  por  el  tiempo  de  los  pagarés 
vencidos  y  por  vencer  y  sus  intereses,  los  10.227.080  reales 
y  90  céntimos,  se  obligaron  á  abonarlos  de  mancomún 
é  in  solidum  por  terceras  partes  para  el  2  de  Diciembre  de  1867, 
y  el  resto  para  el  2  de  Junio  de  1868,  consintiendo  en  otro 
caso  ser  compelidos  por  el  medio  más  breve  y  ejecutivo  que 
reconoce  el  derecho,  señalando  40.000  rs.  para  gastos  y  per- 
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•  juicioSi  é  hipotecando  á  su  seguridad  Buiz  de  Quevedo  una  casa 
de  su  pertenencia,  sita  en  la  calle  de  las  Urosas  de  esta  Corte, 
por  la  cantidad  de  3.020.000  rs.,  y  A.  Miranda  é  hijo  la  suya, 
palacio,  en  el  paseo  de  la  Castellana,  por  el  resto  de  7.227.080 
Teales  90  céntimos,  cuya  escritura  fué  inscrita  en  el  Registro 
de  la  propiedad: 

Resultando  que,  con  presentación  de  su  primera  copia,  in- 
terpuso D.  Juan  Manuel  de  Manzanedo  demanda  ejecutiva 
contra  los  bienes  de  los  precitados  Quevedo  y  A.  Miranda  é 
hijo,  y  especialmente  contra  las  fincas  hipotecadas,  hasta  en 
cantidad  suficiente  á  responder  de  los  10.227.080  rs.  90  cén- 
timos que  cada  uno  separadamente  y  los  dos  en  junto  le  adeu- 
daban, sus  intereses  legales  y  los  40.000  reales  estipula- 
dos para  gastos,  costas  y  perjuicios;  y  que  repartida  dicha  de- 
manda al  Juzgado  del  distrito  de  la  Universidad,  proveyó  auto 
en  25  de  Abril  de  1871  declarando  no  haber  lugar  á  despachar 
la  ejecución,  porque  el  art.  22  de  la  instrucción  sobre  la  ma- 
nera de  redactar  los  instrumentos  públicos  sujetos  á  registro 
previene  que  los  Notarios  hagan  constar  en  toda  escritura  la 
capacidad  legal  de  los  otorgantes  para  celebrar  el  acto  ó  con- 
trato á  que  se  refieren,  expresando  las  circunstancias  que,  se- 
gxin  los  casos,  determinen  dicha  capacidad,  lo  cual  no  se  ha- 
bía verificado  respecto  de  D.  Faustino  Miranda  al  representar 
la  Sociedad  A.  Miranda  é  hijo,  pudiendo  dar  lugar  con  ello  ¿ 
dirigir  el  procedimiento  indebidamente  contra  la  colectividad 
de  dicha  razón  social,  y  en  el  período  final  del  juicio  haber  de 
declarar  la  nulidad  de  la  ejecución:  • 

Resultando  que  antes  de  ser  notificado  el  anterior  auto  al 
demandante  presentó  escrito  diciendo  le  convenia  retirar  la 
demanda  por  razones  que  no  creía  necesario  expresar,  reser- 
vándose el  derecho  de  utilizar  en  la  forma  y  en  el  tiempo  que 
creyese  conveniente  la  acción  que  le  correspondiera;  pidiendo 
se  hubiera  por  retirada,  suspendiendo  toda  actuación  y  dili- 
gencia por  razón  de  la  misma,  y  mandando  que,  previo  pago 
de  las  costas  causadas,  se  le  devolviese  bajo  recibo;  protes- 
tando de  que  esto  no  menoscababa  en  lo  más  mínimo  la  ac- 
ción ejecutiva  ni  otra  alguna  de  las  que  pudieran  correspon- 
derle : 

Resultando  que  á  su  virtud  dictó  auto  el  Juez  eu  4  de  Mayo 
declarando  el  anterior  pasado  en  autoridad  de  cosa  juzgada, 
y  mandando  hacer  tasación  de  costas  y  archivar  el  expediente 
hasta  que  la  parte  actora  instase  de  nuevo  el  juicio  ordinario 
ú  otro  análogo  que  viere  convenirle,  puesto  que  aquel  auto 
puso  término  al  juicio  intentado,  y  no  le  era  potestativo  des- 
prenderse de  un  expediente  en  que  había  un  auto  firme  que  en 
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toda  ocasión  debía  surtir  sus  efectos;  mas  pedida  reposición, 
que  fué  denegada,  y  remitidos  los  autos  á  la  Audiencia  á  vir- 
tud de  la  apelación  interpuesta,  la  Sección  primera  de  la  Sala 
extraoráinaria  de  vacaciones  dictó  auto  en  4  de  Setiembre  pos- 
terior, declarando  que  el  estado  de  las  diligencias  respecto  del 
derecho  de  la  parte  ejecutante  era  el  que  tenian  cuando  quedó 
consentido  el  de  25  de  Abril,  ordenando  se  practicase  la  opor- 
tuna tasación  de  costas  y  que  se  entregase  á  dicha  parte  la  es- 
critura solicitada  b.ajo  recibo,  poniéndose  en  la  misma  nota  de 
haber  sido  denegada  la  ejecución  en  la  forma  y  maQcra  que 
aparecia  de  autos: 

Resultanrlo  que  ejecutado  así,  acudió  el  Marqués  de  Man- 
zanedo  en  12  de  Octubre  al  Juzgado  de  la  Latina  para  que, 
con  citación  de  D.  Faustino  Miranda,  se  oficiase  al  Secretario 
del  Gobierno  civil  á  fin  de  que,  con  vista  del  resultado  del  li- 
bro de  registro  de  comerciantes,  expidiese  certificación  bastante 
á  acreditar  que  en  20  de  Julio  de  1867  existia  la  Sociedad  Mi- 
randa c  hijo,  y  aquel  estaba  autorizado  para  representarla  y 
llevar  su  firma;  lo  que  verificado  por  acuerdo  del  Juzgado, 
resultó  .'ser  cierto: 

Resultando  que  con  presentación  de  todos  los  documentos 
ya  expresados  y  en  4  de  Noviembre  del  expresado  afio  de  1871 
dedujo  el  Marqués  de  Manznnedo  nueva  demanda  ejecutiva  pi- 
diendo «e  despachase  mandamiento  de  ejecución  en  la  forma 
solicitada  en  la  primera;  y  que  repartida  al  Juzgado  del  Hos- 
pital, por  auto  fundado  del  dia  6  se  mandó  despachar  la  eje- 
cución en  los  términos  pretendidos: 

Resultando  que  hecho  el  requerimiento  al  pago,  embargoi 
y  citación  de  remate,  comparecieron  los  demandados  en  escri- 
tos separados,  oponiéndose  á  la  ejecución  p(  r  no  reconocer  la 
competencia  del  Juzgado  á  causa  de  haber  autos  pendientes  en 
el  del  distrito  de  la  Universidad,  al  que  acudían  amparándose 
de  su  jurisdicción,  y  proponiendo  la  inhibitoria  para  evitar 
todo  motivo  de  nulidad,  con  las  demás  protestas  y  ftmdamen- 
tos  que  consignaron;  y  que  solicitado  en  efecto  de  este  último 
Juzgado  que  propusiese  la  inhibitoria  y  exigiese  la  remesa 
de  los  autos  originales  para  su  sustanciacion  con  arreglo  á  de- 
recho, lo  verificó  así  por  autos  de  14  y  15  de  Noviembre,  ma- 
nifestando que,  existiendo  en  el  mismo  antecedentes  pendien- 
tes relativos  á  la  demanda  deducida  por  el  Marqués  de  Man- 
zanedo,  era  el  único  competente  para  conocer  de  ella: 

Resultando  que  el  Juez  del  Hospital  tuvo  por  opuestos  k 
los  ejecutados,  y  entendiéndose  que  esto  no  perjudicaba  en 
manera  alguna  al  estado  y  naturaleza  de  la  acción  ejecutiva 
que  ejercitaba  contra  ellos  el  Marqués  de  Manzanedo,  ni  mucho 
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menos  perjudicaba  en  el  fondo  ni  en  la  forma  ninguna  de  las 
cuestiones  de  competencia  y  suspensión  anunciada  por  el  Juz- 
gue de  la  universidad,  mandó  dar  vista  al  ejecutante  por 
término  de  segundo  dia,  el  cual  expuso  varias  consideraciones 
en  favor  de  la  competencia  de  dicho  Juzgado;  y  éste  por  auto 
del  dia  25  del  mismo  mes  declaró  no  haber  lugar  á  proveer 
sobre  la  inhibitoria  y  declinatoria  anunciada  por  el  de  la  Uni- 
versidad y  por  los  ejecutadas,  mandando  formar  pieza  separa- 
da de  este  incidente ,  y  que  se  entregasen  los  autos  ejecutivos 
á  los  demandados  para  que  alegaran  sus  excepciones  y  propu- 
siesen la  prueba  que  creyeran  conveniente: 

Resultando  que  la  parte  de  A.  Miranda  é  hijo  protestó  la 
nulidad  de  cuanto  se  actuase  en  los  autos  ejecutivos  mientras 
no  se  discutiese  y  decidiera  la  cuestión  de  competencia;  ha- 
ciéndolo también  Ruiz  de  Quevedo,  protestando  no  reconocer 
la  jurisdicción  del  Juzgado,  pidiendo  reforma  de  dicho  auto  y 
apelando  de  lo  contrario;  cuya  apelación  se  admitió  en  un  sólo 
efecto: 

Resultando  que  ambos  interesados  acudieron  al  Juzgado  do 
la  Universidad  para  que  insistiese  en  la  inhibitoria,  como  lo 
efectuó,  de  conformidad  fiscal;  y  acordado  por  el  del  Hospital 
estar  á  lo  antes  proveído,  remitió  á  la  Audiencia  la  pieza  se- 
pltrada,  y  siguió  sustanciando  los  autos  ejecutivos  hasta  dic- 
tar sentencia  de  remate;  en  rebeldía  de  los  ejecutados,  que  ni 
alegaron  excepciones,  ni  quisieron  admitir  las  notificaciones 
que  se  les  hicieron  hasta  que  fuese  resuelta  la  cuestión  de 
competencia: 

f  Resultando  que  remitido  asimismo  lo  actuado  por  el  Juez 
de  la  Universidad,  y  también  el  del  Hospital  por  mandato  de 
la  Sa^a  primera,  dictó  ésta  un  auto  en  7  de  Junio  de  1872,  de- 
jando sin  efecto  las  actuaciones  practicadas  por  el  último  de 
dichos  Juzgados  desde  que  en  15  de  Noviembre  recibió  los  ofi- 
cios de  inhibición,  mandando  devolverles  á  cada  uno  de  ellos 
las  suyas  respectivas  para  que  sustanciaran  la  competencia 
con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  tít.  7.°  de  la  Ley  orgánica  del 
Poder  judicial: 

Resultando  que  verificado  así,  y  sosteniendo  ambos  Juzga- 
dos su  jurisdicción,  volvieron  de  nuevo  ios  autos  &  la  Audien- 
cia, y  dictó  uno  la  Sala  primera  en  6  de  Diciembre,  después 
de  remitidos  en  discordia  ¿  más  señores,  declarando  que  el 
conocimiento  de  la  demanda  ejecutiva  deducida  por  el  Mar- 
qués de  Manzanedo ,  con  fecha  4  de  Noviembre  de  1871  cor- 
respondía al  Juez  de  primera  instancia  del  distrito  del  Hospi- 
tal, al  que  se  remitiesen  unas  y  otras  actuaciones  para  los 
-efectos  de  derecho: 
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Resultando  que  contra  este  auto  interpusieron  los  ejecuta- 
dos recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  y  por 
infracción  de  ley ;  y  denegada  la  admisión  de  los  primeros, 
teniendo  por  interpuestos  los  segundos  para  el  caso  que  proce- 
diese su  continuación ,  acudieron  con  recurso  de  queja  á  este 
Tribunal  Supremo,  cuya  Sala  primera  dictó  auto  en  6  de  Fe- 
brero de  1873  declarando  no  haber  lugar  á  ellos,  con  las  costas, 
y  confirmando  el  de  la  Audiencia: 

Resultando  que  interpuesto  después  por  los  mismos,  recur- 
so de  casación  en  el  fondo  contra  el  fallo  de  la  Sala  que  de- 
claró el  conocimiento  de  los  autos  ¿  ftivor  del  Juzgado  del 
Hospital,  se  decidió  igualmente  no  haber  lugar  á  su  admisión,, 
con  las  costas;  fundándose  en  que  es  doctrina  constante  y  ju- 
risprudencia establecida  la  de  que  en  cuestiones  de  competen*- 
cia  de  jurisdicción  no  hay  lugar  al  recurso  de  casación  en  el 
fondo  por  no  considerarse  definitivas  las  sentencias  que  recaen 
sobre  dichas  cuestiones,  puesto  que  no  ponen  término  al  juicio; 
antes  bien  queda  pendiente  el  que  ha  dado  lugar  á  ellas,  y  en 
tal  concepto  no  habia  llegado  el  caso  previsto  en  el  art.  385 
de  la  nueva  Ley  orgánica  de  Tribunales: 

Resultando  que  devueltos  los  autos  al  Juzgado  del  Hospi- 
tal, repúsolas  diligencias  al  estado  que  tenian  en  15  de  Noviem- 
bre de  1871;  y  alegando  sus  excepciones  D.  José  Ruiz  de  Que- 
vedo,  insistió  en  la  incompetencia  del  Juzgado  que  decretó  la 
ejecución  como  fundamento  de  la  nulidad  de  ella,  y  también 
la  Sociedad  A.  Miranda  é  hijos,  reproduciendo  los  argumentos 
que  tenían  aducidos  á  este  fin: 

Resultando  que  el  ejecutante  D.  Juan  Manuel  de  Manzana- 
do  rebatió  las  excepciones  propuestas,  y  pidió  se  pronunciase 
sentencia  de  remate,  mandando  seguir  la  ejecución  adelante ;^ 
y  practicadas  las  pruebas  que  ambos  interesados  juzgaron  con- 
venientes á  su  derecho ,  dictó  sentencia  el  Juez  en  20  de  Fe- 
brero de  1874,  declarando  no  haber  lugar  á  las  excepciones 
opuestas  por  D.  José  Ruiz  de  Quevedo  y  la  Sociedad  mercantil 
conocida  bajo  la  razón  social  A.  Miranda  é  hijos,  mandando 
seguir  la  ejecución  adelante,  hacer  trance  y  remate  de  los  bie- 
nes embargados,  y  con  su  importe  completo  pago  á  D.  Juan 
Manuel  de  Manzanedo  de  los  10.227.080  rs.  90  cents,  que  le 
adeudan  y  los  intereses  legales,  con  las  costas  del  juicio : 

Resultando  que  interpuestas  apelaciones  por  los  ejecutados 
de  la  anterior  sentencia ;  y  remitidos  los  autos  originales  á  la 
Audiencia,  se  dictó  otra  por  los  Magistrados  de  la  Sala  segun- 
da en  19  de  Enero  de  este  año  confirmando  con  las  costas  los 
auto?  apelados  de  21  de  Noviembre  y  1.**  y  9  de  Diciembre  de 
1873  y  la  sentencia  de  20  de  Febrero  de  1874: 
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Resultando  que  contra  esta  sentencia,  y  previos  los  depó- 
sitos prevenidos,  interpusieron  recursos  de  casación  por  que- 
brantamiento de  forma  la  Sociedad  A.  Miranda  é  hijo  y  Don 
José  Ruiz  de  Quevedo,  fundados  en  ta  infracción  comprendida 
en  el  art.  1.013  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  su  cau- 
sa 7.*,  y  también  en  la  6.*  del  art.  5.®  de  la  Ley  sobre  reforma 
de  la  casación  civil  por  haber  alegado  en  primera  instancia  la 
incompetencia  de  jurisdicción  del  Juzgado  del  Hospital,  y  no 
haberse  resuelto  dicho  punto  por  este  Tribunal  á  virtud  del 
recurso  interpuesto  contra  la  decisión  de  la  Audiencia,  fundán- 
dose en  que  el  auto  de  6  de  Diciembre  de  1872,  dictado  por  la 
misma,  no  era  definitivo  ni  ponia  término  al  juicio : 

Resultando  que  admitidos  dichos  recursos,  y  remitidos  los 
autos  originales  á  este  Tribunal  Supremo,  se  les  ha  dado  la 
tramitación  marcada  por  la  ley. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Joaquin  José  Cer- 
vino. 

Considerando  que  la  causa  7.^  del  art.  1.013  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  ó  sea  la  6.*  del  art.  5.®  de  la  de  reforma 
de  la  casación ,  se  refiere  á  la  falta  de  jurisdicción  en  el  Juez 
para  conocer  de  un  asunto  dado:  que  dicha  jurisdicción  no 
dabe  darla  más  que  la  ley,  y  que  así  lo  verifica  la  de  organi  - 
zacion  del  Poder  judicial,  concediéndola  á  los  Jueces  de  pri- 
mera instancia  en  el  párrafo  tercero  del  art.  273  para  todos  los 
juicios,  con  las  taxativas  excepciones  que  expresa: 

Considerando  que  cada  cual  de  los  Jueces  de  primera  ins- 
tancia de  las  poblaciones  en  que  hay  más  de  uno,  es  compe- 
tente para  conocer  de  cualquier  pleito,  causa  ó  acción  civil, 
*  siempre  que  existan  los  requisitos  marcados  en  eKart  298  de 
la  expresada  ley,  sin  que  cualquiera  falta  que  haya  podido 
ocurrir  en  el  repartimiento  de  negocios,  al  tenor  de  la  Real 
orden  de  12  de  Julio  de  1868,  pueda  proceder  de  incompeten- 
cia de  jurisdicción ,  ni  ser,  por  tanto,  base  de  un  recurso  co- 
mo el  presente : 

Considerando  que  el  Marqués  de  Manzanedo ,  por  el  sólo 
hecho  de  haber  llevado  sus  demandas  á  la  oficina  de  reparti- 
miento, no  se  sometió  expresa  ni  tácitamente  á  ningún  deter- 
minado Juez  de  los  de  esta  Corte,  sino  á  la  jurisdicción  que 
cualquiera  de  ellos  ejerce: 

Considerando,  en  consecuencia  de  lo  expuesto ,  que  el  fun- 
damento alegado  por  los  recurrentes  no  estriba*  en  la  falta  7.* 
del  art.  1.013  que  citan,  ni  en  ningún  otro  de  la  ley,  sino  en 
la  más  ó  menos  exacta  observancia  de  la  Real  orden  qiíe  re- 
saló el  repartiiriiento  de  negocios  entre  los  Juzgados  de  una 
misma  población; 
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Fallamos,  que  debemos  declaíar  y  declalramoíj  no  haber 
lugar  al  recurso  de  casación  en  la  forma  interpuesto  por  la 
razón  social  Miranda  é  hijo  y  por  D.  José  Ruiz  de  Quevedo, 
á  los  que  condenamos  en  las  costas  y  en  la  pérdida  de  los 
depósitos  que  verificaron ,  k  los  que  se  dará  el  destino  legal 
correspondiente. 

Por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta 
é  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose  al  efecto  las 
copias  necesarias,  y  devolviéndose  los  autos  á  la  Sala  senten- 
ciadora con  la  oportuna  certificación,  lo  pronunciamos,  man- 
damos y  firmamos. «-Tomás  Huet.=José  María  Herreros  de 
Tejada.  =Manuel  Almonací  y  Mora.=iEl  Sr.  D.  Antonio  Val- 
dés  votó  en  Sala  y  no  pudo  firmar:  Tomás  JB[uet.=Luis  Váz- 
quez Mondragon.=Alberto  Santías.= Joaquín  José  Cervino. 

Publicación. 
.  Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  Joaquín  José  Cervino,  Magistrado  del  Tribu- 
nal Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  tercera^ 
de  que  certifico  como  Secretario  Relator  en  Madrid  á  1.*  de 
Julio  de  1875.=Enrique  Medina. 

NÚM.  3, 
CASACIÓN   POR  INFRACCIÓN   DE  LEY.— SALA  PRIMERA. 


Reolamacion  de  cierta  cantidad.— Sentencia  de  2  de  Julio, 
declarando  no  haber  In^ar  al  recurso  de  casación  interpues- 
to por  D.  José  María  Várela  contra  la  pronunciada  por  la 
Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Corana,  en  pleito  con 
D.  Lorenzo  Pérez. 

En  sus  CONSIDERANDOS  sc  estabiCce: 

Que  una  vez  aceptado  el  mandato ,  queda  obligado  el  man- 
datario d  cumplir  su  cometido,  empleando  todo  el  cuidado  y 
diligencia  necesarios. 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  2  de  Julio  de  1875,  en  los 
autos  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Camba- 
dos, y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Coruña,  por 
D.  Lorenzo  Pérez  con  D.  José  María  Várela,  sobre  reclamación 
de  10.000  pesetas;  autos  que  penden  ante  Nos,  en  virtud  de 
recurso  de  casación  interpuesto  por  Várela  contra  la  sentencia 
que  en  4  de  Mayo  de  1874  dictó  la  referida  Sala: 
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Resultando  que  en  30  de  Noviembre  de  1872  dedujo  de- 
manda D.  Lorenzo  Pérez,  en  la  que  expuso  que  en  el  mes  de 
Marzo  dio  orden  á  D.  Simón  García  y.  compañía,  de  la  ciudad 
de  Santiago,  para  que  por  una  persona  de  su  confianza  le  re- 
mitiese 40.000  rs.  que  tenia  en  su  casa;  y  cumpliendo  con  el 
mandato ,  como  se  hallase  en  aquella  ciudad  D.  José  María 
Várela,  conocido  en  el  comercio  por  el  apellido.de  Perrería,  le 
hizo  encargo  de  conducir  y  entregar  en  Villagarcía  al  Don 
Lorenzo  Pérez  dos  paquetes,  conteniendo  el  uno  la  expresada 
cantidad  en  monedas  de  oro  de  4  y  5  duros,  y  el  otro  un  al- 
filer de  pedrería  y  unas  agujas  de  coser  que  el  Jefe  de  dicha 
casa  recibió  de  Barcelona  para  el  Pérez:  que  no  era  ésta  la 
primera  vez  que  el  Várela  prestaba  iguales  servicios  á  su  con- 
vecino Pérez,  y  sin  embargo,  se  le  ocurrió  entonces  advertir 
al  dependiente  de  D.  Simeón  García  y  compañía  en  el  ^icto 
de  admitir  el  encargo  la  posibilidad  de  una  desgracia  de  que 
él  no  respondía  :  que  á  pesar  de  tal  advertencia  ,  al  tomar  al 
día  siguiente  asiento  en  el  pescante  del  coche  La  Ferro  carri- 
lanCj  si  bien  guardó  los  paquetes  en  la  bolsa  de  viaje,  dejó  de 
llevar  en  la  parte  exterior  de  la  misma  bolsa;  y  en  vez  de 
colgarse  ésta  al  hombro,  la  colocó  á  su  lado  en  el  miv^mo  pes- 
cante, procediendo  con  imprudente  confianza :  que  al  llegar  k 
Caldas  de  Reyes  bajó  de  su  asiento  Várela  Perrería ,  abando- 
nando la  bolsa,  pero  recogiendo  un  capote  y  una  manta  d& 
camino. que  llevaba  en  el  mismo  asiento,  dos  paquetes  de  te- 
jidos del  departamento  de  equipajes  y  un  paraguas  que  habia 
depositado  en  la  berlina,  emprendiendo  tres  cuartos  de  hora 
después  su  viaje  &  Villagarcía  en  otro  coche :  que  llegado  .á 
Sayar  recordó  ser  portador  de  los  expresados  paquetes,  ocu- 
pándose en  buscar  la  bolsa  de  viaje,  que  no  encontró  en  el 
carruaje:  que  distante  apenas  media  legua  de  la  villa  de  Gal- 
das,  Várela  Perrería  prefirió  continuar  su  viaje,  teniendo  que 
andar  doble  camino ;  y  debiendo  llegar  antes  de  las  tres  de  la 
tarde  á  Villagarcía ,  no  depositó  el  telegrama  en  la  estación 
hasta  las  cuatro  y  cuarto  ,  dirigiéndolo  al  Administrador:  de 
La  Ferro-carrilana ,  en  Pontevedra ,  cuando  que  á  esa  hora 
habia  pasado  ya  el  carruaje  para  Vigo :  que  no  participó  ¿  Don 
Lorenzo  Pérez  la  falta  de  los  paquetes  hasta  las  nueve  de  la 
noche ;  que  aún  no  saliera  de  Caldas  La  Ferro-carrilana  cuan- 
do  los  pasajeros  del  cupé,  notando  que  sus  pies  tropezaron  en 
un  objeto  extraño,  encontraron  la  bolsa,  de  cuyo  hallazgo  die- 
ron conocimiento  al  conductor,  que  la  entregó  al  Administra- 
dor de  Pontevedra;  y  remitida  por  éste  al  de  Santiago  en  vir- 
tud de  reclamaciones  del  Várela,  se  halló  que  sólo  encerraba 
el  paquete  del  clavillo  y  las  agujas,  faltando  el  que  contenia 


\oH  10  (MKi  rs.:  nij/i  «f^  '«  fT^'*rL?:a  de  cae  la  sustracción  ha* 
liu»M»  ifMiiilw  ¡u^rar  «ítj  ?v.:eveira  ,  se  dio  conocimieiito  de  lo 
iii^iti'iMtlo  til  Jtn*/,  íJ^í  jT.'rxiSíra  :Lrlan?ia  d-i  aquel  puuio ,  é  ins- 
Iruiil»!  fiiii-ii  rriiíiir.'íil  .  s*-  sobr*¡.sevc.  en  ella  á  calidad  de  sin 
|if»riiiíf¡i»,  in}r  auto  'i»-ÍIrii:  v^-  f3<r  O  Je  Affo-lo  de  1872,  en  el  que 
la  Aii'lií'íH'iíi  «•*>rj>i;.'-;ió  "o'xi^i  }:e^-bo  probalü  la  entrega  de  los 
llcl^  |in(|iif'li'4  ii  \).  Jf^^íí  Míiria  Várela:  y  en  vista  de  estos  he- 
oUtíü  pnlciKlíó  ^';  rhíi'\(::iií^  al  D.  José  María  Perrería  á  la  en- 
ipi'trM  ilí»  \¡iii  10.000  jií'S'fta?  qije  recibió  en  .Santia^  de  D.  Si- 
iMfMHi  íínn-ifi  y  f';írj;*aíjia  para  el  D.  Lorenzo  Pérez,  con  más 
li).*4  iiiiiM'i»M*:<  l«'/ii'í*»i  dí'Sfli'  í^ue  Fe  constituyó  en  mora,  que  vie- 
iii>  II  rtíT  «•!  (lia  í-ii  '¿li';  dííbi«>  hacer  la  enunciada  entrega,  con 

llyMiiliniiíhi  í|Uf  J>.  Joí/'  María  Var^fla  contestó  ¿  la  deman- 
lili,  i*\|t(Mii(*n(lo  íjijí*  bííilárjílo.-'ri  en  .Santiag-o  en  un  dia  de  Mar- 
/<i  ili»  1M7V  rii   í'l    í'otablí'írimíento  de  D.   Rem¡??io  Ochoa ,  se 
jno^i'nió  lifi  fli'jM'niJjf'ntf;  d*;  j).  Simeón  García,  diciendo  de  par- 
tí» i!iM  inir^iiM)  í|n<*  liirifru  ífl    favor  de  entregar  dos  paquetes, 
uii«)  iii6m  |/th:i<Iií  y  otro  m/if*  pequeño,  á  D.  Lorenzo  Pérez:  que 
Vnri'tn  nmí»*  t/i  un  los  INiVuba,  porque  podría  haber  un  disgus- 
to \  lio  riM|iim'iiii  «li«   jí)  ijuíf   rosulta.se:  que  esta  misma  con- 
iiL-^fririiMi  Iri  liiibifi   iludo  íítruH  veces  que  de  parte  del  D.  Si- 
iiH'on  no  JM  Miiii'i'jjriiron  piiqiic»t(»H  cou  ígual  objeto:  que  el  dia 
■il|riiliMílí»  iMiipri'iHÜú  MU  \  ¡iiji» /i  Villagarcía  en  \r  La  Ferro  carri- 
Itiiiti,  i'iilro'M'indojf  f'l  Oí'lion  imi  «»1  acto  de  salir  los  paquetes, 
illi'li''iiiliili*  i|iii«  yri  .ir»  jn  rii villa bii  ol   encargo  para  D.  Lorenzo 
l'iMi'/,  i\  lo  i|ni«  í'onl.í'iló  Viip»la  quo  en  efecto  era  así,  y  en 
■Hiíiiiiiju  iilirló  lii  hoJMH  ib»  \i«ji»  .  colocándolos  en  ella  con  un 
iiiiiiii  i|i«  i|iii«iii  ili»  (!h(»sfiM'  ,  (".«TrAndola  luego  y  guardando  la 
lln\i'  i'n  \n  li«il'«ri  i'xfiM'ifiri  junt.'imtMite  con  un  pañuelo  blanco: 
\\\w  iliii«l«<  dli»bit  AdtiiiiiiMiriKMoii  s(«  dirigió  Várela  con  la  bolsa 
i»n  lii  \\M\\\\\  n  Mnn  Umpic,  iUMMnpniV^ndolc  ol  Ochoa  y  D.  Anto- 
\\\\\  NoNort.  fMi  ilon.b»  MiilfiS  al  po^joanto,  cogitándole  ínterin  tanto 
lii  bol <H  ol  Oi>1)oti,    \\\w  !«!«  la  tiró  d(V<pues  de  colocado  en  su 
»»Ho  \  iui»U,  ijulon  1:1  pur<o  A  su  lado  izquierdo:  que  Várela  no 
bi\h>  il.»  m  «oMo  liMifti  lli^iíJir  A  Oaldas,  donde  le  entregaron  los 
u\0"'.*t  \\y\'\  InUiw  «li»  f:'i^»ii»n»s  ib^  su  prrtonencia  y  un  paraguas; 
\  *snn»^  o\isbf*  \u\v\\  ibvipuoN  Nali^^  para  Villagarcía,  y  al  llegar 
\  la  ^»nu^»^pu;^  \W  ^^•^^ín•  m»  bivo  onr?ro  do  la  falta  de  la  bolsa, 
bir»"\o,b0.i  iI.mOin^  y\A  i»arrn«if*   quo  1  llagado  á  Villagarcia  mar- 
»'íí  ■  \  \\  ,*a|  iiM,M^  i.O,»i»jA!ii»rt  A  i'i^nor  un  parte  para  la  Admi- 

.\    M  i,M,Mi  ,1,*  ;«  .'V-   .» .//js/,\  cMi  l\>r.tevedra:  que  en  vista 

.",  "\  .'.M'«,^  »-»,'i.';í  ,i.*i  t.^í.s'jniwa  ijuc*  dcvia  <vBolsa  recogida, Jb 
•  M\so  ^'tíN^  J^'i«,b»  y.\Y  y  y\\\\\\\s^  lVn*y  al  .(d ministrador  de 
4    «v    \   .»*»•'    \A.   iMí  l\Mü»^\i\lra ;    para  que  la  remitiese 
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«empaquetada  y  sellada  á  D.  Juan  Ramón  de  la  Riva  Navarrete, 
de  Caldas;  pero  en  vez  de  hacerlo  asi  la  remitió  á  Santiago, 
desde  donde  D.  Simón  García  telegrafió  al  Pérez,  dicieudo 
«Bolsa  robada, ;>  de  lo  cual  le  enteró  éste:  que  poco  tiempo 
después  mandó  Pérez  buscar  á  Várela  para  manifestarle  si  le 
bacía  el  favor  de  acompañarle  á  Pontevedra,  como  tuvo  efecto, 
presentándose  ambos  al  Juez  de  aquella  ciudad  poniendo  una 
denuncia  y  rindiendo  en  seguida  sus  declaraciones:  que  no  sa- 
bia si  lo  que  tenia  el  paquete  extraviado  eran  monedas  de  oro, 
de  plata  ó  de.  cobre,  ni  otra  cosa  distinta,  porque  el  depen- 
diente que  se  lo  entregó  no  puso  de  manifiesto  lo  que  encer- 
raba, ni  aun  siquiera  lo  expresó;  y  que  hace  más  de  diez  años 
que  Várela  condujo  mayores  cantidades  de  dinero  para  Pérez 
y  otros  comerciantes,  mereciendo  á  todos  gran  confianza,  y 
pidió  se  declarase  no  haber  lugar  á  la  demanda,  con  las  costas: 

Resultando  que  seguido  el  juicio  por  sus  trámites,  la  Sala 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  por  sentencia  de  4  de  Mayo  de  1874, 
confirmatoria  de  la  del  Juez  de  primera  instancia,  condenó  á 
D.  José  María  Várela,  conocido  por  Perrería,  á  que  satisfaga 
á  D.  Lorenzo  Pérez,  dentro  del  término  de  quinto  día  que  la 
sentencia  cause  ejecutoria,  la  cantidad  de  10.000  pesetas,  con 
los  intereses  á  razón  de  un  6  por  100  desde  11  de  Marzo  de 
1872,  y  en  las  costas: 

Y  resultando  que  D.  José  María  Várela  interpuso  recurso 
dé  casación  por  haberse  á  su  juicio  infringido: 

1.**  La  ley  del  contrato,  que  sujeta  y  obliga  á  las  partes 
que  lo  celebraron  ó  consintieron,  y  la  ley  1.*,  tít.  1.",  libro  10 
de  la  Novísima  Recopilación,  que  da  fuerza  y  vigor  á  toda 
convención  en  cualquier  forma  que  se  hubiese  efectuado  por 
personas  hábiles  para  contratar,  con  tal  que  constase  y  que  la 
materia  sobre  que  recaiga  sea  lícita  y  honesta  y  no  esté  pro- 
hibida ni  contradicha  por  la  moral  ó  por  las  leyes,  circuns- 
tancias todas  que  concurren  en  el  presente  recurso,  donde  las 
partes  convinieron,  y  así  lo  reconoce  y  declara  virtualmente 
la-jnisma  Sala  sentenciadora,  que  I).  José  María  Varela.no 
responderla  de  ningún  disgusto  ó  de  ninguna  degracia  en  el 
desempeño  del  encargo:  que  con  inequívoca  repugnancia  é  in- 
comodidad por  su  parte  se  le  impuso  en*  cierto  modo  por  el 
dependiente  de  García,  pues  á  esto  equivale  la  protesta  con- 
sentida que  hizo  en  el  momento  oportuno  y  que  la  sentencia 
menciona. 

2.**    La  ley  11,  tít.  33,  Partida  7.*,  que  define  y  distingue 

las  culpas,  y  la  doctrina  legal  universalmente  reconocida  y 

basada  en  las  leyes  20,  21,  22  y  29,  tít.  12,  Partida  5.*,  según 

la  cual  D.  José  María  Várela  jamás  pudo  reputarse  sujeto  en 

II. -1."  Y  3.*  2 
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el  desempeño  de  un  mandato  que  no  le  aprovechaba  sino  al 
mínimum  de  cuidado,  cuya  falta  constituye  la  culpa  lata  in- 
mediata al  dolo. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Juan  Cano  Manuel. 

Considerando  que  una  vez  aceptado  el  mandato  queda  obli- 
gado el  mandatario  á  cumplir  su  cometido,  empleando  todo  el 
cuidado  y  diligencia  necesarios: 

Considerando  que  hecho  cargo  el  recurrente  D.  José  Várela 
del  paquete  que  contenia,  las  10.000  pesetas  para  entregarlas 
en  Villagarcla  á  D.  Lorenzo  Pérez,  es  respons^)>le  de  la  pér- 
dida de  dicha  cantidad  por  su  grave  descuido  en  custodiarla, 
que  la  Sala  sentenciadora  aprecia  acertadamente  en  vista  de 
los  hechos  que  admite  como  probados: 

Considerando  que  es  ineficaz  para  eximirse  de  la  obligación 
contraída  la  advertencia  ó  protesta  qne  hizo  al  darle  el  encar- 
go, diciendo  que  no  respondía  de  cualquier  desgracia,  porque 
el  extravio  de  la  cantidad  no  se  debió  á  caso  fortuito  ni  á 
desgracia  alguna  inevitable,  sino  que  por  el  contrario,  fué 
efecto  de  su  incuria,  abandonando  en  el  carruaje  la  cartera 
cuando  llegó  á  Caldas  de  Reyes,  sin  haber  tomado  ¿ntes  las^ 
precaucionas  necesarias  ni  guardado  en  el  bolsillo  la  llave  .de 
la  cartera  que  contenia  el  dinero  encomendado  á  su  custodia^ 
todo  lo  cual  le  coloca  en  el  caso  de  prestar  la  culpa  lata,  res- 
pondiendo en  su  virtud  del  daño  causado  por  su  supina  ne- 
gligencia: 

Considerando  que  esta  clase  de  culpa  se  presta  en  todos  los 
contratos,  y  que  equiparada  como  lo  está  al  dolo,  no  cabe 
acerca  de  ella  el  pacto  de  no  prestarla,  como  contraria  é  in- 
compatible con  la  índole  y  objeto  de  los  contratos: 

Considerando  por  lo  expuesto  que  la  sentencia  no  ha  in- 
fringido la  ley  del  contrato  en  las  de  Partida  que  se  citan  en 
el  recurso; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lu- 
gar al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  José  María  Vá- 
rela, á  quien  condenamos  en  las  costas  y  á  la  pérdida  de  la 
cantidad  de  1.000  pesetas  que  depositó,  la  cual  se  distribuirá^ 
con  arreglo  á  la  ley;  y  líbrese  la  correspondiente  certificacioa 
¿  la  Audiencia  de  la  Coruña. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta é  insertará  en  la  Colección  legislativa  y  pasándose  al 
efecto  las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  fir- 
mamos. =  Juan  González  Ace vedo.  =  José  M.  Cáceres.= Láurea- 
no  de  Arrieta.=Hilario  de  Igon.=Juan  Cano  Manuel. =sJosé: 
Fermín  de  Muro.  =  Joaquín  Ruiz  Cañábate. 

Publicación : 
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Leída  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Exce  - 
lentísimo  Sr.  D.  Juan  Gano  Manuel  ^  Magistrado  del  Tribunal 
Supremo  y  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera  del 
mismo»  el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Relator  Secre- 
tario de  dicha  Sala. 

Madrid  2  de  Julio  de  1875.=Licenciado  Mariano  Fernandez 
García. 

NüM.  4. 

CASACIÓN  POR  INFRACCIÓN  DE  LEY.— SALA  PRIMERA. 


Tbbcebía  db  dominio. — Sentencia  de  2  de  Julio,  declarando  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Doña 
Máxima  Gutiérrez  Caviedes  contra  1^  pronunciada  por  la 
Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  este  distrito^  en  pleito  con 
Doña  María  del  Carmen  de  la  Vega. 

En  sus  CONSIDERANDOS  se  establece: 

Que  el  Tribunal  Supremo  tiene  establecida  con  repetido}^ 
la  doctrina  de  que  la  apreciación  de  las  pruebas  en  conjunto 
cuando  son  de  diferente  clase,  hecha  por  la  Sala  sentenciadora^ 
conserva  todo  su  valor  jurídico  si  no  se  cita  y  demuestra  que 
al  hacerlo  infringe  ley  ó  doctrina  legal. 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  2  de  Julio  de  1875,  eu  los 
autos  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito 
de  la  Inclusa  y  en  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  este 
territorio  por  Doña  Máxima  Gutiérrez  Caviedes  con  Doña  Ma- 
ría del  Carmen  de  la  Vega  y  D.  LuisBruguera,  como  marido 
de  Doña  María  Encarnación  Molinuevo,  y  D.  Alejandro  Bengoe- 
chea,  sobre  tercería  de  dominio  á'  varios  bienes  embargados  á 
éste;  autos  que  penden  ante  Nos,  en  virtud  de  recurso  de  casa- 
ción interpuesto  por  la  demandante  contra  la  sentencia  que 
en  11  de  Octubre  de  1873  dictó  la  referida  Sala: 

Resultando  que  en  22  de  Julio  de  1867  Doña  María  del 
C&rmen  de  la  Vega  y  D.  Luis  Bruguera,  como  marido  de  Doña 
Encarnación  Molinuevo,  acudieron  al  Juzgado  de  primera  ins- 
tancia del  distrito  de  la  Inclusa  de  esta  capital ,  pretendiendo 
se  procediera  al  embargo  preventivo  de  los  bienes  de  D.  Ale- 
jandro de  Bengoechea  por  la  cantidad  de  318.000  rs.,  importe 
del  capital  y.  réditos  hasta  30  de  Junio  anterior  de  un  docu- 
mento privado ,  firmado  á  favor  de  los  reclamantes  por  Ben- 
goechea, y  los  demás  réditos  y  costas  que  se  devengasen: 
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Resultando  que  por  auto  de  24  de  dicho  mes  de  Julio  se 
acordó  el  embargo  preventivo  en  la  forma  solicitada  de  los 
bienes  de  D.  Alejandro  Bengoechea,  y  despiíes  de  practicadas 
variar  diligencias  en  busca  del  mismo  para  llevar  á  efecto  la 
de  embargo  ,  constituidos  en  la  casa- habitación  de  aquel  el 
alguacil  y  Escribano ,  se  les  manifestó  por  D.  Aurelio  Ben- 
goechea que  su  padre  D.  Alejandro  se  enconíraba  en  Colmonar 
Viejo,  pero  que  él  estaba  competentemente  autorizado  para  re- 
presentarle en  todos  sus  negocios  según  el  poder  que  en  el  dia 
anterior  le  habia  otorgado;  en  su  consecuencia ,  el  alguacil  le 
requirió  para  que  diese  fianza  bastante  á  consignarse  la  canti- 
dad de  300.000  rs.,  y  de  no,  designase  bienes  de  la  propiedad 
de  su  padre  bastantes  á  cubrir  dicha  suma;  y  mediante  la  con- 
testación dada  por  el  D.  Aurelio  y  por  designación  del  misino, 
el  alguacil  procedió  al  embargo  de  los  muebles  que  se  encon- 
traban en  la  habitación  como  de  la  propiedad  de  D.  Alejan- 
dro y  al  de  la  tercera  parte  de  una  fábrica  harinera  situada  en 
los  Santos  de  la  Humosa: 

Resultando  que  á  instancia  de  los  referidos^  Doña  María 
del  Carmen  de  la  Vejija  y  de  D.  Luis  Bruguera  ,  después  de 
otras  actuaciones,  por  auto  de  31  de  Julio  de  1868  se  mandó 
proceder  al  embargo  preventivo  de  bienes  de  D.  Alejandro  Ben- 
goechea suficientes  á  cubrir  315.000  rs.,  y  constituidos  en  3  de 
Agosto  siguiente  el  alguacil  y  Escribano  en  la  casa-habitacion 
del  D.  Alejandro,  su  hijo  D.  Enrique  manifestó  que  aquel  no 
se  hallaba  en  casa,  pero  que  él  oiría  la  notificación  y  la  pon- 
dría en  su  Cünocimieoto:  seguidamente  el  alguacil  requirió  al 
D.  Enrique  Bengoechea  para  que  designase  bienes  de  la  pro- 
piedad de  su  padre  ,  y  manifestó  que  designaba  los  mismos 
bienes  que  se  embargaron  ya  en  estos  autos,  por  existir  todos 
y  no  poseer  su  padre  metálico  ni  alhajas;  y  cotejados  los  bienes 
que  existian  en  la  casa  con  los  que  constaban  embárgalos  ya 
en  los  autos,  y  resultando  ser  los  mismos ,  el  alguacil  ios  de- 
claró embargados  todos  ellos,  así  como  la  tercera  parte  de  la 
fábrica  de  harina  situada  en  los  Santos  de  la  Humosa: 

Resultando  que  en  18  de  Agosto  del  repetido  año  de  1868 
Doña  Carmen  de  la  Veg.*i  y  D.  Luis  Bruguera  dedujeron  de- 
manda ejecutiva  contra  D.  Alejandro  Bengoechea  por  la  can- 
tidad de  300.000  rs.  de  capital ,  15.000  de  réditos  vencidos  y 
los  que  vencieren  hasta  la  satisfacción  del  capital ,  y  las  cos- 
tas, pidiendo  que  se  hubiera  por  ratificado  el  embargo  hecho: 
seguida  la  demanda  por  sus  trámites,  la  Sala  tercera  de  la 
Audiencia,  por  sentencia  de  28  de  Abril  de  1868 ,  revocatoria 
de  la  del  Juez  de  primera  instancia  ,  condenó  á  D.  Alejandro 
Bengoechea  á  que  satisficiese  los  300.000  rs.  de  capital  que  se 
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le  reclamaban ,  con  más  los  intereses  vencidos  hasta  el  com* 
pleto  pago,  sin  hacer  expresa  condenación  de  costas ;  é  inter- 
puesto recurso  de  casación  por  I>.  Alejandro  Bengoechea ,  la 
Sala,  por  sentencia  de  27  de  Enero  de  1871  ,  declaró  no  haber 
lugar  ¿  él  ,  con  los  demás  pronunciamientos  consiguientes: 
que  en  su  virtud,  y  para  llevar  á  efecto  la  sentencia,  en  13  de 
Octubre  de  dicho  año  de  1871  se  procedió  ¿  la  tasación  de  los 
efectos  y  muebles  embargados  á  D.  Alejandro  Bengoechea, 
siéndolo,  exceptuados  los  cuadros,  en  la  cantidad  de  16.302  rea- 
les; y  por  auto  de  23  del  mismo  mes  de  Octubre  se  mandó 
proceder  á  l|t  subasta  de  los  muebles  y  efectos  tasados,  seña- 
lándose para  que  tuviera  efecto  el  día  4  de  Noviembre  si- 
guiente: 

Resultando  que  en  21  del  repetido  mes  de  Octubre  de  1871 
Doña  Máxima  Gutiérrez  Caviedes  ,  previo  acto  de  concilia- 
ción, dedujo  demanda  de  tercería  de  dominio  sobre  los  mue- 
bles y  efectos  de  su  propiedad  ,  que  en  su  casa-habitacion, 
caliere  Segovia,  núm.  11,  cuarto  principal  de  la  izquierda, 
habian  sido  embargados  á  instancia  de  D.  Luis  Bruguera  y 
Doña  Carmen  de  la  Vega  en  autos  con  D.  Alejandro  Bengoe- 
chea ,  pidiendo  se  desembargasen  inmediatamente  ,  dejando  á 
la  Doña  Máxima  en  la  quieta  y  pacifica  posesión  de  ellos;  y  al 
efecto  expuso  que  era  publico  y  notorio,  y  constaba  á  D.  Luis 
Bruguera,  que  al  ausentarse  Bengoechea  con  su  familia  «para 
Bilbao  levantó  su  casa,  por  lo  cual  los  dos  hijos  varones ,  que 
por  sus  ocupaciones  tuvieron  que  quedar  en  Madrid  ,  habian 
residido  en  compañía  de  la  demandante  en  la  casa  que  habi- 
taba, y  lo  mismo  habia  sucedido  al  D.  Alejandro  en  las  cor- 
tas temporadas  que  sus  asuntos  le  hicieron  venir  á  esta  Corte: 
que  D.  Luis  Bruguera  y  Doña  Carmen  de  la  Vega  seguían  di- 
ligencias para  el  cobro  de  una  cantidad  que  les  adeudaba  el 
D.  Alejandro  Bengoechea :  que  para  conseguir  el  cobro,  entre 
varios  muebles  de  Bengoechea  habian  pedido  y  obtenido  el  de 
otros  muebles  y  efectos  que  pertenecían  á  la  demandante  ,  se- 
gún se  acreditaba  con  el  recibo  de  inquilinato  que  acompañaba; 
y  que,  según  aparecía  de  la  certificación  del  acto  de  concilia- 
ción, el  apoderado  del  D.  Alejandro  habia  reconocido  á  la  de- 
mandante la  propiedad  de  los  bienes  que  reclamaba: 

Resaltando  que  con  la  anterior  demanda  presentó  la  Gu- 
tiérrez Caviedes  un  contrato  de  arrendamiento  del  cuarto  prin- 
cipal de  la  izquierda  de  la  casa  nüm.  11  de  la  calle  de  Sego- 
via, otorgado  en  5  de  Agosto  de  1867  á  favor  de  Doña  Máxi- 
ma Gutiérrez  Caviedes  por  D.  Manuel  Santos,  de  orden  del 
Marqué!  de  Javalquinto,  en  precio  de  12.000  rs.  anuales  y 
otras  varias  condiciones,  y  á  continuación  de  ellas  aparecen 
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recibos,  firmados  por  el  Santos,  de  pagos  de  alquileres  hechos 
hasta  el  trimestre  vencido  en  4  de  Noviembre  de  1871: 

Resultando  que  por  auto  de  27  de  Octubre  se  mandó  sus- 
pender la  subasta  señalada  para  el  4  de  Noviembre,  y  que  con 
testimonio  de  lo  necesario  se  formase  pieza  separada  respecto 
á  la  demanda  formulada:  que  asi  verificado,  se  confirió  tras- 
lado de  la  demanda  á  Doña  María  del  Carmen  de  la  Vega  y  ¿ 
I).  Luis  Brúguera,  como  marido  de  Doña  Encarnación  Moli- 
uuevo  y  á  D.  Alejandro  Bengoechea: 

Resultando  que  Doña  María  del  Carmen  de  la  Vega  y  Don 
Luis  Bruguera  contestaron  á  la  demanda  solicitando  se  des- 
estimase y  en  su  consecuencia  se  mandara  proceder  á  la  su- 
basta de  los  efectos  embargados ,  con  imposición  de  todas  las 
costas  á  la  parte  actora;  y  para  ello  expusieron,  después  de 
hacer  mérito  del  pleito  seguido  contra  Bengoechea  y  de  los 
embargos  de  que  al  principio  se  ha  hecho  relación,  que  la 
Doña  Máxima  Gutiérrez  Caviedes  se  hallaba  unida  por  víncu- 
los de  parentesco  ó  de  amistad  íntima  con  el  que  hasta  el  dia 
había  aparecido  como  dueño  exclusivo  de  los  muebles  embar- 
gados, y  viviaen  1867  y  1868,  y  vivía  entonces,  en  compañía 
de  los  Bengoecheas:  que  hasta  Agosto  de  1867  el  recibo  de 
inquilinato  del  cuarto  donde  los  muebles  se  hallaban  estaba 
á  nombre  de  D.  Alejandro  Bengoechea;  y  que  la  Doña  Máxima 
estaba  obligada  á  probar  que  los  muebles  embargados  y  tasa- 
dos eran  de  su  propiedad  y  no  habian  debido  sujetarse  al  em- 
bargo dirigido  contra  los  bienes  de  D.  Alejandro  Bengoechea: 

Resultando  que  D.  Alejandro  Bengoechea,  á  quien  se  habia 
emplazado  on  la  villa  de  Bilbao,  donde  á  la  sazón  residía,  no 
compareció,  por  providencia  de  9  de  Febrero  de  1872  se  hubo 
por  acusada  la  rebeldía  y  se  declaró  por  contestada  la  deman- 
da, mandándose  que  las  diligencias  que  ocurriesen  respecto 
del  mismo  se  entendieran  con  los  estrados: 

Resultando  que  practicadas  las  pruebas  que  las  partes  pro- 
pusieron y  seguido  el  pleito  por  sus  trámites,  la  Sala  segunda 
de  la  Audiencia,  por  sentencia  de  11  de  Octubre  de  1873,  con- 
firmatoria de  la  del  Juez  de  primera  instancia,  absolvió  de  la 
tercería  de  dominio  interpuesta  por  Doña  Máxima  Gutiérrez 
Caviedes  á  Doña  Carmen  de  la  Vega  y  á  D.  Luis  Bruguera, 
mandando  que  prosiguiera  la  venta  de  los  bienes  en  el  estado 
que  tenia  al  verificarse  dicha  interposición  ,  condenando  en 
costas  á  Doña  Máxima  Gutiérrez  Caviedes: 

Y  resultando  que  Doña  Máxima  Gutiérrez  Caviedes  inter- 
puso recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  en  el 
procedimiento,  y  fundado  además  en  infracción  de  ley,  «citando 
en  este  concepto  como  infringidas: 
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1.*  La  Ley  fundamental  del  Estado  en  sus  artículos  1 3  y  14, 
pues  sin  deber  nada  á  nadie,  sin  pleito  alguno  ni  ser  vencida 
en  juicio  la  recurrente,  se  la  desposee  de  sus  bienes,  que  tran- 
quilamente poseía,  sin  que  D.  Luis  Bruguera  ni  D.  Alejandro 
Bengoechea  hubiesen  demostrado  pertenecerles. 

2.*  La  ley  27,  tít.  2.^,  Partida  3.%  porque  la  recurrente  po- 
seía y  posee  en  la  actualidad  los  efectos  que  indebidamente  y 
■isreyéndolos  de  D.  Alejandro  Bengoechea  le  han  sido  embar- 
g'ados,  gozando  hasta  el  acto  del  embargo  de  todos  los  dere- 
chos de  propietaria:  que  la  recurrente  era  la  poseedora  mate- 
rial y  para  todos  los  efectos  civiles  dueña  de  los  efectos  que 
se  encontraban  en  su  habitación  y  de  la  cual  era  cabeza  de 
familia,  y  no  ha  habido  otro  que  presente  ni  justifique  que  le 
pertenecen  esos  efectos;  por  lo  cual  la  sentencia  es  contraria 
á  las  leyes  2.%  tít.  30,  Partida  3.%  8.*,  tít.  7.^  libro  11  de  la 
Novísima  Rfecopilacion ,  y  á  los  fueros  de  Sepúlveda,  Logro- 
ño, Cuenca,  Alcalá  y  ísavarra,  y  además  á  la  práctica  cons- 
tante de  los  Tribunales,  que  consideran  dueño  al  inquilino  de 
una  habitación  de  los  efectos  que  contiene,  á  no  ser  que  prue- 
be lo  contrario.- 

Y  resultando  que  la  Audiencia  admitió  el  recurso  de  casa- 
ción por  quebrantamiento  de  forma,  y  hubo  por  interpuesto 
-el  fundado  en  infracción  de  ley  para  el  caso  en  que  procediera 
su  continuación:  que  en  su  consecuencia  se  remitieron  los  au- 
tos á  este  Tribunal  Supremo,  y  sustanciado  el  recurso  por 
quebrantamiento  de  forma,  la  Sala  por  sentencia  de  25  de 
Junio  de  1874  declaró  que  fué  mal  admitido,  que  en  su  virtud 
no  había  lugar  á  resolverle. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Benito  de  Ulloa 
y  Rey. 

Considerando  que  este  Tribunal  Supremo  tiene  establecida 
con  repetición  la  doctrina  de  que  la  apreciación  de  las  prue- 
bas en  conjunto,  cuando  son  de  diferente  clase,  hecha  por  la 
Sala  sentenciadora,  conserva  todo  su  valor  jurídico  si  no  se 
cita  y  demuestra  que  al  hacerlo  infringe  ley  ó  doctrina  legal: 

Considerando  que  la  Sala  sentenciadora  apreció  como  es- 
timó justo  las  pruebas  suministradas  por  las  partes  en  este 
pleito,  consignando  que  la  demandante,  hoy  recurrente,  no 
había  probado  su  demanda;  y  partiendo  de  esta  apreciación,  y 
como  consecuencia  rigorosamente  lógica  de  la  misma,  absol- 
vió á  la  parte  demandada;  declaración  tanto  más  eficaz,  cuanto 
que  dicha  apreciación  no  fué  impugnada: 

T  considerando,  por  último,  que  la  parte  recurrente  supone 
^con  manifiesta  inexactitud,  como  lo  demostraría  en  todo  caso 
Xa  existencia  de  estos  autos,  que  fué  desposeída  de  los  bienes 
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<le  que  se  trata  siu  haber  sido  vencida  en  juicio;  y  partiendo- 
de  ese  error,  cita  como  infring'idad  leyes  que  carecen  de  apli- 
cación y  Códigos  que,  aun  en  el  supuesto  de  que  alg-uno  «Je- 
sús preceptos  se  hallase  vigente  y  fuese  aplicable  á  la  cuestioa 
litigiosa,  seria  menester  que  se  hubiese  determinado  cuáles 
eran  'fesos  preceptos,  para  que  pudieran  ser  objeto  de  reso- 
lución; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lu- 
gar al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Doña  Máxima  Gu- 
tiérrez Caviedes,  á  la  que  condenamos  en  las  costas  y  á  la  pér- 
dida de  la  cantidad  de  1.000  pesetas  que  depositó,  que  se  db- 
tribuirá  con  arreglo  á  la  ley;  y  devuélvanse  los  autos  á  la 
Audiencia  de  este  distrito  con  la  correspondiente  certifica- 
ción. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta é  insertará  en  la  Colección  legulativa  ,  pasándose  al 
efecto  las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y 
flrmarao8.=Juan  González  Acevedo.=José  María  Cáceres.:= 
Laureano  de  Arrieta.=Juan  Cano  Manuel. =Ramon  Diaz  Ve- 
la. =  Benito  de  ülloa  y  Rey.  =  Julián  Gómez  Inguanzo. 
.Publipation: 

Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Exce* 
lentisimo  Sr.  D.  Benito  de  UUoa  y  Rey,  Magistrado  de  la  Sala 
primera  del  Tribunal  Supremo ,  celebrando  audiencia  pública 
la  misma ,  en  el  dia  de  hoy ,  de  que  certifico  como  Escribano 
de  Cámara. 

Madrid  2  de  Julio  de  1875.  =  Rogelio  González  Montes. 

NÚM.  5. 
CASACIÓN  POR  INFRACCIÓN  DE  LEY.— SALA  PRIMERA. 


Cancelación  de  una  inscripción  en  el  Registro  de  la  Pro-^ 
PIEDAD. — Sentencia  de  2  de  Julio,  declarando  no  haber  lugar 
al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Doña  María  Rosalía 
y  Doña  María  Eulalia  Osorio  de  Moscoso,  como  representan- 
te de  la  testamentaría  del  Conde  de  Altamira,  contra  la  pro- 
nunciada por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Sevilla, 
en  pleito  con  el  Ministerio  fiscal ,  en  representación  del 
Estado. 

En  sus  CONSIDERANDOS  86  establcce: 
Que  conforme  al  art.  81  de  la  Ley  hipotecaria  ^  la  primera^ 
inscripción  sólo  puede  cancelarse  en  virtud  de  otra  escritura^ 
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^n  la  cual  manifiesten  su  consentimiento  las  personas  que  ha-- 
Han  otorgado  la  primera  y  ó  sus  causahabienles  legítimos  ,  ó 
mediante  providencia  ejecutoria,  contra  la  cual  no  se  halle  pen- 
diente recurso  de  casación. 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  2  de  Julio  de  1873,  en  os 
autos  seguidos  eu  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  kyvL- 
monte,  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Sevilla,  por 
el  Ministerio  fiscal ,  en  representación  del  Estado ,  con  Doña 
María  Eulalia  Osorio  de  Moscoso  ,  como  representantes  de  la 
testamentarla  del  Conde  de  Altamira,  sobre  cancelación  de  una 
inscripción  en  el  Registro  de  la  Propiedad;  autos  que  penden 
ante  Nos,  en  virtud  de  recurso  de  casación  interpuesto  por  las 
demandadas  contra  la  sentencia  que  en  7  de  Febrero  de  1874 
dictó  la  referida  Sala: 

Resultando,  que  por  carta-puebla  de  12  de  Enero  de  1595 
D.  Francisco  de  Guzman,  Marqués  de  Ayamonte,  Señor  de  las 
Villas  de  Lepe  y  la  Redoudela,  habiéndole  suplicado  Francis- 
co Martin  y  otros  varios  que  menciona ,  que  querian  conser- 
var, aumentar  y- amplificar  la  antigua  población  y  junta  de 
vecinos  que  en  su  dehesa  de  los  Verdes  y  Campanillas  había 
habido  y  habia,  y  que  para  este'  efecto  les  diese  licencia  para 
hacer  casas  y  moradas  en  el  sitio  de  dicha  dehesa,  hizo  mer- 
ced al  Francisco  Martin  y  demás  nombrados,  y  á  todos  los 
demás  que  quisieren  ir  y  fueren  á  poblar  con  su  licencia  y 
consentimiento  de  sus  sucesores  en  el  Estado,  á  la  citada  de- 
hesa de  Verdes  y  Campanillas ,  que  lo  pudieran  hacer  y  po- 
blar, y  era  su  voluntad  y  mandaba  que  se  llajnase  de  allí  ade- 
lante la  villa  de  San  Silvestre  de  Guzman,  donde  ellos  y  los 
demás  que  fueren  á  poblar  y  á  vivir  tuvieran  las  dichas  .-^us 
casas:  que  asimismo  les  hacia  merced  que  pudieran  tener  por 
ejido  el  sitio  que  les  estaba  señalado  y  amojonado ,  para  que 
en  él  pudieran  tener  y  llevar  sus  caballos  y  bestias  de  servi- 
cio; y  que  asimismo  tuvieran  por  dehesa  boyal  el  sitio  que 
les  estaba  señalado  y  amojonado ,  en  la  que  no  hablan  de  po- 
der pastar  más  que  las  reses  de  labor  de  los  vecinos  de  la  di- 
cha villa,  conforme  sus  Ordenanzas,  y  bajo  las  penas  de  ellas^ 
y  también  hablan  de  poder  pastar  en  la  dicha  dehesa  boyal 
las  reses  de  labor  de  los  vecinos  de  las  villas  de  aquel  Mar- 
quesado, según  y  como  podían  pastar  en  las  otras  villas,  por- 
que en  cuanto  á  esto  la  dicha  dehesa  boyal  de  la  villa  de  San 
Silvestre  de  Guzman  habia  de  quedar  común  con  los  vecinos 
que  las  otras  villas  para  las  dichas  reses  de  labor  ,  y  los  ve- 
cinos de  la  dicha  villa  de  San  Silvestre  de  Guzman  hablan  de 
I)oder  pastar  con  sus  reses  de  labor  en  las  dehesas  boyales  de 
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las  otras  villas ;  y  que  en  lo  restante  de  la  dicha  dehesa  de 
Verdes  y  Campanillas  que  entonces  era  ,  por  cuanto  los  di- 
chos vecinos  de  la  dicha  villa  hablan  de  tener  parte  común 
en  los  baldíos  de  aquel  Marquesado,  los  ganados  de  los  veci- 
nos de  las  villas  de  él  habían  de  poder  pastar  en  todo  el 
tiempo  del  año  en  lo  que  quedase  por  sembrar,  y  en  lo  que  se 
sembrase  estando  recogidas  las  sementeras,  y  luego  las  tuvie- 
ren, reservando,  como  reservaba  en  sí  y  sus  sucesores.,  orde- 
nar y  mandar  lo  que  más  servido  fueren  y  vieren  que  más  con- 
viniera acerca  de  pastar  los  gauados  de  los  vecinos  de  aquel 
Marquesado  en  el  dicho  resto  de  la  dehesa  que  entonces  era, 
según  los  tiempos  y  ocasiones  y  necesidades  que  se  ofrecieren: 
que  en  la  dicha  dehesa  no  habían  de  poder  sembrar  más  que 
los  vecinos  de  dicha  villa  de  San  Silvestre  y  no  otros  algunos, 
y  el  Concejo  y  Cabildo  de  ella  había  de  repartirse  las  dichas 
tierras  que  hubieren  de  resultar  entre  los  vecinos,  procurando 
que  no  se  sembrasen  todas  cada  un  año  ,  sino  que  se  hiciesen 
tres  hojas  para  que  cada  un  año  se  sembrase  la  una  ó  las  que 
le  pareciese  que  más  conviniese,  porque  había  de  quedar  á  su 
disposición,  y  por  lo  menos  habia  de  quedar  la  mitad  por  sem- 
brar; y  porque  las  dichas  dehesas  de  los  Verdes  y  Campanillas 
eran  demás  propias  de  su  mayorazgo  ,  les  daba  licencia  y  fa- 
cultad para  que  pudieran  aprovechar  de  ella  para  su  crianza  y 
labranza  con  que  solamente  le  diesen  y  pagasen,  y  después  de 
él  á  los  dichos  sus  sucesores,  en  recoDOcimiento  de  la  propie- 
dad y  señorío  que  tenian,  12  carneros  y  36  gallinas  en  cada 
un  año,  además  de  los  diezmos  y  primicias  que  tenian  obliga- 
ción de  pagar;  y  porque  para  hacer  y  edificar  las  casas  de  sus 
moradas  y  para  poder  usar  en  dicho  ejido  seria  necesario  cor- 
tar y  arrancar  árboles  que  hubieren  en  dicho  sitio,  les  daba  y 
concedía  licencia  para  que  pudieren  cortar  y  arrancar,  con  que 
ante  todas  cosas  le  hiciesepi  saber  y  diesen  noticia  de  ello  para 
que  él  señalase  persona  que  se  hallase  presente,  porque  no  se 
cortasen  más  encinas  ni  se  arrancasen,  ni  árboles,  de  los  que 
fueren  señalados  innecesarios  para  el  dicho  efecto ;  y  por  los 
solares  donde  hicieren  las  dichas  casas ,  no  habían  de  pagar 
tributos  ni  otra  cosa  alguna  de  lo  que  arriba  estaba  dicho:  que 
asimismo  le  daba  licencia  para  que  hicieran  los  hornos  de  cal, 
teja  y  ladrillo  que  fueren  necesarios  para  el  dicho  efecto  li- 
bremente ,  sin  que  pagase  otros  derechos  algunos  más  que  el 
de  diezmo  que  ellos,  se  debia :  y  de  lo  contenido  en  este  privi- 
legio habían  de  gozar  los  susodichos  y  los  demás  que  fuesen 
á  poblar  y  á  vivir  en  la  dicha  su  villa  de  San  Silvestre  de 
Guzman,  no  habiendo  sido  ahora  ni  en  ningún  tiempo  vecinos 
de  ningún  pueblo  de  su  Marquesado ,  porque  los  tales  no  era 
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«u  voluntad  que  g'ozasen  de  él,  sino  los  que  de  fuera  parte  vi- 
nieren: 

Resultando  que  por  disputar  la  Comandancia  de  Marina  del 
Departamento  de  Cádiz  al  Marqués  de  Astorga  la  propiedad  de 
los  arbolados  de  su  Marquesado  de  Ayam'onte  y  demás  pue- 
blos que  le  eran  respectivos  ,  como  plantados  en  terrenos  oal- 
dfos  realengos  y  de  Propios  y  sujetos  á  la  conservaduría  ge- 
neral del  ramo ,  acudió  á  S.  M.  el  citado  Marqués,  en  solici- 
tud de  que  se  le  dejasen  expeditos  por  parte  de  la  Marina  los 
arbolados  comprendidos  en  la  demarcación  de  los  cinco  pue- 
blos que  formaban  el  Marquesado  ,  Ayamonte  ,  San  Silvestre, 
Villafranca,  Lepe  y  Redondela;  y  habiéndose  re^ielto  por  Real 
45rden  de  29  de  Febrero  de  1828  que  se  admitiese  al  Conde  de 
Altamira  que  debia  usar  de  su  derecho  en  forma  ante  el  Tri- 
bunal de  Justicia  del  Departamento  de  Marina  respectivo ,  con 
audiencia  fiscal  de  los  pueblos  y  demás  que  se  considerasen 
interesados,  dedujo  demanda  el  citado  Conde  de  Altamira,  Mar- 
qués de  Astorga,  en  27  de  Marzo  de  1829  ante  el  citado  Tri- 
bunal, solicitando  se  le  declarase  que  le  pertenecian  y  á  sus 
sucesores  en  plena  propiedad  y  aprovechamiento  el  referido 
arbolado  comprendido  en  los  dichos  cinco  pueblos,  á  excep- 
ción de  algunos  que  pudiese  resultar  y  se  justificase  ser  de 
dominio  particular ,  mandando  que  quedase  á  su  libre  uiso  y 
disposición  ,  sin  que  la  Marina  Real  les  pusiese  impedimento 
alguno  en  su  disfrute  y  aprovechamiento,  salvos  los  derechos 
y  jeglas  que  debieran  observar  con  arreglo  á  las  últimas  Rea- 
les órdenes  sobre  montes;  que  conferido  traslado  á  los  Ayun- 
tamientos de  los  pueblos  indicados,  sin  que  á  pesar  de  las  in  - 
timaciones  que  se  les  hicieron  se  hubiesen  presentado  á  con- 
testar al  traslado  de  la  demanda,  se  mandó  continuar  la  sus- 
tanciacion  por  los  estrados  del  Tribunal  y  con  el  Fiscal: 

Resultando  que  en  vista  de  lo  expuesto  por  éste  y  de  las 
pruebas  practicadas,  se  proveyó  en  9  de  Diciembre  de  1830  por 
el  referido  Tribunal  de  Marina  auto  definitivo,  declarando  que 
los  arbolados  comprendidos  en  los  términos  de  los  pueblos 
que  componían  el  Marquesado  de  Ayamonte,  k  saber,  el  de 
«sta  ciudad,  Villablanca,  Lepe,.  Redondela  y  San  Silvestre, 
debian  estimarse  de  la  propiedad  particular  del  Marquesado 
de  Astorga,  al  cual  pertenecian  los  terrenos  y  montes  que  ha- 
<^n  parte  del  mayorazgo  de  aquel  título,  sin  que  puedan  com- 
prenderse en  esta  declaración  los  terrenos  y  arbolados  que  por 
contratos  especiales  y  la  competente  autorización  tuviera  ce- 
didos, donados  ó  enajenados  el  actual  poseedor  de  dicho  ma- 
joraz^o  ó  sus  antepasados  en  favdir  de  los  miamos  pueblos, 
corporaciones  ó  particulares  que  con  justos  y  legítimos  títulos 
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acreditasen  en  las  respectivas  Subdele^aciones  con  la  debida 
aprobación  de  aquella  Superioridad  el  derecho  que  pudieran 
haber  adquirido  k  los  que  se  hallasen  comprendidos  en  esta 
excepción ;  y  por  virtud  de  los  Reales  decretos  vigentes,  que 
dejaban  en  libertad  á  k)S  dueñas  particulares  de  arbolados 
para  disponer  de  ellos  como  tuvieran  por  conveniente,  se 
declaraban  asimismo  exentos  de  la  conservaduría  de  montes 
de  Marina  los  que  por  consecuencia  de  esta  declaración 
pertenecieron  en  propiedad  particular  al  citado  mayorazgfo,  y 
sujetos  por  la  misma  virtud  á  la  expresada  conservaduría  todos 
los  que  por  cousecuencia  de  dichos  contratos  pertenecieran  á 
los  Propios  y  lirbitrios  de  los  mismos  pueblos ,  para  lo  cual  y 
que  constase  debidamente  los  de  esta  claae,  se  remitiera  á 
aquella  Superioridad  por  los  respectivos  Ayuntamientos  y  Sub- 
deleg'ados,  con  la  intervención  del  Fiscal  celador  de  Marina, 
un  estado  expresivo  de  los  nombres  de  los  terrenos,  su  cabida, 
número  y  clase  de  arbolados  que  comprendian,  para  determi- 
nar en  su  vista  lo  demás  que  correspondiese;  y  respecto  á  que 
los  referidos  Ayuntamientos  no  habían  comparecido  á  usar  de 
su  derecho  en  esta  demanda  sin  embargx)  de  los  emplazamien- 
tos que  se  les  hicieron,  se  librase  despacho  &  las  justicias  sub- 
de^gadas  de  montes  de  dichos  pueblos  para  que  hicieran  sa- 
ber ésta  determinación  &  las  expresadas  corporaciones ,  k  los 
efectos  que  les  convinieran: 

Resultando  que  librado  el  despacho  prevenido  en  el  defini- 
tivo anterior,  tuvieron  efecto  las  intimaciones  á  los  Ayunta- 
mientos de  los  cinco  pueblos,  los  cuales  consintieron  dicha 
providencia,  menos  el  de  Ayamonte ,  que  interpuso  apelación 
que  le  fué  oida  por  vía  de  restitución,  declarándose  á  solici- 
tud del  Marqués  en  auto  de  25  de  Enero  de  1831  por  consen- 
tido y  pasado  en  autoridad  de  cosa  juzgada  el  expresado  de- 
finitivo en  cuanto  á  los  Ayuntamientos  de  los  demás  pueblos, 
y  mandando  en.su  consecuencia  que  se  librasen  los  correspon- 
dientes despachos  á  las  justicias  subdelegadas  de  montes  de 
aquellos  pueblos,  para  que  precediendo  la  notificación  de  esta 
providencia  k  los  respectivos  Ayuntamientos,  procediesen  k  dar 
i  la  parte  del  Marqués  de  Astorga  la  posesión  de  los  arbolados 
i  que  se  contraía  el  citado  definitivo;  y  por  otro  auto  de  4  de 
Febrero  siguiente  se  concedió  al  Ayuntamiento  de  Ayamonte 
la  audiencia  que  habia  solicitado  por  vía  de  restitución,  para 
que  en  el  término  ordinario  alegase  de  su  derecho  y  justicia 
lo  que  le  conviniere: 

Resultando  que  en  tal  estado,  en  30  de  Setiembre  de  1830, 
el  Presbítero  D.  Jacinto  López  Falcon  propuso  ante  .la  Subde- 
legaoion  general  de  bienes  mostrencos  la  denuncia  de  que  en 
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€l  término  y  jurisdicción  de  Ayamonte,  de  la  villa  de  Lepe,  y 
pueblos  de  la  Redondela,  San  Silvestre  .y  Villablanca  existían 
en  diferentes  terrenos  y  sitios  conocidos  un  considerable  arbo- 
lado de  pinos ,  encinas  y  alcornoques  de  diferentes  tamaños  y 
de  grande  utilidad  y  crecido  valor,  c.uyo  arbolado,  sin  ser  del 
dominio  particular  ni  perteneciente  á  los  cinco  pueblos  en 
concepto  de  baldíos ,  Propios,  ni  por  algún  otro  título  legíti- 
mo, hacia  muchos  años  que  los  venían  aprovechando  y  dis- 
frutanda  los  mismos  pueblos ,  aspirando  ahora  la  casa  del 
Marqués  de  Astorga,  Conde  de  Aitamira,  á  apropiárselos  bajo 
pretesto  del  señorío  jurisdiccional  que  habia  ejercido  en  aque- 
llos pueblos,  sin  cotisiderar  que  carecía  de  títulos  legítimos; 
para  ello,  admitida  que  fué  la  denuncia,  previas  diferentes 
diligencias,  y  habrondose  mostrado  parte  el  Marqués  de  Astor- 
ga, el  Subdelegado  general  de  mostrencos  proveyó  auto  en  12 
de  Marzo  de  1832,  declarando  qué  siendo  cosa  ya  juzgada  en 
solemne  forma  la  pertenencia  de  los  arbolados  y  terrenos  com  - 
prendidos  en  la  denuncia  por  un  Tribunal  especialmente  nom- 
brado por  S.  M.  al  efecto,  no  podía  ni  debía  tener  ulterior 
progreso  la  expresada  denuncia,  y  que  en  su  consecuencia  se 
sobreseyese  en  ella,  librándose  el  correspondiente  despacho  al 
Subdelegado  de  mostrencos  de  Sevilla  para  que  dispusiese  el 
alzamiento  del  secuestro  de  los  citados  arbolados  y  terrenos 
denunciados,  y  se  recogieran  los  edictos  que  se  hubieren  fijado 
en  los  pueblos  del  partido  de  Ayamonte,  dejando  al  nominado 
Marqués  en  la  posesión  de  los  mismos  arbolados  ejecutoriado? 
k  su  favor  en  las  expresadas  villas  de  Lepe,  la  Redoudela,  San 
Silvestre  y  Villablanca: 

Resultando  que  de  este  auto  interpuso  el  denunciador  re- 
curso de  súplica,  que  le  fué  admitido  para  ante  la  Junta  su- 
prema de  Correos,  donde  continuó  su  tramitación  hasta  que, 
suprimida  aquella,  y  en  virtud  de  la  ley  de  9  de  Mayo  de  1835, 
fué  remitido  á  la  Audiencia  de  este  territorio,  la  cual,  después 
de  haber  oído  al  Fiscal  y  á  la  Dirección  general  de  Rentas  y 
Arbitrios  de  amortización,  pronunció  sentencia  en  19  de  Octu- 
bre de  1836,  la  cual  se  mandó  llevar  á  puro  y  debido  efecto 
eu  auto  de  8  de  Noviembre  del  mismo  año,  confirmando  el 
auto  de  sobreseimiento  proveído  por  el  Subdelegado  general 
de  bienes  mostrencos  en  12  de  Marzo  de  1832,  y  reservando 
su  derecho  al  Conde  de  Aitamira  para  que  reclamase  contra 
quien  tuviese  lugar  los  perjuicios  que  se  le  hubieren  causado: 

Resultando  que  posteriormente  ,  á  solicitud  del  Marqués 
de  Astorga,  y  por  auto  del  Juzgado  de  primera  instancia  de 
Ayamonte,  en  17  de  Mayo  de  1837  se  mandó  librar  despacho 
con  los  insertos  necesarios  á  los  Alcaldes  de  las  villas  de  Lepe, 
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Bedondela,  Víllablanca  y  San  Silvestre  de  Guzman,  para  que 
en  conformidad  á  las  providencias  ejecutoriadas  que  aparecían 
de  la  certificación  presentada  por  parte  del  Marqués  de  As- 
torga.  Conde  de  Altamira,  diesen  en  sb  nombre  á  su  Adminis- 
trador D.  Manuel  Joaquin  Arroyo  la  posesión  de  los  arbolados 
de  que  se  trata,  cuanto  habia  lugar  en  derecho  y  sin  perjuicio 
de  tercero;  todo  lo  cual  se  ejecutó  tomándolo  con  respecto  á 
la  villa  de  San  Silvestre  en  26  del  propio  mes  y  año,  de  todos 
los  arbolados  baldíos  del  campo,  de  común  aprovechamiento  de 
aquella  villa  y  pueblos  del  Marquesado ,  quieta  y  pacifica- 
mente, sin  contradicción  alguna;  devolviéndose  las  diligencias 
til  Juzgada,  entregada«  por  éste  con  las  ejecutorias  mencio- 
nadas á  la  parte  del  Marqués  de  Astorga,  fueron  después  ins- 
critas con  respecto  á  la  villa  de  San  Silvestre  en  19  de  Marza 
de  1866  en  el  Registro  de  la  propiedad  de  Ayamonte,  tomo  9.°, 
libro  2.**,  folio  22,  finca  54,  inscripción  1.": 

Resultando  que  en  dicho  año  de  1837,  ante  el  propio  Juz- 
gado de  Ayamonte  se  incoaron  autos  por  el  Marqués  de  As- 
torga  para  cumplir  con  lo  dispuesto  por  la  ley  de  26  de  Agosto 
de  aquel  mismo  año,  y  sustanciados  con  el  Promotor  fiscal,  y 
como  coadyuvantes  de  éste  los  pueblos  del  Marquesado  de 
Ayamonte,  Lepe,  Redondela ,  Villablanca  y  San  Silvestre  de 
Guzman,  dictó  sentencia  la  Audiencia  de  Sevilla  en  20  de  Maya 
de  1840,  declarando  que  el  Marqués  de  Astorga  y  de  Ayamonte 
habia  cumplido  con  la  presentación  de  los  títulos  de  adquisi- 
ción de  los  bienes  y  rentas  que  poseía  en  Ayamonte  ,  Lepe, 
Redondela,  Villablanca  y  San  Silvestre  de  Guzman,  que  exigía 
la  ley  para  que  no  se  le  perturbase  en  su  disfrute :  que  decla- 
rada esta  sentencia  por  consentida  y  pasada  en  autoridad  de 
cosa  juzgada,  y  devueltos  los  autos  al  Juzgado^  solicitó  el  Mar- 
qués la  posesión  de  los  montes,  arbolados  y  terrenos  compren- 
didos en  el  término  jurisdiccional  de  aquella  ciudad  de  Aya- 
monte;  con  efecto,  le  fué  dada  en  24  de  Noviembre  de  1842, 
y  en  virtud  de  otro  escrito  se  proveyó  auto  en  1 1  de  Mayo 
de  1844,  por  el  que  se  le  amparó  en  la  mencionada  posesión  y 
disfrute  en  que  se  hallaba  de  los  terrenos,  montes  y  arbolados 
de  su  particular  propiedad,  defendiéndole  en  ella  sin  perjuicia 
de  tercero,  para  que  por  ninguna  persona  ó  Autoridad  pudiera 
ser  perturbado  sin  primero  vencerle  en  juicio ;  y  se  mandó 
notificar  este  auto  de  amparo  á  quien  correspondiera,  comu- 
nicándose por  medio  de  oficios  á  los  Alcaldes  de  los  pueblos 
ya  mencionados,  como  tuvo  efecto,'  dándose  cumplimiento  por 
el  Alcalde  de  San  Silvestre  de  Guzman  en  20  de  Febrero 
de  1846  : 

Resultando  que  por  escritura  de  25  de  Junio  de  1844  Don 
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José  CJoTrea  ,  Alcalde ;  D.  Manuel  Luis  Rodríguez ,  Teniente 
Alcalde,  y  D.  Manuel  Ojeda  Sánchez,  vecino  particular  de  la 
Tilla  de  San  Silvestre  de  Guzman,  de  una  parte,  y  D.  Gabriel 
López,  Administrador  de  la  casa  y  Estados  del  Marqués  de 
Astorgfa,  de  otra;  aquellos ,  como  comisionados  especiales  del 
Ayuntamiento  de  la  expresada  villa,  y  en  representación  de 
ella  y  su  vecindario,  otorgaron  que  obligaban  k  la  dicha  villa 
de  San  Silvestre  de  Guzman  y  su  vecindario  á  satisfacer  al 
Marqués  de  Astorga  y  de  Ayamonle  perpetuamente  y  para 
siempre  la  suma  de  100  rs.  cada  año,  en  dinero  efectivo,  por  el 
canon  de  la  dehesa  de  Verdes  y  Campanillas  que  dicha  villa 
poseia  por  donación  de  los  predecesores  del  Marqués,  aumen- 
tando cada  año,  desde  el  de  aquella  fecha  en  adelante,  40  rs.  & 
dicha  suma  hasta  enjugar  los  atrasos  desde  1838  inclusive,  & 
razón  de  la  misma  cantidad,  cuyo  pago  se  entendía  en  subro- 
gación de  los  carneros  y  gallinas  que  el  pueblo  satisfacía  por 
el  dicho  canon  ,  mediante  que  éste  se  habia  reducido  á  mará- 
-vedis  ,  según  queda  explicado,  por  lo  cual  reconocía  la  villa 
por  señor  del  expresado  censo  al  Marqués  de  Astorga  ,  reno- 
vando y  ratificando  la  expresada  obligación,  y  relevándole  de 
la  presentación  de  la  escritura  primordial  de  su  imposición, 
que  se  entenderla  constituida  sobre  todos  los  bienes  raíces, 
muebles  y  semovientes ,  fondos  públicos  y  demjis  pertenencias 
de  la  villa,  y  especial  señaladamente  sobre  la  misma  dehesa  de 
Yerdes  y  Campanillas  que  dejaba  afecta  y  ligada  á  este  con- 
trato, con  pacto  expreso  de  no  poderla  enajenar  sino  con  la 
misma  hipoteca;  y  el  D.  Gabriel  López ,  á  nombre  del  citado  * 
Marqués,  aceptóla  reducción  expresada,  así  como  la  resolu- 
ción de  los  atrasos  en  la  forma  convenida: 

Resultando  que  según  certificación  del  Registrador  de  la 
propiedad  del  distrito  de  Ayamonte,  en  27  de  Junio  de  dicho 
año  de  1844  fué  inscrita  la  precedente  escritura  en  el  legajo  4.*^ 
de  toma  de  razón  de  aqliel  año,  al  folio  26: 

Resultando  que  según  el  mismo  Registrador,  en  el  tomo  9.** 
de  la  propiedad,  libro  2.°,  al  folio  22,  empezaban  las  inscrip- 
ciones de  la  finca  núm.  54,  describiéndose  con  el  núm.  1.°  la 
dehesa  denominada  Verdes  y  Campanillas  ,  sita  en  el  término 
de  San  Silvestre  de  Guzman,  con  la  cabida  y  linderos  que  so 
mencionan,  destinada  en  su  totalidad  h  pastos  y  á  la  cria  de 
encinas  de  que  estaba  poblada  en  parte:  que  para  el  objeto  de 
esta  inscripción  no  se  hallaba  con  gravámenes:  que  al  falleci- 
miento del  Conde  de  Altamira,  Marqués  de  Astorga  y  de  Aya- 
monte,  en  14  de  Febrero  de  1864,  era  poseedor  de  dicha  finca, 
como  uno  de  los  arbolados  comprendidos  en  el  término  de  San 
Silvestre,  con  la  modificación  que  se  expresaría  en  la  inscrip- 
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cion  2.*  de  este  número,  y  que  formaba  parte  de  la  propiedad 
particular  del  Marqués  de  Astorg-a,  inherente  á  su  título,  con 
excíjpcion  de  los  que  tuviera  cedidos,  donados  ó  enajenados  en 
virtud  de  la  sentencia  del  Tribunal  de  Marina  del  departamento 
de  San  Femando,  fecha  9  de  Diciembre  de  1830,  confirmada 
por  la  Subdelegacion  g-eneral  de  bienes  mostrencos  de  12  de 
Marzo  de  1832,  y  aprobada  por  la  Sala  seg-unda  de  la  Audien- 
cia de  Madrid  en  19  de  Octubre  de  1836,  causando  ejecutoria, 
habiéndose  dado  en  su  consecuencia  al  interesado  la  posesión 
judicial  en  26  de  Mayo  de  1837 ,  en  cuya  atención  D.  Vicente 
Pío  Osorio  ,  Marqués  de  Astorg'a  y  otros  títulos ,  inscribía  su 
titulo  constando  todo  lo  referido  del  testimonio  dado  por  cer- 
tificación, previo  mandato  judicial,  y  de  las  dilig^encias  origi- 
nales de  toma  de  posesión  unidas  al  mismo  ,  é  igualmente  á 
la  nota  adicional . firmada  por  el  Administrador  y  apoderado 
de  los  herederos  del  referido  Marqués  de  Astorga  ,  con  las 
firmas  además  de  los  representantes  en  los  terrenos  colindan- 
tes, y  con  el  Sello  y  V.^  B.**  de  los  Alcaldes  respectivos  :  que 
dichos  documentos  habían  sido  presentados  en  aquel  registro 
en  el  dia  19  de  Marzo  de  1866: 

Resultando  que  con  el  núm.  2.°  se  inserta  por  certificación 
literal  la  toma  de  razón  que  se  refiere  al  legajo  4.*^,  año  de 
1844,  folio  26,.  con  el  núm.  3.®  la  dehesa  nombrada  Verdes  y 
Campanillas,  cuya  descripción  y  cargas  aparecían  en  la  ins- 
cripción 1.*,  núm.  54,  folio  22  de  este  tomo,  por  ser  confor- 
me con  lo  que  se  hacía  con  dicha  finca  en  la  escritura  ahora 
presentada  para  su  inscripción:  que  D.  Vicente  Pío  Osorio, 
Conde  de  Altamira  y  Marqués  de  Astorga  y  de  Ayamonte,  era 
dueño  de  la  finca  de  este  número,  según  la  citada  inscripción 
1.*:  que  habiendo  fallecido  en  22  de  Febrero  de  1864,  dejando 
cuatro  hijos,  se  ocuparon  estos,  como  únicos  y  universales 
herederos,  de  la  formación  de  inventario  y  aprecio  del  caudal 
relicto,  creyendo  necesaria  la  previa  inscripción  proindiviso  y 
á  nombre  de  la  testamentaría  del  finado ,  de  todos  los  bienes 
que  la  constituían,  y  al  efecto,  constando  entre  los  bienes  ín- 
nuebles  que  los  términos  ^  Ayamonte,  San  Silvestre  de  Guz- 
man,  Redondela,  Lepe  y  Víllablanca  pertenecían  proindiviso  á 
dichos  herederos  la  finca  de  este  número,  inventariada  y  apre- 
ciada en  200.000  rs.,  inscribian  su  título  á  su  favor  como  úni- 
cos herederos  testamentarios  de  su  padre  D.  Vicente  Pió  Osorio 
de  Moscoso:  que  esta  .declaración  y  descripción  de  los  bienes 
territoriales  que  correspondían  al  finado  en  el  partido  de  Aya- 
monte  se  hizo  sin  cláusulas  especiales,  declarando  los  otor- 
gantes que  además  de  las  que  se  describían,  debia  entenderse 
á  los  que  por  cualquier  concepto  resultase  pertenecer  ó  deber 
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"pertenecer  al  mismo  en  lo  sucesivo,   expresando,,  respecto  í 
gravámenes,   que  no  afectaba  alg'uno  en  la  actualidad  á  los 
<le8oritos:  todo  lo  cual  constaba  de  documentos  presentados  en 
aquel  Reg^istro  en  13  de  Agosto  de  1869:  que  en  la  anotación 
letra  A ,  la  dehesa  referida,  bajo  la  cabida  y  linderos  que  tam- 
bién se  expresan  con  4.700  chaparros,  seg'un  se  manifestaba 
en  el  expediente  que  se  relaciona,  aparecía  libre  de  graváme- 
nes vigentes:  que  el  Presidente  accidental  del  Ayuntamiento  de 
San  Silvestre  de  Ouzman  acudió  al  Juzgado  de  primera  ins- 
tancia, solicitando  acreditar  la  .posesión  en  que  los  Propios  y 
vecinos  de  dicha  villa  se  hallaban  de  la  referida  fínca  desde  el 
año  de  1595,  por  haberla  cedido  á  dichos  Propios  sin  que  hoy 
existiera  titulo  escrito  inscribible:  que  acompañó  para  el  efecto 
el  recibo  de  pago  del  último  trimestre  de  la  contribución,  y 
certificación  del  Secretario  del  propio  Ayuntamiento,  justifica- 
tiva de  hallarse  comprendida  en  el  amillaramiento  de  1868  i 
1869  la  finca  expresada:  que  «admitida  la  información  y  oido 
el  Promotor  fiscal,  se  dictó  auto  de  aprobación,  y  que  habiendo 
examinado  el  registro  y  encontrado  en  este  mismo  tomo  y  li- 
bro 2.^  al  folio  22  en  inscripción  1.*,  un  asiento  de  dominio 
no  cancelado,  aunque  modificado  por  la  segunda  y  trasferido 
por  la  tercera  que  aparecía  en  contradicción  con  el  hecho  de 
la  posesión  justificada,  suspendía  la  inscripción  del  expediente 
y  lo  remitiría,  acompañando  copia  de  dicho  asiento,  compren- 
siva de   los  tres  números  mencionados,  al  Juez  de  primera 
instancia,  después  de  constituir  esta  anotación  preventiva,  á 
los  efectos  del  art.  407  de  la  Ley  hipotecaria:  b^*o  el  núme- 
ro 4,  la  indicada  finca,  cuya  cabida  se  expresaba  en  la  pre- 
cedente anotación  con  referencia  al  escrito,  promoviendo  el 
expediente  á  que  se  contraía  y  se  tenia  á  la  vista  para  esta 
inscripción,  constando  no  obstante  de  la  certificación  referente 
al  padrón  de  riqueza  con  que  se  encabezaba  el  expediente  que 
tenían  amillarados  los  Propios  de  San  Silvei?tre  tres  trozvis  de 
terreno  con  la  cabida  total  todos  ellos  de  22.848  áreas,  ó  sean 
228  hectáreas  y  48  áreas,  pero  por  lo  demás,  sus  linderos  y 
demás  circunstancias  eran  las  mismas  que  constaban  en  la  ci- 
tada anotación  letra  A  á  que  se  referia,  por  ser  conformes: 
que  hecha  presentación  en  el  Registro  del  expediente  posesorio 
á  que  se  contraía  la  misma  anotación  letra  A ,  se  suspendió 
su  inscripción,  como  en  la  misma  se  expresa,  remitiéndose  al 
Juzgado  de  primera  instancia  dicho  expediente,  con  certifica- 
<5Íon  de  las  inscripciones  1.*,  2.*  y  3.*:  que  dada  al  expediente 
por  el  Juzgado  la  tramitación  prevenida  en  el  art.  4i)7  de  la 
Ley  hipotecaria  con  audiencia  de  la  parte  interesada  en  las 
inscripciones  1.*,  2.*  y  3.*,  no  obstante  haberse  opuesto  á  la 
II.— 1/ y:V  3 
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iascripcion  posesona,  objeto  del  expediente,  se  confirmó  en. 
toda  forma  por  auto  motivado  de  6  de  Diciembre  de  1869  el 
de  11  de  Setiembre,  aprobando  la  información  y  mandándose 
que  sin  perjuicio  de  tercero  se  hiciera  en  el  Registro  la  inscrip- 
ción solicitada  y  á  que  se  contraía  la  precitada  anotación  le- 
tra ^ ;  y  que  en  tal  virtud  inscribía  la  dehesa  Verdes  y  Cam- 
panillas, convirtiendo  en  inscripción  la  anotación  precedente 
letra  ií ,  sin  perjuicio  de  tercero  que  pudiera  tener  mejor  de- 
recho á  la  propiedad:  bajo  ol  núm.  5  la  misma  dehesa  Verde¿j 
y  Campanillas,  cuya  cabida,  linderos  y. demás  circunstancias 
que  resultaban  de  la  anotación  letra  ^4  y  su  conversión  á  ins- 
cripción con  el  núm.  4  por  ser  conformes  con  los  que  se  ha- 
cían de  dicha  finca  en  la  escritura  ahora  presentada  para  su 
inscripción:  que  dicha  finca  seg'un  se  indicaba  en  la  anotación 
letra  yí,  aparecía  libre  de  gravámenes  vigentes  que  constasen 
inscriptos  en  aquel  Registro:  que  los  Propios  de  San  Silvestre 
de  Guzman  aparecían  dueños  de,  la  finca  según  la  anotación 
letra  ^  y  su  conversión  á  inscripción  niim.  4:  que  por  dispo- 
sición del  Gobernador  civil  de  la  provincia  y  en  virtud  de  las 
leyes  de  desamortización  salió  á  subasta  pública  la  finca  de 
este  número,  que  fué  rematada  á  favor  de  D.  Domingo  Alfonso 
Martín  con  aprobación  de  la  Junta  superior  de  Bienes  nacio- 
nales, y  en  20  de  Julio,  después  de  verificar  el  pago  de  los 
40.710  escudos  en  que  le  fué  rematada,  se  le  otorgó  á  su  favor 
la  correspondiente  escritura  de  venta  de  la  expresada  dehesa 
Verdes  y  Campanillas,  contadas  sus  entradas  y  salidas,  usos,, 
costumbres,  derechos  reales  y  personales,  sin  censos  ni  hipo- 
tecas y  sin  servidumbres  sirvientes  y  dominantes,  todo  lo  cual 
con  otras  condiciones  que  se  expresan,  constaba  de  dicha  es- 
critura, cuya  acopia  había  sido  presentada  en  aquel  Registro 
en  aquel  día  20  de  Diciembre  de  1869;. y  bsgo  el  núm.  6  que 
refiere  la  inscripción  de  la  escritura  de  venta  que  con  pacto  de 
retro  hizo  de  la  propia  finca  el  D.  Domingo  Alfonso  Martin 
por  escritura  de  12  de  Agosto  de  dicho  año  de  1869: 

Resultando  que  personados  en  el  expediente  posesorio  ins- 
truido á  instancia  del  Alcalde  de  San  Silvestre  los  interesados 
en  la  testamentaría  de  D.  Vicente  Pío  O^orio  de  Moscoso,  se 
le  dio  la  tramitación  en  la  Ley  hipotecaria  establecida,  dic- 
tándose auto  definitivo  en  6  de  Diciembre  de  1869,  confirmán- 
dose el  anterior  de  11  de  Setiembre  del  mismo  año,  por  el 
que  había  sido  aprobada  la  información  posesoria,  mandándose 
que  sin  perjuicio  de  tercero  de  mejor-  derecho  se  hiciese  en  el 
Registrotde  la  propiedad  la  inscripción  solicitada,  y  se  mandó 
por  el  confirmatorio,  para  que  el  otro  se  llevase  á  efecto,  en- 
tregar nuevamente  el  expediente  original  al  proraovente,  la 
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caal  ae  efectuó  consentido  qae  fué  este  auto,  y  la  finca  Verdes 
y  Campanillas  fué  inscrita  en  el  Registro  á  nombre  del  pueblo 
de  San  Silvestre  en  16  de  Diciembre  de  1869,  y  al  del  com- 
prador D.  Domingo  Alfonso  en  20  del  mismo  mes  y  año,  sin 
que  por  parte  de  los  herederos  del  D.  Vicente  Pió  Osorio  se 
hubiese  establecido  reclamación  alguna: 

Resultando  que  el  Promotor  fiscal  del  Juzgado,  en  repre- 
sentación de  los  intereses  del  Estado,  para  que  el  derecho  que 
creía  asistirle  á  la  dehesa  Verdes  y  Campanillas ,  desconocido 
por  el  Registrador  de  la  propiedad  y  por  ios  sucesores  de  Don 
Vicente  Pió  Osorio  de  Moscoso,  sé  fijase,  demandó  á  dichos 
sucesores,  pretendiendo  se  cancelasen  las  inscripciones  que 
aparecían  hechas  en  el  Registro  de  la  propiedad  referentes  4 
la  dehesa  Verdes  y  Campanillas,  y  que  llevan  los  números  1, 
2  y  3,  con  fecha  la  primera  y  la  segunda  de  19  de  Marzo  de 
1866,  y  la  tercera  en  14  de  Agosto  de  1869,  para  que  quedase 
subsistente  la  inscripción  que  se  encontraba  en  los  libros  de 
la  antigua  Contaduría  de  hipotecas,  legajo  4.^  de  toma  de  ra- 
zón del  año  de  1844,  folio  26,  y  que  lleva  de  fecha  27  de  di- 
cho mes  y  año,  para  que  en  su  virtud  pueda  inscribirse  la 
finca  á  nombre  de  D.  Domingo  Alfonso  Martin,  rematante  al 
Estado  de  la  dehesa  prenombrada,  y  al  cual  se  le  tiene  otor^ 
g'ada  escritura  pública  por  el  Juzgado  de  Huelva:  esta  deman- 
da se  funda  en  que  la  dehesa  Verdes  y  Campanillas  fué  do- 
nada en  14  de  Enero  de  1595  por  D.  Francisco  de  Guzman, 
Marcóles  de  Ayamonte,  á  los  vecinos  de  San  Silvestre,  por 
carta-puebla  otorgada  en  dicha,  estableciéndose  como  canoa 
del  reconocimiento  del  señorío  el  pago  anual  por  el  pueblo  de 
12  carneros  y  36  gallinas:  que  dicha  finca  ha  sido  desde  en- 
tonces poseída  y  disfrutada  por  el  vecindario  de  San  Silvestre 
sin  interrucpion  alguna,  siendo  guardada  únicamente  por  guar- 
das sostenidos  por  el  Ayuntamiento,  pagando  esta  Corporación 
la  contribución  correspondiente;  y  que  en  25  de  Abril  de  1844 
el  Marqués  de  Astorgá  aprobó  el  convenio  hecho  entre  su  Ad- 
ministrador D.  Gabriel  López  por  una  parte,  y  por  la  otra  Don 
José  Correa,  Alcalde  de  San  Silvestre,  D.  Manuel  Rodríguez, 
Teniente  Alcalde,  y  D.  Manuel  Ojeda,  vecino  de  la  referida 
villa,  en  cuyo  convenio,  elevado  á  escritura  pública,  se  redujo 
el  c&non  de  carneros  y  gallinas  á  maravedís,  consignándose 
qae  la  dehesa  Verdes  y  Campanillas,  aparte  de  esta  limitación, 
correspondía  en  propiedad ,  posesión  y  disfrute  al  pueblo  de 
San  Silvestre,  y  por  lo  tanto  á  sus  Propios;  deduciendo  de  aquí 
el  Ministerio  fiscal  que  el  Estado  con  perfecto  derecho  la  ven- 
dió y  que  la  inscripción  en  el  Registro  de  la  propiedad  de  la 
precedente  escritura  fija  de  un  modo  concluyen  te  el  dominio 
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de  la  dehesa  á  favor  de  los  Propios  del  citado  pueblo,  y  por  lo 
taoto  que  las  inscripciones  posteriores  son  nulas,  debiendo  can- 
celarse del  modo  que  solicita: 

Resultando  que  conferido  traslado  de  la  anterior  demanda, 
la  contestaron  los  herederos  de  D.  Vicente  Pió  Osorio  de  Mos- 
coso,  que  lo  son  D.  José,  Duque  de  Sessa,  Doña  María  Cristi- 
na, Duquesa  de  Sanlúcár  la  Mayor,  Doña  María  Eulalia,  Du- 
quesa de  Medina  de  las  Torres,  y  Doña  Rosalía,  Duquesa  de 
Baena,  pretendiendo  que  se  les  absolviera  de  la  denoanda,  y 
que  se  reformase  la  inscripción  hecha  en  el  Registro  de  la  pro- 
piedad del  expediente  posesorio  instruido  por  el  Alcalde  de  San 
Silvestre,  relativo  á  la  dehesa  Verdes  y  Companillas,  en  la 
parte  que  se  refiere  al  arbolado,  por  corresponder  éste  á  la 
propiedad  de  los  demandados;  fundando  esta  pretensión  en  que 
del  contexto  literal  de  la  carta-puebla  se  deduce  que  el  arbo- 
lado se  le  reservó  la  casa  de  Astorga,  que  después  por  las  eje- 
cutorias de  1830  del  Tribunal  de  Marina  de  San  Fernando, 
confirmada  por  la  de  la  Subdelegacion  de  mostrencos  del  32, 
se  declaró  que  los  arbolados  de  Ayamonte,  Redondela,  Lepe, 
Villablanca  y  San  Silvestre  pertenecían  á  la  casa  de  Altamira 
ó  Astorga,  salvos  los  que  hubiesen  sido  donados  ó  enajenados: 
que  el  referido  Marqués  siempre  ha  tenido  la  posesión  legal 
de  la  dehesa  Verdes  y  Campanillas,  y  en  este  concepto  ha  sos- 
tenido sus  guardas  particulares  en  esta  finca,  no  pudiendo 
por  lo  tanto  destruir  la  escritura  del  afto  de  1844,  que  invoca 
el  Ministerio  fiscal,  la  propiedad  que  en  dicho  arbolado  tiene 
la  casa  que  representan  los  demandados,  puesto  que  este*de- 
recho  le  fué  reconocido  recientemente  aun  por  el  mismo  Muni- 
cipio de  San  Silvestre: 

Resultando  que  seguido  el  juicio  por  sus  trámites,  la  Sala 
de  lo  civil  de  la  Audiencia,  por  sentencia  de  7  de  Febrero  de 
1874,  confirmatoria  de  la  del  Juez  de  primera  instancia,  de- 
claró nulas,  sin  ningún  valor  ni  efecto,  por  falta  de  requisitos 
legales,  las  inscripciones  hechas  en  los  nuevos  libros  del  Re- 
gistro de  la  propiedad  de  aquel  partido ,  cuyas  inscripciones 
llevan  los  números  1.®,  2.®  y  3.**  de  la  finca  nüm.  54,  llamada 
Verdes  y  Campanillas,  término  de  San  Silvestre  de  Guzman, 
que  en  su  virtud  sean  canceladas  dichas  tres  inscripciones,  y 
como  con  ello  la  que  queda  subsistente  es  la  que  está  hecha  en 
los  antiguos  libros  de  la  escritura  de  convenio  de  27  de  Junio 
de  1844  entre  los  representantes  del  pueblo  de  San  Silvestre  y 
el  que  lo  era  de  la  casa  de  Astorga,  ésta  es  la  que  debe  servir 
de  base  para  las  inscripciones  que  á  más  de  las  que  por  esta 
sentencia  deberán  ser  canceladas,  e.^tén  hechas  ó  en  lo  aucesi- 
vo  se  hicieren  á  los  efectos  del  art.  228  de  la  Ley  hipotecaria; 
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7  qne  luego  que  esta  seotencia  fuese  ejecutoría  se  pudieran  al 
Begistrador  de  la  propiedad  los  testimonios  y  mandamientos 
que  las  partes  solicitasen  para  que  tuviera  cumplido  efecto  lo 
mandado,  sin  bacer  especial  condenación  de  costas: ' 

Y  resultando  que  las  demandadas  Duquesas  de  Baenay  Me- 
dina de  las  Torres,  hijas  y  herederas  de  D.  Vicente  Pío  Osorio 
y  Moscoso,  Conde  que  fué  de  Altamira  y  Marqués  de  Astor^ 
y  de  Ayamonte,  interpusieron  recurso  de  casación  por  con- 
ceptuar infringidas: 

1.®  La  ley  del  contrato,  ó  sea  la  carta- puebla  de  1595,  por- 
que en  ella,  contra  lo  que  en  la  ejecutoria  se  establece,  no  se 
hace  completa  y  cabal  donación  de  la  dehesa  Verdes  y  Cara- 
panillas  á  los  vecinos  de  San  Silvestre,  pues  sólo  se  les  conce- 
de expresa  y  determinadamente  el  derecho  ¿usufructuar  el  ter- 
reno por  el  canon  que  en  ella  se  estipuló  en  reconocimiento 
de  la  propiedad  y  señorío  que  el  donante  se  reservaba  sobre 
ella  para  sí  y  sus  sucesores,  sin  que  respecto  al  arbolado,  que 
en  la  cuestión  del  pleito  se  hiciese,  ni  resultaba  de  la  carta- 
puebla,  otra  concesión  que  la  de  consentir  la  corta  y  arranque 
de  los  árboles  necesarios  para  los  objetos  que  en  ella  se  espe- 
cifican, y  nada  más,  apareciendo  contradichos  la  posesión  y 
disfrute  continuados  desde  la  época  de  la  carta-puebla  hasta 
la  enajenación  de  la  dehesa  por  el  Estado  por  lees  ejecutorias 
que  lo  declararon  de  la  propiedad  de  la  casa  de  Astorga  y  las 
posesiones  judiciales  que  por  virtud  de  ellas  se  la  dieron  del 
arbolado  en  el  pueblo  y  por  las  Autoridades  que  á  éste  repre- 
sentaban, sin  oposición  alguna. 

2.®  La  misma  ley  del  contrato,  en  cuanto  se  supone  que  la 
escritura  de  Junio  de  1844  establece  el  reconocimiento  de  la 
propiedad  del  arbolado  en  favor  del  pueblo  de  San  Silvestre; 
pues  dicha  escritura  sólo  tuvo  por  objeto  reducir  el  pago  del 
canon  establecido  en  la. carta-puebla  á  la  cantidad  de  100  rs., 
refiriendo  el  canon  á  lo  único  sobre  que  aquella  se  había  in- 
puesto ,  esto  es ,  al  terreno  de  la  dehesa  según  fué  reconocido 
por  el  Ministerio  fiscal ,  sin  que  pudiera  referirse  á  otra  cosa 
distinta  del  expresado  terreno,  toda  vez  que  posteriormente  & 
dicha  escritura  se  pedia  por  la. casa  de  Altamira,  y  se  le  daba 
posesión  judicial  en  1846  del  arbolado  de  la  dehesa  Verdes  y 
Campanillas,  á  consecuencia  de  la  ejecutoria  recaída  á  su  fa- 
vor en  el  pleito  sobre  presentación  de  títulos,  por  la  que  se 
reconoció  la  propiedad  que  sobre  aquel  la  correspondía. 

3.**  La  misma  ley  del  contrato,  en  cuanto  se  supone  que  el 
pago  hecho  por  el  pueblo  de  las  contribuciones  debidas  por  el 
aprovechamiento  de  la  dehesa  demuestran  la  propiedad  que  en 
el  arbolado  le  correspondía;  porque  en  la  misma  carta- puebla 
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se  halla  consignada  la  obligación  impuesta  al  pueblo  de  satis- 
facer las  que  ordenase  y  estableciese  el  Estado. 

4.^  La  ley  1.%  tít.  l.^  libro  10  de  la  Novísima  Recopila- 
ción, supuesto  que  la  sentencia  faltaba  á  la  observancia  de  lo 
pact^ado  en  el  documento  presentado  en  los  autos. 

6."  La  ley  19,  tít.  22,  Partida  3.*,  que  establece  que  toda 
sentencia  ejecutoria  ó  pasada  en  autoridad  de  cosa  juzgada 
adquiere  fuerza  irrevocable  entre  los  litigantes,  sus  herederos 
y  causa-habientes;  doctrina  reconocida  y  aplicada  en  varias 
sentencias  de  este  Tribunal  Supremo,  entre  ellas  la  de  24  de 
Febrero  de  1860;  pues  declarada  la  propiedad  del  arbolado  de 
la  dehesa  Verdes  y  Campanillas  en  favor  de  la  casa  por  va- 
rias sentencias  ejecutorias,  infringía  la  mencionada  ley  la  sen- 
tencia que  declaraba  la  propiedad  de  ese  mismo  arbolado  en 
favor  del  pueblo  de  San  Silvestre,  colitigante  de  la  casa  de  Al- 
tamira  y  llamado  por  ésta  á  los  autos  en  que  aquellas  se  dic- 
taron. 

e.**  Los  artículos  9.®,  30  y  82  de  la  Ley  hipotecaria  de  3 
Julio  de  1860,  y  21  del  reglamento  para  su  ejecución,  porque 
se  declaraba  nula  la  inscripción  núm.  1.**  y  su  correlativa  la 
número  3.*^  de  la  finca  54  en  los  nuevos  libros  del  Registro, 
fecha  19  de  Marzo  de  1866,  sin  embargo  de  llenarse  en  la  pri- 
mera los  requisitos  aplicables  por  derecho  por  dicho  art.  9.°. 
Y  7.^  El  art.  20  de  dicha  Ley  hipotecaria,  en  cuanto  se  dis- 
pone en  el  párrafo  segundo  del  mismo  que  en  el  caso  de  sus- 
pensión ó  denegación  de  una  inscripción  por  no  hallarse  ins- 
crito el  derecho  de  que  se  trata  k  favor  de  la  persona  que  la 
trasfiere,  debe  para  subsanar  esta  falta  hacerse  previamente 
la  presentación  del  título  y  sólo  cuando  éste  no  exista  es  ad- 
mitida la  información  posesoria  pues  el  Ayuntamiento  había 
prescindido  de  la  presentación  del  título,  conociéndolo  y  te- 
niéndolo en  su  poder,  si  la  carta-puebla  lo  fuese;  y  s^lo  por  el 
convencimiento  de  que  semejante  documento  no  es  ni  puede 
ser  tal  título  de  propiedad,  habia  optado  por  el  medio  de  la  in- 
formación, contra  lo  que  en  el  dicho  artículo  se  previene. 

Vistos ,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  María  Cá- 
ceres. 

Considerando  que  en  la  escritura  de  25  de  Junio  de  1844  se 
establecieron  de  conformidad  de  las  partes  interesadas  los  de- 
rechos del  Marqués  de  Astorga  y  el  pueblo  de  San  Silvestre 
con  relación  á  la  dehesa  de  Verdes  y  Campanillas,  y  de  cuyo 
documento  se  tomó  razón,  en  toda  forma,  en  los  libros  de  la 
antigua  Contaduría  de  hipotecas  el  27  del  mismo  Junio: 

Considerando  que  esta  inscripción  es  la  primera  que  existe 
en  aquellos  libros,  y  que  conforme  al  art.  81  de  la  Ley  hipo- 
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tecaria  sólo  puede  cancelarse  por  virtud  de  otra  escritura  en 
la  cual  manifíesteo  su  coDseutimieato  las  personas  que  habían 
otorf^ado  la  primera  ó  sus  causa-habientes  legítimos,  ó  me- 
diante providencia  ejecutoria  contra  la  cual  no  se  halle  pen- 
diente recurso  de  casación: 

Considerando  que  en  el  caso  de  que  se  trata  en  estos  autos 
no  ha  mediado  el  consentimiento  de  los  interesados,  ni  los  eje- 
cutorios que  alegan  los  herederos  de  la  casa  de  Altamira  se 
han  pronunciado  después  de  aquella  inscripción  ni  versan  so- 
bre su  infracción,  y  por  tanto  es  muy  claro  que  las  inscrip- 
ciones que  se  han  verificado  en  1866  y  1869  sin  tener  en  cuen- 
ta la  mencionada  de  1844,  se  han  hecho  en  contravención  á  lo 
determinado  en  el  art.  9.^,  caso  2.°,  y  son  notoriamente  nulas 
según  el  art.  30  de  la  Ley  hipotecaria: 

Considerando,  en  consecuencia,  que  la  sentencia  que  asi  lo 
declara  no  infringe  lo  que  se  llama  ley  del  contrato,  ni  los  fa- 
llos de  los  Tribunales  y  artículos  de  dicha  ley  y  reglamentos 
que  se  invocan  por  los  recurrentes; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lu- 
gar al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Doña  María  Rosa- 
lía y  Doña  María  Eulalia  Osorio  de  Moscoso ,  como  represen- 
tantes de  la  testamentaría  del  Conde  de  Altamira,  á  las  que 
eu  tal  concepto  condenamos  en  las  costas  y  á  la  pérdida  de  la 
cantidad  de  1.000  pesetas  que  depositaron,  que  se  distribuirán 
con  arreglo  á  la  ley;  y  mandamos  se  libre  la  correspondiente 
certificación  á  la  Audiencia  de  Sevilla,  con  devolución  de  los 
documentos  que  remitió. 

Asi  por  esta  uuesti*a  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Oa-- 
ceta  é  insertará  en  la  Colección  legislativa^  pasándose  al  efec- 
to las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firma- 
inos.=Juan  González  Acevedo.=^  José  María  Cácere3.= Hilario 
de  Igon.=Jo3é  Fermín  de  Muro.=Juan  Cano  Manuel.  ==  Ra- 
món Díaz  Vela.^Julian  Gómez  Inguanzo. 

Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Excelen- 
tíaimo  Sr.  D.  José  María  Cáceres,  Magistrado  del  Tribunal 
.Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera  del 
mismo ,  el  día  de  hoy ,  de  que  certifico  como  Relator  Secreta- 
río  de  dicha  Sala. 

Madrid  2  de  Julio  de  1875.  =»  Licenciado  Mariano  Fer- 
tiandez  García. 
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NÚM.  6. 

CA.SACION  POR  INFRACCIÓN  DE  LEY.— SALÍ  PRIMERA. 


Dbfbksa.  por  pobbb. — Sentencia  de  2  de  Julio,  declarando  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Juan 
Luis  Pascal  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  segunda  de 
lo  civil  de  la  Audiencia  de  esto  distrito,  en  pleito  con  Don 
Claudio  Anchuelo. 

En  sus  CONSIDERANDOS  SO  establecc: 

Que  el  arí.  179  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  se  limita 
á  establecer  el  principio  general  de  que  la  justicia  se  adminis- 
trará gratuitamente  i  los  paires^  que  no  pueden  ser  otros  para 
este  efecto j  según  el  art.  180,  sino  los  declarados  tales  por  los 
Tribunales  y  Juzgados. 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  2  de  Julio  de  1875,  en  el 
incidente  pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación 
por  infracción  de  ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  ins- 
tancia del  distrito  de  la  Iuclusa.de  esta  Corte  y  en  la  Sala  se- 
gunda de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  su  territorio,  promovido 
por  D.  Juan  Luis  Pascal  para  que  se  le  conceda  el  beneficio  de 
litigar  como  pobre  con  D.  Claudio  Anchuelo: 

Resultando  que  entablada  demanda  por  Pascal  contra  An- 
chuelo sobre  pago  de  cierta  cantidad,  hallándose  el  juicio  en 
el  trámite  de  réplica,  solicitó  Pascal  que  se  le  declarase  pobre 
para  seguir  litigando,  pretensión  que  impugnaron  D.  Claudio 
Anchuelo  y  el  Ministerio  fiscal: 

Resultando  que  recibido  el  incidente  á  prueba  y  suministra- 
da por  las  partes,  dictó  sentencia  el  Juez  de  primera  instancia, 
que  confirmó  con  las  costas  en  22  de  Junio  de  1874  la  Sala 
segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta  Corte,  denegando 
á  Pascal  la  declaración  legal  de  pobre,  porque  apreciada  debi- 
damente la  resultancia  de  aquellas,  se  deducía  que  D.  Juaa 
Luis  Pascal  no  se  halla  comprendido  en  ninguno  de  los  casos 
que  enumera  el  art.  182  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  te- 
niendo en  cuenta  lo  que  determina  el  184,  mediante  el  alquiler 
que  pagaba,  los  créditos  que  poseía  y  tener  á  su  servicio  una 
criada,  sin  que  á  esto  obstase  lo  declarado  por   los   testigos 
presentados  á  su  instancia  en  contradicción  cou  los  que  lo  ha- 
blan verificado  á  la  de  D.  Claudio  Anchuelo  respecto  á  los  sig- 
nos exteriores  para  apreciar  el  estado  de  su  fortuna: 
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Resultando  que  D.  Juan  Luis  Pascal  interpuso  recurso  de 
casación  por  haberse  infringido  á  su  ju^io: 

1.^  £1  art.  179  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  esta- 
blece que  la  justicia  se  administrará  gratuitamente  k  los  po- 
bres; pues  aunque  el  18  declara  que  sólo  se  entenderá  por  po- 
bre legalmente  el  que  haya  sido  declarado  tal,  si  se  tomara  al 
pié  de  la  letra,  resultaría  que  el  que  indebidamente  fuera  de- 
clarado rico  no  podría  citar  como  infringido  el  primer  articula 
aunque  estuviera  en  la  miseria. 

2.^  El  art.  182  de  la  misma  ley,  infringido  por  estar  apli- 
cado indebidamente,  puesto  que  el  recurrente  reunia  todos  los 
requisitos  que  el  mismo  exigia  y  que  habia  demostrado  con  las 
pruebas  aducidas. 

3.*^    El  art.  184  de  la  misma  ley. 

Y  4.°  Lo  dispuesto  por  este  Tribunal  Supremo  en  la  sen- 
tencia de  27  de  Mayo  de  1859,  que  declara  que  es  pobre  el  que 
no  reúne  una  renta  igual  al  jornal  de  dos  braceros,  y  lo  que 
establece  la  de  23  de  Octubre  de  1866,  en  que  se  consigna  que 
la  apreciación  de  la  Sala  sentenciadora  es  legitima  mientras 
no  se  alegue  contra  ella. alguna  infracción  de  ley  ó  doctrina 
legal,  lo  cual  establecían  otros  muchísimos  recursos  con  res- 
pecto á  los  que  no  tenian  medios  de  subsistencia  superiores  á 
los  marcados  por  la  ley. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Laureano  de  Arrieta. 

Considerando  que  el  art.  179  de  la  Ley  de  Enjuiciamienta 
civil  se  limita  á  establecer  el  principio  general  de  que  la  jus- 
ticia se  administrará  gratuitamente  á  los  pobres,  que  no  pue- 
den ser  otros  para  este  efecto,  según  el  art.  180,  sino  los 
declarados  tales  por  los  Tribunales  y  Juzgados: 

Considerando  que  no  habiendo  sido  declarado  pobre  el  re- 
currente D.  Juan  Luis  Pascal  por  ningún  Tribunal  ni  Juzga- 
dOy  la  Sala  sentenciadora ,  al  denegarle  el  indicado  beneficio^ 
no  ha  infringido  el  citado  art.  179: 

Considerando  que  tampoco  ha  infringido  el  182  de  la  men- 
cionada ley  ni  la  doctrina  enunciada  en  el  núm.  4.®  de  este 
lecurso,  puesto  que  apreciando  el  resultado  de  las  pruebas  su- 
ministradas por  ambas  partes  litigantes,  sin  que  contra  su 
apreciación  se  haya  alegado  y  menos  demostrado  infracción  al- 
g^una  de  ley  ni  de  doctrina,  declara  que  Pascal  no  se  halla  com- 
prendido en  ningún  de  los  casos  señalados  en  dicho  articulo: 

T  considerando  que  con  igual  falta  de  fundamento  se  cita 
como  infringido  el  art.  184  de  la  misma  ley,  según  el  cual  no 
se  otorgará  la  defensa  por  pobre  á  los  comprendidos  en  cual- 
quiera de  los  casos  expresados  en  el  182  cuando  se  infiera  á 
juicio  del.  Juez  del  número  de  criados  que  tengan  á  su  servicio^ 
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tlel  alquiler  de  la  casa  que  habiten  ó  de  otros  cualesquiera  sím- 
eos exteriores  que  tiencD  medios  superiores  al  jornal  doble  de 
un  bracero  en  cada  localidad,  mediante  que  la  Sala  sentencia- 
dora^ aun  después  de  haber  consignado  la  indicada  declara- 
tiion,  hace  uso  de  la  facultad  que  el  mencionado  art.  184  le 
confiere; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lu- 
gar al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Juan  Luis  Pas- 
cal, á  quien  condenamos  por  razón  del  depósito  al  pago  de  la 
cantidad  de  1.000  pesetas,  que  se  distribuirá  con  arreglo  á  la 
l^y»  y  en  las  costas;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  esta  Corte  la 
certificación  correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa  y  pasándose  al 
efecto  las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y 
firmamos.  =  Juan  González  Acevedo.=í=José  María  Cáceres.= 
Laureano  de  Arrieta.=Hilario  de  Igon.  =  José  Fermin  de  Mu- 
ro. =  Juan  Cano  Manuel.^sJoaquin  Ruiz  Cañábate. 

Publicación: 

Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  Laureano  de  Arrieta  ,  Magistrado  de  la  Sala 
primera  del  Tribunal  Supremo,  celebrando  audiencia  pública 
la  misma  en  el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de 
támara. 

Madrid  2  de  Julio  de  1875.= Rogelio  González  Montes. 

^  NÚM.  7. 

CASACIÓN  POR  INFRAJCION  DE  LEY.— SALA  PRIMERA. 

Ejecución  db  una  sentencia. — S'^ntencia  de  3  de  Junio ,  de- 
clarando no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto 
por  D.  José  Rodríguez  Tocha  contra  la  pronunciada  por  la 
Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Cáceres ,  en  pleito  con 
Doña  Luisa  Elisa  Serrano,  como  tutora  y  curadora  de  sus 
menores  hijos  D.  Luis  y  D.  Inocencio  Pérez  Aloe ,  y  con- 
sortes. 

En  sus  CONSIDERANDOS  86  establecc: 

Que  debe  estarse  i  la  apreciación  de  la  competencia  de  la 
Sala  sentenciadora,  como  cuestión  de  hecho,  cuando  no  se  ha 
citado  ley  ni  doctrina  legal  que  con  ella  hubiese  sido  in^ 
fringida. 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  3  de  Julio  de  1875,  en  los 
-autos  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Logro- 
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san,  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Cácerea  ,  por 
Doña  Luisa  Elisa  Serrano,  como  tutora  y  curadora  de  sus  me- 
nores hijos  D.  Luis  y  D.  Inocencio  Pérez  Aloe  ,  D.  Jacinto  de 
Orellana,  Marqués  de  la  Conquista,  como  maridó  de  Doña  Ma- 
ría Pérez  Aloe,  y  D.  Manuel  Pérez  Aloe,  por  sí  y  en  represen- 
tación de  D.  Pío  Pérez  Aloe ,  herederos  de  D.  Antonio  Pérez 
Aloe«  con  D.  José  Rodríguez  Tocha ,  sobre  ejecución  de  sen- 
tencia; autos  que  penden  ante  Nos,  en  virtud  de  recurso  de 
^casación,  interpuesto  por  Rodríguez  Tocha* contra  la  senten- 
cia que  en  3  de  Marzo  de  1874  dictó  la  referida  Sala  de  la 
Audiencia: 

Resultando  que  seguido  pleito  entre  los  referidos  viuda  y 
herederos  de  D.  Antonio  Pérez  Aloe  contra  D.  José  Rodríguez 
Tocha,  sobre  rendición  de  cuentas,  se  dictó  sentencia  por  el 
Juez  de  prímera  instancia,  condenando  á  Rodríguez  Tocha  & 
que  diera  cuentas  del  tiempo  que  habia  administrado  las  can- 
teras de  fosforita,  sitas  en  término  de  la  villa  de  Logrosan ,  ó 
f^a  desde  1858  hasta  1863  ,  y  al  pago  en  su  dia  de  lo  que 
adeudara  ¿  la  Sociedad;  cuya  sentencia  fué  confirmada,  con 
la  adición  de  que  las  cuentas  habían  de  darse  hasta  que  la 
sentencia  éausara  ejecutoria: 

Resultando  que  en  el  referido  pleito  de  Rodríguez  Tocha 
presentó  un  pliego  de  posiciones  que  absolvieron  los   deman- 
dantes en  la  forma  siguiente :  primero ,  como  era  ¿ierto  que 
Rodríguez  Tocha  habia  suplido  todos  los  gastos   ocasionados 
en  las  canteras,  así  en  su  adquisioion  como  en  su  explotación 
hasta  1855,  sin  que  ningún  otro  socio  hubiese  contribuido  &  los 
l^astos,  seguní  expresamente  manifestaron  en  el  poder  que  die- 
ron en  30  de  Setiembre  de  1858  á  su  apoderado  D.  Felipe  So- 
lís;  D.  Manuel  Pérez  Aloe  contestó  que  no  era  cierto  hubiese 
satisfecho  Rodríguez  Tocha  todos  los  gastos  á  que  se  refería  la 
pregunta,  pues  aunque  en  menor  escala ,  también  habían  sa- 
tisfecho gastos  los  demás  socios ;  el  Marqués  de  la  Conquista, 
D.  Pío  Pérez  Aloe  y  Dofia  Luisa  Elisa  dijeron  que  no  podían 
afirmar  ni  negar  la  certeza  de  la  pregunta,  porque  no  habían^ 
tenido  en  el  asunto  otra  intervención  que  autorizar  el  poder 
de  que  en  aquella  se  hace  mérito;  seguida,  que  desde  la  épo- 
ca de  1853  en  adelante  habia  corrido  de  la  misma  manera  con 
«stQS  gastos,  disponiendo  él  sólo  y  como  dueño  de  las  canteras 
de  fosfato:  D.  Manuel  Pérez  Aloe  contestó  que  no  era  cierto  su 
contenido  desde  la  fecha  que  se  citaba,  pero  sí  desde  la  en  que 
se  otorgó  el  poder  referido,  y  los  demás  interesados  dijeron  que 
reproducían  lo  dicho  anteriormente  ;  tercera ,  que   después  de 
disuelta  la  Sociedad  les  invitó  varias  veces  i  la  liquidación  do 
ella,  presentándoles  razón  de  los  suplementos  que  tenia  hechos, 
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poniendo  á  su  disposición  en  su  casa  de  Estremoz  á  D.  Manuel 
Pérez  de  Aloe  y  á  D.  Felipe  Solís  los  libros  de  caja  de  la  So- 
ciedad, su  correspondencia  y  demás  datos  necesarios  para  con- 
vencerse de  las  pérdidas  que  habia  tenido ,  y  que  inteligen- 
ciados de  todo,  no  tuvieron  reparo  que  oponer ,  manifestando 
que  no  estaban  dispuestos  &  solventarlas  sino  con  las  canteras 
mismas,  correspondientes  al  caudal  social ,  porque  no  querían 
gastar  su  dinero  en  estos  negocios  ni  enterrarlos  en  aquellas 
breñas ;  D.  Manuel  Pérez  Aloe  dijo  que  no  era  cierto  su  con- 
tenido, y  los  demás  interesados  que  reproducían  y  se  referían 
á  sus  anteriores  contestaciones: 

Resultando  que  interpuesto  recurso  de  casación  en  el  refe- 
rido pleito,  y  declarado  no  haber  lugar  á  él,  se  remitió  al  Juz- 
gado certificación  de  la  sentencia;  y  pedido  por  la  parte  favo- 
recida que  se  llevase  á  efecto,  se  fijó  á  Rodríguez  Tocha  tér- 
mino, dentro  del  que  habia  de  presentar  la  liquidación  de  las 
cuentas  que  expresaba  la  ejecutoria ,  cuya  liquidación  se  pre- 
sentó después  de  varias  dilaciones  en  18  de  Junio  de  1872,  y 
en  ella,  sin  justificante  alguno  de  productos  ni  de  gastos,  se 
presentan  unos  y  otros  en  dos  épocas,  una  de  1839  y  7  de  Oc- 
tubre de  1858,  y  otra  desde  este  dia  hasta  la  fecha  de  las  cuen- 
tas: en  esta  última  época  figuran  5.792.179  rs.  y  9  céntimos 
gastados^  en  viajes  y  estadas  de  Tocha  en  España ,  Lisboa  é 
Inglaterra,  costas  de  varios  pleitos,  gastos  de  explotación  y  tras- 
porte por  tierra  y  mar  y  pago  á  Ingenieros,  químicos,  etc.,  pero 
sin  la  separación  debida  de  años,  y  aun  figurando  en  una  mis- 
ma partida  gastos  por  distintos  conceptos  ,  presentando  como 
utilidades  de  esta  segunda  época  dos  partidas,  uya  de  459. 55^ 
reales  y  5  céntimos  de  fosfato  vendido  en  el  extranjero,  y  otra 
de  1.431.555  rs.  5  céntimos,  como  resto   de  25.000  libras  es- 
terlinas que  dice  cobró  de  Kaper  Dumas  en  16  de  Abril  de  1863, 
expresando  que  el  valor  nominal  de  las  25.000  libras  quedó  re- 
ducido después  de  descuentos  y  trasferencias  á  2.409.816  reales 
y  3  céntimos,  de  cuya  cantidad  rebaja  ai\n  978.260  rs.  8  cén- 
timos por  las  comisiones  y  gratificaciones  que  dice  es  costum- 
bre pagar  á'  las  personas  que  intervienen  en  esta  clase  de  ne- 
gocios; en  su  virtud /iparece  de  la  liquidación  un  saldo  á  fa- 
nor  de  Tocha  de  3.901.067  rs.  9  céntimos  ,  y  aun  aumenta  á 
esto  distintas  cantidades  por  réditos  del  6,  9  y  12  por  100  del 
capital  buscado  para  ocurrir  á  los  gastos,  dividiendo  los  rédi- 
tos en  tres  épocas,  una  correspondiente  á  la  primera  de  las 
cuentas,  otra  &  la  segunda  y  otra  desde  1863  hasta  la  fecha  de 
las   cuentas ,  resumiendo  por  fin  que  los  herederos  de  Pérez 
Aloe  están  obligados  k  pagarle,  en  descuento  de  las  costas  de 
este  pleito  que  se  carga  en  la  cuenta  2.540.282  rs.  8  céntimos,. 
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no  incluyendo  en  remuneración  como  Gerente  y  único  socio 
que  ha  trabajado  por  el  buen  éxito  del  negocio,  porque  se  pro- 
pone rescindir  la  mal  llamada  Sociedad: 

Resultando  que  dada  vista  de  estas  cuentas  á  la  parte  de 
los  Aloe,  las  evacuaron  oponiéndose  á  ellas  y  reclamándolas; 
primera,  porque  están  dadas  y  firmadas  por  el  Procurador  de 
Tocha ,  y  éste  y  no  el  Procurador  es  quien  debió  darlas  y  sus- 
cribirlas, como  hecho  personalisimo  que  es;  segundo,  porque  no 
se  acompañan  justificantes  algunos  de  los  gastos,  y  todocuen- 
tadante  está  obligado  á  justificar  sus  cuentas;  tercero,  porque 
<están  embrolladas  y  sin  la  separación  debida  de  años  y  con- 
ceptos las  sumas  de  cada  partida,  que  saltan  además  á  la 
Tista.por  su  excesiva  enormidad:  cuarto,  porque  las  cuentas 
comprenden  desde  1839  hasta  el  dia  de  la  presentación,  y  en 
la  sentencia  se  fija  desde  1858  hasta  el  dia  en  que  causase  eje- 
cutoria; quinto,  porque  se  descuentan  unos  réditos  de  capita- 
tal  que  no  se  justifica  se  hayan  pedido  prestados  ,  ni  desde 
cuándo  se  pidieron ,  ni  hasta  cuándo  devengaron  los  réditos, 
para  cuyos  préstamos,  y  menos  á  réditos ,  no  estaba  autoriza- 
do Tocha;  y,  por  último,  porque  se  descuentan  de  las  25.000 
libras  cobradas  cantidades  por  gratificaciones  y  comisiones, 
que  sobre  ser  excesivas,  no  podían  ciarse  por  el  socio  gerente 
sin  autorización  de  sus  consocios;  manifestaron  estar  confor- 
mes con  las  cantidades  que  se  fijaban  como  utilidades,  no  sólo 
porque  el  mismo  Tocha  las  confiesa  en  otras  que  ha  presen- 
tado suscritas  por  el  mismo  en  otra  ejecución  de  sentencia 
Tecaida  en  pleito  igual  entre  él  y  los  herederos  de  D.  Julián 
Luna ,  sino  también  porque  ya  las  tiene  probadas  en  los  au- 
tos en  la  cuenta  que  Tocha  les  dio  en  Mayo  de  1861,  y  la 
que  tiene  reconocida  como  suya,  y  con  la  escritura  de  16  de 
Abril  de  1864;  y  dicen  que  aceptaban  esas  cantidades  sin  des- 
cuentos ni  trasferéncias  ,  y  sin  perjuicio  de  reservarse  otras 
utilidades  que  se  puedan  acreditar  si  existen ;  concluyendo  por 
pedir  al  Juzgado  que  no  acepte  para  nada ,  ni  estime  en  más 
que  en  aquello  que  se  justifique  las  partidas  de  gastos,  y  con- 
denase á  Tocha  á  que  les  pagase  la  quinta  parte  de  las  utili- 
dades que  deducidos  los  gastos  que  se  justificasen  resultaran, 
y  las  costas: 

Resultando  que  en  vista  de  la  disconformidad  de  las  par- 
tes en  la  liquidación,  se  les  convocó  á  juicio  verbal,  y  desde  la 
citación  hasta  el  dia  del  juicio  se  trajeron  á  los  autos,  á  ins- 
tancia de  los  Aloes,  testimonio  de  unas  cuentas  que  Tocha 
presentó  en  el  pleito  de  que  procede  esta  ejecución ,  y  otro  de 
la  escritura  de  arrendamiento  á  Keper  Dumas  ;  y  celebrado  el 
jaicio»  las  partes  reprodujeron  lo  que  antes  tenian  dicho: 
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Resultando  que  por  auto  para  mejor  proveer  se  dispuso 
qne  en  virtud  de  haber  mandado  la  Sala  de  la  Audiencia,  tam- 
bién para  mejor  proveer  en  la  ejecución  de  la  sentencia  del 
pleito  idéntico  á  éste  entre  Tocha  y  los  herederos  de  D.  Julián 
Luna,  que  por  Inprenieros  se  reconocieran  y  trazaran  ios  tra- 
bajos hechos  por  éste  en  las  minas  en  la  época  de  las  cuentas, 
se  expresara  el  resultado  de  esta  tasación  ,  y  que  verificada 
ésta,  los  Ingenieros  al  declararla  dicen  que  la  han  hecho  sin 
datos  ciertos  y  seguros,  fundada  solamente  en  hipótesis: 

Resultando  que  seguido  el  juicio  por  sus  trámites ,  la  Sala 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  por  sentencia  xle  3  de  Marzo  de  1874, 
confirmatoria  de  la  del  Juez  de  primera  instancia  ,  condenó  k 
D.  José  Rodriguez^  Tocha  á  que  pague  á  la  viuda  y  herederos 
de  D.  Antonio  Pérez  Aloe  la  cantidad  de  145.260  pesetas  y  20 
céntimos,  como  quinta  parte  que  les  corresponde  de  los  pro- 
ductos que  aparece  han  tenido  las  canteras  de  fosfato  caliza 
de  Logrosan  desde  el  8  de  Octubre  de  1868,  con  imposición 
de  las  costas  al  mismo  Tocha: 

Y  resultando  que  D.  José  Rodríguez  Tocha,  previo  depó- 
sito de  1.000  pesetas,  interpuso  recurso  de  casación,  alegando 
como  motivos: 

1.®  Que  concediendo  la  sentencia  á  un  socio  la  parte  que 
le  corresponde  en  productos,  sin  participación  alguna  en  los 
gastos,  infringía  la  doctrina  legal  inconcusa  de  que  ^alli  donde 
va  lo  favorable,  debe  ir  también  en  justa  proporción  lo  per- 
judicial y  adverso;»  y  en  consecuencia  con  ese  principio  la  es- 
critura fundamental  de  la  Sociedad  de  8  de  Diciembre  de  1845 
estableció  la  comunidad  de  productos  y  gastos  por  quintas 
partes,  cuya  escritura  y  pacto  quedaban  también  infringidos. 
2.**  Que  aun  cuando  no  existiese  esa  ley  especial  ^fentre  los 
litigantes,  la  Índole  del  contrato  de  Sociedad  estriba  sobre  la 
igualdad  de  los  socios;  por  manera  que  la  sentencia  que  deja 
el  gravamen  de  los  gastos  única  y  exclusivamente  sobre  el  so- 
cio que  los  ha  suplido  con  su  peculio  y  diligencia ,  y  adjudica 
al  otro  por  completo  sin  descuento  ninguno  la  parte  de  utili- 
dades que  le  corresponde,  viene  á  producir  en  sus  efectos  una 
Socfíedad  verdaderamente  leonina ,  prohibida  en  la  ley  4.\  ti- 
tulo 10,  Partida  5.'',  y  asimismo  seria  nulo  el  pacto  en  contra- 
vención de  la  ley,  tiene  que  serlo  la  sentencia  que  trae  consi- 
go idénticos  resultados. 

3.°  Que  según  la  ejecutoria  de  26  de  Mayo  de  1865,  Rodrí- 
guez Tocha  fué  declarado  deudor  eventual  de  lo  que  resultase 
debiendo  i  la  Sociedad,  ó  lo  que  es  igual,  de  la  cantidad  liqui- 
da que  en  favor  de  la  misma  apareciese,  comparados  los  gas- 
tos y  los  beneficios;  asi  que  condenando  á  Tocha  al  pago  de  la 
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qainta  parte  -de  los  productos ,  sin  aquella  comparación  y  sin 
la  deducción  de  otra  quinta  parte  de  gastos ,  no  hay  cantidad 
liquida,  y  la  sentencia  actual  de  3  de  Marzo  infringía  la  eje- 
cutoría misma  que  se  trata  de  cumplir  como  ley  de  los  li- 
tigantes. 

4.^  Que  en  la  referida  escritura  de  8  de  Diciembre  de  184S 
existen  juntos  é  inseparables  el  derecho  á  los  productos  y  la 
obligación  á  los  gastos ;  jiñitos  é  inseparables  se  comprenden 
unos  y  otros  en  la  cuenta ,  y  &  la  vez  han  sido  objeto  de  las 
reclamaciones  de  las  partes  ;  uno  y  otro  forman  la  sustancia 
del  pleito  y  la  cuestión  litigiosa ;  de  modo  que  fallar  única- 
mente sobre  uno  de  ellos ,  omitiendo  completamente  el  otro^ 
como  lo  hace  la  sentencia,  es  infringir  manifiestamente  los  ar- 
tículos 61  y  62  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento,  según  los  que  las 
sentencias  deben  ser  claras  y  precisas,  y  resolver  todos  los 
puntos  litigiosos. 

Y  5.*^  Que  la  Sala  sentenciadora  al  apreciar  como  irapro- 
"bados  los  gastos  en  absoluto  y  por  todos  sus  conceptos,  habia 
infringido  la  ley  2.*,  tit.  13,  Partida  3.*,  sobre  la  fuerza  déla 
conoscencia,  una  vez  que  los  Aloe  tienen  confesado  en  posi- 
ciones que  Rodriguez  Tocha  habia  suplido  los  de  adquisición 
y  explotación;  y  habia  infringido  también  la  escritura  de  8  de 
Octubre  de  1858,  donde  se  consigna  que  el  mismo  Tocha  ha-  ^ 
bia  venido  ejerciendo  la  administración  de  la  Sociedad  y  tm  - 
briendo  sus  gastos. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Julián  Gómez  In- 
guanzo. 

Considerando  que  la  sentencia  recurrida  no  desconoce  la 
ley  del  contrato  de  8  de  Diciembre  de  1845  ,  ni  que  los  pro- 
ductos de  las  canteras  de  fosfato  son  únicamente  los  que  resul- 
ten después  de  deducidos  los  gastos  legitimes  que  Rodriguez 
Tocha  haya  hecho,  sino  que  por  el  contrario  ,  al  no  admitirle 
los  comprendidos  en  su  cuenta  ,  ha  sido  por  no  estimarlos 
probados ,  á  cuya  apreciación  dé  la  competencia  de  la  Sala 
sentenciadora,  como  cuestión  de  hecho,  debe  estarse,  no  ha- 
biéndose citado  ley  ni  doctrina  legal  que  con  ella  hubiese  sido 
infringida: 

Considerando,  por  consiguiente,  que  la  misma  sentencia  no 
establece  desigualdad  alguna  entre  los  socios  por  el  expresado 
contrato,  ni  deja  el  gravamen  de  los  gastos  de  la  misma  So- 
ciedad única  y  exclusivamente  sobre  el  socio  Rodriguez  Tocha, 
sino  que  parte  de  no  haber  probado  que  ha  hecho  y  suplido 
con  su  peculio  los  que  pretende  se  le  abonasen ,  lo  cual  excluye 
el  resultado  de  convertir  dicha  Sociedad  en  leonina  y  al  pro- 
pio tiempo  la  infracción  de  la  ley  4.*,  tít.  10,  Partida  5.*^: 
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Considerando  que  es  menos  fundado  el  quebraotamiento 
de  la  ejecutoria  de  26  de  Mayo  de  1869,  en  la  que  se  condenó 
¿  Rodríguez  Tocha  á  que  diera  cuentas  del  tiempo  que  había 
administrado  las  canteras,  y  al  pago  en  su  dia  de  lo  que  adeu- 
dase á  la  Sociedad  ;  porque  á  esto  ninguno  viene  condenado 
con  toda  la  precisión  y  claridad  que  ordenan  los  artículos  61 
y  62  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil ,  que  también  supone 
infringida: 

Considerando,  finalmente ,  que  las  declaraciones  prestadas 
por  los  Aloes  y  Marqueses  de  la  Conquista  evacuando  posi- 
ciones, no  han  reconocido  como  cierto  5u  contenido,  sino  que 
por  el  contrario,  tres  de  ellos  manifestaron  que  le  ignoraban  y 
el  otro  negó  su  exactitud,  por  lo  que  no  existe  la  conoscencia 
á  que  da  fuerza  la  ley  2.*,  tít.  13,  Partida  3.*,  y  falta  la  base 
para  su  infracción,  como  resulta  lo  mismo  con  la  escritura  de 
8  de  Octubre  de  1858,  por  no  aparecer  justificados,  según  se 
ha  expuesto  ya,  los  gastos  hechos  por  Rodríguez  Tocha; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lu- 
g-ar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  José  Rodríguez 
Tocha,  ¿  quien  condenamos  en  las  costas,  y  &  la  pérdida  de  la 
cantidad  de  1.000  pesetas  que  depositó,  que  se  distribuirá  con 
arreglo  á  la  ley;  y  líbrese  la  correspondiente  certificación  &  la 
Audiencia  de  Cáceres. 

Así  por  eata  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  fftf- 
ceia  é  insertará  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto 
las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firma- 
mos.=E1  Sr.  Presidente  votó  en  Sala,  y  no  firma  por  haberse 
ausentado  con  licencia:  José  M.  Cáceres. =José  M.  Cáceres. = 
Laureano  de  Arrieta.=Ramon  Diaz  Vela.=Benito  de  Ulloa  y 
Rey.=El  Sr.  Careaga  votó  en  Sala ,  y  no  firma  por  estar  au- 
sente con  licencia:  José  M.  Cáceres. = Julián  Gómez  Inguanzo. 

Publicación: 
.  Leída  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  Julián  Gómez  Inguanzo,  Magistrado  del  Tribu- 
nal Supremo ,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera, 
el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Relator  Secretario  de  la 
misma. 

Madrid  3  de  Julio  de  1875.=Lícenciado  Mariano  Fernan- 
dez García. 
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NÚM.  8. 
CASACIÓN   POR    INFRACCIÓN   DE    LEY.— SALA  PRIMERA. 


Tbegbeía  db  mejor  derecho. — Sentencia  de  5  de  Julio,  decla- 
rando no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por 
D.  Francisco  Hernández  y  González  contra  la  pronunciada 
por  la  Sala  de  lo  criminal  de  la  Audiencia  de  la  tabana,  en 
pleito  con  D.  Manuel  Maturana  y  consortes. 

En  sus  CONSIDERANDOS  86  estabiecc: 

Que  el  art,  592  de  la  Ley  de  Bt^jmciamento  civil,  fue  fija 
los  eslados  de  acreedores  que  han  de  formar  los  S Índicos  para 
k  graduación  y  reconocimiento  de  créditos,  se  refiere  al  proce- 
dimento  y  no  puede  aplicarse  á  un  recurso  de  casación  en  el 
Mío. 

Eq  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  5  de  Julio  de  1875,  en 
les  autos  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Mon- 
fiérrate  y  en  la  Sala  de  lo  criminal  de  la  Audiencia  de  la  Ha- 
bana por  D.  Francisco  Hernández  y  González  con  D.  Manuel 
Maturaua  y  D.  Lorenzo  Valí  Lloverás,  sobre  tercería  de  mejor 
<lereeho;  autos  que  penden  ante  Nos ,  en  virtud  de  recurso  de 
casación  interpuesto  por  el  demandante  contra  la  sentencia  que 
^Q  26  de  Marzo  de  1874  dictó  la  expresada  Sala: 

Resultando  que  por  escritura  piiblica  de  6  de  Noviembre 
^e  1871  D.  Lorenzo  Valí  Lloverás  se  constituyó  líquido  y  le- 
^limo  deudor  de  D.  Manuel  Maturana  por  la  cantidad  de 
16.500  pesos  que  le  habia  suplido  y  prestado  para  la  refacción 
7  entretenimiento  del  tren  de  elaborar  azúcar  y  alambique  qué 
^nia  CD  Jaruco ,  dándose  por  entregado  de  diclia  suma  á  su 
satisfacción,  y  obligándose  i  pagarla  sin  premio  ni  interés  al- 
{[<ino  al  respecto  de  8.250  pesos  en  30  de  Junio  de  1872,  é 
igualmente  en  el  mismo  dia  y  mes  del  año  de  1873;  enten- 
díéodose  vencido  el  segundo  plazo  para  el  caso  inesperado  de 
^ue  le  faltase  al  pago  del  primero,  y  en  actitud  .el  acreedor 
para  ejecutarlo  por  ambos  como  si  estuvieran  vencidos :  todo 
loque  cumplirla  lisa  y  llanamente  sin  pleito,  con  las  costas, 
daños  y  perjuicios  que  diera  lugar: 

Resultando  que  por  otra  escritura  también  pública  de  28 
^  Agosto  de  187Sr  el  D.  Lorenzo  Valí  Lloverás,  dueño  de  un 
'^blecimiento  de  alambique  y  tren  de  azúcares ,  situado  en 

almacenes  de  Jaruoo,  y  Dl  Francisco  Hernández  dijeron 
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que  como  Valí  Lloverás,  por  desgracias  y  cJrcunstanciíVí  aje- 
nas de  su  voluntad,  tuvo  que  reunir  en  concurso  confidencial 
á  sus  acreedores,  que  desde  luego  le  acordaron  moratoria,  no 
era  posible  á  pesar  de  esto  que  pudiera  dar  cima  á  los  com- 
promisos ni  mucho  menos  á  continuar  las  negociaciones  de 
la  casa,  á  menos  que  no  se  valiese  de  quien  pudiera  hacer 
frente  á  las  últimas,  se  puso  de  acuerdo  con  Hernández,  y  ha- 
blan convenido  en  celebrar  un  contrato,  y  lo  llevaban  á  efecto 
bajo  las  bases  y  condiciones  siguientes: 

Primera.  £1  D.  Francisco  Hernández  facilita  á  D.  Lorenzo 
Valí  Lloverás  la  cantidad  de  12.000  pesos,  cuya  suma  con- 
signa el  primero  en  la  caja  de  la  casa,  para  hacer  frente  k 
las  negociaciones  que  ocurran  y  pagos  que  haya  que  hacer,  los 
cuales,  así  como  los  cobros,  quedan  á  cargo  exclusivo  de  Her- 
nández. 

Segunda.  Todos  los  frutos  de  la  casa  vendrán  precisamente 
k  la  consignación  del  D.  Francisco  Hernández. 

Tercera.  La  duración  del  préstanio  de  los  12.000  pesos  será 
de  cuatro  meses,  á  contar  desde  la  fecha,  durante  los  cuales 
se  llevarán  los  libros  necesarios  para  la  debida  claridad  de  las 
negociaciones  de  la  casa. 

Cuarta.  Valí  Lloverás  como  dueño  de  la  casa,  y  Hernán— 
dez  como  refaccionista,  podrán  comprar  y  vender,  pero  coa 
la  precisa  y  previa  anuencia  de  uno  y  otro,  de  modo  que> 
cuando  lo  hagan  de  consuno,  Hernández  abonará  las  cuentas 
con  el  conforme  ó  V."  B.**  autorizado  de  Valí  Lloverás. 

Quinta.  Como  los  12.000  pesos  que  pone  y  facilita  en  la 
casa  de  Hernández  sirven  únicamente  para  giro  y  abono  en 
las  negociaciones  de  la  misma  que  no  podia  soportar  sin  te-* 
nerlos.  Valí  Lloverás  se  constituye  legal  y  legítimo  deudor  de 
Hernández,  con  las  renuncias  del  caso,  y  se  compromete  k 
tenérselos  en  cuenta  y  devolvérselos  la  casa  en  el  término  fi- 
jado de  cuatro  meses  en  que  se  formará  la  liquidación  ó  ba- 
lance de  las  operaciones  que  durante  esa  dilación  hubiesen 
acontecido  con  arreg]o  á  los  comprobantes  que  hubiesen  me- 
diado, intervenidos  como  se  ha  dicho,  y  se  vea  el  resultado  de 
aquellas  y  queden  satisfechos  los  contratantes. 

Sexta.  Valí  Lloverás  por  la  suma  que  le  adelanta  Hernán- 
dez le  abonará  desde  hoy  el  1  por  100  mensual  y  el  4  por  lOft 
de  cuanto  se  venda  y  se  verifique  en  la  casa. 

Sétima.  Si  durante  el  término  del  contrato  falleciese  Valí 
Lloverás,  continuará  dicho  contrato  hasta  la  dilación  conve- 
nida, sin  que  puedan  sus  herederos  pretender  en  ningún  sen- 
tido su  conclusión  hasta  que  Hernández  rinda  sus  cuentas 
nerales  en  la  época  que  se  ha  capitulado. 
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Octava.  Si  durante  el  término  del  contrato  falleciese  Her- 
nández ^  sus  herederos,' albaceas  ó  causa-habientes  continua- 
rán en  él,  haciéndose  cargo  de  la  dirección  de  los  negocios 
con  Valí  Lloverás,  efectivo  existente  y  cuentas  á  cobrar  y 
pagar. 

Novena.  Extinguida  la  dilación  del  contrato,  hecha  la  li- 
quidación ó  balance  y  conformes  los  contratantes,  podrá  con- 
tinnarla  convención  por  el  término  que  acuerden. 

Décima.  Las  diferencias  que  puedan  suscitarse  se  resolve- 
rán por  arbitros  arbitradores,  amigables  componedores. 

Undécima.  A  la  terminación  de  los  cuatro  meses  en  que  se 
ha  fijado  la  fijación  de  la  presente  negociación,  Hernández 
tendrá  la  obligación  de  someter  á  Valí  Lloverás  el  resultado 
de  la  misma,  que  Valí  Lloverás  aprobará  siempre  que  esté  ar- 
reglado á  equidad  y  justicia,  lo  mismo  que  cada  vez  que  du- 
rante ella  lo  solicite,  puesto  que  Hernández  ejerce  desde  el  día 
las  verdaderas  y  legítimas  atribuciones  de  refaccionista  de 
la  casa. 

Resultando  que  á  consecuencia  de  la  escritura  de  6  de  No- 
viembre de  1871,  D.  Manuel  Maturana,  por  no  haberle  satis- 
fecho el  D.  Lorenzo  Valí  Lloverás  el  primer  plazo  de  su  cré- 
dito, propuso  contra  el  mismo  demanda  ejecutiva,  y  despachado 
en  28  de  Setiembre  de  1872  el  correspondiente  mandamiento 
de  ejecución  por  la  cantidad  de  los  16.500  pesos  y  por  las 
costas  causadas  y  que  se  causasen  hasta  su  efectivo  pago,  se 
le  embargaron  bienes  equivalentes  al  citado  Valí  Lloverás 
hasta  cubrir  la  referida  suma;  y  no  habiéndose  opuesto  en  el 
término  legal,  se  dictó  sentencia  de  remate  en  16  de  Octubre 
de  dicho  año  de  1872: 

Resultando  que  en  7  de  Diciembre  de  1872)  después  de  en- 
tablada la  actual  demanda  de  tercería,  se  declaró  en  concurso 
necesario  al  D.  Lorenzo  Valí  Lloverás ,  y  pedida  por  éste  la 
acnmulacion  al  concurso  del  juicio  ejecutivo  que  contra  él  se- 
gniá  el  D.  Manuel  Maturana,  se  declaró  no  haber  lugar  á  ella, 
alzándose  la  suspensión  del  juicio: 

Resultando  que  por  virtud  de  la  escritura  de  28  de  Agosto 
de  1872,  referida  en  el  supuesto  segundo,  el  D,  Francisco  Her- 
nández, previo  juicio  conciliatorio,  en  que  D.  Manuel  Matura- 
na contestó  que  negaba  la  demanda,  y  el  ejecutado  Valí  Lio- 
veras  que  reconocía  la  escritura  presentada  por  el  actor  Her- 
nández y  que  estaba  conforme  con  la  demanda,  propuso  la 
wtaal  de  tercería  de  mejor  derecho  en  21  de  Octubre  de  dicho 
«fio  de  1872,  solicitando  que  del  producido  del  remate  que  en 
^  easMi  se  hiciera  de  los  bienes  embargados  á  D.  Lorenzo  Valí 
Lloverás  se  pagase,  con  preferencia  al  ejecutante  Maturana» 
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al  D.  Francisco  Hernández  lo  que  alcanzase  en  liquidación^  y 
que  se  condenase  al  demandado  en  las  costas  causadas  j  que 
ae  causen,  mandando  asimismo  que  los  frutos  que  producia  el 
establecimiento  se  remitieran  á  la  consignación  del  refaccio- 
nista,  en  cumplimiento  de  la  segunda  cláusula  de  la  escritura 
para  su  venta,  y  no  se  arruinase  el  tren  en  daño  común,  cu- 
yos perjuicios  prote.^taba  formalmente  contra  Maturana;  para 
ello,  haciendo  mérito  de  la  indicada  escritura  y  de  que  en  vir* 
tud  de  ella  se  le  dio  giro  al  capital  de  los  12.000  pesos,  in- 
Tirtiéodolo  en  gastos  y  negociaciones  peculiares  al  tren ,  que 
habia  aumentado  considerablemente  su  producción,  pues  ade- 
más de  dicha  cantidad  habia  expensado  y  contribuido  Hernán- 
dez como  hasta  8.000  pesos  más  que  se  habían  empleado  en 
pro  del  tren  referi^'o,  bajo  las  mismas  bases  y  cláusulas  con- 
tenidas en  la  predicha  escritura  para  más  favorecer  el  estable  - 
cimiento,  asi  como  también  que  la  citada  escritura  tenia  un 
objeto  lícito  y  benéfico,  y  demostraba  por  st  un  contrato  de 
refacción  en  pro  de  Valí  Lloverás  que  habia  estado  en  capa- 
cidad legal  de  acordarla,  y  redundaba  también  en  utilidad  de 
sus  anteriores  acredores,  puesto  que  con  el  importe  de  las  ex- 
pensas efectuadas  durante  la  refacción  se  habia  hecho  el  tren 
más  productivo;  alegó:  primero,  que  el  contrata  formal  de 
expensas  y  refaccionar  que  aparecía  de  la  escritura  de  28  de 
Agosto  de  1872  exigía  su  exacto  y  formal  cumplimiento  por 
parte  del  obligado  y  deudor  Valí  Lloverás,  por  haber  recibido 
los  12.000  pesos  al  fin  propuesto  en  el  documento,  y  además 
como  los  8.000  pesos  indicados  como  ampliación  de  común 
acuerdo  y  para  el  mismo  objeto  de  la  refaotion  estipulada,  y 
como  Hernández  habia  cumplido  y  llenado  su  deber,  obligado 
estaba  el  refaccionado  á  en  liquidación  y  balance  satisfacer  la 
suma  en  que  legítimamente  fuese  alcanzado,  con  arreglo  á  lo 
que  dispone  la  ley  1.*,  *tít.  1.*,  libro  10  de  la  Novísima  Reco- 
pilación, mayormente  en  este  caso  en  que  existia  acreditado  el 
contrato  por  medio  de  escritura  pública:  segundo,  que  el  eje- 
cutante Maturana  no  tenia  razones  ciertas  y  legales  en  que 
fundar  su  negativa  á  la  demanda,  como  lo  había  hecho  en  el 
juicio  conciliatorio,  pues  el  documento  presentado  en  aquel 
acto  era  fehaciente  y  justificativo  del  contrato  de  refacción  que 
religiosamente  habia  cumplido  el  D.  Francisco  Hernández, 
cuando^hasta  habia  ampliado  la  cantidad  de  12.000  pesos  que 
dedicó  para  la  refacción  acordada:  que  en  cuanto  á  su  mejor 
derecho  para  ser  pagado  con  preferencia  al  D.  Manuel  Matu- 
rana, existia  y  vigente  estaba  la  ley  25,  tít.  13,  Partida  5.*, 
que  concede  al  acreedor  refaccionista  la  hipoteca  táci^  para 
que  respondieran  los  bienes  refaccionados  al  pago  de  lo  ex^ 
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pensado  en  ellos,  pues  Maturana  sólo  tenia  en  su  favor  la  ac- 
ción personal  de  su  crédito  escriturario,  que  carecía  de  la  ga- 
rantía de  la  hipoteca  y  debia  ser  por  ello  postergado:  tercero, 
que  fuera  de  esa  preferencia  que  constituye  la  hipoteca  tácita 
según  dicha  ley  y  otra  del  mismo  título  y  Partida  en  conso- 
nancia con  la  misma,  había  la  razón  de  utilidad  y  patente  con- 
yeniencia  del  contrato  de  refacción ,  porque  á  la  verdad ,  por 
él  y  demás  expensado  bajo  las  mismas  condiciones  se  había 
hecho  más  potente  y  productivo  el  tren  por  los  capitales  que 
en  su  pro  se  habían  invertido,  lo  cual  era  indudable  que  á  la 
vez  que  favorecía  al  refaccionado ,  igual  utilidad  producía  á 
sus  anteriores  acreedores;  y  asi  era  que  todos  ellos,  á  excep- 
ción de  Maturana^  no  sólo  lo  aprobaban,  sino  que  también  lo 
aplaudían,  porque  daba  más  segura  esperanza  á  dichos  inte- 
resados para  que  al  cumplimiento  de  sus  plazos  pudieran  ser 
satisfechos,  según  lo  que  ellos  habían  acordado:  cuarto,  y  por 
último,  que  Hernández  después  de  haber  dado  sus  capitales  no 
podía  ver  con  tranquilidad  que  lo  producido  por  ellos  se  qui- 
siera aplicar  á  un  acreedor  personal  que  sólo  contribuía  á 
agravar  la  situación  de  su  deudor  con  el  vejamen  del  embar- 
go, el  descrédito  del  tren  y  la  creación  de  la  nueva  deuda  de 
costas  inoficiosas: 

Resultando  que  el  D.  Manuel  Maturana,  después  de  ciertos 
incidentes  sobre  la  consignación  de  frutos  al  refaccionísta  Her- 
nández, como  no  designados  por  el  ejecutante  para  el  embar- 
go, contestó  á  la  demanda,  pretendiendo  que  se  declarase  sin 
lugar  el  mejor  derecho  que  pretendía  el  D.  Francisco  Hernán- 
dez, y  se  mandase  que  éste  ocurriera  á  los  autos  del  concurso 
de  D.  Lorenzo  Valí  Lloverás ,  al  cual  debía  acumularse  esa 
tercería,  condenando- previamente  al  D.  Francisco  Hernández 
en  el  pago  integro  de  todas  las  costas;  al  efecto,  haciendo 
mérito  de  los  antecedentes  y  de  que  en  el  concurso  necesario 
de  Valí  Lloverás  fué  nombradlo  Hernández  depositario,  y  que 
éste  no  había  seguido  contra  aquel  juicio  ejecutivo  alguno, 
ni  tampoco  podía  considerarse  como  refaccionísta  de  la  finca 
embargada,  según  el  contexto  de  la  escritura  fundamento  de 
su  demanda,  excepcionó:  primero,  que  si  con  arreglo  al  ar- 
ticulo 3.""  de  la  Real  cédula  de  11  de  Abril  de  1852  el  contrato 
de  refacción  ha  de  ser  por  más  de  un  año,  y  si  el  que  celebró 
Hernández  con  Valí  Lloverás  era  sólo  limitado  á  cuatro  me- 
ses, era  palmario  que  no  existia  semejante  contrato,  ó  por  lo 
menos  no  podia  titularse  tal:  segundo,  que  si  con  arreglo  á  la 
escritura  de  28  de  Agosto  de  1872  fué  un  simple  préstamo  el 
qae  hizo  Hernández  á  Valí  Lloverás  con  la  garantía  de  la  con- 
signación del  fruto,  no  podia  en  buenos  términos  de  derecho 
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llamarse  refaccionario:  tercero,  que  la  voluntad  de  lamparles 
no  es  la  que  da  nombre  al  contrato ,  sino  su  origen ,  su  na* 
turaleza  y  fin  de  la  convención:  cuarto,  que  si  la  obligación 
de  Maturana  era  anterior  á  la  de  Hernández,  era  concluyente 
que  aquella  pretería  á  ésta,  por  el  principio  de  que  el  que  es 
primero  en  tiempo  lo  es  en  derecho:  quinto,  que  el  acreedor 
que  tiene  i  su  favor  un  fallo  de  remate  consentido  y  donde,  no 
hubo  oposición,  no  está  sujeto  al  juicio  de  concurso  necesario 
de  su  deudor  y  podia  cobrar  y  hacer  efectivo  su  crédito  con 
entera  independencia  del  concurso,  conforme  con  las  sentencias 
de  este  Tribunal  Supremo  de  17  de  Febrero,  5  de  Abril  y  26 
de  Octubre  de  1859,  la  de  25  de  Enero  y  14  de  Setiembre  de 
1860  y  la  de  30  de  Enero  y  11  de  Setiembre  de  1861,  y  si 
Maturana  estaba  en  estas  condiciones,  legalmente  podia  cobrar 
6U  crédito  con  entera  independencia:  sexto,  que  no  teniendo 
D.  Francisco  Hernández  á  su  favor  fallo  de  remate,  estaba  en 
la  obligación  de  calificar  su  crédito  para  ser  graduado  en  los 
autos  del  concurso  de  D.  Lorenzo  Valí  Lloverás :  sétimo,  que 
de  admitirse  la  tercería  de  mejor  derecho,  se  convendría,  con- 
trariando los  principios  legales,  que  el  acreedor  á  un  concurso 
que  no  tenia  fallo  de  remate,  podia  disputar  a  otro  acreedor 
que  lo  tenia,  preferencia  de  ir  al  concurso  á  calificar  y  gra- 
duar su  crédito,  lo  cual  pugnaba  también  contra  los  principios 
de  derecho:  octavo,  que  era  inaplicable  al  caso- la  ley  25,  tí- 
tulo 13,  Partida  5.*;  y  que  el  litigante  temerario  debía  ser 
condeiíado  en  costas: 

Resultando  que  antes  de  que  el  ejecutado  Valí  Lloverás 
contestase  por  su  parte  á  la  demanda ,  presentó  el  D.  Fran- 
cisco Hernández  la  cuenta  corriente  con  sus  justificativos  que 
al  12  por  100  anual  y  4  por  100  de  compras  llevaba  con  el 
D.  Lorenzo  Valí  Lloverás,  resultando  de  ello  que  el  Hernández 
habia  in^rtido  en  capital  suplido,  réditos  y  comisión  el  valor 
de  42.451  pesos  54  centavos ,  por  lo  que  se  le  restaba  y  al- 
canzaba el  saldo  líquido  de  11.955  pesos  13  centavos;  y  en  el 
escrito  con  que  la  presentó  ,  después  de  exponer  que  ,  termi- 
nada, como  lo  estaba,  la  refacción  que  según  contrato  escrito- 
rial  había  hecho  en  tren  de  refinamiento  de  azúcares  y  alam- 
bique ,  perteneciente  á  Valí  Lloverás  por  haber  cumplido  el 
plazo  prefijado  en  dicha  escritura,  había  llegado  el  caso  y 
oportunidad  de  presentar  la  cuenta  de  refacción  concluida  para 
que  se  abonase  al  refaccionista  el.  saldo  líquido  que  resultaba 
á  su  favor  en  la  operación,  pretendió  que  se  impartiese  á  di- 
cha cuenta  la  aprobación  judicial  en  la  forma  de  derecho ,  y 
que  con  toda  preferencia  se  pagasen  al  refaccionista  Hernán- 
dez los  11.955  pesos  13  centavos  del  saldo  de  los  primeros 
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fondos  que  produjera  el  remate  de  los  bienes  embargados  por 
Maturana,  conforme  tenia  demandado  en  este  juicio ,  formán- 
dose cuaderno  aparte  si  fuese  necesario: 

Resultando  que  el  ejecutado  D.  Lorenzo  Valí  Lloverás  al 
contestar  á  la  expresada  demanda  pidió  que  se  declarase  esta 
sin  lugar,  condenando  al  actor  &  perpetuo  silencio  y  al  pago  de 
todas  las  costas  del  juicio,  aduciendo  para  ello  los  mismos 
landamentos  consignados  en  la  contestación  de  Maturana: 

Resultando  que  seguido  el  juicio  por  sus  trámites,  la  Sala 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  por  sentencia  de  26  de  Marzo  de 
1874,  revocatoria  de  la  del  Juez  de  primera  instancia ,  declaró 
sin  lugar  la  demanda  de  tercería,  entablada  por  D.  Francisco 
Hernández,  y  en  la  forma  ordinaria  al  p^go  de  las  costas  de 
¿mbas  instancias:  » 

Y  resultando  que  contra  este  fallo  interpuso  el  demandante 
fiernandez  recurso  áe  casación  por  considerar  infringidas: 

I,**  Las  leyes  26,  28  y  29,  tít.  13,  Partida  5.*,  que  conce- 
-den  la  hipoteca  tácita  al  acreedor  que  dio  su  dinero  y  sus  ex- 
pensas para  conservar  ó  producir  la  cosa,  para  ser  pagado  con 
preferencia  á  otro  acreedor  personal  ,  por  cuanto  si  bien  Vlla 
Lloverás  poseia  el  tren  y  no  debia  su  conservación  al  dinero 
ijue  facilitó  Hernández  ,  era  lo  cierto  que  su  dueño  lo  tenia 
paralizado  careciendo  de  medios  para  elaborar  sus  frutos,  por 
lo  que  le  fué  preciso  celebrar  con  Hernández  el  contrato  de 
refacción ,  en  virtud  del  cual  el  tren  produjo  los  azúcares  y 
aguardientes  que  se  embargaron  por  la  ejecución  en  favor  de 
Maturana;  y  si  como  era  positivo  Hernández  facilitó  su  dinero 
y  sus  expensas  para  que  el  tren  produjese ,  evidente  era  tam- 
bién que  Hernández  era  acreedor  refaccionario  ,  aun  cuando 
por  él  no  existiese  el  tren ;  porque  refaccionista  es ,  no  sólo  el 
que  conserva  y  repara  la  cosa,  sino  también  el  que,  como  Her- 
iiandez,  suministra  fondos  y  medios  para  la  producción. 

2.*^  El  art.  592  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil ,  porque 
Hernández  durante  la  refacción  habia  dado  á  Lloverás  la  me- 
sada de  100  pesos  para  alimentos ,  habia  pagado  los  salarios 
del  administrador  del  tren  y  demás  operarios,  los  trasportes 
y  conducción  de  los  frutos  para  su  depósito  en  los  almacenes 
de  Regla  ,  satisfaciendo  asimismo  su  almacenaje  y  alquiler, 
y  manteniendo  las  dotaciones  de  asiáticos  y  negros ,  y  como 
subrogado  en  todos  estos  acreedores  de  trabajo  personal  y  por 
alimentos  era  acreedor  preferente  y  en  primer  lugar  como  los 
colocaba  el  citado  artículo;  y  que  4^1  mismo  modo  ,  cgmo  re- 
faccionista con  hipoteca  legal ,  estaba  puesto  alli  en  segundo 
lugar  y  por  razón  de  contrato  en  el  tercero,  es  decir,  con  mayor 
preferencia  que  los  escriturarios  que  se  hallaban  en  cuarto  lugar. 
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3.*    La  ley  1.',  tít.   1.°,  libro  10  de  la  Novísima  Recopi- 
lación. 

Vistos ,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  Fermín  de- 
Mura. 

Considerando  que  la  demanda  de  tercería  de  mejor  dere  - 
cho  interpuesta  por  el  r<5currente  se  sostiene  en  el  supuesto  de 
que  el  crédito  consignado  á  su  favor  en  la  escritura  principal 
de  28  de  Agosto  de  1872  es  refaccionario ,  y  el  del  ejecutante 
aunque  anterior  en  tiempo,  no  tiene  más  carácter  que  el  de 
escriturario: 

Considerando  que ,  asi  en  la  escritura  de  6  de  Noviembre 
de  1871  como  en  !a  referida  de  28  de  Agosto  de  1872,  se  ex- 
presa que  las  cantidades  prestadas  al  ejecutado  eran  ^ara  la 
refacción  y  entretenimiento  del  tren  de  elaborar  azúcar  y  alam- 
bique para  destilar  el  aguardiente  que  el  deudor  tenia  en  Ja- 
ruco,  con  cuya  afirmación  no  se  demuestra  el  privilegio  der< 
estos  créditos;  siendo  indispensable  hacer  constar  que  la  exis- 
tencia y  conservación  del  expresado  tren  y  alambique  se  debía 
á  las  cantidades  prestadas,  lo  que  no  ha  justificado  el  deman- 
dante según  apreciación  de  la  Sala  sentenciadora ,  contra  la 
cual  no  se  cita  ley  ni  doctrina  que  se  suponga  quebrantada: 
Considerando  que  no  siendo  refaccionario  el  crédito  del 
demandante,  la  sentencia  que  desestima  la  tercería  de  mejor 
derecho  no  infringe  las  leyes  que  se  citan  del  tít.  13 ,  Parti- 
da 5.*,  sobre  los  créditos  de  aquella  clase  : 

Considerando  que  el  art.  592  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
civil,  que  fija  los  estados  de  acreedores  que  han  de  formar  los 
síndicos  para  la  graduación  y  reconocimiento  de  créditos,  se 
refiere  al  procedimiento  y  no  puede  aplicarse  á  un  recurso  de 
casación  en  el  fondo;  y  aunque  fuera  utilizable,  no  habría  sido 
infringida  en  este  caso,  porque  ni  en  la  demanda  se  ha  pedido 
ningún  crédito  por  trabajo  personal  ni  de  alimentos ,  ni  en  la 
sentencia  hay  declaración  alguna  sobre  este  particular,  siendo 
jurisprudencia  de  este  Tribunal  Supremo  que  lo  que  no  ha 
sido  objeto  de  discusión  en  el  pleito  ni  de  resolución  en  el 
fallo  tampoco  puede  serlo  de  recurso  de  casación: 

Considerando,  últimamente,  que  la  ley  1.*,  tít.  1.*,  libro  10 
de  la  Novísima  Recopilación  ,  que  ordena  el  cumplimiento  dé- 
las obligaciones  en  cualquiera  manera  que  consten,  tampoco 
ha  sido  infringida,  porque  no  se  aplica  al  pleito  señalando  el 
motivo  de  la  infracción,  ni  puede  ser  quebrantada  cuando  los 
litigantes  no  han  puesto  en  duda  la  existencia  y  eficacia  del^ 
contrato  de  1872,  al  que  ha  dado  el  Tribunal  sentenciador  la 
debida  inteligencia  ,  por  lo  que  es  desatendible  el  expresado- 
último  motivo ; 


SBNTBNCIAS  DE  1875.  57 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber 
lu^T  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Francisco 
Hernández ,  á  quien  condenamos  en  las  costaid ;  y  líbrese  la 
eorrespondiente  certificación  á  la  Audiencia  de  la  Habana. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Oa* 
ceta  é  insertará  en  la  Colección  legislativa^  pasándose  al  efecto 
las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firma- 
mos. =sBl  Sr.  Presidente  D.  Juan  González  Aceyedo  votó  en 
Sala  y  no  pudo  firmar:  Hilario  de.  Igon.=Hilario  de  Igon.^=» 
José  Fermin  de  Muro.=Ramon  Diaz  Vela. sj=  Benito  de  Ulloa  y 
Rey.=»Joaquin  Ruiz  Cañábate .=Julian  Gómez  Inguanzo. 

Publicación : 

Leída  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  José  Fermin  de  Muro,  Magfistrado  del  Tribunal 
Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primefa  del 
mismo,  el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Relator  Secretario 
de  dicha  Sala. 

Madrid  5  de  Julio  de  1875.= Licenciado  Mariano  Fernandez 
García. 

NüM.  9. 
CASACIÓN  POR  INFRACCIÓN  DE  LEY.— SALA  PRIMERA. 

HBJOR    derecho  k    LOS   BIENES    DE    UNA    FUNDACIÓN.— SentCUCia 

de  5  de  Junio,  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  de  ca- 
sación interpuesto  por  D.  Marcelo  Alejano,  como  marido  de 
María  Boiza  Corrales,  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  de 
lo  civil  de  la  Audiencia  de  Valladolid ,  en  pleito  con  Don 
Valentín  Corrales  Domínguez. 

En  los  GOüsiDERANDos  sc  establccc : 

1.^  Que  las  fundaciones  meramente  piadosas  ó  ienéjíeas^ 
90  familiares,  no  se  hallan  comprendidas  en  las  disposiciones 
desvinculadoras  de  la  ley  de  11  de  Octubre  de  1820^  y  sí  más 
bien  en  las  relativas  i  beneficencia. ' 

2.**  Que  no  debe  calificarse  de  familiar  la  fundación  en  que 
se  llama  i  la  partición  de  sus  bienes  ó  rentas  á  personas  ex^ 
(rañas  á  la  familia  del  fundador  ó  i  la  designada  par  éste 
como  de  su  linaje,  aunque  llame  también  y  dé  preferencia  i  los 
que  lo  sean,  porque  esta  circunstancia  no  varia  la  naturaleza 
de  tal  institución,  según  todo  lo  tiene  repetidamente  declara-^ 
do  el  Tribunal  Supremo. 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  5  de  Julio  de  1875,  en 
el  pleito,  pendiente  ante  Nos,  en  virtud  de  recurso  de  casación 
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por  iofraccíon  de  ley^  segraido  en  el  Juzgado  de  primera  ins- 
tancia de  Fuente  Saúco,  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audien- 
cia de  Yallolidad  por  Marcelo  AJejano,  como  marido  de  Maria 
Boiza  y  Crorrales  y  ésta  cesionaria  de  su  madre  Teresa  Corra- 
les»  con  D.  Valentín  y  Doña  Josefa  Corrales  Domínguez,  Doña 
Coleta  Corrales  Miqnel  y  D.  Francisco  Fernandez  Corrales, 
herederos  de  D.  Antonio  Corrales  Miquel,  sobre  mejor  derecho 
á  los  bienes  que  constituyen  la  memoria  pía  fundada  por  Her- 
nán Sánchez: 

Resultando  que  el  Dr.  Hernán  Sánchez,  clérigo  de  la  villa 
de  Fuente  Saúco,  instituyó  en  25  de  Abril  de  1568  una  memoria 
pía  con  el  exclusivo  objeto  de  dotar  huérfanas  de  su  linaje, 
asignando  bienes  á  este  fin,  así  como  la  suma  de  20.000  ma- 
ravedís por  cada  doncella  de  las  que  contrajesen  matrimonio, 
también  el  nombramiento  y  dotación  de  patronos,  llamamien- 
to, cláusula  de  vinculación  de  bienes  y  cargas  espirituales 
afectas,  consistentes  en  una  misa  cantada,  determinando  las 
cualidades,  condiciones  y  demás  circunstancias  de  las  donce- 
llas que  habían  de  obtener  la  dotación  ó  beneficio  del  producto 
de  los  bienes  vinculados  y  la  naturaleza  ó  índole  de  la  suce- 
sión en  concepto  de  vínculo  ó  mayorazgo: 

Resultando  que  Marcelo  Alejano,  como  marido  de  María 
Boiza  Corrales,  cesionaria  de  su  madre  Teresa  Corrales  de  Diez, 
entabó  demanda  en  20  de  Diciembre  de  1871  sobre  mejor  de- 
recho y  adjudicación  de  los  bienes  que  constituían  la  citada 
fundación,  apoyada  en  la  ley  de  11  de  Octubre  de  1820,  ale- 
gando que  su  madre,  como  descendiente  en  grado  preferente 
de  Doña  María  Sánchez,  hermana  del  fundador,  era  la  de  me- 
jor derecho  que  otra  alguna:  que  tratándose  de  una  pía  me- 
moria habia  que  atenerse  á  la  voluntad  del  testador,  como  en 
toda  vinculación,  y  asimismo  la  orden  de  llamaigientos  y  á  la 
línea  y  grado,  según  la  ley  8.*,  tít.  17,  libro  10  de  la  Noví- 
sima Recopilación: 

Resultando  que  llamados  por  edictos  á  los  que  se  creyeran 
con  derecho  á  los  indicados  bienes,-  D.  Valentin  y  Doña  Josefa 
Corrales  y  Domínguez  impugnaron  la  escritura  de  cesión  de 
derechos  de  Teresa  Corrales,  atendida  su  incapacidad,  preten- 
diendo que  se  les  declarase  por  igual  que  á  María  Boiza,  por 
hallarse  en  el  mismo  grado  de  parentesco: 

Resultando  que  personados  D.  Antonio  y  Doña  Coleta  Corra- 
les y  D.  Francisco  Fernandez  Corrales,  herederos  de  D.  Anto- 
nio Corrales  y  Miqnel,  sostuvieron  su  mejor  derecho  como  más 
próximos  parientes  del  fundador,  puesto  que  se  trataba  de  una 
obra  pia  cuyos  bienes  se  habian  de  adjudicar  con  arreglo  á  la 
ley  de  19  de  Agrosto  de  1841: 
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BesuUando  que  suministrada  la  prueba  por  las  partes  para 
justifioar  su  parentesco,  dictó  sentencia  el  Juez  de  primera 
instancia,  y  que  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  YalladjO- 
lid  la  renovó  en  6  de  Febrero  de  1874,  declarando  que  no 
procede  la  adjudicación  como  libre  de  los  bienes  de  la  citada 
memoria  pia  tal  cual  lo  tenian  solicitado  Marcelo  Alejano  y 
4)onsortes,  estableciendo  como  fundamentos  que  la  citada  fun* 
dación  tiene  el  carácter  de  memoria  pia  ó  benéfica,  y  no  el  de 
fideicomiso  familiar,  puesto  que  el  producto  del  conjunto  de 
bienes  que  comprende  está  destinado  á  la  dotación  de  donce- 
llas del  linaje  del  fundador  y  aun  á  las  de  familias  extrañas  á 
falta  de  aquellas,  debiendo  por  tanto  continuar  reunidos  para 
el  fin  benéfico  á  que  los  destinó  el  fundador: 

Resultando  que  Marcelo  Alejano ,  en  la  representación  in- 
dicada, interpuso  recurso  de  casación  por  haberse  infringido  á 
su  juicio: 

1."*  Los  artículos  1."*  y  4.**  de  la  ley  de  11  de  Octubre  de 
1820,  restablecida  en  30  de  Agosto  de  1836; 

Y  2.^  La  doctrina  establecida  por  este  Tribunal  Supremo 
en  varias  sentencias,  y  especialmente  en  la  de  7  de  Mayo  de 
1850,  de  que  los  términos  generales  y  absolutos  en  que  se  ha- 
lla concebido  el  artículo  citado  no  permiten  legalmente  la  ex- 
<^lusion  de  vinculación  alguna,  asi  como  también  la  de  que  no 
puede  prescindirse  de  su  cumplimiento  con  motivo  de  las  du- 
das y  dificultades  que  puedan  ocurrir  en  su  ejecución,  debien- 
do adoptarse  los  principios  generales  del  derecho  á  falta  de 
disposiciones  positivas  para  su  adjudicación. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ramón  Diaz  Vela. 

Ck)nsiderando  que  las  fundaciones  mercantes  piadosas  ó 
benéficas  no  familiares  no  se  hallan  comprendidas  en  las  dis- 
posiciones desvinculad  oras  de  la  ley  de  11  de  Octubre  de  1820, 
y  sí  más  bien  en  las  relativas  á  beneficencia: 

Considerando  que  no  debe  calificarse  de  familiar  la  funda* 
<5Íon  en  que  se  llama  á  la  partición  de  sus  bienes  ó  rentas  & 
personas  extrañas  á  la  familia  del  fundador  ó  á  la  designada 
por  éste  como  de  su  linaje,  aunque  llame  también  y  de  prefe- 
rencia á  los  que  lo  sean,  porque  esta  circunstancia  no  varía  la 
naturaleza  de  tal  institución,  según  todo  lo  tiene  repetida- 
mente declarado  este  Supremo  Tribunal:  . 

Considerando  que  la  fundación  de  que  se  trata  es  una  me- 
moria pía  ó  benéfica  con  el  exclusivo  objeto  de  dotar  donce- 
llas huérfanas  del  linaje  del  fundador,  y  á  falta  de  ellas  á  las 
huérfanas  pobres  de  la  población,  careciendo  por  esta  circuns- 
tancia del  carácter  de  familiar,  y  de  consiguiente  no  se  halla 
comprendida  en  la  precitada  ley  de  11  de  Octubre^  ni  se  in- 
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fríngen  sus  artloulos  1.^  y  4.^  por  la  sentencia  recurrida  que 
declara  improcedente  la  adjudicación  de  los  bienes  de  su  do- 
tación á  unos  y  otros  litigantes  en  el  concepto  de  libres,  co* 
mo  respectivamente  lo  hablan  solicitado,  fundándose  en  di- 
cha ley: 

T  considerando  que  la  doctrina  de  la  sentencia  de  este  Su- 
premo Tribunal  del  7  de  Mayo  de  1860,  citada  en  segundo  lu- 
gar, no  tiene  aplicación  al  caso  presente  ni  puede  ser  que- 
brantada, porque  en  el  que  se  dictó  tenia  la  fundación  por 
objeto  principal  y  permanente  socorrer  y  aliviar  las  necesida- 
des de  los  parientes  del  fundador,  de  su  difunta  mujer  y  del 
primer  marido  de  ésta,  si  lo  mereciesen  y  fuesen  elegidos  al 
efecto  por  los  patronos,  y  en  ningún  evento  á  los  extraños, 
como  que  habia  de  servir  siempre  de  base  para  la  elección  de 
parentesco,  y  por  otro  lado  las  reglas  generales  que  en  la  mis- 
ma sentencia  se  establecen  para  la  ejecución  de  la  expresada 
ley  des vincul adora  en  defecto  de  las  de  ésta,  ó  para  los  casos 
de  duda,  parten  del  supuesto  que  la  fundación  se  halle  com- 
prendida en  las  disposiciones  de  la  ley  misma; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lu- 
gar al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Marcelo  Alejano, 
en  la  representación  indicada,  á  quien  condenamos  en  las  eos* 
tas;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  Yalladolid  la  certificación  cor- 
respondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la 
Gacela  y  se  insertfirá  en  la  Colección  legUlaliva^  pasándose  al 
efecto  las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y 
firmamos. =  Juan  Oonzalez  Acevedo.==  Hilario  de  Igon.=José 
Fermin  de  Muro.=Juan  Gano  Manuel.  =Ramon  Diaz  Yela.= 
Benito  de  ÜUoa  y  Rey.  ==  Julián  Oomez  Inguanzo. 

Publicación . 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  Ramón  Diaz  Vela,  Magistrado  del  Tribu- 
nal Supremo ,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera, 
en  el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Relator  Secretario  de 
la  misma. 

Madrid  5  de  Julio  de  1875.=:»Licenciado  Desiderio  Martínez. 
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i 


ADMISIÓN.— SALA  PRIMERA. 


Cumplimiento  db  un  pallo. — Auto  de  5  de  Julio,  declarando 
DO  haber  lugar  á  la  admisión  de\  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  Doña  Fausta  y  Doña  Concepción  IJadal  contra 
la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Au- 
diencia de  Barcelona ,  en  *pleito  con  Doña  Margarita  Bona- 
plata. 

En  los  CONSIDERANDOS  sc  cstablcce: 

1.®  Que  el  recurso  de  casación  sólo  ^procede  contra  senten^ 
€ias  definitivas  que  terminan  el  juicio^  ó  contra  las  que^  reca^ 
yendo  sobre  un  articulo^  pongan  fin  al  pleito^  haciendo  imposi- 
ble su  continuación. 

2.^  Que  es  jurisprudencia  constante  que  el  recurso  de  casa-- 
don  no  procede  contra  las  providencias  dictadas  en  las 
iiligencifis  para  el  cumplimiento  de  una  ejecutoria ,  á  no  ser 
que  ésta  se  contraríe  por  el  nuevo  fallo,  ó  se  resuelva  alguna 
cuestión  de  derecho  no  resuelta  en  aquellas. 

En  el  recurso  de  casación  en  el  fondo  interpuesto  por  Doña 
Fausta  y  Doña  Concepción  Nadal  en  autos  con  Doña  Margari- 
ta Bonaplata  y  otros ,  sobre  cumplimiento  de  un  fallo  ,  se  ha 
dictado  el  auto  del  tenor  siguiente: 

Resultando  que  obtenida  ejecutoria  por  parte  de  las  de- 
mandantes ,  pidieron  que  para  hacer  efectiva  la  cantidad  en 
que  habia  sido  condenada  la  demandada  se  librase  exhorto  al 
Tribunal  de  Lyon,  en  Francia,  residencia  de  la  misma  y  su 
esposo,  ¿  fin  de  que  se  les  embargasen  bienes  suficientes  y  de- 
positase el  producto  de  su  venta  á  disposición  del  Juzgado: 

Resultando  que  el  Tribunal  de  Lyon  devolvió  por  el  con- 
ducto ordinario  sin  cumplimentar  dicho  exhorto,  manifestando 
que  los  Tribunales  extranjeros  negaban  el  cumplimiento  á  to- 
das las  sentencias  ejecutorias,  á  menos  que  el  proceso  se  si- 
guiese ante  Autoridad  que  habia  de  cumplimentarla: 

Resultando  que  en  su  vista  pidieron  las  hermanas  Nadal 
que  se  dirigiese  nuevo  exhorto  al  Tribunal  de  Lyon ,  y  que 
desestimada  por  inútil  é  inoportuna  por  el  Juzgado  esta  pre* 
tensión,  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona  con- 
firmó este  auto  denegatorio,  contra  el  que  se  ha  interpuesto  el 
presente  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley. 
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fringen  sus  artículos  1.*  y  4.**  por  la  sentencia  recurrida  que 
declara  improcedente  la  adjudicación  de  los  bienes  de  su  do- 
tación á  unos  y  otros  litigantes  en  el  concepto  de  libres,  co- 
mo respectivamente  lo  hablan  solicitado,  fundándose  en  di- 
cha ley: 

T  considerando  que  la  doctrina  de  la  sentencia  de  este  Su- 
premo Tribunal  del  7  de  Mayo  de  1850,  citada  en  segundo  lu- 
gar, no  tiene  aplicación  al  caso  presente  ni  puede  ser  que- 
brantada ,  porque  en  el  que  se  dictó  tenía  la  fundación  por 
objeto  principal  y  permanente  socorrer  y  aliviar  las  necesida- 
des de  los  parientes  del  fundador,  de  su  difunta  mujer  y  del 
primer  marido  de  ésta,  si  lo  mereciesen  y  fuesen  elegidos  al 
efecto  por  los  patronos,  y  en  ningún  evento  á  los  extraños, 
como  que  había  de  servir  siempre  de  base  para  la  elección  de 
parentesco,  y  por  otro  lado  las  reglas  generales  que  en  la  mis- 
ma sentencia  se  establecen  para  la  ejecución  de  la  expresada 
ley  des vincul adora  en  defecto  de  las  de  ésta,  ó  para  los  casos 
de  duda,  parten  del  supuesto  que  la  fundación  se  halle  com- 
prendida en  las  disposiciones  de  la  ley  misma; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lu- 
gar al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Marcelo  Alejano, 
en  la  representación  indicada,  á  quien  condenamos  en  las  eos* 
tas;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  Valladolid  la  certificación  cor- 
respondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la 
Gacela  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa  y  pasándose  al 
efecto  las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y 
firmamos. =  Juan  González  Acevedo.= Hilario  de  Igon.=José 
Fermín  de  Muro.=Juan  Cano  Manuel.  =Ramon  Díaz  Vela.= 
Benito  de  ÜUoa  y  Rey. = Julián  Gómez  Inguanzo. 

Publicación . 

Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  Ramón  Díaz  Vela,  Magistrado  del  Tribu- 
nal Supremo ,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera, 
en  el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Relator  Secretario  de 
la  misma. 

Madrid  5  de  Julio  de  1875.=:»Licenciado  Desiderio  Martínez. 
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NÚM.  10. 

ADMISIÓN.— SALA  PRIMERA. 


Cumplimiento  db  un  pallo. — Auto  de  5  de  Julio,  declarando 
no  haber  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  Doña  Fausta  y  Doña  Concepción  Nadal  contra 
la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Au- 
diencia de  Barcelona ,  en  *pleito  con  Doña  Margarita  Bona- 
plata. 

En  los  CONSIDERANDOS  sc  cstablece: 

1  .^  Que  el  recurso  de  casación  sólo  procede  contra  senten^ 
das  definitivas  que  terminan  el  juicio^  ó  contra  las  que^  reca^ 
yendo  sobre  un  articulo^  pongan Jin  al  pleito,  haciendo  imposi- 
ble su  continuación. 

2.^  Que  es  Jurisprudencia  constante  que  el  recurso  de  casa-- 
don  no  procede  contra  las  providencias  dictadas  en  las 
diligencias  para  el  cumplimiento  de  una  ejecutoria ,  a  no  ser 
que  ésta  ^^e  contraríe  por  el  nuevo  fallo,  ó  se  resuelva  alguna 
cuestión  de  derecho  no  resuelta  en  aquellas. 

En  el  recurso  de  casación  en  el  fondo  interpuesto  por  Doña 
Pausta  y  Doña  Concepción  Nadal  en  autos  con  Doña  Margari- 
ta Bonaplata  y  otros ,  sobre  cumplimiento  de  un  fallo  ,  se  ha 
dictado  el  auto  del  tenor  siguiente: 

Resultando  que  obtenida  ejecutoría  por  parte  de  las  de- 
mandantes ,  pidieron  que  para  hacer  efectiva  la  cantidad  en 
que  había  sido  condenada  la  demandada  se  librase  exhorto  al 
Tribunal  de  Lyon,  en  Francia,  residencia  de  la  misma  y  su 
€sposoy  ¿  fin  de  que  se  les  embargasen  bienes  suficientes  y  de- 
positase el  producto  de  su  venta  á  disposición  del  Juzgado: 

Resultando  que  el  Tribunal  de  Lyon  devolvió  por  el  con- 
ducto ordinario  sin  cumplimentar  dicho  exhorto,  manifestando 
que  los  Tribunales  extranjeros  negaban  el  cumplimiento  á  to- 
das las  sentencias  ejecutorias,  á  menos  que  el  proceso  se  si- 
guiese ante  Autoridad  que  había  dfe  cumplimentarla: 

Resultando  que  en  su  vista  pidieron  las  hermanas  Nadal 
que  se  dirigiese  nuevo  exhorto  al  Tribunal  de  Lyon ,  y  que 
desestimada  por  inútil  é  inoportuna  por  el  Juzgado  esta  pre* 
tensión,  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona  con- 
firmó este  auto  denegatorio,  contra  el  que  se  ha  interpuesto  el 
presente  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley. 
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Siendo  Ponente  el  Ma^strado  D.  Juan  Cano  Manuel. 

Considerando  que  el  recurso  de  casación  sólo  procede  con- 
tra sentencias  definitivas  que  terminen  el  juicio  ó  contra  las 
que,  recayendo  sobre  un  artículo,  pongan  fin  al  pleito,  hacien- 
do imposible  su  continuación : 

Considerando  que  no  pertenece  á  esta  clase  el  auto  apela- 
do, y  confirmado  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
Barcelona,  reducido  á  proveer  lo  que  estimó  conveniente  en 
las  diligencias  de  ejecución  de  la  sentencia  con  motivo  de  la 
solicitud  promovida  sobre  devolución  sin  cumplimentar  del 
exhortó  dirigido  al  Tribunal  extranjero: 

Considerando  que  es  jurisprudencia  constante. que  el  recur- 
so de  casación  no  proceda  contra  las  providencias  dictadas  en 
las  diligencias  para  el  cumplimiento  de  una  ejecutoria,  á  no 
ser  que  ésta  se  contraríe  por  el  nuevo  fallo ,  ó  se  resuelva  al- 
guna cuestión  de  derecho  no  resuelta  en  aquellas,  lo  cual  no* 
se  verifica  en  el  presente  caso; 

No  há  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  en  el 
fondo  interpuesto  por  Doña  Fausta  y  Doña  Concepción  Nadal, 
á  quienes  condenamos  en  las  costas. 

Madrid  5  de  Julio  de  1875.=*José  María  Cáceres.=Laurea- 
no  de  Arrieta.= Hilario  de  Igon.=José  Fermín  de  Muro.=Juatt 
Cano  Manuel. = Licenciado  Desiderio  Martinez.=Rogelio  Gon- 
zález Montes,  Escribano  de  Cámara. 

NÚM.   11. 

ADMISIÓN.— SALA  PRIMERA. 


Competencia.— Auto  de  5  de  Junio,  declarando  no  haber  lugar 
á  la  admisión  del  recurso  de  casación  interpuesto  por  Doña 
Teresa  y  Doña  Dolores  López  Burgos  y  Doña  Mana  García 
Pacheco  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  de  la 
civil  de  la  Audiencia  de  Sevilla,  en  pleito  con  D.  José  Ariza 
y  Medina,  viudo  de  Doña  Josefa  García  Burgos. 

En  sus  CONSIDERANDOS  se  establece: 

Que  el  recurso  de  casación  en  los  negocios  civiles  se  da  con-- 
ira  las  sentencias  definitivas^  entendiéndose  por  tales  las  que 
terminen  el  fuicio,  y  las  que  recayendo  sobre  un  articulo^  pon^ 
gan  término  al  pleito^  haciendo  imposible  su  continuación. 

Resultando  que  promovido  en  el  Juzgado  de  primera  ins- 
tancia de  Lucena  por  Doña  Teresa  López  Burgos  y  consortes 
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el  juicio  voluntario  de  testamentaria  de  Doña  Josefa  García 
Burgos,  fué  requerido  dicho  Juzgfado  de  inhibición  por  el  de 
Rute,  al  cual  acudió  promoviendo  el  mismo  juicio  de  testamen- 
'  taria  D.  José  Ariza  y  Medina,  viudo  de  la  Doña  Josefa  Qarcía 
Burgos: 

Resultando  que  sustanciado  el  incidente,  el  Juzgado  de 
Lucena  se  declaró  incompetente  para  conocer  del  juicio  de  tes- 
tamentaria, mandando  remitir  los  autos  al  de  Rute  con  empla- 
zamiento de  las  partes: 

Resultando  que  interpuesto  recurso  de  apelación  por  la  Doña 
Teresa  y  consortes,  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Se- 
villa por  providencia  de  17  de  Abril  último  confirmó  con  las 
costas  el  auto  apelado: 

Resultando  que  contra  la  decisión  de  la  Audiencia  se  inter- 
pone por  Doña  Teresa  y  consortes  recurso  de  casación  por 
considerarla  contra  ley  ó  doctrina  legal. 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Hilario  de  Igon. 

Considerando  que  el  recurso  de  casación  en  los  negocios 
civiles  se  da  contra  las  sentencias  definitivas,  entendiéndose 
por  tales  las  que  terminen  el  juicio,  y  las  que  recayendo  áobre 
un  articulo  pongan  término  al  pleito ,  haciendo  imposible  su 
continuación  (articules* 2.**  y  3.°  de  la  Ley  provisional  sobre 
reforma  de  la  casación  civil:) 

Considerando  que  la  providencia  que  decide  el  incidente  áe 
inhibición  no  es  definitiva,  y  lejos  de  poner  término  al  juicio, 
se  limita  á  declarar  el  Juez  á  quien  corresponde  conocer  del 
mismo; 

No  há  lugar ,  con  las  costas ,  k  la  admisión  del  recurso  de 
casación  interpuesto  por  Doña  Teresa  y  Doña  Dolores  López 
Burgos  y  Doña  Maria  García  Pacheco. 

Madrid  5  de  Julio  de  1875.«=José  María  Cáceres.s=  Laurea- 
no de  Arrieta.=  Hilario  de  Igon. =  José  Fermin  de  Muro.«= 
Juan  Cano  ManueL=»Licenciado  Mariano  Fernandez  García. 
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NÚM.    12. 

CASACIÓN  POR  INFRACCIÓN  DE  LEY. -SALA  PRIMERA. 


Reivindicación  de-  la  mitad  beservable  de  los  bienes  de  un 
MAYORAZGO.  — Sentencia  de  6  de  Julio,  declarando  haber 
lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Francisco 
García  Alvarez  Losada  contra  la  pronunciada  por  la  Sala 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Valladolid,  en  pleito  con  Don 
José  Antonio  Melendez. 

En  sus  CONSIDERANDOS  sc  establecc: 

Que  desde  la  publicación  de  la  ley  que  restableció  la  de  11 
de  Octubre  de  1870  sobre  desvinculacion  civil,  no  existen  legal- 
mente  acciones  vinculares^  puesto  que  los  vinóculos  desapare- 
cieron y  sólo  pueden  ejercitarse  las  acciones  reivindicatorías 
para  obtener  el  reintegro  de  los  bienes^  si  están  usurpados  per 
el  poseedor  material  y  corresponde  de  derecho  la  propiedad  al 
que  los  demanda^  según  los  términos  de  la  fundación. 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  6  de  Julio  de  1875,  en  el 
pleito  pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por 
infracción  de  ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia 
de  León  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Valladolid 
por  D.  Francisco  García  Alvarez  Losada  con  D.  José  Antonio 
Melendez,  por  sí  y  como  padre  de  D.  León,  Doña  Filomena, 
D.  José,  D.  Manuel  y  Doña  María  Melendez,  sobre  reivindica- 
ción de  la  mitad  reservable  de  los  bienes  de  un  mayorazgo: 

Resultando  que  Doña  Isabel  Gutiérrez  Cortejo  otorgó  escri- 
tura en  28  de  Abril  de  1694,  por  la  que  fundó  un  mayorazgo 
sobre  varias  casas  y  un  huerto  en  la  ciudad  de  León,  llaman- 
do en  primer  lugar  y  grado  á  su  hijo  D.  José  García  Alvarez 
Gutiérrez  Cortejo;  en  segundo  grado  k  D.  Isidro  García  Alva- 
rez Cortejo,  hijo  mayor  de  aquel  y  de  su  mujer  Doña  Francisca 
Fuentes,  y  á  sus  hijos  y  descendientes  legítimos,  prefiriendo 
el  mayor  al  menor  y  el  varón  á  la  hembra,  llamando  en  su 
defecto  á  otras  nietas,  hijas  de  su  citado  hijo: 

Resultando  queD.  Francisco  García  Alvarez  Losada  entabló 
la  demanda  objeto  de  este  pleito  contraD.  José  Melendez  García, 
por  sí  y  como  representante  legal  de  sus  hijos  menores  Don 
León,  Doña  Filomena  y  D.  José  Melendez,  y  contra  Doña  Ma- 
ría y  D.  Manuel  Melendez,  sobre  reivindicación  de  la  mitad 
reservable  del  mayorazgo  fundado  por  Doña  Isabel  Gutierres; 
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'Cortejo,  y  V^go  de  la  mitad  de  las  reutas  quehabian  debido 
producir  los  bienes  vinculares  desde  el  22  de  Marzo  de  1846  « 
liasta  el  dia  en  que  se  efectúe  la  eutre$^;  y  que  en  apoyo  de  su 
pretensión  alegó  que  el  citado  mayorazg^o  radicó  en  D.  Fran- 
cisco Javier  Oarcia  Alvarez,  biznieto  de  la  fundadora,  el  cual 
de  su  primer  matrimonio  con  Doña  Marcelina  Ruiz  tuvo  por 
hijo  á  D.  Benito  García  Alvarez,  que  nació  en  21  de  Marzo 
de  1746,  y  de  su  segunda  mujer  Dona  Isidora  Martínez  á  Don 
Manuel  y  D.  Francisco  García  Alvarez,  este  último  padre  de 
D.  José  Mauricio  García  Alvarez,  cuyos  derechos  sostenía  su 
hijo  y  sucesor  el  demandante:  que  al  fallecimiento  de  D.  Fran- 
cisco Javier  en  7  de  Diciembre  de  1771  sucedió  en  la  vincula- 
ción su  hijo  mayor  de  su  primer  matrimonio  D.  Benito,  que  á 
la  sazón  se  hallaba  ausente  en  América,  Ignorándose  su  para- 
dero, y  por  lo  cual  en  12  de  dicho  mes  de  Diciembre  se  confi- 
Tió  judicialmente  la  administración  de  dichos  bienes  á  D.  José 
García,  hermano  del  difunto  D.  Francisco  Javier,  y  después  en 
15  de  Setiembre  de  1785  á  D.  Manuel  García  Alvarez,  hijo  del 
segundo  matrimonio  de  aquel:  que  D.  Manuel  falleció  en  2  de 
Junio   de  1820,  dejando  una  hija  llamada  Doña  Pantaleona, 
tjue  casó  con  D.  Antonio  Melendez,  la  cual  murió  en  21   de 
Marzo  de  1845  con  testamento  en  que  declaró  ser  poseedora  del 
mencionado  vínculo  habido  de  su  difunto  padre;  le<ró  el  quinto 
de  sus  bienes  á  su  marido,  é  instituyó  herederas  á  sus  hijas 
Doña  Mercedes  y  Doña  Antonia,  á  quienes  por  su  fallecimiento  ' 
sucedió  su  padre  en  sus  derechos  y  acciones,  y  por  consiguien- 
te en   ios  bienes  que  fueron  vinculares  que  recibieron  de  su 
madre  Doña  Pantaleona,  y  que  eran  objeto  de  la  administra- 
ción confiada  á  su  abuelo  D.  Manuel:  que  1).  Antonio  Melendez 
falleció  en  5  de  Febrero  de  1854,  instituyendo  por  herederos 
é,  sus  hermanos  D.  León,  Doña  Josefa  y  D.  Pablo  Melendez  y 
á  su  sobrina  Doña  Juana,  hija  de  éste,  entre  los  cuales  se  divi- 
dieron los  bienes  del  difunto,  y  con  ellos  todas  las  casas  afec- 
tas á  la   dotación  del  mayorazgo,  recayendo  por  último  en 
Doña  Juana  como  heredera  de  su  padre  y  tios,  la  cual  contrajo 
matrimonio  con  D.  José  Antonio  Melendez:  que  por  su  falleci- 
miento, ocurrido  en  1862.  la  sucedieron  sus  ocho   hijos,   que 
entraron  en  posesión  de  las  fincas,  á  excepción  de  una  casa 
enajenada  por  su  padre,  el  cual  había  sucedido  á  tres  de  aque- 
llos que  murieron  después  que  su  madre  :  que  el  demandante 
D.  Francisco  García  Alvarez  era  hijo  y  heredero  leprítimo  de 
D.  José  Mauricio  García  Alvarez,  y  éste  á  su  vez  de  D.  Fran- 
cisco García  Alvarez,  hijo   del  referido  D.    Francisco  Javier 
García  Alvarez;  y  que  no  existia  ninguna  noticia  ni  memoria 
-acerca  del  paradero  ni  descendencia  del  mencionado  D.  Benito, 
Ií.~1.\y3/  5 
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ron  la  .«entencia  del  inferior  y  la  de  vista,  se  infringen  Ibs  le- 
yes 2."  y  15  de  que  se  ha  hecho  mérito,  que  mandan  dar  jui- 
cio acabado  y  valedero,  absolviendo  ó  condenando  al  deman- 
dado ;  declarándose  también  por  las  demás  que  cuando  la  Sala 
sentenciadora  absuelve  la  demanda  y  reserva  al  mismo  tiempo 
á  las  partes  sus  derechos  respectivos  acerca  de  las  cuestiones 
que  han  sido  precisamente  objeto  del  pleito,  emplea  una  forma 
contradictoria  é  impropia  de  todo  juicio ,  y  por  consiguiente 
infringe  dichas  leyes  2.%  5.',  15  y  16,  tlt.  22,  Partida  3.\ 
artículo  61  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  y  doctrina  legal  que 
se  deja  sentada. 

Y  3.**  La  doctrina  legal  sancionada  por  la  jurisprudencia 
repetidlsima  de  este  Tribunal  Supremo,  y  consignada  en  sen- 
tencia de  14  de  Diciembre  de  1848,  de  que  el  art.  2."  de  la  ley 
de  11  de  Octubre  de  1820  no  ha  privado  de  su  derecho  á  los 
terceros  que  lo  tuviesen  preferente  á  los  poseedores  actuales 
á  la  publicación  de  ley  y  posteriores ,  pues  dichos  terceros 
pueden  establecer  la  acción  real  ó  reívindicatoria  en  todo  tiem- 
po respecto  á  los  bienes  que  formaron  los  vínculos:  y  la  es- 
tablecida en  sentencias  de  23  de  Mayo  de  1855.  26  de  Marzo 
de  1863,  11  de  Noviembre  y  12  de  Diciembre  de  1867  y  3  de 
Junio  de  1868,  de  que  la  acción  reivindicatoria  y  no  la  vincu- 
lar es  la  que  puede  ejercitarse  para  hacer  valer  los  derechos, 
tanto  k  la  propiedad  de  la  mitad  libre  como  á  la  de  la  otra 
mitad  reservada,  cuyo  objeto  es  reclamar  los  bienes  y  dere- 
chos en  la  expresada  ley  concedidos ;  doctrina  que  había  te- 
nido en  cuenta  el  recurrente  para  ejercitar  dicha  acción  en  su 
demanda,  no  para  reclamar  fincas  aisladas ,  sino  la  mitad  re- 
servable  de  un  mayorazgo,  ofreciendo  al  efecto  la  justificación 
de  su  derecho  en  la  forma  y  manera  posibles  en  esta  clase  de 
litigios;  y  la  Sala  sentenciaJora  habia  podido  apreciar  esa 
demanda  como  probada  ó  no  probada ,  y  estimar  ó  desechar 
la  prelen?«ion  que  envuelve ,  por  no  alegar  la  improcedencia 
del  juicio  de  la  acción  reivindicatoria ,  de  la  que  no  se  había 
dicho  nada  en  primera  instancia,  y  la  que,  según  la  doctrina 
expuesta,  á  que  se  falta  en  el  fallo,  es  la  única  procedente 
de  esta  clase  de  juicios  para  dejar  de  este  modo  intacta  la 
cuestión  de  autos ,  caso  análogo  al  resuelto  por  este  Tribu- 
nal Supremo  en  la  repetida  sentencia  de  11  de  Noviembre 
de  1867. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  María  Cá- 
ceres. 

Considerando  que  D.  Francisco  García  Alvarez  ejercitó  en 
la  demanda  la  acción  rí^ivindicatoria  para  que  se  le  declarase 
el  derecho  á  la  mitad  reservable  del  vínculo  que  fundó  Doña 
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Isabel  Gutiérrez  Cortejo  y  se  le  entrenzasen  las  fincas  con  la 
mitad  de  las  rentas  que  hayan  producido  desde  1846,  á  cuya 
demanda  contestaron  los  recurridos  pidiendo  se  les  absolviese 
de  ella,  con  imposición  de  perpetuo  silencio  al  demandante: 

Considerando  que  fijada  asi  la  cuestión  ,  ha  debido  resol* 
verla  la  sentencia,  según  el  precepto  claro  y  terminante  del 
artículo  61  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil: 

Considerando  que  desde  la  publicación  de  la  ley  que  res- 
tableció la  de  17  de  Octubre  de  1820  sobre  desvinculacion  ci- 
Til  no  existen  legalmente  acciones  vinculares,  puesto  que  los 
vínculos  desaparecieron,  y  sólo  pueden  ejercitarse  como  en  este 
pleito  las  acciones  reivindicatorías  para  obtener  el  reintegro 
de  los  bienes;  si  están  usurpados  por  el  poseedor  material  y 
corresponde  de  derecho  la  propiedad  al  que  los  demanda,  según 
los  términos  de  la  fundación: 

Considerando  que  habiendo  determinado  la  sentencia  la  ab- 
solución de  la  demanda  en  la  forma  que  se  propuso ,  ha  apla- 
zado indebidamente  la  resolución  del  pleito  infringiendo  dicho 
artículo  61  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  cuya  infracción 
basta  para  declarar  la  nulidad  de  la  sentencia; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar 
al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Francisco  García  Al- 
varez  Losada ;  y  en  su  consecuencia  casamos  y  anulamos  la 
sentencia  que  en  19  de  Mayo  de^  1874  dictó  la  Sala  de  lo  civil 
de  la  Audiencia  de  Valladolid,  éi  la  que  se  libre  orden  para  la 
remisión  de  los  autos. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta j  se  insertará  en  la  Colección  legislativa  ^  pasándose  al 
efacto  las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y 
firmamo8.«=Bl  Sr.  D.  Juan  González  Acevedo  votó  en  Sala,  y 
BO  firma  por  hacer  uso  de  licencia :  José  María  Cáceres.=>José 
María  Cáceres.=Laureano  de  Arrieta.=Hilario  de  Igon.=Be- 
nito  de  Ulloay  Rey.=Joaquin  Ruiz  Cañábate. = Julián  Gómez 
laguanzo. 

Publicación: 

Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Excelen- 
tísimo Sr.  D.  José  María  Cáceres,  Magistrado  del  Tribunal  Su- 
premo,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera,  en  el 
dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Relator  Secretario  de  la 
misma. 

Madrid  6  de  Julio  de  1875.  =  Licenciado  Desiderio  Mar- 
tínez. 
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CASACIÓN  POR  INFRACCIÓN  DE  LEY.— SALA  PRISÍERA. 


Bbclamacion  de  bienes. — Sentencia  de  7  de  Jalio,  decla- 
rando haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por 
D.  Miffuel  Cinca  y  Cois  contra  la  pronunciada  por  la  Sala 
g^^nda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  en  pleito 
con  D.  Juan  Cinca  y*Cols. 

En  sus  CONSIDERANDOS  sc  cstablecc: 

Que  es  un  principio  de  derecho^  consignado  en  repetidas 
decisiones  del  Tribunal  Supremo^  que  la  sentencia  definitiva 
debe  resolver  todas  y  sólo  las  cuestiones  que  han  sido  objeto  del 
debate,  de  conformidad  con  lo  que  dispone  el  art,  61  de  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  civil. 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  7  de  Julio  de  1875,  en 
el  pleito  pendiente  ante  Nos,  en  virtud  de  recurso  de  casación 
por  Infracción  de  ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  ins- 
tancia de  Solsona  y  en  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Au- 
diencia de  Barcelona  por  D.  ]\Jiguel  Cinca  y  Cois  con  D.  Juan 
Cinca  y  Cois,  sobre  reclamación  de  bienes: 

Resultando  que  con  motivo  del  matrimonio  proyectado  en- 
tre Juan  Cinca  y  Margarita  Solé,  se  otorgó  en  31  de  Mayo  de 
1806  escritura  de  capitulaciones,  en  la  que  se  pactó  que  para 
el  caso  de  que  dichos  cónyuges,  ó  uno  de  líos  muriese  sin  ha- 
ber hecho  elección  de  heredero ,  lo  fuese  el  primer  hijo  varón 
de  aquel  matrimonio ,  y  faltando  éste  por  orden  de  primoge- 
nitnra  los  demás,  y  en  defecto  de  varones  las  hijas  en  igual 
forma: 

Resultando  que  por  fallecimiento  én  1823  de  Juan  Cinca 
entró  ¿  sucederle  en  sus  bienes  su  hijo  primogénito  Ramón, 
que  los  poseyó  hasta  el  año  de  1835,  en  que  falleció  sin  ha- 
cer disposición  testamentaria,  entrando  k  poseer  los  bienes  de 
éste  y  de  sus  padres  el  segundogénito  Juan  Cinca,  en  concepto 
de  heredero: 

Resultando  q^ie  en  20  de  Enero  de  1852  Miguel  Cinca  otorgó 
apoca  de  100  libras  á  favor  de  su  hermano  Juan,  en  pago  de 
sus  derechos  de  legítima  paterna,  y  por  toda  manda  ó  dispo- 
sición que  tuviese  hecha  ó  pudiese  pretender  en  los  bienes  de 
su  padre  y  hermano,  salvando  empero  todo  xierecho  de  víncu- 
lo y  futura  sucesión  ;  y  que  en  22  de  Enero   de  1865  otorgó 
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•él  Miguel  nueva  carta  de  pago  á  favor  de  su  hermano  de  380 
libras  en  satisfacción  de  todos  sus  derechos  de  legitima  paterna 
y  parte  de  esponsalicio  que  renunció  en  beneficio  de  su  her- 
mano, á  quien  reconoció  por  heredero  de  su  padre: 

Resultando  que  en  28  de  Junio  de  1865  entabló  Miguel 
Cinca  la  demanda  objeto  de  este  pleito  ,  en  la  que  haciendo 
uso  de  la  acción  de  petición  de  herencia,  de  la  de  nulidad  ó  de 
la  rescisoria,  para  su  caso,  de  las  apocas  referidas  ,  pidió  se 
condenase  á  Juan  Giuca  &  dimitir  y  entregarle  la  cuarta  parte 
dé  los  bienes,  derechos  y  demás  que  al  morir  poseia  y  dejó  su 
hermano  Ramón  Cinca,  inclusos  los  que  procedían  y  adquirió 
de  su  padre  y  que  constituían  su  herencia ,  con  los  frutos  y 
utilidades  percibidas  y  podidas  percibir,  liquidación  y  valora* 
cion  reservadas;  alegando  que  el  patrimonio  objeto  de  la  de- 
manda era  de  superior  valor  en  la  parte  que  se  ventilaba  para 
-declarar  enormemente  lesivos  los  contratos  : 

Resultando  que  el  demandado  impugnó  la  demauda,  fun- 
dado en  que  la  voluntad  del  padre  era  opuesta  á  la  división 
de  los  bienes  entre  sus  hijos,  según  se  desprendía  de  la  cláu- 
sula referente  á  la  institución  de  heredero  consignada  en  sus 
capítulos  matrimoniales ,  sin  que  ni  él  ni  el  primogénito  Ra- 
món hubiesen  otorgado  otra  disposición  alguna  que  contrariase 
aquella ,  la  cual  debía  entenderse  una  institución  fideicomi- 
saria; y  que  Miguel  habla  renunciado  todos  sus  derechos  y 
reconocido  expresamente  al  demandado  como  heredero: 

Resultando  que  el  demandante  al  replicar ,  reproduciendo 
■en  cuanto  fuera  menester  la  excepción  de  dolo  malo  y  la  de 
nulidad ,  para  que  se  declarasen  nulos  ó  se  rescindieran  los 
-contratos  que  contenían  los  citados  documentos ,  pidió  se  re- 
solviese como  lo  tenia  solicitado  en  su  demanda,  manifestando 
que  las  renuncias  que  aquellos  contenían  se  referían  á  los 
derechos  legitimarios,  pero  no  á  los  hereditarios,  acompañando 
la  relevación  del  juramento  prestado  en  el  primero  de  aquellos, 
7  modificando  su  petición,  reclamando  la  quinta  parte  de  los 
bienes  en  vez  de  la  cuarta,  en  atención  á  que  á  la  muerte  del 
Ramón  quedaron  cinco  hermanos: 

Resultando  que  el  duplicar  alegó  el  demandado  que  ni  el 
demandante  ni  sus  hermanos  hablan  inquietado  en  la  posesión 
de  sus  bienes  en  que  se  hallaron  el  Ramón  y  el  demandado 
desde  el  año  de  1823;  y  que  al  alegar  de  bien  probado,  opuso 
la  ei^cepcion  de  prescripción  por  no  haberse'  acompañado  á  la 
demanda  la  relajación  del  juramento,  traído  con  posterioridad 
y  cuando  ya  había  trascurrido  el  tiempo  necesario ,  que  no 
deberla  entenderse  interrumpido  por  la  sola  pretensión  de 
aquella : 


L. 
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Resultando  que  el  Juez  de  primera  instancia  dictó  senten- 
cia, y  que  la  Sala  seg'unda  de  lo  civil  de  la  A.udienc¡a  de  Bar- 
celona la  revocó  en  20  de  Octubre  de  1873  absolviendo  á  Juan 
Cinca  de  la  demanda: 

Resultando  que  el  demandante  interpuso  recurso  de  casa- 
ción por  habewe  infring'ido  á  su  juicio: 

1.^  La  ley  del  testamento,  y  en  combinación  con  ella  la  5.% 
título  33,  Partida  7.*,  asi  como  el  principio  de  derecho  de  que 
en  la  sucesión  testamentaria  no  se  pueden  exigir  más  condi- 
ciones que  aquellas  que  estableció  el  testador;  y  la  jurispru- 
dencia de  este  Tribunal  Supremo  establecida,  entre  otras  sen- 
tencias, en  la  de  30  de  Setiembre  de  1850,  porque  en  las  ca- 
pitulaciones matrimoniales  de  1806,  que  en  este  caso  hacían 
las  veces  de  testamento,  se  estableció  una  simple  sustitucioa 
vulg^ar,  que  sólo  tendría  Ing-arsi  no  fuese  heredero;  pero  ha- 
biéndolo sido  el  primogénito  Ramón  Cinca,  concluyeron  todos 
los  llamamientos  y  disposiciones  posteriores  del  testador  res- 
pecto á  los  segundogénitos. 

2.^  La  ley  del  contrato,  en  combinación  con  la  1.*,  tít.  1.% 
libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  y  el  principio  de  dere- 
cho de  que  el  que  otorga  una  escritura  no  se  obliga  más  que 
á  lo  que  suenan  sus  palabras,  y  que  las  renuncias  deben  in- 
terpretarse en  sentido  restrictivo;  doctrina  aplicada  y  confir- 
mada por  las  sentencias  de  este  Tribunal  de  11  de  Marzo  de 
1864,  10  de  Enero  de  1858;  y  por  último,  la  ley  19,  tít.  6.% 
Partida  3.*,  al  suponer  la  sentencia  que  el  recurrente  renun- 
ció los  derechos  hereditarios,  siendo  así  que  únicamente  re- 
nunció los  legitimarios.    . 

3.**  La  misma  ley  19,  tít.  6.®,  Partida  5-%  y  la  sentencia 
de  11  de  Marzo  de  1864,  en  cuanto,  aun  en  el  supuesto  de 
qne  hubiese  hecho  renuncia  de  los  derechos  hereditarios,  nunca 
se  presumirían  renunciados  porque  se  habia  de  suponer  que 
los  ignoraba. 

Y  4.®  Los  principios  de  derecho  de  que  la  sentencia  debe 
resolver  todos  los  puntos  objeto  de  la  demanda,  y  que  debe 
fallarse  según  lo  alegado;  principios  confirmados  por  varias 
sentencias  de  este  Tribunal,  entre  ellas  la  de  5  de  Junio  de 
1860,  pues  en  la  demanda  se  expresó  que  se  ejercitaba  la  ac- 
ción de  nulidad;  y  si  en  la  súplica  no  se  pidió  terminante- 
mente la  nulidad,  lo  cual  ignoraba,  no  se  podia  decir  por  ello 
que  no  estuviera  pedida,  citando  á  este  propósito  como  infrin- 
gida la  sentencia  de  este  Supremo  Tribunal  de  15  de  Julio  de 
1848,  según  la  cual  la  sentencia  debe  dictarse  conforme  &  la 
Terdad  probada,  aunque  en  la  demanda  falte  alguna  sutileza 
exigida  por  derecho,  que  en  este  caso  sin  embargo,  no  falta- 
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ba,  pues  no  hay  ley  que  venga  que  no  se  entienda  pedida  la 
nalidad  cuando  se  ejercita  la  acción  de  nulidad  aunque  no  ¡se a 
en  la  suplica. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Hilario  de  Igon. 

Considerando  que  es  un  principio  de  derecho,  consignado 
en  repetidas  decisiones  de  este  Tribunal  Supremo,  que  la  sen- 
tencia definitiva  debe  resolver  todas  y  sólo  las  cuestiones  que 
sido  objeto  del  debate,  de  conformidad  con  lo  que  dispone  el 
artículo  61  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil: 

Considerando  que  la  acción  de  nulidad  ó  rescisión  de  las 
renuncias  consignadas  en  las  escrituras  de  1852  y  1865,  otor- 
gadas por  el  recurrente  en  favor  de  su  hermano  D.  Juan,  fué 
objeto  de  la  demanda  y  de  la  discusión  en  el  pleito,  y  debió 
resolverse  también  sobre  ella  en  la  sentencia: 

Considerando  que  á  pesar  de  ello,  lejos  de  comprender  la 
ejecutoria  en  su  fallo  la  decisión  de  este  extremo  al  absolver 
á  Juan  Cinca  y  Cois  de  la  demanda  de  su  hermano  Miguel,  lo 
hace  en  la  cláusula  de  en  la  forma  que  venia  propuesta,  ex- 
plicada en  los  considerandos  todos  en  el  sentido  de  no  haber 
sido  objeto  de  la  demanda  ni  de  la  discusión  el  extremo  de  nu- 
lidad ó  rescisión  de  las  renuncias  referidas,  en  oposición  con 
lo  que  la  misma  sentencia  consigna  en  los  resultandos: 

Considerando,  por  lo  expuesto,  que  la  sentencia  infringe  el 
artícnio  61  citado  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar 
al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Miguel  Cinca  Cois; 
y  en  su  consecuencia  casamos  y  anulamos  la  sentencia  que  en 
20  de  Octubre  de  1873  dictó  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la 
Audiencia  de  Barcelona,  á  la  que  se  libre  orden  para  la  remi- 
sión de  los  autos  originales. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Oa-- 
ceta  y  se  insertará  en  la  Colección  legislaliva ,  pasándose  al 
efecto  las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  fir- 
mamos. ==  El  Sr.  Presidente  de  la  Sala  votó  en  ella  y  no  firma 
por  uso  de  licencia:  José  María  Cáceres.=José  María  Cáce- 
ies.=*Laureano  de  Arrieta.= Hilario  de  Igon.=Benito  de  Uiloa 
7  Rey.» Joaquín  Ruiz  Cañabate.=s Julián  Gómez  Inguanzo. 

Publicación: 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Excelen- 
tísimo Sr.  D.  Hilario  de  Igon,  Magistrado  del  Tribunal  Supre- 
mo, celebrando  audiencia  publica  la  Sala  primera,  en  el  dia  de 
hoy,  de  que  certifico  como  Relator  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  7  de  Julio  de  1875.==  Licenciado  Desiderio  Mar- 
tínez. 
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CASACIÓN  POR  INFRACCIÓN  DE  LBT.— SALA  PRIMERA. 


LiQüiDAaoN  DE  CUENTAS. — Sontencía  de  9  de  Julio,  declarando 
no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Don 
Luis  Batier  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  dvil  de 
la  Audiencia  de  Burgos,  en  pleito  con  la  Sociedad  Herrerm 
hermanos  y  Pineda. 

En  sus  coNsiDBBANDos  se  establece: 

Que  no  puede  decirse  que  han  sido  infringidas  por  %n€ 
sentencia  leyes  ni  doctrinas  que  no  tienen  aplicación  al  caso 
de  autos. 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  9  de  Julio  de  1873,  en  los 
autos  segundos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Santan- 
der y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  BArgos  por  Don 
Luis  Ratier  con  la  Sociedad  Herrera  hermanos  y  Pineda  so- 
bre liquidación  de  cuentas;  autos  que  penden  ante  Nos  en  vir- 
tud de  recurso  de  casación,  interpuesto  por  Ratier  contra  la 
sentencia  que  en  23  de  Abril  de  1874  dictó  la  referida  Sala: 

Resultando  de  certificación  expedida  por  el  Jefe  interventor 
de  la  Administración  económica  de  la  provincia  de  Santander 
que  la  razón  social  Herrera  hermanos  y  Pineda  habían  satis- 
fecho á  la  Hacienda  los  derechos  de  superficie  por  ciertas  mi- 
nas; de  propiedad  de  los  mismos,  enclavadas  en  el  distrito  mu- 
nicipal de  Camargo,  que  fueron  comprendidas,  previo  el  opor- 
tuno expediente,  como  sujetas  al  pago  del  canon,  en  concepto 
de  ser  de  pirita  de  hierro,  según  se  resolvió  por  la  Dirección 
general  de  Contribuciones  y  por  el  Ministerio  de  Hacienda  en 
orden  de  24  de  Mayo  de  1869,  quedando  desestimada  la  ins- 
tancia de  los  interesados  que  reclamaron  la  excepción  de  pago 
de  dichos  derechos,  y  cuya  primera  solicitud  fué  denegada  por 
la  Dirección  general  en  virtud  de  haberse  apelado  fuera  del. 
término  legal;  no  comprendiendo  esta  resolución  con  respecto 
á  otras  minas  de  propiedad  de  D.  Luis  Ratier,  sitas  en  el  mis- 
roo  distrito  municipal,  por  cuanto  su  reclamación  fué  atendi- 
da en  tiempo  oportuno,  con  excepción  de  la  mina  MartCy  nú- 
mero 19,  que  satisfizo  los  derechos  de  superficie  á  consecuen- 
cia de  haberse  declarado  por  su  registrador  que  contenía  pirita 
de  hierro: 
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Besultando  que  en  13  de  Noviembre  de  1863  D.  Luis  Ba- 
tier  dedujo  demanda  en  el  Tribunal  de  Comercio  de  Santander 
para  que  la  razón  social  Herrera  hermanos  y  Pineda,  en  liqui- 
dación, rindieran  cuentas  de  la  participación  ó  sociedad  acci- 
dental que  desde  Agosto  de  1859  existió  entre  ambos  para  la 
explotación  de  un  uegt)cio  minero,  con  cuyo  objeto  solicitó: 
primero,  que  se  declarase  á  los  demandados  destituidos  de  la 
«alidad  de  liquidadores  de  dicha  Sociedad  accidental,  según  el 
articulo  341  del  Código  de  Comercio:  segundo,  que  se  nom- 
brase uno  ó  dos  liquidadores,  á  quienes  se  hiciera  formal  en- 
trega con  su  presencia  é  intervención  de  cuantos  haberes  exis- 
tían pertenecientes  á  la  Sociedad:  tercero,  que  se  mandase  en- 
tregar á  los  liquidadores  la  contabilidad  y  demás  documentos, 
libros  y  correspondencia  del  caso:  cuarto,  que  se  mandase  in- 
cluir en  la  liquidación  el  negocio  de  explotación  de  las  mis- 
nías  minas  desde  que  se  apoderaron  de  ellas  los  demandados 
bástala  fecha  de  su  entrega  k  los  liquidadores:  quinto,  que 
^ta  liquidación  se  hiciera  k  expensas  de  los  demandados  en 
^ud  de  lo  dispuesto  en  el  Código  de  Comercio :  sexto,  que 
se  les  mandase  satisfacer  los  créditos  que  existían  en  la  época 
de  la  disolución  de  dicha  Sociedad:  sétimo,  que  le  devolviesen 
carias  embarcaciones,  cuya  nomenclatura  expresaba:  octavo, 
según  se  ordenase  le  abonaran  al  contado  los  gastos  que  du- 
rante la  asociación  hizo  en  calidad  de  gerente  de  la  explota- 
ción; y  noveno,  que  sin  perjuicio  de  que  se  le  abonara  en  cuenta 
liquidación  las  cantidades  que  justificara  le  eran  debidas,  se 
ordenase  le  abonaran  y  pagaran  fuera  de  ella  todo  el  mineral 
que  fuera  de  los  inventarios  quincenales  presentados  por  él  & 
los  demandados  resultaron  existentes  en  sus  propias  minas: 

Resultando  que  Ratier  acompañó  á  la  demanda  él  atestado 
del  acto  de  conciliación ,  y  entre  otros  extractos  de  la  cori^- 
pondencia  que  habia  mediado  entre  él  y  Herrera  hermanos  y 
Pineda,  más  ó  menos  conducentes  á  su  objeto:  primero,  una 
<^a  dirigida  por  aquel  k  estos  en  4  de  Agosto  de  1859,  con 
algunas  omisiones,  de  cuyo  original,  presentado  por  los  deman- 
dados y  reconocido  por  Ratier,  aparece  que  por  éste  se  propu- 
so á  aquellos  un  negocio  en  participación,  en  el  que  él  se  obli- 
?&ba  á  suministrar  las  minas  de  hierro  necesarias  al  objeto, 
QQe  se  pondrían  desde  luego  k  nombre  de  los  demandados  ó  de 
la  persona  que  designasen,  asi  como  todos  los  terrenos  que 
fuesen  necesarios  para  la  explotación  y  fuera  preciso  comprar; 
siendo  de  cargo  de  los  demandados  suministrar  todos  los  fondos 
necesarios  para  la  explotación  y  para  lograr  los  fines  expresados 
élites,  llevando  cuenta  de  intereses  al  6  por  100  anual,  debien- 
do ponerse  los  conocimientos  y  fletamentos  á  nombre  de  dicha 


76  TRIBUNAL  SUPBBMO. 

casa,  sin  que  el  Ratíer  pudiera  entrometerse  en  manera  al^na 
eu  la  cuestión  comercial,  que  quedaría  á  cargo  de  aquella,  & 
quien  ayudaría  con  sus  datos  y  conocimientos;  expresando  que 
del  precio  de  la  venta  tendrían  el  2  por  100  como  expeditorea 
y  consignatarios,  y  que  hecha  esta  deducción  y  la  de  los  inte- 
reses y  gastos  de  toda  clase  se  repartirían  las  ganancias  por 
mitades:  que  seria  de  cargo  de  Ratier  vigilar  sobre  la  explota- 
ción y  dirigirla  por  sí  ó  por  un  empleado  bajo  su  dirección  y 
vigilancia,  á  no  ser  que  gustaran  hacerlo  por  sí  Herrera  her- 
manos y  Pineda,  y  con  otros  pormenores  sobre  la  forma  del 
contrato  y  precio  del  mineral;  añadió  que  el  capital  que  llama- 
ba muerto  ascendería  &  unos  20.000  rs.  según  la  inversión  y 
distríbuciou  que  de  ellos  hacia,  y  que  el  capital  del  movimien- 
to se  reduciria  al  acopio  de  unos  2.000  metros  que  debían  es- 
tar siempre  en  el  terreno  y  prontos  para  el  embarque:  segundo» 
una  carta  de  Herrera  hermanos  y  Pineda,  fecha  10  de  Setiem- 
bre de  1859,  en  la  que  manifestaron  al  demandante  que  esta- 
ban conformes  en  las  condiciones  indicadas  por  éste  para  la 
explotación  del  mineral  de  hierro:  tercero,  el  extracto  de  la 
carta  que  Ratíer  dirigió  á  Herrera  hermanos  y  Pineda  con  fe- 
cha 13  de  Marzo,  y  la  que  estos  le  contestaron  por  medio  de 
Pineda  en  25  del  mismo,  de  las  que  resultó  la  modificación  del 
convenio  anterior  respecto  á  la  condición  6.*  y  minas  de  Mo- 
liafío  y  Liviño,  obligándose  Ratier  á  tomar  á  su  cargo  la  ex- 
plotación de  éstas  por  cuenta  de  la  negociación  y  precio  de  18 
reales  tonelada  de  mineral  que  resultase  en  Inglaterra  ó  donde 
se  mandara: 

Resultando  que  conferido  traslado  de  la  demanda  á  la  ra- 
zón social  Herrera  hermanos  y  Pineda,  la  contestó  presentan- 
do dos  extractos  de  cuenta  corriente,  la  una  de  negociación  de 
minas  y  la  otra  la  particular  de  Ratier,  de  las  que  resulta  un 
saldo  contra  éste  de  56.019  rs.,  solicitando  que  en  el  caso  de 
oponerse  Ratier  á  su  pago  se  les  tuviera  por  conformes  con  la 
demanda  tan  sólo  respecto  á  que  se  procediera  á  la  liquidación 
de  ambas  cuentas  á  la  vez  por  medio  de  peritos  liquidadores 
nombrados  de  cada  parte:  que  en  vista  de  todos  los  antece- 
dentes necesarios  y  oportunos,  y  arreglándose  á  ellos,  proce- 
dieran á  liquidarlas,  condenando  en  cualquier  caso^  como  en 
el  de  nombramiento  de  tercero  en  discordia,  al  demandante  á 
que  pagara  á  los  demandados  el  saldo  por  que  apareciera  deu- 
dor, con  los  internes  y  costas: 

Resultando  que  conferidos  nuevos  traslados  de  los  escritos 
respectivos  de  ambos  litigantes,  por  los  de  réplica  y  duplica 
quedó  fijada  la  cuestión,  limitándola  al  nombramiento  de  pe- 
ritos liquidadores  de  la  referida  cuenta  en  la  forma  propuesta 


SENTENCIAS  DE    1875.  77 

Herrera  liermanos  y  Pineda,  nombrando  estos  á  D.  José 
G-onzalez  Tanagfo,  y  Ratier  á  D.  Ernesto  Leguine,  quienes  des- 
pwji,  es  de  varias  incidencias  cumplieron  su  cometido  presentan- 
do   cadi^  uno  su  liquidación  en  completo  desacuerdo: 

Resultando  que  no  habiéndose  puesto  de  acuerdo  las  par- 
tea para  el  nombramiento  de  perito  liquidador  en  discordia, 
nombró  el  Tribunal  de  oficio  á  D.  Gregorio  de  la  Revilla,  quien 
<5ii  mplió  su  encargo,  presentando  la  liquidación  por  él  mismo 
piraicticada,  con  la  que  no  estuvo  conforme  ninguna  de  las  par 
te^;  y  durante  el  fallecimiento  de  dicho  Revilla,  por  auto  de 
23  de  Enero  de  1867  se  declaró  que  quedaba  sin  efecto  la  11- 
qi:»  idacion  practicada  por  aquel,  señalando  el  término  de  quince 
di«i.s  á  las  partes  para  que  se  pusieran  de  acuerdo  respecto  al 
noxnbramiento  de  tercer  liquidador  que  dirimiera  la  discordia, 
b^jo  apercibimiento  de  nombrarse  de  oficio,  según  tuvo  lugar 
pc>x'  proveído  de  9  de  Febrero  del  mismo  año ,  recayendo  el 
Doxnbrapiento  en  favor  de  D.  Felipe  de  Benito  Villegas  pomo 
í^ci-'fcerse  puesto  de  acuerdo  las  partes  en  el  plazo  fijado: 

Resultando  que  en  25  de  Mayo  de  1867  evacuó  su  encargo 
^í^<:^ho  perito  liquidador,  presentando:  primero,  la  cuenta  de  la 
^^Sociacion  de  minas  hasta  1.°  del  mismo  mes,  en  la  que, 
^^^X3íprendiéndose  el  valor  de  todo  el  haber  social,  aparece  un 
f^^-^o  á  favor  de  la  misma  de  160.396  rs.  33  cents.,  del  que 


respondía  áD.  Luis  Pastor  el  50  por  100,  sin  perjuicio  déla 

'^ie  que  le  correspondiera  también  del  crédito  de  7.332  rea^ 

le^^     75  cents,  que  én  su  concepto  debia  reintegrar  la  Hacienda 

derechos  de  superficie  y  exportación  que  estaban  reclama- 

-^=5  del  crédito  de  51.378  rs.  2  cents,  del  concurso  de  Wrígths- 

^^,  y  del  50  por  100  del  producto  del  cargamento  de  mineral 

^*^^^  realizar  remitido  á  Bayona  á  la  consignación  de  M.  E.  Laf- 

*^  ^^^gue:  segundo,  la  cuenta  particular  de  Ratier,  en  la  que  com- 

P^^'^Sndiendo  la  participación  que  le  correspondía  en  la  primera 

®*-^  ^*na,  ó  sean  180.198  rs.  16  (cents    (así  dice),  en  su  crédito 

T^^^^ulta  un  saldo  á  favor  de  25.155   rs.  65  cents. ,  sin  incluir 

^^^^^  réditos  contra  la  Hacienda  y  Wrigthsson,  de  que  se  hace 

'JíTesion  antes:  tercero,  una  relación  de  los  terrenos  valora- 

^y  abonados  á  la  negociación:  cuarto,  nn  apéndice  de  ob- 

^^^vaciones  á  las  liquidaciones  por  él  practicadas;  y   quinto, 

^^^^  a  instancia  dirigida  al  Tribunal,  en  la  que  al  presentar  las 

^^^  Cicadas  operaciones  manifestó  que  estaban  basadas  estas  en 

^^^5^  datos  que  obraban  en  la  Escribanía,  en  los  nuevos  presen - 

^^^^os  por  Herrera  hermanos  y  Pineda,  y  en  los  libros  de  con- 

''^^^ilidad  y  de  correspondencia,  de  suyo  respetables,  y  que  con 

^^   mayor  franqueza  pusieron  de  manifiesto  estos:  que  los  gas- 

^^«  estaban  justificados,  así  como  los  productos  de  los  mine- 
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rales  estaban  comprobados  con  los  libros  y  las  cuentas  de  venta 
de  los  consignatarios  de  los  buques  despachados  por  dicha  oa- 
sa,  siendo  de  parecer  que  para  hacer  pago  á  los  acreedores  se 
procediese  &  la  realización  de  las  minas  y  demás  propiedades 
en  la  forma  que  acordasen  los  interesados,  administrándose 
entre  tanto  del  mismo  modo: 

Resultando  que  comunicadas  estas  operaciones  con  los  au- 
tos á  la  parte  de  Ratier,  por  término  de  cinco  dias,  para  que 
pidiera  lo  que  á  su  derecho  importara,  los  devolvió  con  escrito 
de  9  de  Noviembre  de  1867,  en  el  que  expuso  y  reclamó  los 
siguientes  agravios:  primero,  que  en  la  indicada  liquidación  se 
abonaban  intereses  á  Herrera  hermanos  y  Pineda  hasta  1865, 
no  obstante  estar  ya  en  liquidación  la  Sociedad  desde  mucho 
tiempo  antes,  haber  debido  presentar  sus  cuentas  oportuna- 
mente y  haber  sido  interpelados  para  su  rendición:  segundo^ 
que  les  abonaba  intereses  de  intereses  sin  haber  sido  liquida- 
dos ni  capitalizados  semestral  ó  anualmente,  contra  la  termi- 
nante prescripción  delart.  411  del  Código:  tercero,  que  cargaba 
á  Ratier  intereses  é  intereses  compuestos  por  las  cantidades 
de  su  cuenta  particular,  á  pesar  de  no  haber  sido  estipulados: 
cuarto,  que  hacia  responsable  ó  partícipe  á  Ratier  de  la  can- 
tidad pagada  indebidamente  y  con  negligencia  grave  por  Her- 
rera hermanos  y  Pineda  á  la  Hacienda  pública,  por  supuestos 
derechos  que  no  se  la  debian:  quinto,  que  descargaba  á  Her- 
rera hermanos  y  Pineda  de  su  responsabilidad  á  una  suma  de 
51.378  rs.  que  suponían  crédito  pendiente  contra  el  concurso 
de  Wrigthsson,  á  pesar  de  que  no  justificaban  la  existencia  de 
semejante  concurso,  ni  su  inculpabilidad  en  el  origen  y  recla- 
mación de  tal  crédito:  sexto,  que  suprimía  en  el  haber  de  la 
cuenta  general  una  partida  de  70.775  rs.  por  2.861  toneladas 
de  mineral  que  no  hablan  sido  abonados:  sétimo,  que  donaba 
á  Herrera  hermanos  y  Pineda  como  pagador  á  Ricardo  Cowel 
los  gastos  de  mineral  remitido  al  mismo  según  contrato ,  no 
obstante  que,  conforme  á  ésta,  eran  de  cuenta  del  recibidor: 
octavo,  que  no  ejecutaba  la  división  y  adjudicación  del  haber 
social  á  pesar  de  ser  susceptible  de  cómoda  partición  y  que  lo 
previene  así  el  Código  de  Comercio;  y  noveno,  que  omitia  el 
hacer  la  declaración  conveniente  sobre  las  costas  de  este  plei- 
to y  gastos  de  la  liquidación;  y  solicitó  que  para  su  decisión 
nombrasen  jueces  arbitros  las  partes,  con  sujeción  á  lo  dis- 
puesto en  el  art.  345  del  Código  de  Comercio. 

Resultando  que  á  esta  pretensión  se  opusieron  Herrera  her- 
manos y  Pineda,  sin  embargo  de  encontrar  gravosa  á  los  in^ 
teresesde  los  mismos  la  mencionada  liquidación,  sustanciándo- 
se con  este  motivo  un  incidente  que  se  terminó  por  auto  de  15 
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de  Febrero  de  1868,  por  el  que  se  aprobó  la  liquidación  próc- 
ticada  por  D.  Felipe  de  Benito  Villegas,  reservándose  á  las 
partes  el  derecho  de  que  se  creyeran  asistidas  para  alegar  de 
agravios  en  el  juicio  correspondiente,  &  cuyo  efecto  deberían 
proceder  al  nombramiento  de  jueces  arbitros  en  el  término  de 
ocho  dias,  en  conformidad  &  lo  dispuesto  en  el  art.  345  del 
Código  de  Comercio,  cuyo  auto  fué  ejecutoriado  por  haberse 
declarado  desierta  la  apelación  interpuesta  por  los  demandados, 
según  proveido  de  la  Audiencia  del  territorio  de  20  de  Noviem- 
bre del  mÍ!¿mo  año: 

Resultando  que  D.  Luis  Katier  nombró  por  su  parte  juez 
¿rbitro  que  fallase  á  D.  Máximo  Diaz  de  Quijano,  y  Herrera 
hermanos  y  Pineda  á  D.  Fulgencio  Soriano;  y  habiéndose  he- 
cho saber  á  las  partes  que  dedujeran  sus  pretensiones  en  el 
ténnino  de  catorce  dias,  acompañando  los  documentos  en  que 
apoyaran  su  derecho,  se  entregaron  los  autos  al  Procurador 
de  Ratier,  y  los  devolvió  con  escrito  en  que  reproducía  el  de  & 
de  Noviembre  de  1867,  ratiñcando  los  puntos  de  agravio  enu- 
merados ,  fundados  y  reclamados  en  el  mismo  contra  la  ope- 
ración de  Villegas ;  pidiendo  que  se  mandara  rehacer  ésta  en 
su  dia  con  rectificación  de  dichos  agravios: 

Resultando  que  conferido  traslado  á  Herrera  hermanos  y 
Pienda,  lo  evacuaron  en  escrito  de  28  de  Enero  de  1870 ,  en  el 
que  á  la  vez  que  se  contestan  y  contrarían  dichos  agravios^ 
^  alegan  los  que  en  concepto  de  aquellos  se  les  han  ocasio- 
nado y  que  se  condensan  en  los  siguientes  puntos :  primero, 
que  el  perito  tercero  abona  á  la  negociación  de  minas  el  valor 
de  estas,  el  del  mineral  existente,  el  de  los  terrenos,  el  de  los 
¿tiles  y  demás  análogos,  sin  que  los  hayan  percibido  Herrera 
hermanos  y  Pineda,  antes  bien  se  han  perdido  para  la  nego- 
ciación todas  las  minas  por  haber  sido  caducadas  por  su  falta 
de  laboreo  y  registradas  por  terceras  personas,  habiendo  prac- 
ticado Ratier  todas  las  diligencias  necesarias  al  efecto,  en 
cuanto  á  parte  de  dichas  minas;  y  segundo,  que  resultando  un 
saldo  contra  la  negociación  en  1.**  de  Mayo  de  1865  de  130.888 
reales  88  céntimos,  según  la  cuenta  de  Villegas,  é  importando 
^1  liquido  de  los  suplementos  hechos  por  los  demandados  por 
cuenta  de  la  negociación  desde  aquella  fecha  á  31  de  Octubre 
^e  1869,  según  la  cuenta  que  acompañaba  con  varios  justifi- 
^utes,  la  cantidad  de  49.056  rs.  54  cents.,  hacian  un  saldo 
contraía  misma  negociación  de  179.945  rs.  42  cents.,  del  cual 
^correspondía  á  Ratier  por  su  mitad  89.972  rs.  71  cents.,  cuya 
^^uia,  agregada  al  saldo  que  aparece  á  su  contra  en  ]^  cuenta 
hiriente  el  30  de  Abril  de  1865,  resultaba  contra  el  mismo  y 
^  favor  de  la  casa  Herrera  hermanos  y  Pineda  145.015  rea- 
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les  24  cents. ;  y  concluyeron  solicitando  se  declarasen  impro- 
cedentes los  nuevos  agravios  alegados  por  Ratier,  y  que  había 
lugar  ¿  la  declaración  del  alegado  por  aquellos  por  el  indebi- 
do abono  á  la  negociación  de  minas  que  no  existen,  del  mine- 
ral, terrenos  y  útiles,  y  por  tanto  que  habia  un  verdadero  al- 
cance líquido  contra  éste  de  la  mencionada,  á  cuyo  pago  pro- 
cedía se  le  condenase  en  definitiva,  así  como  en  los  intereses 
á  razón  de  un  6  por  100,  y  costas: 

Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba,  la  parte  de  Ra- 
tier, al  articular  la  que  le  interesaba,  manifestó  por  un  otrosí 
que  era  de  todo  punto  extemporánea  é  improcedente  la  for- 
malizacíon  de  agravios  hecha  por  los  demandados  y  la  cuenta 
con  la  misma  presentada,  por  lo  que  se  habría  creído  no  pro- 
cedía dar  traslado  á  su  parte  de  aquellas  para  los  efectos  del 
artículo  283  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  mercantil ,  y  Ratier 
se  abstenía  de  proponer  prueba  contra  dichos  agravios  y  recla- 
maciones que  no  habían  sido  legalmente  deducidas  ni  discu- 
tidas, solicitando  que  se  hubiera  por  causada  esta  manifestar 
cion  &  los  efectos  procedentes  en  justicia; 

Resultando  que  no  obstante  esta  manifestación  dentro  del 
término  señalado  cada  una  de  las  partes  practicó  la  que  cre- 
yó conveniente;  y  trascuriido  aquel,  se  mandaron  llevar  los 
autos  para  sentencia,  citadas  las  partes;  y  en  23  de  Setiembre 
de  1870  dictó  sentencia  el  juez  arbitro  D.  Fulgencio  Soriano, 
con  los  resultandos  que  quedan  relacionados,  declarando  im- 
procedentes los  nueve  agravios  alegados  por  D.  Luis  Ratier,  y 
al  primero  reclamado  por  Herrera  hermanos  y  Pineda;  no  ha- 
biendo lugar,  en  su  consecuencia ,  á  que  se  pasasen  los  autos 
al  perito  Villegas  para  que  se  rehiciese  su  operación  con  recti- 
ficación de  los  mismos;  y  estimando  procedente  el  segundo 
agravio  alegado  por  Herrera  hermanos  y  Pineda,  condenaba 
á  imbas  partes  á  estar  y  pasar  por  el  resultado  de  la  liquida- 
ción practicada  por  dicho  perito,  con  deducción  del  valor  de 
las  minas  caducadas  y  adición  del  resultado  líquido  de  la 
cuenta  de  suplementos  por  aquellos  presentada;  y  a  que  veri- 
ficado el  reintegro  ó  pago  de  lo  que  se  adeude  en  su  virtud  á 
los  referidos  Herrera  hermanos  y  Pineda,  previa  realización  del 
resto  del  haber  social,  dividan  por  iguales  partes  las  utilidades 
que  resulten,  reservando  á  estos  las  acciones  que  les  competan 
contra  su  consocio  Ratier,  si  dicho  haber  no  alcanzase  á  cu- 
brir el  total  importe  de  su  crédito,  para  que  las  deduzcan  se- 
gún y  en  la  forma  que  vieren  convenirles,  sin  hacer  expresa 
condenación  de  costas* 

Resultando  que  en  el  referido  dia  23  de  Setiembre  de  1870 
el  arbitro  D   Máximo  Díaz  de  Quijano,  nombrado  por  D.  Lnis 
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Satier,  dictó  sentencia  por  la  que,  estimando  los  agravios  1.^, 
2.',  3.^  4.^  5.%  8.°  y  9.^  propuestos  por  D.  Luis  Ratier  y  des- 
estimando el  6.^  y  7.",  así  como  los  dos  alegados  por  Herrera 
hermanos  y  Pineda,  declaró  que  la  liquidación  practicada  por 
D.  Felipe  Benito  de  Villegas  debia  rectificarse  en  vista  de  los 
ag^ravíos  estimados;  imponiendo  las  costas  de  este  juicio  arbi- 
tral á  Herrera  hermanos  y  Pineda ,  y  reservándoles  su  derecho 
«obre  los  suplementos  aludidos: 

Resultando  que  en  20  de  Marzo  de  1873  D.  Marcelino  Par- 
do, arbitro  tercero  nombrado  para  fallar  y  dirimir  la  discordia 
habida  entre  los  arbitros  D.  Máximo  Diaz  de  Quijano  y  Don 
Fulgencio  Soriano ,  dictó  sentencia  declarando  procedente  los 
agravios  2."  y  3.'  hechos  por  D.  Luis  Ratier  en  vista  de  la  li- 
quidación practicada  por  D.  Felipe  Benito  Villegas,  desesti- 
mando los  demás  agravios  propuestos  por  D.  Luis  Ratier;  y 
confirmó  y  convino  con  todos  los  demás  particulares  que  com- 
prendía la  sentencia  y  fallo  dictado  por  el  arbitro  D.  Fulgen- 
cio Soriano: 

Resultando  que  interpuesta  apelación  de  la  anterior  senten- 
cia porD.  Luis  Ratier,  y  sustanciada  la  instancia,  la  Saladelo 
civil  de  la  Audiencia  por  sentencia  de  23  de  Abril  de  1874 confir- 
mó con  las  costas  dicha  sentencia  apelada  del  arbitro  tercero: 
Y  resultando  que  D.  Luis  Ratier  interpuso  recurso  de  casa- 
ción alegando  como  motivos  : 

1.^  Que  en  cuanto  la  sentencia  manda  que  se  abonen  á  la 
-casa  gestora  de  Herrera,  hermanos  y  Pineda  los  suplementos 
•de  una  cuenta  que  presentó  durante  el  juicio  arbitral ,  poste- 
riores al  período  que  la  liquidación  comprende  y  á  que  se  re- 
fiere el  llamado  segundo  agravio  de  aquellos ,  se  infringia  el 
auto  firme  de  15  de  Febrero  de  1868,  y  la  ley  19,  tit.  22,  Par- 
tida S.**,  que  define  «la  fuerza  que  há  el  juicio;»  puesto  que 
se  resolvía  una  cuestión  enteramente  extraña  al  fin  con  que 
se  abrió  el  juicio,  que  no  fué  sino  fallar  acerca  de  los  agravios 
•que  se  alegaron  contra  la  liquidación  de  Villegas. 

2/  Que  aun  cuando  en  absoluto  no  hubiera  sido  imposible 
tratar  de  la  liquidación  posterior  á  la  de  Villegas  en  el  juicio 
abierto  para  discutir  los  agravios  contra  ésta ,  no  fué  materia 
de  discusión  ni  de  prueba  lo  que  se  ha  dado  en  llamar  segun- 
do agravio  de  Herrera  hermanos  y  Pineda ,  y  al  estimarlo  la 
sentencia  se  infringió  la  ley  16,  tít.  22,  Partida  3.*,  según  la 
cual  non  debe  valer  esa  parte  del  juicio  eomo  dada  sobre  cosa 
que  non  fué  demandada  ante  el  juzgador^  en  el  sentido  de  que 
aun  cuando  se  baya  hablado  en  el  pleito  de  los  desembolsos, 
la  cuestión  no  fué  oportunamente- planteada  ni  discutida,  ni 
versaron  sobre  ella  las  pruebas. 

II.— !.•  Y  3/  6 
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3.°  Que  suponiendo  resuelta  aquella  cuestión  en  sentida 
favorable  á  la  jurisdicción  de  los  arbitros  y  de  la  Sala  senten- 
ciadora, los  desembolsos  que  presentó  la  casa  gestora  no  sod 
de  abono»  porque  cuando  tuvo  lugar  el  acto  de  conciliación  eu 
que  Ratier  demandó  la  liquidación  de  la  Sociedad  accidental^ 
ésta  habia  terminado;  pues  la  liquidación,  según  el  art.  358, 
sigue ,  nunca  precede  al  fin  del  negocio ,  y  con  mayor  razo» 
puede  asegurarse  que  en  1865  ,  fecha,  que  la  liquidación  al- 
canza, ya  no  funcionaba  la  Sociedad  accidental:  que  aun  cuanda 
hubiese  seguido  el  negocio  después  de  la  liquidación,  Ratier  na 
tenia  derecho  k  los  beneficios  ,  ni  obligación  de  soportar  las 
cargas:  que  es  contrario  á  la  regla  de  derecho  que  dice  «que 
nadie  debe  enriquecerse  torticeramente  en  daño  de  otro,»  y  el 
principio  «aquel  debe  tener  el  pro  que  sufre  el  perjuicio,»  el 
que  nada  se  abone  á  Ratier  por  beneficios  durante  los  años  en 
que  se  suponen  hechos  los  desembolsos  que  Herrera  hermanos 
y  Pineda  incluían  en  su  cuenta;  y  por  tanto ,  al  imponerse  á 
Ratier  el  pago  de  los  suplementos  posteriores  á  la  liquidación 
de  su  contrato  de  Sociedad,  infringe  las  leyes  17  y  29,  tít.  34, 
Partida  7.* 

4.^  Que  la  Sala  sentenciadora  condenaba  á  Ratier  al  paga 
de  una  suma  respetable,  no  por  prueba  que  hubiese  suminis- 
trado  el  pretendido  acreedor,  apreciada  con  más  ó  menos  le- 
galidad, sino  en  virtud  de  no  haber  probado  el  deudor  en  tér- 
mino hábil  que  la  cuenta  fuese  arbitraria  é  inexacta  :  que 
demostrado  ya  que  el  pleito  versaba  sobre  agravios  á  la  liqui- 
dación, y  que  no  es  tal  agravio  la  cuenta  de  suplementos,  era 
inoportuna  cualquier  prueba  que  se  hiciera  sobre  ella;  pera 
aun  suponiendo  salvada  esta  dificultad  en  pro  del  fallo,  siem- 
pre resultaba  la  infracción  de  las  leyes  1.*,  y  2.*,  tít.  14,  Par- 
tida 3.*,  que  Imponen  al  que  afirma  la  obligación  de  probar,  y 
singularmente  cuando  el  que  afirma  es  el  que  demanda;  pues 
habrían  debido  convertirse  en  actores  Herrera  hermanos  v 
Pineda  para  que  pudiese  estimarse  la  reclamación  de  sus  su- 
puestos desembolsos. 

5.^  Que  al  desestimar  la  sentencia  el  cuarto  de  los  nueve 
agravios  que  comprende  la.  demanda  de  Ratier,  y  cargarle  I^ 
mitad  de  lo  que  Herrera  hermanos  y  Pineda  pagaron  negli- 
gentemente á  la  Hacienda  pública,  habia  quebrantado  el  ar- 
tículo 356  del  Código  de  Comercio,  á  cuyo  tenor  el  comerciante 
que  dirige  el  negocio  en  participación  lo  hace  bajo  su  respon- 
sabilidad individual,  y  la  ley  11,  tít.  33,  Partida  7.*,  que  de- 
fine las  varia<?  clases  de  culpa:  que  en  el  caso  de  haberse  fa- 
llado contra  el  agravio  cuarto  por  prescindir  de  la  certificación 
que  prueba  la  negligencia  de  la  casa  gestora,  se  habían  in- 
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fringido  también  la  ley  114,   tlt.  18,  Partida  3.*,  y  los  ar- 
tículos 279  y  280  de  la  Ley  de  Enjuioiamiento  civil,  porque 
atando  las  minas  de  hierro  exentas  del  pagfo  de  derecho  de 
^Qperfície,  la  Administración,  suponiendo  que  las  minas  de  la 
Piedad  accidental  eran  de  pirita,  exigfió  el  canon;  y  aunque 
Herrera  hermanos  y  Pineda  apelaron,  la  Dirección  general  de 
Contribuciones  denegó  lá  solicitud  por  haber  interpuesto  la 
alzada  fuera  del  tiempo,  al  paso  que  accedió  á  una  instancia 
idéntica  de  Ratier  por  haberse  deducido  oportunamente  la  re- 
clatacicion ;  es  decir,  que  Herrera  hermanos  y  Pineda  pagaron 
a  quien  nada  se  debía,  y  después  consintieron  la  exacción  por 
el  iap^o  del  término. 

^•^  Que  la  sentencia,  en  cuanto  .desestima  el  quinto  de  los 
nueve  agravios  que  alegó  Ratier  contra  la  liquidación  del  pe- 
rito A^illegas,  infringe  el  art.  356  del  Código  de  Comercio  y  la 
dootr^ina  legal  inconcusa  de  que  la  transacción,  como  acto  de 
domÍQ¡o,  no  entra  en  las  facultades  de  un  gerente  ó  adminid- 
tradox»  de  intereses  sociales;  y  en  caso  de  haberse  rechazado  el 
quint;o  agravio  por  poner  en  duda  el  hecho  de  la  transacción 
ó  arf^glo  con  la  casa  Wrigthsson ,  la  ley  114,  titulo  18,  Par- 
tida 3/^  y  los  artículos  279  y  280  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
civil  ^ 

^isto,  siendo  Ponente  el  Mag^trado  D.  José  Fermín  de 
Muro  ^ 

Considerando  que  por  el  auto  de  15  de  Febrero  de  1858  se 
aproli^  la  liquidación  practicada  por  D.  Felipe  de  Benito  Vi  - 
Uf?^^,  reservando  á  las  partes  su  derecho  para  alegar  de  agrá 
vioa  ^^jj  qi  juicio  correspondiente:  que  con  este  gbjeto  nombra- 
^^  3  Ueces  arbitros,  y  que  ante  ellos  dedujeron  los  interesados 
8w*  pretensiones  ó  agravios,  siendo  evidente  que  al  resolver 
sobr^  ellos  no  infringe  la  sentencia  el  expresado  auto  firme 
^e  15  de  Febrero,  ni  tampoco  la  ley  19,  tít.  22,  Partida  3.\ 
^^^  declara  la  fuerza  que  tiene  el  juicio  afinado: 

Considerando  que  la  ley  16,  tít.  22  de  la  misma  Partida  3^, 
que  exige  congruencia  entre  lo  pedido  y  sentenciado,  y  anula 

Resuelto  sobre  cosas  no  demandadas,  tampoco  se  infringe 
P^^  el  fallo  recurrido,  toda  vez  que  en  el  juicio  arbitral  se  han 
®^PUesto  y  discutido  los  agravios  respectivamente  alegados, 
^  ^  ha  fallado  sobre  ellos,  guardando  conformidad  con  las 
P^tensiones  de  las  partes  y  determinado  sobre  lo  que  ellas 
*^^bian  sometido  á  la  jurisdicción  de  los  arbitros: 

Considerando  que  el  art.  358  del  Código  de  Comercio  dis-* 
P^^e  que  la  liquidación  de  la  Sociedad  accidental  &  cuentas  en 
P^'íticipacion  ha  de  ejecutarse  por  el  socio  que  la  hubiese  di- 
^^^ido,  rindiendo  cuentas  cuando  se  halle  terminada,   sobre 
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cuyo  particular  no  hay  cuestión,  y  no  puede  infringiráe  el  ar- 
ticulo referido :  ni  tampoco  tiene  aplicación  al  caso  el  princi- 
pio le^al  de  que  n&die  debe  enriquecerse  torticeramente  en 
perjuicio  de  otro;  ni  el  de  que  quien  recibe  el  provecho  debe 
sufrir  el  perjuicio,  ó  sea  laí  reglas  de  derecho  17  y  29,  tit.  34 
de  la  Partida  7/,  porque  nada  contiene  la  sentencia  que  haga 
se  oponga  á  las  expresadas  reglas: 

Considerando  que  la  Sala  sentenciadora,  apreciando  el  re- 
sultado de  las  pruebas,  declara  que  la  Sociedad  Herrera  her- 
manos y  Pineda  no  ha  sido  negligente  ni  incurrido  en  culpa 
satisfaciendo  á  la  Hacienda  el  impuesto  de  superficie  sobre  las 
minas,  y  por  consiguiente  al  desestimar  el  cuarto  agravio  de 
Ratier  por  la  mitad  de  lo  pagado,  no  se  infringe  el  art.  356 
del  Código  de  Comercio  acerca  de  la  responsabilidad  del  socio 
gerente  en  la  Sociedad  accidental,  ni  la  ley  11,  tit.  33,  Par- 
tida 7.*,  que  define  las  varias  clases  de  culpa,  ni  la  ley  114, 
título  18,  Partida  3.*,  y  artículos  279  y  280  de  la  Ley  de  En- 
juiciamiento civil  sobre  la  fuerza  de  los  documentos  públicos, 
porque  la  sentencia  no  ha  desconocido  la  eficacia  de  ellos,  sino 
que  no  bastan  á  demostrar  lo  que  supone  el  recurrente: 

Considerando,  últimamente,  que  al  desestimar  el  quinto 
agravio  de  Ratier  sobre  el  crédito  pendiente  contra  el  con- 
curso de  Robert  Wrigthsson  tampoco  se  infringe  el  art.  356 
del  Código  de  Comercio,  ni  la  ley  114,  tit.  18,  Partida  á.*,  y 
artículos  referidos  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  porque 
el  Tribunal  declara  que  de  las  compulsas  hechas  de  los  libros 
de  comercio  y  correspondencia  de  la  casa  gestora  aparece  pen- 
diente el  mencionado  crédito  que  debe  afectar  á  Ratier,  como 
hubiera  participado  de  las  ganancias  de  la  Sociedad,  y  contra 
esta  apreciación  de  la  Sala  no  se  ha  citado  ley  ni  doctrina  le- 
gal que  aparezca  quebrantada; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lu- 
gar al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Luis  Ratier,  á 
quien  condenamos  en  las  costas  y  á  la  pérdida  de  la  cantidad 
de  1.000  pesetas  que  depositó,  que  se  distribuirá  con  arreglo  á 
la  ley;  y  líbrese  la  correspondiente  certificación  á  la  Audien- 
cia de  Burgos,  con  devolución  de  los  documentos  remitidos. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Qa- 
ceta  é  insertará  en  la  Colección  legislalita ,  pasándose  al  efecto 
las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firma- 
mos.=Laureano  de  Arrieta.  =Hilar¡o  de  Igon.=José  Fermia 
de  Muro.=»Ramon  Diaz  Vela.=Benito  de  Ulloa  y  Rey.=Joaqaia 
Ruiz  Cañábate.  =3 Julián  Gómez  Inguanzo. 

Publicación: 

Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Ex- 
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celentísimo  Sr.  D.  José  Fermin  de  Muro,  Magistrado  de  la  Sala 
primera  del  Tribunal  Supremo ,  celebrando  audiencia  pública 
la  misma  Sala,  en  el  dia  de  hoy^  de  que  certifico  como  Bscri- 
baño  de  Cámara. 

Madrid  9  de  Julio  de  1875.=«Rogelio  González  Montes. 

NiÍM.  15. 
CASACIÓN   POR   INFRACCIÓN   DE   LEY.— SALA  PRIMERA. 


Reclamación  de  bienes. — Sentencia  de  10  de  Julio  ,  declaran- 
do no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por 
Doña  Josefa  Vila  y  Grau  y  Doña  Antonia  Grau  y  Vila  con- 
tra la  pronunciada  por  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Au- 
diencia de  Barcelona,  en  pleito  con  el  Cura  Párroco  y  Junta 
de  Beneficencia  del  Hospital  de  San  Juan  de  las  Abadesas. 

En  sus  CONSIDERANDOS  SO  cstablece: 

Que  seffun  el  Usatje  Omnes  causse  sive  bonse  ^  sive  malsB, 
tÜnlo2^y  libro  7.",  i)oL  1.*  délas  Constituciones  de  Oataluftay 
todas  las  causas  y  acciones^  de  cualquiera  clase  y  naturaleza 
que  sean,  se  prescriben  por  treinta  años. 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  10  de  Julio  de  1875,  en 
el  pleito,  pendiente  ante  Nos,  en  virtud  de  recurso  de  casación 
por  infracción  de  ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  ins- 
tancia de  Berga*  y  en  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audien- 
cia de  Barcelona ,  por  Doña  Josefa  Vila  y  Canudas  y  D.  José 
Grau  Vila,  madre  é  hijo,  y' por  fallecimiento  de  éste  su  her- 
mana Doña  Antonia  Grau  y  Vila,  con  el  Cura  párroco  y  Junta 
de  Beneficencia  del  hospital  de  San  Juan  de  las  Abadesas,  so- 
bre reclamación  de  bienes  pertenecientes  &  la  herencia  de  Don 
Ignacio  Puig  y  Hospital: 

Resultando  qjue  D.  Ignacio  Puig  y  Hospital  otorgó  testa- 
mento en  23  de  Julio  de  1819,  bajo  el  que  falleció  .en  30  de 
Junio  de  1821,  nombrando  heredero  de  los  bienes  paternos  & 
D.  Tomás  Casas,  y  de  los  maternos  á  Dios  Nuestro  Señor  y  á 
su  alma,  queriendo  que  sus  albaceas  hicieran  alguna  fundación 
piadosa,  y  el  resto  lo  entregaran  al  hospital  de  San  Juan  de  las 
Abadesas;  ordenando  además  que  de  ambos  patrimonios  fuera 
usufructuaria  su  viuda  Doña  Rita  Canudas ,  la  cual  tomó  en 
su  virtud  posesión  de  todos  los  bienes,  formalizando  inventa- 
rio de  los  mismos: 
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Resultando  que  D.  Francisco  Grau  y  Soler,  como  heredero 
de  Doña  Raimunda  Soler,  y  ésta  la  parienta  mis  próxima  de 
D.  Ign&cio  Puig,  al  tiempo  de  su  fallecimiento  entabló  de- 
*  manda  en  el  Juzg'ado  de  primera  instancia  de  Berga  contra 
Doña  Rita  Canudas  y  D.  Tomás  Casas,  para  que  se  declarase 
nulo  é  inválido  el  citado  testamento  de  D.  Ig-nacio,  y  se  con- 
denase en  su  .consecuencia  á  la  expresada  Dona  Rita  á  que, 
dejando  libres  y  expeditos  los  bienes  que  fueron  de  su  mari- 
do, los  restituyera  al  demandante  con  los  frutos  y  rentas  des- 
de su  detentación  ;  y  que  por  sentencia  del  Juez  de  primera 
instancia  de  9  de  Diciembre  de  1843,  que  fué  consentida  y  pa- 
sada en  autoridad  de  cosa  juzgada,  se  declaró  nulo  y  sin  nin- 
gún efecto  el  testamento  de  D.  Ignacio  Puig  y  Hospital,  y  se 
condenó  á  Doña  Rita  Canudas  á  entregar  y  restituir  al  de- 
mandante D.  Francisco  Grau  los  bienes  que  fueron  de  D.  Ig;- 
nació  Puig  y  Hospital,  con  los  frutos  y  rentas  percibidos  y 
podidos  percibir  desde  la  muerte  de  éste,  con  las  costas: 

Resultando  que  Doña  Rita  Canudas  otorgó  escritura  en  11 
de  Octubre  de  1844,  por  la  que,  en  atención  á  que  entre  los 
biene.-í  que  usufructuaba  de  la  herencia  de  su  difunto  marido 
se  hallaban  los  del  patrimonio  de  Hospital  que  aquel  poseia, 
situados  en  la  villa  y  término  de  San  Juan  de  las  Abadesas, 
los  cuales  en  su  caso  y  lugar  debían  entregarse  al  hospital  de 
dicha  villa  para  la  asistencia  y  manutención  de  los  enfermos, 
según  lo  dispuesto  por  su  marido  en  su  testamento;  que  el 
cuidado  de  dicho  usufructo  era  molesto  para  el  otorgante  por 
razón  de  su  edad  y  distancia  á  que  vivia  de  dicha  villa,  pu- 
diendo  los  administradores  del  hospital  mirar  con  más  cuida- 
do por  sus  productos,  renunció  á  favor  de  dichos  administra- 
dores, en  representación  del  hospital ,  el  usufructo  de  !os  bie- 
nes pertenecientes  al  patrimonio  y  casa  de  Hospital ,  que  su 
citado  marido  tenia  y  poseia  en  la  ya  repetida  villa,  debiendo 
entregar  ala  otorgante  150  libras  anuales  por  vía  de  alimen- 
tos, y  700  libras  por  una  vez;  y  que  el  apoderado  de  los  ad- 
ministradores del  hospital  aceptó  la  escritura: 

Resultando ,  según  se  deduce  del  ^testimonio  remitido  por 
la  Audiencia ,  que  Doña  Josefa  Vila ,  viuda  de  D.  Francisco 
Grau  y  Soler,  y  D.  José  Grau  y  Vila,  hijo  y  heredero  del  mis- 
mo, entablaron  en  el  año  de  1865  la  demanda  objeto  de  este 
pleito,  reclamando  del  Cura  párroco  y  administradores  del  hos- 
pital de  pobres  de  San  Juan  de  las  Abadesas  los  bienes  que 
legó  al  mismo  D.  Ignacio  Puig  y  Hospital  en  el  testamento 
declarado  nulo  por  la  ejecutoria  de  1843,  con  los  frutos  perci- 
bidos y  podidos  percibir: 

Resultando  que  los  demandados  impugnaron   la  demanda. 
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•t)poBÍendo  las  excepciones  de  nulidad  de  la  raenclonada  ejecu- 
tora, falta  de  acción  y  prescripción,  que  fundaron  en  que  en 
los  autos  en  que  aquella  recayó  no  se  dio  lugar  más  que  á  un 
alegato,  y  sin  acusarse  la  rebeldía  á  los  demandados,  se  dieron 
por  conclusos,  dictándose  la  sentencia ;  en  que  ésta  no  estuvo 
conforme  con  la  demanda,  declarándose  por  ella  nulo  un  tes- 
tamento que  no  existia  en  el  pleito ;  y  en  la  falta  de  citación 
para  el  de  los  administradores  del  hospital: 

Resultando  que  el  Juez  de  primera  instancia  dictó  senten- 
cia, y  que  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Bar- 
celona la  revocó  en  11  de  Marzo  de  1873,  absolviendo  al  hos- 
pital de  San  Juan  de  las  Abadesas  ,  y  por  él  á  la  Junta  de 
Beneficencia,  de  la  demanda  propuesta  por  Doña  Josefa  Vila  y 
ü.  José  Oran: 

Re¿«ultando  que  los  demandantes  interpusieron  recurso  de 
casación,  por  haberse  infringido  á  su  juicio:  • 

1.**  La  ley  13,  tít.  22,  Partida  3.*,  que  declara  nulo  y  de 
ningún  valor  el  juicio  que  fuere  dado  contra  otro  anterior  que 
^anó  la  autoridad  de  cosa  juzgada ,  pues  en  la  sentencia  de 
1843  fué  declarada  la  nulidad  del  testamento  de  D.  Iguacio 
Poig  por  falta  de  capacidad  mental  del  testador,  y  se  decla- 
raron pertenecer  4  D.  Francisco  Grau ,  su  inmediato  pariente, 
los  bienes'  que  dicho  testador  dejó  el  día  de  su  muerte,  no  pu- 
diendo  por  ello  dictarse  una  sentencia  contraria,  sin  que  im- 
portase que  el  Párroco  y  la  Administración  del  hospital  no 
fueran  emplazados  en  aquel  pleito,  porque  la  sentencia  recai- 
ga en  él  producía  también  contra  los  mismos  la  autoridad  de 
<50sa  juzgada,  prescindiendo  de  que  no  era  posible  en  aquella 
fecha  el^  emplazamiento  del  hospital  ni  del  Arcipreste  de  aque- 
lla Colegiata  ni  del  Párroco  de  la  misma  villa,  porque  no  ha- 
bia  llegado  aún  el  caso  de  que  adquiriese  derecho  sobre  los 
bienes,  lo  cual  no  podía  verificarse  hasta  después  de  terminado 
el  usufructo  de  Doña  Rita  Canudas: 

2.**  Al  partir  la  sentencia  del  error  de  que  el  hospital  ad- 
quirió ya  en  el  año  21,  fecha  de  la  muerte  de  D.  Ignacio  Puig, 
la  propiedad  de  los  expresados  bienes,  la  ley  de  11  de  Octubre 
de  1820,  el  párrafo  cuarto  de  las  Instituciones  de  Justiniano 
De  heredum  cualitate  et  diférentia^  y  las  sentencias  de  este 
Supremo  Tribunal  de  7  de  Octubre  de  1852  y  23  de  Febrero 
de  1857;  puesto  que  ni  en  1821,  época  de  la  muerte  del  testa- 
dor, ni  en  1842  y  1843,  época  en  que  se  siguió  y  fué  fallado 
el  referido  pleito,  ni  en  1844,  época  de  la  renuncia  de  Doña 
Bita  Canudas,  era  posible  hacer  fundaciones  piadosas  con  bie- 
nes inmuebles  ni  que  los  adquiriese  una  mano  muerta;  y  el  que 
tenia  incapacidad  legal  para  adquirir,  la  tenia  también  para 
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da  ley  21,  tit.  8.^  de  la  Partida  5/,  que  sirve  áb  fundamento 
al  sétimo  motivo  del  recurso,  en  la  parte  que  dispone  que 
pierde  el  arrendador  el  derecho  al  precio  del  arrendamiento 
cuando  el  arrendatario  no  tuvo  expedito  el  uso  de  la  cosa  ar- 
rendada, puesto  que  en  este  caso  la  mina  arrendada  al  recur- 
rente estuvo  á  su  disposición  y  la  disfrutó  en  toda  la  extensión 
de  su  le^tima  demarcación,  con  la  circunstancia  de  que  con- 
sistiendo el  precio  del  arrendamiento  en  cantidad  proporcional 
al  mineral  extraído,  ni  términos  hay  posibles  en  que  fundar 
su  pretensión; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lo- 
gar al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Bmilio  de  Sola 
y  Alvareda,  k  quien  condenamos  en  las  costas;  y  líbrese  á  la 
Audiencia  de  Sevilla  la  certificación  correspondiente,  con  de- 
volución de  los  documentos  que  ha  remitido. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta y  se  insertará  en  la  Colección  legislativay  pasándose  al 
efecto  las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  fir- 
mamos.=:José  M.  Cáceres.= Laureano  de  Arrieta.=HiIario  de 
Igon.=Juan  Cano  Manuel. =»Benito  de  ÜUoa  y  Rey.=rJoaquin 
Ruiz  Cañábate. =Julian  Gómez  Inguanzo. 

Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Excelen- 
tísimo Sr.  D.  Hilario  de  Igon,  Magistrado  del  Tribunal  Su- 
premo, celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera,  en  el 
día  de  hoy,  de  que  certifico  cotno  Relator  Secretario  de  la 
misma. 

Madrid  10  de  Julio  de  1 875 .=» Licenciado  Desiderio  Mar- 
tínez . 

NÓM.  17. 

CASACIÓN  POR  QUEBRANTAMIENTO  EN  LA  FORMA. 

SALA  TBRCBRA.. 


Pago  de  reales  procedentes  de  una.  letra. — Sentencia  de  10 
de  Julio,  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación 
interpuesto  por  Kraentler  y  Mievnle  contra  la  pronunciada 
por  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  este  distrito,  en 
pleito  con  D.  José  Campo  y  Pérez. 

En  sus  CONSIDERANDOS  SO  cstablcce: 
Que  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  caso  4.^  del  art.  5.% 
de  la  Ley  de  casación  civil  de  IS  de  Junio  de  1870,  la  falta 
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de  recihimiento  á  prueba  en  alguna  de  las  instanciaiy  cuando 
uta  procediese  con  arreglo  á  derecho,  da  lugar  á  este  recurso 
por  quebrantamiento  de  forma,  siempre  que  además  se  hubiese 
solicitado  la  subsanactbn  de  la  falta  en  aquella  instancia  en 
Í%e  se  hubiere  cometido,  conforme  lo  previene  el  art.  7."  de  di- 
cha ley. 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  10  de  Julio  de  1875,  en 
el  pleito  que  ante  Nos  pende,  en  virtud  de  recurso  de  casación 
por  quebrantamiento  de  forma,  seguido  en  el  Juzgado  de  pri- 
mera instancia  del  Congreso  v  en  la  Sala  primera  de  la  Au- 
diencia de  esta  capital  entre  la  Sociedad  Kraentler  y  Mieville^ 
del  comercio  de  Londres,  y  D.  José  Campo  y  Pérez,  sobre  pago 
de  reales  procedentes  de  una  letra  de  cambio: 

Resultando  que  D.  Andrés  Rodríguez  Velez,  en  nombre  de 
la  Sociedad  Kraentler  y  Míeville,  acudió  al  Tribunal  de  Co- 
mercio de  esta  plaza,  demandando  ejecutivamente  &  D.  José 
Campo  y  Pérez  sobre  pago  de  554.743  rs.,  importe  de  dos  le- 
tras giradas  por  la  razón  social  Pinto  Pérez  Aslhey  y  compa- 
ra, de  Londres,  á  la  orden  de  los  mismos  y  cargo  del  conce- 
sionario del  ferro-carril  de  Valencia  á  Tarragona,  las  cuales 
fueron  endosadas  á  diferentes  sujetos  y  aceptadas  ¿  domicilio 
de  Campo ,  habiéndose  protestado  por  sus  últimos  tenedores, 
quienes  más  tarde,  por  honor  á  la  firma  de  la  Sociedad  deman- 
dante, fueron  reembolsados  por  la  viuda  é  hijo  de  D.  A.  G. 
Moreno,  cuenta  de  resaca  y  costas: 

Resultando  que  seguido  el  juicio  por  sus  trámites,  tanto 
^u  la  primera  como  en  la  segunda  instancia,  la  Sala  segunda 
de  la  Audiencia  de  esta  Corte  en  19  de  Abril  de  1869  dictó 
sentencia,  por  la  cual,  revocando  la  del  inferior,  declaró  que 
habia  lugar  á  pronunciar  sentencia  de  remate,  mandando  se- 
guir la  ejecución  adelante  con  todas  sus  consecuencias,  de- 
jando á  salvo  el  derecho  del  ejecutado  Campo  para  que  usase 
de  él  en  el  juicio  ordinario: 

Resultando  que  en  virtud  de  esta  reserva  D.  José  de  Cam- 
po, y  en  su  nombre  D.  Eustoquio  Manuel  Mejia,  propuso  de- 
manda en  el  Juzgado  del  Congreso  con  la  solicitud  de  que  se 
declarase  que  no  estaba  obligado  á  satisfacer  la  cantidad  que 
^aportaban  dichas  letras  ni  las  demás  ejecutivamente  decla- 
mas, y  en  su  consecuencia  que  Kraentler  y  Mieville  debinn 
restituirle  todo  lo  que  percibieron  por  virtud  de  la  sentencia 
<le  remate  citada,  condenándole  además  al  abono  de  los  daños 
y  perjuicios  originados  y  que  se  originasen  á  su  defendido,  y 
al  pago  de  las  costas  causadas  por  la  ejecución  y  de  las  orí- 
gioadas  ó  que  se  originen  en  los  presentes  autos: 

II.— 1.'y3/  7 
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prescribir,  toda  vez  que  la  prescripción  no  era  más  que  un;' 
medio  de  adquisición  establecido  por  el  derecho  civil. 

3.®  Las  leyes  20  y  21,  tít.  14,  Partidas.*,  que  declaran  que 
8i  fuere  dado  juicio  contra  aquellos  que  amparaban  el  testa* 
mentó,  esta  sentencia  era  obligatoria  para  todos  los  que  pudie- 
ran tener  algún  interés  ó  derivar  derecho  de  aqíel  testamento, 
aun  cuando  no  hayan  litigado,  doctrina  que  era  también  la  de 
la  ley  8.*,  párrafo  ultimo.  Digesto,  De  inoficioso  íesiameniOj  y 
de  este  Supremo  Tribunal,  consignada  en  las  sentencias  de  28 
de  Marzo  de  1859  y  18  de  Marzo  y  15  de  Abril  de  1861 ,  por 
las  que  se  declara  la  imposibilidad  de  que  un  testamento  sea 
válido  para  unos  y  nulo  para  otros;  y  que  además  resultaría 
violado  el  principio  que  rige  en  Cataluña  de  que  nadie  puede 
morir  part^  testado  y  parte  intestado,  si  como  en  el  caso  ac- 
tual se  sucediere  por  testamento  á  una  rama  de  bienes  y  por 
intestado  á  la  otra;  disposiciones  todas  <]ue  resultaban  también 
infringidas  al  desentenderse  la  sentencia  de  la  autoridad  de 
cosa  juzgada,  resultante  del  fallo  de  9  de  Diciembre  de  184^ 
respecto  del  Hospital  de  San  Juan  de  las  Abadesas  y  de  los 
bienes  que  eran  objeto  del  actual  juicio  en  cuanto  sucedería 
que  el  testamento  de  D.  Ignacio  Puig  y  Hospital  seria  ^en  parte- 
válido  y  en  parte  nulo,  y  su  herencia  se  diferirla  en  parte  por 
testamento  y  en  parte  por  sucesión  intestada. 

4.®  Las  leyes  referentes  á  la  prescripción,  pues  para  que- 
esta  existiera  era  indispensable  que  hubiera  posesión  conti- 
nuada por  el  término  legal,  y  el  Hospital  no  entró  en  la  po- 
sesión de  los  bienes  sino  en  virtud  de  la  renuncia  que  en  sa 
favor  hizo  Doña  Rita  Canuda  en  11  de  Octubre  de  1844,  desde 
cuya  fecha  al  de  1865  en  que  comenzó  este  pleito  no  ^trascur- 
rieron más  que  veinte  años;  y  el  Usatje  Omnes  causa* tequíete 
treinta  de  posesión  continua  y  no  interrumpida  para  poder 
prescribir. 

5.°  Las  Constituciones  1.*  y  2.%  tít.  3.^  libro  5.°,  volu- 
men 1.^  de  las  de  Cataluña,  con  arreglo  á  las  cuales  la  viuda 
tenutoria  posee  para  si  y  no  para  otro,  perteneciéndola  la  po« 
sesión  de  hecho  y  de  derecho  y  pudiendo  utilizar  los  remedios 
posesorios  contra  cualquiera  persona  que  intentara  perturbarla 
ó  privarle  de  esta  posesión ,  toda  vez  que  en  la  sentencia  se 
indicaba  que  el  Hospital  habia  estado  en  posesión  desde  el  aña- 
de 1821 ,  y  que  habia  poseído  por  medio  de  la  usufructuaria 
Doña  Rita  Canudas,  y  ésta  después  de  la  muerte  de  su  marida 
tomó  inventario  y  se  posesionó  por  escritura  de  9  de  Junia 
de  1821  de  la  universal  herencia  y  bienes  que  fueron  de  éste 
en  la  calidad  de  tenutaria  por  razón  de  sus  créditos  dótales^ 
y  aun  cuando  no  fuese  más  que  una  mera  usufructuaría  habia 
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poseído  para  sí  y  no  para  el  Hospital,  puesto  que  el  testador 
previno  que  ni  el  Arcipreste  de  la  colegiata  ni  el  Rector  de  la 
parroquia  pudiesen  entrar  en  el  desempeño  de  su  cometido,  ni 
en  su  consecuencia  trasmitir  derecho  alguno  al  Hospital,  hasta 
después  de  terminado  el  usufructo  de  su  consorte. 

6.^    Las  Instituciones  de  Justiniano,  título  De  usu  capioni-- 
hi  ei  longi  temporU  posesionibus  ^  y  la  ley  4.%  Código  De 
frascriíiane  longi  iempoHs^  con  arreglo  á  las  cuales  la  pose- 
sión para  prescribir  no  basta  que  sea  de  mero  hecho,  sino  que 
^necesario  que  sea  justa  ó  legal;  y  en  el  año  de   1821   el 
Hospital  se  hallaba  absolutamente  inhibido  por  la  ley  de  11 
de  Octubre  del  año  anterior,  de  adquirir  toda  clase  de  bienes 
^muebles,  prohibición  que  comprendía  no  sólo  el  dominio  sino 
^wxxbien  la  posesión  y  demás  derechos  reales,  por  cuyo  motivo 
^\  Hospital  no  pudo  en  aquella  fecha  ni  posteriormente  por  sí 
^í  por  interpuesta  persona  entrar  en  la  posesión  de  bienes  raices. 
Y  7.**    La  ley  8.%  tít.  10,  Partida  3.';  la  9.%  Código   De 
P^^seriptione  triginta  vel  cuadraginta  annorum ,  y  el  princi- 
pio Je  jurisprudencia  de  que  los  actos  que  nos  aprovechan  han 
^®  perjudicarnos  también  cuando  nos  sean  contrarios;  toda  vez 
2^e  Aun  en  la  hipótesis  de  haber  existido  posesión  desde  1821, 
-'^^bria  quedado  interrumpida  por  el  pleito,  comenzado  en  1842 
y  terminado  en  1843,  porque  la  interrupción  de  la  prescrip- 
*^*oii  ge  veriñcajba,  habiendo  pleito  comenzado  por  demanda  ó 
P^^    respuesta;  interrupción  que  se  habia  verificado  con  más 
™^tÍYo  en  este  caso  por.  el  hecho  de  haber  recaído  sentencia 
l^vorable  al  actor  y  contraria  al  demandado,  condenáudole  á 
^  <iimision  de  la  herencia  y  bienes  que  fueron  de  D.  Ignacio 

"Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Benito  de  Ulloa 

Considerando  que  según  el  Usatje  Omnes  causa  sive  dona^ 
^*^e  maley  tít.  2.°,  libro  7.°,  volumen  1.°  de  las  Constituciones 
^^  Oataluña,  todas  las  causas  y  acciones  de  cualquiera  clase  y 
^^*vi raleza  que  sejuí,  se  prescriben  por  treinta  años: 

Considerando  que  la  Sala  sentenciadora,  después  de  haber 
^P^^ciado  las  pruebas  como  estimó  justo,  usando  de  las  facul- 
r^^^íj  que  la  competen,  declaró  que  el  Hospital  de  San  Juan 
?  l^s  Abadesas  venia  poseyendo  por  más  de  treinta  años;  apre- 
Waoion  tanto  más  eficaz*  cuanto  que  no  se  citó  ni  demostró  que 
*^  l^acerla  hubiese  infringido  ley  ó  doctrina  legal: 

Ck)nsiderando  que  el  demandante  ha  dejado  trascurrir  todo 
^^    "tiempo  sin  haber  ejercitado  la  acción  de  que  ^odia'  creerse 
^^^tido,  y  por  consiguiente  había  prescrito  con  notable  exce- 
^^  ^  interponer  la  demanda  origen  de  este  pleito: 
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Considerando  por  otro  lado  que  habiendo  poseido  el  Hos- 
pital por  más  de  treinta  años,  ostenta  un  derecho  incuestiona- 
ble, que  nace  de  la  prescripción  sobre  los  bienes  objeto  del 
pleito: 

Y  considerando,  por  tanto,  que  la  sentencia  recurrida  al 
absolver  de  la  demanda,  fundándose  en  estas  consideraciones^ 
no  infringe  ninguna  de  las  leyes  citadas  á  este  propósito; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lu- 
gar al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Doña  Josefa  Vila  y 
Gran  y  Doña  Atítonia  Gran  y  Vila,  á  quienes  condenamos  en 
las  costas;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  Barcelona  la  certifíoa- 
cion  correspondiente,  con  devolución  de  los  documentos  que 
ha  remitido. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Qn- 
ceta  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al 
efecto  las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y 
firmamos. =José  M.  Cáceres,=Jo3é  Fermin  de  Muro.=Juan 
Cano  Manuel.=Ramon  Diaz  Vela.=Benito  de  UUoa  y  Rey.= 
Joaquin  Ruiz  Cañábate.  =  Julián  Gómez  Inguanzo. 

Publicación. 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  Benito  de  UUoa  y  Bey,  Magistrado  del  Tribunal 
Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera,  en  el 
<lia  de  hoy ,  de  que  certifico  como  Relator  Secretario  de  la 
misma. 

Madrid  10  de  Julio-de  1875.  =  Licenciado  Desiderio  Mar- 
tínez. 

NÚM.  16. 

« 

CASACIÓN  POR   INFRACCIÓN  DE  LEY.— SALA   PRIMERA. 


RBNmcioN  DE  CUENTAS  Y  PAGO  DB  REALES. — Sentencia  de  10 
de  Junio,  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación 
interpuesto  por  D.  Emilio  de  Sola  y  Alvareda  contra  la  pro- 
nunciada por  la  Sala  délo  civil  déla  Audiencia  de  Sevilla, 
en  pleito  con  D.  José  León  de  Mora  y  consortes. 

En  sus  co^'SIDERANDos  se  establece : 

Que  no  puede  decirse  que  kan  sido  infringidas  por  una 
sentencia  leyes  ni  doctrinas  qwe  no  tienen  aplicación  al  caso  de 
autos. 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  10  de  Julio  de  1875,  en  el 
pleito,  pendiente  ante  Nos,  en  virtud  de  recurso  de  casación 
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.  por  infracción  de  ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  ius- 
taaoia  de  Huelva  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
Sevilla  por  D.  José  León  de  Mora  y  Pascual  y  D.  Domingo 
Villatoro  y  Rodríguez  con  D.  Emilio  de  Sola  y  Alvareda,  so- 
bre   rendición  de  cuenta  y  pago  de  reales: 

^Resultando  que  D.  José  León  de  Mora  y  D.  Domingo  Villa- 
toro  entablaron  demanda  para  que  se  condenase  á  D.  Bmilio 
Sol^  á  rendir  cuentas  del  mineral  de  manganeso  que  hubiese 
arr&Ticado  desde  18  de  Junio  desde  1864  hasta  15  de  Marzo  de 
18S5  de  la  mina  de  ?fuestra  Señora  del  Rosario,  que  los  de* 
maudantes  le  hablan  arrendado  por  escrito,  siendo  una  de  sus 

*<5onciiciones  que  el  arranque  del  mineral  debía  hacerse  por 
Solfi,,  el  cual  les  pagaría  75  cents,  de  real  por  cada  50  kilo- 
gramos, debiendo  verificarse  el  pago  mensualmente;  teniendo 
necesidad  de  reclamar  el  pago  correspondiente  á  dicha  épo- 
-CAf  por  ignorar  los  kilogramos  sacados  de  la  mina  durante 
«Ha  r 

Resultando  que  D.  Emilio  Sola  impugnó  la  demanda,  ex- 
poniendo que  tuvo  un  negocio  de  minerales  con  los  demandan- 
tes, llevando  en  arriendóla  citada  mina  que  les  pertenecía:  que 
en  3ia  consecuencia  les  abrió  en  sus  libros  comerciales  cuenta 
de  debe  y  haber,  cuya  copia  acompañaba,  y  en  la  cual  esta- 
ba Comprendido  el  período  á  que  los  demandantes  se  referían, 
<5on  lo  cual  se  hallaba  cumplido  el  objeto  de  su  demanda;  pero 
V^^  si  lo  que  pretendían  era  la  exhibición  de  los  libros  dónde 
®1  ^^mandante  llevaba  las  cuentas ,  estaba  pronto  á  hacerlp, 
^^  tal  de  que  el  testimonio  solicitado  fuera  extensivo  á  toda 
'*  ^Oenta,  y  no  á  una  parte  de  ella: 

Resultando  que.  los  demandantes  reprodujeron  al  replicar 
'*  Pi*etension,  de  su  demanda  por  no  considerar  bastante  las 
coe^-jas  presentadas: 

í^esultando  que  los  mismos   demandantes  dedujeron   otra 
dein  ^T)da  para  que  se  condenase  al  demandado  Sola  al  pago  de 
^•^08  rs.    16   cents.,  importante  á  razón  de   75  cents,    por 
^^^  -50  kilogramos,  segfra  el  citado  contrato  de  arrendamien- 
to d^]  mineral  extraído  desde  21   de  Agosto  de  1865  en  que 
volvi¿  á  seguir  la  explotación  hasta  el  30  de  Junio  de  l666: 
í^esultando  que  D.  Emilio  Sola  contestó  á  la  demanda  ale- 
B^^clo  que  el  arrendamiento  de  la  mina  se  hizo  con  sus  lími- 
*^  <íircunscritos  y  amojonados;  y  habiéndose  hecho  cargo  de 
8^  ^^plotacion,  después  de  empezada  ésta  se  le  cercenó  por  la 
Autoridad  competente  una  parte  de  dicha  mina,  precisamente 
€ulo  que  estaba  lo  mejor  del  criadero,  lo  cual  le  causó  un 
gt^tide  perjuicio,  según  demostraba  la  cuenta  que  presentaba; 
y  que  en  su  virtud  solicitó  que  se  le  absolviese  de  la  deman- 
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da  y  que  por  mutua  petición  se  declarase  á  los  demandantes 
deudores  á  Sola  de  la  cantidad  de  155.735  rs.  54  cents.: 

Besultando  que  los  demandantes  impugnaron  la  reconven^ 
cion,  sosteniendo  que  el  arriendo  de  la  mina  no  fué  el  de  una 
extensión  de  terreno  materialmente  determinado,  sino  el  de  las 
pertenencias  mineras  de  Nuestra  Señora  del  Rosario^  de  su 
propiedad;  y  como  los  demandantes  no  hubiesen  ocasionado  su 
desmembración  en  el  terreno  que  como  propio  de  la  mina  se 
conocía  al  arrendarla,  no  podian  ser  ellos  responsables  de  la 
desmembración  de  la  misma  ni  exigirles  indemnización  alguna 
por  los  demás  perjuicios  alegados  por  Sola: 

Besultando  que  D.  José  León  de  Mora  y  D.  Domingo  Vi- 
llatoro  dedujeron  otra  demanda  para  que  se  condenase  á  Don 
Emilio  Sola  á  abonarles  la  cantidad  de  20.435  rs.  55  céntimos 
que  les  adeudaba  como  importe  del  mineral  extraído  desde  el 
dia  I.""  de  Julio  de  1866  hasta  el  15  de  Noviembre  de  1867, 
en  razón  á  haberse  extraido  de  dicha  mina  en  el  período  ex- 
presado 1.362.336  kilogramos: 

Besultando  que  D.  Emilio  Sola  impugnó  la  demanda,  re- 
conviniendo también  á  los  demandantes  para  el  pago  de  134.340 
reales  y  16  cents,  á  que  ascendía  el  saldo  de  la  cuenta  que 
presentaba,  importe  de  los  perjuicios  ocasionados  por  los  mo- 
tivos que  expresaron  en  la  otra  cuenta  que  sobre  el  particular 
se  presentó  en  el  pleito  anterior: 

Besultando  que  acumulados  sucesivamente  estos  tres  plei- 
tos, y  suministrada  prueba  por  las  partes,  dictó  sentencia  el 
Juez  de  primera  instancia,  que  confirmó  con  las  costas  en  6  de 
Diciembre  de  1873  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Se- 
villa, declarando:  primero,  que  el  demandado  D.  Emilio  Sola 
viene  obligado  á  exhibir  á  los  demandantes  D.  José  León  de 
Mora  y  D.  Domingo  Villatoro  y  Rodríguez  cuentas  legales  del 
mineral  de  manganeso  que  arrancó  de  la  mina  de  Nuestra  Se- 
llora  del  Rosario  desde  el  dia  18  de  Junio  de  1864  hasta  el  25 
de  Marzo  de  1865,  ya  mientras  por  ¿1  se  hizo  la  explotación, 
ya  mientras  tuvo  contratado  el  arranque  con  D.  Manuel  An- 
tune:  segundo,  que  igualmente  viene  obligado  dicho  D.  Emi- 
lio Sola  ¿  abonar  &  los  demandantes  León  y  Villatoro  24.609 
reales  vellón  con  16  cents,  por  el  mineral  explotado  en  el  pe- 
ríodo de  21  de  Agosto  de  1865  hasta  30  de  Junio  de  1866,  y 
24.435  rs.  con  55  cent"),  por  el  de  1.^  de  Julio  de  1866  hasta 
el  15  de  Noviembre  de  1867  por  los  35.364  quintales,  ó  sean 
1.650.544  kilogramos  extraídos  en  el  primer  periodo,  y  los  de 
3.362.335  kilogramos  del  secundo :  que  no  vienen  obligados 
los  demandantes  León  y  Villatoro  ¿  satisfacer  al  demandado 
D.  Emilio  Sola  las  cantidades  que  éste  les  reclama  en  sus  es- 


SENTENCIAS  DE    1875.  93 

critos  de  contestación  de  los  dos  últimos  autos  acumulados^  y 
que  cuando  más  se  le  debe  reservar  su  derecho  para  que  haga 
la  reclamación  &los  demandantes  de  los  intereses  de  los  20.000 
fíales  que  tuvo  que  depositar  para  seguir  la  explotación  y  sus 
^nsecuencias;  y  condenando  al  demandado  D.  Emilio  Sola  á 
9Qe  en  el  término  de  nueve  dias  presente  ó  exhiba  á  los  de- 
<Qaadantes  D.  José  León  de  Mora  y  D.  Domingo  Villatoro  y 
fiodHgnez,  ó  á  quienes  legítimamente  los  represente,  cuentas 
JegAies  del  mineral  que  arrancó  de  la  mina  de  Nuestra  Sefío- 
^tf  ^^l  Rosario  desde  el  18  de  Junio  de  1864  hasta  el  15  de 
VB.r^^Q  de  1865,  ya  mientras  por  él  se  hizo  la  explotación ,  ya 
iniér^tras  tuvo  contratado  el  arranque  con  D.  Manuel  Antune, 
P»r«i*  los  fines  que  dichos  demandados  crean  convenientes;  con- 
den  a^ndo  además  al  e,\presado  D.  Emilio  Sola  á  que  en  el  mis- 
mo    ^¡érmino  de  nueve  dias  entregue  á  los  expresados  deman- 
dan ^cs  la  cantidad  de  24.608  rs.  vn.  con  16  cents,  y  20.436 
real  ^^^  con  55  cents,  por  la  explotación  de  la  mina  en  los  dos 
perl^odos  de  tiempo  que  comprenden  los  dos  últimos  autos  acu- 
in^X^dos,  y  absolviendo  á  los  demandantes  de  la  mutua  peti- 
ciOKi    que  en  sus  escritos  de  contestación  de  los  mismos  autos 
les  luacia  el  demandado,  al  cual  se  le  reservaba  su  derecho  para 
^^^    pudiera  reclamar  á  aquellos  los  intereses  de  los  20.000 
í^les  por  el  tiempo  que  estuvieron  depositados: 

liesultando  que  D.  Emilio  Sola  interpuso  recurso  de  casa- 
ción por  haberse  infringido,  á  su  juicio: 

I  .^    Los  artículos  60  y  61  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
7  la.  jurispudencia  consignada  en  las  resoluciones  de  este  Su- 
premo Tribunal  de  13  de  Enero  y  22  de  Diciembre  de  1860, 
^  de  Junio  de  1864,  13  de  Febrero,  6  y  13  de  Mayo,  20  de 
<)ctubre,  9  y  12  de  Diciembre,  todas  de  1865;  19  de  Enero,  7 
^^  Abril,  12  y  26  de  Mayo,  30  de  Junio,  16  de  Octubre  y  5  de 
I^iciembre,  todas  de  1866,  que  prescriben  la  conformidad  de 
1^  sentencia  con  la  demanda,  asi  en  la  cosa  que  se  pide  como 
^^^B  manera  de  pedir  ó  motivos  en  que  la  petición  se  funda; 
toda,  vez  que  Sola  entregó  á  los  arrendadores  49.000  rs.,  y  en 
^^  escritos  de  demanda  y  duplica  no  alegaron  los  dueños  que 
^*^elia  cantidad  les  fuese  dada  á  cuenta  de  otros  negocios 
^^^ersQg  ¿el  arriendo ,  y  la  sentencia  declaraba  que  no  eran 
^  aliono  por  ser  las  entregas  anteriores  al  arriendo ;  habién-. 
J^*^  separado  también  en  lo  relativo  á  la  desmembración  del 
,.^^^no  de  que  los  litigantes  convinieron  al  fijar  los  puntos 
^^mibles  en  los  pleitos. 

^j     -**     Las  leyes  1.',  2.*  y  3.*,  tít.  14  de  la  Partida  5.*,  que  de- 

del^^^  extinguida  la  obligación  cuando  se  entrega  lo  que  se 

^ ;   pues  constando  la  de  los  49.000  rs.  y  no  existiendo  ni 
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alegándose  otro  negocio  á  une  pudieran  referirse,  deben  ser 
data  en  las  liquidaciones  del  arrendatario,  y  figurar  en  estas 
como  anticipo  á  cuenta  del  precio  del  contrato. 

3.**  Las  leyes  20  y  21  del  tít.  14,  Partida  5.*,  que  señalan  la 
compensación  de  dos  créditos  recíprocos,  líquidos  y  exigibles, 
como  modo  de  extinguirse  las  operaciones;  pues  aunque  esas 
cantidades  no  tuvieran  el  carácter  de  pago  anticipado  á  cuenta 
del  arriendo ,  no  podría  negarse  que  eran  líquidas  y  ciertas^ 
y  que  no  podía  hacerlas  suyas  el  que  las  recibió  debiendo  de- 
volverlas ó  abonarlas  á  su  legítimo  dueño;  haciendo  á  éste  eré* 
dito  compensable,  con  los  de  diversa  procedencia^  el  conjunto 
simultáneo  Me  estas  circunstancias. 

4.'  La  ley  10 ,  tít.  14  de  la  Partida  5.',  que  da  al  obli- 
.gado  por  varios  conceptos  el  derecho  de  Jimputar  en  pago  de 
cualquiera  de  ellos  la  cantidad  que  entrega ;  pues  suponienda 
que  Sola  hubiese  tenido  otros  créditos  en  su  contra  y  á  favor 
de  los  demandantes,  no  podia  privársele  .del  derecho  que  dicha 
ley  les  concedía  para  imputar  en  el  pago  del  arrendamiento 
los  49.000  rs.  de  que  se  trataba. 

5.**  El  contrato  y  las  leyes  1.%  tít.  1.°,  libro  10  de  la  No- 
vísima Recopilación,  y  32,  tít.  5.**  de  la  Partida  5.*,  que  deter- 
minan los  efectos  de  la  eviccion  y  saneamiento,  porque  la  pri* 
mera  obligación  de  los  arrendadores  era  entregar  al  arrenda- 
tario la  cosa  arrendada,  y  sanearle  su  uso  y  aprovechamiento, 
pues  lo  contrario  implicaría  la  existencia  del  contrato. 

6.^  La  doctrina  legal  admisible  por  los  Tribunales  y  de- 
clarada por  este  Supremo  en  resolución  de  3  de  Febrero  de 
1863,  que  hace  extensivo  el  precepto  de  la  citada  ley  32  de 
Partida,  y  la  eviccion  y  saneamiento  á  todos  los  contratos 
onerosos. 

Y  7.**  La  ley  21,  tít.  8/  de  la  Partida  5.%  que  prohibe  al 
arrendador  percibir  el  precio  del  arrendamiento  cuando  se  im«- 
pidió  al  arrendatario  el  uso  de  la  cosa  arrendada. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Hilario  de  Igon. 
Considerando  que  no  fué  objeto  especial  de  ninguna  de  las 
tres  demandas  ni  de  la  reconvención  el  extremo  relativo  al 
abono  por  los  demandantes  al  demandado  de  los  49.000  rs.  k 
que  se  refiere  el  primer  motivo  para  la  casación ,  y  que  recti- 
ficadas las  partidas  son  48.000;  y  que  al  condenar  la  senten- 
cia al  demandado  á  que  rinda  cuenta  á  los  demandantes  del 
mineral  extraído  en  el  tiempo  á  que  se  refiere ,  estima  la  de- 
manda y  rechaza  la  excepción  de  que  se  tenga  por  cumplida 
la  dicha  obligación  con  el  extracto  de  cuenta  que  el  deman- 
dado acompañó  con  el  escrito  de  contestación  ,  sin  prejuzgar 
por  consiguiente  sobre  la  legitimidad  de  las  partidas  que  con- 
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tiene,  ni  tener  el  fallo  otro  alcance  qne  el  de  acceder  á  la  pre 
tensión  de  los  demandantes  de  no  darse  por  satisfechos  con  la 
presentación  de  la  cuenta  referida: 

Considerando  que  tampoco  se  separa  la  sentencia  de  lo  dis- 
cutido en  lo  relativo  á  la  desmembración  del  terreno  de  la 
mina  por  la  rectificación  de  los  mojones,  puesto  que  con  rela- 
ción á  este  extremo  alegaron  los  demandantes  que  ellos  habiaa 
arrendado  sólo  las  pertenencias  de  la  mina  que  disfrutaban;  y 
no  podian  ni  debian  responder  de  los  perjuicios  que  se  supo- 
lien  causados  por   dicha  ratificación ,  y   la  sentencia  resuelve 
este  extremo  absolviendo  &  los  demandantes  de  la  reconvención: 
Considerando,   en  consecuencia  que  la  sentencia  es   con- 
fiTHiente  con  lo  discutido,  y  no  ha  infringido  el  art.  61  de  la 
^7  de  Enjuiciamiento  civil,  citado  en  primer  lugar  en  apoyo 
deJ  recurso,  ni  la  jurisprudencia  relativa  al  mismo  propósito; 
siendo  inaplicable  el  60  de  la  misma  ley,  que  se  refiere  al  modo 
^e  salvar  su  voto  los  Magistrados : 

Considerando,  con  relación  á  los  motivos  2.**,  3.°  y  4.®  del 

'^ttrso,  que  en  los  tres  se  hace  supuesto  de  la  cuestión  de  ser 

^^  abono  al  recurrente  los  48.000  rs.  mencionados;  y  no  sien- 

do  asj^  ni  habiéndose  discutido  este  extremo, "lio  son  aplica- 

"'^5,   xii  lian  podido  ser  infringidas  las  leyes  de  la  Partida  5.*, 

que  declaran  extinguida  la  obligación  en  el  pago  ni  las  que 

aplic5^n  el  principio  jurídico  de  la  compensación  de  créditos, 

^'  'a.    que  da  al  deudor  el  derecho  de  aplicar  al  pago  de  una 

deudj^  entre  varias  la  cantidad  que  entrega,  leyes  citadas  en 

los  tx^es  fundamentos  referidos: 

Considerando  que  tampoco  infringe  la  sentencia  la  ley  del 

conti-^to,  ni  la  1/,  tit.  l.^  libro  10  de  la  Novísima  Recopila- 

p°^>     que  declara  eficaces  las  obligaciones;  ni  la  32,  tlt.  5.**, 

^firtif^a  5.*,  que  dispone  que  el  vendedor  es  tenudo  de  facer 

sanie.     ^/  comprador  la  cosa  que  vende;  ni  la  doctrina  legal  de 

í U6  X  ;b  eviccion  establecida  en  dicha  ley  para  la  compra- venta 

^?  ®3c  tensiva  &  todos  los  contratos  onerosos ,  doctrina  y  leyes 

citad ,^  en  los  fundamentos  5."  y  6.**;  por  cuanto  al  declarar 

inipt*^^gg¿gjjtg  la  eviccion  absolviendo  á  los  demandantes  de  la 

y^^J^^^  vención  propuesta  por  el  demandado,  la  sentencia  aplica 

J^^mente  la  disposición  de  la  ley  21,  tít.  8.%  Partida  5.% 

^^^  declara  en  qué  casos  es,  el  arrendador  responsable  al  ar- 

^^^*^  otario  que  no  ha  podido  usar,  por  causa  de  un  tercero,  de 

^acc^f^i^  arrendada;  y  esto  aun  dado  el  supuesto  de  que  el  ar- 

renA^ujientQ  hubiese  sido  extensivo  al  terreno  que  excedía  de 

Aiunt^g  jUgijQg  j^  ¡a  mlsma ! 

^  considerando,  por  último,  que  es  inaplicable  al  pleito  y 
^^tx^  podido  tampoco  áer  infringida  por  la  sentencia  la  cita- 
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da  ley  21,  tít.  8.**  de  la  Partida  5.*,  que  sirve  dfe  fundamento 
al  sétimo  motivo  del  recurso,  en  la  parte  que  dispone  que 
pierde  el  arrendador  el  derecho  al  precio  del  arrendamiento 
cuando  el  arrendatario  no  tuvo  expedito  el  uso  de  la  cosa  ar- 
rendada, puesto  que  en  este  caso  la  mina  arrendada  al  recur- 
rente estuvo  á  su  disposición  y  la  disfrutó  en  toda  la  extensión 
de  su  le^tima  demarcación,  con  la  circunstancia  de  que  con- 
sistiendo el  precio  del  arrendamiento  en  cantidad  proporcional 
al  mineral  extraído,  ni  términos  hay  posibles  en  que  fundar 
su  pretensión; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lu- 
gar al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Bmilio  de  Sola 
y  Alvareda,  ¿  quien  condenamos  en  las  costas;  y  líbrese  á  la 
Audiencia  de  Sevilla  la  certificación  correspondiente,  con  de- 
volución de  los  documentos  que  ha  remitido. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta y  se  insertará  en  la  Colección  legislativay  pasándose  al 
efecto  las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  fir- 
mamos.=José  M.  Gáceres.= Laureano  de  Arrieta.=HiIario  de 
Igon.=Juan  Cano  Manuel. =Benito  de  UUoa  y  Rey.=Joaquin 
Ruiz  Cañábate. = Julián  Gómez  Inguanzo. 

Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Excelen- 
tísimo Sr.  D.  Hilario  de  Igon ,  Magistrado  del  Tribunal  Su- 
premo, celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera,  en  el 
día  de  hoy,  de  que  certifico  coino  Relator  Secretario  de  la 
misma. 

Madrid  10  de  Julio  de  1875.=» Licenciado  Desiderio  Mar- 
tínez. 

NÓM.  17. 

CASACIÓN  POR  QUEBRANTAMIENTO  EN  LA  FORMA. 

SALA  TBRCBRA. 


Pago  de  reales  procedentes  de  una  letra. — Sentencia  de  10 
de  Julio,  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación 
interpuesto  por  Kraentler  y  Mievule  contra  la  pronunciada 
por  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  este  distrito,  en 
pleito  con  D.  José  Campo  y  Pérez. 

En  sus  considerandos  se  establece: 
Que  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  caso  4.^  del  art.  5.% 
de  la  Ley  de  casación  civil  de  IS  de  Junio  de  1870,  la  falta 
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de  recilimiento  á  prueba  en  alguna  de  las  instancias^  cuando 
ésta  procediese  con  arreglo  a  derecho,  da  lugar  a  este  recurso 
por  quebrantamiento  de  forma,  siempre  que  ademas  se  hubiese 
^licitado  la  subsanacíbn  de  la  falta  en  aquella  instancia  en 
^ue  se  hubiere  cometido,  conforme  lo  previene  el  art.  Tf"  de  di- 
cha ley. 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  10  de  Julio  de  1875,  en 
^1  pleito  que  ante  Nos  pende,  en  virtud  de  recurso  de  casación 
por  quebrantamiento  de  forma,  seguido  en  el  Juzgado  de  pri- 
mera instancia  del  Congreso  v  en  la  Sala  primera  de  la  Au- 
diencia de  esta  capital  entre  la  Sociedad  Kraentler  y  Mieville^ 
del  comercio  de  Londres,  y  D.  José  Campo  y  Pérez,  sobre  pago 
de  reales  procedentes  de  una  letra  de  cambio: 

Resultando  que  D.  Andrés  Rodríguez  Velez,  en  nombre  de 
la  Sociedad  Kraentler  y  Mieville,  acudió  al  Tribunal  de  Co- 
mercio de  esta  plaza,  demandando  ejecutivamente  &  D.  José 
Campo  y  Pérez  sobre  pago  de  554.743  rs.,  importe  de  dos  le- 
tras giradas  por  la  razón  social  Pinto  Pérez  Aslhey  y  compa- 
ñia,  de  Londres,  á  la  orden  de  los  mismos  y  cargo  del  conce- 
sionario del  ferro-carril  de  Valencia  á  Tarragona ,  las  cuales 
fueron  endosadas  á  diferentes  sujetos  y  aceptadas  k  domicilio 
de  Campo,  habiéndose  protestado  por  sus  últimos  tenedores, 
quienes  más  tarde,  por  honor  á  la  firma  de  la  Sociedad  deman- 
dante, fueron  reembolsados  por  la  viuda  é  hijo  de  D.  A.  G. 
Moreno,  cuenta  de  resaca  y  costas: 

Resultando  que  seguido  el  juicio  por  sus  trámites,  tanto 
en  la  primera  como  en  la  segunda  instancia,  la  Sala  segunda 
de  la  Audiencia  de  esta  Corte  en  19  de  Abril  de  1869  dictó 
sentencia,  por  la  cual,  revocando  la  del  inferior,  declaró  que 
liabia  lugar  á  pronunciar  sentencia  de  remate,  mandando  se- 
^ir  la  ejecución  adelante  con  todas  sus  consecuencias,  de- 
jando á  salvo  el  derecho  del  ejecutado  Campo  para  que  usase 
de  él  en  el  juicio  ordinario: 

Resultando  que  en  virtud  de  esta  reserva  D.  José  de  Cam- 
po, y  en  su  nombre  D.  Eustoquio  Manuel  Mejia,  propuso  de- 
manda en  el  Juzgado  del  Congreso  con  la  solicitud  de  que  se 
declarase  que  no  estaba  obligado  á  satisfacer  la  cantidad  que 
importaban  dichas  letras  ni  las  demás  ejecutivamente  decla- 
radas, y  en  su  consecuencia  que  Kraentler  y  Mieville  debían 
restituirle  todo  lo  que  percibieron  por  virtud  de  la  sentencia 
de  remate  citada,  condenándole  además  al  abono  de  los  daños 
y  perjuicios  originados  y  que  se  originasen  á  su  defendido,  y 
■el  pago  de  las  costas  causadas  por  la  ejecución  y  de  las  ori- 
ginadas ó  que  se  originen  en  los  presentes  autos: 

II.— 1.'y3.'  7 
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Resultando  que  por  el  Procurador  Velez,  en  representación' 
de  Kraentler  y  Mieville,  pretendió  que  se  les  absolviese  de  la 
anterior  demanda,  con  imposición  k  Campo  de  todas  las  cos- 
tas, atendida  su  temeridad  y  mala  fé: 

Resultando  que  en  los  escritos  de  réplica  y  duplica  insis- 
tieron las  partes  en  sus  respectivas  pretensiones;  y  que  reci- 
bido el  pleito  á  prueba,  se  practicaron  las  propuestas,  siendo 
entre  tas  admitidas  al  .demandado  la  referente  al  desg'lose  de 
una  carta  para  que  se  reconociese  por  D.  E,  Velasco,  apode- 
rado de  Campo,  de  fecha  14  de  Marzo  de  1866,  remitida  con 
exhorto  á  uno  de  los  Juzgados  de  Valencia: 

Resultando  que  continuado  el  pleito  por  sus  trámites,  el 
Juez  de  primera  instancia  en  27  de  Febrero  de  1873  dictó  sen- 
tencia, declarando  que  Campo  y  Pérez  no  estaba  obligado  ¿ 
satisfacer  la  cantidad  que  importaban  las  dos  letras  giradas 
por  la  casa  Pinto  Pérez  Aslhey  y  compañía,  y  que  fueron  en- 
dosadas, primero  por  aquellos  á  Overon  Gurney  y  compañiii 
limitada,  y  por  estos  á  Kraentler  y  Mieville,  á  cuyo  nombre 
aparecen  pagadas,  y  que  tienen  reembolsado  su  importe;  y  por 
tanto  que  debe  restituirse  .á  D.  José  de  Campo  lo  que  estos 
deban  percibir  por  virtud  de  la  sentencia  dictada  en  los  autos 
ejecutivos  por  consecuencia  de  tales  letras,  entendiéndose  esto 
sin  perjuicio  de  la  acción  ó  acciones  que  crean  corresponder  á 
los  citados  Kraentler  y  Mieville,  y  á  las  que  vieren  convenir 
á  cualquiera  otra  persona  por  los  valores  que  representan  las 
enunciadas  letras,  sin  hacer  especial  condena  de  costas: 

Resultando  que  interpuesta  apelación  por  el  Procurador 
Velez  en  la  representación  indicada,  previa  citación  y  empla- 
zamiento de  las  partes,  se  remitieron  los  autos  á  la  Audiencia 
referida,  y  alegando  agravios  pidió  que  se  declarase  nula  di- 
cha sentencia,  ó  por  lo  menos  gravosa  y  perjudicial  á  sus  in- 
tereses, de  conformidad  con  lo  que  teni|  solicitado  en  su  es- 
crito de  contestación  á  la  demanda,  imponiendo  las  costas  de 
arabas  instancias  al  Campo  y  al  Juez  inferior  referido;  é  inte- 
resó por  medio  de  un  otrosí  que  se  recibiese  el  pleito  á  prueba 
para  que  los  factores  de  Campo,  Prefaci  y  Velasco,  recono- 
ciesen sus  firmas  y  rúbricas,  puestas  por  el  primero  en  las 
aceptaciones  de  las  letras,  y  por  el  segundo  en  la  carta  refe- 
rida de  14  de  Marzo  de  1866,  alegando  que  esta  prueba  había 
sido  admitida  en  la  primera  instancia  y  no  pudo  tener  efecto» 
no  por  su  culpa  y  abandono,  sino  por  la  resistencia  que  opu- 
.  sieron  aquellos: 

Resultando  que  el  Procurador  Mejía,  en  nombre  de  Campo, 
solicitó  la  confirmación  de  la  sentencia  en  todas  sus  partes,  y 
que  se  condenase  al  apelante  en  las  costas  de  ambas  instan* 
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cias,  áobre  cuyo  extremo  se  adhería  á  la  alzada;  y  se  opuso  al 
recibimiento  á  dicho  trámite  porque  parte  de  la  probauza  re- 
sultaba practicada,  y  la  que  no  lo  estaba  fué  por  culpa  del 
apelante  á  causa  de  haber  acudido  á  verificarlo  en  los  últimos 
dias  de  su  término,  sin  hacer  uso  de  los  medios  que  establece 
la  ley  para  compeler  al  que  ha  de  declarar: 

Resultando  que  dicha  Sala  primera  por  auto  de  14  de  Fe- 
brero de  1873  recibió  A  prueba  los  presentes  autos  por  término 
dé  veinte  dias  al  solo  efecto  de  que  D.  Enrique  Velasco  prestase 
la  declaración  pretendida  y  estimada  en  la  primera  instancia 
acerca  de  la  carta  de  14  de  Marzo  de  1866  ,  y  que  no  habia 
lugar  á  recibirlos  en  cuanto  á  los  demás  particulares  solicita- 
dos; de  cuya  providencia  suplicó  Velez,  pretendiendo  que  el 
término  de  prueba  concedido  fuese  y  se  entendiese  para  probar 
los  hechos  nuevos  que  exponia ,  lo  cual  denegó  la  Sala  por 
otro  de  4  de  Marzo  siguiente,  disponiendo  que  se  estuviese  á  lo 
mandado : 

Resultando  que  dicho  Procurador  Velez ,  en  30  del  mismo 
mes  de  Marzo,  presentó  otro  escrito,  reportando  con  él  la  pro- 
visión que  se  habia  dirigido  para  que  Velasco  reconociese  la. 
carta  antes  mencionada,  pidiendo  además  que  Campo  pusiera 
de  manifiesto  el  libro  copiador  para  que  se  cotejase  con  la  que 
debía  existir  en  él : 

Resultando  que  la  referida  Sala  en  14  de  Abril  siguiente 
declaró  no  haber  lugar  á  lo  pretendido  por  la  referida  parte 
de  Kraentler  y  Mieville;  en  cuya  virtud  ésta  suplicó  de  dicha 
providencia,  declarándose  por  otra  que  no  habia  lugar  á  su- 
plirla ni  enmendarla,  disponiendo  qi^e  se  estuviese  á  lo  man* 
dado  en  la  misma: 

Resultando  que  traídos  los  autos  á  la  vista,  la  misma  Sala 
en  8  de  Marzo  último  dictó  sentencia  confirmando  la  del  infe- 
rior, sin  hacer  especial  condenación  de  costas  de  la  primera 
ni  de  la  segunda  instancia: 

Resultando  que  el  Procurador  Velez  ,  en  la  representación 
indicada,  interpuso  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley 
y  por  quebrantamiento  de  forma  contra  la  anterior  sentencia, 
fundándose  por  este  concepto  en  el  caso  4.**  del  art.  5.®  de  la 
ley  de  18  de.  Junio  de  1870  ,  porque  se  habia  negado  que  se  ' 
recibiese  el  pleito  á  prueba  en  esta  segunda  instancia  para 
compulsar  documentos  que  venian  á  comprobar  la  legitimidad 
de  la  aceptación  puesta  en  las  letras  por  el  factor  de  Campo: 

Resultando  que  admitido  el  recurso  ,  y  hecho  el  depósito 
que  previene  la  ley ,  se  remitieron  los  autos  á  este  Tribunal 
Supremo  con  citación  y  emplazamiento  de  las  partes,  en  donde 
se  ha  sustanciado  en  debida  forma. 
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Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Alberto  Santías. 

Considerando  que,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  caso  4.' 
del  art.  5.**  de  la  Ley  de  casación  civil  de  18  de  Junio  de  1870, 
la  falta  de  recibimiento  á  prueba  en  alguna  de  las  instancias, 
cuando  ésta  procediere  con  arreglo  á  derecho,  da  lugar  á  este 
recurso  por  quebrantamiento  de  forma,  siempre  que  además 
se  hubiese  solicitado  la  subsanacion  de  la  falta  en  aquella  ins- 
tancia en  que  se  hubiere  cometido  ,  conforme  lo  previene  el 
articulo  7.°  de  dicha  ley: 

Considerando  que  ,  según  los  hechos  consignados  en  la 
sentencia  dictada  por  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  esta 
Corte  ,  y  admitidos  como  probados  en  el  pleito,  D.  Andrés 
Rodríguez  Velez,  4  nombre  de  la  Sociedad  Kraentler  y  Mievi- 
Ue  de  Londres,  durante  la  primera  instancia  del  mismo  solici- 
tó que  éste  se  recibiera  á  prueba,  y  propuso  la  que  á  su  parte 
convenia,  habiéndose  practicado  la  concerniente  á  uno  de  los 
dos  extremos  en  que  consistía: 

Considerando  que  en  la  segunda  instancia  de  dicho  pleito 
se  resolvió  la  prueba  correspondiente  al  segundo  extremo  de 
los  dos  referidos  que  contenia  la  que  habla  solicitado  en  la 
primera  la  mencionada  representación  de  la  Sociedad  Kraent- 
ler y  Mieville;  y  que  aunque  en  ella  pidió  que  se  ampliara  di- 
cha prueba,  practicándose  por  otros  medios  que  no  hablan  sido 
propuestos  en  la  referida  primera  instancia  ,  ésta  no  se  veri- 
ficó por  haberse  denegado  por  la  Sala  en  sentencias  consenti- 
das por  las  partes ,  en  atención  á  no  hallarse  taxativamente 
comprendidos  en  los  casos  2.°  y  3.°  del  art.  869  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  civil: 

Considerando  que ,  aun  cuando  en  los  escritos  de  súplica 
para  que  se  suplieran  y  entendieran  las  providencias  denega- 
torias de  que  se  hace  referencia  la  parte  de  Kraentler  y  Mie- 
ville hiciese  alguna  indicación  de  que  utilizaría  los  recursos 
correspondientes,  no  protestó  de  las  expresadas  providencias j 
ni  solicitó  en  aquella  mencionada  instancia  la  subsanacion  á 
que  se  contrae  el  citado  art.  7.°  de  la  Ley  de  casación: 

Considerando ,  en  virtud  de  lo  expuesto  ,  que  no  habién- 
dose infringido  por  la  Sala  sentenciadora  los  casos  4.^  del  ar- 
tículo 5.®  de  la  citada  Ley  de  casación,  como  dice  el  recurren- 
te, ni  el  7.''  de  la  misma,  no  es  procedente  el  recurso  de  que 
se  trata; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lu- 
gar al  recurso  de  casación  que  por  quebrantamiento  de  forma 
contra  la  sentencia  dictada  por  la  mencionada  Sala  primera 
de  la  Audiencia  de  esta  Corte  en  8  de  Marzo  último  interpuso 
el  Procurador  D.-  Andrés  Rodríguez  Velez,  en  la  representación 
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de  Kraentler  y  Mieville ,  á  quien  condenamos  en  las  costas  y 
á  la  pérdida  del  depósito,  que  se  distribuirá  en  la  forma  legal, 
pasando  los  autos  á  la  Sala  primera  de  este  Supremo  Tribu- 
nal, ala  que  corresponde  el  conocimiento  del  recurso  anun- 
ciado en  el  fondo. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Oa- 
ceia  oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa  ^  sacándose 
h\  efecto  las  copias  necesarias ,  lo  pronunsiamos ,  mandamos 
y  firmamos.=Tomás  Huet.=José  María  Herreros  de  Tejada.  = 
Ignacio  Vieites.= Manuel  Almonací  y  Mora.  =  Luis  Vázquez 
Mondragon.= Alberto  Santías.a=s Joaquín  José  Cervino. 

Publicación: 

Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  Alberto  Santlas,  Magistrado  del  Tribunal 
Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  tercera  del 
mismo  en  el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Secretario  Relator 
en  Madrid  á  10  de  Julio  de  1875.=Licenciado  Manuel  Arago-* 
neses  Gil. 

NÚM.  18. 

ADMISIÓN.— SALA  PRIMERA. 


Aprobación  de  un  convenio. — Auto  de  12  de  Julio,  declarando 
no  haber  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  D.  Liborio  Acosta  contra  la  sentencia  pronun- 
ciada por  la  Audiencia  de  Valencia,  en  pleito  entre  la  So- 
ciedad del  ferro-carril  de  Almansa  á  Valencia  y  D.  Ramón 
Vives  y  otros  acreedores. 

En  sus  considerandos  se  establece: 

Que  el  recurrente  que  no  fué  parte  en  la  primera  instan-- 
cia  ni  reclamó  contra  el  auto  apelado,  no  puede  interponer  re^ 
curso  de  casación. 

Resultando  que  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  dis- 
trito del  Mercado  de  la  ciudad  de  Valencia  se  principiaron  au- 
tos sobre  aprobación  de  un  convenio  propuesto  á  sus  acreedo- 
res por  la  Sociedad  del  ferro-carril  de  Almansa  á  Valencia  y 
Tarragona;  y  aprobado,  en  efecto,  se  alzaron  contra  la  apro- 
bación D.  Ramón  Vives  y  otros  acreedores : 

Resultando  que  pendiente  el  recurso,  se  personó  en  la  Au- 
diencia D.  Liborio  Acosta  acompañando  una  obligación  no  ad- 
herida al  convenio ,  y  solicitando  se  le  tuviera  por  parte ,  lo 
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cual  ha  negado  la  Audiencia  por  auto  de  8  de  Abril,  confir- 
mado por  otro  de  2  de  Mayo  de  este  mismo  año,  y  contra  el 
cual  ha  interpuesto  en  forma  recurso  de  casación  el  D.  Libo- 
rio  Acosta. 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  María  Cáceres. 

Considerando  que  el  recurrente,  que  no  fué  parte  en  la  pri- 
mera instancia  ni  reclamó  contra  el  auto  apelado ,  no  puede, 
por  consiguiente,  interponer  recurso  de  casación ;  además  que 
el  auto  contra  que  se  recurre  no  es  definitivo  ,  en  considera- 
ción 4  que  puede  usar  por  separado  dé  todos  los  derechos  que 
le  asistan; 

No  há  lugar,  con  las  costas,  á  la  admisión  del  recurso  de 
casación  interpuesto  por  D.  Liborio  Acosta;  y  devuélvase  á 
éste  el  depósito  que  constituyó. 

Madrid  12  de  Julio  de  1875.=José  María  Cáceres.  =Lau- 
reano  de  Arrieta.=  Hilario  de  Igon.  =  Juan  Cano  Manuel.  = 
Ramón  Diaz  Vela. = Licenciado  Mariano  Fernandez  García. 

NiJM.  19. 

CASACIÓN  POR  INFRACCIÓN  DE  LEY.— SALA  PRIMERA. 


Separación  de  una  máquina  flotante  para  la  pesca  de  sal- 
mones DE  cierto  sitio  ,   CON   INDEMNIZAOION   DE   PERJUICIOS. — 

Sentencia  de  13  de  Julio,  declarando  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Francisco  Juan  de  Pie- 
dra y  consortes  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo 
civil  de  la  Audiencia  de  Burgos ,  en  pleito  con  D.  Martin 
Duhart  y  el  Ayuntamiento  de  la  villa  de  Limpias. 

En  los  CONSIDERANDOS  sc  establcce : 

1.^  Que  la  ley  12,  Ht,  30,  Partida  3.*,  dispone  que  acornó 
después  que  orne  ha  la  tenencia  de  la  cosa  siempre  se  entiende 
que  es  tenedor  de  ella  hasta  que  la  desampare  con  intención 
de  la  no  tener»,  sin  que  pueda  caber  además  verdadera  pose- 
sión en  el  ejercicio  de  la  pesca^  cualquiera  que  sea  su  forma^ 
en  una  vía  de  dominio  público, 

2.^  Que  no  puede  decirse  que  han  sido  infringidas  por  una 
sentencia  leyes  ni  doctrinas  que  n^  tienen  aplicación  al  caso 
de  autos. 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  13  de  Julio  de  1875  ,  en 
el  pleito,  pendiente  ante  Nos,  en  virtud  de  recurso  de  casacioi^ 
por  infracción  de  ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  ins- 
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tancia  de  Laredo,  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
Burgos,  por  D.  Francisco  Juan  de  la  Piedra  y  D.  Santiago  Gó- 
mez Pereda  con  D.  Martin  Duhart  y  el  Ayuntamiento  de  la  vi- 
lla de  Limpias,  sobre  separación  de  una  máquina  flotante  para 
la  pesca  de  salmones  del  sitio  de  la  Candenera,  con  iudemuí- 
cacion  de  perjuicios: 

Resultando  que  D.  Francisco  Juan  de  la  ^Piedra  y  D.  San- 
tiago Gómez  Pereda '  entablaron  Ta  demanda  objeto  de  este 
pleito  para  que  se  condenase  á  D.  Martin  Duhart  á  separar  una 
máquina  flotante  de  pescar  salmón  del  sitio  donde  la  tenia 
colocada  desde  que  comenzó  la  costera  de  dicha  pesca  en  el 
año  de  1871,  y  en  su  consecuencia  dejase  libre  y  desembara- 
zado á  disposición  de  los  demandantes  el  espacio  de  100  me- 
tros que  tenian  concedido  ,  abonándoles  por  indemnización  el 
importe  de  las  utilidades  que  la  máquina  flotante  habia  dado 
en  aquel  sitio,  y  el  producto  de  que  habia  privado  á  la  inme- 
diata más  baja,  con  las  costas;  alegando  en  apoyo  de  su  pre- 
tensión, que  eran  dueños  de  la  finca  titulada  Candenera,  la 
cual  formaba  por  Poniente  la  ribera  del  Rio  Aron,  que  bajaba 
á  la  orilla  de  Limpias:  que  en  18  de  Abril  de  1870  obtuvie- 
ron autorización  del  Gobernador  civil  de  la  provincia  para  co- 
locar un  aparato  fijo,  con  red  de  buitrón,  en  la  parte  Oriente 
-del  cauce  de  dicho  rio,  pero  una  fuerte  avenida  de  aguas  y  el 
apo3-o  que  en  sus  maderas  principales  buscó  Duhart  a  amarrar 
la  flotante,  hizo  que  fuera  arrancada  aquella  por  la  corriente, 
llevánjiose  la  mayor  parte  de  las  piezas:  que  los  demandantes 
obtuvieron  además  otra  autorización  en  15¡  de  Abril  de  1871, 
para  fijar  dos  máquinas  de  pescar  salmón  en .  la  extensión  de 
100  metros,  á  contar  desde  el  limite  Norte  de  la  finca  Candene- 
ra, hacia  otra  establecida  anteriormente  por  Duhart,  pero  éste 
colocó  un  aparato  flotante  donde  estuvo  el  buitrón  ,  y  en  la 
extensión  que  comprendían  las  autorizaciones  antes  referidas, 
la  cual  funcionaba  sin  autorización  alguna  y  sin  que  tuviera 
la  condición  de  flotante,  puesto  que  se  hallaba  sujeta  próxima 
á  la  ribera:  que  siendo  dueños  los  demandantes  de  la  finca 
mencionada,  que  formaba  ribera,  y  habiendo  obtenido  permiso 
del  Gobernador  de  la  provincia  para  construir  un  aparato  de 
pesca  en  la  parte  de  cauce  contiguo ,  y  que  ya  tenia  ocupado 
con  dicho  objeto,  adquirieron  la  verdadera  posesión  del  sitio, 
sin  que  la  hubieran  perdido  por  consecuencia  de  fuerza  mayor; 
porque  aun  cuando  la  corriente  del  rio  hubiera  arrastrado  el 
aparato,  su  ánimo  era  conservar  la  posesión ;  que  para  colocar 
tales  aparatos  de  pesca  en  la  parte  de  cauce  próximo  á  la  ri- 
bera, se  necesitaba ,  según  la  Ley  de  Aguas ,  permiso  de  los 
4lueños  ribereños  y  del  Gobernador  civil  de  la  provincia  si  se 
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trataba  de  rioa  navegables,  como  lo  era  el  Aron  en  el  sitio  de 
la  Candenera ,  y  como  Duhart  prescindió  de  tales  requisitos 
para  la  colocación  de  una  máquina  flotante,  por  eso  carecía 
de  titulo  y  no  tenia  causa  para  conservarla  donde  lo  estaba; 
que  el  que  entraba  sin  derecho  en  lo  que  á  otro  correspondia, 
nunca  ganaba  posesioo,  siendo  un  detentador  de  mala  fé,  á 
cuya  clase  pertenecía  Duhart,  mediante  á  que  cuando  colocó 
8U  máquina,  le  constaba  la  concesión  del  Gobernador  y  ocupa- 
ción del  sitio  por  los  demandantes ,  estando  sujeto  á  la  resti- 
tución de  la  cosa  ó  derecho  usurpado  y  á  la  devolución  de  las 
utilidades  y  frutos  que  percibió  y  pudo  percibir ,  y  resarci- 
miento de  los  daños  que  fueran  consecuencia  precisa  de  su 
acción: 

Resultando  que  D.  Martin  Duhart  contestó  la  demanda  con 
la  pretensión  de  que.se  le  absolviese  de  ella,  con  imposición 
de  perpetuo  silencio  y  las  costas  á  los  demandantes,  y  expresa 
prevención  de  que  se  abstuviesen  de  inquietarle  en  el  uso  legi- 
timo de  su  derecho,  condenándoles  además  á  que  poniendo  en 
condiciones  legales  las  dos  máquinas  ñjas  colocadas  posterior-» 
mente  en  el  sitio  de  la  Candenera,  con  perjuicio  directo  é  in- 
tencionado y  notorio  de  la  que  el  demandado  tenia  con  ante- 
rioridad, debidamente  autorizado,  la  retirasen  á  conveniente 
distancia  para  que  cesara  el  perjuicio ,  y  removieran  la  esta- 
cada que  hablan  formado  sobre  el  álveo,  forzando  el  rio  ^con 
peligro  de  invadir  las  mieses  comunes  del  frente,  y  por  último, 
á  que  indemnizasen  los  perjuicios,  para  lo  cual  les  reconvenía 
por  mutua  petición: 

Resultando  que  en  apoyo  de  su  pretensión  alegó  que  sien- 
do dueño  de  un  privilegio  de  introducción  de  una  máquina  de 
pescar  salmón,  solicitó  autorización  para  establecerla  en  la  ria 
de  Limpias  y  sitio  de  la  Candenera,  y  como  se  trataba  de  una 
ria  navegable,  sujeta  á  la  jurisdicción  de  Marina,  y  en  donde 
la  pesca  del  salmón  era  de  derecho  común,  á  ñn  de  calmar  la 
repugnancia  que  produjo  el  establecimiento  de  dicha  máquina, 
ofreció  cederla  al  común  del  pueblo  de  Limpias,  concluido  que 
fuese  el  privilegio,  con  objeto  de  que  el  Ayuntamiento  utili- 
zase sus  productos:  que  colocada  la  máquina,  sin  oposición  y 
con  la  debida  autorización,  cerca  de  la  misma  y  por  gratitud 
al  común  del  pueblo,  se  sirvió  de  un  sencillo  aparato  flotante 
fijado   sobre  dos  lanchas  ó  embarcaciones  ,   perteneciendo  la 
mitad  de   sus  rendimientos  al  citado  Ayuntamiento  de  Lim- 
pias, en  virtud  de  la  cesión  que  le  hizo  y  le  fué  aceptada:  que 
ya  antes  los  demandantes  le  promovieron  pleito  por  conse- 
cuencia de  la  máquina  fija  y  la  flotante,  en  el  cual   quedaron 
vencidos  por  sentencia  firme:  que  los  mismos  solicitaron  des- 
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pues  autorización  para  establecer  máquinas  fijas  en  el   punto 
de  la  Candenera ,  y  habiendo  establecido  dos  ,  inutilizaron  la 
del  demandado,  impidiendo  también  la  navegación  con  la  fuer- 
te estacada  que  pusieron  sobre  el  álveo,  que  violentaba  el  rio 
en  perjuicio  de  las  mieses  comunes  del  lado  opuesto :  que,  se- 
gan  la  Ley  de  Aguas,  el  derecho  de  pescar  en  la  ría  de  Lim- 
pias desde  la  playa  á  la  orilla,  era  del  público,  el  de  hacerlo  á 
flote  en  la  zona   litoral  marítima  era  exclusiva  de  los  ma- 
triculados, y  en  lo  interior  del  puerto  en  toda  su  extensión, 
liasta  donde  llegaban  las  más  altas  mareas  equinocciales,  por 
tolerancia  concertada  desde  inmemorial  con  la  Marina;  los  ter- 
restres alternaban  con  los  matriculados  sin  que  hubiera  dere- 
cho alguno  en  favor  de  los  dueñgs  ribereños  en  rias  que  eran 
del  público:  que  aun  cuando  quisiera  suponerse  que  las  orillas 
de  la  ría  eu  el  punto  de  la  Candenera  tuvieran  el  carácter  es- 
pecial de  fluviales ,  siempre  resultaría  allí  un  cauce  público, 
donde  podian  pescar  todos,  sujetándose  á  los  reglamentos  de 
policía:  que  el  instrumento  flotante  no  era  obra  de  construc- 
ción que  se  fíjase  y  practicase  sobre  el  fondo  del  álveo  ni  en 
su  orilla,  siendo  enteramente  movible  y  trasportable,  y  no  ne- 
c^itando  permiso  para  su  colocación  por  no  embarazar  la  na- 
vegación: que  el  permiso  de  colocar  máquinas  no  significaba 
^u  derecho  exclusivo  ni  impedfa  que  otros  usasen  de  su  dere- 
cho legítimo,  pescando  en  cualquiera  parte  del  cauce  público 
9De  las  máquinas  no  ocupasen;  y  por  último,  que  si  los  deman- 
"^^ntes  obtuvieron  permiso  para  fíjar  dos  máquinas  en  el  sitio 
"®  la  Candenera,  de  seguro  llevarían  consigo  la  cláusula  de 
J^  perjudicar  á  tercero,  siendo  por  consiguiente  un  principio 
?®  Justicia  la  indemnización  que  merecía  Duhart  por  los  ^er- 
J^icÍQ3  ocasionados  en  la  máquina  por  él  antes  fijada  con  las 
^^e  luego  establecieron  los  demandantes: 

Üesulíando  que  suministrada  prueba  por  las  partes,  dictó 
sentencia  el  Juez  de  primera  instancia,  de  que  interpuso  ape- 
í^cion  D.  Martin  Duhart,  y  que  sustanciado  con  audiencia  del 
-^y^^ntamieuto  de  Limpias,  que  compareció  en  el  juicio,  coad- 
yuvando la  pretensión  del  demandado,  dictó  sentencia  la  Sala 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Burgos  en  25  de  Ifayo  de  1874, 
^^^  no  fué  conforme  con  la  del  Juez  inferior,  absolviendo  á 
D.  Martin  Duhart,  y  al  Ayuntamiento  de  Limpias  en  el  con- 
ato en  que  había  comparecido,  de  la  demanda  entablada  por 
^'  Francisco  Juan  de  la  Piedra  y  D.  Santiago  Gómez,  é  igual- 
mente á  estos  de  la  reconvención  propuesta  por  la  parte  de- 
xx^andada,  sin  hacer  expresa  condena  de  costas  en  las  dos  ins- 
tancias: 

Besultando  que  los  demandantes  D.  Francisco  Juan  de  la 
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Piedra  y  D.  Santiago  Gómez  interpusieron  leciirso  de  casaoioi 
por  haberse  infringido  á  su  jaicio: 

1/  La  ley  12,  tít.  30,  Partida  3.\  que  asienta  el  principie 
de  que  ¡a  posesión  constituida  por  el  acto  material  de  la  apre- 
heasion  y  la  voluntad  de  poseer  se  pierde  sólo  con  la  falta  de 
estos  dos  elementos,  toda  Tez  que  los  demandantes  estaban  ei 
la  posesión  legitima  del  espacio  de  100  metros  para  colocar  li 
máquina  de  pescar  salmones,  la  cual  fué  arrastrada  por  el  rio; 
y  semejaLte  accidente  de  fuerza  mayor  no  implicaba  la  pérdi- 
da de  la  posesión  sin  el  ánimo  deliberado  de  los  poseedores,  que 
nunca  lo  manifestaron. 

2/'  La  ley  40,  tít.  28  de  la  misma  Partida  3.',  según  li 
cual  los  poseedores  de  mala  fé  sin  título  alguno  son  respon* 
sables  de  los  frutos  ó  utilidades  producidos  por  la  cosa  deten- 
tada; con  arreglo  á  cuya  ley  debió  condenarse  al  demandadc 
á  la  indemnización  reclamada,  toda  vez  que  aquel  entró  sir 
derecho  alguno  en  lo  que  á  los  demandantes  correspondia. 

3.^  El  art.  171  de  la  Ley  de  Aguas  de  3  de  Agosto  de  1866, 
que  dispone  que  solamente  con  licencia  de  los  dueños  de  Im 
riberas  se  podrán  construir  en  ellas  ó  en  la  parte  del  cáuc< 
contiguo  encañizadas  ó  cualesquiera  otra  clase  de  aparatos  des 
tina<los  á  la  pesca,  toda  vez  que  en  el  cuarto  resultando  8< 
hacia  constar  que  Duhart  amarró  su  aparato  próximo  á  la  ri- 
bera en  el  sitio  donde  estuvo  la  primera  máquina  que  se  llev<! 
la  corriente,  y  dentro  también  de  la  extensión  de  los  100  me- 
tros concedidos  por  las  otras  autorizaciones  referidas: 

Y  4.**  El  art.  172  de  la  propia  ley  de  3  de  Agosto  de  1866, 
según  el  cual  no  se  puede  ejercer  el  derecho  de  colocar  apa- 
ratos fijos  en  los  ríos  navegables  sin  el  permiso  del  Goberna- 
dor de  la  provincia,  pues  aunque  el  aparato  colocado  po! 
Üuhart  tuviere  la  cualidad  de  flotante,  y  para  esto  no  se  exi- 
gía el  permiso,  según  el  mismo  artículo  establecía,  como  desd( 
el  momento  en  que  lo  fijó  en  la  ribera  perdió  aquel  carácter 
debió  también  quedar  sujeto  á  aquella  condición;  y  careoiendc 
<le  permiso  del  Gobernador,  que  los  denlandantes  tenían  para  st 
p7imí*ra  máquina  y  después  para  dos  más,  no  pudo  el  deman- 
dado fundar  'su  opinión  en  los  derechos  adquiridos  con  el  esta- 
blecimiento de  su  máquina,  llamada  flotante,  aun  suponien- 
do que  hubiera  razón  para  obtener  la  posesión  á  favor  de  \oi 
recurrentes. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Julián  Gómez  In 
guonzo. 

Considerando  que  al  absolver  la  Sala  sentenciadora  á  Du- 
hart y  al  Ayuntamiento  de  Limpias  de  la  demanda  propuesta, 
atendido  el  derecho  que  tenia  para  establecer  la  máquina  fio- 
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«ante  por  la  naturaleza  navegable  de  la  na,  y  hallarse  en  po- 
sesiün.de  pescar  en  ella  antes  de  colocar  los  demandados  el 
aparato  fijo  que  arrastró  el  aluvión,  no  infringe  la  ley  12,  tí- 
tulo 30,  Partida  3.',  que  dispone  «como  después  que  orne  ha  la 
teneucia  de  la  cosa  siempre  se  entiende  que  es  tenedor  dé  ella 
fasta  que  la  desampare  con  intención  de  la  non  tener,»  sin  que 
pueda  caber  además  verdadera  posesión  en  el  ejercicio  de  la 
peaca  cualquiera  que  sea  su  forma  en  unaria  de  dominio páblico: 

Considerando  que  no  es  aplicable  en  este 'recurso  la  ley  40, 
titolo  28,  Partida  3/,  que  se  refiere  al  que  tiene  la  cosa  ¿ 
mala  fé  y  le  es  vencida  por  juicio,  sin  que  ninguno  de  estos 
dos  extremos  comprendan  á  Dubart,  pues  al  utilizar  su  má- 
quina flotante,  ha  usado  de  un  derecho  propio  que  le  otórgala 
Ley  de  Aguas,  habiendo  también  vencido  en  el  pleito  de  des- 
ahocio  que  le  promovieron  los  recurrentes: 

C!oQSiderando  que  tampoco  son  aplicables  al  pleito,  ni  han 
podido  en  su  consecuencia  ser  infringidos  por  la  sentencia,  los 
articules  171  y  172  de  la  Ley  de  Aguas  de  1866,  pues  dispo- 
niéndose en  el  primero  que  sólo  con  el  permiso  de  los  dueños 
de  las  riberas  podrán  establecerse  encañizadas,  y  determinan- 
do en  el  segundo,  que  se  refiere  á  los  rios  navegables,  que  no 
es  necesario  el  permiso  del  Gobernador  de  la  provincia  para  el 
establecimiento  de  las  máquinas  flotantes,  se  comprende  bien 
queDuhart  ha  .obrado  dentro  de  las  condiciones  establecidas 
en  dicha  ley; 

Pallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lu- 
gar al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Francisco  Juau 
de  la  Piedra  y  D.  Santigo  Gómez  Pereda,  á  quienes  conde- 
liamos  en  las  costas;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  Burgos  la 
'  certificación  correspondiente. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Oa- 
^ta  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa ,  pasándose  al 
«fecto  las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  fir- 
niamos.=José  María  Cáceres.=Laureano  de  Arrieta.==Bl  señor 
D-  Jüsé  Fermín  de  Muro  votó  en  Sala  y  no  pudo  firmar:  José 
Mí^riaCáceres.=Juan  Cano  Manuel. =Benito  de  Ulloa  y  Bey.= 
^nion  Diaz  Vela.  =  Julián  Gómez  Inguanzo. 

Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Exce- 
Icntfeinao  Sr.  D.  Julián  Gómez  Inguanzo,  Magistrado  del  Tri- 
t^ual  Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera, 
*o  el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Relator  Secretario  de 
1*  misma. 

Madrid  13  de  Julio  de  1875.sLicenciado,  Desiderio  Mar- 
tínez. 
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Ndm.  20. 
ADMISIÓN.— SALA  PRIMERA. 


Entbbga  de  cierta  cantidad. — Auto  de  14  de  Julio,  decía- 
raudo  no  haber  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación 
interpuesto  por  D.  Antonio  Menendez  de  la  Vega  contra  la 

Sronunciada  por  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  este 
istrito,  en  pleito  con  la  Comisión  liquidadora  de  la  Socie- 
dad La  ProUdad, 

En  sus  CONSIDERANDOS  se  establece: 

Que  el  recurso  de  casación  sola  se  da  contra  sentencias  de-' 
/initivas,  entendiéndose  por  tales  las  que  terminan  el  juicio  ó 
las  que,  recayendo  sobre  un  articulo,  pongan  término  al  pleito^, 
haciendo  imposible  su  continuación. 

En  el  recurso  de  casación  en  el  fondo,  interpuesto  por  Don 
Antonio  Menendez  de  la  Vedara  en  autos  con  la  Comisión  liqui- 
dadora de  la  Sociedad  La  Probidad j  sobre  entrega  de  20.000 
reales  de  los  fondos  de  dicha  Sociedad  para  pago  de  costas, 
la  expresada  Sala  ha  decretado  el  auto  que  se  copia: 

Auto. — Resultando  que  D.  Juan  Ángel  Alvarez,  Marqués 
de  Valderas,  promovió  demanda  contra  D.  Antonio  Menendez 
de  la  Vega  por  si  y  como  Director  de  la  Sociedad  La  ProH-- 
dad  y  la  Comisión  liquidadora  de  la  misma,  sobre  pago  de 
100.000  y  más  reales: 

Resultando  que  el  Procurador  D.  José  García  Noblejas,  en 
nombre  y  con  poder  de  D.  José  María  March,  como  Vicepresi- 
dente de  la  referida  Comisión  liquidadora  de  la  Sociedad  ex- 
presada, nombrado  por  esta  para  sustituir  al  Presidente,  que 
habla  renunciado  su  cargo,  contestó  á  la  demanda  pidiendo  se 
absolviera  de  ella  á  los  imponentes,  y  formalizó  otra  por  re- 
convención al  actor: 

Resultando  que  al  duplicar  el  Procurador  García  Noblejas, 
en  nombre  del  D.  José  María  March,  promovió  incidente  para 
que  Menendez  de  la  Vega,  teniendo  en  su  poder  los  fondos  de 
la  Caja  de  los  imponentes,  pusiera  á  disposición  de  March  para 
sufragar  los  gastos  la  suma  de  20.000  rs.,  sin  perjuicio  de  los 
aumentos  que  fueran  necesarios;  entendiéndose  que  de  no  ha- 
cerlo se  procedería  contra  los  bienes  y  existencias  de  la  Caja, 
y  si  no  fuesen,  estos  bastantes,  contra  los  de  la  razón  social 
Menendez  de  la  Vega  y  Oompaftia,  y  en  su  defecto  contra  los 
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pirtiCQlares  de  sus  socios  colectivos,  solidariamente  responsa- 
bles hasta  proveer  á  la  Comisión  de  recursos  necesarios  para 
If^  defensa  de  los  imponentes: 

Resultando  que  Meñendez  de  la  Vega  se  opuso  á  la  preten- 
sión del  Procurador  García  Noblejas,  y  que  sustanciado  el  in- 
cidente por  sus  trámites  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de 
este  distrito,  por  auto  de  20  de  Abril  último,  confirmatorio  del 
dictado  por  el  Juez  de  primera  instancia  del  de  la  Universi- 
dad, declaró  que  de  los  fondos  de  la  Caja  La  Probidad  que 
obran  en  poder  de  D.  Antonio  Meñendez  de  la  Vegtt,  entregue 
éste  á  la  Comisión  liquidadora,  representada  por  el  Procura- 
dor D.  José  García  Noblejas,  la  cantidad  de  20.000  rs.  para 
la  prosecución  áel  presente  pleito  y  pagar  lo  devengado  en 
¿1,  dando  cuenta  de  su'  inversión  y  justificando  ésta  en  forma 
legal: 

Y  resultando  que  D.  Antonio  Meñendez  de  la  Vega  inter- 
puso ante  este  Tribunal  Supremo  recurso  de  casación  por  con- 
ceptuar infringidas  varias  disposiciones  legales  que  citó. 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Julián  Gómez  Inguanzo. 

Considerando  que  el  recurso  de  casación  sólo  se  da  contra 
sentencia  definitiva,  entendiéndose  por  tales  las  que  terminan  el 
juicio  ó.  las  que,  recayendo  sobre  un  articulo,  pongan  término 
al  pleito,  haciendo  imposible  su  continuación: 

Considerando  que  la  providencia  objeto  del  presente  recur- 
so, limitándose  al  resolver  la  entrega  provisional  de  fondos 
sin  perjuicio  de  la  oportuna  cuenta,  ni  es  definitiva,  ni  pone 
término  al  juicio,  ni  hace  imposible  su  continuación; 

Ko  há  lugar,  con  las  costas,  á  la  admisión  del  recurso  de 
casación  interpuesto  por  D.  Antonio  Meñendez  de  la  Vega;  y 
devuélvasele  el  depósito  que  constituyó. 

Madrid  14  de  Julio  de  1875.=José  María  C&ceres.=Lau- 
TCano  de  Arrieta.=Hilario  de  Higon.=Juan  Cano  Manuel.e=3 
Julián  Gómez  Inguanzo. =Licenciado  Mariano  Fernandez  Gar- 
<^it.=aBogelio  González  Montes,  Escribano  de  Cámara. 


lio  TRIBUNAL  SUPREMO 


NUM.  21. 


COMPETENCIA.— SALA  TERCERA. 


Otorgamiento  de  una  escritura. — Auto  do  22  de  Julio,  deci- 
diendo á  favor  del  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito 
de  la  Audiencia  de  esta  Corte  la  competencia  suscitada 
entre  el  mismo  y  el  de  igual  clase  del  Campillo  de  Gra- 
nada, sobre  conocimiento  de  la  demanda  presentada  por  Don 
José  Valverde  de  Cazorla,  sobre  otorgamiento  de  cierta  es- 
entura. 

En  los  CONSIDERANDOS  SO  cstablece  : 

1.*"  Que  según  lo  prevenido  en  la  regla  1.*  del  art.  308  de 
la  Ley  provisional  sobre  organización  del  Poder  judicial  ^  acorde 
con  el  párrafo  tercero  del  art.  5.®  de  la  de  Enjuiciamiento 
civil ^  en  los  juicios  en  que  se  ejerciten  accio7ies  personales  es 
Juez  competente  el  del  lugar  en  que  deba  cumplirse  la  obliga- 
ción, y  á  falta  de  éste,  i  elección  del  demandante ,  el  del  do- 
micilio  del  demandado,  ó  el  del  lugar  del  contrato ,  si  hallán- 
dose en  él,  aunque  accidentalmente ^  pudiera  hacerse  el  empla- 
zamiento, 

2.**  Que  en  varias  decisiones  del  Tribunal  Supremo  se  ha 
declarado  que  en  las  demandas  por  acción  personal  es  indis- 
pensable acreditar  y  probar  la  existencia  del  contrato  y  el  del 
lugar  donde  deba  cumplirse  para  que  pueda  conocer  de  ellas  el 
Juez  del  mismo. 

Resultando  que  por  cartas  dirigidas  por  D.  Manuel  Bueso 
y  Salazar  á  D.  José  Valverde  de  Cazorla  desde  Madrid,  en 
Enero  y  Febrero  de  1874,  y  contestadas  por  éste  desde  Gra- 
nada ,  quedaron  convenidos  solemnemente  en  vender  el  pri- 
mero al  segundo  por  la  cantidad  de  170.000  rs.  y  en  los  plazos 
que  antes  le  habia  marcado  varias  fincas  rústicas  y  urbanas 
que  poseía  en  ügíjar  ,  y  las  cuales  se  detallan  ,  ofreciéndolo 
entregarle  los  títulos  para  su  revisión  é  ir  á  dicha  ciudad  de 
Granada  para  otorgar  la  correspondiente  escritura  de  venta, 
por  lo  cual,  dice,  no  era  necesario  dar  poder  á  nadie  con  tal 
objeto;  añadiéndole  en  una  de  ellas :  «Hemos  concluido  nuestro 
contrato  como  cuadra  á  personas  que  se  aprecian  en  el  res- 


SBNTBNCIA6  DE  1875.  111 

peto  y  consideración  de  los  demás,  y  para  mí  me  sirve  de  sa- 
tisfacción que  V.  con  su  laboriosa  inteligencia  se  haya  pro- 
porcionado los  goces  de  la  vejez,  esto  es,  vivir  con  desahoga 
y  descanso:» 

Resultando  que  mediadas  otras  comunicaciones  entre  am- 
bos interesados,  y  desistido  D.  Manuel  Bueso  y  Salazar  de  su 
proyectado  convenio  ,  en  23  de  Febrero  del  antedicho  aüo 
de  1874  presentó  D.  José  ValverJe  de  Cazorla  demanda  ordi- 
naria en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Cam- 
pillo de  Granada  pidiendo  se  condenase  y  cumpeliese,  y  en  su 
caso  apremiara,  á  D.  Manuel  Bueso  á  que  otorgase  en  la  misma 
ciudad  escritura  pública  de  venta  de  las  fincas  antes  referidas, 
recibiendo  su  importe  en  la  forma  convenida,  y  haciéndole 
entrega  de  ellas  y  sus*  títulos,  con  más  las  costas,  daños  y  per- 
juicios que  se  le  hubiesen  inferido  por  su  morosidad  ,  y  que 
se  librase  orden  para  la  anotación  preventiva  de  los  repetidos 
bienes  en  el  Registro  de  Ugíjar:  * 

Resultando  que  deferido  4  este  extremo  y  conferido  tras- 
lado con  emplazamiento  á  D.  Manuel  Bueso,  se  libró  exhorto 
para  hacérselo  saber;  en  cuyo  caso  acudió  con  escrito  al  Jua- 
gado del  distrito  de  la  Audiencia  de  esta  yilla,  pretendiendo 
requiriese  de  inhibición  al  de  Granada  por  ser  incompetente 
para  conocer  de  la  demanda  propuesta ,  mediante  á  hallarse 
doQlioiliado  en  Madrid  ,  según  lo  hizo  constar  por  su  cédula 
persQual;  y  verificado  así ,  mediante  á  ser  personal  la  acción 
íue  servia  de  base  á  la  misma  y  no  aparecer  el  demandado 
sometido  á  otra  jurisdicción,  se  opuso  el  referido  Juzgado  á  la 
inhibitoria ,  fundado  en  que  la  obligación  cuyo  cumplimiento 
se  reclamaba  debia  cumplirse  en  la  ciudad  de  Granada,  remi- 
tíendo  testimonio  de  los  particulares  que  juzgó  convenientes 
*  patentizarlo  así: 

Resultando  que  en  su  virtud  el  Juez  interino  de  distrito 
"^  la  Audiencia  desistió  de  la  inhibitoria  propuesta  en  24  de 
^oviembre,  porque  según  lo  dispuesto  en  el  párrafo  primero 
^^í  art.  225  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  ,  para  conocer 
"®  los  pleitos  en  que  se  ejerciten  acciones  personales,  es  con 
preferencia  Juez  competente  el  del  lugar  en  que  la  obligación 
^^l>a  cumplirse,  con  tal  que  se  liaya  hecho  constar  de  íjlguna 
^fttiera  la  existencia  "de  aquella ,  como  sucedía  en  el  presente 
^^^,  por  las  cartas  unidas  al  pleito: 

Resultando  que  interpuesta  apelación  de  dicho  auto  por 
^'  Manuel  Bueso,  lo  revocó  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia 
^^  ^ste  territorio  por  el  suyo  de  5  de  Mayo  ultimo,  fundado  en 
^1  claro  precepto  de  la  ley  vigente,  que  es  idéntico  al  del  ar- 
^^^nio  b.^  de  la  de  Enjuiciamiento ,  y  á  las  decisiones  de  este 
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Tribunal  Supremo  en  las  sentencias  que  enumera ,  según  las 
cuales  en  las  demandas  por  acción  personal  es  preciso  acre- 
ditar la  existencia  del  contrato  y  el  lugar  donde  deba  com* 
plirse  para  que  pueda  conocer  de  ellas  el  Juez  de  dicho  lugar, 
lo  que  no  sucede  en  el  caso  presente: 

Resultando  que  en  su  consecuencia  sostuvo  el  repetido  Juez 
su  jurisdicción  y  requirió  al  de  Granada  para  que  se  inhibiese 
del  conocimiento  del  asunto,  el  cual  se  negó  á  ello  por  los 
fundamentos  alegados  anteriormente ,  y  ambos  han  remitido 
las  actuaciones  á  este  Tribunal  Supremo  para  su  decisión,  ha- 
biendo opinado  el  Ministerio  fiscal  por  que  se  declare  debe 
conocer  de  ellas  el  del  distrito  de  la  Audiencia  de  Madrid. 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Luis  Vázquez  MondragoD. 

Considerando  que,  según  lo  prevenido  en  la  regla  1.*  del 
artículo  308  de  la  Ley  provisional  sobre  organización  del  Poder 
judicial,  acorde  con  el  párrafo  tercero  del  art.  5.®  de  la  de  En- 
juiciamiento civil*  en  los  juicios  en  que  se  ejerciten  acciones 
personales  es  Juez  competente  el  del  lugar  en  que  deba  cum- 
plirse la  obligación,  y  á  falta  de  éste,  á  elección  del  deman- 
dante, el  del  domicilio  del  demandado,  ó  el  del  lugar  del  con- 
trato, si  hallándose  en  él ,  aunque  accidentalmente,  pudiera 
hacerse  el  emplazamiento  : 

Considerando  que  en  la  demanda  entablada  en  el  Juzgado 
del  distrito  del  Campillo  de  Granada  por  D.  José  Yalverde  Ca- 
zorla  s^  ejercita  una  acción  personal,  sin  que  áello  se  oponga 
el  contenido  de  las  cartas  presentadas  como  fundamento  de  la 
misma,  puesto  que  no  aparece  justificado  el  lugar  en  que  haya 
de  cumplirse  la  obligación,  ni  se  apoya  en  ningún  convenio  ó 
compromiso  anterior  para  ello ,  ni  forma  parte  de  ninguna  de 
las  bases  del  proyecto  de  venta  que  ha  de  cuestionarse,  por  lo 
que  sólo  puede  reputarse  como  una  indicación  que  no  com- 
promete legalmente  á  D.  Manuel  Bueso: 

Considerando  que  en  varias  decisiones  de  este  Tribunal 
Supremo  se  ha  declarado  que  en  las  demandas  por  acción  per- 
sonal es  indispensable  acreditar  y  probar  la  existencia  del  con- 
trato y  el  del  lugar  donde  deba  cumplirse  para  que  pueda 
conocer  de  ellas  el  Juez  del  mismo,  lo  que  no  aparece  realizado 
en  el  caso  presente;  • 

Se  declara  que  el  conocimiento  de  ia  presente  demanda 
corresponde  al  Juez  de  primera  instancia  del  distrito  de  la 
Audiencia  de  esta  Corte ,  á  quien  se  remitan  las  actuaciones 
practicadas  para  que  proceda  con  arreglo  á  derecho ,  dando  el 
oportuno  aviso  al  del  Campillo  de  Granada ;  y  publiquese  este 
auto  dentro  de  diez  dias  en  la  Oaeeta  y  á  su  tiempo  en  la 
Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las  oportunas  copias. 
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Madrid  22  de  Julio  de  1875.=Hilario  de  IgÓD.=Ignacio 
T'ieites.'^Luia  Vázquez  Mondragpou.==Emilio  Bravo. ==aJoaquin 
José  CerviDO.=»Licenciado  Manuel  Aragoneses  Oíl. 

NÓM.  22. 

COMPETENCIA.— SALA  TERCERA. 


"Pago  de  maravedises. — Auto  de  22  de  Julio,  decidiendo  á  fa- 
vor del  Juez  municipal  de  Agreda  la  competencia  suscitada 
entre  éste  y  el  de  igual  clase  de  Tarazona,  acerca  del  co- 
nocimiento de  un  juicio  verbal,  sobre  pago, de  maravedís 
procedentes  de  un  contrato. 

En  sus  CONSIDERANDOS  sc  estaWcce : 

Que  cuando  hubien  dudas  acerca  del  punto  donde  debia 
cumplirse  el  contrato^  es  Juez  competente  el  del  lugar  del  do- 
micilio del  demandado.  *' 

En  los  autos  de  competencia  que  ante  Nos  penden,  entre 
los  Jueces  municipales  de  Agreda  y  Tarazona  acerca  del  cono- 
cimiento de  un  juicio  verbal,  sobre  pago  de  maravedís  proce- 
dentes de  un  contrato: 

Resultando  que  D.  José  Bacque,  vecino  de  Tarazona,  acu- 
dió al  Juez  municipal  del  mismo  pidiendo  que  se  citase  ajui- 
cio verbal  á  Joaquin  García ,  vecino  de  Agreda,  para  que  le 
pagase  211  rs.  procedentes  de  la  compra  de  trapo  que  le  tenia 
encargada: 

Resultando  que  citado  García  por  el  Juez  de  Agreda,  pre- 
sentó escrito,  proponiendo  la  inhibitoria  de  jurisdicción ,  con 
expresión  de  oo  haber  hecho  uso  de  la  declinatoria  porque 
^iisideraba  incompetente  al  de  Tarazona  para  conocer  de  di- 
cho juicio  por  ejercer  una  acción  puramente  personal,  la  cual 
«ólo  podía  proponerse  ante  el  Juez  del  domicilio  del  deman- 
do, conforme  al  art.  5.*^  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
.Pi^to  que  el  contrato  se  hizo  en  Agi*eda,  donde  habitaba,  y 
•Ul  se  ajustaron,  pesaron  y  fueron  pagados  los  trapos: 

Resultando  que  dicho  Juez  d#  Agreda,  previo  dictamen  fis- 
^l»  requirió  de  inhibición  al  de  Tarazona  y  se  declaró  com- 
petente para  conocer  del  referido  juicio,  apoyándose  en  que 
^^ando  se  trata  de  acción  personal  es  Juez  competente  aquel 
^^cuyo  lugar  deba  cumplirse  la  obligación,  y  en  su  defecto 
^í  domicilio  del  demandado  ó  el  lugar  del  contrato;  y  que  no 
instando  que  debiera  cumplirse  aquella  en  otra  parte,  á  él  le 
^mpetia: 

II.— 1.'  Y  3.*  8 
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Resultaudo  que  requerido  el  Juez  de  Tarazona,  y  oidos  el 
demandante  y  el  Ministerio  fiscal,  aceptó  y  sostuvo  su  compe- 
tencia, fundado  en  que  Bacque  habia  probado  que  se  estipuló- 
que  la  obligación  habia  de  cumplirse  en  dicha  ciudad:  que  ea 
la  misma  se  hizo  entrega  de  los  trapos  y  liquidado  las  cuen- 
tas: que  si  bien  en  Agreda  se  pesaban  aquellos  al  García,  ea 
Tarazona  se  pesaban  de  nuevo,  siendo  este  lipo  el  que  servia 
de  base;  en  el  art.  5.^  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  en 
la  regla  1.*  de  308,  376  y  377  de  la  orgánica  del  Poder  ju- 
dicial: 

Resultando  que  para  decidir  el  conflicto  ambos  Jueces  haa 
remitido  lo  actuado,  sobre  lo  cual  se  h^abia  oido  el  Fiscal  de 
este  Tribunal  Supremo. 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Emilio  Bravo. 

Consideraudo  que  por  ninguna  de  las  dos  partes  conten- 
dientes se  ha  presentado  otra  prueba  que  la  testifical ,  y  qua 
reduciéndose  lá  del  demandante  D.  José  Bacque  á  dos  mujeres 
que  dicen  iban  con  un  carro  i  Agreda  á  recoger  el  trapo  que 
vendia  García,  y  que  la  obligación  debía  cumplirse  en  Tara- 
zona  ;  y  siendo  la  del  demandado  D.  Joaquín  García  de  seis 
testigos,  entre  ellos  cinco  varones,  que  afirman  haber  presen- 
ciado diversas  veces  el  ajuste ,  peso  y  cargo  del  trapo  ea 
Agreda,  y  dos  de  ellos  haber  visto  el  pago  en  la  misma  villa, 
es  indudable  que  esta  última  prueba  ofrece  mayores  garantías 
de  verdad,  y  que  así  debe  estimarse  con  la  sana  crítica  al  te- 
nor de  lo  dispuesto  en  el  art.  317  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
civil: 

Considerando  que  si  todavía  ofreciese  alguna  duda  la  fuerza 
probatoria  de  unos  y  otros  testigos ,  debería  resolverse  en  fa- 
vor del  demandado,  porque  así  lo  prescriben  las  reglas  de  de- 
recho, y  porque  el  domicilio  del  mismo  es  Agreda,  y  se  halla 
comprendido  el  caso  por  consiguiente  en  el  párrafo  tercero  del 
artículo  5.^  de  la  citada  ley  y  en  el  308  de  la  provisional  so- 
bre organización  del  Poder  judicial,  y  es  además  jurispruden- 
cia constante  de  este  Tribunal  Supremo; 

Se  declara  que  el  conocimiento  de  este  juicio  verbal  cor- 
responde al  Juzgado  municipal  de  Agreda,,  al  cual  se  remitan 
ambos  ramos  de  autos,  poniéndose  en  conocimiento  del  de  Ta- 
razona; y  publíquese  este  auto  en  la  Gaceta  dentro  de  los  diez, 
días  siguientes  á  su  fecha  y  á  su  tiempo  en  la  Goteccion  legis- 
lativa^ pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias. 

Madrid  22  de  Julio  de  1875.=Hilario  de  Igon.=Ignacia 
Vieites.=:Luis  Vázquez  Mondragon.=Emilio  Bravo.  =  Joaquín 
José  Cervino.  =Licenciado  Manuel  Aragoneses  Gil. 
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NÚM.  23. 


COMPETENCIA.— SALA  TERCERA. 


-Nulidad  de  lá  venta  de  ciertas  fincas.— Auto  de  22  de  Ju- 
lio, decidiejudo  á  favor  del  Juzgado  de  primera  instancia 
de  Manzanares  la  competencia  suscitada  entre  éste  y  el  de 
igual  clase  del  distrito  del  Centro  de  esta  Corte,  acerca  del 
conocimiento  de  cierta  demanda  sobre  nulidad  de  la  venta 
de  unas  fincas. 

En  sus  considerandos  se  establece: 

Que  el  art.  308  de  la  Ley  provisional  del  Poder  judicial 
declara  en  su  regla  3.^  competente  para  conocer  de  las  accio- 
nes reales  al  Juez  del  lugar  donde  está  sita  la  cosa  litigiosa. 

0 

En  los  autos  de  competencia,  que  ante  Nos  penden,  entre 
los  Jueces  de  primera  instancia  del  distrito  del  Centro  de  esta 
capital  y  el  de  Manzanares,  provincia  de  Ciudad-Real,  acerca 
del  conocimiento  de  cierta  demanda  sobre  nulidad  de  la  venta 
de  unas  fincas: 

Resultando  que  D.  Joaquín  Verdier,  vecino  de  esta  Corte, 
entabló  demanda  en  el  Juzgado  del  distrito  del  Centro  de  la 
nüsma  contra  D.  Matias  Domínguez  López  de  los  Mozos,  pi- 
diendo que  se  declaren  nulas  ó  se  rescindan  como  fraudulen- 
tas las  enajenaciones  que  le  había  hepho  de  varias  fincas  sitas 
en  los  términos  de  las  villas  de  la  Solana  y  Membrilla  D.  José 
Haría  de  las  Peñuelas,  dejándolas  cada  una  á  su  disposición 
y  con  sus  productos  en  la  parte  que  les  afectaba: 

Resultando  que  citado  y  emplazado  el  referido  López  de 
los  Mozos  por  medio  de  exhorto  dirigido  al  Juez  de  primera 
instancia  de  Manzanares,  presentó  ante  él  escrito  pidiendo  que 
^  dirigiese  comunicación  al  exhortante  para  que  se  inhibiese 
^®  la  referida  demanda ,  y  la  remitiese  con  todos  los  antece- 
dentes originales  por  no  ser  competente  para  conocer  de  ella, 
cou  la  protesta  de  no  haber  empleado  la  declinatoria,  fundán- 
dose en  que  las  acciones  reales  y  mixtas  deben  ejercitarse  ante 
el  Juez  donde  se  halla  sita  la  cosa,  ó  en  el  domicilio  del  de- 
niandado,  á  elección  del  demandante,  conforme  á  las  reglas  3.*^ 
y  \^  del  art.  308  de  la  Ley  orgánica  del  Poder  judicial;  y  que 
^niendo  su  domicilio  y  estando  enclavadas  las  fincas  dentro 
^  la  jurisdicción  del  Juzgado,  no  reconocía  competencia  en 
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el  del  Centro,  al  cual  no  se  habian  sometido  tácita  ni  expre- 
samente: 

Resultando  que  en  su  vista  el  Juez  de  Manzanares,  funda- 
do en  los  artículos  citados  y  en  los  párrafos  primero  y  cuarto 
del  art.  5.°  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  declaró  haber 
lug'ar  á  la  inhibitoria  propuesta  por  el  referido  demandado, 
mandando  que  se  librase  oficio  al  Juzgado  del  Centro  de  esta 
capital  para  que,  inhibiéndose  del  conocimiento  de  la  demanda 
de  que  se  ¿trata,  la  remitiese,  haciendo  saber  á  Verdier  que 
acudiese  ante  él  á  usar  de  su  derecho: 

Resultando  que  verificado  así,  el  Juez  de  primera  instancia 
del  distrito  del  Centro  de  esta  capital,  después  de  haber  oído 
al  demandante  y  al  Promotor  fiscal,  negó  la  inhibición  pro- 
puesta, ordenando  que  se  dirigiese  oficio  al  de  Manzanares  para 
que  le  dejase  en  libertad  de  seguir  actuando,  ó  en  otro  caso 
que  remitiese  los  autos  á  donde  correspondiese  para  dirimir 
la  contienda,  fundándose  en  que  en  el  Juzgado  donde  se  pro- 
pone la  inhibitoria  es  preciso  oír  al  Ministerio  fiscal  cuando 
no  sea  el  que  la  proponga,  lo  cual  no  había  hecho  el  Juez  re- 
quirente,  según  lo  disponen  los  artículos  366,  367  y  376  de 
la  Ley  orgánica  del  Poder  judicial: 

Resultando  que  á  consecuencia  de  insistir  los  referidos  Jue- 
ces en  su  competencia  han  remitido  á  este  Tribunal  Supremo 
sus  respectivas  actuaciones,  sobre  las  cuales  ha  emitido  dicta- 
men el  Fiscal  de  S.  M.  favorable  al  Juzgado  de  Manzanares. 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Julián  Gómez  Inguanzo. 

Considerando  que  en  la  demanda  entablada  por  D.  Joaquín 
Verdier  en  el  distrito  del  Centro  de  esta  Corte  se  ejercita  la  ac- 
ción real,  consiguiente  á  pedir  la  nulidad  de  la  venta  de  fin- 
cas hecha  por  D.  José  María  Peñuelas: 

Considerando  que  el  art.  308  de  la  Ley  provisional  del  Po- 
der judicial  declara  en  su  regla  3,^  competente  para  conocer 
de  esta  clase  de  acciones  al  Juez  del  lugar  donde  está  sita  la 
cosa  litigiosa: 

Considerando  que  las  fincas  que  reclama  Verdier  radican 
en  los  pueblos  de  la  Solana  y  Membrilla,  de  la  jurisdicción  del 
partido  de  Manzanares; 

Se  declara  que  el  conocimiento  de  este  pleito  corresponde  al 
Juzgado  de  primera  instancia  de  Manzanares,  al  que  se  remitan 
unas  y  otras  actuaciones  con  la  debida  certificación,  ponién- 
dolo en  conocimiento  del  Juzgado  del  Centro  de  esta  Corte: 
el  Juez  de  primera  instancia  de  Manzanares,  D.  Luis  del  Cam- 
po, cuide  en  lo  sucesivo  de  cumplir  lo  establecido  en  el  ar- 
tículo 366  de  la  citada  ley,  oyendo  como  se  previene  al  Pro- 
motor fiscal  en  asuntos  de  esta  clase;  y  publíquese  este  auto 
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en  la  Oaceia  dentro  de  diez  dias  y  ásu  tiempo  en  IhColeccion 
legislativa j  pasándose  para  ello  las  copias  necesarias. 

Madrid  22  de  Julio  de  1875.=Hilario  de  Igon.=Ignacio 
Tieites.=»Luis  Vázquez  Mondra^n.=»Joaquin  José  Cervino.^» 
Julián  Gómez  lngtianzo.^=sLicenciado  Manuel  Aragoneses  Gil. 

NÓM.  24. 

COMPETENCIA.— SALA  TERCERA. 


Inventario  de  una.  testamentaría. — Auto  de  22  de  Julio,  de- 
clarando mal  formada  la  competencia  promovida  por  el 
Jaez  de  primera  instancia  de  Tudela  al  del  Congreso  de  esta 
Corte,  soore  conocimiento  de  la  continuación  de  las  diligen- 
cias de  inventarío  pedida  por  D.  Francisco  López  Gómez,  en 
concepto  de  heredero  fiduciario  del  Conde  Viudo  de  Miranda. 

En  los  CONSIDERANDOS  sc  cstablecc: 

1  -^    Que  mientras  un  acto  de  voluntaria  Jurisdicción  no  se 

^ya  convertido  en  asunto  judicialmente  contencioso ,  no  cahe 

^siion  de  competencia  j  porque  la  ley  concede  ésta  al  Juez 

^^tf  quien  se  haya  acudido ^  según  dispone  el  arí,  1.208  de  la 

^y  de  Enjuiciamiento  civil  en  su  regla  1.*,  doctrina  consig- 

*^«  por  el  Tribunal  Supremo. 

2.*  Que  para  que  tenga  lugar  lo  dispuesto  en  la  regla  7." 
^  <iicho  articulo  no  puede  acudirse  á  Juez  diferente  de  aquel 
^^   €onoce  del  acto  de  voluntaria  jurisdicción. 

* -^  Que  las  reglas  establecidas  en  el  art.  5.*  y  lo  dispuesto 
^^¿  221  de  la  de  Enjuiciamiento  civil  no  son  disposiciones 
^P^^^ables  i  los  actos  de  jurisdicción  voluntaria ,  puesto  que  se 
^^Ac^en  á  juicios  contenciosos. 


_.  ^(^sultando  que  D.  José  Martínez  Yanguas,  Conde  viudo  de 
^^'^nda  y  vecino  de  Madrid,  otorgó  en  esta  Corte  su  testa- 
^^^t;o,  por  el  cual  institujó  herederos  fiduciarios  y  fideícomi- 
^^''^^^ris  universales,  en  primer  lugar  á  D.  Francisco  López  Go- 
??®^  »  en  segundo  á  D.  Anselmo  Revilla  y  en  tercero  á  D.  León 
^^^^fuas,  nombrándolos  por  el  mismo  orden  juntos  é  in  soli^ 


.  contadores,  partidores  y  fieles  cumplidores  de  su  vo-- 

^fttesultando  que  en  su  virtud  procedieron  los  dos  primeros 

*  ^^^s  operaciones  de  testamentaría  en  Madrid;  y  no  pudiendo 

^^  Seguir  amistosamente  que  el  último  concurriese  á  la  conti- 

tixx^cion  del  inventarío  en  cuanto  &  los  bienes  relictos  en  va- 


118  TRIBUNAL  SUPREMO. 

rios  puntos  de  Navarra  que  administraba,  acudió  D.  Francisco 
López  Oomez  al  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del 
Congreso  de  esta  Corte,  en  acto  de  jurisdicción  voluntaria, 
pretendiendo  que  se  dirigiese  exhorto  al  de  Tudela  para  que, 
previa  petición  del  representante  de  los  albaceas  en  Madrid,  se 
procediese  á  continuar  el  inventario  con  presencia  de  Yanguas, 
peritos  y  testigos  necesarios;  se  le  pusiera  luego  en  posesión 
de  los  bienes,  y  más  tarde  rindiera  aquel  las  cuentas  de  su  ad- 
ministración y  se  abstuviese  de  enajenar,  permutar  ni  tocar 
nada  de  lo  que  constituía  la  totalidad  de  los  bienes  de  la  an- 
tigua administración  que  llevaba  (que  en  el  día  era  un  depó- 
sito) sin  intervención  y  acuerdo  previo  de  sus  coalbaceas: 

Resultando  que  estimadas  las  anteriores  pretensiones  y 
librados  los  correspondientes  exhortes  al  indicado  Juez  de  Tu- 
dela, D.  León  Yanguas  presentó  escrito  interponiendo  recurso 
de  competencia  por  inhibitoria,  asegurando  no  haber  ejerci- 
tado el  de  declinatoria ,  con  la  solicitud  de  que ,  reteniéndose 
el  exhorto  primeramente  recibido,  se  dirigiese  oficio  de  inhibi- 
ción al  Juzgado  exhortante  para  que  se  abstuviera  de  seguir 
conociendo  en  el  asunto  y  remitiese  todo  lo  actuado,  dejando 
expedita  la  jurisdicción  del  de  Tudela: 

Resultando  que  oido  el  Ministerio  fiscal,  el  Juez  de  primera 
instancia,  de  conformidad  con  éste,  accedió  á  la  inhibición  so- 
licitada por  Yanguas,  y  mandó  requerir  al  del  Congreso  de 
esta  capital  para  que  le  remitiese  los  autos  por  corresponderle 
.su  conocimiento ,  fundándose  en  los  artículos  5/  y  221  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  en  el  308  de  la  del  poder  judi- 
cial, porque  las  reclamaciones  formuladas  por  López  Gómez 
eran  de  naturaleza  contenciosa,  á  causa  de  que  las  operaciones 
de  inventario  y  avalúo  constituían  el  primero  y  segundo  pe- 
riodo del  juicio ,  y  no  podia  hacerse  la  petición  en  acto  de  ju- 
risdicción voluntaria  sino  con  arreglo  á  los  artículos  414  y  si- 
guientes de  aquella  ley:  que  eran  igualmente  de  índole  con- 
tenciosa las  pretensiones  de  dación  de  cuentas  y  posesión  de 
bienes,  porque  á  nadie  podia  obligarse  á  rendirlas  ni  á  ser 
privado  de  la  posesión  de  bienes  sin  ser  antes  oido  y  vencido 
en  juicio;  y  en  que  la  posesión  de  los  bienes  situados  en  Villa- 
franca  y  Milagro  fué  objeto  de  un  interdicto  de  adquirir,  pro- 
puesto por  López  Gómez,  que  le  fué  denegado,  causando  por 
lo  mismo  ejecutoria,  y  no  poder  aquel  ejercitar  en  el  dia  otra 
acción  que  la  de  propiedad  ante  este  Juzgado  por  radicar  en 
él  los  bienes: 

Resultando  que  requerido  en  efecto,  el  Juez  del  Congreso, 
oido  el  actor  y  el  Ministerio  fiscal,  se  declaró  competente  para 
conocer  de  las  pretensiones  de  López  Gómez  en  acto  de  juris- 
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iliocion  voluntaria,  ordenando  que  se  dijese  al  Juez  requirente 
■dejase  expedita  su  jurisdicción,  ó  que  en  el  caso  de  insistir 
en  la  competencia  provocada,  remitiese  al  superior  sus  actua- 
ciones para  la  correspondiente  decisión,  fundándose  en  que  las 
•caestiones  de  que  se  trata,  formuladas  en  acto  de  jurisdicción 
voluntaria,  no  empeñan  ni  promueven  ninguna  otra  ontre 
partes  conocidas  y  determinadas:  que  aun  cuando  puedan  ser 
objeto  de  contención,  en  el  dia  no  existia;  y  no  habiendo  jui- 
cio, no  podia  en  manera  alguna  promoverse  la  couipetencia  de 
'urisdiccion,  siendo  aplicable  á  este  propósito  por  identidad  de 
<5aso.s  la  doctrina  de  este  Supremo  Tribunal,  establecida  en  la 
sentencia  de  23  de  Marzo  de  1861;  y  que  el  Juzgado  de  Tudela 
carecia  de  autoridad  para  desvirtuar  sus  acuerdos  en  expedien- 
tes de  la  referida  jurisdicción  voluntaria,  sin  perjuicio  de  que 
Yanguas  pudiera  deducir  las  reclamaciones  que  á  su  derecho 
le  convinieran  ante  el  Juez  que  entiende  en  tales  diligencias: 

Resultando  que  por  insistir  dichos  Juzgados  en  la  respecti- 
va competencia  han  remitido  sus  actuaciones  á  este  Tribunal 
Supremo,  donde  se  ha  oido  al  Ministerio  público,  el  cual  opina 
favorablemente  al  Juez  del  Congreso,  expresando  que  el  de 
Tudela  debió  limitarse  á  cumplir  los  exhortes  que  le  fueron 
Temitidos. 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Joaquin  José  Cervino. 

Considerando  que,  mientras  un  acto  de  voluntaria  jurisdic- 
ción no  se  haya  convertido  en  asunto  judicialmente  conten- 
cioso, no  cabe  cuestión  de  competencia,  porque  la  ley  concede 
'ésta  al  Juez  ante  quien  se  haya  acudido,  según  dispone  el  ar- 
tículo 1.208  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  en  su  regla  1.*, 
doctrina  consignada  por  este  Tribunal  Supremo: 

Considerando  que  para  que  tenga  lugar  lo  dispuesto  en  la 
regla  7.*  de  dicho  articulo  no  puede  acudirse  á  Juez  diferente 
de  aquel  que  conoce  del  acto  de  voluntaria  jurisdicción ,  por 
lo  que  el  de  Tudela  debió  limitarse  en  el  caso  actual  á  cumpli- 
mentar los  exhortes  recibidos  del  de  Madrid,  sin  perjuicio  de 
^ue  Tanguas  presentara  ante  éste  las  reclamaciones  que  esti- 
mare oportunas: 

Y  considerando  que  las  reglas  establecidas  en  el  art.  5.**  y 
lo  dispuesto  en  el  221  de  la  de  Enjuiciamienio  civil  no  son 
disposiciones  aplicables  á  los  actos  de  jurisdicción  voluntaria, 
puesto  que  se  refieren  á  juicios  contenciosos,  en  cuyo  caso  no 
66  encuentran  hasta  hoy  las  diligencias  entabladas  por  López 
Gómez; 

Se  declara  mal  formada  la  competencia  promovida  por  el 
Juez  de  primera  instancia  de  Tudela  al  del  Congreso  de  esta 
•Corte;  y  devuélvanse  las  respectivas  actuaciones  con  la  opor- 
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tuna  certificación  para  que  procedan  á  lo  que  antes  de  este- 
incidente  hubiere  lugar  en  derecho:  insértese  el  presente  auto 
en  la  Gaceta  y  á  su  tiempo  en  la  Colección  legUlatif>a ,  expi- 
diéndose al  efecto  las  copias  necesarias. 

Madrid  22  de  Julio  de  1875.='Hilario  de  Igt)n.=>Ignacia 
Vieite3.«=LuÍ8  Vázquez  Mondragon.=^Joaquin  José  Cervino. =« 
Julián  Gómez  lDguanzo.=»Licenciado  Manuel  Aragoneses  GiL 

NÚM.  25. 
COMPETENCIA.— SALA  TERCERA. 


Nulidad  db  una  venta.  —  Auto  de  22  de  Julio ,  decidienda 
á  favor  del  Juzgado  de  primera  instancia  de  Manzanares  la 
competencia  suscitada  entre  el  mismo  y  el  de  igual  clase  del 
distrito  del  Centro  de  esta  capital ,  act^rca  del  conocimien- 
to de  cierta  demanda  sobre  nulidad  de  la  venta  de  unas 
fincas.  • 

En  sus  CONSIDERANDOS  sc  establcce : 

Que  el  árt.  308  de  la  Ley  provisional  del  Poder  judicial 
declara  en  su  regla  3.*^  competente  para  conocer  de  esta  cla-^ 
se  de  acciones  al  Juez  del  lugar  donde  esta  sita  la  cosa  liti^ 
giosa. 

En  los  autos  de  competencia,  que  ante  Nos  penden ,  éntre- 
los Jueces  de  primera  instancia  del  distrito  del  Centro  de  esta 
capital  y  el  de  Manzanares,  provincia  de  Ciudad-Real ,  acerca 
del  conocimiento  de  cierta  demanda,  sobre  nulidad  de  la  venta 
de  unas  fincas: 

Resultando  que  D.  Joaquín  Verdier ,  vecino  de  esta  Corte, 
entabló  demanda  en  el  Juzgado  del  distrito  del  Centro  de  la 
misma  contra  D.  Gabriel  Jarava  de  la  Torre,  D.  Domingo  Al- 
hambra  y  otros,  pidiendo  que  se  declaren  nulas  ó  se  rescin- 
dan como  fraudulentas  las  enajenaciones  que  les  habia  hecho 
de  varias  fincas,  sitas  en  los  términos  de  las  villas  de  la  So- 
lana y  Membrilla,  D.  Jo^é  María  de  las  Peñuelas ,  dejándolas 
cada  uno  á  su  disposición  y  con  sus  productos  en  la  parte  que 
les  afectaba  : 

Resultando  que  citados  y  emplazados  los  referidos  Jarava 
y  Alhambra  por  medio  de  exhorto  dirigido  al  Juez  de  primera 
instancia  de  Manzanares,  presentaron  ante  él  escrito,  pidiendo 
que  se  dirigfiese  comujiicacion  al  exhortante  para  que  se  ín^ 
hibiese*de  la  referida  demanda,  y  la  remitiese  con  todos  los 
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antecedentes  originales  por  no  ser  competente  para  conocer  de- 
ella,  con  la  protesta  de  no  haber  empleado  la  declinatoria, 
fandándose  en  que  las  acciones  reales  y  mixtas  deben  ejerci- 
tarse ante  el  Juez  donde  se  halla  sita  la  cosa ,  ó  en  el  domi- 
cilio del  demandado,  á  elección  del  demandante,  conforme  ¿ 
las  reglas  3.*  y  4.*  del  art.  308  de  la  Ley  orginica  del  Poder 
judicial;  y  que  teniendo  su  domicilio  y  estando  enclavadas  las 
fincas  dentro  de  la  jurisdicción  del  Juzgado,  no  reconocía  com- 
petencia en  el  del  Centro,  al  cual  no  se  hablan  sometido  tácita 
ni  expresamente: 

Besultando  que  en  su  vista  el  Juez  de  Manzanares,  fundado 
6n  los  artículos  citados  y  en  los  párrafos  primero  y  cuarto  del 
artículo  5.**  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil ,  declaró  haber 
Ingar  &  la  inhibitoria  propuesta  por  los  referidos  demandados, 
mandando  que  se  librase  oficio  al  Juzgado  del  Centro  de  esta 
capital,  para  que,  inhibiéndose  del  conocimiento  de  la  deman- 
da de  que  se  trata,  la  remitiese,  haciendo  saber  á  Verdíer  que 
acudiese  ante  él  k  usar  de  su  derecho: 

Resultando  que  verificado  así,  el  Juez  de  primera  instan- 
cia del  distrito  del  Centro  de  esta  capital ,  después  de  haber 
cido  al  demandante  y  al  Promotor  fiscal ,  negó  la  inhibición 
propuesta,  ordenando  que  se  dirigiese  oficio  al  de  Manzanares 
para  que  lo  dejase  en  libertad  para  seguir  actuando,  ó  en  otro 
caso  que  remitiese  los  autos  á  donde  correspondiese  para  diri- 
mir la  contienda ,  fundándose  en  que  en  el  Juzgado  donde  se 
propone  la  inhibitoria  es  preciso  oir  al  Ministerio  fiscal  cuando 
no  sea  el  que  la  proponga,  lo  cual  no  habia  hecho  el  Juez  re- 
íwipente,  según  lo  disponen  los  artículos  366,  367  y  376  de  la 
^y  orgánica  del  Poder  judicial: 

Resultando  que  á  consecuencia  de  insistir  los  referidos  Jue- 
c^  en  su  competencia  han  remitido  á  este  Tribunal  Supremo 
^^  despectivas  actuaciones,  sobre  las  cuales  ha  emitido  dicta- 
men el  Fiscal  de  S.  M.,  favorable  al  Juzgado  de  Manzanares. 
Siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Julián  Gómez  Inguanzo. 
Considerando  que  en  la  demanda  entablada  por  D.  Joaquín 
^®**ciier  en  el  distrito  del  Centro  de  esta  Corte  se  ejercía  la 
*cei^Q  real,  consiguiente  á  pedir  la  nulidad  de  la  venta  de^ 
^^^^8  hecha  por  D.  José  María  Peñuejas: 
,     Considerando  que  el  art.  308  déla  Ley  provisional  del  Po- 
^^  judicial  declara  en  su  regla  3.*  competente  para  conocer 
^  ^sta  clase  de  acciones  al  Juez  del  lugar  donde  está  sita  la 
^^^  Utigiosa: 

Considerando  que  las  fincas  que  reclama  Verdier  radican  en 
™  pueblos  de  la  Solana  y  Membrilla,  de  la  jurisdicción  del 
P^^ido  de  Manzanares; 
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Se  declara  que  el  conocimiento  de  este  pleito  corresponde 
al  Juzgado  de  primera  instancia  de  Manzanares,  al  que  se  re* 
mitán  unas  y  otras  actuaciones  con  la  debida  certificación,  po- 
niéndolo en  conocimiento  del  Juzgado  del  Centro  de  esta  Cor- 
te: el  Juez  de  primera  instancia  de  Manzanares  D.  Luis  del 
Campo  cuide  en  lo  sucesivo  de  cumplir  lo  establecido  en  el 
artículo  366  de  la  citada  ley,  oyendo  como  se  previene  al  Pro- 
motor fiscal  en  asuntos  de  esta  clase;  y  publiquese  este  auto 
en  la  Gaceta  dentro  de  diez  dias ,  y  á  su  tiempo  en  la  Colec- 
ción legislativa,  pasándose  para  ello  las  copias  necesarias. 

Madrid  22  de  Julio  de  1875.=Hilario  de  Igon.=  Ignacio 
Vieite8.=Luis  Vázquez  Mondragon.=Joaquin  José  Cervino.  = 
Julián  Gómez  Inguanzo.=>Licenciado  Manuel  Aragoneses  Gil. 

NÚM.  26. 

CASACIÓN  POR  INFRACCIÓN  DE  LEY.— SALA  TERCERA. 


Pago  de  cierta  CANTroAD. — Auto  de  12  de  Agosto,  deci- 
diendo á  favor  del  Juzgado  municipal  de  León  la  compe- 
tencia suscitada  entre  éste  y  el  de  igual  clase  de  Santa 
Eulalia  de  Ozcos,  sobre  conocimiento  de  la  reclamación  de 
90  pesetas  que  D.  José  Lomban  hizo  á  D.  Manuel  Iglesias. 

En  sus  CONSIDERANDOS  SO  cstablccc : 

Que  excepto  en  los  casos  de  sumisión  expresa  ó  tácita  se- 
gún lo  dispuesto  en  la  regla  1.*  del  art.  308  de  la  Ley  pro- 
visional sobre  organización  del  Poder  judicial  en  los  juicios 
en  que  se  ejerciten  acciones  personales,  son  Jueces  competentes 
el  dfl  lufah  en  oue  debe  cumplirse  la  obligación ,  y  á  falta  de 
éste,  i  elección  ¿el  demandante,  el  del  domicilio  del  demanda- 
do, ó  el  del  lugar  del  contrato,  si  kallindose  en  él  aunque  in- 
eidentalmente  pudiese  hacerse  el  emplazamiento. 

Resultando  que  promovido  juicio  verbal  en  el  Juzgado 
municipal  de  la  villa  de  Santa  Eulalia  de  Ozcos,  á  virtud  de 
demanda  formulada  po^  D.  José  Lomban  contra  D.  Manuel 
Iglesias,  sobre  pago  de  90  pesetas  á  que  se  obligó  en  docu- 
mento privado  firmado  en  dicho  punto  en  27  de  Marzo  de  1858, 
del  que  aparece  que,  liquidadas  todas  cuentas  entre  los  dos, 
resultó  deber  ^icho  Iglesias  al  demandante  la  expresada  can- 
tidad, «que  se  obligó  á  pagarle  en  buenas  monedas:» 

Resultando  que  el  referido  D.  Manuel  Iglesias  acudió  al 
Juzgado  de  igual  clase  de  la  ciudad  de  León  para  que  reqiü-> 
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ti(^36  de  inhibición  al  mencionado  de  Ozcos,  mediante  á  que 
se  ejercita  una  acción  personal  <icde  que  le  competía  conocer 
por-  tener  allí  su  domicilio  el  demandado,))  seg'un  la  regla  1.* 
del  art.  308  de  la  Ley  provisional  sobre  organización  del  Po- 
der judicial: 

Sesultando  que  estimado  asi,   previo  dictamen  fiscal  y  de 
conformidad  á  lo  establecido  en  la  citada  regla  l.'^  del  ar- 
ticulo 308  de  la  Ley  del  Poder  judicial,  por  no  aparecer  justi- 
ficado con   prueba  alguna  el   lugar  del  cumplimiento  de  la 
obligación  ni  el  del  contrato;  y  dirigida  la  oportuna  comuni- 
cación al  Juez  de  Santa  Eulalia  de  Ozcos ,  fundándose  éste  en 
que  aparece  otorgado  en  aquel  punto  el  pagaré  privado  que 
daba  margen  al  juicio,  y  en  que  deben  cumplirse  las  obliga- 
iíiones  y  contratos  en  la  misma  forma  y  en  el  propio  lugar 
que  se  solemnizan  cuando  no  se  estipula  otra  cosa ,  según  lo 
dispuesto  en  la  repetida  regla  1.*  del  art.  308  de  la  Ley  or- 
gáDica  del  Poder  judicial  y  sentencia  de  este  Tribunal  Supre- 
mo de  11  de  Febrero  de  1871: 

Resultando  que  ambos  Juzgados  insistieren  en  su  respec- 
tiva competencia;  y  remitidas  las  actuaciones  á  este  Tribunal 
Supremo,  ha  opinado  el  Ministerio  fiscal  por  que  se  declare 
debe  conocer  de  ellas  el  Juzgado  municipal  de  León. 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ignacio  Vieites. 

Considerando  que,  excepto  en  los  casos  de  sumisión  ex- 
presa ó  tácita,  seguQ  lo  dispuesto'en  la  regla  1.*  del  art.  308 
de  la  Ley  provisional  sobre  organización  del  Poder  judicial, 
^eu  los  juicios  en  que  se  ejerciten  acciones  personales  son 
Jueces  competentes  el  del  lugar  en  que  debe  cumplirse  la  obli- 
gación, y  á  falta  de  éste,  á  elección  del  demandante,  el  del 
domicilio  del  demandado  ó  el  del  lugar  del  contrato,  si  ha- 
ll&udose  en  él,  aunque  incidentalmente,  pudiese  hacerse  el  em- 
plazamiento:» 

Y  considerando  que  la  acción  deducida  por  D.  José  Lom- 
bau  en  el  juicio  verbal  á  que  se  refieren  los  expresados  ante* 
<5edentes  es  meramente  personal:  que  en  el  pagaré  de  27  de 
Marzo  de  1858,  presentado  por  el  actor  y  suscrito  al  parecer 
por  el  demandado  D.  Manuel  Iglesias^  no  se  estipuló  el  lugar 
^  que  debia  cumplirse  la  obligación  á  que  se  contrae,  ni  éste 
fté  emplazado  en  el  lugar  del  contrato,  y  que  por  tanto  es  el 
Juez  competente  en  el  caso  actual  el  del  domicilio  de  dicho 
demandado,  conforme  á  la  citada  prescripción  legal; 

Se  declara  que  el  conocimiento  de  la  mencionada  demanda 
interpuesta^  por  D.  José  Lomban  contra  D.  Manuel  Iglesias 
<Krrresponde  al  Juez  municipal  de  León ,  á  quien  se  remitan 
todas  las  actuaciones  para  los  efectos  de  derecho :  pónga^  en 
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conocimiento  del  de  Santa  Bulalia  de  Ozcos  esta  decisión,  y 
publíquese  en  la  Oaceta  dentro  del  término  de  diez  dias  y  & 
su  tiempo  en  la  Colección  legislativa,  sacándose  las  oportunaa^ 
copias. 

Madrid  12  de  Agosto  de  1875.=Laureano  de  Arrieta.= Ig- 
nacio Vieites.=jQan  Cano  Manuel. = Joaquín  José  Cervino.» 
Julián  Gómez  Inguanzc^El  Secretario  Relator ,  Manuel  Ara* 
gonesea  Gil. 

NüM.  27. 

COMPETENCIA.— SALA  TERCERA. 


CUIÍPUHIBNTO  DBL    COBIPROMISO    DB   COMPRA-VBNTA.  —  AutO  da 

2  de  Setiembre ,  decidiendo  á  favor  del  Juzgado  de  pri- 
mera instancia  del  distrito  de  la  Merced  de  la  ciudad  de 
Málaga  la  competencia  suscitada  entre  éste  y  el  de  igual 
clase  del  distrito  de  la  Latina  en  Madrid ,  sobre  conoci- 
miento de  la  demanda  interpuesta  por  D.  Manuel  Vill^as 
contra  D.  Enrique  Padrón  ,  en  concepto  de  apoderado  de 
D.  Juan  Larios  y  Enriquez,  para  que  se  declarase  que  no 
estaba  obligado  el  demandante  al  cumplimiento  de  ciertO' 
compromiso  de  compra- venta  de  nna  casa. 

En  los  C0778IDBRAND0S  sc  establecc: 

1  .^  Que  según  lo  dispuesto  en  la  regla  1  .^  del  art.  308  de  la 
Ley  sobre  (yrganizadon  del  Poder  judicial ,  fuera  de  los  casos 
de  sumisión  expresa  ó  tácita^  en  los  juicios  civiles  en  que  se 
ejercitan  acciones^  es  Juez  competente  el  del  lugar  en  que  debe 
cumplirse  la  obligación,  y  i  falta  de  éste ,  i  elección  del  de- 
viandante^  el  de}  domicilio  del  demandado ,  ó  el  del  lugar  del 
contrato^  si  hallándose  en  él,  aunque  incidentalmentCy  pudiera 
hacerse  el  emplazamiento. 

2.°  Que  con  arreglo  al  art.  17  déla  Ley  municipal  de  20 
de  Agosto  de  1870,  los  vecinos  que  cambian  de  domicilio  están 
obligados  á  dar  al  Ayuntamiento  la  declaración  correspon- 
diente para  que  tenga  efecto  su  eliminación  en  el  empadronar- 
miento  en  que  venían  figurando. 

Resultando  que  D.  Enrique  Padrón,  enr  concepto  de  apode- 
rado de  D.  Juan  Larios  y  Enriquez  ,  el  19  de  Mayo  de  1874 
contrató  y  convino  en  documento  privado  con  D.  Manuel  Ville- 
gas, que  aceptó  el  compromiso,  la  enajenación  de  la  casa  de  la 
propiedad  de  aquel,  núm.  13,  sita  en  la  calle  de  Arrióla  de  la 
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ciudad  de  Málaga,  bajólas  condiciones  que  estipularon,  siendo 
una  de  ellas  que  seria  oblig^icion  del  vendedor  poner  al  cor- 
riente los  títulos  de  propiedad  de  la  finca  y  el  certificado  de 
libertad  de  gravamen : 

Eesultando  que  no  pudiendo  cumplirse ,  á  juicio  de  Ville- 
gas ,  parte  de  lo  pactado,  previo  acto  de  conciliación  sin 
avenencia,  dedujo  demanda  por  acción  personal  ante  el  Juez 
de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Merced  de  Málaga, 
pidiendo  que  se  declarase  que  no  estaba  obligado  al  cumpli- 
miento del  compromiso  de  compra-venta  de  la  referida  casa, 
y  que  dejando  sin  efecto  la  precitada  contrata,  se  condenase  á 
Larioa  á  que  recibiese  los  títulos  de  la  finca  que  le  habia  en- 
tregado, y  al  pago  de  todas  las  costas  ,  daños  y  perjuicios  á 
que  habia  dado  y  diera  lugar  desde  su  injustificada  resisten- 
cia; y  mediante  á  que  el  demandado  residia  en  Madrid ,  soli- 
citó por  medio  de  un  otrosí  que  se  librase  exhorto  á  cual- 
quiera de  los  Jueces  de  esta  Corte  á  fin  de  que  se  le  notificase 
7  emplazase  para  contestar  á  dicha  demanda: 

Resultando  que  librado  en  efecto  dicho   exhorto   con  las 

formalidades  de  derecho,  fué  notificado  y  emplazado  D.  Juan 

Larios  por   el  Juzgado  de  la  Latina  ,  al  cual  acudió  debida- 

íDente  representado,  pidiendo  que  se  dirigiese  oficio  al  exhor- 

^nte  para  que  se  inhibieí?e  del  conocimiento  de   la  demanda 

^©ncionada,  y  remitiese  sus  actuaciones,  con  emplazamiento 

d^  D.  Manuel  Villegas  á  fin  de  que  acudiese  ante  el  mismo  á 

usar  de  su  derecho,  utilizando  al  efecto  la  inhibitoria  y  ase- 

ÍP^i'ando  no  haber  hecho  uso  de  la  declinatoria ;  fundándose 

*^   que  era  vecino  de  Madrid   hacia   muchos  años,  con  casa 

^í^ierta,  y  donde  habia  obtenido  cédula  personal  y  contribuía 

*  todos    los  impuestos  y  cargas  municipales  ;  en  el  caso  2.^ 

~í  art.  5.**  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  porque  ¡faltando 

y  *^Rrar  estipulado  en  la  obligación  para  cumplir  el  contrato,  y 

^í^táxidose  aquí,  no  del  cumplimiento,  sino  de  su  rescisión,  no 

^^l>iendo  sido  emplazado  en  Málaga  sólo  era  competente  para 

cotiocer   de  la  demanda  por   acción   personal  el  Juez  de  su 

^^^^icilio,  que  era  Madrid,  á  cuyo  efecto  acompañaba  su  cé- 

^^'^  personal,  expedida  por  el  Alcalde  del  distrito  municipal 

^^    Congreso;  y  en  que  naciendo  del  compromiso  de  compra- 

Tf^ta  las  acciones  personales,  como  Jo  eran  la  directa  del  con- 

T^'^to  parta  que  éste  se  consumase  y  pusiese  corrientes   los  tí- 

^^los  de  propiedad  de  la  finca  enajenada,  ninguna  habia  ejer- 

■®^^U(lo,  sino  la  que  cree  tener  para  exigir  perentoriamente  la 

r^acision  del  contrato ,  es  decir ,  lo  contrario  de  lo  estipulado, 

Resultando  que ,  previo  dictamen  fiscal ,  el  Juez  de  la  La- 

*^^a  en  1.^  de  Diciembre  de  1874  se  declaró   competente  para 
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conocer  de  la  demanda  propuesta  por  YilIegaSy  mandando  que 
se  requiriese  de  inhibición  al  Juez  de  la  Merced  de  Málaga 
para  que  remitiese  lo  actuado ,  y  emplazase  á  aquel  á  fin  dd 
que  acudiera  á  usar  de  su  derecho,  apoyándose  en  que  la  de* 
manda  se  dirigía  á  que  se  declarase  que  Villegtts  no  estaba 
obligado  á  cumplir  el  compromiso  de  compra-venta ,  siendo 
por  lo  tanto  puramente  personal  la  acción  deducida:  en  que 
no  ha  mediado  estipulación  acerca  del  lugar  donde  debe  cum- 
plirse el  contrato;  y  en  que  el  demandado  es  vecino  de  Ma- 
drid, y  en  él  ha  sido  emplazado: 

Resultando  que  requerido  de  inhibición  el  Juez  de  la  Mer- 
ced de  Málaga ,  hizo  constar  que  Larios  también  se  hallaba 
empadronado  en  esta  ciudad ,  según  los  libros  del  padrón  de 
vecinos;  y  después  de  oir  al  Promotor  fiscal ,  que  opinó  favo- 
rablemente á  la  pretensión  del  demandado ,  por  auto  de  8  de 
Abril  último,  visto  el  art.  5.°  antes  citado  y  el  308  de  la  Ley 
provisional  sobre  organización  del  Poder  judicial ,  declaró  que 
era  el  único  y  exclusivamente  competente  para  conocer  del 
asunto,  denegó  la  solicitud  de  inhibitoria  y  requirió  al  exhor- 
tante para  que  le  dejase  expedita  la  jurisdicción  y  desistiese 
de  la  inhibitoria  propuesta;  fundándose,  entre  otras  cosas,  en 
que  siendo  aquella  ciudad  el  lugar  donde  debe  cumplirse  la 
obligación  y  en  donde  habia  de  convertirse  en  venta  real  y 
efectiva  el  convenio,  en  armonía  con  el  segundo  apartado  del 
articulo  5.®  citado  ,  era  el  competente  para  conocer  de  la  de- 
manda; y  que  aun  en  el  caso  de  que  la  base  de  la  competen- 
cia fuera  el  domicilio  del  demandado  ,  apareciendo  que  Larios 
continuaba  siendo  vecino  de  dicha  ciudad ,  sin  que  aparezca 
su  propósito  de  renunciar  á  esa  vecindad ,  era  indudable  su 
competencia  para  conocer  de  la  demanda  de  que  se  trata: 

Resultando  de  la  cédula  personal,  núm.  3.202,  expedida  en 
30  de  Setiembre  de  1874,  que  D.  Juan  Larios  Enríquez,  natu- 
ral de  Málaga,  está  empadronado  en  esta  villa  y  Corte  :  que 
en  24  de  Octubre  del  mismo  año  obtuvo  también  cédula  per- 
sonal en  Málaga  con  el  núm  ,  3.706  :  que  en  los  libros  de  pa- 
drón general  de  vecinos  de  la  ciudad  de  Málaga,  respectivo  á 
dicho  año  de  1874,  en  el  tomo  2.**,  folio  50,  última  linea,  se 
encuentra  empadronado  dicho  D.  Juan  Larios  Enriquez,  y 
que  está  igualmente  inscrito  en  los  padrones  verificados  en  los 
años  de  1868,  1870,  1871  y  1873,  sin  reclamación  aíguna  en 
contra:  que  tiene  amillarados  sus  bienes  en  la  sección  de  ve- 
cinos de  la  capital  de  Málaga,  y  en  tal  concepto  se  le  han  im- 
puesto las  contribuciones  y  recargos  con  arreglo  al  producto 
líquido  de  sus  fincas:  que  no  aparece  de  las  actas  de  la  corpo- 
ración municipal  de  dicha  ciudad   de  los  dos  años  anteriores 
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al  de  1874  que  Larios  haya  solicitado  la  traslación  de  domi- 
cilio á  otro  punto  ;  y  que  el  poder  otorgado  por  el  repetida 
D.  Joan  Larios  Enriquez  en  esta  villa  en  27  de  Setiembre  de 
1871  á  favor  de  D.  Enrique  Padrón  para  la  general  adminis- 
tración de  sus  bienes ,  para  los  negocios  mercantiles  y  para 
representarle  en  los  judiciales ,  expresa  aquel  que  es  «vecina 
de  la  ciudad  de  Málaga  y  residente  en  la  villa  de  Madrid  ;)^  sin 
embargo  de  que  entonces  constaba  también ,  empadronado  -  en 
ésta,  y  se  le  habia  expedido  cédula  personal  en  13  de  Abril 
con  el  número  talonario  7.870: 

Resultando  que  por  haber  insistido  ambos  Jueces  en  su 
competencia  han  remitido  sus  respectivas  actuaciones  á  este 
Supremo  Tribunal  para  dirimir  el  conflicto;  y  que  oido  el  Mi- 
nisterio fiscal  del  mismo,  opina  que  el  conocimiento  de  la  de- 
manda de  que  se  trata  corresponde  al  referido  Juzgado  de  la 
Latina. 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ignacio  Vieites. 

Considerando  que,  según  lo  dispuesto  en  la  regla  1.*  del  ar- 
ticulo 308  de  la  Ley  sobre  organización  del  Poder  judicial, 
fuera  de  los  casos  de  sumisión  expresa  ó  tácita,  «en  los  juicios 
civiles,  en  que  se  ejercitan  acciones  personales,  es  Juez  com- 
petente el  del  lugar  en  que  debe  cumplirse  la  obligación,  y  k 
falta  de  éste,  k  elección  del  demandante,  el  del  domicilio  del 
demandado  ó  el  del  lugar  dsl  contrato,  si  hallándose  en  él, 
aunque  incidentalmente ,  pudiera  hacerse  el  emplazamiento.» 

Considerando  que  en  el  presente  caso  es  personal  la  acción 
deducida  en  la  demanda  entablada  por  D.  Manuel  Villegas 
Abenojo  contra  D.  Juan  Larios  Enriquez,  en  lo  cual  están  con- 
formes estos  y  los  Jueces  contendientes: 

Considerando  que  atendida  la  naturaleza  y  efectos  legales 
del  compromiso  otorgado  en  19  de  Mayo  de  1874  entre  dicho 
Villegas  y  D.  Enrique  Padrón,  como  apoderado  de  Larios, 
para  la  compra-venta  de  la  casa  núm.  13  de  la  plaza  de  la 
Arrióla,  es  indudable  que,  sin  necesidad  de  pacto  expreso,  la 
ciudad  de  Málaga  es  el  lugar  en  que  debe  cumplirse  la  obli- 
gación, porque  allí  se  celebró  el  referido  compromiso,  radica 
la  finca  enajenada,  habrá  de  pagarse  el  precio  convenido,  si 
se  consumase  la  venta,  y  otorgarse  la  correspondiente  escritu- 
ra, en  lo  que  están  también  conformes  las  partes  litigantes, 
sin  embarco  de  que  el  demandado  excepciona  que  no  es  apli- 
cable al  caso  de  la  actual  demanda  lo  prescrito  en  la  parte  1  .* 
de  la  citada  regla  del  art.  308  de  la  Ley  orgánica  del  Poder 
judicial,  puesto  «que  la  acción  ejercitada  por  Villegas  no  se 
bocamina  al  cumplimiento  de  lo  estipulado,  sino  precisamente 
^  lo  contrario,  á  la  rescisión  del  contrato:^ 
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Considerando  que  la  acción  interpuesta  por  Villegas  se  di-^ 
ri^e  terminantemente  á  gue  se  declare  que  no  está  obligado  al 
cumplimiento  del  mencionado  compromiso  de  compra-venta^ 
fundado  en  que  el  vendedor  á  su  vez  no  ha  cumplido  con  la 
<;ondicion  pactada  en  la  primera  parte  de  la  cláusula  2.^  del 
mismo  compromiso,  puesto  que  en  los  títulos  de  propiedad  de 
la  fínca  que  le  habia  entregado  existen  defectos  de  imposible 
subsanacion;  y  por  tanto  es  evidente  que  la  cuestión  que  plan- 
tea el  demandante,  el  debate  jurídico  á  que  da  lugar,  si  se 
opone  el  demandado,  y  la  sentencia  definitiva  que  se  dicte  para 
resolverla,  necesariamente  han  de  versar  sobre  si  debe  ó  no 
cumplirse  la  obligación  controvertida;  siendo  en  consecuencia 
de  idéntico  resultado  para  el  efecto  de  decidir  la  presente  com- 
petencia á  favor  del  Juez  de  Málaga,  en  virtud  de  lo  prevenido 
«n  la  primera  parte  de  la  repetida  regla  del  art.  308  de  la  Ley 
orgánica  del  Poder  judicial,  el  que  la  iniciativa  proceda  del  que 
pide  la  rescisión  ó  del  que  defiende  la  subsistencia  y  cumpli- 
miento del  contrato: 

Considerando,  además,  que  conforme  á  lo  establecido  en  el 
artículo  12  de  la  Ley  municipal  de  20  de  Agosto  de  1870, 
«todo  español-  ha  de  constar  como  vecino  ó  domiciliado  en  al- 
gún Municipio:  el  que  tenga  residencia  alternativa  en  varios 
optará  por  la  vecindad  en  uno  de  ellos:  que  nadie  puede  ser 
vecino  de  más  de  un  pueblo;  y  que  si  alguno  se  halla  inscrito 
en  el  padrón  de  dos  ó  más,  se  estimará  como  válida  la  vecin- 
dad últimamente  declarada,  quedando  desde  entonces  anuladas, 
las  anteriores:» 

Considerando  que,  con  arreglo  al  art.  17  de  la  misma  ley 
municipal,  «los  vecinos  que  cambian  de- domicilio  están  obli- 
gados á  dar  al  Ayuntamiento  la  declaración  correspondiente 
para  que  tenga  efecto  su  eliminación  en  el  empadronamiento 
en  que  venían  figurando:» 

Considerando  que,  sin  embargo  de  estar  inscrito  D.  Juan 
Larios  Euriquez  en  el  padrón  de  vecinos  de  la  ciudad  de  Mála- 
ga y  en  el  de  esta  villa,  residiendo  alternativamente,  obtenien- 
do cédula  personal  y  conservando  casa  abierta  en  los  dos  pue- 
blos, según  lo  prevenido  en  los  citados  artículos  de  la  Ley 
municipal,  debe  reputársele  vecino  de  dicha  ciudad  y  residente 
en  Madrid,  no  sólo  porque  así  lo  consignó  hallándose  en  igual 
situación  á  la  actual ,  en  el  poder  general  que  otorgó  en  27 
de  Setiembre  de  1871  á  favor  de  Padrón,  de  que  este  hizo  uso 
para  celebrar  el  mencionado  compromiso,  acto  espontáneo  y 
potestativo  en  que  manifiesta  su  voluntad  de  optar  por  aquella 
vecindad;  sino  porque  es  nulo  y  sin  efecto  alguno  el  cambio 
de  ésta,  si  alguna  vez  ha  intentado  hacerlo  deliberadamente 
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para  esta  Corte,  mediante  á  que  Laríos  no  cumplió  con  el  re* 
^uísito  indispensable  de  dar  la  declaración  correspoiidienle  ai 
Ayuntamiento  de  Málaga ,  que  ordena  el  art.  17  de  la  preci- 
tada ley: 

T  considerando  que,  también  bajo  el  concepto  de  que  el 
demandado  continúa  siendo  vecino  de  Málaga,  es  competente 
el  expresado  Juez  de  la  misma  ciudad  para  entender  en  este 
asQDto; 

Se  declara  que  el  conocimiento  de  la  demanda  de  que  se 
trata  corresponde  al  Juez  de  primera  instancia  del  distrito  de 
la  Merced  de  la  ciudad  de  Málaga,  á  quien  se  remitan  todas 
las  actuaciones  para  los  efectos  de  derecho:  comuniqúese  esta 
decisión  al  del  distrito  de  la  Latina  de  esta  villa ,  y  publiquese 
cin  la  Gaceta  oficial  dentro  del  término  de  diez  dias  y  á  su 
tiempo  en  la  Colección  legislativa ^  sacándose  al  objeto  las  cor- 
respondientes copias. 

-Madrid  2  de  Setiembre  de  1875.=Manuel  Leon.=Ignac¡o 
Vieites.=Juan  Cano  Manuel. = Victoriano  Careaga.= Emilio 
Bravo. = Licenciado  Manuel  Aragoneses  Gil. 

NÚM.  28. 

CASACIÓN  POR  INFRACCIÓN  DE  LEY.— SALA  PRIMERA. 

^^^BNSA  POR  POBRE. — Sentencia  de  21  de  Setiembre,  declarando 

í^o  haber  lusrar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Don 

Evaristo  Fochs  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  segunda 

^^'  la  Audiencia  de  Barcelona,  en  pleito  con  Doña  Josefa  y 

^oña  Matilde  Carolina  Cornelias,  y  el  Ministerio  fiscal. 

Hln  los  CONSIDERANDOS  SO  establccc: 

.  1  -^    Que  las  leyes  28,  32,  40,  41,  tü.  ^6  de  la  Partida  3.% 

V^^^on  derogadas  en  virtud  de  lo  dispuesto  ee  el  art.  311  de 

Y*  ^^y  ¿^  Enjuiciamiento  civil ,  que  confiere  á  los  Jueces  y 

/j«  júnales  la  facultad  de  apreciar  según  las  reglas  de  la  sana 

^^^^€a  la  fuerza  probatoria  de  las  declaraciones  de  los  testi- 

^'>    como  tiene  declarado  repetidamente  el  Tribunal  Supremo^ 

9  p€>  y  consiguiente  no  pueden  servir  de  fundamento  al  recurso 

^  ^^Tísacion. 

"^  -  ^  Que  no  puede  decirse  que  han  sido  infringidas  por  una 
^J^^^ncia  leyes  ni  doctrinas  que  no  tienen  aplicación  al  caso 
*  ^^tos. 

E:n  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  ¿  21  de  Setiembre  de  1875, 
^n  los  autos  seguidos  en  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de 
I[.-1.*y3/  '  9 
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Barcelona  por  D.  Evaristo  Fochs  con  Doña  Josefa  y  Doña  Ma-* 
tilde  Carolina  Cornelias  y  el  Ministerio  fiscal,  sobre  que  se  le 
defienda  en  concepto  de  pobre;  autos  que  penden  ante  Nos, 
en  virtud  de  recurso  de  casación  interpuesto  por  Fochs  contra 
la  sentencia  que  en  9  de  Febrero  de  1874  dictó  la  referida 
Sala: 

Resultando  que  D.  Evaristo  Fochs  en  2  de  Setiembre  de 
1873  pidió  ante  la  referida  Sala  de  la  Audiencia  la  defensa 
por  pobre,  exponiendo  que  reveses  de  fortuna  le  habían  redu- 
cido &  una  posición  critica,  por  lo  que  habia  venido  á  ser  po- 
bre, y  que  por  otra  parte  carecía  de  rentas,  bienes  y  emolu- 
mentos que  le  produjesen  el  doble  jornal  de  un  bracero ,  pues 
los  raices  que  le  perteneóian  por  herencia  de  su  abuelo  Don 
Salvador  Fochs  y  Broquetas  estaban  sujetos  á  la  testamentaria 
de  éste,  radicada  en  el  Juzgado  de  San  Beltran  de  la  ciudad 
de  Barcelona,  y  aunque  tenian  un  valor  considerable  de  al- 
gunos millones  en  venta,  no  producían  en  el  día  renta,  por 
ser  en  su  mayor  parte  terrenos  situados  en  el  ensanche  de  aque- 
lla ciudad: 

Resultando  que  las  hermanas  Doña  Josefa  y  Doña  Matilde 
Carolina  Comellas  se  opusieron  á  la  referida  pretensión;  y  re- 
cibido el  incidente  á  prueba  se  practicaron  las  propuestas  por 
las  partes: 

Resultando  que  la  mencionada  Sala  de  la  Audiencia  por 
sentencia  de  9  de  Febrero  de  1874  declaró  no  haber  lugar  k 
auxiliar  á  D.  Evaristo  Fochs  en  el  pleito  que  sigue  con  las 
hermanas  Comellas,  considerando  para  ello  que,  apreciadas  las 
pruebas  según  las  reglas  de  la  sana  critica  no  aparecía  justifi- 
cado que  Fochs  ha  venido  á  ser  pobre  con  efecto: 

Resultando  que  D.  Evaristo  Fochs  suplicó  de  dicha  sen- 
tencia, y  la  referida  Sala  por  auto  de  16  del  repetido  mes  de 
Febrero  de  1874  admitiendo  la  súplica  declaró  no  haber  lugar 
&  lo  demás  pedido  por  parte  de  D,  Evaristo  Fochs : 

T  resultando  que  éste  interpuso  recurso  de  casación,  ale- 
gando como  motivos: 

1.^  Que  es  doctrina  establecida  por  este  Tribunal  Supremo 
en  sentencia  de  19  de  Octubre  de  1853  que  las  leyes  119,  tí- 
tulo 18,  32,  tít.  16,  Partida  3.^  la  1.*,  tít.  8.%  libro  2.*'  del 
Fuero  Real,  y  la  1.%  tít.  11,  Partida  4.*,  leyes  que  establecen 
el  valor  de  algunas  pruebas,  no  excluyen  el  que  á  otras  se 
abribuye,  y  esto  implica  la  subsistencia  de  las  disposiciones 
legales  citadas,  sí  bien  esto  sea  considerando  las  leyes  de  Par- 
tida y  demás  como  reglas  de  sana  critica  á  que  han  de  ajus- 
tarse, &  falta  de  otras,  y  que  no  han  de  infringirse  sin  razón 
por  los  Tribunales;  doctrina  que  se  infringía  por  el  fallOi  que 
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despreciando  la  prueba  positiva  del  recurrente  y  prescindiendo 
de  la  contraproducente»  traida  de  contrarío,  venia  á  infringir 
bley  32,  tit.  16,  Partida  3.^,  que  establece  las  reglas  de  sana 
critica  de  que  dos  testigos  prueban  todo  pleito. 

2.^  Que  la  sentencia  de  30  de  Enero  de  1865  admite  ya 
expresamente  que  las  leyes  1.""  y  8.*,  tít.  14;  28,  29,  32,  40 
7  41,  tít.  16^  Partida  3/,  contienen  reglas  de  sana  critica;  de 
forma  que  cabe  la  infracción  de  estas  leyes ,.  si  no  como  leyes 
que  han  sido  modificadas  por  el  art.  317  de  la  Ley  de  Enjui- 
damiento  civil,  como  reglas  de  sana  crítica,  que  según  este 
Tribunal  Supremo  pueden  dar  margen  á  la  casación  cuando  son 
desatendidas;  y  esta  doctrina  y  aquellas  leyes  resultan  infrin- 
Sfidas  por  la  ejecutoria  que  contra  el  resultado  de  la  prueba 
testifical  y  documental  ha  denegado  la  pobreza. 

3.°  Que  según  los  artículos  179  y  182  de  la  Ley  de  Enjui- 
ciamiento civil  y  según  los  párrafos  primero  y  tercero  del"  ar- 
ticulo 182  debe  declararse  pobres  á  los  que  viven  de  un  jornal 
asalario  eventual,  y  estos  tienen  el  beneficio  de  que  se  les 
administre  gratuitamente  la  justicia :  que  el  párrafo  tercero  de 
dicho  artículo  da  por  tipo  de  riqueza  el  jornal  de  dos  brace- 
ros: que  no  se  ha  justificado  de  manera  alguna  que  tenga  el 
ncurrente  ni  siquiera  un  salario  permanente  ó  sueldo  confor- 
me á  dicho  tipo :  que  la  sentencia  de  este  Tribunal  Supremo 
de  17  de  Setiembre  de  1870  funda  la  doctrina  de  que  la  sen- 
tencia que  deniega  la  defensa  por  pobre  al  que  no  posee  bienes 
Algunos,  infringe  los  artículos  citados,  y  en  este  caso  ae  halla 
Iti  ejecutoria  de  que  se  trata. 

4.®  Que  la  ley  115,  tít.  18,  Partida  3.*,  que  establece  el 
^lor  de  los  documentos  públicos,  y  los  artículos  280  y  281 
de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil ,  habían  sido  infringidos, 
puesto  que  como  aplicación  de  aquella  ley  y  de  las  concordan - 
^  con  ella,  la  sentencia  de  29  de  Diciembre  de  1854  declara 
que  los  Tribunales  deben  dar  á  las  escrituras  públicas  toda  la 
Aierza  que  tengan  cuando  no  han  sido  redargüidas  civil  ni 
criminalmente  ni  discutídose  su  mérito  en  juicio  de  ninguna 
otra  manera;  y  aquella  ley  y  esta  doctrina  resultan  infringi- 
das en  el  fallo. 

7  5.®  Que  en  medio  de  las  encontradas  opiniones  que  hay 
sobre  la  recta  inteligencia  del  art.  317  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
^ento  civil,  que  sólo  se  refiere  á  los  testigos,  la  sentencia  de 
^  Tribunal  Supremo  de  25  de  Octubre  de  1852  vino  á  sentar 
?ue  los  Tribunales  no  deben  formar  su  criterio  judicial  fuera  ' 
d^  las  reglas  establecidas  por  derecho  y  no  por  conjeturas: 
2^e  esto  supuesto,  la  probabilidad  más  ó  menos  lejana  de  una 
^^ncia  en  cuestión,  herencia  embargada  ya  por  deudas,  y 
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el  criterio  que  separa  dé  las  pruebas  documental  y  testifical, 
criterio  que  ha  sido  el  de  la  Sala  sentenciadora,  concnlca 
aquella  doctrina. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Victoriano  Ca- 
reaba. 

Considerando  que  las  leyes  28,  32,  40  y  41,  tít.  16  de  la 
Partida  3.',  citadas  en  el  primero  y  sef^undo  motivos  de  casa- 
ción, fueron  derogadas  en  virtud  de  lo  di^spuesto  en  el  art.  317 
de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  confiere  ¿  los  Jueces  y 
Tribunales  la  facultad  de  apreciar  según  las  reglas  de  la  sana 
critica  la  fuerza  probatoria  de  las  declaraciones  de  los  testi- 
gos, como  tiene  declarado  repetidamente  este  Tribunal  Supre- 
mo, y  por  consiguiente  no  pueden  servir  de  fundamento  i»i 
recurso  de  casación,  y  mucho  menos  en  el  caso  actual,  puesto 
que,  aun  cuando  comprendieran  reglas  de  sana  crítica,  como 
(sin  razón  bastante)  pretende  el  recurrente,  ni  se  ha  demos* 
irado  ni  aun  siquiera  expuesto  con  la  debida  claridad  y  pre- 
cisión en  qué  concepto  han  sido  quebrantadas: 

Considerando  que  son  inoportunas  las  citas  hechas  en  los 
motivos  2/,  3.^  y  S."*  de  las  leyes  1.*  y  S.*",  tít.  14,  la  29,  tí- 
tulo 16  de  la  misma  Partida,  los  artículos  179  y  182  de  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  civil,  y  de  las  sentencias  de  17  de  Setiem- 
bre de  1874  y  25  de  Octubre  de  1852;  porque  además  de  ale- 
garse su  infracción  de  una  manera  genérica  y  sin  demostrar 
en  cada  caso  en  qué  consiste  aquella,  se  limitan,  la  primera  á 
definir  la  prueba  y  á  determinar  á  quién  incumbe  hacerla,  la 
segunda  á  designar  sus  diferentes  especies  y  el  valor  que 
cada  una  de  ellas  tiene  en  juicio ,  la  tercera  á  establecer  en 
qué  pleitos  debe  valer  el  testimo7iio  que  dijese  de  oídas,  estan- 
do reducidos  los  artículos  mencionados  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento civil  á  establecer  que  la  justicia  se  administre  gratui- 
tamente á  los  pobres,  y  &  designar  á  los  que  deban  ser  teni- 
dos por  tales,  y  las  sentencias  referidas  á  declarar  que  del 
fallo  que  deniega  la  defensa  por  pobre  al  que  no  posee  bienes 
algunos  infringe  los  expresados  artículos,  y  que  los  Tribuna- 
les deben  formar  su  criterio  según  las  reglas  del  derecho  y  no 
por  conjeturas;  y  la  Sala  sentenciadora,  teniendo  precisamente 
presentes  estos  preceptos  genéricos,  y  el  resultado  que  ofire- 
cian  en  conjunto  las  pruebas  aducidas  por  las  partes  litigan-- 
tes,  apreció  su  valor,  en  uso  de  sus  facultades ,  y  contra 
apreciación  no  procede  el  recurso  de  casación  ínterin  no  se  de 
muestre  que  al  hacerle  se  ha  infringido  alguna  ley  ó  doctrin 
legal: 

Considerando  que  son  igualmente  impertinentes  las  cita& 
hechas  en  el   cuarto  motivo  de  la  ley  115,  título  18  de  I 
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Partida  3.',  de  los  artículos  280  y  281  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento civiry  de  la  sentencia  de  29  de  Diciembre  de  1854, 
porque  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Barcelona  no  segó 
su  valor  á  los  documentos  presentados  por  el  recurrente  con 
el  objeto  de  acreditar  que  tenia  diferentes  deudas  é  hipoteca- 
dos ciertos  bienes  en  garantía  de  algunas  de  ellas,  sino  que 
después  de  apreciarlos  en  conjunto,  con  las  dem¿s  pruebas, 
declaró  que  no  aparecia  que  aquel  hubiese  venido  á  ser  po- 
Ire,  lo  cual  es  muy  diverso; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lu- 
gar al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  interpuesto 
por  D.  Evaristo  Fochs,  á  quien  condenamos  en  las  costas  y 
al  pago  de  la  cantidad  de  4.000  rs.  por  vía  de  depósito  que 
debió  hacer  en  su  dia,  la  cual  se  distribuirá  con  arreglo  k  la 
ley;  y  líbrese  la  correspondiente  certificación  á  la  Audiencia 
de  Barcelona,  con  devolución  de  los  documentos  remitidos  por 
la  misma. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta de  Madrid  é  insertará  en  la  Colección  legislativa  ,  pa- 
sándose al  efecto  las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  man- 
damos y  firmamos.  =Juan  González  Acevedo.«=Jos¿  Fermín  de 
¥Qro.==Juan  Cano  Manuel. =Ramon  Diaz  Vela.  =  Victoriano 
Careaga.=Joaquin  Ruiz  Cañábate. =Ricardo  Diaz  de  Rueda. 

Publicación: 

Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Exce- 
bntlsimo  Sr.  D.  Victoriano  Careaga,  Magistrado  de  la  Sala 
primera  del  Tribunal  Supremo,  celebrando  audiencia  ^pública 
í»  misma ,  en  el  dia  de  hoy ,  de  que  certifico  como  Escribano 
^e  Cámara. 

Madrid  21  de  Setiembre  de  1875.=Rogelío  González  Montes. 

NüM.  29. 
ADMISIÓN.— SALA  PRIMERA. 


NO  DE  GASTOS  Y  SUPLEMENTOS   HECHOS   EN  UN   PLEITO. — AútO 

<ie  21  de  Setiembre,  declarando  no  haber  lugar  á  la  admi- 
sión del  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Ignacio  de 
Santiago  y  Sánchez  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la 
Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  este  distrito,  en  pleito  con 
Doña  Angela  Plano  y  su  marido  D.  Carlos  Bailly-Bailliere. 

En  sus  CONSIDERANDOS  sc  cstablece: 

Que  el  recurso  de  casación  en  los  negocios  civiles ,  asi  en 
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el  fondo  como  en  laforma^  se  da  únioamente  contra  las  sen^ 
tencias  definitivas,  entendiéndose  par  tales  las  que  terminan  el 
juidoy  ó  que  recayendo  sobre  un  artículo^  ponen  término  al  plei- 
to, haciendo  imposible  su  continuación. 

Resultando  que  el  Procurador  D.  Ignacio  de  Santiago  y 
Sánchez,  que  había  representado  á  Doña  Angela  Plano,  mujer 
de  D.  Carlos  Bailly-Bailliere ,  en  los  autos  sobre  depósito  de 
sus  hijos  con  motivo  del  divorcio  que  tenia  solicitado ,  presen- 
tó escrito  á  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  esta  Corte, 
pidiendo  que,  en  atención  &  necesitar  fondos  para  continuar  el 
litigio  y  reintegrarse  de  algunas  cantidades  adelantadas,  se 
mandara  entregarle  por  la  poderdante  Doña  Angela ,  y  en  su 
lugar  por  su  marido  D.  Carlos  Bailly,  que  tenia  los  intereses 
de  aquella,  la  cantidad  de  4.000  rs.,  ó  lo  que  se  estimase  in- 
dispensable, con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  219  de  las 
Ordenanzas  de  las  Audiencias: 

Resultando  que  la  expresada  Sala,  por  auto  de  16  de  Di- 
ciembre de  1869,  confirmado  en  súplica  por  otro  de  27  de  Ene- 
ro de  1870,,  sin  prejuzgar  la  cuestión  de  litis-expensas,  denegó 
la  petición  en  atención  á  que  el  referido  articulo  de  las  Orde- 
nanzas sólo  concede  el  derecho  que  invocaba  el  Procurador 
contra  su  principal  ó  poderdante ,  y  á  que  no  siendo  Santiago 
Procurador  de  Bailly-Bailliere,  no  le  asistía  razón  para  recla- 
mar fondos  en  la  forma  que  lo  habia  verificado : 

Resultando  que  el  mismo  Santiago  presentó  nuevo  escrito 
en  15  de  Setiembre  de  1874,  al  que  acompañaba  la  cuenta  con 
los  comprobantes  de  todos  sus  derechos  y  suplementos  hechos 
en  la  segunda  instancia  de  dichos  autos  ,  y  jurando  serle  de- 
bidos y  no  pagados  los  4«552  rs.  que  reclamaban,  pidió  que  se 
determinara,  como  lo  habia  hecho  la  Sala  primera  de  este  Su- 
premo Tribunal  respecto  de  otros  derechos  devengados  ante  la 
misma,  según  aparecía  de  una  certificación  expedida  por  el 
Escribano  de  Cámara  D.  Rogelio  González  Montes,  que  se  re- 
quiriera al  pago  de  dicha  cuenta,  con  las  costas ,  &  Doña  An- 
gela Plano,  y  de  no  verificarlo  á  su  marido  Bailly-Bailliere, 
para  que  los  satisficiera  con  cargo  á  los  bienes  dótales  para- 
fernales ó  gananciales  de  aquella,  precediéndose  á  su  exacción 
por  la  vía  de  apremio: 

Resultando  que  la  Sala,  después  de  acordar  algunas  reso- 
luciones con  motivo  de  los  diferentes  escritos  presentados  por 
las  partes  interesadas ,  denegó  nuevamente  la  pretensión  del 
Procurador  Santiago  en  atención  á  que  en  los  mismos  autos 
se  dictó  la  resolución,  hoy  firme,  de  27  de  Enero  de  1870,  y 
concurrir  en  uno  y  otro  caso  identidad  de  personas  y  de  razo- 
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resrv&ndole  su  derecho  para  que  si  lo  creyese  oportuno  lo 
deduzca  en  forma: 

l^ultando  que  Santiago  suplicó  de  este  auto ,  y  la  misma 
lo  confirmó  por  otro  de  6  de  Abril  último,  contra  el  cual 
ba  interpuesto  aquel  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley, 
acompañando  el  oportuno  testimonio. 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Victoriano  Careaga. 

Considerando  que  el  recurso  de  casación  en  los  negocios 
civiles,  así  en  el  fondo  como  en  la  forma,  se  da  únicamente 
coz^tra  las  sentencias  definitivas ,  entendiéndose  por  tales  las 
que  terminan  el  juicio,  ó  que,  recayendo  sobre  un  artículo,  po- 
nera término  al  pleito,  haciendo  imposible  su  continuación: 

Considerando  que  la  que  ha  dado  margen  al  presente  re- 
^ur^o,  ni  es  definitiva,  ni  pone  término  al  pleito,  ni  impide  el 
qu^  se  continúe,  puesto  que  la  Sala  sentenciadora  ha  reserva- 
dlo su  derecho  al  Procurador  D.  Ignacio  de  Santiago  para  que 
«i  lo  creyere  oportuno  le  deduzca  en  forma; 

Ho  h&  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  el  expresado  D.  Ignacio  de  Santiago  y  Sánchez,  á 
qu.i^Q  se  condena  en  las  costas. 

Hadrid  21  de  Setiembre  de  1875.  =  Juan  González  Aceve- 
^o  .:=  Laureano  de  Arrieta.=Juan  Cano  Manuel.  =»  Victoriano 
p.^-^^aga.s^-Joaquin  Ruiz  Cañábate. =Licenciado  Desiderio  Mar- 

!Z. 


NÚM.  30. 
CASACIÓN   POR    INFRACCIÓN   DE   LEY.— SALA  PRIMERA 


"OTORGAMIENTO  DB  UNA.  EsoRiTUEA..— Scntencia  de  22  de  Julio, 
d^eclarando  haber  lu{?ar  al  recurso  de  casación  interpuesto 

Sor  Doña  Francisca  Villalobos  contra  la  pronunciada  por  la 
ala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Granada,  en  pleito  con 
D.  José  Pinar  Huete. 

m 

En  sus  CONSIDERANDOS  86  cstablcce: 

Que  según  los  artículos  995  y  996  de  la  Ley  Enjuicia- 
ciento  civil^  la  tercería  de  dominio  no  suspende  el  juicio  eje^ 
estivo;  debe  sustanciarse  en  pieza  separada,  y  consentida  ó  eje^ 
^toriada  la  sentencia  de  remate^  deben  suspenderse  los  proce- 
dimientos de  apremio  hasta  que  se  decida. 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  &  22  de  Setiembre  de  1875, 
'en  el  pleito  pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casa- 


i 
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cion  por  infracción  de  ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera 
instancia  de  Alcalá  la  Real  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Aa- 
díeucia  de  Granada  por  D.  José  Pinar  Haete  con  D.  Valeriano» 
Doña  Concepción  y  Doña  Josefa  León  y  García  y  Doña  Fran- 
cisca Villalobos,  sobre  otorgamiento  de  una  escritura: 

Resultando  que  seguido  juicio  ejecutivo  k  instancia  de  Don 
Antonio  León  contra  D.  José  Valenzuela  y  Doña  Casilda  Fita 
sobre  pago  de  reales,  y  diotada  á  su  tiempo  sentencia  de  re- 
mate, se  procedió  á  la  enajenación  de  las  fincas  embargadas, 
habiéndose  rematado  por  D.  José  Pinar  en  25  de  Enero  de 
1865  la  casa  c9rtijo  de  los  Ojuelos  y  sus  tierras,  que  fueron  * 
sacadas  á  subasta: 

Resultando  que  requerido  el  ejecutado  Valenzuela  para  que 
presentara  los  títulos  de  propiedad,  manifestó  no  tenerlos  por 
ser  dichas  fincas  vinculadas  y  no  haberse  hecho  la  división;  y 
que  habiendo  acreditado  el  actor  que  el  cortijo  se  hallaba  ins- 
crito &  nombre  de  Valenzuela,  y  requeridose  al  rematante  para 
que  hiciera  entrega  del  precio  de  remate,  solicitó  que  mediante 
á  pertenecer  la  finca  á  una  vinculación  se  prestase  por  el  in- 
mediato el  consentimiento  para  la  enajenación;  y  siendo  aquel 
menor,  se  le  otorgase  escritura  de  venta  judicial  del  cortijo, 
que  conocidamente  no  alcanzaba  á  la  mitad  del  valor  de  los 
bienes  vinculados,  siempre  que  el  Juzgado  supliera  la  falta  de 
consentimiento: 

Resultando  que  oída  sobre  el  particular  la  viuda  del  eje- 
cutante D.  Antonio  León,  se  mandó  proceder  desde  luego  al 
otor^ramiento  de  la  escritura  en  favor  de  Pinar,  al  cual  se 
requiriera  para  que  pusiera  en  el  Juzgado  la  cantidad  del 
remate: 

Resultando  que  después  de  otros  incidentes  se  personó  en 
los  autos  Doña  Francisca  Villalobos  y  Portilla  oponiéndose  al 
otorgamiento  de  la  escritura  porque,  como  heredera  del  inme- 
diato sucesor  del  vínculo  4  que  pertenecía  el  cortijo  de  Ios- 
Ojuelos,  se  le  habla  adjudicado  parte  de  él  en  la  mitad  reser- 
vable  correspondiente  al  inmediato;  y  que  oidos  los  heredero» 
de  D.  Antonio  León,  fué  desestimada  la  citada  pretensión, 
mandando  que  se  otorgase  á  Pinar  la  escritura,  con  reserva  á 
Doña  Francisca  Villalobos  del  derecho  que  creyera  asistirla 
para  que  lo  dedujera  del  modo  y  en  la  forma  oportuna: 

Resultando  que  Doña  Francisca  de  Paula  Villalobos  de- 
dujo demanda  de  terceria  de  dominio  sobre  parte  de  los  ter- 
renos del  repetido  cortijo,  solicitando  que  con  suspensión  de 
todo  procedimiento  se  declarase  que  le  correspondían,  sin  que 
en  nada  le  afectase  la  hipoteca  constituida  por  D.  José  Valen- 
zuela; y  que  por  auto  de  3  de  Enero  de  1872  se  admitió  la  de-- 
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manda,  mandándose  que  con  suspensión  de  los  procedimientos 
de  apremio  respecto,  á  la  parte  del  cortijo  adjudicada  &  Doña 
Francisca,  se  formase  pieza  separada;  auto  que  sólo  fué  noti- 
ficado al  Procurador  de  aquella: 

Resultando  que  en  3  de  Junio  de  dicho  año  D.  José  Pinar 
solicitó  que  se  hiciera  saber  á  Doña  Francisca  Villalobos  que 
en  el  término  de  nueve  días  se  le  otorgase  la  escritura  de  venta 
de  la  mitad  correspondiente  al  último  poseedor ;  y  por  un 
otrosi  que  se  le  entregase  la  tercera  parte  del  importe  de  la 
renta,  del  citado  cortijo  del  año  anterior,  y  á  los  colonos  que 
lo  verificasen  de  la  parte  de  lo  que  le  correspondiese  de  aquel 
año;  y  que  por  auto  de  4  de  dicho  mes  se  mandó  practicar 
diligencia  de  deslinde  con  citación  de  la  Villalobos,  y  que  se 
hiciera  saber  á  los  herederos  de  D.  Antonio  León  que  entre- 
gasen á  Pinar  27.051  rs.  50  cents.;  y  que  verificado,  se  pro- 
cediese al  otorgamiento  de  la  escritura  de  venta  á  favor  de 
«?uel  en  la  parte  respectiva  á  la  mitad  libre  de  dicho  cortijo, 
confiriendo  en  cuanto  al  otrosí  traslado  á  los  herederos  de  Don 
Antonio  León: 

.  Resultando  que  por  estos  se  presentó  escrito,  expresando 
íoe  debia  reformarse  en  parte  el  auto  de  4  de  Junio,  y  aun  el 
de  3  de  Enero,  cuya  reposición  estaba  en  el  caso  de  pedir  y 
procedía,  toda  vez  que  antes  no  habia  tenido  conocimiento  de 
ella,  y  solicitaron  que  se  repusiera  la  referida  providencia  del 
<íia  4,  mandando  proceder  al  otorgamiento  de  la  escritura  de 
^enta  á  favor  del  postor  del  cortijo  vendido,  la  cual  otorgase 
el  Juzgado  en  nombre  de  los  ejecutados,  y  de  sus  causa-habien- 
tes, y  se  ordenase  practicar  la  liquidación  del  principal  y  cos- 
tas para  que  el  precio  de  la  finca  se  aplicase  al  pago  de  uno  y 
otros,  y  si  habia  sobrante  quedase  á  disposición  de  los  deudo- 
res, con  reserva  k  todos  de  su  derecho  para  deducir  el  juicio 
ordinario  correspondiente,  desestimando  la  pretensión  que  so- 
hre  rentas  habia  hecho  al  postor: 

Resultando  que  traido  por  Doña  Francisca  Villalobos  un 
testimonio  relativo  á  la  adjudicación  y  documentos  del  pleito 
ÍB  tercería,  proveyó  auto  el  Juez  en  12  de  Setiembre  repo- 
niendo el  de  4  de  Junio  en  lo  relativo  &  la  entrega  por  los  he- 
J^eros  de  D.  Antonio  León  áD.  José  Pinar  de  los  27.051  rea- 
fes,  y  entendiéndose  que  debia  practicarla  el  Escribano  actua- 
rio en  cuyo  poder  obraba  la  cantidad  del  remate ,  haciéndolo 
íe  la  suma  de  28.690  rs.  á  los  herederos  de  D.  Antonio  León 
y  35.413  á  Pinar;  declaró  no  haber  lugar  &  la  pretensión  de 
}os  herederos  de  León  respecto  á  que  se  otorgase  á  Pinar  la 
fritara  de  venta  por  la  totalidad  del  cortijo,  en  razón  á  que 
Doía  Francisca  Villalobos  tenia  título  inscrito  en  A  Registro 
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de  la  propiedad  por  la  cantidad  que  se  adjudicó  en  el  valor  del 
referido  cortijo,  y  de  cuya  propiedad  no  podria  privársela  sin 
ser  oida  y  vencida  en  juicio^  máxime  cuando  tenia  interpuesta 
y  admitida  tercería  de  dominio  á  dicha  parte  por  las  partes, 
y  mandó  que  se  hiciera  por  peritos  la  división  del  cortijo ;  j 
verificado,  se  otorgase  á  Pinar  escritura  de  venta  de  la  parte 
que  se  designase  á  los  herederos  por  la  cantidad  de  28.690» 
y  que  para  el  otorgtLmiento  se  citase  á  los  herederos  de  Don 
José  Yalenzuela:  « 

Resultando  que  remitidos  los  autos  á  la  Audiencia  de  Gra- 
nada por  virtud  de  la  apelación  que  los  herederos  de  D.  An- 
tonio León  interpusieron  ,  la  Sala  de  lo  civil  dictó  sentencia 
en  2  de  Junio  de  1874,  revocando  los  autos  apelados  de  3  de 
Enero,  4  de  Junio  y  14  de  Setiembre  de  1872,  y  mandando 
que  el  Juez  procediese  al  otorgamiento  de  la  escritura  de  ven- 
ta del  cortijo  de  los  Ojuelos,  en  favor  del  rematante  D.  José 
Pinar,  según  estaba  acordado  con  repetición  en  providencias 
consentidas  por  las  partes: 

Resultando  que  Doña  Francisca  Villalobos  interpuso  recur- 
so de  casación  por  haberse  infringido,  á  su  juicio: 

1.®  La  doctrina  legal  de  que  un  Tribunal  superior  no  pue- 
de fallar  sobre  lo  que  no  está  sometido  á  su  jurisdicción  y  de- 
cisión por  alzada  ni  en  otra  ninguna  forma  autorizada  por  el 
derecho,  toda  vez  que  el  Juzgado  admitió  la  demanda  de  ter- 
cería por  auto  de  3  de  Enero ,  mandando  formar  pieza  sepa- 
rada para  su  sustauciacion,  proveyendo  el  dia  4  sobre  lo  demás 
que  solicitaba  el  ejecutante,  pero  dejando  á  salvo  lo  que  resul- 
taba pendiente  de  la  demanda  de  tercería :  que  D.  Valeriano 
León  apeló  de  los  autos  de  Enero ,  Junio  y  Setiembre ,  y  el 
Juzgado  solamente  la  admitió  de  este  xiltimo,  por  lo  cual  la 
Audiencia  no  debió  entender  en  los  de  Enero  en  ningún  con* 
cepto ;  con  lo  cual  resultaba  además  infringida  la  doctrina  le- 
gal de  que  no  se  puede  alterar  lo  que  es  firme  y  ejecutorio ;  la 
ley  10,  tit.  22  de  la  Partida  3.*,  que  así  lo  determina,  y  la  sen- 
tencia de  este  Supremo  Tribunal  de  26  de  Mayo  de  1859 ,  que 
establece  que  ninguna  demanda  puede  ser  repelida  de  plano 
cuando  la  ley  no  lo  ordena  expresamente;  leyes  y  doctrina 
que  estarian  de  todos  modos  infringidas ,  con  sólo  ser  un  he- 
cho indudable  que  fué  admitida  la  demanda  de  tercería ,  toda 
vez  que  el  fallo  recurrido  la  prejuzgaba,  resolvía  é  imposibi- 
litaba, después  de  estar  admitida  por  auto  firme  y  ejecutorio. 

2.®  El  art.  996  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil ,  en  que 
se  fundaba  la  Audiencia  para  rechazar  la  demanda ,  dándole 
una  inteligencia  que  no  tenia. 

Y  3.^    La  doctrina  legal  de  que  la  demanda  de  terceria  es 
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procedente  durante  el  juicio  ejecutivo  en  cualquiera  de  fius 
diversos  periodos,  como  se  deducía  de  los  artículos  995,  996 
y  1.000  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  también  infringi- 
dos, de  los  cuales  y  de  las  leyes  anteriores  se  habia  formado 
la  doctrina  legal  que  citaba  como  infringida,  de  que  el  juicio 
de  tercería  es  procedente  durante  el  juicio  ejecutivo,  aunque 
se  halle  ya  éste  en  la  vía  de  apremio  ,  con  tal  de  que  no  se 
haya  dado  posesión  de  los  bienes  vendidos  al  postor  ni  se  haya 
hecho  pago  con  el  precio  de  lo  vendido  al  actor  ejecutante;  ha- 
biéndose también  infringido  la  doctrina  legal,  según  la  que, 
cuando  la  ley  no  distingue  no  debemos  distinguir. 

Visto  y  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  María  Cá- 
ceres. 

Considerando  que,  según  los  artículos  995  y  996  de  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  civil ,  la  tercería  de  dominio  no  suspende 
d  juicio  ejecutivo;  debe  sustanciarse  en  pieza  separada;  y  con- 
sentida ó  ejecutoriada  la  sentencia  de  remate,  deben  suspen-- 
derse  los  procedimientos  de  apremio  hasta  que  se  decida: 

Considerando  que  al  intentar  D.  Francisco  Villalobos  la  de- 
manda de  tercería  de  dominio  en  estos  autos,  si  bien  se  ha- 
Wa  ejecutoriado  la  sentencia  de  remate  y  estaban  pendien- 
tes los  procedimientos  de  apremio,  habiéndose  vendido  en  su- 
l)asta  pública  el  cortijo  de  los  Ojuelos  y  aprobado  el  remate, 
como  quiera  que  el  comprador  no  habia  entrado  en  posesión 
de  la  finca,  porque  no  se  habia  otorgado  la  escritura  de  ven- 
%  ni  se  habia  podido  registrar  en  el  de  la  propiedad  ,  ni  el 
actor  ejecutante  ó  sus  herederos  habían  recibido  el  precio,  es 
evidente  que  no  se  habia  consumado  el  contrato  ni  pasado  el 
dominio  de  la  cosa  vendida  al  comprador;  todo  lo  cual  demaes- 
tra que  el  procedimiento  de  apremio  estaba  pendiente,  y  que 
^  debido  suspenderse  su  continuación  hasta  la  resolución  de- 
finitiva de  la  tercería ,  según  el  precepto  claro  y  literal  de  la 
íaisma  ley; 

T  considerando  que  al  mandar  la  sentencia  que  se  lleve  ade- 
liuite  el  procedimiento  no  inTringe  dicha  ley,  sino  que  ha  de- 
i^cgado  la  justicia  á  Doña  Francisca  Villalobos,  desestimando 
de  hecho  la  demanda  de  tercería  sin  habérsela  oído  ni  vencida 
enjuicio; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar 
al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Doña  Francisca  Villa- 
lobos ;  y  en  su  virtud  casamos  y  anulamos  la  sentencia  que  en 
2  de  Junio  de  1874  dictó  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia 
de  Oranada ,  á  la  que  se  libre  orden  para  la  remisión  de  los 
Mtos,  y  lo  acordado. 

Ari  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Cface- 
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ta  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto 
las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firma- 
ino8,=Juan  González  Acóvedo.=José  María  Cáceres.= Hilario 
de  Igt)n.=  José  Fermín  de  Muro. = Juan  Cano  Manuel. =  Vic- 
toriano Careag^.= Ricardo  Díaz  de  Rueda. 

Publicación : 

Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  José  María  Cáceres  ,  Magistrado  del  Tribunal 
Supremo  ,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera,  en  el 
día  de  hoy ,  de  que  certifico  como  Relator  Secretario  de  la 
misma. 

Madrid  22  de  Setiembre  de  1875.=  Licenciado  Desiderio 
Martinez.         ' 


NÚM.  31. 


CASACIÓN  POR  INFRACCIÓN  DE  LEY.— SALA  PRIMERA. 


Pago  de  cierta,  cantidad.— Sentencia  de  23  de  Setiembre,  de- 
clarando no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto 
por  D.  Francisco  Albuin,  como  marido  de  Crisanta  Marcos, 
contra  la  pronunciada  por  la  Sala  primera  de  la  Audiencia 
de  este  distrito,  en  pleito  con  el  Marqués  del  Duero,  y  des- 
pués su  hija  y  heredera  Doña  Petra  Gutiérrez  de  la  Concha. 

En  los  CONSIDERANDOS  SO  establecc : 

1.**  Que  no  puede  decirse  que  han  sido  infringidas  por  una 
¿Mtencia  leyes  ni  doctrinas  que  no  tienen  aplicación  al  caso 
de  autos. 

2.®  Que  no  puede  alegarse  con  éxito  el  art.'^ll  de  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  civil,  si  no  se  expresa  y  demuestra  que  el 
Tribunal  sentenciador  al  apreciar  la  fuerza  probatoria  de  las 
declaraciones  de  los  testigos  haya  quebrantado  alguna  de  las 
reglas  de  la  sana  crítica. 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  23  de  Setiembre  de  1875, 
en  los  autos  seg^uidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del 
distrito  de  la  universidad  de  esta  capital,  y  en  la  Sala  prime- 
ra de  la  Audiencia  del  territorio  por  D.  Francisco  Abuin,  como 
marido  de  Crisanta  M&rcos ,  con  D.  Manuel  Gutiérrez  de  la 
Concha,  Marqués  del  Duero,  hoy  su  hija  y  heredera  Doña  Pe- 
tra Gutiérrez  de  la  Concha,  sobre  pago  de  4.120  rs. ;  autos 
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que  penden  ante  Nos,  en  virtud  de  recurso  de  casación  ínter- 
puesto  por  el  demandante  contra  la  sentencia  que  en  9  de 
Hayo  de  1874  dictó  la  referida  Sala: 

Resultando  que  en  11  de  Noviembre  de  1872,  previo  acto 
de  conciliación  sin  resultado,  D.  Francisco  Abuin,  como  ma- 
rido, y  representante  de  Crisanta  Marcos,  dedujo  demanda  con- 
tra D.  Manuel  Gutiérrez  de  la  Concha,  en  la  que  expuso  que 
dicha  su  mujer  habia  servido  algunos  años  como  cocinera  al 
Marqués  del  Duero  sin  haber  cobrado  lo  que  lá  correspondía 
por  salarios  y  comestibles  suplidos,  á  pesar  de  haberlo  pedido 
algunas  veces  al  mayordomo:  que  sabedor  de  ello  el  Marqués 
mandó  ajustar  la  cuenta,  pero  no  la  pagó:  después  de  haber 
trasladado  su  domicilio  el  Marqués  del  Duero  á  casa  de  su 
hermana  fué  despedida  de  su  servicio  la  Crisanta  Marcos  sin 
haber  logrado  que  se  la  pagase;  por  lo  cual,  y  después  de 
sentar  como  fundamento  de  derecho  el  principio  de  que  el  que 
celebra  un  contrato  debe  cumplirle:  que  el  señor  debe  pagar  á 
su  criado  y  éste  tiene  derecho  á  reclamar  directamente  de 
aquel  sin  ser  responsable  de  los  abusos  ó  estafas  de  la  persona 
de  quien  los  recibe  ordinariamente,  y  que  el  deudor  debe  pa- 
gar los  intereses  desde  que  incurra  en  mora,  pidió  se  condena- 
se al  Marqués  del  Duero  al  pago  de  4.120  rs.,  importe  de  sa- 
larios devengados  y  comestibles  suplidos,  y  al  de  los  intereses, 
para  lo  cual  dijo  que  entablaba  las  acciones  personales  que 
nacen  del  contrato  referido: 

Resultando  que  emplazado  el  Marqués  del  Duero  y  compa- 
recido en  forma  presentó  un  testimonio  de  dos  libros  de  gas- 
tos extraordinarios  que  llevaba  siT mayordomo  Marcelino  Adin, 
de  los  cuales  aparece  que  desde  1.'  de  Mayo  de  1864  hasta 
fin  de  Julio  de  1867  cargó  en  cuenta  el  Mayordomo  la  suma 
de  240  rs.  para  el  cocinero,  y  desde  1.**  de  Octubre  del  mismo 
200  rs.  parala  cocinera  en  todos  los  meses  siguientes  hasta  el 
Noviembre  de  1869,  á  excepción  de  los  meses  de  Enero,  Fe- 
brero y  Marzo  del  mismo,  apareciendo  de  otro  libro,  titulado 
para  gastos  de  cocina  que  el  22  de  Noviembre  de  1869  se  hizo 
un  resumen  de  cuentas  con  el  mayordomo  Adin,  alcanzando 
éste  al  Marqués  la  suma  de  1.417  rs.  30  cents.,  con  una  nota 
al  pié  de  haber  sido  pagado:  ^ 

Resultando  que  de  un  documento  firmado  por  Marcelino 
Adin  en  3  de  Enero  de  1870  aparece  haber  recibido  de  Don 
Fernando  Lozano  por  orden  del  Marqués  del  Duero  la  cantidad 
de  1.417  rs.  30  cents,  por  saldo  de  sus  cuentas  hasta  22  de 
Noviembre  anterior,  según  liquidación  estampada  con  la  mis- 
ma fecha  en  el  libro  de  cocina,  con  cuya  suma  se  habia  pa- 
gado á  las  dos  personas  expresadas  al  respaldo  á  cuenta  de 
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las  mayores  cantidades  que  el  Adin  les  debía  particularmente: 
«Pues  á  la  casa  de  S.  E.  (concluye  el  documento)  nada  al- 
canzó particularmente,  estando  satisfecho  de  todas  cuentas;^» 
y  al  dorso  de  este  documento  se  expresa:  «A  la  cocinera  Cri- 
santa  Marcos ,  &  cuenta  de  mayor  cantidad  que  particular- 
mente le  soy  en  deber,  1.000  reales;  á  Juan  Méndez  id.  id., 
417*30=1.417*30:» 

Resultando  que  el  Marqués  del  Duero  contestó  á  la  deman- 
da exponiendo  que  durante  algunos  años  le  habia  servido  como 
mayordomo  Marcelino  Adin,  quien  con  conocimiento  de  todos  los 
criados,  y  entre  ellos  Crisanta  Marcos,  llevaba  las  cuentas  del 
servicio  interior  doméstico,  que  de  su  puño  y  letra  consigna- 
ba en  varios  libros,  en  los  que  por  meses  se  sentaban  los  gas- 
tos  de  la  casa,  y  de  los  que  aparece  pagada  Crisanta  Marcos 
hasta  22  de  Noviembre  de  1869  en  que  Adin  cesó  en  su  cargo  de 
mayordomo:  que  también  se  llevaban  otros  libros  de  cocinacon 
la  Intervención  de  Marcelino  Adin,  á  quien  se  entregaba  men- 
sualmente  alguma  suma  si  resultaba  &  su  favor;  sin  que  hubiese 
nunca  el  menor  déficit  para  el  mes  siguiente;  y  que  la  co- 
cinera Crisanta  Marcos,  que  era  conocedora  de  este  sistema 
por  que  se  regia  la  casa,  jamás  se  quejó  por  la  falta  de  pago 
de  sus  salarios  ni  el  de  la  suma  que  decia  suplia  en  el  pago 
de  comestibles:  que  no  expresaba  en  su  demanda  cu&l  es  la 
cantidad  que  reclamaba  por  salarios  ni  en  qué  meses  se  omitió 
su  abono,  ni  tampoco  con  qué  autorización  tomaba  comesti- 
bles al  fiado,  ni  tampoco  dónde,  á  quién ,  en  qué  cantidad  y 
durante  qué  tiempo,  siendo  así  que  la  obligación  de  comprar 
los  comestibles  era  del  Marcelino  Adin,  á  quien  al  efecto  se 
le  entregaban  las  sumas  necesarias,  asi  como  la  de  Crisanta 
Marcos  la  de  pedir  lo  que  habia  menester  para  llenar  su  ser- 
vicio de  cocina;  y  pidió  la  absolución  de  la  demanda,  con 
imposición  de  costas  al  actor: 

Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba,  se  practicaron 
las  que  las  partes  propusieron ,  y  el  demandado  para  la  suya 
presentó  certificación  de  un  acto  conciliatorio  celebrado  en  27 
de  Setiembre  de  1870,  sobre  reclamación  de  4.110  rs.,  hecha  por 
D.  Francisco  Abuin  contra  D.  Marcelino  Adin  por  comestibles 
que  su  esposa  Crisanta  Marcos  habia  suministrado  en  la  casa 
del  Marqués  del  Duero,  del  que  resulta  que  Adin  negó  deber  la 
tal  cantidad  y  propuso  pagarle  lo  que  resultare  de  liquidación, 
con  lo  que  no  se  conformó  el  demandante: 

Resultando  que  D.  Marcelino  Adin  reconoció  la  firma  del 
documento  de  3  de  Enero  de  1870  y  la  certeza  de  su  conteni- 
do, asi  como  que  siempre  se  habia  él  considerado  como  deudor 
particular  de  Crisanta  Marcos,  &  la  que  nada  debia  el  Marqués, 
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por  caya  razón  había  sido  él  quien  se  había  comprometido  á 
pagar: 

Resultando  que  sustanciado  el  juicio  por  sus  trámites  ^  la 
referida  Sala  primera  de  la  Audiencia  por  sentencia  de  9  de 
Hayo  de  1874,  confirmatoria  de  la  del  Juez  de  primera  instan- 
cia, absolvió  á  D.  Manuel  Gutiérrez  de  la  Concha  de  la  de- 
manda, imponiendo  las  costas  al  actor: 

Y  resultando  que  por  parte  de  éste  se  interpuso  recurso  de 
casación,  por  haberse  á  su  juicio  infringido: 

i,**  La  ley  11,  tít.  U,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación, 
V^e  habla  de  los  salarios  debidos  por  razón  de  servicios  hechos 
^  los  Prelados,  Consejeros,  Ministros  y  otras  personas,  así  como 
<le  la  manera  de  probar  la  deuda  de  ellos  para  su  pa^o. 

2.**  El  art.  317  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  en  vir- 
t'id  del  que  los  Jueces  y  Tribunales  apreciarán  según  las  re- 
alas de  la  sana  crítica  la  fuerza  probatoria  de  las  declaraciones 
de  los  testigos. 

3.®  El  principio  legal  que  impone  al  señor  el  deber  de  pa  - 
S^r  los  salarios  á  sus  dependientes. 

Y  4.*  El  principio  legal,  según  el  que  todo  criado  puede 
pedir  al  que  le  tomó  á  su  servicio  el  salario  ó  merced  conve- 
lida, sin  que  responda  de  los  abusos  ó  estafa  de  la  persona  de 
^uien  lo  recibe  ordinariamente. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Joaquín  Ruiz  Ca- 
sábate. 

Considerando  que  la  ley  14,  tít.  11^  libro  10  de  la  Novísi- 
pia  Recopilación  es  inaplicable  al  presente  caso,  porque  su  ob- 
jeto y  fin  es  establecer  la  diferencia  que  hay  entre  los  que  sir- 
ven 4  los  Prelados,  Consejeros,  Ministros  y  otras  personas  con 
el  carácter  de  allegados  6  de  criados  con  salario  concertado, 
fijando  además  la  condición  legal  de  unos  y  otros  para  el  pago 
6  remuneración  de  sus  servicios;  puntos  ó  cuestiones  que  ni 
han  sido  promovidas  ni  por  tanto  discutidas  en  el  pleito: 

Considerando  que  son  asimismo  inaplicables  los  principios 
iuvocados  en  los  motivos  3.°  y  4.**,  puesto  que  la  Sala  senten- 
ciadora, apreciando  el  mérito  de  las  pruebas  practicadas,  sin 
íue  se  haya  demostrado  que  su  apreciación  es  contraria  á  ley 
6  doctrina  legal,  ha  declarado  que  la  demandante,  hoy  recur- 
vóte, no  ha  probado  en  manera  alguna  que  el  demandado  le 
^eadase  las  cantidades  reclamadas: 

Considerando  que  no  puede  alegarse  con  éxito  el  art.  317 
de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  si  no  se  expresa  y  demues- 
tí»,  como  aquí  no  se  ha  hecho,  que  el  Tribunal  sentenciador  al 
Apreciar  la  fuerza  probatoria  de  las  declaraciones  de  los  tes- 
^t^  haya  quebrantado  alguna  de  las  reglas  de  la  sana  critica; 
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Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lu* 
gar  ai  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Francisco  Abuin, 
¿  quien  condenamos  en  las  costas  y  á  pagar  la  cantidad  cor- 
respondiente por  razón  de  depósito,  la  que  caso  de  hacerse 
efectiva  si  mejorase  de  fortuna,  se  discribuirá  con  arreglo  á  la^ 
ley;  y  líbrese  la  correspondiente  certificación  á  la  Audiencia' 
de  este  distrito. 

Asi  por  esta  nuesti*a  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Qa^ 
ceta  é  insertará  en  la  Colección  Icffíslativa^  pasándose  al  efec* 
to  las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos ,  mandamos  y  firma- 
mos. =s  Juan  González  Acevedo.=José  Fermín  de  Muro.==Jaan 
Cano  Manuel. =Ramon  Díaz  Vela. = Victoriano  Careaga.=Joa- 
quin^uiz  Cañábate.  =Ricardo  Díaz  de  Rueda. 

Publicación: 

Leida  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Excelen- 
tísimo Sr.  D.  Joaquin  Ruiz  Cañábate,  Magistrado  del  Tribunal 
Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera  del 
mismo ,  el  dia  de  hoy ,  de  que  certifico  como  Relator  Secreta- 
rio de  dicha  Sala. 

Madrid  23  de  Setiembre  de  1878.  =  Licenciado  Mariano 
Fernandez  García. 

NüM.  32. 

CASACIÓN  POR  INERACCION  DE  LEY.— SALA  PRIMERA. 


Devolución  de  cierta  ca.ntida.d. — Sentencia  de  24  de  Setiem- 
bre, declarando  no  haber  lu^ar  al  recurso  de  casación  in- 
terpuesto por  D.  Guillermo  Sanford  contra  la  pronunciada 
por  la  Audiencia  de  este  distrito ,  en  pleito  con  D.  Joaquin 
López  Rubio. 

En  sus  CONSIDERANDOS  se  establece: 

Que  no  puede  decirse  que  han  sido  infringidas  por  una 
sentencia  leí/es  ni  doctrinas  que  no  tienen  aplicación  al  cato 
de  autos. 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  24  de  Setiembre  de  1875, 
en  los  autos  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del 
distrito  de  la  Latina  y  en  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  del 
territorio >por  D.  Joaquin  López  Rubio  con  D.  Guillermo  San- 
ford^ sobre  devolución  de  5.000  pesetas;  autos  que  penden  ante 
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ííos,  en  virtud  de  recurso  de  casación.  Interpuesto  por  Sanford 
contra  la  sentencia  que  en  6  de  Mayo  de  1874  dictó  la  refe- 
rida Sala: 

Resultando  que  D.  Joaquín  López  Rubio  y  D.  Guillermo 
Sanford,  éste  como  dueño  y  Director  de  una  fábrica  de  fundi- 
ción de  hierro  y  construcción  de  máquinas,  celebraron  un  con- 
trato que  hicieron  constar  en  un  documento  privado,  fecha  27 
de  Febrero  de  1863,  por  el  cual  el  segundo  se  obligó  á  cons- 
truir  una  sierra  vertical ,  de  modo  que  sirviese   para  deshilar 
trozas  y  cortar  tablones,  bajo  el  mismo  principio  que  la  que  se 
empleaba  en  los  talleres  del  ferro-carril  del  Mediterráneo,  con 
los  requisitos  y  circunstancias  indispensables  para  ello,  por 
precio  de  36.000  rs.:  que  el  mismo  D.  Guillermo  Sanford  ce- 
dió en  venta  á  López  Rubio  una  locomóvil,  de  fuerza  de  ocho 
caballos,  de  las  del  mejor  sistema  que  se  construyeran  en  In- 
glaterra, quedando  ajustada  en  el  precio  de  30.000  rs.,  compro- 
metiéndose á  entregar  en  sus  talleres  la  máquina  de  serrar  y 
la  locomóvil  en  el  término  de  tres  meses  á  contar  desde  la  fe- 
<5ha  del  contrato,  y  á  responder  por  espacio  de  seis  de  todas 
^*s  piezas  que  se  inutilizasen  por  defectos  de  construcción,  pero 
^p  de  los  siniestros  que  ocurriesen  por  mala  inteligencia  é  inep- 
titud de  los  que  las  manejasen:  y  el  D.  Joaquín  López  Rubio  se 
obligcS  á  su  vez  á  satisfacer  á  Sanford  los  66.000  rs.  indicados, 
entregando  20.000  al  firmar  el  contrato  y  los  46.000  restantes 
**^ecíbir  las  máquinas  en  los  talleres  de  Sanford;  así  lo  ve- 
'ificó  según  nota  puesta  al  pié  del  contrato,  en  la  que  San- 
ford expresa  bajo  su  firma  que  habia  recibido  los  20.000  rs. 
^^J^spondientes  al   primer  plazo  en   un  talón   á   cargo  del 
®*^iiCo  Peninsular  Hipotecario; 

fiesultando  que  en  2  de  Julio  de  1872  dedujo  demanda  Don 
JoaqQíQ  López  Rubio  contra  D.  Guillermo  Sanford,  pidiendo 
V^^  se  le  condenase  á  la  devolución  de  las  5.000  pesetas  que 
*^  entregó,  con  los  intereses  legales,  reparación  de  danos  y 
P^^juicios  y  pago  de  costas;  y  expuso  que  las  máquinas  no  le 
v^F^^  entregadas  en  el  tiempo  de  los  tres  meses  ,  como  era 
^.  ligación  del  contrato,  ni  después,  á  pesar  de  haberle  conce- 
^^o  algún  desahogo  en  vista  de  las  súplicas  que  Sanford  le 
"^O:  que  en  el  tiempo  trascurrido  desde  aquella  fecha  las  cir- 
^^^stancias  del  demandante  hablan  variado  radicalmente ,  de 
''^^do  que  en  la  actualidad  no  necesitaba  la  máquina,  y  que 
{í^^  este  motivo  habia  reclamado  diferentes  veces  á  D.  Gui- 
™^nao  Sanford  la  devolución  de  las  5.000  pesetas  y  no  lo 
**^ia  conseguido :  * 

j       Resultando  que  conferido  traslado  á  D.  Guillermo  Sanford 
^Vacuó  con  la  solicitud   de  que  se  le  absolviese  de  la  de- 
1I.~1."y3.'  10 
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manda  y  se  mandase  que  D.  Joaquin  López  Rubio  dirig^iera 
la  acción  que  viere  convenirle  en  legal  forma  contra  los  he- 
rederos de  D.  Guillermo  Sanford  y  Pioche ,  y  que. sí  se  esti- 
mara como  bien  entablada  la  demanda  ,  que  se  condenase  al 
actor  al  cumplimiento  del  contrato,  que  por  su  culpa  y  exclu^ 
siva  causa  no  se  habia  llevado  á  efecto;  y  en  apoyo  de  su  pre-- 
tensión  expuso:  que  quien  contrató  con  el  demandante  fué  el 
hijo  del  demandado,  que  falleció  en  Febrero  de  1872:  que  n<y 
reconocía  ni  negaba  la  legitimidad  del  contrato  que  sirve  d& 
fundamento  á  la  demanda:  que  ignoraba  si  fué  ó.  no  cierta  la 
entrega  de  los  20.000  rs.,  y  si  se  hizo  efectivo  el  talón  contra^ 
el  Banco  Peninsular  Hipotecario:  que  López  Rubio  no  se  pre- 
sentí? en  los  talleres  ni  en  el  mes  de  Junio  ni  en  los  posteriores 
á  recoger  las  máquinas  vendidas,  á  pesar  de  hallarse  estas  dis» 
puestas  para  su  entrega,  ni  habia  contestado  á  las  cartas  que 
sobre  el  particular  se  le  habían  dirigido  en  17  de  Junio,  27 
de  Setiembre,  5  y  12  de  Octubre  de  aquel  año:  que  era  falso 
que  López  Rubio  se  hubiera  presentado  en  la  fábrica  á  pedir 
cosa  alguna  ;  y  que  sin  embargo  el  demandado  estaba  dis- 
puesto, á  pesar  del  tiempo  trascurrido,  á  entregar  las  máqui- 
nas ,  siempre  que  se  depositara  previamente  el  importe  de  la 
venta  y  el  de  los  perjuicios  causados,  por  los  cuales  se  for- 
muló reconvención: 

Resultando  que  D.  Joaquin  López  Rubio  absolvió  posicio- 
nes, diciendo  que  habia  entregado  los  20.000  rs.  á  D.  Guillermo 
Sanford,  que  ignoraba  tuviese  el  segundo  apellido  de  Pioche: 
que  no  habia  conocido  ni  tratado  á  D.  Guillermo  Sanford  y 
Clark,  actual  dueño  de  la  fábrica :  que  no  tuvo  con  éste  con- 
trato ni  negocio  pendiente;  y  que  la  persona  con  quien  celebró 
el  de  la  compra  de  las  máquinas,  falleció  repentinsimeute  en 
Febrero  de  1872:  que  tenia  negocios  pendientes  con  el  Banco 
Peninsular  Hipotecario ;  y  que  hasta  la  fecha  habia  continuado 
con  el  establecimiento  para  el  cual  destinaba  las  máquinas:  que 
habia  estado  varias  veces  en  los  talleres  de  Sanford ,  padre, 
hallándose  en  él  su  hijo  desde  1863  acompañado  de  varias  per- 
sonas que  no  recordaba;  que  llevaba  libros  correspondientes  á. 
la  fábrica  de  maderas;  y  que  no  recordaba  haber  tenido  carta 
alguna  del  hijo  de  Sanford  ni  que  le  hubiera  contestado  : 

Resultando  que  el  demandado,  absolviendo  también  posi- 
ciones, dijo  que  su  hijo  D.  Guillermo  Sanford  y  Pioche  regia  y 
administraba  la  fábrica  de  fundición  en  Febrero  de  1863  como 
dependiente  suyo,  y  en  su  ausencia  formalizaba  los  contratos 
relativos  á  dicho  establecimiento,  aun  cuando  no  estuviese 
presente  el  declarante,  lo  cual  no  era  óbice  para  que  se  cum- 
plieran: que  todas  las  operaciones  fabriles  y  de  contabilidad 
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sehacian  constar  en  el  libro   de  caja;  y  que  ignoraba  si  se 
hizo  efectivo  el  talón  del  Banco  Peninsular  Hipotecario  : 

Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba  se  practicaron 
las  que  las  partes  propusieron  por  medio  de  testigos,  y  á  ins- 
tancia del  actor  y  con  relación  al  libro  de  caja  de  la  fábrica  de 
Sanford  se  testimonió  un  asiento  que  dice  :  «10  de  Marzo;  de 
B.  Joaquín  López  Rubio ,  primer  plazo  de  una  máquina  aser- 
rar y  locomóvil  contratada.  Mag.*  R.  68,  20.000  rs.: 

Resultando  que  la  mencionada  Sala  segunda  de  la  Audien- 
cia por  sentencia  de  6  de  Marzo  de  1874 ,  confirmatoria  eii 
parte  de  la  del  Juez  de  primera  instancia,  condenó  á  D.  Gui- 
llermo Sanford  y  Clark  á  que  devuelva  á  D.  Joaquín  López 
Rubio,  en  el  término  de  diez  dias,  las  5.000  pesetas  reclama- 
das en  este  pleito,  con  los  intereses  á  razón  del  6  por  100  anual 
desde  24  de  Julio  de  1872  hasta  que  se  verifique  la  devolu- 
ción; y  absolvió  al  D.  Joaquin  López  Rubio  de  la  demanda 
que  por  reconvención  ha  propuesto,  contra  el  mismo,  D.  Gui- 
llermo Sanford  y  Clark ,  sin  hacer  especial  condenación  de 
costas  de  una  ni  otra  instancia : 

Y  resultando  que  D.  Guillermo  Sanford  interpuso  recurso 
de  casación  por  haberse,  á  su  juicio,  infringido : 

1.^  Las  leyes  1.*,  6.*  y  7.*,  tít.  5.^  Partida  5.*,  en  cuanto 
*?an  ellas,  convenidas  las  partes  en  la  cosa  y  en  el  precio, 
todo  contrato  de  compra- venta  queda  perfecto  y  obligatorio,  y 
si  además  se  hubiere  entregado  parte  del  precio  no  puede 
quedar  ineficaz  sin  el  mutuo  acuerdo  de  los  contrayentes. 

2.**  Las  decisiones  de  este  Tribunal  Supremo  de  30  de  Ju- 
nio de  1854  y  11  de  Abril  de  1864,  por  las  cuales  se  afirma  y 
ítólara  la  anterior  doctrina,  añadiéndose  que  en  casos  tales  nin- 
guna de  los  contrayentes  puede  dejar  de  hacer  lo  pactado  ni 
deshacer  la  venta. 

3.'  La  ley  28,  tít.  5.®,  Partida  5.*,  que  impone  al  compra- 
dor la  obligación  de  pagar  el  precio  de  la  cosa  vendida,  sin 
que  hasta  entonces  adquiera  su  dominio ,  aunque  se  la  haya 
entregado,  abonando,  caso  de  mora,  los  intereses  del  tiempo 
que  trascurre. 

V  La  ley  27,  tít.  5.**,  Partida  5.',  y  la  sentencia  de  18  de 
Febrero  de  1863,  congruente  con  ella,  por  lo  cual  se  declara 
q^  el  vendedor  que  no  entregue  las  cosas  vendidas  en  el 
plazo  señalado ,  sólo  está  tenido  al  abono  de  diferencia  que 
kubiere  en  su  valor,  que  fuere  originado  por  su  tardanza. 

5.*  La  sentencia  de  27  de  Marzo  de  1865,  que  previene  á 
^  Jueces  que  en  materia  de  prueba  testifical  formen  su  cri- 
terio por  el  valor  absoluto  que  merezcan  las  declaraciones  pres- 
tadas. 
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6.^  La  eentencia  de  este  Tribunal  Supremo  de  24  de  Enero 
de  1863,  22  de  Junio  de  1865,  25  de  Abril  y  28  de  Setiembre 
de  1866,  18  y  28  de  Setiembre  de  1867,  por  las  cuales  se 
declara  que  la  regla  general  de  que  la  apreciación  de  la  prueba 
testifical  corresponde  á  la  Sala  sentenciadora,  no  es  aplicable 
cuando  se  dicta  la  sentencia,  apreciando  en  conjunto  el  resul* 
tado  de  las  diferentes  pruebas  suministradas;  principio  que 
rige  con  mucha  mayor^ fuerza  cuando,  según  acontece  en  el 
caso  actual,  no  es  cierto  en  manera  alguna  que  los  litigantes 
hayan  estado  conformes  en  el  hecho  capital  de  haber  vendido 
D.  Guillermo  Sanford  y  Pioche  á  D.  Manuel  Villagelin  las  má- 
quinas que  fueron  objeto  del  contrato  formalizado  con  D.  Joa- 
quin'Lopez  Rubio:  las  sentencias  de  18  de  Noviembre  y  29  de 
Diciembre  de  1868,  que  dan  lugar  al  recurso  cuando  se  in- 
fringe el  art.  317  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  contra- 
riando las  reglas  de  la  sana  crítica,  pues  no  pueden  hacer  fé 
en  juicio  las  declaraciones  de  testigos  que  no  concuerdan  en 
lo  sustancial  de  los  hechos  sobre  que  declaran. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  Don  Hilario  de 
Igon. 

Considerando  que  las  leyes  1.*,  6.*  y  7.*,  Partida  5.% 
citadas  en  primer  lugar  en  apoyo  del  recurso,  por  las  cuales 
se  define  el  contrato  de  compra-venta,  se  declara  que  puede 
celebrarse  por  el  simple  consentimiento  ó  por  cartas,  y  se  re- 
suelve que  cuando  ha  mediado  entrega  de  señal  como  parte  de 
precio,  ninguna  de  las  partes  puede  arrepentirse;  y  la  doctrina 
admitida  por  la  jurisprudencia  de  los  Tribunales  y  consignada 
en  las  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  de  30  de  Junio 
de  1854  y  11  de  Abril  de  1864,  según  la  cual  queda  perfec- 
cionado el  contrato  de  compra -venta  luego  que  se  convienen 
las  partes  en  la  cosa  y  en  el  precio ,  doctrina  citada  en  el  se- 
gundo fundamento,  no  han  sido  infringidas  por  la  sentencia, 
puesto  que,  cualquiera  que  sea  la  naturaleza  del  contrato  ce- 
lebrado entre  las  partes,  dicha  sentencia  no  ha  desconocidc 
su  valor  legal: 

Considerando  que  tampoco  se  infringe  por  la  sentencia  U 
disposición  de  la  ley  28,  tít.  5.®,  Partida  5.*,  que  impone  a] 
comprador  la  obligación  de  pagar  el  precio  de  la  cosa  com- 
prada, por  cuanto  sólo  seria  inaplicable  cuando  construidas 
las  niáquinas  contratadas.,  se  hubiere  verificado  su  entrega: 

Considerando  que  la  ley  27,  tít.  5.*,  Partida  5.*,  que  imputi 
el  menoscabo  que  pueda  sufrir  la  cosa  vendida  al  veüdedoi 
ó  comprador  que  por  su  culpa  hubiere  dejado  de  entregarla  <! 
recibirla,  y  la  doctrina  sentada  en  el  mismo  sentido  en  la  sen- 
tencia de  este  Tribunal  Supremo  de  18  de  Febrero  de  1863 
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no  son  aplicables  al  pleito^  ni  han  podido  ser  infringidas  por  la 
sentencia,  por  no  haber  sido  objeto  del  debate  la  reclamación 
de  menoscabos  por  una  ni  por  otra  parte,  ni  puede  tener  lugar 
cuando  ajustada  por  el  convenio  una  máquina  de  aserrar  y 
una  locomóvil,  no  se  contrataron  cosas  determinadas  que  pu- 
dieran haberlo  sufrido: 

Considerando  que  tampoco  infringe  la  sentencia  la  doctri- 
na consignada  en  la  de  este  Tribunal  Supremo  de  27  de  Marzo 
de  1865,  según  la  cual  los  Tribunales  no  deben  atenerse  al 
númelro  sino  al  valor  de  los  dichos  de  los  testigos,  tanto  más 
cuanto  que  en  el  motivo  quinto  en  que  se  alega  esta  supuesta 
infracción,  ni  siquiera  se  expresa  el  concepto  en  que  se  su- 
pone cometida: 

T  considerando,  por  último,  que  el  sexto  fundamento  del 
recurso,  y  la  doctrina  que  se  consigna  en  las  sentencias  de 
este  Tribunal  Supremo,  que  se  citan  en  su  apoyo,  se  alegan 
en  una  forma  indeterminada,  sin  expresar  claramente  la  doc- 
trina que  se  supone  infringida,  ni  en  qué  consiste  la  infrac- 
ción, si  se  exceptúa  el  último  período, ,^en  el  cual  se  supone 
infringido  el  art.  317  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  por 
contrariar  la  sentencia  las  reglas  de  la  sana  crítica ,  pues  no 
pueden  hacer  fé  en  juicio  las  declaraciones   de  testigos  que 
no  concuerdan  en  lo  sustancial,  y  todavía  falta  expresar  á 
^ué  testigos  se  alude  y  en  qué  hechos  no  conforman  sus  de- 
claraciones, no  pudiendo  por  ello  tomarse  en  cuenta  este  sexto 
fundamento^  en  el  cual  se  dice  por  incidencia  que  los  litigan- 
tes no  han  estado  conformes  en  el  hecho  capital  de   haber 
vendido  D.  Guillermo  Sanford  á  D.  Manuel  Villagelin  las  má- 
quinas objeto  del  contrato,  cuyo  particular,  como  consignado 
en  un  considerando,  nunca  daría  lugar  á  la  casación,  según 
tiene  repetidamente  declarado  este  Tribunal  Supremo; 

Pallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  habtr  lu- 
P^r  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Guillermo  San- 
ford, á  quien  condenamos  en  las  costas ;  líbrese  la  correspon- 
diente certificación  á  la  Audiencia  de  este  distrito. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Oa-- 
^^ta  é  insertará  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto 
^fts  copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  ñrma- 
inü8.=Juan  González  Ace vedo. = José  María  Cáceres.=Lau- 
wano  de  Arrieta.=Hilario  de  Igon.==»Victoriano  Careaga.= 
'oaquin  Buiz  Cañábate.  =Ricardü  Díaz  de  Rueda. 
Publicación  : 

Leida  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Excelen- 
^mo  8r.  D.  Hilario  dé  Igon,  Magistrado  del  Tribunal  Supre- 
^)  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera  del  mismo, 


148  TRIBUNAL  SUPREMO. 

6.°  La  Bentencia  de  este  Tribunal  Supremo  de  24  de  Boero 
de  1863,  22  de  Junio  de  1865,  25  de  Abril  y  28  de  Setiembre 
de  1866,  18  y  28  de  Setiembre  de  1867,  por  las  cuales  se 
declara  que  la  regla  general  de  que  la  apreciación  de  la  prueba 
testifical  corresponde  &  la  Sala  sentenciadora,  no  es  aplicable 
cuando  se  dicta  la  sentencia,  apreciando  en  conjunto  el  resul** 
tado  de  las  diferentes  pruebas  suministradas;  principio  que 
rige  con  mucha  mayor^ fuerza  cuando,  según  acontece  en  el 
caso  actual,  no  es  cierto  en  manera  alguna  que  los  litigantes 
hayan  estado  conformes  en  el  hecho  capital  de  haber  vendido 
D.  Guillermo  Sanford  y  Pioche  á  D.  Manuel  Villagelin  las  má- 
quinas que  fueron  objeto  del  contrato  formalizado  con  D.  Joa- 
quín López  Rubio:  las  sentencias  de  18  de  Noviembre  y  29  de 
Diciembre  de  1868,  que  dan  lugar  al  recurso  cuando  se  in- 
fringe el  art.  317  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  contra- 
riando las  reglas  de  la  sana  critica,  pues  no  pueden  hacer  fé 
en  juicio  las  declaraciones  de  testigos  que  no  concuerdan  en 
lo  sustancial  de  los  hechos  sobre  que  declaran. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  Don  Hilario  de 
Igon. 

Considerando  que  las  leyes  1.*,  6.*  y  7.*,  Partida  5.% 
citadas  en  primer  lugar  en  apoyo  del  recurso,  por  las  cuales 
se  define  el  contrato  de  compra-venta,  se  declara  que  puede 
celebrarse  por  el  simple  consentimiento  ó  por  cartas,  y  se  re- 
suelve que  cuando  ha  mediado  entrega  de  señal  como  parte  de 
precio,  ninguna  de  las  partes  puede  arrepentirse;  y  la  doctrina 
admitida  por  la  jurisprudencia  de  los  Tribunales  y  consignada 
en  las  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  de  30  de  Junio 
de  1854  y  11  de  Abril  de  1864,  según  la  cual  queda  perfec- 
cionado el  contrato  de  compra-venta  luego  que  se  convienen 
las  partes  en  la  cosa  y  en  el  precio ,  doctrina  citada  en  el  se- 
gundo fundamento,  no  han  sido  infringidas  por  la  sentencia, 
puesto  que,  cualquiera  que  sea  la  naturaleza  del  contrato  ce- 
lebrado entre  las  partes,  dicha  sentencia  no  ha  desconocido 
su  valor  legal: 

Considerando  que  tampoco  se  infringe  por  la  sentencia  la 
disposición  de  la  ley  28,  tít.  5.®,  Partida  5.*,  que  impone  al 
comprador  la  obligación  de  pagar  el  precio  de  la  cosa  com- 
prada, por  cuanto  sólo  seria  inaplicable  cuando  construidas 
las  ndáquinas  contratadas,  se  hubiere  verificado  su  entrega: 

Considerando  que  la  ley  27,  tít.  5.*,  Partida  5.*,  que  imputa 
el  menoscabo  que  pueda  sufrir  la  cosa  vendida  al  vendedor 
ó  comprador  que  por  su  culpa  hubiere  dejado  de  entregarla  ó 
recibirla,  y  la  doctrina  sentada  en  el  mismo  sentido  en  la  sen- 
tencia de  este  Tribunal  Supremo  de  18  de  Febrero  de  1863, 
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no  son  aplicables  al  pleito,  ni  han  podido  ser  infringidas  por  la 
sentencia,  por  no  haber  sido  objeto  del  debate  la  reclamación 
de  menoscabos  por  una  ni  por  otra  parte,  ni  puede  tener  lugar 
cuando  ajustada  por  el  convenio  una  máquina  de  aserrar  y 
^*  locomóvil,  no  se  contrataron  cosas  determinadas  que  pu- 
diera^n  haberlo  sufrido: 

Ccnsiderando  que  tampoco  infringe  la  sentencia  la  doctri- 
na Consignada  en  la  de  este  Tribunal  Supremo  de  27  de  Marzo 
de  1865,  según  la  cual  los  Tribunales  no  deben  atenerse  al 
núoiteto  sino  al  valor  de  los  dichos  de  los  testigos,  tanto  más 
<^*iito  que  en  el  motivo  quinto  en  que  se  alega  esta  supuesta 
infr^t^cion,  ni  siquiera  se  expresa  el  concepto  en  que  se  su- 
pon«  cometida: 

"V"  considerando,  poí  último,  que  el  sexto  fundamento  del 
reciix^o,  y  la  doctrina  que  se  consigna  en  las  sentencias  de 
este     Tribunal  Supremo,  que  se  citan  en  su  apoyo,  se  alegan 
en  Una  forma  indeterminada,  sin  expresar  claramente  la  doc- 
trina que  se  supone  infringida,  ni  en  qué  consiste  la  infrac- 
^ío^,  si  se  exceptúa  el  último  período, ^^en  el  cual  se  supone 
'^f^xngido  el  art.  317  de  la  Ley  de  EÜjuiciamiento  civil  por 
contrariar  la  sentencia  las  reglas  de  la  sana  crítica ,  pues  no 
pueden  hacer  fé  en  juicio  las  declaraciones   de  testigos  que 
^o   concuerdan  en  lo  sustancial,  y  todavía  falta  expresar  á 
V^é  testigos  se  alude  y  en  qué  hechos  no  conforman  sus  de- 
^lara^ciones,  no  pudiendo  por  ello  tomarse  en  cuenta  este  sexto 
'i^nclamento^  en  el  cual  se  dice  por  incidencia  que  los  litigan- 
*^^    no  han  estado  conformes  en  el  hecho  capital  de   haber 
'hendido  D.  Guillermo  Sanford  á  D.  Manuel  Villagelin  lasmá- 
^^ixias  objeto  del  contrato,  cuyo  particular,  como  consignado 
^P    i4.n  considerando,  nunca  daria  lugar  á  la  casación,  según 
tieti^  repetidamente  declarado  este  Tribunal  Supremo; 

í'allamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos^  no  habtr  lu- 
^^^  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Guillermo  San- 
^ord  ^  4  quien  condenamos  en  las  costas ;  líbrese  la  correspon- 
^*^xxte  certificación  á  la  Audiencia  de  este  distrito. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Oa^ 

f^^ot   é  insertará  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto 

^^      copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firma- 

?í^^^.=Juan   González  Acevedo.==José  María  Cáceres.=Lau- 

0  de  Arrieta,=Hilario  de  Igon.=Victoriano  Careaga.= 

cjuin  Buiz  Cañábate. =Ricardo  Diaz  de  Rueda. 

í*ublicacion : 

^    ^  Xeida  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Excelen- 
^^5^^^  8^-  ^'  Hilario  de  Igon,  Magistrado  del  Tribunal  Supre- 
celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera  del  mismo, 


150  TBIBUNAL    SUPREMO. 

el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Relator  Secretario  de  di- 
cha Sala. 

Madrid   24  de  Setiembre  de    1875.>=Licenciado   Mariano 
Fernandez  Oarcia. 

NÚM.  33. 

CASACIÓN  POR  INFRACCIÓN  DE  LEY.— SALA  PRIMERA. 


Mbjor  derecho  á  los  bienes  resbrvables,  de  una  vincula- 
ción.—Soüteacia  de  24  de  Setiembre,  declarando  no  haber 
lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Doña  Martina 
Arévalo  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  segunda  de  la 
Audiencia  de  este  distrito,  en  pleito  con  Doña  Cristina  Fran- 
cisca Barona ,  como  curadora  ad  bona  de  su  hijo  D.  José 
Arévalo  y  el  Ministerio  fiscal. 

En  sus  CONSIDERANDOS  86  cstablcce: 

Que  no  puede  decíffse  que  han  sido  infringidas  por  una 
sentencia  leyes  ni  doctrinas  que  no  tienen  aplicación  al  caso 
de  autos. 

Eü  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  24  de  Setiembre  de  1875, 
en  los  autos  se^ruidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de 
Ocaña,  y  en  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  este  distrito, 
por  Doña  Martina  Arévalo  del  Águila  con  Doña  Cristina  Fran- 
cisca Barona,  como  curadora  ad  bona  de  su  hijo  D.  José  Aré- 
valo y  Barona,  en  los  que  también  ha  sido  parte  el  Ministerio 
fiscal,  sobre  mejor  derecho  á  la  mitad  reservable  de  los  bienes 
de  una  vinculación ;  autos  que  penden  ante  Nos,  en  virtud  de 
recurso  de  casación  interpuesto  por  la  Doña  Martina  Arévalo 
contra  la  sentencia  que  en  12  de  Mayo  de  1874  dictó  la  refe- 
rida Sala: 

Resultando. que  D.  Francisco  de  Arévalo,  Presbítero  en  la 
villa  de  Tepes,  en  el  testamento  cerrado  que  otorgó  en  23  de 
Setiembre  de  1726,  abierto  y  publicado  en  19  de  Mayo  de  1727, 
fundó  un  vinculo  llamando  á  su  goce  y  posesiou,  después  de 
la  vida  de  sus  tres  hermanas.  Doña  Teresa,  Doña  Juana  y 
Doña  Úrsula,  en  primer  lugar  á  D.  José  de  Arévalo,  su  sobri- 
no, y  sus  hijos  y  descendientes  legítimos,  precediendo  el  ma- 
yor al  menor  y  el  varón  á  la  hembra;  en  segundo  lugar  ¿.Don 
Francisco  Benito  de  Arévalo,  su  sobrino ,  sus  hijos  y  descen- 
dientes legítimos,  precediendo  el  mayor  al  menor  y  el  varón 
á  la  hembra;  y  en  tercer  lugar  á  Doña  Francisca  de  Arévalo, 
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«u  sobrina,  y  sus  hijos  y  descendientes  en  igual  forma:  cuyos 
-tres  ao'brinos  llamados  eran  hijos  de  D.  José  Arévalo,  hermano 
4iel  fandador,  y  estableció  que  era  su  voluntad  que  el  vinculo 
-que  dejaba  fundado  no  coincidiera  ni  se  uniera  con  el  que 
fundó  D.  Manuel  Suarez  de  Villamayor,  su  tio,  de  calidad  que 
oo  estuvieran  los  dos  vincules  en  un  poseedor  ni  en  una  casa 
^e  laa  que  él  llamaba  al  groce  y  disfrute  de  los  que  fundaba: 
Resultando  que  por  codicilo  de  21  de  A.bril  de  1797  (así 
■dice)  agregó  el  fundador  otros  bienes  al  mencionado  vinculo, 
y  Dofia  Juana  de  Arévalo  hizo  también  otra  agregación  en  su 
^tatnento  cerrado  de  6  de  Febrero  de  1729: 

üesultando  que  el  primer  llamado,  D.  José  de  Arévalo,  mu- 
rió sin  sucesión  en  25  de  Agosto  de  1765,  y  el  mayorazgo 
pas(S  4  D,  Vicente  Gutiérrez  Arnalte,  hijo  de  la  llamada  en 
■tercoT  lugar  Doña  Francisca  Arévalo,  porque  D.  Francisco  Be- 
nito Arévalo,  llamado  en  segundo  lugar,  poseia  el  mayorazgo 
íunclado  por  D.  Manuel  Suarez  de  Villamayor,  con  el  que  era 
inca  tupa  ti  ble  el  fundado  por  D.  Francisco  Arévalo;  y  por  fa- 
lleciiiaiento  de  D.  Vicente  Gutiérrez  pasó  el  mayorazgo  á  su 
^jo  D.  Juan  Gutiérrez  Arnalte,  que  murió  sin  sucesión  en  18 
de  Octubre  de  1872: 

ílesultando  que  en  3  de  Diciembre  del  mismo  año  entabló 

'^^D^anda  Doña  Martina  de  Arévalo,  hija  de  D.  Manuel  Esté- 

oan    Arévalo,  que  nació  en  3  de  Agosto  de  1768,  nieta  de  Don 

^iotiisio  Hilario  Arévalo  y  biznieta  de  D.  Francisco  Benito  de 

-^^évalo,  llamado  en  segundo  lugar  en   la  fundación,  y  ale- 

^^^ú.0  que  por  la  muerte  sin  sucesión  del  poseedor  D.  Juan 

^^tierrez  Arnalte  se  habia  extinguido  la  línea  del  tercer  Ha- 

™^do  y  ser  la  que  tenia  mejor  derecho  á  la   mitad  reservable, 

P^di<5  se  declarara  que  era  inmediata  sucesora  de  D.  Juan  Gu- 

^i^rrez  en  el  vínculo  fundado  por  D.  Francisco  de  Arévalo  ,  y 

^^  Su  consecuencia  que   por  fallecimiento  del  expresado  Don 

'^?^0  Gutiérrez  había  adquirido  y  la  pertenecía ,  como  de  libre 

imposición ,  la  mitad  de  los  bienes  con  que  fué  dotado  dicho 

T*^oulo  y  de  los  que  después  agregaron  á  él  el  mismo  funda- 

^Or  y  gu  hermana  Doña  Juana  de  Arévalo,   correspondiéndola 

?^bien  los  frutos  y  rentas  de  dicha  mitad  de  bienes  produ- 

^^dos  ó  devengados  desde  la  muerte  del  último  poseedor: 

Hesultando  que  citados  y  emplazados  por  edictos  los  que  se 

^T^y  eran  con  derecho  á  la  mitad  de  los  bienes  reservables  de 

^^Ho  vínculo,  se  personó  en  los  autos  ,   representado  por  su 

^^'^^ire  Doña  Cristina  Francisca  Barona,  el  menor  D.  José  Ma- 

^^^1  Arévalo ,  que  ha  acreditado  ser  hijo  de  D.  José  Miguel 

^^é  valo ,  nieto  de  D.  Ambrosio  Arévalo ,  tjue  nació  en  7  de 

siembre  de  1757 ,  biznieto  de  D.  Dionisio  Hilario  Arévalo, 
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y  tercer  nieto  de  D.  Francisco  Benito  Arévalo  ,  llamado  en 
segundo  lugar  en  la  fundación;  y  sosteniendo  dicho  menor 
tener  mejor  derecho  que  Doña  Martina  Arévalo,  pidió  se  des- 
estimara la  pretensión  de  la  Doña  Martina ,  y  se  declarara 
que  era  el  inmediato  sucesor  de  D.  Juan  Gutiérrez  Amalle 
en  el  vinculo  fundado  por  D.  Francisco  de  Arévalo,  y  en  bq 
consecuencia  que  le  pertenecía  como  de  libre  disposición  la 
mitad  de  los  bienes  con  que  fué  dotado  el  mencionado  víncu- 
lo y  de  los  que  le  agregaron  posteriormente  el  mismo  fundador 
y  su  hermana  Doña  Juana  de  Arévalo,  correspondiéndole  ade- 
más los  frutos  y  rentas  de  dicha  mitad  de  bienes  producidos 
ó  devengados  desde  la  muerte  del  último  poseedor: 

Resultando  que  las  partes  están  conformes  en  sus  respec- 
tivas filiaciones  ,  y  en  que  poseyendo  el  mayorazgo  fundado 
por  D.  Manuel  Suarez  de  Villamayor ,  D.  Manuel  Luciano  de 
Arévalo,  por  virtud  de  las*  leyes  de  desvinculacion  hizo  suya 
como  libre  la  mitad  de  los  bienes,  y  la  otra  mitad  reservable^  * 
pasó  también  como  libre  k  su  fallecimiento,  ocurrido  en  31  de 
Agosto  de  1830,  á  su  inmediato  sucesor  D.  José  Miguel  Aré- 
valo, padre  del  menor  litigante  D.  José  Manuel  Arévalo: 

Resultando  que  el  Ministerio  fiscal,  á  quien  se  oyó  en  am- 
bas instancias,  se  separó  de  todo  derecho  y  acción  por  no  cor^ 
responder  al  Estado  ninguno  respecto  de  la  fundación  de  que 
se  trata: 

Resultando  que  seguido  el  juicio  por  sus  trámites ,  la  Sala 
segunda  de  la  Audiencia,  por  sentencia  de  12  de  Mayo  de  1874, 
revocatoria  de  la  del  Juez  de  primera  instancia ,  declaró  de 
preferente  derecho  á  D.  José  Manuel  Arévalo  respecto  de  Doña 
Martina  Arévalo  á  la  mitad  de  bienes  reservables  del  vincula 
que  fundó  D.  Francisco  Arévalo,  vecino  que  fué  Je  Yepes,  j 
aí]rregaciones  hechas  al  mismo  por  él  y  por  su  hermana  Dofia 
Juana,  de  cuya  dotación  de  bienes  fué  último  poseedor  D.  Joan 
Gutiérrez  Arévalo;  y  que  en  su  consecuencia  corresponden  al 
expresado  D.  José  Manuel  Arévalo  la  mitad  de  dichos  bienes 
con  los  frutos  y  rentas  producidos  ó  devengados  desde  la  muer- 
te del  último  poseedor  del  expresado  vínculo  D.  José  Gutierre», 
y  sin  derecho  á  dichos  bienes  á  la  Doña  Martina  Arévalo,  sin 
hacer  expresa  condenación  de  costas: 

Y  resultando  que  Dofia  Martina  Arévalo  interpuso  recurso 
de  casación  por  conceptuar  infringida: 

1.**    La  voluntad  expresa  del  fundador  como  ley  suprema  en 
materia  de  vinculación,  cuya  doctrina  tiene  sancionada  este 
Tribunal  Supremo  en  varias  de  sus  decisiones,  y  entre  otraa    - 
las  de  26  de  Marzo  de  1870  y  9  de  Noviembre  de  1871,  porque 
el  fundador  D.  Francisco  de  Arévalo  estableció  una  verdadera 
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iDCompatibilidad  lineal,    demostrando  su  deseo  de  que  nunca 
96  reunieran  en  un  individuo  ni  en  una  sola  de  lea  lineas  lla- 
madas los  bienes  pertenecientes  al  vinculo  que  fundaba  y  al 
de  Suarez  Villainayor:  que  este  mayorazgo  radicó  en  la  línea  de 
B.  Ambrosio  Arévalo,  abuelo  del  D.  José  Manuel,  á  quien  la 
sfintencia  declaraba  de  preferente  derecho  para  obtener  el  de 
A^évalo;  y  consultada  la  voluntad  del  fundador  D.  Francisco 
Arévalo,  en  consonancia  con  lo  preceptuados  en  el  art.  2.®  del 
decreto  de  las  Cortes  de  27  de  Setiemvre  de  1820,  es  evidente 
que  si  hoy  existieran  las   vinculaciones  de  Villamayor  y  de 
Arévalo,  suprimidas  por  dicha  disposición.  Doña  Martina  Aré- 
lalo habia  de  disfrutar  una  de  ellas ,  puesto  que  los  hermanos 
I^-   Ambrosio  y  D.  Manuel  crearon  dos  líneas  diversas,  sin  que 
^  la  del  primero  pudieran  reunirse  y  radicar  uno  y  otro  ma- 
yarazgo  contra  la  voluntad  del  instituidor. 

2,"    El  art.  2.°  del  decreto  de  las  Cortes  de  27  de  Setiembre 

de   1820,  resiablecido  en  30  de  Agosto  de  1836,  puesto  que  al 

expresar  que  la  parte  reservada  sería  para  los  Inmediatos  del 

P^Beedor  del  vínculo  como  si  subsistiera,  fué  su  mente  indu- 

^••lile  que,  por  lo  respectivo  á  esta  porción  de  bienes,  ha  de 

^^nsiderarse  subsiátente   la  vinculación  cuando  se  trate    del 

^^or  derecho  á  ella,  y  por  necesaria  consecuencia  que  ha 

de    ^regirse  entonces  la  sucesión  por  las  prescripciones  del  de- 

^^'^to  y  conforme  á  la  expresada  voluntad  del  fundador,  lo  que 

^^    sucedería  de  cumplirse  la  sentencia,  porque  suponiéndose 

^^    ^lla  que  han  surtido  sus  efectos  las  leyes  desvinculadoras 

^"^^l^ecto  del  mayorazgo  de  Villamayor  cuando  en  1850  falleció 

^1  tjue  tuviera  su  mitad  reservable,  intenta  sancionar  y  afirma 

^^     puede  alegarse  ni  compatibilidad,  ni  por  consiguiente  que 

^R*^  la  de  la  subsistencia  de  la  desvinculacion. 

^.®  La  doctrina  sentada  por  este  Tribunal  Supremo  en  sen- 
^®^f5ia  de  14  de  Marzo  de  1861,  que  sanciona  «que  no  puede 
^^yisiderarse  extinguido  un  vínculo  en  el  que  ha  recibido  la 
^"^^ad  reservable  cuando  se  trate  de  juzgar  si  tiene  ó  no  de- 
][^^lio  4  la  mitad  de  otro  vínculo  cuya  compatibilidad  de  dos 
^orazgos,  mientras  hubiere  descendientes  de  diversas  lí- 
í,  no  es  dado  interpretar  de  otro  modo  su  voluntad,  mu- 
^l^^>  menos  cuando  al  aplicarla  debe  reputarse  el  mayorazgo 
P^^«  este  efecto  como  si  todavía  subsistiese; »  porque  la  sen- 
^ticia  considera  que  la  incompatibilidad  presupone  necesaria- 
^''^late  la  existencia  simultánea  de  los  mayorazgos  que  se  es- 
^^^3^n  entre  sí;  y  que  habiendo  surtido  todos  sus  efectos  las 
l^yes  de  desvinculacion  respecto  al  de  Suarez,  quedando  á  la 
^l>re  disposición  del  poseedor  la  mitad  de  los  bienes  á  la  fecha 
*®   dichas  leyes,  y  pasando  la  otra  mitad  como  libre  al  inme- 
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diato  sucesor  en  31  de  Agosto  de  1850  no  puede  existir  dicha 
incompatibilidad  alegada,  mucho  más  cuando  D.  José  Manuel 
Arévalo  no  fué  inmediato  sucesor  del  último  que  poseyó  aquel; 
y  con  arreglo  á  estas  disposiciones  y  doctrina,  es  imprescindi- 
ble considerar  subsistente  el  vinculo  de  Suarez  Yillamayor,  si 
tal  ha  de  juzgarse  el  de  Arévalo,  conforme  á  la  ley,  puesto 
que  conexos  y  relacionados  intimamente  y  con  reciproco  en- 
lace por  la  incompatibilidad  que  entre  ambos  se  creó  es  impo- 
4sible  tratar  de  la  sucesión  del  uno  sin  recordar  lo  dispuesto 
<5on  referencia  al  otro. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  Fermin  de 
Muro. 

Considerando  que  suprimidas  las  vinculaciones  por  la  ley 
de  11  de  Octubre  de  1820,  y  habiendo  fallecido  en  31  de  Agos- 
to de  1850  el  poseedor  I).  Manuel  Luciano  de  Arévalo,  del 
vínculo  de  Villamayor  pasó  la  mitad  reservable  á  su  sucesor 
inmediato  D.  José  Miguel  Arévalo,  padre  del  menor  litigante, 
en  completa  libertad  para  disponer  de  los  bienes  como  dueño, 
según  ordena  el  art.  2.^  de  la  expresada  ley  desvinculadora: 
-  Considerando  que  no  existiendo  el  vínculo  de  Villamiayor, 
ni  habiendo  sido  inmediato  sucesor  de  él  D.  José  María  Aré- 
valo, fáltala  base  de  la  incompatibilidad,  que  no  se  concibe 
sin  la  coexistencia  de  los  dos  mayorazgos  incompatibles  ó  de 
las  mitades  reservables  para  los  inmediatos  sucesores  de  las 
vinculaciones  disueltas: 

Considerando  que  la  doctrina  que  establece  la  sentencia  de 
este  Tribunal  Supremo  de  14  de  Marzo  de  1861  sobre  que  no 
se  entienda  extinguido  un  vínculo  en  el  que  ha  recibido  la 
mitad  reservable,  cuando  se  trata  de  juzgar  si  tiene  ó  no  de- 
recho á  la  mitad  de  otro  vínculo  cuya  compatibilidad  se  dis- 
puta, no  es  aplicable  á  este  caso,  porque  el  menor  D.  José 
Arévalo  no  ha  recibido  ninguna  mitad  reservadle  del  mayo- 
razgo: 

Considerando,  por  consecuencia  de  todo  lo  expuesto,  que 
al  declarar  la  sentencia  el  preferente. derecho  del  menor  sobre 
los  bienes  de  la  mitad  del  vínculo  en  litigio,  ni  quebranta  la 
voluntad  del  fundador,  ni  infringe  el  art,  2°  de  la  ley  de  11 
de  Octubre  de  1820,  ni  contradice  la  doctrina  de  la  sentencia 
de  este  Tribunal  Supremo  referida,  siendo  por  ello  evidente  la 
improcedencia  del  recurso; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lu- 
gar al  interpuesto  por  Doña  Martina  Arévalo,  á  la  que  conde- 
namos en  las  costas;  y  líbrese  la  correspondiente  certifícacioa 
á  la  Audiencia  de  este  distrito. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  (7c- 
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Uta  é  insertará  en  la  Colección  UffislatiM^  pasándose  al 
efecto  las  copias  necesarias^  lo  pronunciamos,  mandamos  y  fir- 
mamos. =Juan  González  Acevedo.=José  M.  Cácer6s.= Hilario 
de  Igon.=rJosé  Fermin  de  Muro.  =  Juan  Cano  Manuel.==Y¡c- 
toriano  Garreaga.  ^Ricardo  Diaz  de  Rueda. 

Publicación : 

Leída  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  José  Fermin  de  Muro,  Magistrado  del  Tribunal 
Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera  del 
mismo,  el  dta  de  hoy,  de  que  certifico  como  Relator  Secre- 
tario de  dicha  Sala. 

Madrid  24  de  Setiembre  de  1875.=>Licenciado  Mariano  Fer- 
nandez García. 

« 

NúM.  34.  j^ 

CASACIÓN  POR  INFRACCIÓN  DE  LEY. -SALA  PRIMERA. 


Pago  de  legítima.— Sentencia  de  24  de  Setiembre,  declarando 
no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Doña 
Joaquina  Salas  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  primera 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  en  pleito  con  Doña 
Rosa  Antón  y  Domingo. 

En  sus  CONSIDERANDOS  sc  establccc: 

Que  si  bien  las  renuncias  de  los  derechos  legitimarios  y 
¿»n  del  de  suplemento  de  legitima  pueden  rescindirse  con  ar- 
^\gh  á  la  legislación  vigente  en  Oatalufla  cuando  en  ellas  iu^ 
*íwc  Tnediado  lesión  enorme,  es  indispensable,  para  oue  su  res-- 
^on  tenga  lugar,  que  el  que  la  solicite  justifique  aebidaments 
^^  existencia  de  esta  lesión. 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  24  de  Setiembre  de  1875, 
^P  el  pleito  pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casa- 
ción por  infracción  de  ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera 
^tancia  de  Tarrasa  y  en  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la 
Audiencia  de  Barcelona  por  Doña  Joaquina  Salas,  viuda  de 
^*  José  Fontanet,  con  Doña  Rosa  Antón  y  Domingo,  viuda  de 
^«  Isidro  Salas  y  hoy  consorte  de  D.  Tomás  Viladot  y  Revira, 
^íio  usufructuaria  de  los  bienes  de  su  primer  marido,  y  con 
^  hijo  el  menor  D.  Juan  Salas  y  Antón,  representado  por  su 
^^rador  D.  Francisco  de  Asís  Güell,  sobre  pago  de  legítima: 

Besultand'o  que  D.  Matías  Salas  y  Llovet  falleció  en  14  de 


156  TRIBUNAL   SUPREMO. 

Noviembre  de  1834  con  testamento  otorgado  en  la  villa  de  Sa- 
badell  á  11  de  Enero  de  1832,  por  el  que  legó  á  su  hijo  Félix. 
Salas  y  Vila ,  por  todos  sus  derechos  de  legítima  paterna  y 
demás  que  pudiera  pretender  en  sus  bienes,  de  una  parte  1 .400 
libras  moneda  catalana;  un  escritorio  y  varias  ropas;  de  otra 
una  casa  con  su  salida  y  edificio  que  se  encontraba  construí- 
do  en  la  salida  de  la.  misma  casa  que  poseia  én  la  callé  nom- 
brada de  Gracia,  y  de  otra  parte  una  pieza  de  tierra  plantada 
de  viña  de  cinco  cuarteras  de  sembradura  que  poseía  en  tér- 
mino de  aquella  villa,  partida  llamada  Mas-Lloreaa,  todo  pa^ 
gado  y  entregado  en  esta  forma:  el  escritorio,  ropas,  casa  y 
pieza  de  tierra,  el  día  que  su  hijo  contrajera  matrimonio  ó  se 
separase  de  la  casa  de  su  heredero,  y  las  1.400  libras  después 
de  un  año  que  hubiera  contraído  matrimonio  ó  se  hubiera  se- 
parado de  aquel,  pudiendo  disponer  de  todo  ello  si  muriese 
dejando  hijos  legítimos  que  llegasen  á  edad  de  poder  testar,  y 
de  lo  contrario  sólo  podría  disponer  de  las  1.400  libras,  escri- 
torio y  ropas ,  debiendo  volver  la  casa  y  pieza  de  tierra  á  su 
heredero  y  sucesor  universal:  legó  asimismo  á  su  hija  Joaqui- 
na, en  pago  de.  su  legítima  paterna  y  demás  que  pudiese  pre- 
tender en  sus  bienes,  dos  cómodas  con  sus  ropas  y  vestidos, 
que  se  le  entregarían  el  dia  que  contrajera  matrimonio,  y 
1.400  libras  que  le  serian  entregadas  un  año  después  de  ha- 
berle contraído ,  de  todo  lo  cual  podría  disponer  á  su  libre 
voluntad,  señalándola  ciertas  cantidades  por  vía  de  alimentos 
si  no  contrajese  matrimonio;  nombró  usufructuaria  durante  su 
vida  á  su  mujer  Josefa  Vila ,  si  no  contrajese  segundo  matri- 
monio, é  instituyó  heredero  universal  á  su  hijo  primogénito 
Isidro,  sustituyéndole  é  instituyendo  para  los  casos  que  expre- 
só á  sus  demás  hijos  Félix,  Joaquina  y  Josefa: 

Resultando  que  D.  Félix  Salas  y  Vila  falleció  en  estado  de 
soltero  el  dia  5  de  Mayo  de  1838,  con  testamento  que  otorgó 
en  la  villa  de  Sabadell  á  7  de  Abril  de  1838,  en  el  que  eligió 
sepultura,  dejó  el  entierro  y  sufragios  á  voluntad  de  su  madre 
Josefa  Vila,  de  su  hermano  Isidro  y  de  su  hermana  Joaquina; 
declaró  que  su  hermana  Teresa,  casada  con  Pedro  TurruU, 
le  había  legado  200  libras  catalanas,  por  una  vez,  las  cuales, 
con  consentimiento  del  otorgante  fueron  entregadas  por  Pedro 
Turrull  á  Pablo  Roca,  con  la  condición  de  pagarle  y  satisfacerle 
el  6  por  100;  instituyó  á  su  hermana  Joaquina  Salas,  por  sus  bue- 
nos servicios  y  por  haberle  cuidado  con  amor  y  cariño  en  sa. 
liltima  enfermedad,  heredera  suya  de  las  200  libras  sobredi-- 
chas,  como  igualmente  de  todos  los  intereses  que  hubieran, 
vencido,  pudiendo  exigir  uno  y  otro  desde  el  dia  de  la  maerte^- 
del  otorgante: 


fiBNTBNClAS  DE  1875.  167 

los  416  y  430  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  para  el  juicio 
■  ■notario  de  testamentaria,  después  que  el  Juez  le  hubiese 
•venido  al  tenor  del  art.  415  de  la  misma  ley,  de  donde 
^le  aun  cuando  los  testamentarios  no  los  hayan  ob- 
^ás  que  la  sentencia  recurrida  ha  deneg'ado  la 
•ilidad  de  dichas  operaciones  que,  fundán- 
1  de  los  expresados  artículos,  se  demandó 
'  {"  invoca  ahora  como  primer  motivo  de 
lo  infring-irlos,  como  inaplicables  al  caso: 
■[■<'  aun  partiendo  de  que  los  mismos  testa- 
iii  incluido  en  sus  operaciones  los  dos  lega- 
s  que  el  testador  Mateo  López  hizo  á  su  so- 
.  Santiago  López,  ni  determinado  el  tiempo  y 
il.iau  de  ser  cumplidos  al  tenor  de  lo  que  dejó 
:  su  testamento,  esta  falta  daria  lugar  á  una  re- 
«le  agravios,  pero  no  á  la  de  nulidad  de  todas  las 
l^^5  propuestas  por  el  curador  de  aquel,  y  nunca  con- 
í^^tamentarios,  que  ya  tenian  ultimado  su  encargo,  por 
.   la  Sala  sentenciadora,  al  absolver  á  estos  de  tal  deman- 
reservó  expresamente  al  legatario  Florencio  Santiago  Lo- 
;  '/  el  derecho   de  que  se  crea  asistido  para  que  le  deduzca 
*ontra  quien  viere  convenirle ,  por  lo  que  es  evidente  que  no 
lia  infringido  la  ley  2.*  del  tít.  10,  Partida  6.%  puesto  que  no 
establece  acción  alguna  de  nulidad,  ni  tampoco  la  ley  1.*  del 
mismo  título  y  Partida,   como  que  se  limita  á  declarar  qué 
qniere  decir  testamentarios  «é  á  qué  tienen  pro^  é  en  qué  ma- 
nera deben  ser  fechos»; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lu- 
gar al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  José  Saturio 
Fernandez,  como  curador  del  menor  Florencio  Santiago  López, 
4  quien  en  tal  concepto  condenamos  en  las  costas;  y  líbrese 
la  correspondiente  certificación  ¿  la  Audiencia  de  Valladolid. 
Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Oa- 
teU  é  insertará  en  la  Colección  legislativa ,  pasándose  al  efecto 
las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firma- 
mo8.«Juan  González  Acevedo.=José  M.  Cáceres.= Laureano 
de  Arrieta.=»Hilario  de  Igon.=José  Fermín  de  Muro. = Juan 
Cano  Manuel. =Ramon  Diaz  Vela. 
Publicación: 

Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Ex- 
celentísimo Sr.-  D.  Ramón  Diaz  Vela,  Magistrado  de  la  Sala 
primera  del  Tribunal  Supremo ,  celebrando  audiencia  pública 
^  misma  Sala,  en  el  día  de  boy,  de  que  certifico  como  Escri- 
bo de  Cámara. 

Madrid  24  de  Setiembre  de  1875.=»Rogelio  González  Montes. 
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ropas  correspondientes;  que  le  fueron  asignadas  á  titulo  de 
dote:  que  adem&s  el  hermano  de  la  demandante  D.  Félix  Salas 
falleció  en  5  de  Mayo  de  1838,  y  como  que  sobrevivió  á  su 
padre  sin  cobijar  sus  derechos  legitimarios,  estos  correspondían 
á  la  demandante  en  virtud  del  testamento  que  otorgó;  y  que 
Doña  Bosa  Antón  y  D.  Juan  Salas  y  Antón,  menor  de  edad  j 
representado  por  su  curador  D.  Francisco  de  Asís  Güell ,  eran 
los  que  actualmente  estaban  poseyendo  los  bienes  que  al  mo- 
rir dejaron  D.  Matías  y  D.  Félix  Salas,  en  la  calidad  de  usu- 
fructuaria la  primera  y  de  propietario  el  segundo  de  la  he- 
rencia y  bienes  de  Isidro  Salas,  resistiéndose  á  entregar  á  la 
demandante  lo  que  tan  justamente  se  le  reclamaba,  y  que  ejer- 
ciendo las  acciones  supletoria  ó  ad  suplemeníum^  las  llamadas 
familia  escircunda  y  de  petición  de  herencia,  suplicó  que  se 
condenase  á  D.  Juan  Salas  y  Doña  Rosa  Antón,  madre  é  hijo, 
propietario  y  usufructuaria  respectivamente  de  los  bienes  de 
D.  Isidro  Salas,  á  entregar  á  la  demandante  11.025,  moneda 
catalana,  que  le  correspondían  en  concepto  de  legítima  pater- 
na ó  su  suplemento,  como  también  por  la  misma  legítima  cor- 
respondiente á  su  difunto  hermano  D.  Félix  Salas,  ó  bien 
aquella  mayor  ó  menor  suma  á  que  resultara  tener  derecho 
por  ambos  conceptos,  mediante  el  justiprecio  de  todos  los  bie- 
nes y  derechos  dejados  por  su  padre  el  día  de  su  muerte,  junto 
con  todos  los  frutos  ó  réditos  correspondientes  á  contar  desde 
el  mismo  dia,  y  al  pago  de  todas  las  costas  del  pleito: 

Resultando  que  D.  Francisco  de  Asís  Guell,  como  curador 
de  D.  Juan  Salas,  y  Doña  Rosa  Antón,  impugnaron  la  de- 
manda, negando  en  primer  lugar  la  exactitud  de  los  bienes 
que  suponía  dejó  D.  Matías  Salas,  como  también  su  importan- 
cia y  valor:  que  la  demandante  recibió  los  derechos  legitima- 
rios que  pudieran  correspondería  en  los  bienes  de  su  padre,  lo 
cual  ofrecía  justificar:  qué  se  fundaba  en  un  hecho  inexacto 
con  relación  ¿  la  importancia  de  los  bienes,  mucho  más  cuan- 
do el  valor  que  había  de  tomarse  en  consideración  era  el  que 
tuvieran  al  tiempo  del  fallecimiento  de  D.  Matías;  y  que  ne- 
gaba asimismo  á  Doña  Joaquina  la  calidad  de  heredera  uni- 
versal de  I).  Félix  Salas,  porque  solamente  lo  era  de  un  cré- 
dito, según  resultaba  de  la  copia  del  testamento  que  obraba  en 
autos: 

Resultando  que  la  demandante  replicó  reproduciendo  sn 
demanda;  que  los  demandados  solicitaron  antes  de  duplicar 
que  con  presentación  de  la  escritura  carta  de  pago  antes  re-* 
ferida,  otorgada  por  José  Fontanet  y  su  mujer  Joaquina  Salas, 
librada  en  el  mismo  dia  de  su  otorgamiento  y  registrada  en  la 
Contaduría  de  hipotecas,  que  Doña  Joaquina  Salas  absolviera 
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posiciones;  y  que  verificándolo,  dijo  con  vista  y  lectura  de  la 
carta  de  pago  que  era  cierto  que  con  el  consentimiento  de  su 
esposo  cobró  de  su  hermano  D.  Isidro  la  cantidad  de  1.400  li- 
bras y  dos  cómodas  con  sus  ropas,  en  pago  de  todos  sus  de- 
rechos de  legitima  y  demás  que  la  pudieran  corresponder  en 
los  bienes  de  su  padre;  y  si  bien  se  dio  por  contenta  y  satis- 
fecha de  ellos ,  no  comprendió  que  por  ello  se  abdicase  de 
pretender  más  por  razón  de  derechos  que  pudieran  correspon- 
dería: 

Resultando  que  suministrada  prueba  por  las  partes,  dictó 
sentencia  el  Juez  de  primera  instancia,  que  confirmó  con  las 
costas  en  13  de  Junio  de  1872  la  Sala  primera  de  lo  civil  de 
la  Audiencia  de  Barcelona,  absolviendo  á  los  demandados  de 
la  demanda,  con  imposición  de  costas  á  la  demandante: 

Besultando  que  Doña  Joaquina  Salas  interpuso  recurso  de 
casación  por  haberse  infringido  á  su  juicio: 

1.**  La  voluntad  del  testador  D.  Matías  Solas  y  Llovet, 
puesto  que  habiendo  legado  en  su  testamento  á  su  hijo  Don 
Félix,  de  quien  se  reconocía  á  la  recurrente  heredera  univer- 
sal, la  cantidad  de  1 .400  libras  catalanas  y  además  una  casa  y 
una  pieza  de  tierra,  con  escritorio  y  varias  ropas,  todo  en 
pago  de  los  derechos  de  legitima  paterna  que  pudiese  preten- 
der en  sus  bienes,  la  sentencia  absolvía  á  los  demandados  de 
la  demanda  en  que  se  pedia  el  pago  de  tales  derechos  legiti- 
luarios. 

^  2.**  La  ley  1.%  tít.  5.^  libro  6.^  volumen  1.^  de  las  Cons- 
tituciones de  Cataluña,  según  la  cual  los  hijos  deben  percibir 
cu  concepto  de  legítima  la  cuarta  parte  de  los  bienes  dejados 
por  sus  padres  en  el  dia  de  su  muerte. 

3.®  Con  relación  á  la  absolución  de  la  demanda  por  lo  to- 
síante á  la  legítima  que  correspondió  á  D.  Félix  Salas,  fundada 
cu  la  prescripción,  por  suponer  que  trascurrieron  más  de  trein- 
^  afios  desde  que  murió  D.  Matías  Salas  hasta  la  interposi- 
ción de  la  demanda,  la  jurisprudencia  consignada  por  este  Su- 
premo Tribunal  en  sentencias  de  24  de  Enero  de  1854  y  21 
de  Junio  de  1862,  según  la  cual,  queda  interrumpida  la  pres- 
cripción por  la  reclamación  que  se  haga  de  la  cosa  que  se 
pretenda  prescribir,  toda  vez  que  constaba  ser  cierto,  por  con- 
fesión de  los  demandados,  que  doña  Joaquina  Salas  reclamó 
^)pago  de  lo  que  era  objeto  de  su  demanda  en  distintas  oca- 
siones en  los  años  de  1864  y  1865,  y  aun  antes;  y  no  podia 
dudarse  de  ello  tampoco  en  presencia  del  testimonio  del  acto 
de  conciliación  de  22  de  Mayo  de  1863,  mucho  antes  de  ha- 
'^r  trascurrido  los  treinta  años;  con  cuyas  reclamaciones  era 
i&anifiesto  que  habla  quedado  «interrumpida  la  prescripción^ 
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atendida  la  jurisprudencia  admitida  por  el  Tribunal  Supremo 
en  las  citadas  sentencias: 

4.^  Y  partiendo  del  principio  de  que  la  legitima  era  en 
Cataluña  la  cuarta  parte  de  la  herencia,  lo  cual  constituía  un 
verdadero  condominio  entre  el  heredero  y  los  legitimarios,  cuya 
parte  ó  porción  poseia  aquel  de  consuno  y  en  nombre  de  estos 
ínterin  no  se  hiciera  la  oportuna  división,  la  doctrina  legal 
inconcusa  de  que  las  cosas  poseídas  en  común  no  prescriben 
nunca,  la  ley  2.*,  tít.  8.**,  libro  11  de  la  Novísima  Recopila- 
ción, la  jurisprudencia  consignada  sobre  esta  materia  en  sen- 
tencias de  22  de  Febrero  de  1854,  22  de  Diciembre  de  1860, 
22  de  Noviembre  de  1864  y  29  de  Diciembre  de  1868,  y  la  ju- 
risprudencia que  sobre  la  impresor iptibilidad  de  las  legítimas 
ha  establecido  el  Tribunal  Supremo  en  sentencia  de  12  de 
Enero  de  1870: 

5.**  El  art.  281  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  al  absol- 
ver á  los  demandados  de  la  demanda  en  cuanto  al  suplemento 
de  su  propia  legítima ,  pedida  por  Doña  Joaquina  Salas ,  se 
habia  tenido  en  cuenta  la  carta  de  pago  de  7  de  Julio  de  1846, 
sacada  sin  citación,  por  lo  cual  y  por  no  haber  sido  cotejada 
con  su  original  durante  el  término  de  prueba ,  era  ineficaz  en 
juicio,  á  tenor  de  dicho  artículo. 

Y  6.®  Por  no  haberse  estimado  válida  y  legal  en  la  sen- 
tencia la  renuncia  que  con  dicha  escritura  carta  de  pago  be- 
cha  por  Doña  Joaquina  Salas  del  suplemento  y  demás  dere-  ^ 
chos  de  legítima  que  pudiesen  corresponder  en  los  bienes-de 
su  padre  á  pesar  de  no  existir  causa  alguna  que  motivara  tal 
renuncia,  y  por  no  haber  sido  aceptada  y  firmada  como  debía 
serlo  por  el  heredero  D.  Isidro  Salas,  los  principios  fundamen- 
tales en  materia  de  contratos,  de  que  no  producen  efecto  al- 
guno las  obligaciones  contraidas  sin  causa  y  no  aceptadas  por 
aquel  ¿cuyo  favor  se  dicen  estipuladas,  la  jurisprudencia  sen- 
tada por  este  Supremo  Tribunal  en  sentencia  de  21  de  Octu- 
bre de  1865,  según  la  cual  es  nula  toda  renuncia  ó  transacción 
que  otorguen  las  partes  sobre  sus  derechos  legitimarios,  y  la 
sentencia  de  19  de  Abril  del  mismo  año^  que  declara  que  la 
renuncia  que  hace  un  ascendiente  de  la  legítima  que  por  de- 
recho le  corresponde ,  cede  si  tiene  descendientes  ,  como  tenia 
Doña  Joaquina  Salas ,  en  perjuicio  de  la  legítima  que  en  su 
caso  pudiera  corresponder  á  estos ,  contraviniéndose  asi  á  lo 
prescrito  en  las  leyes  1.*  y  8.*,  tít.  20,  libro  10  de  la  Novísima 
Recopilación. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Laureano  de  Ar- 
rieta. 

Considerando  que  si  bien  las  renuncias  de  los  derechos  1^ 
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{^tímanos,  y  &nii  del  de  suplemento  de  lesfítima,  pueden  res- 
cfndirste  con  arreglo  &  la  le^slaoion  vigente  «n  Cataluña 
cuando  en  ellas  hubiese  mediado  lesión  enorme ,  es  indispen- 
sable, para  que  su  rescisión  teng^  lugar,  que  el  que  la  solicita 
justifique  debidamente  la  existencia  de  esta  lesión: 

Considerando  que  Doña  Joaquina  Salas  al  solicitar  el  su- 
plemento &  que  supone  tener  derecho  por  la  herencia  de  su 
padre  D.  Matías  Salas  y  Llovet,  después  de  haber  recibido  de 
«u  hermano  D.  Isidro  las  cantidades  y  efectos  que  dicho  Don 
Matías  la  habia  legado  en  satisfacción  de  la  misma  legitima 
paterna,  y  después  de  haber  otorgado,  con  intervención  de  su 
marido  D.  José  Fontanet,  la  m&s  solemne  carta  de  pago,  dán- 
dose por  contenta,  pagada  y  satisfecha  de  todos  sus  derechos 
i  la  referida  legítima  ,  y  renunciando  con  juramento  á  favor 
de  su  expresado  hermano  á  toda  ulterior  reclamación  acerca 
áe  ella,  no  ha  justificado  que  en  la  asignación  y  pago  de  di- 
<5lias  cantidades  y  efectos  y  en  la  mencionada  renuncia  pos- 
terior, haya  sufrido  lesión  alguna  ,  según  terminantemente 
declara  la  Sala  sentenciadora ,  á  cuya  apreciación  en  esta 
bestión  de  mero  hecho  hay  que  atenerse ,  puesto  que  contra 
^lla  no  se  ha  alegado  infracción  de  ley  ni  de  doctrina: 

Considerando  que  es  tan  manifiesta  en  los  autos  la  falta 
de  la  indicada  justificación ,  base  necesaria  de  la  demanda  en 
los  dos  extremos  que  abraza  ,  cuando  que  refiriéndose  ésta 
oclusivamente  á  la  herencia  del  D.  Matías,  y  siendo  indispen- 
sable por  lo  mismo  tomar  en  cuenta  únicamente  la  importan- 
cia de  los  bienes  dejados  por  éste  á  su  fallecimiento ,  ocurrido 
^^  14  de  Noviembre  de  1834  ,  tanto  para  calificar  el  derecho 
legitimario  de  la  Doña  Joaquina,  como  el  que  pudiera  tener  y 
^0  ejercitó  su  hermano  D.  Félix  ,  no  Tía  suministrado  la  de- 
^ftndante  prueba  alguna  directa  y  concreta  sobre  aquel  punto 
esencial,  fundando  tan  sólo  su  demostración  en  el  inventario 
W  Doña  Rosa  Antón  formalizó  en  10  de  Diciembre  de  1857 
*1  fiíUecimiento  de  su  marido,  el  mencionado  D.  Isidro  Salas, 
y  en  el  que  se  compreiídian ,  además  de  los  bienes  heredados 
POf  parte  de  su  difunto  padre,  otros  muchos  adquiridos  por  el 
^ismo  D.  Isidro : 

Considerando,  en  su  virtud,  que  resultan  destituidos  de  fun- 
damento legal  los  motivos  del  presente  recurso  señalados  con 
los  números  1.^  y  3.",  relativos  al  supuesto  derecho  de  D.  Félix 
5^1as ,  invocado  por  la  demandante ,  con  tanta  mayor  razón 
^^anto  que  habiendo  fallecido  aquel  soltero  en  5  de  Mayo 
de  1838,  debieron  volver  á  la  herencia  de  su  padre  la  casa  y 
Pjeza  de  tierra  que  éste  le  habia  legado,  y  cuanto  que  no  ha- 
cendó sido  comprendido  tal  derecho  en  la  reclamación  hecha 
II.— 1.*y3.*  11 


162  TAIBUNAX  SUPBBXO. 

por  Doña  Joaquina  Salaa  á  Doña  Rosa  Antón  en  el  acto  de  c 
ciliacion  de-f2  de  Mayo  de  1863,  aparece  procedente  la  pi 
cripcion  del  mismo  derecho  por  el  trascurso  de  más  de  trei 
años  desde  la  muerte  del  D.  Matías,  cou  arreglo  al  Usatje ! 
titulo  2.°,  volumen  1.^  de  las  Constituciones  de  Cataluña,  < 
invoca  la  Sala  sentenciadora  : 

•  Considerando  que  igualmente  queda  demostrada  la  in 
cacia  de  los  motivos  designados  con  los  números  2.°  y  4.°,  p 
si  bien  la  porción  legitima  de  los  descendientes  consiste 
Cataluña  en  la  cuarta  parte  de  los  bienes  dejados  por  el  pa( 
distribuida  entre  todos  aquellos  por  las  reglas  del  intests 
no  se  ha  probado  que  en  el  caso  presente  se  haya  faltad 
esta  disposición ,  ni  que  en  la  renuncia  solemne,  otorgada 
Doña  Joaquina  Salas,  mediase  dolo  ni  lesión  enorme,  ni  fíi 
mente,  que  los  bienes ,  objeto  de  este  litigio ,  hayan  sido 
seidos  pro  indiviso,  y  de  consuno  por  la  parte  demandan) 
la  demandada ,  como  gratuitamente  alega  aquella  ,  contn 
resultado  evidente  de  los  autos: 

Y  considerando,  por  último,  que  la  Sala  sentenciadora 
ha  incurrido  en  ninguna  de  las  infracciones  legales  qu€ 
enuncian  bajo  los  números  5.® y  6.®  del  recurso,  por  haber 
mado  en  cuenta  la  expresada  escritura  carta  de  pago  de  { 
Julio  de  1846,  mediante  que,  además  de  haber  quedado  eje 
toriado  por  consentimiento  de  la  recurrente  el  auto  en 
se  mandó  unir  aquella  al  pleito,  la  misma  Doña  Joaquina, 
clarando  en  juicio  á  requerimiento  de  la  demandada,  rccoH( 
la  autenticidad  de  aquel  documento,  confesando  y  confirma 
la  verdad  de  todo  su  contenido,  y  explicando  su  causa  y  orig 
los  cuales  no  constituían  en  manera  alguna  el  pacto  ó  trans 
cion  sobre  derechos  sucesorios  futuros ,  que  es  el  único  qu< 
reprueba  en  la  sentencia  de  este  Supremo  Tribunal  de  21  de 
tubre  de  J865,  inoportunamente  citada  por  la  parte  recurreí 
W5 Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  hs 
lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Doña  Joaqu 
Salas,  á  la  que  condenamos  por  razón  de  depósito  al  pagc 
la  cantidad  de  1.000  pesetas,  que  satisfará  si  viniere  á  m 
fortuna,  distribuyéndose  entonces  con  arreglo  á  la  ley ,  j 
las  costas;  y  devuélvanse  los  autos  á  la  Audiencia  de  Bai 
lona  con  la  certificación  correspondiente. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  < 
etta  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa^  pasándose  al  e 
to  las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos ,  mandamos  y  fin 
]nos.=Juan  González  Acevedo.=Laureano  de  Arrieta.  =  J 
Cano  Manuel.  =Ramon  Diaz  Vela.=Victoriano  Careaga,=J 
qain  Ruiz  Cañábate.  =r Ricardo  Diaz  de  Rueda. 
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Publicación : 

Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  Laureano  de  Arrieta,  Magistrado  de  la  Sala 
primera  del  Tribunal  Supremo»    celebrando  audiencia  pública 
^  misma,  en  el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de 
Cümara. 

Ifadrid  24  de  Setiembre  de  1875.=Rogelio  González  Montes. 

NüM.  35. 

CAPACIÓN  POR  INFRACCIÓN  DE  LEY.— SALA  PRIMERA. 


NüTClDAD  DB  LAS  OPERACIONES    PRACTICADAS  POR    CIERTOS  TESTA— 

*^CKNTARios. — Sentencia  de  24  de  Setiembre,  declarando  no 
Ixsiber  luí^r  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  José 
^^turio  Fernandez,  como  curador  del  menor  Florencio  San- 
tiago López,  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil  de 
1>^  Audiencia  de  Valladolid,  en  pleito  con  D.  Gregorio  Mar- 
tixiez  Suarez  y  Andrés  del  Rio  Reñones. 


'n  sus  CONSIDERANDOS  86  establccc : 
^ue  no  puede  decirse  que  han  sido  infringidas  por  una 
leyes  ni  doctrinas  que  tio  tienen  aplicación  al  caso  de 

^n  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  24  de  Setiembre  de  1875, 
eti  los  autos  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de 
La   Bañeza  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Valla- 
dolid por  D.  José  Saturio  Fernandez,  como  curado  ad  litem 
4^  Florencio  Santiago  López,  con  D.  Gregorio  Martínez  Suarez 
y  A^ndrés  del  Rio  Reñones,  sobre  nulidad  de  las  operaciones 
pnusticadas  por  los  segundos,  como  testamentarios  de  Mateo 
López  y  María  Reñones  Pérez ;  autos  que  penden  ante  Nos  en 
virtud  de  recurso  de  casación  interpuesto  por  el  Fernandez 
^utra  la  sentencia  que  en  30  de  Abril  de  1874  dictó  la  refe- 
rida Sala: 

Resultando  que  Mateo  López  Vega  y  su  mujer  María  Re-^ 
Sones  Pérez  fallecieron  en  los  años  de  1863  y  1864,  bajo  tes- 
^^mento  que  otorgaron  de  mancomún  en  18  de  Junio  de  dicho 
^üo  de  1863,  disponiendo,  entre  otras  cosas,  que  se  diesen 
por  una  vez  á  su  sobrino  Florencio  Santiago,  hijo  de  María 
^pez,  3.000  rs.,  instituyéndose  mutuamente  herederos  del  re- 
manente de  sus  bienes  después  de  pagadas  todas  sus  mandas 
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piadosas,  pero  á  calidad  de  que  30.000  rs.  que  el  Mateo  había 
aportado  al  matrimonio,  se  los  dejaba  sólo  en  usufructo  á  su 
mujer,  pndíendo  disponer  de  ellos  si  la  hicieren  falta,  man* 
dándolos  para  siempre  después  de  la  muerte  de  la  misma  4 
su  citado  sobrino  Florencio;  disponiendo  también  la  Marift 
que  su  marido  disfrutase  los  bienes  que  constabau  en  su  hi- 
juela, mientras  viviere,  y  que  fueran,  después  de  su  muerte, 
para  siempre  jamás  á  su  hermano  Tirso  lieñones  Pérez,  nom* 
brando  albacea  testamentario,  contador  y  repartidor  al  que 
sobreviviese  en  unión  de  Gregorio  Martínez  y  Andrés  del  Rio, 
para  que  fallecido,  cualquiera  de  ellos  que  entrasen  hicieran  el 
inventario,  cuenta  y  partición  en  la  forma  dispuesta  en  su  tes- 
tamento, que  privaba  toda  intervención  judicial : 

Resultando  que  después  del  fallecimiento  de  Mateo  López, 
locurrido  en  29  de  Setiembre  de  1864,  casado  entonces  con  Ma- 
nuela Reñones,  los  referidos  testamentarios  Gregorio  Martí- 
nez y  Andrés  del  Rio  practicaron  el  inventario  de  los  bienes 
que  dejó,  asi  muebles  como  raices,  y  deudas,  á  favor  del  cau- 
dal, importante  94.749  rs.,  cuya  operación  la  fecharon  en  20 
de  Marzo  de  1863: 

Resultando  que  en  15  de  Junio  del  mismo  año  Alejo  Ave- 
llano, como  marido  de  María  López,  única  hermana  del  Mateo 
y  madre  del  Florencio  Santiago  López,  acudió  al  Juzgado  de 
primera  instancia,  pidiendo  que  los  testamentarios  de  Mateo 
se  abstuvieran  de  vender  y  disponer  de  los  bienes  del  difunto, 
fuera  de  los  que  les  permitiese  su  encargo,  señalándoles  al 
propio  tiempo  un  término  breve  para  que  presentasen  las  ope- 
raciones del  inventario,  avalúo,  partición  y  adjudicación  que 
debian  haber  ejecutado  á  fin  de  poderse  enterar  de  ellas  y  ejer- 
citar las  acciones  que  le  correspondieran,  como  sucesor  legiti- 
mo, por  su  mujer  de  los  bienes  del  Mateo,  después  de  cumplir 
su  testamento,  á  lo  que  se  accedió  por  auto  de  18  de  Julio, 
señalándoseles  el  término  de  treinta  dias  para  que  lo  cumplie- 
ran; y  por  no  haberlo  verificado  en  13  de  Setiembre  siguiente 
se  mandó  prevenir  el  abintestato  de  Mateo  López: 

Resultando  que  los  testamentarios  en  30  de  Setiembre  pre^ 
sentaron  á  la  aprobación  del  Juzgado  las  operaciones  de  in- 
ventario ,  cuenta  y  partición  que  se  les  mandó  en  auto  de 
de  Julio;  y  acordado  en  otro  de  9  de  Octubre  que  se  pasierairn 
de  manifiesto  á  los  interesados  por  ocho  dias  en  Escribanía*^ 
lo  que  asi  se  verificó  después  de  notificados  Tirso  y  Manuela 
Reñones,  justificada  la  menor  edad  de  ésta  y  habido  por  part^^ 
á  Alejo  Avellano,  como  marido  de  María  López,  madre  de  Fia  " 
rencio  Santiago  López ,  con  quien  se  mandaron  entender  üm^ 
diligencias  sucesivas ;  y  arreglada  por  el  actuario  diligencE^ 


SENTENCIAS  DB   1875.  165 

de  haber  trascarrído  los  ocho  dias  por  que  se  habían  puesto  de 
TUanifiesto  en  la  Bscribania  las  diligencias,  sin  que  nadie  hu- 
biera opuesto  nada  contra  ellas,  se  dictó  por  el  Juzgado  en  9 
de  fulio  de  1866  auto  de  aprobación,  y  se  mandó  llevar  á 
afecto  las  operaciones  practicadas  por  los  testamentarios: 

Resultando  que  notificados  la  viuda ,  y  herederos  de  Tirso 
ífiones,  el  Procurador  de  Alejo  Avellano,  marido  de  María 
opezy  en  cuyo  concepto  se  había  declarado  parte  y  les  re- 
"pTesentaba,  solicitó  que  se  nombrasen  por  los  interesados  co- 
bradores y  pagadores  de  las  deudas,  puesto  que  los  testamen- 
'^ceios  carecían  ya  de  facultades,  lo  que  asi  se  verificó,  man- 
dmndo  poner  los  bienes  &  disposición  de  los  nombrados  que 
Ixabian  aceptado  el  cargo;  y  requeridos  los  testamentarios,  se 
xxegaron  á.  ello,  haciendo  presente  al  Juzgado  que  para  evitnr 
"v- icios  de  nulidad  se  nombrase  curador  al  menor  Florencio 
Santiago  López,  que  no  le  tenia,  y  discernido  el  cargo,  se  le 
entregase  el  expediente  para  que  pidiera  lo  que  creyera  pro- 
<2^ente;  pretensión  que  fué  desestimada  por  auto  de  31  de  Enero 
de  1867,  por  falta  de^personalidad  de  los  testamentarios: 

Resultando  que  desde  esta  fecha  continuaron  las  diligen- 
oias  de  testamentaría,  juicios  ejecutivos  y  pago  de  deudas  con- 
tra el  caudal,  sin  intervención  de  los  testamentarios,  y  con 
8i)lo  los  llamados  herederos  de  Mateo  López  y  María  Beñones, 
Tirso  Reñones  y  Alejo  Avellano ,  que  se  decía  padre  de  Flo- 
x^encio  Santiago  López,  hasta  que  nombrado  curador  al  Flo- 
*>encio  y  discemídole  el  cargo  en  19  de  Abril  de  1869,  pre- 
sentó demnnda  contra  los  referidos  testamentarios,  fundándola 
^n  los  hechos  ya  citados,  y  en  el  de  que  los  testamentarios  no 
^^bian  entregado  los  legados  al  Florencio  Santiago  López  ni 
^K^racticado  las  operaciones  con  intervención  de  los  interesados 
^iegun  era  su  obligraftion;  por  cuya  razón  debían  declararse  nu- 
^ as  todas  las  operaciones  de  inventario,  cuenta  y  partición,  y 
^Practicarse  de  nuevo  á  costa  de  los  testamentarios,  con  las 
^sostas,  daños  y  perjuicios  que  habían  irrogado  al  menor  por 
%o  haberle  entregado  desde  luego  los  legados: 

Resultando  que  conferido  traslado  á  los  demandados,  le 
evacuaron  exponiendo  que  no  tenían  interés  en  que  se  anulasen 
^  no  las  operaciones  que  ellos  habían  practicado  en  cumpli- 
mento de  su  deb6r;  pero  que  debían  hacer  presente,  sin  ser 
^to  por  eso  coitestar  á  la  demanda ,  que  estaban  aprobadas 
por  el  Juzgado  y  que  ellos  no  tenían  medios  para  rehacerlas; 
a&adiendo  que  si  se  declaraban  nulas  seria  imposible  verificar- 
k        Itt  de  nuevo,  porque  subastados  en  pública  licitación  los  bie- 
ft       leí  necesarios  para  satisfacer  los  gastos  de  entierro,  sufragios 
M      7  atenciones  piadosas,  y  pagar  algunas  deudas  apremiantes 
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contra  el  caudal,  y  habiéndose  presentado  en  este  estado  Alejo 
Avellano  solicitando,  como  esposo  de  María  López,  que  se  le 
declarase  heredero  abintestato  de  su  hermano  Mateo,  por  haber 
muerto  parte  testado  y  parte  intestado ,  suspendieron  ellos  su 
operación  y  la  presentaron  al  Juzg'ado  concluida  de  la  manera 
y  en  los  términos  referidos,  por  cuya  razón  no  podian  ni  de- 
bían tomar  intervención  ninguna  en  el  litigio  á  que  se  les  pro- 
vocaba, sino  para  hacer  las  manifestaciones  que  dejaban  ex- 
puestas y  estaban  consignadas  en  los  expedientes  unidos  á  los 
autos: 

Resultando  que  seguido  el  juicio  por  sus  trámites  la  refe- 
rida Sala  por  sentencia  de  30  de  Abril  de  1874,  revocatoria 
de  la  del  Juez  de  primera  instancia,  absolvió  de  la  demanda  á 
los  testamentarios  de  Mateo  López  y  María  Reñones,  reservan- 
do al  menor  Florencio  Santiago  López  el  derecho  de  que  se 
creyera  asistido  para  que  lo  dedujera  contra  quien  viere  con- 
venirle, sin  hacer  especial  condenación  de  costas: 

Y  resultando  que  por  parte  de  D.  Jpsé  Saturio  Fernandez, 
como  curador  del  menor  Florencio  Santiago  López,  se  inter- 
puso recurso  de  casación  por  conceptuar  infringidos: 

1.°  Los  artículos  416  y  430  y  demás  del  tít.  10,  aplicables 
á  este  caso,  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  por  considerar 
la  Sala  sentenciadora  innecesarias  formalidades  de  todo  punto 
indispensables,  y  mucho  más  cuando  se  trata  de  menores,  que 
necesitaban  el  auxilio  de  tutores  ó  curadores  para  comparecer 
en  juicio,  para  pedir  lo  que  les  corresponde  ó  defender  sus  de- 
rechos. 

2.®  Las  leyes  1.*  y  2.*,  tít.  10,  Partida  6.*,  por  cuanto  no 
se  ha  cumplido  con  lo  dispuesto  en  ellas,  pues  en  la  división 
de  la  herencia  debió  figurar  la  cantidad  legada  á  Florencio 
Santiago  López  en  el  testamento  otorgado  por  Mateo  López  y 
María  Reñones  en  18  de  Junio  de  1863,  en  el  cual  legó  al  Flo- 
rencio los  30.000  rs.  que  el  Mateo  habia  aportado  al  matrimo- 
nio, y  de  cuya  suma  no  era  posible  privarle  en  favor  de  María 
•López,  mujer  de  Alejo  Avellano,  según  la  reclamación  que  éste 
hizo,  porque  la  voluntad  del  testador,  clara  y  evidentemente 
demostrada,  fué  que  esa  suma  la  hubiese  su  sobrino  Florencio 
y  no  su  hermana. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ramón  Diaz  Vela. 
Considerando  que  las  operaciones  del  invsntario,  cuenta  y 
partición  del  caudal  que  dejaron  á  su  muerte  Mateo  López  y 
su  mujer  María  Reñones,  y  que  se  presentaron  á  la  aprobación 
del  Juzgado  de  La  Bañeza  por  sus  testamentarios ,  las  practi- 
caron estos  extrajudicialmente,  y  por  lo  tanto  no  les  son  apli- 
cables los  requisitos  y  formalidades  que  prescriben  los  artiou- 
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los  416  y  430  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  para  el  juicio 
voluntario  de  testamentaría,  después  que  el  Juez  le  hubiese 
por  prevenido  al  tenor  del  art.  415  de  la  misma  ley,  de  donde 
se  deduce  que  aun  cuando  los  testamentarios  no  los  hayan  ob- 
servado, y  por  mis  que  la  sentencia  recurrida  ha  deneg'ado  la 
declaración  de  la  nulidad  de  dichas  operaciones  que,  fundán- 
dose enla  inobservancia  de  los  expresados  artículos,  se  demandó 
por  la  parte  recurrente  é  invoca  ahora  como  primer  motivo  de 
casación,  no  ha  podido  infringirlos,  como  inaplicables  al  caso: 

Considerando  que  aun  partiendo  de  que  los  mismos  testa- 
laentarios  no  hayan  incluido  en  sus  operaciones  los  dos  lega- 
dos de  cantidades  que  el  testador  Mateo  López  hizo  á  su  so- 
trino  Florencio  Santiago  López ,  ni  determinado  el  tiempo  y 
forma  que. habían  de  ser  cumplidos  al  tenor  de  lo  que  dejó 
ordenado  en  su  testamento^  esta  falta  daria  lugar  á  una  re- 
clamación de  agravios,  pero  no  á  la  de  nulidad  de  todas  las 
operaciones  propuestas  por  el  curador  de  aquel,  y  nunca  con- 
tra los  testamentarios,  que  ya  tenían  ultimado  su  encargo,  por 
lo  que  la  Sala  sentenciadora,  al  absolver  á  estos  de  tal  deman- 
da, reservó  expresamente  al  legatario  Florencio  Santiago  Ló- 
pez el  derecho  de  que  se  crea  asistido  para  que  le  deduzca 
contra  quien  viere  convenirle ,  por  lo  que  es  evidente  que  no 
la  infringido  la  ley  2.*  del  tít.  10,  Partida  6.*,  puesto  que  no 
establece  acción  alguna  de  nulidad,  ni  tampoco  la  ley  1.*  del 
mismo  título  y  Partida,  como  que.  se  limita  á  declarar  qué 
qniere  decir  testamentarios  «é  á  qué  tienen  pro^  é  en  qué  ma- 
nera deben  ser  fechos»; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lu- 
^r  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  José  Saturío 
ítemandez,  como  curador  del  menor  Florencio  Santiago  López, 
i  quien  en  tal  concepto  condenamos  en  las  costas;  y  líbrese 
la  correspondiente  certificación  á  la  Audiencia  de  Valladolid. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Oa- 
ceUí  é  insertará  en  la  Colección  legislativa ,  pasándose  al  efecto 
las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  fírma- 
mos.=iruan  González  Acevedo.=José  M.  Cáceres.= Laureano 
de  Arrieta.=Hilario  de  Igon.=José  Fermín  de  Muro. = Juan 
Cano  Manuel. =Ramon  Diaz  Vela. 

Publicación: 

Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Ex- 
telentísimo  Sr.-  D.  Ramón  Diaz  Vela,  Magistrado  de  la  Sala 
Iffimera  del  Tribunal  Supremo ,  celebrando  audiencia  pública 
la  misma  Sala,  en  el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Escri- 
feano  de  Cámara. 

Madrid  24  de  Setiembre  de  1875.=»Bogelio  González  Montes. 
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NÓM.  36. 


CASACIÓN  POR  QUEBRANTAMIENTO  DE  FORMA. 

SALA  TERCERA. 


Servidumbre  de  acueducto. — Sentencia  de  24  de  Setiemb 
declarando  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  en  la  f( 
ma,  interpuesto  por  D.  Mateo  Mazorra  contra  la  pronuncia 
por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Burgos,  en  pie 
con  Doña  María  de  los  Dolores  Vial ,  Condesa  viuda  de  A 
llanueva  de  la  Barca. 

En  sus  CONSIDERANDOS  Be  establece: 

Que  el  recurso  de  casación  es  extraordinario^  y  no  proce 
ni  se  puede  interponer  válidamente  sin  haberse  utilizado  dn¡ 
todos  los  ordinarios  que  autorizan  las  leyeSy  según  con  ropsi 
eion  tiene  declarado  el  Tribunal  Supremo. 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  24  de  Setiembre  de  187 
en  el  pleito,  pendiente  ante  Nos,  en  virtud  de  recurso  de  cas 
cion  por  quebrantamiento  de  forma,  seguido  aquel  en  el  Ju 
gado  de  primera  instancia  de  Santander,  y  en  la  Sala  de 
civil  de  la  Audiencia  de  Burgos,  entre  Doña  María  de  los  Dol 
res  Vial,  Condesa  viuda  de  Villanueva  de  la  Barca,  y  D.  M 
teo  Mazorra,  sobre  servidumbre  de  acueducto: 

Resultando  que  Doña  María  de  los  Dolores  Vial ,  Conde 
viuda  de  Villanueva  de  la  Barca,  por  testamento  de  su  difun 
marido,  es  usufructuaria  de  los  bienes  de  éste ,  entre  los  qi 
se  halla  un  molino  con  cuatro  ruedas  en  el  pueblo  de  Quijan 
partido  judicial  de  Santander: 

Resultando  que  D.  Mateó  Mazorra,  como  patrono  y  adm 
nistrador  del  hospital  de  Quijano,  construyó  en  1872  una  á 
cantarilla  para  despedir  aguasjnmundas  del  referido  hospita 
atravesando  por  propiedades  de  la  Condesa  y  desaguando  € 
el  cauce  del  enunciado  molino: 

Resultando  que  la  misma  Condesa  en  20  de  Enero  de  18*3 
entabló  en  elJuzgado  demanda  ordinaria  contra  D.  Mateo  M; 
zorra,  con  la  pretensión  de  que  se  declarase  que  el  precitad 
molino  no  debia  servidumbre  alguna  de  acueducto  al  mencic 
nado  hospital,  y  *que  en  consecuencia  se  variase  el  curso  de  ] 
alcantarilla,  desaguando  en  otro  punto  que  no  fuese  la  presa 
camarade  de  aquel^  y  se  condenase  al  demandado  á  iadenmi 
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zmrla  de  los  daños  y  perjuicios  que  la  habla  originado  coú  la 
construcción  de  aquella,  y  en  las  costas: 

Resultando  que  D.  Mateo  Mazorra  al  contestar  la  demanda 
alegó  falta  de  personalidad  en  la  actora  para  que  se  decidiese 
en  definitiva  y  pidiendo  que  asi  se  estimase  y  se  le  absolviese 
de  aquella,  condenándola  en  las  costas:  ^ 

Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba,  propuso  la  parte 
actora  que  por  peritos  se  averiguase  si  la  alcantarilla  causaba 
perjuicio  al  molino,  y  si  éste  debía  ó  no  servidumbre  al  rafe* 
rido  hospital ;  y  nombrando  uno  para  cada  parte ,  estuvieron 
discordes  en  los  particulares  expresados: 

Resultando  que  no  habiéndose  puesto  de  acuerdo  las  par- 
tes para  el  nombramiento  de  perito  tercero  ,  se  mandó  por  el 
Jaez  en' 21  de  Junio  de  1873,  conforme  á  lo  prescrito  eu  la 
regla  8.*^  del  art.  303  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil ,  que 
se  oficiase  al  Jefe  de  la  Administración  económica  para  que 
manifestase  qué  Arquitectos  estaban  inscritos  y  pagaban  con- 
tribución, resultando  que  sólo  lo  hacian  y  se  hallaban  matri- 
culados en  Santander  D.  Camilo  Gutiérrez  y  O.  Atilano  Ro- 
driguez: 

Resultando  que  siendo  éste  el  nombrado  por  el  actor  y  que- 
dando sólo  útil  el  D.  Camilo ,  dicho  Juez  por  auto  de  23  de 
Junio  nombró  á  éste  para  que  desempeñara  dicho  cargo,  pre- 
via su  aceptación  y  juramento,  de  cuya  providencia  pidió  re- 
forma D.  Mateo  Mazorra  para  que  se  ampliase  en  el  sentido 
de  que  dicho  Administrador  económico  manifestase  quiénes 
eran  los  Ingenieros  de  Caminos  y  Maestros  de  Obras  que  exis- 
tían en  Santander  y  pagaban  contribución  además  de  los  Ar- 
quitectos, para  que  en  su  vista  tuviese  lugar  el  sorteo  preve- 
nido por  la  ley  para  el  nombramiento  del  tercero  que  habia  de 
dirimir  la  discordia,  recusando  por  medio  de  un  otrosí  á  Don 
Camilo  Outierrez  por  ser  sobrino  del  nombrado  por  la  actora, 
y  protestando  sobre  la  diligencia  de  prueba  practicada  eu  la 
Adíministracion  económica  por  haberse  hecho  sin  su  citación: 

Resultando  que  por  auto  de  27  del  mismo  mes  se  declaró 
DO  haber  lugar  á  la  reforma  solicitada,  ni  tampoco  á  la  recu- 
aacion  del  perito  tercero  D.  Camilo  Outierrez ,  que  subsidia- 
riamente se  interponía: 

Resultando  que  D.  Mateo  Mazorra  en  30  de  Junio  protestó 
de  los  autos  de  21  y  27  citados ,  pidiendo  que  se  tuviese  por 
formuladas  y  por  consignadas  las  causas  expuestas  respecto  á 
la,  forma  del  nombramiento  y  ,falta  de  citación ,  cuyas  faltas 
debían  haberse  subsanado,  considerándolas  bastantes  para  in- 
terponer en  su  dia  el  correspondiente  recurso  de  casación;  y 
el  Juez  en  3  de  Julio  siguiente  declaró  no  haber  lugar  á  la 
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reforma,  mandando  que  el  perito  tercero  evacuase  su  encargo, 
el  cual  lo  verificó  dirimiendo  la  discordia  en  sentido  favorable 
á  la  parte  actora: 

Resultando  que  conclusa  la  instancia,  el  mismo  Juez  en  6 
de  Agfosto  de  1874  dictó  sentencia,  por  la  cual  declaró  no  ha- 
•  ber  lugar  á  la  excepción  dilatoria  propuesta  de  falta  de  per- 
sonalidad, y  en  lo  principal  que  el  molino  sito  en  el  pueblo  de 
Quijauo,  de  que  era  usufructuaria  Doña  Dolores  Vial,  Condesa 
viuda  de  Villanueva  de  la  Barca,  no  debió  servidumbre  de 
acueducto  al  hospital  fundado  en  el  mismo  pueblo  por  Don 
Ambrosio  Mazorra;  y  condenó  al  demandado  D.  Mateo  Mazor- 
ra,  como  administrador  de  dicho  establecimiento,  á  que  variase 
el  curso  de  la  alcantarilla  construida  para  conducir  las  aguas 
inmundas  del  mismo  hospital  á  la  presa  ó  camarade  del  citado 
molino,  de  manera  que  desaguase  en  otro  punto,  y  á  que  in- 
demnizase á  la  demandante  de  los  daños  y  perjuicios  que  se 
la  hubiesen  originado  con  la  construcción  de  la  alcantarilla, 
sin  hacer  especial  condena  de  costas: 

Resultando  que  contra  esta  sentencia  interpuso  apelación 
D.  Mateo  Mazorra;  y  remitidos  los  autos  á  la  Audiencia  de 
Burgos,  se  le  entregaron  para  expresar  agravios ;  y  después 
de  reproducir  sus  pretensiones  para  los  efectos  de  lo  dispuesto 
en  el  art.  7.°  de  la  Ley  sobre  reforma  de  la  casación  civil,  pi- 
dió que  se  dejase  sin  efecto  todo  lo  actuado  desde  el  proveído 
de  21  de  Junio  de  1873,  ordenándose  que  á  costa  de  la  Conde- 
sa volviese  el  pleito  al  inferior  para  que  se  practicase  el  nom-> 
bramiento  de  perito  tercero,  oficiándose  al  administrador  eco- 
nómico de  la  provincia  para  que  dijese  quiénes  eran  los  In- 
genieros de  Caminos  y  Maestros  de  obras  públicas  que  existían 
en  dicha  capital,  estaban  inscritos  y  pagaban  contribución,  para 
que  se  designase  aquel  perito  en  la  forma  establecida  en  el  ar- 
ticulo 303  de  la  de  Enjuiciamiento  civil,  previa  citación  délas 
partes ;  y  que  si  esto  no  se  decretase ,  se  revocase  la  citada 
sentencia  absolviéndole  de  la  demanda,  con  imposición  de  cos- 
tas á  la  parte  contraria: 

Resultando  que  ésta  sostuvo  la  confirmación  con  costas  de 
la  referida  sentencia,  adhiriéndose  á  la  apelación  por  no  haber 
sido  condenado  en  ellas  en  la  primera  instancia ,  sobre  lo  cual 
el  apelante  pidió  que  se  desestimase  dicha  adhesión  eq  el  su- 
puesto de  que  no  se  revocase  aquella: 

Resultando  que  la  referida  Sala  dictó  sentencia  en  23  de 
Marzo  último,  confirmando  la  apelada,  con  las  costas  de  ambas 
instancias  á  la  parte  apelante: 

Resultando  que  contra  este  fallo  interpuso  recurso  de  ca- 
sación por  quebrantamiento  de  forma  el  mismo  Mazorra,  ftin- 
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ikndose  en  haberse  infringido  las  causas  4.*  y  5.*  del  art.  5.^ 
4e  1^  ley  de  18  de  Junio  de  1870,  porque  la  diligencia  de  prue- 
ba relativa,  al  número  de  Arquitectos  que  aparecían  inscritos 
^^  la  Administración  económica  de  Santander  se  habia  hecho 
si^  8u  citación,  y  por  falta  de  recibimiento  á  prueba,  por  ha- 
l>erse  negado  por  el  inferior  que  el  perito  tercero  que  dirimió 
1&  discordia  fuese  buscado  en  la  clase  de  Ingenieros  de  Cami- 
los y  Maestros  de  obras: 

Besultando  que  admitido  el  recurso  y  remitidos  los  autos 
^  este  Tribunal  Supremo,  con  citación  de  las  partes,  se  ha  sus- 
^*xx ciado  con  arreglo  á  derecho. 

Visto ,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Joaquín  José  Cer- 
vino. 

Considerando  que  el  recurso  4e  casación  es  extraordinario 
7  xio  procede  ni  se  puede  interponer  válidamente  sin  haberse 
utilizado  intes  todos  los  ordinarios  que  autorizan  las  leyes, 
^erun  con  repetición  tiene  declarado  este  Tribunal  Supremo: 
Considerando  que  los  autos  de  24  y  27  de  Junio  eran  ape- 
l^-'bles,  según  los  artículos  65  y  275  de  la  Ley  de  Enjuiciamien- 
^  civil,  y  que  D.  Mateo  Mazorra  no  apeló  de  ellos,  habiéndo- 
los   por  tanto  consentido  legalmente; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lu- 
S^xr  al  recurso  de  casación  en  la  forma,  intentado  por  D.  Ma- 
^^o.  Mazorra,  á  quien  condenamos  en  las  costas  y  á  la  pérdida 
d&X  depósito  que  tiene  constituido,  dándose  al  mismo  el  destino 
^^S'al  correspondiente :  pasen  estos  autos  á  la  Sala  primera  para 
'*  decisión  del  recurso  por  infracción  de  ley,  que  también  se  ha 
*^Xinciado. 

T  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Oa^ 
^^^n  oficial  y  en  la  Colección  legislativa  ,  sacándose  al  efecto 
1*^   copias  necesarias  ,  asi  lo  pronunciamos  ,^  mandamos  y  fir- 
™^inos.  =  Tomás  Huet.  =José  María  Herreros  de  Tejada.  = 
iffUacio  Vieites  Tapia.=Manuel  Almenad  y  Mora.=Luis  Vaz- 
^^z  Mondragon.=«Alberto  Santías.= Joaquín  José  Cervino. 
Publicación : 
^  Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Excelen- 
^ijno  8r.  D.  Joaquín  José  Cervino ,  Magistrado  del  Tribunal 
Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  tercera  del  mis- 
^^,  en  el  día  de  hoy,  de  que  certifico  como  Secretario  Relator, 
^^  Madrid  á  24  de  Setiembre  de  1875.=»Licencíado  Manuel  Ara- 
R^Heses  Gil. 
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NÚM.  37. 
ADMISIÓN.— SALA  PRIMERA. 


Pago  db  una  cuenta  jurada. — Auto  de  25  de  Setiembre,  d< 
clarando  no  haber  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  cas^ 
cion  Ínter Duesto  por  D.  Carlos  Bailljr-Bailliére  contra  : 
pronunciaaa  por  la  Audiencia  de  este  distrito,  en  pleito  a 
D.  Ignacio  Santiago. 

En  sus  cONsmBRANDos  se  establece: 

Que  para  que  proceda  el  recurso  de  casación  es  necesari 
cuando  sea  auto  la  procedencia  reclamada,  que  tenga  caráct 
de  sentencia  definitiva  en  alguno  de  los  conceptos  que  enumf\ 
él  árí.  3.^  de  la  Ley  provisional  sobre  reforma  ae  la  casad 
úiffil. 

lElesultando  que  el  Procurador  D.  Ignacio  de  Santiago  pr 
sentó  en  uno  de  los  Juzgados  de  esta  capital  cuenta  jura< 
de  derechos  devengados  en  nombre  de  Doña  Angela  Plan 
importantes  8.059  rs.,  para  que  se  la  requiriese  á  su  pago, 
para  que  no  haciéndolo,  se  entendiera  el  requerimiento  con 
marido  D.  Carlos  Bailly-Bailliére: 

Resultando  que  asi  estimado,  se  requirió  al  segundo ,  de 
pues  de  haber  manifestado  la  primera  que  no  podía  pagar  { 
fiílta  de  fondos: 

Resultando  que  Bailly-Bailliére  pidió  reposición  de  la  pi 
videncia;  y  que  habiendo  sido  denegada,  apeló  á  la  Audienc 
por  la  cual  se  ha  revocado : 

Resultando  que  dicho  Procurador  ha  interpuesto  recui 
de  casación  contra  el  auto  de  dicho  Tribunal,  fundándose 
infracción  de  doctrina  legal. 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Diaz  de  Rueda. 

Considerando  que  el  auto  reclamado  no  tiene  carácter 
sentencia  definitiva  en  ninguno  de  los  conceptos  que  enumc 
el  art.  3.^  de  la  Ley  provisional  sobre  reforma  de  la  casaci 
civil; 

Se  declara  no  haber  lugar  á  la  admisión  del  recurso,  c 
las  costas;  y  luego  que  este  auto  sea  firme,  comuniqúese  k 
Audiencia  y  publiquese  en  la  forma  prevenida. 

Madrid  25  de  Setiembre  de  1875.=  Juan  González  Ace^ 
do.==Jo8é  Fermín,  de  Muro.=Juan  Cano  Manuel.  =  Victoria 
Careaga.= Ricardo  Diaz  de  Rueda. = Licenciado  Mariano  Fi 
nandez  García. 
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no  coatra  el  que  tenga  otro  más  fuerte ,  ó  fuera  el  de  propie* 
dad,  en  cuyo  caso  se  encontraba  el  recurrente. 

6.®  Y  no  pudiendo  considerarse  á  D,  Manuel  Pérez  Martin 
sino  como  un  detentador ,  la  doctrina  consignada  en  las  sen- 
teacias  de  este  Tribunal  de  29  de  Diciembre  de  1839  ^  17  de 
Setiembre  de  1860  y  13  de  Junio  de  1865,  por  las  que  se  declara 
que  es  procedente  la  acción  de  desahucio  cuando  se  entabla  la 
demanda  por  el  dueño  de  la  finca  contra  los  que  únicamente 
la  poseen  en  concepto  de  arrendatarios:  que  puede  ser  desahu- 
ciado el  detentador  de  una  finca  por  el  coniprador  de  ella 
cuando  se  niega  á  pagar  la  renta  y  reconocerle  como  dueño; 
7  que  no  existe  obstáculo  alguno  legal  que  impida  que  aquel 
que  se  halla  en  la  tenencia  precaria  de  una  finca  sea  desahu- 
ciado por  el  que  á  título  de  dominio  ha  obtenido  la  posesión 
judioi^  de  ella  sin  oposición  alguna. 

7.°  Y  por  último ,  y  aun  considerando  á  D.  Manuel  Pérez 
Martin  como  simple  arrendatario,  la  ley  19,  tít.  8.®,  Partida  5.*, 
que  prescribe  que  el  adquirente  de  una  finca  por  título  singu- 
lar no  está  obligado  á  respetar  los  arrendamientos  que  su  an- 
tecesor hubiere  hecho,  á  menos  que  por  cláusula  expresa  no 
se  consignase  esa  obligación. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Juan  Cano  Manuel. 

Considerando  que  la  acción  de  desahucio  sólo  tiene  lugar 
en  los  arrendamientos  para  desalojar  de  la  finca  al  arrenda- 
tario que  se  halle  comprendido  en  los  casos  de  la  Ley  de  En- 
juiciamiento civil  vigente  en  la  materia: 

Considerando  que  en  el  caso  de  que  se  trata  en  estos  au- 
tos no  existe  arrendamiento  alguno  conocido  ni  presunto  de 
la  finca  en  cuestión,  sino  una  ocupación  de  la  misma  con  tí- 
tulo ó  sin  él ,  sobre  cuya  preferencia  de  dominio  han  girado 
ticamente  las  pruebas  suministradas: 

Considerando  que  el  recurrente  ,  al  alegar  las  infracciones 
de  ley  y  doctrina  legal  que  supone  icometidas  en  la  sentencia, 
parte  del  supuesto  equivocado  de  que  la  acción  de  desahucio 
cabe  también  contra  el  que  detenta  una  finca  sin  mediar  ar- 
rendamiento ó  pago  de  pensión  ;  y  que  bajo  tal  concepto  son 
improcedentes  en  el  sentido  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil 
expresando  los  motivos  de  casación  que  se  fundan  en  esta 
errónea  doctrina: 

Considerando  qye  la  apreciación  de  la  prueba,  no  mediando 
^nao  no  media  en  el  presente  caso  infracción  de  ley  ó  doc- 
ena legal,  es  de  la  exclusiva  competencia  de  la  Sala,  y  que 
contra  ella  no  se  da  recurso  de  casación; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lu- 
S^  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.   Francisco  Es- 
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colar  y  Martin ,  &  quien  condenamos  en  las  costas  ;  y  líbrese  k 
la  Audiencia  de  esta  capital  la  certificación  correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia ,  que  se  .  publicará  en  la 
Oaceta  é  insertará  en  la  Colección  legislativa ,  pasándose  al 
efecto  las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  j 
firmamos. = Juan  González  Acevedo.= José  María  Cáceres.»» 
Laureano  de  Arrieta.  =  Hilario  de  Igt)n.  =  José  Fermín  de 
Muro. = Juan  Cano  Manuel. = Ricardo  Diazde  Rueda. 

Publicación: 

Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Exee- 
lentísimo  Sr.  D.  Juan  Cano  Manuel,  Magistrado  del  Tribu- 
nal Supremo ,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera, 
el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Relator  Secretario  de  la 
misma. 

Madrid  27  de  Setiembre  de  1875.=Licenciado  Desiderio  Har« 
tinez. 

NÚM.  39. 
CASACIÓN  POR  INFRACCIÓN  DE  LEY.— SALA  PRIMERA. 


Reintegro  de  las  cantidades  invertidas  en  la  coBíPosicioif 
DE  UN  puente.— Sentencia  de  27  de  Setiembre,  declarando 
DO  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Doña 
Eustaquia  Suarez  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo 
civil  de  la  Audiencia  de  Valladolid,  en  pleito  con  el  Ayun- 
tamiento de  dicha  ciudad. 

En  sus  considerandos  se  establece: 

!.•  Que  las  leyes  10  y  20,  Ut.  32  de  la  Partida  3.',  la  6.*, 
libro  7.®  de  la  Novísima  Recopilación  y  los  artículos  67  y  68 
de  la  Ley  municipal  vigente^  que  imponen  en  general  al  par^ 
ticular  ó  corporación  dueña  de  un  edificio  la  obligación  de  der^ 
ribarle  y  reconstruirle  cuando  se  halle  en  estado  de  T^inay 
parten  del  supuesto,  como  es  natural,  de  que  durante  el  Juicio 
se  haya  acreditado  que  dicho  edificio  corresponde  en  propiedad 
d  la  persona  a  quien  se  pretende  imponer  el  gravamen  de  re- 
constituirlo, 

2°  Que  con  arreglo  i  lo  dispuesto  en  la  ley  1.*,  tit.  14  de 
la  Partida  2^  y  á  la  doctrina  constante  del  tribunal  Supre- 
mo^ cuando  el  demandado  niega  la  demanda  6  el  hecho  en  q%e 
ésta  se  funda  y  la  prueba  corresponde  al  demandante. 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  27  de  Setiembre  de  1875, 
en  el  pleito  pendiente  ante  Nos,  en  virtud  de  recurso  de  casÍFr- 
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"Cíon  por  infracción  de  ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera 
inatancia  del  distrito  de  la  Audiencia  de  Vailadolid  y  en  la 
Sala  de  lo  civil  del  Tribunal  superior  de  aquel  territorio  por 
Doñh  Eustaquia  Suarez  Diez  con  el  Ayuntamiento  de  aquella 
'Ciudad,  sobre  reintegro  de  las  cantidades  invertidas  en  la  re- 
composición de  un  puente,  é  intereses  y  alquileres  de  dos  casas: 
Resttltando  que  en  2  de  Octubre  de  1871  el  encargado  de 
reconocer  el  cauce  interior  del  rio  Esgueva  de  la  ciudad  de 
Vailadolid  puso  en  conocimiento  del  Alcalde  que  la  bóveda  ó 
puente  sobre  que  cargaban  las  casas  números  18,  20  y  22  de 
ía  oalle  de  la  Platería  se  hallaban  en  estado  ruinoso  ¡que  re- 
^nocidas  por  el  Arquitecto  municipal,  denunció  como  en  es- 
'tad.o  de  inminente  ruina  dichas  tres  casas,  proponiendo  se 
nscindase  desocuparlas   inmediatamente,   exponiendo  que,    si 
W^n  la  bóveda  era  de  sillería  y  únicamente  rebajada,  no  de- 
Wó  ser  construida  primitivamente  para  soportar  el  gran  peso 
^i^gado  sobre  ella,  y  que  habia  sido  causa  de  que  cediera,  ba- 
jándose gran  parte  de  las  dovelas  de  la  bóveda  y  cayéndose 
completamente  otras: 

Resultando  que  la  Alcaldía  mandó,  en  su  vista,  que  se  des- 

^uparan  inmediatamente  las  casas  denunciadas,  procediéndo- 

^  h  su  derribo:  que  los  dueños  de  ellas  D.  Gonzalo  Machuca 

y  Doña  Eustaquia  Suarez  acudieron  al  Ayuntamiento,  solici- 

^Qdo  se  ejecutasen  otras  ^bras  que  creían  suficientes  para  la 

^Paracion  del  cauce  del  puente ,  y  pidiendo  que  se  costeasen 

^n  fondos  municipales  por  ser  obligación  del. dueño  sirviente 

•^nerle  expedito  para  que  preste  la  servidumbre;  y  que  exhi- 

*^Wos  por  los  dueños  los  títulos  de  propiedad,  acordó  el  Ayun- 

^^tuiento  en  su  vista,  de  conformidad  con  el  dictamen  del 

'^í>ogado  consultor,  que  las  obras  necesarias  para  la  conser- 

^^ion  y  reparación  del  cauce  se  hicieran  por  cuenta  de  los 

^^eños  de  las  casas  denunciadas: 

Resultando  que  Doña  Eustaquia  Suarez  Diez,  dueña  de  las 

^^as  números  20  y  22,  dedujo  la  demanda  objeto  de  este  pleito 

l^ra  que  se  la  reintegrara  por  el  Ayuntamiento  de  Vailadolid 

^^  las  cantidades  importe  de  las  obras  que  se  hicieran  en  el 

Puente  denunciado  como  ruinoso,  sobre  el  cual  se  hallaban 

edificadas  las  citadas  casas",  y  que  la  demandante  anticipara, 

^on  más  los  intereses  de  ellas  al  6  por  100  desde  la  conclusión 

•  ^€  las  obras  hasta  la  ejecución  de  sentencia  firme,  los  alqui- 

j^fes  de  las  habitaciones  de  las  citadas  casas  desde  el  dia  de 

I     **  denuncia  hasta  la  terminación  de  los  procedimientos  de 

I     apremio,  con  las  costas;  alegando  en  apoyo  de  su  pretensión 

I     ^^e,  aunque  no  se  sabia  cuándo  se  construyó  el  puente  de- 

I     ^unciado,  por  quién,  con  qué  motivo  ni  con  qué  fqndos,  la 

I  II.-I/Y3/  12 
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índole  de  esa  construcción  obligaba  á  creer  que  el  Muuicipia 
de  su  época  lo  hizo  construir  á  sus  exigencias  para  el  servicio^ 
del  común  de  vecinos,  porque  no  podia  dudarse  que  el  rio^ 
cauce  y  terrenos  adyacentes  habian  sido  y  eran  propiedad  del 
común  de  vecinos:  que  las  casas  se  edificaron  sobre  el  puente» 
no  como  sobre  un  cimiento,  sino  sobre  planta  firme:  que  entre 
el  puente  y  los  materiales  dfl^  las  casas  que  estaban  sobre  él 
no  había  enlace  ni  trabazón  que  hiciera  las  casas  y  el  puente 
una  misma  edificación:  que  no  constaba  cuándo  se  construye- 
ron las  primeras  casas,  por  quién  y  en  virtud  de  qué  pacto, 
convenio,  uso  ó  tolerancia;  pero  era  de  evidencia  material  que 
se  construyeron,  apareciendo  de  alguno  de  los  documentos 
examinados  por  el  Abogado  consultor  que  siglos  atrás  estaban 
edificadas  y  aun  reedificadas,  y  que  no  se  habia  dicho  que  es- 
tuviesen ruinosas  ni  necesitadas  de  reparación,  y  si  única- 
mente que  el  puente  amenazaba  ruina;  y  que  si  se  arruinara, 
se  arrinuarian  inevitablemente  las  casas  sostenidas  por  él: 

Resultando  que  el  Ayuntamiento  de  Valladolid  impugné 
la  demanda,  alegando  que  no  se  fundaba  en  hechos  ciertos  y 
alegaciones  concretas,  sino  en  creencias  y  suposiciones,  ha- 
biendo la  misma  razón  para  creer  que  el  puente  se  construyen 
á  expensas  del  Municipio  y  para  el  servicio  público  que  para 
establecer  lo  contrario :  que  afirmando  la  demandante  que  el 
puente  pertenecía  al  Ayuntamiento,  era  preciso  que  lo  probase 
no  sólo  en  la  parte  que  formaba  la  calle  de  la  Platería,  sino 
en  lo  que  estaba  bajo  la  casa  núm.  18:  que  ya  se  construyera 
el  puente  al  mismo  tiempo  que  las  casas,  ó  estas  después,  nada 
significaba  para  la  separación  ó  emisión  de  derechos  entre  el 
puente  y  las  casas;  y  que  no  perteneciendo  la  del  núm.  18, 
edificada  sobre  el  puente,  á  Doña  Bustaquia  Suarez,  era  indis- 
pensable que,  además  de  justificar  el  dominio  sobre  los  núme- 
ros 20  y  22,  justificase  también  la  forma  y  modo  con  que  estof 
edificios  tenian  enlace  con  la  casa  núm.  18: 

Resultando  que  suministrada  prueba  por  las  partes,  dict* 
sentencia  el  Juez  de  primera  instancia,  y  que  la  Sala  de  I-* 
civil  de  la  Audiencia  de  Valladolid  la  revocó  en  26  de  JunL 
de  1874,  absolviendo  al  Ayuntamiento  de  la  demanda: 

Resultando  que  la  demandante  interpuso  recurso  de  cass 
cion  por  haberse  infringido  á  su  juicio: 

1.^  La  ley  10,  tít.  32,  Partida  3.*,  que  impone  en  genern 
al  dueño  de  un  edificio  la  obligación  de  derribarle  y  recons 
truirle  cuando  se  hallare  en  estado  de  ruina;  las  leyes  20  d.^ 
propio  título  y  Partida,  y  6.*,  tít.  1."*,  libro  7.*"  de  la  Novísiia 
Recopilación ,  y  los  artículos  67  y  68  de  la  Ley  municipal  vi 
gente,  que  declaran  ser  esta  misma  obligación  de  la  incain- 
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bencla  exclnslva  de  los  Consejos  y  Ayuntamientos,  cuando, 
como  aquí  sucedía,  se  trataba  de  un  puente  destinado  á  vía 
púllioa,  y  perteneciente  al  común  de  vecinos;  para  cuyo  ob- 
jete y  otros  an&logos  podian  y  debian  aquellas  corporaciones 
incluir  las  partidas  necesarias  en  los  presupuestos  municipa- 
les, segnn  lo  dispuesto  en  los  artículos  426  y  siguientes  de 
'  diclia  ley. 

"Y  2.^  La  doctrina  legal  sancionada  por  las  sentencias  de 
este  Tribunal  Supremo  de  16  de  Diciembre  de  1859,  17  de 
MTa.j'O  de  1864  y  otras  varias,  según  la  cual  corresponde  al  de- 
ina^ndado  probar  las  excepciones  que  alega  contra  la  demanda; 
puesto  que  habiendo  manifestado  el  Ayuntamiento  al  absolver 
posiciones  que  todos  los  puentes,  alcantarillas,  cauce  y  terre- 
nos adyacentes  del  rio  Esgueva  corresponden  á  la  corporación 
monicipal,  excepto  en  la  parte  ocupada  por  las  casas  edifica- 
^•3,  había  debido  justificar  esta  última  excepción;  y  no  ha- 
W^ndolo  hecho,  según  resultaba  del  testimonio  presentado, 
del>ió  la  sentencia  ordenar  el  pago  á  la  corporación  deman- 
dada. 

Tisto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Victoriano  Careaga. 
Considerando  que  las  leyes  10  y  20,  tit.  32  de  la  Partida 
3-*';  la  6.',  libro  7.®  de  la  Novísima  Recopilación,  y  los  ar- 
^ulos  67  y  68  de  la  Ley  municipal  vigente,  que  imponen  en 
í^eral  al  particular  ó  corporación  dueña  de  un  edificio  la 
^Wigacion  de  derribarle  y  reconstruirle  cuando  se  halle  en  es- 
^o  de  ruina,  parten  del  supuesto,  como  es  natural,  de  que 
^^íante  el  juicio  se  haya  acreditado  que  dicho  edificio  corres- 
P^tide  en  propiedad  á  la  persona  á  quien  se  pretende  imponer 
^^  gravamen  de  reconstruirlo: 

Considerando  que  Doña  Eustaquia  Suarez,  lejos  de  haber 

P^bado  que  la  parte  del  puente,  6  más  bien  bóveda  sobre  que 

^^soansan  las  casas  números  20  y  22  de  la  calle  de  las  Plate- 

^íts  de  Valladolid,  pertenezcan  á  los  vecinos  de  esta  ciudad 

^^mo  obra  de  aprovechamiento   común,  resulta  que   la  Sala 

^^ntencladóra,  después  de  apreciar  en  uso  de  sus  facultades,  las 

J^>uebas  aducidas  por  las  partes  litigantes ,  absolvió  de  la  de- 

^^anda  al  Ayuntamiento  de  dicha  población ,  precisamente  por- 

^"^eno  aparecia  que  la  demandante  hubiese  justificado  aquel 

^  ^trgmo ,   sin  que  en  contra  de  su  apreciación  se  haya  citado 

T^^yni  doctrina  legal  alguna  como  infringida,  y  por  consiguien- 

^^  son  impertinentes  las  citas  de  las  disposiciones  legales  de 

^^e  se  ha  hecho  mérito: 

Considerando  que,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  la  ley  1.*, 
^tulo  14  de  la  Partida  3.*,  y.  á  la  doctrina  constante  de  este 
^^premo  Tribunal,  cuando  el  demandado  niega  la  demanda  ó 
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el  hecho  en  que  ésta  se  funda,  la  prueba  con*esponde  al  d 
mandante : 

Ck)nsiderando  que  habiéndose  limitado  el  Ayuntamiento  < 
Yalladolid  al  contestar  á  la  demanda  presentada  por  Doj 
Eustaquia  Suarez  &  negar  que  la  propiedad  de  la  bóveda  < 
cuestión  corresponda  al  común  de  vecinos  de  la  expresat 
ciudad,  como  afirmaba  la  demandante,  la  prueba  incumbía 
ésta ;  y  en  este  supuesto  es  evidente  que  no  tiene  aplicacú 
alguna  al  presente  pleito  la  doctrina  de  que  corresponde  pn 
bar  las  excepciones  al  que  las  alega  contra  la  demanda,  est 
blecida  en  las  sentencias  de  16  de  Diciembre  de  1859  y  17  i 
Mayo  de  1864: 

Considerando  que,  aun  en  el  supuesto  de  que  lo  alegado  p 
dicho  Ayuntamiento  al  contestar  á  la  demanda  constituye 
una  verdadera  excepción,  como  esta  consistiera  en  la  negacii 
de  un  hecho,  es  evidente  que  la  prueba  de  él  corresponde] 
hacerla  á  la  demandante,  en  conformidad  á  lo  prevenido  en 
ley  2.*  del  mismo  título  y  Partida;  y  en  la  doctrina  repetid 
mente  declarada  por  este  Supremo  Tribunal,  puesto  que  el  ca 
no  está  comprendido  en  ninguno  de  los  exceptuados  en 
mencionada  ley. 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  1 
gar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Doña  Eustaqu 
Suarez,  á  quien  condenamos  en  las  costas ;  y  líbrese  á  la  A 
diencia  de  Valladolid  la  certificación  correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  G^ 
ceta  y  se  insertará  en  la  Goleccion  legislativa,  pasándose 
efecto  las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  fi 
mamos.=José  M.  Cáceres.= Laureano  de  Arrieta.=Hilario  i 
Igon.=Ramon  Diaz  Vela.  =?=  Victoriano  Careaga.==Joaquin  Bu 
Cañábate. = Ricardo  Diaz  de  Rueda. 

Publicación: 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Excele* 
tisimo  Sr.  D.  Victoriano  Careaga,  Magistrado  del  Tribunal  S 
premo,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala   primera,  en 
dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Relator  Secretario  de 
misma. 

Madrid  27  de  Setiembre  de  1875.=  Licenciado  Desida: 
Martínez. 
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NüM.  40. 
CASACIÓN  POR   INFRACCIÓN  DE  LEY.— SALA   PRIMERA. 


KTüLiDAD  DE  üN  TESTAMENTO. — Sentencia  de  27  de  Setiembre, 
declarando  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpues- 
to por  D.  Andrés  Silvestre,  por  sí  y  como  marido  de  Doña 
Cr^oria  Gomara,  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo 
civu  de  la  Audiencia  de  Zaragoza,  en  pleito  con  D.  Pedro 
liatorre  y  consortes. 

En  sus  CONSIDERANDOS  SO  cstablcce : 

1."  Que  el  fuero  de  Aragón  de  1528  sólo  previene  que  los 
otorgantes  y  testigos  suscriban  con  su  firma  y  rúbrica  los  ins- 
tf^^ámentos  que  otorgaran  ante  Escribano ,  sin  que  i  éste  s^ 
yif^jponga  la  obligación  de  signarlos  y  firmarlos^  y  si  sólo  la 
¿e  escribir  de  su  pufio  y  letra  la  primera  y  última  linea,  ru-- 
y^icando  además  la  penúltima  y  última  linea  del  mismo. 

2.^    Que  el  de  1678  no  exige  para  la  validez  del  testamen- 
to, mis  requisitos  que  los  indicados. 

3.^  Q^e  el  de  1.413  De  forma  instrumentorum  testifican- 
doram,  como  anterior  i  los  citados,  ha  quedado  modificado  por 
las  disposiciones  de  estos. 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  27  de  Setiembre  de  1875, 
^ü  los  autos  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de 
Tarazona  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Zaragoza 
por  D.  Andrés  Silvestre,  por  sí  y  como  marido  de  Doña  Gre- 
goria  Gomara  y  Jiménez,  con  D.  Pedro,  D.  José  y  Doña  Fer- 
>ianda  Latorre,  ésta  con  su  esposo  D.  Silvestre  García,  sobre 
nulidad  del  testamento  otorgado  por  D.  Ramón  Jiménez,  y  que 
^  declare  heredero  abintestato  del  mismo  á  su  hermano  Don 
'aan  Antonio  Jiménez,  y  sucesores  en  estos  derechos  al  Don 
Andrés  Silvestre  y  su  esposa,  en  virtud  de  la  declaración  que 
el  último  les  hizo;  autos  que  penden  ante  Nos ,  en  virtud  de 
^urso  casación  interpuesto  por  el  demandante  contra  la  sen- 
tencia que  en  20  de  Abril  de  1874  dictó  la  referida  Sala: 

Resultando  que  en  29  de  Octubre  de  1872  D.  Andrés  Sil- 
^estre,  por  sí  y  como  marido  de  Doña  Gregoria  Gomara,  pré- 
^  acto  de  conciliación  sin  avenencia,  dedujo  demanda  con- 
tal D.  Pedro  y  D.  José  Latorre  y  D.  Silvestre  García,  como 
iBarído  de  Doña  Fernanda  Latorre,  herederos  de  su  hermana 
I)o&a  Francisca  Latorre,  que  lo  fué  &  su  vez  de  su  marido 
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D.  Ramón  Jiménez,  según  el  testamento  que  se  decía  hab 
otorgado  éste  en  25  de  Mayo  de  1832  ante  D.  Baltasar  Laigl 
sia,  Notario  de  Tarazona,  solicitando  que  les  entregasen  1 
bienes  que  pertenecientes  á  D.  Ramón  Jiménez,  ó  de  su  pn 
cedencia,  recogieron  al  fallecimiento  de  su  mencionada  hei 
mana  Doña  Francisca  Latorre;  fundándose  para  ello  en  que.Dc 
Ramón  Jiménez  murió  sin  descedencia,  bajo  testamento  nuncc 
pativo,  que  se  decia  haber  otorgado  ante  el  expresado  Notari* 
pero  que  éste  no  autorizó,  pues  sólo  en  él  aparecían  las  fij 
mas  del  testador  y  dos  testigos,  pero  no  la  del  Notario;  y  qi 
siendo  por  falta  de  esta  firma  nulo,  cuya  nulidad  pedia  c 
primer  término,  correspondían  los  bienes  al  hermano  del  De 
Kamon  D.  Juan  Antonio  Jiménez,  como  su  heredero  abíntes 
tato,  cuya  declaración  también  pretendía,  así  como  la  entreg 
de  los  bienes  de  la  herencia  á  los  demandantes  en  virtud  de  ] 
donación  inler  vivos  que  les  hiciera  el  D.  Juan  Antonio  de  te 
.  dos  cuantos  bienes  y  derechos  de  la  citada  herencia  de  D.  Rf 
mon,  con  la  condición,  y  no  sin  ella,  que  si  llegaban  á  ooi 
seguir  ó  adquirir  judicial  ó  extrajudicialmente  dichos  bieni 
II  otros  equivalentes,  deducidos  los  gastos,  hablan  de  ha» 
cuatro  partes,  que  distribuirían  en  la  forma  que  se  expresa  e 
dicha  escritura  que  se  acompaña: 

Resultando  que  conferido  traslado  de  la  demanda,  lo  eva 
cuaron  los  demandados,  pretendiendo  que  desestimándola  pe 
completo  se  les  absolviese,   imponiendo  al  actor  perpetuo  si 
lencio  y  las  costas,  reservándoles  en  todo  caso  el  derecho  d 
repetir  contra  los  herederos  del  citado  Notario  D.  Baltasa 
Laiglesia  por  los  perjuicios  que  se  les  irrogasen;  y  para  ell 
alegaron  que  el  demandante  carecía  de  personalidad,  porqu 
derivándose  con  lo  que  se  presenta  del  titulo  de  donación  re 
ferido,  y  siendo  ésta  condicional,  no  podia  surtir  efecto  hast 
que  se  cumpliera,  no  habiéndose  aun  realizado  la  impuest 
por  el  D.  Juan  Antonio;  y  que  aun  cuando  así  no  fuera,  qu 
reconociéndose,  *  como  no  podia  menos  de  reconocerse,  por  c 
demandante  la  confección  del  testamento,   la  intervención  d 
los  testigos  y  la  del  Notario,  la  sola  falta  de  su  firma  y  sign* 
no  era  motivo  de  nulidad,  porque  si  bien  por  los  fueros  s 
exigía  al  recibir  la  escritura,  no  al  trasladarla  al  protocolo 
para  lo  que  se  le  concedían  seis  meses,  y  porque  la  Real  ór 
den  de  23  de  Setiembre  de  1867  resuelve  que  la  falta  de  firms 
y  signo  del  Notario  autorizante  de  una  escritura,  con  anteria 
ridad  á  la  ley  del  Notariado,  no  es  obstáculo  para  la  inscrip- 
ción de  la  misma  en  el  Registro  de  la  propiedad  siempre  qm 
esté  debidamente  signado,   como  sucede  en  el  caso  presente; 
el  protocolo  que  contenga  aquella,  á  cuya  Real  orden  dio  mo- 
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tivo  el  teátamento  de  qne  se  trata ,  estímáadose  que  éste  no 
tenia  defecto  en  sus  formas  intrínsecas  que  impidiesen  su  ins- 
cripción: que  de  todos  modos  el  testamento  reunía  todas  las 
circunstancias  que  previene  la  ley  de  enjuiciar  pasa  elevarle 
i  testamento  hecho  de  palabra;  y  que  advirtiéndbse  por  el 
testador  que  si  el  que  otorgaba  no  valía  como  testamento,  va- 
liese de  cualquier  otra  manera ,  no  podia  borrarse  el  compro- 
miso que  D.  Ramón.  Jiménez  contrajo  de  traspasar  sus  bienes 
A  su  esposa  Doña  Francisca  Latorre,   puesto  que  su  intención 
Alé  darle  toda  la  fuerza  legal  necesaria;  y  finalmente,  que  en 
}^  demanda  se  ejercitaban  dos  cuestiones  diferentes,  la  de  nu- 
lidad del  testamento  y  la  de  petición  de  herencia,  lo  cual  no 
podia  hacerse  simultáneamente: 

Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba,  se  practicaron 
las  que  respectivamente  propusieron  las  partes;  y  por  el  de- 
mandante se  justificó  la  legitimidad  de  la  escritura  de  donación 
^  cesión  de  derecho  de  que  se  ha  hecho  mérito  le  hiciera  el 
1^-  Juan  Antonio  Jiménez,  la  defunción  del  D.  Ramón  y  falta 
de  signo  y  firma  del  Notario  ante  quien  se  otorgó  el  testamento 
del  mismo,  así  que  los  bienes  que  dejó  á  su  muerte  y  en  virtud 
de  aquel  testamento,  pasaron  á  su  esposa  Doña  Francisca  La- 
torre,  y  por  muerte  de  ésta  los  adquirieron  sus  tres  hermanos 
los  demandados: 

Resultando  que  el  testamento  de  que  se  trata  se  halla  en  el 
Iterar  y  sitio  de  orden  correlativo  en  el  protocolo  del  Notario 
J^*  Baltasar  Laiglesia,  correspondiente  al  año  1832,  sin  que  se 
i^ote  signo  alguno  de  haberse  intercalado  aquel  documento,  el 
•^^al  aparece  firmado  por  el  testador  y  dos  testigos,  y  á  su 
^al  se  observan  además  dos  rúbricas  sin  firma  alguna: 

Resultando  que  en  el  protocolo  del  Notario  Laiglesia,  cor- 
^^espondiente  al  año  1832,  existen  46  instrumentos,  sin  contar 
^n  los  de  los  folios  24  y  25,  en  los  que  se  halla  el  testamento 
^^^  cuestión,  y  de  ellos  22  están  autorizados  con  firma  y  rú- 
^Hca  de  D.  Baltasar  Laiglesia,  careciendo  dé  dicha  firma  y 
lubrica  los  otros  14,  adeníás  de  otros  tres,  entre  ellos  el  tes- 
^tQenlo  de  que  se  trata:  que  en  el  de  1831,  comprensivo  de  54 
^Instrumentos ,  en  dos  de  ellos  se  nota  la  falta  de  la  firma  y 
'^brica  del  mismo  Notario;  y  uno  en  el  de  1833,  compuesto 
de  30  instrumentos,  en  ninguno  de  los  que  se  expresó  eí  nom- 
"^  y  apellido  del  Notario,  ni  se  dio  fé  del  conocimiento  de  los 
otorgantes;  y  redactados  todos  bajo  una  misma  forma: 

Resultando  que  seguido  el  juicio  por  sus  trámites,  la  men- 
cionada Sala  de  la  Audiencia  por  sentencia  de  SO  de  Abril 
d^  1874,  revocatoria  de  la  del  Juez  de  primera  instancia,  de- 
claró válido  el  testamento  otorgado  en  26  de  Mayo  de  1832 
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por  D.  Bamon  Jiménez  ante  el  Notario  de  Tarazona  D.  Balta- 
sar Laiglesia;  y  abaolvió  en  su  virtud  á  D.  Pedro  y  D.  Joa^ 
Latorre  y  D.  Silvestre  García,  como  marido  de  Doña  Fernan- 
da Latorre,  de  la  demanda  que  contra  los  mismos  interpuse 
Andrés  Silvestre,  por  sí  y  como  marido  de  Doña  Gregoria  Go- 
mara, con  fecha  29  de  Octubre  de  1872: 

Y  resultando  que  D.  Andrés  Silvestre  interpuso  recurso  de 
casación,  citando  como  infringidos  al  declararse  válido  el  tes- 
tamento de  que  se  trata: 

1.^  El  fuero  de  Aragón,  dado  por  C&rlos  I  en  Zaragoza  el 
año  de  1528,  que  requiere  que  el  Notario  testifique  los  testa- 
mentos bajo  cierta  pena,  y  además  bajo  nulidad  del  acto;  y  la 
testificación  no  puede  hacerse  sino  signando  y  firmando,  por- 
que de  otra  suerte  no  hay  posibilidad  siquiera  de  dar  fé  al 
acto  notarial. 

2.**  El  fuero  de  Aragón  del  año  1678. 
3.°  El  fuero  de  Aragón  titulado  Dt  forma  initrumentorum 
testificandorum  y  dado  en  las  Cortes  de  Aragón  celebradas  eo 
la  ciudad  de  Zaragoza,  y  publicado  en  Junio  de  1413,  que 
dice:  «el  cual  Notario  electo  é  testimonio  haya  de  su  propia 
mano  suscribirse  al  pié  de  la  nota  que  del  dito  contrato  ó  dis- 
trato ó  procuración  se  testificará  la  suscriccion  siguiente:  yo 
tal  Notario  electo  en  tal  ciudad^  villa  ó  lugar  fó  testimonio  del 
present  contracto:» 
4.®  La  ley  6.*,  tít.  23,  libro  1 0  de  la  Novísima  Recopilación. 
Y  5.°  El  principio  de  derecho,  según  el  cual  las  escrituras 
públicas  han  de  estar  autorizadas  por  los  Notarios;  porque  no 
hay  otra  forma  de  autorizarlas  que  signarlas  y  firmarlas:  que 
solamente  así  puede  considerárselas  con  la  fuerza  que  se  laa 
da  por  ver  en  ellas  reunidas  las  tres  clases  de  prueba,  ó  sea  la 
testifical,  la  escrituraria  y  la  de  la  fé  pública;  faltando  la  fir- 
ma de  los  testigos  ó  del  Notario,  falta  uno  de  los  requisitos 
integrantes  que  dan  validez  al  instrumento. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Juan  Cano  Manuel. 
Considerando  que  el  fuero  de  1528,  que  se  cita  como  infrin- 
gido, sólo  previene  que  los  otorgantes  y  testigos  suscriban  con 
su  firma  y  rúbrica  los  instrumentos  que  otorgaren  ante  Escri- 
bano, como  se  ha  verificado  en  el  de  que  se  trata,  sin  que  ju 
éste  se  imponga  la  obligación  de  signarlos  y  firmarlos,  y  sí 
sólo  la  de  escribir  de  su  puño  y  letra  la  primera  y  .última  linea^ 
rubricando,  además,  como  se  ha  hecho,  la  penúltima  y  ultima- 
línea  del  mismo: 

Considerando  que  el  fuero  de  1678,  que  se  alega  en  apoyo 
del  recurso,  no  exige  para  la  validez  del  testamento  más  requi- 
sitos que  los  indicados: 
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Considerando  que  el  fuero  de  1413  Deforma  instrumenío-- 

tesHjleaniorumf  como  anterior  á  los  citados  fueros^  ha 

quedado  modificado  por  las  disposiciones  de  estos  que,  al  fijar 

solemnidades  que  deben  concurrir  en  los  testamentos,  no 

su  autorización  por  el   Escribano  en  la  forma  y 

odo  que  se  pretende: 

(Considerando  que  la  Sala  sentenciadora,  en  uso  de  sus  ex- 

alusivas  atribuciones,  ha  apreciado  el  valor  legal  de  las  prue* 

t^^ks  suministradas  en  autos,  deduciendo  de  este  examen  la  va- 

íz  del  testamento  en  cuestión,  sin  que  al  hacer  esta  aprecia- 

m  haya  infringido  ley  ni  doctrina  legal; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber 

I'Mx.frar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Andrés  Silves- 

tBnc  ¿  quien  condenamos  en  las  costas;  y  líbrese  la  correspon<i^ 

A.S^Qte  certificación  á  la  Audiencia  de  Zaragoza. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Oa  - 

^^Ma  é  insertará  en  la  Colección  legislativa^  pasándose  al  efecto 

l^ft«  copias  necesarias,   lo  pronunciamos,  mandamos  y  firma- 

L^)6.=Juan  González  Acevedo.«==José  M.  Cáceres.= Laureano 

Arríeta. «Hilario  de  Igon.==José  Fermín  de  Muro.=Juan 

10  Manuel. «Ramón  Diaz  Vela. 

Publicación : 

Leída  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Exce- 
lentísimo  Sr.  D.  Juan  Cano  Manuel,  Magistrado  del  Tribunal 
ipremo,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera  del 
10,  el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Relator  Secretario 
^^  dicha  Sala. 

Madrid  27  de  Setiembre  de  1875.=sLicenciado  Mariano  Fer- 
^"^^^dez  García. 

NÚM.  41. 

ADMISIÓN.— SALA  PRIMERA. 

^^nJMÜLACION  DB  UNA.  DBMANDA  ORDINARIA  A  UN  JUICIO  EJECUTI- 
VO.— Auto  de  27  de  Setiembre,  declarando  no  haber  luarar  á 
la  admisión  del  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Wen- 
ceslao José  Carballo  y  consorte  contra  la  sentencia  pronun- 
dada  por  la  Audiencia  de  Cáceres,  en  pleito  con  D.  Manuel 
Pérez  de  Guzman. 

En  sus  CONSIDERANDOS  SO  cstablecc: 
Q^e  el  recurso  de  casación,  en  lo  civil,  lo  mismo  el  de  f  ar- 
que el  del  fondo,  contra  las  sentencias  de  las  A  udiencias^ 
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^ólo  se  da  cuando  son  definitivas j  entendiéndose  por  tales  paré 
el  efecto  las  fue  terminen  el  Juicio  j  y  las  que^  recayendo  sobre 
un  articulo  y  pongan  término  al  pleito^  haciendo  imposible  s% 
continuación,  según  se  dispone  en  el  arí.  2,^  y  en  los  núme^ 
ros  1.^  y  2.°  del  3.^  de  la  Ley  provisional  vigente  sobre  reforma 
de  la  casación  civil. 

Resultando  que  por  escritura  de  6  de  Enero  de  1871  Don 
Manuel  Pérez  de  Ouzman  dio  en  arrendamiento  á  D.  Wences- 
lao José  Carballo  la  dehesa  de  su  propiedad,  titulada  de  los 
Aduanos,  término  de  la  villa  de  Fregenal,  de  unas  800  ó  más 
fanegas  de  cabida,  por  el  plazo  de  ocho  años  y  precio  de  18.000 
reales  en  cada  uno,  y  condición,  entre  otras,  de  que  el  arren- 
datario pagaria  además  las  contribuciones  ordinarias  que  se 
impusieran  á  la  finca,  con  los  apremios  y  costas  á  que  diese 
lugar  por  su  morosidad: 

Resultando  que  en  25  de  Abril  de  1873  D.  Wenceslao  José 
Carballo  y  D.  Vicente  Gómez  dedujeron  demanda  en  el  Jui- 
gado  de  primera  instancia  de  Jerez  de  los  Caballeros,  para  que 
se  declarase  rescindido ,  caduco  é  ineficaz  el  arriendo  de  la 
dehesa,  y  que  en  su  consecuencia  condenase  al  propietario  Don 
Manuel  Pérez  de  Guzman  á  que  se  hiciera  cargo  de  la  dehe- 
sa, indemnizando  al  colono  la  parte  .de  renta  que  ya  había 
percibido,  á  contar  desde  ef  abaldimiento  hasta  San  Migael 
próximo,  y  de  todos  los  demás  daños  y  perjuicios  en  graduación 
pericial,  y  á  que  cancelase  á  su  costa  la  mencionada  escritu- 
ra, con  imposición  de  costas  y  gastos  del  juicio  ;  y  al  efecto 
alegaron  las  consideraciones  que  estimaron  oportunas: 

Resultando  que  D.  Manuel  Pérez  de  Guzman  pretendió  que 
se  le  absolviese  de  la  demanda ,  coa  imposición  á  los  actores 
de  perpetuo  silencio  y  costas,  fundado  en  que  no  era  justo  ni 
legal  rescindir  el  arrendamiento  por  causas  á  que  el  demanda- 
do no  habia  dado  lugar  directa  ni  indirectamente: 

Resultando  que  después  de  haber  replicado  y  duplicado  las 
partes  y  de  recibirse  el  pleito  á  prueba ,  D.  Manuel  Pérez  de 
Guzman  ,  acompañando  copia  de  la  escritura  de  6  de  Enero 
de  1874  y  los  recibos  de  la  contribución  que  habia  satisfecho 
correspondiente  al  cuarto  trimestre  del  año  económico  de  1872 
á  1873  y  su  adicional,  y  al  primero  y  segundo  trimestre  del 
de  1873  á  74,  importantes  en  junto  909  pesetas  29  céntimos, 
propuso  en  20  de  Enero  de  1874  demanda  ejecutiva  contra  Don 
Wenceslao  José  Carballo,  por  la  expresada  cantidad  y  costas 
causadas  y  que  se  causasen : 

Resultando  que  acordado  se  librase  el  mandamiento  de-eje-* 
cucíon ,  antes  de  que  tuviera  efecto  presentaron  escrito  Dqb 
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Wenceslao  José  Garballo  y  D.  Vicente  Gómez,  pretendiendo  se 
flospendiera  el  recurso  del  juicio  ejecutivo  y  se  acordare  la  acu- 
mulación  del  mismo  á  la  demanda  ordinaria  promovida  por 
ellos,  con  imposición  de  costas ,  daños  y  perjuicios  á  D.  Ma- 
nuel Pérez  de  Onzman,  puesto  que  no  podia  consentirse  que  ea 
QQ  mismo  Juzgado,  con  una  procedencia  igual ,  entre  unas 
iQismas  personas  y  derivados  de  una  misma  acción  ,  hubiese 
dos  pleitos,  uno  para  no  pagar  y  otro  para  que  se  pagase: 

Resultando  que  dada  vista  de  ambos  pleitos ,  el  Juez  de 
pxímera  instancia  dictó  sentencia  en  7  de  Febrero  de  1874, 
declarando  no  haber  lugar  á  la  acumulación  solicitada  por 
D-  Wenceslao  José  Garballo  y  D.  Vicente  Gómez  ,  alzando- 
^>  en  su  consecuencia ,  la  suspensión  de  los  procedimientos 
deoretada: 

Resultando  que  confirmada  dicha  sentencia,  por  la  qae 
^ci  3  de  Setiembre  de  1874  dictó  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Au- 
diencia de  Cáceres ,  Garballo  y  Gómez  interpusieron  recurso 
de  casación  en  la  forma  y  en  el  fondo,  fundado  éste  en  la  in* 
^''«U^ion  de  los  articules  157  y  158  de  la  Ley  de  Bnjuiciamien- 
to   civil: 

Resultando  que  admitido  el  recurso  de  casación  por  que- 
^^^ntamiento  de  forma  y  sustanciado  con  arreglo  á  la  ley,  la 
S^a  tercera  de  este  Tribunal  Supremo,  por  sentencia  de  22  de 
^<iTzo  último,  (leclaró  no  haber  lagar  á  dicho  recurso ,  y  que 
P^^aran  los  autos  ¿  ^ta  Sala  primera  para  los  efectos  opor- 
^^Oos  acerca  del  fundado  en  infracción  de  ley. 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ramón  Díaz  Vela. 
Considerando  que  el  recurso  de  casación  en  lo  civil,  lo  mis- 
^o  el  de  la  forma  que  el  del  fondo ,  contra  las  sentencias  de 
'^^  Audiencias,  sólo  se  da  cuando  son  definitivas  ,  entendién- 
doae  por  tales  para  el  efecto  las  que  terminen  el  juicio,  y  las 
4^^e  recayendo  sobre  un  articulo ,  pongan  término  al  pleito, 
^^ciendo  imposible  su  continuación,  según  se  dispone  en  el 
«í'tlculo  2.^  y  en  los  números  1.**  y  2.^  del  art.  3.**  de  la  Ley 
Pit>Tisioñal  vigente  sobre  reforma  de  la  casación  civil: 

Considerando  que  el  auto  de  la  Audiencia  de  Cáceres  de  3 
^^  Setiembre  de  1874,  contra  el  que  se  interpuso  el  presente 
^^<Hir8o  de  casación  al  mismo  tiempo  que  el  de  quebranta- 
miento de  forma,  se  limitó  ¿  confirmar  el  apelado ,  en  el  que 
86  declaraba  no  haber  lugar  á  la  acumulación  de  los  autos 
^licitada  por  los  recurrentes  Garballo  y  Gómez,  mandando 
^zñ  la  suspensión  de  los  procedimientos  acordada,  y  de  con- 
^^Sviiente  es  de  toda  evidencia  que  no  termina  ni  impide  la 
^c>iitinuacion  de  ninguno  de  los  dos  pleitos  objeto  de  la  acu- 
mulación, como  también  se  halla  así  terminantemente  senta- 
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do  en  la  sentencia  sobre  el  otro  recurso  en  la  forma,  que  ae 
calificó  de  imprudente,  como  igualmente  lo  es  la  continuación 
del  actual; 

Se  declara  no  haber  lugar  á  la  admisión  de  este  reoarso 
en  el  fondo,  con  las  costas ;  y  devuélvase  &  los  recurrentes  la 
cantidad  que  para  él  han  depositado,  y  los  autos  á  la  Audien- 
cia de  Cáceres  con  la  correspondiente  certificación. 

Madrid  27  de  Setiembre  de  1875.= Juan  Oonzalez  Aceve- 
do.>=José  Fermín  de  Muro.=Juan  Cano  Manuel.=Ramon  Diaz 
Vela. = Ricardo  Díaz  de  Rueda. = Licenciado  Mariano  Fernan- 
dez García. 

NÚM.  42. 

CASACIÓN  POR  INFRACCIÓN  DE  LEY.— SALA  PRIMERA. 


Reclamación  de  unas  fincas. — Sentencia  de  29  de  Setiembre, 
declarando  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  inter- 

.  puesto  por  D.  Salvador  Patris  contra  la  pronunciada  por  la 
&ila  segunda  de  la  Audiencia  de  Barcelona ,  en  pleito  con 
D.  Isidro  ViladomQ  y  consortes. 

En  sus  considerandos  se  establece: 

Que  no  es  principio  de  derecho  q%e  la  acción  reivindicaío^ 
Ha  excluya  siempre  reintegros  simultáneos  á  la  entrega  de  la 
cosa  reivindicada^  y  que  las  sentencias  del  Tribunal  Supremo 
^obre  no  declarar  lo  contrario  no  pueden  citarse  como  funda- 
mento del  recurso  en  lugar  de  la  doctrina  legal  que  del  conjun^ 
io  de  las  mismas  se  desprenda. 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  k  29  de  Setiembre  de  1875, 
en  los  autos  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de 
Manresa  y  en  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Barcelona 
por  D.  Salvador  Patris  con  D.  Isidro  Viladoms,  D.  Francisco 
Subirana,  D.  Juan  Gordi,  D.  Joaquín  Borrell  y  D.  Juan  Cotnas- 
vellas,  sobre  reclamación  de  unas  fincas;  autos  que  penden 
ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  interpuesto  por  Pa-- 
tris  con  la  sentencia  que  en  8  de  Mayo  de  1874  dictó  la  refe- 
rida Sala: 

Resultando  que  Miguel  Patris  y  Boada  y  su  mujer  Margas- 
rita  Portas  y  Cascante,  en  sus  capitulaciones  matrimoniales 
otorgadas  en  14  de  Abril  de  1817,  establecieron  un  hereda- 
miento preventivo  á  favor  de  su  primer  hijo  varón,  y  en  de- 
fecto de  éste  de  la  primera  hija:  que  el  Miguel  Patris  y  Boada 
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en  18  de  Febrero  de  1848,  hallándose  en  Monístrol  de  Mon- 
aerrckt  y  casa  de  su  cuñado  Cristóbal  Cascante  detenido  en 
caxuct  á  consecuencia  de  enfermedad  grave,  de  la  cual  temía 
morir,  otorgó  testamento  nuncupativo,  que  recibió  D.  Fran- 
cisco Prats,  Presbítero  y  Vicario  perpetuo*  de  aquella  villa,  por 
aasexicia  del  Notario  de  la  misma,  y  en  él  legó  á  sus  hijos 
Salvador,  José,  Juan  y  Simón,  y  á  sus  hijas  Angela  y  Eleonor^ 
en  p&go  de  sus  derechos  de  legítima  paterna  y  materna  la 
cantidad  de  100  libras;  además  á  las  dos  últimas  las  ropas 
correspondientes  que  se  hablan  de  dar  a  las  demás;  instituyó 
heredero  á  su  hijo  primogénito  Carlos,  y  para  el  caso  de  fa- 
llecer éste  soltero  ó  casado,  pero  sin  descendientes,  le  sustitu- 
yó con  su  otro  hijo  Salvador ;  cuyo  testamento  fué  registrado 
en  el  oficio  de  Hipotecas  de  Igualada  en  28  de  Setiembre 
de  1854,  é  inscrito  en  el  Registro  de  la  propiedad  de  Manresa 
en  23  de  Enero  de  1866: 

Resultando  que  el  Miguel  Patris  y  Boada  falleció  en  14  de 
Setiembre  de  1854;  y  en  22  del  propio  mes  y  año  su  hijo  Gar- 
los Patris  y  Portas,  como  heredero  universal  de  aquel,  según 
el  expresado  testamento,  formó  inventario  de  los  bienes  del 
mismo,  describiendo  varios  muebles  y  ropas ,  39  duros  en  di- 
nero y  varias  fincas,  protestando  adicionarlo  ó  formar  otro 
nuevo  en  el  caso  de  llegar  á  su  noticia  otros  bienes  de  igual 
procedencia: 

Resultando  que  Carlos  Patris  en  21  de  Enero  de  1856  ven- 
dió á  D.  Joaquin  Borrell  por  la  cantidad  de  1.920  rs.,  que  co- 
bró en  el  acto,  una  parte  de  casa  que,  como  heredero  que 
afirmó  ser  de  su  difunto  padre  Isidro  Patris,  poseia  en  la  calle 
del  Puig  de  la  villa  de  Monistrol  de  Monserrat:  en  3  de  Junio 
de  1859  vendió  á  los  consortes  Francisco  Subirana  y  Angela 
Patris  un  huerto  regadío,  sito  en  la  mencionada  villa  y  parti- 
da llamada  Huerta  Olivernal,  que  le  pertenecía  como  heredero 
de  su  padre,  según  el  citado  testamento,  por  el  precio  de  300 
libras,  de  las  cuales  se  retuvieron  100  los  compradores  en  sa- 
tisfacción del  legado  de  igual  cantidad  que  hizo  &  la  Angela 
Patris  su  difunto  padre  Miguel  Patris  en  dicho  testamento,  y 
las  200  libras  restantes  las  cobró  el  vendedor  á  cuenta  de  sps 
derechos  de  legitima  y  trebeliánica  y  del  dote  y  esponsalicio 
de  8U  difunta  madre  Margarita  Portas,  que  según  los  capítulos 
matrimoniales  consistían  en  250  libras  catalanas,  dos  cómodas 
y  algunas  ropas  la  dote,  y  en  62  libras  10  sueldos  el  esponsa- 
licio: el  mismo  Carlos  Patris  en  2  de  Agosto  de  1860  vendió 
é>  D.  Isidro  Villadoms  por  el  precio  de  600  libras,  que  confesó 
haber  recibido,  parte  de  una  casa  con  un  corredor  ó  pasadizo 
contiguo,  sita  en  la  calle  del  Puig  de  Monistrol,  que  le  per- 
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tenecia  como  heredero  de  su  difunto  padre  Miguel  Patria ,  á 
tenor  del  mencionado  testamento,  cuya  venta  consintió  José 
Patrís  Portas,  hermano  del  vendedor:  en  28  de  Noviembre  del 
citado  año  de  1860  vendió  al  nombrado  D.  Isidro  Viladoms  poi 
el  precio  de  700  libra*s,  que  confesó  haber  recibido,  el  resto  de 
la  casa  últimamente  mencionada,  diciendo  pertenecerle  como 
heredero  de  su  difunto  padre  Mi^el  Patris  por  haberse  parifi- 
cado á  su  favor  el  heredamiento  preventivo  resultante  de  los 
referidos  capítulos  matrimoniales  con  motivo  de  no  tener  efectc 
el  testamento  que  Miguel  Patris  otorgó  ante  la  Rectoría  de  Mo- 
nistrol,  según  se  creia;  y  en  9  de  Mayo  de  1861  vendió  á  Don 
JuáA  Oordi  por  el  precio  de  1.250  libras,  que  confesó  haber 
recibido,  una  casa  en  Monistrol  y  calle  de  las  Moscas,  que  dijo 
le  pertenecía  por  la  misma  causa  expresada  respecto  de  la  ñnca 
que  fué  objeto  de  la  anterior  escritura: 

Resultando  que  según  tres  escrituras  públicas  inscritas  en 
el  Registro  de  la  propiedad,  Carlos  Patris  y  Portas^  como  he- 
redero de  su  padre  Miguel  Patris,  satisfizo  la  cantidad  de  100 
libras  catalanas  á  cada  uno  de  sus  tres  hermanos  José  Salva- 
dor y  Simón  en  pago  del  legado  de  igual  suma  que  les  habia 
hecho  su  padre  en  el  referido  testamento  por  razón  de  sus  le- 
gitimas paterna  y  materna: 

Resultando  que  en  9  de  Junio  de  1855  Carlos  Patris  y 
Portas,  como  heredero  de  su  padre  Miguel  Patris  y  Boada  en 
fuerza  del  testamento  de  que  se  ha  hecho  mérito,  y  con  inter- 
vención de  su  hermano  Salvador,  como  inmediato  sustituto 
llamado  para  el  caso  de  morir  el  primero  sin  hijos,  cobró  de 
D.  Manuel  Sastre  168  duros,  6  rs.  y  17  mrs.  por  saldo  de  las 
cuentas  que  hablan  mediado  entre  Sastre  y  dicho  Miguel 
Patris: 

Resultando  que  fundado  Salvador  Patris  y  Portas  en  la 
institución  fideicomisaria  ordenada  á  su  favor  por  su  padre  en 
el  expresado  testamento,  y  en  el  hecho  de  haber  fallecido  sol- 
tero, y  por  consiguiente  sin  hijos,  su  hermano  Carlos,  herede- 
ro instituido  en  primer  lugar,  propuso  demanda  ordinaria  en  15 
de  Mayo  de  1869  contra  D.  Juan  Comasvellas,  D.  Francisco 
Subirana,  D.  Isidro  Viladoms,  D.  Juan  Gordi  y  D.  Joaquín 
Borrell,  pidiendo  fuesen  condenados  á  dimitir  á  favor  del  de- 
mandante las  fincas  que  poseían  procedentes  de  Miguel  Patris 
y  Boada,  y  enajenadas  por  el  Carlos  Patris  y  Portas,  á  saber: 
Comasvellas  una  pieza  de  tierra  plantada  de  viña  y  olivos,  sita 
en  la  partida  del  Pont;  Subirana  una  huerta  de  regadío,  sita 
en  la  partida  llamada  Horta  Hivernal ;  Viladoms  parte  de  la 
casa  principal  que  fué  de  Miguel  Patris  y  Boada,  sita  en  la  callo 
de  las  Moscas  de  la  villa  de  Monistrol,  señalada  con  el  núme« 
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Tp  5;  Gordi  la  otra  parte  de  la  casa  principal»  sita  en  la  calle 
de  las  Moscas,  y  Borrell  otra  casa  vulgarmente  llamada  el  Al- 
macen,  situada  también  en  dicha  calle  de  las  Moscas,  con  sus 
frutos  producidos  y  podidos  producir  desde  el  dia  que  hubiese 
lugar,  y  recargo  de  costas,  salvo  el  derecho  de  evicoion  ó 
oualquier  otro  que  les  conviniere  por  razón  de  la  adquisición 
de  aquellas  fincas: 

Resultando  que  los  demandados  se  opusieron  á  la  deman- 
da, para  lo  que  alegaron  que  no  era  cierto  que  todos  ellos  po- 
seyesen bienes  procedentes  de  Miguel  Patris:  que  los  que  po- 
seían los  tenian  adquiridos  por  justo  y  legítimo  título,  porque 
Carlos  Patris,  de  quien  los  recibieron,  ¿un  cuando  no  hubiese 
llegado  á  ser  heredero  de  su  padre,  tenia  derecho  ¿  su  porción 
le^tima,  ¿  la  cuarta  trebeliánica,  ¿  los  gastos  de  entierro,  fu- 
nerales y  última  enfermedad  del  padre  común,  y  ¿  los  legados 
y  legítimas  satisfechas  á  los  demás  hermanos  en  cantidad 
de  500  libras ;  pudiendo  en  su  consecuencia  disponer  de  una 
gran  parte  de  la  herencia  paterna:  que  según  la  certificación 
de  amular  amiento  que  habia  presentado  el  mismo  Salvador 
Patris,  se  hallaba  éste  poseyendo  como  heredero  de  su  padre, 
según  así  aparecía,  las  fincas  que  en  ella  se  expresan:  que  el 
testamento  de  Miguel  Patris  era  nulo  por  haberlo  otorgado 
«mte  un  Vicario  perpetuo  de  una  villa  donde  habia  Notario 
"público;  y  de  otra  parte  era  nula  la  cláusula  hereditaria  por 
liallarse  preterida  una  hija  del  testador,  llamada  Catalina,  que 
'■>7ivia  al  fallecimiento  del  testador,  y  aún  en  la  actualidad;  y 
^concluyeron  pidiendo  que  se  les  absolviese  de  la  demanda, 
^^mponiendo  silencio  y  callaraiento  perpetuo  al  demandante,  y 
^condenándole  al  pago  de  todas  las  costas: 

Resultando  que  sustanciado  el  pleito  por  sus  trámites,  la 
^^sreferida  Sala  segunda  de  la  Audiencia  por  sentencia  de  8  de 
^^ayo  de  1874,  confirmatoria  en  parte  de  la  del  Juez  de  pri- 
mera instancia,  condenó  á  los  demandados  Juan  Comasvellas, 
francisco  Subirana,  Isidro  Viladoms,  Juan  Gordi  y  Joaquín 
Borrell  á  restituir,  dentro  del  término  de  diez  dias,  al  deman- 
dante Salvador  Patris  y  Portas  las  fincas  que  respectivamente 
poseen  procedentes  de  la  herencia  de  Miguel  Patris  y  Boada, 
vendidas  por  el  heredero  fiduciario  Carlos  Patris  y  Portas,  y 
que  constan  especificadas  en  la  demanda,  con  los  frutos  pro- 
ducidos y  podidos  producir  desde  el  dia  de  la  contestación  de 
la  misma;  debiendo  el  demandante  Salvador  Patrs  y  Portas 
entregar  en  el  acto  de  la  restitución  de  dichas  fincas  á  los 
consortes  Francisco  Subirana  y  Angela  Patris  la  cantidad  de 
100  libras  catalanas,  equivalentes  á  266  pesetas  6  céntimos, 
legada  á  dicha  Angela  Patris  por  su  padre;  y  &  todos  los  de- 
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mandados,  sig^uiendo  el  orden  de  antigüedad  de  fechas  c 
respectivací  adquisiciones,  las  cantidades  que  respectiva] 
satisficieron  á  Carlos  Patris  y  Portas  por  precio  de  las  e 
sadas  fincas,  en  cuanto  no  exceda  del  importe  de  la  leg 
y  trebeliánica  correspondientes  á  dicho  Carlos  Patris  y 
pagado  por  éste  para  gastos  de  la  última  enfermedad,  en 
y  funerales  de  su  padre ,  y  por  legados  paternos  y  legl 
de  sus  hermanos;  y  en  cuanto  á  lo  que  tal  vez  exceda  c 
cho  importe  la  suma  de  los  precios  de  las  ventas,  se  n 
á  los  demandados  que  queden  en  descubierto  del  todo  ó 
del  precio  que  satisficieron,  el  derecho  que  les  asistía  pai 
clamar  su  abono  de  quien  corresponda,  si  vieren  conveí 
Resultando  que  denegada  la  aclaración  que  de  la  sen! 
pidió  D.  Salvador  Patris,  interpuso  recurso  de  casación, 
gando  que  no  rechazaba  las  obligaciones  impuestas  por  i 
Ha;  pero  que  al  condenarle  á  su  cumplimiento  desde  I 
esto  es,  al  condenarle  á  entregar  en  el  acto  de  la  restit 
de  las  fincas,  y  no  después,  un  legado  á  los  consortes  ] 
cisco  Subirana  y  Angela  Patris  y  á  todos  los  demandado 
guiendo  el  orden  de  antigüedad  de  sus  respectivas  adqui 
nes,  el  precio  de  las  fincas  en  cuanto  no  exceda  del  ira 
de  la  legítima  y  trebeliánica  correspondientes  al  heredero 
ciado  Carlos  Patris,  y  de  lo  pagado  por  éste  por  gast 
la  última  enfermedad,  entierro  y  funeral  de  su  padre,  ; 
legados  paternos  y  legítin\os  de  sus  hermanos,  se  infrin 

1.®    El  principio  general  de  derecho  de  que  la  accioi 
vindicatoria  se  da  al  legitimo  dueño  para  obtener  la  reí 
clon  de  la  cosa  de  manos  de  cualquier  poseedor,  y  sin 
tarle  &  ninguna  previa  condición. 

2.^  La  doctrina  legal  comprendida  en  sentencia  de 
Tribunal  Supremo  de  4  de  Enero  de  1845,  que  declara, 
mada  que  sea  la  acción  reivindicatoría,  debe  entregar 
finca  á  su  verdadero  dueño. 

Y  3.**  La  comprendida  en  sentencias  de  10  de  Julio  de 
y  5  de  Noviembre  de  1869. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Di 
Rueda. 

Considerando  que  la  herencia  del  primogénito  Ckvloí 
tris  comprendía  dos  partes,  que  debieron  determinarse 
de  proceder  &  las  enajenaciones,  ¿  saber:  una  de  que  hu 
podido  disponer  por  razón  de  su  legitima,  cuarta  trebeli 
y  gastos  mencionados,  y  otra  que  habia  de  pasar  á  su  hen 
Salvador  en  el  caso  de  morir  soltero: 

Considerando  que,  no  discernido  un  concepto  del  ot 
enajenados  como  propios  en  el  todo  bienes  que  solamei 
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eran  en  una  parte  mayor  ó  menor,  no  puede  aspirar  el  deman- 
daste, ahora  recurrente,  á  quo  se  le  entreguen  las  fincas  en 
toda  su  integridad,  porque  de  esa  manera  recibirla  por  cierto 
tiempo  la  herencia  de  su  hermano  sin  corresponderle  más  que 
Ici   porción  de  la  misma,  constitutiva  del  fideicomiso  condi- 
cional : 

Considerando  que  el  recurrente,  conforme  con  la  sentencia 
ix^énos  en  el  tiempo  en  que  ha  de  cumplir  las  obligaciones  im- 
puestas por  la  misma,  alega  inexacta  é  inoportunamente  los 
ooíotivos  de  casación  ¿ntes  referidos,  porque  aun  teniéndose 
por  reivindicatoría  la  acción  de  que  se  trata,  no  es  principio 
do  derecho  que  ella  excluya  siempre  reintegros  simultáneos  á 
1^  entrega  de  la  cosa  reivindicada,  y  porque  las  sentencias  de 
%  Tribunal,  sobre  no  declarar  lo  contrario,  no  pueden  ci- 
'se  como  fundamento  del  recurso  en  lugar  de  la  doctrina  le- 
ST&l  que  del  conjunto  de  las  mismas  se  desprenda; 

Pallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lu- 
ff^ral  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Salvador  Patris, 
^  <]Qien  condenamos  en  las  costas;  y  librese  la  correspondiente 
<^rtificacion  á  la  Audiencia  de  Barcelona. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Oace-- 
^  é  insertará  en  la  Colección  legislativaj  pasándose  al  efecto 
Ifli^  copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firma- 
Hi08.=s=Cíuan  González  Acevedo.=José  Maria  Cáceres.=Lau- 
^fs^no  de  Arrieta.=Hilario  de  Igon.=José  Fermin  de  Muro.= 
'uan  Cano  Manuel.  =» Ricardo  Diaz  de  Rueda. 
Pablicacion  : 

Leida  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  Ricardo  Diaz  de  Rueda,  Magistrado  del  Tri- 
k^nal  Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera 
del  mismo,  el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Relator  Secre- 
**rlo  de  dicha  Sala. 

Madrid  29  de  Setiembre  de  1875.= Licenciado  Mariano  Fer- 
nandez Óarcía. 


II.— 1.*  Y  3.*  13 
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NÚM.  43. 
CASACIÓN  POR  INFRACCIÓN  DE  LEY.— SALA  PRIMERA^ 


Dbfbmsa  por  pobre.— Sentencia  de  29  de  Setiembre,  declaran- 
do no  haber  lug^ar  al  recurso  de  casación'  interpuesto  por 
D.  Ramón  Rodríguez  Maribona  contra  la  pronunciada  i>or 
la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  la  Habana/  en  pleito 
con  Doña  Carolina  Maribona  y  el  Ministerio  fiscal. 

En  sus  CONSIDERANDOS  se  establece: 

Q^e  el  art.  182  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  se  re-* 
itere  á  los  que  viven  de  salario  ó  sueldo  permanente  que  no  ess^ 
ceda  del  doble  jornal  de  un  bracero. 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  29  de  Setiembre  de  1875^ 
en  los  autos  seguidos  en  la  Alcaldía  mayor  de  Ouadalupe  y 
en  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  la  Habana  por  D.  Ra« 
mon  Rodríguez  Maribona  con  Doña  Carolina  Maribona  y  el 
Ministerio  fiscal,  sobre  defensa  por  pobre;  autos  que  penden 
ante  Nos,  en  virtud  de  recurso  de  Ofusacion  interpuesto  por  el 
D.  Ramón  contra  la  sentencia  que  en  20  de  Setiembre  de  1872: 
dictó  la  referida  Sala: 

Resultando  que' en  22  de  Abril  de  1865  D.  Ramón  y  Don 
Diego  Maribona;  D.  Ramón  Carrera,  como  tutor  de  la  menor 
hija  de  D.  Manuel  Maribona,  y  la  viuda  de  éste  Doña  Rosa 
Iñiguez,  dando  por  disuelta  desde  la  muerte  del  citado  D.  Ma* 
nuel  la  Sociedad  mercantil  que  en  21  de  Marzo  de  1863  había 
constituido  el  mismo  con  los  primeros,  firmaron  un  convenio^ 
que  fué  aprobado  en  auto  judicial  de  17  de  Agosto  de  1865, 
y  por  el  cual  D.  Ramón  y  D.  Diego  Maribona  se  obligaban  & 
abonar  á  la  menor  hija  del  socio  finado  la  suma  de  100.392  pe- 
sos 4  rs.,  representativa  de  la  parte  de  intereses  que.  le  cor- 
respondía en  ocho  anualidades  iguales,  que  vencerían  el  22  de 
Abril  de  1866  é  igual  dia  de  los  años  sucesivos,  contribuyén- 
dole con  el  6  por  100  anual  de  intereses,  pagadero  por  mesa- 
das; y  que  si  antes  del  pago  total  del  haber  de  la  menor  se 
disolviese  la  nueva  Compañía  por  no  estimar  los  socios  con- 
veniente prorogarla,  la  obligación  de  satisfacer  dicho  haber 
quedaría  gravitando  sólidamente  sobre  D.  Ramón  y  D.  Diego 
Maribona;  y  por  otra  escritura  del  mismo  día  22  de  Abril  de- 
1865  el  D.  Ramón  y  D.  Diego  Maribona  y  Doña  Rosa  Iñigues^ 
viuda  de  Maribona,  dando  igualmente  por  disuelta  la  Socie- 
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dad  de  comercio  referida,  que  los  dos  primeros  habían  llevado 
con  su  difunto  hermano  D.  Manuel  Maribona  en  el  giro  de 
ropas  bajo  la  razón  de  Maribona  y  hermanos  ^  establecieron 
otra  nueva  para  el  propio  giro  y  con  el  mismo  objeto,  en  la* 
que  la  Doña  Rosa  Jiménez  entraba  como  comanditaria ,  bajo 
la  razón  de  Maribona  hermano  y  compañía,  y  con  las  condi* 
clones,  entre  otras,  que  el  capital  social  se  componía  de  40.422 
pesos  7  rs.  que  aportaba  el  D.  Ramón,  17.810  pesos  3  y  me- 
dio reales  el  D.  Diego,  y  50.392  pesos  3  y  medio  reales  la 
vioda  Doña  Rosa;  cuyas  sumas  y  valores  representativos  ha* 
bian  ingresado  en  la  Sociedad,  y  de  ellos  se  daban  por  recibi* 
dos  los  socios:  que  el  D.  Ramón  y  D.  Diego  Maribona  se  cons- 
tituian  solidariamente  responsables  del  haber  de  la  hija  menor 
del  diñmto  D.  Manuel ,  resultante  del  interés  que  éste  tenia 
en  la  extingida  Sociedad,  que  era  de  100.392  pesos  7  rs.,  y 
lo  entregarían  por  iguales  partes  en  ocho  anualidades  de 
12.549  pesos  y  medio,  que  vencerían  respectivamente  el  dia  22 
de  Abril  de  1866,  y  de  los  siete  años  inmediatos,  abonándole 
el  interés  de  6  por  100  anual  pagadero  por  mesadas: 

Resultando  que  por  auto  judicial  de  17  de  Agosto  de  1865 
se  aprobó  también  la  escritura  que  precede,  y  posteriormente 
&  instancia  del  tutor  de  Doña  Carolina  Rodríguez  Maribona 
Iñigfaez  y  de  mandato  judicial  otorgaron  el  D.  Ramón  y  Don 
Oiej^  Rodríguez  Maribona  y  D.  Rosa  Iñiguez  en  25  de  Octu- 
bre de  dicho  año  de  1865  otra  escritura,  dando  por  formada  la 
Sociedad  de  Maribona  hermanos  y  compañía,  constituida  en  el 
contrato  anterior  de  22  de  Abril  de  1865,  y  obligándose  so- 
lemnemente á  cumplir  las  obligaciones  que  en  él  se  imponian, 
Wo  según  en  el  mismo  se  expresaba: 

Resultando  que  por  otra  escritura  de  6  de  Marzo  de  1867 
D.  Ramón  y  D.  Diego  Rodríguez  Maribona  y  Doña  Roaa  Iñi- 
piez,  viuda  de  Manuel  Rodríguez  Maribona,  y  D.  Ricardo  Iñi- 
piez  y  D.  Ramón  Carasa,  como  tutor  de  Doña  Carolina  Ro- 
drij^ez  Maribona,  mediante  justificación  de  utilidad  y  apro- 
bación judicial  obtenida  á  instancia  de  los  mismos,  declararon 
<lQe  el  D.  Ramón  Rodríguez  Maribona  cedia  y  traspasaba  al 
O-  Ricardo  Iñiguez,  por  el  precio  y  bajo  las  cláusulas  que  se 
expresarían  en  otra  escritura,  que  el  D.  Ricardo  otorgaría  al 
B.  Bamon  en  aquella  fecha,  el  haber  y  cuantos  más  derechos 
le  compitiesen  en  la  Sociedad  de  Maribona  hermanos  y  com- 
P&fiia,  que  daban  por  completamente  disuelta  y  terminada,  de- 
jando la  liquidación  de  los  negocios  pendientes  de  la  misma  á 
^go  de  la  nueva  Compañía  que  por  la  presente  escritura  for- 
ouiUzaban  los  mencionados  Doña  Rosa  Iñiguez  de  Maribona, 
D-  Diego  Rodríguez  Maribona  y  D.  Ricardo  Iñiguez,  con  el 
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mismo  objeto  que  el  anterior,  bajo  la  razón  de  Maríbona,  Iñi- 
gizez  y  compañía: 

Resultando  que  por  escritura  de  8  de  Junio  de  1870  Don 
Ramón  Rodríguez  Maribona,  D.  Eduardo  Horna  y  D.  Jeróni- 
mo RodriguQz  constituyeron  una  Sociedad  mercantil,  bajo  la 
razón  de  Maribona,  Horna  y  compañía,  por  el  término  de  tres 
años;  expresando,  entre  otras  condiciones,  «que  el  capital  de 
la  Sociedad  se  componia  de  80  escudos ,  introducidos  por  los 
socios  en  esta  forma:  D.  Ramón  Rodríguez   Maribona  30.000 
escudos;  D.  Eduardo  Horna  30.000  escudos,  y  D.  Gregorio  Ro- 
dríguez 20.000  escudos;  y  por  otra  escritura  de  6  de  Agosto 
de  dicho  año  de  1870  los  mismos  D.  Ramón  Rodríguez  Mari- 
bona, D.  EdjLiardo  Horna  y  D.  Jerónimo  Rodríguez  expresaron 
que,  no  habiendo  podido  entregar  el  D.  Ramón  Rodríguez  Ma- 
ribona los  30.000  escudos  que  prometió  interesar  en  la  Socie- 
dad constituida  por,  la  escritura  anterior,   habían  convenido 
disolver  dicha  Sociedad,  como  lo  verificaban,  teniéndola  como 
si  no  se  hubiese  formado,  sin  que  tuvieran  que  exigirse 
socios  á  otros  responsabilidad  de  ninguna  clase,  y  otorgan* 
unos  á  otros  la  completa  y  absoluta  liberación,  á  cuyo  efect( 
se  pundría  al  margen  de  dicha  escritura  social  la  nota  corres- 
pondiente: 

Resultando  que  en  14  de  Enero  de  1871  el  D.  Ramón  Ro 


driguez  Maribona  compareció  en  los  autos  de  testamentaria  d 
D.  Manuel  Rodríguez  Maribona,  y  por  medio  de  un  otrosí  pro  — 
movió  incidente  de  insolvencia,  pidiendo  que,  previa  informí^^ — 
cion  testifical  sobre  los  hechos  de  que  en  la  actualidad  carecí 
de  bienes  raíces  y  muebles  y  que  vivía  al  abrigo  de  la  Soci< 
dad  Horna,  Rodríguez  y  compañía,  en  cuya  casa  estaba  a 
bergado,  ganando  lo  que  eventualmenté  le  satisfacían  por  1 
comisiones  que  desempeñaba  en  la  misma,  las  cuales  no  exo^' 
dian  de  dos  onzas  mensuales,  se  le  declarase  acreedor  al  l>« 
neficio  de  pobreza: 

Resultando  que  el  curador  de  la  menor  Doña  Carolina  IC; 
ribona  se  opuso  á  la  pretensión  de  Rodríguez  Maribona,  exp< 
niendo  que  éste  la  era  deudor  de  muchos  miles  de  pesos  p< 
razón  de  su  herencia  paterna ,  de  que  era  solidariamente  re^s- 
ponsable,  y  (jue  los  tomó  para  levantar  fondos  en  el  giro  c3íe 
comercio  en  ropas,  lo  mismo  que  el  difunto  su  hermano,  Dc^n 
Diego  y  el  D.  Ricardo  Iñíguez,  que  también  tenia  promoyicSa 
en  otro  cuaderno  aparte  su  insolvencia,  con  intención  ámb^^^s 
de  burlarse  de  pagar  lo  que  debian  á  la  menor:  que  el  D. 
mon,  aunque  hubiese  cuidado  ó  procurase  ocultar  cuanto 
viera  y  quisiera  parecer  pobre,  no  podía  negar  que  en  los  dii 
en  que  se  le  mandó  dar  razón  del  pago  de  los  plazos  venoidC^ 
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habia  formado  Sociedad  comercial,  según  escritura  que  luego 
canceló,  á  pretexto  de  que^no  había  entregado  15.000  pesos 
^ue  por  capital  ponia,  cuando  en  ella  se  daban  por  entregados 
de  la  suma  que  cada  cual  aportaba :  que  el  mismo  D.  Ramón, 
Que  en  iguales  circunstancias  habia  estado  al  frente  de  la  tien- 
da de  ropas  «La  Habana,  x>  calle  del  Obispo,  y  que  dio  2.000 
pesos  de  gratificación  por  la  casa,  contrató  la  obra  que  en  ella 
.    8e  bi2o  para  poner  el  establecimiento,  y  que  ni  su  porte  ni  sus 
firastos  eran  de  ningún  pobre  de  solemnidad: 

Resultando  que  oido  el  Promotor  fiscal,  y  seguido  el  juicio 
por  sus  trámites,  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  por  senten-* 
cía  de  20  de  Setiembre  de  1872,  confirmatoria  de  la  del  Juez 
de  primera  instancia,  declaró  no  haber  lugar  k  la  defensa  por 
pobre  solicitada  por  D.  Ramón  Rodríguez  Maribona,  conde- 
nándole en  las  costas  de  este  incidente  y  en  el  reintegro  del 
papel  sellado": 

Y  resultando  que  D.  Ramón  Rodríguez  Maribona  interpuso 
''©curso  de  casación  porque  en  su  concepto  se  han  infringido: 
1  .**  El  art.  182,  párrafo  segundo,  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
^ivil,  en  cuanto  se  le  denegaba  la  defensa  por  pobre  para  el 
afectó  de  litigar,  siendo  así  que  carecía  en  la  actualidad  de 
bienes  de  toda  especie,  si  exceptuaba  el  salario  de  dos  onzas, 
^  sean  34  pesos,  que  ganaba  en  la  casa  Horna,  Rodríguez  y 
"^ompañia,  cuya  suma  no  era  el  doble  jornal  de  un  bracero  en 
^^uella  ciudad. 

2.^    El  art.  184  de  la  citada  Ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
porque  no  habia  constancia  alguna  en  los  autos  por  la  cual, 
^on  arreglo  á  las  reglas  de  la  sana  crítica,  pudiera  deducirse 
^Ue  el  recurrente  tenia  medios  superiores  al  doble  jornal  de 
^H  bracero,  toda  vez  que,  lejos  de  estar  probado  que  tuviese 
Sitiados  á  su  servicio  ni  que  habitase  casa  propia  por  la  que 
pagara  alquiler,  constaba  por  el  contrario  que  era  dependiente 
áe  la  casa  de  Horna,  Rodríguez  y  compañía,  en  donde  vivía  en 
Calidad  de  tal  dependiente  con  34  pesos  de  salario,  así  como 
tampoco  habia  constancia  alguna  ni  signos  exteriores  por  los 
Cuales  se  dedujera  su  riqueza :  que  las  escrituras  traídas  para 
justificar  que  tuvo  bienes  no  eran  una  prueba  de  que  los  tu- 
viera en  el  día,  pues  pudo  tenerlos  y  hoy  carecer,  como  care- 
cía de  ello*;  y  que  si  bien  la  apreciación  del  hecho  correspon- 
día al  Jue2  en  cuanto  se  refería   á  los  signos  exteriores  de 
riqueza,  era  preci.^o  que  estos  constasen  délas  actuaciones,  y 
en  las  presentes  no  existían. 

3.*  La  ley  2.*,  tít.  14,  Partida  3.',  y  las  sentencias  de  este 
Tribunal  iSupremo  de  22  de  Enero  de  1849,  12  de  Diciembre 
4e  1859  y  28  de  Junio  de  1860,  que  disponen  de  una  manera 
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precisa  y  tenninante  que  la  prueba  incumbe,  no  al  que  niega, 
sino  al  que  afirma  la  veracidad  del  hecho. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Hilario  de  Igon. 
Considerando  que  la  Sala  sentenciadora,  apreciando  las 
pruebas,  deduce  de  ellas  que  Maribona  no  ha  justificado  la 
pobreza,  por  cuanto  además  de  la  cualidad  de  comerciante  que 
ha  tenido,  con  capital,  cuya  pérdida  no  ha  intentado  siquiera 
*ustificar,  y  las  escrituras  de  formación  y  disolución  de  la  So- 
ciedad Maribona,  Horna  y  compañía  en  la  forma  en  que  se  han 
hecho,  son  contrarias  á  la  existencia  de  la  pobreza,  y  más  si- 
guiendo como  sigue  viviendo  Maribona  en  la  casa  social,  aun- 
que pretenda  que  sólo  como  dependiente : 

Considerando  que  al  obrar  asi  la  Sala  ha  aplicado,  lejos 
de  infringirlo,  el  último  caso  del  art.  184  de  la  Ley  de  Enjui- 
ciamiento, siu  haber  infringido  en  consecuencia  el  párrafo  se«- 
gundo  del  art.  182,  que  se  refiere  á  los  que  vivan  de  salario  ó 
sueldo  permanente  que  no  exceda  del  doble  jornal  de  un  bracero: 
Y  considerando  que  tampoco  infringe  la  ley  2.*,  tít,  14  de 
la  Partida  3.^,  ni  las  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  que 
consignan  el  principio  legal  de  que  la  prueba  incumbe  al  que 
afirma ,  por  cuanto  no  sólo  es  Maribona  el  que  afirma  su  cua- 
lidad de  pobreza,  sino  que  la  declaración  de  tal  se  regula, 
como  lo  ha  hecho  la  Sala,  con  arreglo  al  resultado  de  autos, 
al  tenor  de  las  disposiciones  especiales  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento civil; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lu- 
gar al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Ramón  Rodrí- 
guez Maribona,  á  quien  condenamos  en  las  costas,  y  á  pagar 
la  cantidad  por  que  prestó  caución,  que  se  distribuirá  con  ar- 
reglo á  la  ley;  y  líbrese  la  correspondiente  certificación  á  la 
Audiencia  de  la  Habana. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Oa- 
ceta  é  insertará  en  la  Colección  leffisialiva,  pasándose  al  efecto 
las  copias  necesarias  >  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firma- 
mos. =  José  María  Cáceres.r=Laureano  de  Arrieta.=Hilario  de 
Igon.=Ramon  Díaz  Vela. = Victoriano  Careaga.=  Joaquín  Ruiz 
Cañábate.  ==  Ricardo  Diaz  de  Rueda. 
Publicación  : 

Leída  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  Hilario  de  Igon,  Magistrado  del  Tribu- 
nal Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera, 
del  mismo  el  día  de  hoy ,  de  que  certifico  como  Relator  Secre- 
tario de  dicha  Sala. 

Madrid  29  de  Setiembre  de  1875.:»Licenciado  Mariano  Fer- 
nandez García. 
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NÚM.  44. 

ADMISIÓN.— SALÍ  PRIMERA. 


Pago  db  oibbtajs  minutas  db  un  PRocuRáiDOB.  —  Auto  de  29  de 
Setiembre ,  declarando  no  haber  lugar  á  la  admisión  del 
decurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Ignacio  de  Santiago 
y  Sánchez  contra  la  pronunciada  por  la  Audiencia  de  este 
clistrito,  en  pleito  con  D.  Carlos  Baiily-Bailliere. 

En  sus  coNsiDBRANDOS  SO  cstablece: 

Que  el  recurso  de  casación  contra  las  sentencias  de  las  A  tí- 
diencias  en  los  negocios  civilesy  se  da  solamente  cuando  son 
^Anitivas,  entendiéndose  por  tales  al  efecto  cuando  terminan 
€l  Juicio  i  ó  cuando  recayendo  sobre  un  articulo  y  ponen  término 
^l  pleito,  haciendo  imposible  su  conthiuacion. 

Bn  el  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Ignacio  de 
Santiago  7  Sánchez  en  autos  con  D.  Garlos  Bailly-Bailliere, 
solre  pago  de  pesetas  procedentes  de  una  cuenta  jurada ,  ha 
dictado  la  expresada  Sala  el  auto  siguiente : 

Resultando  que  el  Procurador  D.  Ignacio  de  Santiago  y 
Sánchez  acudió  al  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito 
del  üospicio  de  esta  capital  en  14  de  Agosto  de  1874,  acompa- 
sando varias  minutas  importantes  5.586  rs.  48  cents.,  prooe- 
deLtes  de  suplementos  y  gastos  hechos  por  la  representación 
^oe  habla  ejercido  de  Doña  Angela  Plano  en  expedientes  con 
*^  esposo  D.  Carlos  Bailly-Bai Hiere ,  y  un  testimonio  com- 
prensivo de  varias  providencias  dictadas  por  este    Tribunal 
Supremo  eo  otro  expediente  análogo,  y  pidió  se  requiriese  de 
Pago  á  la  expresada  Dofía  Angela  por  la  referida  suma  y  cos- 
^,  y  en  su  caso  á  su  esposo  el  D.  Carlos  para  que  lo  verifi- 
^iase  por  cuenta  de  aquella,  con  aplicación,  en  su  dia,  al  haber 
^e  ésta  y  bienes  de  su  propiedad ,  dótales ,  parafernales  ó  ga- 
nanciales : 

Resultando  que  por  auto  de  19  de  Setiembre  se  acordó  la 
práctica  de  los  requerimientos  pedidos  por  el  Procurador  San- 
tiago ,  previniéndose  que  de  no  efectuarse  el  pago  se  proce- 
^^  al  embargo  de  bienes  que  por  cualquier  concepto  corres- 
pondieran á  la  Doña  Angela,  y  que  si  causa  ó  razón  tuviesen 
^Kfa  no  hacerlo,  la  dedujesen  en  igual  término  después  de  ve- 
teado aquel: 

Besultando  que  practicados  los  requerimientos   acudió  al 
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precisa  y  terminante  que  la  prueba  incumbe,  no  al  que  niega, 
sino  al  que  afirma  la  veracidad  del  hecho. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Hilario  de  Igon. 
Considerando  que  la  Sala  sentenciadora,  apreciando  las 
pruebas,  deduce  de  ellas  que  Maribona  no  ha  justificado  la 
pobreza,  por  cuanto  además  de  la  cualidad  de  comerciante  que 
ha  tenido,  con  capital,  cuya  pérdida  no  ha  intentado  siquiera 
^'ustificar,  y  las  escrituras  de  formación  y  disolución  de  la  So- 
ciedad Maribona,  Horna  y  compañía  en  la  forma  en  que  se  han 
hecho^  son  contrarias  á  la  existencia  de  la  pobreza,  y  m¿u9  si- 
guiendo como  sigue  viviendo  Maribona  en  la  casa  social,  aun- 
que pretenda  que  sólo  como  dependiente : 

Considerando  que  al  obrar  así  la  Sala  ha  aplicado,  lejos 
de  infringirlo,  el  último  caso  del  art.  184  de  la  Ley  de  Enjui- 
ciamiento, siu  haber  infringido  en  consecuencia  el  párrafo  se- 
gundo del  art.  182,  que  se  refiere  á  los  que  vivan  de  salario  ó 
sueldo  permanente  que  no  exceda  del  doble  jornal  de  un  bracero: 
Y  considerando  que  tampoco  infringe  la  ley  2.*,  tít,  14  de 
la  Partida  3.*,  ni  las  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  que 
consignan  el  principio  legal  de  que  la  prueba  incumbe  al  que 
afirma ,  por  cuanto  no  sólo  es  Maribona  el  que  afirma  su  cua- 
lidad de  pobreza,  sino  que  la  declaración  de  tal  se  regula, 
como  lo  ha  hecho  la  Sala,  con  arreglo  al  resultado  de  autos, 
al  tenor  de  las  disposiciones  especiales  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento civil; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lu- 
gar al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Ramón  Rodrí- 
guez Manbona,  á  quien  condenamos  en  las  costas,  y  á  pagar 
la  cantidad  por  que  prestó  caución,  que  se  distribuirá  con  ar- 
reglo á  la  ley ;  y  líbrese  la  correspondiente  certificación  á  la 
Audiencia  de  la  Habana. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  (7a- 
ceia  é  insertará  en  la  Colección  legisiativa^  pasándose  al  efecto 
las  copias  necesarias;  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firma- 
mos. =  José  María  Cáceres.=Laureano  de  Arrieta.=Hilario  da 
Igon.=Ramon  Diaz  Vela. = Victoriano  Careaga.=  Joaquín  Ruis 
Cañábate. = Ricardo  Diaz  de  Rueda. 
Publicación: 

Leída  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.   D.   Hilario   de   Igon,    Magistrado    del    Tribu- 
nal Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera^ 
del  mismo  el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Relator  Secre- 
tario de  dicha  Sala. 

Madrid  29  de  Setiembre  de  1875.=»Licenciado  Mariano  Fer-* 
nandez  García. 
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a^gon  el  art.  2.^  y  los  números  1.^  y  2.®  del  art.  3.®  de  la  Ley 
pTOTisional  vigente^ sobre  reforma  de  la  casación  civil: 

Cionsiderando  que  el  auto  motivado  de  la  Audiencia  de 
esta  Corte  de  10  de  Mayo  último,  contra  el  que  se  interpone 
este  recurso,  no  es  definitivo  en  ninguno  de  los  dos  expresa- 
dos conceptos,  pues  permite  al  recurrente  justificar  en  el  jui- 
cio correspondiente  el  hecho  ó  hechos  queden  el  mismo  se  tie- 
nen por  necesarios  para  el  éxito  de  su  pretensión; 

No  há  lugar  ¿  la  admisión  del  presente  recurso  de  casación 
interpuesto  por  D.  Ignacio  de  Santiago  y  Sánchez,  á  quien 
condenamos  en  las  costas. 

Madrid  29  de  Setiembre  de  1875.= Juan  González  Aceve- 
do.»ajo|é  María  Cácere8.=José  Fermin  de  Muro.=Ramon  Diaz 
Vela.  =  Victoriano  Careaga.  =  Licenciado  Mariano  Fernandez 
Oarcia.ar. Rogelio  Qonzalez  Montes,  Bscribano  de  C&mara. 

NÓM.  45. 
CASACIÓN   POR  QUEBRANTAMIENTO  DE  FORMA. 

S4LA  TERCERA. 


Pncroo  nB  LEGÍTIMA  PATERNA.  — Sentcncía  de  30  de  Setiem* 
bre,  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  in- 
terpuesto í)or  Doña  Francisca  Hernández  de  Bornal  contra 
la  pronunciada  por  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  la 
Haoana ,  en  pleito  con  Doña  Mercedes  Bemal  de  García , 
hija  de  la  recurrente. 

En  los  CONSIDERANDOS  86  establccc : 

1.*^  Que  el  recurso  de  casación  en  la  forma  no  puede  fun-^ 
darse  en  la  causa  segunda  del  art.  1.013  ¿^  la  Ley  de  Énjui^ 
eutmienio  civil ,  ó  sea  por  falta  de  personalidad  en  la  parte 
demandante  para  comparecer  en  juicio ,  si  al  verificar  lo  j  sien- 
do  mujer  casada^  ia  acreditado  documentalmente  haber  sido  au- 
ioriutda  al  efecto  por  su  marido. 

2.^  Q^e  la  falta  de  capacidad  en  el  marido  para  autorizar 
A  su  mujer  es  un  hecho  sometido  i  prueba  testifical  y  pericial ^ 
f  contra  la  apreciación  que  sobre  este  punto  haga  la  Sala  sen-- 
íemciadúra  no  procede  recurso  alguno. 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  30  de  Setiembre  de  1875, 
en  loa  autos,  que  ante  Nos  penden,  á  virtud  de  recurso  de  ca* 
Mcion  por  qnebrantamiento  de  forma,  interpuesto  por  Doña 
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Juzgado  D.  Carlos  Bailly-Bailliere ,  pretendiendo  la  reforma 
de  la  providencia  de  19  de  Setiembre,  si  necesario  fuese ,  y 
que  se  declarase  que  contra  él  uo  podia  precederse  sino  para 
que  retuviese  ó  entreguse  total  ó  parcialmente  las  pensiones 
trimestrales  que  fueran  venciendo,  seg'un  la  copia  de  escritura 
que  aco];npanaba ,  única  cosa  que  la  Doña  Ang'ela,  deudora  á 
su  Procurador ,  debia  percibir  ;  y  en  su  consecuencia  que  no 
procedía  hacer  traba  en  sus  bienes,  sino  requerimiento  de  re- 
tención, como  medio  de  efectuar  y  utilizar  el  embargo  decre- 
tado contra  la  Doña  Angela: 

Resultando  que  el  Juez  de  primera  instancia  por  auto  de 
27  de  Octubre  del  referido  año  de  1874  mandó  se  requiriese  de 
nuevo  á  la  Doña  Angela  Plano  de  pa^o  por  la  cantidad  y  cos- 
tas que  le  reclamaba  su  í^rocurador  D.  Ignacio  de  Santiago, 
y  de  no  hacerlo,  se  entendiese  dicha  diligencia  con  su  esposo 
D.  Garlos  Bailly-Bailliere  para  que  lo  verifícase  con  las  sumas 
que  por  cualquier  concepto  obrasen  en  su  poder  y  pertenecie- 
ran á  su  esposa,  y  de  no  tener  ninguna  se  procediese  al  em- 
bargo de  bienes  de  la  exclusiva  propiedad  y  pertenencia  de 
aquella,  según  y  en  conformidad  á  lo  mandado  en  providen- 
cia de  19  de  Setiembre,  y  que  no  habia  lugar  á  lo  demás  pre- 
tendido por  las  partes: 

Resultando  que  por  D.  Ignacio  de  Santiago  se  pidió  se  refor- 
mase aquel  auto  en  el  sentido  de  que  si  la  Doña  Angela  Plano 
no  pagaba  las  cantidades  reclamadas  se  obligase  á  ello  y  lo 
efectuase  D.  Carlos  Ballly-Bailliere ,  con  las  costas  causada» 
y  que  se  causasen  hasta  el  completo  reintegro  ,  sin  admitirle 
contestación,  excusa  ni  escrito  de  ningún  género;  y  el  refe- 
rido Juez  por  auto  de  12  de  Noviembre  declaró  no  haber  lu- 
gar á  lo  pedido  por  Santiago,  y  que  se  estuviese  á  lo  acordado 
en  el  auto  de  27  de  Octubre  : 

Resultando  que  admitida  la  apelación  que  D.  Ignacio  de 
Santiago  interpuso,  y  sustanciada  la  instancia,  la  Sala  pri- 
mera de  la  Audiencia  por  auto  de  10  de  Mayo  de  1875  con- 
firmó los  autos  apelados  de  27  de  Octubre  y  12  de  Noviembre 
del  año  anterior: 

Y  resultando  que  D.  Ignacio  de  Santiago  y  Sánchez  inter- 
puso ante  este  Tribunal  Supremo  recurso  de  casación,  citando 
como  infringidas  varias  disposiciones  legales. 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ramón  Diaz  Vela. 
Considerando  que  el  recurso  de  casación  contra  las  senten- 
cias de  las  Audiencias  en  los  negocios  civiles  se  da  solamente 
cuando  son  definitivas,  entendiéndose  por  tales  al  efecto  cuan* 
do  terminan  el  juicio  ó  cuando,  recayendo  sobre  un  articulo, 
ponen  término  al  pleito ,  haciendo'  imposible  su  continuación,. 
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despachase  mandamiento  de  ejecución  contra  los  bienes  hipo- 
tecados de  sa  madre  Doña  Francisca  Hernández  por  la  canti- 
dad de  2.120  pesos  40  centavos,  los  intereses  vencidos  y  que 
vencieran  á  razón  de  6  por  100  anual,  costas  y  gastos  causa- 
dos y  que  se  causasen  hasta  hacerse  efectivo  -el  pago: 

Resultando  que  admitida  la  demanda  y  expedido  el  manda- 
miento de  ejecución,  se  requirió  de  pago  ¿  la  Doña  Francisca 
Hernández»  la  cual  contestó  no  le  era  posible  entregar  al  mo- 
mento ó  en  el  acto  la  cantidad  reclamada,  por  no  tenerla  en 
su  poder  y  si  depositada  en  la  Habana  en  billetes  del  Banco 
Español,  para  dicho  objeto: 

Resultando  que  practicado  embargo  en  los  bienes  de  la 
misma,  y  citada  de  remate,  se  opuso  &  la  ejecución;  y  forma- 
Usando  su  oposición,  propuso  las  excepciones  de  falta  de  per- 
sonalidad en  la  ejecutante  y  su  Procurador  y  la  de  pago ;  ale- 
gando, respecto  de  la  primera,  que  siendo  el  marido  de  aque- 
lla D.  José  Manuel  García  sordo-mudo  de  nacimiento,  que  sólo 
sabia  poner  su  nombre  y  apellido  y  no  leer  ni  escribir ,  aun- 
que se  suponía  poseer  ¿mbos  conocimientos  en  el  poder  pre- 
sentado, pero  sin  dar  fé  de  ello  el  Escribano,  carecía  la  mis- 
ina  de.  la  necesaria  licencia  marital  para  la  reclamarCion  que 
deducía,  puesto  que  el  sordo-mudo  de  nacimiento  no  tiene  con- 
diciones, en  tesis  general ,  para  expresar  su  voluntad,  hacer 
<^Qstar  su  intención  y  otorgar  su  consentimiento  &  détermi-' 
nados  actos  que  en  lo  civil  puedan  producir  derechos  ú  obliga* 
<^iones;  y  que  por  consecuencia  no  pudo  el  marido  de  la  suso- 
dicha hacer  constar  su  consentimiento  para  otorgar  el  poder 
^n  virtud  del  que  gestionaba  el  Procurador  en  nombre  de  di- 
<íha  ejecutante ;  y  además  expuso  lo  que  creyó  conveniente  res- 
pecto de  la  segunda  excepción,  ó  sea  la  de  pago,  por  equiva- 
l^f  4  éste  la  consignación  hecha  del  principal  y  réditos ,  con 
^jtacion  de  la  demandante,  en  billetes  del  Banco  Español,  pre- 
^mente  por  el  estado  de  incapacidad  del  marido  de  la  mis- 
^a ,  &  ñn  de  que  acudiese  á  recibir  el  dinero  depositado  y 
^celar  la  escritura  de  aseguración  y  la  hipoteca  establecidía 
^^  el  potrero  San  Antonio;  pidiendo  se  declarase  no  haber  lu- 
í^f  á  sentenciar  de  remate ,  y  que  se  alzasen  los  embargos 
pntcticados: 

Resultando  que  Doña  Mercedes  Bern al  impugnó  y  negó  di- 
^b&  solicitud  y  supuestos  contrarios  al  evacuar  el  traslado  que 
^^  fué  conferido;  y  recibidos  á  su  instancia  los  autos  á  prue- 
^^»  presentó  interrogatorio,  que  contestaron  tres  testigos,  ase- 
Karando  que  el  sordo-mudo  D.  Manuel  García  tenia  y  expre- 
^ba  bien  su  voluntad  é  intención ,  que  siempre  hablan  los 
declarantes  comprendido,  y  dieron  razón  de  sus  dichos: 
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Resultando  que  también  se  recibieron  declaraciones  faoul- 
tativas  con  intervención  de  ambas  partes  á  igual  fin  de  prue- 
ba, conviniendo  los  que  las  prestaron  en  que  aquel  tiene  vo* 
luntad  propia  y  modo  de  expresarla,  si  bien  opinaron  algunof 
de  dichos  Facultativos  lo  mismo  que  los  testigos  tenian  decla- 
rado, á  la  vez  que  otros  expresaron  creer  que  siendo  capaz  d< 
voluntad,  intención  y  manera  de  expresarla,  lo  hacia  de  ui 
modo  limitado  ó  rudimentario,  sin  tener  la  convicción  de  que 
comprendía  la  extensión  de  los  derechos  y  deberes  que  le  im- 
ponen las  relaciones  sociales;  y  por  último,  aseguraron  doí 
de  los  primeros  que  habian  reconocido  tener  voluntad  propii 
y  modo  de  expresarla,  brillando  en  su  estado  moral  la  inteli- 
gencia en  todas  sus  manifestaciones: 

Resultando  que  por  parte  de  Doña  María  Hernández  con- 
testaron tres  testigos  como  de  público  y  notorio  que  el  Oarcit 
no  sabia  leer  ni  escribir,  y  sólo  sí  poner  su  nombre  y  apelli- 
do; y  deferido  á  que  escribiese  delante  del  Juzgado  el  párrafi 
de  un  libro  que  se  le  designara,  lo  verificó  del  contenido  de 
artículo  611  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  aunque  dand( 
á  entender  no  alcanzar  su  inteligencia  dicha  disposición  legal 

Resultando  que  con  mérito  á  las  pruebas  expresadas  y  i 
todas  las  aducidas  para  justificar  el  extremo  de  la  excepcioc 
de  pago,  dictó  sentencia  el  Juez-de  primera  instancia  en  19  de 
Diciembre  de  1873  declarando  no  haber  lugar  á  pronunciai 
sentencia  de  remate,  con  las  costas  k  cargo  del  actor  ejecn- 
tante: 

Resultando  que  remitidos  los  autos  á  la  Audiencia  territo- 
rial á  virtud  de  la  apelación  interpuesta  por  Doña  Mercedes 
Bernal ,  dictó  su  sentencia  en  este  grado  la  Sala  de  lo  civil 
en  21  de  Mayo  de  1874,  revocando  la  del  inferior  por  los  fun- 
damentos que  contiene  de  hecho  y  de  derecho,  y  apreciando 
el  valor  y  resultado  de  las  susodichas  pruebas,  y  declarando 
debía  llevarse  adelante  la  ejecución  despachada  contra  Doña 
Francisca  Hernández  por  la  suma  de  2.120  pesos,  intereses  de 
la  misma  y  costas  del  juicio,  condenándole  en  la  de  ambas 
instancias: 

Resultando  que  contra  dicha  sentencia  interpuso  esta  úl- 
tima recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  y  con- 
juntamente el  de  infracción  de  ley,  fundado  el  primero  en  la 
causa  2.*  del  art.  1.013  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  6 
sea  la  falta  de  personalidad  en  la  ejecutante  y  en  el  Procura- 
dor que  la  representa,  porque  siendo  esposa  de  un  sordo-mudo 
de  nacimiento,  que  no  sabe  leer  ni  escribir,  ó  sea  de  un  incm« 
pacitado,  no  habia  podido  física  ni  legalmente  otorgar  la  li- 
cencia marital,  ni  ella  comparecer  en  juicio,  aunque  w  él 
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poder  hubiese  el  Escribano  autorizante  consigaado  el   hacho 
coDtrario: 

Resultando  que  deneg'ada  la  admisión  del  recurso  mencio- 
nado,  y  remitidos  los  autos  á  este  Tribunal  Supremo  &  virtud 
de  la  apelación  interpuesta  por  la  recurrente  contra  la  refe- 
rida negativa,  se  confirmó  esta  respecto  del  recurso  en  el  fon- 
do, y  se  admitió  en  cuanto  al  de  quebrantamiento  de  forma: 

Resultando  que  á  instancia  de  la  misma  parte  se  amplió  el 
apuntamiento  formado  para  la  vista  á  los  extremos  que  su  de- 
fensor propuso,  encaminados  á  demostrar,  según  su  particular 
criterio,  que  D.  José  Manuel  Garcia  aparece  justificado  por  la 
citaíla  prueba  que  no  sabe  leer  ni  escribir,  y  si  sólo  copiar  lo 
que  se  le  pone  delante,  con  lo  que  creia  ser  un  hecho  evidente 
que  el  Escribano  otorgante  del  poder  que  supuso  lo  contrario 
<:oinetió  una  falsedad,  aunque  la  Sala  sentenciadora  hubiese 
apreciado  las  pruebas  en  opuesto  sentido,  cuya  ampliación  de 
^apuntamiento  ó  extracto  se  le  concedió  con  la  reserva  de  que 
por  ella  no  se  entendiera  prejuzgada  bajo  uingun  concepto  re- 
solución ninguna  de  las  que  hubieran  de  recaer  en  definitiva 
sobre  todas  y  cada  una  de  las  cuestiones  propuestas  en  el  re- 
curso de  casación  en  la  forma  admitido  en  los  términos  antes 
indicados  á  la  mencionada  parte  que  lo  interpuso. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  María  Herre- 
os de*  Tejada. 

Considerando  que  el  recurso  de  casación  en  la  forma  no 
puede  fundarse  en  la  causa  2.*  del  art.  1.013  de  la  Ley  de  En-  . 
juiciamiento  civil,  ó  sea  por  falta  de  personalidad  en  la  parte 
demandante  para  comparecer  en  juicio,  si  al  verificarlo  siendo 
iQujer  casada  ha  acreditado  documentalmente  haber  sido  au- 
torizada al  efecto  por  su  marido: 

Considerando  que  en  el  caso  de  que  en  estos  autos  se  trata 
la  demandante  justificó  desde  luego  por  medio  de  instrumento 
público  haber  obtenido  la  expresada  autorización: 

Considerando  que  la  falta  de  capacidad  en  el  marido  para 
autorizar  á  su  mujer  es  un  hecho  sometido  á  prueba  testifical 
y  pericial,  que  ha  sido  estimada  legalmente  en  la  sentencia, 
y  contra  dicha  apreciación  no  procede  recurso  alguno: 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lu- 
8*r  al  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma,  in- 
^T>uesto  por  Doña  Francisca  Hernández  de  Bernal ,  á  quien 
^ndenamos  en  la  pérdida  de  su  depósito  que  se  distribuirá 
^n  arreglo  á  la  ley,  y  en  las  costas. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Oa- 
^^^d  oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa  ^  sacan - 
^03e  al  efecto  las  copias  necesarias,  y  devolviéndose  los  autos 


206  tribuiTal  süprbmo. 

&  la  Sala  sentenciadora  con  la  oportuna  oertifioaoion ,  lo  pro«- 
nunciamos,  mandamos  y  firmamos.B-Tomás  Haet.=>José  María 
Herreros  de  Tejada.  ==rIgnacío  Vieites.=Manuel  Almonací  y 
Mora.=Luis  Vázquez  Mondragon.=aAlberto  San  tías. —Joaq^n 
José  Cervino. 

Publicación. 

Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Exce^ 
lentísimo  Sr.  D.  José  María  Herreros  de  Tejada,  Magnistrado 
áe\  Tribunal  Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala 
tercera,  de  que  certifico  como  Secretario  Relator  en  Madrid  á  30 
de  Setiembre  de  1875.=:eEnrique  Medina. 

NüM.  46. 

CASACIÓN  POR  QUEBRANTAMIENTO  DE  FORMA. 

SALA  TERCBBA. 


Incidbnte  de  una  testamentaría. — Sentencia  de  30  de  Se- 
tiembre, declarando  no  haber  lugar  al  recnrso  de  casación 
interpuesto  por  Doña  Amalia  Díaz  Bello  contra  la  pronun- 
ciada por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Sevilla^ 
en  pleito  con  Doña  Ramona  Llamas  y  sus  hijas  Doña  So- 
fia,  Doña  Cenaida  y  Doña  Eugenia  Azopardo. 

En  sus  CONSIDERANDOS  se  establece: 

Que  siffun  lo  dispuesto  en  los  articulos  7.®  y  8.*y  núm.  4.** 
del  82  de  la  vigente  Ley  provisional  de  18  de  Junio  de  1870, 
los  recursos  de  casación  civil  que  se  interponen  por  quebrarte 
tamiento  de  forma  sólo  son  admisibles  cuando  se  haya  pedido  la 
subsanacion  de  las /altas  esenciales  del  Juicio,  taxativamente 
designadas  en  el  art.  5.^  de  misma  ley^  en  la  instancia  en  que 
ee  cometieron^  y  reproducido  la  petición  en  la  segunda  cuando 
la  infracción  proceda  de  la  primera  instancia,  d  no  ser  que 
la  falta  se  hubiese  cometido  en  la  última,  y  cuando  no  fuera 
posible  solicitar  su  enmienda. 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  30  de  Setiembre  de  1875, 
en  los  autos,  pendientes  ante  Nos,  á  virtud  del  recurso  de  ca- 
sación por  quebrantamiento  de  forma,  interpuesto  por  Doña 
Amalia  Diaz  Bello  contra  el  auto  dictado  por  la  Sala  de  lo 
civil  de  la  Audiencia  de  Sevilla  en  5  de  Mayo  del  presente  año 
en  el  incidente  promovido  por  Doña  Ramona  Llamas  y  sus  hi- 
jas en  los  de  testamentaría  de  D.  Manuel  Antonio  Azopardo: 
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Besultando  que  en  1.^  de  Jalio  de  1867  se  principiaron  au« 
tos  ejecutivos  ante  el  Juez  de  primera  instancia  del  distrito  de 
San  Antonio  de  la  ciudad  de  Cádiz  á  instancia  de  Doña  Amalia 
Biaz  Bello  contra  D.  Manuel  Antonio  Azopardo  sobre  cobro  de 
98.000  rs.y  importe  de  un  pagaré;  y  que  despachada  la  ejecu- 
ción y  requerido  de  pago  el  deudor,  como  no  lo  verificara  se 
trataron  de  embargar  bienes;  pero  no  pudo  tener  lugar  más 
que  en  un  capital  de  4.000  duros  y  sus  intereses  que  gravaban 
una  casa  de  la  propiedad  de  D.  Joaquin  Vicente  Pórtela;  en 
cayos  autos  y  en  19  del  mismo  mes  se  pronunció  sentencia 
de  remate  mandando  seguir  la  ejecución  adelante,  hacer  trance 
y  remate  de  los  bienes  embargados,  y  con  su  producto  ínte- 
gro pagx)  á  la  actora  del  capital  que  reclamaba,  con  sus  in- 
tereses y  costas: 

Resultando  que  Dona  Amalia  Diaz  Bello  pidió  se  le  entre- 
gara dicha  cantidad  de  4.000  duros  é  intereses  por  cuenta  de 
su  crédito:  que  á  consecuencia  de  auto  para  mejor  proveer  se 
contrajo  testimonio,  del  que  aparece  que  en  expediente  seguido 
ante  el  mismo  Juzgado  convino  Azopardo  con  su  mujer  Dona 
Ramona  Llamas  que  quedase  depositada  esa  cantidad  en  poder 
del  comprador  de  la  casa  para  atender  con  sus  intereses  por 
mensualidades  anticipadas  de  400  rs.  á  los  alimentos  de  ésta  é 
Tiijos,  cuyo  convenio  se  mandó  llevar  á  efecto;  y  que  en  su 
virtud,  por  auto  de  28  de  Agosto  del  referido  año,  se  desesti- 
mó la  mencionado  pretensión  de  la  ejecutante,   reservándola 
el  derecho  para  repetir  contra  otros  bienes  del  ejecutado,  del 
que  interpuso  la  Doña  Amalia  recurso  de  apelación,  que  le  fué 
admitido: 

Resultando  que  remitidos  los  autos  á  la  Audiencia  de  Se* 
villa,  dictó  sentencia  la  Sala  primera  ea  18  de  Marzo  de  1868 
revocando  el  auto  apelado,  y  mandando  entregar  á  la  Doña 
Amalia  Diaz  á  cuenta  del  principal  por  que  se  despachó  la  eje- 
cución los  80.000  rs.  depositados  en  poder  de  D.  Joaquin  Vi* 
oente  Pórtela,  con  los  intereses  devengados  hasta  el  dia  en  que 
se  verifique  la  entrega:  fundándose  en  que  en  el  estado  que 
tenia  el  procedimiento  ejecutivo  únicamente  podría  estorbarse 
su  continuación,  deduciendo  Doña  Ramona  Llamas,  si  se  es- 
tima como  tercera  perjudicada,  la  correspondiente  demanda  de 
teiceria: 

Besultando  que  fallecido  D.  Manuel  Azopardo  en  Junio  de 
1869,1a  Doña  Amalia  Diaz  Bello  provocó  el  juicio  de  testamen- 
teria  necesario  del  mismo  en  21  de  Setiembre  de  1872  ante  el 
Jmsgado  del  distrito  de  Santa  Cruz- de  la  predicha  ciudad  de  Cá- 
ítt,  pidiendo  se  intervinieran  sus  bienes,  que  consistían  en  un 
crédito  hipotecario  de  4.000  pesos  fuertes,  con  intereses  de  400 
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realed  mensuales  sobre  la  casa  calle  de  la  Aduana  niim.  17,  i 
y  otro  por  presas  inglesas,  adquirido  por  el  testador,  de  su) 
padres;  y  que  se  librara  mandaqiiento  al  Registro  de  la  pro* 
piedad  para  que  anotase  la  ocupación  decretada  sobre  el  ca* 
pital  de  los  4.000  pesos  fuertes,  constituyendo  embargo  en  bvl 
réditos,  para  lo  cual  se  hiciera  saber  al  poseedor  de  la  finoi 
que  lo  retuviese  en  su  poder,  como  también  que  se  librara  co 
municacLon  al  Director  general  de  la  Deuda  pública  para  qa^ 
por  el  departamento  encargado  de  la  liquidación  de  las  presan 
inglesas  se  anotara  la  ocupación,  hecha  por  el  Juzgado,  de 
crédito  de  esta  clase;  á  lo  cual  se  deñrió  en  14  de  Abril,  3 
queda  hecha  la  anotación  en  el  Registro  de  la  propiedad: 

Resultando  que  seguido  pleito  en  el  Juzgado  de  primen 
instancia  del  distrito  de  San  Antonio  y  en  la  Sala  de  lo  cItí 
de  la  Audiencia  de  Sevilla  por  Doña  Ramona  Llamas,  por  si  1 
como  curadora  de  sus  hijas  Doña  Sofía,  Doña  Cenaida  y  Doñi 
Eugenia  Azopardo,  con  Doña  Amalia  Diaz  Bello,  sobre  tercerii 
de  dominio,  como  consecuencia  del  pleito  ejecutivo  promovidc 
por  la  última  contra  D.  Manuel  Antonio  Azopardo;  é  interpaes 
to  recurso  de  casación  por  la  Doña  Amalia  Diaz  contra  la  sen- 
tencia en  ellos  pronunciada,  se  dictó  otra  en  la  Sala  primen 
de  este  Tribunal  Supremo  en  10  de  Junio  de  1878,  declarando 
no  haber  lugar  á  dicho  recurso,  con  \gs  costas;  por  lo  qa< 
quedó  firme  aquella,  que  confirmó  la  del  inferior,  en  la  cua 
se  declaró  que  la  hipoteca  de  los  4.000  pesos  fuertes  constítai* 
da  sobre  la  casa  de  la  calle  Nueva  pertenecía  á  los  menoreí 
hijos  de  D.  Manuel  Antonio  Azopardo  y  á  su  esposa  Doñi 
Ramona  Llamas  para  atender  con  sus  productos  al  pago  de  sui 
alimentos,  con  reserva  de  su  derecho  á  la  Diaz  Bello  para  di- 
rigirse contra  cualesquiera  otros  bienes  de  su  deudor  que  tu* 
viere  ó  le  correspondieran  en  adelante: 

Resultando  que  en  23  de  Noviembre  del  antedicho  año 
de  1873  el  Procurador  D.  Ricardo  de  Ortiz  Mendo,  en  nombre 
de  la  repetida  Doña  Ramona  Llamas  y  sus  hijas ,  presentó  es- 
crito en  el  referido  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito 
de  Santa  Cruz,  solicitando  que  en  vista  de  lo  resuelto  por  este 
Tribunal  Supremo  se  acordasen  las  medidas  convenientes  á  fio 
de  dejar  sin  efecto  el  proveído  en  que  se  habia  decretado  la 
intervención  de  los  bienes  del  Azopardo  ;  y  por  el  segundo 
otros!  hizo  presente  que  su  personalidad  consta  en  los  predi- 
chos  autos  que  pendían  en  el  Juzgado  del  distrito  de  San  An- 
tonio de  la  propia  ciudad  y  Escribanía  de  D.  José  María  Ola- 
vero,  y  pidió  que  si  se  estimaba  conveniente  se  sirviera  mandar 
que  se  contrajese  á  continuación  el  oportuno  testimonio  pafa 
que  surtiera  sus  efectos : 


SSNTKNCUS   DE  1875.  209 

Resultando  que  á  su  virtud  y  en  el  dia  27  posterior  dictó 
«uto  el  Juez,  por  el  que  dijo ,  entre  otras  cosas :  «Y  toda  vez 
ique  los  bienes  &  que  se  refiere  la  anotación  y  retención  han 
sido  declarados  por  ejecutoria  de  10  de  Junio  de  1873  de  la 
propiedad  de  Doña  Ramona  Llamas  y  sus  menores  hijas,  por 
lo  que  ño  pueden  ser  pertenecientes  á  la  testamentaria  de  Don 
Manuel  Azopardo,  álcese  la  retención  que  se  hiciera  á  D.  Joa- 
quín Vicente  Pórtela,  y  líbrese  mandaiíiiento  al  Registrador 
de  la  propiedad  para  la  cancelación  de  la  anotación  que  hi- 
•ciera:» 

Resultando  que  notificado  el  anterior  proveido,  pidió  repo- 
sición de  él  Doña  Amalia  Diaz  Bello,  fundada  en  que  se  había 
dictado  de  plano,  sin  oírla  ni  vencerla  en  el  juicio  de  testa- 
tnentaría  mencionado,  y  en  que  la  ejecutoria  había  recaído  en 
otras  actuaciones  de  distinta  índole  ,  y  no  podía  invocarse  en 
Bquel  juicio  sino  como  medio  de  prueba ;  por  lo  que  el  Juez 
^ctó  otro  en  1.*  de  Diciembre  siguiente,  mandando  llevar  ¿ 
/«fecto  lo  prevenido  en  27  de  Noviembre  por  no  haber  lugar  k 
8u  reposición : 

Resultando  que  interpuesto  asimismo  recurso  de  apelación 
"de  este  auto,  y  admitidos  los  dos  en  ambos  efectos,  se  remi- 
"tieron  los  origioales  á  la  Audiencia  del  territorio ,  la  que  por 
*uto  de  5  de  Mayo  de  1875  confirmó  los  del  inferior ,  con  las 
^X)stas: 

Resultando  que  el  Juez  del  expresado  distrito  de  Santa 
Cruz  no  ha  resuelto  acerca  del  referido  segundo  orrosí  del  es- 
^to  de  23  de  Noviembre  de  1873,  terminante  á  justificar  en 
^tos  autos,  por  el  medio  que  ha  propuesto,  la  personalidad  del 
I^curador  Ortiz  de  Mendo,  en  representación  de  las  repetidas 
I^ona  Ramona  Llanes  y  sus  hijas  ,  ni  resulta  de  las  actuacio- 
^^  que  por  parte  de  Doña  Amalia  Diaz  Bello  se  haya  pedido 
^^  subsanacion  de  esta  falta  en  la  primera  instancia  en  que  se 
^metió,  ni  en  la  segunda  consta  petición  alguna  respecto  de 
^8te  particular: 

Riesultando  que  contra  el  auto  de  la  Audiencia  de  5  dé 
Majo  de  este  año  interpuso  Doña  Amalia  Diaz  Bello  recurso 
^c  casación  por  infracción  de  ley  y  doctrina  legal  y  por  que- 
l^íantamiento  de  forma ,  fundando  éste  en  lo  dispuesto  en  el 
artículo  5.**  de  la  Ley  provisional  sobre  reforma  de  la  casación 
^i^il,  que  considera  como  infracción  de  reforma  esencial  del 
juicio  la  falta  de  personalidad  en  alguna  de  las  partes  ó  en  el 
Procurador  que  la  ha  representado,  toda  vez  que  el  de  Doña 
^ona  Llamas  al  pedir  la  exclusión  de  los  bienes  interveni- 
^  no  acompañó  la  copia  del  poder: 

Resultando  que  admitido  dicho  recurso  y  remitidos  los  au- 
IL— 1/y3.*  U 
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tos  originales  á  este  Tribunal  Supremo,  se  les  ha  dadola 
mitacion  marcada  por  la  ley. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ignacio  Víeites. 

Considerando  que,  se^^un  lo  dispuesto  en  los  artículos  7.% 
8.°  y  niim.  4.°  del  32  de  la  vigente  ley  provisional  de  18  de 
Junio  de  1870,  los  recursos  de  casación  civil  que  se  interpo* 
nen  por.  quebrantamiento  de  forma  sólo  son  admisibles  cuaado 
se  haya  pedido  la  ^ubsanaciou  de  las  faltas  esenciales  del 
juicio  taxativamente  designadas  en  el  art.  5.^  de  la  misma  ley 
eu  la  instancia  en  que  se  cometieron,  y  reproducido  la  pett* 
cion  en  la  segunda  cuando  la  infracción  procede  de  la  primera 
instancia,  á  no  ser  que  la  falta  se  hubiese  cometido  en  la  úl- 
tima, y  cuando  no  fuera  posible  solicitar  su  enmienda: 

T  considerando  que  eu  el  caso  actual  Doña  Amalia  Diu 
Bello  no  ha  reclamado  la  subsanacion  de  la  falta  de  persona- 
lidad del  Procurador  D.  Ricardo  de  Ortiz  Mendo  para  repre- 
sentar á  Doña  Ramona  Llamas  y  sus  hijas  en  la  pretensión  á 
que  se  refiere  la  recurrente,  ni  en  la  primera  instancia  en  que 
se  supone  cometida  dicha  falta,  ni  consta  tampoco  pedida  en 
la  segunda  instancia; 

Fallamos  ,  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  no  h& 
lugar  al  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  en  la  forma 
contra  el  auto  dictado  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia 
de  Sevilla  en  5  de  Mayo  líltimo,  interpuesto  por  Doña  Amalia 
Díaz  Bello,  á  quien  condenamos  en  las  costas,  y  á  pagar  la 
cantidad  de  500  pesetas  que  debia  constituir  en  depósito,  cuan- 
do llegue  k  mejorar  de  fortuna,  que  se  distribuirá  en  ese  oaao 
según  previene  la  ley;  y  pásense  las  actuaciones  á  la  Sala  pri- 
mera de  este  Tribunal  Supremo  para  los  efectos  que  procedan 
respecto  del  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Oa- 
ceta  oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa^  remitién- 
dose al  efecto  las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos 
y  firmamos. =Tomás  Huet.=José  María  Herreros  de  Tejada. = 
Ignacio  Víeites. =Manuel  Almonací  y  Mora.  =  Luís  Vazques 
Mondragon.= Alberto  Santías.= Joaquín  José  Cervino. 

Publicación: 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  Ignacio  Víeites ,  Magistrado  del  Tribunal 
Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  tercera,  deque 
certifico  como  Secretario  Relator  en  Madrid  á  30  de  SetiemtMK 
dv5  1875.=Enríque  Medina. 
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N¿M.  47. 
COMPETENCIA  EN  MATERIA  CIVIL.— SALA  TERCERA. 


I 

[ 


OKOGIMIENTO    COMO  DlBECTOB  GBNEBAL    Y  GbRENTB  DE  CIERTA 

Compañía  de  febbo-carriles. — Auto  de  30  de  Setiembre, 
declarando  mal  formada  la  competencia  suscitada  entre  los 
Jaeces  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Latina  de  esta 
Corte  y  el  de  San  Pablo  de  Zaragoza ,  sobre  conocimiento 
de  los  autos  promovidos  por  D.  Eduardo  Benot  para  que  se 
le  reconozca  como  Director  general  y  gerente  de  la  Compa- 
fiía  de  los  ferro -carriles  de  Aragón. 

En  los  CONSIDERANDOS  sc  establece : 

1.^  Que  en  el  caso  de  que  d  la  solicitud  promovida  en  acto 
¿*  jurisdicción  voluntaria  se  hiciese  oposición  por  quien  tenga 
personalidad  para  formularla^  el  expediente  se  hace  contencioso 
f  queda  sujeto  á  los  trámites  establecidos  para  el  juicio  que 
corresponda  y  y  que  si  la  oposición  se  hiciese  por  el  que  carezca 
¿«  personalidad  para  ello,  podrá  el  Juez,  desestimándola,  dic^ 
tar  providencia  sobre  la  solicitud  que  se  hubiere  instruido  al 
pr<mover  el  expediente j  según  se  determina  en  las  reglas  7.* 
y  8.*  del  art.  1,208  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

2.^  Que  en  los  autos  de  jurisdicción  voluntaria  no  tiene 
cabida  la  cuestión  de  competencia  porque  ésta  la  concede  la  re  - 
9^a  1.*  del  art,  1.208  de  dicha  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  al 
J^^ez  ante  quien  se  presentaron,  y  que  sólo  pueden  promo- 
^^rse  cuando  aquellos ,  perdiendo  su  carácter  de  jurisdicción 
^^inntaria,  se  hayan  convertido  en  asuntos  judicialmente  con-- 
^^uciosos  según  lo  tiene  declarado  el  Tribunal  Supremo  eu 
^^Petidas  sentencias. 

3.*'  Que  el  Juez  encargado,  de  aplicar  las'citadas  7.*  y  8.* 
^^las  del  art.  1.208  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  es  aquel 
^^ie  quien  se  hubiese  promovido  el  acto  de  jurisdicción  votun- 
^^^ia. 

En  los'autos  de  competencia,  que  ante  Nos  penden,  entre  el 
^?2gado  de  primera  instancia  del  distrito  de  San  Pablo  de  la 
^^Udad  de  Zaragoza  y  el  de  la  Latina  de  esta  Corte,  sobre  co- 
rrimiento de  los  promovidos  por  D.  Eduardo  Benot  para  que 
^  le  reconozca  como  Director  general  y  gerente  de  la  Ck)mpa- 
^^^  de  los  ferro-carriles  de  Aragón : 

Resultando  que  en  16  de  Enero  último  el  Consejo  de  admi* 
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nistracion  de  dicha  Compañía  nombró  Director  general  de  la 
misma  á  D.  Eduardo  Benot  en  reemplazo  de  D.  Antonio  Ibar- 
rola;  y  que  aceptado  el  cargo  por  aquel,  fué  puesto  en  pose- 
sión por  el  citado  Consejo: 

Resultando  que  en  su  consecuencia  el  referido  Benot  en  18 
de  Febrero  siguiente  acudió  al  Juzgado  de  la  Latina  de  esta 
Corte,  en*  el  concepta  indicado,  solicitando  que  para  que  su  re- 
presentación legal  fuese  conocida  en  todas  partes  se  requiriese 
á  los  empleados  dependientes  de  dicha  gerencia  para  que  le 
prestasen  el  respeto  y  consideración  debida,  poniendo  asa  dis- 
posición aquellas  dependencias:  que  igualmente  se  requiriese 
á  D.  Antonio  Ibarrola  y  Echeguren  para  que  se  abstuviese  de 
practicar  actos  propios  de  la  gerencia  en  que  habia  cesado,  é 
hiciese  entrega,  bajo  recibo,  de  los  papeles,  libros  y  valores  de 
la  Compañía,  y  que  la  providencia  que  recayese  se  publicase 
en  la  Oaceta  y  Boletines  oficiales  de  Madrid  y  Zaragoza  para 
que  llegase  á  noticia  de  todos  los  que  debieran  conocerle: 

Resultando  que  estimada  esta  pretensión,  se  libró  exhorte 
cometido  á  uno  de  los  Juzgados  de  Zaragoza  para  que  se  hi- 
ciesen los  requerimientos  expresados;  y  en  este  estado  acu- 
dieron al  Juzgado  de  la  Latina  varios  accionistas  y  D.  Anto- 
nio Ibarrola  solicitando  que  se  abstuviesen  de  conocer  en  el 
asunto  como  acto  de  jurisdicción  voluntaria,  puesto  que  por 
la  oposioion  que  formalizaban  se  convertía  en  contencioso ;  y 
al  propio  tiempo  D.  Felipe  Guallart,  en  concepto  de  Director 
y  gerente  de  dicha  Compañía,  que  se  dice  nombrado  por  la 
Junta  de  accionistas  celebrada  en, 22  del  mismo  Febrero,  lo 
hizo  también  al  Juzgado  de  San  Pablo  de  Zaragoza  propo- 
niendo la  inhibitoria  del  de  la  Latina,  fundado  en  que  la  Com- 
pañía tenia  su  domicilio  legal  en  dicha  ciudad,  y  en  que  aun- 
que por  la  reforma  hecha  en  sus  estatutos  en  31  de  Julio-  de 
1874  se  habia  facultado  al  Consejo  de  administración  para 
trasladar  el  domicilio  ár  Madrid,  no  se  habia  publicado  ningrun 
acuerdo,  como  debia  de  haberse  hecho: 

Resultando  que  el  Juzgado  de  San  Pablo,  oido  su  Fiscal, 
se  declaró  competente  para  conocer  de  los  negocios  de  la  Com- 
pañía, y  que  se  librase  oficio  inhibitorio  al  de  primera  instan- 
cia de  la  Latina  intimándole  la  competencia  para  que  se  abs- 
tuviese de  conocer  en  este  asunto,  fundándose  en  que  la  opo- 
sición de  Guallart  le  convierte  en  contencioso :  en  que  por  el 
artículo  3.**  de  los  estatutos  de  la  Compañía  se  estableció  sa 
domicilio  en  Zaragoza,  y  que  en  esta  ciudad  está  por  consi- 
guiente la  razón  social:  que  aunque  en  la  junta  antes  refe- 
rida se  reformó  dicho  artículo,  con  facultad  de  poder  trasla- 
dar su  domicilio  á  Madrid  cuando  el  Consejo  lo  juzgase  con-* 
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Teniente  á  los  intereses  sociales ,  esto  entrañaba  la  necesidad 
de  publicarlo,  si  se  verificaba,  en  la  Gaceta  y  Boletines  oficia- 
les^  según  se  desprendía  del  3/  de  la  ley  de  19  de  Octubre  de 
1869;  y  que  según  el  art.  312  de  la  de  organización  del  Poder 
judicial,  el  domicilio  de  las  Compañías  mercantiles  es  el  que 
seríalan  sus  estatutos,  y  en  la  de  que  se  trata  lo  es  Zaragoza, 
sin  que  pueda  considerarse  trasladado  &  Madrid  por  no  haberse 
cuoaplido  con.  el  antedicho  precepto: 

Besultando  que  requerido  el  Juez  de   la  Latina  de  esta 
Cérte,  de  conformidad  con  D.  Bd/iardo  Benot  y  con  el  Promo- 
tor  fiscal,  declaró  no  haber  lugar  á  la  inhibición  propuesta 
por  el  de  San  Pablo,  á  quien  se  oficiase  para  que  dejase  ex- 
pedita su  jurisdicción,  ó  en  otro  caso  remitiese  sus  actuacio- 
i^es  al  superior  común  para  que  dirimiese  el  conflicto;  fundán- 
dose en  que  por  la  junta  de  accionistas  de  31  de  Julio  se  re- 
formaron los  antiguos  estatutos  de  la  Compañía,  modificándose 
el  art.  3.°  para  que  el  domicilio  social  se  trasladase  á  Madrid 
cuando  el  Consejo  lo  creyese  conveniente  á  los  intereses  sooia- 
1^;  habiéndose  publicado  esta  reforma  en  9  de  Diciembre  si- 
guiente, á  pesar  de  no  exigirlo  dicho  artículo:   que  en  virtud 
de  esta  autorización  dicho  Consejo  trasladó  aquel  domicilio  á 
Hadrid:  que  las  convocatorias  para  la  reunión  de  accionistas, 
^lebracion  y  suspensión  de  juntas  y  demás  actos  del  Consejo 
y  gerencia  se  han  celejbrado  en  esta  Corte,  como  domicilio  de 
1*  Compañía:  que  siendo  este  expediente  de  jurisdicción  volun- 
^^ia,  le  corresponde  su  conocimiento  por  haberse  sometido 
^Hot  á  la  suya,  y  no  estar  empeñada  ni  promovida  cuestión 
*^8UDa  entre  partes  conocidas  y  determinadas:  que  aun  en  el 
^^^0  de  hacerse  contenciosa  la  pretensión  de  Benot  con  Ibarrola, 
*^^ia  competente  para  seguir  conociendo  de  la  cuestión  perso- 
.  ^^1  que  se  ventila,  por  ser  Madrid  el  domicilio   de  ambos,  y 
^^  tratarse  de  demanda  entre  la  Compañía  y  su  Consejo  de 
*^  tninistracion ;  y  en  los  artículos  2.°  y  1.208  de  la  Ley  de 
^ajuiciamiento  civil,  y  376,   377  y  383  de  la  orgánica  del 
^^5er  judicial: 

Resultando  que  insistiendo  ambos  Juzgados  en  su  respec- 
I^^ a  competencia,  remitieron  sus  actuaciones  á  este  Supremo 
^ibunal,  donde  se  ha  sustanciado  con  audiencia  fiscal. 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Manuel  Almonací  y  Mora. 
Considerando  que  en  el  caso  de  que  á  la  solicitud  promo- 
^^^a  en  acto  de  jurisdicción  voluntaria  se  hiciese  oposición 
P^ip  quien  tenga  personalidad  para  formularla,  el  expediente 
^^  hace  contencioso  y  queda  sujeto  á  los  trámites  estableci- 
das para  el  juicio  que  corresponda ;  y  que  si  la  oposición  se 
^^ciere  por  el  que  carezca  de  personalidad  para  ello ,  podrá  el 
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Jaez,  desestimándola,  dictar  procidencia  sobre  la  solicituc 
que  se  hubiere  instruido  al  promover  el  expediente ,  seg^un  « 
determina  en  las  reglas  7.*  y  8,*  del  art.  1 .208  de  la  Ley  d< 
Enjuiciamiento  civil: 

Considerando  que  en  los  autos  de  jurisdicción  voluntaria 
no  tiene  cabida  la  cuestión  de  competencia ,  porque  ésta  la 
concede  la  regla  1/  del  art.  1.208  de  dicha  Ley  de  Bnjuicia- 
miento  al  Juez  ante  quien  se  presentaron ,  y  que  sólo  puede 
promoverse  cuando  aquellos,  perdiendo  su  carácter  de  juris- 
dicción voluntaria .  se  hayan  convertido  en  asuntos  judicial- 
mente contenciosos,  según  lo  tiene  declarado  este  Supremc 
Tribunal  en  repetidas  sentencias: 

Considerando  que  el  Juez,  encargado  de  aplicar  las  cita- 
das 7.*  y  8.*  reglas  del  art.  1.208  de  la  Ley  de  Bnjuiciamientc 
es  aquel  ante  quien  se  hubiese  promovido  el  acto  de  jurisdic- 
ción voluntaría,  que  en  el  caso  presente  es  el  del  distrito  di 
la  Latina  de  esta  Corte;  y  que  el  de  San  Pablo  de  Zaragozc 
debió  limitarse  á  proveer  sobre  el  exhorto  con  que  fué  reque- 
rido, sin  perjuicio  de  que  los  que  fueren  interesados  compa- 
reciesen ante  el  de  la  Latina  á  hacer  valer  su  posición; 

Se  declara  mal  formada  esta  competencia  entre  los  Jaeces 
de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Latina  de  esta  Corte  y 
el  de  San  Pablo  de  Zaragoza,  á  quienes  se  devuelvan  respec- 
tivamente sus  actuaciones  con  la  oportuna  certificación  para 
que  procedan  á  lo  que  haya  lugar  en  derecho.  T  publíquese 
este  auto  en  la  Oaceta^  dentro  de  los  diez  dias  siguientes  á  sa 
fecha,  y  á  su  tiempo  en  la  Colección  legislativa^  pasándose  al 
efecto  las  copias  necesarias. 

Madrid  30  de  Setiembre  de  1875.=Tomás  Huet.=José  Ma- 
ría Herreros  de  Tejada.  ==  Ignacio  Vieites.s=»Manuel  Almonacf 
y  Mora. = Alberto  Santías.=Lioenciado  Manuel  Aragoneses  Gil. 
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NüM.  48. 

Casación  por  infracción  de  ley.— sala  primera. 


OíroRGAMTEiíTo  DB  UNA.  ESCRITURA. — Sentencia  de  1.®  de  Octu- 
l)pe,  declaran io  habsr  lug'ar  al  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  los  liquidadores  de  la  razón  social  Operend  Our^ 
mey  y  compafíia  de  Londres ,  contra  la  pronunciada  por  la 
Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  este  distrito,  cu 
pleito  con  D.  José  Campo  y  Pérez. 

En  sus  CONSIDERANDOS  Sé  ostablece : 

Que  el  contraía  es  ley  para  los  contraíanles. 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  1.°  de  Octubre  de  1875,  en 
'^l  pleito  pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación 
por  infracción  de  ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  ins- 
^ticia  del  •distrito  del  Congreso  de.  esta  capital  y  en  la  Sala 
Ptimera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  su  territorio  por  D.  Gui- 
llermo Turgnand  y  D.  Roberto  Palmer  y  Harding,  como  liqui- 
^lidores  de  la  razón  social  Overendj  Ourney  y  compaKla  limi- 
^da  de  Londres,  con  D.  José  Campo  y  Pérez,  sobre  otorga- 
miento de  una  escritura  de  hipoteca: 

Resultando  que  con  fecha  en  Londres  á  19  de  Abril  de  1866, 
erigió  D.  José  Campo  á  la  razón  social   Overend  Ourney  y 
^ompafíia^  limitada  á  aquella  ciudad,  una  carta  en  inglés,  que 
ia  sido  traducida  por  la  Interpretación  de  lenguas  y  reconoci- 
da por  D.  José  Campo,  que  dice  asi:  «Señores:  En  recompensa 
4e  que  Vds.  se  abstengan  de  apremiarme  por  el  importe  del 
^aWo  de  mi  cuenta,  deposito  con  esta  en  Vds.  la?  escrituras 
4e  mi  palacio,  sito  en  Madrid,  España,  como  fianza;  y  por  la 
plísente  gravo  el  dicho  palacio  y  él  terreno  á  él  unido  con  la 
obligación  del  pago  del  saldo  de  mi  cuenta  corriente,  y  con  el 
^el  importe  de  todas  las  letras  que  Vds.  ya  tienen  ó  que  en 
'delante  puedan  tener  descontadas,  procedentes  de  mí  ó  que 
U^ven  mi   nombre  sujeto  al  gravamen  impuesto  sobre  él   (el 
^alacio)  según  aparece  de  las  escrituras;  y  me  convengo   á 
otorgar  cualquier  escritura  que  V^s.  exijan  para  habilitarlos  ó 
t    ^^aliEar  la  dicha  finca.  Ea  el  caso  de  que  yo  falte  á  satisfacer 
I    ^*«  reclamaciones  de  Vds.  contra  mí,  y  en  dicha  recompensa, 
I    9o  además '  gravo  el  Aioho  palacio  y  finca  con  el  pago  del  oré- 
A    "^to  que  VdU.  están  á  punto  de  concederme.  Soy  de  Vds.,  etc.:» 
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Resultando  que  los  liquidadores  de  la  casa  Overend  Ourney^ 
7  compañía  firmaron  con  fecha  Londres  á  30  de  Enero  de  186T 
un  extracto  de  la  cuenta  con  D. '  José  Campo,  sacado  de  los 
libros  de  aquella,  que  produce  un  saldo  contra  Campo  en  6  de- 
Noviembre  de  1866,  de  46.800  libras  esterlinas  y  8  chelines: 

Resultando  que  con  presentación  de  estos  documentos  de  la 
primera  copia  de  una  escritura  de  venta  de  la  casa-palacio,, 
sita  en  el  Paseo  de  Recoletos,  núm.  14,  de  esta  capital,  otor- 
gñdBL  en  31  de  Octubre  de  1864  á  favor  de  D.  José  Campo  por 
la  cantidad  de  9.874.584  rs.,  y  de  una  escritura  carta  de  paga 
de  2.028.485  rs.  como  primer  plazo  del  capital  é  intereses  de 
préstamo  de  mayor  cantidad,  otorguda  por  D.  Carlos  Izagiiirre- 
á  favor  de  D.  José  Campo,  entablaron  D.  Guillermo  Turguand 
y  D.  Roberto  Palmer,  liquidadores  de  la  razón  social  Overend 
Ourney  y  compañía  limitada  de  Londres,  la  demanda  objeta 
de  este  pleito,  exponiendo  que  Campo  debia  &  la  referida  ra- 
zón social  la  cantidad  de  46.800  libras  esterlinas  y  1.1 24.000 
reales,  por  resultado  de  los  diferentes  anticipos  que  le  habla 
hecho:  que  para  su  pago  giró  Campo  diferentes  letras  &  favor 
de  aquella  Sociedad  y  cargo  de  Pinto  Pérez  Alhley  y  Compa- 
ñía, que  si  bien  fueron  aceptadas  no  fueron  satisfechas  á  sa 
vencimiento  por  haber  sido  declarados  eu  quiebra  los  aceptan- 
tes: que  conocida  por  Campo  dicha  quiebra  y  deseando  ase- 
gurar á  Overend  Gurney  el  pago  de  los  anticipos  hechos ,  le 
dirigió  la  carta  de  19  de  Abril  de  1866,  acompañando  los  títu- 
los de  propiedad  de  la  casa-palacio,  sito  en  el  Paseo  de  Reco- 
letos, los  cuales  aceptó  en  depósito  la  referida  casa,  y  como 
consecuencia  la  obligación  contraída  por  Campo  de  constituir 
la  hipoteca  que  se  referia,  lo  cual  se  habia  negado  Campo  á 
cumplir;  y  que  citando  en  su  apoyo  las  leyes  1.',  tít.  1.®,  li- 
bro 10  de  la  Novísima  Recopilación,  y  8.*,  tít.  22,  Partida  3.% 
solicitaron  que  se  condenase  á  D.  José   Campo  á  otorgar  ea 
término  de  diez  dias  la  correspondiente  escritura  publica,  hipo- 
tecando su  casa>palacio  y  el  terreno  á  ella  unido  &  la  seguri- 
dad del  pago  del  resultado  de  su  cuenta  corriente  con  la  in- 
dicada razón  social,  con  las  costas;  pretendiendo  per  un  otrosi 
la  anotación  preventiva  de  la  demanda  bajo  la  oferta  de  indem- 
nizar á  Campo  en  el  caso  de  ser  absuelto: 

Resultando  que  estimada  la  anotación  preventiva,  que  se 
llevó  á  efecto  después  de*  haber  consignado  los  demandantea 
en  la  Caja  de  Depósitos  la  suma  de  20.000  escudos  para  la  in- 
demúizacion  al  demandado  en  su  caso,  contestó  ésta  á  la  de- 
manda con  la  pretensión  de  que  se  obligase  en  la  carta  men- 
cionada á  constituir  hipoteca  sobre  su  casa-palacio :  que  la. 
de  Overend  Gurney  quebró  poco  tiempo  después,  de  ma«^ 
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que  no  sólo  no  pudo  cumplir  los  extremos  que  servían  de 
cozmdicion  en  la  carta  para  el  objeto  á  que  terminaba,  sino  que 
la  oferta  consignQ&da  en  el  párrafo  final  de  la  misma  no  tuvo 
otro  que  el  malicioso  de  obtener  los  indicados  documentos  á 
eaa^1>io  de  una  propuesta  capciosa ,.  cuyo  imposible  cumpli- 
miexito  no  podia  ser  desconocido  á  sus  autores :  que  Overend 
GuLX^ney  y  compañía  no  pudieron  aceptar  obligación  alguna 
Tdatttva  á  constitución  de  hipoteca,  puesto  que  no  se  habia 
ofreoido:  que  Campo  no  era  deudor  á  la  quiebra  de  la  Sociedad 
de  las  cantidades  que  suponía  y  las  cuales  hasta  aquella  fe- 
chia   no  se  habían  reclamado;  y  que  aunque  se  supusiera  exis- 
tir lEi  favor  de  Overend  Gurney  y  cümpañía  un  saldo  de  cuenta, 
lo  oual  negaba  absolutamente,  no  habia  una  deuda  fija  y  de- 

£esultaudo  que  suministrada  prueba  por  las  partes,  dictó 
^i^tencia  el  Juez  de  primera  instancia,  y  que  apelada  por  los 
deiKiandantes  fué  confirmada  en  17  de  Marzo  de  1864  por  la 
S^a  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta  Corte  en  cuan- 
^  por  ella  se  absolvía  á  D.  José  Campo  de  la  demanda,  revo- 
^^^dola  respecto  al  alzamiento  de  la  anotación  preventiva  Ue- 
^^a  á  efecto  á  solicitud  de  la  parte  demandante,  la  cual  abo- 
^aria  los  gastos  ocasionados  con  motivo  de  dicha  anotación 
Pí^ventiva,  por  no  haberse  fijado  este  punto  dentro  del  perio- 
r^  en  que  deben  formularse  las  peticiones  que  han  de  ser  ob- 
jeto de  la  sentencia;  con  reserva  á  D.  José  Campo  del  dere- 
cho que  sobre  este  particular  pudiera  asistirle,  para  que  le  de- 
^Uzca  si  viere  convenirle,  ante  quién  y  en  la  forma  que  cor- 
''^ponda,  sin  hacer  especial  condenación  de  costas: 

Resultando  que  los  liquidadores  de  la  razón  social  Overend, 
"^^ney  y  compañia^  limitada  de  Londres,  interpusieron  recur- 
®^  de  casación  por  haberse  infringido,  á  su  juic.io: 

^  1,*"  La  ley  1.*,  tít.  1.**,  libro  10  de  la  Novísima  Recopila- 
^^On ;  pues  habiendo  entregado  Campo  los  títulos  de  su  casa- 
^^lacio  en  garantía  ó  en  fianza  del  saldo  de  su  cuenta  corriente 
^^1  importe  de  las  letras  que  la  casa  recurrente  tenia  ó  pudie- 
^^  tener  en  adelante ,  descontadas  y  procedentes  del  mismo 
y^ntipo,  y  constituido  por  la  carta  de  19  de  Abrií  gravamen  ó 
hipoteca  sobre  su  dicha  casa-palacio,  para  hacer  eficaz  la  ga- 
^^iitia  ofrecida,  se  desconocía  por  la  sentencia  la  obligación 
^^^utraida  por  Campo. 

^  2.*  El  contrato  consignado  en  la  mencionada  carta  recono^- 
^^^Ut  por  Campo,  que  era  ley  para  ambas  partes,  en  la  cual  no 
^^lo  86  reconoció  y  confesó  deudor  de  Overend  Gurney  por 
^^^ndes  cantidades  de  dinero,  sino  que  les  entregó  en  garan- 
^^  loB  títulos  de  propiedad  de  su  casa-palacio ,  constituyendo 


218  TRIBUNAL  SÜPRBlfO. 

sobre  él  gravamen  ó  hipoteca,  y  obligándose  á  otorgar  cuando 
se  le  demandase  la  escritura  pública  correspondiente. 

3."  La  regla  de  interpretación  de  los  contratos  válidamente 
celebrados,  como  el  consignado  en  la  carta  de  19  de  Abril, 
que  establece  que  las  circunstancias  que  los  contratos  exijan 
para  su  debido  cumplimiento  y  para  hacer  eficaz  y  valedera 
la  obligación  contenida  en  ellos,  se  entienden  comprendidas  en 
los  mismos  contratos,  á  no  ser  que  expresamente  se  haya  es- 
tipulado lo  contrario;  pues  habiendo  Campo  entregado  los  tí- 
tulos de  propiedad  de  la  casa-palacio  y  constituido  sobre  él 
hipoteca,  se  obligó  á  la  vez  á  hacer  eficaz  y  valedero  su  gra- 
vamen por  los  medios  que  exigia  la  ley  del  territorio  en  qnc 
estaba  sito  aquel. 

Y  4,""  La  ley  2.',  tít.  33  de  la  Partida  7.',  que  dispone  que 
cuando  las  palabras  de  un  contrato  son  dudosas  y  no  piioder 
explicarse  por  su  literal  contexto  ni  por  las  reglas  de  una  in- 
terpretación razonada,  deben  ser  interpretadas  conforme  á  las 
que  la  misma  ley  establece;  y  la  doctrina  consignada  en  este 
mismo  sentido  en  la  sentencia  de  este  Tribunal  Supremo  en  2f 
de  Diciembre  de  1864,  pues  aun  suponiendo  que  en  el  contrate 
de  19  de  Abril  hubiera  alguna  oscuridad  respecto  á  la  obliga** 
cion  contraída  por  Campo  para  constituir  la  hipoteca  deman^ 
dada,  habin  deMdo  Interpretarse  según  las  reglas  contenidas 
en  la  citada  ley  contra  el  mismo  Campo. 

Visto ,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  Fermin  di 
Muro. 

Considerando  que  por  la  carta  de  19  de  Abril  de  1866,  fir- 
mada en  Londres  por  D.  José  Campo  y  reconocida  judicial- 
mente, en  recompensa  de  que  la  razón  social  Overend ,  Our- 
ney  y  compafLia,  de  la  expresada  ciudad,  se  abstuviese  de  apre- 
miarle por  el  importe  del  saldo  de  su  cuenta  ,  gravó  su  casa- 
palacio  y  terreno  á  él  unido  ,  sito  en  esta  Corte  ,  entregando 
los  títulos  de  propiedad  con  la  obligación  de  pagar  el  salde 
de  su  cuenta  corriente  y  el  importe  de  todas  las  letras  que 
llevaran  su  nombre  y  que  la  referida  razón  social  descontare; 
aviniéndose  á  otorgar  cualquiera  escritura  que  la  misma  exi- 
giese para  poder  habilitarse  á  realizar  la  mencionada  finca: 

Considerando  que  establecida  de  una  manera  tan  terminan- 
te la  obligación  de  otorgar  cuantas  escrituras  se  le  exigiesen 
para  habilitarse  la  razón  social  referida  á  realizar  el  expresa- 
do inmueble,  no  puede  prescindir  Campo  de  formalizar  la  que 
es  objeto  de  la  demanda,  porque  sin  ella  no  es  posible  inscri- 
bir la  finca  en  el  Registro  de  la  propiedad,  según  se  dispoiH 
en  el  art.  3.*  de  la  Ley  hipotecaria: 

Considerando  que  el  saldo  sobre  que  versa  la  demanda 
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cendia  en  6  de  Noviembre  de  1866  á  46.800  libras  esterlinas  y 
Ssiaeldos,  y  además  á  1.124.900  rs.  de  otra  cueuta  separada, 
segrun  los  libros  d^  la  casa  demandante ,  de  cuyas  cantidades 
-es  fianza  la  casa-palacio  ,  y  con  este  objeto  se  entregaron  los 
titixlos  de  propiedad  ,  sin  perjuicio  de  que  el  saldo  en  época 
po8t;erior  al  6  de  Noviembre  de  1866  aparezca  mayor  ó  menor 
en    la  liquidación  final,  ó  cuando  se  trate  de  hacerlo  efectivo: 

Considerando,  por  lo  expuesto,  que  la  sentencia  desestiman- 
do la  demanda,  infringe  la  ley  1.*,  tít.  1.%  libro  10  de  la  No- 
vísima Recopilación,  desconociendo  el  contratoque  contiene  la 
<5atrt,a  de  19  de  Abril  de  1866,  y  quebranta  la  letra  del  mismo, 
qu^  es  la  ley  especial  para  el  caso,  no  dando  eficacia  á  obliga'- 
^^ioT^es  contraidas  de  la  manera  más  terminante; 

Pallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar 
*1  x^ecurso  de  casación  interpuesto  por  los  liquidadores  de  la  ra- 
tón social  Overend  Ourney  y  compañía ,  de  Londres ;  y  en  su 
<X)ri  5(ecuencia  casamos  y  anulamos  la  sentencia  que  en  17  de 
Mar^odel874  dictó  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia 
^^    esta  Corte,  á  la  que  se  libre  orden  para  la  remisión  de  los 

Así  por  esta  nuestra  ^ntencia,  que  se  publicará  en  la  Ga^ 
tttr^  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa^  pasándose  al 
cfecito  las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y 
flifii^amos.*=Juan  González  Acevedo.= Laureano  de  Arrieta.-=5 
Joe^é  Fermín  de  Muro.=Hilario  de  Igon.=Juan  Cano  Manuel.^» 
B^»Tion  Diaz  Vela.= Victoriano  Careaga. 

Publicación: 

Xeida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Excelen- 
^irno  Sr.  D.  JoséFermin  de  Muro,  Magistrado  del  Tribunal  So- 
P^^rno,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera,  en  el 
^tta-  de  hoy,  de  que  certifico  como  Relator  Secretario  de  la 
nÚ3ina. 

Síadrid  1.**  de  Octubre  de  1875.= Licenciado  Desiderio  Mar- 
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NÚM.   49. 


ADMISIÓN.— SALA.  PRIMERA. 


Pago  db  costas.— Auto  de  1.*  de  Octubre,  declarando  no  haber 
lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  interpuesto  por 
D..  Salvador  Escobar  Pérez  contra  la  sentencia  pronunciada 
por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Granada,  en  pleito 
con  D.  Antonio  Ruiz  Diaz. 

En  sus  CONSIDERANDOS  SO  cstablece: 

1.^  Que  según  el  art.  ^.^  de  la  Ley  de  casación  civil,  no  se 
da  este  recurso  por  infracción  de  ley  ó  doctrina  en  los  juicios 
ejecutivos,  porque  los  agravios  que  en  ellos  se  causen  pueden 
repararse  después  en  otros  de  distinta  dase. 

2.^  Que  las  diligencias  preparatorias  de  dichos  juicios  eje- 
cutivos son  parte  integrante  de  los  mismss. 

En  el  recurso  de  casación  en  el  fondo  interpuesto  por  Don 
Salvador  Escobar  Pérez  en  autos  con  D.  Antonio  Ruiz  Diaz» 
sobre  pago  de  costas,  la  expresada  Sala  se  ha  servido  dictar  el 
auto  siguiente: 

Resultando  que  á  instancia  de  D.  Antonio  Ruiz  Diaz  se 
practicaron  algunas  diligencias  preparatorias  de  juicio  ejecu- 
tivo contra  D.  José  y  D.  Salvador  Escobar,  los  cuales  se  apre- 
suraron á  consignar  la  cantidad  que  se  decia  adeudada ,  con 
expresión  de  que  este  acto  no  significaba  conformidad,  y  bajo 
la  protesta  de  reclamar  de  aquel  un  estado  general  de  la 
cuenta  y  hacer  valer  las  acciones  que  les  correspondiesen: 

Resultando  que  entregada  al  Ruiz  la  cantidad  consignada, 
pidió  éste  que  se  condenara  á  los  hermanos  Escobar  al  pago 
de  las  costas  causadas  en  dichas  diligencias  ,  lo  cual  asi  se 
estimó  por  el  Juzgado  de  la  Alameda  de  Málaga,  y  se  confirmó 
por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Granada : 

Resultando  que  D.  Salvador  Escobar  ha  interpuesto  recurso 
de  casación,  fundándose  en  el  tit.  20  ,  parte  1.*^  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  que  en  su  concepto  excluye  la  condena 
de  costas  cuando  no  ha  llegado  el  caso  de  despacharse  la 
ejecución. 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Diaz  de  Rueda. 

Considerando  que,  según  el  are.  6.^  de  la  Ley  de  casación 
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^ivLl,  no  se  da  este  recurso  por  infracción  de  ley  ó  de  doctri- 

lia  en  los  juicios  qecutivos ,  porque  los  agravios  que  en  ellos 

^  causen  pueden  repararse  después  en  otros  de  distinta  clase: 

Considerando  que  las  diligencias  proparatorias  de  dichos 

juicios  ejecutivos  son  parte  integrante  de  los  mismos: 

Considerando,  por  tanto,  que  la  prohibieron  del  citado  ar- 
ticulo 6.**  es  aplicable  al  caso  actual ,  en  que  el  recurrente 
^ismo  expresó  al  pagar  que  se  reservaba  hacer  las  reclama- 
ciones correspondientes ; 

No  há  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  D.  Salvador  Escobar  Pérez,  á  quien  se  condena  en 
J«s  costas;  y  devuélvasele  el  depósito  que  ha  constituido. 

Madrid  1.**  de  Octubre  de  1875.^=Juan  González  Acevedo.— 
-Lí^ureano  de  Arrieta.=Jose  Ferminde  Muro. = Benito  de  ülloa 
y  Rey.=Ricardo  Díaz  de  Rueda. = Licenciado  Desiderio  Mar- 
tínez.=Rogelio  González  Montes,  Escribano  de  Cámara. 

NüM.  50. 
ADMISIÓN.— SALA  PRIMERA. 


^'^^cucioN  DE  UNA  SENTENCIA.. — Auto  de  1.®  dc  Octubre,  de- 
clarando no  haber  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casa- 
ción interpuesto  por  D.  Domingo  Hernández  contra  la  sen- 
tonda  pronunciaaa  por  la  Audiencia  de  Valladolid,  en  pleito 
Con  Doña  Ramona  Hernández  y  otros. 

En  los  CONSIDERANDOS  se  establece : 
^  1 .®  Que  con  arreglo  á  los  artículos  2,^  y  3,^  de  la  Ley  pro- 
^^^ional  sobre  reforma  de  la  casación  civily  se  da  únicamente. 
^"*^«  recurso  contra  las  sentencias  definitivas  de  las  A  udiendas, 
^^ ofendiéndose  por  tales  las  que  terminen  el  juicio,  ó  gue  reca- 
^^^ndo  sobre  un  articulo,  pongan  término  al  pleito  y  haciendo  im- 
^^^^ible  su  continuación. 

2.*     Que  según  el  art,  6.'  de  la  citada  ley,  si  el  expresada 

Curso  se  funda  en  infracción  de  ley  ó  de  doctrina  legal f  no 

^^cde  darse,  contra  las  sentencias  que  recaigan  en  los  juicios 

'esorios,  en  los  ejecutivos,  ni  en  ninguno  después  del  cual 

^da  promoverse  otro  juicio  sobre  el  mismo  objeto, 

3.*    Que  la  confiante  jurisprudencia  del  Tribunal  Supre- 

^  c>,  tiene  consignado  que  contra  las  providencias  dirigidas  i 

'^  ejecución  de  una  sentencia  firme  no  es  admisible  dicho  re- 
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curso  sino  en  el  solo  caso  de  que  se  opongan  i  lo  establecida 
per  esta  sentencia  ó  hagan  declaraciones  sustanciales  de  dere* 
chos  distintas  á  contrarias  i  las  por  ella  consignadas. 

En  el  recurso  de  casación  en  el  fondo.,  interpuesto  por  Don 

Domingo  Hernández  Moreno,  en  autos  seguidos  con  Bernardo 

y  Ramona  Hernández  y  otros,  sobre  ejecución  de  sentencia, 

.hoy  división  de   bienes  de  una  capellanía  y  depósito  de  las 

rentas,  se  ha  servido  dicha  Sala  dictar  el  sig-uiente  auto: 

Resultando  que  promovido  pleito  en  el  Juzgado  de  Zamora 
en  24  de  Junio  de  1856  por  D.  Domingo  García,  como  marido 
de  Tomasa  Pascual,  solicitando  la  adjudicación  de  los  bienes 
que  hablan  constituido  la  capellanía  colativa  familiar  fundada 
por  D.  Santiago  Pascual  Guaza  y  su  mujer  Doña  Margarita 
Almancaya  en  la  iglesia  de  Valcaverdo ;  y  seguidos  los  autos^ 
por  todos  sus  trámites,  previos  los  oportunos  llamamientos, 
recayó  sentencia  definitiva  y  firme  de  la  Sala  de  lo  civil  de 
la  Audiencia  de  Valladolid  en  5  de  Julio  de  1871,  declarándose 
que  los  expresados  bienes  correspondían  por  mitad  á  los  he- 
rederos de  Santiago  Hernández  y  de  Antonio  Raimundo  Her- 
nández, con  exclusión  de  los  demás  opositores,  entendiéndose 
sin  perjuicio  del  usufructo  que,  existiendo  poseedor,  le  corres- 
pondiera: 

Resultando  que  comunicada  al  Juzgado  la  oportuna  certi- 
ficación de  dicha  sentencia  para  su  ejecución,  Bernardo  y  Ra- 
món Hernández,  como  interesados  en  dicha  adjudicación,  pre- 
tendieron se  llevase  á  efecto  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  presentando  al  mismo  tiempo  un 
testimonio,  hallado  después  conforme,  de  la  sentencia  dictada 
en  12  de  Noviembre  de  1869  por  el  Obispo  diocesano,  por  la 
cual,  en  cumplimiento  al  decreto  de  25  de  Junio  de  1867  y  en 
atención  4  que  por  la  fundación  expresada  se  exigia  que  el 
Capellán  recibiese  órdenes  mayores  dentro  del  año ,  sin  em- 
hargo  de  lo  cual  D.  Domingo  Hernández,  de  estado  seglar,,  se 
hallaba  poseyendo  dicha  capellanía  desde  1847,  declaró  al  Don 
Domingo  decaído  de  la  posesión  de  ella  y  vacante  la  cape- 
llanía: 

Resultando  que  por  auto  de  22  de  Junio  de  1874  se  mandó 
por  el  Juzgado,  á  instancia  de  los  expresados  Bernardo  y  Ra- 
món Hernández,  que  se  convocase  á  una  comparecencia  á  es — 
tos  mismos  y  á  los  herederos  de  Antonio  Raimundo  Hernán- — 
dez,  á  fin  de  que  se  pusiesen  de  acuerdo  acerca  de  la  divisiotí^ 
de  los  bienes  de  dicha  capellanía,  y  qué  se  retuviesen  sus  rea^ — 
tas,  á  la  ley  de  depósito,  en  poder  de  los  renteros,  manifestandd^ 
estos  en  el  acto  de  la  notificación  el  número  de  fanegas  d< 
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todas  especies  en  que  tienen  arrendados  respectivamente  di- 
chos bienes: 

Besultaado  que  habiéndose  desestimado  la  reposición  que 
D.  Dominga  Hernández  solicitó  del  citado  auto  del  22  de  Ju- 
liioy  apeló  de  él  para  ante  la  Audiencia  de  Yalladolid;  y  que 
sustanciado  en  ella  el  incidente,  fué  confirmado  con  costas 
aquel  auto  por  otro  de  la  Sala  de  lo  civil  de  3  de  Mayo  del 
corriente  año  de  1875,  contra  el  cual  el  mencionado  D.  Do- 
minga) Hernández  ha  interpuesto  ante  este  Tribunal  Supremo 
recurso  de  casación  por  supuesta  infracción  de  leyes  y  doc- 
trinas. 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Laureano  de  Arrieta. 
Considerando  que,  con  arreglo  á  los  artículos  2.°  y  3.*^  de 
í^  Ley  provisional  sobre  refoma  de  la  casación  civil,  se  da 
Juicamente  este  recurso  contra  las  sentencias  definitivas  de  las 
A^udiencias,  entendiéndose  por  tales  las  que  terminen  el  juicio, 
^  ^ue,  recayendo  sobre  un  artículo,  pongan  término  al  pleito, 
liiiciendo  imposible  su  continuación: 

Considerando  que,  según  el  art.  6."  de  la  citada  ley,  si  el 
expresado  recurso  se  funda  eu  infracción  de  ley  ó  de  doctrina 
^.^S'al,  no  puede  darse  contra  las  sentencias  que  recaigan  en  los 
juicios  posesorios,  eu  los  ejecutivos  ni  en  ninguno  después  del 
^ual  pueda  promoverse  otro  juicio  sobre  el  mismo  objeto; 

Considerando,  asimismo,  que  la  constante  jurisprudencia 
ue  este  Tribunal  Supremo  tiene  consignado  que  contra  las 
providencias  dirigidas  á  la  ejecución  de  una  sentencia,  firme 
^^  es  admisible  dicho  recurso,  sino  en  el  solo  caso  de  que  se 
Opongan  á  lo  establecido  por  esta  sentencia,  ó  hagan  declara- 
ciones sustanciales  de  derechos  distintos  ó  contrarios  á  las 
P^í  ella  consignadas: 

Considerando  que  el  auto  de  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Au- 

^iencia  de  Valladolid  de  3  de  Mayo  último,  confirmatorio  del 

^^  primera  instancia  de  22  de  Junio  de  1874,  y  dirigido  á  dar 

^Uxnpliraiento  á  la  sentencia  firme  de  aquella  Audiencia  de  5 

^^   Julio  de  1871,  no  es  definitivo  bajo  ninguno  de  los  dos  con- 

^^ptos  expresados,  ni  se  opone  á  lo  resuelto  por  la  misma  sen- 

^^cia,  ni  hace  declaración  alguna  de  derechos  distinta  ni  con- 

^Uria  á  las  consignadas  por  la  misma,  limitándose  á  adoptar 

^^^didas  de  carácter   provisional  y  puramente  posesorio  exi- 

^^'las  por  la  necesidad  ineludible  de  ejecutar  lo  resuelto  por 

^^«lel  fallo,  que  quedó  tanto  más  eficaz,  cuanto  que  fué  des- 

'^hado  por  este  Tribunal  Supremo  el  recurso  de  casación  que 

^^Utra  él  interpusieron  algunos  de  los  opositores  á  los  men- 

^^oiiados  bienes; 

y  considerando,  á  mayor  abundamiento,  que  D.  Domingo 


r^: 
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Hernández ,  que  no  fué  parte  en  el  litigio  referido ,  ni  paede 
llamarse  poseedor  de  la  capellanía,  desde  que  por  sentencia 
del  Obispo  de  Zamora  de  12  de  Noviembre  de  1869,  anterior 
por  consiguiente  á  la  expresada  ejecutoria,  de  cuyo  cumplí^ 
miento  se  trata,  fué  declarada  vacante  dicha  capeila'nia,  j 
decaído  él  de  su  posesión;  puede  hacer  valer  el  derecho  de  qud 
se  crea  asistido  separadamente  y  en  el  correspondiente  juicio 
ulterior  ante  ^1  Tribunal  competente; 

No  há  lugar,  con  las  costas,  á  la  admisión  del  recurso  de 
casación  interpuesto  por  D.  Domingo  Hernández;  y  devuélva- 
sele el  depósito  que  constituyó. 

Madrid  1  .*^  de  Octubre  de  1875.=  Juan  González  Acevedo.= 
Laureano  de  Arrieta.=José  Fermin  de  Muro.=Victoriano  Ca- 
reaga.=Hicardo  Diaz  de  Rueda.  =Licenciado  Mariano  Fernan- 
dez García. =>Rogelio  González  Montes,  Escribano  de  Cámara. 

NüM.  51. 

ADMISIÓN.— SALA  PRIMERA. 


Pago  de  cantidades. —Auto  de  2  de  Octubre,  declarando  nx^ 
haber  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  inte 
puesto  por  Doña  Balbina  Murúa,  en  nombre  de  sus  hij 
D.  Manuel,  D.  Sebastian  y  Doña  Soledad  Soriano  y  Murú 
contra  la  pronunciada  por  la  Sala  primera  de  la  Audientíi 
de  este  distrito,  en  pleito  con  el  Monte  de  Piedad  y  Caja  d 
Ahorros. 

En  su  único  considerando  se  establece  : 

Que  según  dispone  el  art.  6.°  de  la  Ley  provisional  soir-^ñ 
reforma  de  la  casación  civil,  no  se  da  dicho  recurso  por  infm/^ — 
don  de  ley  ó  de  doctrina  legal  contra  las  sentencias  que  rm  — 
caigan  envíos  juicios  de  menor  cuantía,  en  los  posesorios^ 
los  ejecutivos,  ni  en  ninguno  después  del/cual  pueda  prot 
verse  otro  juicio  cobre  el  mismo  objeto. 


En  el  recurso  de  casación  en  el  fondo,  interpuesto 
Doña  Balbina  Murúa,  en  representación  de  sus  hijos  D.  IC 
nuel,  D.  Sebastian  y  Doña  Soledad  Soriano  y  Murúa, «en  aat; 
con  el  Monte  de  Piedad  y  Caja  de  Ahorros,  sobre  que  se  e 
penda  el  curso  de  lo|  autos  seguidos  por  el  último  contra 
primeros,  sobre  pago*  de  cantidades,  hasta  que  se  decida  !■.«:»« 
demanda  de  nulidad  interpuesta  por  los  mismos,  ha  dictado  ^' 
expresada  Sala  el  auto  siguiente: 
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Resultando  que  seguido  por  el  Monte  de  Piedad  y  Caja  de 
Ahorros  de  esta  Corte  juicio  ejecutivo  contra  los  herederos  de 
D.  Donato  Soriano,  representados  por  su  madre  y  viuda  res- 
pectivamente Doña  Balbina  Murúa,  después  de  todos  lo^  trá- 
mites correspondientes  se  mandó  otorgar  á   favor  del  Monte 
escritura  de  adjudicación  en  pago  de  la  finca  embargada,  que 
era  la  hipoteca  establecida  á   la  seguridad  del   crédito  re- 
damado: 

Besultando  que  por  la  parte  de  los  menores  se  promovió 
este  incidente^  por  el  cual  pretendieron  la  suspensión  de  los 
^utos  ejecutivos  hasta  la  decisión  del  pleito  promovido,  pi- 
diendo }a  nulidad  de  lo  obrado  en  los  mismos: 

Resultando  que  sustanciado  el  referido  incidente  fué  re- 
suelto negativamente  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  por 
*uto  de  17  de  Julio  de  1874,  confirmado  con  las  costas  por 
^tro  de  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta 
^rte  de  Abril  último: 

Resultando  que  contra  esta  providencia  se  interpone  por 
í^ofia  Balbina  Murúa,  como  representante  de  los  menores,  re- 
<^Urso  de  casación  por  infracción  de  ley. 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Hilario  de  Igon. 
Considerando  que  la  providencia  reclamada  íia  recaído  en 
'^íi  incidente  de  juicio  ejecutivo,  y  que  según  lo  dispone  el  ar 
^^^ulo  6.®  de  la  Ley  provisional  sobre  reforma  de  la  casación 
*^*^il,  no  se  da  dicho  recurso  por  infracción  de  ley  ó  de  doctri- 
^^  legal  contra  las  sentencias  que  recaigan  en  los  juicios  de 
'^^^nor  cuantía,  en  los  posesorios,  en  los  ejecutivos  ni  en  nin- 
^^no  después  del  cual  pueda  promoverse  otro  juicio  sobre  el 
^ismo  objeto,  comp  sucede  en  este  caso,  en  el  cual  tiene  ex- 
'Pedito  la  parte  recurrente  el  recurso  al  juicio  ordinario  corres- 
pondiente. 

No  há  lug;ar,  con  las  costas,  á  la  admisión  del  recurso  de 
^'^Sacion  interpuesto  por  Doña  Balbina  Murúa. 

Madrid  2  de  Octubre  de  1875.==Juan  González  Acevedo.= 
"^^aé  María  Cáceres.=Laureano  de  Arrieta.=Hilario  de  Igon.= 
!^^an  Cano  Manuel .=Licenciado  Mariano  Fernandez  García.rtsa 
Rogelio  González  Montes,  Escribano  de  Cámara. 


i 


IL— l.*Y:r  15 


p^ 


-.^1 


226  TRIBUNAL  SÜPBBIIO.     . 

Núii."52. 

ADMISIÓN.— SALA  PRIMERA. 


Consentimiento  db  una  operación  de  deslinde  y  apeo  db  t^ 
RÍAS  FINCAS.— Auto  dc  4  do  Octubre,  declarando  no  habí 
lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  interpuesto  p( 
D.  Manuel  Codesido,  contra  la  sentencia  pronunciada  p< 
la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Coruüa,  en  pleil 
con  Doña  Josefa  López  Patino. 

En  los  CONSIDERANDOS  se  establece: 

Que  el  recurso  de  casación  en  los  negocios  civiles ,  asi  en  < 
fondo  como  en  la  forma^  se  da  únicamente  contra  las  senien 
cías  pronunciadas  por  las  A  udiencias  y  por  los  amigables  cam 
ponedores,  entendiéndose  que  tienen  el  carácter  de  definilivi 
las  que  terminan  el  juicio,  ó  que  recayendo  sobre  un  articuU 
ponen  término  al  pleito,  haciendo  imposible  su.  continuadoi 
las  que  declaren  haber  ó  no  lugar  á  oir  un  litigante  que  haf 
'sido  condenado  en  rebeldía^  y  las  pronunciadas  en  actos  c 
Jurisdicción  voluntaria  en  los  casos  establecidos  por  la  le¡ 
con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  los  artículos  2,^  y  3.®  de  la  pr» 
visional  de  IS  de  Junio  de  1870. 

Resultando  que  seguido  pleito  por  D.  Manuel  Codesido  c* 
Doña  Josefa  López  Patino  sobre  apeo  y  deslinde  de  dos  fina 
rústicas,  dictó  sentencia  el  Juez  de  primera  instancia  de  9 
tanzos,  que  causó  ejecutoría,  condenando  á  la  demandad» 
consentir  la  operación  de  deslinde  y  apeo  de  las  fincas  en 
forma  debida. 

Resultando  que  promovido  incidente  sobre  la  forma  en  q 
habia  de  practicarse  aqU'^.Ua  operación,  la  Audiencia  por  am. 
de  13  de  Julio  último,  revocando  los  apelados  por  Doña  Jofc 
López  Patino,  mandó  que  el  Juez  de  primera  instancia  pro< 
diese  en  la  práctica  de  la  operación  de  deslinde  y  apeo  or<3 
nada  en  la  sentencia  ejecutoria,  con  arreglo  á  lo  prevenido 
la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil: 

Y  resultando  que  contra  este  auto  ha  interpuesto  D.  Itf 
nuel  Codesido  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley. 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Victoriano  Careaga. 

Considerando  que  el  recurso  de  casación  en  los  negad 
civiles,  así  en  el  fondo  como  en  la  forma,  se  da  únicamen 
contra  los  sentencias  pronunciadas  por  las  Audiencias  y  p^ 
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los  amigables  componedores,  entendiéndose  que  tienen  el  ca- 
rácter de  definitivas  las  que  terminan  el  juicio,  ó  que  reca- 
yendo sobre  un  articulo,  ponen  término  al  pleito,  haciendo  im- 
sible  su  continuación;  lasque  declaren  haber  ó  no  lugar  á  oir 
un  litigante  que  haya  sido  condenado  en  rebeldía,  y  las  pro- 
nunciadas en  actos  de  jurisdicción  voluntaria  en  los  casos  es- 
tablecidos por  la  ley,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  los  artícu- 
los 2.*  y  3.**  de  la  provisional  de  18  de  Junio  de  1870; 

Considerando  que  el  presente  recurso  ha  sido  interpuesto 
por  D.  Manuel  Codesido  contra  el  auto  dictado  por  la  Sala  de 
lo  civil.de  la  Audiencia  de  la  Coruña  en  13  de  Junio  último, 
9.ue  lejos  de  tener  el  carácter  de  definitiva  es  de  mera  sus- 
tanciácion,  puesto  que  está  reducido  á  encargar  al  Juez  de 
P^^irnera  instancia  de  Betanzos  que  proceda  en  la  práctica  del 
desliude  y  apeo  de  las  fincas  de  que  se  trata,  ordenado  en  la 
^j^cntoria,  con  arreglo  á  lo  prevenido  en  la  Ley  de  Enjuicia- 
^*iiento  civil;  y  que  por  lo  mismo  es  improcedente  dicho  re- 
curso; 

Vo  há  lugar,  con  las  costas,  á  su  admisión. 

Ifadrid  4  de  Octubre  de  1875.=Juan  González  Acevedo.=^ 
^^sé  M.  Cácere8.=Laureano  de  Arrieta.=Hilario  de  Igon.«= 
Victoriano  Careaga.=BLicenciado  Desiderio  Martínez. 

NüM.  53. 
CASACIÓN  POR  QUEBRANTAMIENTO  DE  FORMA. 

SALA  TERCERA. 


*^í5aTENENciA  DEL  TITULO  DE  Marqüés. — Scntencía  de  4  de  Oc- 
tubre, declarando  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  in- 
terpuesto por  Doña  Eugenia  Espuñez,  á  nombre  de  su  hija 
Doña  Ana  Muñoz,  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  pri- 
tnera  de  la  Audiencia  de  este  distrito,  en  pieito  seguido  con 
el  Marqués  de  Zafra. 

En  los  considerandos  se  establece: 

1^°     Que  el  recibimiento  á  prueba  en  la  s^unda  instancia 

*^lo  puede  otorgarse  cuando  por  cualquier  causa^  no  imputable 

^í  que  la  solicita^  no  hubiera  podido  hacerse  en  la  primera,  ó 

^^hiere  ocurrido  algún  hecho  nuevo  conducente  al  pleito  y  pos-- 

^^Tior  al  último  dia  del  término  de  prueba  que  haya  corrido 

^  primera  instancia^  ó  se  haya  adquirido  conocimiento  de  un 

^c\o  que  intes  se  ignorase^  y  sobre  el  cual  y  por  consiguiente^ 
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no  hayan  girado  las  alegaciones  ni  la  prueba ,  seffun  se  pre^ 
viene  en  el  art.  869  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

2,^  Que  conforme  al  867  de  la  misma  ,  en  relación  con  él 
anterior^  las  partes,  antes  de  haberse  notificad/j  la  providencia 
en  que  se  mandase  traer  los  autos  d  la  vista,  pueieih  presen- 
tar  los  documentos  de  que  juren  no  haber  tenido  conocimiento 
hasta  entonces. 

3.®  Que  el  hecho  de  no  admitir  documentos  pj'csentados por 
las  partes  no  da  motivo  al  recurso  de  casacio7i  por  quebranta- 
miento deforma,  como  no  comprendido  en  el  art.  5.**  de  la  ley 
de  18  de  Junio  de  1870. 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  4  de  Octubre  de  1875,  en 
los  autos  pendientes  ante  Nos,  eu  virtud  de  recurso  de  casaciou 
por  quebrantamiento  de  forma,  interpuesto  por  Doña  Eugenia 
Espuñez  y  Cuartero,  en  representación  de  su  menor  hija  Doña 
Ana  Muñoz  Serrano  y  Espuñez  ,  contra  la  sentencia  diotada 
por  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  esta  Corte  en  19  de 
Abril  del  corriente  año,  en  el  pleito  seguido  por  la  misma  con 
D.  Diego  Miguel  Rodríguez  de  Bahamondey  Jaime  de  Aragt)n, 
Marqués  de  Zafra,  sobre  que  se  declare  que  el  referido  título 
de  Marqués  corresponde  á  la  Doña  Ana  Muñoz: 

Resultando  que  en  26  de  Junio   de  1872  presentó  demanda 
en  el  Juzgado  del  distrito  del  Hospicio  de  Madrid  Doña  Euge- 
nia Espuñez  y  Cuartero,  como  madre  y  legítima  representante 
de  la  menor  Doña  Ana  Muñoz  Serrano   y  Espum^z,  acompa- 
ñando un  árbol  genealógico  y  varios  documentos  para  justifi- 
car que  ésta  es  pariente  colateral  y  sucesora  legítima  de  Don 
Lúeas  Jerónimo  Yañez  de  Barnuevo  y  San   Clemente,  á  quien 
el  Rey  D.  Felipe  V  concedió  el  título  de  Marqués  de  Zafra  por 
decreto  de  12, de  Enero  de  1703  para  él  y  sus  sucesores  en  su 
casa,  cada  uno  en   su  tiempo,  perpetuamente  y  para  siempre 
jamás;  y  que  el  mismo  otorgó  testamento  en  la  ciudad  de  Soria 
á  9  de  Diciembre  de  1743,  manifestando  su  deseo  é  intención 
de  que   el  referido  título  corriera  agregado  al  mayorazgo  de 
Doña  Elvira  de  Barnuevo  ,  que  tenia  en  litigio  en   la  Chanci- 
llerla  de  Valladolid,  para  el  caso  de  que   el   pleito  se  ganase, 
llamando  á  poseerlo  á  sus  descendientes,  que  nombró  ,  y  á  laí 
líneas  de  que  constituyó  por  cabeza  á  los  mismos  ;  en  la  que 
haciendo  uso  de  la  acción   real ,  pidió  se   declarase  en  su  dii 
que  el  referido  título  tocaba  y  pertenecía   ú  la  enunciada  m 
ñor,  mandando  que  D.  Diego  Miguel  Rodríguez  de  BahamoQ(L 
y  Jaime  de  Aragón,  que  hoy  le  disfrutaba,  dejase  de  usarlo 
bajo  ningún  concepto  se  llamase  tal  Marqués  de  Zafra,  porqi:^e 
no  le  pertenecía  en  manera  alguna  y  no  podia  perjudicar  «i 
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deJTCcho  preferente  de  la  menor;  alegando  para  ello  los  funda- 
mixtos  que  creyó  oportunos: 

Resultando  que  conferido  traslado  al  D.  Diego  Miguel  Ro- 
dríguez de  Bahamonde ,  lo  evacuó  presentando   documentos  é 
ini.x>uguando  extensamente   los  argumentos    aducidos   por  la 
pairte  contraria;  haciendo  una  prolija  narración  de  la  historia 
del    titulo  de  que  se  trata  y  cronología  de  sus  poseedores  legi- 
tiiKxos ,  con   las  incidencias  ocurridas ,  pleitos  incoados  en  la 
Ch«Lncillería  de  Valladolid  por  los  que  se  creia  con  derecho  & 
dioluo  titulo,  y  abandonados  por  los  mismos  hacia  más  de  me- 
dio   siglo;  así  como  del  expediente  gubernativo  seguido  en  el 
Ministerio  de  Gracia  y  Justicia  para  la  confirmación  y  adjudi- 
cación de  la  propia  dignidad  en  1857  y  1858  ,  todo  para  jus- 
tifi^oar  la  legal  posesión  en  que  se  encontraba  del  mencionado 
tltialo,  y  la  temeridad  manifiesta  de  la  demandante  al  promover 
este  litigio,  por  la  prescripción,  renuncia  y  caducidad  de  todo 
derecho,  en  que  habia  incurrido ,  aun  cuando  hubiera  tenido 
algxino,  y  exponiendo  varias  razones  para  robustecer  sus  aser- 
tos; y  pidiendo  se  le  absolviese  de  la  demanda ,  con  expresa 
condenación  de  costas  k  la  contraria: 

Besültando  que  recibidos  los  autos  á  prueba,  y  practicadas 
por  ambas  partes  las  que  creyeron  convenir  á  su  derecho, 
contestó  la  demandante  á  varias  posiciones  que  propuso  el  de- 
mandado, presentando  los  dos  nuevos  documentos;  y  con  mé- 
rito al  resultado  de  todo  dictó  sentencia  el  Juez  de  primera 
instancia  en  25  de  Octubre  de  1873,  absolviendo  á  D.  Diego 
Miguel  Rodriguez  de  Bahamonde  y  Jaime  de  Aragón  de  la  ex- 
presada demanda,  sin  hacer  expresa  condenación  de  costas: 

Resultando  que  remitidos  los  autos  originales  á  la  Audien- 
cia del  territorio  á  virtud  de  la  apelación  que  interpuso  Doña 
Eugenia  Espuñez  ,  y  que  le  fué  admitida  ,  expresó  agravios, 
pidiendo  se  revocase  dicha  sentencia  y  se  defiriese  á  lo  que  so- 
licitó en  su  demanda,  pretendiendo  por  un  otrosí  que  se  reci- 
biesen los  autos  á  prueba  para  defenderse  á  sí  propia  y  defen- 
der k  individuos  de  la  familia  de  las  inculpaciones  graves  que 
ía  parte  contraria  en  su  alegato  y  el  Juez  en  su  sentencia  ha- 
Wau  hecho,  así  como  para  prevenir  las  consecuencias  que  pu- 
dieran producirse  de  la  manera,  en  su  concepto  poco  legal,  de 
conducirse  al  Juzgado  al  admitir  al  demanüado  los  documen- 
^  y  árbol  demostrativo  del  resultado  de  la  prueba,  preseuta- 
^  con  el  referido  alegato : 

Resultando  que   conferido  traslado  al  Marqués  de   Zafra, 

mi      pidió  se  confírmase  con  costas  la  sentencia  apelada,  y  se  opu- 

^  á  la  solicitud  de  prueba,  porque  los  hechos  á  que  se  aludía 

^  eran  nuevos,  sino  resultado  aparecido  por  el  contexto  de 
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los  documentos  presentados  y  unidos  &  los  autos  dentro  de 
término  probatorio;  á  lo  que  se  unia  que  la  parte  aetora  n 
habla  tratado  de  colocarse  en  ninguno  de  los  tres  casos  taxa 
tivos  del  art.  869  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil ,  único 
en  que,  según  su  tenor  literal,  procede  el  recibimiento  ¿  pnie 
ba,  ni  aun  siquiera  habia  articulado,  ó  por  lo  menos  especifi 
cado  los  hechos  que  intentaba  sujetar  á  la  prueba,  único  medi 
de  apreciarlos  y  decidir  sobre  la  procedencia  del  recibimient 
á  ella  en  la  segunda  instancia: 

Resultando  que  llamados  los  autos  4  la  vista  para  resolve 
sobre  este  incidente,  se  dictó  uno  por  la  Sala  en  25  de  Juui 
dé  1874,  declarando  no  haber  lugar  al  recibimiento  á  prueba 
fundado  en  que  en  la  segunda  instancia  sólo  puede  otorgars 
cuando  concurre  alguna  de  las  tres  circunstancias  taxativa 
mente  comprendidas  en  la  mencionada  disposición  legal;  qu 
para  resolver  si  esto  sucedía  era  indispensable  que  al  solici 
tarse  la  prueba  se  hubiera  determinado  la  que  por  causa  m 
imputable  á  quien  la  pretendía  no  hubiera  podido  hacerse  ei 
la  primera  instancia,  ó  se  expresasen  clara  y  concretament 
los  hechos  nuevos  ó  ignorados  conducentes  al  pleito  que  S( 
habian  de  probar,  á  fin  de  ver  si  reunían  todas  las  circunstan- 
cias para  ello  necesarias,  lo  cual  no  habia  hecho  la  apelant< 
al  pedir  la  prueba,  pues  sólo  decía  que  necesitaba  probar  al 
gunos  hechos  k  que  en  el  alegato  del  demandado  se  alndia 
para  prevenir  consecuencias  y  dejar  en  su  justo  lugar  la  repu- 
tación de  la  demandante  y  de  sus  padres: 

Resultando  que  interpuesta  súplica  por  la  parte  aetora  de 
anterior  auto,  con  la  protesta  de  interponer  en  su  dia  el  re- 
curso de  casación  si  no  se  accedía  al  recibimiento  á  prueba,  se 
dictó  otrq  en  22  de  Julio  decidiendo  no  haber  lugar  á  suplir  y 
enmendar  el  de  25  de  Junio  en  la  parte  suplicada ;  el  cual  s€ 
confirmó  sin  expresa  condenación  de  costas,  fundándose  en  que 
la  omisión  que  se  notaba  en  el  otrosí  con  que  se  pretendió  el 
recibimiento  &  prueba  no  habia  podido  subsanarse  en  el  acto 
del  informe  oral,  ni  aun  cuando  se  hubiera  intentado,  Re  hizo 
notar  cosa  alguna  sobre  ello  en  la  diligencia  de  su  celebración; 
que  el  defecto  tampoco  era  subsanable  en  el  escrito  de  súplica, 
pues  tal  recurso  se  concede  para  que  puedan  suplirse  y  en- 
mendarse los  provddos  que  no  se  hayan  ajustado  á  la  ley,  mas 
no  para  introducir  nuevas  pretensiones  ó  alterar  las  ya  hechas; 
que  ni  aun  en  el  escrito  de  súplica  se  habian  fijado  concreta 
y  claramente  los  hechos  objeto  de  la  prueba  pedida,  porque 
sólo  se  decia  que  eran  nuevos  los  que  expuso  el  demandante 
en  el  alegato  de  que  el  apellido  de  Barrionuevo  es  distinto  del 
de  Yañez  de  Barnuevo  ó  Barrionuevo;  de  que  el  tronco  y  rais 
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d8  la  familia  del  demandado  es  Doña  Margarita  Tañez  de  Bar- 
nuevo,  hija  del  primer  Marqués,  y  la  preseutacion  de  un  árbol 
genealógico,  de  suerte  que  lo  que  se  deducía  queria  probarse 
eran  Ihs  negaciones  de  las  dos  primeras  afirmaciones,  sin  que 
pudiera  comprenderse  que  habia  de  ser  objeto  de  la  prueba 
respecto  del  árbol  genealógico:  que  también  desde  que  en  la 
contestación  y  duplica  negó  el  demandado  el  parentesco  de  la 
^mandante,  debió  comprender  la  representación  de  ésta  que 
«  hallaba  en  el  caso  de  probarlo,  y  de  consiguiente  si  en  las 
ptrtidas  sacramentales  que  presentó  aparecían  diferencias  entre 
tos  apellidos  que  pudieran  perjudicarla,  acerca  de  lo  cual  nada 
*  prejuzgaba,  debió  acreditar  que  no  por  ello  eran  distintos-, 
y  no  habiéndolo  verificado  en  la  primera  instancia  á  su  tiem- 
POy  no  podia  en  la  segunda  venir  á  enmendar  la  omisión  al 
•poyo  de  la  equivocada  idea  de  que  eran  un  hecho  nuevo  lo 
que  sólo  era  una  razón  contra  la  eficacia  legal  de  su  prueba, 
fundada  en  el  resultado  de  la  misma;  que  según  los  datos  que 
sparecian  en  el  pleito  no  podia  dudarse  que  antes  de  concluir 
^i  término  de  prueba  en  la  primera  instancia,  y  aun  antes  de 
promoverse  el  pleito,  sabia  la  representación  de  la  demandante 
lue  la  demandada  fijaba  como  tronco  y  raíz  de  su  línea  á  Doña 
lí*rgarita  Yañez  de  Barnuevo,  como  hija  del  primer  Marqués 
^fr  Zafra,  y  si  creyó  que  esto  no  era  cierto,  debió  suministrar 
1*  prueba  que  estimase  conveniente,  sin  que  pueda  hacerlo  en 
1*  Segunda  instancia  al  apoyo  de  que  es  nuevo  un  hecho  que 
^  lo  es  según  la  ley;  y  que  la  prueba  en  dicha  segunda  ins- 
^^cia  no  es  un  trámite  ordinario,  y  si  extraordinario  y  excep- 
^®nal,  porque  sólo  puede  concederse  cuando  ocurre  alguno  de 
los  casos  taxativamente  designados  en  el  art.  869  de  la  Ley  de 
^"Uuiciamiento  civil,  lo  que'Tio  sucedia: 

Resultando  que  en  este  estado  y  con  fecha  16  de  Setiembre 
P^terior  presentó  escrito  la  parte  de  Doña  Eugenia  Espuñez, 
^^nipañando  un  testimonio  y  cuatro  partidas  sacramentales, 
^^  fechas  anteriores  al  principio  de  la  segunda  instancia,  de 
^^  juraba  no  haber  tenido  antes  conocimiento  ni  podido 
*^cer  uso  por  consiguiente  de  ellos  en  la  primera  instancia, 
P^^iendo  por  un  otrosí  que  se  recibiesen  los  autos  á  prueba 
P^^a  que  dentro  de  su  término  fuesen  cotejados  con  sus  ori- 
p^^ales,  previa  citación  contraria;  mas  opuesto  á  esta  pre- 
^^ion  el  demandado,  á  quien  se  dio  audiencia,  y  verificada 
^¡stn  pública,  se  dictó  por  la  Sala  en  21  de  Diciembre  inme- 
uiato  auto  declarando  no  haber  lugar  &  la  admisión  de  los 
^íicionados  documentos,  que  se  mandaron  devolver  á  la  par- 
^  «ictora,  ni  por  consiguiente  al  pretendido  recibimiento  á 
P^eba,  fundándose  en  que,  si  bien  con  arreglo  al  art.  867  de 
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la  Ley  de  Enjiiiciamieato  civil,  pueden  presentarse  áotea  de 
haberse  notiñcado  la  providencia  en  que  se  mandan  traer  loi 
autos  á  la  vista  los  documentos  de  que  juren  las  partea  nc 
haber  tenido  hasta  entonces  conocimiento,  esta  locución  ad- 
verbial fijando  el  tiempo  il  ocasión  en  que  se  tiene  conooi- 
raient^)  de  los  documentos  para  poder  presentarlos  bajo  garan- 
tía del  juramento  exig'ido ,  demuestra  claramente  que  si  a] 
tiempo  de  presentarse  los  respectivos  escritos  de  expresión  d€ 
aírravios  ó  su  oontec>tacion  se  tiene  conocimiento  de  los  docu- 
mentos que  pueda»  traerse  á  los  autos,  entonces  es  cuando, 
según  el  texto  expreso  de  la  ley,  deben  presentarse  bajo  li 
garantía  del  juramento  que  exige;  que  este  precepto,  ademáj 
de  guardar  armonía  con  los  precedentes  legales  en  esta  ^nate- 
ria  consignados  en  las  leyes  4.*,  5.*  y  6.*,  tít.  21,  libro  11  de 
la  Novísima  Recopilación,  y  en  los  artículos  405  y  siguieutec 
hasta  el  408  inclusive  de  la  Ley  de  En!uioiamiej)to  mercantil, 
tiende  á  evitar  dilaciones  en  la  terminación  de  los  litigios,  gastos 
á  las  partes  litigantes*  y  complicaciones  innecesarias  en  la  re- 
.«iolucion  de  aquí.dlos;  que,  por  haber  tenido  conocimiento  la 
parte  de  Doña  Eugenia  Espuñez  al  tiempo  en  que  presentó  su 
escrito  de  expresión  de  agravios,  ó  sea  en  el  dia  26  de  Marzo 
de  1874,  de  los  documentos  que  se  presentaron  con  el  escrita 
de  16  de  Setiembre  del  propio  año,  y  los  cuales  fueron  expedi- 
dos respectivamente  en  10  de  Octubre,  28  de  Noviembre  y  4  de 
Diciembre  de  1873,  ¿legun  las  fechas  de  los  mismos,  y  por  no 
haberlos  traido  h  los  autos  en  el  tiempo  en  que  pudo  hacerlo 
sin  incurrir  en  perjuicio,  no  procedía,  en  el  estado  en  que  es- 
taba el  litiírio.  admitir  dichos  documentos,  porque  de  otro 
modo  sería  ilusoria  la  garantía  del  juramento  que  exige  la  ley; 
y  por  ultimo,  que  no  pudiendo  ser  admitido.^,  tampoco  procedía 
o!  recibimiento  á  prueba  para  su  cotejo: 

Resultando  que  interpuesta  súplica  de  dicho  auto  por  la 
misma  parte  demandante,  le  fué  denegada  por  otro  de  7  de 
Enero  del  presente  año,  en  que  se  dieron  por  reproducidos  los 
íundamentfís  del  anterior,  devolviéndose  los  documentos  al  Pro- 
curador: 

Resultando  que,  previa  la  oportuna  citación,  se  prucedió  & 
];i  vista  del  pleito  en  lo  principal,  y  se  dictó  sentencia  en  19 
de  Abril  siguiente,  confirmando  la  a¡)elada  en  todas  sus  partes: 
Resultan  lo  que   contra  esta  sentencia,  y  hecho  el  depósito 
de  1.500  pesetas,  interpuso  Doña  Eugenia  Espuñez  recurso  de 
casación  por  quebrantamiento  de   forma  y  por  infracción   de 
ley,  fundando  el  primero  en  la  cau?a  4.*  del  art.  5.°  de  la  lejr 
de  reforma  de  la  casación  civil,  ó  sea  en  U  falta  de  recibimien- 
to á  prueba  del  pleito  en  la  segunda  instancia  que  en  su  con** 
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copto  procedia  decretarse,  primero  cuando  se  pidió  en  el  escrito 
de  alegación  de  agravios,  y  después  cuando  se  solicitó  en  el 
de  16  de  Setiembre,  porque  la  propuesta  era  pertinente,  pues 
tenia  por  objeto  esclarecer  más  y  más  por  una  parte  el  entron- 
que y  filiación  de  Doña  Ana  Muñoz  Serrano  y  patentizar  por 
otra  que  D.  Diego  de  Bubamonde  era  completamente  extraño  al 
primor  Marqués  de  Zafra,  con  quien  se  supuso  estar  emparen- 
tado para  obtener  la  cédula  de  sucesión  en  el  titulo  de  Marqués: 
Resultando   que   admitido  dicho  recurso,   y  remitidos   los 
«utos  originales  á  este  Tribunal  Supremo,  se  le  ha  dado  la  tra- 
Jnitacion  marcada  por  la  ley. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Manuel  Almonací 
y   Hora. 

Considerando  que  el  recibimiento  á  prueba  en  la  segunda 
iQ'Stancia  sólo  puede  otorgarse  cuando,  por  cualquier  causa,  no 
íiX3iputable  al  que  la  solicita,  no  hubiera  podido  hacerse  en  la 
I>^imera  ó  hubiere  ocurrido  algún  hecho  nuevo  conducente  al 
pleito  y  posterior  al  último  dia  del  término  de  prueba  que 
h-joL^a  corrido  en  primera  instancia,  ó  se  haya  adquirido  cono- 
^icniento  de  un  hecho  que  antes  se  ignorase  y  sobre  el  cual 
Poi»  consiguiente  no  hayan  girado  las  alegaciones  ni  la  prue- 
^5^,  según  se  previene  en  el  art.  869  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
^^icato  civil: 

Considerando  que  conforme  al  867  de  la  misma,  en   rela- 
n  con  el  anterior,  las  partes  antes  de  haberse  notificado  la 
evidencia  en  que  se  mandan  traer  los  autos  á  la  vista,  pue- 
n  presentar  los  documentos   de   que  juren   no  haber  teni  'o 
locimiento  hasta  entonces: 

Considerando  que  las  partes  practicaron  las  pruebas  que 
peyeron  conveniente  durante  el  término  por  que  fueron  reci- 
Y^^os  estos  autos  á  ella  en  primera  instancia;  que  si  bien  el 
^^tuandante  al  alegar  agravios  en  la  segunda  solicitó  por  un 
^''^t)*!  nuevo  recibimiento  á  prueba,  lo  hizo  sin  alegar  ningún 
^^tsho  ó  circunstancia  de  las  comprendidas  en  dicho  art.  869, 
^^^  autorizara  su  pretensión,  y  que  la  Sala  al  denegarla  no  in- 
fligió dicha  disposición: 

Considerando  que  el  hecho  4?  no  admitir  documentos  pre- 
'^íitados  por  las  partes  no  da  motivo  al  recurso  de  casación 
J^^^  quebrantamiento  de  forma,  como  no  comprendido  en  el  ar- 
*^tilo  5.®  de  la  ley  de  18  de  Junio  de  1870;  que  la  presentación 
^^temporánea  de  ellos  que  se  hizo  en  estos  autos  no  pudo  autD- 
r*^%T  nunca  la  solicitud  de  que  fuesen  recibidos  á  prueba,  la  cual 
^^l>ia  sido  negada  con  anterioridad,  y  que  aun  presenatados  á 
?^^i3fipo,  tampoco  su  inadmisión  habría  constituirlo  ninguno  de 
^^  casos  taxativamente  expresados  en  el  dicho  artículo  869; 
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Fallamos,  que  debemos  declarar  y  deolaramos  no  haber  '. 
gar  al  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  ( 
contra  la  sentencia  dictada  el  19  de  Abril  último  por  la  S 
primera  de  la  Audiencia  de  esta  Corte  interpuso  Doña  Bu( 
nia  Espuñez  á  nombre  de  su  bija  Doña  Ana  Muñoz ,  &  qo 
condenamos  en  las  costas  y  á  la  pérdida  del  depósito  de  i 
pesetas  que  constituyó,  el  cual  se  distribuirá,  en  la  forma  p 
venida,  y  pasen  los  autos  á  la  Sala  primera  de  este  Tribu 
Supremo  para  lo  que  haya  lugar  en  cuanto  al  recurso  por 
fracción  de  ley.  * 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia  que  se  publicará  en  la  C 
ceta  oñcial  y  se  insertará  en  la  Colección  leffislaliva,  remitii 
dose  al  efecto  las  copias  necesarias  y  la  oportuna  certificao 
á  la  Audiencia,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos 
Tomás  Huet.=José  María  Herreros  de  Tejada. =Ignacio  Vi 
tes.=Manuel  Almonací  y  Mora.=LuÍ3  Vázquez  Mondragt)n 
Alberto  Santías.=»Joaquin  José  Cervino. 

Publicación: 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Bx 
lentísimo  Sr.  D.  Manuel  Almonací  y  Mora,  Mag'istrado  del  T 
bunal  Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  terce 
de  que  certifico  como  Secretario  Relator  en  Madrid  á  4  de  ( 
tubre  de  1875.=Enrique  Medina. 

NÚM.  54. 

COMPETENCIA.— SALA  TERCERA. 


Pago  de  cierta  cantidad.— Auto  de  4  de  Octubre ,  decidiei 
á  favor  del  Juzgado  de  primera  instancia  de  esta  Corte  < 
estuviese  en  turno,  la  competencia  suscitada  entre  el  J 
Decano  de  la  mencionada  capital  y  el  del  distrito  de  An 
quera ,  sobre  conocimiento  de  la  demanda  interpuesta 
D.  Lorenzo  Deli  Olmo  contra  D.  José  Joaquín  Figueras, 
reclamación  de  cierta  cantidad. 

En  sus  coN.siDERANDOs  se  establece: 

Que  fuera  de  los  casos  de  sumisión  expresa  ó  tácita  <aen 
juicios  civiles  en  oue  se  ejercitan  acciones  personales  es  J 
competente  el  del  tugar  en  que  debe  cumplirse  la  obligación 
d  falta  de  éste,  a  elección  ¿el  demandante,  el  del  domicilio 
demandado  ó  el  del  lugar  del  contrato ,  si  hallándose  e% 
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4íunq%€  incidentalnunte^  pudiera  hacerse  el  emplazamiento yif^ 
^eaun  lo  prevenido  en  la  regla  1.'  del  art.  308  de  la  Ley  or-- 
pánica  del  Poder  judicial. 

fiesultando  que  el  subdito  italiano  D.  Lorenzo  Dell  Olmo, 
avecindado  en  la  villa  de  Fuente  de  Piedra,  ajustó  con  Don 
•Pr&ncisco  Forminaya  y  D.  Vicente  Arteaga,  contratistas  de  las 
obráis  de  desecación  y  saneamiento  de  la  laguna  salada  de  di  - 
<5lio  punto,  el  ejecutar  las  que  se  expresan  en  documento  pri- . 
vado  que  firmaron  al  efecto  en  22  de  Octubre  de  1874,  y  fué 
adicionado  en  18  de  Diciembre  siguiente  ,  estableciendo  las 
bases  y  condiciones  á  que  ambas  partes  se  obligaron  : 

Besultando  que  por  virtud  de  un  contrato  verbal  adido* 
^»1  al  anteriormente  expresado,  y  alegando  su  falta  de  cum- 
plimiento por  el  contratista  general  de  dichas  obras  D.  José 
J^oaquin  Figueras,  presentó  el  D.  Lorenzo  Dell  Olmo  demanda 
^i'dinaria  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Antequera 
^<^  20  de  Mayo  del  corriente  año,  pidiendo  por  acción  personal 
^^e  se  le  condenase  al  pago  de  5.002  pesetas  50  céntimos  que 
^^  era  en  deber  por  los  trabajos  suplementarios  practicados 
^^^  las  obras  para  el  desagüe  de  la  laguna,  y  los  daños  y  per- 
í^iclos  irrogados,  expresando  que  el  referido  contrato  de  22  de 
^clubre  de  1875  se  cumplió  en  todas  sus  partes;  y  por  otro- 
síes manifiesta  que  no  se  habia  celebrado  juicio  conciliatorio 
P^i*  residir  el  demandado  fuera  del  territorio  de  la  Audiencia, 
^  ^ue  por  ello  debia  librarse  exhorto  al  Juez  Decano  de  los 
^^  esta  Corte,  donde  residía,  para  que  se  le  hiciese  la  citación 
^^^  entrega  de  la  copia  de  la  demanda  que  acompañó: 
^  tiesultando  que  verificado  así,  presentó  escrito  el  D.  José 
'i^^quin  Figueras,  pidiendo  á  dicho  Juzgado  que  ,  previa  au- 
^^Oncia  fiscal ,  se  declarase  competente  para  conocer  de  este 
^^Unto,  y  que  exhortase  al  de  Antequera  para  que  se  inhibiese 
^  í'emitiera  los  autos  con  citación  del  demandante;  porque  se- 
S'Uti  la  jurisprudencia  constante  de  este  Tribunal  Supremo,  si 
^'^  Oiismo  se  creia  asistido  de  algún  derecho  contra  él,  debia 
^^ducirlo  ante  los  Juzgados  y  Tribunales  de  Madrid,  verda- 
^^^o  domicilio  del  demandado,  como  se  acreditaba  por  su  cé- 
^U.la  personal,  que  no  presentó  en  el  acto  por  tenerlo  hecho  en 
^t^o  negocio: 

Resultando  que  en  25  de  Junio  de  este  año  dictó  auto  el 

^ferido  Juez,  declarando  competente  al  Juzgado  de  Madrid  á 

^Ulen  tocase  por  repartimiento  el  conocimiento  de  la  demanda 

^e  que  se  trata ,  por  no  constar  cuál  fuese  el  lugar  del  con- 

^^to  ni  acreditarse,  caso  de  existir,  dónde  habia  de  cumplirse 

^^  obligación  de  pagar  las. obras  suplementarias  para  la  dése* 
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cacion  de  la  lag'una ,  en  cuyo  caso  correspondía  al  domicilio 
del  demandado,  y  requirió  de  inhibición  al  de  Antequera  para 
que  le  remitiese  los  autos  cen  citación  del  actor: 

Resultando  que  este  último  Juez  sostuvo  su  jurisdicción 
apoyado  eu  que  los  representantes  •  del  demandado  eran  veci- 
nos de  Fuente  de  Piedra,  donde  se  fírmó  el  documento  privada 
y  donde  se  ejecutaron  las  obras  cuyo  paj^o  se  reclamaba,  coma 
se  había  hecho  con  el  de  otros  contratistas,  por  no  haberse 
contratado  qne  se  pag'aria  en  otra  parte ;  y  habiendo  insistida 
ambos  Juzgados  en  su  competencia  por  las  razones  expuestas, 
remitieron  las  actuaciones  á  este  Tribunal  Supremo  para  su 
decisión,  habiendo  opinado  el  Sr.  Fiscal  por  que  corresponde 
su  conocimiento  al  Juzg'ado  de  Madrid  á  quien  toque  por  re- 
partimiento. 

Siendo  Ponente  el  Magfistrado  D.  Ignacio  Vieites. 

Considerando  que  fuera  de  los  casos  de  sumisión  expresa 
ó  tácita ,,  «en  los  juicios  civiles  en  que  se  ejercitan  acciones 
personales  es  Juez  competente  el  del  lugar  en  que  debe  cum- 
plirse la  obligación,  y  ¿  falta  de  éste,  á  elección  del  deman- 
dante, el  del  domicilio  del  demandado  ó  el  del  lugar  del  con- 
trato,  si  hallándose  en  él,  aunque  incidentalmente ,  pudiera 
hacerse  el  emplazamiento,»  según  lo  prevenido  ea  la  regla  1.* 
del  art.  308  de  la  Ley  orgánica  del  Poder  judicial : 

Considerando  que  la  acción  personal  ejercitada  por  D.  Lo- 
renzo  Dell  Olmo  en  la  demanda  interpuesta  en  el  Juzgado  de 
primera  instancia  de  Antequera  contra  D.  José  Joaquín  Figue- 
ras  se  funda  en  un  contrato  verbal  celebrado  con  terceras  per- 
sonas, referente  á  trabajps  suplementarios  en  las  obras  de  de- 
secación y  saneamiento  de  la  laguna  de  Fuente  de  Piedra, 
cuya  existencia  y  eficacia  legal  en  su  perjuicio  niega  dicha 
Figueras,  sin  que  con.^te  que  se  haya  pactado  expresamente 
el  lugar  en  que  debiera  cumplirse  la  obligación ;  y  por  tanto 
es  indudable  que  ,  á  falla  de  éste  y  dadas  las  condiciones  es- 
peciales de  la  cuestión  litigiosa  .  es  el  Juez  competente  para 
entender  en  el  presentí  juicio  el  del  domicilio  del  demandado, 
en  donde  se  ha  practicado  la  citación  y  emplazamiento  ,  con 
arreglo  á  lo  que  prescribe  la  citada  disposición  legal  ; 

Se  declara  que  el  conocimiento  del  asunto  de  que  se  tratan 
corresponde  al  Juez  de  primera  instancia  de  esta  villa  y  Cortes 
á  quien  toque  en  turno,  remitiéndose  al  Decano  todas  las  ac- 
tuaciones para  los  efectos  de  derecho:  comuniqúese  esta  deci- 
sión al  de  Antequera  para  su  inteligencia;  y  publiquese  en  laa 
Oacela  oficial  en  el  término  de  diez  días  ,  y  á  su  tiempo  en  la 
Colección  leffislaiiva ,  sacándose  al  efecto  las  copias  corres^ 
pendientes. 
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Madrifl  4  de  Octubre  de  1875.==Tomás  Huet.  =Ignacio 
afeites. =Luís  Vázquez  Mondragou. «Alberto  Santías.^^Joa- 
^Qin  José  Cervino.  =E1  Secretario  Relator,  nrique  Medina. 

NtJM.  55. 

OASACION   POR  INFRACCIÓN   DE   LEY.— SALA  PRIMERA. 


LAJiACioN  DB  DERECHOS  LEOÍTiM ARTOS.  —  Scntoncia  de  5  de 
Octubre,  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación 
i  "uterpuesto  por  D.  José  Alsina  contra  la  pronunciada  por 
Ija  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  en  pleito  con 

oña  Paula  Mauri,  viuda  de  Salvador  Alsina,  y  María  An 

:ela  Aisinia. 

En  sus  CONSIDERANDOS  sc  ostablece: 

Que  cuando  falúa  la  hnse  esencial  en  que  descansan  los  mo- 
del  recurso  de  casación,  no  cabe  que  la  sentencia  recur- 
haya  quebranlado  las  leyes  y  las  doctrinas  citadas  en 

ellos. 

Eq  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  5  de  Octubre  de  1875,  en 

*o^    autos  sepfuidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Tar- 

^[^^»,  y  en  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  por 

~*     José  Alsina  con  Doña  Paula  Mauri,  viuda  de  Salvador  Al- 

^^^B,  y  con  Maria  Angela  Alsina,  consorte  de  Martin    Serra- 

^^Tita,  sobre  reclamación  de  derechos  legitimarios ;  autos  que 

^^t^den  ante  Nos,  en  virtud  de  recurso  de  casación  interpuesto 

^Or  Alsina  contra  la  sentencia  que  en  16  de  Febrero  de.  1874 

^vctó  la  referida  Sala: 

Resultando  que  en  20  de  Noviembre  de  1819  falleció  Fran- 

^^isco  Alsina  y  Vila,  y  en  30  de  Junio  de  1842  su  hijo  Fran- 

^^isco  Al8ina  y  Vintró,  marido  de  Francisca  Casamada,  y  en  8 

^ie  Octubre  de  1838  nació  José  Alsina  y  Casamada ,  hijo  de 

aquellos: 

Resultando  que  José  Vilaplana,  en  concepto  de  curador  del 
>nenor  José  Alsina  y  Vintró  ,  dedujo  demanda  en  solicitud  de 
^ae  Paula  Mauri,  viada  de  Salvador  Alsina ,  y  María  Angela 
alsina,  consorte  de  Martin  Serracanta  ,  en  las  calidades  res- 
'j)ectivas  de  usufructuaria  y  heredera  de  los  bienes  de  Fran- 
cisco de  Asís  Alsina  y  Vintró ,  fueran  condenadas  á  satisfacer 
«1  demandante  la  cantidad  total  en  bienes  inmuebles  ó  en  me- 
tálico de  115  555  rs.  66  cents.,  salvo  el  abono  de  1.368  libras 
^ne  manifestó  tener  cobradas  á  cuenta  por  los  conceptos  de 
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leg:ítiQ)a  ó  suplemento  de  ella  correspondiente  al  padre  del 
menor  Francisco  Alsina  y  Vintró  y  de  la  parte  del  intestado 
que  correspondía  á  la  tia  del  mismo  menor  Teresa  Alsina  y 
Vintró,  ó  aquella  otra  mayor  ó  menor  cantidad,  que,  valora- 
ción reservada,  correspondía  .á  dicho  menor  por  los  expresados 
conceptos,  atendido  el  fallecimiento  de  su  padre,  y  además  al 
pago  ó  de  intereses  ó  de  frutos  percibidos  ó  podidos  perci- 
bir desde  el  8  de  Noviembre  de  1819,  dia  del  fallecimiento  del 
nombrado  Francisco  de  Asís  Alsina  y  Vila,  fundándose  en  que 
al  fallecer  D.  Francisco  de  Asís  Alsina ,  dijo  tener  sólo  cua- 
tro hijos  ,  llamados  Teresa ,  Salvador ,  Francisco  y  Francisca, 
padre  éste  del  menor  demandante ,  á  quien  sólo  legó  el  pri- 
mero en  su  testamento  de  6  de  Noviembre  de  1819  la  canti- 
dad de  6.000  libras  catalanas  y  dos  cómodas  con  las  ropas 
correspondientes,  á  cuenta  de  lo  cual  y  del  suplemento  de  le- 
gitima tenia  tan  sólo  cobrados  el  menor  la  de  1.368  libras, 
nombrando  usufructuaria  á  su  consorte  María  Angela  Vintró, 
é  instituyendo  heredero  á  su  hijo  Salvador  Alsina  y  Vintró; 
habiendo  en  estas  calidades  poseído  los  bienes  del  testador 
hasta  el  fallecimiento  de  la  María  Angela  en  28  de  Enero  de 
1844,  en  que  se  consolidó  el  usufructo  con  la  propiedad,  que 
siguió  disfrutando  hasta  el  9  de  Diciembre  de  1857,  en  que 
falleció  con  testamento  ,  en  el  que  nombró  usufructuaria  á 
Paula  Mauri ,  y  heredera  á  su  hija  María  Angela ,  esposa  de 
Martin  Serracanta ;  ircompañó  á  la  demanda  algunos  docu- 
mentos, según  los  cuales,  por  un  cálculo  aproximado,  excedía 
el  de  los  bienes  sobre  los  que  pide  el  suplemento  de  legítima, 
130.000  libras  catalanas;  y  alegó  que  habiendo  muerto  intes- 
tada Teresa  Alsina,  otro  de  los  hijos  del  testador,  le  correspon- 
día el  tercio  de  su  legitima  al  demandante ,  aplicando  á  los 
hechos  los  fundamentos  de  derecho  que  estimó  oportunos: 

Resultando  que  la  parte  demandada  opuso  la  falta  de  ac- 
ción y  la  de  inexactitud  en  los  hechos  en  aquella  consigna- 
dos, pidiendo  que  se  les  absolviera  de  la  misma,  con  impo- 
sición al  demandante  "de  silencio  y  callamíento  perpetuo,  paga 
de  costas  é  indemnización  de  daños  y  perjuicios,  fundándose 
en  que  Francisco  de  Asís  Alsina  en  su  testamento  legó  á  favor 
de  su  hijo  Francisco  la  cantidad  de  1.000  libras,  dos  cómodas 
y  las  ropas  correspondientes  en  pago  y  satisfacción  de  cua- 
lesquiera derechos  á  él  competentes ,  así  de  legítima  como 
otros,  cuyo  legado  le  fuese  entregado  en  la  época  de  su  ca- 
samiento á  sus  libres  facultades :  que  éste,  después  de  muchos 
años  de  la  muerte  de  su  padre,  contrajo  matrimonio,  y  en  las 
cartas  dótales  otorgadas  al  efecto  ,  no  sólo  se  conformó  con 
aquel  legado  y  demás,  sino  que  firmó  á  favor  de  su  madre  j 
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hermana  largas  y  bastante  definición  y  renuncia  de  los  mis- 
mos derechos,  imponiéndose  silencio  y  callamiento  perpetuo» 
con  pacto  de  nada  más  pedir  en  tiempo  ni  por  razón  alguna» 
-roborándolo  con  juramento :  que  Francisco  Alsina  ,  padre  del 
menor,  en  las  cartas  dótales,  á  más  del  legado  ,   consignó  el 
ser  mantenido  y  alimentado  en   la  casa,  en  compañía  de  su 
xiadre  y  hermano,  María  Angela  Vintró  y  Salvador  Alsina,  te- 
niendo el  régimen  y  administración  de  la  heredad  Alsina ,  y 
la  cantidad  de  22  libras,  10  sueldos  anuales,  habiendo  el  Sal- 
ivador continuado  prestando  los  alimentos  al  menor  José  hasta 
oí    año  1854:  que  Francisco  Alsina  nombró  en  su  testamento  en 
primer  lugar  albacea,  tutor  y  curador  de  su  hijo  menor,  de- 
Yustndante,  á  su   hermanó   Salvador,  dejando  á  su  madre  el 
OfiíxTO,  mulo  y  demás  instrumentos  y  arreos  de  trabajo ;  con- 
sis^&iido  en  la  institución  de  heredero,  que  los  bienes  de  que 
PcxJiu  disponer  no  consistían  en  otra  cosa  que  en   la  cantidad 
<i^    las  1.100  libras  que  su  madre  y  hermano  prometieron  dar-^ 
1^     en  dote  en   las  capitulaciones  matrimoniales  ,  distribuyen- 
^c>    las  550  en  favor  de  su  esposa,  y  las  otras  550  á  favor  de 
Sd    hijo  el  demandante,  con  la  condición    de    que   si  muriese 
^st:^  sin  hacer  testamento  ó  elección  de  heredero  ,  pasasen  á 
fa."v^or  del  hermano  del  testador  Salvador ,   quien  podría  dispo- 
^^r*  á  sus  libres  facultades  :  que  cuidado  31  alimentado  el  me- 
^Oi*,  demandante,  en  la  casa  de  su  tio  Salvador ,  hasta  1854, 
^Q^    que  tenia  la  edad  suficiente  para  tomar  oficio,  se  cumplie- 
ron en  todas*  sus  partes  los  pactos  de  las  capitulaciones  ma- 
"^í^iiBoniales    y  las  disposiciones  testamentarias  de   Francisco 
-alsina,  cobrando  su   viuda  Francisca  Casamada  y  su  hijo  el 
^©mandante  mayor  cantidad  que  le  correspondía  según  aque- 
llos documentos :  y  que  en  su  consecuencia  ,  no  habiendo  po- 
^i<io  hacer  el  padre  del  menor  de  su  derecho  reclamación  ai- 
ftruna  sobre   pago  de  legítima  paterna  ó  suplemento  de  ella, 
^txipoco  podia  hacerlo  el  hijo,  toda  vez  que  no  accionaba  eu 
hombre  propio  sino  en  el  de  habiente-derecho  de  su  padre: 
^Ue  Teresa  Alsina  murió  fatua,  y  su  padre  testó  por  ella:  que 
^o    llegó  el  caso  de  cumplirse  la  condición  del  testamento  de 
^^    padre  para  poder  obtener  el  legado  igual  al  dejado  á  los 
^tros  hijos,  hermanos  respective  Francisco  y  Francisca  Alsina: 
^^e  aunque  el  demandante  pudiera  reclamar  y  obtener  la  parte 
alícuota  de  Ips  derechos  legitimarios  de  la  Teresa  por  su  Intes- 
^^clo,   sólo   podría  obtener  y   percibir  una  cuarta  parte:  que 
^^más  á  la  Teresa  Alsina  sobrevivió  su  madre :  que  cuando 
^^anciíico  Alsina  otorgó  las  cartas  dótales  por  razón  de  su  en  - 
I        lace,  no  obró  por  fuerza  ni  temor,  ni  sufrió  lesión,  toda  vez 
1        ^ue  su  padre  era  difunto,  sabia  la  consistencia  del  patrimonio: 
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que  no  sufrió  lesión,  porque  los  hermanos  de  Franei 
Asís  Ahina  el  que  más  percibió  por  sus  leg-itimas  fuere 
libras  en  ropas  y  en  dinero,  y  la  esposa  1.766  libras  13 
dos:  que  en  el  negado  caso  que  lo  hubiera  sufrido,  la  leí 
personalísima,  previa  la  absolución  del  juramento,  que  e 
sonalísima  también:  que  Teresa  Alsina  no  porlia  dispone: 
legitima,  ni  podia  reclamar  nada  el  actor  en  este  sí 
porque  aquella  murió  fatua  y  su  padre  testó  por  ella:  q 
gun  la  jurisprudencia  práctica  y  diferentes  fallos  del  Tr 
Superior,  los  bienes  han  de  valorarse  según  la  estima  q 
nian  en  la  época  del  fallecimiento  del  padre;  que  el  lit 
temerario  debe  ser  condenado  en  las  costas: 

Resultando  que  seguido  el  juicio  por  sus  trámites,  1 
primera  de   la  Audiencia,   por  sentencia   de   16    de   F 
de   1874,  confirmatoria  de  la  del  Juez  de  primera  insl 
absolvió  á  los  convenidos  Doña  Paula  Mauri,  viuda  de 
dor  Alsina,  y  á  Doña  María  Angela  Alsina,  consorte  de 
Serracatta,  de  la  demanda  interpuesta  por  D.  José  Vila 
curador  del  menor  José  Alsina  y  Vintró,  imj)oniéndole3 
chas  calidades  silencio  y  callamiento  perj)étuo  sobre  la  r 
sin  hacer  especial  condenación  de  costas: 

Y  resultando  que  D.  José  Alsina  interpuso  recurso  de 
oion,  citando  como  infringidas: 

1.°  Las  leyes  10,  párrafo  primero,  y  23,  párrafo  se 
Diff.f  De  innofficioso  listamento^  que  previenen  que  el  qn 
be  una  cosa  en  pago  de  legítima  y  renuncia  á  ulterior  p 
sion,  nada  más  podría  pedir,  á  no  ser  que  hubiese  m 
dolo  ó  lesión. 

2.**  La  ley  2.*  Cod,^  De  rescindenda  veniitione^  porqi 
renuncia  y  cesión  de  derechos  de  legítima,  hecha  por  ui 
mano  á  favor  de  su  hermano  mayor,  mediante  el  cobro  ( 
cantidad,  es  un  contrato  oneroso  que  importa  la  enajei 
de  aquellos  derechos  por  una  cantidad  de  dinero,  y  ] 
tanto  equivale  á  una  venta  cuyo  precio  es  la  cantida 
percibe  el  renunciante  y  por  la  cual  renuncia  y  cede  su8 
chos  al  que  la  satisface,  y  si  el  precio  no  es  justo  le  ce 
la  acción  de  rescisión,  como  en  toda  venta,  en  virtud  de 
citada. 

3.°  La  ley  5.*  Cod.j  De  dolos^  de  la  cual  se  desprent 
la  lesión  enorme  se  equipara  al  dolo,  y  la  116  Dig,  De  r 
juris,  que  dice  que  no  hay  consentimiento  válido  si  h 
dado  con  error  d  obtenido  con  dolo. 

4.°  La  doctrina  unánime  de  todos  los  Doctores  qu 
publicado  obras  en  Cataluña  sobre  el  particular,  aplicada 
tantemente  por  los  Tribunales  de  aquel  territorio. 
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6«^  La  jurísprudencia  emanada  de  las  áeutencías  de  este 
Tribunal  Supremo  de  9  de  Noviembre  y.  1.^  de  Diciembre 
^  1863,  21  de  Octubre  de  1865,  13  de  Marzo,  15  y  21  de  Di- 
ciembre de  1866,  en  las  cuales  se  declara  que  la  renuncia  de 
los  derechos  de  legitima  es  rechazada  por  el  espiritu  de  las 
leyes,  porque  importa  una  violación  de  las  leyes  que  median 
entre  ascendientes  y  descendientes:  que  puede  pedirse  el  su- 
plemento de  legitima  solicitando  directamente  la  declaración 
de  nulidad  de  la  renuncia  y  justificando  la  lesión  uUra  dimi- 
diufn  que  debe  motivarla;  y  que  según  la  legislación  vigente 
-en  Cataluña,  son  nulas  las  renuncias  de  derechos  legitimarios 
que  causen  lesión  enormísima,  equiparada  al  dolo  en  aquella 
legislación;  doctrina  perfectamente  conforme  con  la  de  los  au- 
^T^B  citados  en  el  núm.  4.^  y  con  las  de  las  leyes  romanas 
«itadas  en  los  números  1.%  .2.^  y  3.** 

^•^    La  jurisprudencia  emanada  de  las  mismas  sentencias 

de  este  Tribunal  Supremo  citadas  en  los  fundamentos  del  fallo 

^^  primera  instancia  aceptadas  en  el  de  la  Audiencia;  pues  la 

d^  25  de  Enero  de  1865  dice  que  cuando  no  se  ha  ejercitado 

oportunamente  la  acción  para  anular  el  acto  vicioso,  queda 

^^  subsistente  y  firme  por  la  prescripción  probada;  y  como 

el  Recurrente  desde  que  la  demandada  presentó  la  escritura  en 

^^^   existe  la  renuncia  de  derechos  la  impugnó  como  nula, 

^V>iiiépdole  la  lesión  enormísima,  y  en  la  primera  instancia. 

pi<li<}  fuese  dicha  renuncia  de  derecho  rescindida   como  lesi- 

J*%   no  puede  ésta   considerarse  subsistente  y  firme  ;  ^ue  la 

^^  1,**  de  Marzo  de  1861  dice  que  el  que  en  escritura  pública 

^impugnada  legalmente  confiesa  haber  recibido  y  estar  satis- 

J^ho  de  sus  legitimas  paterna  y  materna  consignada  en  otro 

^^umento,  prometiendo  no  pedir  cosa  alguna  m&s,  reconoce 

^*  eficacia  de  éste,  y  dicha  confesión  le  priva  del  derecho  que 

Pediera  tener  para  entablar  acción  sobre  el  mismo  asunto;  y 

J^^Oao  el  recurrente  impugnó  legalmente  como  enormemente 

^^iva  la  escritura  pública  en  que  se  apoya  la  parte  demanda- 

2^  desde  que  fué  presentada  en  autos,  no  pueden  seguirse  las 

^^secuencias  que  deduce  la  sentencia  para  el  caso  de  que  la 

^^^Ritura  no  haya  sido  impugnada:  que  la  de  20  de  Febrero 

^^  1864  dice  que,  confesándose  en  una  escritura  cuya  validez 

¿  ^  ^es  legal  y  oportunamente  impugnada,  haber  recibido  lo  que 

^    ^no  corresponde  por  su  herencia  paterna,  cop  renuncia  de 

^^^  derecho  que  pudiera  corresponderle  á  la  misma  y  con  pro 

^^^a  de  no  pedir  jamás  cosa  de  ello,  queda  privado  el  otor- 

^^^te  de  proponer  después  acción  alguna  en  reclamación  de 

^f  Sruua  parte  de  dicha  herencia:  que  la  de  26  de  Abril  de  1861 

^^Q  que  cuando  las  acciones  se  fundan  en  la  nulidad  de  un 

il.— r/  Y  3/  16 
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acto  ú  obligación  lo  primero  que  debe  pedirse  es  la  c 
ciou  de  aquella  nulidad,  y  •como  consecuencia  la  de  le 
chos  &  que  dé  origen,  y  que  no  debe  decidirse  sobre  la  < 
de  nulidad  de  un  acto  ú  obligación  cuando  no  se  ha  prc 
en  el  pleito  legal  y  directamente. 

7.^  En  cuanto  el  fallo  se  funda  en  que- el  juran 
personalisimo  y  que  debia  haber  pedido  su  absolucioi 
fuuto  Francisco  Alsina,  sin  cuya  absolución  no  pueden 
tarse  demandas  de  esta  clase,  infringe  la  doctriua  de  ji 
dencia  de  que  si  bien  la  virtud  del  juramento  se  extin 
la  muerte  de  la  persona  que  lo  prestó ,  pasan  á  su  h( 
siempre  que  el  difunto  haya  muerlo  antes  de  comp 
prescripción,  los  derechos  y  obligaciones  resultantes  c 
trato  al  cual  estaba  afecto  dicho  juramento,  desnudas  i 
enlode  éste,  y  de  consiguiente  el- heredero  puede  ejen 
acciones  é  impugnar  las  obligaciones  sin  necesidad  c 
la  absolución  del  juramento  que  las  corroboraba  y  con 
no  está  ligado. 

8.°  En  cuanto  aplica  la  ley  2.%  tít.  1.^  libro  10  d( 
visima  Recopilación,  anterior  al  Real  decreto  de  nueva 
que  señala  el  término  de  cuatro  años  para  la  prescrip 
1h  acción  rescisoria  por  lesión  enorme,  se  infringe  la 
tucion  única,  tit.  30,  libro  1.^  de  Cataluña,  que  decl 
en  falta  de  (Constituciones  y  Usatjes  deben  decidirse  los 
por  el  derecho  canónico,  y  en  su  defecto  por  el  romane 
trinas  tie  doctores,  y  la  jurisprudencia  establecida  p 
Tribunal  Supremo  en  el  mismo  sentido  en  sentencias  d 
Mayo  de  1845,  30  de  Diciembre  de  1862,  I.*'  de  Jun 
de  Diciembre  de  1866,  en  especial  la  última,  que  decl 
no  rigen  en  Cataluña  las  leyes  recopiladas  anteriores 
creto  de  nueva  planta  y  el  Usatje  Omnes  causa,  tít.  2. 
7.%  volumen  1.%  que  señala  como  término  de  prescrij 
Cataluña  la  de  treinta  años. 

9.°  En  cuanto  considera  los  alimentos  recibidos  c 
equivalente  de  la  legitima,  se  infringe  la  Novela  18,  i 
y  la  jurisprudencia  resultante  de  la  sentencia  de  este  T 
Supremo  de  1.**  de  Diciembre  de  1863,  según  la  cual  s< 
frutos  de  la  legítima  desde  la  muerte  del  padre,  en  cu 
tud  y  para  cumplir  con  esta  obligación  los  padres  ei 
luna  han  señalado  desde  la  más  remota  antigüedad  y 
señalando  á  sus  hijos  alimentos  en  la  casa  paterna  en 
cion  de  los  frutos  hasta  que  cobren  la  legítin^a,  y  sirvie 
alimentos  en  Cataluña  en  vez  de  frutos,  no  pueden  a 
en  equivalencia  del  capital. 

TÍO.     En  cuanto  declara  prescrito  el  derecho  de  r( 
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la  parte  de  intestado  de  Teresa  Alsina,  sieudo  así  que  cuando 
murió  Francisco  Alsina  no  habia  prescrito,  segim  la  legisla- 
ción catalana;  que  la  prescripción  debió  terminar  en  vida  del 
recurrente,  siendo  menor  de  edad,  y  que  éste,  al  proponer  la 
demanda  siendo  menor  todavía,  solicitó  se  le  concediera  la 
restitución  in  integrum^  por  haber  dejado  pasar  el  término  de 
la  prescripción,  se  infringia  la  jurisprudencia  resultante  de  las 
sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  de  l.°de  Mayo  de  1861  y 
II  de  Marzo  de  1864,  que  declaran  que  si  bien  la  prescripción 
de  treinta  años  corre  contra  los  menores  pueden  estos  pedir  la 
restitución  in  integrum  por  haber  dejado  trascurrir  el  término; 
y  como  el  recurrente  la  pidió  en  su  demanda  siendo  aún  me- 
nor, debió  concedérsele,  y  no  podría  declararse  prescrita  su 
acción. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ramón  Diaz  Vela. 

Considerando  que  los  motivos  de  casación  formulados  en 
d  presente  recurso,  á  excepción  del  último,  parten  del  supuesto 
de  que  contiene  dolo,  lesión  y  error  la  renuncia  del  suple- 
mento de  legítima  que  con  motivo  de  su  matrimonio  otorgó  el 
padre  del  recurrente  por  sus  cartas  dótales  en  Abril  de  1835, 
mis  de  quince  años  después  de  la  muerte  del  suyo,  confor- 
mándose con  dos  legados  que  éste  y  su  madre  le  tenian  hecho 
en  pago  de  la  legítima  paterna  y  materna,  con  pacto  expreso 
7  jurado  á  favor  de  su  misma  madre  y  de  su  hermano  de  no 
pedir  más  en  tiempo  ni  por  concepto  alguno: 

Considerando  que  la  Sala  sentenciadora  ha  estimado  que 
1)0  estaba  justificado  en  lo  bastante  que  al  otorgamiento  ni 
para  el  otorgamiento  de  las  mencionadas  capitulaciones  matri- 
moniales hubiese  mediado  vicio  alguno  de  los  que  por  derecho 
invalidan  los  contratos,  ni  por  consiguiente  los  propuestos  por 
parte  del  recurrente;  y  que  contra  esta  apreciación ,  de  la  ab- 
soluta competencia  de  la  misma  Sala  como  cuestión  de  hecho, 
J>i  aún  se  ha  citado  ley  ni  doctrina  legal  que  con  ella  se  haj-a 
infringido: 

CoDsiderando,  por  consiguiente,  que  falta  la  base  esencial 
^  que  descansan  dichos  motivos,  tanto  en  lo  relativo  á  la 
«Patencia  del  dolo,  lesión  y  error,  como  respecto  á  la  pres- 
^pclon  de  los  derechos  y  acciones  que  de  estas  supuestas  cau- 
8W  no  pudieron  nacer ,  por  lo  que  no  cabe  que  la  sentencia 
•lí8olutoria  recurrida  haya  quebrantado  las  leyes  ni  las  docr 
Wnas  citadas  en  aquellos: 

Y  considerando,  en  cuanto  á  la  parte  que  el  recurrente  re- 
clama de  la  herencia  de  su  tia  Doña  Teresa,  como  muerta 
abintestato,  y  es  la  materia  del  último  motivo  del  recurso,  que 
P^^  haber  muerto  Doña  Teresa  años  antes  que  su  madre  Doña 


L 
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María  Angela  Vintró,  la  heredó  ésta  como  ascendiente,  y  ha- 
biendo pasado  asi  la  herencia  paterna  de  la  hija  á  foraiar 
parte  y  á  ser  absorbida  en  la  de  la  madre,  es  evidente  que  le 
alcanza  de  lleno  también  la  renuncia  del  suplemento  de  las 
legitimas,  tanto  paterna  como  materna,  hecha  por  el  padre  del 
recurrente,  y  que  le  obliga  como  su  heredero,  de  donde  resulta 
la  misma  consecuencia  de  que  tampoco  hay  posibilidad  para 
el  quebrantamiento,  en  sentido  alguno,  de  las  leyes  sobre  pres- 
cripción, ni  sobre  la  restitución  in  integrum  de  los  menores  de 
edad,  puesto  que  el  recurrente  carece  de  todo  derecho  al  abin- 
testato  de  dicha  su  tia; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lu- 
gar al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  José  Alsina,  á 
q^ien  condenamos  en  las  costas  y  á  pagar  por  razón  de  depó- 
sito la  cantidad  de  1.000  pesetas,  la  que,  caso  de  hacerse  eíéc^ 
tiva  si  mejorase  de  fortuna,  se  distribuirá  con  arreglo  &  la 
ley;  líbrese  la  correspondiente  certificación  á  la  Audiencia  de 
Barcelona,  con  devolución  de  los  documentos  que  remitió. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Oace-- 
ta  é  insertará  en  la  Colección  legislativa^  pasándose  al  efecto 
las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firma- 
mos.==José  María  Cáceres.==Laureano  de  Arrieta.=Hilario  de 
Igon.=José  Fermin  de  Muro. ^ Juan  Cano  Manuel. = Ramón 
Diaz  Vela.= Joaquín  Ruiz  Cañábate. 

Publicación  : 

Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  Ramón  Diaz  Vela,  Magistrado  del  Tribunal 
Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera  del 
mismo,  el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Relator  Secretario 
de  dicha  Sala. 

Madrid  5  de  Octubre  de  1875.= Licenciado  Mariano  Fer- 
nandez García. 

NüM.  56. 

CASACIÓN  POR  INFRACCIÓN  DE  LEY.— SALA  PRIMERA. 

Pago  db  reales. — Sentencia  de  5  de  Octubre ,  declarando  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Dona  Ma- 
nuela Losada  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  primera  de 
lo  civil  de  la  Audiencia  de  este  distrito ,  en  pleito  con  Don 
José  Gómez  y  Gómez  y  compañía. 

En  los  coNsiDEBANuos  SO  cstablcce  : 
1.^    Que  no  es  fundamento  legitimo  ni  racional  del  recurso 
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ie  casación  ta  cita  de  leyes  inaplicables  i  la  cuestión  litigiosa 
decidida  por  la  sentencia  contra  la  que  se  dirige. 

2.^  Que  según  reiteradas  declaraciones  del  Tribunal  Su- 
premOf  la  sentencia  que  absuelve  al  demandado  sin  limitación 
alguna  decide  todas  tas  cuestiones  litigiosas. 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  &  5  de  Octubre  de  1875  ,  ea 
el  pleito  peudieote  ante  Nos,  eu  virtud  de  recurso  de  casación 
por  m fracción  de  ley ,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  ins- 
tancia del  distrito  de  la  Latina  de  esta  capital  y  en  la  Sala 
primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  su  territorio  por  Don 
José  Gómez  y  Qomez  y  compañía  con  Doña  Manuela  Losada, 
sobre  pago  de  reales,  procedente  de  un  contrato,  habiendo  de- 
ducido á  su  vez  reconvención  la  demandada  para  la  indemni- 
zación de  daños  y  perjuicios  por  falta  de  cumplimiento  del 
mismo: 

Resultando  que  Doña  Manuela  Losada,  autorizada  al  efecto 
por  su  marido,  otorgó  escritura  en  esta  Corte  &  24  de  Febrero 
de  1869,  en  la  que  teniendo  pendiente  reclamaciou  en  las  ofi- 
cinas del  Estado  de  un  crédito  de  11.400  pesos,  procedente  de 
compra  de  un  oficio  de  Corredor  del  Consulado  de  Cádiz;  f 
necesitando  pasar  á  esta  ciudad  &  recoger  varios  documentos, 
careciendo  de  recursos  pecuniarios  para  ello ,  convino  y  trató 
con  la  Agencia  general  Española  ,  bajo  la  razón  social  Oomez 
y  compañía^  en  que  ésta  le  entregase  los  fondos  que  necesitaba 
para  su  viaje  á  la  ciudad  de  Cádiz  y  práctica  de  las  diligen- 
cias oportunas  en  la  misma  para  la  adquisición  de  los  docu- 
mentos necesarios  para  acreditar  su  derecho ,  cediendo  á  la 
citada  Agencia  el  10  por  100  del  papel  ó  metálico  que  por  el 
referido  capital  y  réditos  se  habia  de  abonar  á  la  otorgante, 
por  las  oficinas  del  Estado ;  cesión  que  hacia  la  otorgante 
tanto  por  las  diligencias  que  hablan  practicado,  como  si  tu- 
vieran que  practicar  posteriormente  algunas  para  ultimar  el 
asunto ,  como  por  agradecimiento  del  anticipo  que  le  habia 
hecho  y  hacia  de  algunas  cantidades  para  llevar  á  cabo  dicho 
asunto,  las  cuales  constarían  en  recibo  particular  que  la  otor- 
gante firmaría  en  aquel  dia  á  favor  de  la  mencionada  casa- 
Agencia  ,  obligándose  igualmente  á  satisfacerlas  en  efectivo 
metálico  el  mismo  dia  en  que  percibiera  de  las  oficinas  del 
Estado  el  importe  del  capital  é  intereses  que  reclamaba;  y  que 
presente  D.  José  Gómez  y  Gómez,  Gerente  de  la  citada  Socie- 
dad,  aceptó  en  todas  sus  partes  la  escritura,  obligándose  á 
entregar  á  Doña  Manuela  Losada  los  fondos  que  necesitara 
para  su  viaje  á  Cádiz ,  con  calidad  de  reintegro  en  la  forma 
manifestada : 
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Resultando  que  eu  el  mismo  dia  manifestó  Doña  Manuela 
Losada  en  documento  privado  haber  recibido  de  la  Agencia 
Gómez  y  compañía  2.324  rs.  ,  que  le  devolvería  en  la  forma 
pactada  en  la  escritura  otorgada  en  aquella  fecha ;  y  que  pos* 
teríormente  satisfizo  la  citada  Agencia  hasta  la  suma  de  7.300 
reales  para  los  gastos  judiciales  del  expediente  de  posesión  de 
un  vínculo  para  acreditar  el  derecho  de  D.  Manuel  Sixto  Mos-^ 
quera  en  la  Dirección  de  la  Deuda: 

Resultando  que  Doña  Manuela  Losada  pidió  1.500  rs.  á 
D.  Narciso  Alcon,  por  conducto  del  que  habia  satisfecho  la 
Agencia  otras  cantidades ,  y  que  habiéndolo  manifestado  así  á 
ésta  en  carta  de  25  de  Marzo,  á  que  contestó  en  el  27,  que  se 
habían  ofrecido  á  darla  para  el  viaje  hasta  1.500  rs.;  pero  como 
habia  tenido  necesidad  de  que  la  acompañara  Carballo  ,  acce- 
dieron á  entregarla  hasta  2.000,  cantidad  suficiente  para  todo; 
y  que  aquella  oficina  no  podia  en  modo  alguno  alterar  sus 
contratos,  por  lo  cual  les  era  imposible  facilitarla  más  fondos: 
Resultando  que  Doña  Manuela  Losada  se  detuvo  en  Cádiz 
hasta  los  primeros  dias  del  mes  de  Julio,  en  que  recibió  pres- 
tados 500  rs.  de  D.  Luis  Cepeda  para  hacer  su  viaje  á  Sevilla, 
^onde  se  detuvo  por  falta  de  metálico,  recibiendo  después  una 
libranza  de  300  rs.  que  le  remitieron  Gómez  y  compañía: 

Resultando  que  paralizado  el  negocio  de  los  11.400  pesos, 
según  Doña  Manuela  por  haberse  negado  la  Agencia  Gómez  y 
compañía  á  sufragar  los  nuevos  gastos  que  hacia  precisos, 
demandó  ésta  de  conciliación  en  25  de  Febrero  de  1870  áDoña 
Manuela  Losada,  reclamándola  3.664  rs.  que  le  habia  antici- 
pado, renunciando  á  los  beneficios  consignados  en  la  escritura; 
y  que  la  demandada  contestó  que  la  Compañía  estaba  obli^da 
á  hacer  los  adelantos  que  reclamaba,  sin  que  nada  la  debiera 
hasta  que  se  cumpliera  en  todas  sus  partes  el  compromiso  con- 
traído, reconviniendo  á  la  Sociedad  para  el  pago  de  ciertas 
Fumas,  con  los  daños  y  perjuicios: 

Resultando  que  Gómez  y  compañía  obtuvieron  del  Juzg^ado 
del  distrito  de  Palacio  de  esta  Corte  la  retención  de  las  can- 
tidades que  Doña  Manuela  Losada  tuviese  que  percibir  de  la 
Dirección  de  la  Deuda ;  retención  de  la  que  no  tuvo  aquella 
noticia  hasta  Octubre  de  1871,  siendo  esta  la  causa  de  que  no 
se  la  entregasen  las  cantidades  que  tenia  reclamadas  y  que 
estaban  ya  liquidadas: 

Resultando  que  el  Departamento  de  Liquidación  de  la  Deuda 
manifestó  al  Juzgado  que  el  crédito  de  Doña  Manuela  Losada 
estaba  liquidado;  pero  que  no  podia  pagársele  hasta  que  acre* 
ditase  haber  redimido  las  cargas  eclesiásticas  que  pesaban 
sobre  la  fundación ,  y  se  alzase  la  retención  que  la  afectaba: 
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Resaltando  que  negttda  la  ejecución  que  la  Sociedad  6o- 
compañia  entabló,  dedujo  la  demanda  objeto  de  estos  au- 
tos para  que  se  condenase  en  definitiva  á  Doña  Manuela  Lo- 
bada al  pago  del  10  por  100  que  había  de  percibir  del  Estado 
por  importe  del  crédito  mencionado  que  Doña  Manuela  cedió  á 
¡^  Sociedad  demandante  ,  y  los  7,000  rs.  pagados  por  ésta  por 
ementa  de  Doña  Manuela: 

Resultando  que  Doña  Manuela  Losada  impugnó  la  deman- 
d&9  solicitando  por  vía  de  reconvención  que  se  condenase  &  la 
(Dcia  &  indemnizarla  de  los  daños  y  perjuicios  que  justití* 
habérsele  irrogado  por  falta  de  cumplimiento  del  contrato 
d&  24  de  Febrero  de  1869  ^  sin  perjuicio  de  los  abonos  que 
Ai^íven  legítimos  en  cuanto  &  las  cantidades  que  acreditase 
h&i'^Ber  entregado  á  cuenta;  reconvención  que  impugnó  la  So- 
ei^^dad  demandante: 

Resultando  que  el  Juez  de  primera  instancia  dictó  senten- 
^s^^  absolviendo  á  Doña  Manuela  Losada  de  la  demanda ,  y  á 
l&  agencia  Oomez  y  compañía  de  la  reconvención  ;  y  que  in- 
te«*x^ue8ta  por  una  y  otra  parte  apelación  y  remitidos  los  hu^ 
to^  á  la  Audiencia,  se  separó  del  recurso  la  Sociedad  deman- 
dí^^ite: 

Resultando  que  en  12  de  Marzo  de  1874  dictó  sentencia  la 
^1«  primera  de  lo  civil  de  aquel  Tribunal,  confirmando  la  del 
'^"^z  de  primera  instancia  en  la  parte  apelada  pendiente,  y  por 
1^  Tsnal  se  había  absuelto  á  D.  José  Gómez  y  compañía  de  la 
^^^x>nvencion  propuesta  por  Doña  Manuela  Losada,  sin  hacer 
f^I>Teiaa  condenación  de  costas  de  la  primera  ni  de  la  segunda 
'"^^^ancia: 

Resultando  que  Doña  Manuela  Losada  interpuso  recurso  de 
don  por  haberse  infringido,  á  m  juicio: 
V  .•  Las  leyes  2.*,  tít.  13,  y  114,  tít.  TS  de  la  Partida  3.',  en 
^^nto  determina  que  la  confesión  hecha  en  juicio  y  las  cartas 
*  ^^cumentos  privados  reconocidos  por  su  autor  hacen  prue- 
"^  en  juicio  y  deben  por  ellos  ser  librados  los  pleitos,  por- 
^^^  en  la  sentencia  no  se  estimaba  la  rescisión  del  contrato 
^'^$;ado,  ni  la  indemnización  de  daños  y  perjuicios  pedida, 
^i^itiendo  la  carta  de  27  de  Marzo  de  1869  y  la  confesión  ju- 
^^ial  que  al  reconocerla  prestó  D.  José  Oomez,  de  las  cua- 
^^  fiparecia  que  la  Compañia  de  que  era  Oerente  se  obligó  á 
^^^  orden  &  su  corresponsal  de  Cádiz  de  entregar  allí  á  Doña 
^^^^aela  Losada  hasta  1.500  rs.,  y  que  al  redamarlos  se  los 


.*  '  La  doctrina  legal,  univ^rsalmente  admitida  por  la  ju- 
.  ^jTodencia  de  los  Tribunales,  de  que  todo  contrato  bilatera 
^X  que  nacen  obligaciones  reciprocas,  cuando  por  uno  dé  lo 
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contratantes  se  falta  á  su  cumplimiento,  no  es  obligatorio  res- 
pecto del  otro,  y  debe  considerarse  ipso  /acto  rescindido;  doc- 
trina deducida  lógicamente  de  varias  leyes ,  y  principalmente 
de  la  43,  tít.  14,  Partida  5.*,  y  consignada  terminantemente, 
entre  otras,  en  las  sentencias  del  Tribunal  Supremo,  de  24  de 
Diciembre  de  1866  y  29  de  Enero  de  1867;  porque  ya  se  in- 
terpretase el  contrato  en  sentido  restrictivo  ó  extensivo ,  los 
Gómez  faltaron  á  él,  en  el  primer  caso,  negándose  á  cumplir 
y  no  cumpliendo  la  obligación  expresamente  contraída  y  con^ 
fesada  por  ellos  de  librar  á  Cádiz  hasta  1.500  rs.  á  la  reour- 
, rente,  y  en  el  segundo  por  el  mismo  hecho ,  ademiis  entablan- 
do este  pleito  y  apartándose  de  cumplir  las  obligaciones  que 
adn  tenian  pendientes ,  de  facilitar  á  la  recurrente  los  fondos 
precisos  para  la  redención  dé  cargas  que  sabian  era  necesaria 
justificar  para  que  el  crédito  fuera  abonado  por  la  Dirección 
de  la  Deuda ;  razones  todas  que  imponían  á  la  Sala  sentencia- 
dora la  obligación  de  estimar  la  rescisión  alegada  y  discutida 
principalmente  en  el  pleito. 

3.*    En  cuanto  no  se  estimaba  la  reconvención  relativa  á 
la  indemnización  de  daños  y  perjuicios,  la  doctrina  legal  con- 


signada también  en  la  misma  ley  43,  tít.  14,  Partida  5.^,  y  en 
varias  sentencias  de   este  Tribunal   Supremo  ,  y  entre  ellas, 
como  la  mns  aplicable,  la  de  21  de  Setiembre  de  1866,  segcn 
la  cual  todo  contratante  que  no  cumple  las  obligaciones  qni 
contrajo  está  obligado  á  indemnizar  al  otro  los  daños  y  per 
juicios  originados  por  esta  causa.  ' 

4.**    Por  igual  concepto  los  artículos  61,  62  y  63  de  la  Le 
de  Enjuiciamiento  civil ,  porque  siendo  evidente  que  la  falt 

de  cumplimiento  de  la  obligación  de  remitir  á  Cádiz  los  1.50(E D 

reales  ofrecidos,  y  el. siguiente  retraso  de  la  vuelta  de  la  re- 

cúrrente,  la  ocasionó  el  i>erjuicio  de  que  los  gastos  de  bospe ■»■ 

daje  y  demás  que  llevaba  consigo  la  permanencia  en  un  pue —  ^ 
blo  extraño  ,  se   aumentaron  considerablemente ;  y  asimismo 
que,  tanto  la  indicada  infracción  del  contrato,  como  la  de  en — 
tablar  este  pleito  y  dejar  de  cumplirle  en  lo  que  faltaba,  pro- 
dujeron una  nueva  dilación  y  el  perjuicio  de  privarla  de  1 
productos  é  intereses  del  crédito;  hechos  de  los  que  se  deda— . 
cían  al  niénos  dos  bases  que  podían  fijarse  para  liquidar 
iniporte  de  los  repetidos  daños  y  perjuicios ,  la  Sala  debió 
todo  caso  fijar  dichas  bases,  conforme  al  citado  art.  63  ,  aun- 
que no  se  hubieran  solicitado ,  y  con  doble  razón  cuando 
se  pidió  en  el  escrito  de  duplica. 

5.^    El  principio  Inconcuso,  según  los  artículos  ya  ci 
61  y  62  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  las  senten 
de  éste  Tribunal  Supremo  de  17  de  Noviembre  de  1867  y 


y 
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de  Mayo  de  1868,  según  el  cual  los  fallos  deben  recaer  sobre 
todo  lo  que  haya  sido  objeto  de  la  demanda  y  de  las  excep- 
dones  contra  ellas  .opuestas ,  y  resolver  todas  las  cuestiones 
diécutidas  en  pleito,  toda  vez  que  habiéndolo  sido  la  de  res- 
cisión del  contrato  por  el  incumplimiento  demostrado  del  mis- 

-  mo^  la  Sala  había  debido  resolver  esta  cuestión  estimando  la 
rescisión,  y  expresando  que  la  absolución  de  la  demanda  era 
con  imposición  de  perpetuo  silencio  ¿  los  actores»  sin  queá 
ello  obstase  el  que  no  se  hicieran  en  la  suplica  del  escrito  de 
contestación  extensivos  los  efectos  de  la  reconvención  pro- 
puesta á  la  declaración  de  esta  rescisión,  pues  no  había  para 
qaé  decirlo  ni  pedirlo,  porque,  conforme  á  la  sentencia  de  28 
de  Enero  de  1868,  no  es  verdadera  reconvención  la  que  no 
constituye  una  mutua  petición  y  una  verdadera  demanda,  y  sí 

-  sólo  es  una  excepción  á  la  propuesta  por  el  demandante. 

6.^  La  doctrina  legal  inconcusa  de  que,  interpuesta  apela- 
ción por  un  litigante' sin  concretar  la  alzada  á  ningún  punto 
determinado  de.  la  sentencia,  ninguna  parte  de  ésta  podría 
considerarse  consentida  aunque  ai  parecer  favoreciera  al  ape- 
lante, y  mucho  menos  cuando  le  perjudicaba;  y  pedia  expre- 
samente la  revocación  del  fallo,  aunque  dictando  resoluciones 
en  determinado  punto  parecidas,  pero  muy  diferentes  en  reali- 
dad á  las  acordadas  en  el  mismo;  y  los  mismos  artículos  61 
y  62  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  en  cuanto  la  sentencia 
se  habia  negado  á  resolver  cuestiones  referentes  á  la  demanda 
y  excepciones  opuestas  á  la  misma,  considerando  en  este  sen- 
tido ejecutoriado  el  fallo  del  Tribunal  inferior. 

T  7.^  Al  no  condenar  &  Oomez  y  compañía  en  todas  las 
costas  de  primera  instancia,  como  pidió  y  procedía,  por  el  he- 
cho de  haber  entablado  la  demanda  antes  de  tener  acción  para 
ello,  la  ley  45,  tít.  2.'',  Partida  3.*;  infracción  que  era  motivo 
de  casación  en  este  caso,  á  pesar  de  la  doctrSna  de  este  Su* 
^"premo  Tribunal,  porque  no  se  trataba  de  la  imposición  de  cos- 
tas, conforme  &  la  ley  8*%  tit.  22  de  la  Partida  3.^,  en  cuyo 
caso  quedaba  &  la  apreciación  del  Tribunal  sentenciador  si 
hubo  ó  no  temeridad,  sipo  de  una  condena  de  costas  impues- 
ta expresamente  por  la  ley  como  pena  de  la  plus  péticiou  en 
el  tiempo,  sin  tener  para  nada  en  cuenta  la  buena  ó  la  mai- 
lafé. 

Visto ,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Laureano  de  4^r-* 
rteta. 

'Considerando  que  no  es  fundainento  legitimo  ni  racional 

del  recurso  de  casación  la  cita  de  leyes  inaplicables  á  la  cues- 

tioiii  litigiosa  decidida  por  la  sentencia  contra  la  que  se  dirige: 

CfOnsiderándo  que  en  este  caso  ae  enoueútrán  las  relativas 


350  TRIhUNAL  SUPREMO. 

á  lá  confesión  judicial  y  mencionadas  con  el  número  1  .*  del 
presente  recurso,  puesto  que,  lejos  de  haber  confesado  D.  José 
Oomez  durante  el  litigfio  ni  en  su  carta  de  27  de  Marzo  de  1869 
á  Doña  Manuela  Losada  haber  ofrecido  á  ésta  remitirla  á  Cá- 
diz los  1.500  rs.  ¿  que  se  refiere,  además  de  los  2.324  qua  la 
entregfó  en  24  de  Febrero  anterior  al  partir  desde  Madrid  para 
aquella  ciudad,  resulta  manifiestamente  todo  lo  contrario,  tan- 
to de  las  actuaciones  judiciales  como  del  texto  expreso  de  di- 
cha carta: 

Considerando  que  es  igualmente  inoportuno  é  ineficaz  el 
recuerdo  de  las  leyes  y  doctrinas  comprendidas  bajo  los  nú- 
meros 2.^  y  3.^,  bajo  el  supuesto  contrario  á  las  afirmaciones 
de  la  Sala  sentenciadora  de  que  la  Doña  Manuela  haya  pro- 
bado cumplidamente  la  existencia  é  importancia  de  los  perjui- 
cios que  reclama,  y  sobre  todo  la  responsabilidad  de  la  Agen  - 
cia  Gómez  y  compañía  á  su  resarcimiento  por  haber  dejado  de 
cumplir  el  indicado  contrato  de  24  de  Febrero  de  1869: 

Considerando  que,  s^gun  reiteradas  declaraciones  de  este 
Supremo  Tribunal,  la  sentencia  que  absuelve  al  demandado  sin 
limitación  alg'una,  como  lo  hace  la  impugnada  en  cuanto  á 
la  reconvención  de  Doña  Manuela,  único  objeto  de  este  recur- 
so, decide  todas  las  cuestiones  litigiosas,  sin  infringir  por 
tanto  los  artículos  61,  62  y  63  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
civil,  que  con  igual  inoportunidad  se  alegan  en  los  motivos  4.^ 
5.^  y  6.°: 

T  considerando,  finalmente,  que  en  el  escrito  de  contesta- 
ción á  la  demanda  la  recurrente  se  limitó  k  pedir  que  se  le 
absolviese  de  ella,  y  por  via  de  reconvención  que  se  condenase 
á  la  Agencia  Gómez  y  compañía  á  indemnizarla  de  los  daños 
y  perjuicios  que  justificase  habérsela  irrogado  por  falta  de 
cumplimiento  del  contrato  referido ,  sin  perjuicio  de  los  abonos 
que  fuesen  legítimos  en  cuanto  á  las  cantidades  que  acredita- 
re haber  entregado  &  cuenta;  cuya  solicitud,  en  que  se  fijaron' 
los  limites  del  debate,  unida  á  la  circunstancia  de  que  la  sen* 
tencia  del  Juzgado  fué  tan  contraria  á  Doña  Manuela  en  cuan-* 
to  ab.<H)lvió  de  su  reconvención  ¿  la- parte  demandante,  cornos 
lo  fué  á  ésta  por  la  absolución  de  la  demanda  que  á  favor  d^. 
Doña  Manuela  contiene,   demuestran  la  improcedencia  de  li^ 
aplicación  que  inoportunamente  se  pretende  de  la  ley  45,.  ti- 
tulo 2.**  de  la  Partida  8.*; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  M^ 
gar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Doña  Manuela  )Lo- 
sada,  á  quien  condenamos  por  rason  de  depósito  al  paga*dé'li» 
cantidad  de  1.000  pesetas,  que  satisfará  si  viniere  &  mejor  ioft^ 
tuna,  distribuyéndose  entónoes  con  arreglo  á  la  ley,  y  en  Itf 
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costas;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  esta  Corte  la  certificación 
correspondiente,  con  devolución  de  los  documentos  que  La  re- 
nxitido. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la 
GFccela  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa^  pasándose  al 
efecto  las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y 
fiLxnnamos.= Juan  González  Ácevedo.=José  María  Cáceres.= 
Laureano  de  Arrieta.=Hilario  de  Igon.^José  Fermín  de  Ifu- 
ro.^Joaquin  Ruiz  Cañábate.  =  Ricardo  Diaz  de  Rueda. 
Publicación. 

LeiJa  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  Laureano  de  Arrieta,  Magistrado  del  Tribu- 
nal Supremo,  celebrando  audiencia  publícala  Sala  primera, 
«n  el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Relator  Secretario  de 
la  misma. 

Madrid  5  de  Octubre  de  1875.=Licenciado  Desiderio  Mar- 
tínez. 

NÚM.  57. 
CASACIÓN  POR  INFRACCIÓN  DE  LEY.— SALA  PRIMERA. 


BBmNDicA.cioN  DE  vABios  TERRENOS. — Sentencia  de  7  de  Octu- 
|>^e,  declarando  no  haber  lu^ar  á  los  recursos  de  casación 
interpuestos  por  el  Ministerio  fiscal  en  nombre  del  Estado 
y  por  D.  Ángel  Guirao  contra  la  pronunciada  por  la  Sala 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Albacetí^,  en  pleito  con  Don 
Antonio  Ruiz  Cañábate  y  D.  Joaquin  Ruiz  Cañábate,  en  rr- 
presentacion  de  sus  esposas  Doña  Adelaida  y  Doña  Josefa 
Cafiabate  y  con  Doña  Emilia  y  Doña  Josefa  Egea. 

En  los  CONSIDERANDOS  SO  establccc: 

I**  Que  en  los  recursos  de  casación,  se  ha  de  estar  i  la 
^P^^ríadon  de  las  pruebas  hechas  por  la  Sala  sentenciadora, 
uniros  no  se  demuestre  que  al  hacerla  ha  quebrantado  ley 
i  doctrina  legal  concreta ,  pertinente  i  la  misma  apreciación 
it  pruebas. 

V  Que  si  bien  es  doctrina  legal^  declarada  por  el  Tribu- 
^  Supremo f  que  cuando  la  acción  se  funda  en  la  nulidad  de 
**  ¡ício  ú  obligación j  lo  primero  que  debe  pedirse  es  la  decía- 
^^n  de  aquella  nulidad^  lo  mismo  que  cuando  la  acción  rei- 
^^icátoria  se  ejercita  contra  guien  posee  con  algún  titulo 
^  ó  minos  firme  debe  preceder  otra  adecuada  para  destruir  le  f 
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también  tiene  declarado  que  esto  se  encienda  cuando  la  accioi 
se  funda  y  depende  de  la  nulidad  misma^  como  cuando  el  ttíuL 
que  asiste  al  poseedor  dé  la  cosa  afecta  y  obliga  al  que  se  h 
reivindica  por  la  intervención  en  él  y  suya  ó  de  sus  causantes 
3/  Que  la  falta  de  no  haberse  instruido  el  expediente  admi- 
nistrativo previo  que  en  equivalencia  alado  de  conciliación  re- 
quieren el  art.  173  de  la  Instrucción  de  31  de  Mayo  ¿^  185! 
y  demás  disposiciones  que  tratan  de  la  materia,  pertenece  a 
orden  del  procedimiento ^  subsayiable  como  la  del  acto  de  conei- 
liaciofif  prevista  en  el  art.  203  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
civil,  y  de  consiguiente,  según  la  doctrina  que  tiene  declaradi 
repetidamente  el  Tribunal  Supremo,  aunque  pudiera  dar  lugai 
á  un  recurso  de  casación  por  infracción  de  las  formas  esen- 
ciales del  juicio ,  si  fuere  una  de  las  que  como  tales  señala  U 
ley  taxativamente  y  se  hubiese  preparado,  no  asi  puede  servii 
para  fundar  con  éxito  el  recurso  de  casación  por  quebranta 
miento  de  ley  ó  doctrina  legal. 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  7  de  Octubre  de  1875,  e": 
los  autos  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  To 
tana  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Albacete  pa 
D.  Antonio  Diaz  Cañábate  y  D.  Joaquín  Ruiz  Cañábate,  en  re 
l)resentacion  de  sus  esposas  Doña  Adelaida  y  Doña  Josefa  Cih 
ñabate  y  de  Doña  Emilia  y  Dona  Josefa  Egea,  con  Doña  Jow 
quina  Guirao,  D.  Ángel  Guirao  y  el  Ministerio  Fiscal  en  nona 
bre  del  Estado,  sobre  reivindicación  de  ciertos  terrenos;  autc 
que  penden  ante  Nos,  en  virtud  de  recurso  de  casación  ínteK 
puesto  por  D.  Ángel  Guirao  y  el  Ministerio  ñscal  contraía  sea 
tencia  que  en  30  de  Junio  de  1874  dictó  la  referida  Sala: 

Resultando  que  en  10  de  Enero  de  1729  otorgó  testainep 
to  cerrado  D.  José  Fernandez  Melgarejo,  que  con  las  solemiB^ 
dades  de  derecho  fué  abierto  y  publicado  á  su  fallecimienta 
por  el  que  declaró  que  tenia  por  bienes  libres  en  propiedad 
posesión,  entre  otros,  una  hacienda  nombrada  Camarza,  <3 
m&s  de  400  fanegas  de  tierra,  incluso  en  ello  la  ermita,  cas< 
fuente  de  agua  perenne,  balsa  y  más  de  40  tahullas  de  rieg< 
con  moreras,  oliveras  y  diversos  árboles  frutales  en  jurisdic 
cion  de  la  villa  de  Alhama;  cuya  heredad  lindaba  por  Medio 
día  con  la  cumbre  de  la  sierra  de  Carrascoy ;  por  Norte  ctf 
mino  que  va  á  la  villa  de  Maz^rron ;  Poniente  con  la  rattbh 
llamada  de  la  Murta,  y  Saliente  con  el  Peñón  Negro,  contiguos 
al  barranco  del  Pimpollar;  y  12  fanegas  de  tierra,  con  oM 
balsa  inclusa  en  ellas,  cercana  á  dicha  heredad  de  Camaisft» 
que  estaba  más  abajo  de  dicho  camino  de  Mazarron,  cvn^ 
linderos  eran  notorios:  declaró  era  su  voluntad  fundar  soW^ 
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todos  sus. bienes  raices  un  patronato  de  merelegos  con  objeto  de 
que  la  imagen  de  Nuestra  Señora  de  Cortes,  que  tenia  en  la 
reíerida  ermita  y  heredad  de  Camarza,  tuviera  perpetuo  culto, 
7  los  vecinos  de  dicha  hacienda  locaran  los  dias  festivos  el 
poder  oir  misa;  y  poniéndolo  en  efecto  desde  entonces  y  lue- 
go que  fuere  fallecido  perpetuamente  y  para  siempre  de  todas 
las  propiedades  que  dejaba  especificadas  fundaba  dicho  patro- 
nato, sin    que   en  su  observancia  directa  ni   indirectamente 
pudiera  mezclarse  ningún  Juez  eclesiástico,  porque  su  volun- 
tad expresa  era  que  dichas  propiedades  siempre  se  tuvieran  y 
reputasen  por  bienes  profanos,  sujetos  á  la  jurisdicción  real ,  y 
por  consiguiente  en  caso  ni  modo  alguno  por  espirituales;  y 
para  siempre  prohibía  su  enajenación,  con  cláusula  de  nulidad 
de  lo  que  en  contrario  se  hiciera;  y  para  que  se  cuidase  de  que 
^  cumpliera  con  los  gravámenes  expresados  y  manutención 
de  dichas  sus  propiedades  y  para  que  nombrasen  sujeto  que 
^©lebrase  las  misas  en  dicha  ermita,  eligió  y  nombró  por  pri 
^er  patrono  á  D.  Fernando  Cano  Bueno,  y  de  sus  descendientes 
*l  que  poseyese  los  mayorazgos  de  su  casa;  por  segundo  pa- 
^^ono  á  D.  Francisco  Javier  Valdivieso,  y  de  sus  descendientes  al 
4Ue  poseyese  los  mayorazgos  de  su  casa;  y  por  tercer  patrono 
^   J).  Juan  de  Muía  Valdivieso ,  y  de  sus  descendientes  al  que 
Poseyese  el  vínculo  y  mayorazgo  que  su  casa  tenia ;  para  que 
bichos  tres  patronos,  fallecido  el  testador,  eligieran  y  nombra- 
^^n  por  ante  Escribano  un  Presbítero  que  cumpliese  con  las 
^^Tgas  y  gozase  de  los  productos  y  rentas  de  dichas  propieda- 
des, con  las  condiciones  que  expresa: 

Resultando  que  fallecido  en  Agosto  de  1839  el  Presbítero 
^^  Antonio  Sánchez,  que  poseia  el  patronato  fundado  por  Don 
^Osé  Fernandez  Melgarejo,  Doña  Carlota  Salinas,  como  tuto- 
^^.  y  curadora  de  su  hijo  D.  Mariano  Trives  y  Salinas,  elector 
y  patrono  de  aquel,  por  .escritura  de  2  de  Abril  de  1840  eligió 
y  nombró  para  poseedor  del  repetido  patronato  al  Presbítero 
^  •  Diego  Fenollar  y  Ochando ,  el  que  acompañando  copia  de 
^icha  escritura  y  de  la  fundación ,  acudió  á  uno  de  los  Juzga- 
dos de  primera  instancia  de  Murcia,  pretendiendo  se  le  diese 
*^^  correspondiente  posesión;  y  así  acordado,  se  le  dio  en  efiscto 
^11  5  de  Mayo  de  1841: 

Resultando  que  en  11  de  Junio  de  1860  otorgaron  escritura 
^  -  León  Navarro  de  Castilla ,  apoderado  de  D.  Joaquín  Ruif: 
ajinábate  y  D.  Antonio  Diaz  Cañábate  como  legítimos  admi- 
nistradores de  sus  respectivas  esposas  Doña  Josefa  y  Doña 
^dela  Cañábate  ,  y  D.  Diego  Fenollar ,  Presbítero ,  en  la  que 
dijeron  que  teniendo  pendiente  en  el  Juzgado  de  Totana  un 
pleito  sobre  la  división  de  los  bienes  que  constituían  la  dota- 
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cioD  del  patronato  fundado  por  D.  José  Fernandez  Melgiurej 
en  10  de  Enero  de  1729,  cuya  posesión  obtuvo  D.  Antonio  San 
chez  Cepero  hasta  su  fallecimiento,  acaecido  en  14  de  Agost 
de  1839,  pretendiendo  los  poderdantes  de  Navarro  la  mitad  d 
dicho  patronato  por  radicar  en  el  expresado  D.  Antonio  San 
chez  los  derechos  del  actual  poseedor  al  tiempo  del  restable 
cimiento  del  decreto  de  27  de  Setiembre  de  1820  por  el  30  d 
Agosto  de  1836,  los  cuales  fueron  trasmitidos  á  las  consorte 
de  aquellos  por  legitima  sucesión  de  su  padre  D.  José  Agus 
tin  Cañábate,  sobrino  crfrnal  del  referido  poseedor,  y  el  Doi 
Diego  Fenollar,  oponiéndose  á  la  división  por  considerarse  po- 
seedor de  todo  el  patronato  por  el  nombramiento  hecho  á  si 
favor  por  los  patronos,  con  arreglo  á  las  condiciones  de  h 
fundación,  hablan  convenido  en  transigir  el  indicado  pleit< 
bajo  las  bases  y  condiciones,  entre  otras:  primera,  dividir  po) 
partes  iguales  los  bienes  que  en  la  actualidad  constituian  e 
patronato,  que  constaban  de  la  hacienda  de  Camarza,  térmim 
de  la  villa  de  Alhama,  y  los  demás  bienes  que  expresan;  se- 
gunda, que  por  consecuencia  de  la  precedente  condición  se  ha- 
blan valorado  la  hacienda  de  Camarza  y  demás  bienes,  aque- 
lla en  la  cantidad  de  50.490  rs.;  tercera,  que  gravitando  sobn 
dichas  fincas  la  carga  anual  de  200  misas  según  la  fundación, 
estimadas  equitativamente  á  6  rs.  cada  una ,  ascendía  el  gra- 
vamen anual  á  1.200  rs. ,  los  que  capitalizados  al  3  por  lOC 
sumaban  un  total  de  40.000,  quedando,  por  consiguiente  ,  li- 
quido divisible  de  las  expresadas  dos  fincas  13.490  rs.;  cuarta 
que  el  capital  de  cargas  se  dividirla  igualmente  de  por  mi- 
tad, obligándose  cada  una  de  las  partes  al  levantamiento  res- 
pectivo de  las  mismas,  sexta,  que  habiéndose  procedido  á  li 
división  y  adjudicación  de  la  hacienda  Camarza  en  los  térmi- 
nos que  después  se  expresarían ,  y  en  consideración  á  la  me 
jor  conveniencia  de  los  interesados ,  hablan  acordado  que  po 
entonces  quedasen  proindiviso  la  casa-cortijo  con  sus  ejido 
y  ermita,  la  era  de  pan  trillar ,  que  seria  de  aprovechamient  • 
común,  el  nacimiento  de  aguas,  la  balsa  para  depósito  d. 
las  mismas,  asi  como  los  caminos,  veredas,  pasos  y  demás  ser 
vidumbres  de  riego  y  otras  que  tenia  en  la  actualidad  ,  hast 
que  otra  cosa  se  conviniere  por  las  partes,  no  pudiendo  alte 
rarse  sino  por  común  convenio  dichas  servidumbres ;  novena 
D.  Diego  Fenollar  se  obligaba  á  abonar  á  D.  Joaquín  Ruiz  Os 
ñabate  y«D.  Antonio  Diaz  Cañábate  la  mitad  de  las  renta?  dL 
los  bienes  del  patronato,  á  contar  desde  1.^  de  Febrero  ante 
rior,  luego  que  llegase  el  cumplimiento  del  arrendamiento  A^ 
la  hacienda  de  Camarza,  y  practicasen  la  correspondiente  If  * 
quidacion  los  interesados;  trece,  que  en  consecuencia  dé  1< 
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e^lipulado  en  la  primera  condición,  hechos  dos  lotes  y  tirada 
la.   suerte,  habian  correspondido  á  D.  Diego  FenoUar  los  bie- 
n^:3  siguientes:  19  tahuUas  y  media  de  huerta,  y  el  huerto  con 
sui    tapia,  que  constaba  de  tahulla  y  media  y  96  varas,  cor- 
pondiente  á  la  hacienda  de  Gamarza;  186  fanegas  de  tierra 
correspondientes  ¿  ia  misma  hacienda ,  que  lindaban 
acribas  partidas,  que  estaban  unidas,  Levante  el  Peñón  Negro; 
Norte  camino  de  Mazarron;  Poniente  heredero  del  tio  Santo 
y  suerte  del  Poniente  de  la  misma  hacienda;  Mediodía  la  pro- 
picL  suerte,  tirando  una  linea  desde  él  cabezo'  que  hay  al  Po- 
niente por  bajo  de  la  Longuera  Alta  al  cabezo  de  la  era,  que- 
daxido  ppresta  parte  la  de  olivar  reunido  de  riego,  y  siguiendo 
por  el  camino  que  pasa  por  delante  de  la  casa ,  cuya  tierra 
se    hallaba  deslindada  por  los  mojones  que  se  habian  trazado; 
112  fanegas  poco  más  ó  menos  de  monte   improductivo,  sin 
m&8  aprovechamiento  que  las  vertientes,  dividiéndose  con  otra 
porción  igual  oorresfondiente  &  la  otra  suerte  por  la  senda  qué 
pQirte  de  la  balsa  y  corre  al  Poniente  del  castillo  á  buscar  el 
ahorrador  hasta  la  cumbre  de  la  Sierra  de  Carrascoy ;  la  mi- 
"^ad  de  la  casa  corteo  de  la  mencionada  hacienda,  y  la  de  la 
era  de  pan  trillar,  con  otros^  bienes  que  se  designan,  cuyo  va- 
^or  en  junto  ascendia  á  la  cantidad  de   26.745  rs.,  en  la  que 
^e  inoluia  el  capital  de  las  cargas  mencionadas  en  la  condi- 
ción tercera:  que  asimismo  y  por  los  propios  conceptos  habian 
Correspondido  á  D.  Joaquin  Ruiz  Cañábate  y  D.  Antonio  Diaz 
aliñábate,  en  representación  de  sus  citadas  consortes,  los  bie- 
nes siguientes :  25  tahuUas  huerta  de  riego  con  diferentes  ár- 
boles frutales  y  oliveras;  199  fanegas  tierra  secano  con  26 
oliveras  en   una   de  sus  cañadas:  lindando   ambas  partidas, 
^csvante  con  la  otra  suerte  de  la  repetida  hacienda  y  puntos 
^^arcados  con  mojones;  Norte  término  de  Mazarron;  Poniente 
-^«nito  Belchi,  y  Mediodía  el  mismo,  rambla  de  la  Murta  y  otros 
Remecidos;  y  150  fanegas,  poco  más  ó  menos,  de  monte  de  In- 
^5no  Talor,  sin  otro  aprovechamiento  que  el  de  vertientes,  di- 
^^idido  con  la  otra  suerte  adjudicada  á  D.  Diego  Fenollar  por  la 
l^^rte  de  Levante  con  la  senda  que  parte  de  la  balsa  y  corre  al  Po- 
diente del  castillo  á  buscar  el  Chorrador  grande  hasta  la  cum- 
^í^  de  la  Sierra  de  Carrascoy  y  de  sus  linderos  conocidos  de  la 
^«usienda  por  la  parte  de  Poniente;  la  mitad  de  la  casa*cortijo 
V    de  la  era  de  pan  trillar  que  quedaban  proindiviso,  y  los  de- 
^^as  bienes  que  describen ,  ascendente  su  valor  á  la  cantidad 
^^  26.745  rs.,  en  la  que  se  incluía  el  capital  correspondiente  & 
^^M  cargas  mencionadas  en  la  tercera  condición :  que  con  todas 
^llas,  y  en  la  forma  expresada  transigían  el  mencionado  pleito, 
Quedando,  por  lo  tanto,  terminado  éste,  y  renunciaban  cual- 
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quiera  derecho  respecto'  á  esta  transacción,  protestando  no  re- 
clamar nunca  cosa  alguna^  aunque  con  el  tiempo  apareciesen 
documentos  ú  otras  pruebas  -que  evidenciasen  sus  derechos ,  y 
aun  cuando  en  realidad  apareciere  que  habían  sufrido  perjui- 
cio ó  lesión  enormísima  por  error  ó  falta  de  dato ;  pues  si  k> 
hubiere,  se  harían  mutuamente  donación  de  lo  que  resultare: 

Resultando  que  por  otra  escritura  de  21  de  Setiembre  de 
1860  D.  Blas  Pérez  López,  por  sí  y  en  representación  del  Pres- 
bítero   D.  Diego  Fenollar  ,  dijo  que  éste,  por  escritura  de  13 
de  Setiembre  de  1858,  le  Vendió  el  derecho  de  propiedad  que 
tenia  á  la  mitad  de  las  fincas  á  que  babia  quedado  reducido  el 
patronato  de  merelegos  que  poseía,  fundado  por  D.  José  Fer- 
nandez Melgarejo  en  10  de  Junio  de  1729,  reservándose  Feno- 
llar  el  usufructo  vitaliciamente  de  las  mismas  fincas  vendidas, 
obligándose  el  vendedor  á  practicar  con  las  formalidades  lega- 
les la  división  del  patronato  y  ratificar  aquella  escritura  Iuegt> 
que  se  hiciese  ,  si  el  comprador  lo  tuviese  por  conveniente: 
que  cumpliendo  FenoUar  con  lo  estipulado,  procedió,  en  unión 
de  D.  Joaquín  Ruiz  Cañábate  y  D.  Antonio  Díaz  Cañábate,  in- 
mediatos sucesores  al  referido  patronato,  á  la  división  y  adju- 
dicación de  las  fincas  que  en  la  actualidad  lo  componían,  ad- 
judicándose  al  Fenollar  la  mitad  de  la  hacienda  titulada  de 
Camarza,  en  la  forma  que  se  expresa  y  aparece  de  la  escritura 
otorgada  en  11  de  Junio  del  mismo,  año:  que  por  lo  dicho  se 
demostraba  que  el  compareciente  era  dueño  en  propiedad  de  las 
fincas  expresadas,  y  que  Fenollar  era,  mientras  viviese,  dueño 
de  sus  productos:  que  éste,  aclarado  qué  es  de  lo  que  podia^ 
disponer  libremente,  había  decidido  ,  así  como  se  desprendió 
de  la  propiedad  dominio  de  las  fincas ,  desprenderse  del  usu^ 
fructo  vitalicio  que  se  reservó  ,  invitando  al  compareciente 
que  le  comprase  este  derecho,  ó  á  que  lo  enajenase  con  el  d 
propiedad  que  tenia ;  y  no  teniendo  el  compareciente  un  par- 
ticular interés  en  conservar  el  derecho  de  propiedad  menoio — ■ 
nado ,  y   sí  motivos  de  deferencia  para  con  Fenollar ,  babiaff 
convenido  en  proceder  á  la  venta ;  y  en  su  consecuencia  otor — 
gó  que  por  sí  y  á  nombre  de  Fenollar  y  sus  herederos  dab^ 
en  venta  y  perpetua  enajenación  á  Leandro  Egea  para  sí  y 
suyos  todas  las  fincas  de  que  se  hacia  descripción  en  esta  es 
critura  por  precio  de  38.000  rs.,  que  confesaba  tener  recibido 
con  anticipación  del  comprador;  y  hallándose  presente  estema 
nifestó  que  aceptaba  la  venta  en  la  cantidad  indicada  y  ooi 
las  cargas  que  comprendía: 

Resultando  que  por  escritura  otorgada  en  22  de  Mayo 
1865  el  Juez  de  primera  instancia  del  distrito  de  San  Jna 
de  la  ciudad  de  Murcia  vendió  á  D.  Ángel  Guirao,  como  pro^; 
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cedeate  de  los  Propios  de  la   villa  de  Alhama ,  en  el  día  del 
Estado,  previa  la  formación  del  oportuno  expediente  y  subas- 
ta pública,  por  precio  de  840.000  rs.,  á  pagaren  10  plazos  coa 
^trre^lo  á  las  disposiciones  vigentes,  un  trozo  de  tierra  baldío 
denominado  Sierra  de  Carrascoy,  compuesto  de  8.100  fanegas, 
habiendo  dentro   de  sus  límites  12  nacimientos  de  agua  de 
-mprovechamiento  particular  y  varios  trozos  de  tierra  roturada 
j  plantada,  el  que  radicaba  en  el  término  municipal  de  la  villa 
<te  Alhama^  con  los  linderos  siguientes  :  Levante  ,  término  de 
la  capital  de  Murcia  y  hacienda  de,D.  Dionisio  Miguel  Alcá- 
zar, que  en  el  realengo  linda  desde  la  cumbre  más  alta  del  bar- 
ranco del  Pimpollar ,  donde  existe  la  primera  hita  con  direc- 
ción á  Norte,  frente  la  casa  de  Ros  ,  y  bajando  por  la  cuerda 
que   divide  las  aguas  lluvias  con  dicha  dirección  de  Norte 
por  la  cuesta  del  Collado  Hondo  al  Cabero  de  la  Cruz,  de  ésta 
al  Pajarcico  y  desde  éste ,  por  el  Cabero  de  la  Silla  ,  hasta  la 
Peña  Negra;  Mediodía,  término  de  Fueuteálamo,  ó  sean  Pedro 
Monreal,  Gaspar  Pagan,  Tomás  Osete  y  casa  de  Ros,  y  entran- 
do en  el  término  de  Alhama  con  la  hacienda  de  D.  Ginés  Gil, 
compuesta  de  tierras  de  labor  y   montuosas,  por  los  puntos 
de  los  Calar  icos,  que  hay  cerca  del  referido  término  de  Fuen*- 
teálamo,  mina  de  los  Alhameños,  Rincón  grande  del  Herrador 
de  la  Yesera ,  desde  donde  sigue  la  línea  por  la  Cueva  de  los 
<7aballos  á  los  Cocones  de  la  Losa,  y  desde  este  punto,  cru- 
zando por  la  cumbre  del  Cabero ,  de  la  expresada  Losa  se  di- 
rige á  la  falda  de  los  Caberos  del  fin  del  Canto  y  del  Romeral, 
siguiendo  por  el  ramblizo  que  baja  á  la  falda  del  Cabero  ci- 
tado del  Canto,  con  tierra  de  José  García,  Pedro  Oliver,  Don 
Francisco  Chapolí  y  hacienda  de  D.  Damián  Diaz  por  el  Riñ- 
esen de  la  Cañada  del  Granado,  Collado  de  entre  el  Cabero  de 
los  Trigueros,  el  de  la  Fuente  y  Caberos  Negros,  continuado 
por  el  barranco  de  la  Boquera;  Poniente ,  Damián  Diaz  y  Don 
ifanuel  Falces,  por  la  falda  de  los  Caberos  de  la  Cueva  al  bar^ 
raneo  de  los  Conejos  colorados,  herederos  de  Juan  Muñoz,  Don 
Antonio  López  Almagro ,  por  el  Majar  Negro ,  Collado  del  Lo- 
sal  y  majada  de  la  Esparraguera,  huerta  de  Gañuelos  y  Mar- 
tin Rodríguez,  y  Norte,  cumbres  acotadas  por  D.  Dionisio  Mi- 
guel Alcázar,  D.  Francisco  Marinen,  D.  Diego  Bañoa,  Doña 
Francisca  Cánovas ,  D.  Cristóbal  Almansa,  D.  Salvador  Coja, 
D.  Juan  José  Cánovas,  Antonio  Aledo,  Miguel  Martínez,  To- 
más Aledo,  Francisco  Lara  y  otros ,  hasta  llegar  al  linde  del 
Alcázar  : 

Resultando  que  puesto  judicialmente  en  posesión  de  la  finca 
D.  Ángel  Guirao,  acudió  al  Gobernador  civil  de  la  provincia 
^solicitando  se  le  confiriese  la  posesión  gubernativa  con  asis- 
1I.-1.'y3.*  .  17 
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tencia  de  los  peritos  que  la  tasaron  y  midieron  ,  disponiend( 
al  propio  tiempo  se  fijasen  estacas  ó  mojones  en  los  pantoí 
que  los  mismos  designasen,  y  que  practicada  dicha  dilig^noif 
se  le  librase  para  su  resguardo  el  oportuno  testimonio:  el  Go- 
bernador dispuso  se  procediera  á  la  fijación  de  los  puntos  peí 
donde  se  habia  hecho  la  medición  de  la  Sierra  de  Carrascoy 
y  en  su  consecuencia  D.  Rafael  Lax  ,  único  medidor  de  It 
finca,  pasó  á  la  misma,  apareciendo  de  la  diligencia,  firmadi 
por  dicho  perito  en  27  de  Agosto  de  1865,  haberla  practicad( 
con  asistencia  de  testigos  ^  varios  labradores ,  vecinos  y  due- 
ños de  terrenos  colindantes,  sin  que  ocurriera  protesta  d( 
ningún  género,  habiendo  colocado  125  hitas  ó  mojones  si- 
guiendo la  línea  de  designación  de  lindes  determinadas  en  h 
escritura  de  venta  judicial  otorgada  á  D.  Ángel  Guirao;  ex- 
presando además  dicho  perito  que  al  verificar  la  medición  d( 
la  Sierra  de  Carrascoy  se  atuvo  á  las  noticias  recibidas  poi 
los  guias  que  le  acompañaban  y  á  las  seguridades  que  le¿ 
pusieron  algunos  de  loa  colindantes  de  tener  marcados  en  suí 
títulos  de  pertenencia  los  linderos  que  le  indicaron,  sin  que  é 
hubiese  visto  ni  examinado  dichos  títulos,  que  por  estos  mis- 
mos puntos  medidos  y  por  ios  mismos  límites  indicados  s( 
habia  hecho  el  deslinde,  colocadas  las  hitas  correspondientes 
dejando  dentro  de  las  hitas  unos  mojones  de  D.  Ginés  Gil 
según  les  dijeron,  que  ni  estaban  puestos  al  venderse  la  Siern 
ni  mucho  después,  cuando  por  reclamación  verbal  del  mismc 
Gil  se  rectificó  la  medición  en  la  confrontación  de  su  hacíendi 
por  los  mismos  puntos  que  el  expresado  Gil  expresó  ser  sw 
linderos,  pero  que  no  eran  los  puntos  amojonados ,  sino  aque- 
llos en  que  se  hablan  colocado  las  hitas  últimamente  :  que  If 
línea  de  designación  de  los  puntos  expresados  habia  cogido  ^i 
la  parte  interior  de  la  Sierra  diferentes  labores  antiguas  y  ar 
bolados  que  tenia  que  respetar  Guirao  y  permitir  que  entraseí 
á  su  cultivo  y  demás  operaciones  que  necesitasen  sus  dueña< 
actualmente  reconocidos,  no  así  de  las  roturaciones  y  arbola- 
dos nuevos  que  se  habian  hecho  ,  abierto  y  plantado  después 
de  estar  la  Sierra  en  vías  de  tasación,  medición  y  venta  : 

Resultando  que  D.  Antonio  Diaz  Cañábate  y  D.  Joaquii 
Euiz  Cañábate,  en  larepresentacion  con  que  litigan,  en  18  d< 
Noviembre  de  1872  dedujeron  demanda  reivindicatoría,  basadi 
en  que  dicho  deslinde,  hechb  sin  conocimiento  ni  intervencioi 
de  los  Cañabates>  y  á  pesar  de  las  protestas  de  D.  Leandrt 
Egea,  al  colocar  hitas  ó  mojones  que  partiendo  de  un  punte 
mucho  más  bajo  del  llamado  Peñón  Negro  y  terminar  en  li 
embocadura  de  la  rambla  de  la  Murta,  dividió  trasversalmea* 
te  la  hacienda  de  Comarza,  dejándola  reducida  á  la  huerta  ] 
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tierras  labrantías  que  tiene  en  la  parte  llana  y  algunas  rotu- 
raciones en  la  falda  de  la  sierra,  copando  los  terrenos  montuo- 
sos 7  el  suelo  de  algunas  oliveras  seculares  que  á  dicha  ha- 
cienda corresponden,  é  incorporando  á  lo  por  él  comprado  en 
primer  lugar  las  300  fanegas,  poco  más  ó  menos,  de  monte 
bajo,  adjudicadas  ¿  los  Cañabates  y  FenoUar  por  la  escritura 
de  transacción  dicha,  las  que  se  hallaban  divididas  entre  am- 
bas partes  por  una  línea  que  partiendo  de  la  balsa  y  corrien- 
do al  Poniente  del  castillo  ó  torre  va  á  buscar  el  llamado  Chor- 
r^dor  Grande  hasta  la  cumbre  de  la  sierra  de  Carrascoy,  y  en 
sec^undo  las  demás  tierras  que  hay  hasta  llegar  á  la  expresada 
c cimbre;  y  además  alegaron  que  el  dominio  pleno  de  los  ter- 
renos invadidos  perteneció  siempre  á  D.  José  Fernandez  Mel- 
SPc^rejo  y  sucesores,  por  constituir  el  patronato  por  aquel  fun- 
d.cfe.^0:  que  en  un  apeo  hecho  en  1704  se  hizo  constar  que  á 
I^  •    José  Fernandez  Melgarejo  correspondía  el  pleno  dominio  de 
li^     hacienda  de  Comarza ,  y  que  se  extendía  hasta  la  cumbre 
.d^    la  sierra  de  Carfascoy:  que  en  1822  las  monjas  verónicas 
Murcia,  dueñas  de  la  hacienda  de  Espejo,  que  lindaba  por 
^aute  con  la  de  que  se  trata,  promovieron  un  nuevo  apeo, 
^iresultó  consignarse,  como  en  el  de  1704,  que  la  hacienda  de 
^marza,  que  entonces  poseía  D.  Matías  Ochando,  tenia  la  ex- 
^^^ion  y  linderos  hasta  la  cumbre  de  la  sierra  de  Carrascoy 
^^-^«  marca  la  escritura  de  fundación:  que  en  1861  Juan  Rubio 
^^-^endía  hizo   una  roturación  como  de  unas  seis  fanegas  de 
^^^Yra  con  terreno  de  Comarza  dentro  de  los  mojones  colocados 
I^^r  Guirao;  y  habieudo  el  Guarda  mayor  de  montes  del  Estado 
^^Kmnciado  el  hecho  é  instruida  causa  criminal,  se  declaró  en 
j^     ejecutoria  recaída  en  ella  que  los  terrenos  en^  que  había 
^<^ido  lugar  la  roturación  eran  de  la  hacienda  de  Comarza,  ab- 
*^  I  viendo  al  procesado;  y  en  vista  de  tales  hechos  y  de  las 
^^'^nsíderaciones  legales  que  expusieron,  solicitaron  que  se  de- 
^*^^rase  que ,^  correspondían  y  pertenecían  á  D.  Joaquín  Ruiz 
^^^^^abate  y  D.   Antonio  Díaz  Cañábate  en  lá  representación 
^^^^  ostentan  las  150  fanegas  de  tierra  de  monte  bajo  que  por 
1^     escritura  de  transacción  se  les  adjudicaron  y  se  hallan  des- 
^^^^adas  en  la  misma,  de  la  que  también  fueron  adjudicadas 
^    X).  Diego  FenoUar;  y  que  corresponden  á  Doña  Josefa  y  Doña 
^^=^ilia  Egea,  como  herederas  y  sucesoras  de  su  difunto  padre 
^^     Leandro,  las  otras  150  fanegas  de  igual  clase  y  calidad  á 
^^^«  se  refiere  dicha  escritura,  cuyos  terrenos  se  hallan  com- 
^^"^^ndidos  entre  las  lineas  de  mojones  colocados  por  D.  Ángel 
.  ^^irao  y  el  sitio  de  la  sierra  de  Carrascoy  denominado  el  Pa- 
^^<;ioo;  y  en  su  virtud,  se  condenase  á  Doña  Joaquina  Guirao 
^ue  en  término  de  tercero  día  se  las  entregase,  con  todos  los 


260  TRIBUNAL  SUPREMO. 

frutos  y  rentas  que  hubiesen  producido  y  debido  producir  des- 
de que  se  hallaba  detentándolas ,  declarando  asi  bien  que  los 
demás  terrenos  roturados  ó  sin  roturar  que  como  continuación 
de  indicadas  300  fanegas  se  hallan  comprendidas  en  los  bar- 
rancos Pimpollar  y  de  la  Murta,  hasta  llegar  á  la  cumbre  de 
la  sierra  de  Garrascoy,  les  correspondían  del  mismo  modo  por 
ser  dichos  puntos  los  linderos  que  por  Levante,  Poniente  y 
Mediodía  tenia  expresada  hacienda,  y  condenar  en  su  conse- 
cuencia á  la  Doña  Joaquina  á  que  se  les  restituyera  en  la  pro- 
pia forma  que  las  300  fanegas  antedichas: 

Resultando  que  conferido  traslado  de  la  demanda  á  Doña 
Jonquina  Guirao,  solicitó  se  citase  de  eviccion  y  saneamiento 
á  D.  Ángel  Guirao,  legalmente  obligado  á  defenderla;  y  asi 
acordado  evacuaron  el  traslado  pretendiendo  se  desestimase  la 
demanda  y  declarase  que  la  fundación  del  patronato  de  legos 
hecha  por  D.  José  Fernandez  Melgarejo,  de  que  los  demandan- 
tes traen  causa  y  en  que  fundan  su  derecho  en  este  pleito, 
comprende  según  la  escritura  aportada  por  ellos  una  heredad 
que  nombran  Comarza,  compuesta  de  más  de  400  fanegas  de 
tierra  inclusa  en  ella  la  ermita,  casa,  fuente  de  agua  y  mk 
de  40  tahullas  de  riego  con  moreras  y  árboles;  y  que  los  de 


mandantes  se  encuentran  en  el  goce  y  pacifica  posesión  d 
más  de  400  fanegas  de  tierra,  plantadas  y  cultivadas  en  es 
heredad,   sin  llegar  ni  mucho  menos  á  traspasar  la  línea  d 
mojones  que  separa  dicha  heredad  de  los  terrenos  de  monte 
vendidos  por  el  Estado  á  los  Propios  y  Común  de  vecinos  d 
Alharaa  comprados  por  D.  Ángel  Guirao  y  de  los  que  es  dueñi 
legitima  Doña  Joaquina  Guirao,  absolviéndola  en  su  virtud  d 
expresada  4emanda,  imponiendo  perpetuo  silencio  á  los  deman 
dantes,  con  expresa  condenación  de  costas  á  los  mismos;  al 
gando  en  apoyo  de  sus  excepciones:  que  acotado  y  cerrado 
monte  comprado  al  Estado  por  D.  Ángel  Guirao,  éste  en  us 
de  su  derecho  dedujo  contra  Manuel  Fenollar,  colono  de 
hacienda  de  Comarza,  un  interdicto  de  despojo  por  haberse  i 
trusado  en  lo  acotado  á  labrar  una  fanega  de  tierra,  el  q 
fué  resuelto  por  auto  restitutorio  de  6  de  Noviembre  de  186 
llevándose  á  efecto  en  8  del  mismo  mes :  que  en  uso  de  e 
raismo  derecho  habia  venido  y  venia  cobrando  los  terrajes 
mitad  de  los  frutos  de  las  tierras  que  algunos  comarcanos 
la  sierra  de   Carrascoy  habrían  venido  roturando  dentro  S^ 
terreno  amojonado:  qne  la  hacienda  de  Comarza  según  el  c 
tastro  de  1757  figura  bajo  el  nombre  de  capellanía  con 
fanegas  de  tierra,  376  de  sembradura  secano,  95  y  media 
atochas  y  las  restantes  de  riego :  que  dicha  hacienda  de  (Jc^*^ 
marza  figura  en  el  actual  amillaramiento  de  la  villa  de  AII^ 


J 
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xna  con  400  fanegas:  que  D.  Ángel  Guirao  vendió  ¿  su  tia 
Doña  Joaquina  el  expresado  trozo  de  monte  de  la  sierra  de 
!3arpascoy  en  11  de  Junio  de  1868:  que  á  D.  Ángel  Guirao  le 
Taltaba  de  las  8.100  fanegas  que  compró  al  Estado  más  de  la 
nitad  que  detentan  los  colindantes  y  entre  ellos  los  demándan- 
os; y  como  fundamentos  de  derecho  alegó,  entre  otros,  que 
ú  comprador  adquiere  cuantos  derechos  y  acciones  tenia  el 
Tendedor ;  y  el  principio  consignado  por  la  jurisprudencia  de 
os  Tribunales  de  que  para  reducir  una  acción  reivindicatoría 
ís  necesario  apoyarla  en  titulo  de  dominio: 

Resultando  que  los  actores  en  la  réplica  reprodujeron  las 
pretensiones  de  su  demanda,  asi  como  los  demandados  lo  hi- 
cieron al  duplicar,  adicionando  como  hechos:  que  D.  Leandro 
^ge^j  padre  de  Doña  Josefa  y  Doña  Emilia,  demandantes,  des- 
pués del  amojonamiento,  con  su  asistencia,  de  la  sierra  de  Car- 
"-ascoy,  solicitó  de  Guirao  le  vendiese  á  censo  las  vertientes  de 
^  hacienda  de  Comarza,  á  cuyo  efecto  le  dirigió  la  carta  que 
presentaban;  y  que  D.  Antonio  Diaz  Cañábate,  por  si  y  á  nom- 
bre de  su  pariente  D.  Joaquín,  solicitó  de  D.  Ángel  Guirao 
e  vendiese  todas  las  vertientes  que  confrontaban  con  la  refe- 
rida hacienda  de  Comarza: 

Hesultando  que  practicadas  las  pruebas  que  las  partes  pro- 
pusieron, el  Juez  de  primera  instancia  dictó  sentencia,  de  la 
jue  interpusieron  apelación  D.  Ángel  y  Doña  Joaquina  Guirao: 
Hesultando  que  remitidos  los  autos  á  la  Audiencia  después 
Se  la  alegación  de  agravios  por  D.  Ángel  Guirao,  el  Ministe- 
rio fiscal ,  en  representación  de  la  Hacienda  pública,  solicitó 
ier  parte  en  los  autos  en  virtud  de  la  citación  de  eviccion  que 
Bn  el  inferior  se  habia  hecho  á  aquella  en  tiempo  oportuno 
por  el  D.  Ángel  Guirao,  comprador  de  los  terrenos  baldíos  de 
la  sierra  de  Carrascoy,  de  los  Propios  de  Alhama,  en  2&  de 
Abril  de  1865;  que  tenido  por  tal,  se  entendieran  con  dicho 
Ministerio  como  con  el  Guirao  las  actuaciones  sucesivas: 

Hesultando  que  la  referida  Sala  de  la  Audiencia,  por  sen- 
tencia de  30  de  Junio  de  1874,  confirmatoria  en  parte  de  la 
^el  Juez  de  primera  instancia,  declaró  que  son  de  la  propie- 
dad de  los  demandantes  D.  Joaquín  Ruiz  Cañábate  y  D.  An- 
ótenlo Diaz  Cañábate,  como  representantes  de  sus  esposas  Doña 
Josefa  y  Doña  Adela  Cañábate,  y  de  Doña  Josefa  y  Doña  Emi- 
lia Egea,  hijas  de  D.  Leandro,  los  terrenos  que  como  pertene- 
cientes al  vínculo  fundado  por  D.  José  Fernandez  Melgarejo 
se  comprenden  desde  los  que  los  mismos  demandantes  poseen 
liasta  la  cumbre,  ó  sea  lo  más  alto  de  la  sierra  de  Carrascoy, 
la  Bambla,  ó  barranco  llamado  de  la  Murta,  y  la  mojonera  de 
^Naciente,   colocada  al  darse  posesión  administrativa  de  los 
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miamos  á  D.  Ángel  Guirao,  cuya  mojonera  corre  por  el  colla- 
do de  la  Crnz  de  Pajarcico,  Silla  de  Gomarza,  al  Peñón  Ne- 
grOf  dentro  de  cuyo  perímetro  se  encuentran  las  300  fanegfas, 
por  mkn  6  menos,  divididas  entre  los  demandantes,  á  que  se 
contrae  la  escritura  de  transacción  de  11  de  Junio  de  1860,  siii 
hacer  declaración  de  los  terrenos  que  median  entre  el  barran- 
co del  Pimpollar  y  dicha  mojonera  de  Naciente,  á  contar  desde 
el  Pajarcico,  por  no  haberse  dado  posesión  de  ellos  al  D.  Án- 
gel Ouirao,  y  que  por  consiguiente  no  son  ni  pueden  ser  ob- 
jeto de  la  acción  reivindicatoría  intentada  por  los  demandan- 
tes; y  condenó  á  Doña  Joaquina  Guirao,  actual  poseedora  de 
los  expresados  terrenos,  á  que  los  devuelva  y  entregue  dentro 
de  tercero  dia  á  los  demandantes,  con  los  frutos  y  rentas  pro- 
ducidos ó  debidos  producir  desde  U  contestación  á  la  deman- 
da, con  la  obligación  de  parte  de  estos  de  abonar  á  aquella  las 
ímpensas  y  mejoras  útiles  y  necesarias  que  justifique  haber 
hecho  en  dichos  terrenos;  y  condenó  asimismo  ¿  la  Hacienda 
pública,  como  vendedora  de  terrenos  que  no  le  pertenecían  & 
Ü.  Ángel  Guirao,  contra  quien  se  ha  seguido  la  acción  objeto 
do  este  pleito,  en  las  costas  de  ambas  instancias: 

Resultando  que  D.  Ángel  Guirao  interpuso  recurso  de  oa- 
nación,  alegando  como  motivos: 

1  .*    Que  la  sentencia  infringía  la  ley  16,  tít.  22,  Partida  3.*, 
en  pro  de  cuya  observancia  ha  dictado  este  Tribunal  Supremo 
considerable  número  de  sentencias  de  casación ,  puesto  que 
comparado  lo  pedido  en  la  demanda  con  lo  resuelto  en  la  sen- 
tencia, resultan  tres  capitales  diferencias ,   que  demuestran  la 
falta  de  congruencia  entre  aquella  y  ésta:  que  en  la  demanda 
se  pidió  la  reivindicación  de  dos  porciones  de  terreno,  la  una 
de  300  fanegas  de  extensión,  comprendida  «entre  la  linea  de 
mojones  colocados  por  D.  Ángel  Guirao  y  el  sitio  de  la  sierra 
de  Carrascoy  denominado  el  Pajarcico,  y  la  otra  formada  por 
los  domas  terrenos  roturados  ó  sin  roturar  que  se  hallaban  á 
continuación  de  las  indicadas  300  fanegas  y  estaban  compren- 
<lidas  cutre  los  barrancos  Pimpollar  y  de  la  Murta,  hasta  lle- 
gar h  la  cumbre  de  la  sierra  de  Carrascoy,»  por  ser  dichos 
puntos  los  linderos  que  por  Levante,  Poniente  y  Mediodía  tenia 
la  expresada  hacienda  de  Comarza,  es  decir,  que  el  terreno  que 
reivindicaba  tenia  de  linderos  por  un  lado  toda  la  línea  de 
mojones  colocados  por  D.   Ángel  Guirao,  por  el  opuesto  la 
oumbrtí  do  la  Sierra  de  Carrascoy  y  por  los  otros  dos  el  bar- 
raneo  del  Pimpollar  por  el  uno  y  el  de  la  Murta  por  otro;  y 
en  la  sentancia  al  terreno  declarado *de  la  propiedad  de  los  de-  , 
mandantes  se  le  señalaban  como  linderos  por  un  lado  los  ter- 
renos }M>9eidos  por  los  demandantes»  por  el  opuesto  la  cambre 


SSNTSNCIAS  DA  1875.  263 

i  sea  lo  más  alto  de  la  sierra  de  Carrascoy,  por  otro  la  ranlbla 
6  barranco  de  la  Murta  y  por  el  cuarto  y  último  lado  la  mo- 
jonera colocada  al  Naciente  al  darse  posesión  al  Guirao  y  que 
sube  por  el  collado  de  la  Cruz ,  el  Pajarcico  y  la  Silla  de  Co- 
marza,  hasta  el  Peñón  Neg^ro ;  de  manera  que  en  la  sentencia 
se  declaró  de  la  propiedad  de  los  demandantes  una  finca  di- 
versa de  la  que  estos  habían  reclamado,  y  cuando  menos  re- 
sultaba que  el  Tribunal  sentenciador  se  permitió  señalar  ofi- 
ciosamente una  situación  y  linderos  que  uo  se  hablan  pedido 
en  la  demanda;  que  en  ésta  se  pidió  que  de  todo  el  terreno 
que  era  su  objeto,  se  declarase  que  la  parte  comprendida  entre 
lo.  línea  de  mojones  colocados  por  Guirao  y  el  sitio  denomi- 
nado el  Pajarcico,  cuya  parte  tenia  300  fanegas  de  extensión, 
t^orrespondian  150  á  los  Cañabates  y  otras  tantas  de  igual  clase 
y  calidad  á  los  Egea;  y  en  la  sentencia  nada  se  resolvía  sobre 
-^tste  punto,  puesto  que  solamente  se  decia  que  en  el  terreno 
<2ue  se  declaraba  de  la  propiedad  de  los  demandantes  se  en- 
^^^ontraban  las  300  fanegas,  por  más  ó  menos,  divididas  entre 
^Uos;  y  que  si  bien  los  demandantes  pidieron  la  entrega  de  laa 
os  porciones  en  que  dividían  al  efecto  el  terreno  que  reivin- 
icaban,  no  pidieron  la  condena  de  frutos  y  rectas  producidas 
debidas  producir  sino  respecto  á  la  primera  parte,  esto  es, 
las  fanegas,  sin  embargo  de  que  decían  en  la  segunda  que 
n  otra  había  también  terrenos  roturados,  y  esto  no  obstante, 
^9  sentencia  condenaba  á  Guirao  al  pago  de  reutas  producidas 
debidas  producir,  no  sólo  por  las  300  fanegas,  sino  tambieu 
or  las  demás  que  se  declaraban  ser  de  la  propiedad  de  la 
^arte  actora: 

2.°    Que  según  se  ha  declarado  en  repetidas  sentencias  de 
""Ciasacion,  son  condiciones  esenciales* de  la  acción  reivindica- 
toría, que  el  que  reivindica  presente  el  justo  título  que  acre- 
x^ite  su  dominio  sobre  la  cosa  reivindicada  ,  y  que  determine 
'^sta  cosa  de  manera  que  no  se  confunda  con  las  demás,  y  la 
^arte  actora  no  ha   acreditado  su  dominio  ni  ha  presentado 
^el  mismo  un  titulo  legitimo,  en  cuanto  que  no  puede  conside- 
"^arse  para  el  caso  ni  la  fundación  vincular  hecha  en  1729  por 
H^rancisco  Melgarejo,  ni  la  escritura   de  transacción  otorgada 
^2on   el  poseedor  Fenollar  en  1860  ,  ni  la  de  venta  hecha  por 
^'^te  á  favor  de  D.  Leandro  Egea  en  21  de  Setiembre  del  mis- 
^inao  año  de  1860;  y  puesto  que  la  parte  actora  ni  ha  presentado 
titulo  de  su  dominio  ni  le  ha  acreditado   de  otra  manera,  la 
sentencia  infringe  la  ley  10,  tit.  14,  Partida  3.^,  en  cuanto 
declara  de  la  propiedad  de  aquella  las  tierras  discutidas  en  el 
pleito. 

3.^    Que  tampoco  se  determina  la  cosa  reivindicada^  porque 
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mismos  á  D.  An^el  Guirao,  cuya  mojonera  corre  por  el  colla- 
do de  la  Cruz  de  Pajarcico,  Silla  de  Comarza,  al  Peñón  Ne- 
gro, dentro  de  cuyo  perímetro  se  encuentran  las  300  fanegas, 
por  más  ó  menos,  divididas  entre  los  demandantes,  á  que  se 
contrae  la  escritura  de  transacción  de  11  de  Junio  de  1860,  sio 
hacer  declaración  de  los  terrenos  que  median  entre  el  barran- 
co del  Pimpollar  y  dicha  mojonera  de  Naciente,  á  contar  desde 
el  Pajarcico,  por  no  haberse  dado  posesión  de  ellos  al  D.  Án- 
gel Guirao,  y  que  por  consiguiente  no  son  ni  pueden  ser  ob- 
jeto de  la  acción  reivindicatoría  intentada  por  los  demandan- 
tes; y  condenó  á  Doña  Joaquina  Guirao,  actual  poseedora  de 
los  expresados  terrenos,  á  que  los  devuelva  y  entregue  dentro 
de  tercero  día  á  los  demandantes,  con  los  frutos  y  rentas  pro- 
ducidos ó  debidos  producir  desde  1^  contestación  á  la  deman- 
da, con  la  obligación  de  parte  de  estos  de  abonar  á  aquella  las 
impensas  y  mejoras  titiles  y  necesarias  que  justifique  haber 
hecho  en  dichos  terrenos;  y  condenó  asimismo  á  la  Hacienda 
pública,  como  vendedora  de  terrenos  que  no  le  pertenecían  & 
D.  Ángel  Guirao,  contra  quien  se  ha  seguido  la  acción  objeto 
de  este  pleito,  en  las  costas  de  ambas  instancias: 

Resultando  que  D.  Ángel  Guirao  interpuso  recurso  de  ca- 
sación, alegando  como  motivos: 

1.**    Que  la  sentencia  infringía  la  ley  16,  tít.  22,  Partida  3.*, 
en  pro  de  cuya  observancia  ha  dictado  este  Tribunal  Supremo 
considerable  número  de  sentencias  de  casación ,  puesto  que 
comparado  lo  pedido  en  la  demanda  con  lo  resuelto  en  la  sen- 
tencia, resultan  tres  capitales  diferencias,   que  demuestran  la 
falta  de  congruencia  entre  aquella  y  ésta:  que  en  la  demanda 
se  pidió  la  reivindicación  de  dos  porciones  de  terreno,  la  una 
de  300  fanegas  de  extensión,  comprendida  «entre  la  línea  de 
mojones  colocados  por  D.  Ángel  Guirao  y  el  sitio  de  la  sierra 
de  Carrascoy  denominado  el  Pajarcico,  y  la  otra  formada  por 
los  demás  terrenos  roturados  ó  sin  roturar  que  se  hallaban  á 
continuación  de  las  indicadas  300  fanegas  y  estaban  compren- 
didas entre  los  barrancos  Pimpollar  y  de  la  Murta,  hasta  lle- 
gar á  la  cumbre  de  la  sierra  de  Carrascoy,»  por  ser  dichos 
puntos  los  linderos  que  por  Levante,  Poniente  y  Mediodía  tenia 
la  expresada  hacienda  de  Comarza,  es  decir,  que  el  terreno  que 
reivindicaba  tenia  de  linderos  por  un  lado  toda  la  linea  de 
mojones  colocados  por  D.   Ángel  Guirao,  por  el  opuesto  la 
cumbre  de  la  Sierra  de  Carrascoy  y  por  los  otros  dos  el  bar- 
ranco del  Pimpollar  por  el  uno  y  el  de  la  Murta  por  otro;  y 
en  la  sentencia  al  terreno  declarado *de  la  propiedad  de  los  de- 
mandantes se  le  señalaban  como  linderos  por  un  lado  los  ter^ 
renos  poseídos  por  los  demandantes,  por  el  opuesto  la  cumbre 
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i  sea  lo  más  alto  de  la  sierra  de  Carrascoy,  por  otro  la  raiñbla 
i  barranco  de  la  Murta  y  por  el  cuarto  y  último  lado  la  mo- 
jonera colocada  al  Naciente  al  darse  posesión  al  Guirao  y  que 
sube  por  el  collado  de  la  Cruz ,  el  Pajarcico  y  la  Silla  de  Co- 
marza,  hasta  el  Peñón  Negro ;  de  manera  que  en  la  sentencia 
se  declaró  de  la  propiedad  de  los  demandantes  una  finca  di- 
versa de  la  que  estos  habian  reclamado,  y  cuando  menos  re- 
sultaba que  el  Tribunal  sentenciador  se  permitió  señalar  ofi- 
oicsamente  una  situación  y  linderos  que  no  se  habian  pedido 
ex2  la  demanda:  que  en  ésta  se  pidió  que  de  todo  el  terreno 
q^jie  era  su  objeto,  se  declarase  que  la  parte  comprendida  entre 
linea  de  mojones  colocados  por  Guirao  y  el  sitio  denomi- 
.do  el  Pajarcico,  cuya  parte  tenia  300  fanegas  de  extensión, 
rrespondian  150  á  los  Cañabates  y  otras  tantas  de  igual  clase 
calidad  á  los  Egea;  y  en  la  sentencia  nada  se  resolvía  sobre 
t:e  punto,  puesto  que  solamente  se  decia  que  en  el  terreno 
€  se  declaraba  de  la  propiedad  de  los  demandantes  se  en- 
straban  las  300  fanegas,  por  más  ó  menos,  divididas  entre 
es;  y  que  si  bien  los  demandantes  pidieron  la  entrega  de  las 
^33  porciones  en  que  dividían  al  efecto  el  terreno  que  reivin- 
^i^iaban,  no  pidieron  la  condena  de  frutos  y  rectas  producidas 
y     debidas  producir  sino  respecto  á  la  primera  parte,  esto  es, 
^     las  fanegas,  sin  embargo  de  que  decían  en  la  segunda  que 
otra  había  también  terrenos  roturados,  y  esto  no  obstante, 
sentencia  condenaba  á  Guirao  al  pago  de  reutas  producidas 
y     debidas  producir,  no  sólo  por  l&s  300  fanegas,  sino  también 
por  las  demás   que  se  declaraban  ser  de  la  propiedad  de  la 
P^^rte  actora: 

^  S.^    Que  según  se  ha  declarado  en  repetidas  sentencias  de 
"^^aacion,  son  condiciones  esenciales* de  la  acción  reivindica- 
toría, que  el  que  reivindica  presente  el  justo  título  que  acre- 
^^te  su  dominio  sobre  la  cosa  reivindicada  ,  y  que  determine 
^^ta  cosa  de  manera  que  no  se  confunda  con  las  demás,  y  la 
P^rte  actora  no  ha  acreditado  su  dominio  ni  ha  presentado 
^^1  mismo  un  titulo  legítimo,  en  cuanto  que  no  puede  conside- 
t^^se  para  el  caso  ni  la  fundación  vincular  hecha  en  1729  por 
^  ^ancisco  Melgarejo,  ni  la  escritura  de  transacción  otorgada 
?^^    el  poseedor  Fenollar  en  1860  ,  ni  la  de  venta  hecha  por 
^^   á  favor  de  D.  Leandro  Egea  en  21  de  Setiembre  del  mis- 
Í?P  año  de  1860;  y  puesto  que  la  parte  actora  ni  ha  presentado 
^^UIq  de  su  dominio  ni  le  ha  acreditado   de  otra  manera,  la 
,^^tenc¡a  infringe  la  ley  10,  tít.  14,  Partida  3.*,  en  cuanto 
^^^lara  de  la  propiedad  de  aquella  las  tierras  discutidas  en  el 

^•^    Que  tampoco  se  determina  la  cosa  reivindicada^  porque 
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ni  la  mensura  está  determinada  exactamente  en  la  fundación^ 
ni  los  linderos  en  ella  señalados  son  bastantes  para  identificar 
la  finca:  que  tampoco  la  determinaron  los  demandantes  en  la 
demanda,  por  no  haberse  atrevido  á  separarse  de  lo  que  en  1& 
fundación  se  decia,  y  el  Tribunal  sentenciador  tuvo  que  seña- 
lar en  la  sentencia  á  la  finca  otros  linderos  para  determinarla 
con  la  precisión  necesaria ;  que  las  escrituras  de  transacción 
y  venta  estaban  todavía  más  defectuosas,   y  siendo  estos  los 
únicos  documentos   presentados  para  determinar  ó  identificar 
la  finca  de  la  reivindicación ,  resulta  que  esto  no  se  hizo  por 
la  parte  actora  ,  faltando  asi  á  una  de  las  circunstancias  ne- 
cesarias para  que  pudiera  estimarse  en  justicia  la  acción  ejer- 
citada, y  por  ello  al  estimarla  Sala  sentenciadora  la  demanda, 
ha  infringido  las  leyes  25  y  26,  tít.  2.*,  Partida  3.*,  cuyo  sen- 
tido, enteramente  conforme  con  lo  expuesto,  ha  fijado  repetidos 
veces  este  Tribunal  Supremo   en  sus  sentencias  de  casación. 
Y  4.*^    Que  en  la  sentencia  se , afirma  que  la  Hacienda  pú- 
blica habia  vendido  á  D.  Ángel  Guirao  los  terrenos  reivindi- 
cados por  los  Cañabates,  lo  cual  equivale  á  decir  que  la  parte- 
demandada  estaba  poseyendo  dichos  terrenos  en  virtud  de  un 
titulo  traslativo  de  dominio,  cual  lo  es  el  contrato  de  compra- 
venta: que  esto  sentado,  la  acción  reivindicatoria  de  esos  ter- 
renos no   podia  prosperar  con  arreglo  á  derecho,  ni  ser  esti- 
mada por  el  Tribunal  sentenciador ,  sin  que  se  ejercitase  antea— 
todo  otra  acción  para  anular  y  destruir  el  título  en  virtud  de 
cual  estaba  poseyendo  la  cosa  aquel  contra  quien  se  intenta 
reivindicarla,  y  en  tal  concepto  se  infringió  la  doctrina  lega 
declarada  y  establecida  en  varias  sentencias  de  este  Tribuna 
Supremo,  entre  ellas  la  de  9  de  Diciembre  de  1864  ,  respect 
á  las  acciones  de  nulidad  que  son  perjudiciales  de  la  reivindi 
catoria,  las  cuales  deben  ejercitarse  primaria  y  principalmen 


antes  que  ésta  para  destruir  el  titulo  en  virtud  del  cual  pose^  a 
aquel  contra  quien  se  haya  de  reivindicar  después  la  cosa. 

Y  resultando  que  por  parte  del  Ministerio  fiscal  se  intei 
puso  también  recurso  de  casación,  fundado  en  que  los 
en  uso  del  derecho  de  que  se  creian  asistidos  conforme  á  h 
títulos  que  la  garantizaban  ,  hablan  entablado  desde  luego 
acción  reivindicatoria,  no  contra  D.  Ángel  Guirao,  compradi 
i  la  Hacienda  de  la  sierra  de  Carrascoy  ,  sino  contra  Del 
Joaquina  Guirao,  á  quien  aquel  la  enajenó ,  sin  que  antes  hi 
biesen  recurrido  á  la  vía  gubernativa;  y  que  por  elío  se  hab —  i^ 
infringido: 

1.**    El  art.  173  de  la  instrucción  de  31  de  Mayo  de  185  *?. 

2.**    Las  Reales  órdenes  de  11  de  Abril  de  1860  y  7  de  N- 
viembre  de  1867. 
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3.®  El  espíritu  de  los  decretos  de  20  de  Setiembre  de  1851 
7  9  de  Julio  de  1869. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Mag^istrado  D.  Ramón  Diaz  Vela. 

Considerando  que  la  primera  de  las  tres  capitales  diferen- 
cias  en  que  se  hace  consistir  la  incongruencia  de  la  sentencia 
con  la  demanda  que  se  alega  como  primer  motivo  del  recurso 
de  casación  interpuesto  por  parte  de  D.  Ángel  Quirao  recae  so- 
bre los  linderos  con  que  se  señala  en  la  demanda  la  parte  de 
la  finca  que  en  ella  se  reivindica  y  los  que  da  la  sentencia  ¿ 
los  terrenos  que  declara  de  la  propiedad  de  los  demandantes 
como  pertenecieütes  al  vínculo  fundado  por  D.  José  Fernandez 
Melgarejo;  j  como  la  única  variación  sustancial  que  acerca  de 
este  particular  se  deja  notar  está  en  el  lindero  de  Levante,  ó 
sea  el  barranco  de  Pimpollar,  que  se  fija  en  la  demanda,  y  el 
que  por  el  mismo  lado  designa  la  sentencia,  ó  sea  al  Naciente, 
la  mojonera  colocada  al  darse  posesión  al  D.  Ángel  Guirao,  es 
una  consecuencia  necesaria  del  extremo  de  la  sentencia ,  que 
determina  no  haber  lugar  á  hacer  la  declaración  sobre  los  ter- 
ixnos  que  median  entre  dicho  barranco  del  Pimpollar  hasta 
donde  se  extendía  la  demanda ,  y  la  dicha  mojonera  de  Na- 
ciente por  no  haberse  dado  posesión  de  ellos  al  Guirao,  es 
claro  que  la  variación  de  límites  por  este  lado,  concediendo  así 
i  los  demandantes  menos  de  lo  que  han  pedido,  no  constituye 
la  falta  de  la  congruencia  que  prohibe  la  ley  16 ,  tit.  22  de  la 
Partida  3.*  ni  la  contraría  ni  infringe  ,  sino  que  por  el  con- 
trariOy  se  ajusta  al  precepto  terminante  de  la  ley  43,  tit.  2.®, 
Partida  3.^,  en  los  casos  que  resulta  probados  menos  de  lo  que 
se  ha  pedido: 

Considerando  que  la  segunda  de  las  tres  diferencias  men- 
cionadas no  encierra  alteración  alguna  sustancial ,  reducién- 
dose á  una  variante  de  mera  redacción,  como  lo  es  el  que  en  la 
demanda  se  hayan  pedido  150  fanegas  de  terreno  para  dos  d^ 
los  demandantes,  y  el  mismo  numero  de  fanegas  para  los  otros 
dos,  con  arreglo  á  una  transacción  de  11  de  Junio  de  1869;  y 
al  declarar  la  sentencia  que  les  correspondía  todo  el  perímetro 
qne  dejaba  trazado ,  expresando  que  dentro  de  él  se  encontra- 
Imn  las  300  fanegas  por  más  ó  menos  divididas  entre  los  de- 
mandantes á  que  se  contraía  la  misma  transacción ,  es  claro 
qne  con  esta  fórmula  nada  quedaba  sin  resolver  sobre  este 
ponto  ni  se  incurría  de  modo  alguno  en  incongruencia  entre 
lo  pedido  y  sentenciado  acerca  del  mismo: 

Considerando  que  la  tercera  falta  de  congruencia  alegada 
no  tiene  más  importancia  que  la  anterior,  porque  si  bien  en  la 
sentencia  se  condena  en  junto  á  Dofia  Joaquina  Guirao,  como 
actual  poseedora,  al  pago  de  los  frutos  y  rentas  que  desde  la 
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contestación  de  la  demanda  hayan  producido  y  debido  produ- 
cir todos  los  terrenos  que  declara  de  la  propiedad  de  los  de- 
mandantes, tanto  habían  pedido  estos  desde  la  detentación 
textualmente  por  los  terrenos  que  expresa  el  primer  extremo 
de  la  demanda,  y  en  la  misma  forma  ó  de  inmediata  referen* 
cia  respecto  de  los  otros  terrenos  que  comprende  el  extremo 
.  segundo,  de  manera  que  toda  esta  diferencia  queda  reducida  & 
que  la  sentencia  condena  en  un  solo  lugar  ó  de  una  vez  á  lo 
que  en  la  demanda  se  ha  pedido  en  dos,  y  de  consiguiente 
tampoco  por  este  motivo  existe  la  incongruencia  ni  la  infrac^ 
cion  de  la  precitada  ley  16,  tit.  22  de  la  Partida  3.*: 

Considerando  que  la  Sala  sentenciadora,  apreciando  en  con- 
junto las  pruebas  practicadas  en  el  pleito,  asi  la  documental 
como  la  testifical  y  reconocimiento  judicial,  estimó  evidencia- 
do que  los  terrenos  litigiosos  pertenecian  ¿  los  demandantes  y 
no  á  los  demandados,  á  cuya  apreciación  de  pruebas  debe  es- 
tarse en  casación  mientras  no  se  demuestre  que  al  hacerla  ha 
quebrantado  ley  ó  doctrina  legal  concreta,  pertinente  á  la  mis- 
ma apreciación  de  pruebas,  lo  que  no  se  ha  ejecutado,  porque 
no  es  de  esta  clase  la  ley  10,  tit.  14  de  la  Partida  3.*,  citada 
en  el  segundo  motivo:  además  de  que  al  alegarse  en  él  que 
los  demandantes  no  habian  acreditado  con  documentos  el  do- 
minio  de  la  cosa  que  reivindicaban  se  reconoce  por  la  funda- 
ción que  presentaron,  hecha  por  D.  José  Fernandez  Melgarejo, 
acreditaba  el  dominio  de  los  bienes  en  que  consistía  á  favoi 
de  los  llamados  á  obtenerla;  y  aunque  al  mismo  tiempo  se 
sostiene  que  ninguno  de  los  demandantes  lo  estaban,  este  punte 
no  es  apreciable  en  casación  porque  acerca  de  él  no  se  abrid 
oportunamente  discusión  en  el  pleito,  y  hasta  se  vino  á  poüei 
fuera  de  ella  por  la  petición  hecha  en  el  escrito  de  contesta- 
ción, reproducida  en  el  de  duplica;  de  todo  lo  cual  se  deduce  que 
es  ineficaz  é  inatendible  este  segundo  motivo: 

Considerando  que  en  el  mismo  caso  viene  á  hallarse  el  ter- 
cero, no  bien  conciliable  con  el  de  la  incongruencia,  y  por  él 
qne  se  supone  que  en  la  demanda  no  se  determina  la  finca  rei- 
vindicada y  que  los  linderos  que  se  les  señalaron  no  eran  su- 
ficientes para  identificarla,  porque  aparte  de  que  esto  se  halla 
contradicho  irrevocablemente  por  el  resultado  de  las  pruebaé 
y  su  apreciación  por  la  Sala  sentenciadora,  tal  cuestión  per- 
tenece al  enjuiciamento  ó  ala  forma  de  proponer  la  demanda, 
como  las  leyes  25  y  26,  tit.  2.^,  Partida  3.*,  relativas  á  cómo 
se  deben  señalar  las  cosas  en  la  demanda,  las  que  por  su  mis- 
ma índole  ni  siquiera  su  infracción  podría  servir  de  fundamento 
para  un  recurso  de  casación  en  el  fondo  ó  por  quebrantamiento 
de  la  ley  sustantiva,  ni  para  otro  efecto  alguno  jurídico  darito 
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la  publicación  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  las  ha 
derogado  en  su  art.  1.415: 

Considerando'  que  si  bien  es  doctrina  legal  declarada  por 
^te  Tribunal  Supremo  que  cuando  la  acción  se  funda  en  la 
nulidad  de  un  acto  ú  obligación,  lo  primero  que  debe  pedirse 
es  la  declaración  de  aquella  nulidad,  lo  mismo  que  cuando  la 
acción  reivindicatoria   se  ejercita  contra  quien   la  posee   con 
algnin  título  m&s  ó  menos  íirme  debe  preceder  otra  adecuada 
para  destruirle,  también  tiene  declarado  que  éste  se  entienda 
cuando  la  acción  se  funda  y  depende  de  la  nulidad  misma, 
como  cuando  el  título  que  asiste  al  poseedor  de  cosa  afecta  y 
obliga  al  que  se  la  reivindica  por  la  intervención  en  él,  suya 
<^  de  sus  causantes,  cual  sucedía  en  el  caso  de  la  sentencia  de 
^   de  Diciembre  de  1864,  que  se  cita  en  cuarto  lugar,  y  que 
por  lo  tanto  no  tiene  aplicación  al  presente,  en  el  que  nada 
^íg'a  ¿  los  demandantes,  que  son   completamente  extraños  al 
titulo  con  gue  se  excepciona  por  la  parte  demandada,  ni  fun- 
dan su  acción  en  la  nulidad  de  él,   sino  en  la  preferencia  y 
mayor  eficacia  legal  del  suyo  en  la  parte  en  que  se  encuentran 
y  contradicen,  ocurriendo  además  aquí  que  la  reivindicación 
la  motiva  y  se  dirige  contra  el  deslinde  y  amojonamiento  tie 
les  terrenos  por  la  parte  confinante  con  la  finca  de  los  de- 
mandantes más  bien  que  contra  la  venta  de  aquellos  por  el 
Bstado.  lo  cual  dentro  de  sus  justos  límites  conserva  su  fuerza 
y  eficacia: 

Considerando,  por  último,  respecto  al  recurso  fiscal,  que  el 
íH)  haberse  instruido  el  expediente  administrativo  previo  que 
^ü  equivalencia  al  acto  de  conciliación  requieren  el  artículo 
de  la  instrucción,  decretoá  y  Reales  órdenes  que  se  citan  en-  su 
*poyo  como  quebrantadas,  esta  falta,  no  reclamada  oportuna- 
niente  en  el  pleito,  pertenece  al  orden  del  procedimiento  sub- 
sanable  como  la  del  acto  de  conciliación  prevista  en  el  artícu- 
lo 203  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  de  consiguiente, 
^SUD  la  doctrina  que  tiene  declarada  repetidamente  este  Tri- 
^^nal  Supremo,  aunque  pudiera  dar  lugar  á  un  recurso  de  ca- 
sación por  infracción  de  las  formas  esenciales  del  juicio  si  fuere 
^Da  de  las  que  como  tales  señala  la  ley  taxativamente  y  se 
hnbiese  preparado,  no  así  puede  servir  para  fundar  con  éxito 
^I  ocurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  ley  ó  doctrina 
^^?al,  como  el  propuesto; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lo*- 
^f  4  los  recursos  de  casación  en  el  fondo  interpuestos  por 
parte  del  Ministerio  fiscal  y  por  la  de  D.  Ángel  Guirao,  conde- 
ciendo i  éste  en  la  mitad  de  las  costas,  debiendo  reintegrarse  ^ 
^  otra  mitad  á  la  parte  recurrida  en  la  forma  que  previene  el 
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artículo  47  de  la  ley  provisional  sobre  reforma  de  la  casación 
civil:  líbrese  á  la  Audiencia  de  Albacete  la  correspondiente 
certiñcacion,  con  devolución  de  los  documentos  que  remitió. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Oa- 
ceta  é  insertará  en  la  Colección  legislativa^  pasándose  al  efecto 
las  copias  necesarias ,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firma* 
nios.=Juah  González  Acevedo.=José  M.  Cáoeres.=Laurean< 
de  Arrieta.=Juan  Cano  Manuel. =Ramon  Diaz  Vela.=Victo 
riano  Carearla.  =  Ricardo  Diaz  de  Rueda. 

Publicación  : 

Leida  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Exce 
lentísimo  Sr.  D.  Ramón  Diaz  Vela,  Magistrado  del  Tribuna 
Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera  de 
mismo,  en  el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Relator  Secre- 
tario de  dicha  Sala. 

Madrid  7  de  Octubre  de  1875.=Licenciado  Mariano  Fernaní 
dez  y  García. 

NÚM.  58. 

COMPETENCIA.— SALA  TERCERA. 


Pago  de  cierta,  cantidad.— Auto  de  8  de  Octubre,  decidien.^ 
á  favor  del  Juzgpado  municipal  de  Algarinejo  la  competai 
cía  suscitada  entre  el  mismo  y  el  de  igual  clase  de  Iznaja 
sobre  conocimiento  del  juicio  suscitado  por  D.  Francisco  i 
Paula  Gordillo  y  Apruilar,  para  que  le  pagase  cierta  cant 
dad  D.  Manuel  Obaíle  Escobar. 

En  sus  CONSIDERANDOS  sc  establccc : 

Que,  según  el  art.  5.®  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civi 
y  el  308,  núm.  1.®  de  la  de  organización  del  Poder  judicial^  ^ 
Juez  competente  para  conocer  de  demandas  en  que  se  ejercité^ 
acciones  personales  es  el  del  domicilio  del  demandado. 

Resultando  que  con  fecha  2  de  Agrosto  del  corriente  afi^ 
D.  Francisco  de  Paula  Gordillo  y  Aguilar  solicitó  ante  el  Jue: 
municipal  de  Algarinejo  que  se  citase  á  D.  Manuel  Oballe  Es 
cobar  para  que  le  pagase  195  pesetas  50  céntimos  que  le  debía 
procedentes  de  asistencia  facultativa  como  Profesor  de  He3l 
ciña  y  Cirugía: 

Resultando  que  remitido  oficio  al  Juzgado  de  igual  olaaed* 
la  villa  de  f  znajar,  donde  residia  Oballe,'  para  su  requerlttda. 


8BNTBNCIAS  DE  1875.  289 

to,  recurrió  oponiéndose,  aunque  sin  exhibir  su  cédula  perso* 
nal,  j  pidió  que  se  contra-oñcíase  para  su  inhibición  al  de 
AlgarinejOy  y  se  declarase  competente  dicho  Juzgado  munici- 
pal de  Iznajar  para  conocer  de  la  demanda  presentada  por 
Oordillo,  fundado  en  que,  pretendiéndose  por  el  actor  el  cum- 
plimiento de  una  obligación  personal,  procedía  le  demandase 
ante  el  Juez  del  domicilio  de  dicho  demandado ,  único  com- 
petente según  el  art,  5.**,  caso  3.**  de  la  Ley  de  Enjuiciamien- 
to civil: 

Resultando  que  dicho  Juez  defirió  á  la  expresada  petición, 
y  su  consecuencia  retuvo  el  oficio  del  de  Algarinejo ,  requi- 
riéndole  en  igual  forma  para  que  se  inhibiese  del  conocimien- 
to del  asunto,  y  previniese  al  demandante  que  ante  el  mismo 
acudiera  á  usar  de  su  derecho; 

Resultando  que  el  expresado  Juez  municipal ,  previa  au- 
sencia fiscal  y  del  interesado,  que  presentó  una  certificación 
expedida  por  el  Secretario  del  Ayuntamiento  de  Algarinejo,  en 
la  cual  aparece  que  Oballe  se  halla  inscrito  como  vecino  del 
^iamo,  sin  que  hasta  el  8  de  Agosto  último  ,  dia  de  su  expe- 
dición, hubiese  presentado  la  solicitud  correspondiente  para 
^^  variación  de  su  vecindad,  declaró  no  haber  lugar  á  la  in- 
Wbicion  propuesta,  exponiendo  que  por  una  equivocación  pa- 
decida al  designar  su  domicilio  en  la  demanda  no  -podia  con- 
siderarse al  demandado  como  vecino  de  Iznajar,  estando  pro- 
bada su  verdadera  vecindad  con  la  certificación  expresada:  que 
^^  ^rt.  5.**  precitado  dice  todo  lo  contrario  que  afirma  Oballe, 
^^  siendo  aplicable  al  caso  actual  el  párrafo  que  trascribe. 
Parque  nada  tiene  que  ver  con  la  cuestión ;  que  además  el 
J^ez  requerido  Aa  /aliado  á  lo  prescrito  en  los  artículos  8^  y 
^^  del  reclámenlo  de  23  de  Agosto  de  1874 ,  y  admitido  una 
^Ucitud  sin  que  se  acredite  la  personalidad  del  que  la  presen- 
^>  Como  lo  prescriben  también  otras  varias  disposiciones  que 
«numera: 

Resultando  que  ambos  Juzgados  insistieron  en  su  respec- 
"J'^  competencia,  y  en  su  virtud  remitieron  sus  actuaciones  á 
^ste  Tribunal  Supremo  para  la  resolución  del  confiicto ,  sobre 
1^  ^iral  ha  oido  el  dictamen  del  Fiscal  del  mismo  ,  quie  por 
,  ^  fundamentos  que  aduce  estima  ser  el  Juez  de  Algarinejo 
2*  Competente  para  conocer  de  la  reclamación  en  juicio  verbal 
*ntes  referida,  y  que  el  de  Iznajar  cometió  una  falta  al  admitir 
*^  reclamación  de  Oballe  Escobar  sin  que  presentara  su  cédula 
P^^dnal. 

_     Siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  María  Herreros  de 
^^iada. 

Consídisrando  jqüe ,  según  el  art.  5.^  de  la  Ley  de  Eoguiciar 
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coa  la  niim.  4  del  vendedor;  Sur  con  término  de  Gesena;  Esta 
con  la  dehesa  del  Toril,  y  por  Oeste  con  la  ribera  de  Guadia- 
mar;  y  concluyó  solicitando  se  condenara  á  Moyaá  que  entreg»* 
ra  á  Laboisse  la  verdadera  suerte  tercera  del  trance  segundo, 
situada  desde  el  egido  á  la  huerta  del  Inglés,  con  200  fanega 
de  cabida;  con  abono  de  daños  y  perjuicios  y  pago  de  costú: 

Resultando  que  conferido  traslado  de  la  demanda  á  D.  Jobí 
Moya,  después  de  denegado  cierto  artículo  que  propuso,  la  con- 
testó pidiendo  se  le  absolviera  de  ella,  con  imposición  de  cos- 
tas al  actor,  y  alegó  que  el  comprador  examinó  los  títulos  d( 
la  finca  y  vio  los  linderos  que  se  habían  fijado  en  la  toma  de 
posesión,  sin  que  Moya  le  diera  explicaciones  algunas:  qac 
Laboisse  no  firmó  la  escritura  de  venta  hasta  después  de  leidf 
y  examinada  por  un  perito,  recibiendo  la  titulación  y  abonan- 
do la  cantidad  estipulada,  no  siendo  cierto  que  el  actor  partiese 
de  la  confianza  que  alegaba:  que  Laboisse  tomó  posesión  de  li 
finca  el  25  del  mismo  Abril,  encontrándose  todos  los  mojone 
y  llevándose  á  efecto  la  operación  á  presencia  de  un  depen. 
diente  de  aquel: 

Resultando  que  seguido  el  pleito  por  sus  trámites,  la  mena 
cionada  Sala  de  la  Audiencia,  por  sentencia  de  19  de  May* 
de  1874  confirmatoria  de  la  del  Juez  de  primera  instancia, 
solvió  á  D.  José  Moya  de  la  demanda  interpuesta  por  D. 
fonso  Laboisse,  con  imposición  á  éste  de  perpetuo  silencio 
las  costas,  habiéndose  fundado  al  ef^^cto  en  que  el  actor  "mt 
habia  probado  el  hecho  alegado,  ó  sea  que  la  cosa  entregan 
fuera  diferente  de  la  contratada: 

Y  resultando  (jue  D.  Alfonso  Laboisse  interpuso  recurso  ^ 
casación  por  haberse  á  su  juicio  infringido: 

Las  leyes  de  desamortización  de  1.**  de  Mayo  de  1855,  1 
de  Julio  de  1856,  las  instrucciones  expedidas  para  su  ejecuoic 
y  las  Jleales  órdenes  aclaratorias  de  18  de  Junio  de  1860  y  S 
del  mismo  mes  de  1864,  y  la  ley  20,  tít.  5.°,  Partida  5.%  ^c 
expresa  que  «si  el  comprador  y  vendedor  desacordasen  en  cofl 
sobre  que  fué  fecha  la  venta  non  valdría.  E  esto  seria  como  í 
el  vendedor  digese  que  le  habia  vendido  una  viña  ó  una  pie^ 
de  tierra  que  era  en  alguno  logar  señalándola  ó  el  comprado 
dixesse  que  non  avía  entendido  de  aquella  mas  de  otra  que  b0 
ualasse  en  otro  logar;»  porque  la  Audiencia  habia  faltado  íbs- 
estimando  la  pretensión  del  recurrente,  suponiendo  que  el  v«i> 
dedor  cumplía  dando  la  finca  vendida,  y  según  el  deslinde**^ 
la  que  se  da,  olvidando  que  el  Boletín  oficial ^  las  cartas  4^ 
pago  y  la  certificación  para  inscribir  dicen  lo  contrario;  l*^ 
en  la  Administración  de  Hacienda  no  hay  noticias  de  las 
raciones  hechas  en  el  deslinde;  que  incautada  hoy  de  todtii 
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^ncas  pertenecientes  á  Moya  por  haber  éste  quebrado,  no  pue- 
ble entregar  á  Laboisse  otra  finca  que  la  descrita  en  el  Boletín, 
jiorque  al  comprador  de  bienes  del  Estado  no  le  es  permitido 
-variar  la  faz  de  las  fincas  mientras  no  las  pague  por  completo, 
sin  contar  con  la  Administración ,  para  que  las  alteraciones 
puedan  constar  en  el  expediente  y  cartas  de  pago  y  después 
^^n  el  Registro  de  la  propiedad;  de  todo  lo  cual  sehabia  pres- 
eindido  en  la  sentencia  por  la  Audiencia. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Diaz  de  Rueda. 
Considerando  que  la  ley  20,  tít.  5.**,  Partida  5.*,  resuelve 
la  nulidad  del  convenio  cuando,  existiendo  desacuerdo  entre 
inprador  y  vendedor,  no  puede  averiguarse  de  otra  manera 
verdad,  y  es  por  lo  tanto  inaplicable  al  caso  presente  en 
^ue  estando  expresada  la  cosa  en  escritura  pública  no  ha  pro- 
í>«ido  el  actor  á  juicio  de  la  Sala  sentenciadora  que  la  entre- 
S^da  sea  distinta  de  la  contratada: 

Considerando  que  reducida  la  cuestión  ¿  un  punto  de  mero 
í^cho  se  han  citado  también  inoportunamente  las  demás  leyes  y 
disposiciones  antes  mencionadas,  respectode  las  cuales  se  ha  in- 
currido además  en  el  defecto  de  no  determinar  el  sentido  en  que 
^  alegaran,  y  el  articulo  ó  articules  que  se  juzgasen  infringidos: 
Considerando,  en  suma,  que  el  recurrente  se  dirige  contra 
í*  apreciación  de  la  prueba,  que  es  inalterable  cuando  no  re- 
cita, ni  aun  se  expone  que  con  ella  se  haya  infringido  ley  ó 
doctrina  alguna  legal; 

í'allamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lu- 
8^^  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Alfonso  Laboisse 
y  Castillo ,  á  quien  condenamos  en  las  costas  y  á  la  pérdida 
^^  la  cantidad  de  1.000  pesetas  por  razón  de  depósito,  la  que 
<5aso  de  hacerse  efectiva  si  mejorase  de  fortuna,  se  distribuirá 
^^  arreglo  á  la  ley;  líbrese  la  correspondiente  certificación  á 
**  A^ndiencia  de  Sevilla. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Qa- 
^^a  é  insertará  en  la  Colección  legislativa ,  pasándose  al  efecto 
*^  copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  flrma- 
^OQ,-s=jnan  González  Acevedo.  =  Laureano  Ae  Arrieta.  =a José 
"^rmin  de  Muro. = Benito  de  Ulloa  y  Rey. ==*Victoriano  Carea- 
^^•^5=  Joaquín  Ruiz  Cañábate. =Ricardo  Diaz  de  Rueda. 
Publicación: 

Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Ex- 
?^l^tísimo  8r.  D.  Ricardo  Diaz  de  Rueda,  Magistrado  de  la 
v?^^  primera  del  Tribunal  Supremo,  celebrando  audiencia  pú* 
J^<5a  la  misma,  en  el  día  de  hoy,  de  que  certifico  como  Esorí- 
^110  de  Cámara. 

Madrid  8  de  Octubre  de  1875.«>Rogelio  González  Montesl. 
IL— 1.'y3.'  18 


L 
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NüM.  60. 
CASACIÓN  POR  INFRACCIÓN  DE  LEY.— SALA  PRIÍÍEBA- 


Pago  db  cierta  cantidad,  importe  de  daños  y  perjuicios  cau 
SADos  Á  consecuencia  DE  UN  INCENDIO. — Seuteiicia  de  9  d 
Octubre,  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  de  casacíoi 
interpuesto  por  D.  Tomás  Bandev  otros,  como  testamentario 
de  D.  Antonio  Otero ,  contra  la  pronunciada  por  la  Sal 
primera  de  la  Audiencia  de  este  distrito ,  en  pleito  con  I 
Sociedad  de  Seguros  mutuos  contra  incendios  de  casas  ex 
tramuros  de  Madrid. 

En  sus  CONSIDERANDOS  se  establece: 

Que  la  apreciación  de  las  prueban  hecha  por  la  Sala  sen 
ienciadora  es  irrevocable  mientras  no  se  demuestre  que  ha  ca 
metido  al  hacerla  alguna  infracción  de  ley  ó  de  doctrina. 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  9  de  Octubre  de  1875,  e 
los  autos  seg'uidos  en  el  Juzgado  de  primera  instanoia  del  dis 
trito  del  Hospicio  y  en  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  d 
esta  capital  por  D.  Tomás  Bande  y  otros,  como  testamentario 
de  D.  Antonio  Otero  y  Alonso  y  Doña  Petra  Benito,  con  1 
Sociedad  de  Seguros  mutuos  contra  incendios  de  casas  extra 
muros  de  Madrid,  sobre  pago  de  13.870  rs. ,  importe  de  daño 
y  perjuicios  causados  á  consecuencia  de  un  incendio ;  auto 
que  penden  ante  Nos,  en  virtud  de  recurso  de  casación  inter 
puesto  por  los  demandantes  contra  la  sentencia  que  en  7  d 
Abril  de  1874  dictó  la  referida  Sala : 

Resultando  que  por  Real  orden  de  22  de  Noviembre  d 
1865  fué  aprobado  el  reglamento  de  la  Sociedad  de  Segure 
miituos  contra  incendios  de  casas  extramuros  de  esta  oapita. 
constituida  desde  el  año  de  1834 ,  y  en  el  cual  se  establec<« 
entre  otros,  por  el  art.  4.®,  que  el  objeto  de  la  Sociedad  es  qc 
todo  individuo  que  corresponda  á  ella  sea  asegurador  y  %am 
gurado,  proporcionándose  una  garantía  mutua,  odligándos^ 
hipotecando  sus  fincas  á  los  daños  causados  sólo  por  incendia 
é  indemnizándose  recíprocamente  ,  repartiendo  su  importa 
prorateo  según  el  capital  asegurado ;  entendiéndose  taml>l<i 
por  daños  causados  por  incendios  los  que  se  originen  p& 
cortarle ,  sea  en  la  misma  casa  incendiada  ,  sea  en  las  inioi^ 
diat&s,  siempre  que  estén  aseguradas:  por  el  14,  que  no  hi^bn 
distinción  de  fincas  para  aspirar  al  seguro ,  pero  se  delierrf 
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observar  las  precauciones  sigoiientes:  eo  las  iglesias,  capillas, 
oratorios  y  cementerios  no  se  usarán  hachas  de  más  de  un 
p&bilo,  ni  más  luces  que  las  necesarias  para  el  culto  divino, 
separadas  de  los  retablos,  tumbas  y  sepulcros ,  no  arderán  de 
noche  ni  aun  .de  dia  si  no  hubiese  persona  que  custodie  y  vi- 
gile el  local ;  en  los  paradores  se   usarán  para  el  servicio  de 
las  cuadras  y  pajares  faroles,  y  de  ningún   modo  candiles  ni 
luces  bajas:  en  las  casas  donde  hubiese  corrales  y  se  hiciese 
uso  de  ellos  para   amontonar  estiércol ,  leñas ,  maderas  y  ha- 
cinas de  paja,  se  aislarán  estos  artículos  de  manera  que  estén 
alejados  de  las  casas  y  no  tengan  el  más  minimo  contacto 
con   cuanto   pueda   comunicarlas  incendio ,  cuya   precaución 
^crá  extensiva  á  todas  las  casas  de  labor ,  respectivamente  á 
l»s  eras   y.  rastrojeras ;  los  hornos  ,  de   cualquier  maturaleza 
que  sean,  estarán  separados  á  distancia  proporcionada  de  las 
^^as,  ó  si  no,  se  construirán  con  solidez  y  precauciones  para 
evitar  el  más  remoto  peligro  de  fuego;  prohibiéndose  por  punto 
^Heral  que  en  ninguna  finca  se  use,  elabore  ó  maneje  pólvora 
^  <&aterias  fulminantes,  pues  probado  que  sea  que  el  incendio 
^   ha  ocasionado  por  defecto  del   exacto  cumplimiento  de  las 
'^Slas  establecidas  en  este  articulo ,  no  tendrá  el  dueño  de  la 
^^^a  derecho  á  la  indemnización  del  daño :  por  el  21 ,  que  en 
y^    caso  en  que  las  fincas  aseguradas  se  vendan  ó  traspasen, 
^berán  los  interesados  dar  cuenta  á  la  Dirección  para  el  re- 
^^xioclmiento  del  nuevo  dueño,  por  si  quiere  renovar  la  obli- 
S^ion  contraída,  ó  para  su  cancelación;  previniéndose  que  de 
^^  avisar  se  declaran  por  continuadas  las  obligaciones  hasta 
^^Q  se  verifique  la  cancelación:'  por  el  23,  que,  si  lo  que  no  es 
^^^  esperar,  algún  socio  no  pagare  la  cuota  respectiva  trascur- 
^''^ios  treinta  dias  después  de  anunciado  en  el  Boletín  oficial  de 
^^  Compañía,  se  reclamará  personalmente  al  socio  moroso  por 
^^^^^io  de  carta  certificada,  en  la  que  se  apercibirá  de  quedar 
^^clnido  de   la  Sociedad  sin  más  requisito  si  no  verifica  el 
^bono  á  los  quince  dias  del  recibo  de  este  segundo  aviso ,  sin 
^^bargo  de  ser  demandado  para  el  pago  de  lo  que  adeude,  y  las 
^^Ootas:  por  el  28 ,  que  el  importe  del  daño  se  indemnizará  en 
dinero  metálico,  hecha  que  sea  la  valuación  ;  también  podrá 
^'^alizarse  por  medio  de  la  reposición  de  la  finca,  y  de  la  iu-  . 
Polinización  se  deducirá  la  cuota  que   corresponda  pagar  al 
^odo  en  el  repartimiento ,  si  éste  fuere  preciso  para  verificar 
^1  reintegro  de  daños:  por  el  41,  que  no  se  podrá  alterar  nin- 
guno de  los  artículos  de  este  reglamento  sin  la  conformidad 
^l«s  dos  terceras  partes  de  los  socios  concurrentes  á  la  junta 
en  que  86  trate  de  la  innovación  :  por  el  50,  que  la  Dirección 
i     nombrará  los  peritos  y  operarios  que  creyese  necesarios  para 
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desempeñar  sus  funciones,  y  los  recompensará  según  el  mé- 
rito j  servicio  que  hubiesen  prestado :  por  el  68  y  que  8er& 
obligación  del  Tesorero  el  cobro  de  los  repartimientos ,  y  si 
necesitase  de  algún  sujeto  para  las  cobranzas  se  valdría  del 
que  considere  más  á  propósito,  bajo  su  responsabilidad,  acor- 
dando con  la  Dirección  la  recompensa  que  mereciese ,  y  en 
virtud  del  libramiento  intervenido  por  el  Contador  le  serfc 
abonado:  por  el  78,  que  todos  los  socios  estáu  obligados ,  sin 
necesidad  de  aviso  previo,  á  satisfacer  en  las  oficinas  de  Madrid 
durante  el  mes  de  Enero  de  cada  año  el  dividendo  que  la  Di- 
rección haya  creído  necesario  exigir  para  cubrir  los  siniestros 
y  demás  atenciones  de  la  Sociedad :  por  el  79  ,  que  los  que  no 
realicen  dicho  pago  en  el  término  que  señala  el  anterior  ar- 
ticulo, podrán  hacerlo  durante  el  siguiente  mes  de  Febrero, 
pero  con  el  recargo  del  5  por  100;  y  trascurrido  este  segundo 
plazo  sin  verificarlo  serán  excluidos  de  la  Sociedad;  y  por  el  80, 
que  además  del  anterior  reparto  ordinario ,  podrá  la  Dirección, 
acordar  y  exigir  los  repartos  extraordinarios  que  en  casos  im 
previstos  puedan  ser  necesarios : 

Resultando  que  desde  31    de  Diciembre  de  1846  quedó  ins 
crito  D.  Antonio  Otero  en  la  citada  Sociedad  de  Seguros  mú' 
tuos  contra  incendios  de  casas  extramuros  de  Madrid  por  1 
cantidad  de  140.000  rs.,  como  dueño  de  la  casa-tahona  fue 
de  la  puerta  de  Bilbao ,  á  la  izquierda  del  paseo  de  Luchan 
según  póliza  que  se  le  expidió ,  y  en  la  cual  se  consigna 
contrato  celebrado  entre  los  Directores  de  dicha  Sociedad  y 
D.  Antonia  Otero,  expresando  los  mismos  que  hacían  obligí 
clon  solemne  y  válida  de  seguridad  mutua  con  arreglo  al 
glamento,  sujetando  el  total  importe  de  las  casas  inscritas 
cumplimiento  de  la  responsabilidad  mutua,  y  el  Otero  inclu; 
en  calidad  de  socio  la  citada  casa  con  el  importe  de  140.0 
reales  á  la  misma  responsabilidad  y  bajo  los  mismos 


y  condiciones  de  beneficio  y  gravamen  que  dicho   reglameik^  ^^ 
contenia : 

Resultando  que  en  junta  general  ordinaria  celebrada  en  ^2^ 
de  Enero  de  1868  por  la  citada  Sociedad  ,  manifestó  el  Pre&i^ 
dente  que  en  27  de  Diciembre  anterior  había  ocurrido  un  9  i   ' 
niestro  de  alguna  consideración  en  la  casa  del  socio  D.  Ramc7£> 
Panadero,  propietario  de  Fuenlabrada,  que,  según  noticias  ^^ 
la  Dirección,  se  encontraba  insolvente  del  último  reparto,  p^^ 
lo  que  debía  determinarse  si  había  lugar  ó  no  á  la  indemoí" 
zacion  del  daño;  y  abierta  discusión  sobre  este  punto  se  acor* 
dó  en  definitiva  por  unanimidad  que  medíante  lo  prevenido   ^^ 
el  reglamento ,  y  á   que  se  presentó  el  recaudador  antes  d^' 
suceso  en  el  domicilio  del  socio  dañado  y  no  le  satisfizo,  qu^' 
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ó  desde  aquel  momento  en  suspenso  su  derecho  á  la  indem- 
izacloQy  porque  habiendo  faltado  á  lo  pactado  se  daban  como 
sspensas  las  obligaciones  mutuas;  y  que  en  lo  sucesivo  se 
ibria  que  el  socio  que  no  paga  su  cuota  en  el  acto  de  pre- 
íntarse  el  recaudador  con  el  recibo ,  quedaba  conminado  con 
le  si  tenia  un  siniestro  en  el  intermedio  de  efectuar  la  sol- 
^ncia  no  se  le  abonaría  el  importe  del  daño ,  sirviendo  este 
rooeder  de  regla  para  que  fuesen  más'  exactos  los  pagos,  y  al 
ismo  tiempo  formar  un  equilibrio  con  él  que  pagaba  pun- 
lalmente: 

Resultando  que  en  el  Boletín  oficial  de  la  referida  Socie- 
id  de  l.^de  Enero  de  1869  se  puso  en  conocimiento  de  los 
^cios  que  la  Dirección  habia  acordado  que  se  celebrase  junta 
sneral  ordinaria  en  31  de  aquel  propio  mes;  y  que  habiendo 
5  tratarse  de  asuntos  de  mayor  interés  se  esperaba  y  rogaba 
los  socios  su  asistencia;  que  era  necesario  que  los  socios  tu- 
eran  muy  presente  la  aclaración  hecha  en  junta  general  de 
aero  del  año  anterior  al  art.  23  del  reglamento ,  que  dice: 
Presentado  que  sea  el  recaudador  en  el  domicilio  del  socio  y 
)  le  pagase  la  cuota  del  reparto  que  le  reclamaba,  desde  aquel 
omento  quedaban  en  suspenso  las  obligaciones  mutuas;  y 
ISO  de  un  incendio  en  el  intermedio  de  su  insolvencia,  no 
ndria  derecho  á  la  indemnización : »  que  como  no  ignoraba 
,  Sociedad,  la  Dirección  habia  puesto  en  práctica  varios  modos 
t  hacer  la  recaudación,  y  la  experiencia  le  habia  demostrado 
le  BO  habia  más  arbitrio  que  valerse  de  un  recaudador  per- 
Huo  que  se  constituyese  en  el  domicilio  de  cada  uno  de  los 
>cios,  y  cuota  por  cuota  fuese  cobrando,  debiendo  los  socios 
>mprender  que  una  vez  notificados  en  su  domicilio  al  pago 
[>r  el  recaudador,  st  no  lo  hadan  en  el  acto  por  su  familia  ó 
arsoiia  que  le  representase ,  estaban  obligados  á  mandar  re- 
3ger  sus  recibos  de  la  oficina  donde  á  prevención  los  dejaba 
L  recaudador: 

Resultando  que  en  junta  general  ordinaria  celebrada  en  31 
e  Enero  de  1870  se  dio  cuenta  á  la  Sociedad  del  expediente 
brmado  con  motivo  del  siniestro  ocurrido  en  12  de  Febrero 
leí  año  anterior  en  Torrejon  de  Velasco ,  casa  de  los  herede- 
ros de  Doña  María  López,  á  la  que  la  Dirección  habia  negado 
ia  indemnización  del  daño ,  porque  hallándose  insolvente  del 
reparto  de  1866,  se  encontraba  la  expresada  finca  dada  de  baja, 
y  por  lo  tanto  fuera  de  la  Sociedad  sus  poseedores;  y  después 
de  leída  la  reclamación  de  estos,  la  junta  general  acordó  que 
se  estuviera  á  lo  dispuesto  por  la  Dirección;  cuyo  acuerdo  se 
aprobó  en  todas  sus  partes: 

Resultando  que  en  junta  de  Dirección  celebrada  en  4  de  Agos- 
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to  de  1870,  aprobado  el  reparto  de  2  rs.  el  millar  sobre  el  ca- 
pital social,  se  acordó  que  en  el  Boletín  oficial  correspondien- 
te á  aquel  mes  se   diese  razón  á  los  socios  del  reparto  antes 
hecho  y  de  que  se  habia  obligado  á  hacer,  inutilizando  aquel 
el  siniestro  último  del  edificio  de  D.  Mariano  Monasterio  en  la 
Fuente  Castellana;  y  que  habiendo  llegado  el  caso  de  hacer  el 
cobro  de  2  al  millar,  y  debiendo  éste  ejecutarse  lo  antes  posi- 
ble para  llenar  las  obligaciones  pendientes,  la  Dirección  habia 
acordado  que  los  individuos  de  la  Sociedad  ó  las  personas  que 
delegasen  al  efecto^  se  presentasen  á  satisfacer  la  cuota  que 
les  correspondía  pagar  en  la  oficina  de  la  Asociación  todos  los 
días  no  feriados,  de  once  de  la  mañana  á  tres  de  la  tarde»  en 
el  preciso  término  de  treinta  dias,  que  se  empezaban  á  contar 
desde  el  20  de  dicho  mes  de  Agosto  ,  y  terminarían  el  21  de 
Setiembre  siguiente  A  las  cinco  de  la  tarde:  que  se  dijese  tam- 
bién  que  trascurrido  que   fuese  el  término  fijado ,  que  seria, 
improrogable,  los  socios  que  no  hubiesen  verificado  el  paga 
de  lo  que  les  hubiese  correspondido  ,  no  tendrian  derecho  al- 
guno á  la  indemnización  del  daño  causado  ,  y  si  tuviesen  la^ 
desgracia  de  que  les  ocurriese  un  incendio  en  sus  fincas ,  sL 
bien  podrían  volver  á  la  Sociedad,  pagando  lo  qtie  debieran^ 
cuando  gustasen  ,  sin  tener  que  practicar  nuevas  diligencias^ 
y  que  después  de  una  larga  discusión  se  acordó  que  de  la  asig — 
nación  aprobada  por  la  junta  general  para  pago  de  recauda- 
dor, cuya  plaza  quedaba  suprimida  por  más  gravosa  que  be — 
neficiosa  á  la  Sociedad,  según  lo  que  habia  enseñado  la  expe — 
riencia,  se  nombrase  interinamente  un  Oficial  auxiliar,  de  Iik. 
confianza  y  satisfacción  del  Tesorero,  según  prevenía  el  articu — 
lo  78  del  reglamento: 

Resultando  que  dicho  acuerdo  se  insertó  en   el  Boletín  á^ 
la  Sociedad  de  7  del  propio  mes  de  Agosto,  y  también  en  li 
hojas  impresas  autorizadas  por  la  Dirección  y  dirigidas  á  ]( 
socios,  publicándose  además  en  el  Diario  oficial  de  Avisos 
esta  capital  de  16  de  Agosto  y  28  de   Setiembre  de  dicho  año^ 
con  la  próroga  que  hasta  fin  del  siguiente  mes  de  Octubre  S9 
dio  para  pago  de  la  cuota: 

Resultando   que  en  el  citado  Boletín  se  insertó  además  l9> 
Memoria  leida  en  la  junta  general  de  30  de  Enero  de  1870,  ex*- 
presando,  entre  otros  particulares ,  que  una  de  las  varias  dis^ — 
posiciones  que  para  activar  el  cobro  habia  tomado  la  Direc-^ 
cion  fué  que  el  recaudador  llevase  papeletas  impresas  de  co<— 
municacion  para  dejarlas  en  casa  de  los  morosos,  previniéndoles 
en  ella  la  responsabilidad  en  que  incurrían  de  no  hacer  sos 
pagos,  los  que  deberian   ejecutar  desde  el  dia  en  que  así  se 
les  notificase,  en  las  oficinas  de  la  Sociedad  en  Madrid;  en  la 
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inteligencia  de  que  si  les  ocurriese  algún  siniestro  en  sus  ca- 
ías aseguradas  cuyos  repartos  no  hubiesen  satisfecho  antes  del 
ncendio,  perdían  el  derecho  á  toda  indemnización  del  daño, 
In  que  por  esto  dejase  de  exigirseles  el  pago  de  la  cantidad  ó 
entidades  que  adeudasen :  que  siendo  muchos  los  socios  que 
K>  hablan  satisfecho  todavía  los  repartos,  dispuso  la  Direociou 
»asar  á  los  deudores  una  circular  como  último  recuerdo,  con- 
ediéndoles  quince  dias  de  término  para  el  pago  de  sus  cuotas, 
lasados  los  cuales  se  considerarían  bajas  definitivas  de  la  So 
iedad  á  los  que  no  hubiesen  llenado  aquel  deber;  y  que  en 
a  sesión  de  5  de  Mayo  se  leyó  la  lista  de  todos  los  socios  deu- 
ores,  á  quienes  se  habla  dirigido  la  circular;  y  como  ya  hu- 
ieae  pasado  con  exceso  el  tiempo  que  se  les  concedió  para  que 
>  hiciesen  y  se  hubiesen  llenado  todos  los  requisitos  que  para 
stos  casos  prevenía  el  reglamento  'y  los  acuerdos  de  la  So- 
iedad,  determinó  la  Dirección  se  insertase  en  el  acta  de  aquel 
ia,  como  asi  se  hizo,  la  lista  de  los  insolventes ,  y  que  una 
ez  se  habian  llenado  todas  las  prescripciones  del  reglamento, 
e  tuviese  por  entendido  que  si  ocurriese  algún  siniestro  en 
%3  casas  aseguradas  por  cualquiera  de  los  referidos  que  no 
abian  satisfecho  sus  adeudos  ,  no  tenían  derecho  alguuo  & 
%  indemnización  ,  puesto  que  desde  aquella  fecha  no  se  les 
onsideraba  ya  socios  de  modo  alguno  ;  pero  que  si  algún 
ia  satisfaciesen  sus  adeudos  antes  que  les  cogiese  algún  si* 
iestro,  se  les  volviese  á  considerar  como  socios,  sin  más  díli- 
^Dcias: 

Resultando  que  en  otra  junta  de  la  Dirección,  celebrada  en 
8  de  Noviembre  de  1870,  habiendo  informado  el  Director  Pre- 
Ldente  como  tal  y  como  Arquitecto  sobre  el  siniestro  ocurrí- 
o  en  el  camino  de  Yallecas  en  la  casa  de  D.  Antonio  Rascón, 
orno  resultase  que  éste  se  hallaba  en  descubierto  del  último 
eparto,  cuyo  término  fatal  de  pago  había  pasado  hacia  mucho 
lempo,  se  acordó  que  no  tenia  derecho  alguno  á  la  indemni- 
ación  del  siniestro,  y  por  lo  tanto  se  negó  su  petición ,  acor- 
ando se  le  dijese  asi ,  y  que  sí  reclamase  llevara  la  cuestión 
,  la  junta  general  para  que  ésta  resolviera: 

Resultando  que  en  oficio  de  25  de  Febrero  de  1871  el  Se- 
retario  de  la  Sociedad  comunicó  á  los  testamentarios  de  Don 
Lütonio  Otero  que  en  junta  de  Dirección  celebrada  el  día  an- 
erior  se  dio  conocimiento  del  aviso  que  aquellos  dirigían  del 
iniestro  ocurrido  en  la  noche  del  20  del  propio  mes  en  unos 
sdbertízos  de  la  casa- tahona  situada  en  Chamberí,  paseo  de 
;^uchana,  hoy  calle  de  Alburquerque ,  núm.  7y  y  visto  que  en 
a  fecha  del  suceso  se  hallaba  la  finca  insolvente  del  último 
reparto  ejecutado  en  30  de  Junio  anterior ,  á  cuyo  pago  se 
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llamó  á  los  socios  en  Agosto  para  que  lo  verificaran  y  se  pro** 
rogó  por  el  término  de  treinta  dias  en  Setiembre,  no  pudo 
menos  de  acordar,  en  consonancia  también  del  art.  78  del 
reglamento ,  que  no  habia  lugar  á  la  indemnización  del  daáo 
causado: 

Resultando  que  en  junta  general  ordinaria  celebrada  por 
la  Sociedad  referida  en  5  de  Marzo  de  dicho  año  de  1871  se 
dio  lectura  de  una  reclamación  de  los  testamentarios  de  Don 
Antonio  Otero  contra  el  acuerdo  de  la  Dirección,  que  habia 
negado  el  abono  del  siniestro  que  en  20  de  Febrero  había  te- 
nido en  una  casa  tahona  del  Barrio  de  Chamberí;  y  la  junta 
general,  en  vista  de  que  la  negativa  de  la  Dirección  se  funda- 
ba en  no  haberse  satisfecho  por  la  testamentaria  el  último 
reparto,  aprobó  la  providencia  de  la  Dirección  negando  el 
abono  de  este  siniestro,  el  D.  Tomás  Bando  pidió  se  le  coma- 
nicase  de  oficio  el  acuerdo,  y  así  se  decretó  todo  por  unani- 
midad, verificándose  dicha  comunicación  en  oficio  de  13  del 
propio  mes  y  año: 

Resultando  que  en  4  de  Setiembre  de  dicho  año  de  1871 
los  testamentarios  de  D.  Antonio  Otero  y  Alonso  y  Doña  Pe- 
tra Benito  Saenz  formalizaron  demanda,  fundándose  en  lo» 
hechos  resultantes  de  los  documentos  de  que  se  ha  hecho  mé- 
rito y  en  los  artículos  4.**,  21,  23,  28  y  68  del  reglamento  de 
la  Sociedad,  y  en  la  práctica  y  costumbres  seguidas  por  esta 
desde  su  constitución,  por  cuanto  la  cobranza  de  los  reparti- 
mientos se  verificaba  en  el  domicilio  de  los  socios  por  emplea- 
dos de  la  Sociedad,  previa  la  entrega  de  un  recibo  firmado 
por  el  Tesorero  de  la  misma,  pidieron  que  se  condenase  en 
su  día  á  la  referida  Sociedad  al  pago  de  13.970  rs.  que  la 
testamentaría  tenia  derecho  á  percibir  como  importe  de  los 
daños  causados  la  noche  del  20  de  Febrero  de  1871  por  el  in- 
cendio ocurrido  en  la  tahona  situada  en  la  calle  de  Alburquer- 
que,  núm.  7,  perteneciente  á  la  testamentaría,  y  las  costas: 

Resultando  que  con  la  demanda  se  presentó  un  recibo  im- 
preso, autorizado  por  el  Tesorero  y  Contador  de  la  Sociedad  á 
favor  de  D.  Antonio  Otero,  con  fecha  18  de  Julio  de  1870,  im- 
portante 280  rs.,  ó  sea  el  2  por  1.000  del  capital  de  140.000 
que  tenia  asegurado  en  dicha  finca  para  indemnización  de  daüoa 
por  fuegos  ocurridos  en  fincas  de  los  socios  mencionados  en  el 
mismo  recibo  y  otros  gastos  de  la  Sociedad,  según  acuerdo  de 
la  Junta  directiva  de  4  del  propio  Julio ,  con  una  nota  ai  pié 
qué  dice:  «Se  pagó  el  6  de  Marzo  de  1871»,  y  la  firma  con  rú- 
brica de  Bande,  sobre  cuyo  recibo  se  manifestó  en  el  segundo^ 
otrosí  de  la  demanda  que  no  obstante  hallarse  pendiente  de 
pago  la  reclamación  de  daños  objeto  de  dicha  demanda ,  no- 
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babian  querido  los  testamentarios  demorar  el  pago  del  recibo 
tan  pronto  como  la  Dirección  de  la  Sociedad  demandada  les 
participó  su  descubierto: 

Resultando  que  conferido  traslado  de  la  demanda  de  la  So- 
ciedad 7  citado  7  emplazado  su  Director  Presidente ,  le  eva- 
CQÓ  pretendiendo  se  absolviera  á  dicha  Sociedad,  con  imposición 
de  perpetuo  silencio  7  costas  á  los  demandantes,  fundándose 
para  ello  en  que  cuando  ocurrió  el  incendio,  los  demandantes 
perdieron  el  derecho  á  la  indemnización  por  no  haber  pagado 
la  cuota  que  les  correspondió  en  el  repartimiento  acordado  en 
30  de  Julio  de  1870 ,  publicado  en  el  Boletin  de  la  Sociedad 
de  7  de  Agosto  sigiente;  7  en  que  habian  infringido  el   ar- 
ticulo 14  del  reglamento,  porque  en  la  tahona  estaban  amon- 
tonadas materias  inflamables,  como  cisco,  leñas,  sin  estar  con- 
yenientement^  separadas  7  lejos  de  lo  que  pudiera  comunicarlas 
incendio;  manifestando  además  que  la   Sociedad  demandada 
Bo  aceptaba  como  hecho  indudable  que  importase  13.970  rea- 
les el  coste  de  las  reparaciones : 

Besultando  que  con  el  escrito  de  contestación  se  presentó 
w  documento  privado,  suscrito  por  Agustin  Castell  7  Ramón 
Martin,  por  sí  7  á  ruego  de  Francisco  Bispó  7  Pedro  Miguel, 
con  fecha  en  Madrid  á  30  de  Setiembre  de  1871 ,  declarando 
9ue  el  primero  como  capataz  cabo  de  la  cuadrilla  de  mangue- 
roa  de  incendios  7  los  cuatro  como  dependientes  del  A7unta- 
nüento  de  esta  capital,  destinados  al  ramo  de  incendios,  al 
anunciar  las  campanadas  la  noche  del  20  de  Febrero  anterior 
el  fuego  que  ocurría  en  la  tahona  del  barrio  de  Chamberí, 
próxima  al  paseo  de  Luchana,  núm.  7,  se  personaron  en  ella 
7  advirtieron  que  el  fuego  se  verificaba  en  las  habitaciones  7 
cobertizo  que  había  en  el  último  patio  de  la  tahona  7  habla 
empezado  por  las  de  la  izquierda,  donde  habla  una  fábrica  de 
fideos  con  un  gran  tinglado  de  cañizos  para  secarlos,  separa- 
dos unos  de  otros  por  pequeñas  distancias,  los  cuales  ardieron 
rápidamente  hasta  el  tejado,  que  estaba  mu7  cerca  7  se  hundió 
enfrente,  bajo  el  cual  habia  un  gran  montón  de  leña  7  cisco, 
8iu  duda  para  alumbrar  el  horno  de  la  tahona,  7  encendido 
también  en  pocos  momentos  se  comunicaron  las  llamas  al  te- 
jado, que  era  bajo  7  se  desplomó  en  su  ma7or  parte,  conti- 
nuando por  la  derecha,  en  CU70  último  rincón  habia  una  gran 
cantidad  de  espadañas  de  sillero,  así  como  en  la  cuadra  lin- 
dante, que  se  incendió  también,  sin  que  fuese  posible  apagarle, 
7  ai  sólo  impedir  se  comunicase  al  cuerpo  de  la  casa  que  es- 
taba algo  más  alto  que  lo  quemado : 

Resultando  que  en  los  escritos  de  réplica  7  duplica  insis- 
lieroQ  las  partes  en  sus  pretensiones  de  la  demanda  7  contes- 
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tacion,  cuyos  hechos  y  fundamentos  de  derecho  reprodujeron, 
adicionando  la  actora,  en  cuanto  á  los  primeros,  que  era  in— 
exacto  existiese  en  el  punto  donde  empezó  el  fuego,  ni  otro  de 
la  fínca  asegurada,  fábrica  alguna  de  fideos  en  la  época  del  aí^ 
niestro,  ni  que  al  principio  se  extendiese  el  fuego  hacia  la  de- 
recha, pues  sucedió  todo  lo  contrario:  que  en  efecto,  habiiL 
debajo  de  los  cobertizos  construidos  en  el  patio,  como  era  na — 
tural  en  una  casa  tahona,  una  cantidad  insignificante  de  lefias 
colocadas  con  las  convenientes  precauciones  reglamentarias  y 
fuera  del  edificio  principal,  así  como  también  una  pequeñas 
cantidad  de  espadaña,  pero  no  cisco,  y  que  ni  por  la  coloca — 
cion  y  naturaleza  de  esas  materias,  ni  por  el  sitio  que  ocupa — 
ban  en  el  edificio  asegurado  podia  decirse  que  hubo  infraccio 
alguna  del  reglamento,  ni  por  consiguiente  que  estuviese  1 
Sociedad  exenta  de  indemnizar  los  daños   producidos  por  c 
incendio: 

Resultando  que  practicadas  las  pruebas  qne  las  partes  p 
pusieron,  el  Juez  de  primera  instancia  dictó  sentencia,  de 
qne  interpuso   apelación  la  Sociedad   demandada;  la   que 
alegar  de  agravios  presentó  un  testimonio,  del  cual  apa 
que  en  junta  general  ordinaria  de  28  de  Enero   de  1866 
acordó  por  mayoría  de  votos  que  cuando  ocurriera  un  sin! 
tro  en  depósito  de  materias  inflamables  que  fueran  de  espeo 
lacion  ó  comercio  sólo  se  abonase  la  cuarta  parte  del  impor^ 
del  daño  que  hubiese  sufrido  el  edificio,  y  que  &  todos  1 
socios,  por  medio  del  Bolelin  oficial,  se  les  advirtiera  lo  n 
cesaría  que  era  la  observancia  puntual  del  reglamento  en 
neficio  de  los  intereses  comunes,  expresando  en  el  escrito  q 
en  el  caso  de  ser  procedente  la  indemnización  pedida  por 
demandantes,   sólo  podría  ser  de  la  cuarta  parte  del  impo 
del  daño,  según  dicho  documento: 

Resultando  que  la  mencionada  Sala  primera  de  la  Audie 
cia,  por  sentencia  de  7  de  Abril  de  1874,  revocatoria  de  la  d 
Juez  de  primera  instancia,  absolvió  á  la  Sociedad  de  Segu 
mutuos  de  incendios  de  casas- extramuros  de  Madrid  de  la 


manda  propuesta  por  los  testamentarios  de  D.  Antonio  OtcT'^ 
y  Alonso  y  su  esposa  Doña  Petra  Benito  y  Sanz,  sin  haO^^ 
esnecial  condenación  de  costas: 

Y  resultando  que  por  parte  de  los  demandantes  se  interpuso 
recurso  de  casación  por  haberse  en  su  concepto  infringido: 

1.^    La  ley  1/,  tít.  l.^  libro  10  de  la  Novísima  Recopila- 
ción, el  art.  23  del  reglamento,  el  acuerdo  de  26  de  Enero  d^ 
1868  y  las  prácticas  y  costumbres  en  su  virtud  vigentes,   ■' 
declarar  insolvente  y  sin  derecho  á  los  beneficios  sociales  ¿  I* 
testamentaría,  absolviendo  por  esta  causa  de  la  demanda  &  I^ 
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Sociedad  reí^ponsable ;   pues  si  bien  la  Dirección  podía  estar 
«atorizada  para  nombrar  y  separar  por  si  á  sus  auxiliares, 
y  hasta  pai»  aumentarlos  ó  reducir  su  número  cuando  el  ser- 
Wcio  lo  reclamase  9  de  ningún  modo  podía  alterar  el  orden 
administrativo  establecido  ni  suprimir  los  cargt>s  mayores, 
poxque  estas  reformas  incumbían  sólo  á  la  Sociedad,   siendo 
esencial  y  necesario  el  carg'o  de  recaudador  mientras  subsis- 
tiera el  procedimiento  de  cobranza  á  domicilio,  confirmado  en 
^   citada  junta  general  de  26  de  Enero  de  1868,  y  sólo  podría 
dejar  de  existir  cuando  el  sistema  que  le  dio  causa  fuese  re- 
emplazado legalmente  por  otro,  que  sólo  podía  hacer  una 
jttnta  peneral  conforme  á  reglamento. 

T  2.®  La  doctrina  inconcusa  sancionada  por  la  jurispru- 
dencia de  que  «el  hecho  y  su  esencia  son  dos  cosas  distintas 
Jurídicamente  hablando,  y  producen  también  efectos  distintos 
^íi  el  orden  de  casación,»  y  el  art.  14  del  reglamento  de  la 
'Sociedad,  porque  en  ningún  caso  es  lícito  á  un  Tribunal  vio- 
*^titar  el  valor  legal  de  las  pruebas,  y  mucho  menos  formar 
^J*^  criterio  jurídico  con  el  auxilio  de  hechos  no  probados;  pues 
**i  í)¡en  la  Sala  pudo  declarar  probado,  como  declaró  en  virtud 
^^1  mayor  aprecio  hecho  de  la  prueba  testifical  suministrada 
la  Sociedad,  la  existencia  en  la  finca  de  un  gran  tinglado 
cadizos  para  secar  fideos,  lena,  cisco  y  espadaña,  pues  esto 
"^^ot^staba  en  efecto  por  las  declaraciones  de  los  testigos,  no 
^^1  afirmar,  como  lo  hacia  al  calificar  los  anteriores  hechos, 
"^^e  aquellos  artículos  no  estaban  colocados  de  manera  que  re- 
^^Itasen  aislados,  alejados  del  edificio,  sin  tener  contacto  en 
^^i^nto  pudiera  comunicarles  incendio ,  sobre  cuyo  último  ex- 
^^'^tno  guardaron  dichos  testigos  el  más  completo  silencio;  y 
^1  obrar  así  la  Sala  sentenciadora  y  absolver  por  esta  causa 
T  Ja  Compañía,  traspasó  los  límites  impuestos  por  la  ley,  é 
^^íringió  la  ley  y  el  art.  14  anteriormente  citados< 

Vistos,  siendo  Ponente  el   Magistrado  D.  Joaquín  Ruiz  Ca- 
^^\}ate. 

Considerando  que  según  los  .estatutos  de  la  Sociedad  de 
^^g'uros  mutuos  contra  incendios  de  casas  extramuros  de  Ma- 
^5*ld,  que  son  la  ley  especial  á  que  están  sometidos  los  aso- 
^^^dos,  ninguno  de  estos  tiene  derecho  á  la  indemnización  de 
^^tios  y  perjuicios  ocasionados  por  el  incendio  ocurrido  en  la 
^^ca  asegurada,  si  no  adoptan  las  precauciones  y  medidas  y 
^^Bervan  estrictamente  las  reglas  establecidas  en  el  art.  14  de 
t^5  referidos  estatutos,  encaminadas  todas  ellas  á  evitar  los 
^^<5endios  ó  aminorar  sus  estragos: 

Considerando  que  la  Sala  sentenciadora,  apreciando  el  mé- 
^^V>  de  las  pruebas  suministradas  por  las  partes,  apreciación 
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irrecusable  mientras  no  se  demaestre,  domo  no  se  há  dema 
trado,  que  al  hacerla  ha  cometido  alg^una  infracción  de  ley 
de  doctrina,  ha  estimado  y  declarado  que  el  dueño  de  la  fin 
asegurada  en  que  ocurrió  el  siniestro  de  que  se  trata  no 
atemperó  ni  observó  estrictamente  las  disposiciones  y  reg: 
contenidas  en  el  citado  articulo  de  los  estatutos: 

Considerando  que  semejante  omisión  ó  descuido  por  pa. 
del  socio  justifica  y  legitima  por  si  sólo  la  pérdida  de  su 
recho  á  ser  indemnizado  de  los  daños  y  perjuicios  causa<I^:}3 
por  el  incendio,  aun  en  el  caso  de  que  hubiera  cumplido  1 
demás  condiciones  á  que  por  los  estatutos  estaba  sujeto, 
cluso  la  de  satisfacer  oportunamente  las  cuotas  correspo^^ 
dientes: 

Y  considerando  por  lo  expuesto  que  la  Sala  sentenciado 
al  absolver  á  la  repetida  Sociedad  de  Seguros  de  la  demao 
contra  ella  deducida  por  los  recurrentes,  no  ha  cometido  ni 
guna  de  las  infracciones  legales  que  en  apoyo  del  recurso 
citan; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber 
gar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Tomás  Bande 
otros  como  testamentarios  de  D.  Antonio  Otero  y  Alonso 
Doña  Petra  Benito,  á  quienes  en  tal  concepto  condenamos 
las  costas;  libróse  la  correspondiente  certificación  &  la  A 
diencia  de  este  distrito,  y  devuélvanse  á  la  misma  los  doc 
mentes  que  remitió. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  C^  ^- 
ceta  é  insertará  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efec^to 
las  copias  necesarias,   lo  pronunciamos,  mandamos  y  firn:B.8- 
mós.e=José  María  Cáceres.=Laureano  de  Arrieta.=Hilario      Je 
Igon.=Juan  Cano  Manuel.  ^^ Ramón  Diaz  Vela. «= Joaquín  R"tiiz 
Cañábate.  =Joaquin  Cervino. 

Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  Joaquín  Ruiz  Cañábate,  Magistrado  del  Tri- 
bunal Supremo ,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  prim^ni 
del  mismo,  el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Relator  Secre* 
tario  de  dicha  Sala. 

Madrid  9  de  Octubre  de  1875.=Licenciado  Mariano  Fer- 
nandez García. 
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NÚM.  61. 
CASACIÓN  POR  INFRACCIÓN  DE  LEY.— SALA  PRIMERA. 


PBNSA  POR  POBRE.— Sentencia  de  9  de  Octubre,  declarando 
DO  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Doña 
Flora  Aymar  y  Carbonell,  por  sí  y  en  representación  de  su 
hijo  D.  José  Amat,  contra  la  pronunciada  por  la  Sala 
primera  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  en  pleito  con  D.  Juan 
Amat  y  Sala  y  el  Ministerio  fiscal. 

En  sus  CONSIDERANDOS  se  establece: 

Que  los  artículos  182  y  1S3  da  la  Ley  de  Enjuiciamiento  y 

fue  empresa  las  circunstancias  que  han  de  concurrir  para  de-- 

clarar  el  beneficio  de  litigar  por  pobre  están  subordinados  al 

184  de  la  misma  Uy^  según  el  cual  no  se  otorgará  el  beneficio 

cuando  se  infiera  á  juicio  del  Juez  por  cualesquiera  signos 

exteriores  que  quien  lo  solicita  tiene  medios  superiores  al  do^ 

He  jornal  de  un  bracero  en  cada  localidad^  cuya  declaración 

afirmativa  hace  el  Tribunal  sentenciador  por  el  resultado  de 

los  autos,  sin  que  por  lo  mismo  infrinja  la  sentencia  los  ex-- 

presados  artículos  182,  183  j^  184. 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  9  de  Octubre  de  1875,  en 
«1  pleito,  pendiente  ante  Nos,  en  virtud  de  recurso  de  casación 
por  infracción  de  ley,  seguido  en  el  Juzgado  'de  primer^  ins- 
taiicía  del  distrito  del  Pino  de  Barcelona  y  en  la  Sala  primera 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  su  territorio  por  Doña  Flora 
Aymar  y  Carbonell,  por  sí  y  en  representación  de  su  hijo  Don 
José  Amat  y  Aymar,  con  D.  Juan  Amat  y  Sala  y  el  Ministerio 
flflcal,  sobre  defensa  por  pobre: 

Resultando  que  pendiente  en  el  Juagado  de  primera  ins- 
teaoia  del  distrito  del  Pino  de  Barcelona,  el  juicio  ordinario 
promovido  por  D.  Juan  Amat  y  dala  contra  Doña  Flora  Aymar 
J  8a  hijo  D.  José  Amat  y   Aymar,  nieto  del  demandante, 
•I  personarse  Doña  Flora  en  dicho  juicio  solicitó  por  sí  y  en 
1&  representación  indicada  que  se  la  defendiese  en  concepto  de 
pobre,  en  atención  á  que  no  poseia  de  su  propiedad  ni  de  su 
Ujo  bienes,  rentas  ni  sueldo,  ni  ejercía  industria  que  le  pro- 
cera el  importe  del  doble  jornal  de  un  bracero  en  aquella 
^udad,  sin  que  la  circunstancia  de  haberse  señalado  &  su  oí- 
^ohijo  la  cantidad  de  20  rs.  diarios  para  alimentos  provi«* 
fonales  influyera  en  su  riqueza,  ya  ipox  no  participar  del  ca- 
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rácter  de  seguridad  que  solían  tener  los  productos  de  bienes  i 
industria,  ya  porque  si  aquella  cantidad  se  aplicaba  al  pag^ 
de  los  gastos  del  pleito,  inútilmente  se  habría  señalado  par; 
los  alimentos  del  menor: 

Resultando  que  D.  Juan  Amat  y  Sala  no  hizo  uso  del  tras 
lado  que  se  le  confirió;  y  que  oído  el  Ministerio  fiscal,  se  re 
cibió  el  incidente  á  prueba: 

Resultando  que  Doña  Flora  Aymar  la  suministró  de  testí 
gos  para  justificar  que  no  poseía  bienes,  renta  ni  sueldo,  o 
ejercía  industria  que  le  produjera  el  doble  jornal  de  un  brace- 
ro: que  si  no  hubieran  sido  socorridos  por  su  madre  y  abueL 
respective  Doña  Josefa  Carbonell,  hubieran  quedado  reducido 
á  la  situación  de  pobres  de  solemnidad:  que  si  bien  D.  Jáimí 
Aymar  legó  á  su  hija  Doña  Flora  600  libras  en  pago  de  sui 
derechos  legitimarios,  ésta  no  las  había  cobrado  ni  podido  co- 
brarlas de  su  madre  usufructuaria  ni  de  su  hermano  hereden 
por  no  causarles  la  venta  de  alguna  finca  ó  gravar  más  la  he 
renoia:  que  tampoco  su  hijo  D.  José  Amat  poseía  bienes  n: 
rentas  fija:?,  percibiendo  interinamente  51  duros  y  4  rs.  deDoi 
Antonio  Roca  por  abono  de  intereses  de  ciertos  legados  que 
habla  de  cobrar  de  Doña  María  Ana  Ametller,  consorte  que  ívlI 
en  primeras  nupcias  de  D.  Juan  Amat  y  Sala:  que  éste  no  ha- 
bía restituido  el  dote  y  esponsalicio  de  su  referida  primera 
mujer,  ni  pagado  jamás  intereses  del  mismo;  y  que  si  biec 
hacia  ün  año  que  se  allanaba  á  abonarlos,  era  con  la  condi- 
ción, entre  otras,  de  que  Doña  Flora  renunciase  por  ella  y  su 
hijo  á  toda  reclamación  de  alimentos  y  restituyese  ciertafi 
sumas: 

Resultando  que  D.  Juan  Amat  suministró  también  prueba 
de  testigos  para  justificar  que  Doña  Flora  y  su  hijo  percibían 
anualmente  de  D.  Antonio  Roca  255  pesetas  por  razón  del  ca« 
pital  de  4.250:  que  podía  igualmente  percibir  360  pesetas  que 
prometió  pagarle  D.  Juan  Amat  por  el  dote  y  esponsalicio  de 
la  abuela  del  impúber:  Doña  Flora  vivia  en  compañía  de  su 
madre  Doña  Josefa  Carbonell  en  virtud  de  la  promesa  que  ésta 
la  hizo  al  contraer  su  matrimonio  con  D.  Gabriel  Amat  da 
encargarse  de  su  manutención  y  prole  mientras  viviese;  y  que 
Doña  Flora  Aymar  tenía  además  el  derecho  de  detraer  so  le- 
gitima paterna,  que  podía  apreciarse  en  7.500  pesetas,  y  que 
vestía  con  lujo: 

Resultando  que  la  Administración  económica  de  la  provin** 
cía  informó  que  si  bien  no  constaba  que  Doña  Josefa  GarlKH 
nell,  viuda  de  Aymar,  pagase  contribución  alguna,  apanoia 
en  el  repartimiento  que  Doña  Josefa  Carbonell  de  Reveotoir 
figuraba  inscrita  con  adH  cuota  de  195  pesetas  por  una  fiooa 
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en  el  paraje  de  Méndez  Vígo;  Doña  Josefa  Aymar  y  Carbonell 
con  la  de  551  pesetas  por  una  finca  en  la  calle  Balsas  de  San 
Pedro,  y  Doña  Josefa  Aymar  en  el  puqblo  de  Graba  con  la  ri- 
queza imponible  de  1.017  pesetas: 

Resultando  que  durante  dicho  término  se  puso  testimonio 
de  ]a  sentencia  que  en  21  de  Diciembre  de  1872  dictó  el  Juez 
de  primera  instancia  condenando  &  D.  Juan  Amat  y  Sala  ¿ 
abonar  á  su  nieto  el  menor  D.  José  Amat  y  Aymar  5  pesetas 
diarias  por  via  de  alimentos  provisionales,  sin  perjuicio  del 
derecho  de  las  partes,  de  que  podrian  hacer  uso  en  el  juicio 
oorrespondiente;  estableciéndose  al  efecto  como  fundamentos 
que  D.  Gabriel  Amat,  padre  del  citado  menor,  falleció  sin  bie- 
nes ni  recursos  algunos:  que  su  mujer,  Dona  Flora  Aymar, 
carecia  también  de  ellos ,  por  manera  que,   á  no  alimentarla 
en  su  casa  y  compañía  su  madre  viuda  Doña  Josefa  Carbonell, 
so  vería  en  la  indigencia;  y  que  D.  Juan  Amat  y  Sala,  abuelo 
del  menor,  era  un  rico  hacendado: 

Hesultando  que  el  Juez  de  primera  instancia  negó  ¿  Doña 
Flora  Aymar  de  Amat,  por  si  y  en  representación  de  su  hijo^ 
^l  l>eneficio  de  pobreza;  y  que  habiendo  interpuesto  apelación, 
P^^^esentó  á  la  Audiencia  la  partida  de  defunción  de  su  madre, 
solicitando  que  se  le  admitiera  la  nueva  solicitud  de  pobreza 
4Ue  deducía,  puesto  que  había  ocurrido  un  hecho  nuevo  pos- 
^^ior  &  la  sentencia,  pretendiendo  además  que  se  declarase 
e%^  nula,  devolviéndose  Jos  autos  al  Juez  para  que  subsanara 
^^  defecto  de  no  haber  sido  emplazado  el  Administrador  eco- 
^^laico  de  la  provincia  en  representación  de  la  Hacienda: 
.  Resultando  que  confirmada  por  la  Audiencia  en  3  de  Fe* 
r^*^ro  de  1874  la  sentencia  del  Juez  (le  primera  instancia,  in- 
r^^uso  Doña  Flora  Aymar  recurso  de  casación  por  haberse 
**^^^ngido  á  su  juicio: 

1.^  El  art.  182  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  de- 
^*^^ra  pobres  á  los  que  se  hallan  comprendidos  en  algunos  de 
^^^  casos  que  expresa  el  mismo,  toda  vez  que  Doña  Flora  y 
^^  hijo  no  tenían  bienes  raíces  ni  vivian  de  ninguna  renta 
I^Tmaneute,  y  sí  únicamente  de  los  alimentos  provisionales, 
^Xie,  por  su  carácter  de  tales,  no  estaban  icomprendidos  en  di- 
^ho  articulo.  ^ 

2.*^  El  183  de  la  misma  ley,  porque  se  imputaba  á  la  re- 
currente como  rendimientos  los  auxilios  que  su  madre  le  dis- 
pensaba por  mera  piedad,  y  que  habian  cesado  por  su  falleci- 
miento sin  dejar  bienes,  puesto  que  vivía  del  usufructo  de  la 
Iifireocia  de  su  marido:  se  le  computaba  también  como  medio 
de  vivir  los  intereses  legales  del  dote  que  D.  Juan  Amat  rete- 
nía de  su  primera  mujer,  y  ios  cuales  no  había  pagado  jamás, 


2S8  TRIBUNAL  SUPREMO. 

y  la  legítima  paterna  que  do  habia  cobrado;  y  que  el  mismo 
D.  Juan  Amat  habia  incoado  un  pleito  en  unión  de  su  mujei 
para  cobrarla. 

3."  Aun  en  la  hipótesis  de  que  pudiera  considerarse  como 
rendimientos  comprendidos  en  el  art.  182  de  la  Ley  de  Enjui- 
ciamiento los  20  rs.  de  alimentos  provisionales  y  los  51  daros 
anuales  que  interinamente  y  durante  su  voluntad  le  daba  Doi 
Antonio  Roca,  no  formaban  ambas  cantidades  el  doble  joma 
de  un  bracero  en  Barcelona,  que  desde  hacia  ya  tres  años  en 
de  24  á  28  rs.,  sin  que  fuese  necesario  justificar  esta  costam* 
bre  de  un  pueblo  cuando  era  públicamente  conocida  por  loí 
Tribunales  residentes  en  la  localidad. 

4.*  El  art.  184  de  la  mencionada  ley,  por  no  ser  sefial 
cierta  ni  evidente  de  riqueza  para  litigar  el  vestir  de  seda; 
pues  además  de  que  en  la  actualidad  lo  hacian  las  obreras  j 
criadas,  sin  que  nadie  por  ello  conceptuase  que  disfrutaban  de 
buen  estado  de  fortuna,  si  la  recurrente  vestia  con  tales  ropa^ 
ya  muy  usadas,  era  por  habérselas  dado  su  madre  al  contraer 
matrimonio;  pudiendo  ser  aplicado  dicho  articulo  si  tuviese 
criados,  ó  pagase  alquiler  de  casa,  ó  resultasen  justificados  oon 
verdad  algunos  otros  signos  exteriores  que  diesen  lugar  á  in- 
ferir que  tenia  medios  de  vivir. 

5.®  El  art.  186  de  la  misma  ley,  que  dice  que  cuando  llri- 
gasen  unidos  varios  que  individualmente  tengan  derecho  á  sei 
defendidos  por  pobres,  se  les  autorice  para  litigar  como  tales 
aun  cuando  los  productos  reunidos  de  todos  ellos  excedan  á  loa 
tipos  señalados;  toda  vez  que,  tanto  Doña  Flora  Aymar  como 
su  hijo,  considerados  individualmente,  tenian  derecho  á  ser  de- 
fendidos por  pobres,  porque  ninguno  de  ellos  vivia  de  produo- 
tos  superiores  al  doble  jornal  de  un  bracero. 

6.®  El  art.  191  de  la  misma  ley,  porque  aun  cuando  no  se 
hubiera  dado  lugar  á  justificar  la  nueifa  demanda  de  pobre» 
presentada  en  segunda  instancia,  el  haber  negado  su  admisión 
equivalia  &  negar  el  beneficio  de  pobreza  sin  haber  méritos 
para  ello. 

7.*  Y  por  último,  no  habiéndose  declarado  nulo  todo  lo  ac- 
tuado por  no  haber  sido  citado  y  emplazado  el  Administrador 
económico  en  representación  de  la  Hacienda,  esta  resolución, 
que  implícitamente  se  desprendía  de  la  ejecutoria,  era  contra 
la  Real  instrucción  de  1.®  de  Octubre  de  1851  vigente,  confor- 
me á  la  Real  orden  de  4  de  Setiembre  de  1852,  que  no  fué  de- 
rogada por  los  artículos  187  y  194  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
civil,  según  lo  resuelto  en  Real  orden  de  3  de  Febrero  de  1868; 
siendo  doctrina  aplicada  por  este  Tribunal  Supremo  en  sentM^ 
cias  de  23  de  Abril  de  1861  y  18  de  Marzo  de  1862. 
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Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  Fermiu  da 
Haro. 

Considerando  que  Ips  artículos  182  y  183  de  la  Ley  de  Bu- 
jaioiamientOy  que  expresan  las  circunstancias  que  han  de  con* 
carrir  para  declarar  el  beneficio  de  litigar  por  pobre,  están  su- 
bordinados al   184  de  la  misma  ley,  según  el   cual  no  se 
otorgará  el  beneficio  cuando  se  infiera  á  juicio  del  Juez  por 
cuales  iuiera  signos  exteriores  que  quien  lo  solicita  tiene  medios 
superiores  al  doble  jornal  de  un  bracero  en  cada  localidad, 
ouya  declaración   afirmativa  hace   el   Tribunal   sentenciador 
por  el  resultado  de  los  autos,  sin  que  por  lo  mismo  infrinja  la 
sentencia  los  expresados  artículos  182,  183  y  184: 

Considerando  que  percibiendo  el  hijo  impúbero  de  la  recur- 
rente 29  rs.  diarios  por  alimentos  provisionales  decretados 
^^ntra  su  abuelo  paterno,  mantenido  como  su  madre  por  la 
c^buela  materna,  y  percibiendo  además  255  pesetas  de  intereses 
del  capital  de  ciertos  legados,  exceden  sus  productos  al  doble 
jornal  de  un  bracero,  graduado  en  10  rs.  por  el  Juez,  y  no  in- 
ffluge  la  sentencia  el  art.  186  de  la  expresada  ley,  sea  que  li- 
^ifirue  unido  ó  separado  de  la  madre: 

Considerando  que  el  art.  191  de  la  ley  referida  no  es  apli- 

^*ble  al  caso,  y  por  lo  tanto  no  se  ha  quebrantado,  puesto  que 

^^  se  trata  de  quien  no  se  haya  defendido  de  pobre  en  la  pri- 

P^ra  instancia  del*  pleito  principal,  y  quiere  en  la  segunda 

J^^tificar  que  ha  venido  á  peor  fortuna,  que  es  lo  que  dispone 

®^  xnencionado  artículo,  sino  que  de  la  segunda  instancia  de 

?*te  incidente  se  ha  querido  abrir  otro  nuevo  por  la  defum^ion 

^^  la  abuela  materna,  cuya  pretensión  ha  sido  justamente  de  - 

^^^ada  en  el  estado  que  tenia: 

Considerando,  por  último,  que  haya  sido  emplazado  ó  no  el 
'^^ministrador  económico,  de  quien  se  han  traido  certificacio- 
'^^^  á  los  autos,  y  pudiera  ó  no  producir  aquella  circunaÉMicia 
^^un  vicio  en  el  procedimiento,  este  particular  habría  pulido 
^^garse  en  un  recurso  de  casación  en  la  forma;  pero  de  nin- 
*>^ii  modo  en  el  de  violación  de  ley  en  el  fondo  como  el  actual; 
Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber 
^'^Sar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Doña  Flora  Ay- 
^^T  y  Carbonell,  por  sí  y  en  la  representacionjndicada,  á  los 
^^e  condenamos  por  razón  de  depósito  al  pago  de  la  cantidad 
^  1.000  pesetas,  que  se  distribuirá  con  arreglo  á  la  ley,  y  en 
*^^  costas;  y  devuélvanse  los  autos  á  la  Audiencia  de  Barce- 
*^íia  con  la  certificación  correspondiente. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
^^^ü  y  se  insertará  en  la  Colección  legislalita^  pasándose  al 
^f^^cto  las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  fir- 
IL-l/  Y  3.*  19 
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inamo3.=Juan  González  A.ceyedo.»»José  María  Cáceres.sLaa-^ 
reano  de  Arrieta.^Hilario  de  Igon.=:Jo8é  Fermín  de  Muro.^^* 
Joaquin  Ruiz  Cañábate.  =: Ricardo  Diaz  de  Rueda. 

Publicación: 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Excelea  ^ 
tisimo  Sr.  D.  José  Fermín  de  Muro,  Magistrado  del  Tribnn^^ 
Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera,  en 
dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Relator  Secretario  de 
misma. 

Madrid  9  de  Octubre  de  1875. a» Licenciado  Desiderio 
tinez. 

NÚM.  62. 


CASACIO.V  POR  INFRACCIÓN    DE   LEY.— SALA    PRIMBEU- 


Tbbobría  de  mejor  derecho.— Sentencia  de  11  de  Octubre,  de- 
clarando haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por 
Doña  Dolores  Alonso  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  de 
lo  civil  de  la  Audiencia  de  Valencia ,  en  pleito  con  D.  Joa- 
quin Puigmoltó  y  D.  Manuel  Tormo. 

En  los  CONSIDERANDOS  se  establece: 

1.**  Que  la  ley  1.*,  íit.  11,  Parliia  2.',  después  de  tí^H" 
car  qué  cosa  es  dote  ó  donación  é  arta  al  determinar  el  tiiMp^ 
en  que  se  pueden  hacer  dispone  y  que  tales  dotes  ó  donaciones 
que  han  el  marido  i  la  mujer  ó  la  mujer  al  marido^  asi  effn^ 
ieb^^choy  se  pueden  hacer  antes  de  que  el  matrimonio  sea  úCSr 
iad^  después. 

2.'  Que  según  la  ley  2.*  del  mismo  titulo  y  Partida^Ut 
dos  maneras  de  arras,  una  que  consiste  en  lo  que  da  el  maríM 
é  la  mujer  por  razón  de  la  dote,  y  la  otra  la  que  da  el  espeta 
d  la  esposa  francamente,  que  llaman  esponsalicia ,  como  dona^ 
de  esposo;  y  que  á  este  donadío  solamente  se  refiere  cuando  ii^ 
que  ha  de  darse  antes  de  que  el  matrimonio  sea  acabado  p^ 
palabras  de  presente,  y  no  á  la  otra  manera  de  arras  que  de  » 
'marido  i  la  mujer  por  razón  de  la  dote. 

3/  Que  la  ley  23,  tit.  15,  Partida  5.*,  no  requiere  que  Jf 
dote  laya  sido  constituida  antes  que  la  celebración  del  metrí^ 
m^ío,  ni  era  regular  que  lo  requiriese,  pues  que  no  ere  ^ 
Ñijeí^  eeHalar  el  tiempo  en  que  podrían  hacerse  las  dotes  f  tff* 
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que  este  particular  se  haUa  declarado  terminante-- 
^  ca  ley  1/,  tit.  11  de  la  Partida  4.%  disponiendo  que 
y  arras  se  podían  dar  antes  y  después  del  matrimo^ 
se  deja  expuesto. 

villa  y  Corte  de  Madrid ,  á  11  de  Octubre  de  1875, 
tos  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de 
te  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Valen-* 
)oña  Dolores  Alonso  contra  D.  Joaquin  Puigmoltó  y 
3l  Tormo,  sobre  tercería  de  mejor  derecho;  autos  que 
ote  Nos,  en  virtud  de  recurso  de  casación  interpuesto 
)ña  Dolores  contra  la  sentencia  que  en  26  de  Marzo 
iictó  la  referida  Sala: 

tando  de  la  certificación  remitida  por  la  Audiencia 
anclado  de  remate  el  pleito  ejecutivo  instado  por  Don 
Puigmoltó  contra  D.  Manuel  Tormo  ,  sobre  pago  de 
1.  con  hipoteca  de  una  casa  en  Albaida ,  su  consorte 
ores  Alonso  utilizó  tercería  de  mejor  derecho  por  su 
ras,  en  valor  de  50.000  rs.  entregados  á  los  nueve  me- 
ntidos diasde  verificado  el  matrimonio,  30.000  reales 
en  metálico  y  20.000  en  arras  ofrecidas,  según  escri- 
1  de  Diciembre  de  1862  ,  invocando  en  su  apoyo  la 
Lt.  13,  Partida  5.*: 

tando  que  formada  pieza  separada  y  conferido  tras* 
gmoltó  ni  se  opuso  ni  se  allanó  hasta  que  pudiera 
!  al  cotejo  con  su  original  la  escritura  en  que  fundó 
.0  la  demandante:  habiendo  otorgado  ésta  y  su  marido 
0.000  rs.  prestados  sirvieron  para  pagar  deudas  an- 
1  matrimonio,  en  términos  que  Tormo  no  recibió  más 

600  rs.  ,  excepcionó  Puigmoltó  en  la  duplica  que 
bregado  en  lugar  de  otros  acreedores: 
;ando  que  en  26  de  Marzo  de  1874  la  Sala  de  lo  ftivil 
diencia  pronunció  sentencia ,  confirmatoria  de  la  del 
;)rimera  instancia ,  absolviendo  á  D.  Joaquin  Puig- 
la  demanda  de  tercería  interpuesta  por  Doña  Dolores 
Garrió,  sin  especial  condenación  de  costas: 
ultando  que  Doña  Dolores  Alonso  interpuso  recurso 
3n,  alegando  como  motivos:  que  debe  tenerse  en  cuenta 
)  de  autos  que  la  cantidad  por  arras  fué  dada  como 
de  dote ,  y  formando  parte  de  ésta  participa  de  su 
&  y  privilegio,  según  terminantemente  expresa  el  ar- 
}  de  la  Ley  hipotecaria:  que  respecto  al  tiempo  en  que 
irecer  constituida  la  dote ,  aunque  la  ley  de  Partida 
Ift  sentencia  exige  que  sea  antes  de  contraer  el  ma-^ 
la  práctica  encuentra  á  cada  paso  que.no  se  pueden 
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constituir  las  dotes  antes  del  matrimonio  ,  y  en  tal  caso  por- 
que la  dote  se  llame  confesada  no  es  justo  privarla  de  loi 
privilegios  que  debe  tener:  que  la  Ley  hipotecaria  en  su  art.  171 
sanciona  esta  doctrina  ,  concediendo  hipoteca  legal  &  la  dote 
confesada  por  el  marido  &ntes  de  la  celebración  del  matrimo- 
nio ó  un  año  después,  en  cuyo  caso  se  encuentra  la  otorgada 
por  D.  Manuel  Tormo  á  favor  de  su  esposa  Doña  Dolores  Atou- 
do  :  que  e^te  Tribunal  Supremo  en  sentencia  de  26  de  Hayo 
de  1857  tiene  declarado  que  la  doctrina  de  que  la  crote  con- 
fesada no  tiene  fuerza  sino  para  perjudicar  al  marido,  sólo  se 
entiende  en  el  caso  de  haber  motivo  fundado  para  creer  que 
la  confesión  se  hizo  en  fraude  de  terceros  interesados;  y  que 
por  estas  consideraciones  aparecía  infringida  la  ley  23,  tit.  13, 
Partida  5/,  que  se  ha  infringido,  en  cuanto  no  se  ha  aplicado, 
debiendo  haberlo  sido. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ramón  Dias  Vela. 

Considerando  que  la  ley  1/,  tít.  11,  Partida  2/,  después  de 
explicar  qué  cosa  es  dote  ó  donación  é  arra,  al  determinar  el 
tiempo  en  que  se  pueden  hacer  disponer  que  tales  dotes  y  do- 
naciones que  han  el  marido  á  la  mujer  ó  la  mujer  al  marido, 
asi  como  deba  dicho ,  se  pueden  hacer  antes  de  que  el  matri- 
monio sea  acabado  é  después: 

Considerando  que,  según  la  ley  2.*  del  mismo  título  y  Par- 
tida, citada  en  la  sentencia  recurrida,  hay  dos  maneras  de  arras, 
una  que  consiste  en  lo  que  da  el  marido  á  la  mujer  por  razón 
de  la  dote,  y  la  otra  la  que  da  el  esposo  á  la  esposa  ff§!Mr 
mente ^  que  llaman  esponsalicia,  como  donadío  de  esposo;  7 
que  &  este  donadío  solamente  se  refiere  cuando  dice  que  ha 
de  darse  antes  de  que  el  matrimonio  sea  acabo  por  palabras 
de  presente,  y  no  á  la  otra  manera  de  arras  que  da  el  marido 
á  la  mujer  por  razón  de  la  dote : 

Considerando  que  las  arras  que  á  la  recurrente  le  dio  su 
marido  al  tiempo  de  la  constitución  y  de  la  entrega  dé  sudóte 
lo  fué,  no  tan  sólo  por  razón  de  la  misma  dote,  sino  como  au- 
mento de  ésta,  y  por  lo  tanto  formando  parte  de  ella  y  gozando 
de  los  derechos  y  preferencias  dótales,  sin  que  le  obste  el  que 
tales  arras  se  hayan  dado  después  de  la  celebración  del  ma- 
trimonio : 

Considerando  que  la  dote  reclamada  por  Doña  Dolores 
Alonso  ha  sido  entregada  á  su  marido ,  en  monedas  de  oro  J 
plata  ile  buena  calidad  y  peso,  y  se  constituyó  así  en  escritura 
pública  ante  testigos  y  Escribano  público  que  dio  fé  de  la  en- 
trega, por  lo  que  perjudica  &  terceros,  aunque  su  constitución 
haya  sido  después  de  la  celebración  del  matrimonio;  pues  1^ 
ley  23,  tít.  13,  Partida  5.^,  citada  también  como  fundamento 
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e  la  sentencia,  no  requiere  que  lo  haya  sido  antes,  ni  era  re- 
ular  que  lo  requiriese ,  pues  que  no  era  su  objeto  señalar  el 
empo  en  que  podían  hacerse  las  dotes  y  arras,  como  que  este 
ürticular  se  habia  declarado  terminantemente  por  la  ley  1 .% 
Lulo  11  de  la  Partida  4.^,  disponiendo  que  las  dotes  y  arras 
I  podían  dar  antes  y  después  del  matrimonio ,  como  se  deja 
apuesto : 

Ck>nsiderando  que  no  obstando,  como  no  obsta,  á  la  dote  de 
3fla  Dolores  Alonso  el  que  se  haya  constituido  y  entregado 
ispues  de  celebrado  su  matrimonio,  y  como  tampoco  adolece 
t  la  circunstancia  que  se  le  supuso  de  ser  solamente  confe- 
sa por  el  marido ,  es  claro  que  disfruta  contra  D.  Joaquín 
ni^moltó  de  la  hipoteca  de  los  bienes  del  marido  que  la  con- 
ide  dicha  ley  23,  tít.  13  de  la  Partida  5.*,  á  la  que  es  inherente 
privilegio  do  tal,  dándole  por  ello  preferencia  al  crédito  del 
.  Joaquín  como  postor ;  y  de  consiguiente  la  sentencia  re- 
urrida ,  al  absolver  á  este  último  de  la  demanda  de  tercería 
9  mejor  derecho  propuesta  por  la  Doña  Dolores ,  infringe  la 
lisma  ley  23  que  le  sirve  de  fundamento  ,  y  corresponde  por 
>do  que  sea  casada; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar 
I  recurso  de  casación  interpuesto  por  Doña  Dolores  Alonso 
ontra  la  sentencia  que  en  26  de  Marzo  de  1874  dictó  la  Sala 
le  lo  civil  déla  Audiencia  de  Valencia,  y  en  su- consecuencia 
asamos  y  anulamos  dicha  sentencia;  y  líbrese  orden  de  la  re- 
ferida Audiencia  para  que  remita  los  autos  originales  á  los 
afectos  prevenidos  por  la  ley. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Oah' 
uta  é  insertará  en  la  Colección  legislativa ,  pasándose  al  efecto 
las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firma- 
mos.=Juan  González  Acevedo.^^osé  María  Cáceres.^Hílario 
le  Igon.==fJosé  Fermín  de  Muro.=-»Juan  Gano  Manuel.=Ramon 
Díaz  Vela.=Beníto  de  UUoa  y  Rey. 

Publicación: 

Leída  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Excelen- 
tísimo Sr.  D.  Ramón  Díaz  Vela,  Magistrado  del  Tribunal  Supre- 
mo, celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera  del  mismOi 
d  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Relator  Secretario  de  di- 
cha Sala. 

Madrid  11  de  Octubre  de  1875.s»Lícenciado  Mariano  Fer- 
nandez García. 
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NüM.  63. 
CASACIÓN  POR  INFRACCIÓN  DE  LEY.— SALA   PRIMERA. 


Pago  de  mercaderías. — Sentencia  de  11  de  Octubre,  declaraa 
do  no  haber  lugar  los  recursos  de  casación  interpuestos  poi 
D.  Manuel  y  D.  José  Fontova,  contra  la  pronunciada  poi 
la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona, 
en  pleito  con  la  razón  social  Samora,;Costa  y  compañía. 

En  sus  CONSIDERANDOS  sc  ostableco : 

1.^  Que  no  puede  decirse  que  han  sido  infringidas  por  un4 
sentencia  leyes  ni  doctrinas  que  no  tienen  aplicación  al  case 
de  autos. 

2.^  Que  según  el  derecho  comun^  el  que  se  obliga  en  un 
contrato  como  deudor  principal  se  entiende  que  contrae  una 
obligación  solidaria,  en  fuerza  de  la  cual  pueae  ser  reconvenid 
do  en  su  caso  y  ó  sea  como  tal  cuando  llegue  el  tiempo  de  su 
cumplimiento. 

Eu  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  11  de  Octubre  de  1875, 
en  el  pleito,  pendiente  ante  Nos,  en  virtud  de  recurso  de  ca- 
sación por  infracción  de  ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  pri- 
mera instancia  de  Cervera  y  en  la  Sala  primera  de  lo  civU  de 
Audiencia  de  Barcelona  por  la  razón  social  Samora^  Costa  y 
compaHia  con  D.  Manuel  Fontova  y  Beñé  y  D.  José  Fon  tova  y 
Juin,  sobre  pago  de  mercaderías: 

Resultando  que  en  documento  privado  de  15  de  Junio  de 
1864  confesó  D.  José  Fontova  haber  vendido  á'  Samora»  Costa 
y  compañía  200  cargas  de  aceite,  al  precio  de  17  duros  la 
carga,  comprometiéndose  á  entregarlas  en  los  almacenes  ^  de 
aquellos  desde  el  l.^al  31  de  Enero  de  1865,  pagando  Samo- 
ra,  Costa  y  compañía  el  precio  de  la  venta  en  tres  plazos:  el 
primero,  de  1.000  duros,  el  día  20  de  Julio;  el  segundo»  de 
igual  cantidad,  en  15  de  Agosto,  y  el  resto  en  9  de  Setiem- 
bre: que  Fontova  se  obligó  á  que  si  por  cualquiera  accidente 
no  hiciera  la  entrega  del  aceite  á  su  debido  tiempo,  habiéa- 
dolé  satisfecho  los  compradores  el  precio  en  los  vencimieotos 
prefijados,  devolverla  á  los  compradores  los  3.400  duros,  ó  to 
que  de  ellos  hubiese  recibido;  y  les  pagana  además  300  duros 
por  vía  de  pena,  y  los  reintegraría  de  la  diferencia  del  precio 
con  relación  al  corriente  en  Barcelona  en  el  dia  que  debieaei 
haber  hecho  la  entrega  del  aceite;  y  que  D.  Manuel  Fontova 


SENTENCIAS  DE  1875.  205 

aTaló  7  grarantizó  el  camplimiento  de  este  contrato  por  parte 
^  D.  José  Fontova,  queriendo  para  su  caso  constituirse  como 
principal  obligado  y  directa  é  indirectamente  responsable,  obli- 
gando á  ello  todos  sus  bienes  habidos  y  por  haber: 

Resultando  que  D.  José  Fontova  firmó  otras  cinco  contra- 
tas de  venta  de  aceite  con  iguales  condiciones  que  la  anterior, 
y  garantizadas  en  igual  forma  por  D.  Manuel  Fontova: 

Resultando  que  la  razón  social  indicada  entabló  en  1.^  de 
Junio  de  1868  la  demanda  objeto  de  este  pleito  para  que  se 
^ondeiíase  á  D.  Manuel  Fontova,  como  principal  obligado  y 
directamente  responsable  de  las  contratas  referidas,  al  pago  de 
la  cantidad  de  50.225  escudos  250  milésimas  por  las  respon- 
sabilidades debidas  y  no  satisfechas,  procedentes  de  dichas 
Contratas  que  no  habia  cumplido  D.  José  Fontova: 

Resultando  que  D.  Manuel  Fontova  impugnó  la  demanda 
^poniendo  las  excepciones  del  beneficio  de  orden  y  de  cosa 
JUsgada,  pidiendo  que  le  absolviese  de  aquella  mientras  la  So- 
ledad demandante  no  acreditase  haber  reclamado  préviamen- 
^  la  responsabilidad  de  las  contratas  al  principal  obligado  Don 
^osé  Fontova,  y  haber  hecho  excusión  en  los  bienes  de  éste 
por  no  ser  el  demandado  más  que  un  simple  fiador  de  su  hijo, 
apoyando  la  excepción  de  cosa  juzgada  en  la  sentencia  dicta- 
^^  por  la  Audiencia  en  el  juicio  ejecutivo  seguido  por  la  casa 
demandante  contra  el  demandado  sobre  el  cumplimiento  de 
l^s  mismas  contratas ,  en  el  cual  habia  quedado  juzgado  que 
^qiiella  debia  dirigirse  primeramente  contra  D.  José  Fontova: 
Resultando  que  Samora,  Costa  y  compañía  entablaron  en 
Tribunal  de  Comercio  otra  demanda  contra  D.  José  Fontova 
para  el  cumplimiento  de  las  obligaciones  contraidas  por  su 
parte  en  los  mencionados  documentos;  y  que  acumulada  des- 
pués á  la  primera  demanda,  la  contestó  D.  José  Fontova  opo- 
iiiendo  la  excepción  general  de  falta  de  derecho  y  acción,  en 
la  cual  queria  se  entendiese  comprendida  la  llamada  doli  per^ 
p€(ua^  fundándose  en  que  no  habia  recibido  las  cantidades  que 
ae  expresaban  en  las  contratas:  que  se  le  prometió  que  avar- 
lando  BU  padre  aquellas  se  le  facilitaría  una  suma  mucho  ma- 
yor de  la  que  se  le  habia  entregado :  que  después  se  le  pro- 
metió que  de  las  sumas  entregadas  se  formaría  un  capital,  que 
^amortizarla  poco  á  poco  con  la  mitad  del  precio  de  los  acei- 
^  ^ue  fuesen  remitiendo,  y  que  se  le  entregaría  la  otra  para 
lü'mieva  adquisición,  y  tampoco  se  habia  cumplido:  que  tanto 
^  esto  cierto,  como  que,  pidiéndose  50.225  escudos  50  milé- 
^aSy  el  agente  de  los  demandantes  le  propuso  que  dando  una 
^^^  que  no  llegaba  á  la  quinta  parte  de  la  que  se  reolama- 
^  se  darian  por  cumplidas  todas  las  contratas: 
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Resultando  que  suministrada  prueba  por  las  partes,  dictó 
sentencia  el  Juez  de  primera  instancia,  que  confirmó  con  las 
costas  la  Sala  primara  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barce- 
lona en  30  de  Abril  de  1874,  condenando  á  D.  Hi^el  j  Don 
José  Fontova  á  pagar  juntos  y  á  solas  á  la  razón  social  Sa- 
mora,  Costa  y  compañía  la  cantidad  demandada  por  las  res- 
ponsabilidades debidas  y  no  satisfechas ,  procedentes  de  las 
contratas  producidas  con  la  demanda,  con  más  los  intereses,  á 
razón  de  6  por  100  anual,  de  dicha  cantidad  desde  la  fechi 
de  aquella: 

Resultando   que  D.  Manuel  Fontova  interpuso  recurso  dG 
casación  por  haberse  infringido  á  su  juicio: 

1  .^    Al  desestimar  el  beneficio  de  orden  y  exención  de  bie- 
nes que  le  competía,  el  art.  475  del  Código  de  Comercio,  expli- 
cado por  la  sentencia  de  este  Tribunal  Supremo  de  14  de  No 
viembre  de  1862,  porque  se  habiadado  fuerza  y  eficacia,  lej 
al  aval  que  figuraba  al  final  de  las  escrituras,  siendo  asi 
si  bien  el  aval  en  asuntos  mercantiles  constituye  una  oblij 
cion  independíente  de  la .  que  lleva  consigo  el  documento 
rantido  con  él,  era  lo  cierto  que  el  art.  475  del  Código  de 
mercio  lo  circunscribe  á  las  letras  de  cambio,  de  cuyo  caráct^^-=^r 
00  participan  los  documentos  de  que  se  trata. 

2.^     El  contrato,  ley  suprema  en  los  puntos  convenidos 
él|  según  la  jurisprudencia  establecida  por  múltiples  sentei 
cias  de  este  Tribunal  Supremo,  pues  interpretando  la  sentei 
cía  la  cláusula  constitutiva  de  la  obligación  contraída  por 
Manuel  Fontova  en  sentido  de  que  éste  se  convertía  incoad: 
cionalmente  y  desde  luego  el  deudor  principal,  se  olvidaba 
que  la  frase  condicional  queriendo  para  en  su  caso  consiiiuir^' 
como  primer  obligado  no  puede  entenderse  sino  para  cuan< 
el  demandado  D   José  Fontova  en  primer  lugar  dejara  de 
gar  ó  cumplir  las  obligaciones  que  se  impuso  en  cada  uno 
los  seis  contratos. 

3.®    Al  denegársele  como  consecuencia  de  la  inexacta  apC^   H- 
cacion  del  contenido  textual  de  la  simple  garantía  pre8ta^"i»<Ia 
por  Manuel  Fontova  la  sección  de  orden  alegada  al  contest==Af 
á  la  demanda,  condenándole  como  deudor  principal  al  miso^AO 
tiempo  que  á  su  hijo,  las  leyes  9.\  tít.  12  de  la  Partida  5  «*' 
y  3.*,  tít.  19  del  Fuero  Real. 

T  4.^    Al  desestimarse  la  excepción  de  cosa  juzgada  opae^li 
por  el  recurrente,  fundado  en  que  esa  misma  cuestión  fué  yñ 
resuelta  y  tratada  en  el  juicio  ejecutivo  que  promovió  la  So- 
ciedad demandante  contra  D.  Manuel  Fontova  sobre  pago  db 
la  cantidad  objeto  de  este  litigio,  supuesto  que  concurrían  en 
ambos  las  identidades  de  cosa,  persona  y  acción,  requisitos  slo 


SBNTBNCIAS  DE  1875.  297 

OS  cuales  no  procedería,  según  las  sentencias  de  este  Tribu- 
al Supremo  de  22  de  Octubre  y  1.®  de  Diciembre  de  1857,  las 
9ye8  13  y  19,  tit.  22  de  la  Partida  3.': 

Besultando  que  O.  José  Fontova  interpuso  también  recurso 
B  casación ,  citando  como  infringidos: 

1.®  El  art.  245  del  Código  de  Comercio,  que  dice  que  cuan- 
[>  en  el  contrato  mercantil  se  fija  pena  de  indemnización  con- 
*a  el  que  no  lo  cumpliese ,  puede  la  parte  perjudicada  pedir 
1  cumplimiento  del  contrato  ó  la  pena  prescrita;  pero  no  las 
ja  cosas,  como  sucedia  en  la  sentencia  en  que  se  condenaba 
pagar  la  pena,  y  además  ¿  cumplir  el  contrato,  pues  eso  sig- 
[ficaba  la  devolución  del  importe  del  género  vendido,  con  la 
herencia  del  más  precio  que  tuvo  desde  el  dia  en  que  debió 
1  treguarse  hasta  el  en  que  se  abonaba  su  importe. 
'Y  2.^  El  art.  246  del  mismo  Código ,  al  sostener  la  sen- 
ncia  que  en  los  contratos  celebrados  se  estipuló  que,  en  caso 
>  na  cumplirse  por  Fontova  lo  pactado,  reintegrarla  la  dife* 
ncia  de  precio  que  resultase  con  relación  al  corriente  en  Bar- 
»lona,  pues  este  pacto  es  licito. 

Yistos  ,  siendo  Ponente  el  Magistrado  Don  Juan  Cano 
[anael. 

Considerando ,  respecto  al  recurso  interpuesto  por  D.  Ma- 
ael  Fontova,  que  si  bien  al  aval  6s  una  garantía  peculiar  de 
19  letras  de  cambio,  y  que  por  no  participar  de  este  carácter 
I  contrato  de  compra-venta  de  que  se  trata  no  son  aplicables 
él  los  efectos  de  la  disposición  del  art.  457  del  Código  de 
omercio,  que  se  dice  infringida,  ha  de  estarse  sin  embargo 
D  este  caso  al  derecho  común  como  supletorio,  según  el  cual 
L  que  se  obliga  en  un  contrato  como  deudor  principal^  se  en- 
ende  que  contrae  uña  obligación  solidaria ,  en  fuerza  de  la 
aal  puede  ser  reconvenido  en  su  caso,  ó  sea  como  tal  cuando 
egue  el  tiempo  de  su  cumplimiento: 

Considerando  que  D.  Manuel  Fontova  aparece  en  las  con- 
*vtas  de  aceites  como  obligado  principal,  y  que  bajo  tal  con- 
spto  es  improcedente  el  segundo  motivo  de  casación  relativo 

la  violación  del  contrato  ,  porque  esta  infracción  se  apoya 
oicamente  en  el  supuesto  equivocado  de  que  Fontova  es  fia- 
Or  subsidiario: 

Considerando  que  la  denegación  del  beneficio  de  orden  y 
tensión,  invocado  por  Fontova  como  motivo  de  casación,  tam- 
oco  es  atendible  por  fundarse  en  la  cualidad  de  fiador  que 
Tatuitamente  se  atribuye  contra  el  tenor  expreso  de  los  tér- 
ros, en  que  se  obligó,  y  bajo  tal  supuesto  no  son  aplicables 
>i  pueden  ser  infringidas  por  la  sentencia  las  leyes  de  Partida 
^  del  Fuero  Real  citadas  en  el  recurso»  por  referífibe  á  lossim* 
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pies  fladores  y  no  á  los  principales  obligados,  oomo  es  el  der 
mandado : 

Considerando  que  en  autos  no  existe  la  certificación  de  la 
sentencia  dictada  en  el  juicio  ejecutivo,  que  se  dice  infringida 
por  la  recurrida ,  porque  sin  conocer  su  contexto  no  hay  tér- 
minos hábiles  de  resolver  sobre  este  punto,  aun  prescindiendo 
del  principio  de  que  las  sentencias  del  juicio  ejecutivo  puedoi 
ser  revocadas  en  el  ordinario,  no  pueden  tener  carácter  de  cosa 
^'uzgada  para  el  efecto  de  la  infracción  que  se  alega: 

Considerando,  respecto  al  recurso  interpuesto  por  D.  José 
Fontova,  que  al  pedir  la  parte  actora  que  los  demandados  abo- 
nen la  cantidad  estipulada  como  pena,  y  al  acceder  á  ello  la 
sentencia  de  que  se  recurre,  no  ha  infringido  el  art.  245  del 
Código  de  Comercio,  puesto  que  el  demandante  no  pide  á  la 
vez  la  entrega  de  los  aceites,  objeto  esencial  y  constitutivo  del 
contrato,  sino  que,  al  contrario,  por  no  haberle  sido  entrega- 
dos á  su  debido  tiempo  pide  que  en  su  lugar  se  haga  efectÍTa 
la  pena  convenida  por  via  de  abono  de  perjuicios,  y  la  devo- 
lución de  las  cantidades  anticipadas  como  precio  del  género 
vendido  y  no  entregado: 

Considerando,  por  último,  que  tampoco  infringe  la  senten- 
cia el  art.  246  del  Código  de  Comercio  al  alegar  sin  razonar^ 
la  ni  probarla,  la  nulidad  del  pacto  de  reintegrar,  caso  de  in- 
ejecución del  contrato,  la  diferencia  del  precio  que  resultase 
con  relación  al  corriente  en  Barcelona,  porque  éste  es  un  pacto 
licito,  dirigido  á  evitar  los  perjuicios  que  se  seguirían  al  com- 
prador por  la  tardanza  en  entregar  los  aceites  en  los  plaios 
estipulados; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  la- 
gar á  los  recursos  de  casación  interpuestos  por  D.  Manuel  j 
D.  José  Fontova,  á  cada  uno  de  los  que  condenamos  por  ra- 
zon  de  depósito  al  pago  de  la  cantidad  de  1.000  pesetas,  qoe 
satisfarán,  si  vinieren  á  mejor  fortuna,  distribuyéndose  enton- 
ces con  arreglo  á  la  ley,  y  en  las  costas ;  y  líbrese  á  la  Aa« 
diencia  de  Barcelona  la  certificación  correspondiente. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  6^4— 
ceta  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa  y  pasándose  aL 
efecto  las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  jr 
firmamos. s»Juan  González  Acevedo.=José  Maria  Gáceres.» 
Laureano  de  Arrieta.«»Hilarro  de  Igon.» Juan  Cano  Hannal.iM 
Joaquid  Ruiz  Cañábate. =^Ricardo  Diaz  de  Rueda. 

Publicación: 

Leida  y  publicada  fué  la  aiiterior  sentencia  por  el  BxoehÉi* 
tisimo  Sr.  D.  Juan  Cano  Manuel,  Magistrado  del  Tribmialc9Sf« 
premo,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera ,  lela  i  4fl 
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día  de  hoy,  de  que  certifico  como  Relator  Secretario  de   la 
misma. 

Madrid  11  de  Octubre  de  1875. «Licenciado  Desiderio  Mar* 
tinas. 

NÚM.  64. 
CASACIÓN  POR  INFRACCIÓN  DE  LEY.— SALA  PRIMERA. 


COKOGIMIBNTO  Í)B  UN  CBéDITO  T  PAGO  DB  INTBBBSBS  DB  OTBO. — 

Sentencia  de  1 1  de  Octubre,  declarando  no  haber  lugar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  por  la  comisión  de  acreedo- 
res de  la  testamentaria  de  Mollinedo  j  de  la  razón  social 
Sobrinos  de  López  Mollinedo^  contra  la  pronunciada  por  la 
Sala,  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  este  distrítOi  en 
pleito  con  D.  José  Salamanca. 

En  los  coNsiDBBANDos  SO  cstablcce : 
Que  cuando  no  se  hace  concreta  y  determinadamente  la  cita 
ü  articulo  ó  artículos  que  se  hubiesen  infringido  de  los  del 
ismo  convenio  invocado  como  ley  especial  del  casoy  no  es  aten- 
^M^le  ni  apredable  el  motivo  que  de  esta  manera  se  funda , 
\l  aeontece  cuando  se  invoca  una  ley  general  que  se  compone 
diferentes  artículos  y  se  la  invoca  también  con  igual  va- 
^^^edadf  porque  en  semejantes  condiciones  no  cabe  resolver  so-' 
*€  la  infracción  con  la  debida  seguridad  del  acierto  según  et 
*ibunal  ¡Supremo  lo  tiene  repetida$nente  declarado. 

En  la  villa  j  Corte  de  Madrid,  á  11  de  Octubre  de  1875, 
^^  el  pleito  pendiente  ante  Nos,  en  virtud  de  recurso  de  casa- 
?^On  por  infracción  de  ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  ptímera 
^^^tancia  del  distrito  del  Congreso  de  esta  capital  y  en  la  Sala 
^^^mera  de  lo  civil  dé  la  Audiencia  de  su  territorio  por  Don 
"^^^é  de  Salamanca  con  la  comisión  de  acreedores  á  la  testa- 
^cintaría  de  D.  Oregorio  López  Mollinedo  y  de  la  razón  social 
^t^irinos  de  Lopes  Mollinedo,  sobre  reconocimiento  de  un  eré- 
^'to  7  pago  de  intereses  de  otro: 

Resultando  que  con  fecha  en  Madrid  &  24  de  Enero  de  1865 
^trigi<^  D.  Gregorio  López  Mollinedo  á  D.  José  de  Salamanca 
^^«  carta  pidiéndole  un  préstamo  de  4  millones  de  reales  por 
^^nnino  de  nueve  i,  doce  meses  ^  sirviéndose  contestarle  el 
l^^aso  é  interés  que  habia  de  fijar:  que  tan  luego  como  la  ob- 
"^"viese  procederían  &  formalizar  una  escritura  en  que,  después 
^^  expresar  la  cantidad,  el  plazo  y  el  interés  que  señalase,  se 
^^ligaria  «n  toda  forma  á  no  disponer  ni  afectar  ninguna  de 
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las  fiucas  de  su  propiedad,  lo  cual  creía  seria  bastante  para 
que  le  relevase  de  la  toma  de  razón  en  Contaduría  de  Hipó- 
tecas:  que  sin  perjuicio  de  lo  que  determínase,  empezaba  por 
abonarle  en  la  cuenta  de  este  préstamo  3.172.715  rs.  35  oéa- 
timos  de  un  pagaré  que  existia  en  el  Banco  y  dos  letras,  cuyas 
tres  operaciones  se  encargaría  de  recoger  y  en  tal  concepto  se 
las  acreditaba;  y  que  el  resto  hasta  los  4  millones  podía  en- 
tregárselo á  fin  de  mes,  y  acto  continuo  ñrmarian  la  escritura: 

Resultando  que  en  carta  de  26  de  Marzo  del  mismo  año^ 
que  dirigió  Mollinedo  á  Salamanca,  confirmó  la  suya  de  24  de 
Enero  en  que  le  abonaba  3.172.716  rs.  53  cents,  por  el  pagaré 
y  dos  libranzas  mencionadas,  teniendo  aquella  carta  por  objeta 
manifestarle  que  posteriormente  le  había  abonado  en  cuenta 
200.000  rs.  que  en  20  de  Febrero  recibido  la  Compañía  gene- 
ral de  Crédito,  depósitos  y  fomento,  de  manera  que  le  queda- 
ban por  percibir  627.284  rs.  y  4  cents,  para  el  completo  de 
los  4  millones  de  la  operación  que  dio  motivo  4  su  citada  carta: 

Resultando  que  D.  Matías  Oteiza,  por  poder  de  D.  José  de 
Salamanca,  dirigió  á  D.  Gregorio  López  Mollinedo  en  30  de 
Mayo  de  1865  una  carta,  que  dice  asi:  <xAoompaño  á  Y.  un 
extracto  de  su  cuenta  corriente ,  relativo  al  préstamo  de  rea- 
les vellón  4  millones  que  verbalmente  convine  con  Y.  le  haría; 
y  debiéndome  Y.  cubrirme  de  mi  desembolso  para  el  pago  de 
letras  que  han  girado  á  su  cargo  los  Sres.  Garcer,  Salamanca 
y  compañía,  de  París,  en  19  del  corriente  á  noventa  dias  fe-  - 
cha  y  á  mi  orden  por  reales  vellón  4  millones,  según  porme-  - 
ñor  al  final,  he  cerrado  su  cuenta  hasta  el  18  del  corriente, 

y  resulta  que  le  tengo  á  V.  adeudados  por  entrega  en  efec 

tivo  y  créditos  é  intereses  reales  vellón  3.841.114  reales 
'  céntimos,  parte  de  los  4  millones  que  importan  las  letras 
los  Sres.  Carcer  ¿  su  cargo  y  se  aplican  para  la  extinción  de^ 
esta  cuenta.  Los  restantes  reales  vellón  158.885  y  un  céntimorr: 
que  faltan  para  el  completo  de  los  4  millones  quedan  de 
cuenta.  Incluyo  á  Y.  para  que  se  sirva  devolvérmelas  oon 

aceptación  las  citadas  letras  de  Carcer,  Salamanca  y  compa 

nía  &  su  cargo  por  reales  vellón  4  millones.  Si  al  vencimientc:^ 
de  sus  aceptaciones  conviniere  á  Y.  cubrirle  con  el  produot^K 
de  sus  giros  sobre  París ,  desde  luego  autorizo  á  Y.  lo  hagr-"^ 
girando  &  cargo  de  los  Sres.  Carcer,  Salamanca  y  compHílí^w 
&  noventa  dias  fecha  por  los  reales  vellón  3.841.114  reales  S^' 
céntimos,  que  es  la  suma  que  tendrá  Y.  que  cubrir:» 

Resultando  que  D.  Gregorio  López  Mollinedo,  coa  la  ante^ 
firma  del  Director  de  la  Compañía  general  de  Crédito,  depó-r 
aitos  y  fomento,  giró  18  letras  con  fecha  en  Madrid  á  26  dtf  . 
Julio  de  1865  á  noventa  días  y  cargo  de  los  Sres.  Caroer,  Si* 
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lamanca  y  compañía»  de  París,  importantes  500.000  fraDoos, 
<que  fueron  abonados  á  sus  tenedores: 

Resultando  que  en  4  de  Octubre  de  1865  D.  Gregorio  López 
MoUinedo  dirigió  á  D.  Jo3é  Carcer  una  carta  que  dice  a$í:  «La 
Compañía  de  Crédito,  depósitos  y  fomento  libra  hoy  á  cargo 
de  la  casa  de  Y.  y  á  treinta  días  fecha  200.000  francos,  que 
^espera  se  sirva  V.  aceptar.  Dígame  Y.  si  le  convendrian  libras 
-esterlinas  20  á  25.000  á  noventa  dias  fecha  sobre  Londres  para 
negociarlas  ahí.  Si  su  contestación  fuera  afirmativa,  se  las 
mandaremos.  Si  tuviera  dificultades,  le  haremos  con  tiempo 
ibndos  para  atender  á  los  vencimientos  de  este  mes  y  al  del 
^ro  de  hoy:» 

Resultando  que  con  fecha  en  París  á  17  de  Octubre  de  1865 
fueron  expedidas  36  letras,  importantes  2  millones  de  reales, 
-k  treinta  dias  fecha,  orden  de  C.  Salamanca  libradores,  y  cargo 
úe  D.  Gregorio  López  Mollinedo,  de  Madrid,  en  las  cuales  se 
•expresa  haber  sido  protestadas: 

Resultando  que  en  19  de  Mayo  de  1867  los  acreedores  de 
la  testamentaría  de  D.  Gregorio  López  Mollinedo  y  los  de  la 
-Sociedad  titulada  Sobrinos  de  López  Mollinedo  celebraron  un 
•convenio,  en  el  que  establecieron  que  se  formarla  un  sólo  cuerpo 
de  los  bienes  que  pertenecian  á  ambas  casas  para  atender  al 
pago  de  las  deudas  y  obligaciones  de  las  mismas,  y  se  nom- 
braría una  comisión  de  acreedores  que  reconocería  y  gradua- 
TÍa  los  créditos  y  distribuiria  los  fondos  en  los  términos  que 
4se  dirían,  quedando  á  los  acreedores  que  se  creyeran  peijudi- 
•oados  expedito  su  derecho  para  acudir  i  los  Tribunales,  esta- 
bleciéndose por  último  el  orden  y  forma  en  que  habían  de  ve- 
rificarse los  pagos: 

Resultando  que  D.  José  Salamanca  cedió  al  Monte-pío  uni- 
versal su  crédito;  derecho  y  acciones  contra  la  testamentaría 
de  López  Molfínedo,  y  que  la  comisión  de  acreedores  reconoció 
á  dicha  Sociedad  un  crédito  de  1.400.000  rs.  de  letras  acep- 
tadas y  protestadas ,  haciendo  omisión  de  los  intereses  y  cos- 
tas de  las  diligencias  ejecutivas: 

Resultando  que  en  23  de  Marzo  de  1870  la  Sociedad  Monte- 
pío Universal,  como  subrogada  en  los  derechos  y  acciones  del 
Marqués  de  Salamanca,  entabló  demanda  contra  la  comisión 
de  acreedores  de  la  testamentaría  de  D.  Gregorio  López  Mo- 
llinedo y  la  extinguida  razón  social  Sobrinos  de  López  Molli- 
nedo para  que  se  declarase  cierto  y  justificado,  y  que  por  tanto 
debia  ser  reconocido  y  pagado  al  mismo  tiempo  que  el  crédito 
de  1.400.000  rs.,  el  de  2  millones,  con  los  intereses  devenga- 
dos desde  el  dia  del  protesto  de  las  letras  giradas  para  su  pago 
á  razón  de  9  por  100,  respecto  de  los  que  la  comisión  se  había 
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concretado  á  decir  que  no  aparecía  de  los  documentos  presen- 
tados la  prueba  de  la  certeza  y  legitimidad  del  crédito,  ale- 
gando en  apoyo  de  su  pretensión  que  el  que  recibía  un  prés- 
tamo con  interés  quedaba  obligado  al  pago  de  principal  é 
intereses;  y  que  habiendo  recibido  Mollinedo  4  millones  con 
interés  de  9  por  100  anual,  y  pagado  sólo  dos,  debía  satisfacer 
los  otros  dos  que  adeudaba  y  los  intereses  devengados  desde 
el  23  de  Noviembre  de  1865  en  que  fueron  protestadas  las  le- 
tras giradas  para  su  reembolso;  pretendiendo  por  un  otrosí  qne 
se  citara  de  eviccion  y  saneamiento  al  Marqués  de  Salamanca, 
apercibiéndole  que  este  pleito  se  seguía  por  su  cuenta  y  riesgo 
en  virtud  de  la  obligación  en  que  estaba  de  responder  de  la 
certeza  del  crédito  de  3.400.000  rs.  que  con  el  interés  de  9  por 
100  había  cedido  al  Monte-pío  Universal: 

Resultando  que  con  la  misma  fecha  entabló  esta  Sociedad 
otra  demanda  contra  la  misma  comisión  de  acreedores  para 
que  se  declarase  que  el  crédito  de  1.400.000  rs.  devengaba,  des- 
de el  protesto  de  las  letras  que  lo  constituían ,  el  interés  de  9 
por  100,  ó  cuando  menos  el  6  señalado  por  la  ley,  condenán- 
dose á  su  pago  y  costas  de  los  expedientes  ejecutivos  de  que 
había  sido  origen,  á  la  testamentarla  ó  herederos  de  López 
Mollinedo,  pidiendo  también  que  se  cítara  de  eviccion  &  Don 
José  Salamanca;  pretensión  que  fundó  en  que  las  partes  que* 
dan  obligadas  en  la  forma  en  que  se  obligan:  que  los  deudores 
desde  que  incurren  en  mora  en  los  préstamos  deben  abonar 
el  interés  legal  de  un  6  por  100:  que  las  letras  protestadas  por 
falta  de  pago  devengan  rédito  de  su  importe  en  favor  de  los 
portadores  desde  el  día  del  protesto,  y  que  las  costas  en  los 
juicios  ejecutivos  eran  de  cuenta  del  ejecutado,  aunque  pagara 
en  el  acto  del  requerimiento: 

Resultando  que  citado  de  eviccion  el  Marqués  de  Salaman- 
ca ,  se  personó  en  los  autos  figurando  como  actor,  y  separán- 
dose la  representación  de  Monte-pío  Universal;  y  que  la  co- 
misión de  acreedores  impugnó  una  y  otra  demanda,  que  se 
acumularon  después ,  alegando  que  el  préstamo  á  que  dio  ori- 
gen la  carta  de  24  de  Enero  de  1865  quedó  extinguido  y  pa* 
gado  en  virtud  de  la  aceptación  por  Mollinedo  de  los  4  millones 
girados  contra  él  por  Carcer ,  Salamanca  y  compañía ,  y  un 
saldo  además  á  favor  de  Mollinedo  de  158.885  rs.  y  un  cén- 
timo :  que  los  giros  de  26  de  Julio  siguiente  contra  dicha  casa 
de  París  fueron  de  cuenta  de  la  Compañía  general  de  Crédito, 
depósitos  y  fomento,  y  no  podía  recaer  contra  la  representación 
de  Mollinedo;  porque  si  bien  aparecía  su  firma  en  la  carta  de 
aviso  de  las  letras,  era  como  Director  de  dicha  Compañía:  que 
no  constaba  que  el  crédito  de  las  15  letras  de  13  de  Octabre 
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¿liradas  por  D.  José  Salamanca  j  aceptadas  por  Mollinedo  fuera 
instinto  y  j  en  todo  caso  habría  lagar  á  descontar  el  pago  de 
1.400. 000  rs.  y  los  157.885  rs.  y  un  céntimo  que  resultaron  á 
ficvoT  de  Mollinedo  y  asi  como  la  diferencia  entre  los  500.000 
francos  girados  sobre  París  y  los  2  millones  de  la  demanda;  y 
en  ningún  caso  babia  lugar  al  pago  de  intereses ,  puesto  que 
el  crédito  procedia  de  un  saldo  de  cuenta  corriente  entre  la 
Compañia  citada  y  la  razón  social  Garcer ,  Salamanca  y  com- 
pañía, de  París,  sin  que  las  36  letras  protestadas  de  17  de 
Octubre  pudieran  producir  efectos  contra  el  librado,  porque  no 
las  llegó  &  aceptar:  que  en  cuanto  al  abono  de  intereses  del 
crédito  de  1.400.000  rs.,  para  reconocerlo  la  comisión  habria 
necesitado  facultades  especiales,  sin  poderse  estimar  intereses 
algonos  desde  la  declaración  de  quiebra,  diciéndolo  asi  implí- 
citamente el  convenio ,  cuando  nada  se  habló  en  éste  de  ello; 
7  qne  sobre  los  gastos  de  los  expedientes  ejecutivos  el  Monte- 
pío no  presentó  á  la  comisión  reclamación  ni  cuenta  alguna: 

Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba,  se  puso  testi- 
iQonio,  con  citación  de  la  parte  demandada,  en  que  se  hizo 
constar  que,  según  los  libros  de  contabilidad  de  D.  José  Sa- 
lamanca, diarios  y  mayores  de  los  años  de  1865  á  1867  inclu- 
sive, y  cuenta  corriente  con  D.  Gregorio  López  de  Mollinedo, 
aparece  un  saldo  contra  éste  y  en  favor  de  aquel  de  3.400.000 
reales: 

Resultando  que  á  instancia  del  mismo  Salamanca  se  puso 
testimonio  de  la  cuenta  corriente  que  Mollinedo  llevaba  con 
aquel,  correspondiente  á  los  años  de  1865  al  67,  apareciendo 
on  saldo  ¿  favor  de  Salamanca  de  3.400.000  rs.,  en  cuya  can- 
tidad se  comprende  la  correspondiente  al  talón  del  Banco  de 
España,  y  de  un  resumen  de  dicha  cuenta,  según  la  cual  resul- 
taba debia  Mollinedo  la  expresada  cantidad;  y  por  ultimo,  que 
además  del  desglose  de  las  letras  á  que  se  contrae  la  cuenta, 
se  presentó  una  copia,  que  fué  cotejada  como  los  anteriores 
antecedentes  con  su  original,  de  los  inventarios  y  balances  de 
la  testamentaría  de  Mollinedo ,  en  el  cual  aparece  que  en  el 
pasivo  de  dicha  testamentaría  figura  á  favor  de  Salamanca  la 
sama  de  3.400.000  rs.: 

Resultando  que  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia 
de  esta  Corte  dictó  sentencia  en  15  de  Enero  de  1874,  que  no 
filé  conforme  con  la  de  primera  instancia,  declarando  que  Don 
Ongorio  López  Mollinedo,  y  en  la  actualidad  su  testamentaría, 
lapnaentada  por  la  comisión  de  acreedores  de  la  misma,  fusiona- 
da am  1%  de  la  Sociedad  Sobrinos  de  López  Mollinedo,  adeuda 
i  D«  José  de  Salamanca  2  millones  de  reales  procedentes  del 
fiéstamo  que  le  hizo  de  4  millones  de  reales,  condenándole  en 
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SU  consecaenoia  al  pago  de  dicha  cantidad,  con  los  interans 
del  9  por  100  anual  desde  23  de  Octubre  de  1865,  fecha  del 
protesto  de  las  letras  que  le  constituían ,  hasta  la  del  convenio^ 
ó  fuera  19  de  Hayo  de  1867;  y  asimismo  ¿  abonar  á  D.  José 
de  Salamanca  el  importe  de  los  intereses  legales  del  6  por  100 
anual  correspondientes  á  la  cantidad  de  1.400.000  rs.,  á  contar 
desde  el  dia  en  que  constase  que  presentaron  las  demandas 
ejecutivas  que  se  encontraban  en  los  autos  de  la  tesmentaria 
hasta  la  citada  fecha  del  convenio  de  19  de  Mayo  de  1867,  y 
al  pago  de  las  costas  á  que  hubiera  sido  condenada  la  pute 
demandada  con  las  ejecuciones  por  el  1.400.000  rs.,  previa  la 
liquidación  correspondiente: 

Resultando  que  la  comisión  de  acreedores  de  la  testamen- 
taría de  MoUinedo  y  de  la  razón  social  Sobrinos  de  Lopes 
Mollinedo  interpuso  recurso  de  casación  por  haberse  infringido 
á  su  juicio : 

1.^  La  ley  15,  tit.  14  de  la  Partida  5.^,  en  cuanto  establece 
el  principio  de  que,  cuando  un  pacto  es  modificado  por  otro 
posterior,  cesa  la  acción  que  pudiera  utilizarse  por  consecnen- 
cía  del  que  antes  existia,  conforme  con  el  que  habia  dicho  este 
Supremo  Tribunal  en  repetidas  sentencias,  y  especialmente  en 
las  de  23  de  Octubre  de  1854, 11  de  Mayo  de  1859,  22  de  Ene- 
ro de  1863  y  12  de  Noviembre  de  1867:  que  como  la  promesa 
hecha  por  la  una  parte  y  aceptada  por  la  otra  produce  una 
obligación  eficaz,  si  aquella  recae  sobre  lo  anteriormente  pac- 
tado, lo  modifica  y  hay  por  consiguiente  una  verdadera  nova- 
ción del  contrato  ú  obligación  procedente,  toda  vez  que  la 
obligación  contraída  por  D.  Gregorio  López  MoUinedo,  por 
virtud  del  contrato  de  préstamo  ó  mutuo  del  mes  de  Enero  de 
1865,  quedó  extinguido;  pues  para  cubrir  el  mutuatario  al  mu- 
tuante de  su  desembolso  giró  la  Sociedad  Garcer,  Salamanca 
y  compañía  á  la  orden  de  D.  José  de  Salamanca  y  cargo  de 
López  de  Mollinedo,  que  aceptó  los  giros;  de  modo  que  el  con- 
trato de  Enero  de  1865  fué  novado:  primero,  sustituyéndose 
un  nuevo  acreedor  al  antiguo,  y  después  un  nuevo  deudor  al 
primitivo,  puesto  que  Mollinedo  giró  como  Director  de  la  Gom- 
pafiía  general  de  Crédito,  depósitos  y  fomento. 

2.^  La  doctrina  legal  consignada  en  varias  sentencias,  es- 
pecialmente en  la  de  1.°  de  Marzo  de  1859,  según  la  cual  nin- 
guno está  obligado  á  satisfacer  lo  que  no  se  ha  probado,  ni 
podido  probarse  por  falta  de  datos,,  que  debe,  pues  el  deman- 
dante reconocía  en  su  carta  del  30  de  Mayo ,  que  sólo  habia 
entregado  á  cuenta  del  préstamo  3.672.715  rs.  43  cents.;  y 
aun  acumulando  á  esta  suma  la  de  los  intereses,  restaba  á 
favor  de  Mollinedo  158.885  rs. 
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3."*    El  art.  7.''  de  la  ley  de  14  de  Marzo  de  1856,  citada  en 

la  sentencia,  que  dice  que  durante  el  término  del  contrato  los 

intereses  vencidos  y  no  pagados  no  pueden  devengar  intere- 

;ses;  y  además  que,  trascurrido  el  plazo,  los  líquidos  y  no  sa- 

"tisfec^os  podrán  capitalizarse  y  estipularse  de  nuevo  réditos 

«obre  el  aumento  del  capital,  y  con  sujeción  á  lo  dispuesto  en 

«1  art.  2.^;  pues  aceptando  que  Mollinedo,  ó  sea  su  testamen- 

'Caria,  adeudara  alguna  suma  como  resto  del  préstamo ,  jamás 

cSebia  ser  condenado,  como  lo  habia  sido,  al  pago  de  intereses 

<5ompuestos,  ó  sea  intereses  de  intereses. 

4.*    Bl  principio  de  derecho  consignado  en  repetidas  sen- 

icias  de  este  Tribunal  Supremo,  y  muy  especialmente  en  las 

31  de  Octubre  de  1865  y  12  de  Enero  de  1870,  de  que  no 

jpuede  reconocerse  intereses  de  un  capital  entregado  á  quien. 

S30  lo  tiene;  y  que  los  frutos  de  una  cosa  no  se  deben  hasta 

<^iie  se  debe  la  misma  cosa,  toda  vez  que  se  condenaba  á  la 

<2onii3ion  al  pago  de  los  2  millones,  siendo  así  que  la  diferen- 

mencionada  de  158.885  rs.  no  fué  hecha  efectiva;  de  modo 

se  condenaba  al  abouQ  del  respetable  interés  del  9  por  100 

una  cantidad  sin  haber  sido  percibida. 

Y  S."*    El  contrato-convenio  de  19  de  Mayo  de  1867,  que 

<S.ebia  cumplirse  como  verdadera  ley  por  todos  los  interesados, 

X>uesto  que  los  contratos  primitivos  fueron  novados  por  dicho 

-cionvenio,  no  reconociéndose  por  el  mismo  intereses,  y  deter- 

xxiinando  como  pasivo  únicamente  las  cantidades  que  represen- 

t^iban  los  créditos  por  el  concepto  de  principal. 

Yisto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ramón  Diaz  Vela. 
Considerando  que  en  el  préstamo  de  los  4  millones  pedidos 
por   D.  Gregorio  López  Mollinedo  al  D.  José  Salamanca  no 
media  la  novación  por  subrogación  de  personas  que*  se  alega 
en.  el  primer  motivo  de  este  recurso,  puesto  que  no  ha  sido 
nanea  la  voluntad  de  los  contratantes  semejante  novación,  ó 
sea  el  desligar  sus  perdonas  traspasando  á  otras  los  respecti- 
vos derechos  y  obligaciones  procedentes  de  dicho  contrato,  lo 
cual  se  demuestra  por  el  hecho  de  que,  así  el  mutuante  Sala- 
manca como  el  mutuatario  López  Mollinedo,  se  han  llevado 
uno  al  otro  en  sus  libros  de  contabilidad  cuenta  corriente  por 
Tazón  del  préstamo  entre  ellos  contratado ,  y  de  consiguiente 
la  sentencia  no  infringe  la  ley  ni  la  doctrina  que  se  citan  en 
el  primer  motivo,  partiendo  de  un  supuesto  que  no  es  exacto: 
(considerando,  respecto  del  segundo  y  cuarto  motivo,  fun- 
dados en  que  Salamanca  no  habia  realizado  en  la  totalidad  el 
préstamo  de  los  4  millones  por  haber  dejado  de  entregar  á 
Mollinedo  158.885  rs.,  que  si  bien  lo  reconoció  así  el  mismo 
Salamanca  por  medio  de  su  apoderado  D.  Matías  Oteiza  en 
IL— 1.*y3.*  20 


L; 
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carta  del  30  de  Mayo  de  1865,  esto  no  se  opone  á  que  despues^ 
lo  haya  verificado  en  alg'una  forma  legal,  como  se  deduce  cla- 
ramente del  saldo  que  de  entera  conformidad  y  á  favor  de  Sa<- 
lamanca  arrojaron  las  mencionabas  cuentas  corrientes  de  am- 
bos contratantes,  por  cuya  cantidad  se  condena,  y  el  mismo 
que  también  figuró  en  los  balances  é  inventarios  de  la  testa- - 
mentaría  de  Mollinedo;  además  de  que  la  Sala  sentenciadora^ 
apreciando  el  conjunto  de  las  pruebas  llevadas  al  pleito,  esti- 
mó que  resultaban  probados  los  do«  hechos  de  la  celebracíoi^ 
del  contrato  de  préstamo  de  los  4  millones,  y  que  se  había  rea- 
lizado, sin  que  contra  esta  apreciación  se  haya  citado  ley  ni 
doctrina  legal  que  con  ello  se  hubiese  infringido: 

Considerando  que  los  2  millones  de  reales  á  cuyo  pagx)  s^ 
condena  á  la  testamentaría  de  López  Molline<lo,  como  proce — 
dentes  del  mencionado  préstamo  de  los  4  millones  de  reales  qut 
le  hizo  Salamanca,  es  el  saldo  de  dichas  cuentas  corrientes  qu' 
sobre  el  mismo  contrato  llevaron  ambos  contratantes,  en  el  qu 
se  capitalizaron  intereses  veticidos  á  rrfzon  de  9  por  100  anua.T^, 
que  fijó  Salamanca  en  virtud  de  las  facultades  que  por  escrita 
y  expresamente  le  habia  concedido  López  Mollinedo,  así  conrt 
pava  señalar  el  plazo  en  el  que  habia  de  verificar  el  reintegro 
y  usando  de  estas  mismas  facultades  ha  demandado  el  misma 
interés  del  9  por  100  de  dichos  2  millones  á  que  desde  que  s 

constituyó  en  mora  se  le  condena  por  la  sentencia,  la  especia-     • 

lidad  del  caso  impide  que  por  ello  se  estime  la  infracción  qii  jae- 
se  formula  en  el  motivo  3.®  del  art.  7.®  de  la  ley  de  14  d  -íe 
Marzo  de  1856;  y  tampoco  existe  dicha  infracción  por  la  con-  -- 
dena  de  los  intereses  legales  del  6  por  100  anual  por  mora  e^cr  ^ 
el  pago  del  otro  préstamo  reconocido  de  1.400  000  rs.,  pues--^^* 
que  en  esta  cantidad  no  se  hallan  incluidos  intereses  algunos  ^^^,' 

Y   considerando,   respecto  del  convenio  del    19   de   Abrí    ^^^ 
de  1867,  que  tuvo  lugar  entre  los  acreedores  de  la  testamenta- 
ría de  D.  Gregorio  López  Mollinedo  y  de  la  Compañía  ftisio- — 
nada  Sobrinos  de  López  Mollinedo,  que  no  se  cita  el  artículcc:^ 
de  los  varios  que  comprende,  por  el   que  se  hubiese  acordndf 
no  reconocer  los  intereses  devengados  con  anterioridad  h  li 
fecha  del  mismo  convenio,  que  son  los  únicos  á  cuyo  pago 
condena  en  la  sentencia  á  la  parte  recurrente ;  y  que  por  n< 
haberse  hecho  concreta  y  determinadamente  la  cita  del  articu- 
lo ó  artículos  que  se  hubiesen  infringido,   de  los  del   mism( 
convenio  invocado  como  ley  especial  del  caso,  á  pesar  de  qu( 
contiene  hasta  26,  no  es  atendible  ni  apreciable  el  motivo  qu^^ 
de  esta  manera  se  funda,  cual  acontece  cuando  se  invoca  un^^ 
ley  general  q*ie  se  compone  de  diferentes  artículos,  y  se  invo- — 
ca  también  con  igual  vaguedad,  porque  en  semejantes  condl- 
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cimies  no  cabe  resolver  sobre  la  infraocion  ooq  la  debida  segu- 
ridi^d  del  acierto,  según  este  Supremo  Tribunal  lo  tiene  repe- 
tidamente declarado ; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber 
logar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  la  comisión  de 
acreedores  de  la  testamentaria  de  MoUinedo  y  de  la  razón  so*- 
cial  Sobrinos  de  López  Afollinedo,  á  la  que  condenamos  en  las 
costas;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  esta  Corte  la  certificación 
correspondiente,  con  devolución  de  los  documentos  que  ha  re- 
mitido. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  6a^ 
cela  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa ,  pasándose  al 
efecto  las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  fír- 
mamo8.=Juan  González  Acevedo.=José  M.  Cáceres.=Lau rea- 
no  de  Arrieta.=: Hilario  de  l^n.«»Ramon  Diaz  Vela.=s?Joaquiu 
Buiz  Cañábate. seRicardo  Diaz  de  Rueda. 

Publicación: 

Leida  y  publicada  ftié  la  precedente  sentencia  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  Ramón  Siaz  Vela,  Magistrado  de  la  Sala 
primera  del  Tribunal  Supremo,  celebrando  audiencia  pública 
la  misma  en  el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de 
Cámara. 

Madrid  11  de  Octubre  de  1875.:=  Rogelio  González  Montes. 

NÚM.  65. 
ADMISIÓN.— SALA  PRIMERA. 
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Auto  de  14  de  Octubre,  declarando  no  haber  lugar  á  la  ad* 
misión  del  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Bernardo 
Goromínas  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Audien- 
da  de  Barcelona,  en  pleito  con  Doña  Lucia  Corominas. 

En  sus  GONsiDBBANDos  sc  establecc: 

Qiíe  el  recurso  de  casación  se  da  en  los  negocios  civiles 
:on4ra  las  sentencias  definitivas  de  las  A  udiendas^  entendién-- 
iose  por  tales  las  que  terminan  el  juicio^  y  las  que^  recayen- 
io  sobre  un  articulo^  pongan  término  al  pleito ,  iaeiendo  im^ 
tfosíble  su  continuación. 

Resultando  que  declarado  falso  el  testamento  otorgado  por 
D.  José  Malleras  y  Ferrer  en  1854  y  bajo  el  cual  &llaiñó,áou- 
lió  al  Juzgado  de  primera  instancia  d^l  distrito  de  San  Bel- 


308  tüIBUNAL  SUPBSHO. 

tran  de  la  ciudad  de  BarcelODia  Doña  Lucia  Corominas  de  Dal- 
mau,  solicitando  que  se  previniera  el  juicio  de  abintestato  .del 
D.  José  MalleraSy  y  se  depositasen  los  bienes  que  resultaban 
ya  inventariados  y  se  pusieran  á  cargo  de  un  Administrador 
nombrado  por  el  Juzgado,  fundando  su  pretensión  en  que,  de- 
clarado falso  el  supradicbo  testamento,  el  D.  José  Malleras  har- 
bia  muerto  intestado: 

Resultando  que  por  providencia  de  20  de  Noviembre  del 
año  próximo  pasado  se  hubo  por  prevenido  el  juicio  de  abin- 
testato del  referido  D.  José  Malleras ,  y  se  dispuso  ademáis  el 
depósito  y  administración  de  los  bienes  relictos  por  éste,  nom  - 
brandóse  Administrador  á  D.  Pedro  Morato: 

Resultando  que  D.  Bernardo  Corominas  y  CoU  compareció 
ante  el  expresado  Juzgado ,  y  pidió  que  se  repusiera  la  citada 
providencia  de  26  de  Noviembre  y  otras  que  como  consecuen- 
cia de  la  misma  se  habian  dictado,  y  en  su  virtud  se  le  rein- 
tegrase en  la  posesión  de  los  bienes  que  pertenecían  al  di- 
funto Malleras;  se  anulase  el  nombramiento  de  Depositario - 
administrador,  con  restitución  de  frutos  y  abono  de  daños  y 
peijuicios: 

Resultando  que  por  providencia  de  5  de  Enero  de  este  año 
se  suspendieron  los  efectos  de  la  de  26  de  Noviembre  ,  y  que 
conferido  traslado  á  Doña  Lucía  Corominas  del  escrito  de  Don 
Bernardo  Corominas  en  que  pidió  la  reposición  ya  indicada,  y 
evacuado  que  fué  ,  dictó  auto  el  Juez  de  primera  instancia, 
desestimando  la  solicitud  de  reposición  ,  mandando  al  mismo 
tiempo  que  se  alce  la  suspensión  acordada  en  5  de  Enero ,  que 
el  Depositario  de  los  bienes  del  abintestato  procediese  á  recau- 
dar las  rentas  y  productos  de  los  mismos  ,  y  que  se  hiciese 
constar  en  los  respectivos  Registros  de  la  propiedad  la  forma- 
ción del  juicio  de  abintestato  y  el  depósito  de  los  bienes: 

Resultando  que  apelado  dicho  auto  fué  confirmado  por  el 
que  en  12  de  Abril  dictó  la  Audiencia  de  Barcelona,  y  obteni- 
do testimonio  de  éste  por  D.  Bernardo  Corominas,  se  ha  inter- 
puesto recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  ,  citando  en 
su  apoyo  las  que  ha  estimado  convenientes. 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Joaquín  Ruiz  Cañábate. 

Considerando  que  el  recurso  de  casación  se  da  en  los  ne- 
gocios civiles  contra  las  sentencias  definitivas  de  las  Audien- 
cias, entendiéndose  por  tales  las  que  terminan  el  juicio,  y 
que,  recayendo  sobre  un  artículo,  pongan  término  al  pleito 
haciendo  imposible  la  continuación: 

Considerando  que  el  auto  en  que  se  há  por  prevenido  e 
juicio  del  abintestato  y  se  manda  poner  en  administración  I 
bienes  del  finadoi  no  poneí  término  á  pleito  alguno ,  ni  ~ 
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imposible  su  continuación,  ni  tiene,  por  consi^ente,  el  carác* 
ter  de  definitivo  para  los  efectos  del  recurso  de  casación; 

No  há  lu^r,  con  las  costas,  á  la  admisión  del  interpuet^to 
por  D.  Bernardo  Corominas,  y  devuélvase  el  depósito  que  cons* 
tituyó, 

Madrid  11  de  Octubre  de  1875.»=Juan  Oonzalez  Acevedo.fc» 
Laureano  de  Arrieta.*»  Juan  Gano  Manuel.  ==  Benito  de  Ulloa 
y  Rey.  =  Joaquin  Ruiz  Cañábate.  ==  Licenciado  Mariano  Fer- 
nandez García. 

NtÍM.  66. 

CASACIÓN   POR  INFRACCIÓN  DE  LEY.— SALA  PRIMERA. 


Nulidad  db  un  contrato  de  venta.— Sentencia  de  12  de  Oc- 
tubre, declarando  haber  lugar  al  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  D.  Francisco  de  Rojas  Reina  contra  la  pronun- 
ciada por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Granada, 
ai  pleito  con  D.  Antonio  Loper  Nuñez,  y  por  su  defunción 
su  viuda  é  hijas. 

En  sus  considerandos  se  establece: 

Que  seffun  la  ley  50,  Ut.  5.**  de  la  Partida  5.*,  si  el  com- 
prador secundo  de  una  misma  cosa  pasase  i  la  tenencia  ó  á  la 
posesión  ó  pagase  el  precio,  él  debe  haber  la  cosa  vendida  y  no 
el  primero. 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  12  de  Octubre  de  1875,  en 
el  pleito  pendiente  ante  Nos,  en  virtud  de  recurso  de  casación 
por  infracción  de  ley ,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  ins- 
tancia de  Antequera  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia 
de  Granada  por  D.  Antonio  López  Nufiez,  y  hoy  por  su  defun- 
ción su  viuda  Dofía  María  Antonia  Conejo ,  y  sus  hijas  Doña 
Dolores,  Doña  Antonia,  Doña  Carmen  y  Doña  Ana  López  Co- 
nejo, Representadas  las  dos  primeras  por  sus  respectivos  mari- 
dos D.  José  Aguilera  Castilla  y  D.  Antonio  Lara  Garcia,  y  las 
dos  últimas  por  D.  Mi^el  Ramos  López,  como  carador  ad 
litem^  Con  D.  Francisco  de  Rojas  Reina ,  sobre  nulidad  de  un 
cotitrato  de  venta:         ' 

Resultando  que  con  fecha  en  Antequera  &  31  de  Marzo 
de  1871  ISrmaron  un  documento  simple  en  papel  blanco  Don. 
Jtysé  Solis  y  D.  Antonio  López ';  con  los  testigos  Antonio  Be- 
nitet,'  José  Hniros  de  los  Rios  y  José  Perdiguero,  ¿  ruego  y 
por  no  'saberlo  hiícer  José  Pérez  Sierra  /  que  dice  literalmente 
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asir  «D.  José  Solis  y  González,  véeioo  de  esta  ciudad,  ha  ven^ 
dido  una  casa  situada  en  la  Cuesta  de  Zapateros  con  el  nú* 
mero  (hay  un  hueco)  á  D.  Antonio  López,  vecino  de  la  misma, 
en  la  cantidad  de  9.500  rs.  á  contado,  con  la  condición  de  libre 
de  todo  gravamen ,  estando  las  escrituras  sin  gravamen  nin- 
guno y  gustando  la  condición  de  la  casa;»  y  que  después  de 
las  firmas  mencionadas  se  lee:  «Recibido  á  cuenta  de  este 
.  trato  100  rs.=eJosé  Solíis:» 

Resultando  que  D.  José  Solís  y  González  otorgó  escritura 
en  la  ciudad  de  Antequera  á  3  de  Abril  de  1871 ,  por  la  que 
vendió  á  D.  Francisco  Rojas  Reina  una  casa  q»ie  le  correspon- 
día en  pleno  dominio  por  herencia  de  su  hijo,  que  debia  ocu- 
par el  núm.  12  segundo,  Cuesta  de  Zapateros,  de  aquelfa 
ciudad,  en  precio  de  10.000  rs.,  que  recibió  en  el  acto  del  com- 
prador D.  Francisco  de  Rojas ,  el  cual ,  confesando  que  dicha 
cantidad  se  la  prestaba  D.  Juan  Francisco  Sánchez,  se  obliga 
á  pagársela  sin  plazo  fijo  con  hipoteca  de  la  casa  y  varias 
condiciones  que  aceptó  aquel :  que  el  Notario  hizo  ¿  los  otor- 
gantes diferentes  prevenciones,  y  entre  ellas  la  de  tjue  toda 
hipoteca  posterior  habla  de  quedar  pospuesta  á  la  obligación 
que  acababa  de  contraerse ;  y  que  aquella  escritura  no  podría 
oponerse  ni  perjudicar  á  tercero  sino  desde  la  fecha  de  su  ins- 
cripción en  el  Registro  de  la  propiedad: 

Resultando  que  esta  escritura ,  según  certificación  del  Re- 
gistrador de  la  propiedad,  fué  presentada  en  el  Registro  al 
sonar  la  segunda  campanada  de  las  ocho  de  la  mañana  del 
dia  4  de  Abril  en  el  reloj  de  la  iglesia  de  San  Sebastian ,  en 
cuya  demarcación  se  hallaba  enclavada  la  casa  de  aquella 
oficina: 

Resultando  que  con  fecha  1 .®  de  Mayo,  por  no  aparecer  ins- 
crito en  el  Registro  el  dominio  de  la  finca  á  que  se  contraía 
aquel  documento  á  favor  del  vendedor  D.  José  Solis  Gonzales, 
ni  del  hipotecante  D.  Francisco  Rojas  Reina  ,  se  suspendió  la 
üíscripcion  del  mismo  ,  tomándose  anotación  preventiva  de 
dicha  suspensión  que  se  convirtieron  en  inscripción  en  3  de 
Junio  siguiente,  inscrito  que  fué  el  dominio  á  favor  deD.  José 
Solís  y  González : 

Resultando  que  en  el  mismo  dia  3  de  Abril  de  1871,  en  que 
se  otorgó  lá  anterior  escritura,  entabló  demanda  D.  Antonio 
López  Nuñez,  con  presentación  del  documento  privado  de  t}iie 
antes  se  hizo  mérito,  para  que  se  condenase  al  vendedor  Don 
José  Solís  y  'González  á  que  llevara  á  efecto  la  venta  de  la 
citada  casa,  y  á  que  otorgara  la  correspondiente  escritora; 
pretendiendo  por  un  otrosí,  y  en  atención  á  que  habia  lle^^o 
&  entender  que  había  Ueyado  k  efecto  la  venta  de  aquella  ooa 
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otro  segundo  comprador,  que  se  tomase  ruzon  de  la  demanda 
en  el  Registro  de  la  propiedad : 

Resultando  que  admitida  la  demanda,  sin  perjuicio  de  ra- 
tificarla luego  que  se  presentase  certificado  del  acto  de  conci- 
liación y  y  estimada  la  pretensión  del  otrosí,  se  libró  con  la 
propia  fecha  3  de  Abril  el  oportuno  mandamiento  por  dupli- 
cado, el  cual  fué  presentado  en  el  Registro  de  la  propiedad, 
según  certificación  del  Registrador,  al  sonar  la  primera  campa- 
nada de  las  ocho  de  la  mañana  del  dia  4  de  Abril  en  el  reloj 
de  la  parroquia  de  San  Sebastian,  que  era  eula  que  se  encon- 
trfiba  enclavada  la  casa  de  la  oficina ;  habiéndose  suspendido 
con  fecha  1.^  de  Mayo  la  anotación  preventiva  decretada,  por 
el  defecto  de  no  aparec^er  inscrito  el  dominio  de  la  finca  á  nom- 
bre de  D.  José  Solís  y  González ,  y  convertídose  en  anotación 
con  fecha  de  3  de  Junio  la  indicada  suspensión  ,  por  haberse 
subsanado  el  indicado  defecto: 

Resultando  que  acreditada  la  celebración  del  acto  de  con- 
ciliación, y  ratificada  la  demanda,  se  confirió  traslado  de  ella 
á  D.  José  Solls  y  González,  que  se  personó  solicitando  se  le 
recibiera  información  de  pobreza,  sobre  lo  cual  se  mandó  for- 
mar pieza  separada: 

Resultando  que  en  tal  estado,  y  con  fecha  30  de  íunio  pre- 
sentó escrito  el  demandado  D.  José  Solis  y  González  allanán- 
dose á  la  pretensión  del  demandante,  á  quien  dijo  estaba 
pronto  á  otorgar  la  correspondiente  escritura  de  venta  de  la 
casa;  y  previa  su  ratificación,  declaró  el  Juez  por  auto  de  17 
de  Julio  terminado  el  pleito  ,  teniendo  por  conformes  á  las 
partes  que  en  él  litigaban ;  y  para  facilitar  la  inscripción  dí3 
la  escritura  que  habia  de  otorgarse,  dejó  sin  efecto  la  anota- 
ción preventiva  tomada  en  el  Registro  de  la  demanda  enta- 
blada por  D.  Antonio  López  Nuñez,  á  cuyo  fin  se  librasen  los 
oportunos  mandamientos  al  Registrador  de  la  propiedad: 

Resultando  que  en  29  de  dicho  mes  de  Julio  otorgó  escri- 
tura D.  José  Solis  y  González,  por  la  que  vendió  á  D.  Antonio 
López  Nunez  en  9^.500  rs.,  de  los  cuales  confesó  tener  recibi- 
dos 100  y  recibir  en  el  acto  los  restantes,  la  citada  casa  sin 
número  de  la  calle  Cuesta  de  Zapateros ;  y  por  cuanto  después 
-de  concertado  este  contrato  con  D.  Antonio  López  en  ocasión 
de  hallarse  el  vendedor  trastornado,  parecia  haber  otorgado 
escritura  de  venta  de  dicha  casa  en  favor  de  D.  Francisco  Bo 
jas,  de  quien  recibió  10.000  rs.  el  otorgante,  entregaba  en.  el 
acto  la  indicada  suma  á  D  Antonio  López  Nuñez  para  que  la 
devolviera  al  D.  Francisco  Rojas  y  se  rescindiera  y  dejara  sin 
efecto,  ya  judicial  ya  extrajudicialmente,  la  expresada  escritura 
de  venta;  y  que  D.  Antonio  López  aceptó  la  escritura,  y  se 
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obligó  á  gestionar,  por  si  y  en  nombre  de  D.  José  Solis,  la 
rescisión  y  nulidad  de  la  venta  de  dicha  casa^  que  aparecía  he- 
cha á  favor  de  D.  Francisco  Rojas: 

Resultando  que  el  Registrador  de  la  propiedad,  según  nota 
puesta  en  la  primera  copia  de  esta  escritura  con  fecha  10  de 
Agosto  de  1871,  no  admitió  la  inscripción  de  la  misma,  por- 
que la  finca  aparecia  inscrita  á  favor  de  D.  Francisco  de  Ro- 
jas Reina  por  consecuencia  de  la  venta  que  á  éste  hizo  el  mis- 
mo D.  José  Solís,  vendedor;  no  procediendo  tampoco  la  ano- 
tación preventiva,  por  no  ser  subsanable  dicha  falta: 

Resultando  que  D.  Antonio  López  Nuñez  entabló  la  de- 
manda objeto  de  este  pleito  para  que  se  declarase  nulo  y  de 
ningún  valor  ni  efecto  el  contrato  de  venta  de  la  casa  que  hizo 
Dé  José  Solís  González  á  D.  Francisco  Rojas,  cancelándose  la 
inscripción  en  el  Registro  de  la  propiedad  é  inscribiéndose  el 
dominio  á  su  nombre;  pretensión  que  fundó  en  que  la  compra* 
venta  es  un  contrato  consensual  que  se  perfecciona  por  el  con- 
sentimiento de  las  partes,  sin  necesidad  de  que  para  su  validez 
se  extienda  escritura  pública:  que  el  precepto  legal  de  que  se 
haga  constar  por  documentos  de  esa  clase  el  dominio  de  cosas 
inmuebles,  ni  varía  su  naturaleza,  ni  establece  una  condición 
esencial  'del  mismo:  que  no  existiendo  en  el  que  era  objeto  de 
este  pleito  la  relativa  al  otorgamiento  de  la  escritura,  quedó 
perfecto  desde  el  momento  en  que  los  contrayentes  convinie- 
ron en  la  cosa  y  en  el  precio,  quedando  aquella  vendida;  y  que 
enajenada  después  á  un  tercero  era  nulo  el  contrato,  porque  el 
vendedor  no  podia  disponer  de  la  finca  que  ya  no  le  pertene- 
cia,  ni  trasmitir  su  dominio  al  comprador,  por  lo  cual  debía 
cancelarse  la  inscripción  hecha  á  su  favor: 

Resultando  que  D.  Francisco  de  Rojas  Reina  impugnó  la 
demanda,  fundado  en  que,  caso  de  ser  cierto  el  contrato  de  31 
de  Marzo  de  1871,  había  dos  ventas  de  una  misma  cosa,  verifi- 
cadas á  distintas  personas  y  en  diversos  tiempos,  pero  con  la 
circunstancia  de  que  la  segunda  se  efectuó  por  escritura  pú- 
blica, pagó  el  precio  al  vendedor,  entró  en  posesión  de  la  co- 
sa, contribuyó  al  Estado  con  el  impuesto  hipotecario  é  inscri- 
bió su  derecho  en  el  Registro,  debiendo  prevalecer  su  contrato 
conforme  á  la  ley  50,  tít.  6.**  de  la  Partida  5.':  que  la  escri- 
tora otorgada  por  Solís  á  favor  de  López  no  daba  más  valor 
al  que  antes  celebraron,  por  no  pertenecer  ya  la  finca  al  pri* 
mero;  y  que  no  creía  procedente  la  acción  real  que  se  ejerd-' 
tat)a  por  no  haber  mediado  tradición  en  favor  del  demandante» 
que  por  su  mala  fé  debía  ser  condenado  en  costas: 
'  Resultando  que  suministrada  prueba  por  las  partes,  dietiV 
sentencia  el  Juez  de  primera  instancia  y  que  la  Sala  la  reTOttV 
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«n  24  de  Noviembre  de  1873,  declarando  sin  efecto  la  inscrip- 
4sloíi  hecha  eu  3  de  Jubío  de  1871  en  el  Registro  de  la  propie- 
dad de  Antequera  á  favor  de  D.  Francisco  de  Rojas  Reina  de 
J.a  casa  que  debía  ocupar  el  núm.  12  segundo  de  la  Cuesta  de 
Zapateros  de  aquella  ciudad,  y  que  le  fué  vendida  por  José 
Solis  González  en  escritura  de  3  de  Abril  del  mismo  año»  y 
CJOiandando  que  se  hiciera  en  dicho  Registro  la  correspondiente 
¡.joscripcion  de  la  otra  escritura  de  venta  de  la  propia  casa 
otorgada  por  Solls  á  favor  de  D.  Antonio  López  Nuñez  eu  29 
de  Junio  del  citado  año  1871,  y  reservando  á  D.  Francisco  de 
enojas  Reina  su  derecho  para  reclamar  de  D.  José  Solis  Gon- 
^^lez  los  10.000  rs.  que  le  entregó  como  precio  de  la  casa,  sin 
Ixacer  expresa  condenación  de  costas: 

Resultando  que  D.  Francisco  de  Rojas  Reina  interpuso  re- 
curso de  casación  por  haberse  infringido  ¿  su  juicio: 

1.^    El  art.  42  de  la  Ley  hipotecaria  vigente,  por  haberse 
dado  valor  y  eficacia  legal  á  la  anotación  preventiva  de  la  de- 
manda entablada  por  D.  Antonio  López  Nuñez  contra  D.  José 
Solis  y  González,  pues  habiéndose  ejercitado  en  ella  la  acción 
personal  que  nacia  del  simple  contrato  de  compra-venta  para 
pedir  el  cumplimiento  de  lo  pactado,  era  ilegal  é  improcedente 
la  anotación  preventiva  de  tal  demanda,  conforme  al  caso  1.^ 
de  dicho  artículo^  que  se  refiere  exclusivamente  á  las  deman- 
das por  acción  real;  y  para  considerarla  en  el  caso  4.^  debió 
liaber  precedido  una  providencia,  dictada  con  audiencia  con- 
traria, ordenando  el  secuestro  ó  prohibiendo  la  enajenación  de 
la  cosa  litigiosa;  habiéndose  infringido  no  tan  sólo  el  mencio- 
nado artículo,  sino  también  el  art.  11  del  reglamentó  para  la 
ejecución  de  la  Ley  hipotecaria,  por  no  haber  mediado  el  ofre- 
<^iento  de  indemnización  de  perjuicios  que  de  la  anotación 
pudieran  seguirse  al  demandado,   que  para  dicho  caso  exigia 
el  dtado  articulo: 

2/  La  doctrina  legal  de  que  no  puede  producir  efectos  le- 
gales la  demanda  que  es  inadmisible  con  arreglo  á  derecho, 
toda  vez  que  se  estimaba  válida  y  eficaz  contra  un  tercero  la 
anotación  preventiva  de  la  deducida  por  López  Nuñez  contra 
Solis,  cuanto,  conforme  á  lo  prevenido  en  los  artículos  18,  213 
1  226  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  debió  ser  repelida  de 
ofeiopor  faltarle  el  requisito  del  acto  de  conciliación,  que  debió 
ifitentarse  previamente  en  el  supuesto  de  que  hubiera  sido  pro- 
cedente tal  anotación. 

3.*  La  doctrina  legal  de  que  cuando  un  pleito  se  termina 
por  avenencia  ó  allanamiento  de  las  partes,  no  produce  otros 
ehietos  que  los  naturales  «del  convenio  entre  estas  celebrado; 
PM  terminado  el  promovido  por  López  Nuñez  contra  Solis 
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por  el  allanamieoto  de  éste  á  otorgarle  la  escritura  de  venta  de 
la  casa  como  se  la  otorgó  en  29  de  JuUo  de  1871 ,  cuando  ya 
se  hallaba  inscrita  la  otorgada  anteriormente  á  favor  de  Bojas 
á  la  presentación  de  este  documento  en  el  Registro,  y  no  á  la 
anotación  preventiva  de  la  demanda  que  quedó  sin  eficacia  por 
el  convenio  posterior  de  las  partes  debió  atenderse  para  deter- 
minar la  preferencia  de  una  venta  sobre  la  otra. 

4.^  El  art.  71  de  la  Ley  hipotecaria  y  la  doctrina  legal  qoe 
de  él  se  deduce,  de  que  la  anotación  preventiva  ha  de  ser  de 
bienes  inmuebles  ó  derechos  reales,  y  no  da  más  derecho  con- 
tra un  tercero  que  el  que  tenga  la  persona  á  cuyo  favor  se 
haya  hecho  la  anotación;  pues  siendo  la  demanda  de  Lopes 
Nufiez  contra  Solis  por  acción  personal,  no  pudo  anotarse  en  el 
Registro  como  ya  se  habia  dicho,  y  no  teniendo  el  demandante 
otro  derecho  más  que  el  de  exigir  el  cumplimiento  de  lo  pao — 
tado,  y  no  siendo  esto  posible,  la  indemnización  de  perjuicios- 
no  habla  podido  producir  contra  el  tercero  Rojas  los  efectos 
la  inscripción  de  una  venta  perfecta  y  consumada  que  la  habi( 
atribuido  la  Sala  sentenciadora,  infringiendo  el  articulo  y  doc 
trina  legal  citada. 

5.°  El  art.  23  de  la  Ley  hipotecaria,  que  ordena  que 
títulos  traslativos  de  dominio  de  los  inmuebles  y  de.mas  qu 
menciona  el  art.  2.*  que  no  estén  inscritos  en  el  Registro,  n^ 
podrán  perjudicar  á  tercero;  porque  el  dia  3  de  Abril  de  3871 
en  que  Solis  otorgó  la  escritura  de  venta  de  la  casa  á  favor  d 
Rojas,  no  estaba  inscrita  la  venta  de  la  misma  casa  que  en  3 
de  Marzo  anterior  habia  aquel  contratado  con  López  Nuñes» 
no  podía  estarlo  conforme  al  art.  3.^  de  la  propia  ley  porqa.^^ 
no  se  habia  consignado  ni  se  consignó  en  escritura  públie^i 
hasta  el  29  de  Julio  siguiente,  no  habiendo  podido  por  tanLo 
perjudicar  esta  venta  á  Rojas. 

6.**    El  art.  25  de  la  misma  ley,  según  el  cual  los  titulo^ 
inscritos  no  surten  efecto  en  cuanto  á  tercero  sino  desde  Is 
fecha  de  su  inscripción ;  porque  el  titulo  de  la  venta  .otorgada 
&  López  Nuñez  no  se  hallaba  inscrito  todavía,  y  sin  embargo 
se  le  habia  dado  preferencia  al  de  la  venta  inscrita  ya  á  fa- 
vor de  Rojas;  y  porque  aun  suponiendo  legal  la  anotacioii 
preventiva  de  la  demanda  de  aquel  contra  Solis,  no  pudo  sar- 
tir  efecto  en  cuanto  al  tercero  Rojas,  porque  la  escritura  de 
venta  á  favor  de  éste  se  otorgó  el  dia  anterior  al  en  que  9t 
presentó  en  el  Registro  el  mandamiento  para  la  dicha  a&o- 
tacion. 

7.^  El  art.  76  de  la  misma  ley,  fundamento.  prinoipa|.  de 
la  sentencia,  según  el  cual  para  terminar  la  preferencia  entn 
dos  ó .  más  inscripciones  de  una  misma  fecha  relativa3  & 
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misma  ñnca,  se  atenderá  á  la  hora  de  la  presentación  en  el 
Segristro  de  los  títulos  respectivos;  porque  presentados  simul- 
táneamente y  en  una  misma  hora  los  dos  títulos,  no  existia  la 
<iiferenoia  de  tiempo  que  exig-ia  dicho  artículo,  ni  habia  por 
tAnto  razón  alguna  para  dar  la  preferencia  al  uno  sobre  el 
otro,  aun  suponiendo  legal  el  mandamiento   para  la  anota 
cioa  preventiva  de  la  demanda,  y  que  pudiera  elevarse  á  la 
ocitegoría  de  título  en  la  acepción  que  la  ley  daba  á  esta  pa- 
leibra,  lo  cual  no  podia  concederse. 

8.^    Los  artículos  36  y  38  de  la  propia  Ley  hipotecaria,  eu 
anto  ordena  que  no  se  anularán  ni  rescindirán  los  coutratuf 
perjuicio  de  tercero  que  haya  inscrito  su  derecho  por  ningu- 
na délas  causas  que  enumera  el  segundo  de  dichos  artíoulos, 
sf  ^ndo  la  cuarta  la  doble  venta  de  una  mistna  cosa,  cuando 
E-l  f^TíB,  de  ellas  no  hubiese  sido  inscrita,  porque  no  estándolo 
^CL    venta  de  la  casa  hecha  por  Solís  á  López  Nuñez  cuando 
i^^iiel  la  vendió  k  Hojas  y  éste  presentó  su  escritura  de  oom- 
P**^  en  el  Registro,  no  habia  podido  anularse  ni  rescindirse  el 
derecho  del  mismo ,  que  era  un  tercero  respecto  de  aquellos; 
l^^^biendo  sido  por  tanto  infringidos  dichos  artículos  al  declar- 
^^'r  la  sentencia  sin  efecto  la  inscripción  de  la  venia  hecha  á 
f^^or  de  Rojas,  para  que  se  inscriba  la  otorgada  á López  Nuñez. 
9.^    La  ley  50,  tlt.  6.^,  Partida  b.^y  que  ordena  que  si  el 
Pc>Qtrimero  comprador  pasase  á  la  tenencia  y  á  la  posesión  de 
^^   cosa  y  pagase  el  precio,  él  la  debe  haber  y  no  el  primero; 
'^y  por  la  cual  debía  resolverse  este  pleito  en  el  caso  de  no 
^timarse  comprendida  en  el  art.  38  de  la  hipotecaria;  pues  el 
^Srundo  comprador  Rojas  pasó  á  la  tenencia  y  posesión  de  la 
^^'^«a  y  pagó  el  precio,  lo^cual  no  verificó  el  primer  comprador 
^opez  Nuñez,  y  por  tanto  de  aquel  debió  ser  la  casa  y  no  de 
^te,  conforme  al  precepto  terminante  de  dicha  ley,  estimada 
^tno  vigente  por  sentencia  de  e$te  Supremo  Tribunal  de  17 
^^  Julio  de  1869,  é  infringida,  por  tanto,  al  resolverse  la  cues*- 
tion  en  sentido  contrario  al  que  ella  ordena. 
:f¡        10.     La  regla  12,  tít.  34.  Pnrtida  7.%  que  establece  que  nin- 
Irt    Snno  pueda  dar  más  derecho  á  otro  en  ninguna  cosa  que  el 
M    ^Qe  le  pertenece  en  ella;  pues  no  perteneciendo  &  Solis  el  do- 
Wdío  de  la  casa  en  cuestión  cuando  en  29  de  Julio  de  1871 
otorgó  la  escritura  de  venta  á  favor  de  López  Nu&ez,  porque 
^  la  habia  adquirido  Rojas  con  la  entrega  de  la  casa ,  pago 
del  precio  é  inscripción  en  el  Registro,  conforme  ¿  la  ley  46, 
título  28,  Partida  3/,  á  la  66,  tít.  5.^  Partida  5.%  y  á  la  hi- 
potecaria, no  pudo  trasmitirlo  á  favor  de  López  Nuñez;  y  do 
habiéndolo  estimado  asi  la  Sala  sentenciadora^  habia  infringi- 
do también  dicha  regla  de  derecho. 
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11.  En  el  caso  de  no  estimarse  los  motivos  de  casación 
precedentes,  la  ley  50,  tit.  5.^  de  la  Partida  5/  ya  citada,  en 
cuanto  ordena,  para  el  caso  de  doble  venta,  que  el  vendedor 
está  obligado  &  devolver  el  precio  al  comprador  que  se  queda 
sin  la  cosa,  con  todos  los  daños  y  menoscabos  que  le  vinieron 
por  razón  de  tal  venta;  porque  la  sentencia  se  limitaba  sobre 
este  punto  &  reservar  á  Rojas  su  derecho  para  reclamar  de  So- 
lis  los  10.000  rs.  que  le  entregó  como  precio  de  la  casa ,  siih 
hacer  mención  de  los  daños  y  menoscabos. 

12.  T  por  último,  la  ley  16,  tít.  22,  Partida  3.*,  y  los  ar- 
tículos 61  y  62  de  la  de  Enjuiciamiento  civil ,  porque  habién- 
dose pedido  en  la  demanda  que  se  declarase  nulo  y  de  ningns 
valor  ni  efecto  el  contrato  hecho  por  Solis  á  Rojas-,  nada  8& 
habia  resuelto  sobre  este  punto  en  la  sentencia. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  María  Ctm 
oeres. 

Considerando  que  el  contrato  de  venta  de  la  casa  Cnes^ 
de  Zapateros,  en  Antequera,  que  celebraron  en  21  de  Marzo  «5 
1871  D.  José  Solis  y  D.  Antonio  López,  si  bien  se  perfécoiosn 
por  el  pap^l  simple  que  extendieron,  y  cuya  certeza  ha  apne 
ciado  la  Sala  sentenciadora,  no  llegó  á  consumarse,  por  cuam^ 
el  vendedor  sólo  recibió  100  rs.  á  cuenta  del  precio^  y  el  cots 
prador  no  entró  en  posesión  de  la  finca: 

Considerando  que ,  lejos  de  haberse  consumado ,  -en  3  di 
Abril  siguiente  el  mismo  D.  José  Solis  vendió  realmente  á  Dot 
Francisco  de  Rojas  Reina  la  propia  casa,  recibiendo  en  el  actc 
y  &  presencia  del  Notario  y  testigos  el  precio  de  la  venta,  cayí 
escritura  se  anotó  preventivamente  en  el  Registro  de  la  pra^ 
piedad  el  1.^  de  Mayo ,  y  luego  se  inscribió  formalmente  el  ^ 
de  Junio,  anotado  ya  el  dominio  en  favor  del  vendedor: 

Considerando  que  ambos  casos  están  comprendidos  de  llene: 
en  la  ley  50,  tit.  5.^  de  la  Partida  5.*,  que  dispone  que  si  ^^ 
comprador  segundo  de  una  misma  cosa  pasase  á  la  tenencia  ^ 
á  la  posesión  ó  pagase  el  precio ,  que  él  debe  haber  la  eos9 
vendida  y  no  el  primero: 

Considerando  que  si  bien  es  cierto  que  el  mismo  dia  3  i^ 
Abril,  en  que  se  otorgó  la  segunda  venta ,  el  recurrente  pn^ 
sentó  demanda  ordinaria,  ejercitando  acción  personal  para  qo^ 
se  compeliese  al  vendedor  al  otorgamiento  de  la  venta,  y  qn^ 
de  esta  misma  demanda  se  mandó  hacer  y  se  hizo  anotaeioo 
preventiva  en  el  Registro  de  la  propiedad  ,  este  hecho  no  t^r 
vorece  al  recurrente,  por  cuanto  no  estaba  comprendido  el  oM 
en  ninguno  de  los  señalados  en  el  art.  42  de  la  Ley  hipóte^ 
caria,  ni  la  anotación  ha  podido  por  consistente  surtir  los 
efectos  que  la  atribuye  el  44;  y  porque  no  se  tratado  orédito 


SfiNTBNCIA8  DB  1875.  317 

contraído  con  posterioridad  contra  el  mismo  deudor,  sino  de 
calificar  cuál  de  dos  compradores  de  una  finca  raiz  debe  ser 
preferido  para  conservarla  ú  obtenerla: 

Conaiderando,  además,  que  por  el  allanamiento  del  deman- 
dado Solis,  y  de  acuerdo  del  recurrente ,  se  declaró  sin  efecto 
ia  misma  anotación  preventiva  de  la  demanda  ordinaria  para 
«1  cumplimiento  del  contrato ;  de  modo  que  cuando  se  otorgó 
ia  venta  á  D.  Antonio  López  ya  no  podía  producir  efecto  al- 
lano la  anotación,  y  mucho  menos  cuando  después  de  anulada 
se  ha  determinado  el  pleito;  • 

Y  considerando  que  el  D.  Francisco  de  Rojas  Reina  adqui- 
rió el  dominio  de  la  finca  en  toda  forma  y  se  inscribió  debi- 
danaente  en  el  Registro  la  escritura  de  su  traslación;  y  el  re- 
currente no  ha  ejercitado  acción  alguna  de  las  rescisorias  ó 
Ksolutorias  que  señala  el  art.  37  de  la  Ley  hipotecaria ,  es 
evidente  que  aquella  venta  es  firme,  y  que  la  sentencia  al  res- 
cindirla ha  infringido  dicha  ley  50,  tit.  6.^,  Partida  5/;  los 
artículos  42  y  37  de  la  Ley  hipotecaria,  alegada  oportunamen- 
te exi  el  recurso,  sin  necesidad  de  descender  á  mayor  análisis 
de  los  otros  muchos  motivos  mencionados; 

Pallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar 
^  recurro  de  casación  interpuesto  por  D.  Francisco  de  Rojas 
^intf ;  y  en  su  consecuencia  casamos  y  anulamos  la  sentencia 
que  en  24  de  Noviembre  de  1873  dictó  la  Salado  lo  civil  déla 
Audiencia  de  Granada ,  á  la  que  se  libre  orden  para  la  remi« 
^on  de  los  autos. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Oace- 
te  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativaf  pasándose  al  efecto 
^  copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firma- 
ZQOs.==iJuan  González  Ace vedo.  «=:  José  María  Cáceres.  =  José 
^ermin  de  Muro.=»Juan  Cano  Manuel. — Ramón  Diaz  Vela.e» 
benito  de  üUoa  y  Rey. = Victoriano  Careaga. 
Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Bxoe- 
^^Utisimo  Sr.  D.  José  María  Cáceres ,  Magistrado  del  Tribunal 
Supremo  ,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera,  e^  el 
^H  de  hoy ,  de  que  certifico  como  Relator  Secretario  de  la 
%isma. 

Madrid  12  de  Octubre  de  1 875.  ^Licenciado  Desiderio  Mar^ 
♦inez. 
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NÚM.  67.       - 
CASACIÓN  POR  INFRACCIÓN  DE  LEY.— SALA  PRIMERA. 


DsoLARAcioN  DB 'sBR  UN  HIJO  NATuftAL.— Sentencia  de  14d0 
Octubre ,  declarando  no  haber  Ingar  al  recurso  de  caiacioB 

interpuesto  por  Doña contra  la  pronunciada  por  U 

Audiencia  de.  .*. . .  ^  en  pleito  con  D »  como  curador 

del  menor  D 

En  los  CONSIDERANDOS  SO  cstableco: 

1  .•  Que  c<m  arreglo  á  la  constante  jurisprudencia  del  Tri^ 
tunal  Supremo^  no  es  contraria  i  la  ley  1/,  tit.  5.%  libróla 
de  la  Novísima  Recopilación^  ó  sea  laW  de  Toro^  la  sentenek 
que  declara  la  calidad  de  hijo  natural  á  favor  de  aquel  qu 
según  la  apreciación  de  la  Sala  sentenciadora  ha  probado  jat 
medios  legales  que  su  padre  le  ha  reconocido  tácitamente  eom$ 
taly  puesto  que  dicha  ley  no  ewige  el  reconocimento  expreso^  f 
que  dicha  apreciación  corresponde  i  la  misma  Sala^  y  es  irn' 
voeahle  si  no  se  demuestra  que  en  ella  se  ha  infringido  algune 
liy  ó  doctrina  legal. 

2.**  Que  no  puede  decirse  que  han  sido  infringidas  por  une 
sentencia  leyes  ni  doctrinas  que  no  tienen  aplicación  al  ee» 
de  autos. 

Bu  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  14  de  Octubre  de  1875,  es 

los  autos  seguidos  en ,  y  en  la  Sala  segunda  de  la  Ao* 

diencia  de ..... ,  por  D ,  como  curador  del  menor  D ? 

con  Dona ,  sobre  que  se  declare  al  citado  menor,  nieta 

de  la  Doña ,  como  hijo  natural  del  que  lo  fué  legitimo  de 

la  misma  D ;  autos  que  penden  ante  Nos,  en  virtud  de 

recurso  de  casación  interpuesto  por  la  demandada  contra  U 
sentencia  que  en  13  de  Diciembre  de  1873  dictó  la  referid» 
Sala : 

Resultando  de  certificación  expedida  por  el  Capellán  de  )* 
Casa  de  Maternidad  de ,  con  referencia  al  libro  de  bau- 
tismo de  expósitos,  que  en  12  de  Marzo  de  1857  expusieron  en 
aquella  Real  Casa  de  Maternidad  de  María  Santísima  y  San 
José  un  niño,  al  parecer  blanco,  con  un  papel  que  decia:  «Nació 
el  dia  12  de  Noviembre  de  1856;  no  e^tá  bautizado;;»  y  que  en 
el  acto,  el  Capellán  de  la  propia  Real  Casa  le  bautizó  soleip- 

nemente,  y  le  puso  por  nombre ,  siendo  su  padrino  D. . .  •» 

y  su  madrina  Doña 
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Resultando  que  en  18  de  Enero  de   1870  Doña pro- 
fuso demanda  de  filiación  para  que  se  declarase  que  el  niño 

> debia  llevar  el  apellido  de ,  y  que  bahía  sido  y 

ra  hijo  natural  suyo  y  de  D ,  que  hacia  poco  falleció,  y 

ue  por  consiguiente  debia  gozar  de  los  alimentos  y  de  los 
emás  derechos  que  le  concedían  las  leyes,  asegurándole  un 
apital  que  le  produjese  lo  necesario  á  ese  objeto;  no  teniendo 
icoDTeniente ,   como  no  podia  tenerlo,   en  que  se  confiriese 

raslado  de  esta  solicitud  á  Doña ,  pues  estaba  en  la  per- 

aasion  de  que  ella,  obrando  de  buena  fé,-8e  prestaría  á  tan 
ista  petición,  y  sólo  en  el  caso  de  que  se  negase  presentarla 
D  su  oportunidad  cuantas  pruebas  fuesen  necesarias  á  su  justo 
ropósito;  y  para  ello  expuso  que  teniendo  apenas  catorce  años 

B  le  acercó  D y   entabló  con  él  relaciones  amorosas, 

freciéndole  muy  frecuentemente  el  casarse;  y  que  desgracia- 
amenté,  y  bajo  esa  promesa,  tuvo  la  ligereza  de  acceder  á 

a  vehemente  pasión ,  y  extrayéndola  de  la  casa  de ,  en 

Londe  se  habla  criado,  alquiló  una  habitación  decente,  que  él 
lagaba,  donde  la  colocó,  y  allí  tuvo  con  él  un  hijo  natural, 

lombrado  D ,  que  fué  bautizado  por  su  orden  en  la  Casa 

le  Maternidad  el  12  de  Marzo  de  1857,  según  constaba  de  la 
:eTtificacion  que  acompañaba,  y  de  cuyo  bautismo  no  tuvo 
loticia  exacta,  pues  le  aseguró  él  qüe^habia  sido  bautizado  como 
lijo  natural  de  ambos:  que  cuando  ya  á  sus  instancias  se  dis- 
ponía á  contraer  el  matrimonio  ofrecido,  fué  sorprendido  por  la 
muerte ,  sin  que  por  haber  sido  asesinado  tuviera  tiempo  de 
hacer  disposición  testamentaria  ni  declaratoria  alguna  referente 

4  dicho  hijo:  que  convencida  Doña de  que  el  dicho  D. . . . 

^ra  su  nieto  natural ,  le  habia  estado  pasando  mensualmente 
^na  pensión  de  25  pesos,  y  la  de  aquel  último  mes  de  Diciem- 
l>Te  de  30,  para  atender  á  la  educación  del  niño ;  pero  aunque 
1^  habia  ofrecido  hacer  una  importante  aseguración  á  favor 
del  expresado  niño,  por  conducto  de  sus  hijos  legítimos ,  no 
llegó  el  caso  de  que  se  realizase,  y  entre  tanto  temia  que  di- 
<sha  señora  falleciera  ó  se  ausentase  de  la  ciudad,  como  se  ase-* 
guraba,  realizando  sus  bienes,  y  se  quedase  sin  hacer  dicha 
^garacion,  y  lo  que  era  m&s,  sin  quedar  calificado  el  hecho 

íe  que  D ,  ya  difunto,  era  padre  natural  del  niño , 

l^ijo  de  la  demandante ,  lo  que  en  el  dia  le  era  fácil  probar 
pues  existían  numerosos  datos  para  ello,  y  estaba  presente  la 

Doia 

Resultando  que  con&rido  traslado  á  ésta,   formó   articuló 
de  incontestacion  por  falta  de  personalidad  de  la  demandante, 

Auid&ndose  en  que  el  niño  D era  un  expósito,  según  lo 

Confesaba  la  misma  Doña ,  y  que  ésta  no  estaba  declarada 
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SU  madre  natural  con  las  formalidades  que  establecía  el  ar- 
ticulo 184  del  reglamento  de  la  Casa  de  Maternidad,  á  cuya 
Junta  correspondía  la  tutela  j  curaduría  de  los  expósitos:  que 

de  este  artículo  se  confirió  traslado  á  la  Doña ,  la  que  en 

escrito  de  12  de  Diciembre  de  1870,  comprendiendo  que  cual- 
quiera que  fuese  la  declaratoria  ó  resolución  que  se  dictara 
no  podía  perjudicar  en  nada  los  derechos  de  su  menor  hijo, 
dejándolos  á  salvo,  como  siempre  le  quedaban,  y  sin  que  se 
entendiere  que  ella  renunciaba  los  que  en  su  particular  pudie- 
ran correspondería.,  pidió  que  se  la  diese  por  separada  de  la 
continuación  de  este  pleito,  archivándose  sus  actuaciones « li- 
quidadas y  pagadas  las  costas,  como  estaba  dispuesto  á  hacer- 
lo; y  por  auto  de  1.**  de  Febrero  de  1871,  previa  ratificación 
de  la  interesada,  se  mandaron  pasaran  los  autos  al  tasador  de 
costas,  las  que  fueron  liquidadas  y  no  satisfechas,  quedando 
en  tal  estado  el  expediente: 

Resultando  que  en  28  de  Noviembre  del  citado  año  de  1870<Z>0 

el  menor  D ,  hijo  expósito  de  la  Real  Casa  de  Beneficen - 

cia  y  Maternidad,  mayor  de  catorce  años,  compareciendo  antena»  ^ 
el  Juzgado,  nombró  por  curador  suyo  para  que  le  representase^»-  ^e 

en  las  reclamaciones  que  había  pendientes  con  Doña S^s^  á 

D ,  al  cual,  previa  aceptación  y  sin  fianza  por  entónce^K  ^s 

por  carecer  de  bienes,  de  conformidad  con  el  Promotor  fisca-^^1 
le  fué  discernido  el  cargo  en  17  de  Diciembre  del  propio  bü^  ^o 
de  1870: 

Resultando  que  Doña en  20  de  Julio  de  1872,  despu 

de  entablada  la  demanda  de  que  luego  se  hará  mérito,  con 

fli)  de  conceder  al  huérfano  D por  escritura  el  oportnn 

reconocimiento  de  hijo  y  sus  derechos  civiles,  promovió  info 
macion  en  vía  de  jurisdicción  voluntaria  con  citación  del 
motor  fiscal  y  del  Director  de  la  Casa  de  Maternidad,  declaran^ 

do  cinco  testigos  sustancial  mente  que  D era  hijo  natiK^  * 

ral  de  aquella ,  constándoles  por  el  convencimiento  exacto  qt&.  ^ 
tenían  de  antecedentes  y  por  expresión  de  su  mismo  padf^ 

D que  por  la  casa  donde  nació  el  niño  pagaba  el  alquÉ-^ 

1er  su  padre  D ,  el  mismo  que  compró  los  muebles  que  exi^ - 

tian  en  ella:  que  inmediatamente  después   del  bautismo  de^      1^ 

niño  se  hizo  cargo  de  él  como  madre  la  Doña y  lo  habi^      l>l 

tenido  desde  entonces  á  su  abrigo  y  lo  tenia  en  la  actualidad,      /^^ 

añadiendo  Doña que  D ,   cuando  ocurrió  el  naci-      f-b 

miento  del  D ,  en  la  calle  de ,  la  invitó  pana  que     I  ^e-c 

fuese  su  cx)madre  en  uuion  de  D ,  á  quien  señalaba  como     |  ^^ 

padrino  de  su  hijo: 

Resultando  que  oídos  el  Promotor  fiscal  y  el  Director  de  la     I  ^ 

Real  Casa  de  Maternidad^  sin  que  se  les  ofreciese  reparo  alga*     |  ^^ 

be 
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no  en  que  se  accediera  á  lo  solicitado  por  la  Dofia ,  se 

proveyó  auto  en  20  de  Agosto  de  1872,  aprobando  cuanto  ha- 
bla lagar  en  derecho  la  información  recibida  á  instancia  de  la 

Doña para  acreditar  que  era  su  hyo  natural  el  que  fué 

expósito  D ,  y  mandando  protocolizar  las  diligencias  en 

él  registro  del  actuario,  dándose  á  la  parte  los  testimonios  que 
pidiere: 

Resultando  que,  en  su  consecuencia,  la  Doña ,  soltera 

y  mayor  de  edad,  por  escritura  de  22  de  Octubre  de  dicho 
año  de  1872,  reconoció  y  amparó  por  hijo  suyo  natural,  habi- 
do en  tiempo  hábil  y  sin  necesidad  de  obtener  dispensación 

alguna  con  D al  D ;  el  cual,  con  reserva  de  que 

fuese  oportunamente  reconocido,  se  expuso  en  la  Real  Gasa  de 
Maternidad  en  12  de  Marzo  de  1857,  se  bautizó  en  el  acto 
como  nacido  en  12  de  Noviembre  de  1856,  siendo  sus  padrinos 

D y  Doña ,  que  inmediatamente  se  hizo  cargo  del 

niño,  á  quien  se  puso  por  nombre ,  la  mencionada  su  ma- 
drina, quien  lo  entregó  desde  entonces  á  la  compareciente, 
convencida  íntimamente  de  que  era  su  hijo  natural,  á  cuyo 
abrigo  quedó  y  donde  se  encontraba,  dándole  y  concediéndole 
por  lo  tanto  todos  los  derechos  que  por  razón  de  este  conoci- 
miento le  correspondían,  sin  que  necesitadle  de  otra  más  prue- 
ba ni  antecedente  que  la  presentación  de  esta  escritura: 

Resultando  que  en  26  del  citado  Octubre  la  misma  Doña. . . 
pretendió  que  para  que  la  Real  Ca^a  tomase  razón  de  que  el 
Diño  D habia  dejado  de  pertenecer  á  aquel  asilo,  se  re- 
mitiese lo  obrado  al  Gobernador  Presidente  de  dicha  Real  Casa 
para  que,  previos  los  trámites  del  reglamento  y  quedando  hecha 
la  anotación  oportuna ,  se  devolvieran  las  diligencias  y  se  le 
entregasen  como  comprobantes  del  reconocimiento  para  el  uso 
que  le  conviniera;  y  que  según  oficio  del  Gobernador  político 

de ,  pasado  todo   á  los  Directores  de  la  Iteal  Casa  de 

Beneficencia  y  Maternidad,  Diputado  de  mes  en  la  misma  y 
Letrado  defensor  de  ella,  informaron  que  no  habia  inconve- 
niente en  que  se  accediese  á  lo  solicitado  por  Doña ,  y 

asi  lo  acordó  el  Gobernador,  sin  perjuicio  de  dar  conocimiento 
del  asunto  á  la  Junta  de  gobierno  que  presidia  en  la  primera 
sesión  ordinaria  que  se  celebrase,  y  á  reserva  de  librar  al 
Obispado  una  comunicación  para  que  ordenase  se  pusiera  la 
necesaria  nota*  de  filiación  en  la  correspondiente  partida  bau- 
tismal : 

Resultando  que  el  D ,  como  curador  del  menor  D. . . . , 

dedujo  la  actual  demanda  en  20  de  Junio  de  1872,  á  fin  de  que 
el  D fuese  reconocido  como  nieto  de  Doña por  ha- 
ber sido  procreado  por  la  unión  natural  de  su  legítimo  hijo 
II.— 1.*y3/                                                  21 
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D y  Doña ;  y  solicitando  se  declarase  por  tal  nieta 

de  la  demandada  al  referido  niño,  con  todos  los  demás  pro- 
nunciamientos propios  de  esta  solicitud;  y  para  ello  alegó  que 
Doña..  ..,  joven  virtuosa  y  honesta,  vivia  pobremente,  si- 
guiendo el  destino  propio  de  su  sexo  y  de  sus  virtudes;  áe  le 
presentó  D ,  solicitando  su  mano  y  aparentando  los  me- 
jores deseos  de  enlazarse  á  aquella,  asi  se  lo  manifestó,  to-^ 
mando  en  alquiler  una  casa,  que  amuebló  con  la  mejor  decen- 
cia; llevó  á  ella  á  la ,  halagada  con  el  término  feliz  de 

su  destino,  y  la  perñdia  y  el  crimen  vinieron  á  triunfar  de  la 
inocencia:  que  la  consecuencia  de  tales  premisas  fué  el  nací* 

miento  del  niño ,  hijo  natural  por  consiguiente  de  la 

y  de  D :  que  vivieron  unidos   muy  poco  tiempo,   pero 

como.    « . .  ya  nada  tenia  que  esperar  de  la  fortuna,  abandond 
¿la ,  no  sin  que,  quedándole  el  amor  por  su  hijo,  lo  vie- 
se, lo  atendiese  y  le  pasase  una  mesada  para  sus  alimentos  é — 
hiciese  comprender  á  toda  su   familia  que  editaba  ejerciend<H= 
aquellos  actos  puros  y  legales  de  paternidad,  los  que  no  se  ia 
terrurapieron  hasta  que  ocurrió  el  triste  suceso  de  su  falleci — 

miento:    que  Doña y   sus   familiares  que  conocían   aS 

niño ,  tenian  el  convencimiento  íntimo  de  que  era  hijod^ 

D y  que  éste  mismo  ante  ellos  lo  reconoció,  seguramen — 

te  para  que  lo  amparasen  eñ  caso  desgraciado,  no  pudieroBL:: 
mirar  con  indiferencia  la  desventura  del  huérfano  que  naci^ 
de  su  propia  sangre  y  siguieron  pasándole  una  mesada:  qu.^ 

Doña ,  pensando  con  mucha  razón  que  el  menor  no  podL^ 

conformarse  con  meras  concesiones  de  mesadas,  sino  que  eir» 
propietario  de  más  elevados  derechos,  se  propuso  intentar  ac5  — 

clones  para  conseguirlo,  pero  entonces  la  Doña susper»  — 

dio  la  mesada,  quedando  el  niño  sujeto  á  las  eventualidad^^ 
del  trabajo  de  su  madre,  al  amparo  del  curador  que  le  habi^ 
costeado  y  lo  estaba  costeando  su  educación,  habiéndolo  remi- 
tido ültimaraente  á ,  é  incorporado  en  uno  de  los  mejore^ 

Institutos  de  Madrid:   que  la  Doña habia  sido  mucha>*^ 

veces  invitada  á  que  reconociese  á  su  nieto,  para  que  éste  vi- 
niese á  servir  y  adornar  la  sociedad  con  el  apellido  de  su  pa- 
dre verdadero;  y  la  Doña ,  con  el  silencio  más  profundo^ 

habia  demostrado  que  no  queria  verificarlo,  dejando  al  curador 
en  libertad  de  buscar  en  la  justicia  lo  que  negaba  la  con- 
ciencia: 

Resultando  que  al   contestar  á  la  demanda  la  Doña 

pretendió  que  se  le  absolviese  de  ella,  con  las  costas,  al  actor,, 
excepcíonando  al  efecto  que  los  hechos  en  que  se  fundaba  la 
demanda,  lo  mismo  que  la  en  que  se  fundó  la  anterior  de  B^ 
fia ,  relativos  á  la  seducción  bajo  promesa  de  matrimonSo^ 
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concubinato  y  réoonocim lento  diel  hijo  que  se  decía  natural  de 

Dofia y  D ,  eran  inexactos-  é  inventados:  que  Do- 

fiaí no  tenia  la  cualidad  que  se  atribuía  de  madre  natural 

del  expósito  D y  justificada  y  declarada  con  arreglo  al 

articulo  184  del  reglamento  de  la  Gasa  de  Maternidad:  que 
I> no  había  reconocido  por  su  hijo  natural  al  dicho  ex- 
pósito D y  que  la  guarda  del  expósito  corresponde  á  la 

Junta  de  Beneficencia  de  la  Gasa  de  Maternidad: 

Resultando  que  en  los  escritos  de  réplica  y  duplica  insis- 
tieron las  partes  en  sus  pretensiones,  y  recibido  el  pleito  á 
prueba,  se  practicaron  las  respectivamente  articuladas  por  me- 
dio de  la  compulsa  de  las  diligencias  y  documentos  de  que  se 
^^  hecho  mériti)  y  de  los  testigos  que  presentaron  en  justífi- 
<^ACion  de  los  hechos  que  tenían  expuestos: 

Resultando  que  unidas  las  pruebas,  alegaron  las  partes,  y 
1&  demandante  presentó  un  poder  que  en  27  de  Enero  de  1873 

1^^  había  conferido  Doña en  virtud  de  reconocimiento  que 

l^o  de  su  hijo  D ,  aprobando  todos  los  actos  ejercidos 

por  el  curador  y  facultándole  para  que  los  siguiera  hasta  su 
^rminacion: 

Besultando  que  dictada  sentencia  por ,  de  la  que  in- 
terpuso apelación  el  demandante,  y  sustanciada  la  instancia, 
^^  Sala  segunda  de  la  Audiencia^  revocando  dicha  sentencia 

por  la  suya  de  13  de  Diciembre  de  1873,  declaró  áD 

^íjo  natural  de  D y  Doña ,  y  consecuentemente  nie- 

te  de  Doña ,  con  los  derechos  que  por  tal  calidad  le  cor- 

^^^pondan,  sin  especial  condenación  de  costas  en  ¿mbas  infi- 
dencias: 

T  resultando  que  la  demandada  Doña interpuso  re- 

^^rso  de  casación,  por  conceptuar  que  se  habían  infringido  las 
l^yes  1.%  tít.  15,  libro  10,  y  5.',  tít.  37,  libro  7."  de  la  Noví- 
^i^da ^Recopilación :  la  de  6  de  Febrero  de  1822,  asi  como  el 
^al  decreto  de  8  de  Setiembre  de  1836  ,  y  los  artículos  317 
y   1.276  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil ,  puesto  que  por  la 
Primera  la  calidad  de  hijo  natural  nace  del  reconocimiento  pa« 
^^0,  que  en  el  caso  de  este  pleito  no  podía  tener  más  carácter 
^Ue  el  de  tácito,  el  cual  conforme  á  numerosas  sentencias  «de 
^te  Tribunal  Supremo,  y  entre  ellas  las  de  24  de  Febrero  de 
^S65  y  9  de  Octubre  del  mismo  año,  ha  de  resultar  acredita- 
do por  los  medios  legales  que  el  derecho  conoce :  que  el  D. . . . 
Ho  habia  presentado  más  pruebas  de  reconocimiento  que  la  tes- 
tifical, pero  tan  deficiente,  que  al  admitirla  como  bastante,  se 
habia  infringido  el  art.  317  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
que  señala  las  reglas  de  la  sana  critica  por  limite  á  la  apre* 
ciacion  de  la  prueba :  que  el  art.  25  de  la  ley  5.*,  tit.  37,  li- 
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bro  7.''  de  la  Novísima  Recopilación  determina  que  para  re- 
conocer á  un  expósito  como  hijo  es  necesario  hacer  la  decla- 
ratoria ante  la  Autoridad  judicial^  justificar  el  hecho   ante  la 
misma  con  intervención  del  Fiscal,  y  aprobado  el  informativo, 
remitirlo  al  Administrador  general  de  la  Casa  de  Benefioen- 
cia ,  y  ninguna  de  estas  formalidades  se  habia  llenado  res- 
pecto al  menor por  lo  que  se  referia  á  D ,  no  sien- 
do posible,  por  lo  tanto,  sin  violar  la  ley,  suponer  que  por  au 
parte  habia  habido  reconocimiento,  siquiera  fuese  tácito:  que 
la  Ley  de  Beneficencia  de  1822  ,  restablecida  por  decreto  de 
Setiembre  de  1836,  en  su  art.  52  declaraba  que  la  tutela 
curaduría  de  los  individuos  que  se  crien  en  las  Gasas  de  Be 
neficencia  corresponde  á  las  Juntas  provinciales  de  Benefíoen 
cia ;  y  que  sin  remoción  en  forma,  habia  representado  al  ex 

pósito  D D con  el  carácter  depurador,  con  infraccio 

del  art.  1.276  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  de  la  cítadi^B 
al  aceptar  como  aceptaba  el  fallo  de  vista  la  representación  d 
curador  D 

Visto  ,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D. ^Laureano  de 
rieta. 

Considerando  que  con  arreglo  ¿  la  constante  jurisprudejoc 
de  este  Tribunal  Supremo,  no  es  contraria  ¿  la  ley  1.%  U 
tulo  5.^,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  ó  sea  la  11 
Toro,  la  isentencia  que  declara  la  calidad  de  hijo  natural  á  fi 
vor  de  aquel  que,  según  la  apreciación  de  la  Sala  sentenciad' 
ra,  ha  probado  por  medios  legales  que  su  padre  le  ha  recon 
cido  tácitamente  como  tal,  puesto  que  dicha  ley  no   exige    ol 
reconocimiento  expreso  ,  y  que  dicha  apreciación  correspon 
á  la  misma  Sala,  y  es  irrevocable  si  no  se  demuestra  que 
ella  ha  infringido  alguna  ley  ó  doctrina  legal: 

Considerando  que  en  el  caso  presente  la  Sala  segunda  de 

la  Audiencia  de ,  apreciando  en  uso  de  sus  facultades  Iss 

pruebas  suministradas  por  ambas  partes  litigantes,  y  señala- 
damente la  de  testigos,  presentados  en   gran  número  por  nos 

y  otra,  declara  que  D reconoció  tácitamente  al  menor 

D como  hijo  suyo  natural,  habido  en  Doña ,  siendo    L 

completamente  ineficaz  la  cita  que  contra  tal  apreciación  fe  h 
hace  del  art.  3L7  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil ,  puesto  K 
que  la  Sala ,  aplicando  su  racional  criterio  á  la  estimadoa  |ii 
comparada  de  la  fuerza  probatoria  de  las  declaraciones  dft*  || 
unos  y  otros  testigos,  ha  prestado  su  asentimiento  y  formado 
su  convicción  por  las  que  ha  creido  más  conformes  á  la  vor- 
dad,  siguiendo  en  ello  las  prescripciones  de  dicho  artíeulot.  |i 
-  Considerando  que  carecen  de  aplicación  á  la  cuestión  liil<- 
giosa,  limitada  á  la  indicada  declaración  de  ser  ó  no  hijo 
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tural  del  D ,  el  menor  D ,  y  por  consecuencia  nieto 

de  Doña ,  madre  del  primero  j  el  art.  25  de  la  ley  5.^, 

'título  37,  libro  7.^  de  la  Novísima  Recopilación,  ó  sea  del  re- 
iSlamento  aprobado  en  1796  para  el  establecimiento  de  las 
Casas  de  expósitos,  relativo  á  que  los  padres  pierden  la  patria 
potestad  y  todos  los  derechos  sobre  sus  hijos  por  el  hecho  de 
esponerlos ,  asi  como  toda  acción  para  reclamarlos ;  el  ar* 
'tloolo  63,  equivocado  por  la  parte  recurrente  con  el  52  de  la 
X»€y  de  Beneficencia  de  6  de  Febrero  de  1822,  restablecida  por 
decreto  de  8  de  Setiembre  de  1836,  concerniente  á  que  los  in- 
dividuos de  ambos  sexos  que  se  crien  en  las  Gasas  de  Materni- 
dad estén  bajo  la  tutela  y  curaduría  de  las  Juntas  municipa- 
les de  Beneficencia;  y,  finalmente,  el  art.  1.276  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  en  que  se  previene  que  no  se  pueda  de- 
cretar la  separación  de  los  tutores  y  curadores  después  de  dis- 
cernido este  cargo ,  sin  que  sean  oidos  y  vencidos  en  juicio; 
cuyas  disposiciones,  encaminadas  á  suscitar  tardía  y  estéril- 
meute  una  nueva  cuestión  de  personalidad ,  contrarían  tanto 
plenos  la  sentencia  recurrida  cuanto  que  de  autos  aparece  que 

inmediatamente  después  de  expuesto  y  bautizado  el  niño 

^n  la  Casa  de  Maternidad  de ,  en  12  de  Marzo  de  1857, 

foé  recogido  por  su  madre  Doña. « . . .,  en  cuya  compañía  ha 
P^i^manecido  posteriormente,  con  conocimiento  y  asentimiento 
^  los  Directores  de  aquel   establecimiento  y  del  Gobernador 

Político  de  la  provincia,  y  cuanto  que  al  curador  D ,  por 

4^tíen  el  expresado  menor  ha  sido  representado  en  estos  autos, 
^  fué  discernido  este  cargo  formalmente  y  de  conformidad  con 
^  Promotor  fiscal  por  el  Juzgado  del  distrito  de  la  ciudad 
^«ncionada; 

Fallamos,    que  debemos   declarar  y  declaramos  no  haber 

^^gar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Doña ,  á  quien 

^ndenamos  en  las  costas;  y  líbrese  la  correspondiente  certifi- 

^%cion  á  la  Audiencia  de 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  eñ  la  (7a¿:tf- 
&i  é  insertará  en  la  Colección  legislativa  ,  pasándose  al  efecto 
las  copias  necesarias  ,  lo  pronunciamos ,  mandamos  y  firma- 
mos. a=  Juan  González  Acevedo.=»Laureano  de  Arrieta.=»  Juan 
Cano  Manuel.  =  Ramón  Diaz  Vela.  s=  Victoriano  Careaga.»» 
Benito  de  UUoa  y  Rey.=aJoaquin  Ruiz  Cañábate. 
Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  Laureano  de  Arrieta ,  Magistrado  de  la  Sala 
primera  del  Tribunal  Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la 
misma,  el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 
Jíadrid  14  de  Octubre  de  1 875. :=»  Rogelio  González  Montes. 
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casalCion  por  quebrantamiento  de  forma. 

SALA  TERCERA. 


Pago  de  maravedís. — Sentencia  de  15  de  Octubre,  declarand^^^ 
BO  haber  lug^ar  al  recurso  de  capación  interpuesto  por  Do    "^^ 
Manuel  Pérez  del  Molino  contra  la  pronunciada  por  la  Sal    ^^ 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Burgos,  en  pleito  con  D.  Juar    ^^ 
Manuel  Gutiérrez  "y  San  Juan  y  consortes. 

En  sus  CONSIDERANDOS  se  establece: 

Que  conforme  i  lo  dispuesto  en  los  casos  2."*  y  6.^  del  a 
tículo  5.^  de  la  Ley  provisional  sobre  reforma  de  la  casado 
eiml ,  únicamente  procede  el  recurso  por  qnebrantamiento 
^orma  por  la  falta  de  personalidad  en  alguna  de  las  parte 
ó  en  el  Procurador  que  le  haya  representado^  y  pnr  la  i 
veiencia  de  Jurisdicción ,  cuando  este  punto  no  haya  sido  r 
suelto  por  el  Tribunal  Supremo. 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  15  de  Octubre  de  1875,  ^^q 
el  pleito  que  inte  Nos  pende,  en  virtud  de  recurso  de  casaoicz^ii 
por  quebrantamiento  de  forma,  seguido  en  el  Juzgado  de  pr^  5í- 
inera  instancia  de  Santander  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  A^íkj- 
diencía  de  Burgos  entre  D.  Juan  Manuel  Gutiérrez  y  San  Ju».^, 
D.  José  Villegas  y  Doña  Francisca  Ruergo,  viuda  de  D.  FelL  pe 
Herrero,  y  D.  Manuel  Pérez  del  Molino,  sobre  pago  de  marCH 
vedises  : 

Resultando  que ,  fundados  en  cuatro  pagarés  expedidos  j 
reconocidos  por  D.  Antonio  Martínez,  en  concepto  de  Adminif-  f  S 
trador  Gerente  de  la  Sociedad  minera  La  Esperanza  ^  acudfe-  f  íi 
ron  en  10*  de  Enero  de  1873  los  referidos  Herreros,  Villegas/  I  ^ 
San  Juan,  representados  por  el  Procurador  D.  Isidoro  Alonso,  I  ¿r 
después  de  haber  sido  protestados  por  el  Gerente,  que  era  en-  |  ^i 
tónces  D.  Manuel  Pérez  del  Molino ,  al  Juzgado  de  primera 
instancia  de  Santander,  pidiendo  que  se  despachase  ejecución  I  7^ 
contra  éste  por  la  cantidad  liquida  de  226.508  rs.  93  céoti*  I  ^' 
mos  que  aquellos  importaban,  sus  intereses  á  razón  de  6  pox  100  |  |* 
y  costas  : 

EfesuUando  que  despachada  la  ejecución  y  decidido  un  in- 
oidente  en  el  cual  se  declaró  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Aa-* 
diencla  do  Biirgos  que  la  citación  del  remate  se  entendiera 
con  Pérez  del  Molino,  único  Gerente  de  la  expresada  Sociedadt 
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as{  se  practicó,  y  oponiéDdose  á  aquella  entre  las  excepciones 
que  propuso  lo  fueron  las  de  incompetencia  de  jurisdicción  y 
nlta  de  personalidad  en  los  ejecutantes,  la  primera  porque  es^ 
tos  reclamaron  los  mismos  créditos  en  el  Juzgado  de  Potes ,  k 
cuya  jurisdicción  estaban  tácitamente  sometidos  según  el  ar- 
ticulo 4.^  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  el  305  de  la  de 
organización  del  Poder  judicial,  y  la  segunda  porque  la  muerte 
de  D.  Joaquín  Fernandez  Sánchez  ,  ocurrida  en  21  de  Se- 
tiembre de  1872,  habia  disuelto  la  Sociedad  mercantil  Fernan- 
dez Villegafy  y  por  consiguiente  no  pudo  éste  representar  los 
derechos  de  la  misma  ni  otorgar  válidamente  el  poder  certi- 
ficado que  aparece  en  los  autos,  ni  menos  pudo  continuar  de- 
jando el  difunto  hijos  menores  de  edad;  y  porque  no  habiendo 
acreditado  previamente  su  carácter  de  socio  gerente  de  dicha 
Compañía ,  la  representación  del  Procurador  Alonso  adolecia 
del  defecto  comprendido  en  el  párrafo  segundo  del  art.  237  de 
la  referida  Ley  de  Enjuiciamiento  civil: 

Resultando  que  los  ejecutantes,  después  de  solicitar  que  se 
sentenciase  el  pleito  de  remate,  alegaron  que  no  existen  faltas 
de  personalidad  en  Villegas  ni  en  los  demás,  porque  la  de 
aquel  estaba  terminantemente  sancionada  por  los  artículos  337 
y  338  del  vigente  Código  de  Comercio,  y  la  de  sus  compañeros 
no  podia  impugnarse  en  manera  alguna ;  que  la  competencia 
del  Juzgado  de  Santander  era  notoria ,  porque  al  dirigirse  á 
él  habian  usado  de  su  legítimo  derecho,  entablando  una  acción 
personal,  en  atención  á  lo  dispuesto  en  el  párrafo  tercero  del 
artículo  5.**  de  la  última  ley  citada  y  en  el  caso  1.*  del  308 
de  la  del  Poder  judicial,  sm  que  tal  excepción  pudiera  estor- 
bar la  sentencia  de  remate  por  no  estar  comprendida  en  el  963 
de  aquella,  y  que  aun  supuesta  su  sumisión  á  otro  Juzgado, 
tenían  derecho  incuestionable  á  entablar  su  acción  en  el  de 
Santander ,  porque  la  que  fué  mal  preparada  en  Potes  se  ex- 
tinguió cuando  se  denegó ,  y  además  porque  entonces  residía 
en  Orden  la  Gerencia  de  la  Sociedad  deudora  y  en  la  actua- 
lidad en  Santander,  cuyo  domicilio  ha  ido  buscando  sucesi- 
vamente : 

Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba,  aparece  de  la 
■practicada  á  instancia  de  la  ejecutada  que  en  22  de  Setiembre 
de  1869  D.  José  Herreros  y  otros  acudieron  al  Juzgado  de 
Potes  reclamando  los  mismos  créditos,  y  que  les  fué  denegada 
la  ejecución: 

Resultando  que ,  esto  no  obstante  ,  el  Juez  de  Santander 
en  21  de  Noviembre  de  1874  dictó  sentencia  declarando  no 
haber  lugar  á  las  pretensiones  y  excepciones  formula<ias  por 
e\  Gerente  de  la  Sociedad  demandada ,  D.  Manuel  Pérez  del 
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Molino  ,  en  su  escrito  de  oposición  ,  y  que  por  el  contrario^ 
había  lu^ar  á  pronunciar  sentencia  de  remate;  y  en  su  cense* 
cuencia  mandó  seguir  la  ejecución  adelante  contra  los  bienes 
de  la  Sociedad  minera  titulada  La,  Esperanza  por  la  cantidad: 
de  226.508  reales  93  céntimos,  ó  sean  56.627  pesetas  23  cén- 
timos, reclamados  por  D.  Juan  Manuel  Gutiérrez  San  Juan,  Don 
José  Villegas  Calderón  y  D.  Felipe  Herrero  y  Lanza,  con  más- 
Ios  intereses  legales  de  un  6  por  100  desde  que   tuvieron  lu- 
gar los  protestos  de  los  pagarés  ,  costas  causadas  y  que  se- 
causen ,    y  hacer  trance   y  remate  de  dichos  bienes,  hasta  el 
completo  pago  y  reintegro  del  principal,  réditos  y  costas  men- 
cionadas; todo  lo  cual  fué  confíi;mado  con  las  costas  por  sen- 
tencia que  pronunció  la  Sala  de  lo  civil   de   la  Audiencia  de- 
Burgos  en  18  de  Marzo  último: 

Resultando  que  contra  esta  sentencia  interpuso  recurso  da 
casación  por  quebrantamiento  de  forma  D.  Manuel  Pérez  del 
Molino,  fundándose  en  los  casos  2.°  y  ^.^  del  art.  5.°  de  la  Ley 
provisional  sobre  reforma  de  la  casación  civil,  que  se  hallaban 
infringidos  por  haber  reconocido  la  personalidad  de  D,  José- 
Villegas,  que  no  la  tiene  legalmente  acreditada  en  estos  au- 
tos, y  por  admitir  la  competencia  del  Juzgado  de  Santander, 
cuando  en  el  mismo  pleito  los  ejecutantes  se  habian  sometidc^ 
á  la  jurisdicción  del  de  Potes : 

Resultando  que  admitido  el  recurso,  previo  el  depósito  es- 
tablecido por  la  ley,  y  remitidos  los  autos  á  este  Tribunal  Su- 
premo con  las  debidas  citaciones,  se  ha  sustanciado  el  mismo— 
en  la  forma  que  aquella  prescribe. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Alberto  Santías. 
Considerando  que,  conforme  á  lo  dispuesto  en  los  casos  2.**" 
y  6.**  del  art.  5.°  de  la  Ley  provisional  sobre  reforma  de  1» 
casación  civil ,  únicamente  procede  el  recurso  por  quebranta*- 
miento  de  forma  por  la  falta  de  personalidad  en  alguna  de  la» 
partes,  ó  en  el  Procurador  que  le  haya  representado ,  y  por  la 
incompentencia  de  jurisdicción  cuando  este  punto  no  hay» 
sido  resuelto  por  el  Tribunal  Supremo : 

Considerando,  en  cuanto  al  primer  motivo  del  recurso  por 
quebrantamiento  de  forma  interpuesto  por  D.  Manuel  Peres . 
del  Molino,  que  no  es  procedente,  porque  la  personalidad  del. 
Procurador  D.  Isidoro  Alonso  ,  como  apoderado  de  D,  José- 
Villegas  Calderón,  y  la  de  éste,  en  concepto  de  Gerente  de  \$t 
Sociedad  mercantil  Fernandez  y  Villegas ,  sustituido  ademas- 
en los  derechos  de  los  herederos  de  D.  Joaquín  Fernandez»  se 
hallaba  legitimada  en  autos,  en  virtud  de  las  disposiciones  d« 
los  artículos  337  y  338  del  Código  de  Comercio ,  que  facuitim^ 
al   socio  Administrador  de  una  Compañía  disuelta  para  qo^ 
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^neda,  cuando  no  hay  oposición  por  alguno  de  los  individuos 
[Hela  componen,  continuar  y  concluir  los  asuntos  que  que- 
daron pendientes  á  su  terminación,  cuyo  carácter  revestía  Vi- 
legas,  según  aparece  por  la  escritura  de  fundación  de  dicha 
3otiedad ;  y  que  por  otra  escritura  Doña  Marcelina  Avesturi, 
nuda  de  D.  Joaquin  Fernandez,  competentemente  autorizada 
N)r  el  testamento  de  éste ,  renunció  por  si  y  á  nombre  de  sus 
1Í306  menores,  en  favor  del  repetido  Villegas,  cuantos  derechos 

aceiones  pudieran  corresponderles  en  la  mencionada  So- 
ndad: 

Considerando,  respecto  del  segundo  motivo  del  mismo 
^Qrso,  que  tampoco  es  procedente,  porque  ¿un  cuando  se 
ibiese  intentado  la  misma  acción  en  el  Juzgado  de  Potes 
ites  que  en  el  de  Santander,  no  habiéndose  decretado  la  eje- 
i<ádon  á  que  se  referia,  y  aquietados  los  interesados  con  esta 
oridencia,  quedó  completamente  terminado  el  juicio  inten- 
do  por  Gutiérrez  San  Juan  y  demás  ejecutantes,  pero  no  im- 
ttibilitados  estos  del  derecho  de  renovarlo,  aun  en  distinto 
^ibanal,  si  éste  era  competente,  y  al  de  Santander  no  puede 
'Sérsele  esta  circunstancia,  puesto  que  se  halla  acreditado  en 
itos  que  la  Sociedad  minera  La  Esperanza  está  establecida 
L  dicha  ciudad,  y  en  ella  reside  también  su  Administrador 
érente; 

Fallamos ,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  Jiaber 
S^r  al  recurso  que,  por  quebrantamiento  de  forma,  interpuso 
^ntra  la  sentencia  de  18  de  Marzo  último  el  expresado  Don 
anuel  Pérez  del  Molino,  á  quien  condenamos  en  las  costas  y 
la  pérdida  del  depósito,  que  se  distribuirá  con  arreglo  á  la 
y;  y  devuélvanse  los  autos  á  la  Audiencia  de  Burgos  con  la 
^rtificacion  correspondiente. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Oa- 
fia  oficial  y  se  insertará  á  su  tiempo  en  la  Colección  legisla-- 
^c,  sacándose  para  ello  las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos, 
Uodamos  y  firmamos.  =»  José  Maria  Herreros  de  Tejada.  = 
Ularfo  de  Higon. ^Ignacio  Vieites.=Manuel  Almonací  y  Mo- 
^«=>Luis  Vázquez  Mondragon.= Alberto  Santias.^^:  Joaquin  José 
«rvino. 

Publicación: 

Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Exce- 
¡nlisimo  Sr.  D.  Alberto  Santias,  Magistrado  del  Tribunal 
apierno,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  tercera  del 
ismo,  en  el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Secretario  Re- 
iot  en  Madrid  á  15  de  Octubre  de  1875.sLicenciado  Manuel 
rBgoneses  Gil. 
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gastos  y  costas  satisfechas,  con  m&s  los  daños  y  perjuicios  que 
é  su  tiempo  se  liquidaran,  nuevos  intereses  de  demora  y  las 
costas  qne  se  causasen,  fundándose  principalmente  en  que  obró 
en  concepto  de  comisionista  de  aquellos,  sujeto  enteramente  á 
la  indicación  que  le  hizo  su  correcsponsal  en  Londres  sobre  la 
fecha  del  vencimiento: 

Resultando  que  al  contestar  la  razón  social  Marzan  her* 
manos  y  pretendió  que  se  les  absolviese  de  la  demanda,  conde- 
nando á  Betortillo  á  perpetuo  silencio  y  en  las  costas,  por- 
que la  letra  no  fué  abonada  por  su  culpa,  por  lo  cual  4  él  sólo 
afecta  el  suceso: 

Resultando  que  evacuados  sin  novedad  los  escritos  de  ré- 
plica y  duplica,  se  recibió  el  pleito  &  prueba  por  el  término 
oltramarino,  dentro  del  cual  se  practicaron  las  propuestas  por 
las  partes,  entre  las  cuales  lo  fué  una  la  remisión  de  un  ex- 
horto á  la  Audiencia  de  esta  Corte,  por  conducto  del  Fiscal  de 
la  Habana,  según  lo  habia  solicitado  el  recurrente,  para  que 
Rotortillo  reconociera  cierta  carta  que  habia  dirigido  &  aquella 
Sociedad;  y  el  Juez,  después  de  haber  alegado  estas  de  buena 
prueba,  en  9  de  Marzo  de  1874  dictó  sentencia,  condenando  á 
ia  Sociedad  Marzan  hermanos  k  que  en  el  término  de  tres  dias 
reintegrasen  ¿  D.  Francisco  de  Paula  Retortillo  los  2.382  pe- 
sos 50  centavos  y  sus  intereses,  que  pagó  en  Madrid  por  el 
importe  de  la  consabida  letra,  cuenta  de  resaca,  gastos  y  cos- 
tas satisfechas,  y  demás  daños  y  perjuicios,  y  en  las  costas: 

Resultando  que  dicha  razón  social  apeló. de  la  anterior  sen- 
tencia, y  admitida  en  ambos  efectos  se  remitieron  los  autos  á 
la  Audiencia  de  la  Habana,  y  entregados  á  D.  Manuel  Barrio, 
representante  de  aquella,  pidió  que  se  revocase  dicha  senten- 
cia y  se  le  absolviese  de  la  demanda,  imponiendo  4  Retortillo 
perpetuo  silencio  y  costas;  y  por  un  otrosí  expresó  que  cons- 
tando que  se  habia  dirigido  exhorto  4  Madrid  para  que  aquel 
reconociese  bajo  juramento  que  era  suya  y  escrita  de  su  puño 
y  letra  una  carta  que  habia  presentado,  pidió,  utilizando  lo 
dispuesto  en  los  artículos  868  y  caso  1.^  del  869,  que  se  ex- 
hortase 4  la  Audiencia  de  esta  Corte  para  que,  librando  car^ 
orden  al  Juez  decano  de  los  de  primera  instancia  de  la  mis- 
ma, devolviese  debidamente  diligenciado  el  exhorto  que  se  le  ha- 
bia remitido,  por  haberse  practicado  con  imperfección  aquella 
diligencia: 

Resultando  que  contestando  el  Procurador  D.  Fernando 
López,  4  nombre  de  Retortillo,  solicitó  que  se  confirmase  la 
sentencia  apelada,  oponiéndose  4  que  el  pleito  se  recibiera  & 
prueba,  no  sólo  porque  los  apelantes  tuvieran  tiempo  suficien- 
te para  que  se  practicase  el  reconocimiento  de  dicha  carta. 
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1  recurrente,  y  por  consiguiente  no  se  ha  infringido  el  ar- 
ícalo 1.013  de  la  expresada  ley  en  los  casos  4.^  y  6.^,  en  que 
s  apoya  el  recurso; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lu- 
«r  al  expresado  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de 
inna,  interpuesto  por  la  parte  de  la  Sociedad  Marzan  herma-- 
oSy  á  quien  condenamos  en  las  costas  y  4  la  pérdida  del  de- 
osito  constituido,  que  se  distribuirá  con  arreglo  á  la.  ley;  y 
asen  estos  autos  k  la  Sala  primera  para  los  efectos  que  cor- 
Bspondan  con  respecto  al  recurso  de  casación  por  infracción 
e  ley. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
sta oficial  y  se  insertará  en  la  Goleceion  legislativa^  sacándo- 
e  al  efecto  las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  man- 
amos y  firmamos.  =  José  María  Herreros  de  Tejada. »=IgnaCio 
^iei tes. —Manuel  Almonací  y  Mpra.«>»=Luis  Vázquez  Mondra- 
;on.= Alberto  Santías.  =»  Ramón  Díaz  Vela. = Joaquín  José 
íervino. 

Publicación: 

Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Exoe- 
cutísimo  Sr.  D.  Luis  Vazquez<  Mondragon,  Magistrado  del  Tri- 
bunal Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  tercera 
el  mismo,  en  el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Secretario 
delator  en  Madrid  á  15  de  Octubre  de  1875.=Licenciado  Ma- 
inel Aragoneses  Gil. 

NÓM.  70. 
ADMISION.—SALA  PRIMERA. 

Suspensión  de  una.  ejecución.— Auto  de  16  de  Octubre,  decla- 
rando no  haber  lu^ar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación, 
interpuesto  por  Mimiel  García  contra  la  sentencia  pronun- 
ciada por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Sevilla,  en 
pleito  con  José  Naves. 

En  sus  CONSIDERANDOS  sc  cstablcce: 

Que  el  Tribunal  Supremo  tiene  declarado  con  repetición 
ue  el  recurso  de  casación  sólo  se  da  contra  sentencias  definiti- 
vas, entendiéndose  por  tales,  según  los  artículos  2.**  y  núm.  I.® 
f  2.^  del  3.°  de  la  Ley  de  casación  civil,  las  que  terminan  el 
uicio,  ó  las  que,  recayendo  sobre  un  artículo,  pongan  término 
'i pleito,  haciendo  imposible  su  continuación. 

Resultando  que  Miguel  García  reconoció  en  el  acto  de  con- 
iliacion  que  tuvo  lugar  en  30  de  Julio  de  1874,  ante  el  Juez 
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municipal  de  Arcos,  qae  era  en  deber  &  José  Naves  5.000  rea« 
les  en  metálico  y  68  fanegas  de  trigo,  quedando  conformes  en 
reducir  4  metálico  el  importe  del  trigo,  fijando  la  cantidad  en 
4.000  y  el  total  débito  en  9.000  ra.: 

Resultando  que  en  19  de  Agosto  siguiente  solicitó  Naves 
en  el  Juzgado  de  primera  instancia  que  se  requiriera  de  pago  á 
Miguel  García,  y  que  no  verificándolo,  se  procediera  al  embar- 
go  de  bienes  bastantes,  todo  lo  cual  se  estimó  y  tuvo  efecto, 
por  haber  manifestado  el  deudor  que  carecia  de  metálico: 

Resultando  que  nombrados  peritos  por  las  partes  para  la 
tasación  de  los  bienes  embargados,  presentó  escrito  Miguel 
Garcia  solicitando  se  declarase  que  la  obligación  convenida  en 
el  acto  de  conciliación  habia  sido  en  el  término  de  un  año,  que 
no  habia  pasado,  alzándose  por  tanto  el  embargo  y  formando 
sobre  ello  articulo^  que  pidió  se  recibiera  á  prueba: 

Resultando  que  el  Juez  tuvo  por  firmado  el  articulo  con 
suspensión  de  la  vía  de  apremio,  pero  que  apelada  esta  provi- 
dencia, la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Sevilla  la  revo- 
có'por  auto  de  12  de  Junio  último,  mandando  que  se  con- 
firmara la  vía  de  apremio  con  arreglo  á  derecho  y  según  su 
estado : 

T  resultando  que  Miguel  García  ha  interpuesto  contra  este 
auto  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley. 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Benito  de  Ulloa  y  Rey. 

Considerando  que  este  Tribunal  Supremo  tiene  declarado 
con  repetición  que  el  recurso  de  casación  sólo  se  da  contra 
sentencias  definitivas,  entendiéndose  por  tales,  según  los  ar- 
tículos 2.°  y  núm.  1.*^  y  2.*  del  3.®  de  la  Ley  de  casación  civil, 
las  que  terminan  el  juicio,  ó  las  que,  recayendo  sobre  un  ar- 
tículo, pongan  término  al  pleito  haciendo  imposible  su  conti- 
nuación: 

Considerando  que  el  auto  de  12  de  Junio  próximo  pasado 
es  de  mera  sustanciacion  para  ejecutar  lo  convenido  por  las 
partes  en  acto  de  conciliación,  conforme  á  lo  dispuesto  en  el 
párrafo  segundo  del  art.  218  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
y  por  lo  tanto  no  puede  considerarse  como  sentencia  definitiva 
j)ara  los  efectos  de  la  casación; 

No  há  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  ínter-  - 
puesto  por  infracción  de  ley  por  Miguel  García,  á  quien  se  con-  — 
dena  en  las  costas. 

Madrid  16  de  Octubre  de  1875. =Juan  González  Acevedo.» 
José  Fermin  de  Muro.=-Juan  Cano  Manuel .»»Be ni to  de  Ulh 
y  Rey.==Joaquin  Ruiz  Cañábate. = Licenciado  Desiderio  Mai 
tinez. 


SKIfTXRCIAS  DK  1875.  335 

NÚM.  71. 
CASACIÓN  POR  INFRACCIÓN  DE  LEY.— SALA  PRIMERA. 


BsiTiNoic ACIÓN  DB  UNOS  MAYORAzoos.  —  Sentencia  de  18  de 
Octubre  9  declarando  haber  hogar  al  recurso  de  casación 
interpuesto  por  D.  Francisco  Gutiérrez  Altamirano ,  como 
apoderado  de  D.  Jacobo  Calascibetta  y  por  D.  Pedro  Bassi 
Soldati,  apoderado  de  Doña  Josefa  Vicari  y  D.  Francisco 
Arezo  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la 
Audiencia  de  Vailadolid,  en  pleito  con  D.  Simón  Barcia 
y  otros. 

£n  sus  coNsiDRRANDos  SO  establcce: 

Que  tratándose  de  un  juicio  universal  de  sucesión^  en  que 
ge  ian  presentado  varios  demandantes  sin  que  nunca  haya  re- 
trocedido  la  sustaneiacionj  la  Sala  de  la  Audiencia  debe  re-- 
folver  las  cuestiones  del  pleito  como  lo  estimara  en  Justicia 
f  no  dilatar  la  decisión  remitiendo  a  las  partes  á  otro  nuevo 
inicio. 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid ,  á  18  de  Octubre  de  1875, 
eo  ílos  autos  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de 
Salamanca  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Valla- 
dolid  por  D.  Pedro  y  D.  Mariano  Crespo  Rascón  Altamirano, 
D.  Jacobo  Simón  Barcia,  D.  Juan  Bermudez  de  Castro  y  Don 
Felipe  Corral  Sánchez,  como  marido  de  Doña  María  Manuela 
BasM^on;  D.  Jacobo  Calascibetta  Altamirano,  vecino  de  Paler- 
mo;  D.  Pedro  Bassi  y  Soldati,  como  apoderado  de  D.  Fran- 
ciaco  Arezo,  vecino  de  Siracusa;  D.  Pedro  Bassi  y  Soldati, 
como  apoderado  de  Doña  Josefa  Vicari,  madre  y  administra- 
dora de  sus  hijos  menores  D.  Rosario  Alfio  Giarrizzo  Calasci- 
betta Vicari,  y  D.  Luis,  Doña  Mariana  y  Doña  Eugenia  Giar- 
rizo  Calascibetta,  domiciliados  en  Palermo,  y  el  representante 
del  Hospicio  y  Hospital  civil  de  Salamanca;  Doña  Petra  Cor- 
nejo, J).  Ensebio  y  D.  Ramón  Bermudez  de  Castro*  el  Marqués 
del  Prado,  como  marido  de  Doña  Antonia  Bermudez,  Doña 
Isabel  Bermudez,  D.  Ramón  y  D.  Estanislao  Crespo,  y  por  su 
lebeldía  los  estrados  del  Tribunal,  sobre  reivindicación  de  los 
mayorazgos  de  Altamirano;  autos  que  penden  ante  Nos,  en 
TÍitud  de  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Francisco 
Gutiérrez  Altamirano,  como  apoderado  de  D.  Jacobo  Calasci- 
betta, y  por  D.  Pedro  Bassi  Soldati^  en  el  concepto  con  que 
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interviene  en  estos  autos,  contra  la  sentencia  que  en  7  de  Enero 
de  1874  dictó  la  referida  Sala: 

Resultando  que  en  30  de  Junio  de  1846  acudió  al  Juez  de 
primera  instancia  de  Salamanca  el  Procurador  D.  José  Brau- 
lio López,  á  nombre  de  D.  Eduardo  Albion  Calascibetta  y  Ai- 
tamirano,  exponiendo  que  su  representado  era  el  único  posee- 
dor de  derecho  del  vínculo  fundado  en  26  de  Abril  de  1531 
por  Hernán  Gutiérrez  Altamirano,  su  mujer  Doña  Teresa  Car- 
rillo, nuera  Doña  Catalina  Sedeño,  con  asenso  del  marido 
ésta,  é  hijo  primogénito  de  aquellos  Pedro  Gutiérrez  Altami — 
rano,  y  de  las  agregaciones  hechas  por  el  Presbítero  D.  Juaca*. 
Altamirano,  Pedro  Hernando,  Doña  María  y  D.  Diego  Alta— 
mirano;  que  de  dichos  mayorazgos  se  posesionó  en  1797  Doiz^ 
Matías  Sanz  del  Olmo,  4  nombre  del  D.  Eduardo  y  de  su  ma- 
dre, tutora  y  curadora,  el  cual  continuó  administrándolos, 
como  D.  Ignacio  Burguillo,  su  viuda  Doña  Josefa  Sánchez,  ; 
el  segundo  marido  de  ésta  D.  Ensebio  Sanz  Guerra:  que  d( 
nunciados  los  bienes  vinculados  como  mostrencos,  se  incautz^JCLüfa 
de  ellos  la  Intendencia  de  Avila ,  asi  como  de  todos  los  pai^  ca- 
peles que  á  ellos  hacían  referencia:  que  D.   Francisco  AltamB  .^mi- 
rano  logró  la  posesión  del  mayorazgo  en  1827,  suponiendo  ggg      su 
entronque  con  el  fundador:  que  creyéndose  con  mejor  dereclKdC  -ho 
á  la  sucesión  y  obtención  de  los  vínculos  D.  Francisco  Cres^^^  -»po 
Rascón,  se  mc^tró  parte,  así  como  otros  que  se  creyeron  cc=^  ^oq 
derecho  k  ellos,  quedando  sólo  el  D.  Francisco  y  D.  Anacle"  ^^to 
Simón  García,  como  padre  y  legítimo  administrador  de  la  pe:  ^sru 
sona  y  bienes  de  D.  Jacobo  Benigno  Juan ,  por  haberse  ret^^KK 
rado  los  demás:  que  transigidas  sus  diferencias  en  1830  enU  ^rg 
los  dos  contendientes,  se  conformaron  en  que  el  primero  si 
cediese  en  los  vínculos  fundados  por  Hernán  Gutiérrez  A11 
mirano  y  el  Presbítero  D.  Juan  Altamirano,  y  el  último  en  L 
demás  agregaciones,  todo  ello  bajo  la  incierta  suposición  ^de 
hallarse  vacantes;   á  lo  cual  accedió   el  Tribunal   SuperiC, 
mandando  librar  las  promisiones  que  solicitaban:  que  la  parte 
actora  para  reclamar  la  reivindicación  de  los  bienes  y  que  a^ 
le  reintegre  en  la  posesión  corporal  de  que  se  halla  despojado, 
concluyó  pidiendo:  primero,  que  se  declarase  que  el  mayorazgo 
titulado  de  Altamirano,  con  todas  sus  agregaciones,  bieneSi 
rentas  y  derechos  á  él  anejos  y  pertenecientes,  son  de  propie- 
dad de  su  legítimo  poseedor  D.  Eduardo  Albion  CalascibetUj 
Altamirano;  segundo,  que  se  le  restituyese  al  pleno   gooe  ¿ 
ellos  y  á  la  posesión  corporal  de  que  se  hallaba  despojado, 
«on  devolución  de  todos  los  frutos  y  rentas  de  dichas  vinoula- 
cienes  desde  Noviembre  de   1830,  á  costa   de  los  que  desde 
entonces  las  percibieron,  que  son  los  herederos  de  D.  Fren-» 
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olsco  Crespo  Rascón  y  D.  Jacobo  Benigno  Juan  García;  y  ter- 
<5ero,  que  se  condenase  á  estos  á  que  las  restituyan  respectí- 
Tamente,  y  á  D.  Antonio  Crespo  Rascón  á  que  entregase  y 
devolviese  los  títulos  de  pertenencia  y  demás  papeles  que  se 
encontraban  en  su  poder,  con  las  costas,  daños  y  perjuicios: 

Resultando  que  conferido  traslado  de  la  demanda,  y  re* 
sueltos  ]os  incidentes  que  impidieran  su  contestación  en  el 
^ntído  de  que  se  contestase,  acudió  el  Procurador  D.  José 
Braulio  López,  en  17  de  Marzo  de  1864,  en  nombre  de  Don 
Oiacome  Calascibetta  Altamirano  y  de  su  hijo  primogénito 
D.  Alfio,  representados  por  D.  Francisco  Gutiérrez  Altamira- 
no, vecinos  de  Palermo,  y  pidió  que  como  herederos  sus  repre- 
sentados, que  son  del  derecho  de  D.  Eduardo  Albion  Calasci- 
betta, que  promovió  este  pleito ,  y  sucesores  en  sus  vínculos, 
suplicaba  se  mandase  contestar  la  demanda  á  D.  Mariano 
Crespo  Rascón  y  D.  Jacobo  Simón  Barcia,  según  estaba  man- 
dado y  ejecutoriado;  lo  cual  se  estimó  asi  en  19  del  mismo 
mes  y  año: 

Resultando  que  el  Procurador  D.  Antonio  Franco  García 
compareció  y  fué  tenido  por  parte  á  nombre  de  D.  Mariano 
Crespo  Rascón,  y  expuso  que  el  nuevo  demandante  era  noto- 
ria su  falta  de  personalidad  para  hacer  lo  que  pretendia:  que 
se  llamaba  sucesor  de  los  derechos  del  primer  demandante, 
Buya  cuestión  por  sí  sola  deberla  dar  lugar  á  un  juicio*  y  ser 
tratada  con  separación  de  los  derechos  que  pudiera  ó  no  tener 
0.  Eduardo  Albion  Calascibetta  Altamirano:  que  D.  Francisco 
3respo  tomó  posesión  en  Arévalo  en  13  de  Noviembre  de  1830 
iel  mayorazgo ,  en  virtud  de  Real  provisión  que  así  lo  man- 
ió; y  habiendo  muerto  en  1843  bajo  testamento  que  otorgó, 
lispuso  que  la  mitad  de  las  vinculaciones  que  disfrutaba  y 
jorrespondian  al  inmediato  sucesor,  pasasen  en  tal  concepto 
í  su  hermano  D.  Antonio;  y  que  la  mitad  libre  la  disfrutara 
m  usufructo,  por  los  dias  de  su  vida,  pasando  en  propiedad 
i  los  sobrinos  del  mismo  é  hijos  del  D.  Muriano  Crespo  Rascón, 
3.  Pedro  y  Doña  Cristina  Crespo  y  Peña:  que  D.  Antonio  mu- 
ió  el  año  de  1850,  y  dejó  á  D.  Mariano  y  á  su  hermano  Don 
^edro  el  usufructo  de  que  se  ha  hecho  mérito,  en  cuyo  con- 
jepto  estaban  comprendidos  en  las  cuentas  de  división  y  ad- 
udicacion  de  los  bienes  que  constituyeron  las  antiguas  vin- 
íulaciones  disfrutadas  por  D.  Francisco  Crespo  Rascón,  entre 
as  que  ñguran  en  parte  las  de  Altamirano  y  sus  agregado- 
íes;  y  concluyó  pidiendo  que  la  demanda  reivindicatoría  que 
nioió  estos  autos  se  entendiese  con  los  propietarios  de  los 
denes,  que  era  á  quienes  se  disputaba  su  derecho,  y  que  se 
dsestimase  en  su  dia: 

II.— 1/  Y  3.*  22 


^^ 
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Resultando  que  á  nombre  de  D.  Jacobo  Simón  Barcia  eos- 
pareció  el  Procurador  D.  Antonio  Franco  García,  y  tenido  por 
parte,  pidió  se  declarara  que  su  representado  no  estaba  obliga- 
do á  contestar  la  demanda,  formando  articulo  de  precio  y  es- 
pecial pronunciamiento  ,  y  se  fundó  para  ello  en  que  ni  él 
Procurador  López  ni  D.  Francisco  Altamírano  acreditaban  sa 
personalidad:  que  el  demandante  no  habia  presentado  el  do- 
cumento ó  documentos  que  acreditasen  el  carácter  con  qae  » 
presentaba  en  el  juicio  ó  en  los  que  fundase  su  derecho:  que 
no  babian  sido  citados  y  emplazados  los  que  poseian  lo  de- 
mandado en  concepto  de  propietarios,  que  lo  eran  los  estable- 
cimientos de  Beneficencia  y  parientes  que  desig^nó  D.  Antoau^ 
Crespo  Rascón  en  su  testamento  de  7  de  Marzo  de  1845;  y  qoe 
siendo  extranjeros  los  demandantes  ,  debían  arraig-ar  el  jui- 
cio, cuyo  articulo  se  resolvió  en  sentencia  firme  de  ü  de  Oer 
tubre  de  1864,  declarando  no  haber  lugar  á  él:  que  los  de- 
mandados contestaran  la  demanda  en  el  término  de  seis  dias 
cada  uno  ,  no  haciéndolo  bajo  de  una  cuerda  :  que  se  citar» 
y  emplazara  á  D.  Pedro  Crespo  Rascón,  y  que  las  partea  afian- 
zaran en  la  cantidad  que  en  la  misma  sentencia  se  determina: 

Resultando  que  por  parte  del  demandante  se  acusó  la  re- 
beldía á  los  demandados  que  no  hablan  comparecido;  y  por 
auto  de  13  de  Febrero  de  1865  se  declaró  contestada  la  de- 
manda rt*specto  á  los  representantes  del  Hospicio  y  Hospital 
civil  de  Salamanca,  Doña  Petra  Cornejo,  D.  Ensebio  y  D.  Ra- 
món Bermudez  de  Castro,  el  Marqués  del  Prado,  en  representa- 
ción (le  su  esposa  Doña  Antonia  Bermudez,  Doña  Isabel  Bermu- 
dez de  Castro  y  D.  Ramón  y  D.  Estanislao  Crespo,  habiéndose 
seg'uido  las  actuaciones  con  relación  á  ellos  con  los  estrado» 
del  Juzg'ado: 

Resultando  que  &  nombre  de  D.  Pedro  y  D.  Mariano  Cree- 
po  Rascón  Altamirano  ,  de  D.  Jacobo  Simón  Barcia ,  D.  Joaa 
Bermudez  de  Castro  y  D.  Manuel  Corral  y  Sánchez,  como  ma- 
rido  de  Doña  María  Manuela  Rascón ,  se  contestó  la  demanda^ 
con  la  pretensión  de  que  se  desestimara,  por  sus  notorios  vi* 
cios  en  la  forma  y  en  el  fondo,  imponiendo  todas  las  costas» 
{^wítos,  daños  y  perjuicios  al  actor  ó  actores  de  ella ,  por  1* 
evidente  temeridad  y  malicia  con  que  procedían ;  y  por  otrorf 
expuso  y  excepcionó  que  lo  que  proponía  el  D.  Jaime  Calas* 
cibettá  era  una  nueva  demanda  y  no  continuación  de  la  deDoi^ 
Eduardo: 

Resultando  que  conferido  traslado  al  demandante  para  r^ 
plica,  le  evacuó,  pretendiendo  se  declarase  que  los  mayorajgo* 
fundados  por  Hernán  Gutiérrez  Altamirano ,  Teresa  Carrillo  y 
BUS  agregaciones  hechas  por  Pedro  Hernán ,  Diego ,  Juan  J 
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Maria  Gutiérrez,  correspondian  con  sus  rentas  desde  1830,  de 
que  otros  se  incautaron,  &  D.  Eduardo  Calasclbetta ,  que  los 
estaba  poseyendo  por  muerte  de  su  padre,  abuelo  y  bisabuelo, 
que  lo  era  también  del  demandante,  cuyo  bisabuelo  los  obtu- 
vo todos  en  juicio  contradictorio  en  1734,  y  hoy  correspondían 
á  D.  Jaime  Galascibetta,  que  los  reclamaba  por  muerte  del  nú- 
mero 37  del  árbol,  como  heredero  de  lo  libre  y  amayorazga- 
do, en  cuyo  concepto  proseguía,  con  las  modifícaciones  que  fué 
preciso  introducir,  la  acción  reivindicatoría  deducida  en  1846, 
con.  las  costas  ,  entrega  de  escrituras,  apeos  y  demás  títulos; 
habiendo  insistido  en  su  pretensión  la  parte  demandada  en  su 
escrito  dé  duplica: 

Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba,  se  practicaron 
las  propuestas  por  las  partes;   y  por  la  de  los  demandantes 
3e  trajo  á  los  autos  una  certiGcacion,  de  la  que  aparece  que 
^eg'uido  pleito  sobre  la  sucesión  en  propiedad  del  mayorazgo 
randado   por  D.  Hernando   Gutiérrez   4.ltamirano  ,   entre  Don 
francisco  Crespo  Rascón  Gutiérrez  Arias  Altamirauo  y  otros, 
te  presentó  á  nombre  del  menor  D.   Francisco  Gutiérrez  es- 
ífito  ante  la  Chancilleria  de  Valladolid ,  y  pidió  se  precediera 
n mediatamente  á  dar  la  posesión  real,  corporal ,  vel  cuasi  al 
nenor  D.   Francisco  Gutiérrez  Altamirauo ,  con  ios   frutos  y 
entas  que  hubieran  producido  ó  debido  producir  desde  que  se 
tallaban  vacantes,  aunque  fuera  bajo  la  correspondiente  fian- 
a,  y  sin  perjuicio  de  tercero  de  mejor  derecho,  lo  cual  se  esti- 
aó  por  la  Sala  en  3  de  Julio  de  1827,  &  cuyo  efecto  se  libró 
%  correspondiente  Real   provisión  el  mismo  dia:  que  á  con- 
ecuencia  de  la  Real   provisión ,  se  opusieron  D.    Estanislao 
k>Dzalez  Nieto  Cañete,  D.  Anacleto  Simón  García,  marido  de 
kiña  María  Juana  Barcia  Barrientes  y  Altamirauo  y  D.  Fran- 
iáco  Crespo  Rascón,  alegando  todos  tener  mejor  derecho  que 
I  menor  D.  Francisco  Altamirauo  á  la  obligación  del  mayo- 
gusgo  fundado  por  Hernando  Altamirauo  y  sus  agregados:  que 
abiéndose  separado  el  menor  y  D.  Estanislao  González  Nie- 
>,  quedaron  sólo  para  litigar  D.  Francisco  Crespo  Rascón  j 
K  Anacleto  Simón  Barcia,  los  cuales  de  común  acuerdo  pi- 
ieron  qiíe  á  D.  Francisco  Crespo  Rascón  se  diera  la  compe- 
mte  posesión,  en  la  forma  que  correspondia,  del  mayorazgo 
andado  por  Hernán  Altamirauo  y  de  la  agregación  del  Pres- 
itero  D.  Juan  Altamirauo ,  con  todos  sus  derechos  y  rentas 
ue  hubiesen  producido  ó  debido  producir  desde  la  vacante,  y 
né  igual  posesión  y  en  los  propios  términos  se  diera  al  Don 
nacleto  Simón,  como  padre  y  en  representación  de  D.  Jaco- 
o  Benigno  Simón  González  Arias   Altamirauo,  de  las  otras 
inculaciones  ó  agregaciones  hechas  por  los  expresados  Pedro 
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Hernando,  María  y  D.  Diego  Altamirano,  ¿  cuyo  efecto  se  li- 
braran las  correspondientes  Reales  provisiones,  dando  asi  por 
fenecido  y  acabado  el  asunto;  lo  cual  se  estimó  por  la  Sala  en 
30  de  Octubre  de  1830: 

Resultando  que  entregados  los  autos  á  la  parte  demandante 
para  alegar  de  bien  probado,  lo  hizo  con  la  pretensión  de  que 
se  declarase  que  los  bienes  de  los  mayorazgos  fundados  jHyr 
Hernán  Gutiérrez,  Pedro  Gutiérrez,  Hernando,  Juan  y  Maria, 
correspondían  al  que  principió  el  pleito  de  reivindicación,  po- 
seedor desde  179S,  D.  Eduardo  Calascibetta ,  y  por  su  muerte 
sin  sucesión  en  1846  al  D.  Jaime  Calascibetta,  sucesor  en  1( 
derechos  honoríficos  vinculares  y  libres,  condenando  á  los  de- 
mandados poseedores,  con  la  calidad  de  sin  perjuicio  y  en  ad- 
ministración de  todos  estos  bienes  á  su  entrega ,  con  los  fru- 
tos producidos  desde  la  incautación,  y  á  la  de  los  títulos,  fun- 
daciones ,  apeos,  pleitos  y  demás  papeles  que  obraban  eu  si 
poder,   con    imposición    de  todas  las  costas  y  gastos  de  est 
pleito: 

Resultando  que  en  este  estado  de  los  autos  compareció  D(^ 
Miguel  Iglesias,  á  nombre  de  Doña  Mariana  Calascibetta,  pe— 
si  y  en  Representación  de  sus  hermanos  D.  Ignacio  y  D.  Alfi« 
y  tenido  por  parte,  le  fué  revocado  el  poder  y  admitido  D. 
nigno  Cabezns  Montejo  á  representar  en  estos  autos  á  D.  ¿^Ti- 
fio, D.  Andrés,  D.  Ignacio  y  D.  Jerónimo  Calascibetta,  que«fld 
D.  Cipriano  Alvarez  Medina  con  la  representación  de  D.  AIS.  o. 
Doña  Martana  y  D.  Ignacio,  y  pidió  se  declarara  á  D.  Al£o 
Juan  Antonio  Calascibetta  Gutiérrez  Altamirano  sucesor  in- 
mediato del  último  legitimo  poseedor  D.  Eduardo  en  la  mitad 
reservable  del  mayorazgo  y  sus  agregaciones,  y  mandar  se    te 
pusiera  en  posesión  y  propiedad  de  los  bienes  que  constituían 
dicha  mitad  con  sus  rentas  desde  la  vacante  de  1846,  y  las 
costas,  mandando  alzar  la  fianza  que  tenia  prestada : 

Resultando  que  citadas  las  partes  para  sentencia,  se  pre- 
sentó D.  Francisco  Martínez  Grijalvo,  en  nombre  de  D.  Pedro 
Bassi  Soldati,  pidiendo  se  le  tuviera  por  parte,  como  apoderado 
general  de  Doña  María  Antonia  Calascibetta,  y  por  adherido 
á  la  demanda  que  habían  formalizado  los  terceros  opositores 
D.  Alfio,  D.  Ignacio  y  Doña  María  Calascibetta;  lo  cual  se  es- 
timó en  3  de  Octubre  de  1867: 

Resultando  que  dictada  sentencia  por  el  Juez ,   se  remitie 
ron  los  autos  á  la  Audiencia  en  virtud  de  apelación,  ante 
que  comparecieron  y  fueron  tenidos  por  parte  el  Procuraí 
D.  Marcos  León  Escudero,  en  nombre  de  D.  Jacobo  Migue' 
Barcia;  D.  Juan  Bermudez  de  Castro,  D.  Mariano  Crespo  í 
con,  D.  Pedro  Crespo  Rascón  y  D.  Felipe  Corral;  el  Proof 
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dor  D.  Martin  Mongerb,  en  representación  de  D.  Pedro  Bassí 
Sóldati ,  como  apoderado  de  Doña  María  Antonia  Calascibettá, 
cuya  representación  renunció ,  y  se  mostró  parte  después  á 
nombre  de  Dofia  Josefa  Vicari,  viuda  de  D.  Luis  Alfio  Giar- 
rizoy  como  padre  de  Doña  Rosario,  D.  Eduardo,  Doña  Emilia, 
D.  Luis,  Doña  Mariana  y  Doña  Eugenia,  en  cuya  representa* 
cien  fué  tenido  por  parte,  habiéndose  declarado  decaído  de  su 
derecho  á  D.  Pedro  Bassi  Soldati  como  representante  de  Doña 
Mariá  Antonia  Calascibetta  en  3  de  Junio  de  1871;  el  Procura- 
dor D.  Ángel  Gutiérrez  Escudero,  en  nombre  de  D.  Francisco 
Gutiérrez  Altamirano ,  apoderado  de  la  parte  demandante;  y 
previo  acuse  de  rebeldía,  se  declaró  desierta  la  apelación  in- 
terpuesta por  D.  Alfio,  D.  Ignacio  y  Doña  Mariana  Calascibetta, 
y  por  consentida  la  sentencia  respecto  á  ellos;  D.  Gumersindo 
Bodriguez  Hurtado ,  en  nombre  de  D.  Pedro  Bassi  Soldati, 
como  apoderado  de  D.  Francisco  Arezo,  y  D.  Francisco  Ruiz, 
en  representación  de  D.  Pascual  y  Doña  Teresa  Simoli  Calas- 
cibetta, el  cual  se  declaró  no  haber  lugar  á  tenerle  por  parte 
en  sentencia  de  4  de  Abril  de  1870;  pero  si  como  apoderado 
de  D.  Pascual  Simoli  Calascibetta  y  D.  José  Feria:. 

Resultando  que  en  3  de  Junio  de  1871  se  tuvo  por  acusada 
la  rebeldía  al  Procurador  Ruiz,  en  la  represeotacion  con  que 
se  personó ,  declarándole  decaído  del  derecho  de  ser  parte  por 
ahora;  y  á  D.  Pedro  Bassi,  como  representante  de  Doña  María 
Antonia  Calascibetta,  se  le  tuvo  igualmente  por  acusada  la  re- 
beldía, y  se  le  declaró  decaído  de  su  derecho : 

Resultando  que  en  28  de  Setiembre  de  1868  se  tuvo  por 
parte  al  Procurador  Mongero,  en  virtud  de  poder  sustituido 
&  su  favor  por  D.  Pedro  Bassi  Soldati  como  apoderado  de  Doña 
Constanza  Calascibetta ,  y  pidió  se  declarara  que  la  mitad  de 
los  bienes  la  pertenecía,  como  hija  y  heredera  de  D.  Andrés 
Calascibetta,  y  que  la  otra  mitad  le  correspondía  igualmente 
mientras  no  se  presentase  otro  como  heredero  de  D.  Eduardo 
Calascibetta;  y  en  su  virtud  que  se  condenase  á  los  demandados 
á  que  dejasen  libre  y  á  su  disposición  todos  los  bienes  que 
constituían  los  mayorazgos  objeto  de  este  pleito,  con  los  fru- 
tos y  rentas  producidas  y  debido  producir ,  é  imposición  de 
todas  las  costas: 

Resultando  que  á  nombre  de  D.  Francisco  Arezo  se  expre- 
só agravios,  con  la  pretensión  de  que  se  confirmara  la  senten- 
cia apelada  en  cuanto  por  ello  se  declaraba  que  los  mayoraz- 
gos de  que  se  trata  corresponden  á  D.  Eduardo  Albion  Calas- 
cibetta, así  como  que  se  revocara  en  lo  demás  que  comprende; 
declarando  que  el  D.  Eduardo  conservó  la  posesión  civil  y 
natural  desde  que  tomó  la  corporal  de  los  bienes,  sin  que  le 
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Resultando  que  durante  el  término  de  prueba  en  la  segfun- 
da  instancia  se  confrontó  y  resultó  conforme  la  documenta- 
<sion  presentada  al  comparecer  en  los  autos  los  Procuradores 
Mongero  y  Hurtado ,  entre  la  que  se  encuentra  el  testamento 
tiCor^do  **  por  D.  Eduardo  Calascibetta  Altamirano  en  9  de 
Octubre  de  1846,  en  el  que  instituyó  heredera  universal  de  la 
parte  di.«ponibIe  de  todos  sus  bienes,  tanto  en  propiedad  como 
^ik  usufructo  libre,  ¿  su  esposa  Doña  Lucía  Montalvo  de  Grandl, 
y  de  todos  los  bienes  muebles  é  inmuebles ,  atrasos  de  ma- 
jOTHZgos  y  derechos  de  propiedad  de  los  mismos  en  España, 
derechos,  sucesiones,  herencias  y  cualesquiera  otros,  de  cual- 
quiera especie  que  fueran,  que  le  compitieran;  y  el  testamento 
que  otorgó  en  30  de  Octubre  de  1857  Doña  Lucía  de  Grandi, 
en  el  que  instituyó  heredero  universal  á  su  sobrino  D.  Fran- 
cisco Arezo,  hijo  de  su  hermana  Doña  María  Grandi  de  Arezo, 
el  usufructo  y  la  propiedad  á  su  hijo  el  más  inteligente  para 
custodiar  todos  sus  bienes  y  los  que  la  dejó  su  difunto  es- 
poso : 

Resultando  que  la  mencionada  Sala  de  la  Audiencia,  por 
sentencia  de  7  de  Enero  de  1874,  revocatoria  de  la  del  Juez 
de  primera  instancia,  absolvió  á  los  demandados  de  la  de- 
manda contra  ellos  continuada  por  D.  Jacobo  Calascibetta; 
entendiéndose  dicha  absolución  en  la  forma  y  con  la  repre- 
sentación con  que  la  produjo  y  continuó  el  expresado  D.  Ja- 
cobo  Calascibetta ,  reservando  á  las  demás  partes  su  derecho 
para  que  lo  ejerciten  como  vieren  convenirles  ,  sin  hacer  ex- 
presa condenación  de  costas  de  las  dos  instancias: 

Resultando  que  D.  Francisco  Gutiérrez  Altamirano  ,  como 
apoderado  de  D.  Jacobo  Calascibetta,  interpuso  recurso  de  ca- 
sación, citando  como  infringidos: 

1.^  El  art.  61iie  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  la  sen- 
tencia de  este  Tribunal  Supremo  de  30  de  Diciembre  de  1870, 
por  cuanto  la  Sala  sentenciadora  no  resolvió  las  cuestiones 
capitales  del  litigio  con  la  claridad  y  precisión  necesarias. 

2.^  Las  leyes  12  y  13,  tít.  22,  Partida  3.*,  en  lo  que  se  con- 
traen á  las  declaraciones  que  tardía ,  inútil  ó  irreflexivamente 
hicieren  los  Jueces  sobre  extremos  que  ya  fueron  objeto  de 
una  decisión  firme. 

3.**  Las  leyes  5.' y  9/,  tít.  17  de  la  Novísima  Recopilación, 
6  sean  la  40  de  Toro,  la  pragmática  de  Felipe  III  en  Madrid, 
fecha  5  de  Abril  de  1615,  por  lo  que  toca  al  orden  de  sucesión 
regular  ea  mayorazgos  y  vinculaciones. 

4.^  La  ley  2.^,  tít.  15 ,  Partida  2.*,  en  cuanto  por  ella  se 
determina  la  forma  regular  <(del  adelantamiento  et  mayoría 
que  el  fijo  mayor  del  Rey  há  sobre  los  otros  sus  hermanos,» 
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forma  que  sirvió  de  base  para  establecer  la  maroba  ordinaria 
y  casi  constante  de  la  sucesión  de  los  demás  mayorazgos. 

Y  5.**  La  ley  39  ,  tít.  28  ,  Partida  3.*,  y  sus  concordantes 
del  propio  título  en  lo  que  bace  relación  «al  Señorío  de  los 
frutos  de  la  beredat  ajena,  quando  es  vencido  por  juicio  el  te- 
nedor de  ella.» 

Reaultando  que  también  interpuso  recurso  de  casación  Don 
Pedro  Bassi  Soldati,  como  apoderado  de  Doña  Josefa  Vicari  en 
el  concepto  en  que  litiga,  alegando  como  motivo:  que  desco- 
nociendo el  derecbo  de  la  recurrente,  dejando  de  decidir  sobre 
ély  y  no  resolviendo  en  la  sentencia  aquellos  puntos  que  han: 
sido  objeto  de  pretensión  y  debate ,  tomando  pretexto  ademáft*- 
en  una  falta  de  personalidad  que  contraria  lo  resuelto  en  an^ 
teriores  ejecutorias,  se  violan  á  más  de  la  fundación  del  ma — 
yorazgo,  ley  suprema  en  la  materia,  y  entre  otras  mucbas  ley 
y  decisiones  de  este  Tribunal  Supremo  que  constituyen  jurí 
prudencia,  la  ley  de  27  de  Setiembre  de  1820;  la  10,  tít.  22^ 
Partida  3.*,  y  las  sentencias  de   6   de  Octubre  de  1845,  2  d^^ 
Marzo  de  1853,  9  de  Noviembre  de  1854,  11  de  Mayo  de  1855^ 
6  de  Noviembre  de  1856  ,  4  de  Enero  de  1858,  26  de  Eneres^ 
y  23  de  Diciembre  de  1859,  15  y  22  de  Diciembre  de  1860  , 
de  Marzo,  29  de  Noviembre  y  28  de  Diciembre  de  1861,  23  d 
Junio  y  10  de  Noviembre  de  1862,  16  de  Octubre  de  1863,  3 
de  Enero  de  1864,  15  de  Febrero  de  1865  y  otras  muchas: 

Y  resultando  que  D.  Pedro  Bassi  y  Soldati  interpuso  igual- 
mente recurso  de  casación  ,  como  apoderado  de  D.  Francisco 
Arezo  de  Grandi,  por  haberse  á  su  juicio  infringido: 

1.**     El  párrafo  segundo  ,  art«  61,  y  el  art.  62  de  la  Ley  d^ 
Enjuiciamiento  civil,  en  cuanto  por  ambos  era  obligatorio  parar 
la  Audiencia  resolver  las  cuestiones  discutidas  en  el  pleito  y 
los  varios  puntos  litigiosos ,  y  en  todo  caso  era  indispensable 
decidir  acerca  de  lo  que  fué  materia  de  una  demanda. 

2."*  La  ley  16,  tít.  22,  Partida  3.'',  en  lo  que  se  refiere  ¿  la 
congruencia  que  el  fallo  debe  guardar  con  lo  pedido  en  la 
misma  demanda. 

3.®  La  sentencia  de  este  Tribunal  Supremo  de  27  de  Marzo 
de  1857,  por  la  que  se  declara  que  si  en  un  mismo  pleito  se 
comprenden  cuestiones  distintas  el  fallo  ha  de  ser  divisible. 

4.**  La  ley  5.*,  tít.  22,  Partida  3.',  y  la  sentencia  de  5  de 
Febrero  de  1855,  en  cuanto  por  la  primera  se  manda  que  no 
sea  valedero  el  juicio  en  que  no  es  dado  el  demandado  por 
quito  ó  por  vencido,  y  por  la  segunda  se  declara  que  la  solu- 
ción incompleta  está  derogada  por  la  práctica  y  por  la  juris- 
prudencia de  los  Tribunales. 

5.^    La  sentencia  de  18  de  Diciembre  de  1868,  que  declara 
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ontraria  ¿  las  leyes  la  reserva  de  derechos  al  demandante 
»ara  que  use  de  ellos  en  forma. 

0/    Las  sentencias  de  17  de  Noviembre  de  1867  y  13  de 
layo  de  1868,  por  las  cuales  los  fallos  deben  recaer  sobre  lo  * 
[ue  hubiere  sido  objeto  de  la  demanda  y  de  las  exx^epciones 
ontra  ella  opuestas. 

7.**  La  ley  19,  tít.  22,  Partida  3.*,  que  determina  que  las 
entencias  aprovechan  ó  perjudican  á  los  herederos  de  los  que 
Ltigaran. 

8/  Las  sentencias  de  24  de  Setiembre  de  1866  y  21  de  Di- 
iembre  de  1867,  que  declaran  que  el  heredero  adquiere  todas 
fts  acciones  y  derechos  de  su  causante;  por  Ip  cual  Arezo,  he- 
edero  de  D.  Eduardo,  es  continuador  legitimo  de  su  persona- 
idad  respecto  á  la  demanda  que  éste  promovió  en  1846. 

9.**    La  ley  1.',  tit.  24,  libro  11  de  la  Novísima  Recopila- 
ion,  por  virtud  de  la  cual  el  sucesor  inmediato  de  mayorazgo^ 
^quiere  su  posesión  por  ministerio  de  la  ley,  sin  ningún  acto 
lé  aprehensión,  aunque  alguno  la  hubiere  tomado  anterior- 
nente. 

10.  La  sentencia  de  23  de  Mayo  de  1855,  que  declara  que 
El  mitad  de  los  bienes  vinculados  concedida  por  la  ley  de  11 
le  Octubre  de  1820  corresponda  á  los  poseedores  de  derecho. 

Y  1 1 .  El  principio  legal  por  el  que  no  puede  ser  objeto  de 
luevo  fallo  lo  determinado  por  una  ejecutoria  contra  la  cual 
10  se  ha  entablado  recurso  alguno  en  tiempo  hábil;  por  cuya 
azon  no  puede  hoy  rechazarse  ni  aplazarse  la  personalidad 
.6  los  recurrentes  que  fué  admitida  como  legitima  ¿  su  tiempo 
'  aobre  la  cual  recayeron  pruebas  adornadas  de  todas  las  so- 
smnidades  legales. 

Vistos,  siendo  Ponente  el^Magistrado  D.  José  María  Ol- 
eres. 

Considerando  que  la  demanda  de  reivindicación  intentada 
or  D.  Eduardo  Albion  Calascibetta  en  1846  á  titulo  de  po- 
sador legitimo  de  los  vínculos  en  cuestión,  no  pudo  conti- 
uarse  por  el  fallecimiento  del  demandante ;  y  cuando  después 
Q  1864  se  personó  D.  Jaime  Calascibetta  como  sucesor  de 
quel,  la  demanda  quedó  naturalmente  modificada  y  se  con- 
irtió  en  un  verdadero  juicio  universal  á  la  sucesión  de  estos 
lócalos,  al  que  pudieron  presentarse  los  demás  litigantes  .que 
)  han  hecho,  pretendiendo  alegar  mejor  derecho: 

Considerando  que  si  bien  el  D.  Jacobo  formuló  su  nueva 
emanda  en  el  escrito  de  réplica,  y  Doña  Josefa  Vicari,  como 
1.  Francisco  Arezo,  lo  hicieron  en  la  segunda  instancia,  y  al 
(presar  agravios  en  la  apelación  pendiente  entonces,  el  he- 
lo es  que  &  los  dos  últimos  se  les  tuvo  por  parte  despides  de 


w^<^^ 


í'^íí»* V  Mk,  y  f*  ?^Sí  jfr*rdr*to  ]m«  q^*  1«  1¿2  «mr^aUo,  le 

4^*^;í'y  fríz/Yárf  'ím  ^r^k^^vm'^  4?1  p2«to  «OSO  !o  estnuim  «a 
;»jtst>í;*  y  f;'>  ^y.MVkT  Ja  áff^Mon^  remiti^Dio  á  :m5  paites  i  olro 
ft'i^^^é  j^>?;'/;  j/'yf  !'>  cual  e§  maüíliestc»  qiie  ha  isfringido  los 
•ftí'í  ;*'/í5  ^J  y  *í2  4«  la  1>t  ''e  BDJO!c:amiecto  cítíI,  diapoñ- 
^ú'/u^.n  ^«if.tafjtivaif  j/ara  los  efrcto?  de  la  ca^^acion,  oomo  lo  In 
'(íí/í;*'»^'/  rt'.\jé'X\'\Hík  v^cef  eirte  Tribunal  Sapremo.  y  que  se  liin 
nlki'/H^Ui  'f'/fi  '/jx^rtufíMad  por  los  recnrrentes; 

VhWnm^/^f  ^\nn  A^}Htmoñ  declarar  y  declaramos  haber  Ingtr 
al  f^j^Mrao  4^  t'MM'ú^m  Interpuesto  por  D.  Francisco  Gutíenex 
KMnmSfUUhf  ^nmo  ap^Klerado  de  D.  Jacobo  Calascibetta,  y  por 
U,  VHr*i  l)a^HÍ  Holdatf,  apoderado  de  Doda  Josefa  Vicari  y 
O  yrHu*'ÍK*ut  Srtiyjr,  y  en  hu  consecuencia,  casamos  y  anidi- 
ffio^i  In  eíttuitfwAn  que  en  7  de  Enero  de  1874  dictó  la  Sala  de 
lo  í'.lvll  de  la  Audiencia  de  Valladolid;  y  líbrese  orden  á  li 
m\üniH  \iHrH  que  rv^mita  los  autos  oríg'inales,  á  los  efectos  de 

Ih  l**y. 

Artl  por  t*^in  unoHtvñ  Hontencia,  que  se  publicará  en  la  Oi^ 
r.ñiñ  ^*  liií^iírtiir/i  en  la  (hleccion  legislativa,  pasándose  al  efise- 
lo  IrtH  "oplnn  iirreHarlaH,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  flrm»- 
inuH.— Juan  fionzalesc  Acn vedo. = José  M.  Cáceres.=Joáé  Fer- 
mín di*  Muro.-''-  Ilenlto  de  Tllloa  y  Roy. = Victoriano  Careaga.«* 
JoiKluIn  Huly«  (^uñabiito.^allioardo  Diaz  de  Rueda. 

Puhllivinlon: 

I.tíldn  y  publicada  fui  la  flentencia  anterior  por  el  Excelen- 
tlííhuc»  Hr!  I).  Joíó  María  Cáceres,  Magistrado  del  TribuBal 
HuprtMuii,  ot«lt»hrando  audiencia  pública  la  Sala  primera  del 
uilrtint»,  rl  illa  d»»  hoy,  do  que  certifico  como  Relator  Secreta- 
rlo do  dloha  Sala. 

Madrid  18  ilo  Octubre  de  1875.= Licenciado  Mariano  Fer- 
uandt^a  (1  aróla. 
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NÚM.  72. 
ADMISIÓN.— SALA.  PRIMERA. 


Defensa  por  pobrb. — Auto  de  18  de  Octubre,  declarando  no 
haber  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  interpues- 
to por  José  Rojas  y  consortt^s,  contra  la  sentencia  pronun- 
ciada por  la  Audiencia  de  Granada,  en  pleito  con  D.  Juan 
Antonio  y  D.  Pedro  Jiménez  Rodriguez. 

En  sus  CONSIDERANDOS  sc  cstablcce: 

Que  contra  las  sentencias  de  las  A  udiencias  sólo  se  da  re- 
üurso  de  casación  cuando  son  definitivas ^  entendiéndose  por  ta- 
les las  que  terminan  el  juicio  y  las  que.  recayendo  sobre  un 
vrHculOy  ponen  término  al  juicio j  haciendo  imposible  su  conti- 
macion. 

Resultando  que  propuesto  por  D.  Juan  Antonio  y  D.  Pedro 
imenez  Rodriguez  en  el  Juzgado  de  Antequera  interdicto  dé 
atener  contra  José  Rojas  y  otros,  é  interpuesta  por  los  de- 
landados  y  admitida  en  ambos  efectos  apelación  de  cierto 
nto  deneíratorio  de  prueba,  pidieron  la  defensa  por  pobre, 
aya  solicitud,  denegada  por  el  Juez  por  no  haber  términos 
Abiles  para  proveer  una  vez  admitida  la  apelación,  fué  re- 
lamada  pidiendo  reposición,  ¿  que  no  se  accedió;  y  apelado 
uevamente  este  auto,  se  renaitieron  los  originales  á  la  Audien- 
ia.  quien  después  de  sustanciado  el  recurso  confirmó  con  cos- 
as el  auto  apelado,  de  cuya  resolución  se  ha  interpuesto  re- 
arso  de  casación  por  infracción  de  los  artículos  189,  190, 193 
otros  que  se  citan  en  la  Ley  de  Erguiciamiento  civil,  rela- 
ves á  la  defensa  por  pobre. 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Juan  Cano  Manuel. 

Considerando  que  contra  las  sentencias  de  las  Audiencias 
5lo  se  da  recurso  de  casación  cuando  son  definitivas,  enten- 
léndose  por  tales  las  que  terminan  el  juicio  y  las  que,  reca- 
endo  sobre  un  articulo,  ponen  término  al  juicio,  haciendo  im- 
osible  su  continuación: 

Considerando  que  no  es  de  esta  clase  la  sentencia  recurrí- 
a,  porque  no  pone  término  al  juicio  ni  hace  imposible  su 
cmtinuacion,  puesto  que  emplazados  los  demandados  en  vir- 
id  de  la  apelación  interpuesta,  tienen  expedita  la  segunda 
istancia  que  han  provocado  sobre  el  incidente  de  la  prueba. 
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pudiendo  intentar  el  beneficio  de  ser  asistidos  como  pobres 
el  juicio  de  apelación  pendiente; 

No  há  lu^ar,  con  las  costas,  á  la  admisión  del  recurso 
casación  interpuesto  por  José  Rojas  y  consortes. 

Madrid  18  de  Octubre  de  1875.==Joáé  Fermin  de  Muro. 
Juan  Cano  Manuel. =Ramon  Diaz  yeia.=Joaquin  Ruiz  Ca 
bate. = Ricardo  Diaz  de  Rueda. = Licenciado  Mariano  Ferna 
dez  García. 

NÚM,  73. 
COMPETENCIA.. —SALÍ  TERCERA. 


Pago  de  honorarios.— Auto  de  18  de  Octubre,  decidiend 
favor  del  Juzgado  de  primera  instancia  de  la  Derecha  di 
ciudad  de  Córdoba  la  competencia  suscitada  entre  el  mi^3;Q¡ 
y  el  de  igual  clase  del  distrito  de  Palacio  de  esta  CtWite 
sobre  conocimiento  déla  demanda  presentada  por  D.  BMfaei 
Chaparro  y  Espejo  contra  la  Marquesa  viuda  de  Guadalcézar 
y  el  Marqués  actual  del  mismo  nombre,  en  reclamación  do 
ciertos  honorarios. 

En  sus  CONSIDERANDOS  se  establece: 

Que  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  párrafo  2.*  del  ca* 
so  1.*,  art.  308  de  la  Ley  provisional  sobre  organización  del 
Poder  judicial^  cuando  una  acción  personal  se  dirija  contra 
dos  ó  mis  perdonas  que  residan  en  pueblos  diferenieSy  y  estén 
obligados  mancomunada  ó  solidariamente^  no  habiendo  húf^ 
designado  para  el  cumplimiento  de  la  obligación,  será  fu^ 
competente  el  del  domicilio  de  cualquiera  de  los  demandáioSf 
á  elección  del  demandante. 

Resultando  que  en  16  de  Marzo  último  D.  Rafael  Chaparro 
y  Espejo  entabló  demanda  ordinaria  en  el  Juzgado  de  primera 
instancia  del  distrito  de  la  Derecha  de  Córdoba,  contra  Doña 
Josefa  Nuñez  de  Prado,  Marquesa  viuda  de  Guadalcázar,  do- 
miciliada en  dicha  ciudad,  y  contra  D.  Fernando  Alfonso  de 
Sousa  de  Portugal,  actual  Marqués  del  mismo  nombre,  que  k) 
está  en  Madrid,  sobre  que  aquella  le  pagase  94.000  pesetasy 
éste  64.750,  procedentes  de  honorarios  devengados  queleoor* 
responden  por  trabajos  de  lá  testamentaria  del  difunto  Maiqifi 
D.  Isidro  xVlonso  de  Sousa,  esposo  y  hermano  respectivameWt 
de  los  demandados,  y  por  aumento  de  asignaoion  durante'toi 
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ez  y  siete  años  que  estuvo  en  la  casa  en  concepto  de  Abo- 
ado  consultor  y  apoderado: 

Resultando  que  admitida  la  demanda,  se  libró  exhorto  al 
izgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  Palacio  de  esta 
5rte  para  que  citase  y  emplazase  al  actual  Marqués  de  Gua- 
ilcázar,  el  cual,  luego  que  tuVo  lugar  esta  diligeqcia,  pre- 
¡ntó  escrito  ante  el  mismo,  solicitando  que  se  requiriese  de  in- 
bicion  al  de  la  Derecha  de  Córdoba,  por  no  ser  competente 
ira  conocer  de  dicha  demanda  en  cuanto  á  él  se  refiere: 

Resultando  que  dicho  Juez,  después  de  haber  oido  al  Minis- 
o  fiscal,  se  declaró  competente,  y  ordenó  que  se  oficiase  al 
í  Córdoba  con  las  formalidades  establecidas  para  que,  inhi- 
[endose  del  conocimiento  del  asunto  en  cuanto  se  referia  al 
arques,  remitiese  los  autos  á  fin  de  que  el  demandante  com- 
ireciese  ante  él,  si  le  convenia,  á  usar  de  su  derecho,  fuñ- 
ándose en  el  apartado  2.**  del  art.  5.°  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
liento  civil  y  regla  1.*  del  art.  308  de  la  orgánica  del  Poder 
idicial;  que  no  existiendo  lugar  determinado  donde  deba  cum- 
lirse  la  obligación  por  estipulación  expresa,  contrato  literal 
i  residencia  en  Cóyioba  del  Marqués  de  Guadalcázar,  la  única 
igla  á  que  hay  que  atenerse  es  al  domicilio  de  éste,  en  cuyo 
)Dcepto  le  correspondía  su  conocimiento  en  cuanto  á  dicha 
3rsona  se  refiere  la  demanda:  que  si  bien  el  párrafo  segundo, 
ígla  1  .*  del  art.  308  citado  previene  que  no  habiendo  lugar 
asignado  para  el  cumplimiento  de  la  obligación  será  Juez 
^mpetente  el  del  domicilio  de  los  demandados,  á  elección  del 
emandante,  cuando  la  demanda  se  dirige  simultáneamente 
jntra  dos  ó  más  personas,  es  para  el  caso  de  que  estén  obli- 
adas  mancomunada  ó  solidariamente,  según  su  tenor  literal: 
ae  en  el  presente  caso  falta  el  requisito  de  la  Tnancomunidad 
B  que  nace  la  elección,  porque  implicando  ésta  una  idea  de 
30CÍacion>  de  personalidad,  unión  de  intereses  y  unidad  de 
euda,  es  evidente  que  no  puede  haberla  donde  las  obligacio- 
es  resultan  separadas,  siquiera  tengan  en  parte  un  origen  co- 
lun,  y  en  que  así  lo  reconoce  el  actor  de  una  manera  implí- 
ita  reclamando  una  cantidad  á  la  Marquesa  y  otra  al  Marqués: 

Resultando  que  el  Juez  requerido,  previa  audiencia  del  ac- 
>r  y  Promotor  fiscal,  declaró  no  haber  lugar  á  inhibirse  de 
3te  negocio,  mandando  que  se  oficiase  al  requirente  para  que 
esistiese  de  la  inhibitoria,  ó  en  otro  caso  se  le  comunicase 
ara  remitir  uno  y  otro  los  autos  á  la  Superioridad,  fundan- 
ose  en  el  art.  308  precitado,  en  que  esta  disposición  no  exige 
U6  en  los  contratos  se  consigne  explícitamente  el  lugar  donde 
i  obligación  ha  de  cumplirse,  sino  que  basta  que  se  ^indique 
deduzca  de  su  naturaleza  y  condiciones,  según  la  voluntad 
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impKcita  de  los  contrayentes,  aunque  no  se  señale  expresa» 
m'^Tif.e:  (¡íie  erita  doctrina  es  la  más  conforme  con  el  texto  y 
^«pfritu  de  dicha  disposición,  sancionada  por  las  sentencias  de 
^t^  Tribunal  Supremo  de  17  de  Enero  de  1866  y  23  de  8e- 
i\^ff}hrti  dt;  1869:  que  en  el  contrato  habido  entre  Chaparro  7 
i'fA  Marqueses  se  desprende  que  donde  aquel  ejerció  su  profe» 
i-íori  y  prestó  sus  servicios  allí  tiene  derecho  á  percibir  sus  ho- 
fioraríoK,    y   por  consiguiente  en   Córdoba  deben   pagársele, 
íí'/fiíorme  á  otras  decisiones  de  9  de  Setiembre  de  1862,  28  de 
iWíijmbre  de  1863,  22  de  Agosto  de  1867  y  14  de  Mayo  de 
IH70:  que  además  de  ser  competente  este  Juzgado  por  ser  el 
'lífl  lugar  donde  debe  cumplirse  la  obligación,   lo  es  también 
l»orque  la  acción  que  se  ejercita  proviene  de  una  misma  cansa, 
y  Hícníio  la  Marquesa  vecina  de  esta  ciudad,  donde  ha  sidode-* 
/fianduda  y  personádose  en  los  autos,  aqui  debe  comparecer 
*'\  Marqués,  para  que  no  se  divida  la  continencia  de  la  cansa: 
«fiK*  la  circunstancia  de  que   el  actor  haya  precisado  en  de- 
manda la  cantidad  que  debe  satisfacerle  cada  uno  de  los  de- 
mandados no  hace  que   la  obligación  de   estos    deje  de  ser 
Holidaria  para  los  efectos  de  la  competencitt,  y  por  lo  tanto  es 
Indispensable  conocer  de  ella  en  un  solo  juicio,  para  evitar  el 
conflicto  de  que  sobre  una  misma  cosa  se  dicten  dos  fallos 
iwiisü  contradictorios;  y  que  si  la  acumulación  de  autos  tiene 
lugar  en  todos  los  casos  en  que  pueda  dividirse  la  continencia 
di»  la  causa,  según  el  art.  57  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  ci- 
vil, conciliándole   con  el  pérrafo  segundo,   regla  1.*  del  308 
nMteradamente  repetido,  es  indudable  que  para  los  efectos  de 
]i\  competencia,  es  igual  la  continencia  de  la  causa  que  la 
mancomunidad  ó  solidaridad  de  los  obligados: 

Resultatulo  que  como  ambos  Jueces  insistiesen  en  su  com- 
petencia, remitieron  sus  actuaciones  á  este  Tribunal  Supremo, 
on  el  cual  y  con  presencia  de  las  mismas  ha  expresado  su  dic- 
liimon  el  Ministerio  fiscal. 

Sl(»ndo  Ponente  el  Magistrado  D.  Alberto  Santías. 

Considerando  que  la  acción  ejercitada  por  D.  Rafael  Cha- 
parro y  K'^ix^jo  contra  Doña  Josefa  Nuñez  de  Prado,  Marquesa 
xluda  de  (luadalcáznr,  domiciliada  en  Córdol*a,  y  D.  Femando 
Alonso  de  Sou7.a  de  Portugal,  actual  Marqués  del  mismo  ti- 
tulo, que  reside  en  esta  Corte,  es  personal  porque  tiene  por 
iibjoio  In  rletnauda  de  honorarios  por  trabajos  prestados  en  !• 
rofi'rida  oluilad  de  (\Srdoba  al  difunto  Marqués  de  Guadalcá- 
rar.  do  qulf»n  son  herederos  los  demandados,  que  es  solidaria 
la  oblfgaeion  de  estos,  porque  aquella  procede  de  una  mism* 
oaii«*a,  y  quo  ha  podido  el  demandante  en  virtud  de  su  derecho 
iu)iii|ir  ik  i>jeroorlo  e\\  la  referida  ciudad  de  Córdoba,  domicilio 
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i  ano  de  los  demandados,  concurriendo  además  la  circuns- 
mcia  de  encontrarse  en  la  misma  los  bienes  afectos  en  su 
kso  al  cumplimiento  de  la  acción  objeto  de  la  presente  com- 
iteocia: 

Considerando  que  con  arreglo  &  lo  dispuesto  en  el  párrafo 
ig^ndo  del  caso  1.^,  art.  308  de  la  Ley  provisional  sobre  or- 
sinizacion  del  Poder  judicial,  cuando  una  acción  personal  se 
rija  contra  dos  ó  más  personas  que  residan  en  pueblos  dife- 
¡ntes  y  estén  obligadas  mancomunada  ó  solidariamente,  no 
ibiendo  lugar  designado  para  el  cumplimiento  de  la  obliga- 
on  será  Juez  competente  el  del  domicilio  de  cualquiera  de  los 
^mandados,  á  elección  del  demandante: 

Se  declara  que  el  conocimiento  de  estos  autos  corresponde 

Juzgado  de  primera  instancia  de  la  Derecha  de  la  ciudad  de 
Srdoba,  al  que  se  remitan  para  su  continuación,  comunicán- 
)lo  en  la  forma  ordinaria  al  Juez  de  primera  instancia  de 
ilacio  de  esta  Corte ;  y  publíquese  este  auto  en.  la  Gacela 
íntro  del  término  de  diez  dias,  y  á  su  tiempo  en  la  Colección 
yislativa,  sacándose  al  efecto  las  copias  necesarias. 

lladrid  18  de  Octubre  de  1875.=  José  Maria  Herreros  de 
ejada.=Ignacio  Vieites.=«Manuel  Almonaci  y  Mora.=Alberto 
intías.=  Joaquín  José  Cervino.  =Liceuciado  Manuel  Aragoue- 
»  Gil. 

Ntjm.  74. 
COMPETENCIA.— SALA  TERCERA. 

EPGNSA  POR  POBRE.  — Autodc  18  de  Octubre,  decidiendo  á  favor 
del  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Centro  de 
esta  capital  la  competencia  suscitada  entre  est<^  y  el  de  igual 
clase  del  distrito  de  Sevilla,  en  lo  relativo  á  la  defensa  por 
pobre,  solicitada  por  uno  de  los  litiprantes,  pero  sin  que  sea 
visto  prejuzgar  la  cuestión  de  competencia  para  conocer  del 
fondo  de  la  demanda  presentada  por  D.  Eugenio  García 
Gutiérrez  contra  D.  Manuel  Timoner  y  consorte,  sobre  nu- 
lidad de  cierta  escritura. 

En  sus  coNsiDBRxNDOs  se  establece: 

Que,  según  el  arí.  187  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
i  justificación  de  pobreza  se  ha  de  practicar  siempre  en  el 
nzgado  competente  para  conocer  del  pleito  en  que  se  trate  de 

isf rutar  del  beneficio  de  la  defensa. 

» 

Resultando  que  en  15  de  Diciembre  de  1873  D.  Eugenio 
farda  Gutiérrez  presentó  demanda  en  el  Juzgado  de  primera 


F^if^ 


%y'l  TRIBUNAL  SÜPRBMO. 

iní^tancia  del  distrito  del  Centro  de  esta  Ckirte  contra  D.  Ká* 
bfj^l  Tírooner  y  Ruiz ,  de  domicilio  desconocido ,  y  D.  Bnri- 
rjue  Horrentini ,  vecino  de  Sevilla,  pidiendo  la  declaración  de 
Riilidad  de  cierta  escritura  otorgada  en  este  último  es  31  de 
Bnero  de  1871,  por  la  que  los  tres  referidos  se  constituyeron 
en  Sociedad  comanditaria  para  la  construcción  y  explotación 
del  ferro-carril  de  Villena  á  Alcoy:  ' 

Resultando  que  citados  y  emplazados  Timoner  por  edictos, 
y  Horrentini  por  exhorto  cometido  al  Juzgado  de  San  Salvador 
de  Sevilla,  dicho  Sorrentini  solicitó  del  mismo  Juzgado  qoe 
requiriese  de  inhibición,  como  lo  hizo,  al  exhortante,  por  los 
fundamentos  que  juzgó  oportunos: 

Resultando  que  el  Jaez  del  Centro  de  esta  Corte  dictó  auto 
de  conformidad  fiscal  en  16  de  Mayo  de  1874  ,  accediendo  á 
Jfi  inhibición  propuesta,  del  cual  apeló  el  demandante  Garda 
íHitierrez,  y  se  encuentra  dicho  recurso  admitido  y  pendiente, 
porque  el  mismo  García  Gutiérrez  promovió  incidente  de  po- 
breza ante  dicho  Juzgado  del  Centro,  y  conferido  traslado  i 
I),  líiirique  Sorrentini,  acudió  al  de  Sevilla  para  que  le  requi- 
rleHO  animismo  de  inhibición,  como  lo  verificó,  fundado  en  lo 
diwpuertto  en  el  art.  187  de  la  Ley  de  "Enjuiciamiento  civil;  y 
(|ue  inhibidoí^e  en  efecto  del  conocimiento  del  incidente  de  po- 
breza, npeló  de  tal  resolución  García  Gutiérrez,  la  cual  filé 
r(íVü(ía(la  por  la  S;ila  primera  de  la  Audiencia  del  territorio  por 
auto  fio  W  de  Julio  siguiente ,  mandando  al  referido  Juzgado 
quí»  oyóse  la  información  ofrecida: 

Uortultando  que  &  su  virtud  el  mismo  sostuvo  su  jurisdic- 
ción, apoyada  en  que  no  siendo  ejecutorio  el  auto  por  el  cual 
80  inhibió  del  conocimiento  de  la  demanda,  á  causa  de. la  ape- 
lación interpuesta,  y  habiendo  de  seguirse  por  lo  tanto  la  se- 
gunda instancia,  en  la  que  pudiera  quedar  indefenso  y  hasta 
no  comparecer,  no  cabe  dudar  que  el  Juzgado  que  ha  conooido 
y  Tribunal  que  ha  de  conocer  del  expediente  de  competencia 
s(m  los  mismos  que  la  tienen  en  el  dia  para  conocer  de  la  po- 
broxa  do  García  Gutiérrez,  puesto  que  no  debe  ni  puede  acu- 
dir íi  ntn»  •ínzgado  .  cuya  competencia  desconoce;  en  que  el 
inoidcntc  de  pobreza  se  ha  de  sustanciar  siempre  ante  el  Joz- 
gndo  competente  pnra  conocer  del  pleito  en  que  se  trate  de 
dlMfrntnrln;  en   que  García  Gutiérrez  la  ha  solicitado  ante  el 
•luxiTHdo  (|no  ha  do  admitirle  el  recurso  de  alzada  del  auto  de 
inhiltieion  para  continuar  ante  el  mismo  y  presentarse  des- 
jiuoM  en  la  Hala  A    pedir  la  revocación  de  dicho  auto ;  y  ba- 
iijentlo  Mido  oouipeteiitc  el  Juzgado  para  admitir  la  apelación, 
dnhn  tfinerMc«  por  competente  para  la  justificación  de  pobreía 
unlinltada.' 
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Resultando  que  sostenida  por  ambos  Juzgados  su  compe- 
tencia, y  remitido  las  actuaciones  á  este  Tribunal  Supremo, 
ha  sido  de  dictamen  el  Ministerio  fiscal  que  se  declare  no  ha- 
ber lugar  á  decidir  por  ahora  la  presente  competencia,  por  no 
poderse  prejuzgar  la  cuestión  de  la  promovida  para  conocer 
del  fondo  de  la  demanda,  que  no  es  la  sometida  á  la  resolución 
de  la  Sa'a: 

Considerando  que,  según  el  art.  187  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento civil  la  justificación  de  pobreza  se  ha  de  practicar 
iiempre  en  el  Juzgado  competente  para  conocer  del  pleito  en 
que  se  trate  de  disfrutar  del  beneficio  de  la  defensa,  y  que  en 
el  caso  actual  no  es  posible  todavía  declarar  si  la  referida 
competencia  para  conocer  del  pleito  corresponderá  al  Juzgado 
del  Centro  de  esta  Corte  ó  al  de  San  Salvador  de  Sevilla: 

Considerando*  que  D.  Eugenio  Garoía  Gutiérrez  no  ha  soli- 
citado en  Madrid  ser  defendido  como  pobre  para  entablar  una 
demanda,  en  cuyo  caso  debería  estarse  h  lo  prescrito  en  el  ar- 
ticulo 188  de  la  citada  ley,  sino  para  continuar  el  recurso  de 
apelación  que  tiene  admitido  contra  el  auto  del  Juzgado  del 
Cfentro ,  sobre  inhibición  para  conocer  de  aquella ;  y  que  no 
puede  esperarse  á  la  resolución  de  la  misma  para  tramitar  el 
incidente  de  pobreza  sin  obligarle  h  continuar  su  alzada  como 
rico  cuando  pudiera  no  serlo: 

Considerando  que  la  declaración  de  pobreza ,  si  procediese, 
nunca  seria  firme ,  y  que  no  impediría  al  Juzgado  que  luego 
€e  declarase  competente  para  el  pleito  el  que  conociera  de  la 
misma  cuestión ,  ya  á  instancia  de  parte ,  ya  disponiendo  la 
intervención  fiscal  en  el  asunto; 

Se  declara  que,  sin  que  sea  visto  prejuzgar  la  cuestión  de 
competencia  entre  los  Juzgados  del  Centro  de  esta  Corte  y  de 
San  Salvador  de  Sevilla  para  conocer  del  fondo  de  la  demanda 
entablada  por  García  Gutiérrez ,  corresponde  hoy  al  referido 
del  Centro  de  Madrid  conocer  del  incidente  de  pobreza  de  que 
se  trata :  remítanse  á  éste  unas  y  otras  actuaciones ,  ponién- 
dose el  presente  auto  en  noticia  del  de  Sevilla  indicado;  y  pu- 
bllquese  en  la  Oacela  dentro  del  término  de  diez  días ,  inser- 
tándose á  su  tiempo  en  la  Colección  legislativa ,  para  lo  cual 
se  saquen  las  oportunas  copias. 

Madrid  18  de  Octubre  de  1875.  =  José  María  Herreros  de 
Tejada.=IgDacio  Víeites.=Manuel  Almonací  y  Mora.=Anto- 
nio  Valdé8.  =  Joaquín  José  Cervino.  =  El  Secretario  Relator, 
Enrique  Medina. 
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C\SACIOX  POR  INFRACCIÓN  DE  LEY.-SALA  PRIMERA. 

SiiTiNKc  tciox  D8  BiBXKs.— Scnteiicia  de  2  de  Noviembre,  de- 
o  iranio  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto 
P^:r  D-  Genaro  Cuervo  Arango  contra  la  pronunciada  por  la 
SaU  dt*  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Oviedo,  en  pleito  con  el 
CVnvie  de  Toreno. 

Fu  ^o-?  ooxsiDBBAXDos  sc  establecc: 

1/     V»*  <^  Joc/riM  ¡egal  consianiemenie  declarada  por  el 
T'^rí***;  Supremo  ei  que  las  cuestiones  que  no  fueron  deban 
t^iJts  f%  frimtra  mi  en  segunda  instancia  no  pueden  servir  de 
fn'^¿4m^i^'^  aS  recurso  Je  casación, 

3/  v*^  es  iyu^lui''nte  doctrina  legal  el  que  cuando  las 
f'^t^s  aJueidM  Jurante  el  Juicio  no  son  mera  y  exclusiva^ 
m f%if^  <iV* mtni'^djs  y  si  de  diferentes  clases,  la  falta  de  co-* 
••<-/  ¿t  'i'/un  M\^ua^nto  con  su  original  no  constituye  un  mo- 
;*>'  Áf  k^¿fs^^:^n.  forquefacilmen/e  se  comprende  que  dicha  Sala 
^ni^  m%$  Hí-n  fjrmar  su  juicio  en  atención  á  la  fuerza  de 
.W  Je'u^f  meJi\'s  dejusti.icacion  aducidos  en  autos,  aun  pres-* 
^\%\e%J.^  ,\vnj^eiamente  del  valor  de  dicho  documento. 

S/  <^^  ^  "'*  ^^^^  sentenciadora  corresponde  la  apreciación 
^^  ;«  ft'^uf-Si  eestiical  con  arreglo  i  lo  dispuesto  en  el  ari.  317 
i^-  Ul^f  <4f  ffnjmii'íamiento  civil,  y  que  no  basta  para  qua 
r'v.^t^^  04  rex^urso  de  ca^acion  el  alegar  en  forma  vaga  é  t«- 
iVv  ^i'^J^Jí  /•-♦  *^  ^^^^  ^'^^«  apreciación  han  sido  in/ringi- 
Jixs  Us  ''íy*W  de  ía  sana  critica. 

Ku  **  ^il**  y  ^^^^''^  ^^  Madrid,  á  2  de  Noviembre  de  1875 
OM  \vfc  *«Kvt  íf^í^üdos  eu  el  Juzgado  de  primera  instancia  de 
l^v«io«^^  V  ett  l«  íMil»  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Oviedo 
fesn'  O  KtíÍuoíav  de  Borja  Queipo  de  Llano,  Conde  de  Toreno, 
lvu  l^   K5<»u*n^  Cuervo»  sobre  reivindicación  de  bienes;  autos 
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deslindados  y  amojonados  en  virtud  de  Real  provisión  obtenida 
del  Bey  D.  Felipe  IV,  practicándose  el  apeo  con  arreglo  &  to- 
das las  prescripciones  de  derecho  por  el  Juez  comisionado  al 
efecto,  con  asistencia  de  testigos  y  citación  de  las  personas  ¿ 
quienes  podia  perjudicar  por  tener  fincas  colindantes  á  las 
apeadas :  que  desde  entonces ,  como  antes ,  y  sin  interrupción 
habia  pagado  cada  uno  de  los  llevadores  á  la  casa  de  Malleza 
las  rentas  correspondientes  á  las  fincas  que  cultivaban:  que  el 
demandado  D.  Genaro  Cuervo  Arango  llevaba  en  la  actualidad 
de  la  citada  casa  de  Malleza  la  huertina  de  la  villa  de  Abajo, 
cabida  de  un  cuarto  dia  de  bueyes  próximamente,  ó  sean  tres 
áreas,  15  centiáreas,  la  tierra  de  la  parte  de  arriba  de  la  Fa- 
jera, sita  más  abajo  de  la  Granja,  cabida  siete  áreas,  el  prado 
llamado  de  Tablado,  cabida  de  21  áreas,  la  huerta  de  las 
cuestas,  cabida  de  42  áreas,  la  tierra  del  Llanon,  sita  en  la 
cria  de  Plizguera,  cabida  de  14  áreas,  la  tierra  de  las  Portinas, 
sita  en  la  misma  cria  que  la  anterior,  cabida  de  15  áreas,  la 
huerta  llamada  de  Regla,  cabida  de  21  áreas  y  la  llamada  del 
Palombo,  de  13  áreas,  sita  en  término  de  Sorregla,  con  los 
linderos  que  á  cada  una  de  ellas  señala  en  su  escrito;  por  cu- 
yos bienes  pagó  el  D.  Genaro  hasta  aquel  año  las  rentas  cor- 
respondientes: que  el  Conde  de  Toreno  al  practicar  las  opera- 
ciones de  arriendo  en  virtud  de  los  derechos  que  sobre  las 
fincas  tiene,  se  encontró  una  resistencia  t.enaz  en  el  demanda- 
do, lo  cual  le  convertían  en  detentador  de  los  bienes  del  Con- 
de, cuyos  derechos  son  injustamente  atacados:  que  la  escritura 
de  venta  hecha  por  los  monjes  del  convento  de  Obona  á  Don 
Femando  de  Malleza  en  Febrero  de  1570,  la  fundación  vin- 
cular otorgada  por  éste  y  su  esposa  Doña  Catalina  Bernaldo  de 
Quirós  por  escritura  de  1598  y  el  apeo  de  los  bienes  de  la 
casa  de  Malleza  practicado  en  virtud  de  Real  provisión  obte- 
nida en  1664,  son  documentos  acreditativos  de  que  las  fincas 
demandadas  pertenecen  á  la  casa  de  Malleza,  de  que  es  dueño 
3l  demandante,  cuyo  derecho  está  implícitamente  reconocido 
por  el  demandado  por  el  hecho  de  haber  pagado  constante- 
mente las  rentas  del  propio  modo  que  sus  causantes:  que  pro- 
bada la  propiedad  por  parte  del  Conde,  procedía  declarar  en 
definitiva  que  las  fincas  demandadas  le  pertenecían,  conde- 
nando al  Cuervo  Arango  á  la  restitución  de  las  mismas,  rentas 
debidas  y  en  las  costas;  y  que  tan  luego  como  el  D.  Genaro 
de  mostrara  parte  se  compulsara  con  su  citación  lo  que  se  se- 
ñalara de  los  documentos  que  habia  presentado,  acompañando 
otra  demanda  de  igual  naturaleza  que  tenia  propuesta  contra 
D.  José  Menendez  de  la  Fuente  para  que,  con  vista  de  ellos, 
contestara  el  D.  Genaro  Cuervo  Arango: 


PS^v] 
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Resultando  que  conferido  traslado  á  este,  se  mostró  parte, 
pidiendo  la  previa  eutreg'a  de  los  documentos  para  en  su  visti 
solicitar  sobre  la  compulsa  no  practicada ,  cuya  pretensión  le 
fuó  deneg'ada:  que  sustanciado  cierto  incidente,  se  mandó  pro- 
ceder á  las  compulsas;  y  el  demandante,  fundado  en  la  difi- 
cultad que  por  su  antigfüedad  ofrecia  la  lectura  del  documento 
original  del  apeo  y  venta  de  los  bienes  del  convento  de  Obont, 
pretendió  que  la  compulsa  se  hiciera  de  la  copia  paleogn^ci 
que  de  dicho  documento  habia;  y  si  esto  no  fuera  posible, 
que  dicha  copia  se  tuviera  á  la  vista  por  el  Escribano  oom- 
pulsante,  á  fín  de  evitar  inexactitudes,  á  cuyo  extremóse 
accedió: 

Resultando  que  devueltos  cumplimentados  los  mandamien- 
tos compulsorios,  el  demandado  contestó  á  la  demanda,  pidiendo 
se  le  absolviera  de  ella,  con  imposición  de  perpetuo  silencio 
y  costas  al  actor;  para  ello  expuso:  que  los  documentos  com- 
pulsados eran  improbantes;  que  el  apeo  y  venta  de  los  bienes 
del  convento  de  Obona  contenían  informalidades  é  inexactita- 
des  que  los  hacian  inadmisibles  y  argüían  su  falsedad:  que 
habia  en  él  fechas  inconciliables:  que  carecía  del  requisito  de 
la  Real  provisión,  puesto  que  no  aparecía  del  documento 
mismo :  que  aun  prescindiendo  de  estos  defectos  capitales, 
cuando  más,  podria  considerarse  como  un  proyecto  de  contrato: 
que  la  llamada  fundación  vincular  de  D.  Fernando  de  Mallesa 
y  Doúa  Catalina  fiernaldo  de  Quirós,  titulándose  estos  dueños 
de  los  bienes  que  se  decían  comprados  al  convento  de  Obona, 
los  habían  vinculado  por  medio  de  un  testamento:  que  aun- 
que para  amayorazgnr  habia  habido  Real  provisión,  como 
quiera  que  ella  era  extensiva  no  sólo  al  tercio  y  quinto,  sino 
&  las  legitimas,  no  se  sabia  hasta  qué  punto  la  familia  habia 
consentido:  que  como  testamento  era  nulo,  por  carecer  de  los 
requisitos  legales  exigidos  á  estos  actos:  que  el  apeo  de  bienes 
de  la  casa  de  Malleza  habia  sido  hecho  en  virtud  de  una 
Real  provisión  que  en  manera  alguna  podría  servir  para  el 
naso;  y  que  los  bienes  que  se  demandaban  eran  propios  del 
dcMnandiido  por  haber  heredado  unos  y  adquirido  otros  á  título 
onoro.»<o: 

Hi»sultnndo  que  practicadas  las  pruebas  que  las  partes  pW- 
pUHlt«n>n  por  medio  de  documentos,  testigos  y  vista  ocular,  el 
JuoK  dloíó  Henteuciá,  de  laque  interpuso  apelación  D.  Genaro 
(íuf^rvo  A  rango: 

Uo.iUlfando  {\i\o  riMnitidos  los  autos  á  la  Audiencia,  se.niiO'* 
íl«S  para  niojor  proveer  y  á  fin  de  esclarecer  los  hechos  relati- 
von  h  la  id(»utifioacion  do  las  fincas  sobre  que  versa  el  ptei^» 
qui«  Mf«  prMotIon!)o  un  roconocimíento  judicial  del  terreno  con 
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Asistencia  de  las  partes  y  Abobados  defensores,  arreglándose 
ie  él  diligencia  suficientemente  expresiva;  y  que  en  su  cumpli- 
miento tuvo  efecto  dicho  reconocimiento  ó  inspección,  ocular, 
(H>n  asistencia  de  los  interesados  y  testigos,  habiendo  dado  por 
resaltado  estar  comprendidas  en  el  apeo  compulsado,  que  se 
realizó  á  solicitud  de  D.  Fernando  de  Malleza  y  Doriga  dentro 
le  los  linderos  que  en  él  señalan  las  fincas  enumeradas  en  la 
lemanda,  á  excepción  de  la  huertina  de  la  Villa  de  Abajo,  de 
un  cuarto  de  dia  de  bueyes  y  del  prado  de  Tablado,  de  dia  y 
medio  de  bueyes: 

Resultando  que  la  mencionada  Sala  de  la  Audiencia  por 
sentencia  de  27  de  Abril  de  1874,  confirmatoria  en  parte  de  la 
Btpelada,  declaró  dueño  en  ambos  dominios  al  demandante  Don 
Francisco  de  Borja  Queipo  de  Llano  de  las  fincas  denominadas 
tierra  de  la  Fajera;  la  tierra  de  Llanon,  sita  en  la  cria  de  Pliz- 
^era;  la  tierra  de  las  Portinas  y  la  huerta  de  Regla ;  y  en  su 
consecuencia  condenó  á  D.  Genaro  Cuervo  Arango  &  que  deje 
iichas  fincas  á  la  libre  disposición  del  demandante,  y  pague  al 
mismo  las  rentas  desde  la  contestación  á  la  demanda,  y  absol- 
i^ió  al  mencionado  D.  Genaro  de  la  demanda  respecto  á  las  res- 
tantes fincas,  sin  hacer  especial  condenación  de  costas,  y  lo 
acordado: 

Resultando  que  D.  Genaro  Cuervo  Arango  interpuso  recurso 
de  casación,  alegando  como  motivos: 

1.*  Que  por  haberse  estimado  una  parte  de  la  demanda  al 
condenar  al  recurrente  á  la  entrega  de  cuatro  de  las  ocho  fin- 
cas reclamadas  y  al  pago  de  sus  rentas,  no  por  lo  que  se  ha 
probado  en  apoyo  de  aquella,  sino  por  lo  que  éste  ha  dejado  de 
justificar,  se  infringian  la  ley  1.*,  tlt.  14,  Partida  3.*,  y  el  axio- 
ma jurídico  de  que  adore  non  probante  reus  est  aisolvendus. 

2.**  Por  haberse  ejercitado  una  acción  propiamente  vincular 
que  se  funda  en  la  posesión  inmemorial,  y  sólo  incidental- 
mente  en  la  próxima  é  inmediata,  y  esto  por  medio  de  una 
prueba  testifical  de  ningún  valor  legal,  no  obstante  que  esa 
última  posesión  era  la  que  debia  haberse  justificado  con  arre- 
glo &  derecho  para  que  no  cupiera  duda  alguna  de  que  el 
Conde  de  Toreno  no  habia  enajenado  las  fincas  que  antes  pu- 
dieran pertenecerle  por  título  de  mayorazgo,  ó  que  de  ellas  no 
habían  sido  prescriptás  válidamente  contra  él,  después  de  pu- 
blicadas las  leyes  desvincul adoras,  se  han  infringido:  el  art.  1.^ 
del  decreto  de  30  de  Agosto  de  1836,  que  restituyó  á  la  clase 
de  absolutamente  libres  los  bienes  que  ¿ntes  eran  vinculados; 
la  sentencia  de  este  Tribunal  Supremo  de  25  de  Junio  de  1859, 
que  declara  que  la  prescripción  establecida  por  la  ley  de  Par- 
tida corre  contra  dicha  clase  de  bienes  desde  que  se  restable- 
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cieron  las  leyes  desvinculadoras  en  30  de  Agosto  de  1836;  la 
sentencia  de  26  de  Marzo  de  1863,  por  la  que  se  declaró  que 
desde  dicho  decreto  es  improcedente  el  ejercicio  de  las  accione» 
vinculares;  la  sentencia  de  18  de  Junio  de  1864,  que  establece 
que  no  puede  ejercitarse  válidamente  una  acción  cuándo  ha 
prescrito  el  derecho  para  ejercerla,  como  acontece  aquí,  por 
fundarse  la  interpuesta  en  una  institución  vincular;  la  ley  28, 
título  2.**,  Partida  3.*,  que- previene  que  no  probado  el  señorío 
de  las  cosas  demandadas,  como  no  lo  ha  prob^ado  el  actor,  no 
se  privase  á  Cuervo  Arango  de  la  posesión,  ni  aun  respecto  de 
las  cuatro  fincas  &  cuya  entrega  se  le  condena ,  aunque  no 
hubiese  mostrado  derecho  alguno  para  tenerlas;  y  la  sentencia 
de  14  de  Mayo  de  1867,  que  sanciona  el  principio  contenido 
en  la  ley  anterior. 

3.^  Al  considerarse  eficaz  una  copia  paleográfica  hecha  sin 
citación  contraria  del  apeo  y  venta  de  1570,  base  fundamental 
de  la  demanda,  se  infringían  los  artículos  283  y  284  de  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  civil,  que  por  regla  de  analogía  deben  en- 
tenderse aplicables  &  la  traducción  de  todo  documento,  sin 
más  variante  que  la  de  la  oficina  ó  forma  en  que  deba  verifi- 
carse la  traducción;  y  la  ley  111,  tít.  18,  Partida  3.\  que  in- 
valida el  original,  al  menos  en  la  manera  en  que  ha  sido  tra- 
ducido, porque  son  de  aquellas  escrituras  que  «non  se  pueden 
leer  nin  tomar  verdadero  entendimiento  de  ellas.» 

4.®    Al  estimarse  eficaces  en  juicio  y  bastantes  para  produ- 
cir prueba  ese  mismo  apep  y  venta  de  1570  y  el  celebrado 
posteriormente,  así  como  la  escritura  de  vinculación ,  sin  ha- 
ber sido  cotejados  con  sus  originales,  se  infringían:  la  ley  114, 
título  18,  Partida  3.*,  que  previene  que  no  debe  ser  creído  el 
privilegio  de  la  carta  (escritura)  ó  privilegio  á  «menos  de  mos- 
tar  el  original  onde  fué  sacada;»  la  ley  115  del  mismo  titulo 
y  Partida,  que  manda  que  cuando  se  cuestionase  sobre  la  va — 
lidez  de  una  carta  pública  fuese  ésta  creida  si  el  «Escribano- 
es  orne  de  buena  fama  e  fallaren  en  la  nota  que  es  escrita  en^ 
el  registro  que  acuerda  con  la  carta:»  requisitos  ambos  de  quer^ 
se  ha  prescindido:  la  pragmática  de  7  de  Junio  de  1503,  ó  se 
la  ley  1.*,  tít.  23,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación  qu 
instituyó  el  protocolo ,  mandando  que  no  valiese  la  escritu 
ó  copia  que  no  hubiese  sido  sacada  de  él:  la  regla  1.*  del  ar^ — 
tículo  281  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  exige  la  for — 
malidad  del  cotejo  de  los  documentos  que  han  venido  al  juici 
sin  citación  de  la  parte  á  quien  perjudican,  como  vinieron 
de  que  aquí  se  trata,  toda  vez  que  ellos  fueron  compulsad 
de  los  que  el  actor  habia  presentado  en  otro  pleito;  y  la  juria — - 
prudencia  constante  de  este  Tribunal  Supremo  sobre  la  neoe 
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sidad  en  tales  casos  del  indicado  cotejo,  contenida  en  infinitas 
sentencias,  y  entre  ellas  la  de  15  de  Abril  de  1862: 

5.*  Por  haber  prescindido  de  la  garantía  del  cotejo  sin 
mis  que  considerar  la  Sala  sentenciadora  los  trastornos  y 
vicisitudes  ocurridos  en  el  largo  trascurso  de  tres  siglos,  se 
infringían:  la  sentencia  de  24  de  Mayo  de  1860  ,  que  en  todo 
CASO  dispensa  aquella  actuación  cuando  es  público  el  hecho  del 
txtravio  de  los  protocolos^  hecho  que  ni  siquiera  se  ha  insi- 
nuado aquí,  ni  cnénos  ha  podido  apreciarse:  y  la  sentencia  de 
26  de  Febrero  de  1867,  que  después  de  dar  por  acreditada  la 
destrucción  de  los  protocolos,  previene  que  para  conceder  efi- 
cacia á  la  escritura  pública  que  careciese  de  este  requisito  es 
indispensable  la  comprobación  por  peritos  de  los  signos,  firma 
y  letra  del  Escribano  que  la  autorizó,  con  otros  indubitados 
del  mismo ,  nada  de  lo  cual  se  ha  hecho. 

6.**  Por  haberse  apreciado  como  suficientes  las  declaracio- 
nes de  unos  testigos  que  ni  sabian  con  seguridad  el  verdadero 
concepto  en  que  se  supone  que  el  recurrente  pagaba  renta  al 
Conde  de  Toreno,  ni  tampoco  las  fincas  por  las  que  pagaba, 
cuando  ellos  creían  que  satisfacía  renta  por  ocho ,  y  resulta 
que  cuatro  de  ellas  no  pertenecen  desde  luego  al  actor,  se 
ha  faltado  &  las  reglas  de  la  sana  critica ,  y  por  ello  puede 
citarse  útilmente  esta  infracción,  según  lo  declarado  en  varios 
fallos  de  este  Tribunal  Supremo ,  entre  ellos  el  de  2  de  Octu- 
bre de  1868. 

Y  7.®  Que  si  bien  á  las  Salas  sentenciadoras  pertenece 
apreciar  el  resultado  de  las  pruebas  suministradas ,  no  puede 
pasarse  por  la  hecha  en  la  sentencia  recurrida,  por  estar  fun- 
dada en  las  infracciones  sefialadas,  tanto  de  la  prueba  documen- 
tal como  de  la  testifical,  únicas  practicadas;  y  en  su  conáecuen- 
cia  se  ha  infringido  la  doctrina  sancionada  por  este  Tribunal 
Supremo  en  infinitos  fallos,  entre  ellos  el  de  25  de  Enero  de 
1 867,  y  la  cual  obliga  &  los  Tribunales  superiores  á  sujetarse 
en  la  apreciación  de  las  pruebas  á  lo  que  previenen  las  leyes 
y  la  jurisprudencia  legalmente  declarada. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Victoriano  Careaga. 
Considerando  que  las  leyes  1.*,  tít.  14,  la  28,  tít.  2.®  déla 
Partida  3.*  y  la  sentencia  de  14  de  Mayo  de  1867  ,  citadas  en 
el  primer  motivo  de  casación ,  están  reducidos  la  primera  á 
definir  la  prueba  y  &  imponer  al  demandante  la  obligación  de 
hacerla ,  estableciendo  además  el  principio  general  de  que  sí 
éste  no  justifica  el  he^ho  fundamento  de  la  demanda,  debe 
absolverse  al  demandado ,  y  las  otras  dos  á  reproducir  este 
mismo  principio ,  y  la  Sala  sentenciadora ,  lejos  de  haberlas 
infringido,  se  atuvo  á  sus  prescripciones,  porque  dictó  su  fallo» 


980  t:íibv%al  scpbksio. 

DO  como  «apone  el  demandado,  hoj  leciuTente,  por  lo  qoe  te 
'ferjó  de  jnBtíñcñT,  Bino  más  bien  en  vista  del  resiltadu  de  Im 
praebM  adacid&4  p*>r  el  demandante: 

Consideran  i  o  que  la  acciun  ejercitada  por  el  Conde  de  To- 
reno  fué  la  reivindicatoría,  como  expresa  y  terminantemente 
Ht  iy}í\'A\¡^6  en  la  demanda ,  y  ¿e  demaestra  además  por  ii 
índole  y  naturaleza  del  pleito ,  en  el  cnal  no  se  ha  tratado  del 
m^jor  derecho  que  aquel  pudiera  tener  á  la  propiedad  de  lo» 
h¡enei<  del  vírjculo  que  con.stitayeron  D.  Femando  MaUeny 
liofía  Catalina  BemaMo  de  Quirós  por  esentura  de  1598,  y  A 
linicamente  de  hí  ciertas  y  determinadas  fincas  le  pertenecian 
en  propiedad  como  parte  de  dicha  fundación : 

ConHÍderando  que  e^  doctrina  legal ,  constantemente  decía- 
rada  por  e>te  Tribunal  Supremo,  el  que  las  cuestiones  quena 
fueron  debatidas  en  primera  ni  en  seg'unda  instancia  no  pue- 
den Mervir  de  fundamento  al  recurso  de  casación  : 

f^nniderando  que  en  el  presente  litigio  ni  ¿un  se  hizo  en 
dicho  períoílo  por  D.  Genaro  Cuervo  Arango  la  menor  indica- 
clon  reNpV'cto  k  hí  habia  ó  no  prescrito  el  dominio  de  las  fin- 
can que  le  reclamaba  el  Conde  de  Toreno,  y  por  consiguiente^ 
noxi  notoriamente  impertinentes  las  citas  del  art.  1.^  del  de- 
creto de  30  de  Agosto  de  1836  y  de  las  doctrinas  comprendi- 
das en  laH  sentencias  de  este  mismo  Tribunal  Supremo  de  25 
dn  Junio  de  1K59,  26  de  Marzo  de  1863  y  18  de  Junio  de  1864: 
(/Onnlflrrando  que  es  igualmente  doctrina  legal  el  que,  cuan- 
do Inn  pruí'bHH  aduíMMas  durante  el  juicio  no  son  mera  y  ex- 
chMivamüu^í  documentales  y  si  de  diferentes  clases,  y  la  Sala 
míntenclndora  las  aprecia  en  conjunto  y  dicta  su  fallo  en  vista 
del  rnHultado   do    todas  ellas  ,  como  ha  sucedido  en  el  pleito 
aotuiil,  la  falta  de  cotejo  de  algún  documento  con  su  origioal 
no  oonstituye  un  motivo  de  casación  ,    porque   fácilmente  s^ 
nompnMido  (|uo  dicha  Sala  pudo  muy  bien  formar  un  juicio  en 
atnnrion  h  la  fticrza  de  los  demás  medios  de  justificación  adu- 
cddoM  nn  autofl,  aun  prescindiendo  completamente  del  valor  de 
dlnlio  doou monto,  y  por  lo   mismo  son  inoportunas  las  citas 
hcinhnrt  lUi  id  11.",  4."  y  5.**  motivo  de  los  artículos  281,  283 
y  líM'l  dn  la  Iit\y  do  Rnjuiciamiento  civil,  de  las  leyes  111,  114 
V  llft.  Ut.  IH  dn  la  Partida  3.*,  do  la  1.',  tit.  23,  libro  10  de 
la  Novlulinu  Itnonpllaclon,  y  de  las  doctrinas  consignadas  en  las 
NantonoUrt  do  Ih  do  Abril  de  1862 ,  24  de  Mayo  de  1860  y  28 
drt  Ki*hrnro  de*  IHrt7: 

CliiUMldoranilu  quo  K  la  misma  Sala  sentenciadora  correa-* 
imnilo  la  apn^otaolou  k\k>  la  «prueba  testifical  con  arreglo  á  lo 
iiUpnt««tt)  on  t^l  art.  817  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  7 
\\w  no  baMta  para  quo  prospere  el  recurso  de  casación  el  ^ 
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ar,  en  la  forma  vaga  é  indeterminada  que  lo  ha  verificado  el 
loarrente  en  el  6.®  y  7.^  motivo,  que  al  hacer  dicha  aprecia- 
on  han  sido  infring^idas  las  regías  de  la  sana  crítica,  y  que 
>r  consiguiente  son  inaplicables  las  doctrinas  comprendidas 
ft  las  sentencias  de  2  de  Octubre  de  1868  y  25  de  Enero 
i  1867  ; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lu- 
ir al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Genaro  Cuervo 
mngq,  á  quien  condenamos  en  las  costas;  y  líbrese  á  la  Au- 
encía  de  Oviedo  la  correspondiente  certificación. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ta é  insertará  en  la  Colección  legislativa^  pasándose  al  efecto 
3  copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firma- 
03.s=rjuan  González  Acevedo.=José  María  Cáceres.=Laureano 

Arrieta.=Hilario  de  Igon.=José  Fermin  de  Muro.=Juan 
tso  Manuel.  =yictorianoCareaga. 

Publicación : 

Laida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Exce- 
itlsimo  Sr.  D.  Victoriano  Careaga,  Magistrado  de  la  Sala  pri- 
sra  del  Tribunal  Supremo ,  celebrando  audiencia  pública  la 
isroa,  en  el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de 
tmara. 

Madrid  2  de  Noviembre  de  1875.=Bogelio  González  Montes. 

NüM.  76. 
LSACION  POR  INFRACCIÓN  DE  LEY.  — SALA   PRIMERA. 


BFBNSA  POR  POBRE. — Sentencia  de 4  de  Noviembre,  declarando 
no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Doñ> 
Ana  Perales  y  Baños  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  de 
lo  civil  de  la  Audiencia  de  Gruñida ,  en  pleito  con  Don 
Jerónimo  de  la  Cal  y  el  Ministerio  fiscal. 

En  los  CONSIDERANDOS  60  cstablcce: 

!.•  Que  con  arreglo  á  la  doctrina  legal  establecida  por  el 
ridunal  Supremo,  fundada  en  los  principios  generales  de  de- 
eho,  y  aun  en  la  disposición  literal  del  art.  182  de  la  Ley 

Enjuiciamiento  civil  en  su  núm,  3.®,  para  resolver  si  i  al- 
mo de  los  cónyuges  corresponde  el  beneficio  de  litigar  como 
bre  han  de  computarse  no  solamente  los  productos  de  sus  pro-- 
9S  bienes,  sino  también  los  del  otro  cónyuge,  puesto  que  unos 
Ciros  les  son  comunes  Ínterin  subsista  su  sociedad  legal. 


v-1 


Ku  lí^  ^\\\\  y  C/>rt^  lie  Xadnd,  á  4  de  Xovíemlire  de  1831^ 
«rfi  ,//«  fcot/M  M^fpilif/ít  ^n  el  Juzgado  de  primerm  initafii  di 
4ft^ri  ^  ^1  U  íHiU  4e  lo  ciTíl  de  la  AodieDcia  de  Grasada  por 
ír/ffH  A  ftii  Peri%¿e4  coo  D.  Jerónimo  de  la  Cal  y  el 
n^Mt  n^thfH  4efeiiiMi  por  pobre  de  aquella;  autos  que 
kuUz  t^'Af  ^n  virtud  d^  recorso  de  casación  interpuesto  pcv  la 
i'^^rnUt^  c/>rjtfa  la  muiitt^c\%  que  en  11  de  Mayo  de  1874  dictó 
fií  rí'Jtrríí\m  Hala; 

fi/T<fi!iando  que  jiendfente  en  el  Juzgado  de  Jaén  el  juicio 
«ifíiv^f^al  d^  U;j«tam#^ntarfa  á  bienes  de  Doña  Ana  Safios  Za- 
ffforh  \*hr  IXffíH  Arta  Perales  Baños,  mujer  legitima  de  D.  Juan 
fi"*  T>H*/hHf  tM:  pffitníjvWf  incidente  sobre  su  pobreza,  exponiendo 
t'.fffí$ft  hí'i'UhPi:  qijr;  t/;nia  entablada  demanda  de  divorcio  contrt 
Hit  ftíHrU\h  t*l  1),  Juan  de  Navas,  de  quien  estaba  separada:  que 
/'mU*.  u'9  la  paMabfi  alimentos  de  la  corta  pensión  que  disfirutabí 
i'tftuh  iHU\h\  retirado,  cuya  cuarta  parte  tenia  reteñida  para 
iia(/o  lU*  un  cr/''llio:  que  no  poseia  ningunos  bienes  más  que 
lo/í  /|ii<^  |ifi/IMrari  correHponderla  después  que  se  ultimase  la 
i'Mt'UUí  y  ¡tHTíU'.lou  del  caudal  de  Doña  Ana  Baños  Zamora,  J 
hAU'M  Ht*.  I<!  admitiera  inTormacion  sobre  dichos  extremos, 
ituf'tiir/tiMÍola  por  hu  mérito  pobre  para  los  efectos  legales: 

hcMiilhiiido  que  onferido  traslado  &  los  interesados  en  la 
t(ni(»iffMMitfirÍM  y  al  Ministerio  fiscal,  lo  evacuó  D.  Jerónimo 
()al,  A  euyii  InHínncla  ko  habia  promovido  aquella,  oponiéndose 
n\  li(Uinlli*lo  Invocado  por  la  Doña  Ana  Perales,  para  lo  que 
rxpu'tn:  (|ue  protontaba  no  se  entendiese  consentia  la  capaci- 
diul  h'i3:\\\  d(«  ntiuelÍH  por  no  constar  hubiese  obtenido  la  licen- 
nlii  nuirlfal  ntuv^arla  ni  suplido  su  falta  por  medio  de  la  com- 
ptt'nto  luiforUnolon  judicial;  y  fundando  su  oposición  en  que 
b.  Juan  dt^  Navas  disfruta  un  sueldo  de  155  pesetas  mensua- 
loM  oouu)  Oapitan  rt^tirado  do  la  guardia  civil;  que  la  demanda 
i\ú  diviUvU)  A  quo  so  roferia  la  Doña  Ana  no  causaba  estado 
para  Um<  ofootos  &  quo  aspiraba:  que  ésta  tenia  una  casa  en  la 
oludud  yU  Auih\Jar  y  una  viña  en  su  término,  cuyos  productos, 
unldiw  al  suoldo  do  su  marido,  no  hacían  posible  se  la  consi- 
ilora^o  pobrts  v  ipio  dol  expediente  particional  de  los  bienes 
do  IV^fta  \ua  HnAa^  lo  aparecía  consignado  un  haber  de  algu- 
na oouHi\loraoUui,  oou  ¡a^  que  ó  con  sus  productos  le  seria  ft* 
otl  oMonor  lo  no\HMario  para  litigar. 
•  U^^tnUauvIo  qiio  ^guido  traslado  para  con  los  demis  ii 
lo^^^adoM  V  ol  ^^^iuv>tv^r  fisoal»  lo^  prioieros  no  lo  evacuaroai 


8BNT£MCIiLS  DB   1875.  363 

por  lo  que  se  les  acusó  la  rebeldía ;  y  recibido  el  incidente  á 
prueba,  se  practicó  la  articulada  por  las  partes,  acreditándose; 
entre  otros  extremos ,  por  certificación  del  Jefe  económico  de 
JaeB,  que  D.  Juan  Navas  disfruta  el  haber  mensual  de  155  pe- 
setas 25  céntimos  como  Capitán  retirado ;  y  que  interpuesta 
demanda  de  divorcio  en  el  Juzgpado  eclesiástico  por  la  Doña 
Ana  Perales  en  16  de  Febrero  de  1871,  le  fué  admitida;  y  con- 
ferido traslado  de  ella  á  D.  Juan  Navas,  se  le  acusó  la  rebeldía 
por  no  haberle  evacuado,  hallándose  en  ese  estado  los  autos 
en  31  de  Marzo  de  1873: 

Resultando  que  seguido  el  incidente  por  sus  trámites  y 
practicadas  pruebas  por  las  partes,  la  Sala  de  lo  civil  de  la 
/audiencia,  por  sentencia  de  11  de  Mayo  de  1874 ,  revocatoria 
le  la  del  Juez  de  primera  instancia,  declaró  no  haber  lugar  á 
otorgar  á  la  Doña  Ana  Perales  Baños  el  beneficio  de  pobreza 
une  solicitaba,  condenándola  al  pago  de  todas  las  costas  y  al 
reintegro  del  papel  invertido: 

Y  resultando  que  Doñ^  Ana  Perales  Baños  interpuso  re- 
curso de  casación  por  haberse  á  su  juicio  infringido: 

1.**  El  art.  182  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  la  doc- 
trina legal  consignada  en  sentencia  de  este  Tribunal  Supremo 
le  24  de  Octubre  de  1861  y  8  de  Setiembre  de  1865,  toda  vez 
lue,  reconociendo  que  la  recurrente  carece  de  medios  para  li- 
iguT  como  rica,  la  sentencia  le  deniega  no  obstante  el  benéfi- 
co de  pobreza,  fundada  tan  sólo  en  que  su  marido,  de  quien 
sstá  separada,  mediante  demanda  de  divorcio  que  ha  sido  ad- 
mitida, y  de  quien  no  recibe  alimentos,  disfruta  el  haber  men- 
inal  de  155  pesetas  25  céntimos  como  Capitán  retirado,  suel- 
lo  que  excede  al  doble  jornal  de  un  bracero  en  la  localidad 
ie  Jaén;  y  además  la  doctrina  legal  sancionada  en  sentencia 
de  este  Tribunal  Supremo  de  30  de  Noviembre  de  1870. 

2.^  La  doctrina  legal  deducida  de  la  sentencia  de  este  Tri- 
bunal Supremo  de  3  de  Junio  de  1865  de  que  para  que  nfarido 
y  mujer  se  consideren  como  una  sola  persona  es  necesario  que 
vivan  de  consuno;  y  la  consignada  en  la  de  26  de  Enero 
de  1869,  que  establece  que  para  resolver  si  á  la  mujer  casada 
}ue  vive  en  unión  con  su  marido  ha  de  concedérsele  el  bene- 
icio  de  pobreza,  no  sólo  se  han  de  tener  en  cuenta  los  bienes 
le  su  esclusiva  competencia,  sino  también  los  que  tenga  su 
narido,  de  donde  se  deduce  que  para  que  así  se  haga  es  ne- 
:esario  que  la  mujer  viva  en  unión  con  su  marido. 

3.**  El  art.  196  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  pre- 
iene  que  siempre  que  se  deniegue  la  defensa  por  pobre,  se 
ondenará  en  costas  al  que  lo  baya  solicitado ,  mediante  á  este 
rticulo,  según  ha  declarado  este  Tribunal  Supremo  en  17  de 
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impoco  dicho  artículo  ni  doctrina  alguna  legal  al  imponer  & 
i  recurrente  el  pago  de  ellas  y  el  reintegro  del  papel  invertido; 

Fallamos^  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lu- 
lar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Doña  Ana  Perales 
Baños,  á  quien  condenamos  en  las  costas;  y  líbrese  la  cor- 
sspondiente  certificación  á  la  Audiencia  de  Granada. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
sta é  in&evteiTk  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto 
18  copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  ñrm^t- 
los.ssJuan  González  Acevedo.==Jo3é  María  Cáceres.  =  Lau- 
sano  de  Arr¡eta.= Hilario  de  Igon.=*Beuito  de  ülloay  Re;f.= 
Ictoriano  Careaga.=»Joaquin  Ruiz  Cañábate. 

Publicación : 

Leiday  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Exoe- 
mtisimo  Sr.  D.  Laureano  de  Arrieta ,  Magistrado  de  la  Sala 
rimera  del  Tribunal  Supremo,  celebrando  audiencia  publícala 
lisma,  en  el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de 
iámara. 

Madrid  4  de  Noviembre  de  1875.=Rogelio  González  Montes. 

NéM.  77. 
JASACION   POR    INFRACCIÓN   DE   LEY.—SALA  PRIMERA. 


Ibivindioacion  de  un  terreno  con  frutos  y  rentas. — Sen- 
tencia de  6  de  Noviembre ,  declarando  no  haber  lugar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Ceferino  González 
Arce  V  hermanos  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo 
civil  de  la  Audiencia  de  Burgos ,  en  pleito  con  Doña  María 
Candelaria  Navarro. 

En  sus  considerandos  se  establece: 
(^e  la  ley  2.*^,  til.  16,  libro  II  de  la  ñopísima  Recopila- 
ion  esta  derogada  por  la  vigente  Ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

» 
En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  6  de  Noviembre  de  1875, 

iu  los  autos  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de 

Santander,  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Burgos, 

)or  D.  Ceferino  ,  D.  Dionisio ,  Doña  Isabel  y  Doña  Eustaquia 

Jonzalez  de  Arce  ,  representada  ésta  por  su  marido  D.  Esté- 

)an  Minchero,  con  Doña  María  Candelaria  Navarro,  sobre  reí- 

ándioacion  de  un  terreno  con  frutos  y  rentas  ;  autos  que  pen- 

len  ante  Nos,  en  virtud  de  recurso  de  casación  interpuesto  por 
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los  demandantes  contra  la  sentencia  que  en  29  de  Octubre  .á»m 
1873  dictó  la  referida  Sala: 

Resultando  que  por  escritura  otorg^ada  en  17  de  Julio 
1789  D.  Manuel  Cueto  vendió  &  D.  Juan  González  de  Arce 
precio  de  24.000  rs.,  libres  de  toda  pensión  y  gravamen^  un^ 
casa  y  huerta  en  el  sitio  de  Recedó ,  extramuros  de  la  ciudad^ 
de  Santander,  lindante  por  el  Norte  con  calzada  real  y  públici^ 
llamada  Subida  al  Hospital ;  por  Vendabal  con  calleja  peonil; 
por  Mediodía  con  casa  y  huerta  de  Juan  Manuel  Noval,  y  poír 
Norte  con  camino  ó  calzada  real  de  Puerto  la  Reina;  advir- 
tiendo que  se  habia  de  dejar  en  los  dos  ¿ngulos  del  medio  de 
la  huerta  un  callejón  de  seis  pies ,  que  servirla  para  pasar  al 
cuadro  concedido  al  colindante  D.  Ángel  Francisco  Pérez;  sin 
que  aparezca  tomada  razón  en  el  Oñcio  de  hipotecas  de  esta 
escritura: 

Resultando  que  por  la  memoria  y  testamento  de  27  de  Mar«- 
zo  de  1804,  elevados  &  instrumento  público  y  protocolizados 
en  la  Escribanía  de  D.  Justo  de  la  Peña,  D.  Juan  González 
Arce ,  después  de  manifestar  que  dejaba  tres  casas  en  la  su- 
bida del  Hospital  viejo,  que  valdrían  como  300.000  rs.,  según 
su  producto,  más  una  huerta  detrás  de  las  mismas  en  que  te-* 
nia  un  cuadro  amojonado  D.  Ángel  Pérez,  y  que  estaba  casa- 
do con  Petrona  Ríos,  de  la  que  tenia  cuatro  hijos,  Juan  José^ 
Eleuterio,  Pedro  y  Eugenia  Tomasa,  ésta  casada  con  Casimiro 
López  Molina,  advirtió  que  ofreció  á  ésta  en  dote  55.000  rea- 
les, y  que  procedente  de  la  legítima  de  su  mujer  Petrona  tenia 
recibidas  algunas  cantidades  que  deseaba  se  le  entregasen,  ¿ 
instituyó  como  únicos  y  universales  herederos  en  el  remanente 
de  todos  sus  bienes  á  los  expresados  cuatro  hijos: 

Resultando  que  Doña  Petrona  Josefa  de  los  Ríos,  mujer  del 
D.  Juan  González  Arce,  á  la  defunción  de  ^ste  otorgó  testa- 
mento en  29  de  Abril  de  1804,  dejando  por  sus  únicos  y  uni- 
versales herederos  á  los  cuatro  hijos  habidos  en  su  matrimo- 
nio, D.  Juan  José,  Eleuterio,  Pedro  y  Eugenia  Tomasa,  ésta 
casada  con  D.  Casimiro  López  Molina,  y  declarando  que  en  el 
testamento  otorgado  por  su  difunto  marido,  nombró  éste  por 
sus  albaceas  á  la  otorgante  ,  D.  Miguel  López  de  Molina ,  su 
hijo  D.  Casimiro  y  D.  Domingo  Redonet,  vecinos  de  Santan- 
der, confiriéndoles  las  facultades  necesarias  para  que  en  fuersa 
de  la  Real  provisión  que  obtuvo  del  Real  y  Supremo  Consejo 
procediesen  sin  intervención  alguna  de  la  justicia  á  hacer  in- 
ventario, tasación  y  partición  de  sus  bienes,  en  cuya  operaoiCNÉ 
se  hallaban  dichos  testamentarios  cuando  la  otorgante  ci^ 
enferma,  y  que  ahora  ratificaba  en  las  mismas  facultad69..& 
los  enunciados  Molina,  padre  é  hijo,  y  á  D.  Domingo  RedoiMÉg^ 
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d&odola  de  nuevo  f  caso  necesario  ,  para  que  ejecutasen  en  el 
referido  inventario,  tasación  y  partición  de  bienes  de  ella  y 
de  su  marido,  apoderándose  de  ellos,  de  los  papeles  y  crédi- 
tos, y  vendiendo  los  precisos  para  cumplir  lo  que  dejaba  dis- 
puesto: 

Besultando  que  en  Abril  de  1807  acudieron  al  Tribunal  de 
Comercio  de  la  ciudad  de  Santander  D.  Miguel  López  Molina 
y  D.  Domingo  Redonet,  como  testamentarios  respectivamente 
de  D.  Juan  González  Arce  y  su  esposa  Doña  Petrona  Josefa 
de  los  Ríos,  y  tutores  y  curadores  aceptados  y  jurados  en  for- 
ma y  con  el  consiguiente  discernimiento  judicial  de  D.  Juan, 
D.  José  y  D.  Pedro ,  hijos  menores  del  expresado  Arce  y  su 
esposa,  haciendo  dimisión  de  los  bienes  de  la  testamentaría  en 
favor  de  los  aoreedores,  y  promoviendo  el  concurso  á  bienes 
de  dicha  testamentaría,  con  presentación  de  los  estados  preve- 
nidos por  derecho: 

Besultando  que  conferido  traslado  de  esta  pretensión  de  los 
albaceas  á  los  que  figuraban  como  acreedores  en  los  estados 
presentados  al  Tribunal  de  Comercio  por  auto  de  27  de  Abril 
de  1807  ,  admitió  mediante  la  conformidad  de  estos  acreedo- 
res, en  cuanto  habla  lugar  en  derecho ,  la  dimisión  de  bienes 
hecha  por  los  albaceas  de  D.  Juan  González  Arce  y  Doña  Pe- 
tra Josefa  de  los  Ríos ,  como  tales  y  como  tutores  y  guarda- 
dores de  los  menores  que  dejaron,  declarando  bien  formado  el 
concurso,  con  suspensión  de  todo  procedimiento  en  los  expe- 
dientes que  pendían  contra  el  referido  D.  Juan  González  Arce 
y  sus  bienes  y  las  demás  diligencias  prevenidas  en  las  Orde- 
nanzas vigentes  entonces: 

Besultando  que  en  Marzo  de  1837  acudió  D.  Casimiro  Ló- 
pez Molina  &  los  autos  &  concurso  &  bienes  de  D.  Juan  Gonzá- 
lez Arce  y  su  esposa ,  haciendo  relación  del  incendio  ocurrido 
en  dos  casas  de  la  propiedad  de  los  concursados ,  situadas  en 
la  cuesta  del  Hospital,  comprendidas  ambas  en  el  concurso  y 
administradas  en  confianza  por  el  exponente,  y  suplicando  que 
se  le  recibiese  información  por  el  Tribunal  de  Comercio  acer- 
ca del  siniestro  y  se  dictasen  las  providencias  para  no  perder 
los  níateriales  de  las  dos  ca.sas  que  quedaron  después  del  in- 
oendío: 

Besultando  que  el  Síndico  del  concurso  pretendió  la  venta 
de  los  bienes  concursados,  &  excepción  de  un  solar  que  se  re- 
clamaba por  la  viuda  é  hijos  de  Trueba,  mediante  estarse  di- 
chos bienes  deteriorando  y  ser  necesario  pagar  algunos  gastos 
producidos  en  el  juicio ;  siendo  estimada  esta  pretensión  por  el 
Tribunal  de  Comercio  en  auto  de  17  de  Junio  de  1841 ,  por  el 
que  se  dispuso  el  justiprecio  de  los  bienes  concursados,  con  la 
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excepción  rneucionada ,  por  peritos  de  nombramiento  del  Sín- 
dico y  del  Juez  comisario,  y  su  venta  en  público  remate  y  con 
las  formalidades  establecidas  por  derecho :  que  nombrado  pe- 
rito para  el  justiprecio  D.  Julián  Cereceda  por  el  Sindico  y 
Juez  comisario  del  concurso,  verificó  en  7  de  Marzo  de  1842 
la  tasación  de  1.816  y  medio  pies  superficiales  de  tierra  eu 
29.162  rs.,  y  de  1.917  y  medio  pies  superficiales  en  5.800,  cu- 
yos terrenos,  propiedad  de  los  concursados  ,  están  situados  en 
la  cuesta  del  Hospital,  lindando  por  el  Norte  con  dicha  cuesta, 
Sur  Benito  Caballos,  y  Norte  camino  real ;  y  que  anunciada  la 
subasta  se  adjudicaron  dichos* terrenos  al  mejor  postor,  que  lo 
fué  D.  Basilio  Navarro  ,  en  la  suma  de  52.927  rs.;  aprobán- 
dose este  acto ,  y  mandándose  otorgar  la  correspondiente  es- 
critura de  venta  á  favor  del  comprador ,  en  autos  de  23  y  27 
de  Abril  de  1842,  á  virtud  de  haber  hecho  entrega  de  su  precio: 

Resultando  que  D.  Juan  González  Arce  y  su  mujer  presen- 
tó escrito  al  Tribunal  de  Comercio  en  11  de  Mayo  de  1842  Te- 
clamando  las  cantidades  aportadas  por  su  madre  Doña  Petra 
Josefa  de  los  Rios  al  matrimonio  con  D.  Juan  González  como 
crédito  privilegiado  y  de  preferencia  á  todos  los  que  se  habían 
reclamado:  que  dada  cuenta  en  junta  de  acreedores  habida  en 
aquel  mismo  mes,  se  acordó  por  los  concurrentes  á  ella  tran- 
sigir esta  reclamación  si  el  reclamante  se  conformaba  con  cien 
ducados;  y  que  D.  Juan  González  Arce  aceptó  esta  transacción 
y  recibió  los  cien  ducados  del  Síndico  del  concurso  en  18  del 
propio  mes  de  Mayo,  obligándose  á  que  ni  él  ni  sus  hijos^  he- 
rederos ni  sucesores  pedirían  ni  reclamarían  al  concurso  ni  i 
los  acreedores  declarados  de  privilegio  cosa  alguna  por  ninguna 
razón,  titulo  ni  motivo,  puesto  que  por  la  cantidad  recibida  se 
desistia,  quitaba  y  apartaba,  y  lo  mismo  á  sus  herederos  y  an- 
cesores,  de  cualquier  derecho  que  pudieran  tener: 

Resultando  que  en  22  de  Noviembre  de  1847  los  hermanos 
Juan  y  Eustaquia  González  Arce  y  D.  Casimiro  Molina,  con- 
junto de  ésta,  confirieron  poder  á  D.  Bonifacio  Quintanilla, 
vecino  y  comerciante  de  San  Juan  de  Potosí,  en  la  República 
de  Méjico,  general  y  amplio  para  gestionar  y  cobrar  judicial  y 
extrajudicialmente  la  herencia  de  D.  José  Eleuterio  Gonzales 
de  Arce,  muerto  en  aquel  país,  y  la  cual  pasaba  á  los  otorgan- 
tes como  sus  únicos  y  legítimos  herederos: 

Resultando  que  en  7  de  Diciembre  de  1858  D.  Pedro  Cham- 
ber,  en  nombre  de  D.  Juan  González  Arce,  por  sí  y  como  li^ 
redero  de  su  hermano  D.  José  y  en  representación  de  olio 
D.  Pedro,  ausente  en  Ultramar,  á  virtud  de  poder  que 
tó,  solicitó  del  Tribunal  de  Comercio  de  Santander  que 
abriese  el  juicio  de  concurso  á  bienes  de  sus  padres  D.  Joan 
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González  A.rce  y  Doña  Petra  Josefa  de  los  Ríos,  para  entablar 
-en  «él  las  acoioues  de  nulidad  de  lo  obrado,  con  citaoíon  y  aii- 
dieacia  de  cuantos  se  creyeran  interesados  en  dicho  concurso; 
y  en  otro  escrito  de  12  de  Enero  de  1859  demandó  D.  Pedro 
Chamber,  con  la  misma  representación,  la  nulidad  de  todo  lo 
actuado  en  el  concurso,  y  que  se  le  entregasen  los  bienes  y 
reutas  del  mismo,  citándose  á  los  llevadores  de  estos  bienes  y 
demás  interesados  por  medio  de  edictos: 

Resultando  que  desestimada  esta  demanda  por  el  Tribunal 
de  Comercio  mientras  los  demandantes  no  individualizaran  las 
personas  con  quienes  debia  entenderse,  expresándolas  por  sus 
-nombren,  insistió  en  su  admisión  D.  Pedro  Chamber,  fijando  y 
desiguimdo  los  nombres  de  los  demandados,  y  entre  ellos  el  de 
-D.  Basilio  Navarro,  como  rematante 'de  algfunos  de  los  bienes 
vendidos  en  el  concurso: 

Resultando  que  seguida  esta  demanda  en  rebeldía  de  los 
demandados,  y  entre  ellos  D,  Basilio  Navarro,  que  fué  citado 
y  emplazado  para  contestarla,  asi  como  en  la  prueba  y  en  la 
<^oacluLsion  para  sentencia,  la  A.udiencia  de  Biir^os,  por  la  dic- 
tada en  25  de  Junio  de  1869  revocando  la  del  inferior,  declaró 
nulos  los  autos  de  concurso  á  bienes  de  D.  Juan  González 
Arce  y  su  esposa  Doña  Petra  Josefa  de  lo:?  Rios,  reservando  á 
los  hoy  demandantes  las  acciones  que  en  virtud  de  esta  decía  - 
ración  les  correspondiesen,  para  que  las  ejercitasen  si  vieren 
convenirles  en  forma,  dónde  y  contra  quienes  hubiere  lugar: 

Resultando  que  por  escritura  pública  de  26  de  Abril  de  1855 
compró  D.  Basilio  Navarro  á  Doña  Ramona  Alonso,  viuda  de 
D.  Benito  Ceballos,  y  á  D.  Venancio  Ceballos,  hijo  de  ambos, 
en  su  nombre  y  como  curadores  ad  lona  además  de  Florentino, 
Fernando  y  Francisco  de  Ceballos  Alonso,  hijos  y  hermanos 
respective,  y  el  Venancio  apoderado  de  su  hermano  D.  Pedro 
Calderón,  la  parte  que  en  el  suelo  y  vuelo  del  solar  de  la  su- 
bida al  Hospital  de  la  ciudad  de  Santander  les  pertenecía  para 
construir  una  tienda  y  cabrete,  el  segundo  y  tercer  piso  y  la 
buhardilla  con  igual  extensión,  previa  la  autorización  judicial 
y  formación  de  expediente  de  información  de  utilidad  y  nece- 
sidad, atendida  la  condición  y  edad  de  algunos  de  los  vendedo- 
res; y  por  otra  escritura  pública  de  21  de  Agosto  del  mismo 
año  de  1855  el  propio  D.  Basilio  Navarro  compró  á  Doña  Brí- 
gida Herrera  Bustamante  un  hueco  que  fué  segundo  piso  de  la 
casa  radicante  en  la  cuesta  del  Hospital,  núm.  14,  y  que  fué 
incendiada  en  el  año  de  1837: 

Resultando  que  Doña  Candelaria  Navarro,  viuda  del  D.  Bi^- 
íjilio,  vendió  por  escritura  de  31  de  Julio  de  1868  á  Doña  Vi- 
centa Calderón  la  casa  núm.  2  de  la  cuesta  del  Hospital,  pro- 
II.— 1.«y3.'  24 
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cedente  de  la  adjudicación  hecha  á  su  favor  en  la  testamentaria 
á  bienes  de  su  difunto  marido ;  y  por  otra  escritura  de  3*  de 
Setiembre  del  mismo  año  de  1868  la  compradora  de  esta  casa 
Doña  Vicenta  Calderón  reservó  en  su  poder  60.000  rs.  del  pre- 
cio de  la  venta  para  hacer  frente  á  cualquiera  obligación  que 
pudiera  declararse  en  definitiva  ejecutoria  contra  la  casa  de 
que  se  trata  y  en  el  mis  remoto  caso,  cuya  previsión  se  hacia 
por  pura  hipótesis  y  mediante  la  nulidad  del  concurso  de  Don 
Juan  González  Arce  y  su  esposa,  demandada  por  sus  herede- 
ros, á  pesar  de  ser  un  principio  inconcuso  de  dere(5ho  que  la 
sucesión  de  D.  Basilio  Navarro  ninguna  responsabilidad  tenia 
por  actos  de  terceros,  sea  cual  fuere  la  calificación  que  mere- 
cieran, obligándose  la  compradora  Doña  Vicenta  á  pagar  á  la 
vendedora  un  3  y  medio  por  100  de  interés  anual  de  la  canti- 
dad de  los  6.000  escudos  hasta  tanto  que  quedasen  libres  de 
toda  responsabilidad  los  bienes  de  D.  Basilio  Navarro  por  las 
reclamaciones  que  tenian  incoadas  los  herederos  ya  citado^  de 
D.  Juan  González  Arce  y  su  mujer: 

Resultando  que  D.  Ceferino,  D.  Dionisio,  Doña  Isabel  y 
Doña  Eustaquia  González  Arce,  con  el  marido  de  ésta  D.  Es- 
teban Minchero,  demandaron  como  consecuencia  de  los  autos 
de  concurso  de  sus  finados  padres  D.  Juan  González  Arce  y 
Doña  Petra  Josefa  de  los  Rios  á  las  hermanas  Doña  Manuela 
y  Doña  Josefa  Gutiérrez  Calderón,  poseedoras  de  la  casa  que 
su  madre  Doña  Vicenta  Calderón  compró  en  la  ciudad  de  San- 
tander y  calle  de  la  cuesta  del  Hospital  á  la  viuda  y  herederos 
de  D.  Basilio  Navarro  para  que  les  entreguen  ó  dejen  á  su  di^í- 
posicion  los  2.834  pies  tres  décimas  superficiales  de  tierra  que 
dicho  D.  Basilio  compró  en  el  concurso  á  bienes  de  D.  Juan 
González  Arce,  y  sobre  el  que  edificó  dicha  casa,  con  las  ren- 
tas é  intereses  producidos  hasta  el  dia;  y  después  de  hacer  mé- 
rito de  algunos  de  los  antecedentes  relacionados,  alegaron  que 
la  nulidad  del  concurso  lleva  envuelta  la  demanda  de  todos  sus 
procedimientos,  y  por  tanto  la  del  remate  de  los  bienes  con- 
cursados; y  declarada  esta  nulidad,  no  adquirió  dominio  el  que 
se  figuró  comprador  ni  los  que  adquirieron  del  último  y  enaje- 
nan: que  no  hay  tampoco  justo  título  para  la  prescripción  cuan- 
do la  enajenación  eá  nula,  siendo  necesario  para  subsanar  este 
defecto  el  trascurso  de  treinta  años,  que  aquí  no  han  pasado;  y 
cuando  se  declara  la  nulidad  de  una  venta  ha  de  entregarse  te 
cosa  á  aquel  á  quien  pertenece,  sin  la  obligación  de  devolver  á 
los  compradores  el  precio  y  con  las  rentas  y  frutos  de  su  tien- 
po,  mediante  &  producir  la  cosa  para  su  dueño;  y  que  debia^  á 
virtud  de  estas  razones,  hacerse  entrega  á  los  demandantes  de 
los  bienes  de  sus  causantes  y  abuelos,  y  por  tanto  de  los  tefie- 
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noB  demandados,  y  sobre  los  que  edificó  D.  Basilio  Navarro  la 
casa  que  hoy  poseían  los  demandados  como  procedentes  del 
omicorso: 

Resultando  que  citadas  y  emplazadas  las  demandadas  Doña 
Manuela  y  Doña  Josefa  Gutiérrez  Calderón ,  solicitaron  que  se 
citara  de  eviccion  y  saneamiento  á  Doña  Candelaria  Navarro, 
con  quien  debiera  entenderse  esta  demanda:  que  así  estimado, 
ae  mostró  parte  en  los  autos  la  Doña  Candelaria  Navarro, 
como  heredera  usufructuaria  y  administradora  de  los  bienes 
fincados  {k)r  defunción  de  su  esposo  D.  Basilio;  pretendiendo, 
al  contestar  la  demanda,  que  se  desestimase  ésta  como  impro- 
cedente, con  imposición  á  los  demandantes  de  perpetuo  sileucio 
7  costas;  y  alegando  para  ello,  después  de  mencionar  también 
algunos  de  los  antecedentes  expuestos,  que  aun  cuando  un 
acto  sea  nulo  ó  vicioso,  convalece  ó  se  hace  firme  si  los  inte- 
Tesados  en  su  contra  callan ,  dando  con  esto  lugar  á  la  pres- 
cripción establecida :  que  ésta  es  medio   legitimo  de  adquirir 
cuando  hay  un  titulo  bastante  para  la  traslación  de  dominio, 
buena  fé  en  el  vendedor  y  comprador ,  y  posesión  tranquila 
por   parte  de  éste  durante  el  término  prevenido  por  la  ley; 
debiéndose  tener  por  bastante  titulo  la  venta  efectuada  en  un 
remate  público ,  con  todos  los  demás  requisitos  legales. ,  sin 
oposición  alguna  por  parte  de  los  que  se  dicen  sus  dueños: 
que  es  también  de  considerarse   de  buena  fé  á  comprador  y 
vendedor  mediante  haberse  apartado  de  sus  reclamaciones  el 
que  se  consideraba  dueño ;  y  aun  cuando  faltase  la  buena  fé 
en  el  vendedor,  basta  la  posesión  tranquila  por  el  término  de 
diez  años:  que  no  debiéndose  lo  principal  no  se  debe  lo  acce- 
sorio, ó  sean  los  frutos  y  rentas  que  se  reclaman ,  y  no  tiene 
derecho  á  su  entrega  material  el  dueño  de  un  terreno  so'bre  el 
que  se  ha  edificado,  mientras  no  satisfaga  el  precio  de  la  edi- 
ficación hecha  sobre  él ,  ni  puede  solicitarse  la  entrega  ma- 
terial y  absoluta  dé  una  cosa  en  que   sólo  existia  un  derecho 
con  otros  partícipes  sobre  la  misma ,  cual  en  el  caso  presente 
lo  eran  los  demás  dueños   de  las  porciones  de  la  casa ,  cuya 
¿rea  respectiva  al  primer   piso  fué  la  sola  adquirida  por  el 
D.  Basilio  en  el  concurso  á  bienes  de  González  Arce  y  de  su 
conjunta: 

Resultando  que  seguido  el  juicio  por  sus  trámites,  la  Sala 
de  lo  civil  de  la  Audiencia ,  por  sentencia  de  29  de  Octubre 
de  1873 ,  confirmatoria  de  la  del  Juez  de  primera  instancia, 
absolvió  á  la  demandada  Doña  María  Candelaria  Navarro 
como  heredera  usufructuaría  y  administradora  de  los  bienes 
fincados  por  muerte  de  su  conjunto  D.  Basilio  Navarro  de  la 
demanda  deducida  por  D.  Ceferíno  j  D.  Dionisio ,  Doña  Isabel 
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y  bofta  BQírtaqoia  González  Arce  j  el  marido  de  esto  últiai 
ÍK  HMébñn  Mincbero,  sin  hacer  especiml  coodecacion  de  eoataf: 

Y  re:iiiiItanio   qne  D.  Oferíno    Gronzalez  Arce  j  hennaaoi 

int^rpuflíeroD  recurro  de  capación  ,  citando  como  infringidos: 

1."     Lam  ieyei»  12,  tit.  22,  Partida  3.%  la  2/,  tit.  16.  libro  11 

de  la  Noví.-4Ínia  Recopilación,  laa  19,  29  y  21,  tit.  29,  y  la  2/, 

titulo  14,  Partida  3/ 

2/'  La  jurisprudencia  constantemente  admitida  y  declarada 
en  r^pf?ti'ir>s  fallos  de  ente  Tribunal  Supremo,  y  con  especiali- 
dad en  lo»  de  14  de  Julio  de  1871 ,  y  sobre  todo  e(  de  26  de 
Junio  de  1868. 

Y  3/'  Kl  principio  de  derecho  universalmente  reconocido, 
qne  ^^lan  cuestiones  de  nulidad  son  de  orden  público,  y  no  pue- 
dan surtir  efectos  lí^^nles  ning^uno  de  los  actos  qne  de  ellos 
dimanan ,  siendo  inaplicables  á  los  mismos  ni  la  ratificación 
ni  In  prescripción;  >>  el  de  que  <<todo  acto  nulo  no  tiene  valor 
ni  fuerxa  para  obligar  á  surtir  efecto  ni  en  la  esencia  ni  en  el 
modo,  ni  en  lo  principal  ni  en  lo  accesorio;:»  el  de  que  eulos 
juicios  Wel  quft  afirma  es  el  que  áebe  probar,»  y  el  de  que  tlts 
presunciones  que  uno  tiene  á  su  favor  echan  sobre  el  adver- 
fiarlo  la  car^a  de  hacer  la  prueba.» 

Vistos ,  siendo  Pononte  el  Magistrado  D.  Ricardo  Diaz  de 
liiiHla. 

(!onsidf*rnndo  que  la  anulación  de  los  autos  de  concurso 
no  envuelvo  la  dnl  rr^mate  de  1842  ,  porque  la  administración 
do  Iris  hlr*n<*H  concursados  es  un  expediente  aparte ,  según  se 
roronnni(^  ))or  la  Audinncia  de  Biirgos  cuando  al  estimar  en  1869 
ni  prlmí*r  extremo  do  la  demanda  no  lo  hizo  asi  del  segundo» 
y  suMtltny(')  k  /^sto  la  reserva  antes  mencionada  : 

C\)«Mld«ranclo  (|U0  no  deben  apreciaráte  las  citas  de  !• 
loy  IV.  tit.  22,  Partida  3.*,  y  de  la  jurisprudencia  de  esteTri- 
huniil .  pon]ue  no  so  determinan  los  conceptos  en  que  hayáis 
nido  inlVln^idos  por  el  fallo  reclamado: 

<^onsitlorando  que  m¿nos  ha  podido  infringirse  la  ley  2A 
tlttilo  l(\,  llhro  11  de  la  Novísima  Recopilación,  que  también 
un  nltn  d«^  una  manera  gtM^eral ,  porque  ella  está  derogada  por 
la  vliriMUn  do  Kiguiciamtento  civil: 

riin^ililornndo  qm»  no  existe  la  infracción  de  las  leyes  19 
y  'íl,  llt,  ••'«  tie  la  Partida  Antes  citada,  porque  ni  resulta  qn« 
\%\  vnndiMlor  luviora  mala  {/"  •  ni  que  falte  niníruno  de  los  re- 
quInlloH  do  la  prt*sortpoion  orilinaria,  siendo  además  de  obser- 
var quo  ol  oauíiatito  dt^  los  nxMírrentes  tuvo  noticia  de  la  en»- 
Ji^nwolim,  y  traw*tprW  piM\>  dt>spueseon  conocimien4o  deello/ 
oon  rouunola  oxpr^^a  do  ivnla  ultmt^r  reo-amacion: 

iViiAÍd«^rando «  )H>r  tanto «  que  se  a'ega  infundadamente  1> 
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íy  28  del  mismo  título  y  Partida,  sobre  interrupciones  de  la 
rescripcion,  puesto  que  el  término  ordinario  de  ésta  había 
asado  con  exceso  cuando  en  los  años  58  y  59  se  pretendió  la 
ulidad  de  los  autos  de  concurso: 

Considerando  que  no  se  han  infringido  la  ley  2/,  tit.  14 
e  la  expresada  Partida  y  los  principios  que  con  relación  á 
I  misma  se  invocan,  porque  la  neg'ativa  de  haber  estado  pre- 
ente  desde  el  42  hasta  el  58  el  padre  de  los  recurrentes  en- 
úelve  afirmación  ,  y  porque  la  circunstancia  de  que  fuef a 
iíoto  nO  induce  presunción  de  derecho  sobre  que  estuviese 
úsente : 

Considerando ,  por  último  »  que  carece  de  congruencia  y 
xactitud  lo  alegado  sobre  el  carácter  y  efectos  de  las  nulida- 
les,  porque  ni  todas  estas  pertenecen  al  órdeh  público,  ni  el 
emate  se  declaró  nulo  ,  ni  en  su  caso  puede  admitirse  como 
principio  de  derecho  que  lo  inválido  no  pueda  nunca  alcan- 
¡ar  eficacia  por  la  ratificación  que  subsane  el  defecto  ó  por  la 
)re8cripcion  que  impida  volver  sobre  él; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  .y  declaramos  no  haber  lu- 
jar al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Ceferino  Gon- 
:alez  Arce  y  hermanos ,  á  quienes  condenamos  en  las  costas 
^  á  la  pérdida  de  la  cantidad  de  1.000  pesetas  por  razón  de 
lepósito,  la  que,  caso  de  hacerse  efectiva  si  mejorasen  de  for- 
tuna, se  distribuirá  con  'arreglo  á  la  ley;  librese  la  correspon- 
diente certificación  á  la  Audiencia  de  Burgos. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Oa~ 
:eúa  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa^  pasándose  al  efec- 
to las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos ,  mandamos  y  firma- 
cnoB.=Juan  González  Acevedo.=José  Maria  Gáceres.=»Ramon 
Diaz  Vela.  ===  Benito  de  ülloa  y  Rey.  =  Victoriano  Careaga.=* 
Toaquin  Ruiz  Cañábate. = Ricardo  Diaz  de  Rueda. 

Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Exoe- 
lentisimo  Sr.  D.  Ricardo  Diaz  de  Rueda,  Magistrado  de  la  Sala 
primera  del  Tribunal  Supremo,  celebrando  audiencia  pública 
la  misma,  en  el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de 
Cámara. 

Madrid  6  de  Noviembre  de  1875.>=Rogelio  González  Montes. 
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CASACIÓN  POR  INFRACCIÓN  DE  LEY.— SALA  TERCERA. 


Paqo  db  pesetas.— Sentencia  de  8  de  Noviembre,  declarando 
no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto»por  Dea 
Manuel  Pérez  del  Molino,  como  Director  gerente  de  la  So- 
ciedad minera  La  Esperanza ^  contra  la  pronunciada  por  la. 
Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Burgos,  en  pleito  con. 
D.  Gabriel  de  Cué  y  Escanden. 

En  los  CONSIDERANDOS  se  establece: 

Qut  la  primera  de  las  causas  comprendidas  en  el  art.  5.*^ 
de  la  ley  sobre  reforma  de  la  casación  civil  es  la  falta  de  em^ 
vlazamientOy  el  cual  no  e^  admisible  cuando  el  mismo  recur^ 
rente  y  á  su  instancia  fué  requerido  de  pago^  citado  y  em^ 
plazado  eñ  forma. 

En  la  vüla  y  Corte  de  Madrid,  á  8  de  Noviembre  de  1875, 
en  los  autos,  pendientes  ante  Nos,  á  virtud  del  recurso  de  ca- 
sación que  por  quebrantamiento  de  forma  interpuso  D.  Manuel 
Pérez  del  Molino,  como  Director  gerente  de  la  Sociedad  minera 
titulada  La  Esperanza,  contra  la  sentencia  dictada  en  5  de 
Abril  último  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Burgos 
en  los  ejecutivos  seguidos  contra  el  mismo  á  instaiacia  de  Don 
Gabriel  de  Cué  y  Escandon,  sobre  pago  de  pesetas: 

Resultando  que  en  31  de  Julio  de  1869  D.  Antonio  Martí- 
nez, Administrador  gerente  de  la  Sociedad  La  Esperanza,  fir- 
mó un  documento  privado  en  Urdan,  mandando  que  el  Admi- 
nistrador ó  encargado  de  los  fondos  de  dicha  Sociedad  pagase 
á  D.  Gabriel  Cué,  vecino  de  la  Hermida,  54.178  rs.   51  cén- 
timos 'de  los  que  la  misma  le  era  en  deber  por  los  conceptos 
que  expresa;  y  que  en  4  de  Junio  de  1873  reconoció  el  Mar- 
tínez el  expresado  documento  como  legitimo  ante  el  Juzgado 
de  primera  instancia  de  Santander,  manifestando  que  antes  de 
suscribirlo  practicó  la  liquidación  oportuna  con  Cuí,   al  que 
debió  abonarse  su  importe  á  los  pocos  días  de  firmado,  bien 
en  urdan  ó  Santander,  á  elección  del  tenedor,  por  el  decIiH 
rante  en  la  representación  que  tenia  verbalmente,    mediante 
haberse  creído  innecesario  sentarlo  en  el  documento: 

Resultando  que  en  el  día  1 1  del  propio  mes  y  año  presenta   * 
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D.  Gabriel  Cué  demauda  ejecutiva  en  el  mÍAmo  Juzgado,  pi- 
diendo se  despachase  mandamiento  de  ejecución  contra  los 
bienes  de  la  Sociedad  La  Esperanza^  por  la  cantidad  antes  re- 
ferída,  que  le  era  en  deber,  con  más  los  réditos  legales,  á 
contar  desde  los  diez  dias  siguientes  á  la  fecha  del  documen- 
to, y  en  las  costas,  y  que  se  libra^^e  exhorto  para  hacer  el  re- 
querimiento y  consiguiente  embargo  á  D.  José  Luis  Betorti- 
Uoy  en  quien  habia  recaído  después  el  cargo  de  Gerente  de  la 
Sociedad: 

Resultando  que  deferido  á  ello  y  hecha  la  citación  por  cé- 
<lula  embargando  los  bienes  que  designó  el  ejecutante,  D.  Ma- 
nuel Pérez  del  Molino  propuso  contra  él  demanda  sobre  cum- 
plimiento de  un  contrato,  solicitando  se  acumulase  &  la  de  que 
^e  trata,  á  que  se  declaró  no  haber  lugar,  con  las  costas,  cuya 
resolución  fué  confirmada  por  la  Superioridad: 

Resultando  que  seguido  pleito  en  dicho  Juzgado  entre  Don 
Manuel  Pérez  del  Molino,  como  Director  gerente  de^  la  Socie- 
dad minera  La  Esperanza  y  D.  Felipe  Herrero  Lanza  y  otros 
sobre  varios  particulares,  y  remitido  á  la  Audiencia,  se  decla- 
ró por  sentencia  de  30  de  Abril  de  1874  que  el. primero  era 
entonces  único  Administrador  gerente  de  la  Sociedad,  con  ap- 
titud y  legitima  capacidad  para  representarla  en  aquellos  au- 
tos; y  que  por  tanto,  con  él  y  no  con  D.  José  Luis  Retortillo 
debia  entenderse  la  citación  que  se  solicitaba: 

Resultando  que  á  su  virtud,  y  acreditando  dicho  extremo, 
presentó  escrito  D.  Manuel  Pérez  del  Molino,  en  los  autos  eje- 
cutivos, diciendo  que  la  ejecución  despachada  partia  de  un 
vicio  de  nulidad,  por  haberse  entendido  las  actuaciones  con 
Retortillo,  que  no  era  gerente  ni  aun  accionista  de  la  Socie- 
dad; pidiendo  se  le  tuviese  por  parte  en  ellos,  y  por  opuesto 
á  dicha  ejecución,  que  se  entendiese  con  él  la  citación  de  re- 
mate y  se  le  entregase  Jo  obrado  para  alegar  de  su  derecho, 
reservándole  la  acción  de  daños  por  los'  embargos  causados: 

Resultando  que  el  Juez  decretó  que  la  ejecución  librada 
contra  Retortillo  se  entendiese  únicamente  con  D.  Manuel  Pé- 
rez del  Molino,  al  que  se  requiriese  de  pago  por  si  le  convenia 
librarse  del  embargo,  ratificándolo  si  no  satisfacía  y  citándole 
de  remate: 

Resultando  que  ejecutado  así  y  entregándole  los  autos,  dijo 
que  todo  lo  actuado  era  nulo  por  haberse  entendido  con  una 
personalidad  extraña  á  los  intereses  de  la  Sociedad,  conio  de  - 
bia  declararse  desde  el  folio  19,  con  imposición  de  costas  ál 
ejecutante,  y  que  en  último  caso  se  declarara  no  haber  lugar  á 
sentenciar  la  causa  de  remate ,  con  alzamiento  de  embargos, 
proponiendo,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  962  de  la 
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Ley  Novísima  de  Enjuiciamiento  civil,  la  excepción  de  nova- 
ción de  contrato  hecha  por  escritura  de  14  de  Setiembre  de  1869» 
y  20  y  30  de  Marzo  de  1872: 

Resultando  que  el  actor  contradijo  los  asertos  expuestos  de- 
contrario, insistiendo  en  sus  solicitudes;  y  recibidos  los  autoá 
á  prueba,  presentó  D.  Manuel  Pérez  del  Molino  una  carta, 
suscrita  por  D.  Gabriel  Cué  en  el  pueblo  de  la  Etermida,  á  IT 
de  Junio  de  1873,  dirigida  á  D.  Miguel  Fernandez,  diciéndole: 
«Quedo  enterado  en  la  que  V.  me  ha  remitido  de  Molino,  y  le 
doy  á  V.  las  más  expresivas  gracias  por  su  buen  deseo;  ya 
por  mi  parte  estoy  conforme  en  tomar,  aunque  no  sea  mis 
que  el  20  por  100  á  buena  cuenta;  y  sin  otro  particular,  ve» 
en  qué  puede  servir  á  V.» 

Resultando  que  D.  Gabriel  Cué  reconoció  como  suya  y  es- 
crita de  su  puño  y  letra  dicha  carta,  y  D.  Miguel  Fernandez 
Campillo  aseguró  que  él  mismo  le  buscó  para  que  sirviera  de 
empeño  con  D.  Manuel  Pérez  del  Molino,  á  fin  de  que  le  aten- 
diese en  el  pago  de  su  crédito,  y  en  efecto  dijo   le  pagaría  k 
buena  cuenta  el  20  por  100,  cuya  carta  entregó  ¿  Cué,  y  éste 
le  dio  por  contestación  la  antes  referida;  sabiendo  que  fué  & 
Potes  cuando  se  celebraba  una  junta  para  garantizar  y  pagar 
dicho  20  por  100,  retirándose  sin  otra  razón  que  algunos  con- 
sejos que  allí  le  dieron  para  que  no  aceptase  lo  propuesto:  cuyo 
particular  aseveraron  igualmente  otros  tres  testigos,  añadien- 
do que  se  retiró  de  la  junta  por  llegar  á  su  noticia  que  se 
habia  verificado  un  cambio  en  la  Gerencia  de  la  Sociedad^  di- 
ciendo queáMolino  le  sustituía  D.  Antonio  Martínez  Retortillo, 
y  cualquiera  de  ellos  iba  á  pagar  á  los  acreedores  al  contada 
sus  créditos: 

Resultando  que  en  parte  de  la  prueba  del  ejecutado  se 
compulsó  una  escritura  otorgada  en  la  villa  de  Potes  á  14  de 
Setiembre  de  1869  entre  D.  Felipe  Herrero,  D.  Raimundo  Val- 
cárcel,  D.  Gabriel  Cué  y  el  Licenciado  D.  Pablo  de  las  Cue- 
vas de  una  parte,  y  de  otra  D.  Antonio  Martinez,  Gerente  que 
habia  sido  de  la  Sociedad  minera  La  Esperanza)  en  la  cual 
expresaron  que  mientras  el  último  desempeñó  dicho  cargo  y 
por  cuenta  de  la  Sociedad  se  hicieron  trabajos  y  suministraron 
artículos  de  consumo  que  se  le  estaban  adeudando;  y  después 
de  practicar  una  liquidación  con  cada  uno  de  ellos,  les  entregó 
pagarés  de  su  valor,  siendo  el  de  Cué  de  5.417  escudos  51 
milésimas,  fechado  á  su  orden  en  31  de  Julio;  más  negándoaft- 
luego  al  pago  por  haberse  conferido  la  Gerencia  de  la  Socie- 
dad á  Pérez  del  Molino  y  corresponderle  satisfacer  los  orédi-' 
tos,  porque  dirigía  los  trabajos  y  disponía  del  mineral,  k  pe* 
ticion  délos  mismos  les  reconoció  sus  créditos  como  le^tinoé ^ 
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7  ciertas  las  deudas,  cuyos  plazos  estaban  vencidos,  para  que 
pudiesen  usar  de  su  derecho  como  les  conviniese: 

Resultando  que  dichos  acreedores  y  acompañando  copia  de 
la  escritura  antes  citada,  propusieron  demanda  ejecutiva  en 
el  Jaz^do  de  Potes  contra  el  Gerente  de  la  Sociedad,  D.  Ma- 
nuel Pérez  del  Molino,  en  fuerza  de  los  documentos  que  pre- 
sentaron; 7  el  Juez,  por  auto  de  23  de  Setiembre,  mediante 
que  el  crédito  pro  venia  de  tiempo  en  que  fué  Gerente  D.  An- 
tonio Martínez,  cuyos  actos  debieron  ser  aprobados  por  la  So 
ciedad  y  no  por  él  mismo,  á  menos  que  sus  poderes  fue:^en 
tan  amplidimos,  lo  que  no  resultaba,  dando  lugar  á  sospechar 
que  la  escritura  de  reconocimiento  era  tal  vez  simulada  en 
parte  ó  en  el  todo:  que  el  actual  Gerente  no  debia  responder 
ejecutivamente  del  anterior  Martínez;  y  por  otras  razones  que 
expuso,  declaró  no  haber  lugar ,  con  las  costas,  á  despachar 
if^  ejecución ,  y  que  cada  uno  de  los  acreedores  podia  usar  de 
su  derecho,  si  le  conviniese,  en  juicio  correspondiente: 

Resultando  que  en  20  de  Marzo  de  1872  se  otorgó  escri- 
tura en  )a  villa  de  Potes  por  D.  Antonio  Vázquez  Bogi,  Oficial 
de  la  Sociedad  La  Esperanza^  y  D.  Guillermo  Kohter  y  Surith, 
Ingeniero  y  representante  de  la  Empresa  de  minas  nombrada 
Vieja  Moniañesa ^  en  la  cual  manifestaron  que  tratando  la 
primera  de  reconocer  los  créditos  legítimos  que  pesaban  sobre 
ella  y  que  no  habia  podido  satisfacer,  provocó  una  reunión 
para  que  los  que  se  considerasen  tales  acreedores  hicieran  sus 
reclamaciones  para  su  aprecio  y  deliberar  sobre  su  pago,  prc- 
sentándo^^e  los  sujetos  y  por  las  cantidades  que  se  enumeran,  y 
se  fijaron  las  ba^^es  para  el  reconocimiento  de  los  créditos: 

Resultando  que  en  el  dia  30  se  otorgó  otra  escritura,  por  la 
cual  D.  Pablo  de  las  Cuevas  por  9.469  rs.,  D.  Felipe  Herrero, 
representante  de  D.  Gabriel  Cué,  por  54.790,  y  diferentes  can- 
tidades por  otros  sujetos,  aceptaron  por  si  y  á  nombre  de  ¿us 
representados  el  convenio  y  bases  consignadas  en  el  acta  no- 
tarial referida,  quedando  obligados  á  su  cumplimiento  con 
arreglo  á  las  leyes: 

Resultando  de  autos  ejecutivos  seguidos  en  el  Juzgado  de 
Santander,  á  instancia  de  D.  Felipe  Herrero,  D.  Juan  Manuel 
Gutiérrez  de  San  Juan,  y  otro  contra  la  Sociedad  La  Esperan- 
M,  que  se  presentaron  varios  recibos  que  fueron  reconocidos 
por  D.  Manuel  Diego  Madrazo  y  otros,  según  los  cuales  se  les 
pagfaron  151.725  reales  y  céntimos:  y  una  escritura  de  carta 
de  pago  otorgada  por  el  mismo  Madrazo  por  32.829  reales  60 
céntimos,  cuyo  pago,  asi  como  los  anteriores,  los  hizo  la  Vieja 
Jfontaftesa  por  cuenta  de  la  Sociedad  La  Esperanza  en  30  de 
lulio  de  1873  y  30  de  Abril  de  1874: 
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Besultando  que  con  mérito  &  todo  dictó  sentencia  el  Jaei 
de  primera  instancia  en  21  de  Diciembre  último,  declanuido 
no  haber  lu^r  á  estimar  las  excepciones  propuestas  por  Pérez 
del  Molino  ni  sus  pretensiones;  mandando  seguir  la  ejecución 
adelante  por  la  cantidad  de 54.170  reales  51  céntimos  porque 
se  despachó,  costas  causadas  y  que  se  causaren,  y  hacer  trance 
y  remate  en  los.bienes  embarazados  á  la  Sociedad  La  Esfieranuí 
hasta  su  efectivo  reintegro: 

Resultando  que  remitidos  los  autos  á  la  Audiencia  de  Sar- 
gos á  virtud  de  la  apelación  interpuesta  por  Pérez  del  Molino, 
y  sustanciada  la  instancia,  dictó  sentencia  la  Sala  de  justicia 
de  la  misma  en  5  de  Abril  del  corriente  año,  confirmando  con 
costas  la  apolada: 

Resultando  que  contra  ella  interpuso  el  mismo  Pérez  del 
Molino  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  las  for- 
mas del  juicio  en  los  casos  1.°  y  6.^  del  art.  5.^  de  la  Ley  pro- 
visional sobre  reforma  de  la  casación  civil,  fundado  en  que  la 
demanda  ejecutiva  se  propuso  y  se  estimó  contra  D.  José  Luis 
Retortillo  en  concepto  de  Director  Gerente  en  la  Sociedad  La 
Esperanza,  y  habiendo  acreditado  el  recurrente  que  él  y  no 
aquel  era  tal  Director,  pidiendo  por  ello  la  nulidad  de  lo  ac- 
tuado, en  vez  de  declararlp  asi,  con  las  costas  á  cargo  del  eje- 
cutante, se  dijo  se  entendiera  contra  él  la  ejecución  despacha- 
da; por  lo  que  protestó  en  todos  sus  escritos  contra  dicha  formí 
de  procedimiento:  en  que  habia  incompetencia  de  jurisdiccion« 
porque  D.  Gabriel  Cué  propuso  la  demanda  ejecutiva  por 
misma  cantidad  que  habia  sido  objeto  de  este  procedimien 
en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Potas,  el  cual  decl 
no  haber  lugar,  con  las  costas,  k  despachar  la  ejecución  soli 
citada  contra  Pérez  del  Molino;  y  no  obstante  haber  recono 
cido  esta  jurisdicción  y  su  competencia,  se  habia  hecho 
omiso  (le  un  estado  legal  tan  respetable  y  tan  firme: 

Resultando  que  admitido  el  recurso  y  remitidos  los  autos 
originales  k  este  Tribunal  Supremo,  se  les  ha  dado  la  trami" 
tacion  marcada  por  la  ley. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Joaquin  Jos¿ 
Cervino. 

Considerando  que  la  primera  de  las  causas  comprendidtf 
en  el  art.  5.^  de  la  ley  sobre  reforma  de  la  casación  civil  es  1» 
falta  de  emplazamiento,  que  en  el  presente  caso  no  es  admisi- 
ble, porque  el  mismo  recurrente,  y  á  su  propia  instaneiii 
fué  requerido  de  pago  en  estos  autos,  citado  y  emplazado  ea 
forma: ' 

Considerando  que  tampoeo  es  admisible  la  sexta  de  Iv 
causas  del  articulo  citado,  que  también  se  invoca,  porque fll 
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Juzgado  de  Santander  era  competente  para  conocer  de  la  eje- 
cución entablada  por  Cué  y  Escanden  con  documento  distinto, 
cual  fué  el  pagaré  especial  sayo ,  y  no  la  escritura  que  antea 
86  habia  presentado  eu  el  Juzgado  de  Potes,  por  ser  el  referido 
de  Santander  el  de  la  Sociedad  demandada ,  y  por  haberse  re- 
servado el  ejecutante  la  facultad  de  utilizar  su  acción  ante 
<8te  último; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lu- 
£far  al  recurso  de  casación  en  la  forma,  intentado  contra  la 
-^ntencia  de  5  de  Abril  último  poj^D.  Manuel  Pérez  del  Mo- 
lino, á  quien  condenamos  en  las  coms,  y  á  la  pérdida  del  de- 
jpósito  de  500  pesetas ,  al  que  se  dará  el  destino  legal  corres- 
pondiente; y  devuélvanse  estos  autos  á  la  Audiencia  de  Burgos 
2^ara  lo  que  en  derecho  corre^sponda. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Oa^ 
ceia  y  en  la  Colección  legislativa ,  con  arreglo  á  la  ley,  y  ex- 
pidiéndose para  ello  las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos, 
^^&ndamos  y  firmamos.  =Tomás  Huet.e^José  María  Herreros 
d©  Tejada. = Ignacio  Vieites.=Antonio  Valdés.=Luis  Vázquez 
Moiidragon.=Albérto  Santías.=»Joaquin  José  Cervino. 
Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  Joaquín  José  Cervino,  Magistrado  del  Tribunal 
Supremo,  celebrando  audiencia  publícala  Sala  tercera,  de  que 
^^rtifico  como  Secretario  Relator  en  Madrid  á  8  de  Noviembre 
de  1875  .—Enrique  Medina. 

NÓM.  79. 

Casación  por  infracción  de  ley.-sala  primera. 


Liquidación  de  cuentas  y  pago  de  reales.— Sentencia  de  9  de 
Noviembre,  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  de  casa- 
ción interpuesto  por  D.  Blas  Alvarez  Melón  contra  la  pro- 
nunciada por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Burgos, 
en  pleito  con  D.  Julián  Bolado. 

En  los  CONSIDERANDOS  SO  establccc: 

1.^  Que  el  contrato  de  mandato  es  personalisipío  y  de  tan^ 
Jkn^üy  y  por  lo  mismo  se  extingue  desde  el  momento  qué  deja 
de  existir  alguno  de  los  contratantes^  como  repetidamente  tiene 
declarado  el  Tribunal  Supremo. 
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2."    Que  el  art,  267  del  Código  de  Qomereio^se  refiere 
(feneral  á  las  obliffaciones  que  contraen  las  Sociedadee  colec^  ^^ 
vas,  y  no  tiene  aplicación  al  contrato  de  mandato;  porque    «^ 
Índole  especial  de  éste  Ttace  que  se  rijan  por  las  leyes  com%\ 
como  supletorias  del  derecho  mercantil  en  todos  aquellos 
no  resueltos  por  el  último  de  una  manera  expresa  y  coneri 


En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  9  de  Noviembre  de  l^^Tg 
en  el  pleito,  qae  ante  Nos  pende,  en  virtud  de  recurso  de     ea- 
sacion  por  infracción  de  )mfj  seguido  en  el  Juzgado  de  prio^e/s 
instancia  de  Santander,  ^cn  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audfe/?- 
cia  de  Burgos,  por  D.  Blas  A.lvarez  Melón  con  D.  Julián  id- 
lado,  y  por  su  fallecimiento,  con  su  testamentario  y  único  he- 
redero D.  Valentín  Bolado,  sobre  liquidación  de  cuentas  y  jfñgo 
de  reales: 

Resultando  que  por  consecuencia  de  relaciones  mercantiles 
desde  el  año  de  1835  hasta  Enero  de  1841  entre  D.  Antonio 
Manuel  de  la  Torre,  de  Santander,  y  D.  Blas  Alvarez  Melón, 
de  Fuenmayor,  se  pasaron  respectivamente  el  extracto  de  cuen- 
ta corriente,  apareciendo  del  formulado  por  el  primero  un  saldo 
á  su  favor  de  70.318  rs.  5  mrs.,  y  de  la  del  segundo  un  saldo 
contra  aquel  de  59.696  rs.  3  mrs.: 

Resultando  que  D.  Antonio  Manuel  de  la  Torre  confirió 
poíler  en  6  de  Febrero  de  1843  á  la  casa  de  Bolado  hermanos 
para  que  percibieran  y  cobraran  todas  cuantas  cantidades  se 
adeudasen  al  otorgante  y  constaban  de  las  notas  que  los  ha* 
bia  entregado  á  cuenta  del  crédito  que  Bolado  hermanos  tenia 
contra  él,  pudiendo  compromisar  en  Jueces  arbitros  y  compa- 
recer en  juicio  con  cláusula  de  sustitución;  y  que  entre  las 
notas  que  entregó  lo  fué  la  del  crédito  que  dijo  tenía  contra 
D.  Blas  Alvarez;  y  que  habiendo  éste  puesto  reparos  sustitu- 
yeron Bolado  hermanos  el  mencionado  poder  en  D.  Segunjo 
Olaechea  para  que  otorgase  con  Alvarez  escritura  de  com- 
promiso: 

Resultando  que  con  fecha,  en  Bilbao,  á  28  de  Marzo  de  184& 
la  otorgaron  en  efecto,  sujetando  á  la  decisión  de  arbitros  ar- 
bitradores  y  amigables  componedores  las  diferencias  suscita- 
das entre  D.  Blas  Alvarez  v  D  Antonio  Manuel  de  la  Torre,  i 
quien  representaba  Bolado  hermanos,  por  haber  tomado  sobre 
sí  todas  sus  dependencias,  por  lo  cual  en  ningún  tiempo  ten- 
dría que  entenderse  D.  Blas  Alvarez  con  D.  Antonio  Manael  de 
la  Torre,  cualquiera  que  fuese  la  determinación  que  recayeri: 

Resultando  que  el  Arbitro  tercero  pronunció  su  laudo  t  €a 
el  que  manifestó  que  no  habiéndosele  presentado  dóouawato 
con  el  que  se  probase  que  Alvarez  Melón  era  deudor  á  Tuc* 
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6  al  contrarío,  no  podía  condenar  k  ninguno  de  los  dos  al  pago 
de  la  menor  cantidad: 

Besultando  que  en  22  de  Octubre  de  1846  D.  Blas  Alvarez 
densandó  de  conciliación  á  Bolado  hermanos  para  que,  median- 
te á  haber  tomado  á  su  cargo  los  cobros  de  las  cantidades  que 
se  adeudaban  á  D.  Antonio  Manuel  de  la  Torre,  cooperasen  k 
que  el  mencionado  compromiso  se  llevase  k  efecto  según  su 
letra  y  espíritu  ,  nombrándose  tercero  en  discordia  de  la  ma- 
nera más  conveniente ;  pretensión  que  rechazaron  los  deman- 
dados por  haber  obrado  como  apoderados  de  D.  Antonio  Ma- 
nuel de  la  Torre: 

Resultando  que  en  2  de  Marzo  de  1868  acudió  D.  Blas 
Alvarez  al  Tribunal  de  Comercio  de  Bilbao  ,  para  que  con  ci- 
tación de  Bolado  hermanos  nombrase  arbitro  tercero  que  di- 
rimiera la  diferencia  de  los  amigables  componedores  elegidos 
por  las  partes ,  y  que  el  Tribunal  declaró  no  haber  lugar  á 
dicha  solicitud  ,  reservando  á  aquellas  el  uso  del  derecho  de 
ique  se  creyeran  asistidas;  proveído  de  que  se  interpuso  apela- 
ción* que  fué  admitida ,  sin  que  conste  su  resultado: 

Besultando  que  en  29  de  Marzo  de  1871  entabló  D.  Blas 
Alvarez  la  demanda  objeto  de  este  pleito  j  para  que  se  decla- 
rase que  Bolado  hermanos  venían  obligados  á  practicar  la  li- 
quidación de  todas  las  cuentas  habidas  entre  D.  Antonio  Ma- 
nuel de  la  Torre  y  D.  Blas  Alvarez ,  por  medio  de  peritos  de 
respectivo,  nombramiento ,  y  tercero  de  oficio  en  caso  de  dis- 
cordia, y  á  pagar  el  saldo  que  de  esta  liquidación  resultase  á 
favor  de  aquel;  fundándose  en  que,  si  bien  es  nulo  y  de  nin- 
gún valor  el  juicio  arbitral  de  que  se  ha  hecho  mérito,  Bola- 
do hermanos  se  subrogaron  en  los  derechos  y  obligaciones  de 
la  casa  de  comercio  de  D.  Antonio  Manuel  de  la  Torre ,  .por 
entrega  que  éste  les  hizo  de  ellas  en  el  afio  de  1845,  sin  que 
.pudieran  excusar  las  que  en  su  comercio  tenia  contraidas  en 
aquella  fecha  D.  Antonio  Manuel  de  la  Torre  eon  D.  Blas  Al- 
varez Melón,  nacidas  de  una  larga  cuenta  corriente  entre  ám- 
boa;  y  que  para  saber  en  definitiva  cuál  de  los  dos  era  acree- 
dor, era  indispensable  que  se  practicara  entre  ellos  una  liqui- 
dación de  todas  sus  cuentas  en  la  forma  solicitada ,  de  cuya 
obligación  de  liquidar  nacíala  acción  personal  á  favor  del  que 
pretendía  contra  el  subrogado  de  los  derechos  y  obligaciones 
del  deudor: 

Resultando  que  D.  Julián  de  Bolado,  protestando  no  tener 
la  representación  de  la  Sociedad  demandada ,  extinguida  hace 
ya  muchos  años,  impugnó  la  demanda,  fundándose  en  que  el 
compromiso  celebrado  en  Bilbao  era  nulo  y  de  ningún  valor: 
•que  la  casa  de  Bolado  hermanos  no  había  tenido  otro  carácter 
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qae  el  de  mand»taria  de  D.  Antonio  Hanael  de  la  Torre 
los  negocios  que  al  mismo  hacian  referencia,  y  por  ooni 
guíente  el  relativo  á  dicho  compromiso  nulo  por  confesión 
demandante:  que  la  casa  de  Bolado  fué  mandataria  de  TOi^r* 
hasta  que  se  extinguió  aquella  Sociedad  por  los  años  de  11 
á  1847,  y  no  habiéndose  deducido  reclamación  desde  esta  ~ 
cha  hasta  el  9  de  Abril  de  1869,  las  acciones  personales  á 
pudo  dar  lugar  su  gestión  quedaron  prescritas  por  el  trasciu^^ 
de  veinte  años;  y  que  anulado  el  compromiso  en  que  cg*-^ 
mandataria  intervino  la  ofisa  de  Bolado  hermanos ,  y  exIP^/ 
guida  ésta  por  muerte  de  uno  de  los  socios,  quedó  extin^ftij 
do  el  mandato,  y  por  tanto  la  personalidad  de  aquellos  en  ^^tt 
asunto: 

Resultando  que  por  fallecimiento  de  D.  Juan  Bolado  en  4 
de  Junio  de  1871,  se  entendió  la  tramitación  sucesiva  del  plei- 
to con   su  testamentario  y  único  heredero  D.  Valentín  Bola- 
do, insistiendo  en  las  excepciones  alegadas*  por  su  causante ,  7 
adicionando  la  de  su  falta  de  personalidad  para  representaor 
los  derechos  y  obligaciones  de  la  Sociedad  Bolado  hermanos, 
por  haberse  ésta  disuelto  y  liquidado  hacia  más  de  veinte  años, 
y  no  haber  sucedido  en  el  cargo  personal  que  en  ella  desem* 
peñara  D.  Julián  Bolado: 

Resultando  que  suministrada  prueba  por  las  partes  ,  dictó 
sentencia  el  Juez  de  primera  instancia,  que  confirmó  con  las 
costas  en  24  de  Junio  de  1874  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audieo- 
cia  de  Burgos,  absolviendo  de  la  demanda  'á  la  Sociedad  Bo- 
lado hermanos,  en  liquidación,  y  en  el  dia  por  la  representa- 
ción que  obtenía  y  derechos  en  él  refundidos  á  D.  Valentín 
Bolado,  con  expresa  condenación  de  costas  al  demandante  para 
cuando  mejorase  de  fortuna: 

Resultando  que  D.  Blas  Alvarez  interpuso  recurso  de  ca- 
sación por  haberse  infringido,  á  su  juicio: 

1.®  El  axioma  jurídico  de  que  el  cesionario  no  puede  aspi- 
rar á  más  derechos  que  los  que  el  cedente  tuviera ,  según  se 
entiende  esta  doctrina  en  repetidas  decisiones  de  este  Supremo 
Tribunal,  y  con  especialidad  en  las  de  24  de  Mayo  de  1869 
y  26  de  Mayo  de  1870,  pues  la  ejecutoria  habia  definido  equi- 
Tocadamente  la  naturaleza  de  la  obligación  aceptada  por  Bo- 
lado hermanos,  que  no  fueron  mandatarios  sino  cesionarios  da 
D.  Antonio  Manuel  de  la  Torre,  siendo  el  poder  conferido  m 
medio  eficaz  para  trasmitir  las  acciones  y  derechos  que  le  ow* 
respondían,  sustituyéndose  en  lugar  del  cedente,  habiendo»  por 
tanto,  error  de  derecho  é  infracción  del  citado  axioma. 

2.^  El  art.  267  del  Código  de  Comercio  que,  conforme^Ml 
la  jurisprudencia  consignada  en  24  de  Junio  de  1868 ,  deddi 
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solidaria  la  responsabilidad  de  lois  sóoios  colectivos ,  pues  &un 
disoelta  la  Sociedad  Bolado  hermanos ,  eran  responsables  Don 
Jalian  Bolado  y  sus  herederos  del  cumplimiento  de  la  obliga- 
ción de  liquidar  cuentas  con  el  recurrente,  por  ser  actos  mer- 
cantiles 7  entre  comerciantes  los  discutidos  én  el  pleito  >  y  te- 
ner exacta  aplicación  el  citado  articulo: 

3.*  La  ley  2&,  tít.  29  de  la  Partida  3.*,  invocada  en  repeti- 
das decisiones  de  este  Tribunal  Supremo,  y  singularmente  en 
la  de  14  de  Julio  de  1871 ,  porque  el  recurrente  habia  hecho 
diferentes  reclamaciones  de  carácter  judicial  que  inducían  otras 
extrajudiciales ,  y  en  cuanto  á  los  demandados,  el  reconoci- 
miento de  arbitros  que  interrumpían  el  curso  de  la  prescripción 
alegada  y  sancionada  por  la  Audiencia. 

4.^  La  doctrina  aplicada  por  este  Tribunal  Supremo  en 
sentencia  de  19  de  Febrero  de  1869,  según  la  que,  si  bien 
cuando  pasa  el  tiempo  para  ejercitar  una  acción  ésta  prescri- 
be, á  no  ser  que  se  pruebe  que  ha  habido  un  motivo  señalado 
y  ostensible  que  impidiera  continuar  las  diligencias  judiciales; 
siendo  en  este  caso  el  motivo  tan  notorio  como  lo  esclarecían 
los  resultandos  de  la  ejecutoria  al  suponer  Bolado  hermanos 
que  no  debia  nombrarse  otro  tercer  arbitro  por  haber  terminado 
el  supuesto  mandato  de  D.  Antonio  Manuel  de  la  Torre. 

5.^  La  sentencia  de  casación  de  4  de  Diciembre  de  1871,  en 
que  se  establece  que  no  existiendo  buena  fé  no  puede  tener 
lugar  la  prescripción;  y  siendo  la  buena  fé  la  base  cardinal  del 
comercio ,  se  deducía  que  no  la  hubo  al  rechazar  Bolado  her- 
manos la  terminación  del  juicio  arbitral  para  liquidar  las 
cuentas  de  saldos  ante  el  recurrente  y  D.  Antonio  Manuel  de 
la  Torre. 

Y  6.^  El  principio  consignado  en  la  regla  17  del  tit.  34  de 
la  Partida  7.%  según  la  cual  ninguno  debe  enriquecerse  torti- 
ceramente con  el  daño  de  otro,  pues  enriquecimiento  torticero 
seria  no  liquidar  y  examinar  las  cuentas  rendidas  y  pendien- 
tes entre  el  recurrente  y  el  hoy  cesionario  D.  Antonio  Manuel 
de  Ib  Torre. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Victoriano  Ca- 
reaga. 

Considerando  que  el  contrato  celebrado  entre  D.  Antonio 
Manuel  de  la  Torre  y  los  Sres.  BoUdo  hermanos,  del  comercio 
de  Santander,  en  virtud  de  escritura  pública  de  6  de  Febrero 
de  1843  fué  el  de  mandato,  cómo  lo  demuestran  de  la  manera 
más  clara  y  evidente  las  palabras  con  que  el  documento  se 
halla  redactado,  puesto  que  en  él  dice  el  primero  de  los  inte- 
resados que  da  y  confiere  á  los  segundos  todo  su  poder  cum- 
plido, tan  amplio  como  le  tiene  y  legalmente  se  requiere  espe- 
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cial  y  general,  para  que  en  su  nombre  y  representando  w 
propia  persona,  acción  y  dereoho,  reclamen,  pgrciban  y  cobran 
en  todas  las.  provincias  de  la  íf onarquia  las  cantidades  de  rea- 
les que  resultaban  á  favor  del  otorgante  y  constaban  de  las 
notas  que  bajo  su  firma  les  habia  entregado,  sin  que  por  cira 
parte  se  consignara  cláusula  alguna  por  la  que  se  cedienm 
los  derechos  y  obligaciones  que  al  mismo  poderdante  corres- 
pondían ,  como  habia  sido  preciso  hacerlo  para  que  pudiera, 
según  pretende  el  recurrente,  entenderse  subrogada,  como  ce- 
sionaria,  la  Sociedad  Bolado  hermanos  en  lugar  de  D.  Antonio 
Manuel  de  la  Torre: 

Considerando  que  el  contrato  de  mandato  es  personalísimo 
y  de  confianza,  y  por  lo  mismo  se  extingue  desde  el  momento 
que  deja  de  existir  alguno  de  los  contratantes ,  como  repetida- 
mente lo  tiene  declarado  este  Supremo  Tribunal: 

Considerando  que  la  Sociedad  mercantil  Bolado  hermanos  a 
dejó  de  existir  ó  se  disolvió  por  los  años  de  1846  á  1847,  y^ 
por  consiguiente  terminó  desde  entonces  el  mandato  que  I 
tenia  conferido  D.  Antonio  Manuel  de  la  Torre: 

Considerando  que  el  art.  267  del  Código  de  Comercio  se 
fiere  en  general  á  las  obligaciones  que  contraen  las  Sociedadee^ 
colectivas,  y  no  tiene  aplicación  al  contrato  de  mandato;  por — 
que  la  índole  y  naturaleza  especial  de  ésta  hacen  que  se  rij  «i 
por  las  leyes  comunes,  como  supletorias  del  derecho  mercan — 
til,  en  todos  aquellos  casos  no  resueltos  por  el  último  de  uJkM 
manera  expresa  y  concreta : 

Y  considerando  por  lo  mismo  que  la  Sala  sentenciadora  no 
incurrió  en  error  el  calificar  el  contrato ,  ni  infringió  ley  n/ 
doctrina  legal  alguna  de  las  citadas  por  el  recurrente ; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lu- 
gar al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Blas  Alvareí 
Melón ,  á  quien  condenamos  por  razón  de  depósito  al  pago  de 
la  cantidad  de  4.000  rs.,  que  satisfará  si  viniere  á  mejor  for^ 
tuna ,  distribuyéndose  entonces  con  arreglo  á  la  ley ,  y  en  Has 
costas;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  Burgos  la  certificacioa 
correspondiente,  con  devolución  de  los  documentos  que  ha 
remitido. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la 
Oacela  y  se  insertará  en  la  Colección  legülaUvaj  pasándose  al 
efecto  las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y 
firmamos.  =  José  M.  Cáceres.=Hilario  de  Igon.=José  Fermii 
de  Muro.>=Juan  Cano  ManueLt^Kamon  Díaz  Yela-^Viotoiia' 
no  Careaga.es Joaquín  Ruiz  Cañábate.  ', 

Publicación.  k^.. 

Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Smip 
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lentísimo  Sr.  D.  Victoriauo  Carean,  Magistrado  del  Tribu- 
nal Suprexno,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera, 
mi  el  día  de  hoy,  de  que  certifico  como  Relator  Secretario  de 
la  misma. 

Madrid  9  de  Noviembre  de   1875.=»Licenciado  Desiderio 


NÚM.  80. 
CASICION  POR  INFRACCIÓN  DE  LEY.— SALA  PRIMERA. 


Sntrbga  de  bienes  db  un  mayorazgo. — Sentencia  de  9  de  No- 
viembre, declarando  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación 
interpuesto  por  D.  Juan  Gómez  Gal  van  contra  la  promin- 
ciada  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Burgos,  en 
pleito  con  D.  Francisco  Casuso. 

En  sus  CONSIDERANDOS  SO  establcce: 

Que  no  puede  decirse  que  han  sido  infringidas  por  una 
sentencia  leyes  ni  doctrinas  que  no  tienen  aplicación  al  caso 
de  autos. 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  9  de  Noviembre  de  1875, 
en  los  autos  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de 
Santander  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Burgos 
por  D.  Francisco  Casuso  con  D.  Juan  Gómez  Galvan ,  sobre 
entrega  de  bienes  de  un  mayorazgo ;  autos  que  penden  ante 
Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  interpuesto  por  Gómez 
Galvan  contra  la  sentencia  que  en  12  de  Junio  de  1874  dictó 
la  referida  Sala: 

Resultando  que  en  7  de  Noviembre  de  1871  D.  Francisco 
Casuso,  previo  auto  conciliatorio  sin  resultado,  dedujo  de- 
manda ,  exponiendo  que  D.  Bernardo  Agustín  Casuso  poseyó 
un  vinculo  en  el  pueblo  de  Muriedas,  y  por  su  fallecimiento  se 
promovió  juicio  de  abintestato,  llamando  &  Los  que  se  creyeran 
con  derecho  á  la  mitad  de  los  bienes  libres  de  dicho  vinculo, 
personándose  varios  opositores,  entre  ellos  el  demandado  Don 
Juan  Gómez  Galvan,  quien  por  medio  de  su  legitimo  represeq-* 
tante  reconoció,  en  junta  celebrada  con  arreglo  á  lo  dispuesto 
en  el  art.  374  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  el  Don 
Francisco  Casuso  tenia  derecho  preferente  á  la  herencia  del 
finado  D.  Bernardo  Agustín  Casuso,  y  por  sentencia  de  26  de 
Matzo  de  1871  se  declaró  heredero  abintestato  del  finado  Don 
Bernardo  y  de  la  mitad  libre  de  los  bienes  del  mayorazgo  que 
II.~1.'y3.*  25 
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poseía  el  mencionado  D.  Francisco ,  mandando  se  pusiesen  k 
su  disposición  por  entrega  de  lo»  papeles  correspondientes,  tod» 
sin  perjuicio  de  tercero :  que  sin  embargo  de  lo  acordado  eo 
dicha  sentencia,  el  D.  Juan  Gómez  Galvan  continuaba  rete- 
niendo dicha  mitad  de  bienes  con  la  otra  mitad  reserrable  qne 
hacia  tiempo  habia  adquirido  en  administración  tenutaria;  por 
lo  que  pidió  se  condenase  á  D.  Juan  Gómez  Galvan  á  qoe 
entregase  al  demandante  D.  Francisco  dicha  mitad  de  bienes 
con  los  correspondientes  títulos,  y  al  pago  de  las  costas: 

Resultando  que  al  conte^^tar  á  la  demanda  D.  Juan  Q^mes 
Galvan  expuso  que  4  D.  Bernardo  Agustin  Casuso  hablan 
pertenecido  varias  fincas  rústicas  y  urbanas  radicantes  en  el 
pueblo  de  Muriedas ,  vinculadas  por  diferentes  personas :  que 
por  la  ausencia  de  aquel  en  ignorado  paradero  los  poseyeron 
después  sucesivamente  y  en  tenuta  sus  hermanos  D.  Ramón 
y  D.  Manuel  ,  disponiendo  de  ellas  este  último  á  su  falleci- 
miento á  favor  de  su  mujer  B&rbara  Fernandez,  la  cual  quedó 
en  posesión  de  las  mismas  y  sus  títulos:  que  convencido  Don 
Juan  Gómez  Galvan  de  la  nulidad  de  semejante  disposición 
testamentaria  y  de  la  improcedencia  de  tal  posesión,  entabló 
varias  reclamaciones  y  una  demanda  ordinaria  para  la  exhi- 
bición de  títulos  y  adquisición  de  dichos  bienes  en  tenuta  f 
administración  ,  «terminándüse  por  sentencia  ejecutoria  de  26 
de  Enero  de  1859,  en  la  que  se  declaró  al  D.  Juan  con  derecho 
á  la  administración  tenutaria  de  los  bienes  pertenecientes  at 
ausente  D.  Bernardo  Agustin  Casuso ,  condenando  á  la  Doña 
Bárbara  á  entregar  al  primero  dichos  bienes  con  los  frutos  J 
rentas  percibidos  desde  la  muerte  de  su  marido  ,  previa  regu* 
lacion  pericial:  que  para  entablar  las  reclamaciones  y  sostener 
el  pleito  de  que  dejaba  hecho  mérito  habia  tenido  necesidad 
de  hacer  gastos  por  valor  de  8  á  10.000  rs.  y  tomar  5.000  i 
préstamo :  que  nunca  se  habia  opuesto  á  entregar  al  deman- 
dante la  mitad  de  los  bienes  vinculados ,  siempre  que  para 
ello  precediese  la  correspondiente  división  y  el  pago  de  la» 
cantidades  ó  gastos  referidos  que  hablan  redundado  tambiea 
en  beneficio  de  aquel;  y  en  su  consecuencia,  concluyó  pidiendo 
se  le  absolviese  de  la  demanda,  condenando  al  actor  á  que  s^ 
prestase  á  la  división  de  los  vínculos  que  pertenecieron  al 
D.  Bernardoj  por  medio  de  partidores  de  recíproco  nombra- 
miento y  al  pago  de  la  parte  proporcional  de  los  gastos  y  cos- 
tas que  se  le  originaron  en  dicho  pleito ,  previa  regulatíoi» 
pericial,  entablando  sobre  estos  extremos  reconvención: 

Resultando  que  en  los  escritos  de  réplica  y  duplica  repro^ 
dujeron  las  partes  sus  respectivas  pretensiones,  solicitando 
además  el  actor  se  le  absolviese  de  la  reconvención  interpuesta 
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por  el  demandado  y  se  condenase  también  á  éste  á  la  rendi- 
ekm  de  cuentas  desde  que  se  promovió  el  j  uicio  de  abíntestato 
por  fallecimiento  de  D .  Bernardo  Agustín  Casuso : 

Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba,  aparece  de  las 
practicadas  que  en  el  juicio  de  abintestato  promovido  por  fa- 
Uecimíento  de  D.  Bernardo  Agustín  Casuso ,  reconocieron  los 
diferentes  opositores,  entre  ellos  el  demandado  D.  Juan  Gómez 
Salvan ,  el  derecho  preferente  del  demandante  á  la  mitad  de 
[os  bienes  vinculados  que  pertenecieron  á  aquel,  y  en  confor- 
midad con  ese  reconocimiento  se  dictó  la  sentencia  de  26  de 
ICarzo  de  1871 ,  de  que  se  ha  hecho  mérito ,  declarando  here- 
lero  á  dicho  demandante: 

Resultando  que  seguido  el  juicio  por  stis  trámites  la  Sala 
le  lo  civil  de  la  Audiencia  por  sentencia  de  12  de  Junio  de  1874, 
confirmatoria  de  la  del  Juez  de  primera  ínstsgQcia ,  condedó  al 
[emandado  D.  Juan  Gómez  Gal  van  á  que  entregue  al  deman- 
[aote  D.  Francisco  Casuso  la  mitad  libre  de  los  bienes  perte- 
mecientes  al  mayorazgo  que  poseyó  el  finado  D.  Bernardo 
Lgrustin  Casuso,  con  los  títulos  correspondientes,  previa  su  di- 
ísioD  por  contadores  nombrados  por  las  partes  ó  tercero,  en 
aso  de  discordia,  y  á  que  rinda  cuenta  de  hvl  administración 
lesde  el  26  de  Marzo  de  1871 ,  en  que  dicho  demandante  fué 
ieclarado  heredero,  y  absolvió  al  mismo  demandante  de  la  re- 
onvencion  formulada  por  el  demandado  respecto  de  los  gastos 
'  Gostas  originadas  en  las  pretensiones  y  pleito  promovido 
ontra  Doña  B&rbara  Fernandez,  sobre  exhibición  de  títulos  y 
idministraoion  tenutaria,  sin  hacer  especial  condenación  de 
lostas: 

T  resultando  que  D.  Juan  Gómez  Galvan  interpuso  recurso 
le  casación  por  haberse ,  á  su  juicio,  infringido: 

1.®  La  ley  16 ,  tít.  22,  Partida  3.*,  según  la  cual  la  sen- 
^ncia  debe  ser  congruente  y  conforme  con  la  demanda ,  por 
cuanto  se  condenaba  al  demandado  á  m&s  de  lo  pedido  en  la 
lemanda,  cual  era  rendir  cuenta  de  la  administración  ^e  los 
ñeñes  que  hubo  en  tenuta,  cosa  que  no  se  pretendió  en  la  de- 
nanda. 

2/  La  doctrina  legal  y  jurisprudencia  establecida  en  opn- 
brmidad  á  la  precitada  ley  de  Partida  por  este  Tribunal  Su- 
)remo  en  reiteradas  sentencias ,  entre  ellas  la  de  10  de  Marzo 
le  1853  y  10  de  Octubre  de  1857. 

T  3.^  El  art.  256  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  citado 
m  la  misma  sentencia,  por  cuanto  en  ella,  reconociendo  que  no 
16  pidió  por  el  actor  cosa  alguna  sobre  rendición  de  cuentas 
le  administración,  sino  que  esta  petición  se  adicionó  modifi- 
HUido  aquella  en  el  escrito  de  réplica ,  considera  que  tal  adi- 
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cion  se  halla  dentro  de  la  prescripción  del  citado  articulo  jr 
condena  á  dicha  rendición  de  cuentas,  lo  cual  es  abiertamento 
contrario  á  la  prescripción  invocada,  pues  ella  no  permite  ea 
modo  alguno  alterar,  modificar  ó  adicionar  la  petición  formu- 
lada en  la  demanda,  sino  únicamente  los  puntos  de  hecho  y 
de  derecho  consignados  en  ella ,  y  como  fundamentos  de  la 
misma. 

Vistos ,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  María  Cán- 
ceres. 

Considerando  que  en  el  caso  de  estos  autos  el  demandado 
formuló  reconvención,  y  al  contestarla  el  demandante  en  la 
réplica  pudo  alegar  todo  lo  que  le  conviniera  sobre  la  misma 
reconvención,  de  modo  que  no  tiene  aplicación  el-art.  256  de 
la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  ni  tampoco  aparece  incongruen- 
cia entre  la  demanda  y  la  sentencia ,  porque  ésta  ha  deferido 
á  la  entrega  de  los  bienes  qué  se  pidieron  en  ella  y  á  la  da- 
ción de  cuentas  que  pedia  legalmente  el  propio  demandante  al 
excepcionar  contra  dicha  reconvención: 

Y  considerando,  por  todo,  que  la  sentencia  no  infringe  di- 
cho art.  256,  ni  la  ley  16,  tít.  22  de  la  Partida  3.*  y  doctrinas 
de  las  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  que  se  citan  por 
el  recurrente ; 

Pallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  la- 
gar al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Juan  Gómez 
Oalvan,  á  quien  condenamos  en  las  costas  y  &  pagar  por  razón  ^ 
de  depósito  la  cantidad  de  1.000  pesetas  ,  la  qu^,  caso  de  ha — 
cerse  efectiva  si  mejorase  de  fortuna,  se  distribuirá  con  arre — 
glo  á  la  ley;  y  líbrese  la  correspondiente  certificación  á  la^ 
Audiencia  de  Burgos. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Oa — 
ceta  é  insertará  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efectds 
las  copias  necesarias ,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firma — 
mos.=Juan  González  Acevedo.=José  M.  Cáceres.= Laureano 
de  Arrieta.=Hilario  de  Igon.=Benito  de  UUoe  y  Rey.=:Vlcto— 
riano  Careaga.s=  Joaquín  Ruiz  Cañábate. 

Publicación  : 

.Leída  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Exce* 
lentísimo  Sr.  D.  José  María  Cáceres,  Magistrado  del  Tribunal 
Supremo,  celebrando  audiencia  púolica  la  Sala  primera  del 
mismo ,  el  dia  de  hoy ,  de  que  certifico  como  Relator  Seere** 
tarío  de  dicha  Sala. 

Madrid  9  de  Noviembre  de  1875.=Licenciado  Mariano  F»* 
nandez  y  García. 

fui.» 
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NüM.  81. 
CASACIÓN  POE  INFRACCIÓN  DE  LEY. -SALA  PRIMERA. 


Rbivindioacíon  DB  UNA  FINCA.— Sentencia  de  9  de  Noviembre, 
declarando  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpues- 
to por  D.  Francisco  Ferrando,  como  curador  de  Vicente 
Iborra,  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la 
Audiencia  de  Valencia;  en  pleito  con  D.  Tomás  Labernia. 

En  sus  CONSIDERANDOS  se  establece: 

Que  el  Tribunal  Supremo  tiene  establecido  repetidas  veces 
que  el  recurso  de  casación  no  procede  contra  la  apreciación  de 
Ja  prueba^  a  no  ser  que  se  demuestre  que  al  hacerla  se  in/rin- 
gió  ley  ó  doctrina  legal.       .  • 

En  la  villa  y  Corte  de  Madriá,  á  .9  de  Noviembre  de  1875, 
en  los  autos  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de 
Sueca  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Valencia  por 
D.  Francisco  Ferrando,  como  curador  .tf¿  litem  de  Vicente 
Iborra  y  Carrillo ,  con  D.  Tomás  ^iabernia ,  sobre  reivindica- 
ción de  una  finca;  autos  que  penden  ante  Nos  en  virtud  de  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  el  demandante  contra  la  sen- 
tencia que  en  12  de  Marzo  de  1874  dictó  la  referida  Sala: 

Resultando  que  Pablo  Orti  Pellón  satisfizo  en  10  de  Di* 
ciembre  de  1833  á  D.  José  Martí,  como  apoderado  del  convento 
de  religiosas  de  la  Santísima  Trinidad  de  Valencia,  28  libras 
por  arriendo  de  16  haneg:adas  de  tierra  arrozal  y  paga  venci- 
da en  Todos  los  Santos  de  aquel  año,  y  en  los  años  de  1860 
y  1862  pagó  por  igual  concepto  á  la  Administración  de  Pro- 
piedades y  Derechos  del  Estado  420  rs.  en  cada  uno  de  dichos 
años,  verificándolo  en  1866  su  hijo  Miguel  Orti  Esteve  sólo 
de  332  rs.  hasta  el  16  de  Agosto  del  propio  año,  como  prora- 
teo por  haber  sido  vendidas  dichas  16  hanegadas  arrozal: 

Beault'ando  qne  por  escritura  pública  de  reconocimiento  de 
censo  que  en  2  de  Mayo  de  1850  otorgaron,  entre  otros,  Vi- 
cente Iborra  y  Martínez  y  Vicente  Iborra  y  Botella,  esté  últi- 
mo reconoció  á  favor  de  los  Cotides  de  Chinchón  sobre  una 
tierra  de  cinco  hanegadas  arrozal,  partida  de  la  Socarrada, 
lindante  con  tierras  de  Vicente  Marqués  y  herédete  de  Siilioa 
CeooUa  y  Baldoví,  un  censo  reservativo  al  quitar,  bajo  el  tipo 
de  3  por  100  y  pensión  anua  de  un  real  de  vellón  por  cada 
hanegada,  cuyo  crédito  representarla  un  capital  redimible  de 
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33  rd.  11  cents,  y  un  tercio  sobre  cada  hanegada,  pag^adera 
dicha  pensión  por  semestres  vencidos  desde  1.**  de  Julio  de  1857, 
en  metálico: 

Resultando  que  el  Vicente  Iborra  y  Martínez  y  su  mnjer 
InésMauri  otorgaron  testamento  en  2  de  Junio  de  1851,  decla- 
rando, entre  otros  particulares,  que  el  Vicente  Iborra,  de  su 
primer  matrimonio  con  Rosa  Botella  tenia  por  hijos  á  Bosa, 
María,  Isabel  y  Vicente  Iborra  y  Botella,  y  que  del  segando 
matrimonio  con  la  Inés  Mauri  no  tenia  hijo  alguno:  que  dicha 
Inés  Mauri  para  después  de  los  dias  de  su  marido  dejaba  y 
legaba  á  su  hijo  político,  Vicente  Iborra  y  Botella,  cinco  ha- 
negadas  de  tierra  arrozal,  sitas  en  el  término  de  la  villa  de 
Sueca,  partida  llamada  de  la  Socarrada,  lindantes  con  tierras 
de  Josefa  Bertrán,  viuda  de  Vicente  Marqués,  para  que  la  hu- 
biese, disfrutase  y  enajenase  á  su  voluntad  como  dueño  abso- 
luto, sin  dependencia  alguna;  y  por  último,  que  instituían  por 
sus  únicos  y  universales  herederos  el  Vicente  Iborra  y  Martí- 
nez á  sus  referidos  hijos  y  la  Inés  Mauri  á  su  hermano  Pedro 
Mauri: 

Resultando  que  Vicente  Iborra  y  Botella  en  su  testamento 
de  26  de  Octubre  de  1856  instituyó  y  nombró  por  sus  únicos 
y  universales  herederos  á  sus  hijos  Vicente  y  María  Francisca 
Iborra  y  Carrillo;  y  en  la  división,  partición  y  adjudicación  de 
bienes  verificada  con  motivo  de  su  fallecimiento  y  autorizada 
por  Escribano  público  en  30  de  Octubre  de  1857,  se  adjudica- 
ron al  Vicente  Iborra  y  Carrillo ,  su  hijo ,  entre  otros  bienes, 
cinco  hanegadas,  ó  sean  41  áreas ,  55  centiáreas  de  tierra  ar- 
rozal, en  el  término  de  la  villa  de  Sueca,  partida  de  la  Socar- 
rada^ que  lindaban  con  tierras  de  la  herencia  de  José  Marqués 
y  Llacer  y  Bautista  Cebolla  y  Ferrando,  á  razón  de  90  rs.  25 
céntimos  cada  área  y  todas  por  3.750  rs.,  de  los  «cuales  se  de- 
bían rebajar  1.803  rs.,  capital  del  censo  con  que  se  respondia 
al  convento  de  monjas  de  la  Trinidad  de  Valencia,  pensión 
anual  de  56  rs.  24  mrs: 

Resultando  que  en  el  Boletín  oficial  de  la  provincia  de  Va^ 
lencia  de  28  de  Abril  de  1866  se  anunció  la  subasta  de  un 
campo  de  tierra  arrozal,  en  el  término  de  Sueca,  partida  de  la 
Socarrada,  procedente  de  las  monjas  de  la  Trinidad  de  aquella 
ciudad,  de  cabida  de  17  hanegadas,  33  brazas,  que  lindaba 
por  Levante  con  tierras  de  Bautista  Cebolla,  por  Poniente  y 
Mediodía  con  el  camino  de  la  Llonga,  y  por  Norte  con  otras 
de  Vicente  Marqués;  que  era  de  segunda  clase,  se  regaba  dd 
rio  Júcar,  la  llevaba  en  arriendo  Miguel  Orti  y  habla  sido  tat* 
sada  ^n  95  escudos  625  milésimas  de  valor  en  renta  y  l«9IÍ|t 
escudos  500  milésimas  en  veata:  que  tampoco  tenía  cargas  j 
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«e  h^bia  girado  la  capitalización  por  42  escudos  que  producía 
en  945  escudos,  tipo  para  remate  la  tasación;  y  que  de  la  es- 
critura pública  presentada  por  el  demandado  D.  Tom&s  Laber- 
nia,  inscrita  en  el  Registro  de  la  propiedad,  consta  que  en  20 
de  Agosto  de  1866  se  le  vendió  por  el  Estado  el  campo  des- 
lindado anteriormente,  del  que  se  le  puso  en  posesión  sin  cita- 
ción de  nadie  en  23  de  Marzo  de  1867: 

Resultando  que  según  cartas  de  pago  expedidas  por  la  Ad- 
ministración subalterna  de  Propiedades  y  Derechos  del  Estado 
del  partido  de  Alcira  y  Valencia,  los  hijos  y  herederos  del  Vi- 
cente Iborra  abonaron  en.  los'afios  de  1867,  1869  y  1870  las 
pensiones  correspondientes  á  dichos  años  y  al  de  1868  del  cen- 
Bo  de  5  escudos  624  milésimas  que  respondía  sobre  tierras  en 
€ueca,  partida  de  la  Socarrada;  y  en  3]  de  Diciembre  de  1868 
y  1869,  según  recibos  del  Administrador  del  Ducado  de  Sueca, 
propio  de  los  Condes  de  Chinchón,  Doña  Francisca  Carrillo, 
como  procedente  de  D.  Vicente  Iborra  Botella  y  D.  Vicente 
Iborra  Martinez,  satisfizo  19  rs.  80  cents,  en  cada  uno  de  di- 
chos años  como  importe  del  censo  reconocido  á  favor  de  los 
expresados  Condes  por  la  escritura  de  2  de  Mayo  de  1850: 

Resultando  que  en  1.^  de  Junio  de  1867  Doña  Francisca 
Carrillo,  como  curadora  de  su  hijo  Vicente  Iborra  Carrillo, 
promovió  contra  D.  Tomás  Labernia  un  interdicto  de  recobrar 
la  posesión  de  cinco  hanegadas  de  tierra  arrozal ,  en  término 
de  Suecfi,  partida  de  la  Socarrada,  lindante  por  Levante  con 
tierrns  de  Bautista  Cebolla,  por  Poniente  de  José  Marqués  y 
por  Mediodía  y  Norte  del  convento  de  monjas  de  la  Trinidad; 
y  habiéndose  estimado  por  auto  del  Juez  de  primera  instancia 
en  16  de  Julio  del  mismo  año  la  restitución  solicitada,,  é  in- 
terpuesta apelación  por  Labernia,  se  dictó  sentencia  por  la 
Audiencia  territorial  en  23  de  Octubre  de  1867,  revocando  el 
Buto  apelado  y  mandando  devolver  las  diligencias  al  Juez  de 
primera  instancia  para  que  acordase  lo  que  correspondiera, 
con  arreglo  á  las  disposiciones  vigentes: 

Resultando  de  certificación  expedida  por  el  Jefe  Interven- 
tor de  la  Administración  económica  de  Valencia,  que  en  el  libro 
de  arriendos  de  fincas  del  Estado  aparecía  que  Pablo  Ortiz  y 
Miguel  Ortiz  llevaban  en  arrendamiento  un  campo  de  tierra 
arrozal,  en  término  de  Sueca,  partida  de  la  Socarrada ,  de  ca- 
bida de  16  hanegadas,  procedente  de  las  monjas  de  la  Trini- 
dad de  Valencia ,  por  la  cantidad  de  315  rs.,  en  los  años  de 
1856,  57  y  58,  y  por  la  de  420  rs.  en  los  sucesivos  hasta  el  28 
de  Mayo  de  1866,  en  que  fué  vendida  la  expresada  finca:  que 
igualmente  aparecía  en  el  libro  de  cuentas  corrientes  con  los 
compradores  de  fincas  del  Estado  que  D.  José  Martorell  re- 
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mató  en  28  de  Mayo  de  1866  por  la  cantidad  de  4.300  espado» 
un  campo  de  tierra  arrozal,  de  cabida  17  hane^das  y  33*  bra- 
zas, en  térmico  de  Sueca,  partida  de  la  Socarrada,  y  adjudicada 
por  la  Junta  superior  de  Ventas  en   31  de  Julio  del  referida 
año,  habiendo  verificado  el  pagx)  del  primer  plazo  en  14  de 
Agosto  de  1866,  y  cedida  á  D.  Tom&s  Labemia,  cuya  finoa  ent 
la  misma  que  cultívftba  Mig'uel  Ortiz  ,  pues  la  diferencia  qae 
se  notaba  en  su  cabida  se  debia  á  la  medición  practicada  |)or 
los  peritos  antes  de  verificarse  la  subasta ,  sin  que  apareciera 
gravada  con  censo  alguno ;  y  según  otra  certificación  del  mis- 
mo Interventor,  reconocidos  detenidamente  los  libros  de  ar- 
riendo y  demás  antecedentes  que  obraban  en  la  propia  Admi-^ 
nistracion,  aparece:  primero,  que  ni  las  monjas  de  la  Trinidad 
ni  el  Estado  ,  como  sucesor  de  las  misma^^ ,  hablan  poseído 
campo  alguno  en  término  de  Sueca,  partida  de  la  Socarrada, 
más  que  uno  de  16  hanegadas  de  tierra  arrozal:  segundo,  que 
ni  las  expresadas  monjas  de  la  Trinidad  ni  el  Estado  habiao 
tenido  otro  colono  de  las  mencionadas  16  hanegadas  de  tier- 
ra arrozal  en  término  de  Sueca,  partido  de  la  Socarrada ,  que 
á  Pablo  y  Miguel  Ortiz,  á  excepción  de  que  en  1845  fué  des- 
pojado del  arriendo  de  dicha  tierra  *el  referido  Ortiz,  reempla- 
zándole Francisco  González  por  espacio  de  algunos  años,  vol- 
viendo después  á  encargarse  de  ellas  el  indicado  Ortiz,  sin  qne 
constase  que  en  época  alguna  las  hubiera  tenido  en  arriendo 
Vicente  Iborra  y  Carrillo ,  ni  su  padre  Vicente  Iborra  y  Bo- 
tella, ni  su  abuelo  Vicente  Iborra  y  Martínez:  y  tercero ,  que 
los  hijos  de  Vicente  Iborra  respondían  á  un  censo  de  pensión 
anual  de  14  pesetas  6  céntimos,  impuesto  sobre  tierras  en  tér- 
mino de  Sueca ,  partida  de  la  Socarrada ,  procedente  de  las 
monjas  de  la  Trinidad  de  Valencia,  estando  al  corriente  en  el 
pago  de  sus  pensiones;  debiendo  dejar  consignado  que  no  con- 
taba ni  la  cabida  de  la  mencionada  tierra,  ni  desde  cuándo  se 
les  reconocia  como  á  tales  responsores,  por  no  existir  en  aque* 
lia  Administración  la  escritura  de  imposición: 

Resultando  que  en  18  de  Marzo  de  1869  se  denegó  á  Fran- 
cisco Carrillo  y  Serrano  por  el  Gobierno  civil  de  la  provincia 
la  solicitud  que  produjo  para  que  se  dejara  sin  efecto  la  po- 
sesión dada  al  demandado  Labemia,  en  atención  á  que  había 
tomado  posesión  de  cinco  hanegadas  de  su  propiedad,  por  ha- 
ber deducido  fuera  del  término  señalado  por  la  ley  ,  pudiendo 
ejercitar  su  derecho  ante  los  Tribunales  ordinarios: 

Resultando  que  D.  Francisco  Ferrando,  como  curador  para 
pleitos  de  Vicente  Iborra  y  Carrillo,  en  27  de  Octubre  de  1870 
propuso  contra  D.  Tomás  Labemia  demanda  ordinaria  de  rei*> 
vindicación  de  un  campo  de  tierra  arrozal ,  comprensivo   de 
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cinco  hanegadas,  poco  más  ó  menos,  situado  en  término  de  la 
Tilla  de  Sueca,  partida  de  la  Socarrada,  lindante  con  los  he- 
Tederos  de  José  Marqués  y  Llacer  y  Bautista  Cebolla  y  Fer- 
rando en  el  año  de  1857 ,  y  entonces  por  Sur  y  Norte  con 
Tom&s  Labemla ;  por  Este  herederos'  de  José  Marqués ,  y  Oeste 
Bamon  García  ;  pidiendo  se  condenase  á  D.  Tomás  Labernia 
á  que  dentro  de  tercero  día  de  recaer  sentencia  firme ,  dejase 
libro,  expedita  y  á  disposición  de  Vicente  Iborra  y  Carrillo  la 
tierra  de  que  se  trata ,  con  abono  de  las  rentas  percibidas  y 
podidas  percibir  desde  que  injustamente  las  detentaba ,  con 
sus  intereses  y  perjuicios;  y  al  efecto  expuso  que  el  menor  á 
qnien  representaba  adquirió  por  herencia  de  su  difunto  padre 
Vicente  Iborra  y  Botella  en  el  año  de  1857 ,  además  de  otros 
bienes,  el  expresado  campo ,  el  que  respondía  á  un  censo  de 
capital  de  1.803  rs.  y  pensión  anua  de  56  rs.  24  mrs.  al  Es- 
tado, antes  al  convento  de  monjas  de  la  Trinidad  de  Valencia, 
y  estimada  en  dicha  división  por  1.947  rs.:  que  desde  la  refe- 
rida fteha  estuvo  el  menor  en  quieta  y  pacifica  posesión  de  la 
finca  hasta  el  año  de  1866,  en  que  D.  Tomás  Labernia  y  San 
Juan,  so  pretexto  de  que  dicha  tierra  estaba  incluida  en  otra 
que  acababa  de  comprar  al  Estado,  se  apoderó  de  ella  y  la  pe- 
^ia  disfrutando :  que  al  apoderarse  Labernia  de  la  finca  no 
se  hizo  cargt),  juntamente  con  ella ,  del  censo  que  pesa  sobre 
la  misma  á  favor  del  Estado,  ni  del  general  á  favor  de  la  se- 
fioria  de  aquella  villa,  ni  de  los  gastos  de  cequiaje ,  conserva- 
clon  del  azud  y  contribución  territorial ,  todos  los  cuales  ha- 
bían continuado  y  continuaban  á  cargo  de  su  representado, 
según  constaba  por  los  recibos  que  acompailaba:  que  desde 
que  Labernia  expulsó  á  su  representado  de  la  finca,  escudado 
con  la  venta  qqe  el  Estado  le  hizo ,  anticipándose  en  el  culti- 
vo y  recolección  de  las  cosechas,  estaba  su  representado  prac- 
ticando gestiones  y  reclamaciones  extrajudiciales  para  reinte- 
grarse de  lo  que  entendía  ser  suyo ;  y  que ,  sin  embargo ,  La- 
bernia,  encerrándose  en  el  título  de  su  adquisición,  que  no  era 
bastante,  se  obstinaba  en  negarse  á  todo ,  desentendiéndose  de 
las  reclamaciones,  observaciones  y  exhibición  de  títulos  que  se 
le  habían  hecho  repetida  y  extrajudicialmente: 

Resultando  que  D.  Tomás  Labernia  pidió  se  le  absolviese 
de  la  demanda,  condenando  al  actor  al  pago  de  todas  las 
costas;  alegando  que,  según  la  escritura  pública  que  presen- 
taba, comprara  al  Estado  en  27  de  Agosto  de  1866  un  campo  de 
tierra  arrozal  de  17  anegadas,  33  brazas  (142  áreas  60  ceotiá- 
reas),  sito  en  el  término  de  aquella  villa  de  Sueca,  partida 
de  la  Socarrada,  bajo  los  lindes  de  tierras  de  Bautista  Cebolla 
por  Levante;  otras  de  Vicente  Marqués  por  Mediodía,  y  cami- 
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no  de  la  Llong^a,  y  con  otras  de  Vicente  Marqués  por  el  Nor- 
te; campo  que  era  procedente  de  las  monjas  Trinitarias  de 
Valencia,  se^n  los  anuncios  oficiales,  y  del  cual  tomó  pose- 
sión en  toda  forma  en  23  de  Marzo  de  1867,  época  desde  la  que  lo 
estaba  disfrutando,  y  desde  que  venia  satisfaciendo  las  debidas 
contribuciones  y  otras  de  azud,  y  los  cequiajes  y  guardas,  como 
oportunamente  justificaria:  que  las  cinco  anegadas  que  se  pe- 
dían en  la  demanda  nunca  debieron  ser  parte  de  dicho  cam- 
po, porque  de  serlo  ocuparían  la  parte  del  centro,  y  en  tal  caso 
los  otros  dos  trozos  restantes  ni  formarían  nunca  un  solo  pre- 
dio, que  es  lo  que  anunció  y  vendió  el  Bstado  sin  contradic- 
ción de  nadie,   ni  compondrían  las  17  hanegadas,  33  brazas 
vendidas:  que  dicho  campo  tiene  de  cabida  unas  20  haneg^adas 
y  un  cuartón  y  13  brazas,  debido  este  aumento  á  haberse 
ido  reduciendo  por  los  colonos  á  tierra  firme  cultivable  un 
carrizal  que  existia  4  la  parte  estrecha  superior  del  mismo  con 
el  barro  y  tierras  que  va  depositando  en  la  parte  media  é  in- 
ferior de  él  un  reguero  ó  acequia  titulada  de  la  Rabosa;  y  no 
al  supuesto  hecho  de  tener  enclavado  en  su  centro  ningún  otro 
campo  de  propiedad  particular;   pero  que  el  exceso   de  tres 
hanegadas  30  brazas  debia  ser  considerado  de  su  propiedad  en 
virtud  de  la  citada  venta  realizada  por  el  Estado,  porque  se- 
gún la  condición  7.^  de  la  venta  no  cabia  ninguna  demanda 
sobre  exceso  ó  falta  de  cabida  si  ésta  ó  aquel  no  llegase  á  la 
quinta  parte  de  la  que  se  expresó  en  los  anuncios  oficiales: 
que  de  ser  cierto  lo  expuesto  por  el  demandante  hubiera  ven- 
dido dos  campos,  porque  las  cinco  hanegadas  del  demandante 
estarían  en  el  centro,  y  que  le  fueron  desatendidas  sus  pre- 
tensiones ante  la  Administración,  y  en  el  interdicto  de  reco- 
brar, en  el  que  se  declaró  que  la  tierra  reclamada  estaba  in- 
cluida en  el  campo  que  se  le  vendiera,   formando  parte  dd 
mismo:  que  las  cinco  hanegadas  que  se  reclamaban  no  podían 
formar  parte  del  campo  que  se  le  vendió,  puesto  que,  segon 
la  escritura,  jamás  tuvo  sobre  sí  censos  ni  señoríos  ni  cargas 
de  ninguna  especie;  y  que  las  cinco  hanegadas  que  decía  ú 
actor  le  pertenecian,  confesaba  que  respondieron  siempre  &  mi 
censo,  y  estaban  afectos  á  los  derechos  señoriales  de  los  Con- 
des de  Chinchón;  y  que  el  trozo  de  tierra  enclavado  en  el  cen- 
tro del  campo  del  demandado,  y  que  suponía  el  actor  de  ii 
propiedad,  únicamente  tiene  de  cabida  cuatro  y  media  bsaa* 
gadas,  y  no  las  cinco  que  manifestaba  y  se  le  adjudicaron  01 
su  hijuela:  que  el  testamento  y  la  división  que  presentaba  m 
eran  títulos  bastantes  para  justificar  su  propiedad;  y  que  kl 
demás  que  había  presentado   para  justificar  que  había  (9f* 
gado  censos  y  derechos  señoriales  y  contribuciones ,  no  imlf 
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iScaban  tampoco  que  hubiese  satisfecho  esos  grravámenes  por 
las  oinco  hanegadas  enolavadas  en  el  centro  de  su  campo;  y 
que  desde  que  entró  en  posesión  de  la  finca  inscribió  su  dere- 
cho en  el  padrón  municipal,  y  pagaba  desde  entonces  todas  las 
oontribuciones  y  gravámenes  ordinarios  del  mismo,  según  ha* 
ria  constar  opori;unamente: 

Resultando  que  citada  de  eviccion  la  Hacienda,  ¿  petición 
del  demandado,  se  personó  en  los  autos  el  Promotor  fiscal, 
quien  se  separó,  fundado  en  que  la  cuestión  versa  entre  par- 
ticulares, que  no  pueden  nunca  afectar  los  interés  del  Estado: 
Resultando  que  seguido  el  juicio  por  sus  trámites ,  la  refe- 
rida Sala  de  la  Audiencia,  por  sentencia  de  12  de  Marzo  de 
1874,  confirmatoria  de  la  del  Juez  de  primera  instancia,  ab- 
solvió á  D.  Tomás  Labemia  de  la  demanda  interpuesta  por 
Francisco  Ferrando,  como  curador  para  pleitos  de  Vicente 
Iborra  y  Castillo: 

Y  resultando  que  por  parte  de  éste  se  interpuso  recurso  de 
casación  por  haberse  en  su  concepto  infringido: 

1.**  La  ley  114,  tít.  18,  Partida  3.',  que  da  fuerza  plena 
probatoria  á  los  documentos  públicos  sin  tacha  ni  vicio  legal, 
cotejados  con  sus  originales,  pues  á  pesar  de  su  terminante 
disposición  se  habia  desatendido  la  fuerza  probatoria  del  tes- 
tamento de  2  de  Junio  de  1851  y  la  división  de  30  de  Octubre 
de  1867,  completada  por  la  inscripción  en  el  Registro  de  la 
propiedad: 

2.^  La  doctrina  legal  sancionada  por  la  sentencia  de  este 
Tribunal  Supremo  de  20  de  Febrero  de  1866,  de  que  cuando  el 
demandante  prueba  su  acción  con  documentos  públicos  sin  ta^ 
cha  ni  vicio  legal,  la  sentencia  que  no  da  plena  prueba  á  di- 
chos documentos,  á  pesar  de  su  cotejo  con  los  originales,  y 
absuelve  al  demandado,  infringe  la  dicha  ley  114,  tit.  18, 
Partida  3.': 

3.*  El  párrafo  tercero  del  art.  280  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento civil ,  según  el  cual  los  catastros  constituyen  un  do- 
cumento solemne,  que  sirve ,  si  no  para  probar  por  si  solo  el 
dominio,  para  confirmar  al  menos  que  se  ha  poseído  como 
duefio. 

4/  La  ley  34,  tít.  9.^  Partida  6.*,  según  la  cual  el  señorío 
de  la  cosa  legada  en  testamento  ó  codicilo  pasa  desde  la  muerte 
del  testador  ár  aquel  á  quien  se  ha  hecho  la  manda,  lo  cual 
tiueria  decir  que  la  prueba  legal  de  un  legado  constituye  un 
tftalo  traslativo  de  dominio. 

5.**  La  ley  18,  tít.  29,  Partida  3.',  según  la  cual  el  tene- 
dor de  las  cosas  que  son  raices  las  puede  ganar  por  tiempo  de 
diez  años,  siendo  en  la  tierra  el  señor  de  ellas,  siempre  que 
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durante  este  tiempo  no  le  inquieteu  ni  se  las  demanden,  j 
concurran  las  circunstancias  de  poseerlas  con  buena  fé  j  justo 
titulo;  disposición  desconocida  por  el  fallo  de  la  Sala  senten* 
ciadora,  que  sanciona  el  despojo  de  una  finca  raíz,  poseída  por 
por  el  demandante  y  sus  causa-habientes  con  buena  fé  y  juñUy 
título  por  mucho  más  de  diez  años. 

Y  6.**  El  principio  de  derecho  de  que  nadie  debe  enrique- 
cerse en  perjuicio  de  otro,  como  acontecería  si  resultando  que 
las  monjas  de  la  Trinidad  de  Valencia  no  tenian  en  término^ 
de  Sueca,  partido  de  la  Socarrada,  más  que  una  finca  de  ICft 
hanegadas  se  consintiese  que  fuera  considerado  dueño  de  2(^ 
hanegadas,  21  brazas,  absorbiendo  el  único  patrimonio  de  Vi — 
cente  Iborra  y  Carrillo. 

Vistos,   siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Benito  de  Ullo^^ 
y  Rey. 

Considerando  que  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  dt« 
Valencia,   al  absolver  de  la  demanda,  no  sólo  ha  tenido  exi 
cuenta  los  documentos  presentados  por  la  parte  recurrente^ 
sino  el  resultado  que  ofrece  el  conjunto  de  las  pruebas  sumi- 
nistradas por  ambas  partes,  que  apreció  de  la  manera  que  ea- 
timó  justo,  consignando  como  procedente  que  la  finca  objeta 
de  la  demanda  no  se  hallaba  contenida  dentro  de  los  limita 
que  determinaban  la  que  la  parte  demandada  poseía  y  había 
adíTuirido  del  Estado  por  titulo  de  compra,  como  sosteníala 
parte  demandante,  deduciendo  de  aquí  que  no  había  probado 
el  dominio  sobre  la  cosa  que  trataba  de  reivindicar,  circuns- 
tancia sin  ia  que  no  podia  prosperar  la  demanda ,  y  en  esto» 
términos  se  trabó  la  litis  y  se  ha  fallado  la  cuestión  debatida 
en  estos  autos: 

Considerando,  según  esto,  que  la  cuestión  es  puramente  de 
hecho,  puesto  que  se  resuelve  por  falta  de  identidad  de  lañnc» 
demandada,  y  por  lo  tanto  la  apreciación  es  de  la  competen- 
cia de  la  Sala  sentenciadora ; .  y  este  Tribunal  Supremo  tÍ6D& 
establecido  repetidas  veces  que  el  recurso  de  casación  no  pro- 
cede contra  esa  clase  de  apreciaciones,  á  no  ser  que  se  demoea- 
tre  que  al  hacerlas  se  infringe  ley  ó  doctrina  legal: 

Considerando  que  la  Sala  sentenciadora  no  niega,  como  la 
parte  recurrente  sostiene ,  el  valor  jurídico  que  puedan  tener 
\oh  documentos  por  ésta  presentados ,  apreciándolos  aisladar 
mente,  limitándose  á  consignar  únicamente,  á  virtud  del  re- 
sultado de  todas  las  pruebas ,  como  indicado  queda ,  que  la 
finca  á  que  esos  documentos  se  refieren  no  era  la  que  pofleia 
la  parte  demandada;  asi  como  tampoco  niega  que  el  señorfoifr 
las  cosas  dejadas  por  testamento  ó  codicilo  pasa  al  herédete^ 
legatario  desde  la  muerte  del  testador ;  ni  que  el  tenedor  da 
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BIS  cosas  raíces  pueda  ganarlas  por  tiempo  de  diez  años,  cues- 
iones  enteramente  distintas;  y  por  lo  tanto,  carecen  de  opor- 
iinidad  las  citas  de  las  leyes  114,  tit.  18  de  la  Partida  3.^,  34, 
:tiüo  9.*'  de  la  Partida  6.%  y  18,  tít.  29,  Partida  3.%  que  se 
iXK>nen  infringidas  bajo  estos  tres  conceptos: 

Considerando  que  tampoco  se  infringe  el  principio  de  de- 
»$bo  ^áe  que  nadie  puede  enriquecerse  torticeramente»  cuau- 
3,  como  en  el  caso  actual  sucede,  no  se  han  hecho  en  la  sen- 
íocia  recurrida  declaraciones  contrarias  &  las  reglas  del 
trecho  en  virtud  de  las  que  se  da  á  uno  lo  que  á  otro  per- 
nezca: 

Y  considerando,  por  último,  que  la  cita  del  art.  280,  nú- 
ero  3.®  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  no  es  menos  im- 
rocedente ,  en  atención  á  que  no  ha  sido  objeto  de  discusión 
L  del  fallo  la  denominación  que  debiera  darse  á  los  documen- 
lentos  que  como  medios  de  prueba  se  presentaron  en  juicio, 
lie  es  de  lo  que  trata  dicho  artículo; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lu- 
ar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Francisco  Per- 
aindo,  como  curador  de  Vicente  Iborra,  á  quien  en  tal  oon- 
epto  condenamos  en  las  costas ,  y  &  pagar  por  razón  de  de- 
ÓBÍto  la  cantidad  de  1.000  pesetas,  la  que,  caso  de  hacerse 
féctiva  si  mejorase  de  fortuna,  se  distribuirá  con  arreglo  &  la 
ey;  y  líbrese  la  correspondiente  certificación  á  la  Audiencia  de 
falencia,  con  devolución  de  los  documentos  que  remitió. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Oaee- 
a  é  insertará  en  la  Colección  legislativa^  pasándose  al  efecto 
as  copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firma- 
no8.=Juan  González  Acevedo.= Laureano  de  Arrieta.=aHna- 
io  de  Igon.=José  Fecínin  de  Muro.=Juan  Cano  Manuel.» 
lamon  Diaz  Vela.==Benito  de  Ulloa  y  Rey. 

Publicación  : 

Leida  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Exce- 
entísimo  8r.  D.  Benito  de  Ulloa  y  Rey,  Magistrado  del  Tribu- 
lal  Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera  del 
aismo,  el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Relator  Secretario 
le  dicha  Sala. 

Madrid  9  de  Noviembre  de  1875.= Licenciad  o  Mariano  Fer- 
landez  García.  .    ' 
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durante  este  tiempo  no  le  inquieten  ni  se  las  demanden,  j 
concurran  las  circunstancias  de  poseerlas  con  buena  fé  j  justa 
titulo;  disposición  desconocida  por  el  fallo  de  la  Sala  senten- 
ciadora, que  sanciona  el  despojo  de  una  finca  raíz,  poseída  por 
por  el  demandante  y  sus  causa-habientes  con  buena  fé  y  justo 
titulo  por  mucho  más  de  diez  años. 

Y  6.®  El  principio  de  derecho  de  que  nadie  debe  enrique- 
cerse en  perjuicio  de  otro,  como  acontecería  sí  resultando  que 
las  monjas  de  la  Trinidad  de  Valencia  no  tenian  en  térmioo 
de  Sueca,  partido  de  la  Socarrada,  más  que  una  fínc«  de  IS 
hanegadas  se  consintiese  que  fuera  considerado  dueño  de  20 
hanegadas,  21  brazas,  absorbiendo  el  único  patrimonio  de  Vi- 
cente Iborra  y  Carrillo. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Benito  de  Ulloa 
y  Rey. 

Considerando  que  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
Valencia,  al  absolver  de  la  demanda,  no  sólo  ha  tenido  en 
cuenta  los  documentos  presentados  por  la  parte  recurrente, 
sino  el  resultado  que  ofrece  el  conjunto  de  las  pruebas  sumi- 
nistradas por  ambas  partes,  que  apreció  de  la  manera  que  es- 
timó justo,  consignando  como  procedente  que  la  finca  objeta 
de  la  demanda  no  se  hallaba  contenida  dentro  de  los  limites 
que  determinaban  la  que  la  parte  demandada  poseia  y  habia 
adouirído  del  Estado  por  titulo  de  compra,  como  sosteníais 
parte  demandante,  deduciendo  de  aqui  que  no  habia  probado 
el  dominio  sobre  la  cosa  que  trataba  de  reivindicar,  circuns- 
tancia sin  ia  que  no  podia  prosperar  la  demanda ,  y  en  estos 
términos  se  trabó  la  litis  y  se  ha  fallado  la  cuestión  debatida 
en  estos  autos: 

Considerando,  según  esto,  que  la  cuestión  es  puramente  de 
hecho,  puesto  que  se  resuelve  por  falta  de  identidad  de  la  finca 
demandada,  y  por  lo  tanto  la  apreciación  es  de  la  competen- 
cia de  la  Sala  sentenciadora;  y  este  Tribunal  Supremo  tiene 
establecido  repetidas  veces  que  el  recurso  de  casación  no  pro- 
cede contra  esa  clase  de  apreciaciones,  á  no  ser  que  se  demoea- 
tre  que  al  hacerlas  se  infringe  ley  ó  doctrina  legal: 

Considerando  que  la  Sala  sentenciadora  no  niega,  como  la 
parte  recurrente  sostiene ,  el  valor  jurídico  que  puedan  tener 
lo.*>  documentos  por  ésta  presentados ,  apreciándolos  aislada- 
mente, limitándose  á  consignar  únicamente,  á  virtud  del  re- 
sultado de  todas  las  pruebas,  como  indicado  queda »  que  ia 
finca  á  que  esos  documentos  se  refieren  no  era  la  que  poaeia 
la  parte  demandada;  asi  como  tampoco  niega  que  el  señorío  da 
las  cosas  dejadas  por  testamento  ó  codicilo  pasa  al  heredero  6 
legatario  desde  la  muerte  del  testador ;  ni  que  el  tenedor  d0 
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las  cosas  raíces  pueda  ganarlas  por  tiempo  de  diez  años,  cues- 
tiones enteramente  distintas;  y  por  lo  tanto,  carecen  de  opor- 
tunidad las  citas  de  las  leyes  114,  tit.  18  de  la  Partida  3.^,  34, 
título  9.**  de  la  Partida  6.%  y  18,  tít.  29,  Partida  3.%  que  se 
suponen  infringidas  bajo  estos  tres  conceptos: 

Considerando  que  tampoco  se  infringe  el  principio  de  de- 
recho «de  que  nadie  puede  enriquecerse  torticeramente»  cuan- 
do, como  en  el  caso  actual  sucede,  no  se  han  hecho  en  la  sen- 
tencia recurrida  declaraciones  contrarias  á  las  reglas  del 
derecho  en  virtud  de  las  que  se  da  á  uno  lo  que  á  otro  per- 
tenezca: 

Y  considerando,  por  último,  que  la  cita  del  art.  280,  nú- 
mero 3.®  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  no  es  menos  im- 
procedente ,  en  atención  á  que  no  ha  sido  objeto  de  discusión 
ni  del  fallo  la  denominación  que  debiera  darse  á  los  documen- 
mentos  que  como  medios  de  prueba  se  presentaron  en  juicio, 
que  es  de  lo  que  trata  dicho  artículo; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lu- 
^ar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Francisco  Fer- 
rando, como  curador  de  Vicente  I  borra,  á  quien  en  tal  con- 
cepto condenamos  en  las  costas ,  y  á  pagar  por  razón  de  de- 
pósito la  cantidad  de  1.000  pesetas,  la  que,  caso  de  hacerse 
efectiva  si  mejorase  de  fortuna,  se  distribuirá  con  arreglo  á  la 
ley;  y  líbrese  la  correspondiente  certificación  á  la  Audiencia  de 
Valencia,  con  devolución  de  los  documentos  que  remitió. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Oace- 
ta  é  insertará  en  la  Colección  leffislaúiva,  pasándose  al  efecto 
las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firma- 
mos.=^uan  González  Acevedo.= Laureano  de  Arrieta.=aH'la- 
rio  de  Igon.=José  Fectain  de  Muro.=Juan  Cano  Manuel.» 
Eamon  Díaz  Vela.=Benito  de  Ulloa  y  Rey. 

Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  Benito  de  Ulloa  y  Rey,  Magistrado  del  Tribu- 
nal Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera  del 
mismo,  el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Relator  Secretario 
de  dicha  Sala. 

Madrid  9  de  Noviembre  de  1875.=»=  Licenciad  o  Mariano  Fer- 
nandez García.  .    ' 
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NÚM.  82. 
CASACIÓN  POR  INFRACCIÓN  DE  LEY.— SALA  PRIMERA. 


Abono  de  costas. — Sentencia  de  10  de  Noviembre,  declarando 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Don 
Julián  Darsés  y  Compañía  contra  el  auto  que  en  3  de  Junio 
de  1874  dictó  la  Sala  secunda  de  la  Audiencia  de  este  dis- 
trito, en  pleito  con  la  Diputación  provincial. 

En  los  CONSIDERANDOS  SO  ostableco: 

1.°  Que  la  declaración  de  pobreza,  hecha  en  favor  de  cnal- 
qnier  litigante  no  le  libra  de  la  obligación  de  pagar  las  costes 
en  que  haya  sido  condenado  si  se  le  encontrasen  bienes  en  q%$ 
hacerlas  efectivas  ^  según  el  art.  198  de  la  Ley  de  Bnjuieüh 
miento  civil. 

2.^  Que  la  suposición  de  que  debe  suponerse  sin  bienes  á  ks 
establecimientos  de  beneficencia^  no  se  deduce  del  beneficio  di 
litigar  como  pobres,  declarado  por  ley  en  favor  de  dichos  esUh 
blecimientos,  ni  es  atendible,  porgue  prescinde  ¿le  la  efecfm* 
dad,  y  por  que  introduciría  un  privilegio  irritante  4  injusfi, 

?ue  por  meras  suposiciones  no  debe  establecerse  á  favor  Á 
itigante  alguno,  en  perjuicio  de  otro  litigante  contrario  al  que 
temeraríamente  le  ha  ocasionado  las  costas  de  que  debe  ser 
reembolsado. 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  10  de  Noviembre  de  1876, 
en  los  autos  seguidos  eu  el  Juzgado  de  primera  instancia  del 
distrito  de  Buenavista  y  en  la  Sala  segunda  de  la  Audienda 
de  este  territorio  por  D.  Julián  Darsés  y  Compañía  oon  la 
Diputación  provincial,  sobre  pago  de  cantidades ,  en  el  día  in- 
cidente respecto  al  abono  de  costas;  autos  que  penden  ante 
Nos,  en  virtud  de  recurso  de  casación  interpuesto  por  Darsis 
7  Compañía  contra  un  auto  que  en  3  de  Junio  de  1874  dictó 
la  referida  Sala: 

Resultando  que  promovidos  autos  ordinarios  en  el  Juzgado 
de  primera  instancia  del  distrito  del  Barquillo,  hoy  de  Buena- 
vista, de  esta  capital,  por  D.  Julián  Darsés  y  Compañía  contra 
la  Junta  provincial  de  Beneficencia  de  la  misma,  y  despitti 
por  supresión  de  ésta  la  Diputación  provincial,  sobre  pago  da 
78.540  rs.,  procedentes  de  suministros  de  pan  hechos  á  varM 
establecimientos  de  Beneficencia ,  seguidos  por  todos  sus  tré* 
mites,  se  dictó  sentencia  definitiva  en  12  de  Diciembre  de  18?||^. 
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Mir  la  que  se  condenó  á  la  Diputación  provincial,  como  repre- 
sentante de  la  suprimida  junta  provincial  de  Beneficencia ,  á 
|iie  dentro  de  nueve  dias  satisficiera  á  D.  Julián  Darsés  y  Com- 
>afiia  la  expresada  cantidad,  con  más  las  costas  del  pleito: 
|ae  apelada  dicha  sentencia  por  la  parte  demandada,  fu|  con- 
irmada  con  las  costas  por  la  que  pronunció  la  Sala  segunda 
le  la  Audiencia  en  4  de  Julio  de  1871;  y  habiendo  interpuesto 
a  Diputación  provincial  recurso  de  casación,  se  desestimó,  con 
as  costas,  en  sentencia  pronunciada  por  esta  Sala  primera  en 
»  de  Mayo  de  1872: 

Besultando  que  practicadas  y  aprobadas  así  en  este  Tribu- 
lál  Supremo  como  en  la  Audiencia  las  respectivas  tasaciones 
le  costas,  fueron  devueltos  los  autos  al  Juzgado  inferior  para 
levar  á  ejecución  la  sentencia  firme;  y  verificada  y  aprobada 
mmbien  la  tasación  de  costas  causadas  en  el  mismo  á  Don 
rnlian  Darsés  y  Compañía,  á  su  instancia  se  dictó  providen- 
cia en  9  de  Agosto  de  1873,  mandando  requerir  al  Presidente  de 
a  Diputación  provincial,  como  representante  de  la  suprimida 
Tunta  provincial  de  Beneficencia ,  para  que  en  el  término  de 
lueve  dias,  prefijados  en  la  ejecutoria,  satisficiera  á  D.  Julián 
terses  y  Compañía,  ó  persona  que  legítimamente  le  represen- 
jkse,  el  principal  y  costas  en  que  había  sido  condenado ;  bajo 
ipercibimiento  que  de  no  verificarlo  dentro  de  dicho  término 
le  procedería  á  su  exacción  por  la  vía  de  apremio ,  y  para  que 
^viera  efecto  el  requerimiento,  se  pasara  atenta  comunicación 
il  Presidente  de  dicha  Diputación ,  á  fin  de  que  señalase  día 
f  hora  en  que  el  actuario  hubiera  de  pasar  á  practicarla: 

Resultando  que  de  la  citada  providencia,  en  la  parte  rela- 
tiva á  la  efectividad  de  las  costas,  se  pidió  reforma  por  la  Di- 
[latacion  provincial ,  como  representante  de  los  establecimien- 
'job  de  Beneficencia  que  están  á  su  cargo,  fundándose  en  que 
Fenia  defendiendo  los  intereses  de  dichos  establecimientos  en 
^ncepto  de  pobre,  por  haberlo  prevenido  así  varias  Reales 
Srdenes  que  citó  y  la  ley  de  Beneficencia  de  20  de  Junio  de 
L849 :  que  los  expresados  establecimientos  se  deben  á  todos 
loe  menesterosos  de  la  clase  á  que  se  destinan ,  y  por  lo  tanto 
si  todos  los  bienes  de  la  Beneficencia  son  de  los  pobres ,  sin 
]ae  estos  á  pesar  de  ello  salgan  de  la  miseria ,  su  representa- 
ción tenia  que  ser  gratuita:  que  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil 
QO  ha  tenido  fuerza  contra  el  privilegio  establecido  en  Real 
5rden  de  21  de  Diciembre  de  1857 ,  expresándose  en  ella  que 
ú  art.  180  y  siguientes  de  la  citada  ley  se  circunscriben  á  los 
sasos  y  personas  particulares,  no  siendo  aplicables  á  los  esta-^ 
bleoimientos  ó  personas  morales  que  tienen  legalmente  decla- 
rada la  pobreza  por  las  oircunsitancias  y  fin  de  su  piadoso 
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Yina  legal  admitida  por  la  jurisprudencia  de  los  Tribunales 
[ae  la  sentencia  diotada  para  el  cumplimiento  de  otra  ejecu- 
oriada,  si  contraria  ésta,  es  nula  de  derecho;  la  de  8  de  Junio 
le  1870,  que  establece  que  si  bien  no  son  admisibles  los  re- 
mrsos  de  casación  contra  las  providencias  dictadas  en  expe- 
lientes sobre  ejecución  de  sentencias,  esto  no  obstante,  con- 
firme á  la  jurisprudencia  de  este  Tribunal,  procede  aquel 
mando  en  ellos  se  suscita  una  cuestión  y  se  modifica  al  re- 
olverla,  ó  se  altera  y  contraria  lo  mandado  en  la  misma;  la 
le  22  de  Abril  de  1873,  que  confirma  la  anterior;  la  de  13  de 
unió  de  1873,  en  que  se  sienta  que  las  providencias  dirigidas 
i  cumplir  y  llevar  á  ejecución  una  sentencia  firme,  infringen 
sta  si  restringen,  amplían  ó  alteran  sustancialmente  sus  dis- 
wisiciones  y  efectos  jurídicos,  y  la  de  31  de  Marzo  de  1874, 
[ue  establece  que  en  los  recursos  de  casación  que  se  dan  con- 
ra  sentencias  ó  autos  dictados  en  diligencias  sobre  ejecución 
le  sentencias  firmes,  lo  que  principalmente  debe  de  determi- 
larse  es  si  las  declaraciones  que  se  han  hecho  en  aquellas  con- 
rarian  ó  modifican  esencialmente  las  que  se  hicieron  en  estos: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ramón  DiazVela. 

Considerando  que  la  declaración  de  pobreza  hecha  en  fa- 
or  de  cualquiera  litigante  no  le  libra  de  la  obligación  de  pa- 
«r  las  costas  en  que  haya  sido  condenado,  si  se  le  encontra- 
ba bienes  en  que  hacerlas  efectivas,  según  el  art.  198  de  la 
«y  de  Enjuiciamiento  civil,  citado  en  el  auto  recurrido  para 
UL  apoyo: 

Considerando  que  la  sentencia  de  la  Audiencia  de  este  ter- 
[torio  del  4  de  Julio  de  1871,  confirmatoria  con  las  costas  de 
i  de  primera  instancia,  por  la  que  se  condenó  á  la  Diputación 
e  esta  provincia,  como  representante  de  la  suprimida  Junta 
roviucial  de  Beneficencia  á  satisfacer  á  D.  Julián  Darsés  y 
ompañía  la  cantidad  de  reales  que  la  demandaba,  procedente 
e  suministros  de  pan  hechos  &  varios  establecimientos  de  Be- 
eftcencia  provincial,  con  más  las  costas  del  pleito,  quedó  fir- 
le  en  todos  sus  extremos  por  haberse  desestimado,  también 
Dti  las  costas,  el  recurso  de  casación  que  contra  ella  interpuso 
I  misma  Diputación  provincial: 

Considerando,  por  consiguiente,  que  dicha  condona  de  oos- 
13,  de  cuya  efectividad  y  pago  ahora  únicamente  se  trata, 
ene  la  fuerza  de  la  cosa  juzgada,  que  no  puede  ser  contraria- 
a  por  las  providencias  para  su  indeclinable  y  exacto  cumpli- 
üento  sin  infringir  la  ley  19,  tit.  22  de  la  Partida  3.*,  que 
eclara  la  fuerza  que  tieill  el  juicio  afinado  ^  y  las  doctrinas 
sgales  que  derivadas  de  ella  contienen  las  sentencias  de  este 
ribunal  Supremo  citadas  en  el  presente  recurso: 

II.~1.'  Y  3.'  26 
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de  conformidad  de  los  mismos  por  auto  de  24  de  A.bril  de  1861, 
y  en  22  de  Mayo  siguiente  se  expidió  testimonio  Je  la  hijuela 
correspondiente  á  la  Victoriana  Román  Altamirano,  y  en  su 
nombre  á  su  marido  Francisco  Gómez,  apareciendo  que  en 
pa^o  de  su  total  haber  de  7.060  rs.  se  le  adjudicaron  diferen- 
tes ropas,  muebles  y  efectos,  y  varias  tierras,  majuelos  y  edi- 
ficios que  se  deslindan,  así  como  también  algunos  semovientes 
y  granos  en  pago  de  deudas;  habiéndose  tomado  razón  de  las 
fincas  rústicas  y  urbanas  en  la  Contaduria  de  hipotecas  con 
fecha  29  del  mismo  mes  y  año: 

Resultando  que  por  muerte  de  Doña  Catalina  Ramos,  mujer 
que  fué  de  Francisco  Gómez,  se  formó  también  la  división  de 
sus  bienes  entre  sus  hijos  y  herederos,  que  fué  aprobada  en  24 
de  Mayo  de  18G2,  expidiéndose  en  30  de  dicho  mes  y  año  tes- 
timonio de  la  hijuela  correspondiente  á  Alberto  Gómez  Ramos, 
como  uno  de  sus  cuatro  hijos,  adjudicándosele,  y  en  su  nombre 
á  su  padre  Francisco  Gómez,  en  pago  de  su  haber,  importante 
5.536  rs.  22  mrs.,  varios  muebles,  ropas  y  efectos,  una  tierra, 
dos  majuelos  y  una  parte  de  casa,,  en  los  sitios  y  bajo  los  lin- 
deros que  se  expresan,  de  los  cuales  se  tomó  también  razón 
en  la  Contaduría  de  hipotecas  con  fecha  25  de  dicho  año 
de  1862: 

Resultando  que  el  D.  Francisco  Gómez,  por  documento 
privado  de  26  d«  Setiembre  de  1864,  confesó  que  era  en  deber 
á  Emeterio  Gómez  la  cantidad  de  6.900  rd.,  los  mismos  que  le 
habia  de  pagar  para  el  mes  de  Setiembre  de  1865,  quedando 
obligado,  si  no  lo  hiciere,  á  pagarle  todos  los  gastos,  daño.s  y 
perjuicios  que  se  le  originasen ; 

Resultando  que  en  virtud  de  la  precedente  obligación  et 
Emeterio  Gómez  solicitó  embargo  preventivo  de  los  bienes  d 
Francisco,   lo  cual  tuvo  efecto,  y  después  de  reconocido  e 
confesión  judicial  dicho  documento,  entabló  el  Emeterio  Go — 
mez  del  Dosal  en  20  de  Setiembre  de  1867  demanda  ejecutiva^ 
medíante  la  cual  se  ratificó  el  embargo,  dictándose   después 
en  4  de  Octubre  del  mismo  año  la  correspondiente  sentenri^B 
de  remate;  habiéndose  pasado  testimonio  de  los  bienes  embar  — 
gados  para  su  anotación  en  el  Registro  de  la  propiedad,  se  ve— • 
rificó  sólo  de  las  cuatro  primeras  fincas,  como  correspondien  ^ — 
tes  al  Francisco  Gómez  Centeno,  y  no  de  las  demás  embarga^ 
das,  por  pertenecer  á  otras  personas,  según  los  libros  de  registro; 
habiendo  manifestado  el  Registrador,  en  oficio  dirigido  al  Juz' 
gado,  las  fincas  que  el  Francisco  Gómez  tenia  registradas  á  su 
favor  y  las  que  lo  estaban  al  de  Alberto  Gómez  Ramos  y  otros 
hijos  de  Catalina  Ramos,  mujer  que  habia  sido  del  Francisco 
Gómez,  para  que  pudiera  llegarse  á  la  ideutifícacion  de  fincas 
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f  que  no  sufrieran  perjuicio  terceras  personas  en  la  anütacion 
del  indicado  mandamiento: 

Besultando  que  en  su  consecuencia  se  procedió  á  la  iden- 
tificación de  las  fincas  embargadas  al  Francisco  Gómez  Cen- 
suó, -designándose  las  que  pertenecían  al  mismo  exclusiva- 
mente y  de  por  mitad  con  su  hijo  soltero  Alberto  Qomez  Ramos^ 
}ue  vivia  bajo  su  potestad,  y  las  que  correspondían  i  su  mu- 
ier  Victoriana  Román  Altamirano: 

Resultand«>  que  ampliando  después  el  embargo  á  otras  fin- 
cas de  la  pertenencia  del  Francisco  Gómez  Centeno,  se  proce- 
lió  á  la  tasación  de  todo  lo  que  como  correspondiente  al 
nismo  resultaba  embargado;  habiéndose  valuado  en  las  can- 
tidades que  se  mencionan  un  carro,  10  sillas,  un  arado,  un 
trillo  y  una  muía,  dos  majuelos,  dos  tierras  y  una  casa  bo- 
iega^  y  sacado  á  subasta,  señalándose  para  su  remate  el  día  20 
le  Junio,  no  pudo  éste  tener  efecto  por  falta  de  licitadores: 

Resultando  que  pedida  en  su  virtud  por  el  ejecutante  la 
adjudicación  de  dichos  bienes,  se  proveyó  auto  en  27  de  Ju- 
nio de  1868  mandando,  en  conformidad  con  lo  prescrito  en  el 
artículo  986  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  se  adjudi- 
casen al  acreedor  D.  Emeterio  Gómez  del  Dosat  todos  los  bie- 
nes embargados  por  el  precio  de  las  dos  terceras  partes  de  la 
tasación :  qué  se  hiciera  por  el  actuario  la  oportnna  liquida- 
ción de  su  valor:  que  se  practicase  también  la  tasación  de 
todas  las  costas  y  gastos  del  principal  con  los  réditos  deven- 
gados para  otorgar  la  escritura  de  adjudicación,  á  cuyo  efecto 
se  requiriese  al  ejecutado  Francisco  Gómez  las  otorgase  ea  el 
término  de  tercero  dia,  con  apercibimiento  de  verificarse  de 
oficio  en  su  rebeldía: 

Resultando  qué  al  tratarse  de  llevarse  á  efecto  el  proveído 
anterior  comparecieron  Victoriana  Román  Altamirano  y  Al- 
berto Gómez  Ramos,  mujer  é  hijo  del  ejecutado  Francisco  Gó- 
mez, pidiendo  la  entrega  de  autos,  con  suspensión  de  todo 
pago  al  acreedor,  y  después  presentaron  en  10  de  Marzo 
de  1870  demanda  de  tercería  de  preferencia,  alegando  que  la 
Victoriana  habia  heredado  de  su  padre  7.060  rs.  con  inclusión 
de  cierta  cantidad  para  pago  de  deudas  en  bienes  mueblea  é 
inmuebles  según  hijuela  hecha  á  la  misma  en  2  de  Mayo 
de  1861,  y  el  Alberto  habia  heredado  también  á  su  madre  Ce* 
lestina  Ramos,  primera  mujer  del  Francisco,  5.536  rs.  en  igual 
clase  de  bienes,  según  su  hij>uela  de  Mayo  de  1862,  cuyos  tes- 
timonios acompaña,  y  cuyos  bienes  tanto  muebles  como  in- 
muebles, que  hablan  entrado  en  poder  del  Francisco,  habían 
desaparecido  en  parte;  y  pidieron  se  declarase  haber  lugar  á 
la  tercería  de  mejor  derecho  sobre  los  bienes  embargados,  con 
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tieral  y  logalmente  hipotecados,  y,  que  este  privilegio  no  se  li- 
mita sólo  á  los  bienes  dótales ,  sino  también  á  la  restitución. 
^  los  parafernales  que  hayan  entrado  en  poder  del  marido,  ;> 
tsegun  expresamente  dispone  la  ley  19,  tít.  11,  Partida  4/:  por 
tsaanto  sin  embargo  de  acreditarse  la  entrega  de  los  parafer- 
nales de  Victoriana  Román  á  su  marido  Francisco  Gómez  por 
la  adjudicación  que  constaba  del  testimonio  de  la  hijuela  de  2 
4e  Mayo  de  1861,  y  reconocido  además  por  la  Sala  sentencia- 
dora que  durante  el  matrimonio  se  habian  enajenado  cinco 
fincas  de  las  que  constituían  dichos  parafernales,  se  rechazaba 
la  demanda  y  desestimaba  la  preferencia  del  crédito  de  Victo- 
riana Román  por  dichos  parafernales  sobre  el  de  D.  Emeterio  Gó- 
mez del  Dosal,  simplemente  quirografario,  personal  y  posterior. 

2.^  La  ley  24,  tit.  13,  Partida  5/,  que  establece  también 
hipoteca  legal  en  todos  los  bienes  de  su  padre  á  favor  del  hijo 
constituido  en  su  potestad,  para  reintegrarse  de  los  bienes  de 
su  peculio  adventicio,  cuyo  usufructo  y  administración  corres- 
ponde á  aquel  mientras  viva,  razón  por  la  cual  dicha  ley  sólo 
habla  de  esta  obligación  para  después  de  muerto  el  padre :  la 
ley  2.*,  tit.  2.®,  Partida  3.',  que  supliendo  el  defecto  de  la  an- 
terior y  previniendo  el  caso  de  que  al  hijo  le  sea  conveniente 
reclamar  su  peculio  ánt«s  de  la  muerte  del  padre ,  autoriza  en 
uno  de  sus  principales  párrafos  á  los  hijos  para  reclamar  su 
I)eeulio  en  vida  de  sus  padres,  cuando  estos  lo  desgastaren  ó 
msl  metieren,  y  la  doctrina  admitida  por  la  jurisprudencia  de 
los  Tribunales  de  que  ^cenando  el  deudor  va  empobreciéndose 
y  apareciendo  varios  acreedores  que  embargan  sus  bienes  y 
pretenden  hacerse  pago  con  ellos,  el  acreedor  con  derecho  pre- 
ferente tiene  el  de  anticipar  su  demanda  y  deducirla  antes  del 
plazo  á  que  es  exigible  la  obligación;  ;►  por  cuanto  á  pesar  de 
acreditarse  el  ingreso  en  poder  del  padre  Francisco  Gómez  del 
peculio  adventicio  de  su  hijo  Alberto ,  asi  por  la  escritura  de 
1862,  como  por  la  preácripcion  de  la  ley  que  así  lo  manda,  la 
Sala  sentenciadora  rechazaba  la  demanda  y  desestimaba  la  pre- 
ferencia del  derecho  del  hijo  á  cobrarse  dicho  peculio  con  los 
bienes  de  su  padre  antes  que  el  acreedor  personal  y  posterior 
que  se  los  habia  embargado. 

3.^  £1  art.  355  de  la  Ley  hipotecaria,  que  manda  observar 
las  leyes  antes  citadas  en  los  casos  en  que,  como  aquí,  se  crea^ 
ron  conforme  á  ellas  evidentes  derechos  de  hipoteca  legal  áa-- 
tes  de  l.^de  Enero  de  1863,  que  no  se  han  sustituido  por  otras 
expresas  ni  liberado  en  el  oportuno  expediente,  por  cuanto  sé 
desestimaba  la  demanda ,  negándose  á  declarar  la  preferencia 
de  las  hipotecas  legales  y  privilegiadas ,  cuyo  derecho  osten- 
taron los  demandantes. 
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4.*  La  ley  5.*^,  tít.  24,  libro  10  de  la  Novísima  Becopilaoioa 
y  el  principio  de  derecho  gui  prior  est  lempore  potius  est  jur4f 
puesto  que  se  rechazaba  la  demanda  en  que  se  solicitaba  la 
preferencia  de  dos  créditos  justificados  por  escrituras  piiblicaa 
y  además  anteriores  sobre  otros  puramente  quirografario  ó  oo*- 
mun  y  posterior;  siendo  además  de  advertir  que  entre  los  bie- 
nes del  peculio  adventicio  de  Alberto  Gómez  figuraba  un  cré- 
dito contra  su  padre  de  indudable  preferencia  por  su  antigüedad 
y  concepto  al  del  acreedor  ejecutante  Gómez  del  Dosal. 

5.^  Las  leyes  1.*  y  2.',  tít.  14,  Partida  3.\  y  la  jurispru- 
dencia constante  de  este  Tribunal  Supremo,  consignada  en  sei^^ 
tencias  de  21  de  Enero  de  1807,  2  de  Julio  de  1868  y  otras, 
que  establecen  el  principio  de  que  los  hechos  que  implican  ne- 
gación se  prueban  con  afirmarlos,  y  sólo  se  reputan  injustifi- 
cados cuando  se  demuestra  lo  contrario ,  por  cuanto  sin  em- 
bargo de  estar  acreditados  en  este  juicio  los  créditos  de  Vio- 
toriana  Román  y  Alberto  Gómez  por  sus  respectivas  hijuelas» 
y  probado  además  con  sn  mera  afirmación  el  hecho  negativo^ 
de  haber  desaparecido  todos  los  bienes  muebles  y  parte  de  loa 
inmuebles,  la  Sala  sentenciadora  desestimaba  la  demanda  por 
no  considerar  probado  el  desfalco  de  los  no  inmuebles,  sin  ha- 
ber  probado  los  demandados,  á  quienes  incurabia.  que  dichoa 
bienes  existieran  contra  la  negación  de  los  demandantes. 

Y  6.^    La  ley  43,  tít.  2.%  Partida  3.*,  porque  los  deman- 
dantes reclamaron  la  preferencia  en  cobrarse  el  importe  de  los 
bienes  muebles  é  inmuebles  de  sus  hijuelas  que  hablan  des- 
aparecido y  sido  algunos  enajenados  durante  el  matrimonio» 
sin  que  al  demandar  esto  incurrieran  en  verdadera  plus  peti- 
ción, pues  dicha  suplica  revelaba  que  ellos  no  reclamaban,  ni 
aún  tenian  para  qué  hacerlo,  cuando  no  se  trataba  inmedia- 
tamente del  cobro,  sino  sólo  de  la  declaración  de  preferencia  da 
los  créditos,  el  importe  de  todos  los  bienes  de  sus  hijuelas; 
pero  aun  cuando  hubiera  incurrido  en  esa  plus  petición  y  la 
Sala  se  creyese  en  el  caso  de  determinar  los  bienes  cuyo  im* 
porte  se  habia  de  cobrar,  lo  cual  no  era  preciso,  pues  sólo  se 
demandó  la  preferencia,   una  vez  acreditado  plenamente  la 
aportación  de  los  parafernales  y  el  peculio,  la  desaparición' de 
los  muebles  por  no  haberse  probado  que  existieran ,  la  falta 
del  pago  del  crédito  de  Alberto  contra  su  padre  y  la  enajena- 
ción de  cinco  fincas  parafernales  de  la  mujer ,  la  Sala  senten- 
ciadora en  todo  caso  debió  declarar  la  preferencia  en  el  cobfOr 
del  importe  de  tales  bienes  y  no  haciéndolo  así,  habia  infriar* 
gido  la  expresada  ley  43,  tít.  2.^,  Partida  3.^  y  las  demás  áatlp 
citadas. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Juan  Gano  ManuaW 
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Considerando  que  piftraie  oonstituir  eo  los  bienes  del  marido 
respecto  i  los  paraféroaleís  la  bipoteoa  lej^al  que  establece  la 
ley  17,  tit.  11,  Partidt^  4.;%  y  qae  en  virtad  de  ella  adquieraila 
miQer  la  prelaeioa  de  su  crédito^  sobre  los  acreedores  del  ma* 
xido,  es  indispensable  que  diebos  bienes  bayau  sido  entrenzados 
á  ^le  señaladamente  y  con  intención  manifiesta  y  deliberada 
de  traspasarle  el  dominio  y  administra^t^ion  de  los  mismos: 

Considerando  que  !a  adjudicación  á  la  hijuela  paterna  de 
Victorlana  Romau  &  ella  y  ea  su  nombre  ¿  su  marido,  que  re- 
sulta del  testimio  aducido ,  es  aólo  un  medio  de  justificar  el 
ingrreso  de  dicha  hijuela  en  la  sociedad  conyugal,  de  que  es  el 
marido  legal  administrador,  mas  no  puede  sustituir,  por  más 
qoe  haya  sido  cotejada  en  el  término  de  prueba,  á  la  entre¿?a 
espontánea  y  solemne  que  la  ley  requiera  para  el  efecto  de  ía 
hipoteca  y  consiguiente  preferencia  que  se  alega: 

Considerando  que,  aún  prescindiendo  de  esta  razón  funda- 
mental y  admitiendo  como  hecho  cierto  la  enajenación  de  al- 
jgunos  bienes  con  intervención  de  ¿mbos  cónyuges,  no  aparece 
justificado  el  requisito  esencial  para  la  reclamación  de  que  el 
precio  haya  entrado  eii  poder  del  marido,  ó  si  se  ha  conver- 
tido ó  no  en  utilidad  de  la  mujer;  y  que  la  prueba  de  estos 
extremos  incumbe  á  la  misma,  puesto  que  lia  negativa  de  que 
tales  bienes  existan  envuelve  la  afirmación  de  que  tales  bienes 
hayan  sido  enajenados  ó  malversados: 

Considerando,  por  lo  expuesto,  que  ta  sentencia  no  infringe 
la  ley  114  sobre  el  valor  de  los  instrumentos  públicos,  ni  la 
33,  tit.  13,  Partida  5/,  que  establece  la  responsabilidad  del 
marido  sobre  la  dote  y  parafernales  en  el  solo  caso  de  haberle 
sido  entregados  en  legal  forma,  ni  en  el  principio  de. derecho 
fui  prior  est  íempore  potíor  esij%re^.  porque  no  habiendo  te- 
nido lugar,  como  queda  declarado,  la  entrega  legal  de  los  pa- 
rafernales para  que  produzca  el  privilegio  de  la  hipoteca,  falta 
la  base  y  punto  de  partida  para  graduar  Ubi  preferencia  por  la 
antigüedad  del' crédito  ni  el  art.^  355  de  la  -Ley  hipotecaría, 
porque,  calcada  como  está  sobre  la obsenraneia  de  la  ley  17 
ya  citada,  presupone  la  entrega  en.  la  forma  que  dicha  ley  re- 
quiere, lo  cual  no  se  ha  verificado;  ni  las  leyes  1/  y  2.\  ti- 
tulo 14,  Partida  3/,  áuji  prescindiendo  de ^su  índole  adjetiva, 
y  la  supuesta  jurisprudencia  sobre  la  incumbencia  de  la  prue- 
ba, por  la  razón  antes  explicada;  ni  por  último,  la  ley  ó.*^, 
título  24,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  por  lo  ¿ntes 
expuesto: 

Considerando,  respecto  á  la  tercería  interpuesta  por  Al- 
berto Gómez  Llanos,  que  si  bien  la  ley  24,  tit.  13,  Partida  5.', 
establece  que  los  bienes  del  padre  quedan  obligados  á  la  res- 
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ponriabíHdad  del  peculio  adventicio  del  hijo,  en  el  caaote 
enajenarlos,  no  se  ha  justificado  tal  enajenación;  y  que  por 
otra  parte  y  este  derecho  del  h\jo  sólo  tiene  efecto  después  de 
la  muerte  del  padre  y  con  la  condición  de  haber  aquel  lenua- 
ciado  la  herencia,  dándole  la  ley  subsidiariamente  la  aoojoa 
reivindicatoría  contra  los  poseedores  de  dichos  bienes  cna&do 
es  insuficiente  el  caudal  paterno  para  el  reintegro  del  peculio 
adventicio: 

Considerando  que  en  el  presente  pleito  no  se  han  llenado 
las  condiciones  de  la  ley,  aún  en  el  caso  no  probado  de  eDi|e- 
nacion  para  reclamar  los  bienes  por  medio  de  una  tercería  de 
preferencia  improcedente: 

Considerando,  por  lo  tanto,  que  no  ha  sido  infringida  di- 
cha ley  24,  tít.  13,  Partida  5/,  y  que  no  habiendo  redamado 
el  hijo  la  entrega  de  su  peculio  en  vida  del  padre  por  cansí 
(le  deigaHarlo  ó  malmeterlo^  no  es  aplicable  la  ley  2.*^  tít.  2/, 
Partida  3/,  como  complemento  de  la  24  citada,  y  que  presn* 
pone  el  caso  de  malversación,  que  no  se  ha  alegado  ea  d 
pleito; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  la- 
gar al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Victoriana  Bomín 
Altnmirano  y  D.  León  Qomez,  como  curador  ad  litem  deloe- 
nor  Alberto  Gómez,  á  los  que  condenamos  en  las  costas;  y  lá- 
brese la  correspondiente  certificación  á  la  Audiencia  de  Valla* 
dolid;  con  devolución  de  los  documentos  que  remitió. 

Así  por  esta  nuesti*a  sentencia,  que  se  publicará  en  la  fff- 
eetn  é  insertará  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efio- 
to  las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos ,  mandamos  y  finna^ 
mos.^Juan  González  Ace vedo.» Hilario  de  Igon.«»José  Ferm&i 
de  Muro. ti^ Juan  Gano  Manuel .:===Ramon  Diaz  yela.*==JoaqaÍB 
Rui?  Cañábate.  =Ricardo  Diaz  de  Rueda. 

Publicación : 

Leida  y  publicada  ñié  la  sentencia  anterior  por  el  Excelea- 
tilinto  Sr.  D.  Juan  Cano  Manuel,  Magistrado  del  Triboail 
Supremo,  celebrando  andiencia  pública  la  Sala  primera  ért 
misino ,  el  dia  de  hoy ,  de  que  certifico  como  Relator  Secreta- 
rio de  dicha  Sala. 

Madrid  12  de  Noviembre  de  1875. 3=  Licenciado  Mariano  9er^ 
nandez  García. 
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5.ASÍCI0N  POR  INFRACCIÓN  DB  LEY.— SAJ-A  PRIMERA- 


^SRECHO  Á  LA  TBBCBBA  PABTB  DB  LOS    BIBNBS  PBJAIK)8  POB  ÜNA 

PBBsoMÁ. —  Senteocia  de  12  de  Noviembre »  dectlarando  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Doña 
Carolina  y  Doña  Feliciana  Sánchez  contra  la  pronunciada 
por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Albacete^  en  pleito 
con  D.  Julián  Vargas  y  consortes. 

i^n  sus  coNsiDEBANDOs  SO  cstableco; 

Que  el  recurso  de  casación  hb  puede  prosperar  si  en  /» 
^€)po  se  citan  leyes  ó  doctrinas  referentes  i  puntos  ó  -cues- 
ones  que  no  han  sido  resueltas  en  la  sentencia  impugnada. 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  12  de  Noviembre  de  1876^ 
1  los  autos  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  .instancia  de 
elIíQ  y  eu  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Albacete 
or  Doña  Carolina  y  Doña  Feliciana  Sancbez  fiscribauo  con 
•  Julián  Vargas  y  D.  Frauoisco  Ganáis  ,  como  maridos  rech- 
ectivos  de  Doña  Francisca  y  Doña  Dolores  Sánchez  Fabra, 
)bre  derecho  á  la  tercera  parte  de  los  bienes  quedados  al  fa- 
eoimlento  de  Doña  Feliciaua  Abril ;  autos  que  peodén  ante 
'08,  en  virtud  de  recurso  de  casación  interpuesto  por  las  de^ 
candantes  contra  la  sentencia  que  en  ¿7  de  Abril  de  1874 
ictó  la  referida  Sala : 

Resultando,  según  se  consigna  en  la  sentencia  contra  que 
^  recurre,  que  Doña  Feliciana  Abril  en  su  testamento,  que  de 
mancomún  con  su  esposo  D.  Ramón  Villaseca  otorgó  en  7  de 
agosto  de  1855»  estableció,  mediante  4  no  tener  descendientes: 
Lego  á  mi  esporo  D.  Ramón  Villaseca  ..la  tercera  parte  de 
^08  mis  bienes,  derechos  y  acciones,  para  que  los  disfrute 
bremente  como  suyos.)»  «También  yo,  la  Doña  Feliciana,  jpe^ 
ituyo  y  nombro  mi  única  y  universal  heredera  de  todqs  mis 
^ieoes  á  mi  antedicha  madre  Doña  María  Joseftk  Fabra :  mas 

I  l  W  m 

i  ésta  llegase  4  fallecer  antes  de  mí  defunción  ,,es/  mi  voJi^Il-¿ 
id  los  herede  y  disfrute  mi  referido  esposo ,  bajo  las  miomas 
ircunstancias  que  éste  mis  ha  instituido  por  su  heredera  ^  sin 
de  tengan  mis  parientes  que  inquietarle,  en  la  partición  que 
[eho  mi  esposo  practique ,  pues  la  hará  de  la  manera  que 
Dga  por  conveniente  ,.  y  por  su  defunción  eiitregará  lo  que 
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sea  de  su  voluutad  á  mis  primos  hermanos  Félix,  Francisca 
Dolores  Sánchez,  Pedro  y  Fernando  Fubra  Pérez  de  los  Cobo 
que  la  dividirán  por  iguales  partes:» 

Resultando  que  Doña  Carolina  y  Doña  Feliciana  Sancha  ¿ 
dedujeron  demanda  para  que  se  declarase  lee  tocaba  y  corre^^ 
pondia   heredar  la  porción  de  bienes  en   que  Doña  Felicianas 
Abril  y  Fabra,  vecina  que  fué  de  Tobarra,  instituyó  herede to 
á  Félix  Sánchez  Fabra,  padre  de  aquellas,  según  su  úUims 
disposición  testamentaria  de  7  de  Agosto  de  1855;  y  que  en  s» 
consecuencia  se  condenase  á  Doña  Francisca  y  Doña  Dolores 
Sánchez,  y  en  su  representación  á  D.  Julián  Vargas,  de  Jo- 
barra,  y  D.   Francisco  Cañáis,  de  Palma  de  Mallorca,  á  que 
partieran  con   las  mismas  la  herencia  de  la  referida  señora, 
dando  á  ambas  sus  representadas  la   porción   que  tomaría  so 
padre  si  viviese;  y  pai^a  ello  alegaron  que  Doña  Feliciana  Abril 
y  su  esposo  D.  Francisco  Villaseca  otorgaron  testamento  man-    i 
comunado  ,  Instituyéndose  herederos  universales ,  y  hacienda 
llaihamientos,  para  cuando  el  último  faltara ,  en  favor  de  sus 
respectivos  parientes,  entre  los  que  figura  Félix  Sánchez,  padre 
de'las  demandantes,  y  ¿quien  como  primo  hermano  corres- 
pondia  la  parte  de  herencia  que  deben  percibir  las  menores 
sus  hijas  Feliciana  y  Carolina: 

Resultando  ^ue  los  demandados  excepolonaron  que  I» 
cl&usula  testaiilentaria  del  llamamiento  é  institución  de  he- 
redero que  púfñ,  su  caso  se  hace  en  favor  de  Félix  Sánchez 
Fabra  y  otros  primos  hermanos  de  la  testadora  Doña  Felicia- 
fia  Abril  no  puede  entenderse  que  lo  fuera»  en  calidad  de  ab- 
solutos herederos ,  sino  en  cnanto  asi  lo  quisiere  el  cónyuge 
sobreviviente,  cuya  condición  no  ha  podido  cumplirse;  debiea- 
do,  por  lo  tanto,  considerarse  inexistente  la  institución  de  be- 
redero  y  heredar  abintestato  los  parientes  más  pp6timoSy  que 
son  Doña  Dolores  y  Doña  Francisca  Sánchez  Fabra ,  ñamada? 
por  la  ley,  y  nunca  Taa  representacdas  por  el  Procurador  Pe- 
ralta, porque  Félix  Sánchez  ,  su  padre,  habla  muerto  con  aa- 
terioridad,  sin  que  por  consiguiente  puedan  hacer  v^aler  el  de- 
recho de  representación,  que  no  les  ftié  tirasraitido ,  ni  diefcaí 
menores  han  sido  personalmente  designadas  para  suceder  eo 
parte  algfuna  del  caudal  que  perteneció  á  la  testadora  IMi> 
Feliciana  Abril ,  solicitando  poi*  'último  se  le9  absuelva  da  1* 
demanda  ,  y  se  declare  que  á  sus^  esposas  Doña  Franeieéa  J 
DóñB  Dolores  Sánchez  Fabra  toca  y  corresponde  heredar  I¿ 
bienes  todos,  quedados  á  la  defunción  de  su  prinm  DofikMI-* 
ciána  Abril  y  Fabra ,  conforme  con  su  referido  testadMltr 
como  también  por  su  calidad  de  herederos  abintestato,  ea'4iK' 
zon  á  ser  próximos  parientes  de  la  finada  por  la  porciob  qM-fO^' 
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mede  percibir  Félix  Sánchez,  fallecido  áates  de  la  tentadora; 
i  oado  de  que  no  se  estimara  como  institución  de  heredero  á 
'avor  de  las  mismas  la  declaración  contenida  en  el  testamento 
|ue  se  menciona,  que  se  haga  la  correspondiente  ¿  que  dicho 
ibiBtestato  tenga  efecto  y  sucedan  en  todos  los  bienes  de  la 
expresada  procedencia ,  condenando  en  las  costas  ¿  los  de- 
sandantes: 

Resultando  que  las  partes  en  los  escritos  de  réplica  y  du- 
plica reprodujeron  respectivamente  sus  alegaciones  y  preten- 
siones, si  bien  expresando  el  demandante  que  la  Doña  Felicia- 
na, pocos  dias  antes  de  su  muerte  quiso  asegurar  el  dereoho 
de  sus  sobrinas  Carolina  y  Feliciana ,  y  llamó  suficiente  nú- 
mero de  testigos,  expresando  ante  ellos,  con  reserva,  que  era 
su  voluntad  heredaran  éstas  la  parte  de  sus  bienes  que  hubiera 
recibido  su  padre  ño  habiendo  muerto: 

Resultando  que  recibidos  los  autos  á  prueba  se  practicaron 
las  propuestas  por  las  partes,  presentándose  por  la  demandante 
cinoo  vecinos  de  Tobarra,  que  declararon  que  Doña  Feliciana 
Abril,  viuda  de  D.  Francisco  Yillaseca,  llamó  ¿  su  casa  á  les 
testigos  el  dia  10  de  Febrero  del  año  pasado  1871,  rogándoles 
ae  acordaran  de  lo  que  les  quería  decir  y  guardasen  el  secreto 
mientras  ella  viviera;  que  reunidos,  los  declarantes  y  en  un 
sola  acto  les  dijo  Doña  Feliciana  que  su  voluntad  era  que  su¿ 
aobrinas  Carolina  y  Feliciana  Sánchez ,  hgas  de  su  primo  Fé- 
lix, heredasen  la  tercera  parte  de  todos  stis  bienes;  que  aunquet 
tenia  nombrado  al  padre  Félix  Sánchez  como  l^^redero,  y  creían 
heredarían  sus  hijas,  si  alguna  disputa  hubiera  sobre  eso,  era 
su  voluntad  que  las  hijas  de  Félix  Sánchez  tomaran  la  misma 
parte  que  dejaba  al  padre  en  su  testamento  antiguo :  'que  esa 
liabia  sido  siempre  su  intención,  pero  que  les  hacia  esta  decla- 
ración para  que  se  tuviera  como  codicilo  si  había  alguna  duda 
en  su  testamento;  y  por  último,  que  varias  veces  había  querido 
hacer  nuevo  testamento  para  asegurar  i  las  hijas  4e  su  primo 
Félix,  y  Julián  Vargas  se  habia  op\iesto,  no  llamando  por  esta 
razón  á  ningún  Escribano  del  pueblo.,  pues  temia  qide.  dicho 
Vargas  lo  supiera: 

Resultando  que  seguido  el  juicio  por  sus  trámites,  la  Sala 
lie  lo  civil  de  la  A.udiencia  ,  por  sentencia  de  29  de  Abril  de 
1874,  revocatoria  de  la  del  Juez  de  primera  instancia,  absol- 
vió á  Doña  Francisca  y  Doña  Dolores  Sánchez  Fabra,  opi^sortes 
de  D.  Francisco  Cañáis  y  D.  Julián  Vargas,  de  la  demanda 
interpuesta  por  Carolina  y  FelíQiana  Sánchez  EscríbaotO;»  adi- 
cionada en  el  escrito  de  réplica  que  subsigue  'á  la  misma; 
reservando  á  estas  últimas  su  dereoho  .en  cuanto  á  la  revali- 
dación del  testamento  ó  codicilo  de-  10  de  Febrero  de  1&71^ 


414  TRIBUNAL  sanKMO. 

para  que,  si  lo  estimaba  procedente,  lo  ejerciten  por  lo9  me* 
dios  que  la  ley  tiene  establecidos,  sin  hacer  expresa  oondeoi- 
oíon  de  eos  tas  : 

Resultando  que  por  los  demandantes  se  interpuso  reanm 
de  casación  por  conceptuar  infringidas: 

i."*  La  ley  I.*",  tit.  18,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilt- 
cion,  (19  de  Ordenamiento). 

2.""  La  Real  cédula  del  Rey  D.  Felipe  II  del  año  1566,  pro- 
cede que  su  texto  limitado  en  el  Ordenamiento  á  las  anterio- 
res declaraciones  ,  comprenda  tal  cual  se  lee  en  la  Novísima 
Recopilación  la  cláusula  ^pero  si  tal  testamento  fuese  hecho 
Hnte  siete  te.stig'os  ,  aunque  no  sean  vecinos  ni  pase  ante  Es- 
cribano; teniendo  las  otras  calidades  que  el  derecho  requiere, 
valga  el  tal  testamento^);  aunque  los  testigos  no  sean  vecinos 
del  lugar  donde  se  hiciere,  la  ley  2/  (3.*  de  Toro). 

3."  La  opinión  común  de  los  intérpretes  de  nuestro  dere- 
cho, que  como  doctrina  generalmente  admitida  á  las  palabras 
de  la  ley  1.*,  tit.  2,"^  de  las  Ordenanzas,  adoptan  el  siguiento 
principio  acerca  del  número  de  testigos:  Si  veré  non  fiai^  w- 
ram  notaría  quirire  si  sis  neo  loco  haberit  possent  aliofuin 
sufficere  tres ;  y  la  jurisprudencia  sentada  por  este  Tribunal 
Hupremo  en  las  sentencias  de  11  de  Diciembre  de  1855,  qne 
ei^tablece  es  válida  la  disposición  testamentaria  hecha  ante 
cinco  testigos  del  lugar  del  testador  .  la  dé  29  de  Diciembre 
de  1859,  la  de  11  de  Enero  de  1860,  y  otras  muchas. 

T  4."  La  citada  ley  1.*,  tit.  18  de  la  Novísima  Recopila- 
ción, que  al  determinar  los  varios  modos  como  pueden  orde- 
narse los  testamentos  ,  se  limita  á  exigir  que  la  verdad  le^l 
de  los  mismos  puede  probarse  por  cualquiera  de  los  medios 
que  en  ella  se  establecen  expresamente. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Joaquín  Ruiz  Ca- 
fi  abate. 

Considerando  que  el  recurso  de  casación  no  puede  prospe- 
rar si  en  su  apoyo  se  citan  leyes  ó  doctrinas  referentes  á  pun- 
tos ó  cuestiones  que  no  han  sido  resueltas  por  la  sentencia 
impugnada: 

Considerando  que  la  Sala  sentenciadora  ,'al  pronunciar  la 
absolución  de  la  demanda  interpuesta  por  la  parte  recurrente 
y  reservarla  el  derecho  de  qué  se  crea  asistida  en  cuanto  á  la 
valides  del  testametito  ó  codicilo  que  se  dice  otorgado  de  pa- 
labra por  Doña  Feliciana  Abril  en  10  de  Febrero  de  1871,  « 
ha  abstenido  con  fundamento  de  resolver  esta  cuestión,  en 
rasBon  á  que  la  referida  manifestación  verbal  no  habia  sido 
elevada  á  instrumento  público  en  la  forma  establecida  por  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  por  consiguiente  su  abstencieo 
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contraría  en  manera   alcana .  las  leyed  que  como  infrine^i- 
86  alegan,  y  que  fijan  el  número  de  testigos  qae  según  los 
pectivos  casos  es  necesario  para  el  otorgamiento  y  validez 
los  testamentos; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lu- 
'.al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Doña  Carolina  y 
ia  Feliciana  Sánchez ,  á  quienes  condenamos  en  las  costas; 
ibrese  la  correspondiente  certificación  á  la  Audiencia  de 
>acete. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia»  que  se  publicará  en  la  Oa- 
%  é  insertará  en  la  Colección  legislaiipai  pasándose  al  efecto 
copias  necesarias »  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firma- 
s.:=Juan  González  Acevedo. «Hilario  de  Igon.=José  Fermin 
Muro.^'Juan  Cano' Manuel. =Ramon  Diaz  Vela.:srJoaquin 
iz  Cañábate. =Bicardo  Diaz  de  Rueda. 
Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Exce- 
tisimo  Sr.  D.  Joaquin  Buiz  Cañábate,  Magistrado  del  Tribu - 
Supremo ,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera, 
mismo  el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Relator  Secre- 
to de  dicha  Sala. 

Madrid  12  de  Noviembre  de  1875.=Licencíado  Mariano  Fer- 
)dez  García. 

NáM.  85. 
CASACIÓN.— SALA  PRIMERA. 


3ITIM1DAD  y    PAGO    DEL    CAPITAL   Y  RÉDITOS    DB    UN    CENSO.— 

Sentencia  de  15  de  Noviembre,  declarando  no  haber  lugar 
il  recurso  de  casación  interpuesto  por  el  Ayuntamiento  de 
Torroella  de  Montgri  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  se- 
ronda de  la  AudieAcia  de  Barcelona,  en  pleito  con  el  Barón 
ie  Foxá  y  después  el  Conde  del  mismo  nombre. 

En  sus  aoNsmBRANBos  se  establece: 

Qií#  la  dispuesto  en  el  decreto  de  las  Cortes  de  6  de  Ágos- 
is  1811  y  en  la  Ley  aclaratoria  del  mismo  de  3  de  Mayo 

1823,  acerca  de  la  presentación  de-  títulos  dé  adquisición 
M  ffue  los  Señoríos  territoriales  y  solariegos  se  consideren 
I 'helase  de  propiedad  particular,  sólo  ha  de  entenderse  y 
^Hearse  cop  respecto  á  los  pueblos  y  territorios  en  que  los 
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poseedores  actuahs  4  sus  causétmtes  hayan  tenido  el  séíar^ 
jurisdiccional,  según  se  dispone  en  el  art.  1.^  de  la  ley  de 
de  Agosto  de  1837. 


En  la  villa  y  Corte  dfi  Madrid,  &  15  de  Noviembre  de  18' 
en  los  auto»  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia     4 
La  Bisbal  y  en  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Barcelom 
por  D.  Mariano  de  Foxá,  Barón  de  Foxá,  y  después  su  herede- 
ra Doña  Maria  del  Carmen  de  Bassols  y  Foxá,    Condesa     de 
Foxá,  con  el  Ayuntamiento  de  ToriDella  de  Montgri,  sobre  le- 
gitimidad y  pago  del  capital  y  réditos  de  un  censo;  autos  que 
penden  ante  Nos,  en  virtud  de  recurso  de  casación  interpuesto 
por  el  demandado  contra  la  sentencia  (}ue  en  17  de  Abril  de 
1874  dictó  la  referida  Sala: 

Resultando  que  el  Rey  Don  Pedro  III  de  Aragón,  en  prifi- 
legio  de  23  de  Julio  de  1373,  confirmado  y  aprobado  por  su 
hijo  primogénito  el  Infante  D.  Juan  en  15  de  Octubre  del  mis- 
mo año,  concedió  perpetuamente  y  prometió  en  sa  fé  Real  ^ 
los  Cónsules,  hombres  probos  y  á  la  Universidad  de  la  villa  de 
Torroella  de  Montgri,  que  el  castillo,  villa,  honor  ó  baroni* 
susodichos  y  feudo  y  el  derecho  de  recibir  el  poder  del  lugar 
de  Albons  y  también  el  mero  imperio,  jurisdicciones  y  otros 
derechos  que  le  pertenecían  y  los  lugares  de  Ugilla,  Gualta  y 
Fontanilles,  que  eran  de  las  pertenencias  de  dicho  honor  ó  ba- 
ronía, fuesen  tomados,  tenidos  y  restituidos,  y  las  jurisdiccio- 
nes susodichas  regidas  y  ejercitadas  perpetuamente  por  el  Pro- 
curador y  otros  oficiales  suyos  de  dicha  villa  de  Torroella  y  no 
por  otros,  y  que  jamás  separaría,  dividiría,  segregaría  ni  ena- 
jenaría parte  alguna  de  dichos  castillos,  villa,  honor  y  baro- 
nía, feudo  y  derechos  de  recibir  el  poder  de  las  jurisdicciones 
y  mero  imperio  predichos;  pues  al  contrario,  quería  y  deter-  ■ 
minaba  y  hacia  una  ley  pactada  incambiable  y  perpetua  qn^ 
el  castillo,  villa,  honor  y  baronía  susodichas,  con  todos  sns 
términos,  territorios  y  derechos  y  feudo  susodicho  y  derecho 
(le  recibir  el  poder  de  dicho  lugar  de  Albons  y  jurisdicciones  y 
mero  imperio  y  otros  derechos  de  dichos  lugares  de  Ugilbi 
Gualta  y  Fontanilíes  k  la  Corona  de  Aragón  y  Principado  de 
Cataluña  y  Condado  de  Barcelona,  quedasen  y  estuviesen  uni- 
dos perpetua  é  invariablemente,  cuyo  derecho  jamás  quería 
derogar  por  vía  ni  causa  alguna  conocida  é  impensada,  ana- 
que  ofreciese  que  les  pagaría  sus  intereses;  pues  él  expresa- 
mente y  á  ciencia  cierta  determinaba,  por  la  plenitud  de  aa 
Real  poder,  que  cualesquiera  leyes  y  derechos  canónicos  ó  ai- 
viles  y  también  municipales »  por  los  cuales  fuere  permitido 
ó  concedido  que  los  Reyes  y  Príncipes  ó  cualesquiera  ottafi 
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Xiersonas  hicieren  doDacion,  separaciou  ó  eDajenacion  de  las 
ciudades,  villas,  castillos  ó  lugares,  do  obstante  el  privileg'io 
en  contrario  en  su  consecuencia  hecho  en  cuanto  á  estas  cosas, 
fuesen  inútiles  y  del  todo  inválidas,  nulas  y  destituidas  de 
valor  y  efecto;  y  desde  luego  para  entonces  y  al  contrario  re- 
nunciaba á  las  mismas  cosas,  y  por  las  cosas  renunciadas 
queria  y  mandaba  que  fuesen  inválidas  y  por  la  presente  ley 
pactadlk  con  dichos  derechos  contrarios  queria  y  T%t;erminaba 
que  prevalecieran  todos  aquellos  derechos  que  podia  sufragar 
ii  dicho  derecho  contrarios  por  la  plenitud  de  su  poder,  apli- 
cando totalmente  á  la  misma  ley  pactada,  ni  tampoco  aquel 
4  favor  de  cual  las  cosas  dichas  se  enajenasen  ó  á  quien  se  tras- 
flriesen,  adquiriese  ni  pudiese  adquirir  derecho  en  propiedad  ó 
posesión,  sino  qoe  fuese  castigado  y  se  le  castígase  en  el  du< 
pío  de  la  estimación  de  dichos  castillos,  villa,  honor  ó  baro- 
nía, y  de  las  demás  cosas  susodichas  ó  de  aquello  que  de  las 
mismas  cosas  se  trasfíriese  á  él ,  y  determinaba  por  pena  y 
como  pena  que  imponían  á  los  que  aceptasen  la  dicha  enaje- 
nación,  cuya  pena  debia  adquirirse  y  aplicarse  por  dichos  Cón- 
sules, hombres  probos  y  universidad,  y  que  ni  él  y  sus  suce- 
sores ú  oficiales  no  pudieran  hacerles  en  su  consecuencia  re- 
misión ó  gracia  alguna: 

Resultando  que  por  escritura  pdblica  de  19  de  Marzo  de 
1702  D.  Francisco  de  Blanes  Centellas  y  Carros,  Conde  de 
Centellas,  Bayle  general  y  Procurador  de  los  Reales  fondos 
del  Principado  de  Cataluña  y  Condado  de  Cerdaña,  en  virtud 
del  poder  especial  que  en  13  de  Marzo  del  mismo  año  le  habia 
otorgado  el  Rey  1).  Felipe  V,  vendió  á  nombre  de  S.  M.  y  sus 
sucesores  al  honorable  Esteban  Andreu  y  á  los  suyos  perpe- 
tuamente, por  puro,  libre  y  franco  alodio:  primero,  todo  aquel 
diezmo,  tanto  de  peces  como  también  de  trigo  y  otros  granos 
y  dé  cualesquiera  otros  frutos  que  el  Rey  recibía  y  debia  re- 
cibir y  que  pertenecían  y  correspondían  á  su  Real  Patrimonio 
en  la  villa,  término  y  territorio  de  Torroella  de  Montgrl :  se- 
gundo, perpetuamente  también  por  causa  de  dicha  venta,  me- 
diante sin  embargo  la  facultad  de  escritura  de  gracia :  prime- 
ro, todo  aquel  censo  anual  irredimible  de  pensión  250  libras, 
moneda  barcelonesa,  que  la  Universidad  de  dicha  villa  de  Tor- 
roella de  Montgrl  hacia  y  prestaba  y  estaba  obligado  á  hacer 
ó  prestar  al  Rey  en  pago  y  satisfacción  y  compensación  de 
tascas  y  censos  de  dinero,  y  también  de  trigo,  cebada,  avena, 
gallinas  y  cualesquiera  otras  cosas  que  recibía  el  Real  Patri- 
monio y  debia  recibir  de  dicha  Universidad  y  particulares  y 
otros  cualesquiera  vecinos  y  habitantes  que  tenian  y  poseían 
Jas  susodichas  tierras,  molinos  y  Bscribanias,  y  otras  cuales* 
II.-l.*  Y  3.*  27 
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quiera  propiedades,  honores  y  propiedades  en  dicha  villa  de 
Torroella  de  Montgrí  y  término,  y  otros  derechos  de  dicha  üui- 
versidad  concedidos  por  el  Rey  Felipe  con  Real  privilegio»  fir- 
mado y  expedido  en  forma  de  escritura  pública  otorgada  ea 
la  ciudad  de  Lisboa  á  10  de  Agosto  de  1619,  con  la  imposición 
de  dicho  censo  anual  que  prometió  pagar  Francisco  Márcala 
Síndico  y  Procurador  de  la  Universidad  y  particulares  de  di- 
cha villa  de  Torroella  de  Montgrí,  con  escritura  pública  otor- 
gada en  Madrid  á  29  de  Julio  del  mismo  año  de  1619:  tercero,, 
y  finalmente  todo  el  dominio  directo  alodial  campal  que  per-- 
teneciera  ó  tocase  ó  debiese  pertenecer  ó  tocar  al  Rey  y  á  sa 
Real  Patrimonio  en  todos  los  predios,  casas,  ediñcios,  tierras^ 
honores  y  cualesquiera  posesiones  situadas  entre  dicha  villa 
de  Torroella  de  Montgrí  y  su  término  ó  distrito,  mientras  sin 
embargo  fuesen  alodiales  ó  no  estuviesen  sujetas  al  directo 
dominio  de  otro;  y  hacia  esta  venta  y  concedía  al  dicho  Este- 
ban Andreu  y  á  los  suyos  perpetuamente  las  cosas  susodichas» 
bajo  el  pacto  empero  y  condición  siguiente:  que  todas  y  cada 
una  de  las  coshs  que  con  la  presente  en  dicho  nombre  le  vea- 
día,  debieran  conservar  y  tener  perpetuamente  todos  los  pri- 
vilegios y  todas  las  prerogativaa  de  los  réditos  Reales  como  ai 
actualmente  existiesen  en  el  Real  Patrimonio,  de  tal  manera 
que  el  Procurador  Fiscal  de  dicho  Bajlío  general  debiese  for- 
mar parte  con  Andreu  y  sus  sucesores  también  en  estas  cosas^ 
coadyuvando  en  todos  los  derechos  y  pretensiones  suyas  y  de 
sus  sucesores,  tanto  en  los  litigios  y  causas  en  las  cuales  fue- 
sen los  demandantes,  como  en  aquellas  en  que  fuesen  deman- 
dados; y  que  el  precio  de  las  susodichas  cosas  era  el  de27.50(^ 
libras,  moneda  barcelonesa: 

Resultando  que  por  decreto  de  30  de  Abril  de  1805  el  Su- 
premo Consejo  en  junta  general  de  Propios  del  Reino  resolvía 
que  la  Justicia  y  Junta  de  Propios  de  la  villa  de  Torroella*  de 
Montgrí  continuasen  á  los  consortes  D.  Ignacio  y  Doña  María 
Francisca  Foxá  y  de  Andreu  el  pago  del  censo  anual  de  2oft 
libras  catalanas  y  demás  derechos  que  le  pertenecieran  y  es- 
tuviesen comprendidos  en  el  reglamento ,  entendiéndose  eo 
cuanto  k  los  réditos  del  censo  los  corrientes,  y  sujetándose  los 
interesados  por  lo  respectivo  á  los  atrasados  á  las  reglas  ge- 
nerales dadas  sobre  este  punto;  y  habiendo  acudido  al  Conse- 
jo la  Justicia  y  Junta  de  Propíos  de  Torroella  de  Montgrí  pi- 
diendo quedase  sin  efecto  la  dicha  resolución  hasta  las  resultas 
del  juicio  de  incorporación  pendiente  en  el  Consejo  de  Ha- 
cienda, acudieron  también  dichos  consortes  D.  Ignacio  de  Fo]k4 
y  Doña  María  Francisca  Andreu,  quejándose  de  la  falta  de  caoír 
plimiento  de  la  citada  resolución  por  la  Justicia  y  Junta  df 
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Propios  de  dicha  villa;  y  el  Consejo  por  decreto  de  10  de  Ene- 
ro de  1807  acordó  que  se  ^cargase  al  Intendente  de  la  pro- 
vincia que  cuidara  muy  particularmente  de  la  observancia  de 
la  citada  resolución  de  30  de  Abril  de  1805,  y  de  que  sin  dar 
lugfar  á  nuevos  recursos  ni  quejas  se  continuase  por  la  ex- 
presada villa  de  Torroella  de  Mont^rl  á  los  referidos  D.  Ig- 
nacio Foxá  y  Doña  María  Francisca  Andreu,  su  mujer,  el  pago 
de  los  réditos  del  citado  censo  y  demás  derechos  que  le  per- 
tenecieran en  la  conformidad  prevenida: 

Resultando  que  en  16  de  Marzo  de  1819  el  Ayuntamiento 
pleno  de  Bayle,  Regidores .  Diputados  y  ambos  Síndicos  y  el 
común  y  Universidad  de  la  villa  de  Torroella  de  Montgrí,  por 
medio  de  apoderado  especial,  de  una  parte,  y  de  la  otra  Doña 
María  Francisca  Foxá  de  Andreu,  Baronesa  de  Foxá,  viuda  de 
D.  Ignacio  Foxá,  y  D.  Ni;rciso  Foxá  Andreu,  hijo  primogé- 
nito de  estos,  también  por  medio  de  apoderado ,  otorgaron  es- 
critura pública  de  transacción  y  concordia,  en  que  dijeron, 
después  de  hacer  mérito  de  los  antecedentes  relacionados,  que 
el  Ayuntamiento  de  dicha  villa  solicitó  en  1800  se  declarase 
la  reincorporación  á  la  Corona  generalmente  de  cuantas  alha- 
jas se  comprendieron  en  la  enajenación  de  1789,  ó  á  lo  menos 
del  señorío  campal  y  censo  anual  de  250  libras ,  cuya  causa 
había  sufrido  las  vicisitudes  que  refieren:  que  en  cumpli- 
miento de  lo  mandado  en  Real  cédula  de  17  de  Marzo  de  1818, 
en  que  se  declaraba  que  la  Junta  suprenia  patrimonial  de  ape- 
laciones conociera  de  todos  los  pleitos  de  incorporación  de  la 
Corona  de  Aragón  en  que  tuviera  intereses  el  Real  Patrimo- 
nio, pasados  los  autos  de  aquel  á  dicha  suprema  Junta,  se  ex- 
pidieron por  ésta,  á  instancia  de  su  Fiscal,  Reales  letras  par- 
ticipantes de  su  estado  y  emplazatorias  de  las  mismas  partes 
á  quien  fueron  efectivamente  notificadas  para  que  dentro  de 
qaince  días  compareciesen  ante  el  Teferido  Supremo  Tribunal 
a  deducir  lo  que  á  su  derecho  les  conviniera ,  y  previniéndoles 
que  de  no  hacerlo  se  sustanciarían  con  los  estrados  de  la  Jun- 
ta,  y  la  providencia  que  recayera  les  pararía  el  perjuicio  que 
hubiera  lugar :  que  esta  superior  orden  dio  motivo  al  Ayunta- 
miento para,  mediante  reflexivo  examen,  reconocer  desde  Itte- 
go  que  la  reincorporación  á  la  Corona  del  señorío  alodial  y 
campal  de  aquella  villa  y  su  término ,  con  el  canon  ó  censo 
anual  y  demás  derechos  dependientes  de  aquel,  ninguna  utili^ 
dad  ni  ventaja  acarrearía  al  común  ni  á  los  particulares  de  la 
propia  villa,  y  antes  sí  mucha  desventaja  al  Real  Patrimonio, 
no  al  común,  porque  el  mismo  canon  ó  censo  que  sin  ningu- 
na dependencia  de  jurisdicción  pagaba  &  la  casa  de  Foxá  y 
Andrea,  posesora  por  el  citado  Real  titulo  oneroso  del  expre- 
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sado  dominio,  debería  pagarío,  igualmente  reincorporado  éste 
al  Real  Patrimonio  y  no  á  los  particulares  de  la  villa  de  sa 
término,  porque  deberían  pagar  también  al  Real  Patrimonio 
los  mismos  laudemios  correspondientes  por  las  traslaciones 
del  dominio  útil  de  sus  respectivas  fincas  del  territorio ,  que 
por  esto  no  podia  menos  de  esperar  que  la  alta  penetración 
del  Consejo ,  y  con  él  el  Rey ,  le  dispensaría  la  gracia  de  su 
Real  aprobación  y  la  transacción  y  concordia  que  á  fin  de  ase- 
gurar la  buena  armonía  y  común  satisfacción  de  todo  el  mis- 
mo pueblo  de  Torroella ,  hablan  venido  en  otorgar  y  otorga  - 
ban  con  los  pactos  siguientes  :  primero ,  el  Dr.  D.  Francisco 
Ferran  y  Riera,  en  calidad  de  Procurador  Síndico  especial  del 
Ayuntamiento  pleno  de  Bayle,  Regidores ,  Diputados  y  ambos 
Síndicos  y  en  representación  del  común  y  universidad  de  la 
villa  de  Torroella  de  Montgrí,  ratificaba,  y  en  cuanto  menester 
fuese  otorgaba  de  nuevo  ,  la  renuncia  que.  el  propio  Ayunta- 
miento tenia  ya  efectuada  por  vía  de  recurso  presentado  por 
su  apoderado  á  la  mencionada  causa  ó  pleito  que,  por  instan- 
cia del  Cuerpo  municipal  de  la  propia  villa  del  año  1789  fué 
instalada  en  el  Consejo  de  la  Real  Hacienda  y  á  sus  mismos 
autos  y  expediente  que  quedaban  indecisos  ante  la  suprema 
Junta  patrimonial  de  apelaciones  entre  el  dicho  Ayuntamiento 
actual  y  la  madre  é  hijo  Baronesa  viuda  de  Foxá ,  Doña  Ma- 
ría Francisca  de  Foxá  y  Andreu ,  y  D.  Narciso  de  Foxá  An- 
dreu ,  sobre  las  pretensiones  expuestas,  y  desistiendo,  como, 
desde  luego  desistia  de  ellas  para  siempre  jamás,  imponiéndo- 
se perpetuo  silencio,  tanto  sobre  lo  deducido  y  pretendido  en 
dicha  causa,  cuanto  sobre  lo  demás  que  pudiera  pretender  y 
alegar  ante  el  Supremo  Tribunal  de  la  Junta  patrimonial  de 
apelaciones  el  referido  Ayuntamiento,  y  abdicando,  como  ab- 
dicaba, al  mismo  y  á  su  común  y  Universidad,  de  toda  facul- 
tad ,  acción  y  derecho  de  proseguir ,  remover  intentar  cosa 
alguna  en  dicha  causa  ó  expediente,  antes  bien  los  mismos  de- 
rechos que  antes  de  la  confección  de  dicha  renuncia  y  ratifi- 
cación tenia  el  A^yuntamiento  y  su  Universidad  ,  lo  ccdia  y 
transferia  á  los  mencionarlos  madre  é  hijo  de  Foxá  y  Andrea 
á  fin  de  usar  y  valerse  de  ellos  en  donde  y  como  mejor  les 
pareciera :  segundo,  que  Francisco  Mallot  y  Canto,  como  Pro- 
curador de  la  Doña  Francisca  Foxá  y  Andreu  y  D.  Narciso  de 
Foxá  y  Andreu,  madre  é  hijo,  fuese  que  poseyera  el  señorío 
directo  alodial  y  campal  de  la  villa  de  Torroella  de  Montgrí 
y  su  término  por  el  título  que  ahora  y  por  otro  que  nueva- 
mente adquiriesen,  prometía  y  se  obligaba  por  sus  principa- 
les y  sus  sucesores  á  no  cobrar  por  los  laudemios  vencidos 
hasta  el  presente  más  que  un  sueldo  y  4  dineros  barceloneses 
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por  libra  y  por  los  venideros  2  sueldos  de  la  mí^ma  moneda 
metálica :  tercero,  que  la  moderada  cosa  de  laudemio  fijada  en 
el  antecedente  capítulo  ,  sólo  seria  y  se  debería  siempre  en- 
tender á  favor  de  los  vecinos  de  la  villa  que  hubiesen  adqui- 
rido vecindad  después  de  diez  años  cumplidos :  cuarto,  que  los 
laudemios  qae  se  adeudaran*  en  adelante  por  los  vecinos  de  la 
villa  tendrían  además  estos  un  año  de  plazo  para  satisfacerlos; 
y  quinto,  que  los  forasteros  deberían  pagur  los  laudemios  in- 
mediatamente de  vencidos  á  razón  de  2  sueldos  y  8  dineros  de 
la  referída  moneda  por  libra: 

Resultando  que  en  9  de  Enero  de  1856  D.  Mariano  de  Foxá 
y  Andreu,  Barón  de  Foxá,  con  motivo  de  estar  próxima  la 
subasta  de  las  fincas  de  propios  y  comunes  de  Torroella  de 
Montgrí  promovió  expediente  gubernativo  para  que  se  decla- 
rase como  legitima  la  deuda  de  11.237  libras  9  sueldos  y  un 
dinero  barceloneses,  equivalente  á  119.866  rs.  6  mrs.,  por  la 
propiedad  del  censo  capitalizado  á  120  por  cada  tres ,  á  mo* 
tivo  de  ser  perpetuo  é  incluible,  y  por  las  pensiones  devenga- 
das del  mismo  hasta  el  31  de  Diciembre  de  1855  con  las  que 
vinieran  á  término  de.su  prorata  hasta  el  punto  de  extinguir- 
se, y  que  se  impusiera' su  pago  metálico  y  efectivo  en  el  pliego 
de  condiciones  á  cargo  del  rematante  ó  rematantes,  sin  per- 
juicio de  admitirse  dicho  crédito  al  Barón,  si  le  pareciere  ha- 
cer postura  en  la  subasta;  y  que  en  caso  de  negarse  guberna- 
tivamente se  le  diese  certificado  á  fin  de  acudir  á  la  via  judicial 
en  todo  caso  con  inmediata  suspensión  de  la  subasta  de  la  he- 
redad llamada  Torre  Pousa,  perteneciente  á  los  Propios  de 
Torroella  de  Montgrí,  anunciada  para  el  dia  26  de  Febrero;  y 
la  Diputación  provincial  en  decreto  de  25  del  propio  mes  de 
Febrero  de  1856  acordó  que  el  interesado  acudiese  ante  el 
Tribunal  de  Justicia  á  deducid  su  derecho  sobre  el  crédito 
que  reclamaba  contra  la  Universidad  de  la  villa  de  Torroella 
de  Montgri: 

Resultando  que  en  consecuencia  del  citado  acuerdo  en  la 
Diputación  provincial,  el  D.  Mariano  de  Foxá  y  Andreu,  Barón 
de  Foxá,  dedujo  la  actual  demanda  en  17  de  Abril  de  1856^ 
pretendiendo  que  se  declarase  la  legitimidad  del  censo  ó  cré- 
dito proced«;nte  de  la  escritura  de  venta  de  19  de  Marzo  de 
1702,  y  en  su  consecuencia  se  condenase  al  Ayuntamiento  ó 
común  de  la  villa  de  Torroella  de  Montgri  en  haber  de  satis*- 
facer  al  citado  D.  Mañano  Foxá,  Barón  de  Foxá,  la  suma  de 
119.866  rs.  6  mrs.  en  pago  y  extinción  de  la  capitalidad  del 
expresado  censo  de  1.403  rs.  5  mrs.  anuales  y  de  sus  pensio«« 
nes  adeudadas  hasta  el  31  de  Diciembre  de  1855,  con  más  loa 
réditos  y  prorata  hasta  el  dia  de  su  extinción,  y  todas  las  eos- 
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tas;  7  para  ello,  haciendo  mérito  de  varios  de  los  anteceden- 
tes mencionados ,  y  de  que  el  expresado  censo ,  en  Cuanto  4 
la  casa  de  Foxá,  habia  sido  reducido  después  á  131  libras  11 
sueldos,  equivalentes  á  1.403  rs,  5  mrs.  que  habían  venido  re- 
conociéndose por  el  Ayuntamiento  de  Torroella  de  Montgrf, 
incluyéndose  como  cargo  de  lo  común  en  el  presupuesto,  sol- 
ventándose algo  á  cuenta,  y  resultando  en  el  día  el  rezago  de 
los  crecidos  réditos  que  aparecían  en  la  liquidación ,  debida  ¿ 
la  condescendencia  con  que  la  casa  de  Foxá  hebia  dado  repe* 
tidas  treguas  y  alargos  para  no  sobrecargar  al  común  ó  ve- 
cindario de  Torroella  con  el  perentorio  apronto  de  la  deuda; 
alegó  que  eran  claros  los  hechos  de  que  se  deducia  la  obliga- 
ción hipotecaria  de  los  propios,  arbitrios  y  rentas  del  Ayunta- 
miento de  Torroella  de  Montgrí  al  pago  de  los  réditos  del  indi- 
cado censo  y  de  su  capitalidad,  que  importaba  todo,  según  la 
liquidación  y  hasta  31  de  Diciembre  de  1855,  la  suma  de 
119.866  rs.  6  mrs.  que  como  cosa  de  hecho  no  se  presumia 
pagado  á  no  probarse:  y  que  de  ello  surgia  el  robusto  funda- 
mento del  derecho  del  D.  Mariano  Foxá,  Barón  de  Foxá,  para 
condenarse  á  dicha  Municipalidad  al  apronto  con  las  pensiones 
y  prorata  que  con  posterioridad  á  dicho  31  de  Diciembre  se 
devengaren,  y  todas  las  costas: 

Resultando  que  al  contestar  á  la  demanda  el  Ayuntamiento 
de  Torroella  de  Montgrí  pretendió  que  se  le  absolviese  de  ella 
imponiendo  al  ador  perpetuo  silencio  y  callamiento  perpetuo 
y  condenándole  al  pago  de  la  pena  del  duplo  en  la  cantidad 
que  resultase  y  en  todas  las  costas ,  daños  y  perjuicios;  y  al 
efecto,  haciendo  también  mérito  de  los  antecedentes  y  especial- 
mente del  privilegio  de  23  de  Julio  de  1373  de  que  hizo  pre- 
sentación, alegó  que  oponia  á  la  demanda  la  excepción  de  ca- 
ducidad y  abolición  del  censo  en  virtud  de  las  leyes  de  6  de 
Agosto  de  1811,  19  de  Julio  de  1813  y  3  de  Mayo  de  1823  so- 
bre señoríos;  para  que  conforme  á  las  mismas  justificasen  no 
proceder  de  título  jurisdiccional  ó  feudal :  que  la  presunción 
de  la  ley  de  26  de  Agosto  de  1837,  aclaratoria  de  las  prece- 
dentes sobre  señoríos,  estaba  en  contra  de  dicho  censo  por 
cuanto  S.  M.  el  Rey  que  traspasó  á  los  antecesores  del  Barón 
de  Foxá  el  referido  censo  que  percibía  en  Torroella,  ejercia  en 
ella  la  jurisdicción  como  Barón,  según  se  desprendía  del  Real 
privilegio  concedido  á  la  villa  por  el  Rey  D.  Pedro  III  de  Ara- 
gón en  23  de  Julio  de  1373:  que  en  el  supuesto  que  el  citado 
censo  debiera  declararse  subsistente,  le  oponia  desde  luego 
la  excepción  de  nulidad  de  la  enajenación  para  que  se  decla- 
rase que  no  pudo  adquirirlo  ni  retenerlo,  ni  podia  cobrarlo,  y 
sí  sólo  el  Patrimonio  de  la  Corona;  puesto  que  de  dicho  doca- 
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ñento  resultaba  que  por  pacto  expresamente  convenido  entre 
S.  M.  y  la  villa,  ésta  ni  su  castillo  y  baronía,  jurisdicción,  do- 
minio directo  y  útil  y  demás  pertenencias  y  derechos  no  podian 
-eo  todo  ni  en  parte  ser  enajenados  á  favor  de  nadie  sin  que 
D.  Bstéban  Andreu  ni  sus  sucesores  hubiesen  podido  adquirir 
ni  conservar  la  propiedad  ni  la  pensión,  ni  por  tanto  le  asistía 
derecho  para  demandar  el  censo,  antes  bien,  incurrieron  en  la 
pena  del  duplo  que  venían  por  dicho  privilegio  condenados,  sin 
qae  de  ella  pudiera  absolvérseles:  que  tampoco  podia  ampa- 
rarles el  trascurso  del  tiempo,  ni  favorecerles  prescripción  al- 
guna ,  ya  porque  la  cosa  era  viciosa  como  prohibida  de  ser 
enajenada,  ya  porque  oponia  este  defecto  de  nulidad  la  villa 
de  Torroella  por  vía  de  excepción,  y  era  principio  de  derecho 
<iue  los  remedios  en  que  habia  marcado  plazo  para  accionar,  lo 
tienen  perpetuo  para  excepcionar;  y  ya  porque,  aunque  así  no 
fuese,  la  Universidad  de  un  pueblo  gozaba  siefnpre  de  los  be- 
neficios de  los  menores;  y  asi  era  que  si  conviniere  solicitaba 
desde  luego  en  favor  de  la  Universidad  de  Torroella  la  resti- 
tución contra  las  omisiones  de  sus  administradores,  que  no 
hablan  opuesto  al  intruso  adquisidor  las  excepciones  que  de- 
i)ian  sufl  causantes  adquirirlo;  y  al  propio  tiempo  le  reconvenía 
para  el  pago  á  la  villa  de  la  pena  del  duplo,  en  la  cantidad 
<}ue  resultare  que  valían  las  cosas  que  trató  de  adquirir:  por 
^n  otrosí  pidió  que  fuese  emplazado  el  Promotor  fiscal  del 
Juzgado,  como  representante  de  los  intereses  de  la  Nación, 
del  Gobierno  y  de  la  Corona,  para  que  en  cualquiera  de  di- 
chas representaciones  que  más  cuadrase  coadyuvara  las  ex- 
cepciones de  la  villa  de  Torroella: 

Resultando  que  presentado  el  escrito  de  réplica  por  Dofia 
Haría  del  Carmen  de  Bassols  y  Foxá,  Condesa  de  Foxá,  como 
f^ncesora  del  D.  Mariano  de  Fox&,  Barón  de  Fox&,  que  habia 
fallecido,  insistió  en  la  pretensión  deducida  en  la  demanda, 
pidiendo  además  que  se  la  absolviese  de  la  reconvención  pro- 
puesta por  el  Ayuntamiento;  y  declarado  caducado  el  derecho 
Íl  duplicar  por  la  parte  demandada,  se  recibió  el  pleito  á  prue- 
ba, practicándose  en  su  término  la  que  propuso  la  parte  de- 
mandante: 

Resultando  que  seguido  el  juicio  por  sus  trámites  la  Sala 
segunda  de  la  Audiencia  por  sentencia  de  17  de  Abril  de  1874, 
^confirmatoria  en  parte  de  la  del  Juez  de  primera  instancia, 
declaró  subsistente  el  censo  reclamado  por  D.  Mariano  de 
Foxá,  y  hoy  j>ot  su  fallecimiento  por  Doña  María  del  Carmen 
Bassols  de  Foxá  en  su  demanda,  y  en  su  consecuencia  con- 
denó al  Ayuntamiento  de  Torroella  de  Montgrí  al  pago  de  las 
pensiones  adeudadas  del  mismo,  y  de  las  que  se  adeuden  en  lo 
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sucesivo  á  razón  de  131  libras  11  sueldos,  ó  sean  1.4&3  rs.  & 
maravedís  cada  una,  liquidación  reservada,  al  dé  los  intereses 
legales  de  las  que  resulten  vencidas  hasta  y  desde  el  día  á^ 
la  contestación  de  la  demanda  en  cuanto  á  las  posteriores  dedt 
de  su  respectivo  vencimiento;  absolvió  á  dicho  Ayuntamiento 
de  la  demanda  en  cuanto  al  reintegro  del  capital  del  censo,  y 
á  Doña  Carmen  de  Bassols  de  la  reconvención  propuesta  por 
aquel;  sin  hacer  especial  condena  de  costas: 

Y  resultando  que  contra  este  fallo  interpuso  el  Ayunta- 
miento demandado  recurso  de  casación,  asi  en  la  forma  como 
en  el  fondo,  y  declarado  que  fué  sin  lugar  por  sentencia  de  la 
Sala  tercera  de  este  Tribunal  Supremo  el  recurso  interpuesto 
en  cuanto  á  la  forma,  formalizó  el  Ayuntamiento  el  propuesto 
sobre  el  fondo,  alegando  como  en  su  concepto  infringidos: 

1.*  El  art.  4.°  del  decreto  de  las  Cortes  de  6  de  Agosto 
de  1811;  los  articules  1.",  5."  y  8.**  de  la  ley  de  3  de  Mayo 
de  1823,  y  los  artículos  1  .**  y  3.**  de  la  de  26  de  Agosto  de  1837, 
en  cuanto  se  declaraba  la  subsistencia  del  censo  sin  haberse 
celebrado  previamente  el  juicio  instructivo  que  hacia  necesa- 
rio sus  antecedentes  jurisdiccionales. 

2.*^  En  igual  sentido  la  jurisprudencia  establecida  por  este 
Tribunal  Supremo  en  varios  fallos,  y  entre  ellos  el  de  25  de 
Mayo  de  1870,  según  el  cual  se  presumen  de  origen  jurisdic- 
cional ó  feudal  toda  prestación  satisfecha  en  pueblos  ó  terri«» 
torios  donde  el  poseedor  ó  sus  causantes  hayan  ejercido  juris- 
dicción. 

3.®  El  art.  4."  de  la  mencionada  ley  de  3  de  Mayo  de  1823, 
al  prescindirse  del  juicio  instructivo,  por  considerarlo  embe-» 
bido  en  el  pleito  ordinario  entablado  por  el  representante  de 
la  casa  de  Foxá  en  1856. 

4.®  La  ley  del  contrato,  al  Tesolverse  la  cuestión  objeto  de 
la  demanda  sin  haber  sido  oido  el  Procurador  de  la  Baylía  ó 
quien  haga  sus  veces  en  el  actual  sistema  de  la  Administra- 
ción pública,  con  arreglo  &  lo  expresamente  estipulado  en  ee* 
critura  de  19  de  Marzo  de  1702. 

Y  5.*  Por  igual  concepto  la  jurisprudencia  de  este  Tribu- 
nal Supremo,  consignada  en  numerosos  fallos,  y  entre  ellos 
los  de  15  de  Octubre  de  1859,  8  de  Marzo  de  1861,  27  de  Junio 
de  1862,  19  de  Mayo  de  1864  y  I."*  de  Diciembre  de  1866. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  Feraiim 
de  Muro. 

Considerando  que  lo  dispuesto  en  el  decreto  de  las  Córtcv 
de  6  de  Agosto  de  1811  y  en  la  ley  aclaratoria  del  mismo  deJI 
de  Mayo  de  1823,  acerca  de  la  presentación  de  títulos  de  tiá^ 
quisicion  para  que  los  señoríos  territoriales  y  solariegos  sé  ooiht 


aSNTBNCIAS  DE  1875.  425 

stderen  en  la  clase  dé  propiedad  particular,  sólo  ha  de  enten-* 
darse  y  aplicarse  con  respecto  á  los  pueblos  y  territorios  en 
que  los  poseedores  actuales  ó  sus  causantes  hayan  tenido  el 
sefioHo  jurisdit»iünaly  seg^n  se  dispone  en  el  art.  1  .^  de  la  ley 
de  26  de  Agcísto  de  1837: 

Considerando  que  n}  la  parte  demandante  ni  sus  causantes 
ban  tenido  señorío  jurisidiccional. en  Torroella  deMontgrí)  por* 
que  el  censo  vendido  en  19  de  Marzo  de  1702  por  el  Bayle  ge- 
neral del  Real  Patrimonio ,  sobre  que  versa  el  pleito ,  lo  fué 
por  juro,  libre  y  franco  alodio,  como  se  expresa  en  la  misma 
escritura,  teniendo  reconocida  la  obligación  de  satisfacerlo  la 
mencionada  villa,  no  sólo  antes  de  la  ley  de  abolición  de  se- 
ñoríos de  6  de  Agosto  de  1811,  sino  después,  especialmente  en 
la  escritora  de  concordia  y  transacción  de  16  de  Marzo  de  1819 
y  en  otras  dos  de  poder,  de  que  hace  mérito  la  sentencia,  sino 
en  oficios  del  Ayuntamiento  de  5  de  Enero  de  1843,  28  de 
Abril  del  mismo  año  y  17  de  Julio  de  1845;  cuyos  actos  no 
puede  hoy»  impugnar  el  Ayuntamiento  sin  alegar  justa  causa 
por  qué  debieran  ser  ineficaces: 

Considerando  que  no  puede  ser  objeto  del  presente  recurso 
la  obligación  que  se  supone  en  el  demandante  de  promover  el 
expediente  posesorio  aunque  hubiese  tenido  el  señorío  juris- 
diccioiral,  toda  vez  que  el  pleito  es  de  propiedad  y  que  en  los 
expedientes  instructivos  sólo  se  decide  de  la  posesión,  quedan- 
do siempre  ¿  salvo  el  juicio  de  propiedad,  conforme  se  declara 
en  el  art.  3.^  de  la  ley  de  26  de  Agosto  de  1837: 

Considerando  que  adquirido  el  dominio  del  censo  por  títu- 
lo oneroso,  y  reconocida  constanteinieDte  por  el  Ayuntamiento 
de  Torcoella  la  justicia  del  paga  de  los  réditos,  al  mandarlo 
asi  lá  sentencia  no  infringe  los  artículos  que  se  citan  del  re-^ 
Ibrido  decreto.de  Cortes  de  6  de  Agosto  de  1811,  ni  de  la  ley 
de  3  de  Mayo  de  1823,  ni  de  la  de  26  de  Agosto  de  1837,  ni 
la  jurisprudencia  de  esté  Tribunal  Suprenio,  ni  la  ley  del  ootí* 
trato  sobre  no  haberse  oido  al  Procurador  del  Baylio ,  acerca 
de  cuyo  particular  nada  se  ha  pedido  ni  resuelto,  y  no  puede 
por  lo  tanto  ser  objeto  de  oasaoion ; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lu-* 
gar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  el  Ayuntamiento  de 
Torroella  de  Montgrí,  al  que  coñdenánios  en  las  costas,  y  libre ^ 
se  la  correspondiente  oertíficacion  á  la  Audiencia  de  Barcelona, 
con  devolución  de  los  autos  que  remitió. 

Así  por  esta  nuestra  senteneia,  que  se  publicará  en  la  Gég- 
ceta  é  insertará  en  la  Colección  Uffislativñ^  pasándose  al  efecto 
las  oopia»  necesarias,  lo  pronunciamos^  mandamos  y  firma* 
mos.«>*Juan  González  Acevedo.esJosé  M«  ^Gáceres.»  Laureano 
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de  Arrieta.=José  Fermín  de  Muro.=»Benito  de  ülloa  y  Rey.cs 
Victoriano  Careaga.>=Joaquin  Ruiz  Cañábate. 

Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  él  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  José  Fermín  de  Muro,  Magistrado  del  Tri- 
bunal Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  SaU  primera 
del  mismo,  el  día  de  hoy,  de  que  certifico  como  Relator  Secre- 
tario de  dicha  Bala. 

Madrid  15  de  Noviembre  de  1875.= Licenciado  Mariano  Fer- 
nandez García. 

NÚM.  86. 
CASACIÓN  POR  INFRACCIÓN  DE  LEY.— SALA  PRIMERA. 


Reivindicación  db  unas  gasas. — Sentencia  de  16  de  Noviem- 
bre ,  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  in«- 
terpuesto  por  D.  Eduardo  Cnacel  y  González  contra  la  pro- 
nunciada por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Valla- 
dolid,  en  pleito  con  la  Cíomunidad  del  convento  de  monjas 
Brígidas  de  dicha  ciudad  y  con  D.  Vicente  Polo. 

En  sus  considerandos  se  establece: 
Que  la  apreciación  de  la  prueba  que  no  ha  sido  impugnada 
queda  con  toda  su  fuerza  y  valor  jurídico. 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  16  de  Noviembre  de  1875, 
en  el  pleito,  pendiente  ante  Nos,  en  virtud  de  recurso  de  casa- 
ción por  infracción  de  ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera 
instancia  del  distrito  de  la  Plaza  de  Valladolid ,  y  en  la  Salft 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  aquel  territorio,  por  D.  Eduardo 
Chacel  González  con  la  Comunidad  del  convento  de  monjas 
Brígidas  de  aquella  ciudad  y  con  D.  Vicente  Polo,  sobre  rei« 
vindicación  de  unas  casas: 

Resultando  que  Doña  Marcelina  Chacel  ,  religiosa  novids 
en  el  convento  de  Brígidas  de  Valladolid,  viuda  de  D.  Victo- 
riano Pérez,  usando  de  la  licencia  y  facultad  que  le  fué  con- 
cedida por  el  Provisor  y  Vicario  general  de  la  diócesis,  otorgif 
escritura  en  11  de  Mayo  de  1831,  por  la  que,  estando  próxuao 
el  día  de  su  profesión,  desde  entonces  para  cuando  la  hfcieii 
renunció  en  favor  de  su  hija  Doña  Felipa  Pérez  Chacel,  taffl-* 
bien  religiosa  novicia  en  dicho  convento,  todos  sus  bieneá^di» 
rechos  y  acciones,  á  excepción  de  la  propiedad  de  una  cattifift 
la  correspondía  en  aquella  ciudad,  sita  en  la  plazuela  de  las  k» 
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mustias,  DÚm.  8,  que  renunció  en  favor  del  convento  ,  reser- 
vándose  en  sí  y  su  hija  Doña  Felipa  el  usufructo  y  aprove- 
chamiento de  la  misma  para  sus  necesidades  religiosas ,  vi- 
niendo después  de  la  muerte  de  ambas  la  citada  casa  á  la 
madre  Abadesa  y  religiosas  del  convento,  para  que  pudieran 
disponer  de  ella  según  les  acomodase,  pero  con  la  expresa  cua- 
lidad de  que  si  por  algún  acontecimiento  no  esperado  'fuesen 
'expulsadas  del  convento  las  religiosas  y  aún  viviese  la  otor- 
{zrante  y  su  hija ,  no  había  de  tener  efecto  la  renuncia  de  la 
•casa,  que  volvería  en  todo  dominio  y  propiedad  á  la  otorgante 
y  su  citada  hija;  y  que  en  el  dia  siguiente  12  de  Mayo  hizo 
Doña  Marcelina  Chacel  su  profesión  religiosa  con  el  nombre  de 
Marcelina  de  San  Pedro: 

Resultando  que  á  su  vez  Doña  Felipa  Pérez  Chacel ,  hija 
de  la  anterior,  usando  asimismo  de  la  licencia  que  le  fué  con- 
cedida, y  estando  próxima  su  profesión,  otorgó  escritura  en  29 
de  Agosto  de  1831 ,  ordenando  que  por  su  curador  D.  Felipe 
Buiz  se  vendiera  la  casa  que  la  pertenecía  en  la  calle  de  La* 
toiMH*cs,  núm.  3,  empleando  su  producto  en  los  fines  que  le  te- 
nia comunicados  y  manifestarla  á  los  sujetos  que  dejarla  nom- 
brados: mandó  á  sus  primos  carnales  Manuel,  Mariano,  Car- 
men y  Claudia  Chacel  una  casa  que  le  pertenecia  en  aquella 
ciudad  y  sitio  de  Portugalete ,  señalada  con  el  núm.  3  ,  por 
.  iguales  partes:  mandó  igualmente  &  sus  primas  Doña  Cirila  y 
Doña  Ricarda  Robles  Chacel,  para  cuando  tomasen  estado,  los 
colgadizos  y  corral  (jue  la  pertenecia  en  el  mismo  sitio,  inme- 
diato á  la  casa  anterior:  que  en  atención  á  que,  previa  infor- 
mación  de   utilidad  y  licencia  de  la  Autoridad  competente, 
estaba  tratando  de  vender  una  casa  de  su  propiedad,  sita  en  la 
Plazuela  Vieja,  núm.  3,  era  su  voluntad  que  con  su  importe  se 
pagase  la  dote  que  tenia  estipulada  con  la  Comunidad,  distri- 
buyéndose lo  demás  en  la  forma  que  expresó,  nombrando  por 
cumplidores  de  su  voluntad  á  los  Presbíteros  D^  José  Arche  y 
D.  Cecilio  Ruiz ;  y ,  por  último ,  advirtió  que  todo  cuanto  iba 
contenido  era  con  la  condición  de  que  si,  lo  que  Dios  no  per- 
nñtiera ,  fueran  expulsadas  del  convento ,  no  habla  de  tener 
efecto  aquella  renuncia,  por  lo  correspondiente  &  las  mandas 
^ae  llevaba  hechas  á  sus  primos,  pues  que  entonces  hablan  de 
volver  las  fincas  que  les  habia  mandado  á  la  propiedad  de  la 
otorgante: 

'Resultando  que  Doña  Felipa  Pérez  Chacel  hizo  su  profesión 
Teligiosa  y  falleció  en  el  citado  convento  el  dia  20  de  Diclem- 
bse  de  1836: 

Resultando  que  por  decreto  del  Diocesano  de  Yalladolid  de 
^8  de  Noviembre  de  1832  se  espiritualizó  una  capellanía  lal- 
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cal  fundada  por  Bartolomé  Rodrigo ,  que  poseía  el  Presbítem 
D.  Cecilio  Ruiz  Benito,  y  la  casa  calle  de  Latoneros,  núm.  3, 
que  la  había  cedido  Doña  Felipa  Pérez  Ghacel ,  religiosa  no* 
vicia  en  el  monasterio  de  Santa  Brígida ,  para  que  sus  rentas 
y  productos,  unidos  á  los  de  la  susodicha  capellanía ,  sirvie- 
ran de  congrua  al  mismo  Presbítero,  entendiéndose  esta  espi-* 
ritualiizacion  hasta  que  obtuviera  otra  renta  eclesiástica ,  y  ea 
subrogación  de  la  casa  calle  de  Comedias  ,  núm.  2,  que  faé 
espiritualizada  en  8  de  Noviembre  de  1825,  no  quedando  obli* 
gado  á  celebrar  las  misas  que  le  imponia  Doña  Felipa  en  b 
escritura  de  cesión  referida ;  y  que  hecha  colación  y  canónica 
institución  de  esta  capellanía,  se  dio  al  Presbítero  D.  Cecilio 
Ruiz  posesión  de  ella  en  17  de  Enero  de  1833,  habiendo  falle- 
cido en  12  de  Abril  de  1838: 

Resultando  que  en  18  de  Junio  del  mismo  año  acudió  Doña 
Marcelina  Chacel,  religiosa  en  el  citado  convento,  al  Juez  da 
primera  instancia  de  Valladolid  ,  solicitando  que  se  la  pusiera 
en  posesión  de  la  casa  calle  de  Latoneros,  núm.  3,  requiriendo 
á  los  inquilinos  para  que  la  reconocieran  como  dueña,  alegan* 
do  en  apoyo  de  su  pretensión,  después  de  hacer  mérito  de  los 
antecedentes  referidos^  que  por  fallecimiento  de  D.  Cecilio  la 
casa  citada  debía  volver  á  poder  de  Dona  Felipa  Pérez  Chacel 
ó  de  quien  legítimamente  la  representase,  pues  la  renuncia  fué 
con  un  objeto  determinado ,  pero  interino ,  que  se  cumplió,  y 
que  cumplido  debió  volver  á  su  primitivo  estado,  además  de 
que  todo  cuanto  iba  contenido  en  la  escritura  fué  con  la  con- 
dición de  que  no  tuviese  efecto  la  renuncia  si  las  religiosas 
fuesen  expulsadas,  en  cuyo  caso  los  bienes  volverían  á  su  po- 
der para  atender  con  ellos  á  su  subsistencia;  y  que  la  únioa 
persona  que  existia  con  iguales  derechos  que  Doña  Felipa  era 
su  madre  Doña  Marcelina,  que  por  las  leyes  recientemente  pn- 
blicadas  había  obtenido  capacidad  para  adquirir  bienes;  y  qne 
por  auto  de  19  de  dicho  mes  de  Junio  se  mandó  que,  sin  per- 
juicio de  tercero  de  mejor  derecho,  se  diera  á  Doña  Marcelina 
Chacel  la  posesión  de  la  casa,  que  tomó  en  el  siguiente  dia20: 

Resultando  que  Doña  Marcelina  Chacel  falleció  en  el  citado 
convento  en  12  de  Febrero  de  1842  con  testamento  que  otorgvV 
en  25  de  Junio  de  1838,  en  el  que  declaró  que  cuando  en¿^ 
en  el  convento  era  viuda,  que  durante  su  matrimonio  se  com- 
praron dos  casas  que  á  la  sazón  la  pertenecían,  y  que  no  tenia 
herederos  forzosos ;  mandó  á  Doña  Hilaria  Francés  de  la  As- 
censión y  Doña  Joaquina  Arévalo  del  Corazón  de  Jesús,  db» 
casas  de  su  pertenencia,  sitas  en  la  calle  de  Latoneros  y  fii^ 
zuela  de  las  Angustias ,  números  3  y  8 ,  para  con  los  dtiiiai 
bienes  que  la  pertenecieran  las  llevasen  y  heredasen,  pnei  te 
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astituia  por  únicas  y  universales  herederas,  y  nombró  albacea 
umplidor  á  D.  Juan  Toranzo: 

Resaltando  que  Doña  Hilaria  Francés  y  Alaiza ,  religiosa 
rofesa  de  dicho  convento,  en  el  cual  profesó  en  13  de  Abril 
e  1834  con  el  nombre  de  Hilaria  de  la  Ascensión,  falleció  en 
1  de  Diciembre  de  1853,  con  testamento  otorgado  en  17  de 
«ctubre  de  1851,  instituyendo  herederas  universales  de  cuan— 
>  pudiera  pertenecería  á  las  madres  Genara  Alvarez  y  Josefa 
anz  9  religio5;as  de  aquel  monasterio ,  instituyendo  por  su 
luerte  á  todas  las  demás  que  existieran  de  la  comunidad  por 
vnales  partes,  y  nombró  por  albacea  á  la  Abadesa: 

Resultando  que  promovido  expediente  de  jurisdicción  vo- 
mtaria  en  el  año  de  1859  por  Doña  María  del  Carmen,  Don 
[anuel  y  D.  Mariano  Chacel,  D.  Mariano  Martínez,  como  ma- 
ído de  Doña  Claudia  Chacel,  Doña  Cirila  Robles  Chacel  y  Don 
osé  Pérez  Chacel,  para  que  se  les  declarase  herederos  de  Doña 
elipa  Pérez  Chacel,  religiosa  que  fué  en  el  convento  de  Brí- 
ídas  de  Valladolid,  se  proveyó  auto  por  el  Juez  de  primera 
estancia  en  16  de  Enero  de  1860,  que  fué  consentido  por  las 
arteg,  por  el  que,  considerando  que  la  renuncia  otorgada  por 
quella  al  profesar  en  favor  de  los  herederos  que  nombraba, 
ra  una  verdadera  institución,  y  que  D.  José  Chacel  no  fué 
omprendido  en  dicha  cláusula,  no  teniendo  por  entonces  la 
ualidad  de  heredero,  aunque  figuraba  con  la  de  legatario  por 
a  cantidad  de  2.000  rs.,  circunscrito  este  juicio  al  de  volun- 
oria  jurisdicción,  declaró  á  Manuel,  Mariano,  Carmen  y  Oiáu- 
ia  Chacel,  hijos  de  D.  Alejandro  Chacel,  por  sí  y  en  subro- 
^cion  de  los  derechos  y  acciones  de  su  hermana  Doña  Ricarda, 
lifunta,  y  á  Doña  Cirila,  hija  de  Antonio  Robles,  herederas 
ie  Doña  Felipa  Pérez  Chacel,  sin  perjuicio  de  tercero  de  me- 
or  derecho,  reservándole  el  que  le  pudiera  asistir  á  D.  José 
/hacel  para  que  lo  dedujera  en  el  juicio  correspondiente: 

Resultando  que  D.  Manuel  Chacel  falleció  en  9  de  Diciem- 
)re  de  1864  con  testamento  otorgado  el  dia  anterior,  en  el  que 
leclaró  estar  casado  con  Doña  Dolores  González,  á  quien  legó 
\  quinto  de  sus  bienes,  y  nombró  herederos  á  sus  hijos  Eduar- 
lo,  Mariano,  Teresa,  Dolores  y  Elvira: 

Resultando  que  por  escritura  otorgada  en  28  de  Noviem- 
)re  de  1868,  Sor  Joaquina  Arévalo  Ruiz,  religiosa  del  con- 
rento  de  Santa  Brígida  de  Valladolid,  refiriendo  que  por  he- 
^ncia  de  Doña  Marcelina  Chacel  poseia  varias  fincas,  y  entre 
illas  una  casa,  sita  en  la  plaza  de  las  Angustias,  núm.  8  an- 
igruo  y  6  moderno,  que  careciendo  de  título  escrito  de  propia- 
lad,  se  había  sustituido  por  medio  de  una  certificación  que 
loreditaba  estar  amillarada  é  inscrita  ¿  su  nombre  la  indicada 
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fiuca,  por  lo  cual  lo  habia  sido  en  el  Registro  de  la  propiedad,, 
la  vendió  á  D.  Vicente  Polo  en  6.500  escudos,  á  rebajar  car- 
gas, parte  de  cuyo  precio  pagó  en  el  acto,  y  obligándole  i 
pagar  lo  restante  para  el  dia  28  de  Noviembre  de  1869,  en- 
trando desde  aquel  dia  en  posesión  de  la  casa: 

Resultando  que  denunciada  la  citada  casa  por  el  Investi- 
gador de  la   provincia  de,  ValladoUd,   como  perteneciente  al 
convento  de  monjas  Brígidas  de  dicha  ciudad,  é  instruido  ex- 
pediente se  declaró  improcedente  por  resolución  de  la  Junta 
superior  de  Ventas  de  30  de  Abril  de  1870.  fundándose  en  qufr 
si  bien  Doña  Marcelina  Chacel  al  hacer  renuncia  de  sus  bie* 
nes  mandó  la  casa  de  que  se  trata  á  la  Abadesa  y  religiosas 
Brígidas,  lo  hizo  condicionalmente  y  para  después  de  su  muerte 
y  la  de  su  hija,  y  antes  de  que  ocurriesen  estas,  dispuso  que 
las  manos  muertas  no  pudieran  adquirir  bienes  raíces,  no  sien- 
do por  tanto  posible  al  convento  entrar  en  posesión  de  la  casa 
que  bajo  tal  descripción  le  fué  donada:  que  por  esta  razón  y 
declarada  á  los  religiosos  de  ambos  sexos  capacidad  para  ad- 
quirir y  retener  bienes,  pudo  Doña  Marcelina  Chacel  otorgar 
válidamente  su  testamento,  como  lo  hizo^  disponiendo  de  sus 
bienes  y  entre  ellos  de  la  casa  en  cuestión,  derecho  que  á  ma- 
yor abundamiento  le  daba  la  circunstancia  de  haberse  cum- 
plido la  condición  resolutoria  á  que  sujetó  la  donación  hecha 
al  convento  al  tiempo  de  la  denuncia:  que  reconocida  á  los 
religiosos  de  arabos  sexos  capacidad  legal  para  adquirir,  el' 
testamento  otorgado  por  Doña  Marcelina  era  igualmente  válido 
en  cuanto  en  él  se  instituía  herederas  universales  á  las  reli- 
giosas Doña  Hilaria  Francés  y  Doña  Joaquina  Arévalo,  las 
"cuales  cotí  este  título  habian  podido  disponer  de  aquellos  bie- 
nes, como  lo  hizo  la  última,  vendiendo  la  cfisa  denunciada  á 
D.  Vicente  Polo:  que  el  convento  ningún  derecho  tenia  á  la 
casa,  y  por  lo  tanto  no  habia  podido  trasmitirlo  en  virtud  do 
las  leyes  desamortizadoras: 

Resultando  que  D.  Eduardo  Chacel  entabló  la  demanda  ob« 
jeto  de  este  pleito,  que  dirigió  contra  Doña  Josefa  Sanz,  Aba- 
desa de  las  monjas  Brígidas  de  Valladolid,  por  sí  y  en  repre- 
sentación de  las  religiosas  del  mismo  convento.  Doña  Joaquina 
Arévalo,  monja  también  del  mismo,  D.  Vicente  Polo  y  los  he- 
rederos de  Doña  Hilaria  Francés ,  solicitando  se  decla^rase: 
primero,  que  era  nula  y  de  ningún  valor  ni  efecto  legal  ia 
renuncia  que  hizo  Doña  Marcelina  Chacel  en  1831  de  la  eaift 
de  la  plazuela  délas  Angustias  á  favor  c^e  la  Abadesa  y  rtítu. 
glosas  del  convento  de  Santa  Brígida,  y  que  dicha  casa  pai(g 
por  ministerio  de  la  ley  á  ser  del  dominio  y  propiedad  dciifll 
hija  única  y  heredera  Doña  Felipa  Pérez  Chacel  desde  la  pmMfe 
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fesion  religiosa  de  Doña  Marcelina,  porque  ésta,  al  profesar  su 
madre,  tenia  titulo  legal  para  sucedería  porque  profesó  algu- 
308  meses  después,  y  los  padres  no  podían  perjudicar  á  sus 
lijos  sino  en  la  quinta  parte  á  favor  de  extraños,  que  era  á 
tO  qne  podria  equivaler-  el  aprovechamiento  de  los  productos 
le  la  finca  que  se  reservó:  segxmdo,  que  se  declarase  también 
lulp,  sin  valor  ni  efecto  el  testamento  que  en  el  año  de  1838 
>torgó  la  misma  Doña  Marcelina  respecto  á  la  manda  y  legado 
}ué  en  él  hizo,  tanto  en  la  casa  de  la  plazuela  de  las  Angustias 
3omo  otra  de  la  calle  de  Latoneros,  hoy  de  Cantarranae,  á  favor 
le  las  monjas  Doña  Joaquina  Arévalo  y  Doña  Hilaria  Francés, 
x>rque  la  última  de  dichas  fincas  nunca  perteneció  k  la  tes- 
tadora, sino  á  su  hija  Doña  Felipa,  y  la  primera  perteneció 
;Mnbien  á  la  misma  desde  qne  Doña  Marcelina  hizo  su  profe- 
sioo  religiosa:  tercero,  que  igual  declaración  de  nulidad  y  falta 
le  valor  y  efecto  se  hiciera  de  la  información  posesoria  y  de 
a  inscripción  que  de  esta  se  hizo  en  el  Registro  de  la  pro¿JÍe-> 
lad  para  acreditar  que  Doña  Joaquina  Arévalo  poseia  y  le  per- 
;enecian  aquellas  dos  casas,  porque  en  la  información  se  ha- 
3ia  faltado  k  la  verdad  al  asegurar  que  toda  la  casa  de  la 
)lazuela  de  las  Angustias  pertenecia  á  Doña  Joaquina  Arévalo, 
;omo  heredera  de  Doña  Marcelina,  cuando  ésta  mandó  las  dos 
iasas  á  las  monjas  Doña  Joaquina  y  Doña  Hilaria  Francés  en 
$1  testamento  de  1838  sin  poder  hacerlo,  porque  la  de  la  calle 
3antarranas  nunca  perteneció  k  la  testadora,  sino  á  su  hija 
>oña  Felipa,  desde  que  aquella  hizo  profesión  religiosa:  cuar- 
o,  que  también  se  declarase  nula  por  igual  motivo  la  escri- 
ara de  28  Ae  Noviembre  de  1868  y  la  inscripción  que  de  ella 
ie  hizo  en  el  Registro  de  la  propiedad,  por  la  que  aparecía 
|ue  Doña  Joaquina  vendió  la  casa  de  la  plazuela  de  las  An- 
^stias  á  D.  Vicente  Polo:  quinto,  y  por  ¿Itimo,  que  se  con- 
lenase  á  la  Abadesa,  religiosas.  Doña  Joaquina  y  á  Polo  con 
;ou  los  herederos  de  Doña  Hilaria,  á  que  las  primeras  tuvieran 
>or  nula  la  renuncia  hecha  á  su  favor  en  el  año  de  1831  por 
Joña  Marcelina  Chacel',  y  la  Arévalo  y  demás  por  nulo  el  tes- 
;amento  del  año  de  1838  respecto  á  la  manda  y  legado  de  las 
lod  casas  con  la  información  é  inscripción  en  el  Registro,  de- 
ando  &  la  libre  disposición  de  la  testamentaría  y  herederos  de 
)oña  Felipa  Pérez  Chacel  las  dos  casas,  con  las  rentas  produ- 
ndaa  ó  debidas  producir  desde  los  primeros  meses  de  1842 
lue  las  venian  detentando,  condenando  á  Polo  á  la  pérdida  de 
as  obras  que  hubiese  construido,  ó  la  dejase  en  el  estado  que 
ifites  tenia  demoliendo  aquellas,  con  imposición  de  costas: 

Resultando  que  los  demandados  impugnaron  la  demanda, 
llegando  que,  llegado  el  caso  previsto  de  la  exclaustración  y 
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supresión  de  comunidades,  tuvieron  capacidad  legfal  los  rega* 
lares  de  ambos  sexos  para  adquirir  sin  limitación,  no  obstante 
las  renuncias  que  hubiesen  hecho  al  profesar  :  que  en  20  de 
Diciembre  de  1836  falleció  Doña  Felipa,  época  en  queüas  re- 
ligiosas podian  adquirir  civilmente ,  sobrevíviéndola  su  madre 
Duna  Marcelina,  heredera  de  aquella,  razón  por  la  que  pidió  y 
obtuvo  la  posesiou  judicial  de  la  casa  de  Cantarranas  :  que 
ésta  en  el  pleno  goce  de  sus  derechos  otorgó  testamento,  ins^ 
tituyendo  herederas  universales  y  en  particular  de  las  áoé 
casas  á  Doña  Hilaria  Francés  y  Doña  Joaquina  Arévalo,  las 
que  «entraron  en  pacífica  posesión  de  las  mismas  al  falleoi* 
miento  de  Doña  Marcelina:  que  posteriormente  murió  Dofia 
nilaria,  instituyendo  por  herederas  á  las  religiosas  Doña  Jo- 
sefa Sanz  y  Doña  Cenara  Alvarez  ,  que  hablan  poseído  h 
casas  tranquilamente  sin  que  para  nada  hubiera  intervenida^ 
la  comunidad,  y  figurando  como  única  dueña  para  evitar  com — 
plicaciones  Doña  Joaquina  Arévalo :  que  si  bien  era  exacto 
que  las  casas  se  denunciaron  como  pertenecientes  á  la  comu- 
nidad, también  lo  era  que  por  la  Dirección  general  de  Propie- 
dades se  declaró  que  el  Estado  no  tenia  derecho  alguno;  y  que 
el  demandante  no  habia  comprado  los  derechos  hereditarios 
que  invocaba,  ni  presentado  documento  alguno  para  justificar 
que  le  hablan  sido  trasmitidas  las  acciones  que  ejercitaba: 

Resultando  que  suministrada  prueba  por  las  partes  ,  dictó 
sentencia  el  Juez  de  primera  instancia,  que  confirmó  con  las 
costas  en  17  de  Abril  de  1874  la  Sala  délo  civil  déla  Audien- 
cia de  Valladolid ,  absolviendo  á  los  demandados  de  La  de* 
manda: 

Resultando  que  D.  Eduardo  Chacel  interpuso  recurso  de  ca- 
sación por  haberse  infringido  á  su  juicio: 

1.°  La  ley  12,  tit.  34,  Partida  3.^,  según  la  cual  ninguna 
persona  puede  trasmitir  á  otra  más  derecho  que  el  que  ella 
tenga  en  la  cosa. 

2.*  La  ley  8.*,  tít.  7.®  de  la  Partida  1.*,  porque  el  que  pro- 
fesa, consiente  en  no  fincar  en  el  mundo,  y  por  tanto  se  con- 
sidera muerto  civilmente. 

3.^  El  decreto  de  Cortes  de  22  de  Julio  ,  sancionado  en  29 
del  mismo  mes  de  1822,  restablecido  por  la  ley  de  27  de  Bnero 
de  1837,  en  cuanto  á  que  la  habilitación  concedida  á  los  reli- 
giosos en  ambos  sexos  para  adquirir  bienes  de  cualquiera  (da* 
i>e,  tanto  por  título  de  legítima  como  por  cualquiera  otro  de 
sucesión,  bien  ex  testamento^  bien  abintestato,  no  tiene  efboto 
retroactivo  con  relación  k  las  legitimas  y  sucesiones  adjiítt^ 
cadas  ó  adquiridas  por  otros  parientes  ó  personas  antes  áa  la 
época  expresada,  cuya  resolución  deberla  tener  lugar  no 
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oualqaiera  renuncia  que  hubiesen  hecho  los  interesados 
^n  favor  de  sus  propias  comunidades  ó  de  sus  familias  cuando 
íntraron  en  religión. 

4.^  La  ley  de  29  de  Julio  de  1837  en  su  art.  38,  qué  deter- 
nina  que  gozarán  de  la  testamentificacion  de  la  capacidad 
«ra  adquirir  entre  vivos  ex  testamento  6  abintestato  y  de  los 
fixnas  derechos  civiles  que  correspondían,  los  eclesiásticos  se- 
alares,  los  religiosos  secularizados  y  exclaustrados  de  ambos 
esxod  desde  que  salieron  de  sus  conventos,  y  las  monjas  que 
Dntinuasen  en  los  que  quedasen  abiertos  desde  8  de  Marzo 
e  1836. 

Y  5.^  La  sentencia  de  este  Tribunal  Supremo  de  4  de  Di- 
iexnbre  de  1863  ,  que  no  concede  efecto  retroactivo  á  lo  de- 
armiñado  en  el  decreto  de  Cortes  restablecido  por  la  ley  de  27 
e  Enero  de  1837,  citada  en  el  número  3.^  de  aquel  recurso. 

Visto  ,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Benito   de  Ulloa 
Bey. 

Considerando  que  la  Sala  sentenciadora  consigna  que  la 
«rte  recurrente  no  probó,  como  ha  debido  hacerlo,  que  fuese 
eredera  Doña  Felipa  Pérez  Chace] ,  cuya  apreciación  no  fué 
□spugniada,  quedando,  por  lo  tanto,  en  toda  su  fuerza  y  valor 
Aiidico: 

Considerando  que  todas  las  citas  de  leyes  y  doctrinas  que 
e  suponen  infringidas,  se  han  hecho  con  el  objeto  de  demos- 
rar  que  las  monjas  ñó  tenian  capacidad  para  adquirir  ni  para 
rasmitir  lo  que  adquirieran  ;  cuestiones  que  no  es  menester 
preciar,  en  atención  á  que  ^  aun  en  la  hipótesis  de  que  así 
lese  ,  nd  por  eso  podia  reconocerse  el  derecho  á  las  casas 
n  cuestión  que  alega  la  parte  recurrente,  por  no  haber  jus- 
¡fioado  legalmente  el  titulo  dé  heredero  de  que  lo  hace  derivar: 

Y  considerando  que  la  sentencia  recurrida,  al  abáolver  de  la 
emanda,  apoyándose  principalmente  en  ese  fundamento,  no 
ifringe  ninguna  de  l&s  leyes  á  este  propósito  citadas; 

Fallamos ,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber 
igar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Eduardo  Chacel 
í-onzalez,  á  quien  condenamos,  por  razón  de  depósito,  al  pago 
e  la  cantidad  de  4.000  rs. ,  que  satisfará  si  viniese  á  mejor 
>rtuna,  distribuyéndose  entonces  con  arreglo  á  la  ley,  y  en 
iscostas;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  Valladolid  la  certifica- 
ion  correspondiente,  con  devolución  de  los  documentos  que 
a  remitido. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la 

faceta  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa^  pasándose  al 

feoto  las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y 

nnamos.=Juan  González  Acevedo.»  José  Maria  Cáceres.*^ 

ÍI.-1.*.y3.*  ,  28 
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Laureano  de  Arrieta.=»  Hilario  de  IgOD.=Benito  de  Ulloa  ^ 
Rey.  1=  Joaquín  Ruíz  Cañábate. = Ricardo  Diaz  de  Rueda. 

Publicación: 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Exe^^:^ 
lentísimo  Sr.  D.  Benito  de  Ulloa  y  Rey,  Magistrado  del  Trib^cr 
nal  Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  prime*  ^ 
el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Relator  Secretario  de-^-j 
misma. 

Madrid  16  de  Noviembre  de  1875.  8  Licenciado  Desid^^i* 
Martínez. 

NüM.  87. 
COMPETENCIA.— SALA  TERCERA. 


Reintboro  de  cierto  crédito. — Auto  de  16  de  Noviembre,  de- 
cidiendo á  favor  del  Juzgado  de  primera  instancia  del  dis- 
trito del  Mar  de  Valencia  la  competencia  suscitada  entre 
éste  y  el  de  Cienfuegos  en  la  Isla  de  Cuba,  ssbre  conod- 
miento  del  incidente  promovido  acerca  de  que  se  pusiese  el 
ingenio  llamado  Caridad  á  disposición  de  la  testamentaria 
de  Doña  María  Ignacia  Adot  y  Biedma. 

En  SU8  CONSIDERANDOS  86  éstablece : 

Que  según  las  reglas  16,  17  y  20  del  arí.  309  de  la  lef 
de  15  de  Setiembre  de  1870,  conformes  con  los  principios  ge- 
n$rales  de  jurisprudencia  anterior,  es  competente  para  conocer 
de  los  juicios  de  testamentaria  y  sus  incidentes  el  Juez  del 
lugar  en  que  hubiese  tenido  su  último  domicilio  el  finado^  A- 
hiendo  ante  él  deducir  sus  reclamaciones  los  acreedores  do  éste 
mientras  estuvieren  pendientes  dichos  juicios  universales. 

Resultando  que  por  fallecimiento  de  Doña  María  Ignada 
Adot  y  Biedma,  viuda  de  Miranda,  ocurrido  en  Valencia  en  17 
de  Febrero  de  1869,  sus  hijos  y  herederos  promovieron  el  jui- 
cio voluntario  de  testamentaría  ante  el  Juzgado  del  distrito 
del  Mar  de  la  misma  ciudad  en  24  de  Agosto  de  1871,  deela- 
rando  que  los  bienes  relictos  consistían  principalmente  en  u 
ingenio  llamado  Garidady  en  la  jurisdicción  de  Cienfuegos  ds 
la  Isla  de  Cuba,  y  solicitando  que  se  pusiera  esa  finca  á  mtífl^ 
de  administrador  judicial  que  designaron ,  y  el  Juzgad^llH 
hubo  por  nombrado,  y  que  se  librara  exhorto  requiditoiÍD;jd 
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alcalde  mayor  de  aquel  partido  para  la  ooDstitucion  del  cor- 
Tespondiente  depósito  y  posesión  de  su  cargo  al  expresada 
administrador;  con  determinación  de  sus  facultades;  y  así  se 
mandó  y  llevó  á  efecto,  siendo  cumplimentado  sin  dificultad 
el  exhorto  de  que  va  hecha  mención: 

Resultando  que  mientras  se  sustanciaba  dicho  juicio  vo- 
luntario de  testamentaria  en  el  susodicho  Juzgado  de  Valencia 
D.  Sotero  Escarza,  síndico  de  la  quiebra  de  la  Sociedad  JUassó 
Aermanos  en  la  Isla  de  Cuba,  acudió  en  4  de  Febrero  de  1873 
k  la  Alcaldía  mayor  de  dicho  distrito  de  Cienfuegos,  pidiendo 
se  procediese  al  justiprecio  de  las  allí  llamadas  bienhechurías  y 
llevadas  á  cabo  en  el  mencionado  ingenio  Caridad  durante  el 
tiempo  que  la  Doña  María  Ignacia  Adot  le  tuvo  dado  en  arren- 
damiento á  dicha  Sociedad;  y  que  defiriéndose  á  ello ,  se  inició 
no  procedimiento  de  apremio  contra  el  depositario  judicial  de 
la  testamentaría,  D.  Antonio  Grau: 

Resultando  que  los  herederos  de  la  Doña  María  Ignacia 
acudieron  con  este  motivo  al  Juagado  de  primera  instancia 
del  distrito  del  Mar  de  Yalencia,  solicitando  requiriese  de  inhi- 
mtoria  al  de  Cienfuegos  para  la  acumulación  de  las  precitadas 
diligencias  al  juicio  de  testamentaría,  y  así  se  decretó  y  tuvo 
efecto  dicho  requerimiento,  fundado  en  que  en  estos  juicios  y 
en  los  de  abintestato  corresponde  conocer  de  ellos  al  Jues  del 
logar  donde  haya  tenido  su  último  domicilio  el  finado,  y  ea 
qae  este  juicio  atrae  todas  las  reclamaciones,  según  las  re- 
glas 16  y  20  del  art.  309  de  la  Ley  sobre  organización  del  Po- 
der judicial: 

Resultando  que  el  Juez  de  Cienfuegos  se  opuso  á  tal  re- 
clamación, apoyado  en  que  si  bien  los  juicios  de  testamenta- 
ria atraen  á  sí  las  reclamaciones  pendientes  contra  el  caudal 
divisible,  ha  de  preceder  como  circunstancia  precisa  la  exis- 
tencia de  aquellos  juicios,  esto  es,  que  hayan  sido  promovidos 
y  que  haya  herederos  y  bienes  que  dividir;  pero  como  los  bie- 
nes de  la  testamentaria  de  que  se  trata,  consistentes  en  un 
ingenio,  habian  sido  enajenados  por  apoderado  de  los  preci- 
tados herederos,  no  se  podia  estimar  que  existiese  dicho  jui- 
cio, del  que  itnplícitamente  se  vinieron  á  separar  realizando 
fuera  de^él  dicha  venta,  y  que  por  lo  tanto  es  improcedente 
la  referida  reclamación  del  Juzgado  de  Valencia: 

Resultando  que  ¿mbos  Jueces  insistieron  en  su  respectiva 
pretensión  de  competencia,  y  remitidas  las  actuaciones  por 
mío  y  otro  &  este  Tribunal  Supremo  para  su  decisión,  ha  sido 
de  dictamen  el  Sr.  Fiscal  se  declare  corresponde  su  conocí-^ 
miento  al  Juzgado  del  distrito  del  Mar  de  Valencia,  que  cone- 
cía  con  anterioridaki  del  juicio  de  testamentaria,  no  fenecido 
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resumen  de  sus  peticiones  sobre  prueba,  artioulacion  de  posi- 
ciones desechadas  por  impertinentes  y  adiciones  de  apunta- 
miento que  la  Sala  sentenciadora  le  habia  denegado  ea  loi 
proveídos  diversos  que  dictó  desde  20  de  Junio  de  1874  i  22 
de  Abril  último,  de  que  queda  hecha  referencia  en  los  prece- 
dentes resultandos ,  j  después  de  formular  además  i  conti- 
nuación el  de  infracción  de  ley  exponiendo  sus  fundamentos, 
concluyó  solicitando  se  le  admitiese  el  primero  con  arreglo  al 
articulo  39  de  dicha  ley ,  remitiendo  &  este  Supremo  Tribunal 
los  autos  originales  y  reservando  al  mismo  la  admisión  del 
segundo  : 

Resultando  que  admitido  en  efecto  dicho  recurso ,  teniendo 
en  cuenta  estarse  aquel  defendiendo  en  clase  de  pobre ,  y  re* 
mitidos  los  autos  á  este  Supremo  Tribunal  con  citación  de  1 
partes,  se  ha  sustanciado  en  debida  forma. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  María  Herre- 
ros de  Tejada. 

Considerando  que  la  ley  de  18  de  Junio  de  1870  sobre  re 
forma  de  la  capación  civil  declara  en  su  art.  5.*^,  nüm.  4.% 
una  de  las  causas  en  que  se  puede  fundar  el  recurso  de 
cion  en  la  forma  por  infracción  de  algunas  de   las  leyes 
procedimiento,  la  falta  de  recibimiento  á  prueba  en  alguna 
las  instancias  cuando  procediere  con  arreglo  i  derecho: 

Considerando  que  la  prueba  propuesta  en  la  segunda  i: 


tancia  por  parte  del   recurrente   no  procedía  con  arreglo  á  íSV 
recio,  puesto  que  no  se  hallaba  comprendida  en  ninguno    ^e 
los  casos  marcados  taxativamente  en  el  art.  869  de  la  Ley  ^le 
Enjuiciamiento  civil,  únicos  en  que  el  recibimiento  á  prueT^a 
hubiera  debido  otorgarse; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  la- 
gar al  citado  recurso   por  quebrantamiento  de  forma  inter- 
puesto por  D.  Ventura  Vidal,  como  marido  de  Doña  kn&  3a- 
bates,  condenándole  en  las  costas  y  á  la  pérdida  del  depósito 
prevenido  por  la  ley,  que  no  ha  constituido  en  razón  k  defen- 
derse por  pobre  y  habrá  de  hacer  efectivo  cuando  mejore  de 
fortuna ,  y  distribuirse  como  dicha  ley  dispone ;  y  pasen  los 
autos  á  la  Sala  primera  para  que  respecto  del  recurso  por  in- 
fracción de  ley  deducido  por  el  mismo  recurrente  pueda  deter- 
minar lo  que  estime  que  proceda. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Oé- 
ceta  oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  leffislaiivaj  sacándo- 
se al  efecto  las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos 
y  firmamos. =Tomás  Huet.«-José  María  Herreros  de  Tejada.* 
Manuel  León  Romero. = Ignacio  Vieites. «Manuel  lAlmonad  7 
Mora. =Luis  Vázquez  Mondragon.=  Joaquín  José  Cervino. 
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NüM.  88. 


CASACIÓN  POR  QUEBRANTAMIENTO  DE  FORMA. 

SALA  TERCERA. 


Tercería  de  dominio. — Senteticia  de  16  de  Noviembreí  decla- 
rando no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto 
por  D.  Ventura  Vidal,  marido  de  Doña  Ana  Sabater,  contra 
la  pronunciada  por  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audien- 
cia de  Barcelona ,  en  pleito  con  el  Conde  del  Asalto  j  por 
su  fallecimiento  su  viuda  Doña  Dolores  Pardo  Rivadeneira  y 
8U8  hijas  Doña  Fernanda,  Doña  Dolores  y  Doña  Concepción. 

En  sus  CONSIDERANDOS  sc  cstablece: 

Que  la  ley  de  18  de  Junio  de  1870,  soire  re/arma  de  la 
casación  eivil,  declara  en  su  art.  5.^,  núm.  4.^  ser  una  de  las 
cansas  en  ifue  se  puede  fundar  el  recurso  de  casación  en  la 
forma  por  infracción  de  algunas  de  las  leyes  del  procedimiento , 
la  falta  de  recibimiento  i  prueia  en  alguna  de  las  instancias 
cuando  procediere  con  arreglo  i  derecho. 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  16  de  Noviembre  de  1875, 
en  el  pleito,  que  ante  Nos  pende,  en  virtud  de  recurso  de  ca- 
sación por  quebrantamiento  de  forma,  seguido  en  el  Juzgado 
de  primera  instancia  del  distrito  de  San  Beltran  y  en  la  Sala 
aeg^nnda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona  entre  D.  Gar- 
los Oarcía  de  Aleson,  Conde  del  Asalto,  y  per  su  fallecimiento 
su  viuda  Doña  Dolores  Pardo  Rivadeneyra  y  sus  hijas  Doña 
Fernanda,  Dona  Dolores  y  Doña  Concepción,  y  Doña  Ana  Sa^* 
bates,  consorte  de  D.  Ventura  Vidal,  sobre  tercería  de  dominio: 

Resultando  que  D.  Manuel  Martínez,  hijo  de  D.  Felipe  Mar- 
tínez Davalillo,  otorgó  escritura  á  favor  de  éste  en  14  de  Fe- 
brero de  1858,  haciéndole  donación  universal  de  sus  bienes 
con  ciertas  reservas  y  condiciones: 

Resultando  que  D.  Felipe  Martínez  Davalillo  otorgó  testa- 
mento en  8  de  Febrero  de  1864  por  el  cual  dispuso,  para  evi- 
tar despilfarros ,  según  dijo ,  y  conseguir  la  conservación  de 
sus  bienes,  nombrar  por  herederos  de  su  confianza  y  adminis- 
tradores de  los  mismos  con  ciertas  facultades  á  sus  amigos 
D.  Manuel  Hurtado,  D.  Narciso  Sicars,  D.  Miguel  Balthe  y  k 
D.  Francisco  de  Balthe,  á  los  cuatro  juntos,  y  á  los  tres  cuan- 
do falleciera  alguno,  además  instituyó  heredero  universal  á  su 
hijo  D.  Manuel,  y  para  el  caso  de  que  muriese  sin  hijos  ins- 
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tituyó  y  nombró  heredero  universal  á  D.  Carlos  Aleson,  Conde 
del  Asalto,  ordenando  que  si  le  premuriese  ó  muriese  después, 
le  sustituía  á  sus  hijos,  uno  después  de  otro  en  el  orden  de 
primogenitura,  sustituyéndoles  por  este  orden  para  el  caso  de 
faltar  el  que  fuese  su  heredero  sin  hijos  ó  con  tales  que  nin- 
guno llegase  á  la  edad  de  testar: 

Resultando  que  fallecido  el  mencionado  testador,  D.  Venta- 
ra Vidal,  como  apoderado  de  D.  Manuel  Martínez,  por  escritara 
de  23  de  Diciembre  de  1866  vendió  á  su  esposa  Doña  Ana  Sa- 
bates  todos  los  bieiies  de  éste ,  como  único  hijo  y  heredero  de 
su  padre  D.  Felipe  por  la  cantidad  de  88.000  duros  que  ae  de- 
legaron en  la  forma  que  se  explica  en  dicho  documento: 

Resultando  que  en  24  de  Diciembre  del  mismo  año  D.  Ma- 
nuel Martinez  otorgó  escritura  ante  el  Notario  D.  José  Plá  y 
k^oler  revocando  k  Vidal  los  poderes  que  le  tenia  otorgados, 
lo  cual  se  notificó  en  su  domicilio  á  su  hijo  D.  Eduardo  por  la 
ausencia  de  aquel ,  y  en  el  mismo  dia  ante  dicho  funcionario 
otorgaron  otra  los  administradores  nombrados  por  D.  Felipe 
Martinez  Davalillo,  su  hijo,  y  Conde  del  Asalto,  conviniendo 
que  éste  se  hacia  cargo  de  todos  los  bienes  hereditarios  deja- 
dos por  aquel,  que  los  cuidarla  y  administraría  sin  obligación 
de  rendir  cuentas^  comprometiéndose  á  pagar  varias  deudas 
del  D.  Manuel  y  entregarle  2. 000  rs.  mensuales,  con  otros  pac- 
tos, entrando  en  posesión  real  y  efectiva  de  dichos  bienes; 

Resultando  que  presentada  por  Vidal  al  Registrador  de  la 
propiedad  la  escritura  de  venta  antes  referida,  y  liquidados 
los  derechos  que  correspondían  á  la  Hacienda,  como  trascur- 
riese el  plazo  sin  que  la  interesada  los  satisficiese,  procedió 
contra  ésta  por  la  via  de  apremio,  embargándola  el  censo  que 
D.  Miguel  Clavé  pagaba  &  D.  Manuel  Martinez  por  una  easa 
sita  en  Barcelona,  objeto  de  la  venta: 

Resultando  que  con  este  motivo  D.  Carlos  Aleson,  Conde 
del  Asalto,  á  quien  pertenecian  dichos  bienes,  acudió  á  la  Ad- 
ministración económica  pidiendo  la  suspensión  de  los  proce- 
dimientos ejecutivos,  y  no  accediéndose  á  ello ,  en  8  de  Junio 
de  1867  entabló  demanda  de  tercería  en  el  Juzgado  de  prime- 
ra instancia  del  distrito  de  San  Beltran  de  aquella  capital,  con 
la  pretensión  de  que  se  emplazase  k  la  Hacienda  pública  en  la 
persona  de  su  legitimo  representante  y  á  Doña  Ana  Sabatér, 
con  intervención  de  su  esposo  D.  Ventura  Vidal,   para  que 
dentro  del  término  de  la  ley  compareciesen  á  contestarla,  y 
que  en  su  caso  se  declarase  nulo,  sin  efecto  ni  valor  el  contrato 
de  venta  otorgado  por  el  últinoc,  á  nombre  de  D.  Manuel  Mai^ 
tinez,  j  k  favor  de  su   propia  esposa  en  23  de  Diciembva 
de  1865,  ante  el  Notario  D.  Pedro  Cardellac,  de  los  bienes  qpm 
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^B  la  misma  se  expresan ,  proveDíentes  da  D.  Felipe  Martines 
Davalillo,  por  pertenecerle  en  virtud  del  fideicomiso  dispuesto 
por  éste  j  convenio  con  su  hijo  D.  Manuel^  en  propiedad,  po- 
sesión y  administración;  y  que  no  debían  responder  en  su  per- 
juicio para  hacer  efectivo  el  adeudo  hipotecario  coqsíguiente 
ÍL  la  venta  mencionada ,  con  imposición  de  costas  á  Dona  Ana 
Sabatés  de  Vidal: 

Resultando  que  D.  Ventura  Vidal,  &  nombre  de  su  esposa 
Dofía  Ana  Sabatés,  contestó  á  la  demanda  pidiendo  que  se  des- 
estímase y  declarase  la  nulidad  é  ineficacia  del  testamento  y 
convenio  que  lo  apoyaba,  con  imposición  de  costas  al  actor  y 
enmienda  de  dmfios  y  perjuicios: 

Resultando  que  oido  el  Ministerio  fiscal  y  recibido  el  pleito 
ú  prueba,  dentro  del  cual  se  cotejaron  los  documentos  referi- 
dos con  citación  contraria ,  y  seguido  el  juicio  por  todos  sus 
trámites  con  la  viuda  é  hijas  del  Conde  del  Asalto,  por  haber 
fallecido  éste,  el  referido  Juez  en  20  de  Diciembre  de  1872 
dictó  sentencia  declarando  nula  la  venta  otorgada  por  D.  Ven- 
tura Vidal ,  k  nombre  de  D.  Manuel  Martínez ,  á  favor  de  su 
esposa  Doña  Ana  Sabatés  en  23  de  Diciembre  de  1865,  ante  eA 
Notario  D.  Pedro  Gardellac,  de  los  bienes  que  en  la  misma  se 
expresan  pertenecientes  á  la  herencia  de  D.  Felipe  Martines 
Davalillo:  que  los  mismos  bienes,  con  exclusión  de  los  que 
corresponder  puedan  á  D.  Manuel  Martínez  como  hijo  y  here- 
dero fideicomisario  de  D.  Felipe,  pertenecen  á  las  hijas  de  pon 
Carlos  Aleson  en  virtud  del  fideicomiso  por  aquél  dispuesto  y 
por  él  orden  y  bajo  las  condiciones  señaladas :  que  no  deben 
responder  en  perjuicio  de  las  mismas  para  hacer  efectivo  el 
adeudo  hipotecario  de  la  referida  venta ,  mandando  en  su 
consecuencia  se  alce  el  embargo  trabado  sobre  el  censo  do 
pensión  de  1.200  duros  anuales  que  satisface  D.  Miguel  Clavé» 
dejando  á  salvo  los  derechos  que  á  Doña  Ana  Sabatés  puedan 
corresponder  sobre  la  reclamación  del  precio  entregado  por  la 
Tenta  y  sobre  los  demás  bienes  que  no  sean  de  la  expresada 
procedencia  ó  que'  correspondiesen  á  D.  Manuel  Martínez,  para 
que  le  use  en  la  forma  qüo  sea  procedente»  sin  expresa  conde- 
nación de  costas: 

Resultando  que  D.  Ventura  Vidal ,  después  de  protestar 
porque  se  aplazaban  en  este  fallo  varias  cuestiones  y  se  omitía 
la  resolución  de  otras,  pidió  aclaración  de  la  sentencia,  alzán- 
dose no  obstante  de  la  misma: 

'*  Resultando  que  denegada  la  protesta  y  aclaración,  se  ad- 
mitió la  apelación  y  remitieron  los  autos  á  la  Audiencia  del 
territorio,  y  entregados  á  Vidal,  pidió  que  se  revocase  tí.  fallió 
del  inferior  en  los  puntos  apelados;  se  fallasen  en  el  todo  laa 
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cuestiones  que  se  TenGlan  en  este  pleito  en  la  forma  que  tenii 
soliritado  en  sn  aleg:ato  de  buena  pnieba  7  en  su  escrito  d» 
protesta  7  apelación: 

Resultando  que  la  TÍnda  é  hijas  del  Conde  del  Asalto  9^ 
licitaron  por  el  oontimrio  que  se  oonfinnase,  con  las  costas,  1» 
sentencia  apelada ,  7  se  declarase  que  quedaban  absueltas  de 
las  demás  pretensiones  deducidas  por  Doña  Ana  Sabatés  4a 
Vidal  en  sus  distintos  escritos ,  7  la  parte  Fiscal  expuso  que 
nada  tenia  que  decir  por  entonces ,  reservándose  su  derecha 
para  cuando  la  Sala  pronunciase  su  fallo: 

Resultando  que  en  escrito  de  24  de  AImíI  de  1874  mani- 
festó el  apelante  hablan  venido  á  su  noticia  hechos  que  hasta 
entonces  ignoraba  sobre  los  cuales  no  gfíraron  las  alegaciones 
ni  las  prnebaSy  sin  especificarloSy  7  pidió  para  justificarlos  que 
se  recibiese  el  pleito  á  prueba ,  7  la  Sala  segunda  de  dicha 
Audiencia  por  auto  del  mismo  dia  declaró  no  haber  lugar  á 
lo  pretendido  por  Tidal  en  la  forma  que  se  solicitaba  en  dicho 
escrito .  sin  perjuicio  de  proveer  lo  que  correspondiese  si  se 
concretasen  los  hechos  sobre  los  cuales  se  pretendía  la  justi- 
flcacion: 

Resultando  que  en  su  virtud  el  mismo  Vidal  en  29  del  re- 
ferido mes  expresó  que  se  proponía  justificar  que  el  testa- 
mento que  habia  venido  á  los  autos,  en  el  supuesto  de  ser  el 
de  D.  Felipe  Martinez  Davalillo ,  no  era  el  que  se  encontró  en 
el  pliego  cerrado  del  verdadero :  que  su  hijo  D.  Manuel  ftó 
violentado  para  la  revocación,  otorgamiento  de  poderes,  con- 
venio 7  demás  actos ,  que  contra  sus  contratos ,  promesas  7 
compromisos  otorgó  en  el  mes  de  Diciembre  de  1865  7  poste* 
rieres,  7  que  por  lo  tanto  insistia  en  que  se  recibiese  el  pleito 
á  prueba:  ^ 

Resultando  que  oidos  la  parte  apelada  7  el  Ministerio  fi^ 
cal  se  opusieron  á  este  trámite ;  7  la  referida  Sala  por  auto 
de  20  de  Junio  siguiente  declaró  no  haber  lugar  á  dicho  reci^ 
bimiento  á  prueba,  con  las  costas: 

Resultando  que  contra  este  auto  interpuso  Vidal  recurso 
de  súplica,  7  fundado  en  el  art.  867  de  la  Le7  de  Enjuicia- 
miento civil ,  solicitó  se  expidiese  carta-órden  con  citacíott 
contraria  al  Juez  de  primera  instancia  de  Grerona  para  q^ 
mandase  librar  testimonio  literal  del  acta  judicial  de  la  ape^' 
tura  del  testamento  que  se  supuso  ser  de  D.  Felipe  Martia^ 
7  que  tuvo  lugar  en  17  de  Ma7o  de  1864  ante  el  mismo  Ja^ 
7  Escribano  que  cita  ,  jurando  que  hasta  entonces  no  hahi^ 
tenido  noticias  de  dicha  acta;  7  la  repetida  Sala  por  otro  de  ft^ 
de  Junio  declaró  no  haber  lugar  á  lo  solicitado  por  Vidal  ^ 
el  otrosí  del  expresado  escrito: 
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BesUltando  qoe  de. este  auto  suplicó  Vidal  en  3  de  Julio  si- 
^^uiente  ,  insistiendo  por  medio  de  un  otrosí  en  que  se  reci* 
'biera  el  pleito  á  prueba  /  porque  habia  llegado  á  su  noticia 
suevamente  que  en  la  época  que  se  supone  otorgado  y  éntre- 
lo el  testamentó  del  referido  Martínez  no  tenia  capacidad 
ello,  y  la  expresada  Sala  por  auto  del  mismo  dia  admi- 
tió el  recurso  de  súplica  resolviendo  sobre  el  punto  de  la  cues- 
-fion  y  confirmó,  con  costas,  el  suplicado,  confiriendo  traslado 
del  nuevo  otrosí  á  la  parte  contraria: 

Resultando  que  oida  ésta  y  el  Ministerio  fiscal,  que  se  opu- 
sieron á  las  presentadas  pretensiones,  la  indicada  Sala,  previa 
irista  y  discordia»  declaró  en  9  de  Octubre  no  haber  lugar, 
con  las  costas ,  al  recibimiento  k  prueba  repetidamente  pre- 
tendido : 

Resultando  que  de  este  auto  suplicó  también  Vidal  repro- 
duciendo, sus  pretensiones,  y  la  misma  Sala  en  14  de  Octubre 
dguiente  admitió  el  recurso  de  súplica,  y  con  costas  confirmó 
él  suplicado  : 

Resultando  que  notificadas  las  partes  ,  D.  Ventura  Vidal 
inreaentó  escrito ,  acompañando  posiciones  que  habia  de  eva- 
cuar la  contraria,  que  calificadas  de  imperíinentes  por  el  Ma- 
gistrado Ponente,  suplicó  de  esta  calificación ,  y  que  la  Sala 
por  otro  auto  de  26  de  Octubre  admitió  el  recurso  de  súplica  y 
confirmó  la  providencia  suplicada,  mandando  devolver  á  Vidal 
él  escrito  de  posiciones: 

Resultando  que  después  de  otras  pretensiones,  llevados  los 
autos  á  la  vista  sobre  lo  principal ,  la  referida  Sala  dictó  sen- 
tencia en  8  de  Enero  del  corriente  año,  confirmando  la  del  in- 
ferior ,  con  las  costas  de  esta  instancia ,  sin  dar  lugar  á  las 
demás  reclamaciones  hechas  por  Doña  Ana  Sabatés  en  sus  es- 
critos de  contestación  á  la  demanda ,  absolviendo  de  ellas  á 
Doña  Dolores  Pardo  Rivadeneyra  y  á  sus  hijas  Doña  Fernanda, 
Doña  Concepción  y  Doña  Dolores  García  Aleson  Pardo  Riva- 
deneyra, con  la  salvedad ,  empero ,  que  aquella  hace  en  dicha 
sentencia  de  los  derechos  que  puedan  correspondería  para  la 
reclamación  .del  precio  entregado  por  la  venta ,  dirigiéndose 
€M>ntra  los  demás  bienes  libres  que  correspondiesen  á  D.  Manuel 
líartinez: 

Resultando  que  contra  esta  sentencia  interpuso  recurso  de 
casación,  por  .quebrantamiento  de  forma  D.  Ventura  Vidal, 
como  marido  de  Doña  Ana  Sabatés,  fundándolo  en  el  art.  5.^ 
de  la  ley  de  18  de  Junio  de  1870>  que  consideraba  infringido 
por  la  falta  de  recibimiento  aprueba  en  la  segunda  instancia, 
qué  es  la  comprendida  bajo  .el  núm.  4.^,  é  hizo  para  demos^- 
trar  la  indicada  infracción  ó  quebrantamiento  de  forma  un 
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resúmeD  de  sus  peticiones  sobre  prueba,  articulación  de  posi- 
ciones desechadas  por  impertinentes  y  adiciones  de  apunta- 
miento que  la  Sala  sentenciadora  le  habla  denegado  en  los 
proveídos  diversos  que  dictó  desde  20  de  Junio  de  1874  á  22 
de  Abril  último,  de  que  queda  hecha  referencia  en  los  prece- 
dentes resultandos ,  j  después  de  formular  además  á  conti"- 
Buacion  el  de  infracción  de  ley  exponiendo  sus  fundamentos, 
concluyó  solicitando  se  le  admitiese  el  primero  con  arrej^lo  al 
articulo  39  de  dicha  ley ,  remitiendo  &  este  Supremo  Tribunal 
los  autos  orig'inales  y  reservando  al  mismo  la  admisión  del 
segundo : 

Resultando  que  admitido  en  efecto  dicho  recurso ,  teniendo 
en  cuenta  estarse  aquel  defendiendo  en  clase  de  pobre ,  y  re* 
mitidos  los  autos  á  este  Supremo  Tribunal  con  citación  de  las 
partes,  se  ha  sustanciado  en  debida  forma. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  María  Herre- 
ros de  Tejada. 

Considerando  que  la  ley  de  18  de  Junio  de  1870  sobre  re- 
forma de  la  capación  civil  declara  en  su  art.  5.*^,  núm.  4.%  ser 
una  de  las  causas  en  que  se  puede  fundar  el  recurso  de  casir* 
clon  en  la  forma  por  infracción  de  algunas  de  las  leyes  del 
procedimiento,  la  falta  de  recibimiento  á  prueba  en  alguna  de 
las  instancias  cuando  procediere  con  arreglo  á  derecho: 

Considerando  que  la  prueba  propuesta  en  la  segunda  Ins- 
tancia por  parte  del  recurrente  no  procedía  con  arreglo  é  de- 
recho, puesto  que  no  se  hallaba  comprendida  en  ninguno  de 
los  casos  marcados  taxativamente  en  el  art.  869  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  civil ,  únicos  en  que  el  recibimiento  á  prueba 
hubiera  debido  otorgarse; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  la- 
gar al  citado  recurso  por  quebrantamiento  de  forma  inter- 
puesto por  D.  Ventura  Vidal,  como  maridó  de  Doña  A.na  Sa- 
bates,  condenándole  en  las  costas  y  ¿  la  pérdida  del  depósito 
prevenido  por  la  ley,  que  no  ha  constituido  en  razón  k  defen» 
derse  por  pobre  y  habrá  de  hacer  efectivo  cuando  mejore  de 
fortuna ,  y  distribuirse  como  dicha  ley  dispone ;  y  pasen  los 
autos  á  la  Sala  primera  para  que  respecto  del  recurso  por  in- 
fracción de  ley  deducido  por  el  mismo  recurrente  pueda  deter* 
minar  lo  que  estime  que  proceda. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  6!a- 
ceta  oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  hffislaíivay  sacando^ 
se  al  efecto  las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandalnoi 
y  firmamos. =»Tomás  Huet.»-José  Maria  Herreros  de  Tejada:Mt 
Manuel  León  Romero. = Ignacio  Vieites. «Manuel  lAlmónad^y 
Mora.  =sLuis  Vázquez  Mondragon.=  Joaquín  José  Cervino.      ^^ 
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Publicación  : 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Bxce* 
leotifiimo  Sr.  D.  José  Haría  Herreros  de  Tejada ,  Magristrado 
del  Tribunal  Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala 
tercera  del  mismo/ en  el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Se* 
-cretario  Relator  en  Madrid  á  16  de  Noviembre  de  1875. »Li- 
^aenciado  Manuel  Ara^neses  Gil. 

Núif.  89. 

CASACIOíí  POR  INFRACCIÓN    DE    LEY.— SALA    PRIMERA. 


Pago  db  pesos.— Sentencia  de  17  de  Noviembre,  declarando  no 
haber  lu^ar  al  reenrso  de  casación  interpuCRto  por  D.  Joa- 
qnin  Snbirá  contra  lá  pronunciada  por  la  Sala  segunda  de 
la  Audiencia  déla  Habana,  en  pleito  con  la  Compañía  de 
seguros^  mutuos  contra  incendios  titulada  M  Iris. 

En  808  CONSIDERANDOS  86  cstablcce: 

Que  par  las  leyes  1.^  y  3/,  ttí.  15  de  la  Partida  1.^  ^  se 
'define  el  daño  y  se  declara  á  cuáles  ó  añie  quién  puede  ser 
demandada  enmienda  del  daño. 

En  la  villa  ;  Corte  de  Madrid,  á  17  de  Noviembre  de  1875, 
en  los  autos  seguidos  en  la  Alcaldía  mayor  del  distrito  de  la 
<?atedral,  j  en  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  la  Habana, 
por  D.  Joaquín  Bubirá  con  la  Compañía  de  seguros  mutuos 
contra  incendios  titulada  £1  Iris ,  sobre  pago  de  pesos ,  im-^ 
porte  de  daños  y  perjuicios ;  autos  que  penden  ante  Nos ,  en 
virtud  de  recurso  de  casación  que,  con  arreglo  ¿  la  Real  cé- 
dula de  30  de  Enero  de  1855,  interpuso  el  demandante  con- 
tra la  sentencia  que  en  28  de  Febrero  de  1871  dictó  la  referí- 
tda  Sala: 

Resultando  que  por  orden  superior  de  20  de  Enero  de  1 855 
:se  autorizo  la  creación  de  la  Compañía  general  cubana  de  se- 
guros mutuos  contra  incendios ,  fuego  del .  cielo  y  explosión 
del  gas,  bajo  el  nombre  de  SI  Iris,  y  en  30  de  Marso  de  1859 
«e  aprobaron  sus  estatutos;  consignándose  en  el  art.  1.^  que 
36  establecía  entre  las  personas  que  se  habían  adherido  ó  en  lo 
sucesivo  se  adhirieran  á  los  presentes  estatutos ,  una  Compa-- 
Hia  general  de  seguros  mutuos  que,  bajó  el  título  dé  M  Iris\, 
garantizase  los  inmuebles,  objetos  y  efectos  moviliarios  contra 
•el  inoendio,  é  indemnizase  los  daños  causados  por  el  fuego  del 
<sielo  y  la  explosión  del  gas  para  alumbrar:  en  el  2.^,  que 
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las  operaciones  de  la  Compañía  se  extendían  á  todos  los  pui 
tos  de  la  Isla  de  Cuba,  y  su  domicilio  era  en  la  Habana :  en 
19,  que  el  empeño  social  cesaba,  tanto  para  el  asegurado  coi 
por  parte  de  la  Sociedad,  en  los  casos  que  menciona ,  j  enl 
ellos  por  terminar  el  tiempo  del  seguro,  siempre  que  tres 
ses  antes  de  concluir  el  empeño  corriente  hubiese  manifestáis^ 
el  socio  la  intención  de  retirarse  de  la  Compañía  por  medio 
una  declaración  escrita,  hecha  por  él  ó  por  su  apoderado ,  b 
á  la  Dirección  ó  bien  á  la  oficina  del  agente  principal  del 
trito ;  y  que  no  llenándose  esta  formalidad,  el  asegurado  c^^/ 
tlnuaba  formando  parte   de  la  Compañía  durante  un  tierr^ip 
igual  al  del  compromiso  anterior:  en  el  21,  que  dentro  de      1^ 
primeras  veinticuatro  horas  de  manifestarse  un  incendio  i^hia 
hacerse  por  el  asegtirado,  ó  en  su  nombre,  una  declaración  casíe 
el  Comisario  del  distrito,  Teniente  Gobernador  ó  Capitán  pedá- 
neo de  la  ciudad,  pueblo  ó  punto -donde  tuviese  lugar  el  sioies- 
tro:  que  esta  declaración  debia  expresar  el  dia  del  incendio,  las 
causas  que  pudieran  haberlo  producido ,  la  indicación  apro- 
ximada de  la  gravedad  de  los  daños ,  nombre  y   apellido  del 
socio  que  lo  sufriese,  número  de  la  póliza  y  su  fecha;  y  que 
una  copia  auténtica  de  esta  declaración  debia  remitirse  por  el 
interesado  dentro  de  ocho  dias ,  incluso  el  del  siniestro ,  al 
agente  del  distrito  ,  ó  á  la  Dirección  si  el  edificio  en  que  ae 
hubiese  declarado  el  incendio  se  hallase  situado  en  el  distrito 
de  la  Habana:  en  el  23,  que  así  que  se  hubiese  recibido  por 
la  Dirección  la  noticia  oficial  y  documentada  del  siniestro, 
mandarla  ésta  proceder  á  la  tasación  detallada  de  lo  que  ae 
hubiese  salvado,  la  cual  se  baria  por  dos  peritos,  nombrados 
uno  por  el  Director  y  otro  por  el  asegurado,  y  un  tercero  para 
en  caso  de  discordia  nombrado  por  aquellos :  en  el  25,  que  la 
indemnización  para  los  siniestros,  acordada  por  el  Consejo  de 
Administración,  se  verificaría  dentro  de  quince  dias,  oontadoa 
desde  el  posterior  al  acuerdo :  en  el  26 ,  que  después  de  haber 
satisfecho  la  indemnización,  la  Sociedad  se  hallaba  subrogada 
en  los  derechos  del  asegurado  y  ejercitaría  en  su  nombre  todos 
los  recursos  que   compitieran  contra  la  persona  que   hubiese 
causado  el  siniestro:  en  el  27,  que  la  indemnización  á  cargo 
de  la  Compañía  pot  los  seguros  que  hubiese  hecho ,  no  podía 
nunca  sobrepujar  k  los  perjuicios  debidamente  acreditados,  J 
en  ningún  caso  tampoco  pasar  de  la  cantidad  asegurada:  en 
el  28,  que  serian  de  cargo  de  la  Compañía  los  siniestroSt  gsa- 
tos  de  salvamento  ó  indemnizaciones  relativas  al  incendiOfltii 
costas  judiciales  y  demás  gastos  que  motive  su  gestión :  éáü 
41,  que  el  Concejo  de  administración  se  reuniría  en  loa  iMI» 
mee  dias  de  cada  mes,  pudiendo  hacerlo  m&s  á  menudo  sl'lki 
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necesidades  de  la  Compañía  lo  exigiesen :  en  el  48  >  que  el  Di- 
rector estaba  obligado  á  presentar  al  Consejo  mensualmente 
un  estado  de  las  adhesiones,  anulaciones  y  siniestros  que  ocur- 
rieran en  cada  mes,  el  cual  se  publicarla  en  los  periódicos  para 
conocimiento  de  los  socios  y  del  público  ;  y  en  el  54,  que  las 
cuestiones  que  pudieran  suscitarse  entve  la  Compañía  y  uno  ó 
máa  de  sus  individuos,  se  resolverían  precisamente  por  arbi- 
tradores  ó  amigables  componedores ,  nombrados  uno  por  el 
Director  y  otro  por  la  parte  interesada:  que  dichos  arbitrado- 
res  antes  de  toda  discusión  procederian  k  elegir  un  tercero 
para  que  dirimiese  la  discordia  si  llegase  á  haberla ;  y  que  el 
parecer  de  lo¿t  dos  amigables  componedores,  ó  del  tercero  uni- 
do ¿  uno  de  aquellos,  ó  bien  de  los  tres  reunidos,  harían  sen- 
tencia definitiva,  contra  la  que  no  se  podría  establecer  ningún 
recurso: 

Resultando  que  en  5  de  Mayo  de  1856  D.  Joaquin  Subirá, 
residente  en  Trinidad,  por  acta  de  adhesión  suscribió  á  dicha 
Compañía  por  el  término  de  cinco  años  las  existencias  de  una 
fábrica  de  velas,  con  'todas  sus  anexidades,  situada  en  casa  de 
mamposteria,  sin  número,  calle  de  San  Miguel,  declarando  ser 
de  su  propiedad ,  y  que  aseguraba  su  valor,  término  medio,  al 
año  en  8.000  pesos,  debiendo  hacérsele  á  él  mismo  la  indem- 
nización ,  en  caso  de  siniestro  ,  con  arreglo  á  dichos  estatu- 
tos ;  y  segnu  parece,  y  se  expresaba  en  la  demanda ,  aseguró 
además  como  socio  la  citada  casa  en  que  se  hallaba  establecida 
dicha  fábrica  de  velas  en  igual  cantidad  de  8.000  pesos: 

Resultando  que  el  Director  general  de  la  Compañía,  Don 
J.  M.  Morales  ,  en  carta  de  27  de  Diciembre  de  1860,  remitió 
á  D.  Juan  Echevarría,  Subdirector  de  la  propia  Compañía  en 
Trinidad,  diferentes  pólizas  renovadas  de  aquella  jurisdicción, 
correspondientes  al  nuevo  quinquenio,  que  para  los  suscritores 
de  1856  que  no  habian  dado  aviso  de  separación  comenzaba 
el  1.^  de  Marzo  de  1861  ,  hallándose  entre  las  remitidas  dos 
correspondientes  á  D.  Joaquin  Subirá: 

Resultando  que  en  carta  de  13  de  Abril  de  1862  D.  Juan 
Echevarría,  Subdirector  de  la  Compañía  JBl  Iris  en  Trinidadi 
comunicó  al  Director  general  de  la  misma  el  siniestro  de  que 
4  las  once  de  la  noche  del  dia  anterior  se  incendió  la  fábrica 
de  velas  de  D.  Joaquín  Subirá,  socio  de  JBl  Iris  según  las  pó- 
lizas números  10.776  y  10.783,  consistente  en  un  edificio  de 
mampostería  y  las  existencias  pertenecientes  á  una  velería, 
ascendente  el  seguro  á  16.000  pesos:  que  estaba  practicando 
diligencias  para  la  averiguación  del  hecho ,  y  que  el  incendio 
había  sido  voraz,  salvándose  sólo  dos  paredes  de  mampostería 
y  algunas  ventanas  de  hierro ,  lo  mismo  que  algunos  pásales 
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de  hierro  correspondientes  á  las  prensas :  que  habia  levantado 
nota  de  dicho  avalúo  salvado,  y  aquella  tarde  debía  ser  tasado 
para  poder  pasar  nota  exacta  á  la  Dirección: 

Resultando  que  en  el  dia  siguiente  14  de  Abril  compareció 
D.  Joaquín  Subirá  ante  el  Celador  de  policía,  impartiendo  su 
Autoridad  local  para  que  se  le  facilitase  testimonio  del  acaeci- 
miento ,  por  estar  su  casa  y  fábrica  aseguradas  en  la  Compa- 
ñía El  Iris ;  y  habiéndosele  recibido  declaración  ante  dos  tes^ 
tigos  jurados  de  fidelidad,  expresó  que  como  á  las  once  dadas 
de  la  noche  anterior,  13,  hallándose  acostado,  igual  que  sus  es- 
clavos, oyeron  voces  del  Capitán  del  vapor  mercante  Isabel^  y 
levantándose  vieron  que  ardia  la  casa  por  la  parte  más  baja  y 
techumbre  del  escusado ,   comunicándose  después  el  fuego  4 
todo  el  interior  de  la  casa,  sin  que  fuera  posible  extraer  obje- 
to alguno  ni  salvar  caja,  libros,  papeles,  ni  aún  la  ropa  de  ¿u 
uso:  que  ignoraba  la  causa  ó  motivo  que  dieran  lugar  al  in- 
cendio :  que  sus  negocios  se  hallaban  en  buen  estado,  que  8U 
fábrica  ascendía  según  tasación  á  11.500  pesos:  que  sus  exis- 
tencias pasaban  de  10.000  pesos,  habiendo  recibido  en  la  mis- 
ma mañana  una  partida  de  cajas  de  sebo  remitidas  de  New- 
York:  que  tanto  el  edificio  como  las  existencias  y  anexidades 
las  tenia  aseguradas  en  la  Compañía  El  Iris  por  la  suma  de 
8.000  pesos  cada  una,  y  que  esta  declaración  la  hacia  con  el 
fin  de  llenar  el  requisito  que  previene  el  reglamento  de  la 
Compañía: 

Resultando  que  instruida  con  motivo  de  dicho  incendio  la 
correspondiente  causa  criminal,  se  proveyó  en  ella  por  el  JueK 
de  primera  instancia  en  27  de  Mayo  de  1862  auto  de  sobre- 
seimiento, que  fué  aprobado  por  la  Audiencia  en  20  de  Junio 
siguiente ,  con  la  calidad  de  «  por  ahora »  y  con  reserva  de 
continuarla  si  hubiese  nuevos  méritos,  y  declarando  las  costas 
de  oficio: 

Resultando  que  el  Director  general  de  la  Compañía,  en 
carta  de  11  de  Setiembre  de  1862,  comunicó  á  D.  Joaquín  Su- 
birá que  rnnido  el  Consejo  de  administración  el  dia  5  de 
aquel  mes,  acordó  acerca  de  su  siniestro  que  debia  acreditar 
judicialmente  las  pérdidas  sufridas  por  dicho  siniestro  en  ao 
casa  de  mamposteria  y  fábrica  de  velas ,  según  lo  disponia  el 
artículo  27  de  los  estatutos : 

Resultando  que,  en  consecuencia  de  esto,  el  D.  Joaquín  Sa* 
birá,  en  18  del  propio  mes  de  Setiembre,  promovió  informa- 
ción judicial,  en  la  que  tres  testigos  declararon  en  reaünni 
que  á  su  entender  las  existencias  de  dicha  fábrica  consumida! 
por  el  incendio  ascendían  á  12.000  pesos;  y  previo  inforal 
del  Subdirector  Bchevarria,  de  que  le  constaba  la  probidad  di 
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08  declarantes  y  no  encontraba  motivo  alguno  á  que  oponer- 
le, fué  aprobada  dicha  información,  interponiéndose  para  su 
nayor  valimiento  la  Autoridad  judicial ,  y  entregándo^ie  las 
liligencias  al  promovente,  previa  tasación  y  pago  de  costas, 
[ue  ascendieron  á  168  y  medio  pesos: 

Resultando  que  el  citado  Director  general  de  M  Iris,  en 
sarta  de  4  de  Noviembre  de  1862,  comunicó  al  propio  Subirá 
ue,  no  habiendo  satisfecho  al  Consejo  de  administración  el 
nformativo  que  le  remitió  para  comprobar  el  valor  de  las 
xistencias  de  su  fábrica  de  velas,  había  acordado  que  la  Di- 
eccion  mandase  ampliar  el  mencionado  informativo,  y  que 
lor  su  parte  Subirá  procurase  otras  pruebas  que  presentar  al 
lonsejo  en  su  próxima  reunión:  ^ 

Resultando  que  en  27  del  propio  mes  de  Diciembre  de  1862, 
K  Antonio  Viladomat,  Maestro  mayor  de  albañilería  en  Tri- 
idad,  certificó  que  á  ruego  de  D.  Antonio  San  Martin  habia 
justipreciado  las  fábricas  y  casa  en  ruinas  de  la  propiedad  de 
í.  Joaquín  Subirá,  extendiéndose  en  la  tasación  un  aljibe 
ue  se  encontraba  frente  á  la  casa  incendiada,  á  las  mampos- 
erias  que  servían  de  cercas,  como  á  siete  solares,  á  dos  col- 
^izos  de  teja  y  tabla  y  á  las  paredes  derruidas,  no  habiendo 
asado  dos  prensas  hidráulicas  por  no  entenderlo ,  todo  lo  cual 
labia  practicado  con  asistencia  de  San  Martin  y  no  con  la  de 
kubirá,  por  informarle  aquel  que  se  encontraba  ausente  el  re- 
érido  Subirá,  habieado  ascendido  la  tasación  á  6.000  y  pico 
le  pesos: 

Resultando  que  en  13  de  Febrero  de  1863  D.  Joaquín  Su- 
lirá  y  el  Director  de  la  Sociedad  de  seguros  mutuos  JSl  Iris^ 
iste  por  medio  de  so  apoderado,  comparecieron  ante  la  Al* 
íaldía  municipal  de  la  Habana,  y  manife^aron  que  en  la  ne- 
lesidad  de  rectificarse  los  avalúos  practicados  á  consecuencia 
leí  siniestro  que  sufrió  Subirá  en  la  casa  fábrica  de  velas  que 
enia  en  Trinidad,  por  tiaberse  padecido  en  ellos  algunas  omi- 
iones,  habían  acordado  que  se  procedise  á  dicha  rectificación; 
r  para  que  se  llevase  á  efecto,  tanto  Subirá  como  la  represen- 
ac|on  de  El  Irisy  se  obligaban  á  designar  en  Trinidad,  bien 
)or  si  ó  por  medio  de  sus  representaciones,  los  peritos  que 
iUbiesen  de  proceder  al  avalúo  acordado ,  entendiéndose  que 
tvacuada^  debia  remitirse  para  que  nombrasen  entonces  las 
martes  interesadas  arbitradores  que  resolviesen,  en  vista  de  todos 
oa  antecedentes,  si  el  aljibe  y  las  tapias  que  acotaban  el  ter- 
ene  de  la  casa  estaban  ó  no  comprendidos  en  el  seguro,  re* 
ervándose  expresamente  Subirá  sus  derechos,  tanto  contra  Don 
uan  Echevarría  Subdirector,  de  la  Compañía  en  Trinidad,  que 
Qterviuo  en  el  contratOi  como  contra  el  Inspector  general  Don 
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Antonio  San  Martin  y  demás  contra  quien  hubiese  lugar,  para 
hacerlos  efectivos  como  y  cuando  lo  considerase  oportuno:  y 
en  20  del  citado  mes  de  Febrero  el  D.  Joaquín  Subirít  deman- 
dó en  juicio  conciliatorio,  ante  la  Alcaldía  municipal  de  'Rri* 
nidad,  al  Subdirector  de  la  Compañía  El  Iris  D.  Juan  Echa* 
varría,  para  que  presentase  en  el  acto  el  primer  contrato  que 
celebró  con  dicha  Compañía  para  asegurar  su  casa  y  fábrica 
de  velas;  y  el  demandado  contestó  que  era  bastante  extraña  la 
petición  cuando  sin  antecedentes  se  le  exigia  un  documento 
que  aun  no  sabia  si  existia  en  el  archivo  de  su  oficina,  y  que 
si  así  sucediera  no  podria  entregarlo  sin  la  expresa  autoriza- 
ción de  la  Compañía  ó  de*  su  Dirección  general : 

Resultando  que  en  juicio  conciliatorio  de  7  de  Marzo  de 
1863,  D.  Joaquín  Subirá  y  el  Director  de  la  Sociedad  El  IHs^ 
representado  por  D.  José  Jiménez  Canciano,  llevando  á  efecto 
el  acuerdo  celebrado  en  aquel  Juzgado  municipal  de  la  Haba- 
na en  13  de  Febrero  anterior,  procedieron  á  elegir  arbitrado- 
res  amigables  componedores  para  que,  con  sujeción  á  lo  pres- 
crito en  el  art.  54  de  los  estatutos,  procedieran  á  laudar  sobre 
la  cuestión  allí  reservada  á  este  compromiso,  á  cuyo  efecto  el 
D,  Joaquin  Subirá  eligió  á  D.  Sandalio  Gómez,  y  la  parte  de 
El  Iris  á  D.  Bernardo  Cequeira;  y  en  11  del  indicado  mes  de 
Marzo  de  1863  el  arbitrador  tercero  D.  Facundo  Ruiz,  por  falta 
de  acuerdo  de  los  dos  nombrados,  laudó  que  el  aljibe  y  las  ta- 
pias en  cuestión  no  debian  comprenderse  en  el  seguro  de  la 
casa  de  Subirá,  y  que  por  tanto  sólo  debia  rebajarse  del  va* 
lor  en  que  ésta  fué  asegurada  la  suma  de  598  pesos  50  cen- 
tavos, importe  en  tasación  de  los  objetos  salvados  y  contenidos 
en  el  seguro;  y  esto  después  de  aceptar  los  fundamentos  y  ra- 
zones emitidas  en  el  dictamen  del  arbitrador  D.  Sandalio  Gto- 
mez,  elegido  por  Subirá,  en  cuya  parte  dispositiva  decía  que 
no  estaban  comprendidas  en  el  seguro  las  tapias  y  el  aljibe,  y 
por  consiguiente  que  la  Compañta  El  Iris  debia  abonar  á  Don 
Joaquin  Subirá  los  8.000  pesos  en  que  aseguró  la  casa  de  éste» 
descontando  únicamente  los  598  pesos  50  centavos  en  que  es- 
taban valorados  los  objetos  asegurados  que  se  salvaron  del  in- 
cendio: 

Resultando  que  este  laudo  se  notificó  á  Subirá  en  el  24  y 
al  apoderado  de  El  Iris  en  el  26  del  propio  Marzo ,  y  segim 
aparece  de  diligencia  extendida  en  el  citado  expediente,  el 
mismo  apoderado  de  El  Iris,  en  1.^  de  Setiembre  del  referido 
afio  de  1863  exhibió  un  chek  por  valor  de  7.671  pesos  50  06D- 
tavos  para  que  los  percibiera  Subirá,  sin  perjuicio  de  los  deie* 
chos  y  recursos  de  la  Compafíla: 

Resultando  que  en  21  de  Abril,  23  de  Julio,  2  de  Agoala 
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^  30  de  Setiembre  de  dicho  año  de  1863,  el  D.  Joaquia  Subirá 
publicó  en  el  periódico  Diario  de  la  Marina  otros  tantos  comu  - 
nieados  en  contra  de  la  Compañía  de  seguros  Fl  IriSt  por  con- 
aeonencia  del  retardo  y  dificultades  que  dice  oponia  al  pago 
^e  su  siniestro,  indicando  en  alguno  de  ellos  que  la  referida 
Compaftia  habia  apelado  del  laudo  de  11  de  Marzo  de  aquel 
año  y  que  la  Audiencia  lo  babia  confirmado;  que  al  primero 
4e  los  mencionados  comunicados  contestó  con  otro  D.  J.  M.  Mo- 
rales, Director  de  dicha  Compañía,  vindicando  i  ésta  de  las 
aserciones  hechas  en  los  suyos  por  Subirá,  y  habiéndole  éste 
oreido  ofensivo  á  su  persona  por  las  palabras  y  conceptos  que 
contenia,  se  formó  á  su  instancia  contra  D.  José  María  Mora- 
les una  causa  criminal  de  injurias,  que  fué  transigida  en  virtud 
de  escrito  que  en  21  de  Diciembre  de  1865  presentaron  ambos 
interesados  pidiendo  el  sobreseimiento  de  dicha  causa  y  que  se 
archivase,  tasadas  que  fuesen  las  costas,  que  pagaría  el  Don 
José  María  Morales,  todo  ello  mediante  el  convenio  entre  am- 
bos celebrado  de  que  Subirá  renunciaba  sus  acciones  civiles  y 
criminales  contra  aquel,   reservándose  sólo  continuar  la  de^ 
manda  que  tenia  entablada  para  reclamar  de  la  Dirección  de 
la  Compañía  El  Iris  la  indemnización  por  el  retardo  en  el  pago 
del  siniestro,  y  que  Morales  abonaría,  como  abonó,   según 
consta  de  recibo  de  23  de  Diciembre  de  1865,  por  via  de  la 
indemnización  de  las  injurias  al  D.  Joaquín  Subirá  dec>pues  de 
notificado  el  auto  que  diese  por  terminada  la  causa,  la  canti- 
dad de  7.000  pesos  que  entregaría  al  Licenciado  D.  Miguel 
Bstorch,  de  quien  Subirá  se  confesaba  deudor  de  igual  suma; 
y  que  además  pagaría  Morales  las  costas  de  los  dos  expedien- 
tes que  Subirá  promovió  en  Trinidad:  el  uno  sobre  reclamación 
de  80.000  escudos  por  daños  y  perjuicios,  y  el  otro  para  que 
se  le  entregase  una  lista  de  los  socios: 

Resultando  que  en  15  de  Octubre  de  1863  D.  Joaquín  Su- 
birá demandó  de  conciliación  en  la  Habana  al  Director  de  Fl 
Iris  para  que  le  pagase  7.727  pesos  84  centavos  que  restaban 
de  los  8.000  en  que  tenia  asegurada  la  fábrica  de  velas,  des- 
contados los  272  pesos  16  centavos  en  que  habían  sido  valo- 
rados los  objetos  salvados;  bien  entendido  que  promovía  este 
acto,  no  porque  lo  creyera  necesario,  puesto  que  ya  había  te- 
nido efecto ,   sino  á  fin  de  evitar  pretextos  á  la  Dirección  de 
£1  Iris  para  demorar  por  más  tiempo  el  pago;  reiterando  la 
reserva  que  tenia  establecida  de  reclamar  oportunamente  los 
daños  y  perjuicios  que  le  habia  ocasionado  y  le  ocasionase  en 
lo  eucesívo  la  demora  del  pago,  y  después  de  haber  contesta- 
do el  demandado,  convinieron  en  nombrar  amigables  compo^ 
oledores:  que  en  su  consecuencia,  principiado  el  oportuno  ex* 
11.-1/ Y  3.*  29 
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pediente  arbitral  en  17  del  propio  mes  de  Octubre,  y  practicado 
en  Trinidad  á  instancia  de  Subirá  en  3  de  Noviembre  siguien- 
te cierta  información,  por  la  que  pagó  de  derechos  causados 
133  pesos  16  centavos,  pasándose  además  á  los  arbitradores^ 
á  instancia  del  mismo  Subirá,  las  tasaciones  de  los  objetos  que 
formaban  parte  de  la  fábrica  de  velas,  y  que  habian  practica-» 
do  en  14  de  Abril  de  1862  los  maestros  de  herrería  y  maqui- 
naria con  intervención  del  mismo  Subirá  y  de  D.  Antonio  SaA 
Martin,  Inspector  de  la  Sociedad  de  seguros  Fl  Iris^  pronun- 
ció su  laudo  en  22  de  Enero  de  1864  el  arbitrador  tercero  ea 
discordia,  D.  Francisco  Bolet,  declarando  que  la  Compañía  Bl 
Iris  debia  pagar  en  el  término  de  tercero  dia  al  D.  Joaquín 
Subirá  los  7.727  pesos  84  centavos  que  resultaban  de  los  8.000 
asegurados,  deducidos  los  272  pesos  16  centavos  en  que  fue- 
ron retasados  los  objetos  salvados,  con  las  costas  á  cargo  de 
El  Iris;  aceptando  para  ello  los  fundamentos  y  razones  emi* 
tidas  en  el  dictamen  del  arbitrador  González  Llórente,  elegida 
por  Subirá:  y  en  virtud  de  este  fallo  exhibió  en  5  de  Febrera 
de  1854  D.  F.  de  P.  Márquez  un  clek  por  valor  de  7.727  pe- 
sos 84  centavos  contra  D.  José  María  Morales  y  compañiu,  i 
favor  de  Subirá  por  el  pago  del  siniestro,  el  cual  lo  recibió 
Subirá  en  la  misma  fecha  de  5  de  Febrero  de  1864: 

Resultando  que  D.  Joaquín  Subirá  en  13  de  Octubre  de 
1865  firmó  una  cuenta  de  los  daños  y  perjuicios  que  se  le  ha- 
bian causado  por  la  Dirección  general  de  la  Compañía  de  se- 
guros El  IriSj  á  consecuencia  de  haber  demorado  indebida- 
mente el  pago  del  siniestro  que  destruyó  su  casa  y  fábrica  de- 
velas en  la  noche  del  13  de  Abril  de  1862,  ascendiendo  á  la 
cantidad  de  18.415  pesos  5  y  medio  centavos,  salvo  error  ú 
omisión,  que  oomponiau  las  partidas  siguientes :  primera,  de 
200  pesos,  por  cinco  viajes  redondos  de  Trinidad  á  la  Haba* 
na,  que  principiaron  en  Julio  de  1862  hast^  Febrero  de  1864^ 
en  que  la  Dirección  verificó  el  segundo  pago  del  siniestro^ 
á  40  pesos  uno:  segunda,  de  1.870  pesos  por  la  manutención 
y  lavado,  contado  28  de  Julio  al  8  de  Febrero  de  1864,  die«  y 
ocho  meses  diez  dias,  á  102  pesos  mensuales:  tercera,  de  270» 
pesos,  por  los  intereses  de  2.000  pesos  que  tuvo  que  tomará 
premio  para  atender  á  su  familia  y  cubrir  sus  gastos,  contado 
desde  1.*^  de  Agosto  de  1862  en  que  los  tomó  á  D.  Juan  Moré» 
hasta  el  15  de  Setiembre  de  1863  en  que  cobró  el  seguro  i^  . 
la  casa,  y  pudo  devolverlos  con  los  referidos  intereses  da D 
y  medio  meses  al  12  por  100:  cuarta,  de  1.189  pesos  1?  oaa^ 
tavos  por  los  intereses  de  demora  sobre  el  capital  de  9.4tt 
pesos  50  centavos  que  importaba  la  indemnización  de  la  OiMi^ 
contado  desde  13  de  Mayo  de  1862  en  que  debió  veñfioaMl 
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hasta  el  15  de  Setiembre  de  1863  en  que  se  verificó,  diez  y 
seis  meses  diez  dias  al  12  por  100:  quinta,  de  1.604  pesos  89 
centavos  por  los  intereses  de  demora  sobre  el  capital  de  7.727 
pesos  84  oentavos  que  importaba  la  indemnización  de  la  fá- 
brica, pagada  después  de  la  segunda  cuestión  en  5  de  Febrero 
de  1864,  veinte  meses  veintitrés  dias  al  12  por  100:  sexta,  de 
9.000  pesos  por  los  perjuicios  que  se  le  habían  inferido  por  no 
haber  podido  continuar  y  reedificar  su  casa  é  industria  á  causa 
de  retardo  de  la  indemnización  del  siniestro,  cuya  industria  le 
producía  cuando  menos  6.000  pesos  anuales,  según  probaria 
en  su  caso,  diez  y  ocho  meses  al  referido  respecto:  sétima,  de 
2.000  pesos  por  la  pérdida  sufrida  en  cuatro  esclavos  que  tuvo 
que  retrovender  á  D.  Juan  Caries  en  2.000  pesos,  cuando  va- 
lian  4.000,  y  que  no  pudo  retrocoraprar  oportunamente  por  no 
habérsele  pagado  el  siniestro:  octava,  de  116  pesos  8  centavos 
por  gastos  judiciales:  novena,  de  255  pesos  por  la  remunera- 
ción á  D.  Sandalio  Gómez,  como  arbitro  en  la  primera  cues- 
tión suscitada  por  la  Dirección  general  décima,  de  510  pesos 
por  id.  á  I>.  Antonio  G.  Llórente,  como  arbitro  en  la  segunda: 
décima  primera,  de  1.000  pesos  por  id.  al  Licenciado  D.  Mi- 
guel Estorch  por  el  examen  de  documentos,  redacción  de  las 
Memorias  presentadas  &  los  arbitros  y  asistencia  á  varios  ac-^ 
tos  como  apoderado  suyo:  décimasegunda,  de  94  pesos  por  la 
inserción  en  el  Diario  de  la  Marina  de  cuatro  comunicados: 
7  décimatercera,  de  306  pesos  por  la  redacción  de  estos  ar- 
tieolos;  y  por  nota  adicionó  que  adem&s  de  estos  perjuicios  que 
habia  experimentado  hasta  la  fecha,  y  de  otros  que  omitía 
por  no  considerarlos  su  actual  patrono  como  una  consecuencia 
directa  de  la  conducta  de  la  Dirección,  le  amagaban  otros  que 
se  reservaba  reclamar  oportunamente  si  por  desgracia  tenia 
qae  experimentarlos: 

Resultando  que,  previo  acto  de  conciliación  y  acompañando 
dicha  cuenta  y  otros  documentos  de  que  queda  hecho  mérito, 
D.  Joaquín  Subirá  dedujo  su  actual  demanda  en  31  del  citado 
Octubre  de  1865,  pretendiendo  que  se  condenase  &  D.  José  Ma-^ 
ría  Morales,  como  Director  de  El  IriSy  ya  que  se  negaba  al 
pago  y  á  nombrar  arbitradores  que  dirimiesen  la  cuestión,  á 
que  le  abonase  en  el  término  de  tercero  día  los  18.415  pesos 
5  y  medio  centavos  que  arrojaba  la  cuenta  de  daños  y  perjui- 
^08,  admitiéndosele  las  reservas  que  dejaba  establecidas  de 
restringir  ó  ampliar  esta  demanda  si  lo  estimase  justo,  y  para 
ello,  haciendo  mérito  de  varios  de  los  antecedentes  menciona- 
dos, alegó  que  de  ellos  se  desprendía  claramente  que  la  Direc-* 
cioD  de  Ifl  Iris  se  propuso  demorar  el  pago  del  siniestro  por 
cuantos  medios  le  sugiriese  su  inventiva,  creyendo  acaso  abur- 
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ñrle  ó  dejarle  sin  recursos  para  entablar  judicialmente  la 
clamacion,  ó  que  accediese  á  ciertas  proposiciones  que  se  le 
hicieron:  que  el  Director  de  El  Jrig  le  obligó  con  sus  injustas 
^  exigencias  á  dejar  su  domicilio  y  á  ir  á  la  Habana ,  á  hacer 
*  varios  viajes  á  Trinidad,  á  pedir  prestado  para  su  subsistencia 
y  la  de  su  esposa,  k  hacer  gastos  judiciales,  á  recompensar  & 
sus  arbitros  y  á  publicar  varios  artículos  para  defenderse  de 
los  ataques  que  le  babia  hecho  &  su  nunca  desmentida  probi- 
dad, á  abandonar  para  siempre  una  industria  que  le  producia 
de  7  á  8.000  pesos  anuales,,  pues  cuando  lleg-ó  á  recibir  el  im- 
porte de  la  casa  en  15  de  Setiembre  de  1863,  lo  tuvo  que  dis- 
tribuir entre  el  fondista,  los  arbitros  y  los  que  le  habian  faci- 
litado dinero  para  sostener  &  su  familia  y  los  ruidosos  pleitos 
&  que  le  obligó  el  Director  de  El  Iris;  sucediendo  lo  propio 
cuando  se  le  abonó  el  seguro  de  la  fábrica  de  velas ,  que  fué 
en  5  de  Febrero  de  1864;  que  su  esposa  habia  perdido  el  uso 
de  la  razón  á  consecuencia  de  las  privaciones  y  disgiistos  que 
le  ocasionó  el  retardo  de  la  indemnización,  no  bajando  de  40.000 
pesos  los  perjuicios  qne  habia  sufrido,  según  era  público  y  no- 
torio en  Trinidad,  donde  se  sabía  que  de  una  buena  posición 
habia  descendido  á  la  miseria,  sin  otro  nfttivo  que  el  retardo 
de  la  indemnización  y  los  gastos  consiguientes;  pero  que  ain 
embargo,  limitaba  su  reclamación  á  18.415  pesos  y  5  y  medio 
centavos,  á  que  ascendian  los  perjuicios  que  se  enumeraban 
en  la  cuenta  que  presentaba  y  que  estaban  fuera  de  toda  duda: 
Resultando  que  á  virtud  del  escrito  del  Director  de  la  Ck>m- 
pañía  El  Iris  para  poder  contestar  á  la  demanda,  aclaró  el 
demandante  que  los  116  pesos  que  cargó  por  gastos  judiciales 
procedían  de  cuatro  demandas  en  conciliación,  de  una  certifi- 
cación y  tres  informativos  que  indebidamente  le  obligó  á  pro- 
mover la  Dirección  de  El  Iris  para  el  cobro  de  los  siniestros, 
cuyos  gastos  eran  de  su  cuenta,  según  el  art.  28  de  los  esta- 
tutos, y  que  los  306  pesos  por  la  redacción  de  cuatro  comuni- 
cados, fácil  era  comprender  que,  no  siendo  literato,  tuvo  que 
valerse  de  personas  inteligentes  que  los  redactasen,  y  que  como 
era  natural  le  cobrasen  su  trabajo: 

Resultando  que  al  contestar  ¿  la  demanda  el  Director  de 
la  citada  Sociedad  El  Iris  pretendió  que  se  le  absolviese  de 
ella,  declarando  que  D.  Joaquín  Subirá  sólo  tenia  dereoho  k 
percibir  como  perjuicios  el  interés  de  demora  que  arrojaba  U 
cuenta  que  acompañaba,  ó  sea  la  suma  de  198  pesos  50  ceólu- 
vos  por  los  intereses  en  159  dias  sobre  7.401  pesos  50  oentaifff 
al  6  por  100  anual  desde  el  26  de  Marzo  de  1863,  en  q^e.ft|f 
notificado  el  laudo  que  ordenaba  el  pago,  hasta  el  dja  \ZM 
Setiembre  del  propio  año,  en  que  se  consignó  la  cantidai^^ft 
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el  Jiizgado,  y  5  pesos  8  centavos  por  los  intereses  de  cuatro 
dias  sobre  7.727  pesos  84  centavos,  importe  de  la  indemniza- 
ción de  la  fábrica  de  velas  desde  el  dia  1.*  de  Febrero  de  1864, 
en  que  según  el  laudo  de  los  arbitradores  debió  verificarse  el 
pago,  hasta  el  5  del  propio  Febrero,  en  que  se  verificó.  Al 
efecto  expuso  que  la  primera  partida  por  los  cinco  viajes  re* 
dundos  de  Trinidad  á  la  Habana,  no  era  legal  ni  de  legítimo 
abono  porque  no  eran  necesarios,  ni  aun  cuando  lo  hubieran  ' 
sido  autorizaban  á  Subirá,  para  hacerlos  de  la  manera  más  cos- 
tosa, á  40  pesos  cada  uno:  que  la  segunda  partida  de  la  cuen- 
ta ,  por  la  manutención  y  lavado ,  probaba  que  Subirá  no  era 
parco  en  comer  y  vestir  cuando  se  prometía  que  otro  fuese  el 
que  le  pagara  el  gasto:  que  la  manutención  dia  por  dia  en  el 
mejor  hotel  y  en  mesa  redonda  no  le  habría  importado  más 
que  30  pesos  al  mes,  ni  el  lavado  de  su  ropa  podia  haber  pa- 
sado de  20  pesos:  que  la  tercera  partida  por  intereses  de  los 
2.000  pesos  que  dice  recibió  á  premio  para  atender  á  su  fami- 
lia y  cubrir  sus  gastos ,  n&  era  ni  podia  calificarse  de  perjdi- 
cio,  ni  menos  podia  obligarse  á  la  Dirección  de  El  Iris  á  que 
lo  satisficiese:  que  la  cuarta  partida  por  los  intereses  de  de- 
mora sobre  el  capital  que  importó  la  indemnización  de  la  casa 
no  era  menos  improcedente  é  ilegal,  como  lo  era  también  la 
quinta,  relativa  á  los  intereses  sobre  el  capital  que  imx>ortó  la 
indemnización'  del  siniestro  de  la  fábrica  de  velas,  puesto  que 
Subirá  sólo  tenia  derecho  á  cobrar  intereses  desde  la  fecha  en 
que  la  Compañía  debió  verificar  los  pagos  según  la  resolución 
de  los  arbitradores,  hasta  la  en  que  realmente  los  verificó,  por- 
que esta  y  no  otra  venia  á  ser  la  verdadera  demora,  y  que 
estas  épocas  no  eran  las  que  determinaba  Subirá,  sino  las  que 
firfaba  la  Dirección  de  El  Iris  en  la  liquidación  que  acompaña- 
ba; y  que  el  tipo  del  interés  tampoco  debia  fijarse  al  12  por  100, 
como  lo  verificaba  Subirá,  sino  el  de  6  que  marcaba  la  ley  de  14 
de  Marzo  de  1856,  puesto  que  no  habia  habido  pitcto  expreso 
sobre  el  interés;  y  que  ascendiendo  dichos  intereses  legales  á 
198  pesos  53  centavos,  hacia  consignación  de  esta  suma,  para 
que  si  Subirá  se  daba  con  ellos  por  satisfecho  de  su  reclama-, 
cion,  se  le  entregasen,  ó  de  lo  contrario  se  depositasen  en  ar- 
cas Reales  por  cuenta  y  riesgo  de!  mencionado  Subirá:  que  la 
partida  6.',  por  no  haber  podido  continuar  y  reedificar  su  óasa 
é  industria  á  causa  de  retardo  de  la  indemnización,  era  tam- 
bién ilegal  é  inadmisible,  como  las  anteriores:  que  la  7.^,  por 
pérdida  que  dice  sufrida  en  cuatro  esclavos  que  tuvo  x)or  ven- 
der á  D*!  Juan  Caries,  y  que  no  pudo  retrocottiprar,  sólo  le  da- 
ría derecho  para  exigir  del  comprador  la  diferencia  de  precio 
que  habia  dejado  de  abonarle,  mas  nunca  podia  otorgársele 
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para  pretender  que  la  Dirección  de  El  Iris  fuese  la  que  paga- 
ra aquella  diferencia  de  precio  y  el  abandono  de  Subirá  en  re- 
clamarlo, cuando  ella  no  habia  sido  la  causante:  que  respecto 
&  la  partida  8/  de  110  pesos  por  gastos  judiciales,  Subirá  no 
habia  dado  explicación  satisfactoria  sobre  tales  gastos:  que  la 
Dirección  de  Él  Iris  sobre  los  siniestros  no  habia  tenido  otras 
cuestiones  con  Subirá  que  los  arbitramentos  en  los  juicios  de 
'   paz  acordados  y  recursos  que  emanaron  de  ellos,  y   dichas 
cuestiones  terminaron  con  las  declaratorias  oportunas  sobre 
costas,  las  cuales  liquidadas  se  abonaron  en  la  forma  ordina* 
ria:  que  la  9.*  y  10,  por  remuneraciones  á  los  arbitradores  Gó- 
mez y  Llórente,  no  podia  aceptarse,  pues  los  arbitradores  ami- 
gables componedores  no  tenian  derechos  asignados  por   los 
laudos  que  pronunciasen,  ni  la  ley  les  concedía  honorarios  por 
las  funciones  que  desempeñaban ;  siendo  fuera  de  toda  duda 
que  cuando  no  se  les  habia  asignado  una  retribución  por  el 
trabajo  no  tenian  habilidad  para  cobrar  ni  estaba  obligado  á 
satisfacerles  las  cantidades  que  antojadizamente  se  asignasen 
la  parte  que  los  nombró,  ni  mucho  menos  el  contrario  de 
tísta:  que  la  partida  11,  por  remuneraciones  al  Licenciado  Don 
Miguel  Estorch,  comprobaba  lo  recomendado  respecto  de  las 
(ios  partidas  de  la  cuenta;  es  decir,  que  Subirá  no  tuvo  nece- 
sidad dé  hacer  aquellos  viajes  y  permanecer  en  la  Habana 
gastando  bobamente  sus  fondos;  y  además  que  no  podia  en- 
tenderse más  que  como  regalg  que  no  habia  de  reintegrarle  la 
Dirección;  y  que  la  12  y  13  partidas,  referentes  á  la  inserción 
de  los  comunicados  en  el  Diario  de  la  Marina  y  redacción  de 
los  mismos,  eran  de  tal  naturaleza,  que  bastaba  enunciarlas 
])ara  que  se  comprendiera  que  no  podian  calificarse  como  per- 
juicios del  no  pago  de  los  siniestros,  asi  como  la  improceden- 
cia é  ilegitimidad  del  cargo  que  con  ellas  hacia  á  la  Dirección 
de  El  Iris: 

Resultando  que  practicadas  las  pruebas  que  las  partes  pro- 
pusieron, alegaron  estas  reproduciendo  sus  pretensiones  ante- 
riores, si  bien  el  demandante  amplió  la  suya  á  que  se  conde- 
nase además  al  demandado  al  pago  de  74  pesos  2  y  medio  reales 
que  aparecían  pagados  de  más  de  los  que  referia  la  octava 
partida  de  su  cuenta  por  razón  de  costas: 

Resultando  que  seguido  el  juicio  por  sus  trámites  la  Sala 
segunda  de  la  Audiencia ,  por  sentencia  de  28  de  Febrero  de 
1871,  confirmatoria  en  parte  de  la  del  Alcalde  mayor,  condenó 
á  la  Sociedad  de  seguros  mutuos  contra  incendios  titulada  SI- 
Iris  á  que  en  el  término  de  diez  dias  abonase  á  D.  Jbaqolik 
Subirá  el  interés  anual  de  6  por  100,  desde  28  de  Setiembie 
de  1862  hasta  1.°  de  Setiembre  de  1863  ,  de  la  cantidad  qoa 
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importa  el  seguro  de  la  casa ,  y  hasta  5  de  Febrero  de  1864 
respecto  de  la  cantidad  &  que  asoeudió  el  seguro  de  la  fábri- 
ca de  velas ;  y  absolvió  á  la  mencionada  Compañía  de  los  de- 
mas  extremos  que  comprendía  la  demanda  contra  ella  estable- 
'  -oída  por  D.  Joaquín  Subirá ,  sin  hacer  especial  condenación 
de  costas; 

Y  resultando  que  D.  Joaquín  Subirá  interpuso  recurso  de 
•  casación  por  conceptuar  infringidas: 

1.®  Las  leyes  1.*  y  3.*,  titulo  15,  Partida  7.*,  en  cuanto  de- 
^nen  el  daño  y  declaran  es  responsable  á  él  y  á  los  perjuicios 
los  que  dieron  ocasión  á  ellos;  la  doctrina  que,  fundada  en  es- 
tos principios,  tiene  establecida  este  Tribunal  Supremo  en  las 
casaciones  de  30  de  Marzo  de  1865,  23  de  Febrero  de  1866,  9 
de  Abril  del  mismo  año  y  otras,  en  que  se  repite  esta  jurispru  - 
dencia ,  de  todo  lo  que  se  deducía  que  Subirá  en  su  cuenta 
había  reclamado  verdaderos  daños  y  perjuicios  que  debían  ser 
indemnizados. 

2.**  La  ley  32,  tit.  10,  Partida  3.*,  q»e  declara  plena  prue- 
ba la  de  dos  testigos  mayores  de  toda  excepción;  y  habién- 
dose seguido  este  pleito  por  la  legislación  antigua,  no  tenia 
aplicación  en  él  la  nueva  jurisprudencia  establecida  por  este 
Tribunal  Supremo  en  virtud  de  las  prescripciones  del  att.  317 
de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil;  las  leyes  I.* ,  111 ,  112  y 
«iguientes  hasta  la  119  inclusive  del  tit.  18,  y  la  1.*  del  titulo 
20,  Partida  3.^,  que  dan  el  carácter  de  prueba  plena  á  los  do- 
cnmentos  públicos  que  se  presentan  en  juicio  y  á  los  privados 
reconocidos. 

3.°  La  ley  1.%  tit.  1.%  libro  10  de  la  Novísima  Recopila- 
ción, y  la  5.*,  tit.  6.**,  Partida  5.*,  en  virtud  de  las  cuales  la 
Sociedad  titulada  El  Iris  ha  quedado  obligada  con  arreglo  á 
sos  estatutos,  y  por  consiguiente  en  virtud  d^  lo  dispuesto  en 
el  art.  28  de  los  mismos ,  sujeta  al  pago  de  las  partidas  8.^ 
y  12  de  la  cuenta  presentada;  igualmente  por  apliearge  los  es- 
tatutos de  1855  en  vez  de  los  de  1859. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Hilario  de  Igon. 

Considerando  que  las  leyes  1.'  y  3.*,  tit.  15  de  la  Parti- 
da 7.*,  citadas  en  primer  lugar  en  apoyo  del  recurso,  por  las 
cuales  se  define  el  daño  y  se  declara  i  cuáles  ¿  ante  juián 
puede  ser  demandada  enmienda  del  dañfi^  y  la  doctrina  que, 
fondado  en  los  mismos  principios,  tiene  establecida  este  Tri- 
bunal Supremo  en  las  sentencias  de  30  de  Mayo  de  1865  ,  23 
de  Febrero  y  9  de  Abril  de  1866;  no  han  sido  infringidas  por 
la  sentencia  recurrida ,  la  cual  reconoce  el  principio  que  se 
deduce  de  las  referidas  leyes  y  doctrinas  ,  condenando  á  la 
^Sociedad  M  Iris  al  pago  del  interés  legal  del  capital  que  im- 
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portan  los  seguros,  desde  el  dia  en  que  debió  reinte^ane  luo- 
ta  el  en  que  se  verificó  el  reintegro,  y  absolviendo  ¿  la  Boeie* 
dad  de  las  demás  reclamaciones  de  la  demanda,  por  considerar 
que  no  constituyen  perjuicios  abonables: 

Considerando  que  las  leyes  citadas  en  el  segundo  funda- 
mento del  recurso  para  justificar  que  dos  testigos  hacen  plena 
prueba,  y  que  la  hacen  igualmente  los  documentos  públicos  y 
los  privados  reconocidos,  lo  son  tan  vagamente  que  no  se  ex- 
presa siquiera  en  qué  sentido  han  podido  ser  infringidas  por 
la  sentencia,  por  lo  cual  no  puede  tomarse  en  cuenta  para  el 
recurso; 

Y  cour^iderando,  por  último,  que  tampoco  infringe  la  sen 
tencia  las  leyes  1/,  tit.   1.°,  libro  10  de  la  Novísima  Recopi- 
lación, que  dispone  el  cumplimienCo  de  la  obligación  y  contral 
en  el  modo  qttese hiciere^  y  5.',  tít.  6.°,  Partidas.',  que  decid 
sobre  los  contratos  innominados  .  por  cuanto  refiriéndose  est 
extremo  á  las  partidas  8.'  y  12  de  la  cuenta  presentada  con  1 
demanda,  por  lo  que  toca  á  la  8.',  que  es  de  costas  judiciales 
ya  en  los  juicios  que   siguió  el  recurrente  contra  la  Socied 
para  el  pago  de  los  seguros  se  decidió  sobre  las  costas  que  1 
Sociedad  ha  pagado ;  y  por  lo  tocante  á  la  partida  12,  consis^  - 
tente  en  gastos  por  inscripción  de  comunicados  en  los  periódE.  - 
eos ,  como  gastos   voluntarios  no  pueden  considerarse  cook.  — 
prendidos  en  el  art.  28  de  los  estatutos,  que  se  cita  en  el  re-— 
curso,  ni  puede  tomarse  en   cuenta   el  extremo  relativo  á  K  «^ 
aplicación  por  la  sentencia  de  los  estatutos  de  1855  en  vez  A^ 
los  de  1859,  por  no  expresarse  en  qué  consista  el  agravio  qüEC* 
por  la  alteración  expresada  se  ha  podido  causar  al  recurrente; 
Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  ImB- 
gar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Joaquín  SubirAy^ 
á  quien  condenamos  en  las  costas  y  á  la  pérdida  de  la  canti- 
dad por  que  prestó  caución  ,  la  que ,  caso  de  hacerse  efectiva 
si  mejorase  de  fortuna,  se  distribuirá  con  arreglo  á  la  ley,  X 
líbrese  la  correspondiente  Real  provisión  á  la  Audiencia  de  !• 
Habana. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia ,  que  se  publicará  en  la  Oéí- 
ceta  é  insertará  en  la    Colección   legislativa  ,  pasándose   al 
efecto  las  copias  necesarias,  lo   pronunciamos,  mandamos  J 
firmamos. = Juan  González  Acevedo.  =  José  María  Cáceres.** 
Laureano  de  Arr¡eta.=Hilario  Igon.=El  Magistrado  D.  Ramov 
Diaz  Vela  votó  en  Sala  y  no  pudo  firmar:  Juan  González  AO0* 
vedo. = Juan  Cano  Manuel.  ^Ricardo  Diaz  de  Rueda. 
Publicación  : 

Leida  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Bxodas* 
tí  simo  Sr.  D.  Hilario  de  Igon,  Magistrado  del  Tribunal  Snpi^ 
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rándo  audiencia  pública  la  Sala  primera,  en  ^ste 
e  certifico  como  Belator  Secretario  de  la  expresada 

[  17  de  Noviembre  de  1875. «Licenciado  Mariano  Fe)r- 
ircía. 


N6m.  9Q. 


)N  POR  INFRACCIÓN  DE  LEY.— SALA.  PRIMERA. 


B  UNA    CLÁUSULA   DE    CIERTO    CONTRATO    DE   CAPITÜLA- 

íATRiMONiALES. — Sentencia  de  17  de  Noviembre,  de- 
>  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto 
osé  María  Unceta ,  como  padre  del  menor  D.  José 
ínceta  y  Berriozabal,  contra  la  pronunciada  por  la 
i^nda  de  la  Audiencia  de  este  distrito ,  en  pleito 
A  Luisa  María  Josefina  D^ Anselme ,  Marquesa  viuda 
-Jara. 

CONSIDERANDOS  SO  establcce: 
jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo  que  la  casa-- 
da  sino  contra  la  parle  declaratoria  de  las  sen-- 


villa  y  Corte  de  Madrid,  á  17  de  Noviembre  de  1875, 
9S  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del 
i  Hospital  y  en  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de 
>rio  por  D.  José  María  Unceta,  como  padre  del  ine- 
é  María  Unceta  y  Berriozabal,  con  Doña  Luisa  Ma- 
a  D^Anselme  ,  Marquesa  viuda  de  Ca^-Jara  ;  sobre 

una  cláusula  del  contrato  de  capitulaciones  matri- 
elebrado  entre  ésta  y  su  difunto  esposo;  autos  que 
ñ  Nos,  en  virtud  de  recurso  de  casación  interpuesto 
nandante  contra  la  sentencia  que  en  19  de  Junio 
ctó  la  referida  Sala: 

ndo  que  en  22  de  Jiñio  de  1871  ante  maese  Caste  y 
lero.  Notarios  de  Avignon,  Francia,  comparecieron 
anuel  de  Berriozabal,  Marqués  de  Casa- Jara,  Conde 
rmoso,  domiciliado  en  Madrid,  y  Doña  Luisa  María 
Lnselme ;  y  con  motivo  del  matrimionió  que  tenían 

celebrar,  convinieron  las  cláusulas  y  condiciones 
matrimonio,  enlte  ellas:  primera ;  los  futuros  espo* 
iban  por  ley  de  sociedad  conyugal  el  régimen  de 
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la  comunidad  tal  como  se  dispone  en  el  Código  civil  firanoéSt 
salvo  las  modificaciones  que  aquí  después  se  expresarían  :  se- 
gunda ,  se  reservaban  como  propios  y  personales  todos  sos 
bienes  presentes  y  futuros,  de  manera  que  la  comunidad  que 
se  establecia  entre  ellos  quedaría  reducida  á  los  gana&cialea,  j 
no  comprendería  más  que  las  económicas  y  las  utilidades  qae 
pudieran  hacer  durante  el  matrimonio:  cuarta,  el  futuro  es- 
poso declaraba  que  su  caudal  consistia  principalmente  en  bie~ 
nos  inmuebles  situados  en  España,  y  que  su  haber  moviliario 
podia  valuarse  en  240.000  francos:  quinta  ,  la  futura  esposa 
aportaba  al  matrimonio,  y  se  constituía  personalmente  en  dote, 
en  equipo  y  alhajas  12.000  francos ,  y  la  cantidad  de  50.000 
francos  en  dinero  y  valores  al  portador,  que  entreguria  al  fu- 
turo esposo  el  dia  mismo  de  la  celebración  del  matrimonio: 
sétima,  en  testimonio  de  su  afecto,  el  futuro  esposo  hacia  do- 
nación entre  vivos  irrevocable  á  la  futura  esposa,  que  acep- 
taba, para  el  caso  en  que  le  sobreviviera,  de  !a  quinta  parte 
de  los  bienes  de  cualquier  naturaleza  que  compusieran  su  he- 
rencia, sin  ninguna  excepción  ni  reserva,  y  ¿un  comprendidos 
en  ella  los  bienes  que  se  hubieran  donado  y  que  estuvieron 
sujetos  á  reversión :  la  futura  esposa,  donataria  en  dicho  caso 
de  supervivencia,  disfrutarla  y  dispondría  de  la  quinta  parte 
de  dichos  bienes  según  mejor  le  pareciera,  y  como  de  cosa  que 
le  pertenecía  en  plena  y  absoluta  propiedad,  á  contar  desde  el 
dia  del  fallecimiento  del  donante:  no  obstante,  el  futuro  es- 
poso hipotecaba  el  usufructo  de  dicha  quinta  parte  durante 
los  seis  prímeros  años  siguientes  á  su  fallecimiento  al  pago  de 
las  diversas  mandas  pías  y  remuneraciones  que  tenia  inten-* 
cion  de  hacer  y  de  comunicar  á  la  futura  esposa ,  la  cual  de« 
beria  conformarse  con  sus  instrucciones: 

Resultando  que  D.  José  María  Unoeta,  en  representación 
de  su  hijo  D.  José  María  TJnceta  y  Berriozabal,  dedujo  deman- 
da en  24  de  Enero  de  1873  para  que  se  declarase  nulo  el  ar- 
tículo 7.°  del  citado  contrato,  otorgado  por  el  Marqués  difunto 
y  Doña  Luisa  D^Anselme ,  en  cuanto  hizo  á  ésta  donaoion  ir- 
revocable de  la  quinta  parte  de  sus  bienes  en  la  forma  y  eoa 
las  condiciones  que  del   mismo  resultan,  y  sin  acción  y  de- 
recho á  la  Doña  Luisa  para  exigir  la  entrega  de  la  expresada 
quinta  parte  de  la  herencia,  condenándose  en  su  consecuencia 
á  la  demandada  á  que  tuviera  y  admitiera  como  supuesto,  de 
la  partición  de  los  bienes  de  la  sociedad  conyugal  y  de  los  á( 
la  herencia  del  finado  Marqués  su  falta  de  acción  para  exigft 
como  donataria  la  entrega  de  la  sobredicha  porción  de  bieMB 
y  expuso  que  D.  Juan  Manuel  de  Berriozabal,  viudo,  sexnfS*: 
nário  y  con  una  hija  de  su  primer  matrimonio»  celebró <M. 
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explicado  contrato,  declarando  además  en  él  que  su  fortuna 
-consistía  principalmente  en  bienes  inmuebles  situados  en  Bs* 
paña  y  y  que  estaba  domiciliado  en.  Madrid  :  que  su  matri- 
monio con  Doña  Luisa  Josefina  D^Anselme  se  realizó,  y  habia 
muerto  sin  dejar  sucesión  de  estas  segundas  nupcias  ,  y  sin 
liaber  perdido  su  vecindad  y  domicilio  legal ,  y  por  lo  tanto  su 
nacionalidad  española:  que  en  virtud  de  poder  para  testar,  que 
tenia  otorgado  á  D.  José  Domingo  Retolaza ,  hizo  y  formalizó 
su  testamento  el  Betolaza  en  20  de  Julio  de  1872  ante  el  No- 
tario de  esta  villa  D.  Tomás  Bande ;  y  revocando  toda  última 
voluntad  anterior,  dispuso  del  quinto  en  la  forma  que  aparecía 
del  documento  que  obraba  en  los  autos  de  testamentaria ;  y 
que  en  virtud  de  las  consideraciones  legales  que  exponía  era 
nula  la  cláusula  7.*  de  las  capitulaciones  matrimoniales: 

Resultando   que  conferido  traslado  á^Doña  Luisa   Maria 
D^Anselme,  le  evacuó  pretendiendo  se  desestimase  la  demanda 
y  se  declarase  válida  y  eficaz  la  donación  por  el  difunto  Mar- 
qués de  Casa-Jara  hizo  á  su  viuda  de  la  quinta  parte  de  los 
bienes  de  cualquiera  naturaleza  que  compusiesen  su  sucesión i 
con  imposición  de  todas  las  costas  al  demandante ;  y  alegó 
que    era  inexacto  que   D.  Juan  Manuel   Berrío^abal  cuando 
-contrajo  segundas  nupcias  tuviese  edad  mayor  de  cincuenta  y 
siete  años:  que  hizo  efectivamente  en  la  escritura  de  capitu- 
laciones matrimoniales  la  donación  del  quinto  ya  explicada: 
que  el  donante  falleció  el  12  de  Julio  de  1872  bajo  un  poder 
para  testar,  otorgado  en  23  de  Abril  de  1856  en  favor  de  Don 
José  Domingo  Betolaza,  en  cuya  fecha  vivia  la  primera  esposa 
<lel  poderdante  Doña  Jacinta  García  de  la  Torre ,  á  la  que  por 
el  mismo  poder  le  legó  el  quinto  de  to^os  sus  bienes ,  autori- 
zando á  Retolaza  para  que  de  acuerdo  con  ella  formalizara^ el 
testamento ,  consignando   en  él   las  declaraciones,   mandas  y 
legados  que  le  tenia   comunicados  :  que  el  comisario  ,  á  los 
ocho  dias  de  la  muerte  de  Berríozabal,  ordenó  su  testamento, 
y  por  la  cláusula  4/  del  mismo  declaró  que  fué  la  voluntad 
del  finallb,  con  arreglo  á  sus  instrucciones,  que  cabiendo  muy 
desahogadamente  en  el  quinto  de  sus  bienes,  se  hicieron,  como 
lo  verificaba,  los  legados  que  menciona  en  favor   de  herman- 
dades, misas  y  sirvientes;  y  por  último ,  que  las  instrucciones 
todas  que  supuso  tener  eran  de  28  de  Junio  de  1871 ,  un  mes 
¿otes  del  dia  en  que  se  celebraron  las  capitulaciones  matri- 
moniales, según  aparecia  de  una  carta  que  acompañó  ,  por  la. 
que  y  por  los  fundamentos  de  derecho  que  expuso  era  válida  la 
donación  del  quinto  á  su  viuda: 

Resultando  que  sustanciado  en  forma  el  pleito,  la  Sala  se- 
cunda de  la  Audiencia,  por  sentencia  de  19  de  Junio  de  1874, 
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confirmatoria  de  la  del  Juez  de  primera  instancia,  declaró  ri- 
lida  j  eficaz  la  donación  que  el  finado  D.  Juan  Maimet  de  Ber- 
riozabal  hizo  á  su  futura- esposa  por  escritura  pública  de  22  de 
Julio  de  1871  ante  el  Notario  Coste  y  su  compañero  efi  Arig- 
non,  Francia,  de  la  quinta  parte  de  todos  sus  bienes  de  cual- 
quier naturaleza  que   compusiesen  su  herencia  el  dia  de  su 
fallecimiento ;  y  en  su  consecuencia  absolvió  á  Doña  Laisa^ 
María  Josefina  D'Anselme,  Marquesa  viuda  de  Casa* Jara,  deis 
la  demanda  contra  ella  interpuesta  por  D,  José  María  Unceta,^ 
como  padre  del  menor  D.  José  María  Unceta  y  Berriozabal^^ 
sin  hacer  especial  condena  de  costas: 

Y  resultando  que  D.  José  María  ünceta,  en  el  concepto  e^ 
que  litiga,  interpuso  recurso  de  casación  fundado  en  haberse 
infringido: 

1.^    La  ley  l.\  tít.  l.^  libro  10  de  la  Novísima  Recopila^  - 
cion,  y  la  escritura  de  capitulaciones  de  22  de  Julio  de  187K  y 
en  cuanto  que  habiéndose  estipulado  libre  y  válidamente  qui^e 
el  Marqués  de  Casa-Jara  y  su  entonces  futura  esposa  Do£Fa 
Luisa  J.  D^Anselme,  en  la  cláusula  7.^,  el  otorgamiento  de  una 
donación  entre  vivos  é  irrevocable,  infringía  esa  ley,  que  reco- 
nocía como  válida  la  sentencia  misma  al  declarar  sin  embargo 
que  en  dicha  cláusula  sólo  se  hacia  una  donación  revocable  y 
por  causa  de  muerte. 

2.**  La  doctrina  legal  que  enseña  que  los  contratos  han  de 
cumplirse  estándose  al  sentido  propio  y  genuino  de  las  pala- 
bras en  ellos  escritas,  sin  tergiversarlas  con  interpretaciones 
arbitrarias,  y  que  aun  en  los  casos  de  verdadera  duda  debe 
pasarse  por  lo  que  el  uso  común  nos  diga;  doctrina  recono- 
cida siempre  por  los  Tribunales,  que  no  consienten  distincio- 
nes en  donde  las  leyes  ó  los  contratos  no  las  hacen,  y  que 
considerándola  justa  y  hasta  de  buen  sentido,  la  ha  elevado  á 
ley  el  Código  de  Comercio  en  sus  artículos  247  y  249. 

3.®  La  doctrina  recordada  en  sentencias  de  este  Tribunal 
Supremo  de  27  de  Marzo  de  1875,  que  enseña  que  la  donación 
contenida  en  capitulaciones  matrimoniales,  como  acto  bilate- 
ral y  por  causa  onerosa,  no  puede  luego  ser  revocado,  ni  aun 
gravado  por  el  donante,  sin  contrariar  el  principio  legal  de 
que  lo  estipulado  en  un  contrato  entre  vivos  no  puede  ser  des- 
truido ni  modificado  por  nn  acto  de  última  voluntad,  porque 
Labia  declarado  la  Sala  sentenciadora  que  la  donación  confe- 
rida en  las  capitulaciones  era  revocable ,  no  habiendo  en  Im 
capitulaciones  reserva  alguna  que  permitiera  la  revocador, 
sino  por  el  contrario,  declaración  expresa  que  la  prohibía:    ' 

4.*"    La  ley  5.',  tít.  4.^,  Partida  5.',  y  la  doctrina  ooatelSda 
en  ía  sentencia  de  este  Tribunal  Supremo  de  11  de  Julio  delSNI 
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«egun  la  cual  las  donaciones  consignadas  en  capitulaciones 
matrimoniales,  con  el  dia  cierto  de  la  muerte  del  donante,  no 
tiraamiten  el  dominio  hasta  que  viene  el  dia  y  sin  que  por  eso 
sean  revocables  m&s  que  por  las  condiciones  y  reservas  que  en 
el  don  trato  se  consignaran;  porque  habiendo  declarado  la  sen- 
tencia que  en  las  donaciones  itUer  vivos  adquiere  desde  luego 
él  donatario  el  dominio  de  la  cosa  donada;  y  considerado  esa 
razón  para  no  estimar  la  de  la  cláusula  1^  como  tal  acto  en- 
tre vivos  ha  desconocido  lo  que  son  donaciones  condicionales, 
y  contrariado  y  negado  aquella  doctrina  suponiendo  incom- 
patible lo  que  no  lo  ha  sido  nunca,  ni  tiene  razón  para  serlo, 
j  es  que  hay  contrato  entre  vivos,  condicionales  y  á  dia  cierto, 
que  no  por  eso  dejan  de  ser  irrevocables. 

5.^  La  ley  6.%  tit.  12,  libro  S.""  d^l  Fuero  Real;  la  ley  11, 
titulo  4.^,  Partida  5.^,  la  doctrina  constante  de  los  autores  y 
comentaristas,  y  la  contenida  en  la  misma  sentencia  de  11  de 
Marzo  de  1864,  que  cita  la  sentencia  como  apoyo  de  su  fallo, 
según  las  cuales  la  donación  mortis  causa  ha  de  hacerse  pre- 
cisamente en  consideración  al  peligro  de  muerte  que  se  juzga 
próximo,  y  es  en  un  todo  análogo  á  las  mandas  ó  legados,  y 
la  sentencia  recurrida  ha  declarado  tal  donación  á  un  acto 
entre  vivos,  en  el  que  no  concurrieron  ninguna  de  esas  con- 
diciones. 

6/  La  ley  1.%  tít.  2.^  libro  3.°  del  Fuero  Real,  y  las  leyes 
6.*  y  7.*,  tít.  3.°,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  que 
prohiben  las  donaciones  del  quinto  de  los  bienes  por  razón  de 
casamiento,  puesto  que  es  evidente  que  lo  contenido  en  el  ca- 
pitulo 7.^  del  contrato  otorgado  en  Avignon  tiene  esa  razón 
de  ser,  y  resultarían  burladas  y  desconocidas  esas  leyes  en  su 
letra  y  en  su  espíritu  si  se  declarara  válida  la  donación  que 
asciende  á  ese  quinto. 

Y  7.°  Las  l^yes  31  y  32  de  Toro,  y  la  doctrina  contenida 
en  la  sentencia  de  este  Tribunal  Supremo  de  30  de  Setiembre 
de  1862,  que  ha  declarado  la  preferencia  del  testamento  otor- 
gado por  el  comisario  sobre  la  misma  escritura  en  que  se  le 
da  el  poder  para  testar,  porque  habiendo  declarado  la  Audien- 
cia, en  la  hipótesis  bajo  que  discurre ,  que  debe  ser  preferido 
el  testamento  del  comisario  que  ha  distribuido  el  quinto  en  le* 
gados  píos  á  la  declaración  de  la  voluntad  del  Marqués  de  Casa- 
Jara  contenida  en  las  capitulaciones,  ha  violado,  aun  siendo 
mortis-  causa  la  donación,  aquellas  leyes  y  doctrinas  que  re- 
conoced, al  acto  del  comisario  basta  que  se  otorga  la  misma 
fuerza  que  á  la  voluntad  del  testador  para  variar  las  dispoai* 
cienes  de  los  bienes  hereditarios  basta  la  muerte. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Msrgistrado  D  í  José  Fermín  de  Mwq. 
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Considerando  que  en  la  demanda  se  ha  pedido  que  se  de- 
clare nula  la  cláusula  7/  de  la  escritura  de  22  de  Julio  de  1871^ 
por  la  que  D.  Juan  Manuel  de  Berriozabal  donó  para  después. 
de  su  muerte  k  su  futura  esposa  el  quinto  de  sus  bienes;  y 
que  la  sentencia  absuelve  de  la  demanda  declarando  válida  y 
eficaz  la  cláusula  referida,  cuya  declaración  es  conforme  &  1% 
voluntad  del  donante,  por  lo  que  no  infringe  la  ley  1.*,  tít,  1.**,. 
libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  ni  la  escritura  de  capi- 
tulaciones matrimoniales,  como  se  supone  en  el  primer  funda- 
mento ^el  recorso: 

Considerando  que  tampoco  se  quebranta  la  doctrina  de  que 
los  contratos  han  de  cumplirse,  estándose  al  sentido  genuino 
y  propio  de  las  palabras  en  ellos  escritas,  porque  la  sentencia 
manda  cumplir  lo  contratado  y  no  falta  al  sentido  genuino  y 
propio  de  la  cláusula  7.*  referida;  ni  tampoco  se  opone  á  Ios- 
artículos  247,  248  y  249  del  Código  de  Comercio,  que  como 
pertenecientes  á  una  legislación  «especial  no  pueden  tener  in-^ 
fluencia  en  el  actual  pleito,  que  ha  de  resolverse  por  la  legis- 
lación común: 

Considerando  que  no  habiéndose  declarado  en  la  parte  dis- 
positiva del  fallo  que  la  donación  sea  inter  vivos  ni  mártir 
causüj  ni  habiendo  solicitado  esta  declaración  ninguno'  de  lo» 
litigantes,  no  puede  contrariarse  la  doctrina  legal  de  que  se 
hace  mérito  en  el  tercer  motivo;  además  de  que  cuanto  se  in- 
dique en  los  considerandos  sobre  el  carácter  de  la  misma  no 
puede  servir  de  fundamento  al  recurso ,  porque  es  jurispru- 
dencia de  este  Tribunal  Supremo  que  la  casación  no  se  da  sino 
contra  la  parte  declarativa  de  las  sentencias: 

Considerando  que  la  ley  5.*,  tít.  4.*,  Partida  5.*,  que  de- 
clara la  validez  de  las  donaciones  condicionales,  no  ha  sido 
infringida,  porque  el  fallo  nada  resuelve  contra  lo  dispuesto  en 
la  mencionada  ley: 

Considerando  que  tampoco  se  quebranta  la  ley  6.*,  tít.  12^ 
libro  3.^  del  Fuero  Real,  ni  las  otras  que  se  citan  en  el  quinto 
motivo  sobre  la  situación  y  circunstancias  en  que  ha  de  ha- 
cerse la  donación  mortis  causa ^  porque  nada  declara  la  sen- 
tencia sobre  el  carácter  de  la  donación,  como  queda  dicho ;  y 
porque  aun  en  la  hipótesis  de  que  fuese  inttr  vivos^  la  supone 
válida: 

Considerando  que  no  habiendo  sido  objeto  de  la  demanda 
ni  de  la  sentencia  la  cantidad  que  puede  darse  en  arras ,  ni 
pudiendo  tener  este  carácter  lo  que  se  da  para  después  de  la 
muerte  del  donante,  tampoco  puede  serlo  del  recurso  de  oasi^ 
cion,  porque  nunca  dan  lugar  á  él  cuestiones  que  no  han  sido 
debatidas  en  el  pleito;  y  por  consiguiente  no  se  ha  inñriñgiio 
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la  ley  1.',  tít.  2.^  libro  3.**  del  Fuero  Real,  ni  la  6.'  y  7.",  tí- 
tulo 8.*,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  que  reculan 
las  arras  y  las  dotes: 

Considerando  que  los  actos  del  comisario  que  se  suponen 
derivados  de  un  poder  para  testar  otorgado  por  el  Marqués  de 
Casa-Jara  en  el  año  de  1856,  ni  son  conocidos  para  apreciarlos 
debidamente,  ni  pueden  tener  eficacia  contra  la  voluntad  pos- 
terior del  mismo  Marqués,  expresada  en  un  documento  solem- 
ne, por  lo  cual  no  infringe  la  sentencia  las  leyes  31  y  32  de 
Toro,  que  tratan  de  las  facultades  de  los  comisarios,  y  de  que 
se  hace  mérito  en  el  último  motivo  de  casación  : 

Considerando,  en  virtud  de  cuanto  va  expuesto,  que  el  re- 
curso de  casación  no  es  procedente; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lu- 
gax  al  interpuesto  por  D.  José  María  Uneeta,  en  el  concepto  en 
qué  litiga,  á  quien  condenamos  en  las  costas  y  á  la  pérdida 
de  la  oftntidad  de  1.000  pesetas  que  depositó,  que  se  distribuirá 
en  la  forma  prevenida  por  la  ley;  y  líbrese  la  correspondiente 
certificación  á  la  Audiencia  de  este  distrito,  con  devolución  de 
los  documentos  remitidos. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta é  insertará  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto 
las  bopias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firma- 
mos.» Juan  González  Acevedo.»«José  María  Cáceres. «Hilario 
de  Igon.»José  Fermín  de  Muro. «=  Benito  de  UUoa  y  Rey.»» 
Victoriano  Careaga. «Joaquín  Ruiz  Cañábate. 

Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Excelen- 
tiflimo  Sr.  D.  José  Fermin  de  Muro,  Magistrado  del  Tribunal 
Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera  y  del 
mismo,  el  día  de  hoy,  de  que  certifico  como  Relator  Secretario 
de  dicha  Sala. 

Madrid  17  de  Noviembre  de  1875.=»Licenciado  Mariano 
Fernandez  García. 
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NXJM.   91. 


CASACIÓN  POR  INFRACCIÓN  DE  LEY.— SALA  PRIMERA, 


Dbpbnsa  por  pobre.— Sentencia  de  18  de  Noviembre,  declaran- 
do no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por 
D.  Felipe  Ferrer  y  Biosca  contra  la  nronunciada  por  la  Sala 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Granada,  en  pleito  con  D.  Joan 
Juan  Bautista  Quesada  y  Argueta, 

En  los  CONSIDERANDOS  se  establece : 

1.^  Que  el  precepto  comprendido  en  el  art.  669  de  la  Isf 
oTffinicadel  Poder  judicial  y  es  de  carácter  meramente /ormm^ 
torio  j  y  por  lo  mismo,  Aun  en  el  supuesto  de  que  sea  infrim^ 
gidoy  no  puede  servir  de  fundamento  al  recurso,  y  mucho  mé-- 
Tíos  en  el  fondo. 

2.^  Que  con  arreglo  i  lo  dispuesto  en  el  art.  317  de  laZey 
de  enjuiciamiento  civil,  é  la  Sala  sentenciadora  corresponda 
eafclusivamente  el  apreciar  según  las  reglas  de  la  sana  oriiica 
la  fuerza  probatoria  de  las  declaraciones  de  los  testigos  ema-- 
minados  durante  el  juicio^  y  que  contra  su  apreciación  no  te 
da  el  recurso  de  casación  á  no  ser  que  se  acredite  que  al  ha^ 
cerla  se  ha  infringido  alguna  ley  ó  doctrina  legal. 

3."  Que  las  leyes  1.*  y  8.',  tüulo  14,  v  las  28,  29,  32y  40 
y  41,  tit.  16  de  la  Partida  3.",  fueron  derogadas  por  el  eai- 
presado  art,  317  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  por  ta 
tanto  no  pueden  servir  en  ningún  concepto  de  fundamento  al 
recurso  de  casación  ^  según  tiene  declarado  repetidamente  d 
Tribunal  Supremo. 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  18  de  Noviembre  de  1875, 
en  el  incidente,  pendiente  ante  Nos,  en  virtud  de  recurso  de 
casación  por  infracción  de  ley,  promovido  en  la  Sala  de  lo  eí* 
vil  de  la  Audiencia  de  Granada  por  D.  Felipe  Ferrer  Biosca 
para  que  se  le  defienda  en  concepto  de  pobre  en  el  litigio  que 
sigue  con  D.  Juan  Bautista  Quesada  y  Argueta: 

Resultando  que  D.  Felipe  Ferrer  Biosca  entabló  demanda 
en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Sagraib 
de  Granada  para  que  se  condenase  á  D.  Juan  Bautista  Qai 
da  al  cumplimiento  de  un  contrato  y  al  pago  de  5.000 
tas;  y  que  absuelto  Quesada  de  la  demanda  por  sentencia  Uk^ 
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•Jaez  de  primera  instancia,  que  confirmó  con  las  costas  en  10 
de  Diciembre  de  1873  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
Granada,  pidió  Ferrer  testimonio  para  interponer  recurso  de 
-casación,  promoviendo  al  propio  tiempo  incidente  para  justi- 
ficar que  con  posterioridad  á  la  sentencia  había  venido  á  es- 
tado de  pobreza: 

Besultando  que  recibido  el  incidente  ¿  prueba,  la  suminis- 
tró Ferrer  de  testigos  para  acreditar  que  no  poseía  bienes  ni 
«jercia  industria,  disfrutando  sólo  del  sueldo  eventual  como 
Bacribiente,  y  que  la  casa  que  habitaba  estaba  á  cargo  de  su 
madre  política: 

Resultando  que  D.  Felipe  Ferrer  figura  en  el  amillaramien- 
to  con  un  capital  imponible  de  414  pesetas  por  la  propiedad 
de  una  casa  en  la  calle  de  San  Miguel  baja,  la  cual  vendió  en 
22  de  Julio  de  1873  en  6*500  pesetas;  y  que  su  mujer  Doña 
Haría  Antonia  Cruz  cedió  á  D.  Manuel  To)*al  una  casa  de  su 
propiedad  por  tiempo  de  catorce  años  á  fin  de  reintegrar  á  Don 
Eduardo  Moreno  30.000  rs.  de  que  era  ¿creedor: 

Resultando  que  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Gra- 
nada dictó  sentencia  en  6  de  Mayo  de  1874,  denegando  á  Fer- 
rer la  defensa  por  pobre  solicitada;  y  que  habiendo  suplicado, 
declaró  no  haber  lugar  á  suplirla  ni  enmendarla  en  auto  de 
19  del  mismo  mes: 

Resultando  que  D.  Felipe  Ferrer  y  Biosca  interpuso  recurso 
-de  casación  por  haberse  infringido  á  su  juicio: 

1.®  El  art.  669  de  la  Ley  orgánica  del  poder  judicial,  por 
no  contener  la  sentencia  los  resultandos  y  considerandos  como 
dicho  artículo  establece: 

2.°  El  art.  317  de  la  misma  ley,  que  no  ha  querido  decir 
que  no  hay  regla  á  que  atenerse  para  la  apreciación  de  la  prue- 
ba testifical,  sin;^  que  en  todo  caso  ha  de  atender  á  la  regla  de 
la  sana  crítica,  habiéndolo  así  declarado  este  Tribunal  Supre- 
mo en  varias  ocasiones,  una  de  ellas  en  la  sentencia  de  30  de 
Bnero  de  1865;  que  no  se  infringe  el  citado  artículo  cuando  el 
Tribunal  sentenciador  aprecia  la  fuerza  probatoria  de  los  tes- 
tig'os  dentro  del  círculo  de  sus  atribuciones  y  sin  faltar  á  las 
reglas  de  la  sana  crítica  contenidas  en  las  leyes  1.*  y  8.*,  tí- 
tulo 14;  y  28,  29  y  32,  40  y  41,  tít.  16  de  la  Partida  3.' 

Y  3.^  Al  apreciar  los  signos  exteriores  de  Ferrer,  y  en  la 
auposicion  de  que  fueran,  según  manifestaba  la  sentencia,  lo 
cual  no  se  hallaba  comprobado,  las  leyes  8.*,  tít.  14,  y  40,  lí- 
talo 16  de  la  Partida  3.*^,  y  la  jurisprudencia  de  este  Tribunal 
Supremo  establecida  en  sentencia  de  27  de  Octubre  de  1862, 
<]ue  dice  que  cuando  el  fallo  no  se  funda  en  prueba  d^  seña- 
les 6  sospechas,  sino  expresa  y  terminantemente  en  los  hechos 
n.-l.'Y3/  30 
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justificados,  de  un  modo  amplio,  por  el  actor,  á  juicio  del 
Tribunal  seutenciador,  no  infringe  las  citadas  leyes  de  Partidla 
ni  la  doctrina  legal  de  que  en  caso  de  duda  procede  la  abso- 
lución del  demandado. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Victoriano  Car^ 
reaga. 

Considerando  que  el  precepto  comprendido  en  el  art.  669  dé- 
la Ley  orgánica  del  Poder  judicial  es  de  carácter  meramente 
formulario;  y  que  por  lo  mismo,  aun  en  el  supuesto  de  que- 
hubiera  sido  infringido,  no  procederia  el  recurso  de  casación^ 
y  mucho  menos  en  el  fondo: 

Considerando  que,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  articula 
317  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  á  la  Sala  sentenciadora 
corresponde  exclusivamente  el  apreciar  según  las  reglas  de  la 
sana  critica  la  fuerza  probatoria  de  las  declaraciones  de  Ios- 
testigos  examinados  durante  el  juicio,  y  que  contra  su  apre- 
elación  no  se  da  el  recurso  de  casación,  á  no  ser  que  ^e  acre- 
dite que  al  hacerla  se  ha  infringido  alguna  ley  ó  doctrina 
legal : 

Considerando  que  las  leyes  1.*  y  8.%  tít.  14,  y  las  28,  29- 
y  32,  40  y  41,  tít.  16,  de  la  Partida  3.*^,  citadas  en  el  seg^undo 
y  tercer  motivo  de  casación,  fueron  derogadas  por  el  expresado 
artículo  317  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  por  consi- 
guiente no  pueden  servir  en  ningún  concepto  de  fundamento 
al  recurso  do  casación,  según  tiene  declarado  repetidamente- 
este  Supremo  Tribunal: 

Y  considerarido  que  la  doctrina  comprendida  en  la  senten* 
cia  de  27  de  Octubre  de  1862,  de  que  se  hace  mérito  en  elter^ 
cer  motivo,  en  nada  favorece  al  recurrente,  puesto  que  en  ella 
se  reconoce  la  facultad  de  la  Sala  sentenciadora  para  apreciar, 
según  su  juicio,  el  VHlor  de  las  pruebas;        v 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lu- 
gar al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Felipe  Ferrery 
Biosca,  á  quien  condenamos  por  razón  de  depósito  al  pago  de 
la  cantidad  de  1.000  pesetas,  que  se  distribuirá  con  arreglo  i 
la  ley,  y  en  las  costas;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  Granada 
la  certificación  correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Oé^ 
ceta  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa  y  pasándcse  «f 
efecto  liis  copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  yfii^ 
niamos.=Juan  González  Acevedo.=Juan  Cano  Manuel. «^B»* 
nion  Diaz  Vela.=Benito  de  Ulloa  y  Rey. = Victoriano  Caiélí*^ 
ga.=Joaquin  Ruiz  Cañábate. = Ricardo  Diaz  de  Rueda.       /* 

Publicación :  'r- 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  BlQi^ 


SENTENCIAS  DE  1875.  467 

lentísimo  Sr.  D.  Victoriano  Careaga,  Magistrado  del  Tribu- 
nal Supremo  9  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera»^ 
en  el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Relator  Secretario  de 
la  misma. 

Madrid  18  de  Noviembre  de  1875.=Licenciado,  Desideria 
Martínez. 

NÚM.  92. 


CASACIÓN  POR  QUEBRANTAMIENTO  DE  FORMA. 

SALA  TERCERA. 


Cumplimiento  de  un  congenio  verbal^ — Sentencia  de  18  do 
Noviembre,  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  de  casa- 
ción interpuesto  por  D.  Jaime  Bajuna  contra  la  pronuncia- 
da por  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Bar- 
celona» en  pleito  con  D.  Francisco  Escriu. 

En  los  CONSIDERANDOS  SO  establecc: 

1.**  Que  según  lo  prevenido  en  el  art.  869  de  la  Ley  de  En-- 
Juíciamiento  civily  el  recibimiento  a  prueba  en  la  segunda  ins" 
tanda  sólo  puede  otorgarse  en  los  casos  taxativamente  seríala^ . 
dos  en  el  mismo]  y  por  el  867  de  la  indicada  ley  se  ordena  que 
también  podrán  las  partes  traer  los  documentos  de  que  juren 
no  haber  tenido  conocimiento. 

2.**     Que  la  pretensión  de  prueba  no  se  halla  comprendida 
en  ninguno  de  los  casos  del  869. 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  18  de  Noviembre  de  1875, 
en  lo3  autos  pendientes  ante  Nos  á  virtud  de  recurso  de  casa- 
ción por  quebrantamiento  de  forma,  interpuesto  por  D.  Jaime 
Baguüá  contra  la  sentencia  dictada  en  12  de  Marzo  del  cor- 
riente año  por  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
Barcelona,  en  el  pleito  seguido  por  el  mismo  .contra  D.  Fran- 
cisco Escriu,  sobre  cumplimiento  de  un  convenio  verbal; 

Resultando  de  una  carta  obrante  al  folio  116  de  los  autos, 
que  en  28  de  Enero  de  1869  D.  Emilio  Augusto  Soulere  en- 
cargó á  D.  Jaime  Baguñá  la  venta  de  una  máquina  de  vapor 
de  su  pertenencia  por  la  cantidad  de  10.000  rs.,. entendiéndose 
que  todo  lo  que  sacase  de  más  podia  quedárselo;  y  qué  en  el 
acto  de  recibir  dicho  importe  le  pagarla  los  6.000  rs.  que  le 
debia  en  la  escritura  hipotecaria: 

Resultando  que  en  28  de  Setiembre  de  1871  presentó  Don 
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Jaime  Bagiiñ&  demanda  ordinaria  en  el  Juzg'ado  de  primera 
instancia  del  distrito  de  San  fieltran  de  la  ciudad  de  Barcelo- 
na contra  D.  Francisco  Escriu,  de  la  misma  vecindad,  haciendo 
mérito  de  que  como  consecuencia  del  encargo  antes  referido 
solicitó  de  D.  Luis  Bossi  que  desig^nara  una  persona  perita  para 
hacer  el  negocio  por  cuenta  y  mitad,  y  lo  hizo  del  demanda- 
do Escriu:  que  ambos  convinieron  en  adquirir  la  máquina  con 
su  caldera  de  vapor  y  repartirse  por  mitad  los  beneficios  ó  pér- 
didas que  de  su  venta  resultasen:  que  con  tal  intento  fueron  á 
Beus,  acompañados  de  Bossi  como  persona  intermediaria,  acor- 
dando que  Esoriu  sólo  gestionara  la  compra,  pues  siendo  Ba- 
guñá  acreedor  de  Soulere,  tal  vez  le  hubiere  exigido  mayor 
precio,  y  la  adquirió  en  efecto  por  1.4Q0  escudos,  á  pesar  de 
que  el  vendedor  le  dijo  en  una  carta  que  presentó,  su  fecha  18 
de  Enero,  que  oueria  por  ella  1.60O:  que  entonces  fué  el  de- 
mandante á  Reus  con  D.  Francisco  Oriach  para  que  la  adqui- 
riese, lo  cual  no  efectuó  por  no  convenirse  en  el  precio,  ha- 
biendo intervenido  para  ello  un  tal  Blanch,  á  quien  comisionó 
Escriu  con  tal  objeto:  que  en  su  virtud,  este  último  trató  de 
hacer  el  Ufígocio  por  su  sola  cuenta  y  vendió  la  máquina  con 
su  caldera  á  D.  Pió  Mitjabila  por  5.500  pesetas,  ó  sean  2.000 
más  del  precio  de  adquisición,  por  lo  que  y  después  de  inten- 
tar el  juicio  de  conciliación,  ejercitando  la  acción  personal  pro 
socio  ó  aquella  otra  más  procedente,  pidió  se  emplazara  á  Don 
Francisco  Escriu,  y  en  su  lugar  y  caso  se  le  condenase  á  satis- 
facer la  cantidad  de  1.000  pesetas  ó  la  que  fuese  mitad  de  las 
ganancias  hechas  con  la  venta  de  la  máquina,  los  intereses 
devengados  desde  el  dia  del  cobro  de  su  valor  y  las  costas: 

Resultando  que   cotiferido  traslado  á  D.  Francisco  Escria, 
co;n testó  dicha  demanda  manifestando  no  era  cierto  lo  expuesto 
en  la  misma,  pero  sí  que  á  propuesta  de  Baguñá  fué  á  Reus 
para  verificar  la  compra  de  la  máquina,   lo  cual  no  llevó  á 
efecto  por  tener  la  caldera  ocho  caballos  de  fuerza  escasos  en 
vez  de  diez  que  le  aseguró  el  mismo;  acompañando  para  pa- 
tentizarlo así,  copia  de  una  escritura  pública  otorgada  en  Beus 
á  16  de  Febrero  de  1869,  de  que  aparece  que  los  Sres.  Soulere 
padre  é  hijo  vendieron  una  máquina  de  vapor  y  caldera  de 
fuerza  de  ocho  caballos  con  otros  efectos  á  D.  Juan  Blanch 
Pérez  por  la  cantidad  de  10.500  rs.,  cuya  escritura  se  cotgó 
después  con  su  original,  resultando  conforme;  y  añadió  en  w 
escrito  de  contestación  que  esta  máquina  era  á  la  que  se  lelfe* 
ria  la  demanda,  por  lo  que,  oponiendo  á  ella  la  falta  de  de«r 
cho  y  acción,  pidió  se  le  absolviese  de  la  misma,  imponiettll 
al  actor  perpetuo  silencio  y  las  costas:  .;  *• 

Resultando  que  presentados  por  ambas  partes  los  esod^ 
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de  réplica  y  duplica,  y  recibidos  los  autos  á  prueba^  sumiuis-* 
traron  las  que  tuvieron  por  conveaiente  á  robustecer  sus  aser- 
tos, siendo  en  parte  la  del  demandante  para  acreditar  que  en  27 
de  Febrero  de  1870  fué  puesto  D.  Pió  Mítjabila  á  disposición 
del  Gobernador  civil  para  su  conducción  á  una  casa  de  deme^- 
tesy  por  padecer  accesos  de  en^jenacion  mental: 

Resultando  que  concluso  dicho  término  y  después  de  alegar 
las  partes  de  su  derecho,  dictó  sentencia  el  Juez  de  primera 
instancia  en  30  de  Junio  de  1873,  absolviendo  á  D.  Francisco 
Escriu  de  la  demanda  contra  él  interpuesta  por  D.  Jaime  Ba- 
guñk^  imponiendo  á  éste  silencio  y  callamiento  perpetuo  sobre 
la  misma,  sin  hacer  especial  condenación  de  costas: 

Resultando  que  remitidos  los  autos  á  la  Audiencia  del  ter- 
ritorio á  virtud  de  la  apelación  interpuesta  por  el  último,  ex- 
presó de  agravios  pidiendo  la  revocación,  con  costas,  de  dicha 
sentencia,  y  que  se  condenase  al  demandado  al  pago  do  la 
cantidad  de  1.437  pesetas  50  céntimos,  importe  de  la  mitad  de 
los  beneficios  que  se  obtuvieron  en  la  venta  de  la  máquina  y 
caldera  objeto  de  autos,  con  los  intereses  devengados  desde  la 
interposición  de  la  demanda:  pretendiendo  por  un  otros!  que  se 
uniese  á  los  autos  la  carta  que  acompañaba,  y  que  se  recibie- 
sen los  mismos  á  prueba: 

Resultando  que  conferido  traslado  á  la  parte  contraria,  se 
adhirió  á  la  apelación  en  cuanto  no  se  habia  condenado  en 
costas  &  D.  Jaime  Baguñá,  solicitando  la  confirmación,  con  la 
de  ambas  instancias,  de  la  sentencia  apelada,  y  oponiéndose 
por  un  otros!  al  recibimiento  á  prueba: 

Resultando  que  seguido  el  traslado  por  la  adhesión  á  la 
apelación,  se  dictó  auto  en  11  de  Diciembre  de  1874  declaran- 
do no  haber  lugar  al  recibimiento  á  prueba  solicitado  por  Don 
Jaime  Baguña,  condenándole  en  las  costas  de  este  incidente, 
y  mandando  devolverle  la  carta  que  acompañó  á  su  escrito  de 
expresión  de  agravios,  quedando  la  oportuna  nota  en  los  autos: 

Resultando  que  interpuesta  súplica  de  dicho  proveído,  con 
la  protesta  prevenida  en  el  art.  1.019  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  fué  admitida  y  confirmado  el  referido  auto,  te- 
niendo por  hecha  la  anterior  protesta;  en  cuyo  estado  se  llama- 
ron los  autos  á  la  vista,  y  se  dictó  sentencia  por  la  Sala  segun- 
da de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  confirmando  con 
las  costas  la  apelada: 

Resultando  que  contra  esta  sentencia  interpuso  D.  Jaime 
Bagruñá  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  y  doctrina 
legal  y  por  quebrantamiento  de  forma,  fundando  este  último 
en  lo  dispuesto  en  el  art.  225  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  ci- 
Tíl,  según  el  cual  los  documentos  que  exigen  el  juramento  de 
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nueva  noticia  para  su  admisión  son  los  anteriores  á  la  demanda, 
de  los  que  no  se  tenia  conocimiento,  pero  no  se  exigia  tal  re- 
quisito para  los  de  fecha  posterior:  en  que  en  el  número  2.* 
del  869  se  dispone  que  el  recibimiento  k  prueba  podrá  otor- 
gBrse  cuando  hubiese  ocurrido  algiin  hecho  nuevo  conducente 
al  pleito  y  posterior  al  último  dia  del  término  de  prueba  que 
haya  corrido  en  la  primera  instancia,  como  sucedía  en  el  caso 
que  nos  ocupa  con  la  carta  presentada,  que  constituía  un  hecho 
conducente  al  pleito,  de  fecha  posterior  al  fallo  de  primera 
instancia: 

Resultando  que  admitido  dicho  recurso,  y  remitidos  los  au« 
tos  originales  á  este  Tribunal  Supremo,  se  les  ha  dado  la  tra- 
mitación marcada  por  la  ley. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Luis  Vázquez  Mon- 
dragón. 

Considerando  que,  según  lo  prevenido  en  el  art.  869  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  el  recibimiento  á  prueba  en  la 
segunda  instancia  sólo  puede  otorgarse  en  los  casos  taxativa- 
mente señalados  en  el  mismo,  y  que  por  el  867  de  la  indicada 
ley  se  ordena  que  también  podrán  las  partes  traer  los  docu- 
mentos de  que  juren  no  haber  tenido  conocimiento: 

Considerando  que  el  contenido  de  la  carta  aducida  en  el 
escrito  de  agravios  no"«e  refiere  á  hecho  alguno  nuevo  condu- 
cente al  pleito  y  posterior  al  último  dia  del  término  de  prueba 
trascurrido  en  primera  instancia;  y  que  al  presentar  el  docu- 
mento expresado  no  se  prestó  el  juramento  prescrito  en  el  ar- 
tículo 867,  ni  la  pretensión  de  prueba  se  halla  comprendida  en 
ninguno  de  los  casos  del  869: 

Considerando,  en  su  consecuencia,  que  no  se  ha  infringido 
el  caso  4.'  del  art.  5.**  de  la  Ley  provisional  sobre  reforma  de 
la  casación  civil  de  18  de  Junio  de  1870,  en  que  se  apoya  el 
recurso ; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber 
lugar  al  interpuesto  por  quebrantamiento  de  forma  por  la 
parte  de  D.  Jaime  Baguuá,  á  quien  condenamos  en  las  costas, 
y  á  la  pérdida  del  depósito,  que  no  constituyó  por  ser  pobre,  y 
que  satisfará  cuando  mejore  de  fortuna;  y  pasen  estos  autos  i 
la  Sala  primera. para  los  efectos  que  correspondan  respecto  «1 
recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  preparado  también 
por  la  misma  parte. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  6!c- 
ceta  oficial  y  se  insertará  en  la  ColeccioA  legislativa,  expidiéür 
dose  i)ara  ello  las  copias  necesarias  y  la  oportuna  certificaoldi 
á  la  Audiencia,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.4i* 
Tomás  Huet.=-José  María  Herreros  de  Tejada. sslgnaoio  YtíS^ 
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te«.=llanuel  Almonací  y  Mora.^Lnis  Vázquez  Mondra^n.= 
Alberto  Santías.=«Joaquin  José  Cervino. 

Publicación: 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Excelen- 
tisimo  Sr.  D.  Luis  Vázquez  Mondragon,  Mag'istrado  del  Tribu- 
nal Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  tercera,  de 
•qoe  certifico  como  gecretario  Relator  en  Madrid  á  18  de  No- 
viembre de  1875.=Enrique  Medina. 

NüM.  93. 
CASACIÓN  POR  INFRACCIÓN  DE  LEY.— SALA  PRIMERA. 


Entrega  de  pingas. — Sentencia  de  20  de  Noviembre,  declaran- 
do no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por 
D.  Inocencio  Martínez  contra  la  pronunciada  por  la  Sala 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Burgos,  en  pleito  con  Doña 
Antonia  Martínez  Que  vedo. 

En  sus  considehandos  se  establece: 

Que  no  puede  decirse  que  han  sido  infringidas  por  una 
^sentencia  leyes  ni  doctrinas  que  no  tienen  aplicación  al  caso  de 
-autos. 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  20  de  Noviembre  de  1875, 
en  el  pleito  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de 
Villacarriedo  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Bur- 
gos por  Doña  Antonia  Martínez  Quevedo  con  D.  Inocencio 
Martínez  y  Martínez ,  sobre  entrega  de  fincas ;  pleito  que  pen- 
de ante  Nos,  en  virtud  de  recurso  de  casación  interpuesto  por 
la  demandante  contra  la  sentencia  que  en  13  de  Junio  de  1874 
dictó  la  referida  Sala: 

Resultando  que  Doña  Antonia  Martínez  Quevedo  dedujo 
demanda  para  que,  declarándose  de  su  esclusivo  dominio  los 
bienes  que  relacionaba,  se  condenase  á  su  hijo  D.  Francisco 
Martínez  á  que  le  hiciera  entrega  de  ellos ,  bajo  la  reserva  de 
la  liquidación  y  pago  de  las  resultas  que  se  compensaran  cou 
las  de  los  que  la  demandante  disfrutase  de  la  testamentaría  de 
so  marido  y  correspondieran  á  su  mencionado  hijo;  y  su  es- 
posa ,  que  hallándose  en  posesión  de  los  bienes  de  su  difunto 
marido ,  y  creyendo  ^ue  se  verificara  pronto  su  división ,  se- 
fialó  á  su  hijo  D.  Inocencio  los  bienes  aludidos  en  este  con- 
►cepto  y  sólo  por  el  tiempo  de  su  voluntad :  que  habiéndose 
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intentado  la  partición  de  los  bienes  relictos  al  fallecimiento 
del  marido  y  padre  respectivo  de  ánibas  partes,  desde  haee 
quizá  catorce  años  el  D.  Inocencio,  que  se  encontraba  bien  oca 
el  disfrute  de  los  de  su  madre,  nada  hizo  para  que  la  partición 
de  los  paternos  se  realizase:  que  el  demandado  pretendió  que 
aquella  expresase  á  medio  de  documento  que  los  bienes  sefta* 
lados  4  su  hijo  en  Santiurde  se  los  habia  4ado  en  concepto  de^ 
anticipación  de  leg'ítima,  contestando  al  encargado  de  tal  pro- 
posición que  ese  documento,  pretendido  por  su  hijo,  sólo  lo 
liaria  en  concepto  de  cesión  por  el  tiempo  de  su  voluntad  y  en 
equivalencia  de  los  que  le  tocasen  por  su  padre ,  á  reserva  de- 
liquidación  y  pago  de  productos  de  unos  y  otros;  y  que  nece- 
sitando  esos  bienes  la  demandante,  y  conviniéndole  que  su  hijo 
cesase  en  su  disfrute,  se  los  reclamó  extrajudícialmente  en 
ocasiones  diversas  sin  favorable  éxito  y  sin  expresión  de  mo-- 
tivos  para  la  resistencia  en  la  pretendida  devolución : 

Resultando  que  conferido  traslado  á  D.  Inocencio  Martines^ 
se  opuso  á  la  demanda,   estableciendo  como  hechos:   que  los 
bienes  provenientes  de  su  madre  se  los  cedió  ésta  al  contraer 
matrimocio,  en  pleno  dominio,  sin  reserva  ni  limitación  algu- 
na, según  lo  vino  reconociendo  por  espacio  de  quince  ó  diex 
y  seis  años  seguidos,  sin  contradicción  ni  reclamación  de  nín-^ 
guna  especie:  que  no  era  exacto  necesitase  esos  bienes  la  de- 
mandante para  cubrir  las  atenciones  de   la  vida,  porque  su 
actual  posición  es  tan  ventajosa  ó  más  hoy  que  cuando  le  hiio 
la  cesión  de  los  bienes  que  queria  le  sean  restituidos :  que  la 
idea  ó  pensamiento  de  osa  cesión  salió  de  la  madre  y  no  del 
hijo,  que  nada  le  habia  pedido;  y  que  si  se  trató  después  de 
este  asunto  entre  ambos,    no  fué    para  dar  mayor  validez  k 
dicha  cesión,  sino  para  revestirla  de  las  solemnidades  conre- 
nientes  á  la  tranquilidad  de  la  madre  y  á  evitar  que  abusasen 
los  demás  hijos  forzándola  á  actos  contrarios  á  las  inspiracio- 
nes de  su  corazón;  y  que  Doña  Antonia  Martínez,  sabia   qoe 
todo  el  mundo  conceptuaba  único  dueño  de  los  bienes  que  de- 
manda á  su  hijo;  y  que  lejos  de  oponerse  ni  contrariar  esa 
opinión  general,  ella  misma  habia  venido  á   confirmarla  cwi 
sus  actos  repetidos: 

Resultando  que  seguido  el  pleito  por  sus  trámites,  la  Sala 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  por  sentencia  de  13  de  Julio  de 
^874,  confirmatoria  de  la  del  Juez  de  primera  instancia,  de* 
claró  que  los  bienes  comprendidos  y  especificados  en  la  demaa^ 
da  propuesta  por  Doña  Antonia  Martínez  Quevedo  pertenecen  4 
ésta  en  propiedad  y  á  su  hijo  D.  Inocencio  en  usufructo 
tanto  que  se  realice  la  cuenta-partición  de  los  bienes  de 
padre,  sin  hacer  expresa  condenación  de  costas: 
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T  resultando  que  D.  Inocencio  Martínez  interpuso  recurso 
de  casación  por  haberse  á  su  juicio  infringido: 
-  1.**  La  ley  1.%  tit.  l.\  Ubro  10  de  la  Novísima  Recopila- 
cíoiiy  y  á  más  el  contrato  verbal  en  el  que  se  obligó  Doña  An- 
tonia Martinez  donando  en  el  acto  de  la  boda  á  su  hijo  los 
iBencionados  bienes,  lo  que  se  habia  probado  testifícalmente 
por  carecer  de  documento  in  scrlptis^  así  como  el  que  la  do- 
nante no  reconoció  como  fundamento  para  hacer  cesión  de  sus 
bienes,  que  su  hijo  fuese  á  adquirir  vecindad  en  Santiurdé, 
pueblo  donde  aquellos  radican,  y  que  por  esto  serian  niejor 
administrados,  sino  en  el  fundamento  de  coustituirle  una  dona- 
ción de  una  manera  espontánea  y  voluntaria. 

2.*^  La  ley  4.*,  tít.  4.°,  Partida  5.*,  que  determina  las  dis- 
tintas maneras  en  que  pueden  hacerse  las  donaciones,  y  entre 
ellas  la  hecha  á  D.  Inocencio  por  su  madre. 

Y  3.°  La  ley  10,  tít.  4.^  Partida  5.*,  que  marca  los  moti- 
vos que  pjieden  tener  los  donantes  para  revocar  las  donaciones: 
que  si  tal  revocación  está  en  consonancia  con  la  manifestación 
de  la  demandante  de  tener  necesidad  de  aquellos  por  su  penu- 
ria, ésta,  según  la  prueba,  no  se  evidencia,  por  lo  que  se  in- 
fringe la  jurisprudencia  sentada  por  este  Tribunal  Supremo  en 
sentencia  de  6  de  Noviembre  de  1866,  que  dice  «son  válidas 
las  donaciones  ínter  vivos  insinuadas  y  aceptadas,  con  tal  que 
los  donantes  puedan  bien  vivir.» 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Joaquín  Ruiz  Ca- 
llábate. 

Considerando  que,  según  la  apreciación  que  la  Sala  sen- 
tenciadora ha  hecho  de  las  pruebas  practicadas,  y  que  no  ha 
sido  impugnada  como  contraria  á  la  ley  ó  doctrina  legal ,  Doña 
Antonia  Martinez  Quevedo  no  cedió  á  su  hijo  D.  Inocencio  en 
propiedad  los  bienes  que  aquella  reclama ,  sino  sólo  el  usu- 
fructo de  los  mismos  hasta  que  se  realizara  la  cuenta  y  partición 
de  los  relictos  por  fallecimiento  del  marido  de  la  demandante, 
padre  del  demandado : 

Considerando  que  por  la  cesión  verificada  en  los  términos 
y  con  las  condiciones  antedichas  no  trasfirió  al  recurrente  por 
vía  de  donación  ni  por  otro  título  el  dominio  de  los  referidos 
bienes;  y  que  al  citarse  como  infringidas  por  la  sentencia 
recurrida  las  leyes  1.%  tít.  1.®,  libro  10  de  la  Novísima  Reco- 
pilación; la  4.*  y  10,  tít.  4.^*  de  la  Partida  5.*,  y  la  jurispru- 
dencia sentada  por  este  Tribunal  Supremo  etí  la  sentencia  de 
ñ  de  Noviembre  dé  1866,  se  han  supuesto  de  la  cuestión ,  y 
poír  lo  tanto  son  inaplicables  al  presente  Caso; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber 
lagar  al  recurso  de  casacioü  interpuesto   por   D.  Inocencio 
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Marliaez ,  &  quien  condenamos  en  las  costas;  y  líbrese  la  cor- 
pondiente  certificación  á  la  Audiencia  de  Búrgt)s. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gor' 
ceta  é  insertará  en  la  Colección  legislativa  y  pasándose  al  efecto 
las  copias  necesarias,  lo  pronunciamas ,  mandamos  y  firma- 
mos. =  Juan  González  Acevedo.=Juan  Gano  Manuel. =^E1  Mar- 
gistrado  D.  Ramón  Diaz  Yela  votó  en  Sala  y  no  pudo  firmar: 
Juan  González  Ace vedo. = Benito  de  ülloa  y  Rey. = Victoriano 
Gareaga.=::Jo&quin  Ruiz  Cañábate. =Ricardo  Diaz  de  Rueda. 

Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Excelen- 
tísimo Sr.  D.  Joaquin  Ruiz  Cañábate,  Magistrado  del  Tribunal 
Supremo,  celebrando  audiencia  publica  la  Sala  primera  del 
mismo,  el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Relator  Secretario 
de  dicha  Sala. 

Madrid  20  de  Noviembre  de  1875.=Licenciado  Mariano  Fer- 
nandez García. 

NüM.  94. 
CASACIÓN   POR   INFRACCIÓN   DE  LEY.— SALA    PRIMERA. 


Nulidad  del  rema^te  y  venta  de  unas  fincas. — Sentencia  de 
20  de  Noviembre,  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  do 
casación  interpuestos  por  D.  Felipe  Pérez  contra  la  pronon- 
eiada  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana, 
eu  pleito  con  D.  Agustín  de  Sotolongo. 

En  sus  CONSIDERANDOS  SO  Gstablecc : 

Que  es  jurisprudencia  consignada  en  repetidas  senteneüu 
del  Tribunal  Supremo  que  las  infracciones  relativas  al  órd&i^ 
y  tramitación  de  los  juici-os  no  pueden  ser  invocadas  útilmeni$ 
para  fundar  sobre  ellas  un  recurso  de  casación  en  el  fandtf^, 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  20  de  Noviembre  de  1875, 
en  el  pleito,  pendiente  ante  Nos,  en  virtud  de  recurso  de  ca- 
sación por  infracción  de  ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera 
instancia  de  Güines ,  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia 
de  la  Habana,  por  D.  José  del  Rosario  Rodríguez,  en  conoéptO 
de  uno  de  los  herederos  de  D.  Valerio  González  Rico  ,  coaaf 
cido  por  D.  Ensebio  Alejo,  y  de  su  mujer  Dona  Mercedes  HaN 
tinez,  que  continuó  después  D.  Felipe  Pérez  y  de  la  Teja,  qtá 
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adquirió  sus  derechos,  con  D.  Agustin  de  Sotolongo ,  y  en 
-el  cual  han  sido  parte  los  demás  herederos  de  González 
Bico  y  su  mujer ,  sobre  nulidad  del  remate  y  venta  de  unas 
fincas: 

Resultando  que  D.  Valerio  Oonzale^  y  su  mujer  Doña  Mer- 
cedes Martínez  otorgaron  testamento  en  20  de  Abril  de  1858, 
-en  el  que  el  primero  dijo  que  era  conocido  por  D.  Ensebio 
Alejo,  pues  de  muy  chico  se  le  había  dado  aquel  nombre :  hi- 
-cieron  declaración  de  los  bienes  que  poseían,  y  de  que  no  te- 
nian  hijos  :  se  nombraron  respectivamente  albaceas  en  primer 
lugar,  y  en  segundo  á  D.  Juan  Rodríguez  y  González  ,  y  se 
instituyeron  recíprocamente  herederos ;  disponiendo  que  por 
fallecimiento  de  ¿mbos  heredasen  por  línea  de  parentesco  sus 
sobrinos ,  que  eran  los  Rodríguez  por  el  marido  y  los  Marti'-* 
nez  por  la  mujer,  mejorando  h  los  Rodríguez  con  500  pesos; 
ordenando,  por  último,  que  al  fallecimiento  de  uno  de  ellos  se 
tasasen  los  bienes  extrajudicíalmente  por  los  tasadores  Don 
Agustín  y  D.  Ramón  de  Sotolongo,  á  fin  de  que  se  supiera  & 
-cuánto  ascendía  el  caudal,  y  pudiera  conservarlo  el  que  que  - 
dase  en  vida  y  heredarlo  los  mencionados  sobrinos,  siendo  en 
perjuicio  de  estos  el  demérito  ó  rebaja  que  se  causase; 

Resultando  que  D.  Valerio  González  Rico  falleció  en  30  de 
-Junio  de  1858,  y  que  promovido  el  juicio  de  testamentaria,  se 
sobreseyó  en  él  por  haber  aceptado  Doña  Mercedes  Martínez 
la  herencia  con  las  responsabilidades  que  la  afectaban  ;  y  que 
-ésta  falleció  en  6  de  Agosto  de  1859  bajo  el  indicado  testa- 
mento y  un  codicilo  en  el  que  ratificó  las  disposiciones  del 
mismo  ,  nombrando  albaceas  á  D.  Francisco  Mañalich  y  Don 
Juan  Rodríguez  y  González: 

Resultando  que  Doña  Simona  y  D.  Marcelo  Martínez  ,  en 
concepto  de  sobrinos  que  justificaron  ser  de  los  testadores, 
promovieron  el  juicio  necesario  de  testamentaría,  que  se  tuvo 
por  prevenido  en  16  de  Setiembre  de  1869  ,  mandándose  citar 
X  to'los  los  interesados,  entendiéndose  respecto  de  los  ausen- 
tes con  el  Promotor  fiscal  del  Juzgado,  y  proceder  á  la  ocu- 
pación de  bienes  y  papeles  y  demás  diligencias  necesarias  ;  y 
que  practicado  el  inventarío  con  presencia  de  varios  de  los 
herederos  y  algún  acreedqr  de  Doña  Mercedes  Martínez  ,  se 
nombró  depositario  al  albacea  D.  Francisco  Mañalich: 

Resultando  que  en  12  del  siguiente  mes  de  Octubre  D.  Ge- 
naro, D.  Narciso ,  D.  Rosario  y  D.  Joaquín  Rodríguez  y  Don 
Antonio  Frías  otorgaron  poder  al  Licenciado  D.  Pedro  Anto- 
nio Becerra,  general  para  todos  sus  pleitos  y  causas ,  y  con 
-especialidad  para  que  lo  representase  en  la  testamentaria  de 
D.  Valerio  González,  conocido  por  D.  Eusebio  Alejo,  por  todos 
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8US  trámites  hasta  su  conclusión,  promover  inventarios  ,  tasa- 
ciones, adjudicaciones,  cuentas  juradas  de  división  y  partición^ 
que  aprobaría  si  las  encontrase  arregladas  al  tenor  de  las  ins- 
trucciones que  le  tenian  comunicadas,  para  todo  lo  cual  prac- 
ticaría cuantas  diligencias  fuesen  necesarias  ,  sin  eíxceptuar 
ninguna;  de  suerte  que  por  falta  de  poder  no  dejase  de  obrar 
cuanto  concerniera,  con  facultad  de  transigir,  protestar,  ratifi- 
car, hacer  posiciones,  asistir  á  juicios  de  paz,  verbales,  de  or- 
denanza y  juntas,  y  provocarlos,  interponer  los  recursos  ordi- 
naríos  y  extraordinarios  que  estimase  oportunos  y  separarse 
de  ellos,  enjuiciar,  jurar  y  sustituir,  revocar  sustitutos  y  nom- 
brar otros  con  relevación  en  forma: 

Resultando  que  personado  en  autos  el  Procurador  D.  Eduar- 
do Cayetano  Martínez  ,  con  presentación  del  mencionado  po- 
der sustituido  á  su  favor  á  nombre  de  los  otorgantes  de  él,  y 
personados  otros  varios  sobrinos  de  los  testadores,  convoca- 
dos á  junta,  ratificaron  en  ella  el  nombramiento  de  albacea  y 
administrador  de  bienes  de  D.  Francisco  Mañalich;  y  que  por 
auto  de  28  de  Marzo  de  1870,  considerando  que  prevenido  el 
juicio  de  testamentaría  por  hallarse  ausentes  algunos  de  los 
herederos  y  ser  otros  ignorados  ,  y  practicadas  las  diligencias 
precisas  para  la  seguridad  de  los  bienes,  debia  acomodarse  al 
de  testamentaría  voluntaria,  mandó  convocar  por  edictos  á  todos 
los  que  llevando  el  apellido  de  Rodríguez  ó  Martínez  fueran 
sobrinos  de  los  citados  testadores,  á  fin  de  que  comparecieran^ 
acumulándose  á  aquella  testamentaría  la  de  D.  Valerio  González: 

Resultando  que  formada  pieza  separada  para  deslindar  el 
parentesco  de  los  presentados,  fueron  convocados  á  junta  y  al 
Promotor  fiscal,  que  se  verificó  «en  23  de  Marzo  de  1871,  dic- 
tándose sentencia  en  15  de  Abril  siguiente  ,  en  la  que  fueron 
declarados  únicos  herederos  de  D.  Valerio  González  Rico  y  de 
su  mujer  sus  sobrinos,  hijos  de  sus  hermanos ,  D.  Juan  José, 
D.  José  Joaquín  ,  D.  José  Rosario  y  D.  Narciso  Rodríguez  y 
González,  y  Doña  Ana,  D.  Marcelo  ,  D.  Tomás,  D.  Domingo, 
D.  Mateo,  Doña  Lucía,  D.  José  Manuel,  D.  Simeón,  Doña  Ele- 
na, D.  Francisco,  D.  Mariano  y  D.  Miguel  Martínez ,  sin  per- 
juicio de  tercero: 

Resultando  que  en  20  de  Febrero  de  1870  practicó  Don 
Agustín  Sotolongo  la  tasación  de  los  bienes  de  ambos  testa- 
dores, como  encargado  para  ello  en  su  testamento  mancomu- 
nado, habiéndolo  verificado  en  unión  de  los  herederos  que  ex- 
presó, y  entre  ellos  D.  José  del  Rosario  Rodríguez,  y  valuando 
el  potrero  titulado  Alegría  con  sus  fábricas  y  muebles  «| 
45.095  escudos;  y  que  pedido  por  los  Procuradores  de  loa  hflh 
rederos  que  se  aprobase  y  pasase  el  juicio  al  tercer  periodOi  d  • 
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Juez  denegro  esta  pretensión  mientras  no  se  cumpliera  en  todas 
sus  partes  lo  ordenado  en  providencia  de  28  de  Marzo: 

Resultando  que  verificada  la  acumulación  de  las  testamen- 
tarías, el  administrador  de  los  bienes  puso  en  conocimiento 
del  Juzgado  que  se  hacian  necesarios  varios  reparos  que  im- 
portaban unos  2.000  escudos:  que  varios  arrendatarios  adeu-* 
daban  cantidades  que  no  querían  pagar  por  ser  parientes  de 
los  testadores  y  creerse  con  derecho  á  la  herencia, ;  que  otros 
pretendían  que  se  les  rebajase  la  renta: 

Resultando  que  convocados  los  herederos  á  junta  para 
acordar  lo  conveniente  ,  se  celebró  en  g  de  Febrero  de  1871, 
con  asistencia  del  administrador-depositario  de  los  bienes,  el 
Procurador  de  los  herederos  presentados  nombrados  Martínez 
y  de  D.  Juan  Rodrignez  Rico  y  el  Procurador  de  los  otros 
herederos,  apellidado  Rodriguez,  todos  con  sus  respectivos 
Abogados,  y  acordaron  unánimemente  el  remate  de  los  bienes 
en  el  orden  y  forma  legales ,  suplicando  al  Juzgado  que  se 
sirviera  disponerlo  así  por  no  haber  otros  recursos  con  que  auxi- 
liar los  intereses  comunales;  con  lo  cual  se  excusada  los  gastos 
de  reparación,  que  habían  de  ser  estériles  en  atención  á  que 
4  la  primera  gestión  de  cualquiera  acreedor  habría  de  optar 
por  la  venta  judicial  para  satisfacerla,  y  ya  quedaba  propuesta 
en  beneficio  de  las  partes: 

Resultando  que  por  auto  del  siguiente  9  se  aprobó  el  cita- 
do acuerdo  ,  mandándose  en  su  virtud  proceder  á  la  subasta 
de  todos  los  bienes  inventariados  y  tasados  en  el  término  de 
veinte  días,  con  arreglo  al  pliego  de  condiciones  que  presen- 
tarían las  partes: 

Resultando  que  los  representantes  de  todos  los  herederos  lo 
presentaron  en  efecto,  estableciendo  que  el  precio  fuera  el  valor 
integro  de  la  tasación ,  qué  habían  de  pagarse  al  contado  las 
costas  y  derechos  fiscales  ,  no  dándose  posesión  de  los  bienes 
mientras  no  estuvieran  satisfechos :  que  la  finca  quedaría  hi- 
potecada M  pago  de  los  plazos ,  y  que  el  rematante  se  some- 
tería á  aquella  jurisdicción: 

Resultando  que  anunciado  el  remate  por  edictos  que  se 
insertaron  en  las  Gacetas  de  los  días  4,  5  y  7  de  Marzo, 
fijándose  además  en  los  sitios  de  costumbre ,  tuvo  lugar  en 
el  dia  10,  con  asistencia  de  los  Procuradores  representantes  de 
los  herederoa  y  del  administrador  de  bienes  ;  y  habiéndose 
presentado  D.  Gregorio  Molinet,  ofreció  el  precio  de  la  tasa- 
ción y  100  escudos  más ,  rebajándose  el  importe  de  la  caba- 
llería y  cuarto  de  tierra  que  constaba  legado,  y  también  las 
faltas  y  desperfectos  que  hubiere  á  juicio  de  peritos ,  recono- 
ciendo el  importe  de  los  censos ,  satisfaciendo  k  la  Hacienda 
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los  derechos  de  hipoteca,  dando  400  escudos  para  costas  &. 
pagar  tan  lue^  como  estuviesen  tasadas,  todo  por  oueata  del 
precio  ofrecido,  y  qI  resto,  si  le  hubiere,  en  plazos  de  á  1.000> 
escudos  anuales,  libre  para  el  rematante  de  todo  gasto  y  coa- 
tas por  la  entrega  de  la  finca  y  otros  conceptos,  obligándose' 
á  todas  las  condiciones  del  pliego  de  remate ;  y  que  admitidia 
la  proposición  y  no  habiendo  quién  la  mejorase  ,  quedó  cele* 
brado  el  remate  á  favor  de  D.  Gregorio  Molinet,  que  manifesté 
lo  hacia  para  si  y  para  D.  Agustín  de  Sotolongo,  por  mitad, 
que  presente  al  acto  ,  se  obligó  igualmente  á  cumplir  con  las 
condicionea  del  remate: 

Resultando  que  D.  José  del  Rosario  Rodríguez ,    heredero 
de  D.  Valerio  González,  presentó  en  20  de  dicho  mes  de  Abril 
el  escrito  que  dio   lugar  á  la  cuestión  actual ,  solicitando  que 
se  declarase  nulo  el  acuerdo  de  8  de  Febrero  de  1871  en  auto 
4{)robatorio  y  todas  sus  consecuencias  ,   reponiendo  el  juicio 
ei)  esta  parte  al  estado  que  entonces  tenia  para  tratarse  como 
correspondía  lo  que  fuera  procedente  y  de  justicia;  pretensión 
que  fundó  en   que  considerado   abintestato  el  fallecimiento  de 
D.  Valerio  y  su  mujer  en  cuanto  á  la  institución  de  heredero, 
habia  sido  parte  en  él  el  Promotor  fiscal,  y  la  venta  se    había 
promovido  por  los  presuntos  herederos  y  aprobado  por  el  Juz- 
gado sin  citación  ni  audiencia  de  aquel:  que  prohibida  por  el 
artículo  397  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  la  enajenación 
(le  los  bienes  inventariados   con  solas  las  excepciones  que  el 
mismo  indicaba,  debió  acreditarse  la  necesidad  con  citación  de 
las  partes  legítimas  y  no  se  hizo ;  acordándose  y  llevándose  & 
cabo   la  venta  de  todos  los  bienes  ,  cuando   bastaba  con  un» 
parte :  que   llevado   á  cabo  el   remate  sirviendo   de  base  un 
avalúo   imperfecto    y  extemporáneo,  hecho  por  un  perito  no 
elegido  ni  aceptado  por  el  Promotor  fiscal ,  se  contravino  al 
mismo   artículo   ya   citado  ,  siendo   por  consiguiente   nulo  el 
acuerdo:  que  aun  en   el  supuesto  de  que  los  presuntos  here- 
deros hubieran  podido  acordar  y  llevar  adelante  la  venta,  ésta 
se  habia   acordado   por  sus  apoderados  en  el  juicio  ,  sin  sus 
instrucciones  y  sin  conocimiento  de  la  mayor  parte  y  con  ex- 
tralimitacion  de  sus  facultades,  pues  en  el  poder  del  incidente 
sobre  presentación,  de  herederos  no  se   facultaba  al  apoderado 
para  pedir  ni  acordar  la  venta,  y  habiéndolo  hecho,  era  quto 
y  sin  valor:  que  no  habiéndose  hecho  hasta  entonces  la  com- 
petente declaración  de  heredero  en  su  favor  no  era  parte  en  el 
juicio  ni  podia  interponer  recurso  alguno  contra  las  provideiir 
cias  dictadas,  por  no  tener  representación  legal;  y  que  siendo 
el  acuerdo  aludido  en   auto  aprobatorio,  y  sus  couseeuendill 
contrarias  á  las  leyes  indicadas,  tanto  adjetivas  como  sastaoliii- 
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vas,  no  erau  valederos  el  udo  ni  el  otro  dí  sus  consecueucias, 
al  tenor  de  la  ley  12,  tit.  22,  Partida  3.*: 

Resultando  que  convocados  á  junta  los  herederos,  el  depo- 
sitario y  el  rematante  manifestaron  que  no  podian  adherirse 
ár  la  solicitud  de  aquel,  y  que  habiéndoseles  conferido  trasla- 
do f  los  Procuradores  lo  evacuaron  manifestando  que  hablan 
pedido  instrucciones  á  sus  representados:  que  el  heredero  de 
I>.  Juan  Rodríguez  estaba  y  pasaba  por  lo  que  acordase  la 
mayoría:  que  D.  Manuel  Martínez  se  separaba  de  toda  inter- 
vención en  el  juicio,  por  haber  cedido  sus  derechos  á  su  her- 
mano D.  Simón,  y  que  los  demás  herederos  Martinez  y  el  he- 
redero D.  Joaquin  Rodrig'uez  no  habian  contestado ,  por  lo 
cual  se  abstenian  de  formular  oposición  á  la  demanda  ni  de 
prestar  conformidad  á  ella;  pero  como  el  heredero  D.  Narciso 
Bodrígnez  les  habia  dado  órdenes  terminantes  para  que  la  re- 
chazaran y  sostuvieran  la  validez  del  remate,  alegraron  que  Don 
José  Rosario  Rodríguez  pidió ,  asistió  y  aprobó  el  remate,  y  que 
cumplidas  por  los  rematantes  sus  obligaciones  respectivas  esta- 
ba Rodríguez  en  el  caso  de  cumplir  las  suyas ;  y  que  el  poder 
que  habia  otorgado  y  con  el  cual  se  dedujo  la  demanda  de  nu- 
lidad; era  ineficaz,  por  carecer  de  la  cláusula  necesaria  para  ello: 

Resultando  que  citados  para  el  juicio  los  demandantes,  Don 
Gregorio  Molinet  manifestó  al  serlo,  que  no  habiendo  sido  su 
ánimo  comprar  pleitos  no  se  creia  en  el  caso  de  mezclarse  en 
una  cuestión  á  que  ni  él  ni  su  socio  habian  dado  motivo ,  por 
lo'cual  suplicaba  al  Juzgado  que  dictase  la  providencia  que 
correspondiera  en  justicia ,  no  pudiendo  menos  de  decir  que 
le  sorprendía  que  el  heredero  D.  José  Rosario  Rodriguez  con- 
tinuase sosteniendo  la  cuestión  de  nulidad  del  remate  ,  cuando 
en  20  de  Mayo  de  aquel  año  habia  enajenado  á  D.  Felipe  Pé- 
rez la  parte  de  herencia  que  le  correspondía  : 

Resultando  que  acusada  la  rebeldía  á  los  rematantes  y  re- 
cibido el  pleito  A  prueba,  en  cuyo  término  se  puso  testimonio 
de  la  escritura  de  venta  ó  cesión  referida,  dictó  sentencia  el 
Juez  de  primera  instancia,  declarando  no  haber  lugar  á  la  nu- 
lidad solicitada  por  D.  José  Rosario  Rodriguez,  mandando  que 
luego  que  aquella  sentencia,  que  se  notificaria  en  persona  á. 
D.  Felipe  Pérez,  causara  ejecutoria,  se  llevara  á  efecto  la  for- 
mación de  la  escritura  á  los  rematantes  de  la  finca,  poniéndo- 
les en  posesión  de  la  misma  en  los  términos  solicitados: 

Resultando  que  remitidos  los  autos  á  la  Audiencia  de  la 
Habana  en  virtud  de  la  apelación  que  D.  Felipe  Pérez  inter- 
puso, se  personó  en  la  segunda  instancia  D.  Agustín  de  Soto-- 
longo,  que  adqniríó  de  D.  Gregorio  Molinet  la  acción  y  derecho 
que  correspondía  ¿  éste  en  virtud  del  remate ,  y  que  la  Sala 
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de  lo  civil  dictó  sentencia  en  21  de  Abril  de  1873,  confirmando 
con  las  costas  la  apelada: 

Resultando  que  D.  Felipe  Pérez  interpuso  recurso  de  casa* 
clon,  citando  al  interponerlo  y  después  en  tiempo  oportuno  en 
este  Supremo  Tribunal  como  infringidos: 

1.**  Los  artículos  367  y  418  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
civil,  que  dan  al  Promotor  fiscal  la  representación  de  los  he- 
rederos ausentes  ó  ignorados,  puesto  que  en  este  caso  se  pres* 
cindió  de  su  intervención,  y  la  venta  se  acordó  hasta  por  in- 
dividuos que  no  hablan  sido  declarados  herederos. 

2.**  Los  artículos  503  y  397  de  dicha  ley ,  puesto  que  el  pri- 
mero dice  que  respecto  á  subastas,  enajenaciones,  etc.,  las  tes- 
tamentarías se  rijan  por  lo  dispuesto  para  el  abintestató;  y  el 
segundo  prohibe  la  venta  de  los  bienes  inventariados  con  sólo  las 
excepciones  que  marca,  y  aquí  se  habían  enajenado  todos  los 
bienes. 

3.°  Los  artículos  503  y  392  de  la  misma  ley,  porque  el 
primero  se  refiere  al  segundo,  y  en  éste  se  manda  que  la  su- 
basta sea  por  un  mes,  y  en  este  caso  se  había  dispuesto  que 
fuera  por  veinte  días. 

4.^  Los  artículos  479  al  491  de  la  expresada  ley,  que  de- 
termina que  en  esta  clase  de  juicios  lo  que  se  practican  son  ad- 
judicaciones de  bienes,  y  no  remates,  y  aquí  se  había  hecho 
precisamente  lo  contrario. 

5.^  El  art.  492  de  la  misma  ley,  qué  concede  sólo  á  los  in- 
teresados separarse  del  seguimiento  del  juicio  y  tomar  16s 
acuerdos  que  tuvieran  por  conveniente,  y  en  este  asunto  los 
que  no  eran  interesados ,  puesto  que  luego  no  se  les  declaró 
herederos,  hicieron  el  acuerdo  de  la  venta,  mientras  que  ai 
Promotor  fiscal,  que  era  representante  legítimo  de  interesados, 
ni  siquiera  se  le  citó: 

6^  La  ley  12,  tít.  22,  Partida  3.*,  según  la  cual  todo  lo 
practicado  siendo  contrario  á  la  ley  es  nulo;  y  la  19,  tlt.  5,* 
de  la  misma  Partida ,  porque  según  ella  es  nula  la  enajena* 
cion  acordada,  toda  vez  que  el  apoderado  no  tenía  facultad 
para  acordarla  estándolo  únicamente  para  adjudicación,  lo  cual 
excluía  la  venta  ó  remate,  con  tanto  más  motivo  cuanto  que 
las  facultades  generales  que  contenia  el  poder  para  practicar 
cuantas  diligencias  fueran  necesarias,  no  podrían  referirse  más 
que  á  llevar  á  efecto  las  cláusulas  del  poder  y  no  á  otra  cosa 
para  que  no  estuviera  por  el  mismo  facultado. 

7.^  La  regla  4.^  del  auto  acordado  de  aquella  Audiencia  de 
2  de  Febrero  de  1855,  aprobado  por  Real  orden  de  19  de  AglNH 
to  siguiente,  que  previene  que  no  se  paguen  costas  haste  IM 
terminación  del  juicio  y  que  se  reduzcan  á  la  décima  piVtt 
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^I  caudal  hereditario,  y  en  este  ca.iso  no  sólo  se  sujetaron  á  la 
décima,  sino  que  todo  ei  haber  líquido  se  convertía  en  costas, 
no  habiéndose  separado  tampoco  á  la  cuenta  divisoria. 

Y  8.*^  Las  leyes  13,  tlt.  22  de  la  Partida  3.*,  y  32,  tít.  34 
-de  la  Partida  7.*,  referentes  á  la  eficacia  de  la  cosa  juzgada, 
puesto  que  al  adoptarse  el  acuerdo  de  la  junta  de  8  de  Febrero 
de  1871  y  al  dictarse  el  auto  aprobatorio  del  dia  inmediato, 
se  marchó  abiertamente  contra  lo  establecido  en  el  auto  de  28 
de  Marzo  de  1870,  en  la  providencia  de  29  de  dicho  mes  y  en 
el  auto  de  4  de  Abril  inmediato. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D,  Juan  Cano  Manuel. 

Considerando  que  el  poder  general  otorgado  por  D.  José 
Rosario  Rodríguez  al  Licenciado  Becerra,  y  sustituido  des- 
pués, le  autoriza  para  representarle  en  la  testamentarla  de  que 
ae  trata  sin  restricción  alguna,  y  hasta  para  transigir;  y  es 
tan  amplio,  que  comprende  cuantos  actos  y  diligencias  sean 
necesarias  para  evacuar  su  cometido  en  términos  qne  por /alta 
de  poder  no  deje  el  apoderado  de  obrar  cuanto  concierna: 

Considerando  que  en  su  virtud  el  Procurador  en  quien  se 
sustituyó  acordó  en  nombre  de  su  poderdante  válidamente  y 
usando  de  la  facultad  que  concede  el  art.  492  de  la  Ley  de 
Bnjuiciamiento  civil  lo  que  tuvo  por  conveniente  en  unión  di 
los  demás  que  celebraron  la  junta  de  8  de  Febrero  de  1871: 

Considerando  que  este  acuerdo  fué  aprobado  y  ratificado 
con  el  hecho  de  haber  presentado  los  representantes  de  todos 
lo&  herederos  en  14  del  mismo  mes  el  pliego  de  condiciones 
bajo  el  cual  se  habia  de  hacer  el  remate ;  y  que  por  lo  tanto 
no  han  sido  infringidas  las  leyes  12,  tít.  22,  Partida  3.*,  y 
la  19,  tít.  5.^  Partida  3.^ 

Considerando  que  la  no  intervención  del  Promotor  fiscal  en 
este  acuerdo,  aun  suponiendo  que  fuese  necesaria  para  repre- 
sentar á  los  herederos  ausentes  existiendo  otros  reconocidos 
por  tales  y  que  habian  promovido  el  juicio  de  testamentaría, 
podría  en  todo  evento  constituir  una  infracción  de  forma  en 
el  procedimiento  por  la  falta  de  citación  de  aquel  funcionario, 
mas  no  servir  de  fundamento  k  la  casación  en  el  fondo,  pres- 
cindiendo de  haber  sido  alegada  por  un  interesado  que  consin- 
tió el  procedimiento  sin  hacer  reclamación  alguna: 

Considerando  que  tampoco  es  atendible  la  infracción  que 
se  alega  de  la  eficacia  de  la  cosa  juzgada,  porque  esta  se  re- 
fiere á  una  sentencia  definitiva  y  ejecutoria  y  no  á  autos  que 
pueden  ser  modificados  por  su  índole  en  el  progreso  del  juicio, 
mucho  más  cuando  la  acumulación  que  se  manda  en  las  an- 
teriores providencias  habia  quedado  cumplida: 

Considerando  que  la  prohibición  de  pagar  costas  hasta  la 
II.-.1.*y3/  31 


SSNTSNCIAB  DB  1875.  483 


bu- 


NcM.  95. 


ADMISIÓN.— SALA  PRIMERA. 


^  KKsioN  DB  SUBASTA  DB  ciBBTA  FINCA. — Auto  de  20  de  No- 
viembre, declarando  no  haber  Ingar  á  la  admisión  del  re- 
corso  de  casación  interpuesto  por  Doña  María  de  los  Des- 
amorados Ortiz  contra  la  pronunciada  por  la  Audiencia  lie 
;   Sevilla,  en  pleito  con  D.  Antonio  Carbonell. 

En  sus  coNsmBBANuos  se  establece: 

Que  el  recurso  de  casación  en  los  negocios  civiles  se  da 
tmUra  las  sentencias  definitivas  pronunciaaas  por  las  A  udien-" 
0M#,  entendiéndose  por  tales  las  designadas  en  el  art.  3.^  de  ¡a 
JLey  provisional  sobre '  reforma  de  la  casación  civil. 

En  el  recurso  de  casación  en  el  fondo  interpuesto  por  Doüa 
Haría  de  los  Desamparados  Ortiz  eti  autos  con  D.  Antonio  Car- 
bonell, sobre  suspensión  de  subasta  de  cierta  finca,  ha  dictado 
la  Sala  primera  el  auto  del  tenor  sig-uiente: 

Resultando  que  D.  Antonio  Carbonell  promovió  expediente 
pibemativo  de  apremio  contra  D.  Ventura  Granados  en  de- 
oumda  da  cierta  cantidad,  descubierto  que  aparecía  contra 
iqnel  en  la  cobranza  de  la  contribución  territorial  é  industrial, 
le  la  que  Granados  habia  estado  encargado  como  delegado  de 
Sarbonelly  recaudador  general  de  la  provincia  de  Córdoba: 

Resultando  que  en  curso  el  procedimiento  de  apremio  y 
tnunciada  la  subasta  de  dos  casas  hipotecadas  al  CarboneU 
¡Kyr  Doña  María  de  los  Desamparados  Ortiz ,  esposa  de  Grána- 
los, ocurrió  el  fallecimiento  de  éste,  y  aquella  interpuso  de- 
nanda  ante  el  Juez  de  primera  instancia  de  Aguilar,  preten- 
Uendo  .la  suspensión  de  la  subasta  y  la  declaración  en  su  día 
le  la  ejecución  entablada ,  por  no  haberse  incoado  y  seguido 
mte  el  Tribunal  competente: 

Resultando  que  conferido  traslado  de  la  demanda,  por  no 
laber  sido  contestado  se  acusó  en  tiempo  la  rebeldía  á  Don 
Lntonio  Carbonell,  el  que  después  en  el  escrito  de  súplica  so- 
icitó  que  se  desestimara  la  demanda  y  se  declarase  que  no 
labia  habia  méritos  para  admitirla,  y  que  el  Juzgado  no  tenia 
nrisdíccion  para  resolver  acerca  de  la  validez  ó  nulidad  del 


481  •  TBIBUNAL  8UPRBM0. 

expediente  guberuativo  de  apremio  que  se  seguia  á  ÍDStai^K.Cia 
de  Carbonell  contra  Granados  y  las  fincas  hipotecadas: 

Resultando  que  seguido  el  juicio  por  sus  trámites,  la  S  ¿ila 
de  lo  civil  de  la  Audien'íia  de  Sevilla  por  sentencia  de  18  de 
Junio  último,  revocatoria  de  la  del  Juez  de  primera  instant?i»> 
declaró  que  éste  no  había  tenido"  com'petencia  para  conocer  d^ 
la  nulidad  del  expediente  incoado  ante  la  Administración  ecc^" 
nómica  por  D.  Antonio  Carbonell  contra  D.  Ventura  Granad^-^^ 
y  su  mujer  Doña  María  de  los  Desamparados  Ortiz,  k  quien 
condenaba  en  las  costas  de  primera  instancia,  dejando  si 
efecto  la  suspensión  acordada:  ^^    .^ 

Y  resultando'  que  Doña  María  de  los  Desamparados  Otí0-   ^ 
interpuso  ante  este  Tribunal  Supremo  recurso  de  casación  po^^^- 
conceptuar  infringidas  las  disposiciones  legales  y  los  princi  ^ 
pios  de  derecho  que  cita. 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Joaquín  Ruiz  Cañábate  ^^^,* 

Considerando  que  el  recurso  casación  en  los  negocios  civi-    ^  ^" 
Íes  se  da  contra  las  sentencias  definitivas  pronunciadas  por  h 
Audienoias,  entendiéndose  por  tales  las  designadas  en  el 
tículo  3.^  de  Ley  provisional  sobre  reforma  de  la  casacioií^ -^^^ 
civil: 

Considerando  que  la  pronunciada  en  estos  autos  por  la  SaU  -X^-I* 
de  lo  civil  de  lá  Audiencia  de  Sevilla,  y  que  es  objeto  del  pre 
-senté  recurso,  no  tiene  el  carácter  de  definitiva  para  los 
tos  del  mismo,  porque  al  declarar  que  el  Juzgado  de  primer^Mcrs 
instancia  de  Aguilar  uo  tiene  competencia  para  conocer  de 
nulidad  del  expediente  de  que  se  trata  y  mandar  se  alce 
suspensión  de  la  subasta,  resuelve  la  cuestión  de  forma,  y 
consiguiente  no  pone  ormino  al  juicio  ni  impide  su  conl 
nuacion; 

Wo  há  lugar,  con  las  costas,  á  la  admisión  del  recurso  ■ — ^e 
casación  interpuesto  por  Doña  María  de  los  Desan)pa]*aáss.as 
Ortiz. 

Madrid  20  de  Noviembre  de  1875.==Juan  González  Ace^^^e- 
dü.=José  María  Cáoeres.=Laureano  de  Arrieta.=s=:Juan  Otm  vo 
-Manuel. =sBenito  de  ülloa  y  Rey.=«Licenciado  Mariano  Fernán,  u- 
dez  García. ^=»Rogelio  González  Montes,  Escribano  de  Ckmm^eá. 
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calSacion  por  infracción  de  ley.— sala  primera. 


Rbivindic  ACIÓN  DB  UN  TERRENO.— Scnteiicia  de  23  de  Noviero - 
bre,  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  in- 
terpuesto por  Doña  Joaauina  Orcasitas  contra  la  pronun- 
ciada por  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  este  distrito, 
en  pleito  con  D.  Juan  Cudero,  como  marico  de  Catalina  de 
la  Paz  Rodríguez. 

En  sus  CONSIDERANDOS  sc  cstablcce: 

Que  no  puede  decirse  que  han  sido  infringidas  por  una 
sentencia  leyes  ni  doctri'iías  que  no  tienen  aplicación  al  caso 
de  autos. 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  23  de  Noviem'bre  de  1875, 
en  los  autos  seguidos  en  el  Juzgado-  de  primera  instaueia  del 
distrito  del  Hospital  de  esta  capital  y  ea  la  Sala  segunda  de 
la  Audiencia  del  territorio  por  D.  Juan  Cudero ,  como  marido 
de  Catalina  de  la  Paz  Rodríguez,  con  Doña  Joaquina  Orcasi- 
tas, sobre  la  reivindicación  de  un  terreno;  autos  que  penden 
ante  Nos,  en  virtud  de  recurso  de  casación  interpuesto  por  la 
demandada  contra  la  sentencia  que  en  11  de  Junio  de  1874 
dictó  la  referida  Sala: 

Resultando  que  en  7  de  Octubre  de  1852  otorgó  testamen- 
to D.  Celestino  Oliva,  marido  de  Eugenia  Águila ,  por  el  que 
legó  á  Catalina  Rodríguez,  soltera,  la  hija  de  Ana  Rodriguez. 
ao  consocia,  2.000  r.s.  que  se  le  entregarían  en  metálico  cuan- 
do tomase  estado ;  y  en  el  remanente  de  sus  bienes  instituyó 
por  su  único  y  universal  heredero  á  su  hijo  y  de  su  citada 
mv^er,  Martin  Oliva: 

Resultando  que  practicado  el  inventario  y  avalúo  de  los 
bienes  dejados  por  el  D.  Celestino  Oliva,  se  comprendió  en  él 
la  mitad  del  valor  de  una  tierra  de  cuatro  fanegas  de  cabida, 
ea  la  que  se  encuentra  una  cueva  para  conservar  vino ,  cuyo 
total  valor  ascendía  á  4.000  rs.:  que  hecha  la  partición  de  bie- 
nes, se  adjudicó  á  Catalina  Rodríguez  por  la  manda  que  la 
Uso  Celestino  Oliva,  para  cuando  tomase  estado,  y  que  era  lo 
ánioo  que  cabía  en  el  quinto  de  los  bienes  de  aquel,  la  canti- 
dad de  1.896  rs.  13  mrs.,  consignándoselos  en  el  valor  de  las 
§M  fanegas^  de  tierra  próximas  á  las  casas  de  este  caudal,  que 
k  Ve  hallaban  tasadas  en  2.000  rs.,  quedando  adjudicado  lo  de- 
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mas  al  menor  Martin  Oliva:  que  por  auto  dictado  por  el  Juez 
de  Alcalá  de  Henares  en  4  de  Febrero  de  1854  se  aprobaron 
dichas  operaciones;  y  en  15  de  Junio  de  1869  fué  inscrita  en 
el  Registro  de  la  propiedad  la  adjudicación  de  la  mitad  de  la 
expresada  tierra  en  pag'o  del  le^^ado  de  la  Catalina  Rodríguez, 
expre;3áudose  á  continuación  por  nota  que  según  escritura  pre- 
sentada por  Juan  Cudero  como  marido  de  la  Catalina  Rodrí- 
guez, los  linderos  de  la  tierra  á  que  se  refiere  la  iuscripciou 
son:  al  Norte  con  barranco  del  Calero;  Oriente  tierras  que 
pertenecieron  á  las  religiosas  de  la  Concepción  Jerónima  de 
Madrid;  Mediodía  carretera  general  de  Aragón,  y  Poniente 
tierra  que  labraba  antes  Losada: 

Resultando  que  Doña  Eugenia  del  Águila  ,  viuda  de  Don 
Celestino  Oliva,  otorgó  escritura,  por  la  que  por  sí  y  en  nom- 
bre de  su  hijo  ausente  Martin  Oliva,   vendió  á  D.  José  de  la 
Quintana  la  parte  que  fué  adjudicada  á  su  citado  hijo ,  como 
resto  de  las  dos  fauegas  de  tierra  próximas  á  las  dos  casas; 
r.^firieudo  eu  el  propio  contrato  que  esta  porciou  adjudicada 
consistió  en  los  103  rs.  21  mrs.,  resto  de  los  2.000  rs.  en  que 
fueron  tasadas  aquellas,  aplicándose  lo  demás  á  la  manda  que 
ru  su  testamento  hizo  el  Celestino   Oliva  á  Catalina  Rodri* 
guez ;  y  por  otra  escritura  de  30  de  Noviembre  de  1855  Don 
.losé  de  la  Quintana  y  Ana  Rodríguez  vendieron  á  D. 
Bernardo,  marido  que  fué  de  Dona  Joaquina  Orcasitas,  y  és 
compró  por  precio  cierto,  la  tierra  de  cuatro  fanegas  y 
que  en  la  misma  hay  construidas,  sita  en  término  de  Canilla* 
y  sitio  llamado  el  puente  de  la  venta  del  Espíritu  Santo,  ase 
gurando  los   vendedores  que  les   correspondía  en   pleno  d 
Liinío: 

Resultando  que  Juan  Cudero,  á  nombre  de  su  consorte  C 
talina  de  la  Paz  ,  dedujo  demanda   para   que  se   condenase        ¿ 
Doña  Joaquina  Orcasitas  á  que  en  término  de  tercero  dia  d       e- 
j:Lse  libres  y  á  su  disposición  las  dos  obradas  de  tierra  deslí      n- 
dadas,  sitas  en  el  puente  de  la  venta  del  Espíritu  Santo ,  IK^a- 
mado  hoy  de  la  Amistad,  con  excepcibn  de  lo  que  le  corr*i3s- 
I)onda  por  los  103  rs.  21  mrs.  que  de  la  misma  legítiiname~z.ite 
compró ,  con  los  frutos  y  rentas  percibidos  desde  su  injuL  s^ta 
detentación,  ó  por  lo  menos  de  las  que  pertenezcan  desde  <jue 
la  demandante  mudó  de  estado,  con  las  costas  del  juicio;  á  cu/o 
efecto,  haciendo  uso  de  la  acción' reivindicatoría,  y  después  de 
liacer  mérito  de  los  antecedentes  relacionados ,  expuso  que  /i 
demandante  Catalina  Rodríguez  es  la  misma  que  Ana  Rodrí- 
guez tenía  en  su  compañía ,  y   su  consocio  la  titulaba  hiJM, 
ignorando  ó  sabiendo  que  era  de  padres  desconocidos  y  sacwla 
por  ésta  de  la  Inclusa,  bajo  el  nombre  de  Catalina  de  la  hi, 
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ADMISIÓN.— SALA  PRIMERA. 


Suspensión  de  subasta  de  cierta  finca. — Auto  de  20  de  No- 
viembre, declarando  no  haber  lugar  á  la  admisión  del  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  Doña  María  de  los  De^* 
amparados  Ortiz  contra  la  pronunciada  por  la  Audiencia  de 
Sevilla,  en  pleito  con  D.  Antonio  Carbonell. 

En  sus  cONsiDBBANDos  SO  establoce: 

Que  el  recurso  de  casación  en  los  negocios  civiles  se  da 
contra  las  sentencias  definitivas  pronunciadas  por  las  A  udien-- 
eiasj  entendiéndose  por  tales  las  desinfladas  en  el  art.  3.*  de  la 
Zey  provisional  sobre' reforma  de  la  casación  civil. 

En  el  recurso  de  casación  en  el  fondo  interpuesto  por  Dona 
María  de  los  Desamparados  Ortiz  eb  autos  con  D.  Antonio  Car- 
bonell, sobre  suspensión  de  subasta  de  cierta  finca,  ha  dictado 
la  Sala  primera  el  auto  del  tenor  sig'uiente: 

Resultando  que  D.  Antonio  Carbonell  promovió  expediente 
gubernativo  de  apremio  contra  D.  Ventura  Granados  en  de- 
manda d0  cierta  cantidad,  descubierto  que  aparecía  contra 
aquel  en  la  cobranza  de  la  contribución  territorial  é  industrial, 
de  la  que  Granados  había  estado  encargado  como  delegado  de 
Carbonell,  recaudador  general  de  la  provincia  de  Córdoba: 

Resultando  que  en  curso  el  procedimiento  de  apremio  y 
anunciada  la  subasta  de  dos  casas  hipotecadas  al  CarboneU 
por  Doña  María  de  los  Desamparados  Ortiz ,  esposa  de  Grana- 
dos, ocurrió  el  fallecimiento  de  éste,  j  aquella  interpuso  de- 
manda ante  el  Juez  de  primera  instancia  de  Aguilar,  preten- 
diendo ^la  suspensión  de  la  subasta  y  la  declaración  en  su  día 
de  la  ejecución  entablada ,  por  no  haberse  incoado  y  seguido 
ante  el  Tribunal  competente: 

Resultando  que  conferido  traslado  de  la  demanda,  por  no 
haber  sido  contestado  se  acusó  en  tiempo  la  rebeldía  á  Don 
Antonio  Carbonell,  el  que  después  en  el  escrito  de  súplica  so- 
licitó que  se  desestimara  la  demanda  y  se  declarase  que  no 
habia  habia  méritos  para  admitirla,  y  que  el  Juzgado  no  tenia 
jurisdicción  para  resolver  acerca  de  la  validez  ó  nulidad  del 
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ñuca  libre  de  gravamen,  y  previa  entrega  del  precia,  se  puso 
al  comprador  en  posesión  del  predio,  anotándose  el  contrata 
en  la  antigua  Contaduría  de  Hipotecas  de  Canillas  en  Diciem- 
bre de  1855;  y,  por  último,  que  el  D.  Andrés  Bernardo  en* 
tro  en  posesión  de  las  cuatro  obradas  de  tierra  y  las  casas 
contiguas  á  ella,  disfrutándolas  sin  reclamación  alguna  basta 
que  por  su  muerte  vino  á  sucederle  su  esposa  Doña  Joaquina^ 
Orcasitas: 

Resultando  de  una  partida  sacramental,  cotejada  con  su 
matriz,  que  la  Catalina  de  la  Paz  contrajo  matrimonio  coa 
Juan  Cudero  en  17  de  Febrero  de  1866,  y  del  testimonio  de 
una  información,  que  es  conocida  con  los  dos  nombres  de  Ca- 
talina de  la  Paz  ó  Catalina  Rodríguez: 

Resultando  que  seguido  el  juicio  por  sus  trámites,  la  Sala 
segunda  de  la  Audiencia  por  sentencia  de  11  de  Juuio  de  1874^ 
confirmatoria  de  la  del  Juez  de  primera  instancia,  condenó  á 
Doña  Joaquina  Orcasitas  á  que  dentro  del  término  de  tercera 
dia  entregue  y  deje  á  la  libre  disposición  de  Catalina  de  la  Psa 
Rodríguez  y  su  marido  Juan  Cudero  las  dos  obradas  ó  fane- 
gas de  tierra  deslindados  en  la  demanda,  sitas  en  el  puente  de 
la  venta  del  E:ápíritu-Santo,  llamado  actualmente  de  la  Amis- 
tad, con  deducción  de  la  parte  que  en  las  mismas  la  corresponda 
por  los  103  rs.  21  mrs.  que  compró  legítimamente,  y  á  que 
pague  á  justa  regulación  los  frutos  y  rentas  percibidos  desde  . 
la  feciía  de  la  contestación  á  la  demanda,  sin  hacer  esp-.'cial 
condena  de  costas: 

Y  resultando  que  Doña  Joaquina  Orcasitas  interpuso  «nte 
este  Tribunal  Supremo  recurso  de  casación,  por  haberse  á  su 
juicio  infringido: 

1.**  La  ley  5.*,  tít.  33,  Partida  7.*,  que  previene  «cómo  s^ 
debe  desatar  la  dubda  cuando  acaesce  en  las  palabras  del  fa* 
cedor  del  testamento,»  copiada  por  Ihs sentencias  de  esta  S8l8^ 
entre  otras,  de  30  de  Setiembre  de  1850  y  26  de  Junio  de  1854, 
porque  la  sentencia,  que  empieza  confesando  que  el  testador 
legó  una  suma  de  2.000  rs.,  tras  confesión  tan  explícita  de- 
clara que  pertenece  á  Catalina  de  la  Paz  en  pleno  dominio  y 
propiedad  la  tierra  que  deslinda  y  señala,  con  virtiendo  ó  va- 
riando el  legado  de  cantidad  en  el  de  especie  determinada. 

2.**  La  ley  2.*,  tít.  10,  Partida  6.^,  que  determina  «el  po- 
derío que  han  los  testamentarios  en  cumplir  las  mandas  pues* 
tas  en  los  testamentos;»  ley  explicada  por  la  jurisprudenoi» 
establecida  en  sentencia  de  esta  Sala  de  3  de  Junio  de  186it 
que  declara  «proceden  las  facultades  del  albacea  ó  téstame»* 
tarios  de  la  voluntad  de  los  testadores,  y  por  lo  tanto  soí 
nulos  los  actos  de  aquellos  que  no  se  ajustan  á  lo  dispuesto  por 
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NÚM.  96. 
CASACIÓN   POR    INFRACCIÓN   DE    LEY.— SALA  PRIMERA 


Rbivindicacion  DB  UN  TE{iKE NO.— Sentencia  de  23  de  Noviero- 
bre,  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  in- 
terpuesto por  Doña  Joaauina  Orcasitas  contra  la  pronun- 
ciada por  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  este  distrito, 
en  pleito  con  D.  Juan  Cudero,  como  marico  de  Catalina  de 
la  Paz  Rodríguez. 

En  sus  CONSIDERANDOS  sc  cstablccc: 

Que  no  puede  decirse  que  han  sido  infringidas  por  una 
sentencia  leyes  ni  doctrinas  que  no  tienen  aplicación  al  caso 
de  autos. 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  23  de  Noviem'bre  de  1875, 
en  los  autos  seguidos  en  el  Juzgado-  de  primera  instancia  del 
distrito  del  Hospital  de  esta  capital  y  ea  la  Sala  segunda  de 
la  Audiencia  del  territorio  por  D.  Juan  Cudero ,  como  marido 
de  Catalina  de  la  Paz  Rodriguez,  con  Doña  Joaquina  Orcasi- 
tas, sobre  la  reivindicación  de  un  terreno;  autos  que  penden 
ante  Nos,  en  virtud  de  recurso  de  casación  interpuesto  por  la 
demandada  contra  la  sentencia  que  en  11  de  Junio  de  1874 
dictó  la  referida  Sala: 

Resultando  que  en  7  de  Octubre  de  1852  otorgó  testamen- 
to D.  Celestino  Oliva,  marido  de  Eugenia  Águila ,  por  el  que 
legó  á  Catalina  Rodríguez,  soltera,  la  hija  de  Ana  Rodriguez, 
«a  consocia,  2.000  rs.  que  se  le  entregarían  en  metálico  cuan- 
do tomase  estado;  y  en  el  remanente  de  sus  bienes  instituyó 
por  su  único  y  universal  heredero  á  su  hijo  y  de  su  citada 
mujer,  Martin  Oliva: 

Resultando  que  practicado   el  inventario  y  avalúo  de   los 
l>ienes  dejados  por  el  D.  Celestino  Oliva,  se  comprendió  en  él 
la  mitad  del  valor  de  una  tierra  de  cuatro  fanegas  de  cabida, 
en  la  que  se  encuentra  una  cueva  para  conservar  vino ,  cuyo 
total  valor  ascendía  á  4.000  rs.:  que  hecha  la  partición  de  bie- 
nes,  se   adjudicó  á  Catalina  Rodriguez  por  la  manda  que  la 
liizo  Celestino  Oliva,  para  cuando  tomase  estado,  y  que  era  lo 
único  que  cabia  en  el  quinto  de  los  bienes  de  aquel,  la  canti- 
dad de  1.896  rs.  13  mrs.,  consignándoselos  en  el  valor  de  las 
dos  fanegas  de  tierra  próximas  á  las  casas  de  este  caudal,  que^ 
se  hallaban  tasadas  en  2.000  rs.,  quedando  adjudicado  lo  de 
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fiuca  libre  de  gravamen,  y  previa  entrega  del  precio ,  se  puso 
al  comprador  en  posesión  del  predio,  anotándose  el  contrata 
en  la  antigua  Contaduría  de  Hipotecas  de  Canillas  en  Diciem* 
bre  de  1855;  y,  por  último,  que  el  D.  Andrés  Bernardo  en- 
tró en  posesión  de  las  cuatro  obradas  de  tierra  y  las  casa» 
contiguas  á  ella,  disfrutándolas  sin  reclamación  alguna  basta 
que  por  su  muerte  vino  á  sucederle  su  esposa  Doña  Joaquina 
Orcasitas: 

Resultando  de  una  partida  sacramental,  cotejada  con  su 
matriz,  que  la  Catalina  de  la  Paz  contrajo  matrimonio  con 
Juan  Cudero  en  17  de  Febrero  de  1866,  y  del  testimonio  de 
una  información,  que  es  conocida  con  los  dos  nombres  de  Ca- 
talina de  la  Paz  ó  Catalina  Rodríguez: 

Resultando  que  seguido  el  juicio  por  sus  trámites,  la  Sala 
segunda  de  la  Audiencia  por  sentencia  de  11  de  Juuio  de  1874^ 
confirmatoria  de  la  del  Juez  de  primera  instancia,  condenó  á 
Doña  Joaquina  Orcasitas  á  que  dentro  del  término  de  tercero 
dia  entregue  y  deje  á  la  libre  disposición  de  Catalina  de  la  Pai 
Rodríguez  y  su  marido  Juan  Cudero  las  dos  obradas  ó  fane- 
gas de  tierra  deslindados  en  la  demanda,  sitas  en  el  puente  de 
la  venta  del  Espiritu-Santo,  llamado  actualmente  de  la  Amis- 
tad, con  deducción  de  la  parte  que  en  las  mismas  la  corresponda 
por  los  103  rs.  21  mrs.   que  compró  legítimamente,  y  á  que 
nague  á  justa  regulación  los  frutos  y  rentas  percibidos  desde  • 
la  fecha  de  la  contestación  á  la  demanda,  sin  hacer  especial 
condena  de  costas: 

Y  resultando  que  Doña  Joaquina  Orcasitas  interpuso  «nte 
este  Tribunal  Supremo  recurso  de  casación,  por  haberse  á  su 
juicio  infringido: 

1.**  La  ley  5.*,  tít.  33,  Partida  7.*^,  que  previene  «cómo  se 
debe  desatar  la  dubda  cuando  acaesce  en  las  palabras  del  fa- 
cedor  del  testamento,^  copiada  por  Ihs  sentencias  de  esta  Salar 
entre  otras,  de  30  de  Setiembre  de  1850  y  26  de  Junio  de  1854, 
porque  la  sentencia,  que  empieza  confesando  que  el  testador 
legó  una  suma  de  2.000  rs.,  tras  confesión  tan  explícita  de- 
clara que  pertenece  á  Catalina  de  la  Paz  en  pleno  dominio  y 
propiedad  la  tierra  que  deslinda  y  señala,  con  virtiendo  ó  va- 
riando el  legado  de  cantidad  en  el  de  especie  determinada. 

2.**  La  ley  2.*,  tít.  10,  Partida  6.%  que  determina  «el  po- 
derío que  han  los  testamentarios  en  cumplir  las  mandas  pu^^^ 
tas  en  los  testamentos;»  ley  explicada  por  la  jurisprudencia 
establecida  en  sentencia  de  esta  Sala  de  3  de  Junio  de  1864» 
que  declara  <3cproceden  las  facultades  del  albacea  ó  testameo* 
tarios  de  la  voluntad  de  los  testadores,  y  por  lo  tanto  soft 
nulos  los  actos  de  aquellos  que  no  se  ajustan  á  lo  dispuesto  por 
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siendo  conocida  de  estas  dos  maneras  entre  sus  convecinos: 
lue  la  dicha  tierra  la  adquirieron  por  mitad  el  D.  Celestino 
Dliva  y  Doña  Ana  Rodríguez ,  de  Doña  Ruperta  Rodríguez  y 
Doña  María  Martin  por  escritura  de  17  de  Febrero  de  1850,  á 
testimonio  de  D.  Jacinto  Revilla:  que  la  viuda  del  referido 
testador,  por  sí  y  á  nombre  de  su  hijo ,  ausente ,  vendió  todo 
lo  que  les  correspondia  á  la  defunción  del  mismo  ,  á  D.  José 
Quintana  por  escritura  de  21  de  Setiembre  de  1854 ,  trasmi- 
liéndose  como  resto  de  las  dos  fanegas  próximas  á  las  casas 
103  rs.  21  mrs.,  que  en  ellas  se  le  hablan  adjudicado,  apli- 
cándose lo  demás  al  legado  de  la  Catalina:  que  posteriormen- 
te» y  por  escritura  de  30  de  Noviembre  de -1855  el  D.  José 
Quintana,  en  unión  de  Doña  Ana  Rodríguez,  vendieron  k  Don 
flndrés  Bernardo  Sastre,  marido  de  Doña  Joaquina  Orcasitas, 
aquel  lo  comprado  á  la  viuda  del  D.  Celestino  ,  ó  sea  los  103 
reales  21  maravedís  en  lo  que  se  refiere  á  las  dos  obradas  ,  y 
ésta  las  otras  dos  y  demás  que  como  mitad  la  correspondia  de 
lo  que  adquirieron  de  Doña  Ruperta  Rodríguez  y  Doña  María 
Martin;  y  que,  por  consiguiente,  la  demandada  detentaba  á  sa- 
biendas ,  con  mala  fé,  so  pretexto  de  compra ,  las  dos  fanegas 
legarlas : 

Resultando  que  conferido  traslado  á  Doña  Joaquina  Orca- 
sitas, le  evacuó,  solicitando  se  le  absolviese  de  la  demanda,  y 
que  se  ordenase  á  Jiian  Cudero  que  cancelase  la  inscripción 
que  según  parecía  habia  hecho  de  la  finca  reclamada  en  el 
Registro,  y  excepcionó  que  la  finca  á  que  se  referia  la  de- 
manda fué  vendida  en  subasta  pública  en  2  de  Diciembre  de 
1800,  conteniendo  mayor  cabida  en  lo  antiguo  que  la  que  hoy 
comprendía,  y  viniendo  á  parar,  en  virtud  de  diversas  trasmi- 
siones á  Dona  Cayetana  Blanco,  que  vendió  de  la  parte  que  la 
correspondia  cuatro  fanegas  á  D.  Alfonso  Romero  por  escri- 
tura de  18  de  Abril  de  1845,  quien  á  su  vez  las  vendió  en  30 
de  Enero  de  1847  ^  Doña  Ruperta  Rodríguez  y  D.  José  María 
Tegui :  que  fallecido  éste  vino  á  sucederle  Doña  María  Martin 
en  la  mitad  de  dichas  cuatro  fanegas ,  y  ésta  y  Doña  Ruperta 
Rodríguez,  poseedora  de  la  otra  mitad ,  las  vendieron  á  Doña 
Ana  Rodríguez  y  D.  Celestino  de  la  Oliva  en  17  de  Febrero 
de  1850.  poseyéndola  ambas  en  mancomún,  sin  que  conste  hi- 
eieran  división:  que  muerto  el  D.  Celestino,  le  sucedió  en  «us 
derechos  su  hijo  Martin  en  lo  relativo  á  la  mitad  de  los  bie- 
nes relictos  ,  y  la  otra  mitad  fué  adjudicada  en  concepto  de 
gananciales  á  la  viuda  Doña  Eugenia  Águila,  quien  vendió  la 
parte  asignada  h  ella  y  k  su  hijo  á  D.  José  Quintana  en  21 
de  Setiembre  de  1854:  que  Ana  Rodríguez  y  el  citado  Qurn- 
tena  hablan  vendido  de  mancomún  á  D.  Andrés  Bernardo  1$, 


á 
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fiuca  libre  de  gravamen,  y  previa  entrega  del  precio ,  se  puso 
al  comprador  en  posesión  del  predio,  anotándose  el  contrata 
en  la  antigua  Contaduría  de  Hipotecas  de  Canillas  en  Dioiem* 
bre  de  1855 ;  y,  por  último ,  que  el  D.  Andrés  Bernardo  en- 
tró en  posesión  de  las  cuatro  obradas  de  tierra  y  las  casa» 
contiguas  á  ella,  disfrutándolas  sin  reclamación  alguna  basta 
que  por  su  muerte  vino  á  sucederle  su  esposa  Doña  Joaquina^ 
Orcasitas: 

Resultando  de  una  partida  sacramental,  cotejada  con  su 
matriz,  que  la  Catalina  de  la  Paz  contrajo  matrimonio  con 
Juan  Cudero  en  17  de  Febrero  de  1866,  y  del  testimonio  de 
una  información,  que  es  conocida  con  los  dos  nombres  de  Ca- 
talina de  la  Paz  ó  Catalina  Rodriguez: 

Resultando  que  seguido  el  juicio  por  sus  trámites,  la  Sala 
segunda  de  la  Audiencia  por  sentencia  de  11  de  Juuio  de  1874^ 
confirmatoria  de  la  del  Juez  de  primera  instancia,  condenó  á 
Doña  Joaquina  Orcasitas  á  que  dentro  del  término  de  tercera 
día  entregue  y  deje  á  la  libre  disposición  de  Catalina  de  la  Paü 
Rodriguez  y  su  marido  Juan  Cudero  las  dos  obradas  ó  fane- 
gas de  tierra  deslindados  en  la  demanda,  sitas  en  el  puente  de 
la  venta  de!  Espíritu-Santo,  llamado  actualmente  de  la  Amis- 
tad, con  deducción  de  la  parte  que  en  las  mismas  la  corresponda 
por  los  103  rs.  21  mrs.   que  compró  legítimamente,  y  á  qne^ 
nague  á  justa  regulación  los  frutos  y  rentas  percibidos  desde  . 
la  fecha  de  la  contestación  á  la  demanda,  sin  hacer  esp'*cial 
condena  de  costas: 

Y  resultando  que  Doña  Joaquina  Orcasitas  interpuso  ante 
este  Tribunal  Supremo  recurso  de  casación,  por  haberse  á  su 
juicio  infringido: 

1.**  La  ley  5.%  tít.  33,  Partida  7.*^,  que  previene  «cómo  se 
debe  desatar  la  dubda  cuando  acaesce  en  las  palabras  del  fa- 
cedor  del  testamento,^  copiada  por  Ihs  sentencias  de  esta  Sala^ 
entre  otras,  de  30  de  Setiembre  de  1850  y  26  de  Junio  de  1854, 
porque  la  sentencia,  que  empieza  confesando  que  el  testador 
legó  una  suma  de  2.000  rs.,  tras  confesión  tan  explícita  de- 
clara que  pertenece  á  Catalina  de  la  Paz  en  pleno  dominio  y 
propiedad  la  tierra  que  deslinda  y  señala,  convirtiendo  ó  va- 
riando el  legado  de  cantidad  en  el  de  especie  determinada. 

2.**  La  ley  2.*,  tít.  10,  Partida  6.*,  que  determina  «el  po- 
derío que  han  los  testamentarios  en  cumplir  las  mandas  pues- 
tas en  los  testamentos;»  ley  explicada  por  la  jurisprudencia 
establecida  en  sentencia  de  esta  Sala  de  3  de  Junio  de  1864» 
que  declara  «proceden  las  facultades  del  albacea  ó  testamen- 
tarios de  la  voluntad  de  los  testadores,  y  por  lo  tanto  son 
nulos  los  actos  de  aquellos  que  no  se  ajustan  á  lo  dispuesto  pcnr- 
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Conocimiento  de  una  comandita  y  pago  de  pesos.— Sentencia 
de  24  de  Noviembre ,  declarando  no  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  D.  Juan  García  Mosquera  con- 

-  tra  la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia 
:    de  la  Habana,en  pleito  con  D.  Juan  Francisco  Tabernilla, 

como  síndico  de  la  quiebra  de  D.  Juan  Manuel  Pardo  y 
compañía. 

En  los  CONSIDERANDOS  SO  cstablcce  : 

-  1.*  Que  no  precede  el  recurso  de  casación' contra  la  apre- 
ciación de  la  prueba  si  no  se  alega  haberse  infringido  ley  al- 
guna ó  doctrina  legal. 

2.^  Qxie  no  puede  decirse  que  han  sido  infringidas  por  una 
sentencia  leyes  ni  doctrinas  que  no  tienen  aplicación  al  caso 
de  autos. 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  ¿  24  de  Noviembre  de  1875, 
en  el  pleito  pendiente  ante  Nos,  en  virtud  de  recurso  de  casa- 
t^ion  por  infracción  de  ley,  seguido  en  el  Tribunal  de  Comer- 
cio de  la  plaza  de  la  Habana  y  por  virtud  de  decreto  de 
unificación  de  fuero3  en  la  Alcaldía  mayor  de  Jesús  y  María 
de  aquella  ciudad  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
su  territorio  por  D.  Juan  García  Mosquera  con  D.  Juan  Fran- 
cisco Tabernilla,  como  sindico  de  la  quiebra  de  D.  Juan  Ma- 
nuel Pardo  y  coiúpañía,  sobre  conocimiento  de  una  comandita 
y  pago  de  pesos: 

Resultando  que  D.  Juan  Manuel  Pardo  y  D.  Manuel  Mu- 
Aiz  ,  individuos  que  compónian  la  Sociedad  domiciliada  en  la 
Habana,  bajo  la  razón  de  Pardo  y  compañía,  y  D.  Juan  Gar- 
cía Mosquera  ,  otorgaron  escritura  en  aquella  ciudad  á  26  de 
Mayo  de  1866,  por  la  que  establecieron  sociedad  para  comer- 
ciar en  el  ramo  de  tabacos  en  rama,  bajo  las  condiciones,  en- 
tre otras,  siguientes:  primera,  que  el  capital  se  fijaba  en  80.000 
escudos,  de  los  cuales  aportaban  40.000  D.  Juan  Manuel  Pardo 
y  compañía,  y  los  otros  40.000  D.  Juan  García  por  sí  solo: 
segundo,  que  la  gerencia  y  dirección  de  la  Compañía  corres- 
pondía &  D.  Juan  Manuel  Pardo  y  compañía ,  siendo  Oareid 
ti  comanditario:  tercera,  que  la  duración  de  la  Sociedad  seria 
hasta  el  dia  31  de  Marzo  de  1868 ,  y  al  vencimiento  de  este 
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terminación  del  juicio  se  entiende  de  las  presentes,  mas  na 
de  los  gastos  causados  en  el  remate,  y  que  son  objeto  de  ua 
acuerdo  especial  entre  los  interesados  en  la  testamentarla: 

Considerando  que  es  jurisprudencia  consignada  en  repeti- 
das sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  que  las  infracciones 
relativas  al  orden  y  tramitación  de  los  juicios  no  pueden  ser 
invocadas  útilmente  para  fundar  sobre  ellas  un  recurso  de  ca-^ 
saoion  en  el  fondo. 

Considerando  que  por  sentencia  de  este  Supremo  Tribunal 
se  ha  hecho  declaración  especial  de  que  la  infracción  del  ar-- 
ticulo  503  que  se  cita  y  reproduce  en  el  presente  recurso  no 
puede  servia  de  fundamento  para  el  recurso  de  casación  en  el 
fondo: 

Considerando  que  las  dem&s  infracciones  de  artículos  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  civil  que  se  alegan,  están  comprendí-^ 
dos  en  los  extremos  que  abraza  dicho  art.  503  sobre  subastas^ 
enajenaciones  y  demás  á  que  se  refiere,  y  por  consiguiente  no 
pueden  ser  apreciados  ni  tomados  en  cuenta  como  motivo  de 
casación; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  la- 
gar al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Felipe  Parez,  4 
quien  condenamos  á  la  pérdida  del  depósito,  que  se  distribuirá 
con  arreglo  á  la  ley,  y  en  las  costas;  y  líbrese  á  la  Audiencia 
de  la  Habana  la  certificación  correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga^ 
ceta  y  se  insertará  en  la-  Colección  legislativa  j  pasándose  al 
efecto  las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y 
firmamos. =^Juan  González  Acevedo.= Laureano  de  Arrieta.»» 
Hilario  de  Igon.=  José  Fermin  de  Muro. «=sJuan  Cano  Manuel.aes 
Benito  de  CJlloa  y  Rey.  =  Victoriano  Careaga. 

Publicación: 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Excelen- 
tís^mo  Sr.  I).  Juan  Cano  Manuel,  Magistrado  del  Tribuna)  Su- 
premo, celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera  del  mía- 
mo,  en  el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Relator  Secreta- 
rio de  ella. 

Madrid  20  de  Noviembre  de  1875.===  Licenciado  Desiderio 
Martínez. 
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ADMISIÓN.— SALA  PRIMERA. 


Suspensión  db  subasta  db  cierta  finca. — Auto  de  20  de  No- 
viembre, declarando  no  haber  lugar  á  la  admisión  del  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  Doña  María  de  los  Des- 
amparados Ortiz  contra  la  pronunciada  por  la  Audiencia  de 
Sevilla,  en  pleito  con  D.  Antonio  Carbonell. 

En  sus  CONSIDERANDOS  SO  establoce: 

Que  el  recurso  de  casación  en  los  negocios  civiles  se  da 
contra  las  sentencias  definitivas  pronunciadas  por  las  A  udien^ 
eiasy  entendiéndose  por  tales  las  designadas  en  el  art.  3.*  de  la 
£ey  provisional  sobre' reforma  de  la  casación  civil. 

En  el  recurso  de  casación  en  el  fondo  interpuesto  por  Doüa 
María  de  los  Desamparados  Ortiz  eb  autos  con  D.  Antonio  Car- 
bonell, sobre  suspensión  de  subasta  de  cierta  finca,  ha  dictado 
la  Sala  primera  el  auto  del  tenor  sig-uiente: 

Resultando  que  D.  Antonio  Carbonell  promovió  expediente 
{gubernativo  de  apremio  contra  D.  Ventura  Granados  en  de- 
manda da  cierta  cantidad,  descubierto  que  aparecia  contra 
aquel  en  la  cobranza  de  la  contribución  territorial  é  industrial, 
de  la  que  Granados  había  estado  encarg*ado  como  delegado  de 
Carbonell,  recaudador  general  de  la  provincia  de  Córdoba: 

Resultando  que  en  curso  el  procedimiento  de  apremio  y 
anunciada  la  subasta  de  dos  casas  hipotecadas  al  CarboneU 
por  Doña  María  de  los  Desamparados  Ortiz ,  esposa  de  Grana- 
dos, ocurrió  el  fallecimiento  de  éste,  y  aquella  interpuso  de- 
manda ante  el  Juez  de  primera  instancia  de  Aguilar,  preten^ 
diendo.la  suspensión  de  la  subasta  y  la  declaración  en  su  día 
de  la  ejecución  entablada ,  por  no  haberse  incoado  y  seguido 
ante  el  Tribunal  competente: 

Resultando  que  conferido  traslado  de  la  demanda,  por  no 
haber  sido  contestado  se  acusó  en  tiempo  la  rebeldía  k  Don 
Antonio  Carbonell,  el  que  después  en  el  escrito  de  siiplica  so- 
licitó que  se  desestimara  la  demanda  y  se  declarase  que  no 
había  había  méritos  para  admitirla,  y  que  el  Juzgado  no  tenia 
jurisdicción  para  resolver  acerca  de  la  validez  ó  nulidad  del 
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expediente  gubernativo  de  apremio  que  se  seguia  á  instancia 
de  Carbonell  contra  Granados  y  las  fincas  hipotecadas: 

Resultando  que  seguido  el  juicio  por  sus  trámites,  la  Sala 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Sevilla  por  sentencia  de  18  de 
Junio  último,  revocatoria  de  la  del  Juez  de  primera  instancia, 
declaró  que  éste  no  habia  tenido  competencia  para  conocer  de 
la  nulidad  del  expediente  incoado  ante  la  Administración  eco- 
nómica por  D.  Antonio  Carbonell  contra  D.  Ventura  Granados 
y  su  mujer  Doña  María  de  los  Desamparados  Ortiz,  k  quien  se 
condenaba  en  las  costas  de  primera  instancia,  dejando  sin 
efecto  la  suspensión  acordada: 

Y  resultando-  que  Doña  María  de  los  Desamparados  Ortiz 
interpuso  ante  este  Tribunal  Supremo  recurso  de  casación  por 
conceptuar  infringidas  las  disposiciones  legales  y  los  princi- 
pios de  derecho  que  cita. 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Joaquín  Ruiz  Cañábate. 

■Considerando  que  el  recurso  casación  en  los  negocios  civi- 
les se  da  contra  las  sentencias  definitivas  pronunciadas  por  las 
Audiencias,  entendiéndose  por  tales  las  designadas  eo  el  ar- 
tículo 3.°  de  Ley  provisional  sobre  reforma  de  la  casación 
civil: 

Considerando  que  la  pronunciada  en  estos  autos  por  la  Sala 
de  lo  civil  de  lá  Audiencia  de  Sevilla,  y  que  es  objeto  del  pre- 
sente recurso,  no  tiene  el  carácter  de  definitiva  para  los  efec- 
tos del  mismo,  porque  al  declarar  que  el  Juzgado  de  primera 
instancia  de  Aguilar  no  tiene  competencia  para  conocer  de  la 
nulidad  del  expediente  de  que  se  trata  y  mandar  se  alce  la 
suspensión  de  la  subasta,  resuelve  la  cuestión  de  forma,  y  por 
consiguiente  no  pone  liérmino  al  juicio  ni  impide  su  conti- 
nuación; 

:No  há  lugar,  con  las  costas,  á  la  admisión  del  recurso  de 
casación  interpuesto  por  Doña  María  de  los  Desamparados 
Ortiz. 

Madrid  20  de  Noviembre  de  1875.=Juan  González  Aceve- 
do.=José  María  Cáceres.=Laureano  de  Arrieta.=JuaQ  Cano 
líanuel.=»»Benito  de  ülloa  y  Rey.=»Licenciado  Mariano  Fernan- 
dez García.  =»Rogelio  González  Montes,  Escribano  de  Cámara. 
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ÜBiviNDicAcioN  DB  UN  TEj^KENo.— Sciitencia  de  23  de  Noviem- 
bre, declarando  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  in-* 
terpuesto  por  Doña  Joaauina  Orcasitas  contra  la  pronun- 
ciada por  la  Sala  segunaa  de  la  Audiencia  de  este  distrito, 
en  pleito  con  D.  Juan  Cudero,  como  marico  de  Catalina  de 
la  Paz  Rodríguez. 

En  sus  CONSIDERANDOS  se  establece: 

Que  no  puede  decirse  que  han  sido  infringidas  por  una 
sentencia  leyes  ni  doctrinas  que  no  tienen  aplicación  al  caso 
de  autos. 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  23  de  Noviem^bre  de  1875, 
en  los  autos  seguidos  en  el  Juzgado-  de  primera  instancia  del 
distrito  del  Hospital  de  esta  capital  y  ea  la  Sala  segunda  de 
]a  Audiencia  del  territorio  por  D.  Juan  Cudero ,  como  marido 
de  Catalina  de  la  Paz  Rodríguez ,  con  Doña  Joaquina  Orcasi- 
tas, sobre  la  reivindicación  de  un  terreno;  autos  que  penden 
ante  Nos,  en  virtud  de  recurso  de  casación  interpuesto  por  la 
demandada  contra  la  sentencia  que  en  11  de  Junio  de  1874 
dictó  la  referida  Sala: 

Resultando  que  en  7  de  Octubre  de  1852  otorgó  testamen- 
to D.  Celestino  Oliva,  marido  de  Eugenia  Águila ,  por  el  que 
legó  á  Catalina  Rodríguez,  soltera,  la  hija  de  Ana  Rodríguez. 
su  consocia,  2.000  vs,  que  se  le  entregarían  en  metálico  cuan- 
do tomase  estado ;  y  en  el  remanente  de  sus  bienes  instituyó 
por  su  único  y  universal  heredero  á  su  hijo  y  de  su  citada 
mujer,  Martin  Oliva: 

Resultando  que  practicado  el  inventario  y  avalúo  de  los 
bienes  dejados  por  el  D.  Celestino  Oliva,  se  comprendió  en  él 
la  mitad  del  valor  de  una  tierra  de  cuatro  fanegas  de  cabida, 
en  la  que  se  encuentra  una  cueva  para  conservar  vino ,  cuyo 
total  valor  ascendía  á  4.000  rs.:  que  hecha  la  partición  de  bie- 
nes, se  adjudicó  k  Catalina  Rodríguez  por  la  manda  que  la 
hizo  Celestino  Oliva,  para  cuando  tomase  estado,  y  que  era  lo 
único  que  cabía  en  el  quinto  de  los  bienes  de  aquel,  la  canti- 
dad de  1.896  rs.  13  mrs.,  consignándoselos  en  el  valor  de  las 
dos  fanegas  de  tierra  próximas  á  las  casas  de  este  caudal,  que 
se  hallaban  tasadas  en  2.000  rs.,  quedando  adjudicado  lo  de- 
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mas  al  menor  Martin  Oliva:  que  por  auto  dictado  por  el  Juez 
de  Alcalá  de  Henares  en  4  de  Febrero  de  1854  se  aprobaron 
dichas  operaciones;  y  en  15  de  Junio  de  1869  fué  inscrita  en 
el  Registro  de  la  propiedad  la  adjudicación  de  la  mitad  de  la 
expresada  tierra  en  pag^o  del  legado  de  la  Catalina  Rodríguez, 
expre;;3áudose  á  continuación  por  nota  que  según  escritura  pre- 
sentada por  Juan  Cudero  como  marido  de  la  Catalina  Rodrí- 
guez, los  linderos  de  la  tierra  á  que  se  refiere  la  inscripción 
son:  al  Norte  con  barranco  del  Calero;  Oriente  tierras  que 
pertenecieron  á  las  religiosas  de  la  Concepción  Jerónima  de 
Madrid;  Mediodía  carretera  general  de  Aragón,  y  Poniente 
tierra  que  labraba  antes  Losada: 

Resultando  que  Doña  Eugenia  del  Águila  ,  viuda  de  Don 
Celestino  Oliva,  otorgó  escritura,  por  la  que  por  sí  y  en  nom- 
bre de  su  hijo  ausente  Martin  Oliva,  vendió  á  D.  José  ^e  la 
Quintana  la  parte  que  fué  adjudicada  á  su  citado  hijo ,  como 
resto  de  las  dos  fanegas  de  tierra  próximas  á  las  dos  casas; 
refiriendo  en  el  propio  contrato  que  esta  porción  adjudicada 
consistió  en  los  103  rs.  21  rars.,  resto  de  los  2.000  rs.  en  que 
fueron  tasadas  aquellas,  aplicándose  lo  demás  á  la  manda  que 
en  su  testamento  hizo  el  Celestino  Oliva  á  Catalina  Rodrí- 
guez ;  y  por  otra  escritura  de  30  de  Noviembre  de  1855  Don 
José  de  la  Quintana  y  Ana  Rodríguez  vendieron  á  D.  Andrés 
Bernardo,  marido  que  fué  de  Doña  Joaquina  Orcasitas,  y  éste 
compró  por  precio  cierto,  la  tierra  de  cuatro  fanegas  y  casas 
que  en  la  misma  hay  construidas ,  sita  en  término  de  Canillas 
y  sitio  llamado  el  puente  de  la  venta  del  Espíritu  Santo,  ase- 
gurando los  vendedores  que  les  correspondia  en  pleno  do- 
nnnio: 

Resultando  que  Juan  Cudero,  á  nombre  de  su  consorte  Ca- 
talina de  la  Paz ,  dedujo  demanda  para  que  se  condenase  á 
Doña  Joaquina  Orcasitas  á  que  en  término  de  tercero  dia  de- 
jase libres  y  á  su  disposición  las  dos  obradas  de  tierra  deslin- 
dadas, sitas  en  el  puente  de  la  venta  del  Espíritu  Santo  ,  lla- 
mado hoy  de  la  Amistad,  con  excepcibn  de  lo  que  le  corres- 
ponda por  los  103  rs.  21  mrs.  que  de  la  misma  legítimamente 
compró ,  con  los  frutos  y  rentas  percibidos  desde  su  injusta 
detentación,  ó  por  lo  menos  de  las  que  pertenezcan  desde  que 
la  demandante  mudó  de  estado,  con  las  costas  del  juicio;  á  cuyo 
efecto,  haciendo  uso  de  la  acción* reivindicatoría,  y  después  de 
hacer  mérito  de  los  antecedentes  relacionados,  expuso  quelí 
demandante  Catalina  Rodríguez  es  la  misma  que  Ana  Rodxi^ 
guez  tenia  en  su  compañía  ,  y  su  consocio  la  tituláha  b^. 
ignorando  ó  sabiendo  que  era  de  padres  desconocidos  y  sacadt 
por  ésta  de  la  Inclusa,  bajo  el  nombre  de  Catalina  de  la  PuB^ 
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siendo  conocida  de  estas  dos  maneras  entre  sus  convecinos: 
que  la  dicha  tierra  la  adquirieron  por  mitad  el  D.  Celestino 
Oliva  y  Doña  Ana  Rodríguez ,  de  Doña  Ruperta  Rodríguez  y 
Doña  María  Martín  por  escritura  de  17  de  Febrero  de  1850,  á 
testimonio  de  D.  Jacinto  Revilla:  que  la  viuda  del  referido 
testador,  por  si  y  á  nombre  de  su  hijo  ,  ausente ,  vendió  todo 
lo  que  les  correspondía  á  la  defunción  del  mismo  ,  á  D.  José 
Quintana  por  escritura  de  21  de  Setiembre  de  1854 ,  trasmi- 
tiéndose como  resto  de  las  dos  fanegas  próximas  á  las  casas 
103  rs.  21  mrs. ,  que  en  ellas  se  le  habian  adjudicado,  apli- 
cándose lo  demás  al  legado  de  la  Catalina:  que  posteriormen- 
te» y  por  escritura  de  30  de  Noviembre  de -1855  el  D.  José 
Quintana,  en  unión  de  Doña  Ana  Rodríguez,  vendieron  k  Don 
Andrés  Bernardo  Sastre,  marido  de  Doña  Joaquina  Orcasitas, 
aquel  lo  comprado  á  la  viuda  del  D.  Celestino  ,  ó  sea  los  103 
Teales  21  maravedís  en  lo  que  se  refiere  á  las  dos  obradas ,  y 
ésta  las  otras  dos  y  demás  que  como  mitad  la  correspondía  de 
lo  que  adquirieron  de  Doña  Ruperta  Rodríguez  y  Doña  María 
Martin;  y  que,  por  consiguiente,  la  demandada  detentaba  á  sa- 
biendas ,  con  mala  fé,  so  pretexto  de  compra ,  las  dos  fanegas 
legadas : 

Resultando  que  conferido  traslado  á  Doña  Joaquina  Orca- 
sitas, le  evacuó,  solicitando  se  le  absolviese  de  la  demanda,  y 
que  se  ordenase  á  Jiían  Cudero  que  cancelase  la  inscripción 
que  según  parecía  habia  hecho  de  la  finca  reclamada  en  el 
Registro,  y  excepcionó  que  la  finca  á  que  se  referia  la  de- 
manda fué  vendida  en  subasta  pública  en  2  de  Diciembre  de 
1800,  conteniendo  mayor  cabida  en  lo  antiguo  que  la  que  hoy 
comprendía,  y  viniendo  á  parar,  en  virtud  de  diversas  trasmi- 
siones á  Doña  Cayetana  Blanco,  que  vendió  de  la  parte  que  la 
correspondía  cuatro  fanegas  á  D.  Alfonso  Romero  por  escri- 
tura de  18  de  Abril  de  1845,  quien  á  su  vez  las  vendió  en  30 
^e  Enero  de  1847  -k  Doña  Ruperta  Rodríguez  y  D.  José  María 
Tegui :  que  fallecido  éste  vino  á  sucederle  Doña  María  Martin 
en  la  mitad  de  dichas  cuatro  fanegas,  y  ésta  y  Doña  Ruperta 
Rodríguez,  poseedora  de  la  otra  mitad ,  las  vendieron  á  Doña 
Ana  Rodríguez  y  D.  Celestino  de  la  Oliva  en  17  de  Febrero 
de  1850.  poseyéndola  ambas  en  mancomún,  sin  que  conste  hi- 
cieran división:  que  muerto  el  D.  Celestino,  le  sucedió  en  üus 
derechos  su  hijo  Martin  en  lo  relativo  á  la  mitad  de  los  bie- 
nes relictos  ,  y  la  otra  mitad  fué  adjudicada  en  concepto  de 
(gananciales  á  la  viuda  Doña  Eugenia  Águila,  quien  vendió  la 
-parte  asignada  h  ella  y  á  su  hijo  á  D.  José  Quintana  en  21 
de  Setiembre  de  1854:  que  Ana  Rodríguez  y  el  citado  Quin- 
tana habian  vendido  de  mancomún  á  D.  Andrés  Behiardo  la 
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finca  libre  de  gravamen,  y  previa  entrega  del  precio,  se  puso 
al  comprador  en  posesión  del  predio,  anotándose  el  contrata 
en  la  antigua  Contaduría  de  Hipotecas  de  Canillas  en  Dioi^m* 
bre  de  1855;  y,  por  último,  que  el  D.  Andrés  Bernardo  en- 
tró en  posesión  de  las  cuatro  obradas  de  tierra  y  las  casa» 
contiguas  á  ella,  disfrutándolas  sin  reclamación  alguna  hasta 
que  por  su  muerte  vino  á  sucederle  su  esposa  Doña  Joaquina^ 
Orcasitas: 

Resultando  de  una  partida  sacramental,  cotejada  con  su 
matriz,  que  la  Catalina  de  la  Paz  contrajo  matrimonio  con 
Juan  Cudero  en  17  de  Febrero  de  1866,  y  del  testimonio  de 
una  información,  que  es  conocida  con  los  dos  nombres  de  Ca- 
talina de  la  Paz  ó  Catalina  Rodríguez: 

Resultando  que  seguido  el  juicio  por  sus  trámites,  la  Sala 
segunda  de  la  Audiencia  pur  sentencia  de  11  de  Junio  de  1874^ 
confirmatoria  de  la  del  Juez  de  primera  instancia,  condenó  á 
Doña  Joaquina  Orcasitas  á  que  dentro  del  término  de  tercero 
dia  entregue  y  deje  á  la  libre  disposición  de  Catalina  de  la  Paai 
Rodríguez  y  su  marido  Juan  Cudero  las  dos  obradas  ó  fane- 
gas de  tierra  deslindados  en  la  demanda,  sitas  en  el  puente  de 
la  venta  del  Espíritu-Santo,  llamado  actualmente  de  la  Amis- 
tad, con  deducción  de  la  parte  que  en  las  mismas  la  corresponda 
por  los  103  rs.  21  mrs.  que  compró  legítimamente,  y  á  que 
pague  á  justa  regulación  los  frutos  y  rentas  percibidos  desden  . 
la  fecha  de  la  contestación  ¿  la  demanda,  sin  hacer  especial 
condena  de  costas: 

Y  resultando  que  Doña  Joaquina  Orcasitas  interpuso  «nte- 
este  Tribunal  Supremo  recurso  de  casación,  por  haberse  á  su 
juicio  infringido: 

1.**  La  ley  5.*,  tít.  33,  Partida  7.*^,  que  previene  «cómo  se 
debe  desatar  la  dubda  cuando  acaesce  en  las  palabras  del  fa- 
cedor  del  testamento,^  copiada  por  les  sentencias  de  esta  Sala,, 
entre  otras,  de  30  de  Setiembre  de  1850  y  26  de  Junio  de  1854, 
porque  la  Fentencia,  que  empieza  confesando  que  el  testador 
legó  una  suma  de  2.000  rs.,  tras  confesión  tan  explícita  de-* 
clara  que  pertenece  á  Catalina  de  la  Paz  en  pleno  dominio  y 
propiedad  la  tierra  que  deslinda  y  señala,  con  virtiendo  ó  va- 
riando el  legado  de  cantidad  en  el  de  especie  determinada. 

2.*'  La  ley  2.*,  tít.  10,  Partida  6.%  que  determina  «el  po- 
derío que  han  los  testamentarios  en  cumplir  las  mandas  pues^ 
tas  en  los  testamentos;;»  ley  explicada  por  la  jurísprudenoit 
establecida  en  sentencia  de  esta  Sala  de  3  de  Junio  de  1864^ 
que  declara  <3cproceden  las  facultades  del  albacea  ó  testamea^ 
tarios  de  la  voluntad  de  los  testadores,  y  por  lo  tanto  SQ9 
nulos  los  actos  de  aquellos  que  no  se  ajustan  á  lo  dispuesto  por   . 
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estos,»  si  se  tomaba  pretexto  para  la  adjudicación  qae  lasen-* 
teoGia  se  permite  del  acto  que  llegaron  á  cabo  los  testamen- 
tarios partidores,  cuyas  facultades  estaban  limitadas  á  sólo 
cumplimentar  la  voluntad  del  testador  y  nunca  á  modificarla, 
ó  mejor  dicho,  á  invertirla. 

3.°  La  sentencia  de  esta  Sala  de  29  de  Marzo  de  1869,  que 
distinguiendo  en  absoluto  los  lerdos  de  especie  de  los  consis- 
tentes en  numerario,  declara  «que  los  legados  han  de  cum- 
plirse en  el  modo  puesto  en  los  testamentos;»  pues  de  atrí-« 
huirse  la  adjudicación  que  por  la  sentencia  se  provee  al  prin- 
cipio de  que  el  dominio  de  los  legados  se  trasmite  desde  luego 
acaecida  la  muerte  del  testador,  al  dar  como  hipótesis  cierta 
esta  presunción,  la  sentencia  olvida  que  no  existe  señorio  ni 
dominio  en  el  metal  amonedado,  cuando  no  se  determina  por 
el  año,  por  el  busto  ó  por  el  sello  y  por  la  tenencia  ó  apre- 
hensión. 

4.^  Que  estimando  la  sentencia  la  acción  reivindicatoría 
ejercitada  por  una  legataria  de  género^  de  cantidad^  contra  la 
cosa  inmueble  específica,  infringe  la  jurisprudencia  establecida 
en  sentencia  de  esta  Sala,  entre  otras,  de  14  de  Marzo  de  1S62, 
que  declara  orque  la  acción  reivindicatoria,  como  que  nace  del 
dominio,  sólo  puede  ejercitarse  por  quien  lo  tenga  y  lo  acre- 
dite legalmente.» 

Y  5.°  La  ley  18,  tít.  29,  Partida  3.*,  que  'determina  «per 
cuánto  tiempo  se  pueden  ganar  las  cosas  que  son  raíces  ó  in- 
corporales, x>  explicada  por  la  sentencia  de  esta  Sala  de  20  de 
Noviembre  de  1860,  según  la  cual  «por  derecho  común  los 
bienes  raíces  se  prescriben  por  diez  años  entre  presentes  y 
veinte  entre  ausentes,  con  justo  título  y  buena  fé.» 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  Fermín  de 
Maro. 

Considerando  que  no  hahiéndose  promovido  por  ninguno 
de  los  litigantes  duda  ni  cuestión  sobre  la  inteligencia  de  las 
palabras  del  testador  D.  Celestino  Rodríguez  acerca  del  legailo 
de  2.000  rs.  que  dejó  en  su  testamento  á  Catalina  Rodríguez, 
soltera,  para  cuando  tomase  estado,  no  tiene  aplicación  al 
caso,  y  por  consiguiente,  no  ha  sido  infringida  la  ley  5.*,  tí- 
tulo 33,  Partida  7.*,  que  dispone  que  las  palabras  del  testador 
sean  entendidas  llanamente  como  suenan,  siendo  por  ello  in- 
fundado el  primer  motivo  de  casación: 

Considerando  que  tampoco  infringe  la  sentencia  la  ley  2.*, 
titulo  10,  Partida  6/,  sobre  las  facultades  de  los  testamenta- 
rios para  cumplir  las  mandas,  porque  al  dividir  la  herencia 
del  D.  Celestino  Rodriguez,  se  tomó  en  cuenta  el  legado  de  los 
2.000  rs.,  adjudicándose  á  la  legataria  1.896  rs.  13  mrs.  que 
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cabian  en  el  quinto,  y  haciéndole  pagx)  de  ellos  en  una  finea 
de  valor  equivalente,  cuya  operación  divisoria  fué  aprobada 
judicialmente,  siendo  desatendible  en  consecuencia  el  segando 
fundamento  del  recurso: 

Considerando  que  no  se  contraría,  al  estimar  la  demanda, 
la  doctrina  de  que  los  legados  han  de  cumplirse  como  se  dis- 
pone en  los  testamentos,  porque  el  legado  de  Catalina  Rodrí- 
guez se  satisñzo  como  el  testador  dispuso,  haciéndole  pago 
con  asentimiento  de  todos  los  interesados  en  la  herencia  eo 
una  finca,  por  no  haber  metálico  en  la  testamentaria: 

Considerando  que  la  adjudicación  judicial  y  la  inscripción 
de  la  tierra  sobre  que  se  litiga  en  el  Registro  de  la  propiedad 
constituyen  título  legítimo  de  dominio;  y  por  lo  tanto  al  ejer- 
citar la  acción  reivindicatoría  el  marido  de  la  legataria  y  al 
estimarla  el  Tribunal  sentenciador  no  infringe  ninguna  ley  ni 
doctrina  legal: 

Considerando,  por  último,  que  la  ley  18,  tít.  29,  Partida  V, 
que  permite  ganar  la  cosa  raíz  por  tiempo,  no  ha  sido  infrin- 
gida, porque  la  recurrente  posee  sin  titulo,  según  lo  declara 
la  sentencia,  sin  que  contra  esta  declaración  se  cite  ley  ni 
doctrina  legal  que  se  suponga  quebrantada,  en  cuya  virtud  la 
excepción  de  prescripción  ha  sido  justamente  desatendida; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lo- 
gar al  recurro  de  casación  interpuesto  por  Doña  Joaquina  Or- 
casitas,  á  quien  condenamos  en  las  costas  y  á  la  pérdida  de 
la  cantidad  de  1.000  pesetas  que  depositó,  la  cual  se  distri- 
buirá en  la  forma  prevenida  por  la  ley;  y  líbrese  la  correspon- 
diente certificación  á  la  Audiencia  de  este  distrito,  con  devo- 
lución á  la  misma  de  los  documentos  que  remitió. 

Ar4Í  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  6«- 
ccía  é  insertará  en  la  Colección  Ugislaliva,  pasándose  al  efecto 
las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firma- 
mos. =  Juan  González  Acevedo.=José  María  Cáceres.=«Lan- 
reanode  Arrieta.=Hilario  de  Igon.==José  Fermín  de  Muro.** 
Joaquín  Ruiz  Can  abate.  =Ricardo  Diaz  de  Rneda. 

Publicación: 

Leida  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  José  Fermín  de  Muro,  Magistrado  del  Tribu- 
nal Supremo ,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primwa 
en  este  dia,  de  que  certifico  como  Relator  Secretario  de  laei- 
presada  Sala. 

Madrid  23  de  Noviembre  de  1875.= Licenciado  Maiteli 
Fernandez  García.  - 


.r.\: 
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NüM.  97. 
ADMISIÓN.— SALA  PRIMERA. 


íBCüoiON  DB  OBRAS  PBovisioNALBs.-— Auto  de  23  de  Noviem- 
bre, declarando  no  haber  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de 
casación  interpuesto  por  D.  Juan  Bautista  Filgueira,  como 
administrador  de  la  fábrica  de  vidrios  titulada  EspafLol  y 
compañía,  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  de  lo 
civil  de  la  Audiencia  de  la  Coruña,  en  pleito  con  D.  Nico- 
lás María  del  Rio. 

En  los  CONSIDERANDOS  SO  cstablcce : 

1.*    Que  el  recurso  de  casación  se  da  solamente  contra  las 
ntencias  definitivas,  entendiéndose  por  tales  las  que  ponen 
rmino  al  juicio,  y  las  que,  recayendo  sobre  un  articulo,  pon 
1%  término  al  pleito,  haciendo  imposible  su  continuación. 
2.^    Que  contra  el  cumplimiento  de  un  auto  firme  no  se  da 

recurso  de  casación,  i  no  ser  que  decida  sobre  derechos  no 
mprendidos  en  la  ejecutoria,  según  tiene  declarado  el  Tribu- 
i¡  Supremo. 

En  el  recurso  de  casación  en  el  fondo  interpuesto  por  Don 
lan  Bautista  Filgueira,  como  administrador  de  la  fábrica  de 
drios  EspafLol  y  compañía,  en  autos  can  D.  Nicolás  María 
il  Rio,  sobre  iucidente  de  ejecución  de  obras  provisionales, 
i  dictado  la  expresada  Sala  el  auto  del  tenor  sig'uiente: 

Resultando  que  eutre  la  Sociedad  Español  y  compañía  por 
la  parte,  y  D.  Nicolás  María  del  Rio  por  otra,  se  ha  seguido 
eito  sobre  cumplimiento  de  un  contrato,  en  el  cual  recayó 
a  auto  firme,  mandando  proceder  á  practicaij^bras  provisio- 
iles  con  arreglo  al  plano,  presupuestos  y  concnciones  obran- 
^  en  los  autos: 

Resultando  que  por  parte  de  la  Sociedad  se  ha  promovido 
58pues  incidente  para  que  se  deje  sin  efecto  el  referido  auto: 

Resultando  que  por  el  Juzgado  de  primera  instancia  se  de- 
aró  en  18  de  Febrero  último  no  haber  lugar  á  la  demanda 
cidental  propuesta  por  parte  de  la  Sociedad,  y  que  se  proce- 
era  por  la  misma  á  la  ejecución  de  las  obras  provisionales, 
»n  prevención  de  que  no  dando  principio  á  ellas  dentro  de 
8  veinte  di  as  que  estaban  señalados  quedaba  autorizado  Don 
oolás  del  Rio  para  ejecutarlas,  según  se  hallaba  también  dis- 
testo : 
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Resultando  que  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la 
Coruña  confirmó  en  8  de  Mayo  el  auto  del  Juzgado,  con  la  mo- 
dificación desque  procediera  desde  luego  del  Rio  á  la  ejecueioa 
de  las  obras,  en  atención  á  haber  trascurrido  con  mucho  ex- 
ceso el  término  señalado  por  el  de  10  de  Junio  de  1874: 

Resultando  que  contra  esta  providencia  se  interpuso  por  la 
Sociedad  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  ley. 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Hilario  de  Igon. 

Considerando  que  dicho  recurso  se  da  solamente  contra  las 
sentencias  definitivas,  entendiéndose  por  tales  las  que  ponea 
término  al  juicio,  y  las  que,  recayendo  sobre  un  articulo,  pon- 
gan término  al  pleito,  haciendo  imposible  su  continuación: 

Considerando  que  la  providencia  de  que  se  trata  no  es  de- 
finitiva en  el  sentido  del  art.  3.**  de  la  ley  sobre  reforma  de  la 
casación  civil,  por  cuanto,  aunque  pone  término  al  incidente 
promovido,  en  nada  se  opone  k  que  se  haya  declarado  ó  se  de- 
clare á  quién  corresponde  la  ejecución  de  las  obras  definitivas 
y  el  pago  de  las  provisionales  de  que  se  trata: 

Y  considerando  que  el  verdadero  carácter  de  la  provideo- 
cia  es  el  de  cumplimiento  de  un  auto  firme,  contra  el  cual  no 
se  da  el  recurso  de  casación ,  á  no  ser  que  decida  sobre  dere- 
chos no  comprendidos  en  la  ejecutoria,  según  tiene  declarado 
este  Tribunal  Supremo; 

Se  declara  no  haber  lugar,  con  las  óostas,  á  la  admisión 
del  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Juan  Bautista  Fil- 
gueira,  como  administrador  de  la  fábrica  de  vidrios  titulada 
Español  y  compañía. 

Madrid  23  de  Noviembre  de  1875.=:^Juan  González  Aceve- 
do.=Hilario  de  Igon.==José  Fermin  de  Muro.=»Benito  de  ülloa 
y  Rey.  5=  Ricardo  Diaz  de  Rueda. = Licenciado  Mariano  Fer- 
nandez Garcia.  =  Rogelio  González  Montas  ,  Escribano  de 
Cámara. 


.  ■■*?•■" 
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NÓM.  98. 
CASACIÓN   POR  INFRACCIÓN   DE  LEY. --SALA  PRIMERA 


Conocimiento  db  una.  comandita  y  paoo  db  pbsos.— Sentencia 
de  24  de  Noviembre ,  declarando  no  haber  lugar  al  recursc* 
de  casación  interpuesto  por  D.  Jaan  García  Mosquera  con- 

-  tra  la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia 
de  la  Habana,en  pleito  con  D.  Juan  Francisco  Tabernilla, 
<X)ino  síndico  de  la  quiebra  de  D.  Juan  Manuel  Pardo  y 
compañía. 

En  los  considerandos  se  establece  : 

-  1.*  Que  no  procede  el  recurso  de  cai^acion  contra  la  apre- 
€iacion  de  la  prueba  si  no  se  alega  haberse  infringido  ley  al^ 
^una  ó  doctrina  legal. 

2.^  Que  no  puede  decirse  que  han  sido  infringidas  por  una 
sentencia  leyes  ni  doctrinas  que  no  tienen  aplicación  al  caso 
tle  autos. 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  24  de  Noviembre  de  1875, 
en  el  pleito  pendiente  ante  Nos,  en  virtud  de  recurso  de  casa- 
t^ion  por  infracción  de  ley,  seguido  en  el  Tribunal  de  Comer- 
cío  de  la  plaza  de  la  Habana  y  por  virtud  de  decreto  de 
unificación  de  fueros  en  la  Alcaldía  mayor  de  Jesús  y  María 
de  aquella  ciudad  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
8U  territorio  por  D.  Juan  García  Mosquera  con  D.  Juan  Fran- 
«cisco  Tabernilla,  como  sindico  de  la  quiebra  de  D.  Juan  Ma- 
nuel Pardo  y  coi¿pañía,  sobre  conocimiento  de  una  comandita 
y  pago  de  pesos  : 

Resultando  que  D.  Juan  Manuel  Pardo  y  D.  Manuel  Mu- 
üiz  ,  individuos  que  componían  la  Sociedad  domiciliada  en  la 
Habana,  bajo  la  razón  de  Pardo  y  compañía  ^  y  D.  Juan  Gar- 
cía Mosquera  ,  otorgaron  escritura  en  aquella  ciudad  á  26  de 
Mayo  de  1866,  por  la  que  establecieron  sociedad  para  comer- 
ciar en  el  ramo  de  tabacos  en  rama,  bajo  las  condiciones,  en- 
tre otras,  siguientes:  primera,  que  el  capital  se  fijaba  en  80.000 
^escudos,  de  los  cuales  aportaban  40.000  D.  Juan  Manuel  Pardo 
y  compañía,  y  los  otros  40.000  D.  Juan  García  por  sí  solo: 
segundo,  que  la  gerencia  y  dirección  de  la  Compañía  corres- 
pondía á  D.  Juan  Manuel  Pardo  y  compañía,  ¿iendo  García 
W  comanditarioi  tercera,  que  la  duración  de  la  Sociedad  seria 
hasta  el  día  31  de  Marzo  de  1868 ,  y  al  vencimiento  de  este 
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término ,  si  por  mutuo  acuerdo  ó  por  la  voluntad  de  Pardo  y 
compañía  ó  la  de  D.  Juan  G-arcla  no  quisieran  continuarla,  se 
practicaría  una  liquidación  de  los  haberes  que  respectivamente 
les  correspondieran  con  arreglo  ái  la  igualdad  de  sus  aportacio- 
nes: cuarta,  que  no  obstante  la  cláusula  anterior,  la  sociedad 
podria  liquidarse  y  disolverse  á  voluntad  de  ambos  ó  de  cual- 
quiera de  los  otorgantes,  por  circunstancias  ó  casos  fortuitos 
ó  imprevistos  debidamente  justificados,  en  cuyo  caso,  si  hu- 
biese alguna  existencia  de  tabaco  se  realizaría  en  el  término 
de  ocho  dias,  haciéndose  con  sus  resultados  en  metálico  la  di- 
visión correspondiente  á  ambos  otorgantes  y  exhibiéndola  en 
el  mismo  dia  ó  cuando  más  al  siguiente  de  dicha  realizadoa: 
octava,  que  el  comanditario  García  no  tendría  intervención  ni 
podria  impugnar  ni  examinar  las  operaciones  ,  sino  ai  pasar 
los  balances  y  liquidaciones  estipuladas  :  décima ,  que  por  la 
pérdida  de  la  tercera  parte  del  capital  podria  disolverse  y  li- 
quidarse la  Sociedad,  á  libre  voluntad  de  cualquiera  de  los 
otorgantes,  efectuando  igual  operación  en  tal  caso  á  la  con- 
signada en  la  condición  cuarta:   undécima,  que  la  Sociedad 
Pardo  y  compañía  no  reconocian,  para  ninguna  clase  de  ope- 
raciones á  que  estaban  dedicados,  excepto  la  del  ramo  de  taba- 
cos, al  socio  comanditario  García,  ni  éste  podia  intervenir  en 
ella  ni  pretender  derecho  ni  acción  de  ninguna  especie ,  á  no 
ser  que  fuese  por  dicho  ramo  de  tabacos  :  duodécima ,  y  por 
último,  sometieron  á  arbitros  arbitradores  y  amigables  compo- 
nedores cualquiera  diferencia  que  ocurriese  entre  los  sociod, 
ya  fuese  respecto  á  la  inteligencia  del  contrato  ó  de  cualquiera 
otra  clase  : 

Resultando  que  en  la  misma  ciudad  á  17  de  Agosto  de  1867 
otorgaron  escritura  D.  Juan  Manuel  Pardo  y  D.  Manuel  Mun¡2, 
individuos  que  componían  la  razón  social  Pardo  y  compafU^^ 
y  D.  Juan  García,  en  la  que  dijeron:  que  constituida  entre 
Pardo  y  Muñiz  una  sociedad  mercantil  para  girar  en  el  ramo 
de  víveres  y  otros  de  lícito  comercio,  convinieron  con  Garda 
emprender  una  especulación  en  el  tabaco  en  rama ,  aportando 
ellos  40.000  escudos  y  otros  40.000  García,  tan  sólo  como  co- 
manditario ,  en  los  términos  y  bajo  las  condiciones  y  pactos 
que  aparecian  de  la  escritura  de  2<)  de  Mayo  del  año  anterior: 
que  invirtiendo  el  capital  de  ambas  aportaciones  en  la  adqui- 
sición de  tabaco  en  rama,  fueron  consumidas  todas  las  existen- 
cias por  un  incendio,  y  dejó  de  funcionar  la  Sociedad  de  Pardo 
y  compañía  y  D.  Juan  García ,  por  no  existir  capital ;  pei9 
que  asegurado  el  almacén  por  los  Gerentes  Pardo  y  compt^ 
ñia  en  90.000  escudos  en  tres  compañías  inglesas,  contra ^Iftp 
que  se  siguió  un  litigio  para  el  cobro  de  la  índemnÍ2acio&  M 
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siniestro,  y  que  para  evitar  toda  duda  convenian  en  declarar 
disnelta  para  todos  sus  efectos  la  Sociedad  celebrada  por  la 
citada  escritura  de  27  de  Mayo  de  1866  desde  la  fecha  del  si- 
niestro que  destruyó  sus  existencias,  ó  sea  desde  el  30  de  Ju- 
lio del  mismo  año;  que  el  socio  comanditario  D.  Juan  García 
prestara  su  aprobación  al  pleito  establecido  entre  las  casas 
asegfuradoras  por  Pardo  y  compañía,  ateniéndose  á  sus  resul- 
tados favorables  ó  adversos ,  dándosele  en  dicho  pleito  lu  in- 
tervención que  debia  tener  como  interesado  en  la  mitad  del 
capital  que  se  reclamaba,  y  pudieudo  por  consiguiente  conti- 
nuar activando  y  sosteniendo  por  sí  ó  por  poder  la  acción  de- 
ducida contra  las  empresas  de  seguros  con  total  independen- 
cia de  los  socios;  y  que  terminado  el  pleito  pendiente  con  las 
compañías  de  seguros,  pudiese  García  cobrar  por  sí  ó  por  me- 
dio de  apoderado  la  mitad  de  lo  que  obtuviese ,  con  más  los 
daños  y  perjuicios: 

Resultando  que  después  de  expresarse  en  esta  escritura  que 
asi  lo  otorgaron  y  firmaron  ,  siendo  testigos  D.  José  Marrero, 
Don  Pedro  Rodríguez  y  D.  Manuel  Blanco  ,  presentes,  se  lee 
lo  siguiente:  «Nota.  Al  tiempo  de  firmar  expresaron  los  otor- 
gantes que  se  habían  convenido  que  los  Gerentes  no  devenga- 
ban ni  devengarían  provento  alguno  por  derecho  de  adminis- 
tración, según  así  convino  en  la  escritura  de  26  de  Mayo  del 
año  próximo  pasado,  lo  cual  en  lo  que  no  se  opusiera  y 
afectara  á  lo  estipulado  produciría  sus  efectos  y  consecuen- 
cinsh ;  y  se  sacan  las  firmas  de  Juan  Manuel  Pardo  y  Juan 
García. 

Resultando  que  D.  Juan  García  demandó  en  juicio  de  con- 
ciliación en  21  de  Octubre  de  1867  á  D.  Manuel  Muuiz  para  que 
suscribiera  y  autorizase  el  convenio  referido  de  17  de  Agosto: 
que  Muñiz  contestó  que  dicho  convenio  se  habia  otorgado  sin 
su  conocimiento  ni  consulta,  y  sin  que  hubiese  concurrido  á 
la  escritura:  que  con  su  consentimiento  formó  Pardo  una  So- 
ciedad en  tabaco  con  D.  Juan  García  ,  á  la  que  cada  uno 
aportó  40.000  escudos,  empresa  que  se  extinguió  por  haberse 
quemado  el  almacén  en  que  estaban  las  existencias,  asegura- 
das en  90.000  escudos;  pero  que  declarada  en  quiebra  la  So- 
ciedad en  la  actualidad,  y  habiéndose  alzado  el  Gerente  de  las 
dos  Sociedades  ,  el  Tribunal  de  Comercio  intervino  la  casa  y 
los  negocios,  y  no  le  era  posible  al  que  exponía  por  esta  razón 
y  la  de  ser  un  simple  comanditario,  mezclarse  en  ningún 
asunto,  tomándose  un  carácter  que  no  tenia;  por  lo  cual  creía 
que  García  debia  acudir,  como  él  lo  hizo,  al  Tribunal  compe- 
tente á  hacer  buenos  sus  derechos ;  y  que  el  acto  terminó  sin 
avenencia: 
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Resultando  que  D.  Juan  García  entabló  demanda  ante  él 
Tribunal  de  Comercio  de  la  Habana  en  4  de  Agosto  de  1869, 
que  amplió  en  escrito  de  7  de  Setiembre  del  mismo  año,  contra 
el  sindico  de  la  quiebra  de  D.  Juan  Manuel  Pardo  y  Compa- 
ñía, D.  Juan  Francisco  Tabernilla,  exponiendo  que  después 
del  incendio  que  consumió  las  existencias  de  la  Sociedad  de 
tabaco^  incoado  ya  por  el  socio  Gerente  D.  Juan  Manuel  Pardo 
el  litigio  que  se  siguió  contra  las  Compañías  inglesas  de  se- 
guros Sum  NoTth  British  y  Royal  para  el  cobro  del  importe 
del  seguro ,  Pardo ,  que  á  la  vez  era  Gerente  de  la  Sociedad 
creada  anteriormente  para  especular  en  el  ramo  de  víveres,  se 
alzó  de  la  plaza  por  el  mal  estado  de  sus  operaciones,   decla- 
rándosele en  estado  de  quiebra  á  solicitud  del  socio  comandi- 
tario en  dicha  compañía,    D.   Manuel  Muñiz:   que   nombrado 
síndico  de  esta  quiebra  D.  Juan  Francisco  Tabernilla,  siguió 
gestionando  el  pleito  contra  las  Compañías  de  seguros,  en  re- 
presentación de  las  acciones  que  competían  á  la  Sociedad  que- 
brada: que  terminado  favorablemente  á  la  Sociedad  demandan- 
te ,  esto  es ,  á  Juan  Manuel  Pardo  y  Compañía ,  especuladores 
de  tabaco  en  rama,  se  dirigió  en  su  calidad  de  socio  comao 
ditario  de  dicha  Sociedad  á  D.  Juan  Francisco  Tabemilla  y  ¿ 
su  A^bogado  Director,  con  objeto  de  ponerse  de  acuerdo  para 
el  caso  de   que  las  Sociedades   de  seguros  interpusiesen  re- 
curso de  casación,  pero  ambos  le  manifestaron  que  no  le  re- 
conocían como  tal  socio  comanditario  de  D.  Juan  Manuel  Pardo 
y  compañía,  y  que  por  consiguiente  nada  podían  acordar  n! 
convenir:  que  por  ello  se  veía  en  la  precisión  de  acudir  i  la 
Autoridad  judicial  en  uso  de  la  acción  de  dominio  y  de  la  pri> 
sdcioj  solicitando  que  se  le  declarase  en  definitiva  comanditario 
de  la  Sociedad  formada  con  D.  Juan   Manuel  Pardo   para  la 
especulación  de  tabaco  en  rama  y  con  aptitud  y  capacidad 
legal  para  percibir  lo  que  era  suyo  y  en  propiedad  le  perte- 
necía por  el  capital  que  aportó  á  la  asociación,  con  el  prove- 
cho que  resultare  de  las  indemnizaciones  á  que  estaban  obliga- 
das las  Compañías  de  seguros;  y  que  esta  parte  del  capital  é 
indemnizaciones  que  le  correspondían  se  agregasen  y  aportasen 
de  los  haberes  de  la  quiebra,  en  la  que  no  debía  figurar;  pro- 
testando reclamar  daños  é  intereses  contra  los  demandados,  i 
quienes  debía  condenarse  en  las  costas: 

Resultando  que  declarada  contestada  la  demanda,  evacoó 
¿  su  tiempo  el  sindico  de  la  quiebra  el  traslado  de  duplica, 
alegando  que  no  se  oponía  á  la  demanda:  que  acreditase  Mus*: 
quera  su  calidad  de  socio  comanditario ,  y  que  declarado  pOf 
la  Autoridad  judicial,  vendría  á  ser  el  último  de  los  aci 
res :  que  no  acudió  á  ninguno  de  los  llamamientos  hechos 
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la  cuarta  sección  de  la  quiebra,  ni  presentó  documento  alguno 
para  el  examen  y  reconocimiento  de  su  crédito,  ni  fig-uraba 
«n  la  relación  de  acreedores  que  obraba  en  la  primera  sección; 
3  que  repetía  por  último  que  no  se  oponia  á  la  declaratoria  que 
se  solicitaba,  pero  que  como  en  lo3  libros  de  la  quiebra  no  cons- 
taba la  comandita,  y  la  reclamación  surgió  después  de  exa- 
minados y  reconocidos  los  créditos,  debia  liacerse  la  declara- 
toria solicitada,  con  arreglo  á  lo  prescrito  en  el  art.  1.111  del 
Código  de  Comercio: 

Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba  compareció  en 
los  autos  D.  Juan  Manuel  Pardo,  protestando  contra  los  actos 
del  síndico  de  su  quiebra,  y  alegando  que  Mosquera  era  socio 
comanditario  de  la  extinguida  Sociedad  de  tabaco,  &  la  que 
aportó  20.000  duros,  como  constaba  de  un  modo  fehaciente  ó 
irrecusable  en  escrituras  públicas;  solicitó  que  se  le  tuviera 
por  parte  legítima  en  este  pleito ,  y  que  en  su  particular  se 
condenara  en  costas  al  síndico  por  su  temeridad  y  ob^^tinacion; 
pretensión  de  que  después  se  separó  en  obsequio  de  la  pronta 
terminación  del  negocio: 

Resultando  que  suministrada  prueba  por  las  partes,  dictó 
sentencia  el  Juez  de  primera  instancia,  que  confirmó  en  12  de 
Agosto  de  1873  la  Audiencia  de  la  Habana,  absolviendo  de  la 
demanda  al  síndico  de  la  quiebra  de  D.  Juau  Manuel  Pardo  y 
compañía,  D.  Juan  Francisco  Tabernilla,  con  imposición  & 
D.  Juan  García  Mosquera  de  perpetuo  silencio  y  pago  íntegro 
de  las  eostas;  condenando  al  mismo,  á  D.  Juan  Manuí^l  Pardo 
y  á  D.  Manuel  Muñiz  en  la  multa  de  5.000  reales  fuertes,  que 
pagarían  los  señores  mancomunadamente ,  con  arreglo  al  ar- 
tículo 30  del  Código  de  Comercio;  y  mandó  alzar  la  retención 
de  la  cantidad  litigiosa  depositada  en  arcas  Reales,  á  la  cual 
se  le  daría  la  aplicación  que  fuese  procedente  luego  que  esta 
sentencia  cau.^ase  ejecutoria: 

Resultando  que  confirmada  por  la  Audiencia  de  la  Habana 
en  12  de  Agosto  de  1873,  interpuso  D.  Juan  García  Mosquera 
recurso  de  casación,  citando  al  interponerle  y  después  en  tiem- 
po oportuno  en  este  Supremo  Tribunal  como  infringidos: 

1.**  La  ley  114,  tít.  18,  Partida  3.*,  por  cuanto  obligada 
esta  parte  á  probar  su  calidad  de  socio  comanditario  de  Pardo 
y  compañía  en  el  ramo  de  tabacos,  presentó  las  dos  escrituras 
públicas  referidas  de  26  de  Mayo  de  1866  y  17  de  Agosto  de 
1867,  y  á  pesar  de  que  no  había  duda  acerca  de  la  autenticidad 
de  la  primera  escritura,  ni  existia  tacha  alguna  que  la  inva- 
lidase, y  que  el  buen  sentido  enseñaba  que  no  había  podido 
asegurarse  el  almacén  en  45.000  pesos,  á  no  haber  aportado 
el  recurrente  los  20.000  que  se  expresaban  en  esta  escritura, 
II.-1.«^  Y  3.^  32     * 


4?8  TBI 

no  le  daba  la  seDÍeocia  el  valor  qne 
otorí^ada  pur  mano  de  Escribano  pú 
retjuisitos  i]ue  se  determina ban  en  la  ci 
de  esta  innnera  lo  tenniíDnitemente  di 
la  resolución  de  este  Supremo  Tribuni. 
entre  otras  muchas  dictadas  sobre  ea 
dice  que  hacen  prueba  acabada  para 
madas  por  mano  del  Escribano  pilbl 
y  denaás  requisitos  que  determina  lu 
Partida  3.',  siendo  asimismo  evideu: 
la  ley  119,  tít.  18,  Partida  3.',  ^or 
documento  que  valia  tanto  como  si  su: 
de  Escribano  público,  pues  que  con  é' 
los  interesados. 

2."  La  ley  17,  tít.  34,  Partida  7.' 
debe  enriijuecerse  torticeramente  con  ■ 
la  sentencia  le  condenaba  al  pag'o  d-- 
haberse  registrado  la  escritura  de  P 
oegaba  toda  acción  social  por  la  fa 
bien  era  cierto  ijue  el  art.  28  del  Cói" 
bia  que  \a  escritura  de  Sociedad  de  q 
el  Hegi-stro  {reiieral  de  Comercio,  no  j' 
otor^ante^  l>ara  demandar  los  dcreoh< 
sen  sido  reconocido-s,  esto  no  quería 
capital  aportado  por  lu  faUa  de  regl- 
Pardu  y  co-npañla  se  debian  <|uedar 
no.  halli^mio^^e  eii  idéntico  ca.-io  y  h- 
misma  falta,  con virtii^ rulase  de  esta  r 
el  uno  lo  que  era  pena  psra  el  otro:  r 
rldo  artículo  del  Cúdipü  de  Comercio 
senté  caso,  porque  no  halda  reclamad- 
nia  íi  reclamar  ninguna  acción  social 
que  no  había  sociedad,  tenia  cada  ci> 
su  capital  cuando  lo  tuviera  por  conv 
cuando  fuera  cierto  que  esta  Sociedv 
efecto  entre  los  otorgantes  para  recIai 
bia  razón  para  negarles  el  titulo  de  P 
caso  de  una  mera  comunidad  de  biéne' 
á  los  asociados  para  tomar  lo  que  lef 
cíese;  lo  cual  era  inconcuso,  porque  ■■ 
píos  que  regían  y  gobernaban  la  prop' 
el  que  se  le  había  hecho,  neg-ándole  h 
DO  se  había  tomado  razón  en  el  Regí; 
que  esta  doctrina  se  hallaba  confirma' 
bunal.en  sentencia  d?  9  de  Enero  de 
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ION  DE  LEY.— SALA  PRIMERA. 


:s  DE  UN  MAYORAZGO. —  Sentencia 

irando  no  haber  lugar  al  recurso 

íi'  Doña  Joaquina  Garcés  y  Fer- 

pronunciada  por  la  Sala  de  lo  ci- 

lí'ucia,  en  pleito  con  el  Marqués 


establece : 

^a  Partida  3.*,  declara  qué  va- 

ir  con  ellas  los  pleitos  (es  decir 

fechas  y  que  la  constante  juris^ 

•o,  acorde  con  dicha  declaración^ 

de  bautismo^  matrimonio  y  de- 

'!?  con  arreglo  a  sus  respectivos 

*os  públicos  y  solemyíes  por  el 

ciamiento  civil,  forman  prueba 

'^pecial  á  que  se  contraen,  úni-- 

donar io  encargado  del  Regis- 

M  personal  conocimiento,  como 

rrido  a  su  presencia ,  mas  sin 

:?  enunciativas  ó  declaraciones 

hos  anteriores  ó  distintos,  para 

iidispensahle  ot7*a  prueba  sepa- 


Jrid,  á  25  de  Noviembre  de  1875, 

.NOS  en  virtud  de  recurso  de  casa- 

.  seí^uido  en  el  Juzgado  de  primera 

^aa  Vicente  de  Valencia  y  en  la  Sala 

.cia  de  ."u  territorio  por  Dona  Joaquina 

Castro  con  D.  Rafael  Villacampa  y  Ra- 

astellfort,  sobre  mejor  derecho  á  los  bie- 


•í  D.  Antonio  del  Castillo  Camargo  y  Dona 
i'OS  y  Campero,  su  mujer,  otorgaron  escritura 
O  de  Junio  de  1668,  en  la  que  dijeron:  que  en 
ult'ad  Real  habian  fundado  un  vinculo  en  23  de 
en  favor  de  su  hija,  entonces  única,  Doña  Te- 
Castillo,  y  que  habiendo  tenido  después  otro 
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en  conjunto  la  Sala  sentenciadora,  y  por  sus  méritos,  y  maj 
especialmente  por  los  propios  hechos  del  D.  Juan  García  Mos- 
quera, que  ha  asegurado  como  testigo  en  el  pleito  que  se  si- 
guió con  las  Campañías  aseguradoras  por  la  indemnización 
del  .siniestro  del  almacén  de  tabacos,  bajo  la  santidad  del  ju- 
ramento quena  tenia  interés-  alguno  en  aquella  negociación; "j 
por  todo  ello  ha  estimado  la  misma  Sala  que  no  es  cierta  la 
entrega  de  aquel  capital;  sin  que  contra  esta  apreciación  se 
alegue  en  el  recurso  la  infracción  de  ley  alguna  ó  doctrina 
legal  : 

Considerando,  por  tanto,  que  la  sentencia  no  desconociendo 
la  fuerza  probatoria  de  aquellas  escrituras  ni  la  verdad  que 
resulta  de  ellas  sobre  el  proyecto  de  asociación,  no  infringí 
por  consecuencia  las  leyes  114  y  119,  tít.  18  de  la  Partida  3.*, 
ni  los  principios  de  derecho  contenidos  en  la  regla  7/,  tít.  34 
de  la  Partida  7.*,  y  el  de  que  ningún  litigante  puede  ir  con- 
tra sus  propios  hechos,  y  doctrinas  de  las  sentencias  de  este 
Supremo  Tribunal  que  inoportunamente  se  invocan,  como  tam- 
poco los  artículos  del  Código  de  Comercio,  que  no  tienen  apli- 
cación á  un  contrato  de  sociedad,  según  el  derecho  común, 
puesto  que  la  comanditaria  no  se  formalizó; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lu- 
gar al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Juan  García 
Mosquera,  á  quien  condenamos  á  la  pérdida  de  la  cantidad 
por  que  prestó  caución,  que  pagará  si  viniese  á  mejor  fortuna, 
distribuyéndose  entonces  con  arreglo  á  la  ley,  y  en  las  costas; 
y  líbrese  á  la  Audiencia  de  la  Habana  la  certificación  corres- 
pondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Qatt- 
ta  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto 
las  copias  necesarias ,  lo  pronunciamos ,  mandamos  y  firma- 
mos.=  Juan  González  Acevedo.  =  José  María  Cáceres.  =  Juan 
Cano  Manuel  ==  Benito  de  UUoa  y  Rey.  =  Victoriano  Careaga.== 
Joaquín  Ruiz  Cañábate. =Ricardo  Díaz  de  Rueda. 

Publicación : 

Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  José  María  Cáceres  ,  Magistrado  del  Tribunal 
Supremo  ,  celebrando  audiencia  pública  1a  Sala  primera,  en  d 
día  de  hoy ,  de  que  certifico  como  Relator  Secretario  de  1» 
misma. 

Madrid  24  de  Noviembre  de  1875.=  Licenciado  Desiderio 
Martínez. 
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NüM.  99. 
CASACIÓN  POR  INFRACCIÓN  DE  LET.—SALA  PRIMERA. 

Mejor  derecho  A  los  bienes  de  un  mayorazgo. — Sentencia 
de  25  de  Noviembre ,  declarando  no  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  Doña  Joaquina  Garcés  y  Fer- 
nandez de  Castro  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  ci- 
vil de  la  Audiencia  de  Valencia,  en  pleito  con  el  Marqués 
de  Castellfort. 

En  sus  considerandos  se  establece: 

Que  la  ley  114,  t{¿,  18  de  la  Partida  3.*,  declara  qué  va- 
lor deben  las  carias  para  probar  con  ellas  los  pleitos  (es  decir 
los  contratos)  sobre  que  fueron  fechas  y  que  la  constante  juriS'- 
prudencia  del  Tribmial  Supremo,  acorde  con  dicha  declaraciony 
Aa  establecido  que  las  partidas  de  bautismo^  matrimonio  y  de- 
función]  dadas  por  los  Párrocos  con  arreglo  á  sus  respectivos 
libros  y  calificadas  de  documentos  públicos  y  solemnes  por  el 
articulo  280  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil j  forman  prueba 
legal  tan  sólo  respecto  del  acto  especial  á  que  se  contraen,  úni-- 
do  sobre  el  que  el  Párroco  ó  funcionario  encargado  del  Regis- 
tro civil  pueden  dar  fé,  por  su  personal  conocimiento,  como 
celebrado  por  si  mismos ,  ú  ocurrido  á  su  presencia ,  mas  sin 
atribuir  igual  valor  á  las  meras  enunciativas  ó  declaraciones 
que  contengan  con  relación  i  hechos  anteriores  ó  distintos,  para 
cuya  demostración  Judicial  es  indispensable  otra  prueba  sepa-- 
rada  y  concreta. 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  25  de  Noviembre  de  1875, 
en  el  pleito  pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casa- 
ción por  infracción  de  ley,  seg'uido  en  el  Juzgado  de  primera 
instancia  del  distrito  de  San  Vicente  de  Valencia  y  en  la  Sala 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  su  territorio  por  Doña  Joaquina 
Garcés  y  Fernandez  de  Castro  con  D.  Rafael  Villacampa  y  Ra- 
mírez, Marqués  de  Castellfort,  sobre  mejor  derecho  á  los  bie- 
nes de  un  mayorazgo: 

Resultando  que  D.  Antonio  del  Castillo  Camargo  y  Doña 
Mariana  de  Campos  y  Campero,  su  mujer,  otorgaron  escritura 
en  Madrid,  á  30  de  Junio  de  1668,  en  la  que  dijeron:  que  en 
virtud  de  facultad  Redi  habían  fundado  un  vínculo  en  23  de 
Slayo  de  1642  en  favor  de  su  hija,  entonces  única,  Doña  Te- 
resa María  del  Castillo,  y  que  habiendo  tenido  después  otro 
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'do3  hijos,  D.  Antonio  Doming-o  y  Doña  María  Francisca,  fiir- 
daron  también  con  facultad  Real  en   10  de  Febrero  de   1650 
otros  dos  mayorazg'os,  reservándose  en  todos  ellos  la  facultad 
da  poderlos  alterar,  revocar  ó  mudar  en  todo  ó  en  parte;   y 
haciendo  uso  de  ella  y  queriendo  dar  nueva  forma  á  los  dichos 
mayorazg'os,  anularon  las  tres  fundaciones  contenidas  en  las 
mencionadas  escrituras,  y  ejecutando  la  fundación  del  mayo- 
razgo en  favor  de  su  hija  Doña  Teresa  Maria,  señalaron  para 
ella  los  bienes  ea  que  habia  de  consistir  y  que  producían  una 
renta  de  4.000   ducados,   llamándola  y  á  sus  hijos«y  descen- 
dientes, con  preferencia  del  varón  á  la  hembra  y  del  mayor  al 
menor,  y  por  su  falta  á  su  otra  hija  Doña  María  Francisca  y 
los  suyos  en  igual  forma ,  queriendo  que  si  llega-^e  el  caso  de 
que  ésta  sucediese  en  el  mayorazgo  hubiera  de  ser  con  condi- 
ción que  el   otro  que  más  adelante  fundarían  en  favor  de  la 
misma  pasase  al  hijo  segundo  varón  ó  hembra  de  su  hijo  Don 
Antonio  Domingo,  y  si  éste  tuviese  dos  ó  más  hijos  varones, 
pasase  al  inmediato  en  edad  al  primog'énito,  y  si  no  tuviera 
Liás  que  un  solo  hijo  varón,  pasase  el  mayorazgo  á  la  hembra 
que  fuese  inmediata  en  edp*d  ó  mayor  que  él,  y  si  no-tuviese 
más  que  un  solo  hijo  ó  hija,  pasase  á  él  ó  á  ella  la  sucesión  de 
dicho  mayorazgo,  pues  al  primogénito  le  quedaba  la  del  que 
fiíndarian  en  el  dicho  D.  Antonio  Domingo:  que  si  al  tiempo 
de  suceder  el  dicho  caso  viviese  D.  Antonio  Domingo  y  no  tu- 
viese hijos,  poseyera  el  mayorazgo  el  hijo  ó  hija  segunda  de 
f'icha  Dona  María  Francisca;  y  si  no  tuviese  más  que  uno  6 
una,  lo  poseyera  también,  con  tal  que  si  después  dicho  D.  An 
ionio  Domingo  tuviera  hijos  pasase  á  él  dicho  mayorazgo  aun- 
que hubiese  entrado  en  la  posesión   Doña  María  Francisca  ó 
a'^uno  de  sus  hijos;   porque  siempre  habia  de  ser  visto  que 
sucediera  con  esta  condición  y  gravamen:  que  continuando  las 
fundaciones ,  .establecieron  otro  vínculo  regular  en  el   dicho 
D.  Antonio  Domingo,  su  hijo,  señalando  los  bienes  en  que  ha- 
bia de  consistir  y  llamando  en  falta  de  sucesión  de  aquel  á  su 
hija  Doña  Teresa  María  y  á  sus  descendientes  en  igual  forra», 
y  en  su  defecto  á  Doña  Maria  Francisca  del  Castillo  y  los' su- 
yos, en  cuyos  ca;?os  el  mayorazgo  de  Doña  Teresa  María  habia 
de  pasar  á  Doña  María  Francisca  y  pudiendo  llegar  el  caso  de 
reunirse  en  uaa  sola  persona  todos  los  tres  mayorazgos ,   los 
tuviera  durante  su  vida;  pero  si  dejase  más  de  un  hijo  se  divi- 
dirían en  la  forma  que  expresa;  que  en  tercer  lugar  fundó  otro 
mayorazgo  en  favor  de  Doña  María  Francisca  del  Castillo  y  sus 
descendientes  en  forma  regular .  señalando  los  bienes  .en  que 
habia  de  consistir  y  llamando  en  falta  de  aquellos  al  hijo  se- 
cundo varón  ó  hembra  que  hubiese  D.  Antonio  Domingo  y  lo» 
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'descendientes  del  tal  hijo  se^ndo,  por  el  mismo  orden  y  for- 
ma regular;  queriendo  que  si  no  tuviese  más  que  un  hijo  ó  hija 
le  gozase  mientras  no  tuviese  otro,  pues  teniéndole  pasase  á  61, 
y  si  no  le  tuviese  y  el  tal  hijo  hubiese  dos  hijos  después ,  se 
habian  de  dividir,  tocando  al  hijo  mayor  el  mayurazí^'o  de  Don 
Antonio  Domingo  y  al  hijo  segundo  aquel  que  fundaba,  lo  cual 
querían  que  se  observase  siempre  que  llegase  tal  caso;  y  que 
por  último  y  en  falta  de  los  llamados  en  la  anterior  cláusula, 
quisieron  que  sucediera  su  hija  Doña  Teresa  María  y  sus  des- 
cendientes, siendo  su  voluntad  que  llegado  este  caso  se  juntara 
este  mayorazgo  con  el  fundado  en  cabeca  de  aquella,  y  ambos 
fuesen  juntos  en  un  solo  poseedor: 

Resultando  que  por  testimonio  traido  con  citación  de  la 
Doila  Joaquina  Garcés ,  ^  i  bien  no  asistió  á  su  expedición  el 
Procurador  de  ésta,  citado  al  efecto,  de  unos  autos  seguidos 
entre  el  Marqués  de  Valera  y  el  Marqués  de  la  Olmeda,  que 
continuaron  después  Dona  Antonia  Valles  y  Ferror  como  ma- 
dre de  Düña  Elia  del  Castillo,  D.  Feliciano  Peres  de  Perey, 
Marqués  de  Castellfort,  y  D.  Salvador  Cardona,  sobrí-  la  suce- 
sión en  propiedad  del  mayorazgo  fundado  por  los  consortes 
D.  Antonio  Castillo  y  Doña  María  Campos  en  cabeza  de  su  luja 
Doña  Teresa  María  del  Castillo,  aparece  que  en  ellos  se  presentó 
un  testimonio  librado  en  26  de  Mayo  de  1679,  de  las  diligen- 
cias de  abintestato  instruidas  por  fallecimiento  de  Doña  Ana 
3Francisca  de  Arce,  Marquesa  que  fué  de  Valera  y  Fuente-Her- 
mosa, viuda  de  D.  Juan  Francisco  del  Castillo,  de  las  cuales 
consta  que  falleció  en  23  de  Mayo  de  1738,  y  que  practicadas 
por  el  Teniente  Corregidor  de  esta  Corte  las  diligencias  del 
caso,  resultó  haber  fallecido  sin  testamento,  dejando  por  hijos 
¿  D.  José  Francisco,  Doña  María  Jacinta,  Doña  Clara,  Doña 
Datniana  y  Doña  Ana  Lúeas  del  Castillo;  y  por  nietos  hijos  de 
D.  Juan  Francisco  del  Castillo,  que  también  fué  hijo  suyo,  á 
P.  Francisco  Pascual,  D.  Juan  Antonio  y  Doña  María  Vicenta 
del  Castillo;  y  habiendo  solicitado  que  se  les  declarase  herede- 
ros de  dicha  señora,  para  lo  cual  presentaron  la  partida  de 
matrimonio  de  aquella,  la  de  bautismo  de  los  hijos,  la  del  fa- 
llecimiento de  D.  José  del  Castillo,  y  escritura  de  renuncia  de 
Doña  Clara  Antonia  en  favor  de  su  madre ,  con  motivo  de  su 
profesión  religiosa,  se  declaró  en  auto  de  14  de  Enero  de  1739, 
por  hijos  legítimos  de  D.  Juan  Francisco  del  Castillo  y  de  Doña 
Ana  Francisca  de  Arce,  su  mujer.  Marqueses  que  fueron  de  Va- 
lera,  á  Doña  Damiana,  Doña  María  Jacinta,  Doña  Ana  Lúeas 
y  Doña  Clara  del  Castillo,  hijos  legítimos  del  expresado  Don 
Juan  Francisco,  su  padre,  hijo  primogénito  de  dichos  Marque- 
ses de  Valera,  y  por  herederos  de  todos  sus  bienes,  para  que 
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los  dividieran  con  igualdad,  junto  con  la  parte  y  porción  que 
correspondiera  á  la  religiosa  profesa  Doña  Clara,  y  por  el  fa- 
llecimiento ocurrido  con  posterioridad  de  D.  José  Francisco  del 
Castillo. 

Resultando  que  el  mencionado  pleito  tuvo  principio  en  el 
año  de  1785  entre  D.  Francisco  Antonio  del  Castillo,  Marqués 
do  Valera,  D.  Jacinto  Jover  de  Loyola,  Marqués  de  la  Olmeda, 
y  D.  Francisco  Javier  Villacampa,  Marqués  de  Castellfort; 
que  en  30  de  Marzo  de  1789  se  coDcedió  permiso  para  escribir 
en  derecho,  y  que  por  por  haber  fallecido  uno  de  los  Magis- 
trados que  le  vieron ,  se  nombró  otro  en  su  lugar  en  17  de 
Abril  de  171)6;  que  en  tal  estado  quedó  el  pleito  hasta  que  por 
fallecimiento  del  Marqués  de  la  Olmeda  y  del  Marqués  de  Va- 
lera,  se  mostró  parte  la  viuda  de  éste,  Doña  Antonia  Valles, 
como  tutora  y  curadora  de  su  hija  Doña  Elia  del  Castillo, 
acordando  á  su  instancia  citar  por  retardados  á  todos  los  in- 
teresados ,  y  se<ruido  el  juicio  sobre  la  posesión  de  los  bienes 
de  dicho  vínculo,  apareciendo  que  D.  Salvador  Cardona  la 
tomó  á  la  muerte  del  Marqués  de  la  Olmeda,  en  virtud  de  pro- 
videncia de  8  de  Mayo  de  1818  se  mandó  que  continuase  Don 
Salvador  Cardona  en  la  posesión  conferida,  y  que  contestase 
á  las  demandas  del  Marqués  de  Valera  de  3  de  Noviembre 
de  1785  y  de  D.  Francisco  de  Villacampa  de  29  de  Mayo 
de  1786: 

Resultando  que  en  29  de  Agosto  de  1822  dictó  sentencíala 
Audiencia  de  Valencia,  absolviendo  á  D.  Salvador  Cardona  de 
la  demanda  del  Marqués  de  Valera  de  3  de  Noviembre  de  1785, 
reproducida  por  Doña  Antonia  Valles  y  Ferrer,  como  tutoru  y 
curadora  de  su  hija  Doña  Elia  del  Castillo,  Marquesa  de  di- 
cho tltuip,  en  17  de  Octubre  de  1820,  remitiendo  en  discordia 
el  pleito  por  lo  que  hacia  á  la  demanda  del  Marqués  de  Cas- 
tellfort de  29  de  Mayo  de  1786,  propuesta  contra  el  Marqués 
de  Olmeda  y  seguida  contra  dicho  Cardona;  y  que  por  senten- 
cia de  25  de  Octubre  de  dicho  año  1822  se  absolvió  también  á 
D.  Salvador  Cardona  de  la  demanda  del  Marqués  de  Castell- 
fort de  29  de  Mayo  de  1786;  y  habiéndose  suplicado  de  una  y 
otra  sentencia  por  la  de  revista,  que  fué  publicada  en  27  de  Fe- 
brero de  1829,  se  confirmó  la  de  vista  de  29  de  Agosto  de  1822, 
que  absolvió  á  D.  Salvador  Cardona  de  la  demanda  del  Mar- 
qués de  Valera;  y   remitieron  también  el  pleito  en  discordia 
por  lo  que  hacia  á  la  demanda  del  Marqués  de  Castellfort: 

Resultando  que  en  su  virtud  en  1.°  de  Mayo  de  1829  dio- 
taron sentencia  de  revista,  mejorando  la  de  vista  de  25  de  Oc- 
tubre de  1822  y  declarando  que  pertenecía  al  Marqués  de  Cas- 
tellfort el  mayorazgo  fundado  por  D.  Antonio  del  Castilla  y 
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Doña  Ana  María  de  Campos  en  cabeza  de  su  hija  Doña  Teresa 
María  del  Castillo,  entendiéndose  compensados  los  frutos  de 
éste,  producidos  desde  la  contestación  de  la  demanda,  con  los 
percibidos  por  el  Marqués  del  mayorazgo  que  poseia,  fundado 
en  cabeza  de  Doña  María  Francisca  del  Castillo ,  y  dimitiendo 
este  dicho  Marqués  en  favor  de  quien  correspondiera: 

Resultando  que  Doña  Joaquina  (Jarees  Fernandez  de  Cas- 
tro entabló  demanda,  á  la  que  acompañó  un  árbol  g'enealóg'ico 
y  diferentes  partidas  sacramentales,  exponiendo  que  D.  Fer- 
nando Antonio  de  Loyola,  Marqués  de  la  Olmeda,  y  su  mujer 
Doña  Alfonsa  de  Oyanguren,  fundaron  por  escritura  de  3  de 
Abril  de  1699  un  vínculo  regular,  al  cual  llamaron  en  pri- 
mer lugar  á  su  hijo  D.  Ignacio  y  sus  descendientes,  y  en  quinto 
lugar  á  Doña  Josefa  de  Loyola,  también  su  hija:  que  por  fa- 
llecimiento del  primer  llamado  D.  Ignacio  eutró  á  poseer  el 
mayorazgo  su  hija  Doña  Joaquina,  casada  con  D.  Jacinto  Jover 
Loyola,  que  falleció  en  18  de  Abril  de  1818:  que  sin  saber  el 
motivo,  en  el  año  de  1832  poseia  el  mayorazgo  Doña  Muría 
Gertrudis  Mosquera,  titulándose  Marquesa  de  la  Olmeda,  hasta 
que  falleció  sin  sucesión  en  27  de  Marzo  de  dicho  año :  que 
como  no  se  comprendía  el  motivo  por  que  poseyese  el  mayo- 
razgo, era  indudable  que  á  la  defunción  de  D.  Jacinto  Jover 
Loyola,  nieto  del  primer  llamado,  se  trasmitió  la  posesión  del 
mayorazgo  á  D.  Maximiliano  Garcés  Inestrosa,  como  descen- 
diente de  Doña  Josefa  Loyola,  quinta  llamada,  y  viviendo  en 
el  año  de  1820  en  que  se  desvincularon  aquellos,  adquirió  de- 
rechos personales,  quedando  otros  reservados  para  el  inmediato 
sucesor  su  hija  Doña  Joaquina,  á  quien  debia  pasar  la  mitad 
del  mayorazgo,  la  cual,  según  se  justiñcaba  por  las  partidas 
presentadas,  era  tercera  nieta  de  Doña  Josefa  Loyola,  llamada 
al  disfrute  del  mayorazgo: 

Resultando  que  conferido  tralado  de  la  demanda  á  los 
poseedores  de  los  bienes,  á  pesar  de  los  llamamientos  que  se 
hicieron  sólo  compareció  D.  José  Barnuevo  López  de  Mora, 
que  se  separó  después  del  pleito,  y  que  sustanciado  con  el  Mi- 
nisterio fiscal,* que  apoyó  las  pretensiones  de  la  demanda,  se 
recibió  el  pleito  4  prueba,  practicándose  el  cotejo  de  los  docu- 
mentos que  se  acompañaron  con  ella  y  una  información  para 
acreditar  que  D.  Maximiliano  Garcés  nació  en  América: 

Resultando  que  en  1.®  de  Mayo  de  1868  dictó  sentencia  el 
Juez  de  primera  instancia,  por  la  que  considerando,  entre  otros 
justificada  la  filiación  y  entronque  de  la  demandante  con  los 
fundadores  de  la  vinculación,  declaró  que  la  correspondían 
todos  los  bienes  de  la  misma,  la  mitad  como  inmediata  suce- 
fiora  y  la  otra  mitad  como  heredera  de  su  padre,  á  quien  cor- 
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respondía  en  concepto  de  libre,  con  los  frutos  desde  el  falleci- 
miento del  ultimo  y  legítimo  poseedor: 

Resultando  que  Doña  Joaquina  Garcés  y  Fernandez  enta- 
bló la  demanda  objeto  de  este  pleito,  para  que  so  declarase  que 
el  mayorazg-ü  que  en  1668  fundaron  D.  Antonio  del  Castillo 
Camargo  y  Doña  Mariana  Campos  en  cabeza  de  su  hija  Doña 
María  Francisca  del  Castillo,  pasó  por  ministerio  de  la  ley  á 
la  demandante  ó  sus  causantes,  tan  luego  como  fué  ejecutoria 
la  sentencia  de  Mayo  de  1829,  y  en  su  cons(?cuencia,  que  se 
condenase  al  Marqués  de  Castellfort  á  que  en  el  término  de 
nueve  dias  entregase  los  bienes  correspondientes  á  dicho  ma- 
yorazgo, con  los  frutos  percibidos  y  podidos  percibir' desde  6 
de  Julio  de  1829,  con  las  costas,  alegando  para  ello  que  Doña 
Francisca  del  Castillo,  en  cabeza  de  la  cual  se  fundó  el  vín- 
culo, falleció  sin  sucesión  en  7  de  Febrero  de  1792,  sucediendo 
en  el  mayorazgo  Doña  Angela  del  Castillo,  segunda  hija  de 
D.  Antonio  Domingo,  en  cuya  línea  continuó  hasta  D.  Felicia- 
no Pérez,  antes  Villaeampa,  padre  del  Marqués  de  Castellfort, 
demandado,  que  recibió  indebidamente  la  posesión  de  dicho 
mayorazgo  y  la  del  primero  fundado  en  cabeza  de  Doña  María 
Teresa  del  Castillo :  que  la  línea  de  los  mayorazgos  de  la  Ol- 
meda concluyó  por  el  fallecimiento  sin  sucesión  de  D.  Jacinto 
Javier  de  Loyola,  y  que  la  demandante,  como  sucesora  de  Doña 
Juana  del  Castillo,  ultima  hija  de  D.  Juan  Francisco  del  Cas- 
tillo y  casada  con  Alfonso  Garcés,  era  la  única  á  quien  como 
representante  de  los  derechos  de  Doña  Juana  y  Doña  Fran- 
cisca del  Castillo,  correspondia  tener  y  disfrutar  los  bienes 
pertenecientes  al  citado  mayorazgo  fundado  en  cabeza  de  Doña 
María  Francisca  del  Castillo:  que  la  incompatibilidad  lineal  y 
real  de  los  tres  mayorazgos  era  evidente  y  habia  sido  rev.'üno- 
cida  por  todos  los  de  la  familia  y  defendida  por  el  causante 
del  Marqués  de  Castellfort  en  el  pleito  de  propiedad  que  sos- 
tuvo para  reclamar  su  derecho  á  la  propiedad  del  primer  ma- 
yorazgo, y  que  por  esta  razón  estaba  personalmente  obligado 
á  dimitir  el  mayorazgo  fundado  en  cabeza  de  Doña  María 
Francisca  del  Castillo: 

Resultando  que  el  Marqués  de  Castellfort  impugnó  la  de- 
manda, alegando  que  cuando  la  incompatibilidad  entre  dos 
vínculos  era  relativa  y  no  absoluta,  como  sucedia  en  el  caso 
actual  ,  cabia  la  posesión  de  dos  mayorazgos  en  una  misma 
lineo,  y  en  la  de  que  se  trataba  estaba  previsto  el  caso  ,  en 
virtud  del  cual  el  Marqués  de  Castellfort  poseía  el  primero  y 
el  tercero  de  los  fundados  por  D.  Antonio  del  Castillo  y  Doña 
Mariana  Campos  ,  debiendo  en  su  caso  dividirse  en  su  hijo 
segundo,  y  que   la  demandante  no  tenia  ningún    derecho  al 
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"vincnlo  de  que  se  trataba  mientras  no  probara  cumplidamente 
sil  parentesco  con  los  fundadores: 

Resultando  que  suministrada  prueba  por  las  partes  ,  dictó 
sentencia  el  Juez  de  primera  instancia,  que  con  la  cita ,  entre 
•otros,  del  art.  317  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  confirmó 
eu  27  de  Enero  de  1874  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
Valencia,  absolviendo  de  la  demanda  á  D.  Rafael  Villacarapa, 
Marqués  de  Castellfort ,  estableciendo  como  fundamentos  que 
al  demandante  no  había  probado  el  entronque  de  Doña  Juana 
del  Castillo  ,  de  quien  hacia  derivar  su  derecho ,  con  D.  Juan 
Francisco  del  Castillo  y  Doña  Ana  Francisca  de  Arce,  de  quie- 
nes la  suponia  hija,  y  por  consiguiente  con  los  fundadores  del 
vínculo: 

Resultando  que  la  demandante  interpuso  recurso  de  casa- 
ción por  haberse  infrinprido,  á  su  juicio: 

1.*  Las  leyes  13  y  19,  tit.  22,  Partida  3.';  1.*  y  2.*,  tit.  27 
ele  la  misma  Partida;  2.*,  tit.  11  de  la  Novisima  Recopilación 
(no  dice  el  libro),  y  otras  concordantes  con  ellas,  que  estable- 
cen la  fuerza  y  santidad  de  las  sentencias  ejecutorias,  que  no 
cabe  quebrantar,  á  monos  de  averig'uar  y  probarse  manifiesta- 
mente que  fueron  pronunciadas  en  virtud  de  falsos  instru- 
rnentos  y  testigos;  la  jurisprudencia  de  este  Supremo  Tribunal, 
-que  explica  y  consagra  las  citadas  leyes ,  contenida  en  nume- 
rosas sentencias,  entre  ellas  las  de  29  de  Octubre  de  1864  y  1.** 
de  Febrero  de  1866.  y  el  principio  consagrado  por  la  jurispru- 
dencia, res  juclicata  pro  terilate  hahetur;  porque  era  punto  ya 
resuelto  que  la  recurrente  tenia  la  filiación  que  alegaba  en  este 
pleito,  y  que  la  daba  un  derecho  indisputable  al  vinculo  que 
pretendía,  como  se  la  dio  al  fundado  por  D.  Antonio  de  Loyola 
y  Doña  A^fonsá  de  Oranguren. 

2.''  La  ley*  114,  tit.  18  ,  Partida  3.*,  según  la  cual  deben 
T-aler  las  cartas  para  probar  con  ellas  los  pleitos  sobre  que 
fueron  fechas,  no  habiendo  en  ellas  algunas  de  las  falsedades 
iS  menguas  por  que  pueden  ser  desechadas,  y  los  artículos  280 
y  281  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  en  perfecta  con- 
^sonaiicia  con  la  citada  ley  disponen  respectivamente  que  bajo 
la  denominación  de  documentos  públicos  y  solemnes  se  com- 
prenden las  partidas  de  bautismo,  de  matrimonio  y  defuncio- 
nes, dadas  con  arreglo  ¿los  libros  por  los  Párrocos;  y  que  para 
que  tales  dodjmentos  públicos  y  solemnes  sean  eficaces  enjui- 
cio, es  necesario  que  los  que  hayan  venido  á  él  sin  citaciou 
contraria  se  cotejen  con  sus  originales,  á  no  ser  que' la  perso- 
na á  quien  perjudiquen  haya  prestado  á  ellos  asentimiento  ex- 
preso; por  cuanto  Dona  Joaquina  Garcés  habia  acreditado  des- 
cender de  Doña  Juana  del  Castillo  y  Arce  y  de  los  fundadores- 
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del  vínculo  que  pretendía,  por  medio  de  la  partida  de  matri- 
monio de  su  bisabuela  y  la  de  bautismo  de  su  abuelo  y  de  su 
padre,  matrimonio  de  éste,  y  bautismo  de  la  recurrente,    par- 
tidas adornadas  de  todos  los  requisitos  exijjidos  por  las  leyes 
citadas  y   que  no  se  habian  pue$to  por  nadie  en  duda ,   pera 
que  sin  embargo  no  se  les  había  atribuido  por  la  sentencia 
la  fuerza  que  tenían;  infring'féndüse  también  las  sentencias  de 
este  Supremo  Tribunal  de  22  de  Febrero  de  1866  y  28  de  Ju- 
nio y  19  de  Setiembre  de  1865,  que  respectivamente  declaran 
que  tienen  fuerza  de  documentos  públicos  y  han  sido  eleva- 
dos á  la  categoría  de  tales  las  partidas  sacramentales :  que  está 
previsto  y  determinado  por  las  leyes  la  fuerza  y  eficacia   pro- 
batoria de  los  instrumentos  públicos  y  solemnes,  considera- 
ción que  merecen  las    partidas  sacramentales;  y  que  la  sen- 
tencia que  no  les  da  el  valor  de  prueba  plena  que  les    da  la 
ley  cuando  están  cotejadas  y  no  contienen   vicios  que  las  in- 
validen, incurre  en  notoria  infracción,  que  era  precisamente 
el  caso  presente,  tanto  más  flagrante  en  este  caso,  cuento  que 
para  probar  la  filiación  de  Doña  Joaquina  Garcés  se  habia  ar- ' 
ticulado  á  nombre  sólo  de  ésta  prueba  de  testigos  que  ni  si- 
quiera mencionaba  la  Sala  sentenciadora,  pero  que  estaba  muy 
en  armonía   con  la   documental  producida  por  medio  de  las 
partidas  indicadas,  con  lo  cual  se  habia  también  infring'ido  la 
sentencia  de  este  Supremo  Tribunal  de  7   de  Junio  de  1856, 
que  establece  que  la  prueba  de  la  filiación  no  está  ni   puede 
estar  limitada  á  las  partidas  de  bautismo,  sino  que  puede  ha- 
cerse debidamente  por  otros  medios:  además  de  que  semejante 
falta  se  hallaba  subsanada  con  las  otras  partidas  citadas  que 
tenían  el  carácter  de  prueba  preconstituida ,  y  el  entronque 
de  los  padres  de  Doña  Juana  del  Castillo  con  los    fundadores 
del  vínculo  disputado  estaba  reconocido  terminantemente  por 
el  Marqués  de  Castellfort  en  este  pleito,  y  por  su  causante  en 
el  que  siguió  con  la  Marquesa  de  Valeray  D.  Salvador  Cardo- 
na; y  consignado  en  los  escritos,  árboles  y  documentos  pre- 
sentados por  el  mismo  recurrido,  así  que  entrambos  litigantes 
habian  partido  siempre,  y  el  testimonio  de  las  sentencias  lo 
acreditaba,  de  tales  hechos  como  de  premisas  ciertas  y  nece- 
sarias para  sostener  sus  respectivas  causas;    siendo  ocioso  é 
impertinente  en  tratar  de  probarlos,  conforme  á  la  ley  y  á  los 
fallos  de  este  Supremo  Tribunal,  que  se  desconocían,  de  30  de 
Junio  de  1865  y  31  de  Enero  de  1868. 
I  ^      3.^    En  opuesto  sentido,  el  mismo  art.   281  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  al  darse  fuerza  por  la  sentencia  al  testi- 
monio de  otro  testimonio  que  formó  parte  del  pleito  antes  re- 
ferido ,  y  que  no  fué  ccitejado  con  sú  original  expresivo  de 
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ciertas  dilig^encias  de  abiutestatOy  en  las  que  no  sonaba  el 
nombre  de  Doña  Juana  del  Castillo  y  Arce,  instadas  al  falle- 
cimiento de  su  madre  Doña  Ana  del  Castillo  y  Arce ,  por  los 
los  demás  hijos  y  nietos  de  ésta;  testimonio  traído  á  los  autos 
sin  citación  de  la  recurrente,  que  no  habia  prestado  su  consen- 
timiento expreso  ni  tácito,  y  que  sin  embargo  durante  el  tér- 
mino de  prueba  no  se  cotejó  ni  se  intentó  siquiera  subsanar 
de  algún  modo  la  falta  de  requisito  tan  importante,  ó  justifi- 
car con  otros  documentos  su  verdad  y  autenticidad;  todo  lo 
cual  con  arreglo  al  articulo  citado  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
civil  y  á  las  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  también  in- 
fringidas de  15  de  Abril  de  1862,  13  de  Enero  de  1865  y  29 
de  Enere  de  1866,  privaba  de  toda  eficacia  al  referido  testi- 
monio de  testimonio,  el  cual  además  de  tener  frente  á  si  la 
documentación  legal  intachable  é  intachada,  presentada  por 
Doña  Joaquina  Garcés,  que  aun  cuando  aquel  reuniese  los  re- 
quisitos de  que  carecía,  aprovecharla  para  combatirla  victorio- 
samente, según  sentencias  de  e¿ie  Tribunal  Supremo  de  23  de 
Diciembre  de  1857  y  2  de  Octubre  de  1861,  se  contraía  á  unas 
diligencias  que  los  hermanos  y  sobrinos  de  Dona  Juana  del 
Castillo  promovieron  en  el  mit^mo  dia  del  fallecimiento  de  su 
madre;  diligencias  puramente  de  jurisdicción  voluntaria,  en  las 
cuales  no  hubo  la  menor  controversia  respecto  á  la  persona- 
lidad de  los  interesados,  en  las  que  no  se  veia  la  frase  «únicos 
hijos,»  que  fueron  apresuradamente  terminadas  por  un  auto 
que,  como  todos  los  de  su  clase,  debía  entenderse  sin  perjui- 
cio, y  que  no  fué  ejecutorio,  mucho  menos  en  el  caso  actual, 
en  que  habia  otro  posterior  más  solemne,  cual  era  el  de  1.®  de 
Mayo  de  1865,  por  el  que  quedó  declarada  la  filiación  legal  y 
entronque  de  Doña  Joaquina  Garcés  con  su  bisabuela  Doña 
Juana  del  Castillo  y  Arce,  y  con  los  instituidores  del  vínculo 
que  se  disputaba;  fallo  que  estaba  firme,  que  por  nadie  habia 
sido  impugnado  y  que  era  forzoso  respetar. 

Y  4/  Y  como  consecuencia  de  las  infracciones  citadas,  re- 
ferentes todas  á  la  apreciación  de  la  prueba  documental,  con 
relación  á  la  que,  según  decisiones  de  este  Tribunal  Supremo, 
entre  ellas  la  de  12  de  Junio  de  1862  y  15  de  Febrero  de  1864, 
no  hay  la  misma  libertad  que  para  la  de  la  prueba  testifical, 
la  escritura  de  fundación  del  vínculo  sobre  que  versaba  el  li- 
tigio y  la  voluntad  de  los  fundadores  D.  Antonio  del  Castillo 
y  Camargo  y  Doña  Mariana  de  Campos  y  Campero,  leyes  in- 
violables y  supremas  en  la  materia,  á  que  habia  que  estar, 
conforme  á  lo  decidido  por  este  Supremo  Tribunal  en  senten- 
cias de  4  de  Octubre  y  19  de  Diciembre  de  1862,  14  de  Abril 
de  1866,  28  de  Setiembre  de  1869  y  otras,  puesto  que  estable- 
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cléndose  por  aquellos  incompatibilidad  liueal   absoluta  para 
poseer  más  de  uno  de  los  mayorazg-os  fuudadotí,  el  Marqués  ¿& 
Castellfort  estaba  disfrutando  de  los  bienes  de  dos  de  ellos,  lo' 
cual  no  podia  legalmente   hacer  y  se  le  prohibía  terminante- 
mente por  la  ejecutoria  del  año  1829,  que  reconocía,  pero  que 
no  cumplía,  incurriendo  así  en  una  verdadera  contradicción  y 
también  en  una  detentación  por  extremo  dañosa  á  los  intere- 
áes  de  Doña  Joaquina  Garcés,  y  que  venía  como  á  legitimarse 
por  virtud  de  la  sentencia  absolutoria  contra  que  se  recurría. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Laureano  de  Ar- 
rieta. 

Considerando  que,  si  bien  las  leyes  de  Partida  y  doctrinas 
que  se  citan  en  el  primer  número  del  presente  recurso  sancío- 
Tian  el  valor  de  la  cosa  juzgada  cuando  esta  sea  aplicable  á 
una  cuestión  ulterior  en  que  concurran  las  identidades  que  las 
jnismas  previenen,  ese  principio  se  invoca  en  el  presente  caso 
s'on  inoportunidad  é  ineficacia,  porque  su  alegación  se  funda 
en  el  error  de  suponer  que  la  recurrente  Doña  Joaquina  Garcés 
on  el  anterior  litigio  que  promovió  y  fué  fallado  en  I.*'  de 
Mayo  de  1868  sobre  el  mayorazgo  fundado  por  D.  Fernando 
Antonio  Loyola  y  Doña  Alfonsa  Teresa  Oranguren ,  probó  su 
«íutronque  con  estos  fundadores  por  medio  de  Doña  Juana  del 
Castillo  y  Arce,  de  cuya  filiación  se  discute  en  el  actual  plei- 
to, siendo  asi  que  dicho  entronque  fué  establecido  por  medio 
•  leí  marido  de  la  Doña  Juana,  D.  Alonso  Pedro  Garcés  de  los 
Fayos,  como  hijo  de  Doña  Josefa  Loyola,  quien  á  su  vez  lo 
i'uéde  los  expresados  D.  Fernando  Antonio  y  Doña  Alfonsa  Te- 
resa, y  puesto  que  en  el  indicado  litigio  anterior,  en  que  se 
disputaron  un  mayorazgo  y  un  entronque  completamente  dis- 
tintos de  los  que  forman  el  objeto  del  presente,  no  se  mencionó 
para  nada  dicha  Doña  Juana  del  Castillo  y  Arce,  extraña  á 
dicha  serie  de  sucesiones  y  á  quien  la  recurrente  supone  hija  de 
D.  Juan  Francisco  uel  Castillo  y  Doña  Ana  Francisca  Arce, 
para  probar  su  derecho  al  mayorazgo  actualmente  litigioso  que 
D.  Antonio  del  Castillo  Camargo  y  Doña  Mariana  de  Cam- 
pos Campero  fundaron  en  cabeza  de  su  hija  Doña  María  Fran- 
cisca: 

Considerando  que  la  ley  114,  tít.  18  de  la  Partida  3.*  de- 
clara qué  valor  deben  las  carias  para  probar  con  ellas  los 
pleitos  (es  decir,  los  contratos)  ^^obre  que  fueron  fechas,  y  que 
la  constante  jurisprudencia  de  este  Supremo  Tribunal,  acorde 
con  dicha  declaración,  ha  establecido  que  las  partidas  de  bau- 
tismo, matrimonio  y  defunción,  dadas  por  los  Párrocos  con 
arreglo  á  sus  respectivos  libros  y  calificadas  de  documentos 
públicos  y  solemnes  por  el  art.  280   de   la  Ley  de  Enjuicia- 
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tnien'to     civil,  forman  prueba  leg-al  tan  sólo  respecto  del  acto 
especien  4  que  se  contraen,   único  sobre  el   que  el  Párroco  ó 
funciona  ario  encargado  del  Registro  civil  pueden  dar  fé  por  su 
personal  conocimiento,  como  celebrado  por  si  mismo  ú  ocur- 
rido éL     igu  presencia,  mas  sin  atribuir  igual  valor  á  las  meras 
enuiioi^tivas  ó  declaraciones  que  contengan  con  relación  ¿  he- 
cbos     anteriores  y  distintos,  para  cuja  demostración  judicial 
es  ladi^gpensable  otra  prueba  separada  y  concreta: 

^Considerando,  en  su  virtud,  que  en  el  presente  caso  la  Sala 
senteíaoiadora  al  estimar  la  partida  de  matrimonio  de  la  men- 
cíona-da  Doña  Juana  del  Castillo  y  Arce  como  insuficiente  para 
probo.!*  legalmente  su  filiación,  por  más  que  en  ella  se  enun- 
cie sin  comprobación  alguna  especial  como  hija  de  D.  Juan 
Fraaeisco  del  Castillo  y  de  Doña  Ana  Francisca  de  Arce;  y 
por  más  que  en  las  partidas  de  bautismo  de  D.  Fernando  y  de 
^-  Maximiliano  Garcés  dol  Castillo,  hijo  y  nieto  respectiva- 
mente de  la  misma  Doña  Juana,  se  designe  á  ésta  con  los  ape- 
IJiüos  cié  Castillo  y  Arce,  no  ha  infringido  la  citada  ley  114, 
título  18  de  la  Partida  3.\  ni  los  artículos  280  y  281  de  la  de 
.  ^'^J^iciamiento  civil: 

.  Considerando  que  la  cita  de  este  último  artículo  con  rela- 
^*Oi>  j^i  testimonio  de  abínteetato  de  Doña  Ana  Francisca  de 
tJ^^í  Marquesa  que  fué  de  Valeray  Fuentehermosa,  carece  de 
^  ^^oia  y  de  valor  legal,  porque  se  dirige  únicamente  contra 
^'^^  Considerando  de  la  sentencia  impugnada,  y  porque  cual- 
2^ifit^a  que  sea  el  aprecio  que  se  haga  de  ese  testimonio,  traído 
^^^  autos  por  la  parte  demandada  con  citación  contraria  y 
^  Redargüido  de  falso,  siempre  resultará  que  la  demandante 
^  Ixa  justificado  con  prueba  directa  y  documental  su  entron- 
^  ^  con  los  fundadores  del  mayorazgo  litigioso: 
^j  ^  considerando  que  la  voluntad  de  estos,  ó  sea  la  funda- 
¿1^^  de  este  mayorazgo,  no  puede  invocarse  racional  ni  jurí- 
gjj^*^ mente  como  demostración  de  dicho  entronque,  y  por  con- 


j^^^^iente  para  probar  por  sí  solo  que  haya  de  ser  en  favor  de 
^^^a  Joaquina  de  Garcés  la  dimisión  que  D.  Rafael  de  Villa- 
^  ^^^pa,  Marqués  de  Castellfort,  debe  hacer  de  dicho  mayorazgo 
vj-  ^  arreglo  á  la  fundación  misma  y  á  la  ejecutoria  de  1.®  de 
^  Vo  de  1829; 


j^        Tallamos,  que  debamos  declarar  y  declaramos  no  haber  lu- 

^r^'^  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Doña  Joaquina  Gar- 

■  ^^   y  Fernandez  de  Castro,  ala  que  condenamos  en  las  costas, 

|L^    ^  la  pérdida  de  la  cantidad  depositada,   que  se  distribuirá 

^"O  arreglo  á  la  ley;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  Valencia  la 

^'^tíflcacion  correspondiente,  con  devolución  de  los  documentos 

^"^e  ha  remitido. 
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Así  por  esta  suestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Qé" 
ceta  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa j  pasándose  al  efec- 
to las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos ,  mandamos  y  firma- 
mos. =  Juan  G onzalez  Acevedo,  =  José  María  Cáceres.=LaureaDO 
de  Arrieta.= Hilario  de  Igon.=José  Fermin  de  Muro,=Joa- 
quin  Ruiz  Cañábate. = Ricardo  Diaz  de  Rueda. 

Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  Laureano  de  Arrieta,  Mag'istrado  de  la  Sala' 
primera  del  Tribunal  Supremo,    celebrando  audiencia  pública 
la  misma,  en  el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de 
Cámara. 

Madrid  25  de  Noviembre  de  1875.=Rog«lio  González  Montes, 

NÚM.  100. 
ADMISIÓN.— SALA  PRIMERA. 


Cobro  de  reales. — Auto  de  25  de  Noviembre  ,  declarando  no 
haber  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  la  Compañía  The  Cádiz  Water  Worhs  Campan f  (Li- 
mited) contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  ci- 
vil de  la  Audiencia  de  Sevilla,  en  pleito  ron  la  Empresa  de 
los  ferro- carriles  de  Sevilla  á  Jerez  y  Cádiz. 

En  los  CONSIDERANDOS  sc  establcce : 

1.**  Que  tanto  con  arreglo  i  los  artículos  111  y  1.013  éfo/« 
Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  como  al  5.®  de  la  provisional  sih 
iré  casación,  la  incompetencia  de  Jurisdicción  únicamente pueÍ9 
dar  lugar  d  este  recurso  cuando  se  interpone  por  quebranta- 
miento  de  la  forma ,  y  de  ninguna  manera  por  infracción  ie 
ley  y  de  doctrina  legal ;  con  tanta  mis  razón  cuanto  que  es 
evidente  que  semejante  cuestión  se  refiere  i  la  ley  procesal  y  no 
á  la  sustantiva. 

2.°  Que  según  la  Jurisprudencia  del  Tribunal  SnpremOf 
posterior  á  la  citada  ley  provisional j  el  caso  en  que,  con  arreglo 
al  mencionado  art.  111  de  la  Ley  de  Ejijuiciamiento  y  al  368 
de  la  orgánica  del  Poder  Judicial,  puede  ser  admitido  dieh 
recurso  por  quebrantamiento  de  forma,  convenientemente  prt- 
j  parado  sólo  se  realiza  cuando  se  falla  definitivamente  en  laAn- 
diencia  el  pleito  á  que  se  refiere. 

En  el  recurso  de  casación   en  el  fondo,  interpuesto  por  la 
Compañía  The  Cádiz  Water  Worhs  Company  [Limited)  en  au- 
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tos  con  la  Em{)resa  de  los  ferro-carriles  de  Sevilla  á  Jerez  y 
X^ádiz,  sobre  cobro  de  reales  y  ha  dictado  la  expresada  Sala  el 
«uto  siguiente: 

Resultando  que  la  Empresa  del  ferro-carril  de  Sevilla  & 
Jerez  y  Cádiz  demandó  ante  el  Juzgado  de  primei'a  instancia 
del  distrito  de  la  Magdalena  de  Sevilla  á  la  Sociedad  TAe  Ci- 
diz  Water  Works  Company  [Limited)^  sobre  pago  de  138.102 
pesetas  75  céntimos,  procedentes  de  almacenajes,  alquiler  de 
^wagones  y  otros  conceptos,  y  que  conferido  traslado  de  dicha 
demanda,  devolvió  esta  Sociedad  los  autos  con  escrito,  alegan- 
do la  excepción  dilatoria  de  incompetencia  de  jurisdicción,  por 
declinatoria  que  fundó  en  que  su  domicilio  era  Londres  y  no 
Sevilla,  en  que  en  el  contrato  de  que  la  deuda  procedía  no  se 
babia  designado  á  esta  última  ciudad  como  lugar  donde  de- 
biera cumplirse,  y  más  principalmente  en  que  por  dicho  con- 
trato se  habia  estipulado  entre  ambas  Compañías  que  toda 
cuestión  que  entre  ellas  se  suscitara  se  habia  de  dirimir  por 
Arbitros  amigables  componedores ,  y  no  habiendo  avenencia, 
decidiera  un  tercero  nombrado  por  ambas  partes,  y  en  caso  de 
no  resultar  conformidad  lo  designaría  el  Juez  Decano  de  pri- 
mera instancia  de  Sevilla: 

Resultando  que  impugnada  por  la  Empresa  del  Ferro-carril 
dicha  excepción  dilatoria,  se  dictó  auto  por  el  Juzgado  decla- 
rándose competente  para  conocer  de  la  demanda,  desestimando 
la  excepción  y  previniendo  ái  la  Compañía  The  Cádiz   Water 
Works  que  contestase  á  aquella  en  el  término  legal: 

Resultando  que  llevados  los  autos  á  la  Audiencia  de  Sé- 
Tilla  en  virtud  de  apelación  interpuesta  por  dicha  Compañía, 
fué  confirmado  con  las  costas  el  mencionado  auto  del  Juzgado 
por  otro  que  pronunció  en  22  de  Agosto  de  este  año  la  sec- 
ción segunda  de  la  Sala  extraordinaria  de  vacaciones  de  aque- 
lla Audiencia,  fundándose  en  lo  dispuesto  en  el  párrafo  cuarto 
del  art.  774,  acorde  con  igual  párrafo  del  822  de  la  Ley  de  En- 
juiciamiento civil,  y  en  el  segundo  de  los  artículos  311  y  312 
de  la  provisional  sobre  organización  del  Poder  judicial ,  y  en 
que  el  mencionado  contrato ,  origen  de  la  demanda ,  se  habia 
formalizado  y  reducido  á  escritura  pública  en  Sevilla: 

Y  resultando  que  contra  dicho  auto  de  24  de  Agosto  la 
mencionada  Compañía  The  Cádiz  Water  Works  ha  interpues- 
to ante  este  Supremo  Tribunal  recurso  de  casación ,  citando 
como  infringidas  la  mencionada  cláusula  del  contrato  y  dife- 
rentes disposiciones  de  dichas  leyes  y  doctrinas,  relativas  to- 
^as  á  cuestiones  de  competencia. 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Laureano  de  Arrieta. 

Considerando  que  tanto  con  arreglo  á  los  artículos  111 
II.— 1/y3.*  33 
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7  1.013  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil ,  como  al  5.^  de  la 
provisional  sobre  casación ,  la  incompetencia  de  jurisdi^ioa 
únicamente  pueda  dar  lugar  á  este  recurso  cuando  se  interpon» 
po^  quebrantamiento  de  la  forma,  y  de  ninguna  manera  por 
infracción  de  ley  y  de  doctrina  legal;  con  tanta  mnyor  rtioa 
cuanto  que  es  evidente  que  semejante  cuestión  se  refiere  á  la 
ley  procesal  y  no  á  la  siistantivti : 

Considerando,  además,  que  según  la  jurisprudencia  de  este 
Supi-emo  Tribunal,  posteriora  la  citada  ley  provisional,  el  caso 
en  que,  con  arreglo  al  mencionado  art.  111  de  la  Ley  de  En- 
juiciamiento y  al  368  de  la  orgánica  del  Poder  judicial,  puede 
ser  admitido  dicho  recurso  por  quebrantamiento  de  forma, 
convenientemente  preparado ,  sólo  se  realiza  cuando  se  falla 
definitivamente  en  la  Audiencia  el  pleito  k  que  se  refiere. 

No  há  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  la  Compañía  The  Cádiz  Water  Worhs  Companf 
(Lhnited),  á  quien  condenamos  en  las  costas  ;  y  devuélvasele 
el*  depósito  que  ha  constituido. 

Madrid  25  de  Noviembre  de  1875.=Juan  González  Aoeve- 
do.=Laureano  de  Arrieta.=Hilario  de  Igon.=José  Fermin  de 
Muro.==Ricardo  Díhz  de  Rueda.  =  Licenciado  Desiderio  Marti- 
nez.  =  Rogelio  González  Montes,  Escribano  de  Cámara. 


NÚM.  101. 


COMPETENCIA.— SALA  TERCERA. 


Reclamación  del  sueldo  como  Propesor  dh  un  Instituto  sosk 

TENIDO  con.  los  BIENES  DE   CIERTO  PATRONATO. — AutO  de  25  de 

Noviombro,  decidiendo  á  favor  del  Juzgado  que  estr>viereon 
turno  de  los  d/»  Madrid  la  competencia  suscitada  entre  los 
de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Inclusa  y  Palacio  do 
dicha  capital  v  el  de  igual  clase  de  Monfortí^ ,  sobre  conoci- 
miento de  la  demanda  interpuesta  por  D.  Manuel  Parrilla  y 
García  contra  el  Conde  de  Lemus  y  consorte ,  en  reclama- 
ción del  sueldo  que  como  Profesor  excedente  del  suprimido 
Instituto  de  Monforte  le  correspondía . 

En  sus  considerandos  se  establece: 

Que  y  conforme  d  lo  prevenido  en  la  regla  l.^  del  art.  2W 
de  la  Ley  sobre  organización  del  Poder  judicial ,  fuera  d$  kt 
casos  de  sumisión  expresa  ó  tácita ,  en  los  Juicios  en  fue  se 
ejercitan  acciones  personales  es  Juez  competente  el  del  iuffitr 
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en  gue  deha  cumplirse  la  obliffocion,  y  i  falta  de  éste  a  elec- 
ción del  demandante  el  del  domicilio  del  demandado  ó  el  del 
lugar  del  contrato^  si  hallándose  en  él,  aunque  incidentalmen- 
te,  pudiera  hacerse  el  emplazamiento ;  y  que  cuando  la  deman- 
da se  dirija  simultáneamente  contra  dos  ó  más  personas  que 
residan  en  pueblos  diferentes,  y  estén  obligados  mancomunada 
ó  solidariamentCj  no  habiendo  lugar  designado  para  el  cumplid 
miento  de  la  obligación  es  Juez  competente  el  del  domicilio  de 
cualquiera  de  los  demandados^  a  elección  del  demandante. 

Resultando  que  en  11  de  Julio  del  año  de  1593  se  estable- 
ció un  Colegio  en  la  villa  de  Monforte  bajo  el  patronato  y  per- 
tenencia de  los  Condes  de  Lemus ;  y  que  habiendo  sufrido 
después  diversas  alteraciones ,  se  dictó  Real  orden  en  14  de 
Diciembre  de  1847  ,  declarándole  establecimiento  público  é 
iQStituto  local  de  segunda  enseñanza,  pero  concediendo  al  ex-  . 
presado  Conde  la  presentación  de  becas  y  otros  derechos  que 
reconocian  su  patronato ,  teniendo  ingreso  desde  entonces  los 
Catedráticos  del  mismo  por  previa  oposición,  y  rigiéndose  con 
arreglo  á  la  Ley  de  Instrucción  pública  vigente: 

Resultando  que  por  escritura  otorgada  en  31  de  Enero  de 
1873  cedió  el  enunciado  Conde  de  Lemus  el  usufructo  de  los 
bienes  y  rentas  del  precitado  Instituto  á  los  Padres  escolapios, 
con  el  fin  de  que/suprimida  la  enseñanza  oficial  en  el  mis- 
mo, estableciesen  ellos  la  de  primera  y  segunda  clase  ,  según 
las  reglas  de  su  institución,  obligándose  los  últimos,  y  en  su 
nombre  el  Padre  provincial  de  las  de  Castilla  ,  Andalucía, 
Uúrcia  y  Galicia  ,  al  pago  de  todos  los  gastos  del  sosteni- 
miento del  Colegio,  y  por  la  condición  4.*  al  abono  del  sueldo 
correspondiente  á  los  Catedráticos  excedentes  del  suprimido 
[QStítuto  local: 

Resultando  que  á  virtud  de  la  aminoración  de  las  rentas 
por  las  vicisitudes  que  sufrió  el  establecimiento,  el  patrono 
3onde  de  Lemus  solicitó  del  Gobierno  que  se  suprimiese  en  él 
a  enseñanza  oficial,  y  asi  se  acordó  por  orden  del  Ministerio 
le  Fomento  en  21  de  Febrero  de  1873,  en  atención  á  que  los 
Catedráticos  de  dicho  Instituto  local  tenian  asegurado  por  la 
»critura  antes  referida  el  pago  de  lat^  dos  terceras  partes  del 
jueldo  que  como  excedentes  por  supresión  les  concede  el  ar- 
;icalo  178  de  la  Ley  de  Instrucción  pública: 

Resultando  que  D.  Manuel  Parrilla  y  García  presentó  de- 
nanda  ordinaria  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  la  vi- 
la  de  Monforte  contra  el  Conde  de  Lemus,  Duque  de  Befwiek 
r  Alba ,  el  Padre  provincial  de  las  Escuelas  pías  de  Castilla, 
Ludalucía,  Murcia  y  Galicia,  y  el  Rector  del  Colegio  Semina- 
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rio  (le  aquel  punto,  en  reclamación  del  sueldo  que  como  Pro- 
fesor excedente  del  suprimido  Instituto  alegó  corresponderle; 
y  que  citados  y  emplazados  los  dos  primeros  por  medio  de 
exhorto  librado  á  esta  Corte,  por  tener  en  ella  su  residencia, 
recurrieron  respectivamente  á  los  Juzgados  de  los  distritos  de 
Palacio  y  de  la  Inclusa,  solicitando  requirief?en  á  aquel  de  in- 
hibición por  corresponderles  el  conocimiento  de  la  demanda 
de  que  se  trata,  y  así  lo  verificaron,  fundados  en  que  se  ejer- 
cita una  acción  personal ;  y  no  constando  el  punto  en  que  la 
obligación  debe  cumplirse,  según  el  art.  5.°  de  la  Ley  de  En- 
juiciamiento civil,  y  el  caso  1.°  del  308  de  !a  de  organización 
del  Poder  judicial,  el  Juez  competente  es  el  del  domicilio  del 
demandado  ó  el  del  lugar  del  contrato,  y  en  que  aquella  obli- 
gación nace  del  celebrado  en  esta  capital  en  31  de  Enero  de 
1873  ante  el  Notario  D.  Ignacio  iPalomar: 

Resultando  que  el  mencionado  Juzgado  de  Monforte  sos- 
tuvo su  jurisdicción ,  apoyado  en  que  es  Juez  competente  en 
las  demandas  por  acción  personal ,  en  caso  de  que  se  dirijan 
estas  simultáneamente  contra  dos  ó  más  personas  que  residan 
en  pueblos  diferentes  y  estén  obligadas  mancomunada  ó  soli- 
dariamente ,  no  habiendo  lugar  designado  para  el  cumpli- 
miento de  la  obligación ,  el  del  domicilio  de  cualquiera  de  los 
demandados,  á  elección  del  demandante,  conforme  á  lo  pres- 
crito en  el  párrafo  segundo,  niím.  1.°  Jel  art.  308  de  la  Iicy 
orgánica  del  Poder  judicial,  única  ¿í  que  los  Tribunales  han  de 
atenerse  en  materia  de  competencias ;  en  que  si  bien  no  basta 
que  la  obligación  no  deba  cumplirse,  por  su  naturaleza  en 
Monforte,  sino  que  sería  precisa  la  designación  expresa  de  la 
misma  para  basar  en  tal  concepto  la  competencia  delJuzgado, 
la  acción  propuesta  por  el  demandante  Parrilla ,  de  no  califi- 
carse de  solidaria,  es  mancomunada  y  además  indivisible,  y 
no  cabe  resolución  en  ella  de  seguirse  en  dos  expedientes,  pro- 
duciéndose con  la  división  de  continencia  del  litigio  g'astos, 
vejámenes  y  trastornos  al  actor,  que  la  ley  no  consiente,  y 
antes  procura  evitar  siempre;  en  que  el  no  haber  sido  parte 
en  la  mencionada  escritura  el  Rector  del  Colegio,  en  nada  per- 
judica k  la  competencia  del  Juzgado,  pues  su  superior  el  Pa- 
dre provincial  contrató  ¿  nombre  de  aquellos  que  en  su  dii 
hablan  de  cumplir  la  obligación  impuesta  al  mismo  de  pagar 
á  los  Catedráticos  excedentes  con  parte  de  sus  fondos  y  ren- 
ta<^,  sin  que  se  dijese  nada  de  que  la  porción  destinada  á  tal 
objeto  hubiera  de  ingresar  en  caja  ó  tesorería  del  Condéds 
Lemus: 

Resultando  que  los  respectivos  Juzgados  insistieron  eqo 
competencia  por  las  razones  aducidas ,  y  remitido  á  este  lU* 
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banal  Supremo  las  actuaciones  originales  para  su  decisión,  ha 
sido  de  dictamen  el  Sr.  Fiscal  que  corresponde  conocer  de  ellas 
al  de  la  villa  de  Monforte: 

Considerando  que,  conforme  á  lo  prevenido  en  la  regla  1  .* 
del  art.  308  de  la  Ley  sobre  organización  del  Poder  judicial, 
íbera  de  los  casos  de  sumisión  expresa  ó  tácita  <3(en  los  jui- 
cios en  que  se  ejercitan  acciones  personales  es  Juez  competeu- 
te  el  del  lugar  en  que  deba  cumplirse  la  obligación,  y  á  falta 
de  éste,  á  elección  del  demandante ,  el  del  domicilio  del  de- 
mandado ó  el  del  lugar  del  contrato,  si  hallándose  en  él,  aun- 
que incidentalmente,  pudiera  hacerse  el  emplazamiento ;  y  que 
cuando  la  demanda  se  dirija  simultáneamente  contra  dos  ó  más 
personas  que  residan  en  pueblos  diferentes  y  estén  obligados 
mancomunada  ó  solidariamente ,  no  habiendo  lugar  designado 
para  el  cumplimiento  de  la  obligación,  es  Juez  competente. el 
del  domicilio  de  cualquiera  de  los  demandados ,  á  elección  del 
demandante: 

Considerando  que  es  personal  la  acción  ejercitada  en  la  de- 
manda interpuesta  por  D.  Manuel  Parrilla  y  Garcia ,  y  que 
acerca  de  este  particular  hay  absoluta  conformidad  entre  los 
Jueces  y  partes  contendientes: 

Considerando  que  no  consta  que  en  la  escritura  de  funda- 
ción del  Colegio  de  Monforte  se  haya  determinado  el  lugar  ea 
que  deba  cumplirse  la  obligación  de  satisfacer  los  sueldos  á 
los  Profesores  del  mismo,  ni  tampoco  se  expresa  esa  circuns- 
tancia en  el  contrato  celebrado  entre  el  Conde  de  Lemus  como 
patrono  de  dicho  Colegio ,  y  el  Padre  provincial  de  Escuelas 
pias  de  Castilla,  Andalucía,  Murcia  y  Galicia,  en  31  de  Enero 
de  1873,  ni  en  la  orden  expedida  por  el  Ministerio  de  Fomento 
eo  21  de  Febrero  del  mismo  año,  en  la  parte  referente  al  pago 
de  sueldos  á  los  Catedráticos  excedentes: 

Considerando  que  los  expresados  Patrono  y  Provincial  es- 
tán domiciliados  en  esta  capital,  y  que  aquí  se  otorgó  el  pre- 
dicho  contrato,  en  que  se  basan  los  principales  fundamentos 
de  derecho  de  la  referida  demanda: 

,  Considerando  que  la  personalidad  jurídica  para  todos  los 
efectos  del  mencionado  contrato  corresponde  exclusivamente 
al  Provincial  de  las  Escuelas  pías ,  único  otorgante  en  repre- 
sentación de  la  mencionada  comunidad  religiosa: 

Y  considerando  que  no  resulta  ni.  siquiera  se  hace  mención 
alguna,  de  otro  contrato  en  que  el  Rector  del  repetido  Colegio, 
solo  ó  en  unión  de  los  referidos  Patrono  y  Provincial,  se  haya 
obligado  mancomunada  ó  solidariamente  con  estos,  y  que  ni 
aun  se  expresan  los-  fundamentos  por  los  cuales  se  dirige  con- 
tra aquel  la  expresada  demanda,  no  siendo,  en  consecuencia^ 
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aplicable  al  caso  actual  lo  que  determina  el  párrafo  segundo  £ 
la  citada  regla  l.*^  del  art.  308  de  la  Ley  orgánica; 

Se  declara  que  el  conocimiento  de  la  demanda  eotabladC 
por  D.  Manuel  Parrilla  y  García  corresponde  el  Juzgado 
primera  instancia  de  esta  capital,  á  quien  toque  en  turno; 
mítanse  todas  las  actuaciones  al  Juez  Decano  de  la  mismir^ 
para  los  efectos  que  correspondan  con  arreglo  á  derecho;  oi^« 
muniquese  esta  decisión  á  los  de  los  distritos  de  Palacio  y  » 
la  Inclusa  de  dicha  capital  y  al  de  Monforte ;  publiquese  en  j 
Oaceta  dentro  del  término  de  diez  dias  ,  y  á  su  tiempo  ea 
Colección  legislatitaj  sacándose  al  efecto  las  copias  correspoc:::: 
dientes. 

Madrid  25  de  Noviembre  de  1875.=5=Tomás  Huet.=José  ISfe! 
ría  Herreros  de  Tejada.=-Ignacio  Vieites.=  Manuel  Almon  ^ 
y  Mora.  =  Antonio  Valdés.  =  El  Secretario  Relator,  Enri^^u 
Medina. 

NüM.  102. 

CASACIÓN  POR  INFRACCIÓN  DE  LEY. -SALA  PRlMBRi. 


Cjmplimiento  db  una  obligación. — Sentencia  de  27deNoviem" 
bre,  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  in- 
terpuesto por  D.  Isidoro  José  Guerrero  contra  la  pronun- 
ciada por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Cáceres, 
en  pleito  con  D.  Matías  Torres  y  D.  Manuel  M.  Grande. 

En  sus  CONSIDERANDOS  se  establece: 
Qm  no  puede  decirse  que  han  sido  infringidas  por  una 
sentencia  leyes  ni  doctrinas  que  no  tienen  aplicación  al  caso 

de  autos, 

« 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  27  de  Noviembre  de  1875, 
en  el  pleito  pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casa- 
ción por  infracción  de  ley,  seguido  f  ■  .1  Juzgado  de  primera 
instancia  de  Alcántara  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audien- 
cia de  Cáceres  por'D.  Matías  Torres  y  D.  Manuel  María  Gran- 
de con  D.  Isidoro  José  Guerrero ,  sobre  cumplimiento  de  una 
obligación:  , 

Resultando  que  interesados  D.  Isidoro  José  Guerrero,  Don 
Matías  Torres  y  D.  Manuel  María  Grande  en  la  Sociedad  titu- 
lada Amistad  de  fosfatos  de  Alcántara,  constituida  para  \^ 
explotación  de  unas  minas  en  términb  de  Zarza  la  Mayor,  stñr 
presentando  Torres  un  interés  del  10  por  100  y  Grande  el  iw 
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uii  17,  les  hizo  D.  Isidoro  Joaé  Guerrero  una  proposición  fir- 
Dii&da  con  fecha  11  de  Julio  de  1872  de  comprarles  el  27  por  100 
iel  interés  que  representaban,  ofreciendo  pagarles  por  la  ce- 
uon  de  todos  sus  derechos,  incluso  el  valer  de  los  minerales 
existentes  y  material,  el  27  por  100  de  todas  las  cantidades 
jimstadas  en  la  preparación  y  explotación  del  negocio,  hacién- 
iose  cargo  de  cubrir  todas  las  obligaciones  que  Torres  y  Gran- 
le  tenían  adquiridas  por  su  participación  en  este  negocio,  así 
x>n  los  dueños  de  las  minas  como  con  el  mismo,  en  lo  refe- 
rente &  venta  de  minerales;  obligándose  además  á  abonarles 
o  que  á  su  participación  de  27  por  100  correspondiera  y  el 
3eoeficio  de  30  rs.  por  cada  tonelada  de  mineral  que  se  explo- 
;ase  en  las  minas  pertenecientes  á  la  Compañia  desde  la  fecha 
le  este  contrato,  sin  que  de  dicha  cantidad  de  30  rs.  por  tone- 
ada  tuviera  que  descontarse  ninguna  por  gastos  de  explota- 
non  ,  abono  ¿  los  dueños  de  la  mina  ó  por  cualquiera  otro 
joncepto,  pues  todos  quedaban  de  cuenta  y  cargo  del  pro- 
>onente: 

Resultando  que  aceptado  por  Torres  y  Grande  esta  propo- 
sición, se  suscitaron  diferencias  sobre  la  interpretación  que 
lebia  dársela  &[ólo  en  el  punto  relativo  al  pago  de  las  cantida- 
ies  gastadas  en  el  negocio,  pretendiendo  Torres  y  Grande  que 
labian  de  ser  las  que  representaran  el  27  por  100  de  todas  las 
mmas  invertidas  en  él,  fuera  la  que  quisiera  la  procedencia  y 
iplicacion,  y  sosteniendo  Guerrero  que  el  abono  de  las  canti- 
lades  que  se  obligó  á  satisfacer  se  referia  sólo  á  las  gastadas 
m  la  prejíaracion  y  explotación  del  negocio,  y  habiendo  con- 
ipenido  en  someter  la  decisión  de  este  punto  al  juicio  de  ami- 
gables componedores,  otorgaron  escritura  en  la  ciudad  de  Tru- 
iillo  en  14  de  Octubre  de  1872,  por  la  que  D.  Manuel  María 
jFrande,  por  sí  y  en  nombre  de  D.  Matias  Torres,  nombró  á 
D,  Juan  Felipe  Gallego,  y  D.  Isidoro  José  Guerrero  á  D.  Juan 
Sarcia  Carrasco,  facultándoles  para  que  resolviesen  Cáte  asunto 
5omo  estimaran  justo,  ya  sujetándose  á  la  fórmula  concreta  de 
a  interpretación  en  que  habian  discutido  las  partes,  ya  adop- 
»ndo  otros  medios  que  su  ilustrada  y  reconocida  justificación 
pudiera  aconsejarles,  señalándoles  el  plazo  de  veinte  dias  y 
lombrando  para  ej  caso  de  discordia  como  tercero  á  D.  Juan 
?'ictoriano  Galán  con  igual  término;  estableciendo,  por  último, 
lue  si  á  pesar  de  ser  ejecutoria  la  sentencia  que  aquellos  dic- 
tasen, alguna  de  las  partes  intentara  reclamación  para  impedir 
;u  cumplimiento,  pagaria  como  pena  á  la  otra  5.000  pesetas 
m  el  término  de  quince  dias  siguientes  á  la  formalizacion  de 
a  reclamación: 

Resultando  que  en  18  de  Noviembre  de  dicho  año  dirigic} 
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D.  Manuel  Maria  Grande  4  D.  Juan  Felipe  Gallegfo  una  carta, 
que  dice  asi:  «Me  ha  favorecido  su  grata  de  16  mauifestáodo- 
me  que  se  han  ocurrido  algunas  dudas  relativamente  á  la  ex— 
tensión  de  nuestro  compromiso  y  facultades  concedidas  á  los- 
amigables  componedores;  y  desde  luego  puedo   asegurar  4 
usted  que  así  el  Sr.  Guerrero  como  yo  hemos  aceptado  esté 
medio  de  determinar  nuestras  diferencias  con  el  propósito  de 
qiie  Vds.  las  ultimen  deünitivamente  y  sin  dar  lugar  á  nuevas- 
discusiones  entre  nosotros.  Para  esto  se  consignó  en  la  escri- 
tura de  compromiso  que  se  dan  facultades  á  los  arbitros,  ya 
sujetándose  á  la  fórmula  concreta  de  la  interpretación  eu  que* 
se  discute,  ya  adoptando  otros  medios,  etQ.,  etc.  Procede,  pues» 
en  mi  concepto,  y  tal  ha  sido  mi  intención,  que  Vds.  señalen 
la  cantidad  que  debe  abonarnos  el  Sr.  Guerrero,  y  que  tienen 
además  facultades  para  acordar  cualquier  procedimiento  que 
juzgue  necesario  para  terminar  definitivamente  el  asunto ,  que 
ha  sido  nuestra  decidida  intención.» 

Resultando  que  en  el  siguiente  dia  19  dirigió  otra  carta 
D.  Isidoro  José  Guerrero  á  D.  Juan  García  Carrasco,  que. dice 
así:  «Soy  favorecido  con  la  de  V.  de  17  del  corriente,  que  me 
apresuro  á  responder.  Creo  que  nuestro  objeto  al  hacer  en 
Trujillo  Grande  y  yo  la  escritura  de  compromiso,  fué  someter 
á  Vds.  en  virtud  del  contrato  trascrito  en  ella  y  los  demás  an- 
tecedentes del  negocio  sobre  si  debia  entenderse  que  yo  paga- 
ría lo  que  ellos  (Torres  y  Grande)  habían  desembolsado  por 
su  27  por  100,  lo  que  á  más  les  correspondía  de  las  ventas  de 
minerales  realizadas,  ó  finalmente,  si  los  valores  que  repre- 
sentasen linicamente  los  trabajos  de  preparación  y  explotación. 
En  todo  caso^  yo  por  mi  parte,  con  el  mayor  gusto  y  con- 
fianza autorizo  la  decisión  que  V.  tome,  prescindiendo  de  lo 
arriba  dicho.  Del  mismo  modo  garantizo  la  proposición  jior 
usted  hecha  para  la  remisión  del  censo  de  8  reales  10  cénti- 
mos por  tonelada  que  ha  pedido  uno  é  hizo  V.  el  favor  de  en* 
cargarse.» 

Resultando  que  en  29  del  citado  mes  de  Noviembre  los  tres 
amigables  componedores,  por  no  haber  habido  conformidad 
entre  los  dos,  dictaron  su  laudo,  por  el  que  decidieron  por  ma- 
yoría que  D.  Isidoro  José  Guerrero  debia  abonar  y  abonaría  al  ' 
contado  á  D.  Manuel  María  Grande  y  á  D.  Matías  Torres  por 
los  derechos  que  les  correspondían  en  la  participación  del  27 
por  100  ^qué  respectivamente  tenian  y  representaban  en  la  S»» 
cledad  minera  titulada  Amistad  de  fosfatos  de  AleáníMtm^ 
cuyas  minas  radicaban  en  Zarza  la  Mayor,  y  por  todos  los  ds»* 
mas  derechos,  con  inclusión  de  los  minerales  existentes  y  ma^ 
teriales,  la  cantidad  de  17.500  pesetas:  , 
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Resultando  que  D.  Matías  Torres  y  b.  Manuel  María  Granda 
entablaron  en  15  de  Setiembre  de  1873  iBt  demanda  objeto  de 
este  pleito,  para  que  se  condenase  á  D.  Isidoro  Guerrero  á  lle- 
var á  efecto  la  proposición  aceptada  por  ellos  en  1 1  de  Junio 
de  1872,  y  se  declarase  subsistente  el  derecho  de  los  deman- 
dantes ¿  percibir  del  demandado  desde  la  expresada  fecha 
hasta  el  9  de  Abril  de  1881  la  cantidad  de  8  rs.  IQ  cents,  por 
oada  tonelada  de  mineral  que  se  explotase  en  las  minas,  pro- 
pias de  }a  Compañía  Amistal  de  fosfato  de  Alcántara;  á  que 
les  págase  por  este  concepto  las  sumas  que  correspondieran  k 
las  toneladas  extraídas  hasta  el  dia  de  la  presentación  de  la 
demanda,  y  en  las  costas: 

Resultando  que  D.  Isidoro  José  Guerrero  impugnó  la  de- 
manda, fundado  en  que  este  asunto  habia  quedado  ultimado 
definitivamente  por  la  sentencia*  de  29  de  Noviembre  de  1872, 
dictada  para  fijar  el  significado  de  las  palabras  y  reparación 
y  explotación  del  negocio  llevada  á  efecto  por  el  pago  defini- 
tivo de  21  de  Diciembre  siguiente,  y  no  podía  volverse  á  sus- 
citar, por  pertenecer  ya  á  lo  juzgado  y  sentenciado: 

Resultando  que  practicada  prueba  por  las  partes,  dictó  sen- 
tencia el  Juez  de  primera  instancia,  que  confirmó  con  las  cos- 
tas en  '16  de  Julio  de  1874  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia 
de  Cáceres ,  declarando  subsistente  el  derecho  de  los  deiaian- 
dantes  D.  Manuel  María  Grande  y  D.  Matías  Torres  á  percibir 
del  demandado  D.  Isidoro  José  Guerrero  desde  el  11  de  Julio 
de  1872  hasta  el  9  de  Abril  de- 1881  la  cantidad  de  8  rs.  y 
10  céñts.  por  cada  tonelada  de  mineral  que  se  explotase  en 
las  minas  propias  de  la  Compañía  Amistad  de  fosfato  de  Al-- 
eé^taray  y  á  que  les  pagase  por  tal  coúcepto  la  suma  qfue 
eorrespondiera  á  las  toneladas  extraídas  hasta  el  dia  de  la  pre- 
sentación de  la  demanda,  con  arreglo  á  lo  establecido  en  la 
proposición  hecha  por  el  último  á  los  primeros  en  la  citada 
fecha  de  11  de  Julio  de  1872;  y  condenando  en  su  consecuen- 
cia á  dicho  D.  Isidoro  José  Guerrero  á  llevar  á  efecto  en  los 
términos  expresados  la  citada  proposición : 

Resultando  que  D.  Isidoro  José  Guerrero  interpuso  recurso 
de  casación  por  haberse  infringido  á  su  juicio : 

1.*  Al  considerar  subsistente  el  contrato  primitivo  y  nova- 
do, la  ley  15,  tít.  14,  Partida  5.%  según  lá  cu&l  la  novación 
desata  la  obligación  primera,  aun  cuando  se  haya  hecho  bajo 
condición,  sí  ésta  se  ha  cumplido. 

Y  2.®  Al  condenar  á  Guerrero,  á  pesar  del  laudo  consenti- 
do por  las  partes,  al  pago  de  8  rs.  10  cents,  por  cada  tonelada 
de  mineral,  que  era  uno  de  todos  los  demás  derechos  que  con- 
forme aquel  se  pagaba  con  la  cantidad  alzada  de  17.500  pese- 
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tas.  el  art.  336  de  la  Leyjde  Enjuiciamiento  civil,  seg^n  el 
cual  el  laudo  dictado  por  los  amigables  componedores  hace 
sentencia  ejecutoria»  y  la  jurisprudencia  de  este  Tribunal  Su- 
premo de  6  de  Abril  de  1868,  que  declara  igual  principio:  las 
leyes  24  y  25,  tit.  5.^,  Partida  13  (asi  dice),  según  las  cuales 
es  ejecutoria  y  no  admite  recurso  en  contra  la  sentencia  dic- 
tada por  los  Jueces  de  avenencia  ó  amigables  componedores, 
si  no  se  recurre  contra  ellos  en  los  diez  dias  después  de  dio- 
tada; la  declaración  hecha  por  este  Tribunal  Supremo  en  sen- 
tencia de  19  de  Octubre  de  1866,  según  la  cual  los  laudos 
dictados  por  los  amigables  comporicdores  se  tienen  por  homo- 
legados,  siempre  que  expresa  ó  tácitamente  hayan  sido  con- 
sentidos por  las  partes,  contra  cuyo  principio  no  era  doctrina 
legal  admisible  la  de  que  la  nulidad  procede  de  un  vicio  ra- 
dical y  puede  reclamarse  en  cualquier  tiempo;  y  las  leyes  13 
y  19,  tlt.  22,  Partida  3.^,  que  establece  la  responsabilidad  de 
la  cosa  juzgada: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Victoriano  Carea^. 

Considerando  que  en  la  escritura  de  compromiso  otorgada 
en,  la  ciudad  de  Trujillo  en  14  de  Octubrerde  1872  por  D.  Ma- 
nuel María  Grande,  por  sí  y  en  nombre  de  D.  Matías  Torres, 
y  por  D.  Isidoro  José  Guerrero  sólo  se  sometió  á  la  decisión 
délos  amigables  componedores  D.  Juan  Felipe  Gallego,  Don 
Juan  García  Carrasco  y  1).  Juau  Victoriano  Galán  el  punto 
concreto  que  ocasionó  el  desacuerdo  entre  los  tres  primeros  al 
tratar  de  llevar  á  efecto  el  coíivenio  celebrado  entre  los  mia- 
mos en  11  de  Julio  de  1872,  ó  sea  el  fijar  el  importe  del  27 
por  100  de  las  cantidades  que  debian  apreciarse  como  inver- 
tidas ó  gastadas  en  la  preparación  y  explotación  de  las  minas 
que  en  el  término  de  Zarza  la  Mayor  beneficiaba  la  Sociedad 
titulada  Amistad  de  fosfato  de  Alcántara,  según  aparece  de 
una  manera  explícita  y  tei^ininante  por  el  contexto  de  dicha 
escritura; 

Considerando  que  las  cartas  dirigidas  en  18  y  19  de  No- 
viembre de  1872  á  los  amigables  componedores  D.  Juan  Felipe 
Gallego  y  D.  Juan  García  Carrasco  por  D.  Manuel  María  Gran- 
de y  D.  Isidoro  José  Guerrero  en  nada  modificaron  el  encargo 
de  aquellos  habían  conferido  en  la  escritura  de  compromiso, 
puesto  que  las  explicaciones  dadas  en  ellas  versaron  única- 
mente sobre  el  mismo  punto,  objeto  de  la  cuestión,  sin  qne 
aparezca  frase  alguna  de  la  cual  pueda  legalmente  deducirse 
que  el  objeto  de  los  que  la  suscribieren  fuera  el  de  ampliar 
las  facultades  concedidas  á  aquellos,  alterar  lo  estipulado  por 
las  partes  respecto  á  los  8  rs.  y  10  cents,  que  D.  Isidoro  Jodé 
Guerrero  se  obligó  á  satisfacer  á  sus  consocios  por  cada  tone- 
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lada  de  mineral  que  se  explotara  de  las  minas,  ni  otro  al^no 
-de  los  extremos  que  fueron  objeto  del  citado  convenio  de  11 
de  Julio  de  1872  y  no  hablan  dado  lugar  á  la  controversia: 

Considerando,  por  lo  mismo,  que  no  hubo  novación  del 
<;ontrato,  como  supone  el  recurrente,  y  que  el  laudo  pronup- 
oiado  por  los  amigables  componedores  eu  29  de  Noviem^bre 
del  expresado  afío  de  1872  no  resolvió  ni  pudo  legalmente  re- 
solver más  que  el  punto  concreto  que  á  los  mismos  les  fué 
sometido ,  según  lo  han  reconocido  dos  ^e  ellos  en  sus  decU^ 
raciones  : 

T  considerando,  en  su  virtud,*  que  son  inoportunas  las  ci- 
tas de  las  leyes  y  doctrinas  referentes  al  valor  y  eficacia  de 
la  novación  de  las  sentencias  ó  laudos  pronunciados  por  los 
amigables  componedores,  de  que  se  hace  indicación  en  el  re- 
curso; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber 
lugar  al  interpuesto  por  D.  Isidoro  José  Guerrero,  á  quien  con- 
denamos a  la  pérdida  de  la  cantidad  depositada,  que  se  distrir- 
buirá  con  arreglo  á  ley,  y  en  las  costas;  y  líbrese  á  la  Audiencia 
de  Cáceres  la  certificación  correspondiente,  con  devolución  de 
los  documentos  que  ha  remitido. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia^,  que  se  publicará  en  la 
Gaceta  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa^  pasándose  al 
efecto  las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y 
jB[rmamos;= José  González  Acevedo.=José  M.  Cáceres.  ^Lau- 
reano de  Arrieta.=Hilario  de  Igon.=José  Fermín  de  Muro.^^i 
Yictoriano  Careagá.=:  Ricardo  Ói»z  de  Rueda.. 

Publicación. 

LeiJa  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Exce- 
lentísimo Sf.  D.  Victoriano  Careaga,  Magistrado  del  Tribu- 
nal Supremo,  celebrando  audiencia  publícala  Sala  primera, 
«n  el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Relator  Secretario  de 
la  misma. 

Madrid  27  de  Noviembre  de  1875.=Licenciado  Desiderio 
Martínez. 
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NüM.  103. 


CASACIÓN  POR  INFRA.CCION  DÉ  LEY.— SALA  PRIMERA 


Pago  de  cierta  cantidad. — Sentencia  de  27  de  Noviembre,  de- 
clarando no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto 
por  D.  Lorenzo  Valls  Albareda  y  hermanos  contra  la  pro- 
nunciada por  la  Sala  segunda  ae  lo  civil  de  la  Audiencia 
de  Barcelona,  en  pleito  con  Doña  Ana  Tey  y  Constanseaa. 

En  sus  considerandos  se  establece : 

Que  la  ley  28,  tü.  14,  de  la  Partida  5*  dispone  en  lir- 
minos  genérale^  que  la  paga  «debe  ser  revocada  citando  es  fe- 
cAa  como  non  debe;»  pero  la  aplicación  de  este  precepto  hay  ¡ue 
subordinarla  en  cada  caso  al  resultado  de  las  pruebas,  f 
no  puede  sostenerse  lógica  y  Jurídicamente,  sin  incurrir  e% 
una  petición  de  principio  jue  la  Sala  sentenciadora  infringe 
esa  ley  cuando  al  delarar  procedente  la  demanda  y  absolver  al 
demandante  déla  reclamación  propuesta  por  el  demandado  por 
f>ia  de  reconvención,  se  funda  precisamente  en  el  resultado  ie 
las  pruebas  que  aprecia  como  estimulo  justo,  y  no  se  impugna 
esa  apreciación,  demostrando  que  al  hacerla  se  infringe  ley  i 
doctrina  legal,  en  cuyo  caso  seria  oportuna  la  infracción  ale- 
gada* 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  k  27  de  Noviembre  de  1875, 
en  el  pleito  pendiente  ante  Nos,  en  virtud  de  recuráo  de  casa- 
ción por  infracción  de  ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera 
instancia  del  distrito  de  las  Afueras  de  Barcelona  y  en  !a  Sala 
segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  su  territorio  por  Dofia 
Ana  Tey  y  Constanseau  con  los  hermanos  D.  Lorenzo,  Dolía 
Carmen  y  Doña  Julita  Valls  y  Albareda,  sobre  pago  de  1.000 
libras: 

Resultando  que  D.  Andrés  Valls  y  Pascual  confesó  en  es- 
critura-de 18  de  Febrero  de  1850  ser  en  deber  á  Doña  Fran- 
cisca Riera  y  Clavé  1.000  libras  catalanas  que  le  habia  pres- 
tado y  que  se  obligó  á  devolverle  en  el  término  de  un  año: 

Resultando  que  D.  Joaquin  Riera  y  Clavé  sucedió  á  su  ma- 
dre Doña  Francisca  Riera  y  Clavé  por  haber  sido  nombráis 
heredero  universal  de  esta  en  su  testamento;  y  que  por  falte- 
cimiento  de  aquel,  obtuvo  por  convenio  Doña  Ana  Tey  el  eré- 
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dito  mencioBadOy  y  que  la  personalidad  de  ésta  con  motivo  de 
dicho  convenio  fué  declarada  por  ejecutoria»  reservándola  su 
derecho  para  reclamar  en  juicio  ordinario  la  cantidad  objeto 
del  referido  crédito: 

Resultando  que  D.  Andrés  Valls  convino  con  Doña  Ana  Tey 
en  abonarla  intereses  de  la  cantidad  prestada ,  y  que  según 
declaración  de  su  viuda  y  herederos  adeudaban  por  dicho  con* 
cepto  en  1867  dos  anualidades  á  razón  de  60  libras  catalanas 
cada  una: 

Resultando  que  Doña  Ana  Tey  entabló  la  demanda  objeto 
de  este  pleito,  ejercitando  las  acciones  personales  condictio 
certi  exmulno^  nacida  del  contrato  de  mutuo  la  praUi  conven- 
íiy  nacida  de  pago  de  intereses  por  razón  de  la  mora  y  la  ctyn-- 
dictio  ex  lege,  nacida  de  la  ley  1.%  títlo  1.**,  libro  de  la  No- 
tísima Recopilación ,  para  que  se  condene  á  los  hijos  y  here- 
deros de  D.  Andrés  Valls  y  Pascual  al  pago  de  las  referidas 
1.000  libras,  intereses  de  siete  años  de  1»  misma  cantidad  á 
Tazón  de  60  libras  cada  uno,  y  los  que  fueran  venciendo  hasta 
su  efectivo  pago  y  el  de  las  costas: 

Resultando  que  los  citados  herederos  contestaron  á  la  de- 
manda alegando  que  Doña  Francisca  Riera  instituyó  heredeiro 
á  su  hijo  D.  Joaquin,  sustituyéndole  si  muriese  sin  hijos,  é 
instituyendo  en  dicho  caso  á  Dios  Nuestro  Señor  y  su  alma, 
invírtiendo  los  bienes  en  celebración  de  misas  y  otros  pios 
sufragios,  nombrando  albacea  y  ejecutor  de  su  voluntad  & 
D.  Miguel  Clavé:  que  D.  Joaquin  falleció  sin  dejar  sucesión,  y 
D-  Miguel  Clavé  y  Doña  Ana  Tey  celebraron  un  convenio  en 
•el  cual  aquel  cedió  y  adjudicó  á  esta,  en  cambio  de  otra  cosa, 
el  debitorio  que  &  su  favor  tenia  otorgado  la  difunta  Doña 
Francisca  Riera  por  Don  Andrés  Valls,  padre  de  los  deman- 
dados: que  dicho  convenio  lo  celebró  D.  Miguel  Clavé  por  sí, 
sin  justificar  su  conveniencia,  ni  tampoco  los  títulos  traslati- 
vos de  dominio  de  los  inmuebles  ó  de  los  derechos  reales,  sin 
obtener  la  autorización  competente ,  y  delegando  á  Doña  Ana 
Tey  el  cumplimiento  de  la  voluntad  del  testador,  mediante  la 
cantidad  estipulada,  que  al  efecto  se  retuvo  con  autorización 
de  Clavé,  el  albacea:  que  la  escritura  de  convenio  carecía  del 
requisito  del  Registro  de  hipotecas:  que  D.  Andrés  Valls,  y  por 
su  muerte  sus  hijos,  pagaron  por  error  á  Doña  Ana  Tey,  cr0- 
yéndola  sucesora  de  Riera,  32  duros  al  año  durante  1 5 ,. de- 
jándolo de  hacer  luego  que  supieron  que  no  era  tal  sucesora^ 
carácter  que  no  le  concedia  la  ejecutoria  antes  indicada;  y 
que  oponiendo  á  la  demanda  la  excepción  de  sine  actione  agis 
j  la  de  nulidad,  y  ejercitando  para  la  que  era  objeto  de  la  ra- 
convención  la  acción  competente»  pidierop  que  se  les  abapíl- 
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viera  de  aquella  y  se  condenase  á  la  demandante  &  remtegrte^ 
á  los  demandados  la  cantidad  de  2.400  pesetas,  importe  de  1  « 
reconvención: 

Resultando  que  suministrada  prueba  por  los  demandados^ 
dictó  sentencia  el  Juez  de  primera  instancia,  y  que  la  Sala  se^ 
gunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona  la  revocó  en 
24  de  Marzo  de  1874,  estimando  en  todas  sus  partes  la  demanda 
y  absolviendo  á  la  demandante  de  la  reconvención: 

Resultando  que  los   hermaoos  Valls  interpusieron  recurso* 
de  casación  por  haberse  infringido  á  su  juicio: 

1.®  La  ley  1.%  tit.  10,  Partida  6.*,  y  la  doctrina  establecida 
por  este  Supremo  Tribunal  en  sentencia  de  19  de  Diciembre 
de  1862,  según  la  cual  el  albacea  tiene  obligación  de  cum- 
plir la  voluntad  del  testador  en  la  forma  indicada  por  éste,  y 
después  de  aceptar  el  cargo,  no  puede  reuunciarlo  ni  cometer 
á  otro  su  desempeño,  á  no  haber  sido  autorizado  expresa- 
mente. 

2.^  La  ley  69,  tit.  18,  Partida  8.*,  y  la  sentencia  de  eit& 
Tribunal  Supremo  de  3  de  Junio  de  1864,  según  la  cual  los 
albaoeas  no  pueden  vender  los  bienes  sin  autorización  judi- 
cial y  en  pública  subasta,  y  deben  ceñirse  á  las  instruccionea 
de  los  testadores. 

T  3.'  La  ley  28,  tit.  14,  Partida  5.*,.  con  arreglo  á  la  cualy 
habiendo  satisfecho  á  la  demandante  por  espacio  de  qniúca 
años  por  un  concepto  equivocado  32  duros  anuales,  tiene  de- 
recho á  la  devolución  del  total  de  esta  suma;  pues  probado  el 
yerro,  debe  ser  tomado  k  todas  guisas  lo  que  se  hubiese  pa- 
gado. 

Visto,   siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Benito  de  Ülloa 

y  Rey. 

Considerando  q«€  en  el  primer  motivo  del  recurso  se  cita 
como  infringida  la  ley  1.*,  tit.  10  de  lar  Partida  6.*,  que  define 
los  testamentarios,  indica  la  misión  que  desempeñan  y  cóttio 
pueden  ser  nombrados;  y  en  relación  con  esta  ley,  la  dootrinft 
sentada  por  este  Tribunal  Supremo  en  sentencia  de  19  de  Di* 
ciembre  de  1862,  según  la  que  el  albacea  debe  cumplir  la  vo- 
luntad del  testador,  y  que  aceptado  ^l  cargo,  no  puede  re- 
nunciarlo ni  cometer  á  otro  su  desempeño,  ¿  no  haber  sido 
autorizado  expresamente  ai  efecto;  pero  como  en  estos  aatoa 
no  se  ha  discutido  y  fallado  sobre  ninguna  de  esas  cue^iones> 
es  evidente  que  no  se  han  infringido  la  ley  y  doctrina  citadas, 
por  ser  inaplicables: 

Considerando  que  en  el  segundo  motivo  del  recurso  se  ci- 
tan como  infringidas  la  ley  69,  tit.  18  de  la  Partida  3.%  ^ 
expresa  de  qué  manera  debe  ser  fecha  la  carta  cuando  (UjftMM 
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cosa  dan  i  censo;  y  la  doctrina  establecida  por  esto  Tribunal 
Supremo  en  sentencia  de  3  de  Junio  de  1864,  según  la  que  los 
albaceas  dc^en  ajustar  sus  actos  á  la  voluntad  del  testador; 
caestiones  enteramente  distintas  de  las  que  se  plantearon  en  la 
demanda  y  contestación  y  fueron  objeto  de  la  sentencia  re- 
currida, y  por  lo  tanto  esas  citas  carecen  de  oportunidad: 

Y  considerando,  por  último,  que  la  ley  28,  tít.  14,  de  la 
Partida  5.'  dispone  en  términos  generales  que  la  paga  detie  ier 
revocada  cuando  es  fecha  como  non  deue,  pero  la  aplicación  de 
este  precepto  hay  que  subordinarla  en  cada  ca^o  al  resultado  de 
las  pruebas,  y  no  puede  sostenerse  lógica  y  jurídicamente 
sin  incurrir  en  una  petición  de*  principio ,  que  la  Sala  seuten- 
dora  infringe  esa, ley  cuando,  al  declarar  procedente  la  de- 
manda y  absolver  al  demandante  de  la  reclamación  propuesta 
por  el  demandado  por  vía  de  reconvención,  se  íunda  plrecisa- 
meote  en  el  resultado  de  las  pruebas,  que  aprecia  como  es- 
tímulo justo,  y  no  se  impugna  esa  apreciación,  demostrando 
que  al  hacerla  se  infringe  ley  ó  doctrina  legal,  en  cuyo  caso 
seria  oportuna  la  infracción  alegada; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lu- 
gar al  recuso  de  casación  interpuesto  por  D.  Lorenzo  Valls, 
A!lbareda  y  hermanos,  á  quienes  (^oddenamos  en  las  costas; 
líbrese  á  la  Audiencia  de  Barcelona  la  certificación  corres- 
pendiente.  ■.  . 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga-^ 
ceta  y  se  insertará  en  la  OSleccion  legislativa,  pasándose  al 
efecto  las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y 
firmamos.=Juan  González  Acevedo.=Laureano  de  Arrieta.= 
Hilario  de  Igon.=José  Fermin  de  Muro.  =i= Juan  Cano  Manuel.  = 
Benito  de  Ulloa  y  Rey.=*Joaquin  Ruiz  Cafltbate. 

Piibli6ac5on: 

Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Kx- 
celentisimo  Sr.  D.  Benito  de  Ulloa  y  Rey,  Magistrado  de  la 
Sala  primera  del  Tribunal  Supretno,  celebrando  audiencia  pú- 
blica la  misma,  en  el  día  de  hoy,  de  que  certifico  cómo  Escri- 
bano de  Cámiira. 

Madrid  27  de  Noviembre  de  1875.=» Rogelio  González 
Montes.  ♦ 
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NüM.  104. 
CAUSACIÓN  POR  INFRACCIÓN  DE  LEY.— SILA  PRIMERA.- 


Desahucio. — Sentencia  de  30  de  Noviembre,  declarando  haber*^ 
logar  al  recurso   de  casación  interpuesto  por  D.  Joaquio 
Pando  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  segunda  de  la  Aa- 
diencia  de  la  Habsma  ,  en  pleito  con  la  Sociedad    Valddt  y 
sobrinos. 

En  sus  CONSIDERANDOS  sc  establece:        ^ 

Que  el  juicio  de  desahucio  cuya  tramitación  establece  el  ti'* 
tula  12  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil ,  supone  la  existen- 
cia del  contrato  de  arrendamiento  entre  el  demandante  ó  su 
causante  con  el  demandado. 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  30  de  Noviembre  de  1875,  en 
en  los  autos  segxiidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del 
distrito  del  Pilar  y  en  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  la 
Habana  por  la  Sociedad  Valdés  y  sobrinos  con  D.  Joaquín 
Pando,  sobre  desahucio  del  lugar  que  ocupa  con  un  baratillo; 
autos  que  penden  ante  Nos,  en  virtud  de  recurso  de  casación 
que  interpuso  el  demandante  contra  la  sentencia  que  en  29  de 
Enero  de  1874  dictó  la  referida  Sala: 

Resultando  que  D.  Juan  Manuel  Arrete  de  Peralta,  por  es- 
critura de  24  de  Noviembre  de  1869  vendió,  con  pacto  de  retro, 
á  la  Sociedad  Edmundo  Broschell  y  compañía  una  casa ,  sita 
en  la  ciudad  de  la  Habana,  calle  del  Inquisidor,  esquina  á  la 
de  Riela,  señalada  con  el  núm.  2  ,  lindante  por  un  costado 
con  la  casa  calle  de  Riela  ó  muralla,  niim.  9,  y  por  el  fondo 
con  una  casa  b^ja  del  Conde  de  Jaruco,  en  la  calle  del  Inqui- 
sidor, núm..  4,  con  todo  el  terreno  que  ocupaba  su  fábrica  y 
medianerías  y  sin  gravamen  de  ninguna  especie,  en  precio  de 
20.000  pesos;  y  por  otra  escritura  de  21  de  Setiembre  de  1871 
la  citada  Sociedad  Edmundo  Broschell  y  compañía  vendió  la 
citada  casa  á  la  Sociedad  Valdés  y  sobrinos  ,  y  por  la  propia 
escritura  D.  Juan  Manuel  Arrate  de  Peralta  le  vendió  en 
precio  de  10.000,  pesos  el  directo  dominio  ó  acción  que  tenia 
á  retrotraer  la  indicada  casa,  calle  del  Inquisidor,  con  todas 
sus  entradas,  salidas,  usos,  costumbres,  derechos  y  servidum- 
bres que  tenia  y  pertenecían  á  la  ireferida  finca  de  hecho  y  da 
derecho: 

Resultando  que  en  1.®  de  Noviembre  del  mismo  año  de  1871 

J 
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Valdés  y  sobrinos  firmaron  un  pagaré  para  el  día  1."  de  Mayo 
de  1872,  á  la  orden  de  D.  Leandro  F.  Pendas,  por  la  cantidad 
de  684  pesos  50  centavos ,  saldo  del  baratillo  que  le  habla 
comprado,  y  á  continuación  del  dicho  pag-aré  aparecen  el  Re- 
cibí puesto  por  el  D.  Leandro  F.  Pendas,  con  la  firma  testada 
del  librador  Valdés  y  sobrinos: 

Resultando  que  en  7  del  propio  mes  de  Noviembre  el  Don 
Leandro  Fernandez  Pendas,  por  medio  de  escritura  pública 
vendió  á  D.  Joaquin  de  Pando  un  baratillo  situado  en  la  calle 
de  Riela,  esquina  á  la  del  Inquisidor ,  que  habia  instalado  el 
año  de  1865  á  sus  expensas,  con  sus  existencias,  prendería  y 
cuanto  más  contenia  y  le  era  anexo,  por  la  cantidad  de  2.369 
pesos  57  centavos: 

Resultando  que  en  21  de  Enero  de  1872  fué  aprobado  el 
reglamento  municipal ,  por  el  que  ,  entre  otros  *  artículos,  se 
estableció:  primero,  que  para  ocupar  puesto  público  temporal 
ó  permanentemente  en  portales  abiertos  al  tránsito  público  en 
plazas,  paseos  ó  calles  dentro  de  la  ciudad  y  sus  barrios  se  ne* 
cesitaba  una  matrícula  escrita ,  concedida  por  la  Presidencia 
del  Ayuntamiento  y  expedida  por  su  Secretario:  cuarto,  que 
las  matriculas  se  renovarían  cada  seis  meses  con  la  sola  pre* 
sentacion  y  devolución  de  la  anterior,  y  que  pasados  seis  me- 
ses después  de  expedidas ,  caducaban  y  quedaban  sin  valor 
alguno:  quinto,  que  no  se  concederían  matrículas  para  bara- 
tillos ni  otros  puestos  en  portales  abiertos  al  tránsito  público 
que  tuvieran  menos  de  cuatro  metros  de  ancho:  que  tampoco 
se  concederían  para  los  portales  de  ancho  suficiente  si  estos 
fuesen  de  propiedad,  si  sus  dueños  negasen  el  consentimiento, 
y  en  este  caso  abonaria  el  dueño  el  importe  de  la  matrícula: 
sexto,  que  no  se  concederían  matrículas  para  baratillo  ni  otro 
puesto  alguno  que  estuviesen  frente  unos  á  otros,  ó  lo  que 
3S  lo  mismo,  que  ocupasen  el  frente  de  uno  establecido ,  de- 
biendo entenderse  que  todos  se  hablan  de  colocar  en  una  mis- 
ma línea,  ó  sea  la  del  lado  de  los  e(íificios,  respetándose  los 
ierechüs  adquiridos  ,  siempre  y  cuando  se  hallasen  fun- 
dados en  la  legislación  que  rigiese;  pero  si  por  venta  ó  tras- 
paso ó  cualquiera  otra  circunstancia  se  solicitase  matrícula, 
seria  con  arreglo  al  presente  reglamento,  sin  concederle  nin- 
[juno  retroactivo: 

Resultando  que  á  consecuencia  de  solicitud  preseptada  por 
a  Sociedad  Valdés  y  sobrinas  al  Ayuntamiento  de  la  Habana 
20  27  de  Abril  de  1872,  pidiendo  se  le  concediera  el  derecho 
le  ocupar  el  frente  del  portal  de  la  calle  de  Riela,  núm.  T  Ay 
icordó  el  citado  Ayuntamiento  en  24  de  Mayo  siguiente  que 
)e  admitiese  con  lugar  el  uso  de  todo  el  portal ,  sin  perjuicio 
II.— 1.'  Y  3.*  34 
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del  derecho  que  tuvieran  los  actuales  ocupantes,  á  D.  Bernar— 
do  Valdés  y  sobrinos  ,  conforme  con  lo  que  disponía  el  ar- 
ticulo 5.°  del  reglamento  de  puestos  públicos  vigente ,  sujetán- 
dose á  lo  que  establecía  el  art.  6.°  en  primero  y  tercer  párrafo 
y  mediante  el  pago  semestral  de  99  pesos  que  le  correspondiaa 
con  arreglo  á  lo  que  marcaba  la  tarifa  en  su  primer  punto, 
y  esta  resolución  fué  notificada  tanto  á  dicha  Sociedad  Valdé¡t 
y  sobrinos  como  al  ocupante  del  puesto,  D.  Facundo  de  la  Hoz. 
en  7  de  Junio  del  propio  año: 

Resultando  que  apoyado  en  la  expresada  providencia  acu* 
dio  con  posterioridad,  en  11  de  Febrero  de -1873,  el  D.  Bjernar- 
do  Valdés  López,  en  representación  de  Valdés  y  sobrinos,  pi- 
diendo á  la  Presidencia  de  dicho  Ayuhtamiento  que  se  hiciera, 
desalojar  á  D.  Joaquín  Pando  del  puesto  que  también  ocupaba 
en  el  frente  de  dicha  casa,  y  por  providencia  de  12  del  mismo» 
mes  de  Febrero  de  1873  se  acordó  que  se  hiciera  saber  á  am- 
bos contendientes  que,  no  correspondiendo  á  aquella  Autoridad 
gubernativa  la  resolución  de  cuestiones  en  que  se  ventilaban 
derechos  de  propiedad,  acudieran  á  la  judicial ,  que  ya  habla 
intervenido  en  otra  reclamación  de  la  misma  iodole: 

Resultando  que  con  efecto ,  el  D.  Bernardo  Valdés  López, 
Gerente  de  la  Sociedad  Valdés  y  sobrinos  ,  habia  interpuesta 
en  17  de  Julio  de  1872  contra  D.  Facundo  de  la  Hoz  la  cor- 
respondiente demanda  para  que  éste  desalojase  el  puesto  qu& 
ocupaba  en  los  portales  de  la  casa  calle  de  Riela,  niim.  7  Af 
dejándolo  expedito  dentro  de  tercero  día,  con  apercibimiento;, 
fundándose  en  que  por  la  escritura  de  21  de  Setiembre  de  1871 
la  Sociedad  Valdés  y  sobrinos  adquirió  en  venta  la  casa  de  la 
calle  del  Inquisidor,  que  tenia  entonces  el  núm.  2,  y  hoy  esta- 
ba señalada  con  el  7  ^  de  la  calle  de  Riela:  que  dicha  casa  te- 
nía portales  y  un  puesto  para  baratillo,  lo  ocupaba  D.  Facundo 
de  la  Hoz  en  sentido  contrario  á  Pando ,  y  que  la  Sociedad 
Valdés  y  sobrinos,  lejos  de  celebrar  contrato  alguno  con  la 
Hoz,  le  Labia  requerido  para  que  desalojase  el  local  que  ocu- 
paba; y  por  sentencia  de  9  de  Diciembre  del  mismo  año  de  1872^ 
se  declaró  con  lugar  la  demanda  de  desahucio,  condenando  al 
D.  Facundo  déla  Hoz  á  que  desalojase  en  el  término  de  quince 
días  el  portal  que  ocupaba  ,  de  la  propiedad  del  demandante: 

Resultando  que  en  20  de  Diciembre  del  citado  año  de  187!^ 
el  Gobernador  de  la  jurisdicción  de  la  Habana  concedió  licen- 
cia á  Valáés  y  sobrinos  para  continuar  con  el  establecimiento^ 
almacén  de  ropa  en  el  segundo  distrito,  calle  de  Ricla^  aooft^ 
Soria  al  núm.  7  Aj  con  sujeción  á^lo  que  prevenía  el  banfo 
de  Gobernación,  Ordenanzas  municipales  y  demás  disposieitH 
nes  vigentes;  y  según  recibos  del  recaudador  del  repartioiieiillft'  j 
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industrial  el  citado  Yaldés  y  sobrinos  satisfizo  los  dos  semes- 
tres del  impnesto  municipal  del  año  económico  de  1872  al 
1873,  correspondiente  á  su  industria-  almacén  de  rojpa,  no  im- 
portadora, que  ejercia  en  la  calle  de  Riela,  núm.  *7  A,  y  como 
matricula  de  puestos  públicos  y  baratillos  satisfizo  también  el 
segando  semestre  del  año  económico  de  1872  al  1873,  impor- 
tante 24  pesos  por  tres  metros  que  ocupaba  su  puesto  de  ba- 
ratillo, situado  en  la  calle  de  Riela,  núm.  7  A: 

Resultando  que  el  Gobernador  de  la  Habana  en  24  de  Abril 
de  1873  concedió  licencia  k  D.  Joaquín  Pando  para  continuar 
en  el  establecimiento,  puesto  público,  en  el  segundo  distrito 
déla  calle  de  Riela,  núm.  7,  portales  de  Jaruco,  con  sujeción 
á  lo  que  prevenía  el  baudo  de  Gobernación,  Ordenanzas  mu- 
nicipales y  demás  disposiciones  vigentes:  que  en  25  del  propio 
Abril  se  le  expidió  cédula  de  haber  quedado  inscrito  en  el  li- 
bro de  matrículas  en  clase  de  puestos  públicos,  baratillo;  y 
en  4  de  Junio  de  dicho  año  de  1873  satisfizo  la  cantidad  de 
27  centavos  por  dos  metros  52  centímetros  que  ocupaba  su 
puesto  de  baratillo,  situado  en  la  calle  de  Riela,  núm.  7  A, 
correspondiente  al  segundo  semestre  de  1872  al  1873: 

Resultando  que  D.  Joaquin  Pando,  en  •apoyo  de  su  derecho 
ha  presentado,  entre  otros  documentos,  el  que  dice:  «Recibi- 
mos de  D.  Joaquin  Pando  la  cantidad  de  500  pesos  por  un 
puesto  de  baratillo  en  el  portal  de  Jaruco,  frente  al  núm.  2  de 
Im  calle  del  Inquisidor.=Valdés  y  sobrinos.=Vence  en  30  de 
Junio  de  1873  j> 

Resultando  que  en  6  de  Mayo  de  1873  el  Gobernador  Pre- 
sidente del  Ayuntamiento  de  la  Habana  concedió  licencia  á 
D.  Bernardo  Valdés  y  sobrinos  para  establecer  un  puesto  de 
baratillo  en  los  portales  calle  de  Riela,  núm.  7,  con  sujeción  á  * 
lo  que  prevenían  las  Ordenanzas  municipales  y  demás  dispo- 
siciones vigentes,  habiéndose  expedido  cédula  de  inscripción 
en  la  matricula  con  el  núm.  175,.  y  en  4  de  Junio  de  dicho 
año  de  1873  se  le  expidió  recibo  de  haber  satisfecho  Valdés  y 
sobrinos  la  cantidad  de  36  centavos  por  tres  metros  que  ocu- 
paba su  puesto  de  baratillo,  situado  en  la  calle  del  Inquisidor, 
número  2,  correspondiente  al  segundo  semestre  del  año  eco- 
nómico de  1872  y  1873: 

Resultando  que  la  Sociedad  Valdés  y  sobrinos  en  15  de 
Mayo  del  citado  año  de  1873  propuso  la  actual  demanda,  pre- 
tendiendo se  citase  y  emplazase  &  D.  Joaquin  Pando  para  el 
correspondiente  juicio  verbal,  y  que  en  su  oportunidad  se  de- 
clarase con  lugar  al  desahucio,  condenando  al  demandado  á 
que  dentro  de  ocho  dias  .desalojase  el  lugar  que  ocupaba  con 
BU  baratillo  en  el  portal  de  la  casa  de  la  propiedad  de  la  So- 
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de  su  posesión  sin  ser  antes  citado,  oido  j  vencido  por  dere- 
cho: que  sean  nulos  los  fallos  que  contienen  declaraciones  con- 
tra terceros  que  no  Layan  sido  partes  en  el  juicio,  puesto  que 
en  distintos  lugfares  del  proceso  Labia  comunicación  del  Ayun- 
tamiento en  que  se  decia  que  ios  portales  de  la  Plaza  Vieja  no 
eran  propiedad  de  nadie,  porque  formaban  parte  de  las  calles 
de  Riela,  San  Ignacio,  Mercaderes  y  Teniente  Rey:  que  eran 
del  público,  ó  sea  del  Municipio  que  habia  estado  y  estaba  en 
posesión;  y  sin  embargo,  el  fallo  declaraba  una  parte  de  esos 
mismos  portales  de  la  propiedad  de  Valdés  y  sobrinos,  y  des- 
alojaba de  su  posssion  y  de  sus  derechos  al  Ayuntamiento,  sin 
citarlo  ni  oirlo  en  la  cuestión. 

3.°    La  doctrina  jurídica  de  que  l^s  cosas  en  derecho  se  des- 
hacen de  la  misma  manera  que  se  constituyen;  pues  habiendo 
poseido  muchos  años  D.  Leandro  Fernandez  Pendas  el  puesto 
que  se  mandaba  desalojar  á  Pando  por  contrato  de  arrenda- 
miento, celebrado  en  el  mismo  Municipio,  y  vendidolo  despu 
Pendas  á  Pando,  que  á  su  vez  celebró  también  con  el  Munici- 
pio el  contrato  de  arrendamiento  que  comprendían  la  licencia 
y  matriculas  que  habia  presentado,  autorizados  ambos  contra- 
tos por  el  Presidente  del  Municipio,  en  quien  residía  la  facul- 
tad de  colocar  los  arrendatarios,  era  conforme  á  los  principios 
citados  que  por  ese  mismo  conducto  se  deshiciera  lo  contratado 
y  fuera  la  Presidencia  del  Ayuntamiento  quien  desalojara  i 
D.  Joaquín  Pando  para  colocar  á  Valdés  y  sobrinos;  y  por  eso 
la  Sala,  que  comprendió  que  un  arrendatario  no  podia  arren- 
dar, sino  subarrendar,  dijo  en  el  último  considerando  de  su 
fallo,  que  Pando  ocupaba  el  portal  por  virtud  de  un  contrato 
de  subarrendamiento;  pero  esto  último  era  alterar  la  demanda 
y  fallar  sobre  lo  que  no  fué  objeto  de  ella  ni  se  habia  probado 
de  ninguna  manera,  porque  tal  contrato  de  subarrendamiento 
no  habia  existido  ni  se  habia  hecho  constar  de  ninguna  mane- 
ra; y  como  el  actor  tampoco  probó  el  contrato  de   arrenda- 
miento que  alegó,  no  habia  otro  medio  que  absolver  al  deman- 
'dado,  en  observancia  de  la  ley  1.*,  tit.  14,  Partida  3.*,  que 
también  resultaba  infringida. 

T  resultando  que  en  este  Tribunal  Supremo  se  adicionaron 
como  infringidas  además,  con  relación  al  primer  fundamento 
del  recurso,  la  jurisprudencia  contenida  en  las  sentencias  de  18 
de  Octubre  de  1859,  25  de  Mayo  de  1867,  30  de  Junio  del  66, 
19  de  Eneró  de  1866,  28  de  Enero  del  62  y  la  de  18  de  Octu- 
bre del  67,  donde  se  declaró,  en  consonancia  con  la  ley  da 
Partida,  que  también  hay  falta  de  congruencia  cuando  difiü» 
lo  juzgado  de  lo  pedido:  con  relación  al  segundo  fundameato^ 
la  ley  12,  tit.  22,  Partida  3.*,  que  dispone  que  no  sea  valeá^V 
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-el  juicio  «dado  contra  otro,  non  seyendo  emplazado  primera- 
mente que  lo  viniere  á  oir;»  y  por  último,  se  adicionó  como 
fundamento  nuevo  que  la  Sala  sentenciaaora  ha  ¡nfríng'ido  l^i 
doctrina  jurídica  inconcusa,  deducida  de  las  sentencias  de  este 
"Tribunal  Supremo  de  29  de  Diciembre  de  1859  y  18  de  Octubre 
del  67,  según  la  que  el  desahucio  sólo  puede  solicitarse  y  ob- 
tenerle el  dueño  de  la  cosa  arrendada  contra  arrendatario  coa 
<iaien  contrató. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Mag-istrado  D.  Hilario  de  Igon. 

CJonsiderando  que  el  juicio  de  de-sahucio,  cuya  tramitación 
establece  el  tít.  12  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  supone 
la  existencia  del  contrato  de  arrendamiento  entre  el  deman- 
dante ó  su  causante  con  el  demandado: 

Considerando  que  en  el  presente  juicio,  entablado  y  seguido 
conforme  á  las  prescripciones  del  referido  título,  no  habiéndo- 
se acreditado  que  el  baratillo  que  tiene  establecido  el  deman- 
dado lo  haya  sido  en  virtud  de  contrato  de  arrendamiento  con 
los  demandantes  ni  sus  antecesores  en  el  dominio  de  la  casa  á 
cuyo  frente  se  halla  establecido,  no  puede  prosperar  el  juicio 
de  desahucio,  cualesquiera  que  sean  los  derechos  que  respec- 
.tivaraente  tengan  sobre  el  terreno  y  que  podrán  ventilar  en 
juicio  competente: 

Considerando  que  al  declarar  el  desahucio  la  Sala  senten- 
ciadora ha  infringido  por  consiguiente  la  doctrina  legal  sen- 
tada en  el  primer  considerando,  y  citada  en  el  fundamento 
adicionado  en  este  Tribunal  Supremo,  como  consignada  en  las 
sentencias  que  igualmente  se  citan  y  en  otras  varias  decisiones  • 
de  este  mismo  Tribunal; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar 
•al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Joaquín  Pando  con- 
tra la  sentencia  que  en  29  de  Enero  de  1874  dictó  la  Sala  se- 
ronda de  la  Audiencia  de  la  Habana ;  y  en  su  consecuencia, 
c*asamos  y  anulamos  dicha  sentencia. 

Así  por  la  presente,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  inserta- 
rá en  la  Colección  legislativa^  pasándose  al  efecto  las  copias 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. » Juan 
Oonzalez  Acevedo.=Laureano  de  Arrieta.==«Hilario  de  Igon.= 
José  Fermin  de  Muro.  =  Juan  Cano  Manuel. = Benito  de  ülloa 
y  Rey. = Victoriano  Careaga. 

Publicación  : 

Leida  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Excelentí- 
simo Sr.  D.  Hilario  de  Igon,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo, 
celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera  del  mismo,  el  día 
4e  hoy,  de  que  certifico  como  Relator  Secretaríode  dicha  Sala. 

Madrid  30  de  Noviembre  de  1875. =Ldo.  Mariano  F.  García. 
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CASACIÓN  POR  INFRACCIÓN  DE  LEY.— S\L\  PRIME 


Pago  db  cantidades. — Sentencia  de  3  de  Diciembre,  declar 
do  no  haber  lagar  al  recurso  de  casación  interpuesto  p 
la  Sociedad  Holandesa  para  la  explotación  de  las  fábrr^cs 
de  gas  en  España  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  ^77. 
mera  de  la  Audiencia  de  este  distrito ,  en  pleito  con  D.  ta- 
carías Moreno. 

En  sus  CONSIDERANDOS  86  establcce: 

Que  los  autos  y  gestiones  de  las  partes  contratantes  expli- 
C'in  la  intención  de  la  misma  y  determinan  ^el  valor  y  ejicadi 
¿5  las  obligaciones  contratadas. 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  4  3  de  Diciembre  de  1875» 
en  los  autos  seguidos  en  el  Juagado  de  primera  instancia  del 
distrito  de  la  Latina,  y  en  la  Sala  primera  de  la  Audieocia  dé 
este  territorio,  por  D.  Zacarías  Moreno  con  la  Sociedad  Holan- 
desa para  la  explotación  de  fábricas  de  gas  en  España ,  sobre 
pago  de  cantidades;  autos  que. penden  ante  Nos,  en  virtud  de 
recurso  de  casación  interpuesto  por  la  Sociedad  demandada 
contra  la  sentencia  que  en  19  de  Junio  último  dictó  la  referida 
Sala: 

Resultando  que  en  10  de  Setiembre  de  1863  D.  Luis  Guil- 
hou,  obrando  en  nombre  y  como  Administrador-Director  de  la 
Compañía  general  de  Crédito  en  España,  y  por  delegación  en 
el  mismo  del  Consejo  de  administración  de  la  propia  Compa- 
pañía,  otorgó  escritura  manifestando  que,  como  aparece  de  la 
certificación  que  se  unia  á  la  escritura ,  el  Ck)nsejo  de  admi- 
nistración de  la  Compañía ,  en  sesión  de  6  de  Junio  de  aquel 
año  habia  acordado  levantar  un  empréstito  de  19  millones  de- 
reales,  representados  por  50.000  obligaciones  de  la  Compañia, 
de  380  rs.  cada  una :  que  estas  obligaciones  serian  al  porta- 
dor y  devengarían  el  interés  de  un  5  por  100  anual,  y  se- 
amortízarÍHU  en  el  período  de  veinticinco  años  por  sorteos  anua- 
les, percibiendo  sus  tenedores  la  cantidad  de  380  rs.  por  cada 
ui)a,  ^n  perjuicio  de  lo  que  pudiera  corresponderles  por  el  pM?i 
mió  de' amortización  que  se  establecía:  que  además  de  la  pbligi-* 
cion  general  que  por  esta  emisión  contraía  la  Compañía,  se  kí*  < 
potecaban  expresamente  á  la  seguridad  del  reembolso,  iotai||t 
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j  premio  de  amortizaoloo  que  quedaban  expresados  las  fábri- 
cas, concesiones  y  demás  valores  que  constituían  los  seis  esta- 
bleoimientos  de  gas  pertenecientes  á  la  Compañía,  situados  en 
Yailadolid,  Jerez  de  la  Frontera,  Alicante,  Cartagena,  Pamplo- 
na y  Burgos;  y  en  consecuencia  de  dichos  acuerdos,  por  dele- 
gación del  repetido  Consejo,  el  compareciente  otorgó  que  el 
mencionado  empréstito  de  19  millones  de  reales,  importe  de  las 
50.000  obligaciones  de  380  rs.  cada  una  y  todas  al  portador, 
los  habia  recibido  la  Compañía  general  de  Crédito  en  España 
de  las  personas  que  se  interesaron  y  tomaron  aquellas,  como 
aaí  lo  confesaba:  que  se  verificaba  por  el  tiempo  y  bajo  las 
condiciones  que  resultaban  de  la  certificación  inserta:  que  para 
seguridad  de  este  anticipo  ó  empréstito  el  otorgante,  en  la  re- 
presentación que  ostentaba,  constituía  en  favor  del  portador 
ó  portadores  que  lo  eran  en  la  actualidad  ó  que  pudieran  serlo 
en  lo  sucesivo  de  dichas  50.000  obligaciones,  hipoteca  volun- 
taria por  las  cantidades  que  respectivamente  señaló  sobre  el 
terreno  y  todos  los  inmuebles  de  cada  una  de  las  expresadas 
fábricas  de  gas  para  el  alumbrado  de  las  ciudades  de  Alican- 
te, Cartagena,  Jerez  de  la  Frontera,  Pamplona,  Valladolid,  Bur- 
gos, y  el  terreno  llamado  el  Redondal  en  la  Certeniga ;  siendo 
la  hipoteca  constituida  sobre  la  de  Alicante  por  la  cantidad  de 
2.800.000  rs.,  y  obligó  el  otorgante  ásus  representados  volun- 
tariamente á  cumplir  este  contrato: 

Resultando  que  la  referida  Compañía  general  de  Crédito  en 
Bspaña  recibió  de  D.  Zacarías  Moreno  un  préstamo  de  760.000 
reales;  y  en  uso  de  la  facultad  de  disponer  de  los  títulos  de  las 
obligaciones  que  había  emitido,  entregó  al  prestamista  en  9 
y  29  de  Agosto  de  1865  en  prenda  2.598  obligaciones  con  hi- 
poteca sobrf^  las  fábricas  de  gas  pertenecientes  entonces  á  la 
misma  Compañía  general  de  Crédito: 

Resultando  que  en  11  de  Setiembre  de  1865,  D.  Luis  Guil- 
hou,  en  concepto  de  Director  de  la  Compañía  general  de  Cré- 
dito en  España,  D.  Enrique  Sainz  del  Rivero,  D.  Manuel  Go- 
mes González,  D.  José  Ruiz  de  Quevedo,  D.  Pablo  Martínez 
González  ,  que  componían  el  Consejo  de  la  referida  Compa- 
ñía, de  una  parte,  y  de  la  otra  D.  Carlos  Blanchet ,  otorgaron 
escritura,  en  la  que  dijeron  que  presentada  en  quiebra  por  su 
Director  compareciente  la  referida  Compañía  de  Crédito  en 
España ,  y  declarada  en  tal  estado  por  providencia  asesorada 
del  Tribunal  de  Comercio  en  26  de  Octubre  de  1864,  se  cele-* 
bró  junta  general  de  acreedores,  en  la  que  se  aprobó  el  con- 
Teuio  que  se  presentó ,  expresándose  en  uno  de  los  artículos 
que  la  dirección  ,  gestión  y  administración  de  la  Compañía, 
quedaba  conferida  al  D.  Luis  Guilhou ,  que  llevaría  la  firma 
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con  el  título  y  carácter  de  Director  y  bajo  la  inspección  y  vi- 
gilancia de  uu  Consejo  de  administración,  en  la  forma  que  se 
estableció;  cuyo  convenio  fué  aprobado  por  providencia  del 
referido  Tribunal  de  Comercio  de  20  de  Diciembre  siguiente: 
que  entre  los  bienes  y  papeles  ocupadod  á  la  Sociedad,  lo  f ne- 
rón los  títulos  de  propiedad  y  concesión  de  una  fábrica  para 
el  alumbrado  de  gas  de  la  ciudad  de  Alicante,  cuya  venta,  asi 
como  la  de  las  demás  fábricas  que  en  otras  poblaciones  tam- 
bién poseía ,  habla  procurado  ,  sacándolas  á  subasta ,  aunqoe 
sin  éxito,  por  no  haberse  presentado  proposiciones  admisibles; 
y  en  su  virtud  otorgaron  el  Director  de  la  Compañía  general 
de  Crédito  y  los  individuos  que  componían  el  Consejo  de  ad- 
ministración, que  vendían  al  D.  Carlos  Blanchet  la  concesión, 
terreno  donde  existe  la  fábrica  de  gas  de  la  ciudad  de  Ali- 
cante y  todo  lo  perteneciente  á  la  misma  fábrica  y  sus  depen- 
dencias, por  el  precio  de  1.700.000  rs.  y  bajo  las  condicio- 
nes, entre  otras:  primera,  que  D.  Carlos  Blanchet  compraba 
la  referida  fábrica  de  gas  tal  y  como  se  describía,  y  manifes- 
taban que  lo  hacia  con  el  fin  de  cederla  á  la  Sociedad  Ho-  . 
landesa  para  la  explotación  de  las  fábricas  de  gas  de  Alicante» 
Burgos,  Cartagena,  Jerez,  Pamplona  y  Valladolid:  segunda^qne 
la  Compañía  general  deCrédito  recibiría  la  cantidad  de  1 .700.000 
reales  por  la  venta  de  dicha  fábrica  de  gas  y  de  todo  cnanto 
componía  su  negocio  de  gas  propiamente  dicho  en  la  referida 
ciudad,  deducido  ya  aquel  capital  el  reembolsable  á  50.000 
obligaciones  hipotecadas  sobre  las  seis  fábricas  del  gas  ,  por  la 
porción  correspondiente  á  dicha  fábrica,  y  que  no  fueron  de- 
vueltas á  los  compradores  á  medida  que  las  exigieron  en  los 
respectivos  plazos,  según  se  estipulaba  en  esta  escritura:  terce- 
ra, que  D.  Carlos  Blanchet  se  colocaba  en  el  lugar  en  que  es- 
taba la  Compañía  general  de  Crédito  en  España ,  con  relación 
á  los  tenedores  de  las  obligaciones  emitidas ,  y  que  las  refe- 
rentes á  esta  fábrica  ascendían  al  número  de  1.693,  y  su  im- 
porte 643.340  rs.:  quinta,  que  á  cuenta  del  precio  de  la  fá- 
brica y  demás  que  la  constitaia  pagaba  el  comprador  en  el  acto 
del  otorgamiento  de  la  escritura  la  cantidad  de  301.524  reales 
en  letras  ó  valores  á  tres  meses  fecha :  que  en  el  acto  de  esta 
entrega  se  ponían  á  disposición  del  comprador,  y  señaladas  con 
una  nota  para  que  no  se  pusieran  en  circulación,  y  que  acredi- 
tase no  existían  más  que  para  tomar  la  parte  proporcional  dft 
los  derechos  y  ventajas  que  se  las  habían  asignado,  una  éut- 
tidad  de  obligaciones  equivalente  á  la  suma  igual  de  los  301 .6M 
reales :  sexta,  que  el  saldo  restante,  que  era  el  de  1.398.476  K»* 
les,  debido  por  el  comprador,  deducido  el  capital  afecto  4  taf 
obligaciones  no  devueltas,  seria  pagado  á  medida  que  se  cotor 
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iMiseQ  las  acciones  emitidas  por  la  Sociedad  HQlandesa,  caso  de 
no  haber  efectuado  la  colocación  de  todas  estas  acciones  en  an 
plazo  de  tres  meses:  al  mencionarse  tas  cargas  que  pecaban 
6oIh«  la  fábrica  de  que  se  trata  se  dice   estarlo  en  unión  de 
otras  de  la  misma  clase,  existentes  en  otras  provincias  por  el 
compareciente  D.  Luis  Ouilbou,  Administrador- Director  de  la 
referida  Compañía  y  delegado  de  6U  Consejo ,  &  favor  del  por- 
tador ó  portadores  de  50.000  obligaciones  de  &  380  rs.  cada 
una,  importantes  en  su  totalidad  19  millones  de  reales,  con  in* 
teres  anual  de  5  por  100,  cuya  responsabilidad  se  distribuyó 
<^ou  arreglo  á  la  ley  entre  las  fincas  hipotecadas,  imponiéndose 
por  dicho  concepto  sobre  la  fábrica  de  gas  de  la  ciudad  de  Ali- 
cante de  que  se  trata  la  cantidad  de  2.800.000  rs.  y  sus  in- 
tereses; y  el  de  D.  Carlos  Blanehet  prestó  su  conformidad  ea 
uñ  todo  á  esta  escritura  por  estar  arreglada  á  lo  que  habían 
practicado  y  convenido,  sin  que  pudiera  exigir  alteración  que 
•die^^e  lugar  á  reclamación  de  ningún  género,  tanto  respecto  á 
la  concesión,  como  sobre  las  condiciones  particulares  de  esta 
•  renta ;  recibiendo  en  el  acto  780 .  obligaciones  de  las  50.000 
'que  se  emitieron  con  hipoteca  de  ésta  y  demás  fábricas,  pero 
que  se  habian  conservado  en  cartera  sin  circular  para^  su  cau- 
celacion,  reproduciendo  en  él  ínterin  recogía  las  restantes  que 
estaban  en  circulación  la  hipoteca  voluntaria  que  el  D.  Luis 
Ouilhou  constituyó  por  la  escritura  de  10  de  Setiembre  de  1863, 
dejando  libre  y  exenta  de  toda  responsabilidad  á  la  Compañía 
general  de  Crédito  en  Espaíia  y  al  mismo  Ouilhou  por  la  ac- 
ción personal  que  subsidiariamente  pudiera  alcanzarles  res- 
pecto de  los  derechos  consignados  á  las  mismas  obligaciones 
hiprotecarias,  que  hacia  suya,  en  el  caso  de  que  alguna  acción 
intentasen  en  lo  sucesivo  los  tenedores  de  ellas  por  virtud  de 
los  que  les  estaban  consignados  en  los  documentos  que  las  re- 
presentaban, además  de  la  hipoteca  que  aún  subsistía  vigente; 
sin  que  á  esta  subrogación  se  creyese  tiecesario  que  concurrie- 
ran los  mismos  tenedores  de  obligaciones  por  la  imposibilidad 
de  hacerlo ,  toda  vez  que  eran  al  portador  y  no  se  hacia  res- 
pecto de  ellas  novedad  ^en    las  hipotecas  que  garantizaban  su 
derecho : 

Resultando  que  en  29  de  Agosto  de  1866  la  Sociedad  Holan- 
desa celebró  el  sorteo  correspondiente  á  esta  fecha,  y  en  él 
tocdron  á  D.  Zacarías  Moreno  68  obligaciones  amortizables^ 
importantes  25.800  rs.,  y  un  premio  de  3.800:  que  satisfecho 
por  la  referida  Sociedad  al  D.  Zacarías  Moreno  el  cupón  ven- 
cido en  Marzo  de  1866,  no  lo  fueron  los  que  vencieron  en  Se- 
tiembre del  mismo  año  y  Marzo  de  1867,  cuyo  valor,  unido  &  la 
cantidad  anteriormente  expresada,  suma  un  total  de  269.440 
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TealeB   debidos  y  no  pagados ,  segua  el-  demandante ,  por  lo» 
conceptos  de  amortización^  premio  y  cupones: 

Resultando  que  en  5  de  Mayo  de  1866  otorgaron  esoritara» 
de  una  pa^te  D.  Pablo  Martínez ,  D.  José  Ruiz  de  Quevedo  y 
D.  Enrique  Sainz  del  Rivero,  tres  de  los  que  componían  el 
Consejo  de  administración  de  la  Compañía  general  de  Crédito 
en  España,  autorizados  por  el  mismo  en  sesión  de  27  de  Mar- 
zo anterior;  y  por  otra  parte  D.  S.  R.  Sthovis,  como  apoderado 
especial  de  J.  Polak,  N.  Y.  Van  Wirsen,  A.  C.  Van  Rosen,  S.  I. 
Conde  de  Luis  Burgurg,  Stirum,  J.  L.  Mugier,  I.  W.  Stknam 
y  C.  H.  Canoy  j  los  cuatro  primeros  como  Administradores  y 
los  otros  tres  como  Comisarios  de  la  Sociedad  Holandesa  para 
la  explotación  de  fábricas  de  gas  de  España,  y  dijeron  que  so- 
bre la  inteligencia  de  algunas  de  las  cláusulas  contenidas  en 
las  escrituras  de  venta  de  las  fábricas  de  gtís  de  las  ciudades- 
de  Alicante,  Cartagena,  Jerez,  Pamplona  y  Valladolid,  y  com- 
promiso de  venta  de  la  de  Búrgoá,  que  la  Compañía  general 
de  Crédito  formalizó  en  5  de  Setiembre  de  1865  á  favor  de  Don 
Carlos  Blanchet,  que  las  adquirió  para  ceder  á  la  Sociedad  Ho- 
landesa, habían  convenido  someterlas  al  juicio  de  designables 
componedores ;  y  en  su  consecuencia  otorgaban  que  ambas 
partes  contratantes  sometían  al  juicio  de  amigables  compone- 
dores las  cuestiones  que  habían  surgido  de  los  contratos  de 
venta  antes  explicados ,  que  eran  sobre  la  clasificación  de  los 
objetos  y  del  moviliario  inventariado  en  las  fábricas  vendidas, 
y  que  debían  ser  comprendidos  ó  excluidos  de  los  respectivos 
inventarios,  y  sobre  el  precio  que  debieran  darse  á  dichos  ob- 
jetos y  moviliario  que  se  conservasen  en  los  inventarios  defi- 
nitivos: que  los  comparecientes,  que  representaban  el  Consejo 
de  administración  de  la  Compañía  general  de  Crédito  en  Es- 
paña, nombraban  por  su  parte  como  tal  amigable  componedor 
á  D.  Manuel  María  Ortega;  y  el  D.  S.  R  Sthovis,  en  la  repre- 
sentación que  tenía  de  la  Sociedad  Holandesa ,  lo  hacia  á  Don 
Claudio  Vallette,  y  de  mutuo  conformidad ,  en  calidad  de  ter- 
cero, á  D.  Luis  María  Sánchez  Moreno:  que  la  cantidad  líquida 
determinada  por  los  amigables  componedores  fijaría  definiti- 
vamente la  suma  que  la  Sociedad  Holandesa  debiera  á  la  Com-> 
pañfa  general  de  Crédito  por  las  mercancías  y  moviliario  de 
las  habitaciones  de  los  Directores  locales  ,  cuya  suma  seria 
pagadera  inmediatamente ,  previa  deducción  y  devolución  de 
los  cupones  y  de  las  obligaciones  de  las  fábricas  de  gas  debi- 
dos por  la  Compañía  de  Crédito  y  no  satisfechos  todavía,  jéA 
importe  de  las  demás  responsabilidades  que  tampoco  se  btt* 
liasen  solventadas  y  emanasen  de  los  sorteos  verificados  paim 
la   amoi^tizacion   de  dichas  obligaciones  en  20  de  Agosto  # 
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1864  y  18  de  Setiembre  de  1865  :  que  los  oupones  y  demás 
responsabilidades  que  se  indicaban  en  la  cláusula  anterior  los 
pagaría  la  Sociedad  Holandesa  por  cuenta  de  la  Compañía  ge- 
neral de  Crédito  en  España  con  la  cantidad  que  se  deduciría 
del  precio  definitivo  fijado  á  los  inventarios  de  mercancías  y 
moviliario  que  se  reservaba  para  este  objeto ,  cuyos  pagfos  se 
efectuarian  por  dicha  Sociedad  Holandesa  solamente  hasta 
donde  alcanzase  la  referida  cantidad  que  se  dedujera  y  á  las 
personas  que  se  presentasen  á  exigirla  con  verdadero  derecho 
en  la  forma  siguiente:  los  correspondientes  á  las  obligaciones 
que  se  presentasen  en  esta  capital  se  harían  en  presencia  de  un 
delegado  de  la  Compañía,  que  manifestaría  hasta  donde  alcan- 
zase el  derecho  á  cobrar  de  los  que  apareciesen  como  porta- 
dores de  las  mismas ,  en  atención  á  que  una  parte  de  ellas  se 
hallaba  en  poder  de  terceras  personas  en  concepto  de  garan- 
tía, y  los  demás  pagos  que  hubieran  de  hacerse  á  los  portado- 
res de  obligaciones  que  residiesen  en  el  extranjero  quedabtfki 
al  cuidado  de  la  Sociedad  Holandesa ;  pero  en  todo  caso  no 
verificaría  ninguno  referente  á  las  indicadas  obligaciones  dadas 
«n  garantía  sin  que,  puesto  en  conocimiento  de  la  Compañía 
general  de  Crédito,  diese  ésta  su  consentimiento,  á  cuyo  efecto 
proveería  al  delegado  de  dicha  Sociedad  Holandesa  de  uun 
lista  que  estuviese  la  numeración  de  las  obligaciones  que  se 
hubieran  entregado  en  garantía: 

Resultando  que  en  consecuencia  del  compromiso  arbitral 
establecido  en  la  escritura  anteriormente  relacionada  los  arbi- 
tros nombrados  aceptaron  sus  cargos,  dando  su  laudo  en  dis- 
cordia, que  dirimió  el  tercero,  al  que  se  adhirió  el  arbitro  de 
la  Compañía  de  Crédito  en  5  de  Junio  de  1866,  fallando  que 
la  Compañía  Holandesa  debía  abonar  á  la  Sociedad  general  de 
Crédito  en  España  la  cantidad  de  1.044.866  rs.  32  céntimos 
por  los  artículos  considerados  como  mercancías  y  el  moviliario 
correspondiente  á  las  seis  fábricas  de  gas  que  pertenecieron  ¿ 
la  dicha  Compañía  general  de  Crédito,  y  cuyo  pormenor  apa- 
recía en  la  relación  valorada  unidad: 

Resultando  que  en  11  del  repetido  mes  de  Junio  de  1866 
se  notificó  el  laudo  á  D.  José  Ruiz  de  Quevedo,  D.  Enrique 
Sainz  y  D.  Pablo  Martínez,  en  nombre  del  Consejo  de  admi- 
nistración de  la  Compañía  general  de  Crédito  en  España;  po- 
niéndose por  el  Notario  diligencia  de  no  haber  podido  hacer 
igual  certificación  á  D.  S.  R.  Stbovis,  en  concepto  de  apode- 
rado especial  de  la  Sociedad  Holandesa  para  la  explotación  de 
las  fábricas  de  gas  en  España,  por  haberse  ausentado  á  París 
«in  dejar  persona  alguna  encargada  de  sus  negocios: 

Resultando  que  en  sesión  celebrada  en  20  de  Julio  de  1866 
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por  el  Consejo  de  administración  de  la  Compañía  general  de 
Crédito  se  acordó  autorizar  á  D.  Zacarías  Moreno  y  á  otro  acree- 
dor para  que  recociesen  de  la  Sociedad  Holandesa  las  cantida- 
des á  (ítíe  ascendían  el  valor  de  los  cupones,  amortizaciones  y 
premios  de  las  obligaciones  de  gas  que  tenían  en  garantía  y 
que  debia  satisfacer  dicha  Sociedad  por  cuenta  de  la  Compañía 
general  con  la  de  1.044.800  rs.  32  céntimos  que  á  este  efeo- 
to  retenia  en  su  poder  á  virtud  del  laudo  de  que  queda  hecha 
mención:  comunicado  el  expresado  acuerdo  por  carta  de  la 
misma  Compañía  al  Director  de  la  Sociedad  Holandesa ,  le  fué 
entregado  en  29  de  Julio  siguiente ,  y  así  se  hizo  constar  ]>or 
HCta  notarial,  como  también  á  la  vez  se  puso  de  manifiesto  por 
D.  Zacarías  Moreno  al  citado  Director  de  los  documentos  ori- 
(^nales  expresados  en  una  factura  suscrita  por  el  D.  Zacarías 
de  quien  se  inserta  copia  en  el  acta: 

Besultando  que  por  otra  de  3  de  Agosto  de  186 G  se  hizo 
constar  que  en  esta  techa  se  leyó  literalmente  á  D.  Claudio 
Vallette ,  que  manifestó  ser  apoderado  general  de  la  Sociedad 
Holandesa,  un  certificado  del  acta  en  que  el  Consejo  de  ad- 
ministración de  la  Compañía  general  de  Crédito  tomó  el  acuer- 
do referido,  y  la  carta  de  2d  de  Julio  de  1866,  en  que  se  par- 
ticipó dicho  acuerdo  á  D.  Zacarías  Moreno,  acompañándole 
factura  de  lo, que  debia  percibir;  y  que  además  que  los  leyó 
por  sí  mismo  el  D.  Claudio  Vallette,  como  también  que  en'el 
acto  exigió  á  éste  D.  Zacarías  Moreno  que  le  satisficiera  202.120 
rea^es^  importe  de  los  documentos  originales  de  que  le  pre* 
tiento  la  factura  que  se  inserta  en  el  acta;  y  que  Vallette  con- 
testó que,  según  las  cuentas  y  datos  facilitados  por  la  Socie- 
dad mencionada,  aparecía  que  la  Compañía  general,  vendedora 
de  las  fábricas  del  gas,  se  hallaba  en  descubierto  y  que  los  tí- 
tulos contenidos  en  la  factura  presentada  por  Moreno  eran  los 
mismos  á  que  se  referia  un  acto  de  arbitraje^  celebrado  entre 
las  dos  Compañías,  en  el  que  se  indicaba  que  no  se  satisficie- 
ran por  haberlos  dado  en  garantía  la  Compañía  general ;  por 
cuyas  razones  y  no  tener  orden  de  sus  representados  no  satis- 
faoia  la  expresada  cantidad : 

Resultando  que  después  de  hecho  á  Vallette  el  indicado  re- 
querimiento, promovió  D.  Zacarías  Moreno  demanda  ejecutiva, 
que  fué  desestimada  por  auto  firme  de  18  de  Febrero  de  1867: 

Resultando  que  en  13  de  Mayo  siguiente  dedujo  D.  Zaca- 
rías Moreno  la  que  ha  dado  origen  á  este  pleito,  pretendiendo 
se  condenase  á  la  Compañía  Holandesa  para  la  explotación  dei 
gñsen  España  á  que  le  pagase  los  269.440  rs.  que,  salvo  errof^ 
importaban  las  obligaciones  amortizables  en  los  sorteos  ifi 
1865  y  1866,  los  premios  que  estas  obtuvieron  y  los  cupones 
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Teucidos  y  no  satisfechos,  con  imposición  á  la  misma  de  todas 
las  costas;  y  para  ello,  haciendo  mérito  de  alguno  de  los  ante- 
cedentes relacionados ,  expuso  que  la  Compañía  g^iieral  de 
Crédito,  dueña  todavía  de  las  fábricas  y  con  la  facultad  de  dis* 
poner  de  los  títulos  de  las  obligaciones  emitidas,  tomó  de  Don 
Zacarías  Moreno  un  préstamo  de  760.000  rs.  y  le  entregó  en 
prenda  2«598  obligaciones,  habiéndole  autorizado  pitra  cobrar 
el  importe  de  los  cupones,  amortización  y  premios:  que  en  el 
sorteo  celebrado  en  18  de  Setiembre  de  1865  correspondió  la 
amortización  á  52  obligaciones  de  las  que  poseia  D.  Zacarías 
Moreno^  y  además  un  premio  de  16.000  rs.,  otro  38.000  y  otro 
de  19.000,  cuyas  cantidades,  unidas  con  los  cupones  vencidos, 
componían  la  suma  de  202.122  rs. :  que  con  posterioridad  la 
Sociedad  Holandesa,  representada  por  D.  Claudio  Vallette,  ce- 
lebró el  sorteo  de  29  de  Agosto  de  1866,  en  el  que  correspon- 
dieron á  D.  Zacarías  Moreno  68  obligaciones  amortizables,  que 
importaban  25.800  rs.,  y  un  premio  de  3.800,  como  constaba 
de  factura  presentada  con  su  anterior  escrito :  que  si  bien  la 
Sociedad  Holandesa  pagó  el  cupón  vencido  en  Marzo  del  año 
de  1866,  no  lo  había  verificado  de  los  que  vencieron  en  Se- 
tiembre del  mismo  ano  y  en  Marzo  de  1867,  según  se  demos- 
traba con  los  cupones  originales  y  facturas  que  también  tenían 
presentados;  de  modo  que  lo  que  la  Sociedad  Holandesa  debía 
en  el  día  á  D.  Zacarías  Moreno  por  amortización,  premios  y 
capones  vencidos  y  no  satisfechos  formaba  un  total  de  279.440 
reales:  que  habiendo  requerido  D.  Zccarías  Moreno  á  D.  Cláu* 
dio  Vallette,  que  figuraba  como  representante  de  la  Sociedad 
Holandesa,  para  que  se  le  abonasen  las  cantidades  que  se  le 
adeudaban  después  de  haber  puesto  algunos  reparos  el  Vallette 
á  la  personalidad  del  Moreno,  contestó  en  definitiva  que  no 
tenia  orden  de  la  Sociedad  para  ¿acer  dicho  pago : 

Resultando  que  conferido  traslado  á  la  Sociedad  Holan- 
desa, pretendió  se  le  absolviese  de  la  demanda,  con  imposición 
de  perpetuo  silencio  y  costas  al  actor;  para  lo  que  expuso,  en- 
tre otras  consideraciones,  que  D.  Zacarías  Moreno  no  había 
traído  á  los  autos  documento  al^^uno  suficiente  á  acreditar  el 
préstamo  que  decía  haber  hecho  &  la  Compañía  general  de 
Crédito:  que  la  autorización  conferida  á  D.  Zacarías  Moreno 
por  la  Compañía  general  de  Crédito  sin  formalidad  alguna  se 
referia  á  cupones,  premios  y  amortizaciones  que  debieron  ser 
aatisfechas  por  la  misma:  que  la  Compañía  general  de  Crédito 
vendió  en  11  de  Setiembre  de  1865,  por  escritura  pública,  las 
ftbricas  de  gas  de  Jerez,  Alicante ,  Burgos ,  Cartagena  y  Va- 
lladolid  á  D.  Carlos  Blanchet:  que  si  bien  éste,  y  en  el  día  la 
Compañía  demandada,  se  colocó  en  el  lugar  en  que  estaba  la 
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Compañía  general  de  Crédito  en  Eíspaña  con  relación  á  los  te- 
nedores de  las  obligaciones,  fué  bajo  ciertas  condiciones  esti- 
puladas en  las  mencionadas  escrituras,  y  muy  particularmente 
respecto  de  las  que  pertenecian  á  la  mencionada  Soeiediad  de 
Crédito ,  la  cual  se  oblig'ó  &  entreg'ar  á  aquel  todas  las  que  le 
pertenecian:  que  el  sorteo  de  18  de  Setiembre  de  1865  se  oe 
lebró  por  fti  Compañía  general  de  Crédito,  y  que  los  cupones 
á  que  se  refiere  el  original  mismo  de  la  demanda  vencieron 
antes  que  la  Sociedad  Holandesa  fuera  dueña  de  las  fábricas: 
que  el  haber  sido  satisfecho  el  cupón  vencido  en  Marzo  de  1866 
fué  debido  á  no  haber  tenido  en  cuenta  por  la  persona  encar- 
gada del  pago  que  pertenecian  ¿  unas  obligaciones  de  que  era 
dueña  la  Compañia  general  de  Crédito: 

Resultando  que  practicadas  las  pruebas  que  las  partes  pro- 
pusieron y  después  de  haberse  alegado  para  mejor  proveer,  se 
mandó  traer  4  la  vista  las  obligaciones  y  cupones  que  había 
presentado  el  actor,  y  que  le  fueron  devueltos  á  condición  de 
tenerlas  á  disposición  del  Juzgado,  apareciendo  de  la  diligen- 
cia del  actuario  de  30  de  Octubre  de  1873  que  en  virtud  del 
expresado  proveído  le  fueron  entregadas  por  D.  Zacarías  Mo- 
'  reno  52  obligaciones  de  la  Compañía  general  de  Crédito  en 
España,  con  hipoteca  de  las  fábricas  de  gas  de  Valladolid, 
Bilrgos,  Cartagena,  Pamplona,  Jerez  y  Alicante  por  valor  de  95 
pesetas  cada  una,  con  48  cupones  importantes  cada  uno  2  pe- 
setas 37  y  medio  céntimos,  cuyas  obligaciones  están  señaladas 
con  los  números  que  se  determinan  en  dicha  diligencia;  y  que 
además  le  entregó  Moreno  2.545  cupones  dobles,  procedentes 
de  obligaciones  de  la  misma  clase: 

Resultando  que  en  11  de  Noviembre  de  1873  el  Juez  de 
primera  instancia  dictó  sentencia  ,  condenando  á  la  Sociedad 
Holandesa  para  la  explotación  del  gas  en  España  á  que  en  el 
término  de  tercero  dia,  á  contar  desde  que  esta  sentencia 
cause  ejecutoria,  pague  á  D.  Zacarías  Moreno  269.440  rs.,  ó  lo 
que  importen  las  obligaciones  amortizables  en  los  sorteos  de 
los  años  de  1865  y  1866,  y  los  cupones  vencidos'  y  no  satis- 
fechos, correspondientes  á  las  de  que  es  portador,  sin  expresa 
condenación  de  costas: 

Y  resultando  que  confirmada  dicha  sentencia  por  la  que 
en  19  de  Junio  de  1874  dictó  ^a  Sala  primera  de  la  Audieneia 
por  parte  de  la  Sociedad  Holandesa  para  la  explotación  de  las 
fábricas  de  gas  en  España,  previo  depósito  de  1.000  pesetaSi 
se  interpuso  recurso  de  casación  alegando  como  motivos: 

I.''  Que  en  el  orden  cronológico  de  los  contratos  que  Kift 
dado  origen  á  las  obligaciones  emitidas  por  la  Compañía  íji^ 
neral  de  Crédito,   que  son  el  titulo  primordial  de  la 
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ejercitada  por  D.  Zacarías  Moreno,  estaba  el  texto  mLsmo  de 
dichas  obligaciones  y  según  el  cual  la  Compañía  general  de 
Crédito  se  obligó  á  satisfacer  380  reales  por  medio  de  sorteo 
anual  en  un  período  de  veinticinco  años  al  tenedor  de  cada 
uno  de  sus  títulos ;  y  como  quiera  que  el  obligado ,  y  por  lo 
tanto  el  único  contra  quien  el  tenedor  tenia  acción  eñcaz,  es 
la  Compañía  emitente,  se  habia  infringido  la  ley  del  contrato 
desde  el  momento  que  en  lo  pactado  se  ha  declarado  la  obligación 
de  pagar  contra  un  tercero  como  lo  es  la  Sociedad  Holandesa. 

2."  Que  á  título  de  mero  contrato  personal  ha  sido  también 
infringida  la  escritura  otorgada  en  10  de  Setiembre  de  1863 
por  la  Compañía  general  de  Crédito,  en  que  declara  su  obliga- 
ción respecto  á  las  obligaciones  emitidas  y  constituyendo  hi- 
poteca á  favor  de  sus  tenedores,  porque  en  ese  acto,  bajo  el 
punto  que  ahora  se  trata,  lo  n^Lsmo  que  en  el  caso  anterior,  lo 
pacfado  es  que  el  tenedor  tendría  derecho  á  exigir  el  cumpli- 
miento de  su  contrato  de  la  Compañía  cmitente. 

3.^  Que  asimismo  lo  pactado  entre  la  Compañía  general 
de  Crédito  y  D.  Carlos  Blanchet,  de  quien  trae  causa  la  So- 
ciedad Holandesa  por  escritura  otorgada  entre  dichas  partes 
en  11  de  Setiembre  de  1865,  ha  sido  abierta  y  terminante- 
mente desconocido,  infringiendo  por  ello  la  sentencia  la  ley 
de  contrato,  juntamente  cou  la  ley  1.*,  tít.  1.**,  libro  10  de  la 
Novísima  Recopilación;  la  sentencia  de  este  Tribunal  Supremo 
de  22  de  Octubre  de  1868,  según  la  que  los  contratos  son  ley 
obligatoria  sólo  para  las  partes  contrayentes ,  y  la  sentencia 
de  3  de  Julio  de  1868,  entre  otras,  que  declara  que  la.  senten- 
cia que  falla  contra  lo  estipulado  infringe  la  ley  del  contrato, 
que  e^  la  primera  para  los  contrayentes,  porque  dicho  contra^^o 
ni  produjo  ni  podia  producir  obligaciones  ni  derechos  recípro- 
cos sino  tan  sólo  entre  las  partes  contratantes. 

4.®  Que  bajo  otro  punto  de  vista  habia  sido  infringido  el 
mismo  contrato,  porque  el  comprador  Blanchet  adquirió  la 
fábrica  de  gas  de  Alicante  y  otras  bajo  las  condiciones  inser- 
tas en  la  cláusula  4.*  de  la  escritura,  previniéndose  en  la  ter- 
cera de  dichas  condiciones  que  Blanchet  se  subrogarla  en 
el  lugar  de  la  Compañía  general  de  Crédito  con  relación  á  los 
tenedores  de  las  obligaciones  emitidas;  declarando  que  las  de 
esto  especie,  referentes  á  la  fábrica  de  Alicante,  eran  sólo  1.390 
por  valor  de  529.720  rs.,  "siendo  así  que  según  la  escritura  de 
hipoteca  habian  sido  afectos  á  la  misma  fábrica  la  cantidad 
de  2.800.000  rs. :  que  lo  pactado  en  dicha  condición  no  fué 
por  tanto  otra  cosa  sino  que  el  comprador  pagaría  el  importe 
de  aquellas  obligaciones  que  estuvieran  dentro  de  la  cantidad 
•designada  con  la  cualidad  de  emitida,  puesto  que  sólo  podia 


546  TRIBUNAL   SUPRBMO. 

y  puede  ventilarse  entre  las  partes  contratantes  con  indepes— 
deacia  del  tenedor  de  los  títulos,  y  dando  fuerza  de  verdadera 
subrogación  á  dicha  cláusula  se  infringía  la  ley  y  doctrina 
citadas,  y  la  ley  15,  tít.  14,  Partida  5.*,  que  requiere,  para 
que  tenga  lugar  la  subrogación  de  la  persona  del  deudor  par 
un  tercero,  la  concurrencia  del  acreedor: 

5.**  Que  se  infringía  la  ley  del  contrato  de  compromiso  ce- 
lebrado en  escritura  de  5  de  Mayo  de  1866  entre  ambas  Socie- 
dades, ya  porque  sólo  es  obligatorio  para  ambas  partes,  ya 
porque  en  el  mismo  se  reconoce  que  había  en  poder  de  terce- 
ros obligaciones  dadas  en  mera  garantía,  y  por  lo  tanto,  do 
emitidas  para  los  efectos  de  la  condición  3.^  de  la  venta  de 
las  fábricas;  ya,  en  fin,  porque  el  laudo  que  se  dio  en  su  con- 
secuencia no  causó  ejecutoria. 

6.^  Que  por  otra  parte  la  sentencia,  en  el  caso  de  apoyarse 
en  el  ejercicio  de  una  acción  hipotecaria,  infringe  el  art.  12T 
de  la  Ley  hipotecaria  de  1861,  vigente  á  la  sazón  de  intentarse 
la  constitución  de  la  hipoteca,  supuesto  que  las  obligaciones 
emitidas  son  al  portador,  y  por  lo  menos  debería  haberse  he- 
cho excusión  de  bienes  del  primeramente  obligado. 

Y  7.**  Que  también  infringía  los  artículos  30,  9.**,  requisi- 
to 5.°  y  136  de  la  misma  Ley  hipotecaria,  en  combinación  con 
otros  de  ella,  puesto  que  para  que  la  hipoteca  sea  válida  re- 
quieren que  la  inscripción  contenga  el  nombre  y  apellido  de 
la  persona  á  cuyo  favor  se  constituya^  lo  cual  no  ha  podida 
tener  lugar  en  la  otorgada  á  favor  de  tenedores  de  obligacio- 
nes al  portador. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Juan  Cano  Manuel. 
Considerando  que  los  actos  y  gestiones  de  las  partes  con- 
tratantes explican  la  intención  de  la  misma,  y  determinan  el 
valor  y  eficacia  de  las  obligaciones  contraidas: 

Considerando  que  una  vez  vendidas  á  la  Sociedad  Holan- 
desa por  la  Compañía  general  de  Crédito  las  fábricas  de  gas 
sobre  que  se  litiga,  con  todos  los  derechos  y  obligaciones  inhe- 
rentes á  las  mismas,  es  indudable  que  viene  obligada  á  satis- 
facer á  D.  Zacarías  Moreno  las  de  que  era  portador  compren- 
didas en  aquellas,  sin  que  pueda  invocar  pactos  ó  condición 
establecida  que  la  exima  de  cumplir  esta  responsabilidad: 

Considerando  que,  consecuente  á  esta  obligación  oontraida» 
la  Sociedad  Holandesa  satisfizo  á  D.  Zacarías  Moreno  el  cupón 
vencido  de  Marzo  de  1866,  incluyendo  estas  obligaciones  m 
otros  sorteos  celebrados,  con  lo  cual  ha  reconocido  por  heckes 
ciertos  é  indudables  el  derecho  de  aquel,  confirmaudo  este  it* 
conocimiento  con  la  escritura  de  30  de  Diciembre  de  IStf» 
otorgada  con  posterioridad  á  este  juicio: 
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Considerando  que  D.  Carlos  Blanchet,  y  por  consecuencia 
8U  cesíonaria  la  Sociedad  Holandesa,  al  comprar  á  la  Corapa- 
JÜm  general  de  Crédito  las  fábricas  del  gas  de  que  se  trata  se 
subrogaron  expresamente  en  todas  las  obligaciones  de  esta 
Compañía,  sin  distinción  alguna,  dejándola  libre  de  toda  res- 
ponsabilidad por  la  acción  personal  que  subsidiariamente  pu  - 
diera  alcanzarla,  que  hacia  suya  en  el  caso  de  que  alguna  re- 
damación intentaren  los  tenedores  de  las  obligaciones,  además 
de  quedar  la  hipoteca  subsistente: 

Considerando  que  en  el  caso  presente  no  se  celebró  una 
verdadera  novación  en  los  términos  que  expresa  la  ley  15,  ti- 
tulo 14,  Partida  3.*^,  inaplicable  á  la  cuestión  actual,  puesto 
que  no  se  contrajo  obligación  especial  y  nueva  con  la  concur- 
rencia de  los  tenedores  de  títulos  al  portador,  sino  un  tras- 
paso de  las  obligaciones  que  servían  de  garantía  al  présta- 
mo hecho  por  D.  Zacarías  Moreno  á  la  Compañía  de  Crédito, 
mediante  la  enajenación  verificada  á  D.  Carlos  Blanchet,  y 
por  éste  á  su  veza  la  Sociedad  Holandesa  en  los  mismos  tér- 
minos y  con  las  mismas  condiciones  que  él  habia  adquirido 
dichas  fábricas,  siendo  por  lo  tanto  improcedente  este  motivo 
de  casación: 

Considerando  que  subrogada  la  Sociedad  Holandesa  en  to- 
das las  obligaciones  indistintamente  á  la  Compañía  general  de 
Crédito,  es  visto  que  nada  obstaba  la  circunstancia  de  que  Don 
Zacarías  Moreno  hubiese  contratado  en  primer  término  con 
esta  Compañía,  puesto  que  por  medio  de  la  subrogación  se 
habían  trasmitido  estas  obligaciones  á  la  Sociedad  Holandesa 
como  si  hubiese  celebrado  directamente  el  convenio  con  el 
acreedor  Moreno,  y  que  bajo  este  concepto  no  se  infringe  la 
ley  del  contrato: 

Considerando  que  es  asimismo  infundado  el  motivo  de  ca- 
sación en  que  se  alega  la  doctrina  general  de  que  los  contratos 
sólo  producen  obligación  entre  las  partes  contratantes,  porque 
la  enajenación  de  las  fábricas  á  la  Sociedad  Holandesa  fué  un 
nuevo  contrato,  mediante  el  cual  se  trasmitieron  á  la  Sociedad 
Holandesa  las  obligaciones  de  las  Compañías  de  Crédito,  y 
produjo  sus  efectos  entre  ambos  contrayentes  sin  infringir  el 
principio  de  derecho  que  se  invoca: 

Considerando  que  los  motivos  de  casación  referentes  á  las 
infracciones  que  se  suponen  cometidas  en  los  artículos  de  la 
Ley  hipotecaria  presuponen  la  resolución  de  una  cuestión  so- 
bre la  calidad  hipotecaria  de  las  obligacioies,  que  por  no  ha- 
ber sido  propuesta  y  discutida  en  oportuno  estado  no  fué  ob- 
jeto de  resolución  de  la  Sala  sentenciadora,  ni  puede  serlo  en 
casación,  aun  prescindiendo  de  su  ineficacia  para  contradecir 
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la  demanda,  dada  la  subrogación  expresa  y  terminante  de  la 
Sociedad  Holandesa; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lu- 
gar al  recurso  de  casación  interpuesto  por  parte  de  la  Sociedad 
Holandesa  para  la  explotación  de  las  fábricas  de  gas  en  Espa- 
ña, á  la  que  condenamos  en  las  costas  y  á  la  pérdida  de  la 
cantidad  de  1.000  pesetas  que  depositó,  que  se  distribuirá  con 
arreglo  á  la  ley;  líbrese  la  correspondiente  certificación  á  la 
Audiencia  de  este  distrito,  con  devolución  de  los  documentos 
que  remitió. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Qa- 
ceta  é  insertará  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto 
las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firma- 
mos.=Juán  Gronzalez  Acevedo.  =  José  María  Cáceres.==Jo8é 
Fermín  de  Muro.=Juan  Cano  Manuel.  =Benito  de  üUoa  y 
Rey.  =  Victoriano  Careaga.=  Joaquín  Ruiz  Cañábate. 

Publicación : 

Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  Juan  Cano  Manuel,  Magistrado  de  la  Sala  pri- 
mera del  Tribunal  Supremo ,  celebrando  audiencia  pública  la 
misma,  en  el  día  de  hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de 
Cámara. 

Madrid  3  de  Diciembre  de  1875.^=Rogelio  González  Montes. 

NüM.  106. 
CASACIÓN  POR  INFRACCIÓN  DE  LEY.— SALA  PRIMERA. 


Presta-Cion  de  alimentos. — Sentencia  de  4  de  Diciembre,  de- 
clarando no  haber  bogar  al  recurso  de  casación  interpuesto 
fior  D.  Antonio  García  Gallardo  contra  la  pronunciada  por 
a  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Sevilla,  en  pleito  con 
D.  Román  García  y  Jüartinez. 

En  sus  CONSIDERANDOS  sc  cstablecB : 

Que  los  artículos  333  y  865  de  la  Ley  de  Enjuiciamie%to 
civil j  combinados  ejitre  sij  se  refieren  á  la  forma  puramenU 
externa  de  las  sentencias  definitivas,  y  no  pueden  servir  i$ 
base  é  un  recurso  de  casación  j  según  ka  declarado  reüertdé^ 

mente  el  Tribunal  Supremo'. 

« 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  ¿  4  de  Diciembre  de  IMV^ 
en  el  pleito  pendiente  ante  Nos  en  virtud  del  recurso  de  oanr 
cion  por  infracción  de  ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  priMü     i 
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instancia  'del  distrito  de  San  Vicente  de  Sevilla  y  en  la  Sala 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  su  territorio  por  D.  Román  Gar- 
cía y  Martínez  con  D..  Manuel  y  D.  Miguel  García  y  Martínez 
7  D.  Antonio  García  y  Gallardo,  sobre  la  proporción  en  que 
los  tres  primeros  han  de  satisfacer  al  último  los  alimentos  que 
le  prestan  : 

Resultando  que  D.  Antonio  García  Gallardo  promovió  ex- 
pediente de  jurisdicción  voluntaria  para  que  su  hijo  D.  Román 
García  y  Martínez  le  suministrase  alimentos  provisionales,  y 
que  en  tal  concepto  le  fueron  señalados  10  rs.  diarios,  conde- 
nando al  D.  Román  á  que  se  los  pagase  por  mensualidades 
anticipadas: 

Resultando  que  D.  Román  García  Martínez  entabló  en  «11 
de  Octubre  de  1871  la  demanda  objeto  de  este  pleito  para  que 
se  condenase  á  sus  hermanos  D.  Manuel  y  D.  Miguel  é.  satis- 
facer á  su  padre  la  parte  proporcional  de  alimentos,  á  cuyo 
pago  había  sido  condenado  el  demandante,  subsanándole  lo 
que  en  tal  concepto  tenia  entregado  y  entregase  hasta  la  ter- 
'minacion  del  pleito,  condenándose  asimismo  á  D.  Antonio  Gar- 
cía Gallardo  á'que  reclamase  y  percibiera  de  cada  uno  de  sus 
tres  hijos  una  parte  igual  ó  proporcional  á  la  cantidad  señala- 
da para  alimentos;  pretensión  que  fundó  en  que  todos  los  hijos 
están  obligados,  cuando  tienen  posibilidad  para  ello,  en  acu- 
dir con  alimentos  á  sus  padres,  si  estos  vienen  ó  están  en  po- 
l)reza,  así  como  los  padres  no  pueden  reclamar  á  unos  exclu- 
yendo á  otros  cuando  todos  tienen  medios  para  ello,  en  cuyo 
caso  venia  á  perjudicarse  á  aquel  contra  quien  únicamente  se 
pedia,  el  cual  tenia  á  su  vez  derecho  á  pedir  indeninizacion  á 
los  excluidos: 

Resultando  que  conferido  traslado  de  la  demanda  á  D.  Mi- 
gnél  y  D.  Manuel  García  Martínez  y  á  D.  Antonio  García 
Gallardo,  el  primero  presentó,  en  unión  de  su  hermano  D.  Ro- 
mán, un  escrito  de  convenio  por  el  cual  óste  desistió  de  la  de- 
manda respecto  de  aquel,  que  se  obligó  á  satisfacer  la  parte 
proporcional  de  alimentos  que  le  correspondiesen  y  hubieran 
correspondido: 

Resultando  que  D.  Antonio  García  y  su  hijo  D.  Manuel 
impugnaron  la  demanda,  fundados  en  que  la  obligación  de  los 
hijos  de  alimentar  á  sus  padres  cuando  venian  á  pobreza  se 
entendía  con  los  que  tuvieran  medios  para  ello:  que  la  acción 
de  pedir  alimentos  correspondía  al  padre,  por  lo  cual  la  había 
ejercitado  contra  D.  Román,  único  que  tenia  medios  para  ello: 
que  á  los  otros  dos  hijos  no  podia  compelérseles  por  carecer 
de  recursos,  sobre  todo  D.  Manuel,  casado  y  con  hijos;  y  que 
en  el  caso  de  pedir  alimentos  el  padre  á  éste  y  á  D.  Miguel 
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se  señalaría  una  cuota  proporcionada  al  caudal  qute  aquellos 
poseyesAD,  lo  cual  no  eximiría  á  D.  Román  de  la  oblig'aoion 
de  satisfacer  la  suma  que  venia  abonando: 

Resultando  que  las  partes  suministraron  prueba;  y  que 
sustanciado  el  juicio  en  dos  instancias,  dictó  sentencia  la  Sala 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Sevilla  en  10  de  Juixio  de  1874, 
que  no  fué  conforme  con  la  del  Juez  de  primera  instancia^  de- 
clarando que  D.  Manuel  García  está  obligado  á  contribuir  á  los 
alimentos  de  su  padre  D.  Aqtonio  con  la  cantidad  de  50  cén- 
timos de  peseta  diarios,  rebajándose  de  las  2  pesetas  50  cénti- 
mos que  percibía  éste  de  su  hijo  D.  Román,  el  cual  le  debería 
entregar  en  lo  sucesivo  2  pesetas  diarias  por  meses  anticipa- 
dos, debiendo  reintegrarle  su  hermano  D.  Manuel  de  lo  que 
hubiese  entregado  de  más  desde  la  fecha  de  la  interposición 
(le  la  demanda: 

Resultando  que  D.  Antonio  García  Gallardo  interpuso  re- 
curso de  casación  por  haberse  infringido  á  su  juicio: 

1.^  El  art.  865  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  en  cuanto 
determina  que  la  sentencia  se  ha  de  dictar  en  la  forma  esta- 
blecida en  el  333,  y  este  artículo  en  su  regla  3.^,  que  establece 
que  se  citen  las  leyes  ó  doctrinas  que  se  consideren  aplicables, 
toda  vez  que  la  sentencia  no  citaba  ^disposición  alguna  legal, 
lo  cual  constituía,  no  una  infracción  de  forma  esencial  del 
juicio,  sino  una  cuestión  de  fondo,  porque  este  Supremo  Tri- 
bunal no  podía  apreciar  determinadamente  las  leyes  que  ha- 
bía tenido  presentes  la  Sala  sentenciadora,  y  sí  eran  aplicables 
al  caso. 

Y  2.**  El  art.  61  de  la  misma  ley  y  la  doctrina  legal  repe- 
tidamente declarada  por  este  Tribunal  Supremo,  y  la  senten- 
cia pronunciada  en  25  de  Mayo  del  corriente  año,  en  que  se 
establece  que  la  infracción  de  aquel  precepto  legal  puede  ser 
motivo  de  casación  en  el  fondo  por  no  referirse  exclusivamen- 
rae  al'órden  del  procedimiento,  toda  vez  que  existia  diversidad 
entre  las  peticiones  que  contenia  la  demanda  y  la  parte  dispo- 
sitiva de  la  sentencia. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Laureano  de  Ar- 
ríeta. 

Considerando  que  los  artículos  333  y  865  de  la  Ley  de  En- 
juiciamiento civil,  combinados  entre  sí,  se  refieren  á  la  forma 
puramente  externa  de  las  sentencias  definitivas,  y  no  pueden 
servir  de  base  á  un  recurso  de  casación,  según  lo  ha  declarado 
reiteradamente  este  Supremo  Tribunal: 

Considerando  que  si  bien  tienen  distinto  carácter  las  disp<H 
siciones  sustanciales  del  art.  61,  no  pueden  ser  estas  alegada!, 
útilmente  en  el  presente  caso  como  infringidas,  puesto  que  1m 
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«entencia  impugnada  es  clara  y  precisa,  y  resuelve  percuto* 
riamente  las  cuestiones  debatidas  en  el  litigo; 

Fallamos,  que  debemos  declarc^r  y  declaramos  no  haber  lu- 
^ar  al  recurso  d.e  casación  interpuesto  por  D.  Antonio  García 
Oállardo,  á  quien  condenamos  en  las  costas;  y  líbrese  á  la 
Aadiencia  de  Sevilla  la  certificación  correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta é  insertará  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto 
las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firma- 
BIOS.  =  Juan  González  Acevedo.=José  M.  Cáceres.=Laureano 
de  Arrieta=Hilarío  de  Higon.= Victoriano  Careaga.=  Joaquín 
Raíz  Cañábate. =Ricardo  Diaz  de  Rueda. 

Publicación: 

Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Exce- 
tentfsimo  Sr.  D.  Laureano  de  Arrieta,  Magistrado  de  la  Sala 
primera  del  Tribunal  Supremo,  celebrando  audiencia  pública 
la  misma ,  en  el  dia  de  hoy ,  de  que  certifico  como  Escribano 
de  Cámara. 

Madrid  4  de  Diciembre  de  1875.= Rogelio  González  Montes. 

NÚM.  107. 
CASACIÓN  POR  INFRACCIÓN  DE  LEY.— SALA  PRIMERA. 


Pertenencia  y  disfrute  exclusivo  de  ciertos  montes. — Sen- 
tencia de  6  de  Dicúembre ,  declarando  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  el  Ministerio  fiscal  en 
representación ,  del  Estado,  contra  la  pronunciada  por  la 
Sala  do  justicia  de  la  Audiencia  de  Pamplona,  en  pleito  con 

los  Ayuntamientos  de  los  Valles  de  Erro  y  Baztan. 

« 

En  sus  CONSIDERA.NDOS  se  establece: 
Que^si  el  Tribunal  Supremo  estima  uno  de  los  motivos 
de  casación,  es  innecesario  ocuparse  en  los  demás. 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  6  de  Diciembre  de  1875, 
en  el  pleito,  pendiente  ante  Nos,  en  virtud  de  recurso  de  casa- 
ción por  infracción  de  ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  Hacienda 
de  la  provincia  de  Navarra  y  en  la  Sala  de  justicia  de  la  Au- 
diencia de  Pamplona  por  los  Ayuntamientos  de  los  Valles  de 
Erro  y  Baztan  con  el  Ministerio  fiscal,  en  representación  del 
Estado,  sobre  la  pertenencia  y  disfrute  exclusivo  de  los  mon- 
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tes  (lenominados  Alduides  ó  Quinto  Real,  situados  en  la  frontera 
divisoria  de  España  y  Francia,  en  la  parte  ó  territorio  que 
quedó  dentra  de  la  zona  Española  por  virtud  del  tratado  de 
límites  ajustado  en  2  de  Diciembre  de  1856: 

Resultando  que  el  Alcalde,  Jurados,  vecinos  y  Universida- 
des de  la  tierra  del  Valle  de  Erro,  entablaron  demanda  ante  el 
Consejo  del  Reino  de  Navarra  contna  los 'Jurados,  vecinos  y 
universidad  de  la  tierra  de  Baig^uer,  exponiendo  que  tenían  unos 
términos  y  montes  llamados  Alduides,  que  afrontaban  de  una 
parte  con  los  yermos  y  términos  y  montes  de  la  tierra  de  Bas- 
tan, de  otra  con  el  camino  de  Valcárlos,  de  otra  con  los  Man- 
zanales del  Vizconde  de  Baig-uery  con  los  términos  de  Baigner, 
y  de  otra  con  los  términos  de  ciertas  villas  y  tierra  del  Valle 
de  Erro:  que  sobre  dichos  términos,  yermos  y  montes,  ellos  y 
sus  antecesores  de  tanto  ti»3nipo  que  no  había  memoria  en  con- 
trario estaban  en  el  uso,  tenencia  y  posesión  pacífica  sin  parte 
de  los  de  dicha  tierra  de  Baig'üer,  habiéndolos  tenido  y  poseí- 
do por   suyos,   paciendo  las  yerbas  y  bebiendo   las   aguas  y 
cortando  los  árboles,  prendando  á  los  ganados  de  Baigner  ó  á 
los  que  cortaban   maderws  sin  licencia  suya:  (literal)   «otrosí 
señor  follaria  de  verdad  é  decimos  que  vos  señor  cada  de  ho- 
hiere  pastos  en  los   dichos  montes' et  yermos  de  Alduide,  et 
yermos  et  términos  de  Aldulde  de  San  Miguel  hasta  San   An- 
drés, habedcs  la  quinta  de  todos  los  puercos  que  trajeren  los 
que  no  son  vecinos  ó  moradores  de  Valde-Erro  et  ponían  á  en- 
gordar en  los  dichos  yermos,  términos  y  montes  et  de  los  de  la 
tierra   de    Baigner  ,  que  han  puesto  á  engordar  en  los  térmi- 
nos pasados  sobre  dichos  sus  puercos  en   los  dichos  montes» 
yermos  et  términos  nuestros,  vuestros  recibidores  ó  cogedores 
de  la  dicha  quinta  ó  tributadores  de  aquella  han   cobrado  et 
pagado  et  fecho  pagar  la  quipta  de  los  tales  puercos  que  po- 
nían et  fallaban  de  los  dichos  Baigner  ó  de  alguno  ó  algunos 
de  ellos,  por  cuanto  no  han  derecho  alguno  en  los  dichos  tér- 
minos, yermos  y  montes  nuestros,  y  esto  ansí  los  sobredichos 
de  la  dicha  tierra  de  Baigner  ó  algunos  de  ellos  de  pocos  días 
en  acá,  como  hombres  soberbios,   non  pudiendo  ni  habiendo 
derecho  alguno  de  lo  facer  como  dicho  es,  queriendo  privar  á 
vos  señor  de  la  dicha  quinta  et  á  nos  en  nuestra  propiedad  et 
posesión  en  que  estamos  de  pacer  y  gozar  las  aguas,  yerbas 
de  los  dichos  nuestros  yermos,  términos  é  montes  han  prendi- 
do 14  puercos  de  los  dichos  vecinos  de  Valde-Erro,  en  ciertos 
lugares  que  son  nuestros  términos  y  dentro  en  los  dichos  tér- 
minos de  Alduides  etc.;»  y  terminaron  suplicando  que  se  de* 
clarase  que  los  dichos  de  la  tierra  de  Baigner  no  tenían  áérer 
(^ho  alguno  en  los  sobredichos  términos  y  montes,  adjudicase     . 
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doselos  á  perpetuo  sin  parte  de  los  dichos  de  Baignér  seg'un 
basta  entÓDcea  liabian  sido  y  eran: 

Resultando  que  habiendo  suplicado  demandantes  y  deman* 
dados  al  Rey  D.  Carlos  que  les  proveyese  de  Comisarios  con 
todo  poder  cumplido  para  decidir  y  sentenciar  ei  dicho  pleito, 
dio  comisión  á  Lorenzo  de  Reta.  Alcalde  de. la  Corte  mavor  de 
Navarra,  y  á  Pedro  de  Villalva,  Procurador  patrimonial  de  todo 
el  Reino,  para  que  fueran  personalmente  á  las  dichas  tierras 
ó  valles,  vieran  los  términos  y  lugares  sobre  los  que  eran  los 
debates,  examinaran  los  testigas,  documentos  y  peticiones  de 
cada  una  de  las  partes  y  certificados  del  derecho  de  ellas,  de- 
terminasen los  pleitos  en  la  misma  forma  y  manera  que  el  Rey 
y  las  gentes  de  su  Consejo:  (literal),  (afincando  en  salvo  todos 
los  nuestros  derechos,  si  los  habemos  ó  debemos  haber,  é  sin 
perjuicio  alguno  de  aquellos,  ¿  toda  sentencia  é  sentenciáis  que 
por  vosotros  dos  juntamente  serán  dadas  en  razón  ¿  las  C(^sas 
sobredichas  et  cada  una  de  ellas  Nos  los  faremos  valer  etc.:» 

Resultando  que  los  referidos  comisionados  pronunciaron 
sentencia  en  el  portegado  de  la  iglesia  de  San  Esteban  en  21 
de  Octubre  del  año  1400,  en  el  que  señalaron  los  sitios  donde 
debian  colocarse  los  mojones  para  la  división  de  los  indicados 
*  términos,  declarando  cuáles  correspondían  á  cada  uno  de  ellos 
y  los  derechos  que  respectivamente  les  asistían,  condenando  & 
las  gentes  de  la  tierra  de  Baigner  al  pago  á  las  del  valle  de 
Valdo-Erro  de  cierta  cantidad:  (literal)  «et  con  esto  et  con  lo 
al  que  por  Nos  ha  sido  pronunciado,  declarado  y  sentenciado 
en  la  manera  sobredicha  á  las  dichas  partidas,  les  ponemos 
perpetuo  silencio,  fincando  en  salvo  los  derechos  del  Rey  en 
propiedad  y  posesión,  et  declarando  los  unos  ni  los  otros,  por 
causa  de  las  cosas  sobre  dichas  demandadas,  ni  por  ninguna 
de  ellas,  no  puedan  .facer  ni  fagan  más  cuestión  ni  deman- 
da etc.;»  y  que  esta  sentencia  fué  loada  y  aprobada  en  7  de 
Febrero  de  1404  por  DoñaLeonar,  Reinado  Navarra  é  Infanta 
de  Castilla: 

Resultando  que  con  motivo  de  los  pleitos  y  cuestiones  que 
existían  entre  los  Jurados  y  vecinos  de  la  tierra  de  ValdeErro 
y  los  de  la  de  Baztan  sobre  el  derecho  de  gozar  con  sus  ga^ 
nados  y  puercos  las  aguas,  yerbas  y  pastos  del  término  de  AN 
düide,  otorgaron  escritura  de  facería  en  5  de  Junio  del  año 
1505,  por  la  que  establecieron  en  la  forfba  en  que  hablan  de 
gozar  de  los  referidos  aprovechamientos: 

Resultando  que  suscitado  otro  pleito  en  el  año  de  1828  en- 
tre los  Valles  de  Baztan  y  Erro  sobre  los  aprovechamientos 
de  los  montes  y  términos  conocidos  con  el  nombre  de  Aldui- 
des  ó  Quinto  Real ,   hallándose  ya  para  determinarse,  reunidos 
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los  apoderados  de  ambos  Valles  con  el  deseo  de  cortar  y  tran* 
sigir  sus  diferencias,  trataron  detenidamente  sobre  los  medios 
más  fáciles  de  lograr  con  mayor  utilidad  el  goce  de  dichos 
montes,  y  también  el  modo  de  dejar  ilesos  los  derechos  tocan- 
tes y  reservados  de  S.  M.;  y  autorizados  para  llevar  á  efecto 
la  transacción,  otorgaron  escritura  en  la  ciudad  de  Pamplona 
á  21  de  Noviembre  de  1829,  por  la  que  establecieron  las  divi- 
siones, aclaraciones,  condiciones  y  circunstancias  con  que  ha- 
bian  de  gozar  de  los  productos  de  los  insinuados  montes  del 
Quinto  á  que  tenian  derecho  los  Valles,  separándose  ambos 
de  todas  las  pretensiones  que  tenian  hechas,  y  daudo  por  fina- 
lizado el  pleito;  estableciendo  en  la  duodécima  condición  qne 
este  convenio  y  transacción  de  los  Valles  en  nada  perjudicaba 
entonces  ni  en  tiempo  alguno  á  los  derechos  de  propiedad  y 
posesión  reservados  á  S.  M.  por  la  citada  sentencia  de  20  de 
Octubre  de  1400,  capitulaciones  Reales  de  25  de  Setiembre  de 
1714  y  tratado  definitivo  de  27  de  Agosto  de  1785,  y  cuales- 
quiera otros  documentos  que  hubiera  sobre  el  particular,  sino 
que  fincando  y  quedando  absolutamente  ilesos  todos  ellos  en 
la  misma  fuerza  y  vigor  en  que  se  hallaban,  sin  alteración  al- 
guna,  se  entendiera  este  convenio  y  transacción  entre  los  Va- 
lles otorgantes,  que  tenia  por  objeto  cortar  dicho  litigio  y 
aclarar  los  modo^  de  gozar  y  disfrutar  dichos  montes  y  sus 
productos  á  virtud  de  los  derechos  que  le  asistían: 

Resultando  que  presentada  esta  escritura  por  los  Procura- 
dores de  los  Valles  á  la  Real  Corte  de  Navarra  para  que  se 
sirviera  aprobarla,  se  mandó  pasar  al  Fiscal,  el  cual  emitió  el 
dictamen  que  literalmente  dice  así:  «Que  sus  capitulas  1.* 
hasta  la  1 1  inclusive  se  reducen  al  modo  de  gozar  entre  sí  en 
adelante  los  montes  del  Quinto  Real  ó  Alduide ,  sobre  que 
disputaban,  y  acortar  y  transigir  ese  litigio,  separándose  de 
todos  los  demás  alegatos  y  pretensiones  hechas ;  por  la  capi- 
tula 12  encuentra  preservados  todos  los  derechos  de  propiedad 
y  posesión  tocantes  al  Real  Patrimonio  de  V.  M.  de  la  ma- 
nera que  hizo  ver  vuestro  Fiscal  en  la  censura,  folio  420  vuel- 
to; por  cuya  razón,  y  considerando  interesante  el  que  los  dos 
Valles  sigan  unidos  bajo  buena  armonía,  y  sean  unos  cons- 
tanti^s  veladores  del  cumplimiento  del  tratado  definitivo  con^ 
cluido  entre  ambas  Coronas  el  año  de  1785,  no  encuentra  qoe 
oponer  cosa  alguna  á  la  confirmación  de  dicha  escritura;»  y 
que  por  decreto  de  la  Real  Corte  de  27  de  Enero  de  1830  se 
confirmó  y  aprobó  cuanto  habia  lugar  en  derecho,  y  no  més^ 
la  escritura  de  convenio  otorgada  por  los  Valles: 

Resultando  que  el  Ingeniero  de  Montes  de  la  provincia  psrf 
ticipó  al  Gobernador  civil  en  el  año  de  1859  que  habia  enoottá. 
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trado  diferentes  cortas  en  el  Quinto  Real,  verificadas  por  per- 
sonas que  se  decian  autorizadas  por  el  Alcalde  del  Valle  de 
Erro,  y  que  al  presentarse  los  guardas  del  monte  mandando 
suspender  dichas  cortas ,  les  habia  amenazado  el  Alcalde  con 
prenderlos  si  volvían  á  interrumpir  á  los  leñadores ;  y  que  el 
Oobernador  por  consecuencia  de  esta  denuncia  impuso  al  Al- 
calde 300  rs.  de  multa,  prohibiéndole  la  corta  de  árboles,  y 
eonminándole  con  la  de  1.000  y  con  remitirlo  á  los  Tribunales 
49i  volvia  á  dar  lugar  con  semejantes  quejas: 

Resultando  que  hecha  otra  denuncia  semejante  contra  el 
Alcalde  de  Elizondo,  del  Valle  de  Baz¿an,  que  no  habia  pro- 
cedido á  formar  causa  por  cortes  de  leña,  el  Gobernador  le 
participó  en  5  de  Junio  de  1860  que  procediera  á  conocer  de 
las  denuncias  hechas  por  el  Ingeniero,  y  que  en  lo  sucesivo  se 
abstuviera  de  dar  permiso  para  hacer  cortas  en  el  .Quinto  Real; 
prohibición  que  hizo  extensiva  en  19  de  Julio  siguiente  para 
la  lefia  que  los  pastores  necesitaban  para  su  hogar;  y  que  ha- 
biendo recurrido  el  Alcalde  del  Valle  al  Ministerio  de  Fomento 
contra  las  providencias  del  Gobernador ,  solicitando  se  decla- 
rase que  los  vecinos  eran  dueños  de  cortar  los  árboles  en  cues- 
tión ,  y  que  se  le  alzase  la  multa  impuesta ,  se  desestimaron 
por  Real  orden  de  5  de  dicho  mes  de  Julio  las  pretensiones 
del  Valle,  resolviendo  que  las  cuestiones  de  propiedad  y  po- 
sesión se  promoviesen  y  ventilasen  donde  y  en  la  forma  pro- 
cedente: 

Resultando  que  los  Valles  de  Erro  y  Baztan  entablaron 
la  demanda  objeto  de  estos  autos,  ejercitando  la  acción  de  do- 
minio sobre  pertenencia  y  disfrute  exclusivo  de  los  montes 
Alduidjes  y  país  Quinto,  situados  en  la  frontera  divisoria  de 
España  y  Francia,  en  la  parte  ó  territorio  que  habia  quedado 
dentro  de  la  zona  española  por  virtud  del  último  tratado  de 
límites  ajustado  en  Bayona  en  2  de  Diciembre  de  1856;  y  su- 
plicando se  declarase  que  el  Estado  no  tenia  derecho  de  pro- 
piedad y  posesión  en  el  orden  civil  en  los  aprovechamientos 
de  los  árboles  y  bosques  de  Alduides;  que  dichos  aprovecha- 
mientos pertenecían  en  propiedad  y  posesión  á  los  Valles  de 
Brro  y  Baztan,  como  únicos  dueños  de  aquel  territorio,  sia 
más  restricción  ó  coartación  que  la  que  exige  la  observancia 
de  dicho  tratado  para  la  integridad  de  la  soberanía  y  del  ter- 
ritorio nacional,  mandando  por  consecuencia  que  se  mantu- 
vieran ilesos  los  mencionados  derechos  de  posesión  y  propie- 
dad ,  conforme  á  las  particulares  estipulaciones  de  ambas 
comunidades,  sin  estorbar  bajo  ningún  pretexto  su  libre  ejer- 
cicio; alegando  en  apoyo  de  su  pretensión  la  doctrina  legal  y 
principios  jurídicos  sobre  posesión,  prescripción  y  dominio;-  la 
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íáontencia  del  año  1400,  que  declaró  qtte  pertenecía  al  Valle  de 
Erro   la  propiedad  de  los  montes  y  el  exclusivo  aprovecha- 
miento de  sus  productos,  porque  la  reserva  que  contenia  d 
fincar  en  salvo  los  derechos  de  S.  M.  en  propiedad  y  posesion^^ 
que  se  consignó  también  en  documentos  posteriores,  no  se  re — 
feria  al  orden  puramente  civil,  sino  á  la  soberana  dominaolocrr: 
en  el  orden  público;  y  que  si  alguna  significación  pudiera  te    ^ 
ner  en  el  orden  del  derecho  privado,  seria  al  patrimonio  d-^ 
S.  M.,  y  no  al  Estado,  á  quien  correspondiera  ejercitarlo;  ^at 
tratado  de  limites  de  27  de  Agosto  de  1785,  en  que  se  consigr^  <j 
que  la  propiedad  de  los  Alduides  y  Quinto  Real  pertenecía     é 
las  comunidades,  y  el  alto  y  directo  dominio  á  ambas  Maje^^^ 
tades;  y  el  tratado  de  2  de  Diciembre  de  1856,  aprobado  y  ra- 
tificado por  la  ley  de  11  de  Julio  de  1857,  en  el  cual  se  pro- 
clamó que  Baztan  y  Valde-Erro  eran  los  propietarios  de  los 
Alduides: 

Resultando  que  el  Ministerio  fiscal,  en  nombre  del  Estado, 
impugnó  la  demanda,  pidiendo  que  se  le  absolviese  de  ella  y 
que  se  declarase  que  en  la  parte  de  Alduides  ó  Quinto  Real, 
objeto  del  pleito  ,  sólo  tenian  los  demandantes  el  derecho  de 
gozar  con  sus  ganados  las  aguas,  hierbas  y  pastos  de  aquel 
territorio,  y  á  lo  sumo  también  de  la  leña  para  sus  hogares  6 
necesidades  domésticas,  y  madera  para  construcción  ó  reedifi- 
cación de  sus  casas,  del  modo  que  se  señalase  por  los  delega- 
dos del  Gobierno,  y  no  la  propiedad  del  mismo  territorio,  ni 
tampoco  del  suelo  y  arbolado  existente  en  él,  ni  goce  de  este 
arbolado,  por  pertenecer  como  pertenecía  al  Estado  toda  aque- 
lla propiedad  y  goce ,  reservándole  como  sucesor  de  la  Cole- 
giata de  Roncesvalles  ó  sustituido  en  sus  derechos  el  que  ésta 
tenia  ó  pudiera  tener  á  los  Seles  existentes  en  dicho  territorio 
para  el  caso  de  que  se  averiguase  cuáles  eran  ,  y  los  demás 
que  en  el  mismo  territorio  le  correspondieran :  pretensión  que 
fundó  en  los  documentos  de  que  se  ha  hecho  mérito,  en  todos 
los  cuales  dijo  se  habia  reservado  y  dejado  á  salvo  los  derechos 
de  S.  M.,  y  en  algunos  se  habia  dicho  expresamente  que  per- 
tenecía á  S.  M.  la  propiedad  de  los  referidos  montes  ,  y  é  los 
Valles  sólo  los  aprovechamientos  de  aguas ,  hierbas  y  pastos, 
limitándose  en  otros  por  la  Corona  al  Valle  de  Erro  el  goce  I 
y  aprovechamiento ,  dándose  al  Baztan  sólo  de  din ,  todo  lo  1 
cual  demostraba  que  obró  el  Soberano  como  verdadero  dueño:    I 

Resultando  que  las  partes  suministraron  prueba ;  y  que  I 
sustanciado  el  juicio  en  dos  instancias  ,  dictó  sentencia  en  ti  I 
de  Febrero  de  1873  la  Sala  de  justicia  de  la  Audiencia  dt  i 
Pamplona,  que  no  fué  conforme  con  la  de  primera  instandat  ñ 
declarando  que  los  Valles  de  Erro  y  Baztan,  demandantes,  ter  m 
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.bian  probado  sufícientemente  y  cual  probar  debían  su  acción 
y  derecho  á  la  posesión  y  propiedad  en  el  orden  civil  del 
aprovechamiento  de  los  arbolados  y  bosques  de  los  montes 
Alduides  ó  pais  Quinto  dentro  de  la  frontera  española ,  como 
únicos  dueños  de  aquel  territorio  ,  sin  m¿s  coartación  ó  res- 
tricción ({ue  la  necesaria  al  ejercicio  de  la  soberania  para  la 
observancia  y  cumplimiento  de  los  tratados  internacionales 
sobre  limites  y  fronteras  del  Reino  contra  nuevas  invasiones 
de  los  franceses :  que  el  Estado ,  como  demandado ,  no  habla 
probado  cual  probar  debia  sus  excepciones ,  mandando  en  su 
consecuencia  que  quedasen  á  disposición  y  libre  uso  de  los  de~ 
mandantes,  y  se  mantuvieran  ilesos  por  todos  los  funcionarios 
de  la  Administración  del  Estado  los  derechos  reclamados  por 
los  demandantes  en  posesión  y  propiedad,  sin  cohibirlos  en  los 
usos  de  sus  pastos,  hierbas  y  leñas,  arbolados,  aguas  y  demás 
bajo  ningún  concepto  ,  haciendo  caso  omi?:0  sobre  la  legua 
acotada  de  Real  fábrica  de  municiones  de  Engui  y  de  los  de- 
rechos de  la  Colegiata  de  Roncesvalles,  hoy  del  Estado,  por  no 
ser  objeto  del  actual  litigio,  reservando  sobre  ellos  su  derecho 
al  Estado: 

Resultando  que  el  Ministerio  fiscal  interpuso  recurso  de  ca- 
sación por  haberse  infringido  á  su  juicio: 

1.^  La  sentencia  dictada  en  el  año  de  1400,  confirmada  por 
la  Reina  Doña  Leonor  en  7  de  Febrero  de  1404,  en  la  cual  no 
se  hizo  declaración  alguna  de  propiedad  en  favor  de  los  Va- 
lles que  cuestionaban,  limitándose  á  declarar  en  su  parte  dis- 
positiva dos  cosas  muy  distintas  :  la  primera,  la  linea  dondo 
viniendo  de  Baigorri  hacia  los  Alduides  principiaban  estos; 
la  segunda ,  que  los  baígorrianos  no  teuian  goce  alguno  eu 
los  Alduides,  sino  el  Valle  de  Erro :  y  así  era  que  los  Jueces 
comisionados  tuvieron  cuidado  de  poner  la  propiedad  á  cu- 
bierto con  la  cláusula  que  contenía  la  sentencia  de  «fincando 
en  salvo  los  derechos  del  Rey  en  propiedad  ó  posesión; ;^  cuyas 
mismas  palabras  se  insertaron  en  la  Real  Comisión  que  se  dio 
4  los  Jueces,  diciendo:  «fincando  á  salvo  todos  los  .nuestros 
derechos  si  los  habemos  ó  los  debemos  tener.» 

2.^  La  doctrina  legal,  como  reglado  interpretación,  de  que 
las  palabras  han  de  tener  realmente  algún  efecto  y  no  ha  de 
-ser  un  vano  sonido ,  pues  las  dos  cláusulas  mencionadas  tu- 
vieron un  objeto  determinado  :  la  inserta  en  la  Real  Comisión 
que  se  resolviese  si  el  Estado  tenia  dereóhos  ó  los  debia  tener 
en  los  terrenos  objeto  del  litigio,  y  en  caso  afirmativo  que  se 
•dejasen  á  salvo  y  no  se  perjudicasen;  y  la  contenida  en  la  sen- 
tencia la  de  que  quedara  consignado  en  la  misma  el  juicio  que 
los  Jueces  hablan  formado  acerca  de  la  realidad  de  los  dere- 
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Considerando  que  esta  cláusula  comprendía,  no  una  reserva 
de  derechos ,  como  han  supue.sto  los  demandantes ,  y  si  más 
bien  un  verdadero  pronunciamiento,  por  el  que  se  declaraba  a 
favor  del  Monarca    la  propiedad  y   posesión  de  los  términos    . 
objeto  del  litij^o;  y  que  los  Valles,  lejos  de  alzarse  de  él  nLj 
hacer  la  menor  reclamación,  le  consintieron  y  creyeron  justoiv 
hasta  el  punto  de  que  en  los  diferentes  pleitos  y  cuestione^ 
suscitadas,  unas  veces  entre  los  Valles  franceses  y  los  españí>^ 
les,  otra  sólo  entre  los  últimos,  durante  el  trascurso  de  más  de^^s 
cuatrocientos  años,  fundaron  por  reg'la  general  sus  respectivo 
derechos  en  esa  misma  "sentencia  de  1400,  loada  en  1404  po 
la  Reina  Doña  Leonor,  cuidando  siempre  en  sus  transaccione—  ^ 
y  convenios  de  dejar  á  salvo  los  derechos  del  Monarca,  coni  ^3 
se  observa  en  las  capitulaciones  Reales  de  25  de  Setiembre  (&  t^ 
1614  y  tratado  de  límites  de  27  de  Agosto  de  1785: 

Considerando  que,  consecuentes  los  Valles  de  Erro  y  Ba>c  - 
tan  con  la  inteligencia  que  en  todos  tiempos  habían  dado  á  1h 
mencionada  sentencia  de  1400,  al  otorgar  la  escritura  de  tran- 
sacción de  2i.de  Noviembre  de  1829,  por  la  que  pusieron  tér- 
mino al  pleito  que  sostenian  sobre  el  aprovechamiento  del  tér- 
mino de  los  Aiduides  .  cuidaron  de  consignar  en  la  cláusula 
12  «que  este  convenio  y  transacción  de  los  Valles  en  nada 
perjudique  ahora  ni  en  tiempo  alguno  los  derechos  de  propie- 
dad y  posesión  reservados  á  S.  M.  por  la  citada  sentencia  de 
20  de  Octubre  de  1400,  capitulaciones  Reales  de  25  de  Setiem- 
bre de  1614  y  tratado  definitivo  de  27  de  Agosto  de  1785,  y 
cualquiera  otros  documentos  que  haya  sobre  el  particular,  sino 
que  fincando,  quedando  absolutamente  todos  ellos  y  en  la  mis- 
ma forma  y  vigor  en  que  se  hallan  sin  alteración  alguna ,  t*e 
entienda  este  convenio  v  transacción  entre  los  dos  Valles  otor- 
gantes  que  tiene  por  objeto  cortar  dicho  litigio  y  aclarar  los 
modos  de  gozar  y  disfrutar  dichos  montes  y  sus  productos  á 
virtud  de  los  derechos  que  les  asiste :;> 

Considerando  que  respecto  de  Baztan,  no  solamente  existe 
el  reconocimiento  á  favor  del  Monarca  de  los  derechos  de  pro- 
piedad y  posesión  que  comprende  dicha  cláusula ,  sino  que 
aparece  además  que  durante  el  curso  del  pleito  transigido  sos- 
tuvo constantemente  y  adujo  diferentes  pruebas  para  acredi- 
tarlo, que  la  propiedad  solar  y  territorial  de  los  montes  en 
cuestión  estaba  reservada  á  S.  M.  por  la  referida  sentencia  dd 
1400,  por  las  mencionadas  capitulaciones  Reales  de  25  de  Se^ 
tiembre  de  1614  y  por  la  demarcación  definitiva  de  27  d0 
Agosto  de  1785,  y  que  con  arreglo  á  estos  documentos  y  otw 
producidos,  los  derechos  del  Valle  de  Erro  y  de  Basstan  consil- 
tian  en  el  goce  y  usufructo  de  lo  que  producían  dichos  moolfii 
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4k  medias  entre  si,  oon  facultad  de  hacer  fibrioas ,  roturas  y 
otros  usos  según  la  Real  gracia  de  1695: 

Considerando  que ,  en  vista  de  estos  antecedentes,  no  pue- 
de dudarse  que  hasta  los  mismos  v'alles  de  Erro  y  de  Baztan 
han  reconocido  y  respetado  como  parte  integrante  de  la  sen- 
tencia de  20  de  Octubre  de  1400  el  pronunciamiento  en  vir- 
tud del  cual  Lorenzo  de  Reta  y  Peire  de  Villava ,  Jueces  co- 
misionados por  el  Sr.  Rey  D.  Carlos ,  declararon  que  á  éste 
^correspondía  la  propiedad  y  posesión  de  los  montes  Alduides: 

Considerando^ que  la  prescripción  invocada  como  otro  de 
los  fundamentos  de  la  sentencia  no  ha  tenido  lugar,  porque 
los  Valles  de  Baztan  y  Erro  carecían  de  buena  fé  y  de  justo 
título,  como  lo  demuí*stra  el  hecho  de  haber  reconocido  repe- 
tidas veces  en  documentos  anteriores,  y  últimamente  en  la  ex- 
presada escritura  de  transacción  de  1829,  que  la  propiedad  y 
posesión  de  los  Alduides  pertenecía  al  Monarca;  y  por  consi- 
^iente,  la  falta  del  primero  de  dichos  requisitos  bastarla  para 
que  no  hubieran  podido  prescribir  ni  aun  por  el  trascurso  dé 
los  cuarenta  años  que  exige  la  ley  8.*,  tít.  37,  libro  2.®  de  la 
Novísima  Recopilación  de  Navarra,  cuando  existe  buena  fé  y 
falta  de  título ,  y  mucho  menos  si  se  atiende  á  que  desde  el 
indicado  año  de  1829  hasta  el  de  1861,  en  que  se  incoó  el  plei- 
to, no  habia  pasado  el  período  de  años  indicado ;  extremos  que 
este  Tribunal  Supremo  está  en  el  caso  de  apreciar,  cuando  en 
litigios  como  el  presente  aparecen  demostrados  por  los  docu- 
mentos aducidos  á  los  autos: 

Considerando  que ,  al  prescindir  la  Sala  sentenciadora  de 
todas  estas  razones  y  fallar  el  pleito  en  los  términos  que  lo 
ha  verificado,  ha  infringido  la  ley  19,  tít.  22  de  la  Partida  3.*, 
<iue  determina  la  fuerza  que  tiene  el  juicio  finado  que  da  al 
juzgador  entre  las  partes  derechamente  de  que  no  se  alce  nin- 
^na  de  ellas  hasta  el  tiempo  que  dice  el  título  de  las  alza- 
das,  y  la  8.%  y  no  1.*,  como  equivocadamente  se  dice,  del 
título  37,  libro  2.^  de  la  Novísima  Recopilación  de  Navarra, 
citadas  por  el  Ministerio  fiscal  en  el  tercero  y  sexto  motivos  de 
casación; 

T  considerando  que  estimando  uno  de  los  motivos  de  oasa- 
•cion  es  innecesario  ocuparse  de  los  dem^s; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar 
al  recurso  de  casación  interpuesto  por  el  Ministerio  fiscal ,  en 
representación  del  Estado ,  y  en  su  consecuencia  casamos  y 
anulamos  la  sentencia  que  en  22  de  Febrero  de  1873  dictó  la 
Sala  de  justicia  de  la  Audiencia  de  Pamplona,  á  la  que  se  libre 
tSrden  para  la  remisión  de  los  antes. 

Asi  por  esta  nuestra  sentenciai  que  se  publicará  en  la  Oace- 
II.— 1/ y3.*  36 
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ta  y  se  insertará  en  la  Colección  Uffislativa^  pasándose  al  efectos 
las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firma-— 
mos.  =3  Juan  González  Acevedo.-^José  María  Cáceres.<»LaQ^ — 
reano  de  Arriéta.  ^  Juan  Cano  Manuel. «» Benito  de  Ulloa 
Rey.:=Joaqain  Ruiz  Cañábate. = Victoriano  Careaga. 

Publicación: 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Excc — - 
lentísimo  Sr.  D.  Victoriano  Careaga ,  Magistrado  del  Tribuní^ 
Supremo,  celebrando  audiencia  publica  la  Sala  primera,  en  ^^ 
dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Relator  Secretario  de 
misma. 

Madrid  6  de  Diciembre  de  1 875.  =»Licenciado  Desiderio  Ma^ 
tinez. 

NÓM.  108. 
CASACIÓN  POR  INFRACCIÓN  DE  LEY.  — SALA  PRIMBRá, 


Reclamación  de  drubchos  legitimarios. — Sentencia  de  7  de 
Diciembre,  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  de  casadott 
interpuesto  por  D.   Juan  Romagosa  y  Vendrell  contra  la 

S renunciada  por  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia 
e Barcelona,  en  pleito  con  D.  Juan  Romagosa  y  Torres. 

En  sus  CONSIDERANDOS  SO  establccc: 

Que  no  puede  decirse  que  han  sido  infringidas  por  u%^ 
sentencia  leyes  ni  doctrinas  que  no  tienen  aplicación  al  caso 
de  autos. 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  7  de  Diciembre  de  1875» 
en  el  pleito  pendiente  ante  Nos,  en  virtud  de  recurso  de  casa- 
ción por  infracción  de  ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera 
instancia  de  San  Feliú  de  Llobregat  y  en  la  Sala  primera  de 
lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona  por  D.  Juan  Romagosa 
y  Vendrell  con  D.  Juan  Romagosa  y  Torres,  sobre  reclamación 
de  derechos  legitimarios: 

Resultando  que  D.  Juan  Romagosa  y  Vendrell  entabló  en  9 
de  Febrero  de  1869  la  demanda  objeto  de  este  pleito,  expo- 
niendo que  era  nieto  de  Juan  Romagosa,  y  Cañameras,  que  Ah 
Ueció  en  2  de  MarzA  de  1840,  é  hijo  de  D.  Juan  Romagosa  j^ 
Torres,  que  falleció  en  10  de  Setiembre  de  1863:  que  su  padi% 
al  contraer  el  demandante  matrimonio ,  le  hizo  donación  ufll^ 
versal  de  todos  sus  bienes  y  derechos,  con  ciertas  reservas^fir 
escritura  de  2  de  Noviembre  de  1849,  comprendiéndose  aat» 

t" 
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IM  bienes  donados  los  derechos  leg'itimarios  que  correspon- 
dian  á  su  padre  sobre  los  bienes  del  que  lo  fué  suyo  Juan  Ro- 
magosa  y  Cañameras:  que  los  bienes  de  éste^  que  poseia  en  la 
actualidad  D.  Juan  Romagosa  y  Torres,  como  sucesor  de  Cle- 
mente Romagosa,  que  á  su  vez  lo  habia  sido  de  aquel,  consis- 
tían en  las  fincas  de  que  hizo  mérito,  y  que  de  su  matrimonio 
tuvo  seis  hijos,  y  entre  ellos  el  Clemente,  que  le  sucedió  en  la 
herencia ,  y  el  padre  del  demandante ;  pidiendo  en  su  virtud 
qne  se  condenase  al  demandado,  como  heredero  sucesor  ó  po- 
seedor de  Juan  Romagosa  y  Cañameras,  á  pagar  al  demandante, 
como  hijo  y  sucesor  de  José  Romagosa  y  Torres  ,  la  sexta 
parte  de  la  cuarta  de  la  porción  legitima  y  suplemento  de  ella 
que  dicho  su  padre  venia  acreditando  sobre  los  bienes  del  que 
lo  fué  suyo,  y  por  tal  legitima  y  suplemento  la  cantidad  de 
8.000  escudos,  ó  la  mayor  ó  menor  que  resultase  del  justipre- 
cio de  los  referidos  bienes,  oon  los  frutos  é  intereses  percibi- 
dos y  podidos  percibir  desde  el  día  2  de  Marzo  de  1840,  en  que 
ocurrió  la  muerte  de  su  abuelo,  á  razón  del  3  por  100  desde 
dicho  dia  hasta  el  16  de  igual  mes  de  1856,  y  desde  este  al 
en  que  se  verificase  el  total  é  integro  pagO  de  toda  la  porción 
legitima  á  razón  del  6  por  100: 

Resultando  que  D.  Juan  Romagosa  y  Torres  impugnó  la 
demanda,  fundado  en  que  el  padre  del  demandante  habia  re- 
cibido, por  los  conceptos  que  expresó,  una  cantidad  muy  su- 
perior á  la  que  le  correspondía  por  legitima:  que  por  ello  su 
padre  nada  le  dejó  en  el  testamento  por  entenderse  que  estaba 
ya  satisfecho,  y  que  la  herencia  liquida  de  D.  Juan  Romagosa 
y  Cañameras  no  valia  una  mitad  de  lo  que  suponía  el  deman- 
dante: 

Resultando  que  suministrada  prueba  por  las  partes ,  dictó 
sentencia  el  Juez  de  primera  instancia,  que  confirmó  la  Sala 
primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  absolviendo 
á  D.  Juan  Romagosa  y  Torres  de  la  demanda: 

Resultando  que  el  demandante  interpuso  recurso  de  casa- 
ción por  haberse  infringido  á  su  juicio : 

I.''  La  ley  2.%  tit.  5.^  libro  5.°,  vol.  1.%  y  la  1.*,  tít.  1.°, 
libro  6.^,  vol.  2.°  de  las  Constituciones  de  Cataluña,  por  las 
que  se  dispone  que  la  legitima  de  los  hijos  consiste  en  la  cuarta 
parte  de  todo  el  caudal  liquido  del  padre;  pues  era  evidente 
qoe  al  fallecimiento  de  D.  Juan  Romagosa  y  Cañameras,  sus 
seis  hijos  tenían  un  derecho  indisputable  á  percibir  por  iguales 
partes  la  cuarta  parte  de  todos  los  bienes  que  aquel  dejó ,  y 
en  cuya  virtud  el  padre  del  recurrente  debió  percibir  una  sexta 
parte  -de  dicha  cuarta,  teniendo  acción  su  hijo  y  sucesor  para 
reclamarla  de  aquel,  en  cuyo  poder  se  hallaban  los  bienes  he- 
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reditarios;  no  apareciendo  en  la  sentencia  recurrida  hecho  al^-* 
no  por  el  cual  se  acreditase  que  se  hiciera  efectiva  en  el  recur- 
rente ni  en  su  padre  la  porción  legítima  que  correspondiera  k 
éste  por  muerte  de  D.  Juan  Komagosa  y  Cañameras;  j  no 
siendo  bastantes  ni  las  deducciones  del  testamento  ni  las  de- 
claraciones de  testigos  á  destruir  las  disposiciones  de  la  lej, 
cuando  por  otra  parte  no  aparecía  expresa  y  terminantemente 
que  Romagosa  donara  en  vida  á  su  hijo  bienes  algunos  cou 
cargo  á  su  legitima,  que  era  independiente  de  la  voluntad  del 
padre:  sentencia  de  este  Supremo  Tribunal  de^  27  de  Octubre 
de  1860. 

2.**  El  precepto  del  usatge  Omnes  causa  ^  que  establece  el 
término  de  treinta  años  para  toda  clase  de  prescripciones,  por- 
que la  sentencia  establecía  como  uno  de  los  fundamentos  de  la 
desestimación  de  la  demanda,  que  el  padre  del  recurrente  en 
veintitrés  años  que  sobrevivió  al. suyo  no  hizo  uso  de  la  re- 
clamación de  su  legitima,  porque  esta  omisión  y  silencio  no 
habia  perjudicado  la  acción  que  la  ley  concede  hasta  los 
treinta. 

3.°  La  32,  Código  De  inofficioso  íestamenío^  según  la  que 
el  padre  debe  la  legitima  á  los  hijos  sin  condición,  traba  ni 
gravamen  de  ninguna  clase. 

4.^  La  regla  de  derecho  consignada  en  la  ley  206,  Dig.  De 
diversis  regnlisjuriSy  de  que  nadie  puede  enriquecerse  en  per- 
juicio de  tercero,  porque  en  la  sentencia  se  hacia  más  rico  el 
heredero  con  perjuicio  de  uno  de  los  legitimarios. 

5.°  La  doctrina  legal  de  que  las  palabras  de  los  testamen- 
tos deben  entenderse  como  ellas  suenan. 

6.°  La  ley  2.%  tít.  5.°,  libro  6.^  vol.  1.°  de  las  Constitucio- 
nes de  Cataluña,  por  la  cual  se  dispone  que  la  l^itima  para 
todos  los  hijos  sólo  es  la  cuarta  parte  del  caudal, 

Y  7.*  La  doctrina  legal,  admitida  por  la  jurisprudencia  de 
este  Tribunal  Supremo,  de  que  las  donaciones  no  se  presumen, 
sino  que  han  de  aparecer  por  actos  solemnes  y  expresamente 
hechas. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Hilario  de  Igon. 
Considerando  que  la  ley  2.*,  tít.  5.®,  libro  6.**,  vol.  1.*^  de  las 
Constituciones  de  Cataluña,  y  la  1.*,  tít.  1.**,  libro  6.%  volumen 
2.^,  que  señalan  como  legítima  de  los  hijos  la  cuarta  parte 
del  caudal  del  padre,  citadas  en  el  primer  lugar  en  apoyo  del 
recurso;  y  la  2.*,  tít.  5.®,  libro  6.°,  vol,  1.^  de  las  jnismas  ins- 
tituciones, que  disponen  que  las  legítimas  para  todos  los  h^ 
sea  la  cuarta  parte ,  cuya  ley  se  cita  en  el  sexto  Eiotivo«.  90 
han  sido  infringidas  por  la  sentencia  recurrida  que,  léjqi'.jllf 
desconocer  dicha  disposición,  parte  de  ella  para  declararme 
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segau  las  pruebas  practicadas ,  José  Romagosa  Torres,  padre 
del  recurrente,  habia  recibido  al  fallecimiento  del  suyo  el  ioi"- 
porte  de  sus  derechos  legitimarios  ánn  con  exceso: 

Considerando  que  el  precepto  del  usatge  Omnes  causa^  que 
establece  el  término  de  treinta  años  para  toda  clase  de  prss-* 
cHpciones,  y  que  se  cita  en  segundo  lugar,  no  es  aplicable  al 
caso  de  este  pleito,  en  que  no  se  ha  alegado  ni  resuelto  sobra 
la  prescripción,  puesto  que  al  expresar  la  sentencia  en  uno  de 
sus  considerandos  que  en  veintitrés  años  que  sobrevivió  á  su 
padre  José  Romagosa  y  Torres  no  hizo  reclamación  alguna  de 
su  legitima,  no  lo  hace  en  el  sentido  de  fundar  en  dicho  si- 
lencio la  prescripción,  sino  un  dato  nx&s  en  corroboración  de  las 
pruebas  de  estar  pagado  de  la  referida  legitima: 

Considerando  que  la  ley  32  del  Código  De  inofficioso  tes- 
tamento, citada  en  el  tercer  fundamento,  según  la  cual  es  nulo 
todo  gravamen  ó  condición  sobre  la  porción  legitima,  es  in- 
aplicable al  caso  de  este  pleito,  en  el  cual  no  se  ha  tratado 
de  condición  ó  gravamen  alguno  impuestg  por  el  padre: 

Considerando  que  también  carece  de  aplicación  la  regía  de 
dereho  consignada  en  la  ley  206,  Digesto,  De  diversis  r$g%lis 
^uriSj  que  establece  el  principio  de  que  nadie  debe  enriquecer- 
se en  perjuicio  de  otro,  puesto  que  declarado  en  la  sentencia 
que  el  padre  del  recurrente  recibió  su  legítima,  en  nada  pudo 
^er  perjudicado,  siendo  por  lo  tanto  infundado  el  cuarto  mo- 
tivo del  recurso: 

Considerando  que  no  habiéndose  tratado  de  la  interpreta-» 
*cion  de  cl&usula  alguna  de  testamento,  no  ha  podido  infrio- 
^rse  la  doctrina  legal  citada  en  quinto  lugar,  de  que  deben 
entenderse  como  ellas  suenan: 

T  considerando,  por  último,  que  la  doctrina*  legal  citada  en 

el  sétimo  fundamento,  de  que  las  donaciones  no  se  presumeni 

no  ha  podido  tampoco  ser  infringida,   ni  es  aplicable  á  este 

pleito ,  que  no  se  refiere  á  cuestión  alguna  sobre  donaciones, 

sino  al  pago  de  derechos  legitimarios; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lu- 
^r  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Juan  Romagosa 
y  Vendrell,  k  quien  condenamos  por  razón  de  depósito  al  pago 
de  la  cantidad  de  1.000  pesetas,  que  satisfará  si  viniere  á  me- 
jor fortuna,  distribuyéndose  entonces  con  arreglo  á  la  ley,  y 
en  las  costas ;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  Barcelona  la  certi-> 
ficácion  correspondiente: 

Asi  por  está  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Oa-* 
ceta  y  se  insertará  en  IñCóleccion  UgUlativa^  pasándose  al  efecto 
las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firma- 
mós.eaJuán  González  AceVedo.^José  M.  Oáceres.  sLaareano 
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de  Arrieta.=Hnario  de  Ig^ón.*^ Victoriano  Careaga."=»Joaqaia 
Ruiz  Cañabate.=»Ricardo  Diaz  de  Rueda. 

Publicación: 

Leida  y  publioada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  Hilario  de  Igon,  Ma^strado  del  Tribunal 
Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera  en  el 
dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Relator  Secretario  de  la 
misma. 

Madrid  7  de  Diciembre  de  1875.= Licenciado  Desiderio  Mar- 
tínez. 

NÚM.  109. 
COMPETENCU.— SALA.  TERCERA. 


PA.GO  DB  CIERTA  cáNTiDAD. — Auto  dc  7  dc  Diciembre,  declaran- 
do mal  formada  la  competencia  suscitada  entre  el  Juzgado 
municipal  de  Palencia^y  el  de  igual  clase  de  Pedresa  del 
Príncipe  para  conocer  del  juicio  verbal  intentado  por  Don 
Fabián  Guerra  con  D.  Felipe  Pérez,  sobre  pago  de  369  rea- 
les, procedentes  de  alimentos. 

En  sus  CONSIDERANDOS  se  establece:  * 

Que  la  inhibitoria  de  jurisdicción  debe  proponerse  en  es^ 
crito  firmado  por  Letrado;  que  sobre  ella  ha  de  oirse  al  Afinis- 
icrio  fiscal  cuando  ^o  fuese  él  quien  la  hubiese  propuesto ,  y* 
que  al  oficio  de  inhibición  ha  ae  acompañarse  testimonio  del 
escrito  en  que  se  haya  pedido,  y  de  lo  expuesto  por  el  Afiniste" 
rio  fiscal ,  seffun  se  previene  en  los  artículos  365 ,  366  y  371 
de  la  Ley  orgánica  del  Poder  judicial. 

Resultando  que  D.  Fabián  Guerra  acudió  al  Juez  municipal 
de  Palencia  solicitando  celebrar  juicio  verbal  con  D.  Felipe 
Pérez ,  vecino  de  Pedresa  del  Príncipe ,  sobre  pago  de  369 
reales  que  le  era  en  deber,  procedente  de  alimentos  por  pupi- 
laje y  de  lactancia  de  un  niño : 

Resultando  que  librado  oficio  exhortatorio  al  Juez  munici- 
pal de  Pedresa  del  Príncipe  para  citar  y  emplazar  al  D.  Feli- 
pe, compareció  éste  manifestando  que  no  consideraba  compe- 
tente al  de  Palencia  para  conocer  en  dicho  juicio,  porque  anta 
él  se  ejercía  una  acción  puramente  personal  que  sólo  podk 
proponerse  ante  el  del  domicilio  del  demandado,  y  por  lo  tanto 
pedia  que  se  retuviese,  el  oficio  exhortatorio  declarándose  aqofí 
competente,  y  se  contraoficiase  al  de  Palencia  para  que  se  \¿e^ 
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Ubiese  del  conocimiento  del  asunto,  previniendo  al  actor  usase 
de  su  derecho  ante  el  de  Pedresa,  y  asegurando  al  mismo 
tiempo  no  haber  utilizado  la  declinatoria;  lo  cual  acordó  asi  el 
Juzgado: 

Resultando  que  dirigida  la  oportuna  comunicaciou  al  Juez 
municipal  de  Falencia,  y  oidos  D.  Fabián  Guerra  y  el  Minis- 
terio fiscal,  aquel  sin  dirección  de  Letrado ,  acordó  dicha  Au- 
toridad no  haber  lugar  á  resolver  en  el  fondo  sobre  la  cues- 
tión de  competencia  propuesta,  fundado  en  los  artículos  365, 
366  y  371  de  la  Ley  orgánica  judicial;  en  la  sentencia  de  este 
Tribunal  Supremo  de  18  de  Marzo  de  1872,  y  en  que  además 
de  baberse  faltado  á  las  formalidades  que  exige  la  Ley  no  de- 
bía entrar  en  la  cuestión  de  inhibitoria  por  no  venir  propuesta 
-como  ésta  determina: 

Resultando  que  remitidos  por  ambos  Jueces  á  este  Tribu- 
nal Supremo  sus  respectivas  actuaciones,  se  pasaron  al  señor 
Fiscal,  el  que,  fundado  en  los  artículos  citados  de  la  Ley  cr- 
ónica del  Poder  judicial  y  en  el  9.**  del  reglamento  para  la 
administración  y  cobranza  de  las  cédulas  personales,  pide  gue 
se  declare  mal  formada  la  presente  competencia. 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Manuel  /llmonací  y  Mora. 

Considerando  que  la  inhibitoria  de  jurisdicción  debe  pro- 
ponerse en  escrito  firmado  por  Letrado ;  que  sobre  ella  ha  de 
oírse  al  Ministerio  fiscal  cuando  no  fuere  él  quien  la  hubiere 
propuesto,  y  que  al  oficio  de  inhibición  ha  de  acompañarse 
testimonio  del  escrito  en  que  se  haya  pedido  y  de  lo  expuesto 
por  el  Ministerio  fiscal,  según  se  previene  en  los  artículos  365, 
366  y  371  de  la  Ley  orgánica  del  Poder  judicial: 

Considerando  que  se  ha  faltado  á  esas  prescripciones  lega- 
les por  el  Juez  municipal  de  r edrosa  del  Príncipe,  por  lo  cual 
la  competencia  pendiente  no  tiene  estado  de  resolverse; 

Se  declara  mal  formada  esta  competencia,  y  con  certifica- 
ción del  presente  auto  devuélvanse  respectivamente  los  antece- 
dentes que  han  remitido  á  los  Jueces  municipales  de  Falencia 
y  Pedresa  del  Príncipe  para  que  procedan  á  lo  que  haya  lugar 
-en  derecho. 

Madrid  7  de  Diciembre  de  1875,  de  que  certifico.=José  Mar 
ría  Herreros  de  Tejada. = Ignacio  Vieites.=Manuel  Álmonací 
y  Mora.=»Alberto  Santías.— Joaquín  José  Cervino. =Licenoiada 
Hanuel  A^ragoneses  Qil. 
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NüM.   110. 


CASACIÓN  POR  INFRACCIÓN  DE  LEY.— SALA  PRIMERA^ 


Declaración  de  señorío  territorial  t  solaribqo. —  Sentencia 
de  10  de  Diciembre,  declarando  no  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  la  Duquesa  viuda  de  Medina^ 
celii  como  Inadre  y  legitima  administradora  de  los  bienes 
de  sus  hijos,  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  de  la  Au- 
diencia de  Barcelona  ,  en  pleito  con  los  Ayuntamientos  de 
Llacuna,  Miralles,  Santa  Perpetua  y  otros. 

En  los  considerandos  se  establece: 

1.°  Que  la  ley  16,  Hl.  22  de  la  Partida  3.^  exige  congruetk- 
cia  entre  lo  pedido  y  sentenciado. 

2.""  Que  por  las  leyes  de  6  de  Agosto  ¿^  1811  ,  3  ¿^  Ma/y^ 
de  1823  y  26  de  Agosto  de  1837,  quedaron  abolidas  todas  las 
prestaciones  reales  ó  personales  que  debieran  su  origen  i 
titulo  jurisdiccional ,  no  probando  los  señores  con  los  títulos 
primordiales  de  adquisición  que  proceden  de  controlo  libre ^  é 
gne  les  pertenecen  por  dominio  puramente  alodial. 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  10  de  Diciembre  de  1875,. 
en  los  autos  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de 
Igualada  y  ^d  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Barcelona 
.  por  el  Duque  de  Medinaceli  y  (^spues  de  su  fallecimiento  la 
Duquesa  viuda.  Doña  Angela  Pérez  de  Barradas ,  eu  concepto 
de  madre  y  legítima  administradora  de  los  bienes  de  sas  me* 
ñores  hijos,  con  los  Ayuntamientos  de  Llacuna,  Miralles,  Santa 
Perpetua,  Pontils  y  San  Magin  de  Rocamora ,  y  el  Ministerio 
fiscal  ,  sobre  declaración  de  señorío  territorial  y  solariego; 
autos  que  penden  ante  Nos,  en  virtud  de  recurso  de  casacioa 
interpuesto  por  la  referida  Duquesa  viuda  de  Medinaceli  en  el 
expresado  concepto,  contra  la  sentencia  que  eu  14  de  Octubre 
de  1872  dictó  la  referida  Sala: 

Resultando  que  el  Conde  de  Barcelona  D.  Ramón  y  su  mu- 
jer Doña  Dulcilia  en  6  de  las  calendas  de  Mayo  del  año  cuartiv 
del  reinado  de  Luis,  hicieron  dopacíou  á  D.  Gerardo  de  Cer- 
velló  de  los  castillos  de  la  villa  de  Mager,  de  Miralles «  Carol» 
Mouteagut,  Piñana,  Santa  Perpetua  y  Pontils,  y  de  la  fortaleía 
de  Montelar,  con  sus  términos  y  pertenencias  de  los  mismos  Jl 
sus  anejos  y   fortalezas  que  estaban  en  sus  términos ,  parft  V 
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ae  loa  tuviese  en  propio  alodio  y  jurisdicción  como  ellos  lo» 
cíoian,  librando  al  propio  D.  Oerardo  del  juramento  que  por 
os  citados  castillos  le  tenia  prestado: 

Resultando  que  en  el  dia  antes  de  las  calendas  de  Febrero 
e  1324,  el  Rey  D.  Jaime  de  Aragón,  C«nde  de  Barcelona,  en 
.tención  &  los  grandes  servicios  que  le  habla  prestado  el  no- 
de  Guillermo  de  Cervelló ,  especialmente  en  la  conquista  de 
üs  Reinos  de  Cerdeña  y  Córcega,  en  que  murió  con  el  Infante 
).  Alonso  su  primogénito  procurador  Conde  de  Urgel ,  y  por 
c^s  servicios  también  que  le  habia  prestado  el  hijo  y  heredero 
el  referido  noble  D.  Guillermo,  otro  D.  Guillermo  de  Cervelló 
n  la  misma  conquista,  dio  y  concedió  á  éste  y  á  sus  suceso- 
es  perpetuamente  el  ^iero  imperio  en  los  castillos  de  sus 
ligares  de  Mager  y  de  Pontils,  sitos  en  Cataluña ,  que  por  el 
.onaute  tenia  en  feudo,  para  que  el  donatario  y  los  suyos  per- 
létuamente  tuviesen,  en  virtud  de  esta  dooacion  y  concesión, 
1  dicho  mero  imperio  en  los  expresados  castillos  y  sus  términos, 
sí  como  también  en  los  hombres  y  mujeres  allí  habitantes  y 
tabitadores  ,  ejerciéndolo  por  si  ó  por  medio  de  delegados,  y 
•udiendo  levantar  horcas  y  otras  al  mismo  mero  imperio  ex- 
pectantes, el  cual'queria  tuviesen  él  y  los  suyos  en  feudo,  pu- 
iendo  asimismo  corregir  é  imponer  castigos  á  los  delin- 
uentes: 

Resultando  que  en  4  de  Agosto  de  1382  el  Rey  D.  Pedro 
e  Aragón  vendió  á  favor  de  D.  Gerardo  de  Cervelló  en  precio 
e  15.000  sueldos  barceloneses  y  por  puro  y  franco  alodio  el 
lero  y  mixto  imperio  y  omnímoda  jurisdicción  alta  y  baja  y 
e  cualquiera  otra  clase  y  condición  que  fuese  y  que  ejercía  y 
ebia  ejercer  en  los  castillos  de  Foix ,  Santa  Perpetua  y  Ro- 
iimora  y  sus  términos,  y  en  los  hombres  y  mujeres  de  cual- 
uiera  clase  y  condición,  en  ellos  habitantes  y  habitadores, 
udiendo  erigir  en  dichos  castillos  y  sus  términos  horcas  y 
tedias  horcas  y  otros  signos  denotantes  de  dicho  mero  y 
lixto  imperio  y  omnímoda  jurisdilKcion ,  asi  como  castigar  y 
Qcareelar  á  los  delincuentes,  etc. : 

Resultando  que  el  Infante  D.  Jnan  ,  hijo  primogénito  del 
ey  y  General  Gobernador  de  sus  reinos  y  tierraia,  en  11  de- 
ulio  de  1385  donó  y  condió  á  D.  Gerardo  de  Cervelló,  en 
raeia  de  notables  servicios  y  en  satisfacción  de  5.000  florines 
e  oro  de  Aragón,  ó  por  ellos  55.000  sueldos  barceloneses,  todos 
ís  feudos  pertenecientes  y  que  debieran  pertenecer  al  Rey  en 
»  castillos  del  D.  Gerardo  de  las  villas  de  Mager  y  Santa 
erpétua  ,  en  la  Vicaria  de  Villafranca  del  Panadés  y  en  loa 
astilles  de  Pontils  y  fortaleza  de  Honcler ,  en  la  Vicaria  de 
[ontblanch,  ó  sea  el  derecho  y  dominio  alodial  y  directo ,  y 
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todo  otro  cualquier  derecho  que  al  Rey  competía  y  pudiese 
competir  sobre  los  expresados  castillos  y  fortalezas,  de  manera 
que  el  D.  Gerardo  y  los  suyos  tuviesen  y  poseyesen  siempre 
los  citados  castillos  y  fortalezas,  ó  sea  el  libre  y  franco  alodio 
de  ellos,  con  todos  a^fi  derechos,  quedando  libres  y  exentos  de 
todo  feudo  del  Rey  como  si  jamás  hubiesen  á  él  pertenecido; 
pero  de  tal  modo  y  c^odicion  que  en  cualquier  tiempo  que 
el  Rey  ó  sus  sucesores  pagasen  al  D.  Gerardo  de  Cervelló 
dichos  5.000  florines  de  oro ,  ó  por  ellos  55.000  sueldos  barce- 
loneses en  metálico ,  se  devolviesen  ó  revertiesen  al  Rey  ó  sos 
sucesores  los  dichos  feudos  y  demás  derechos  contenidos  en 
esta  carta  de  donación: 

Resultando  que  en  20  de  Diciembre  de  1408  el  Rey  de  Ara- 
gón D.  Martin,  Conde  de  Barcelona,  en  gracia  de  los  muchos 
y  acertados  servicios  que  D.  Berenguer  Amaldo  de  Cervelló, 
su  Consejero  y  Camarlengo,  había  prestado  asi  al  mismo  Bey 
como  á  su  primogénito  D.  Martin,  Rey  de  Sicilia,  y  para  re- 
compensarle á  la  vez  los  muchos  gastos  que  habia  hecho  en 
su  utilidad,  le  hizo  donación  de  todos  los  derechos,  comisos, 
tercios,  laudemios  y  foriscapios  que  al  Rey  y  á  sus  sucesores 
en  el  Reino  de  Aragón  pudieren  pertenecer  ,  y  de  cualquier 
modo  le  pertenecieran  hasta  aquel  dia  en  la  Baronía  y  casti- 
llos de  la  villa  de  Mager,  Miralles,  Pontiis,  Llacuna  y  Santa 
Perpetua ,  y  en  cualquiera  de  sus  términos  y  propiedades ,  asi 
como  el  uso  de  la  fadiga  con  los  laudemios,  tercios  y  forisca- 
pios que  se  adeudasen  por  una  vez;  y  el  mismo  Rey  D.  Mar- 
tin por  otra  carta  de  donación  de  31  de  Mayo  de  1410  dio  y 
concedió  perpetua  é  irrevocablemente  al  citado  D.  Berenguer 
Arnaido  de  Cervelló ,  también  en  remuneración  de  servicios, 
todo  y  cualquier  directo  y  alodial  dominio  y  otros  derechos 
al  Rey  pertenecientes  y  que  pertenecieron  á  sus  antecesores 
los  Reyes  de  Aragón  y  Condes  de  Barcelona  en  y  sobre  los 
castillos  de  la  villa  de  Mager,  Pontiis  y  Santa  Perpetua ,  que 
tenia  y  poseia  el  noble  Martin  Juan  de  Cervelló,  hyo  del  do- 
natario D.  Berenguer,  emancipado  en  virtud  de  la  donación  y 
heredamiento  que  éste  le  habia  hecho;  debiendo  desde  enton- 
ces el  referido  D.  Martin  Juan  de  Cervelló  tener  y  poseer  los 
referidos  castillos  y  sus  términos ,  bajo  el  dominio  directo  y 
alodial  y  en  feudo  del  D.  Berenguer  y  Arnaido  ,  su  padre,  i 
quien  deberla  prestar  homenaje  de  fidelidad  y  cualquiera  otra 
obligación  á  que  antes  estuviese  tenido  á  favor  del  Bey:    . 

Resultando  que  por  privilegio  de  3  de  Julio  de  1462  el  Bqf 
de  Aragón  D.  Juan,  Conde  de  Barcelona,  atendiendo  á  laa  d^" 
fecciones  y  rebelaciones  que  habia  en  la  ciudad  de  BaroeloM 
y  en  Catalufia ,  y  de  otra  parte  á  la  fidelidad  de  D.  AnMl4P 
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Ouillermo  de  Cervelló;  propietario  de  la  Baronía  de  l^fagier  y 
de  la  Llacuna,  que  ademad  de  liaber  permanecido  fiel  fué  á  la 
ciudad  de  Balaguer  en  auxilio  del  Rey,  le.  hi20  douacioo  de 
l08  castillos  que  habiau  pertenecido  á  Qer&rdp  Alemani  de  Cer- 
'velIó  y  ¿  Catalina  Benita,  su  mujer,  y  en  especial  de. los  de 
Santa  Perpetua,  Pontils»  Rocamora,  Salmella,  Montagut,  Sivi«- 
rata,  Caról  y  San  Martin  de  Rocamora,  en  la  Vicaria  del  Pa- 
nadas, y  todos  los  demás  bienes  muebles  é  inmuebles  que  ter 
nian  y  poseían  por  cualquier  titulo  ,  y  la  misma  Barouia ,  de 
pertenencias  del  donatario,  y  las  demás  villas,  lugares  y  cas- 
tillos referidos,  con  sus  labradores  y  sus  bienes,  fuedos  y  feu- 
datarios, y  todas  las  servidumbres  reales  y  personales,  con  las 
casas,  molinos,  hornos,  tierras  cultas  y  yermas,  huertas,  vi- 
d3as  y  plantas,  tanto  domésticas  como  silvestres,  y  los  prados, 
pastos,  bosques  y  selvas,  montañas  y  llanos ,  juntamente  con 
la  jurisdicción  civil  y  criminal  alta  y  baja,  mero  y  misto  im- 
perio, que  dicho  Gerardo  Alemani  de  Cervelló  y  su  consorte 
tenian  y  ejercían  en  los  referidos  lugares  ,  villas  y  castillos  y 
«n  los  vasallos  habitantes  en  los  mismos;  cuyos  derechos  tras- 
jnitia  al  D.  Arnaldo  Ouillermo  de  Cervelló  para  que  pudiera 
disponer  de  ellos  á  su  libre  voluntad: 

Resultando  que  por  escritura  de  16  de  Abril  de  1749  el  Du- 
<)tie  de  Medinaceli,  Marqués  de  Aytona,  por  medio  de  apodera- 
dos otorgó  establecimiento  y  concedió  en  enfitéusis  &  favor  de 
Bamon  Armejach  una  porción  de  tierra  de  las  dimensiones  y 
con  los  linderos  que  se  expresan,  sita  en  el  término  del  lugar 
de  Santa  Perpetua,  propia  del  dominio  del  citado  Duque,  bajo 
loa  pactos,  entre  otros,  de  que  dentro  del  término  de  tres  años 
habia  de  edificar  en  dicho  terreno  casa,  corral  y  pajar  &  su 
costa,  y  que  por  los  censos  y  mejoras  de  dicha  tierra  le  habia 
de  pagar  en  cada  un  año  2  sueldos  barceloneaes ,  expresando 
^ne  por  la  entrada  de  este  establecimiento  habia  dado  y  pa- 
Iffado  2  libras  barcelonesas :  que  por  otra  escritura  de  6  de 
Mayo  de  1766  D.  Pedro  Alc&ntara  Fernandez  de  Córdova,  Du- 
que de  Camina,  Marqués  de  Aytona  y  Señor  de  las  Baronías  de 
la  Llacuna  y  otros  pueblos,  por  medio  igualmente  de  su  apo- 
derado otorgó  establecimiento  y  concedió  en  enfitéiisiij»  á  Ja- 
cinto Bonells  dos  piezas  de  tierra  que  se  .deslindan,  propias  del 
patrimonio  del  dicho  Marqués,  y  sitas  en  el  lugar  de  Pontils, 
por  el  censo  anual  de  siete  coartanes  de  trigo  que  habia  de  pa- 
gar anualmente,  y  por  la  entrada  de  14  libras  barcelonesas^ 
^ue  confesaba  hatíer  recibido  en  el  acto: 

Resaltando  que  por  otra  escritura  de  26  del  mismo  mes  j 
afio  el  citado  Duque  de  Camina ,  Marqués  de  Aytona  y  S,éñor 
de  las  Baronías  de  la  Llacuna  y  otras ,  con  motivo  de  haber 


572  TRIBÜIYAL  SÜPRBMO. 

comprado  el  Prior  j  convento  de  San  Magpio,  del  Arzobispado 
de  Tarragrona,  por  escritura  de  17  de  Noviembre  de  1726,  una 
ca.sa  y  corral  liamada  Has  deu  Hortola  con  todas  sus  tierras^ 
honores   y  pertenencias  en  término  de  Santa  Perpetua ,  una 
pieza  de  tierra  plantada  de  viña,  sita  en  el  término  del  lugar 
de  Pontils,  y  un  huerto  de  pertenencias  de  la  misma  heredai 
en  precio  de  360  libras  10  sueldos,  y  por  escritura  de  24  it 
Febrero  de  1733  una  casa  y  heredad  llamada  Mas  Falxet  con 
todas  sus  tierras,  honores  y  demás  pertenencias,   sitas  parte 
frn  el  término  del  castillo  de  la  villa  de  Rager,  alias  de  la  Lia- 
cuna,  y  part^  en  el  término  del  castillo  de  Miralles,  todas  ellas 
enfiteuticales  y  tenidas  por  el  dicho  Marqués  de  CogoUudo  y 
Aytona,  Señor  de  los  lugares  de  Santa  Perpetua  y  Pontils,  en 
alodio  del  mismo  á  los  censos  que  se  expresan,  y  habiéndole 
suplicado  dicho  Prior  y  convento  se  dignase  consentir  que  las 
susodichas  cosas  quedasen  en  su  poder,  ofreciendo  la  compen- 
sación ó  enmienda  de  los  laudemios  y  derechos  que  podria  di- 
cho Marqués  percibir  si  las  dichas  cosas  se  enajenasen  y  que- 
dasen en  persona  laica ,  consintió  y  prometió  á  los  citados 
Prior  y  convento  que  poseyesen  y  retuviesen  perpetuamente  las 
citadas  cosas  con  todos  sus  derechos  y  pertenencias  como  se 
deMgnaban  en  las  escrituras  de  venta ,  que  loaba  y  aprobaba 
por  la  presente ,  con  pacto  de  que ,  á  más  de  los  censos  anti- 
guos que  á  dicho  Marqués  correspondian  por  las  cosas  susodi- 
chas, y  que  constarían  en  los  cabrees  antiguos  de  la  casa  del 
Marqués,  debian  pagar  á  éste  en  enmienda  y  compensación  de 
los  mismos  y  derechos  que  podría  percibir  si  las  dichas  cosas 
se  hubiesen  trasferido  en  personas  laicas  ,  4  libras  5  sueldos 
anuales: 

Resultando  que  por  otra  escritura  de  20  de  Octubre  de  1775 
el  Duque  do  Medinaceli  y  Marqués  de  Aytona,  por  medio  de 
su  apoderado  estableció  y  concedió  en  enfitéusis  á  favor  de 
Francisco  Gomar  un  huerto  propio  del  citado  Duque,  que 
igualmente  se  deslinda,  sito  en  el  término  de  la  Llacuna,  bajo 
los  pactos,  entre  otros,  de  que  por  el  censo  y  mejoras  de  dicho 
huerto  debia  dar  y  corresponder  anualmente  al  patrimonio  de 
dicho  Duque  cuatro  coartanes  de  trigo,  y  además  el  diexmo 
de  todos  los  frutos,  al  tenor  y  conforme  lo  acostumbraba  á 
cobrar  el  citado  Duque  de  los  vecinos  y  terratenientes  del  di- 
cho término  de  la  Llacuna;  expresando  asimismo  que  la  en- 
trada del  presente  establecimiento  era  de  15  libras  que  hablt 
recibido  de  contado;  y  por  otra  escritura  de  26  de  Abril  de  1788 
el  citado  Duque  de  Medinaceli,  Marqués  de  Cogolludo  y  Ayto- 
na, estableció  y  concedió  en  enfitéusis  á  José  Ferreras"  y  U»- 
cia  tt^s  heredades,  con  sus  casas  á  ellas  unidas,  con  todoi  Mi  ' 
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derechos  y  perteneiicias ,  que  por  puro,  libre  y  franco  alodio 
tenia  y  poseia  el  citado  Duque  en  el  término  de  Rocamort» 
bajo  la  cabida  y  linderos  que  se  mencionan,  y  con  las  condi- 
ciones, entre  otras,  la  de  pagar  de  entrada  6.000  libras  de 
•contado  por  una  vez  y  200  libras  anuales  de  pensión;  expre- 
sándose que  en  este  establecimiento  no  se  incluían  los  diezmos 
de  los  frutos  de  dichas  heredades  que  se  reservan  expresa- 
mente y  deberían  pagarse  al  Duque:  que  también  se  excluían 
los  laudemios  ü  otros  derechos  alodiales,  territoriales  ó  juris- 
diccionales que  al  mismo  compitieran  en  dichas  tres  heredades; 
y  que  éstas  pertenecían  al  Duque,  en  virtud  de  reventa,  resti- 
tución y  traspaso  á  sp  favor,  otorgado  en  23  de  Enero  de  1770 
por  D.  José  Magarola  de  los  castillos,  lugares  y  términos  de 
iiiralles,  Rocamora,  con  todos  sus*  derechos  y  pertenencias, 
inclusas  en  ellos  las  referidas  tres  heredades;  perteneciendo  al 
D.  José,  como  sucesor  de  D.  Jerónimo  de  Magarola,  á  quien 
J).  Guillermo  Ramos  de  Moneada  y  Cervelló,  Marqués  de  Ay- 
tona,  le  había  otorgado  venta  con  pacto  de  retro,  y  pertene- 
ciendo al  D.  Guillermo  Ramón  de  Moneada  por  antigua  é  in- 
memorial posesión: 

Resultando  que  D.  José  de  Magarola,  por  escritura  de  23 
de  Bnero  de  1870 ,  expresando  que  por  otra  de  9  de  Octubre 
de  1692  D.  Guillermo  Ramón  de  Moneada  y  Cervelló,  Marqués 
de  Aytona,  habla  vendido  á  carta  de  gracia  á  D.  Jerónimo  de 
Magarola  los  lugares  y  términos  de  Miralles,  Rocamora,  los 
demás  anejos  y  dependientes  del  castillo,  con  reserva  de  la 
jurisdicción  civil  y  criminal  del  lugar  de  Rocamora,  por  pre- 
cio de  20.000  libras  barcelonesas,  adicionando  después  á  di- 
cho precio  1.500  libras,  y  otras  500  por  la  venta  que  luego 
hizo  de  la  llena  jurisdicción  del  dicho  lugar  de  Rocamora;  y 
que  movido  pleito  para  que  firmase  la  reventa,  se  le  había 
mandado  verificarla  por  Real  provisión  de  20  de  Diciembre 
de  1769,  otorgó  que  revendía,  restituía  y  trasferia  al  Duque 
de  Medinaceli,  Marqués  de  CogoUudo  y  Aytona,  y  á  sus  here- 
deros y  sucesores,  todos  los  expresados  castillos,  lugares  y 
términos  de  Miralles  y  Rocamora,  con  sus  fortalezas  y  edifi- 
cios, mujeres  y  hombres  que  en  el  día  habitaban  y  habitasen 
en  los  referidos  términos  y  fortalezas  y  demás  anejos  y  perte- 
necientes á  dichos  términos  y  lugares,  y  sus  mansos  y  here- 
dades y  demás  heredades,  alquerías,  quintas  y  mansos,  con 
todas  las  tierras,  asi  cultivas  como  yermas,  prados,  pastos, 
bosques  y  garrígas,  rieras,  riachuelos,  molinos,  aguas,  fuentes, 
torrentes,  acueductos,  montes,  llanos,  olivares  y  demás  que 
fuere  y  se  hallare  en  dichos  lugares  y  términos,  junto  con  los 
censos,  décimas  quistias,  tascas,  agravios,  laudemios  i  tercios, 
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foriscapios,  fadigas,  fírmaa  y  otros  derechos,  censos  é  iiiii)osi-' 
ciones,  asi  de  Hort,  vulgarmente  nombradas,  y  cabalcata,  do- 
minios directos,  como  otros,  mero  y  mixto  imperio  y  toda  jo- 
risdiccion  civil  y  criminal  suprema  é  ínfima  módica  coerción  7 
otros  derechos  y  servidumbres,  así  de  uso  y  costumbre  y  de- 
mas  que  por  los  títulos  infrascritos,  por  puro,  libre  y  franco 
alodio  acostumbraba  y  podía  percibir  y  cobrar  y  le  debian  cor- 
responder en  dichos  lugares,  castillos  y  términos  que  poseia 
en  la  Veguería  de  Montblanch  y  Arzobispado  de  Tarragona  y 
Obispado  de  Barcelona,  y  terminaban  como  más  largamente  se 
expresaba  en  las  dichas  escrituras  de  venta  &  carta  de  gracia, 
y  le  pertenecían  como  heredero  universal  «de  D.  Antonio  de  Ma- 
f^tirola,  y  &  éste  como  heredero  del  referido  D.  Jerónimo  de 
Magarola,  su  abuelo,  á  quien  pertenecian  en  virtud  de  los  ci- 
tados títulos  de  ventas  al  quitar: 

Resultando  que  D.  José  Valsells,  José  Sabater,  como  Pro- 
curador de  Jaime  Ferrer  y  José  Ferrerasf  por  escrituras  de  6 
<le  Febrero  de  1753,  7  de  Diciembre  de  1780  y  6  de  Mayo 
de  1790  reconocieron  respectivamente  al  Duque  de  Medinaceli, 
Marqués  de  Cogolludo  y  Aytoua,  en  virtud  de  las  ventas  per- 
petuas que  les  habian  otorgado  Onofre  y  José  Estalella  en  II 
de  Julio  de  1740,  José  Massó  en  26  de  Diciembre  de  1771  y 
Juan  y  Teresa  Serra  y  Pardo  en  4  de  Febrero  de  1790  de  di- 
ferentes ñncas  que  se  deslindan,  sitas  en  los  términos  de  la 
Llacuna,  Montelar  y  Miralles,  y  tenidas  en  dominio  y  franco 
alodio  del  citado  Duque  de  Medinaceli,  Marqués  de  Aytona, 
como  señor  de  las  Baronías  de  la  Llacuna,  Pontils  y  Miralles, 
con  la  prestación  de  los  censos  y  demás  que  según  los  cabrees 
acostumbraba  á  cobrar  por  dichas  piezas  de  tierra,  en  razón  de 
las  cuales  eran  sus  vasallos  y  le  debian  prestar  sacramento  y 
homenaje  siempre  y  cuando  á  dicho  señor  le  pareciere: 

Resultando  que  por  escrituras  de  12  de  Enero  y  28  de  Abril 
de  1785,  30  de  Marzo  de  1786,  16  de  Agosto  de  1788,  25  de 
Agrosto  y  2  de  Diciembre  de  1846  y  2  de  Octubre  de  1847  d 
Duque  de  Medinaceli,  Marqués  de  Aytona,  por  medio  de  su 
apoderado,  firmó  por  razón  de  dominio  las  ventas  perpetuas 
que  &  favor  de  las  personas  que  se  expresan  habian  otorgado 
otras  que  también  se  refieren  de  varias  fincas,  sitas  en  los  tér- 
minos de  la  Llacuna,  Pontils,  Miralles  y  Santa  Perpetua,  con- 
fesando haber  recibido  por  laudemios  de  las  mencionadas  ven* 
tas  las  cantidades  que  igualmente  se  refieren: 

Resultando  que  en  25  de  Abril  de  1865  el  Duque  de  Medi- 
naceli, sucesor  en  el  Condado  de  Cervelló,  en  virtud  de  los  tí- 
tulos que  produjo,  promovió  juicio  instructivo  á  tenor  de  ü 
prevenido  en  el  art.  4."*  de  la  ley  de  3  de  Mayo  de  1823,  piü 
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que  con  citación  del  Ministerio  fiscal  y  de  los  Alcaldes  y  Ayun- 
tamientos de  la  villa  de  la  Llacuna,  Miralles,  Pontils,  Santa 
Perpetua  y  San  Magín  de  Rocamora,  se  declarase  que  el  seño-* 
rio  que  tiene  sobre  estos  pueblos  es  territorial  y  solariego  y 
cumplidas  las  condiciones  de  su  concesión:  que  en  consecuen- 
cia no  es  incorporable  &  la  Nación,  sino  que  ha  de  subsistir 
como  de  propiedad  particular  y  han  de  guardarse  y  cumplirse 
como  de  particular  á  particular  los  pactos  y  condiciones  que 
mediaron  entre  el  señor  y  los  que  fueron  sus  vasallos  sobre 
aprovechamiento  de  terrenos,  censos  y  demás  derechos  y  pres-* 
taciones  territoriales: 

Resultando  que  con  esta  demanda  acompañó  el  Duque  de 
Medinaceli  testimonios  librados  por  el  Escribano  del  Colegio 
de  Madrid  D.  Mariano  García  Sancha  del  original  que  dice  le 
fué  exhibido  por  el  Archivero  de  la  casa  del  Duque  de  varios 
áp  los  documentos  de  que  se  ha  hecho  relación,  cotejados  ju- 
dicialmente con  asistencia  del  Promotor  fiscal,  mediante  expe- 
diente que  se  instruyó  al  efecto  los  cuatro  últimos,  y  certifi- 
cación otorgada  en  4  de  Agosto  de  1382,  pedida  de  Real 
orden  por  el  Archivero  del  general  de  la  Corona  de  Aragón, 
con  referencia  á  los  registros  generales  de  Cancillería  que  se 
custodian  en  dicho  Archivo,  todos  para  acreditar  según  dijo, 
que  en  virtud  dichas  donaciones  y  venta  de  Amaldo  Guillermo 
de  Cervelló  poseyó  los  dos  señoríos  territorial  y  solariego  y 
jurisdiccional,  los  cuales  tuvieron  su  egresión  de  la  Corona  en 
épocas  distintas  y  por  distintos  concedentes,  siendo  de  la  pri- 
mera  clase  el  primordial  ó  solariego  y  de  todo  punto  indepen- 
díente del  señorío* jurisdiccional :  que  asimismo  produjo  para 
acreditar  su  sucesión  en  el  Condado  de  Cervelló,  un  extracto  de 
las  cartas  dótales  de  17  de  Noviembre  de  1610  de  D.  Francisco 
de  Moneada,  Conde  de  Osona,  con  Doña  Margarita  de  Alagon, 
hija  de  los  Barones  de  la  Laguna  y  señores  de  la  casa  de  Castro; 
la  cláusula  hereditaria  del  testamento  de  dicha  Doña  Margarita, 
de  8  de  Febrero  de  1620,  la  concordia  de  23  de  Abril  de  1693 
entre  D.  Guillermo  de  Moneada  y  Cervelló,  Marqués  de  Ayto- 
na,  y  los  tutores  de  D.  Juan  de  Boxadors,  Conde  de  Saballa; 
la  escritura  de  reventa  de  23  de  Enero  de  1790,  firma<1a  por 
D.  Jerónimo  de  Magarola  á  favor  del  Duque  demandante,  de  los 
lugares  y  términos  de  Miralles,  Rocamora  y  demás  anejos  y 
dependientes  del  mismo  castillo,  con  todas  sus  tierras,  censos, 
diezmos  y  otros  derechos,  mero  y  mixto  imperio  y  toda  juris- 
dicción civil  y  criminal;  y  finalmente,  para  justificar  el  ejer- 
cicio del  dominio  territorial  y  solariego  y  que  ha  concedido  en 
establecimiento,  percibido  laudemlos  y  firmadas  las  escrituras 
de  enajenación  de  fincas  por  razón  de  dominio,  presentó  cua- 
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tro  testimonios  de  otras  tantas  escrituras  de  establecimientos 
^  infitéusis  de  los  años  de  1749  al  1788  de  fincas  sitae  en  el 
territorio  de  los  pueblos  componentes  dicho  señorío,  y  varías 
escriturad  de  firma  por  razón  de  dominio,  también  de  distintas 
épocas: 

Resultando  que  emplazados  los  Alcaldes  y  Ayuntamientos 
citados,   comparecieron  en  autos  los  de  la  Llacuna  y  Santa 
María  de  Miralles  y  se  señalaron  los  estrados  al  de  Santa  Per- 
pétua,  Portilsy  Rocamora  de  San  Magin,  que  forman  uno  solo 
por  estar  los  dos  últimos  pueblos  agregados  al  primero;  y  en 
escrito  de  16  de  Octubre  de  1865  contestaron  los  dos  primeros 
á  la  demanda,  pidiendo  se  les  absolviese  de  la  misma,  conde- 
nando al  Duque  de  Hedinaceli  á  silencio  y  callamiento  perpe- 
tuo y  al  pago  de  todas  las  cortas  de  este  pleito,  y   que  en 
cumplimiento  de  lo  dispuesto  en  la  Ley  hipotecaria  se  acordase 
el  inmediato  desglose  de  los  documentos  presentados,  sin  que- 
dar copia  ni  extracto  en  los  autos;  alegando  en  su  apoyo  qae 
el  primero  de  los  títulos  producidos  no  lo  es  de  donación  de 
territorio,  sino  de  alodio,  con  la  jurisdicción  que  competía  al 
Conde  donador  del  feudo,  que  el  donatario  Gerardo  de  Cervelló 
tendría  ya  por  aquel,  de  los  castillos  y  fortalezas  expresadas 
en  el  titulo:  que  el  2.^  no  es  tampoco  de  donación  de  territo- 
rio alguno,  sino  que  corrobora  plenamente  lo  que  se  deja  di- 
cho del  anterior:  que  el  3.^  no  arguye  asimismo  la  menor  cosa 
en  pro  del  señorío  territorial  que  se  pretende,  antes  al  contra- 
rio, es  contraproducente:  que  el  4.^  tampoco  lo  es  de  dona- 
ción de  territorio,  sino  de  empeñamiento  del  alodio  ó  dominio 
directo  de  los  feudos  pertenecientes  al  Rey -sobre  los  castillos 
que  en  él  se  citan:  que  el  5.^  es  sólo  una  concesión  de  los  de 
rechos  de  comiso,  laudemio  y  foriscapíos  que  al  Rey  pudieran 
pertenecer  hasta  aquel  día  en  la  baronía  y  castillos  que  se 
expresan,  así  como  el  uso  de  la  fadigacon  los  laudemios,  ter- 
cios y  foriscapios  que  se  adeudasen  por  una  vez:  que  el  títu- 
lo 6.°  tampoco  es  de  donación  de  territorio,  sino  un  traspaso 
del  dominio  directo  y  alodial  y  demás  derechos  pertenecientes 
al  Rey  limitadamente  sobre  los  castillos  que  en  él  se  citan:  qae 
el  7.°  es  un  simple  traspaso  de  los  derechos  que  sobre  los  cas- 
tillos y  lugares  allí  citados  tuviesen  los  consortes  D.  Grerardo 
y  Doña  Catalina  Alemany  de  Cervelló,  cuyos  derechos  demos- 
trados en  los  títulos  precedentes  constituían  un  señorío  para- 
mente feudal  y  jurisdiccional,  ó  sea  el  jus  Regis  abolido,  con 
todas  sus  consecuencias:  que  con  el  titulo  4.^  se  da  lo  misoo 
que  se  supone  dado  unos  trescientos  años  antes  con   el  tita- 
lo  1.^  sobre  los  castillos  de  Vila  de  Moguer,  Santa  Perpélot 
y  Mondar,  y  falta  el  título  primitivo  que  hubo  de  preexistírilt 
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•primero :  que  del  castillo  de  la  Llucuiia  se  habla  tan  sólo  en 
-«1  tít.  5.%  y  del  de  Miralles  solamente  en  éste  y  el  primero: 
^ne  los  tres  títulos  primeros  ni  son  ort^ nales  ni  testimonias 
cotejados  con  aquellos  en  el  modo  y  forma  prevenidos  en  el 
artículo  7.°  de  la  ley  de  26  de  Agfosto  de  1837:  que  ninguno 
de  los  siete  títulos  aparece  inscrito  en  el  Registro  de  la  pro- 
piedad, debiendo  estarlo  lo  mismo  que  los  documentos  de  nú- 
meros 9,  10  y  11,  y  ni  de  estos  tres  ni  del  S.**  resulta  acredi- 
tada la  sucesión  á  los  bienes  de  la  familia  de  Cervelló;  y  final- 
mente,  que  de  los  demás  producidos  tampoco  resulta  compro- 
bado el  señorío  territorial: 

Resultando  que  el  Promot-or  fiscal  del  Juzgado  sostuvo  asi- 
mismo que  de  los  títulos  presentados  no  aparece  como  terri- 
torial el  señorío  que  se  pretende,  si  que  solamente  existe  el 
.jurisdiccional  ó  feudal  abolido  por  la  ley  del  año  de  1837,  re- 
pitiendo las  razones  alegadas  por  los  Ayuntamientos  deman- 
dados sobre  los  defectos  que  contienen  los  expresados  docu- 
mentos y  la  falta  de  justificación  de  la  sucesión  de  la  cas&  del 
Duque  de  Medinaceli  á  la  de  Cervelló,  alegando  asimismo  que 
la  denjanda  es  extemporánea  por  haber  trascurrido  el  plazo  de 
cuatro  meses  prefijado  por  la  ley  para  promover  el  juicio  ins- 
'tmctívo;  pidiendo  en  su  virtud  se  procediese  al  secuestro  de  los 
predios  que  en  los  títulos  resultan  del  señorío  del  Duque,  del 
caal  deberá  encargarse  la  Administración  de  Propiedades  y  De- 
rechos del  Estado  ínterin  se  procede  por  el  Ministerio  fiscal  á 
formular  la  demanda  de  incorporación: 

Resultando  que  en  3  de  Mayo  de  1866  el  Juez  de  primera 
instancia,  estimando  esta  última  excepción,  dictó  sentencia  de- 
clarando no  haber  lugar  á  la  demanda  interpuesta  por  el  Du- 
que de  Medinaceli,  por  extemporánea  y  extralegal ,  con  pago 
de  costas,  y  decretó  el  secuestro  y  demás  pedido  por  el  Minis- 
terio público;  pero  en  virtud  de  apelación  que  el  Duque  de 
Medinaceli  interpuso  de  esta  sentencia,  se  profirió  por  la  Sala 
primera  de  la  Audiencia  la  de  3  de  Octubre  de  1867  revocán- 
dola, y  disponiendo  se  admitiese  la  demanda  y  se  sustanciase 
con  arreglo  á  derecho: 

Resultando  que  en  su  consecuencia  en  3  de  Abril  de  1869 
el  Ministerio  fiscal  contestó  á  la  demanda,  oponiéndose  á  la 
misma  mientras  que  el  actor  no  acreditase  con  pruebas  más 
robustas  que  el  señorío  no  es  de  los  incorpo rabies  á  la  Nación, 
pidiendo  se  declarase  que  es  revertible  á  la  misma: 

Resultando  que  seguido  el  juicio  por  sus  trámites,  la  Sala 

asegunda   de   la  Audiencia  por   sentencia  de   14  de  Octubre 

de  1873,  revocatoria  de  la  del  Juez  de  primera  instanci]^,  ab- 

^solvió  á  los  Ayuntamientos  demandados  de  la  demanda  ínter- 

11.^1/  Y  3/  37 
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puesta  por  el  Duque  de  Medinaoeli,  imponiendo  &  los  sucesores^ 
de  éste  perpetuo  silencio  sobre  la  misma;  y  declaró  que  el  se- 
ñorío que  ejerció  sobre  los  mencionados  pueblos  es  jurisdio-^ 
cional,  é  incorporable  por  lo  mismo  á  la  Nación;  sin  haoer 
especial  condenación  de  costas: 

Y  resultando  que  la  Duquesa  viuda  de  Medinaceli,  en  el 
concepto  expresado  de  leg'itima  administradora  de  los  bienea 
de  sus  hijos  menores,  interpuso  recurso  de  casación,  por  ha- 
berse en  su  concepto  infringido: 

1.®  El  art.  4.^  de  la  ley  de  3  de  Mayo  de  1823,  en  cuanto- 
previene  que  en  los  juicios  instructivos  de  presentación  de^ 
títulos  de  señorío  no  se  admitan  pruebas  sino  sobre  los  dos 
puntos  de  ser  ó  no  incorporable  el  señorío  á  la  Nación  y  de^ 
haberse  ó  no  cumplido  las  condiciones  de  su  egresión,  y  sobre- 
si  efectivamente  es  ó  no  territorial  el  señorío,  en  el  caso  de- 
habérsele  neg'ado  esta  cualidad;  los  artículos  1.^  y  sig^uientes 
de  la  ley  de  6  de  Agosto  de  1837,  en  cuanto  declaran  los  casos, 
en  que  ha  de  tener  lugar  el  juicio  instructivo,  tal  como  lo  es* 
tablece  la  citada  de  1823  y  las  sentencias  de  este  Tribunal  Su* 
premo  de  3  y  7  de  Marzo,  29  de  Abril  y  6  de  Noviembre- 
de  1866,  8  de  Julio  de  1868  y  7  de  Mayo  de  1872,  en  cuanta 
reconoce  la  subsistencia  de  dicho  juicio  instructivo  en  la  forma 
y  para  el  objeto  prevenido  en  la  misma  ley  de  1823,  pues  que 
la  sentencia  recurrida,  al  absolver  á  los  cinco  pueblos  de  la 
demanda  y  al  imponer  perpetuo  silencio  á  los  menores  del  Du« 
que,  ha  desconocido  la  verdadera  naturaleza  de  ese  juicio,  ea 
el  cual,  si  bien  se  oyó  á  los  pueblos  interesados  y  al  Promo* 
tor  fiscal,  no  se  trata  más  que  de  la  presentación  y  exámea 
de  los  títulos  para  hacer  únicamente  las  declaraciones  á  que 
se  refieren  las  citadas  disposiciones  legales  y  sentencias  de 
este  Tribunal  Supremo. 

2.^  Por  la  misma  razón  el  precepto  de  la  ley  16,  tít.  22^ 
Partida  3/,  de  que  las  sentencias  deben  ajustarse  á  la  cosa 
sobre  que  contienden  las  partes  y  á  la  manera  en  que  facen  la 
demanda,  ó  sea  á  la  acción  que  ejercitan;  y  la  jurisprudencia 
constante,  aplicada  &  su  tenor  por  este  Tribunal  Supremo  ea 
multitud  de  sentencias,  y  entre  ellas  en  la  de  11  de  Febrero 
de  1867,  13  de  Octubre  de  1870,  15  de  Octubre  de  1872  y  t 
de  Marzo  de  1873,  toda  vez  que  la  que  es  objeto  de  este  re-^ 
curso,  al  absolver  de  la  demanda  á  los  pueblos  é  imponer 
perpetuo  silencio  á  los  sucesores  del  Duque  de  Medinaceli,  ha 
excedido  los  términos  del  juicio  promovido  en  la  demanda,, 
en  el  cual,  por  ser  instructivo,  no  cabían  más  declaraoioMa 
que  las  prevenidas  en  el  ya  citado  art.  4.°  de  la  ley  de  3  4!^ 
Mayo  de  1823.  ^ 
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3.^  La  jurispradencia  establecida  por  este  Tribunal  Supre- 
mo en  sos  sentencias  de  6  de  Noviembre  de  1866  y  8  de  Julio 
de  1868,  la  primera  de  ellas  dictada  en  recurso  de  casación  eu 
qae  ftaé  parte  el  mismo  Dnque  de  Medinaceli,  en  las  cuales 
88  consideraron  como  títulos  de  señorío  territorial  las  donacio- 
nea  semejantes  á  las  que  son  objeto  de  este  juicio,  de  unos 
castillos  y  sus  términos ;  todo  ello,  al  desconocer  la  Sala  sen- 
tenciadora que  la.  donación  hecha  por  D.  Ramón  Beren^uer, 
Conde  de  Barcelona,  y  su  esposa  á  D.  Geraido  de  Gervelló  de 
Tarios  castillos  con  sus  términos  y  pertenencias  y  con  sus  ane- 
jos para  que  le  pertenecieran  en  propio  alodio,  constituye  una 
verdadera  cesionde  la  propiedad  de  los  mismos  castillos  y  del 
territorio  &  ellos  unido. 

4/  Que  al  prescindir  la  sentencia  de  la  expresada  conce- 
sión que  se  hace  dominio  alodial  en  la  mayor  parte  de  los  títu- 
los presentados  con  la  demanda,  y  al  declararlos,  &  pesar  de 
esa  expresión  títulos  meramente  jurisdiccionales,  ha  descono- 
cido la  acepción  jurídica  y  leg^al  de  la  palabra  alodio,  é  infrin- 
gido el  art.  S.""  de  la  ley  de  3  de  Mayo  de  1823,  y  la  jurispru- 
dencia constante  de  este  Tribunal  Supremo,  en  cuanto  uno  y 
otta  respetan  como  propiedad  indiscutible  todo  lo  que  á  cual- 
quiera pertenezca  por  dominio  puramente  alodial. 

5.^  Al  calificarse  de  jurisdiccionales  todos  los  títulos  que  el 
Dnque  de  Medinaceli  presentó  con  su  demanda,  se  infringía 
la  doctrina  constante  de  que  ^se  entiende  enajenación  de  se- 
ñorío territorial  toda  donación  de  tierras,  edificios  y  posesio- 
nes, censos,  créditos  y  bienes  muebles  é  inmuebles; x>  todo  lo 
cual  se  comprende  más  ó  méuos  detalladamente  en  los  expre- 
sados títulos ,  y  con  especialidad  en  la  escritura  de  donación 
otorgada  en  3  de  Julio  de  1462  por  el  Rey  D.  Juan  de  Aragón 
k  favor  de  D.  Arnaldo  Guillermo  de  Gervelló  de  varios  bienes 
de  que  fueron  desposeídos  Gerardo  Alemani  de  Gervelló  y  su 
consorte,  el  cual  documento  se  refiere  el  sétimo  resultando  de 
la  sentencia. 

5.^  Que  al  calificar  de  jurisdiccional  el  señorío  del  Duque 
de  Medinaceli  sobre  los  cinco  pueblos  á  que  se  refiere  la  de- 
manda, porque  en  algunos  de  los  títulos  presentados  se  com- 
prende la  jurisdicción,  y  al  prescindir  de  que  en  ellos  se  ce^e 
también  con  toda  especialidad  y  determinación  el  señorío  ter- 
ritorial^ se  ha  infringido  la  doctrina  legal  establecida  en  la 
sentencia  de  este  Tribunal  Supremo  de  8  de  Julio  de  1868,  se- 
^n  la  cual,  el  haber  ejercido  jurisdicción  en  un  territorio  no 
proeba  que  sea  jurisdiccional ,  y  que  la  presunción  desde  la 
ley  de  26  de  Agosto  de  1837  est&  en  favor  del  dominio  par- 
ticular; y  la  que  consignan  también  las  sentencias  de  8  de 
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Junio  de  1859  y  3  de  Marzo  y  27  de  Junio  de  1866,  al  declarar 
que  debe  respetarse  siempre  el  flenorío  territorial,  aunque  ae 
haya  ejercido  al  mismo  tiempo  que  el  jurisdiccional,  y  aunque 
hayan  sido  concedidos  en  una  misma  cédula  ó  documento^  de- 
biendo ser  ¿rabos  independientes  entre  sí,  porque  ni  lá  propie- 
dad depende  de  la  jurisdicción  ni  ésta  de  aquella. 

7.**  El  art.  5.*  de  la  ley  de  1823  y  el  10  de  la  de  1837,  toda 
vez  que  por  la  escritura  de  31  de  Mayo  de  1410  el  Rey  Don 
Martin  de  Arag'on  declaró  que  la  posesión  que  ¿  la  sazón  tenia 
B.  Martin  Juan  Cervelló  en  los  castillos  de  la  villa  de  Mager, 
Pontils  y  Santa  Perpetua  estuviese  en  lo  sucesivo  bajo  el  do- 
minio directo  y  alodial  que  el  Rey  otorg-ante  donaba  por  el 
mismo  documento  á  D.  Beren»^uer  Arnaldó  de  Cervelló;  y  Don 
Martin  Juan  de  Cervelló  y  su  sucesor  el  Duque  de  Medinaceli 
tenian  tan  sólo,  según  este  documento,  el  dominio  útil  de  lo9 
expresados  castillos,  el  cual  ,  aunque  el  señorio  que  se  donó  á 
D.  Berenguer  Arnaldo  de  Cervelló  fuese  revertible  ó  incorpora- 
ble,  debería  considerarse  como  propiedad  particular,  con  arre- 
glo á  las  citadas  disposiciones;  y  que,  sin  embargo,  la  senten- 
cia, lejos  de  declararlo  así ,  fallaba  que  es  incorporable  á  la 
Nación  dicho- dominio. 

Y  8.°  Que  al  calificar  la  sentencia  de  títulos  de  señorio  ju- 
risdiccional los  documentos  presentados  con  la  demanda  por  el 
Duque  de  Medinaceli,  habia  infringido  también  la  ley  B.*,  tí- 
tulo 5.*,  libro  3.®  de  la  Novísima  Recopilación,  que  exige  pa- 
labras expresas  y  determinadas  para  que  se  entienda  donada 
la  jurisdicción,  circunstancia  que  no  concurre  en  la  mayor  parte 
de  los  documentos. 

Vistos  ,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  Fermín  de 
Muro. 

Considerando  que  el  Duque  de  Medinaceli  pidió  en  su  de- 
manda de  25  de  Octubre  de  1865,  promoviendo  juicio  instruc- 
tivo, á  tenor  del  art.  4.°  de  la  ley  de  3  de  Mayo  de  1823  ,  que 
se  declarase,  con  citación  de  los  Alcaldes  de  la  Llacuna^  Mi- 
ralies  y  otros  pueblos  y  del  Ministerio  fiscal ,  que  el  señorío 
que  tenia  en  ellos  era  terrítorial  y  solariego  no  incorporable  á 
la  Nación ;  y  que  los  Alcaldes  de  aquellos  dos  pueblos  y  el  Mi- 
niisterio  fiscal  solicitaron  que  se  les  absolviese  de  la  demanda; 
en  cuya  virtud  ,  al  estimar  la  absolución  imponiendo  silencio 
sobre  aquella,  y  declarar  que  el  sedorío  que  ejerció  el  Diiqiw 
en  los  expresados  pueblos  es  jurisdiccional  é  incorporable  Ala 
Nación,  no  se  desconoce  la  naturaleza  del  juicio  ni  se  infringe 
el  expresado  art.  4.^,  ni  ninguna  de  las  disposiciones  legitat 
de  que  se  hace  mérito  en  el  primer  fundamento  del  reonwor-' 

Considerando  que,  lejos  de  haber  excedido  la  sentenciáioi 
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términos  del  juicio  insirtictivo  ,  ha  resuelto  únioamente  sobro 
la  naturaleza  del  señorío  en  cuestión,  como  lo  previene  el  ex- 
presado art.  4.^  de  la  ley  referida  y  según  las  pretensiones  de 
los  litigantes ,  sin  que  por  lo  mismo  se  infrinja  la  ley  16 ,  tí- 
tulo 22  de  la  Partida  3.*,  que  exige  congruencia  entre  lo  pe- 
dido y  sentenciado: 

Considerando  que,  siendo  limitado  el  juicio  actual  á  la 
presentación  de  los  títulos  de  adquisición  del  señorío  para  de- 
cidir si  el  ejercido  por  los  Duques  de  Medinaceli  es  jurisdiccio- 
nal é  incorporable  á  la  Nación  ó  territorial  y  solariego,  la  doc- 
trina de  las  sentencias  que  se  citan  sobre  lo  resuelto  en  otros 
casos  con  títulos  diferentes  no  puede  ser  objeto  del  pr.eseute 
recurso  de  casación: 

Considerando  que  por  las  leyes  de  6  de  Agosto  de  1811,  3 
de  Mayo  de  1823  y  26  de  Agosto  de  1837  quedaron  abolidas 
todas  las  prestaciones  reales  ó  personales  que  debieran  su  orí  - 
gen  á  título  jurisdiccional  no  probando  los  señores  con  los  tí- 
tulos primordiales  de  adquisición  que  proceden  de  contrato  li- 
bre, ó  que  les  pertenece  por  dominio  puramente  alodial,  prueba 
que  seguu  declara  la  Sala  sentenciadora  no  ha  dado  el  de- 
mandante en  suficiente  forma,  sin  que  contra  esta  apreciación 
se  cite  ley  ni  doctrina  legal  que  se  suponga  quebrantada ,  al 
paso  que  de  los  documentos  producidos  con  la  demanda  se 
evidencia  que  por  ellos  se  trasfírió  &  los  caneantes  del  expre- 
fiñáo  Duque  el  señorío  jurisdiccional  y  feudal,  por  lo  que  tam- 
poco infringe  la  sentencia  ninguno  de  los  artículos  de  las  men- 
cionadas leyes  ni  las  otras  disposiciones  legales  de  que  se  hace 
mérito  en  los  motivos  4.**  al  8.**  del  recurso; 

Fallamos ,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber 
lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  la  Duquesa  viuda 
de  Medinaceli  en  concepto  de  legitima  administradora  de  lOs 
bienes  de  sus  hijos  menores ,  á  la  que  condenamos  en  Las 
costas;  líbrese  &  la  Audiencia  de  Barcelona  la  certificación 
correspondiente,  con  devolución  de  los  documentos  que  re- 
mitió. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gar- 
ceta é  insertará  en  la  Colección  legislativa^  pas&ndose  al  efecto 
las  copias  necesarias ,  lo  pronunciamos^  mandamos  y  firma- 
iQOS.aJuan  González  Acevedo.»Josó  María  Cáceres.» Hilario 
de  Igom.s^José  Fermin  de  Muro.=£?Juan  Cano  Manuel. ««Benito 
<lc  ülloay  Rey.  =:« Victoriano  Careeiga. 

Publicación : 

iLeida  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Exce- 
lentisimo  Sr.  D.  José  Fermin  de  Muro,  Magistrado  del  Tribunal 
SupremQ,  celebrando  audiencia  pública  lá  Sala  primera  del 
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mismo ,   el  dia  de  hoy ,  de  que  certifico  como  Relator  Secre- 
tario de  dicha  Sala. 

Madrid  10  de  Diciembre  de  1875.=»Licenciado  Mariano  Fer- 
nandez y  García. 

NüM.  111. 
CASACIÓN   POR   INFRACCIÓN  DE  LEY.— SALA  PRIMERA. 


Inclusión  db  bienes  en  el  inventario  de  cierta  testamenta- 
ría.—Sentencia  de  10  de  Diciembre,  declarando  no  haber 
lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Manuel  Bo- 
cio Morales  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  segunda  de 
la  Audiencia  de  la  Habana,  en  pleito  con  D.  Francisco  Re- 
cio Morales  y  otros. 

En  sus  considerandos  se  establece: 

Que  no  puede  decirse  que  han  sido  infringidas  por  una 
sentencia  leyes  ni  doctrinas  que  no  tienen  aplicación  al  caso 
de  autos. 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  10  de  Diciembre  de  1875, 
en  el  pleito,  pendiente  ante  Nos,  en  virtud  de  recurso  de  ca- 
sación por  infracción  de  ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  Guerra 
de  la  Capitanía  general  de  la  Isla  de  Cuba,  y  por  virtud  del 
decreto  de  unificación  de  fueros  en  la  Alcaldía  mayor  del  dis- 
trito del  Pilar  de  la  Habana  y  en  la  Sala  segunda  de  la  Au- 
diencia de  su  territorio  por  D.  Fraucisco  Recio  Morales  y  otros 
coherederos  del  difunto  Marqués  de  la  Real  Proclamación,  con 
Manuel  Recio  Morales,  actual  Marqués  de  dicho  titulo,  sobre 
inclusión  de  bienes  en  los  inventarios  de  la  testamentaria  del 
difunto  Marqués,  padre  común  de  los  litigantes: 

Resultando  que  D.  Manuel  Recio  Morales,  Marqués  de  la 
Real  Proclamación,  otorgó  testamento  en  la  ciudad  de  la  Ha- 
bana á  13  de  Agosto  de  1830,  bajo  cuya  disposición  falleció, 
declarando  como  bienes  libres  ó  alodiales  de  su  pertenencia» 
entre  otros,  una  casa  fabricada  en  el  terreno  que  ocupaba  el 
café  llamado  de  Copas,  por  haberse  incendiado  la  fábrica  ao- 
tigua  que  existia  en  dicho  terrenor  perteneciente  al  mayorazgo 
de  Antón  Recio,  en  cuya  posesión  se  hallaba,  casa  que  se  eOK 
contraba  situada  en  la  calle  de  los  Oficios,  contigua  á  la  de  Sft 
morada;  las  fábricas  que  construyó  á  su  costa  en  la  eaaa  da 
8u  habitación;  el  precio  en  que  habia  retro -comprado  lasfÍNil 
accesorias  de  la  misma  casa,  que  tenia  vendidas  con  paetotfK 
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difunto  padre;  una  casa  sita  en  la  calle  de  Riela,  que  había 
<2omprado  á  D.  Francisco  Montané,  y  que  reconocía  un  censo, 
-de  9.201  pesos  y  6  rs.  &  favor  del  referido  mayorazgo:  otra 
<!asa  ó  posesión  situada  en  la  calle  del  Obispo,  frente  á  la  plaza 
-de  Armas,  que  habia  comprado  á  D.  Julián  de  Valí:  otra  en  la 
tnísma  calle,  lindante  con  la  anterior,  que  habia  adquirido  de 
los  herederos  de  D.  Juan  Andrés  Poey;  otra  casa  que  habia 
-comprado  á  D.  Pablo  Marrero,  lindante  con  la  anterior  en  la 
repetida  calle;  una  casa  ó  posesión  en  la  misma,  haciendo  es- 
'^luina  frente  á  la  plaza  de  Armas  y  &  la  de  la  calle  de  los  Ofi- 
cios, que  reconocía  á  favor  del  mayorazgo  2.085  pesos,  valor 
-de  las  fábricas  antiguas  y  del  terreno,  pues  toda  la  obra  nueva 
que  á  costa  de  D.  José  Travieso  se  habia  fabricado  en  dicha 
<3asa  se  dejó  k  favor  de  sus  bienes  libres,  según  documento  que 
^conservaba  de  su  poder;  2.400  pesos  4  rs.,  importe  de  las  fá- 
bricas construidas  en  la  casa  del  mayorazgo,  calle  del  Inqui- 
sidor, núm.  28,  según  tasación;  una  casa  comprada  á  Don 
Francisco  Justiniani;  otra  con  medía  caballería  de  tierra  en 
-el  partido  de  San  Miguel,  que  lindaba  con  las  estancias  del 
mayorazgo  de  que  era  poseedor ,  que  habia  comprado  á  Don 
Santiago  Nuñez,  en  la  cui^  habia  construido  últimamente  va- 
rias fábricas,  cuyo  importe  se  debía  contar  igualmente  entre 
^us  bienes  libres;  el  ingenio  nombrado  La  Santísima  Trinidad, 
que  ¡e  habia  sido  adjudicado  por  muerte  de  su  padre;  las  me- 
.joras  de  un  potrero,  sito  en  los  terrenos  de  la  hacienda  del 
Bosarío;  2.800  pesos  en  que  tenia  empeñada  la  hacienda  Be- 
lén, perteneciente  á  los  bienes  de  su  difunto  padre  político; 
1.749  pesos  en  que  habia  comprado  las  fábricas,  arboledas  y 
mejoras  de  las  dos  estancias  que  tenia  arrendadas  al  mayorazgo 
de.D.  Salvador  Duran,  y  que  por  su  fallecimiento  le  había 
vendido  su  albacea;  y  otras  varías  adquisiciones  y  mejoras  de 
que  hi740  mérito,  con  las  alhajas  y  muebles  de  que  daría  razón 
su  albacea: 

Resultando  que  en  8  de  Mayo  de  1841  presentó  escrito  Don 
Francisco  Morales  en  los  autos  de  testamentaria  de  su  padre 
el  referido  D.  Manuel  Recio  Morales,  Marqués  de  la  Real  Pro- 
clamación, alegando  que  se  habia  instruido,  de  un  escrito  del 
Blbacea  su  hermano  D.  Manuel ,  actual  Marqués,  por  el  que 
suponiendo  ignorar  que  su  padre  declaró  entre  sus  bienes  li- 
bres varias  casas  situadas  en  la  calle  del  Obispo,  frente  á  la 
•plaza  de  Armas,  se  oponía  á  su  tasación  por  corresponder,  se- 
gún decía,  á  su  mayorazgo,  con  objeto  sin  duda  de  promover 
un  nuevo  articulo  y  conservar  la  posesión  de  los  bienes  de  que 
disponía  á  su  antojo;  pero  que  necesitando  esta  materia  una 
«discusión  especial,  procedía  que  se  formase  ramo  separado. 
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Resultaado  qae  foroiado  el  efecto,  presentó  en  él  D.  Fran- 
cisco Morales  en  6  de  Agosto  de  1841  el  escrito  que  constituye- 
la demanda  de  este  pleito»  alegando  que  su  hermano  el  Mar- 
qués se  opooia  á  que  se  inventariasen  y  tasasen  cuatro  casas 
situadas  en  la  plaza  de  las  A^rmas,  respecto  á   las  cuales  na 
sólo  las  declaró  su  padre  de  su  propiedad,  sino  que  indicaba 
las  perdonas  de  quienes  las  hubo:  que  en  el  concepto  de  libres 
las  poseyó  sin  contradicción:  y  en  el  mismo  las  trasmitió  á  sus 
hijos,  bastando  la  sola  presunción,  nacida  de  la  posesioHi  para 
que  se  tuvieran  por  libres;  y  que  si  aquella  se  apoyaba,  coma 
en  e:ste  caso,  en  títulos  legitimos,  hábiles  para  trasferir  el  do- 
minio, no  admitía  duda  que  las  casas  debian  inventariarse, 
reservando  al  Marqués  sus  derechos  para  que  los  dedi\jera  ea 
el  orden  que  correspondiese:   que  además  estaba  en   caso  de- 
reclamar,  como  pertenecientes  al  caudal  libre  de  su  padre,  to- 
das las  fincas  que  á  virtud  de  una  providencia  consentida  le- 
fueron  adjudicadas  libremente  por  haberse  mandado  disolver  y 
dividir  el  mayorazgo  de  Antón  Recio,  que  poseia:  que  el  testi- 
monio que  presentaba  comprendía  aquella  providencia  é  indi- 
caba cuáles  eran  las  fincas  asignadas  en  libre  propiedad  á  su 
padre,  el  cual,  si  no  la  declaró  en  su  testamento,  fué  sin  duda 
porque  cuando  le  otorgó   las  disposiciones  del  Gobierno   en 
aquella  época  habrían  hecho  ineficaz  semejante  declaración;  y 
concluyó  suplicando  que  se  declarase  que.  tanto  las  casas  de- 
que trataba  la  cláusula  9.^  del  testamento  de  su  padre,  como 
las  fincas  que  expresamente  le  fueren  adjudicadas  á  Virtud  de- 
haber  sido  disuelto  el  mayorazgo  de  Antón  Recio,  debian  in- 
ventariarse, tasarse  y  dividirse  entre  sus  herederos,  reserván- 
dose al  Marqués  actual  los  derechos  que  pudieran  asistirle  para 
que  los  dedujera  en  vía  ordinaria  si  le  conviniese: 

Resultando. que  limitado  el  pleito  á  las  cosas  de  la  plaxa 
de  las  Armas,  por  haberse  formado  pieza  separada  res^pecto  á 
la  subsistencia  ó  insubsistencia  de  la  división  del  mayorazgo, 
impugnó  el  Marqués  la  demanda,  alegando  que  la  posesión  en 
este  caso  no  era  un  hecho  inequívoco  como  en  otros,   puesto 
que   el  testador  había  poseído  todos  los  bienes  libres  de  su 
propiedad,  y  además  los   del  mayorazgo  de  Antón  Recio;  por 
locual,  con  igual  razón  que  la  invocaba  su  hermano  D.  Fran- 
cisco para  decir  que  los  bienes  en  cuestión  eran  libres,  podia 
invocarla  el  demandado  para  sostener  que  eran   vinculadosr 
que  la  declaración  que  contenia  la  cláusula  9.*  del  testamenta 
no  era  obligatoria  para  el  demandado,  porque  aquel  era  lej 
tan  sólo  respecto  de  lo  que  estuviese  en  dominio  del  testador^ 
el  cual  por  equivocación  habia  declarado  alodiales' algunos» 
bienes  vinculados:  que  por  tanto  dicha  cláusula  no  excluía  Iík 
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prneba,  7  esta  era  lo  que  debía  decidir  la  naturaleza  de  dichos 
bienes  y  no  debiendo  concretarse  á  justificar  que  el  poseedor 
habla  agregado,  fabricado  ó  reedificado  por  si  ó  por  otro  las 
casas  amayorazgadas  9  sino  que  las  había  adquirido  en  clase 
de  libres  por  cualquier  título  oneroso  ó  gratuito;  por  lo  cual, 
aunque  D.  Francisco  probase  que  su  padre  7  abuelo  habían 
mejorado  ó  reedificado  las  casas  del  mayorazgo,  no  bastaba 
para  su  intención ,  y  deberían  ser  vinculados ,  sin  que  el  de- 
mandado estuviese  obligado  á  pagar  cosa  alguna  por  aquellos 
aumentos:  que  las  casas  k  que  se  referia  D.  Francisco  no  ha- 
Inan  sido  patrimonio  de  D.  Manuel  Recio  Morales,  su  abuelo^ 
sino  que  habiendo  sucedido  éste  por  derecho  de  sangre  en  el 
mayorazgo,  fueron  aquellos  á  su  pocler  con  la  universalidad  de 
los  bienes  amayorazgados,  y  al  fallecimiento  de  su  abuelo  se 
liabia  suscitado  una  cuestión  sobre  pago  de  mejoras  y  abono 
de  deterioros  en  las  casas  amayorazgadas ,  en  la  que  el  Mar- 
queta padre  había  sostenido  la  opinión  favorable  á  la  íntegri- 
<lad  del  mayorazgo:  que  por  tanto,  lo  que  del  Valí  había  fa- 
bricado en  una  casa  perteneciente  al  mayorazgo  y*  la  que  Don 
Lorenzo  Pasé  había  construido  en  terreno  del  mismo,  vendida 
con  pacto  de  retro  á  D.  Pablo  Marrero,  y  por  éste  al  Marqués 
imdre,  estaban  comprendidas  en  la  disposición  citada;  y  que 
jii  Pasé  ni  del  Valí  habían  podido  edificar  en  terreno  ajeno  ni 
aumentar  fábricas  ajenas,  porque  couociendo  que  lo  eran,  no 
podían  tener  buena  fé,  y  debían  saber  que  según  la  ley  de 
P^tida  perdían  lo  que  labraban: 

Resultando  que  D.  Francisco  Morales  y  otros  coherederos 
dfli  difunto  Marqués  replicaron  sosteniendo  que,  con  arreglo  á 
las  leyes  recopiladas  y  á  la  muy  conocida  sobre  reedificación 
de  casas  ruinosas  y  edificación  de  solares  yermos  en  Madrid^ 
que  se  mandó  hacer  extensiva  á  toda  la  Monarquía,  los  posee- 
dores de  los  bienes  vÍDCulados  podían  edificar  en  ellos,'  mejo- 
rarlos y  aumentarlos,  pertenecíéndoles  exclusiva  y  libremente 
lo  que  así  mejorasen  y  aumentasen,  sin  que  la  vinculación  tu- 
viera derecho  á  más  que  al  reconocimiento  á  censo  del  capital 
que  representase  el  valor  de  la  propiedad  primitiva:  que  el  Mar- 
qnéa  no  podía  ignorar  que  su  abuelo  edificó  la  casa  de  la 
calle  de  los  Oficios  en  los  terrenos  amayorazgados,  en  que  exis- 
tían fábricas  antiguas  que  destruyó  para  hacer  las  nuevas, 
con  cuyo  motivo  se  siguió  un  pleito  en  que  se  declaró  libre  lo 
nuevamente  edificado:  que  tampoco  podía  ignorar  que  su  pa- 
dre hizo  nuevos  aumentos  y  mejoras,  que  reclamó  como  de  su 
pertenencia,  lo  cual  era  una  de  las  cuestiones  en  la  testamen- 
taria de  su  abuelo,  y  en  la  cual  el  mismo  Marqués  pidió  la 
aplicación  de  dicha  ley  en  provecho  propio:  que  además  debía 
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tenerse  presente  que  ninguna  cosa  se  estimaba  separada  cb  Im 
ofrculacion  y  libre  comercio  sin  que  se  probase  haber  sido  Is- 
galmente  amayorazgada,  y  poir  lo  tanto  el  Marqués  no  debia 
ni  aun  ser  oido  sin  presentar  la  escritura  de  fundación  del 
vinculo,  asi  como  la  herencia  no  debia  dejar  de  ser  poaeedarm 
de  todos  los  bienes  que  el  último  Marqués  habia  trasmitido  á 
stis  hijos  en  el  concepto  de  libres,  según  la  referida  cláusula  9.^ 
de  su  testamento,  hasta  que  no  se  probase  y  declarase  en  jui- 
cio lo  contrario;  suplicando  por  todo  ello  que  se  declarase  eo 
definitiva  bienes  libres  y  pertenecientes  como  tales  á  la 
rencia  todos  los  comprendidos  en  la  cláusula  9.^  del 
mentó  del  Marqués  padre  del  actual,  asi  como  cualesquiera 
otros  de  los  que  poseyera,  sin  que  expresa  y  terminantemente 
estuvieran  comprendidos  en  las  escrituras  de  fundación  ó  vin- 
culación, y  declarándose  igualmente  que  bajo  este  concepto 
debieron  incluirse  en  los  inventarios  y  eran  de  dividirse  en- 
tre sus  hijos  y  herederos,  con  expresa  condenación  de  costas 
al  albacea  por  la  grave  falta  en  que  incurrió  al  omitirlos  en 
su  provecho  y  perjuicio  de  sus  hermanos: 

Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba,  se  practicó  por 
una  y  otra  parte;  y  que  para  la  suya  presentó  el  Marqués  un 
testimonio  librado  en  30  de  Setiembre  de  1834,  con  referen- 
cia á  originales  que  obraban  en  diligencias  "promovidas  por  el 
Marqués  sobre  posesión  del  mayorazgo  mandado  fundar  por 
Antón  Recio  y  Catalina  Hernández,  en  el  que  se  comprende  la 
escritura  de  fundación  otorgada  en  11  de  Junio  de  1570  oon 
diferentes  bienes ,  y  entre  ellos  las  casas-moradas  que  tenían 
los  fundadores  en  la  ciudad  de  la  Habana,  con  todo  su  solar 
y  pertenencia,  que  lindaba  la  entrada  de  ellas  con  la  plaza  de 
la  misma  y  las  calles  Reales,  estableciendo  como  condición  qoe 
la  persona  que  sucediese  en  el  mayorazgo  fuera  obligada  á 
tenerlo  bien  reparado  y  gastar  en  él  lo  necesario  para  que 
fuera  en  acrecentamiento  para  siempre  jamás  y  no  viniera  tñ 
disminución,  y  esto  á  costa  de  la  renta  de  él;  y  que  lo  que  asi 
acrecentase  se  juntase  y  consolidase  con  el  dicho  mayorazgo 
para  que  quedase  en  él  para  siempre  jamás  con  los  dichos  gra- 
vámenes y  cada  uno  de  ellos;  y  que  dicho  testimonio  com- 
prende también  la  escritura  de  ampliación  del  vinculo,  otor» 
gada  por  Catalina  Hernández,  en  el  que  comprendió»  entie 
otros  bienes,  cuatro  solares  en  la  ciudad  de  la  Habana,  en  d 
barrio  Campeche,  y  dos  pares  de  casas  y  un  solar  en  la  nák- 
ma  ciudad,  lindantes  con  casas  de  Melchor  Rodríguez,  dé  U 
Teatinos  y  con  las  calles  Reales:  ;  -¿ 

Resultando  que  el  Juzgado  de  Guerra  dictó  sentencia,- Jfrí 
clarando  que  los  bienes  comprendidos  en  la  cláusula  9/.j||li, 
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testamento  otorgado  por  el  padre  de  los  litigantes,  debían  ser 
inTentarlados  y  tasados ,  como  todos  los  demás  pertenecientes 
á  la  masa  hereditaria  xiue  no  se  hallasen  claramente  desig- 
nados en  la  escritura  de  fundación,  con  imposición  de  costas 
al  Marqués: 

Resultando  que  confirmada  esta  sentencia  en  13  de  Agosto 
46  1873  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana, 
«entendiéndose  en  la  forma  ordinaria  las  costas  causadas  en 
primera  j  segunda  instancia ,  interpuso  D.  Manuel  Recio  de 
Iforales  recurso  de  casación  por  haberse  infringido  á  su  Juicio: 

1.^  La  ley  16,  tit.  22,  Partida  3/,  porque  la  sentencia,  en 
lugar  de  contraerse  á  los  extremos  de  la  demanda,  prescindía 
por  completo  de  ellos,  y  en  una  fórmula  de  vaga  generalidad 
declaraba  pertenecer  á  la  testamentaría  del  padre  común  ble- 
ties  que  en  parte  no  se  habían  disputado  y  que  poseían  los 
^u^tores  y  en  parte  se  hallaban  sujetos  al  pleito  de  desvincula- 
don;  y  el  art.  61  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  precep- 
tivo de  que  las  sentencias  deben  ser  claras  y  precisas ,  toda 
^ez  que  se  había  resuelto  de  un  modo  vago  é  indefinido  sobre 
bienes  indeterminados  y  á  que  se  referia  la  escritura  de  funda- 
don  del  mayorazgo  de  Antón  Recio,  que'  habían  pasado  sin  in- 
terrupción durante  más  de  trescientos  afios  de  poseedor  en  po- 
seedor, y  que  por  las  actuales  leyes  de  desvinculacion  correspon 
dian  en  absoluto  dominio  al  recurrenf!e  y  al  inmediato  sucesor: 

2.*  La  ley  46  de  Toro,  6/,  tit.  17,  libro  10  de  la  Novísima 
Recopilación  ,  que  dispone  que  todas  las  mejoras  y  edificios 
que  se  hicieren  en  las  casas  del  mayorazgo,  labrando,  repa* 
rando  ó  reedificando  en  ellas ,  cedan  en  utilidad  del  mismo, 
«in  obligación  en  el  sucesor  de  dar  parte  de  su  estimación  ni 
A  los  hijos  ni  á  los  herederos  de  los  que  las  hicieron;  sin  em- 
i)argo  de  lo  cual  la  sentoncia,  despojando  al  mayorazgo  de  la 
propiedad  de  las  casas  de  la  plaza  de  Armas,  que  nunca  salie- 
ron de  la  vinculación,  las  consignaba  á  los  herederos  del  padre 
•común  sin  el  menor  fundamento. 

3.^  La  doctrina  establecida  por  esto  Tribunal  Supremo  en 
laa  sentencias  de  9  de  Diciembre  de  1856  y  21  de  Junio  de  1864, 
según  la  que  la  validez  ó  nulidad  de  un  mayorazgo  no  puede 
«legarse  ni  declararse  incidentalmente,  sino  que  debe  ser  objeto 
de  ün  juicio  especial  é  independiente,  toda  vez  que  provocado 
-este  incidente  en  la  testamentaria  del  M&rqués  ,  padre ,  para 
tratar  de  si  las  casas  de  la  plaza  de  Armas  habían  pasado  á  la 
clase  de  bienes  libres  ó  alodiales,  y  sí  en  virtud  de  la  deelara-> 
toria  de  la  cláusula  9/  de  su  testamento  fueron  de  su  perte- 
ceiioia  y  debían  incluirse  en  los  invéntenos,  se  suscitó  oim 
cuestión  de  propiedad  entre  los  herederos  de  aquel  y  el  posee- 
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dor  del  mayorazgo  que  descansaba  en  la  existenoia  do  éste,. 
explícitamente  reconocida  y  confesada ,  y  sin  embargo  de  lo> 
cual  la  sentencia  lo  declaraba  ineficaz. 

4.°  La  escritura  de  fundación  del  mayorazgo  ,  ley  decisiva 
en  la  materia ,  conforme  á  la  sentencia  de  este  Tribunal  Su- 
premo de  30  de  Noviembre  de  1850,  al  atribuir  al  padre  oomun 
la  propiedad  de  las  casas  de  la  plaza  de  Armas  por  el  sólo 
hecho  de  haber  adquirido  de  D.  Julián  del  Valí  y  D.  Pablo- 
Marrero  los  materiales  y  reedificaciones  hechas  en  las  mismas 
toda  vez  que  el  fundador  impuso  en  la  cláusula  10  á  todo  el 
que  sucediera  en  el  mayorazgo  la  obligación  de  tenerlo  bien 
reparado  y  gastar  en  él  lo  necesario  para  su  acrecentamieoto, 
y  esto  á  costa  de  sus  rentas,  á  fin  de  que  todo  lo  que  asi  me- 
^'orase  se  consolidara  con  dicho  mayorazgo,  formando  parte 
del  mismo  en  lo  sucesivo  con  los  gravámenes  y  restriociones- 
de  su  clase;  y  la  regla  12,  tit.  34,  Partida  7/,  según  la  coal 
ninguno  puede  dar  más  derecho  á  otro  en  alguna  cosa  que 
aquello  que  le  pertenece  en  ella. 

5.®    Tratándose  de  la  acción  reivindicatoría  ,  cuyo  ejercicio 
impone  la  necesidad  de  acreditar  el  dominio  de  la  cosa  recla- 
mada al  apreciar  las  pruebas  suministradas  al  efecto  ,  la  doc- 
trina establecida  en  las  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo 
de  5  de  Febrero  de  1863  y  25  de  Mayo  de  1868  ,  según  la  cual 
las  declaraciones   de  propiedad  contenidas  en  un    testamento 
no  pueden  constituir,  con  arreglo  á  las  leyes,  titulo  de  domi- 
nio á  favor  del  testador  y  de  sus  causa-habientes,  ni  destruir 
la  eficacia  de  las  escrituras  por  donde  resulta  que  la  cosa  per- 
tenece á  otro ,  pues  la  cláusula  9.^  del  testamento  del  padre 
común  no  pasaba  de  ser  una  simple  declaratoria  que  no  ejer- 
cía la  menor  influencia  en  la  condición  de  los  bienes  amayo- 
razgados; la  ley  46,  tit.  28  de  la  Partida  3.^,  que  establece  los 
requisitos  necesarios  para  la  adquisición  del  dominio  por  ti- 
tulo singular,  y  que  faltaban  por  completo  en  el  convenio  con 
D.  Julián  del  Valí,  que  era  otra  de  las  pruebas  del  aotor,  es- 
tando en  condiciones  todavía  más  desfavorables  á  la  intención 
de  los  contrarios   la  escritura  relativa  á  la  compra  hecha  á 
Marrero;  la  ley  1.*,  tit.  14,  Partida  3.%  que  manda  dar  por 
quito  al  demandado  no  probando  el  actor  su  acción;  la  doetari- 
na  de  este  Tribunal  Supremo,  consignada  en  la  sentencia  de  ^ 
de  Julio  de  1872,  y  fa  ley  10,  tit.  14,  Partida  S."",  que  réquiem 
para  la  declaración  de  propiedad ,  á  falta  de  titulo  ,  el  meib 
supletorio  de  la  posesión. 

T  6.^  La  regla  de  derecho  de  que  el  que  contrae  lo  W0 
para  si  y  sus  herederos ,  toda  vez  que  el  padre  de  los  aotÉV 
tomó  posesión  de  las  casas  de  la  plaza  de  A.rmas  como  vllM^ 
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ladas  en  Octubre  de  1811 ,  siendo  uno  de  los  inquilinos  de  ella 
D.  Julián  del  Valí,  quien  nueve  años  después  figxiraba  en  ca- 
lidad de  vendedor ,  acto  de  posesión  que  lejos  de  trasmitirle 
propiedad  en  las  fincas ,  le  sujetaba  á  respetar  su  calidad  de 
amayorazgadas  para  que,  con  igual  condición,  pasaran  al  su- 
<;esor  inmediato;  y  la  regla  de  derecho  de  que  nadie  puede  con- 
tradecir sus  hechos,  y  la  doctrina  consignada  en  la  sentencia 
de  este  Supremo  Tribunal  de  9  de  Noviembre  de  1870. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Hilario  de  Igon. 

Considerando  con  relación  al  primer  fundamento  del  re- 
curso que  el  art.  61  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  es  in- 
aplicable á  este  pleito  ,  incoado  antes  de  la  publicación  de  la 
referida  ley;  y  que  la  sentencia  no  infringe  la  ley  16,  tít.  22, 
PArtida  3/,  que  dispone  crcomo  non  debe  valer  el  juicio  que 
da  el  juzgador  sobre  cosa  que  no  fué  demandada  ante  él,»  por 
cuanto  al  declarar  la  sentencia  recurrida  erque  los  bienes  com- 
prendidos en  la  cláusula  9/  del  testamento  otorgado  por  el 
padre  de  los  litigantes  en  13  de  Agosto  de  1830  ,  de  que  se 
habia  constituido  ejecutor  el  recurrido,  debian  ser  inventaria- 
dos y  tasados,  como  todos  los  demás  pertenecientes  á  la  masa 
hereditaria  que  no  se  hallen  claramente  designados  en  la  es- 
critura de  fundación,»  resuelve  la.s  cuestiones  objeto  del  pleito 
según  los  términos  de  la  demanda  aclarados  en  la  réplica  en 
T-irtud  de  la  alteración  introducida  por  haber  separado  de  la 
discusión  el  extremo  relativo  á  la  eficacia  de  la  partición  del 
vínculo  hecha  en  1823: 

Considerando  que  versando  este  pleito  sobre  adición  al  in- 
Tentarlo  de  los  bienes  fincados  por  muerte  d'el  anterior  Mar- 
-qués  de  la  Real  Proclamación  en  incidente  de  su  testamentaria, 
•calificando  siempre  de  tal,  y  con  expresa  reserva  en  la  demand» 
«1  Marqués  actual  ie  sus  derechos  para  que  los  deduzca  en  el 
'orden  que  corresponda ,  la  sentencia  recurrida  al  mandar  in- 
cluir en  el  inventario  de  bienes  libres  los  que  declaró  tales  el 
testador,  como  todos  los  demás  pertenecientes  á  la  masa  here- 
ditaria que  no  estén  claramente  designados  en  la  fundación, 
no  prejuzga  cuestión  alguna  relativa  á  la  pertenencia  al  ma 
yorazgo  de  bienes,  que  en  su  caso  tendrá  que  reclamar  el 
poseedor  en  juicio  competente,  por  lo  cual  tampoco  infríngela 
ley  46  de  Toro,  que  trata  de  las  mejoras  hechas  en  casas  de 
mayorazgos,  ni  la  doctrina  establecida  por  este  Supremo  Tri- 
bunal en  las  sentencias  de  9  de  Diciembre  de  1856  y  21  de 
Junio  de  1864,  según  la  cual  no  puede  resolverse  incidental- 
mente  sobre  la  validez  ó  nulidad  de  un  mayorazgo ;  ni  la  fun- 
dación del  mayorazgo,  ley  en  la  materia,  ni  la  doctrina  sen- 
tada por  las  sentencias  de  este  Tribunal  de  5  de  Febrero  de 
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1863  y  25  de  Mayo  de  1868 ,  según  la  cual  las  declaimcione» 
de  propiedad  contenidas  en  un  testamento  no  pueden  consti- 
tuir títulos  de  dominio  á  favor  del  testador  y  sus  oaosantea» 
leyes  y  doctrinas  inaplicables  á  la  cuestión  presente ,  siendo 
por  tanto  improcedentes  los  fundamentos  2.°,  3.°,  4.^  y  S.*": 

Considerando,  por  último,  que  tampoco  es  aplicable  la  doo- 
trina  alegada  en  el  sexto  fundamento  del  recurso  ,  de  que  el 
que  contrae  lo  hace  para  sí  y  sus  herederos ,  por  cuanto  la 
forma  en  que  el  padre  de  los  recurrentes  tomara  posesión  del . 
mayorazgo,  ni  constituye  un  contrato  ni  altera  la  naturaleza 
de  los  bienes  para  suponer  vinculados  los  que  no  lo  fueran: 

Fallamps,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lu- 
gar al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Manuel  Recdo 
Morales,  actual  Marqués  de  la  Real  Proclamación,  á  quien  con* 
denamos  á  la  pérdida  de  depósito,  que  se  distribuirá  con  arre- 
glo á  la  ley ,  y  en  las  costas  ;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  la 
Habana  la  certificación  correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Qaee- 
ta  é  insertará  en  la  Colección  legislativa  ,  pasándose  al  efecto 
las  copias  necesarias ,  lo  pronunciamos ,  mandamos  y  firma* 
mos.«=Juam  González  Acevedo.=»Hilario  de  Igon.^ José  Fermín 
de  Muro.=»Juan  Cano  Manuel.  =  Benito  de  UUoa  y  Bey.— 
Victoriano  Careaga.=>  Ricardo  Diaz  de  Rueda. 

Publicación  : 

Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  Hilario  de  Igon,  Magistrado  de  la  Sala  primera 
del  Tribunal  Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  misma, 
el  dia  de  hoy ,  de  que  certifico  como   Escribano  deCámara. 

Madrid  10  de  Diciembre  de  1875.= Rogelio  González  Montes. 

NÚM.  112. 
CASACIÓN   POR   INFRACCIÓN   DE   LEY.—SALA  PRIMERA^ 

Deslinde  y  prora^teo  de  rentas  forales. — Sentencia  de  11  da 
Diciembre ,  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  de  casa- 
ción interpuesto  por  Ramón  Rodríguez  contra  la  pronon- 
ciada  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Corufia» 
en  pleito  con  D.  Manuel  Sancho  Guatdamino. 

Én  sus  CONSIDERANDOS  sc  cstablecc: 
Que  no  puede  decirse  que  han  sido  infringidas  par  nnamk* 
tencia  leyes  ni  doctrinas  fue  no  tienen  aplicación  al  caso  de  €Ut$i¿ 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  II  de  Diciembre  de  1#99|^ 
en  los  autos  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instan(d%  (||( 
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Chantada,  y  en  la  Sala  de  lo  civil  dé  la  Audiencia  de  la  Co- 
rona, por  D.  Manuel  Sánchez  Guardamino  con  Bamon  Rodri* 
gaez  y  otros,  sobre  deslinde  y  prorateo  de  rentas  ferales;  au- 
tos que  penden  ante  Nos  ,  en  virtud  de  recurso  de  casación 
interpuesto  por  Rodrigues!^  contra  la  sentencia  que  en  16  de 
Febrero  de  1874  dictó  la  referida  Sala: 

Resultando  que  por  escritura  pública  de  9  de  Junio  de  1613 
el  Prior  del  monasterio  de  San  Salvador  de  Chantada  y  los 
dos  predicadores  y  conventuales  que  se  expresan ,  juntos  y 
conformes,  según  uso  y  costumbre  para  las  cosas  tocantes  al 
bien  y  provecho  del  mismo  monasterio ,  dieron  en  foro  por 
mon  de  renta  á  Juan  Rodríguez  de  Lámela  y  á  sus  hijos,  he* 
rederos  y  sucesores  los  bienes,  á  saber :  el  naveizadal  de  Fon- 
teiñas,  sito  en  la  feligresía  de  dicho  monasterio,  cerrado  sobre 
si  7  de  una  fanega  de  pan,  poco  más  ó  menos,  en  sembradura; 
el  tarreo  y  naveira  que  se  decia  de  Maltempo,  cerrada  también 
sobre  si,  de  una  teja  de  centeno  de  sembradura ;  todo  ello  por 
la  renta ,  canon  y  pensión  anual  de  un  cuartero  de  trigo  de 
seis  ferrados,  y  cada  ferrado  de  cuatro  maquilas,  con  más  dos 
gallinas,  ó  por  ca4a  una  de  ellas  real  y  medio  también  en  cada 
an  año  y  bajo  las  demás  condiciones  que  se  mencionan: 

Resultando  que  D.  Jacinto  Ignacio  Guerra,  Escribano  y 
vecino  de  Puente  Chantada,  feligresía  y  jurisdicción  de  San 
Salvador  de  Asma,  por  escritura  de  12  de  Julio  de  1801  reci- 
bió en  subforo  de  José  López  Arean  por  el  tiempo  que  durase 
el  foro  principal,  un  pedazo  de  leira  y  lamestro ,  al  sitio  que 
llaman  de  Chouzanas,  y  por  otro  nombre  el  Maltempo,  de  fer- 
rado y  medio  en  sembradura  poco  más  ó  menos,  bajo  los  lin- 
deros que  menciona  ,  por  la  renta  ,  canon  y  pensión  de  dos 
ferrados  de  centeno  en  cada  un  año,  y  con  las  condiciones 
del  foro  principal;  y  por  otras  escrituras  adquirió  en  14  del 
misnio  mes  de  Julio  de  1801,  por  compra  al  José  Lop^z  Arean 
un  pedazo  de  prado ,  en  el  que  llaman  de  Maltempo ,  de  tres 
maquilas  de  centeno  de  sembradura  en  2.040  rs.,  y  con  cargo 
de  medio  ferrado  de  centeno  de  renta  ^nual  para  ayuda  de  la 
más  que  pagaba  por  otros  bienes  al  monasterio  de  Asma ;  com- 
prándole además  los  dos  ferrados  de  centeno  de  renta  que  el 
mismo  debia  pagarle  por  el  pedazo  de  leira  y  lamestro  que 
le  habia  subforado  por  la  anterior  escritura:  en  28  de  Junio 
dé  1802,  por  compra  á  Francisco  de  Otero ,  el  mayor ,  un  pe- 
dazo de  leira  en  la  que  llaman  de  Maltempo  de  medio  ferrado 
de  centeno  en  sembradura,  sito  en  términos  de  la  feligresía  de 
Asma  en  precio  de  340  rs.  y  libre  de  renta:  en  26  de  Febrero 
de  1803,  por  compra  al  mismo  Francisco  de  Otero,  otro  medio 
ferrado  de  leira  en  la  que  llaman  de  Maltempo,  sito  en  el  pro- 
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Otra  de  trigo,  pag'ador  Lorenzo  Rodríguez;  otro  foral  en  Sesfe.:^ 
de  iiaa  fanega  de  trigo,  pagador  Manuel  López  Arean;  otro  ^ 
dos  fanegas  de  trigo,  pagador  Juan  Carrasco;  otro  carrera    <3 
Maltempo,  de  un  ferrado  de  trigo,  pagador  D.  B.^rnardo  Nog 
rol;  otro  de  una  fanega  y  cuatro  quintas  partes  de  otra  de 
go,  pagador  Juan   Fernandez;  otro  de   un  ferrado   de  tríg^^ 
pagador  Juan    Fernandez ,    por  Nicolás  Labazares ;   otro   en 
Quíntela  de  dos  ferrados  de  trigo,  pagador  Juan  Linares;  otra 
en  id.  de  una  fanega  de  trigo,  pagador  Francisco  López  y  Ber- 
nardo Linares;  otro  en  id.  de  media  fanega  de  trigo,  pag-adoír 
Agustin  Caraia;  otro  foro  de  los  Perfectos  d§.  Villar  do  Mato^ 
de  un  ferrado  de  trigo,  pagador  FrancisgíV''por  Andrés  Rjdri- 
guez;  otro  de  tres  ferrados  de  trigo,  pagador  José  Rodríguez» 
Antonio  Fernandez,  por  Doña  Clara  de  Novoa,  y  otro  de  una 
fanega  y  una  quinta  parte  de  otra  de  trigo,  pagador  herederos 
de  Doña  Antonia  Suarez;  procedentes  todos  del  Priorato  de 
Asma:  y  después  de  aprobado  el  remate  por  la  Junta  de  venta» 
de  Bienes  nacionales,  y  pagados  ios  plazos  respectivos  de  sa 
precio  por  D.  Manuel  Sánchez  Guardamino,  hijo  y  heredera  del 
rematador  D.  Cipriano  Sánchez  Guardamino,  hijo  y  heredero 
del  rematador  D.  Cipriano  Sánchez  Guardamino,  se  otorgó  i 
favor  de  aquel  por  el  Juez  de  primera  instancia  de  Lugo,  y  de 
Hacienda  de  su  provincia,  la  correspondiente  escritura  de  venta 
en  15  de  Mayo  de  1862: 

Resultando  que  por  escritura  pública  de  30  de  Marzo  dfr 
1860,  Ramón  Rodríguez,  el  Licenciado  D.  Ramón  Guerra  y 
otros  varios  vecinos  de  Chantada  y  del  Puente,  de  la  parroquia 
de  San  Salvador  de  Asma,  confeccionaron  el  deslinde  y  reco- 
nocimiento del  foral  de  Seara  ó  Balvis,  y  el  prorateo  de  la 
renta  que  por  él  percibía  D.  Manuel  Sánchez  Guardamino,  en 
subrogación  del  Monasterio  de  Asma,  descubriéndose  bajóla 
partida  4.*  lo  que  se  componía  de  navales,  prados  y  sotos,  y 
se  llama  da  Portada,  cuya  demarcación  empezaba  en  el  cami- 
no vecinal  de  Chantada  á  Mon forte  y  punto  que  se  nombra 
Arroyo  de  Maltempo,  que  es  en  la  parte  inferior  del  prado  de 
D.  Ramón  Guerra,  y  seguía  de  la  manera  que  se  refiere;  afia- 
diéndose^que  el  D.  Ramón  Guerra  poseía  32  cuartillos  en  sem** 
bradura  de  naval  en  el  mismo  de  Portada,  tasado  en  210  reales^ 
y  sd  renta  11  cuartillos  de  centeno:  que  también  era  poseedor 
de  cuatro  ferrados  simiente  de  prado,  llamado  de  Maltempo,  f 
confinante  con  el  camino  vecinal  y  con  fin  del  foral,  tasado M 
2.000  rs.,  y  su  renta  un  ferrado  y  ocho  cuartillos  de  oentM0 
y  un  real  y  10  maravedís  de  servicios,  y  otra  partida  comM 
mismo  nombre  de  Maltempo  ó  Lajes ,  otros  50  cuartOtal 
simiente  de  prado  ,  tasado  en  700  rs. ,  y  por  ello  le  oooiib. 

'i 
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téfininos  del  juicio  instrnctivo  ,,  ha  resuelto  únicamente  sobre 
la  naturaleza  del  señorío  en  cuestión,  como  lo  previene  el  ex- 
presado art.  4.^  de  la  tey  referida  y  según  las  pretensiones  de 
los  litigantes ,  sin  que  por  lo  mismo  se  infrinja  la  ley  16 ,  tí- 
tulo 22  de  la  Partida  3.*,  que  exige  congruencia  entre  lo  pe- 
dido y  sentenciado: 

Considerando  que,  siendo  limitado  el  juicio  actual  á  la 
presentación  de  los  títulos  de  adquisición  del  señorío  pafa  de- 
cidir si  el  ejercido  por  los  Duques  de  Medinaceli  es  jurisdiccio- 
nal é  incorporable  á  la  Nación  ó  territorial  y  solariego,  la  doc- 
trina de  las  sentencias  que  se  citan  sobre  lo  resuelto  en  otros 
casos  con  títulos  diferentes  no  puede  ser  objeto  del  presente 
recurso  de  casación: 

Considerando  que  por  las  leyes  de  6  de  Agosto  de  1811,  3 
de  Mayo  de  1823  y  26  de  Agosto  de  1837  quedaron  abolidas 
todas  las  prestaciones  reales  ó  personales  que  debieran  su  orí- 
gen  á  título  jurisdiccional  no  probando  los  señores  con  los  tí- 
tulos primordiales  de  adquisición  que  proceden  de  contrato  li- 
bre, ó  que  les  pertenece  por  dominio  puramente  alodial,  prueba 
que  según  declara  la  Sala  sentenciadora  no  ha  dado  el  de- 
mandante en  suficiente  forma,  sin  que  contra  esta  apreciación 
se  cite  ley  ni  doctrina  legal  que  se  suponga  quebrantada ,  al 
paso  que  de  los  documentos  producidos  con  la  demanda  se 
evidencia  que  por  ellos  se  trasfirió  á  los  causantes  del  expre- 
sado Duque  el  señorío  jurisdiccional  y  feudal,  por  lo  que  tam- 
poco infringe  la  sentencia  ninguno  de  los  artículos  de  las  men- 
cionadas leyes  ni  las  otras  disposiciones  legales  de  que  se  hace 
mérito  en  los  motivos  4.^  al  8.^  del  recurso; 

Fallamos ,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber 
lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  la  Duquesa  viuda 
de  Medinaceli  en  concepto  de  legitima  administradora  de  los 
bienes  de  sus  hijos  menores ,  á  la  que  condenamos  en  Las 
costas;  líbrese  á  la  Audiencia  de  Barcelona  la  certificación 
correspondiente,  con  devolución  de  los  documentos  que  re- 
mitió. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta é  insertará  en  la  Colección  legislativa^  pasándose  al  efecto 
las  oopias  necesarias ,  lo  pronunciamos,,  mandamos  y  firma- 
iiios.»Juan  González  Acevedo.sJosé  María  Cáceres.sHilario 
4e  Igon.ssJosé  Fermin  de  Muro.=»Juan  Cano  Manuel. «^Benito 
Ae  ülloay  Rey.  =  Victoriano  Gareaga. 

Publicación : 

'Leída  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  José  Fermin  de  Muro,  Magistrado  del  Tribunal 
Snpremp,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera  del 
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prorateo  del  feral  referido  de  Fonteiñas  y  Maltempo,  &  que 
paguen  en  lo  sucesivo  la  renta  que  les  corresponda  por  medio 
del  cabezalero  que  elijan,  y  los  atrasos  que  adeuden:  segundo, 
que  declaraba  sujetas  al  expresado  deslinde  y  prorateo  un  fer- 
rado en  sembradura  del  prado  de  Maltempo  que  posee  el  Li- 
cenciado D.  Ramón  Guerra  y  las  porciones  que  poseen  los  de- 
mandados con  el  nombre  de  Fonteiñas,  á  excepción  de  los  47 
cuartillos  en  sembradura. al  Poniente,   de  los  que  es  llevador  - 
D.  Manuel  Cedrón;  y  tercero,  que  asimismo  declaraba  no  ha-  - 
ber  lugar  á  las  indicaciones  solicitadas  por  Ramón  Rodríguez    - 
en  el  escrito  del  folio  62;  sin  hacer  especial  condenación  de^ 
costas: 

Y  resultando  que   Ramón  Rodríguez  interpuso  recurso  de 
casación,  por  conceptuar  infringidas; 

1.°  La  doctrina  legal  de  que  toda  propiedad  y  derecho  debe 
trasmitirse  por  titulo  ó  probarse  por  los  medios  que  las  leyes 
aceptan,  por  cuanto  la  sentencia  reconocía  implícitamente  el 
de  D.  Manuel  Quardamino  sin  más  que  suponerse  hijo  delad- 
quirente  D.  Cipriano  Sánchez  Quardamino. 

2.®  El  principio  de  derecho  de  que  las  sentencias  deben 
sujetarse  á  resolver  según  lo  alegado  y  probado;  y  la  juris- 
prudencia que  tiene  sentado  este  Tribunal  Supremo  en  senten- 
cia de  15  de  Enero  de  1866,  de  que  cuando  existe  duda  respecto 
de  una  obligación  y  no  hay  medio  de  interpretarla  en  la  opuesta 
inteligencia  de  las  partes,  debe  resolverse  en  contra  del  de- 
mandante; por  cuanto  quedando  admitido  por  la  sentencia  de 
que  se  trata  que  en  el  anterior  prorateo  de  otra  fínca  hablan 
sido  comprendidos  47  cuartillos  según  lo  habia  expuesto  el 
recurrente,  no  debia  haberse  hecho  declaración  contraria  á 
este  hecho  sin  dar  otra  razón  que  la  de  inconsecuencia  que  su- 
pone el  acto  de  la  nueva  pretensión. 

3.°  Y  por  último,  la  ley  8.*,  tít.  22,  Partida  3.*,  porque 
teniendo  por  objeto  la  apelación  sostener  derechos  que  deriva- 
ban de  hechos  aceptados  por  la  sentencia  de  la  seguida  ins- 
tancia, no  podia  tacharse  de  maliciosa  su  insistencia  en  la  se- 
gunda instancia,  ni  por  consiguiente  correspondía  la  condena 
de  costas  que  le  impuso  la  Sala. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  María  Ca- 
yeres. 

Considerando  que  nada  se  ha  discutido  en  el  pleito  acerca 
del  título  presentado  por  el  demandante  ni  sobre  su  persoM* 
lidad;  de  modo  que  estas  excepciones  se  alegan  por  vez  primM 
en  el  recurso,  y  por  tanto  la  sentencia  no  ha  infringido  Jb 
que  se  invoca  como  doctrina  legal  en  el  primer  motivo 
sacion: 
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Considerando  que  la  verdadera  y  nueva  cuestión  debatida 
en  los  autos  ha  sido  la  de  si  los  47  cuartillos  de  sembradura 
al  Poniente  de  los  que  posee  D.  Manuel  Cedrón  están  ó  no  su- 
jetos al  prorateo  de  que  se  trata;  y  como  quiera  que  sobre  este 
hecho  se  han  practicado  pruebas  de  testigos,  de  peritos  y  de 
documentos,  que  ha  apreciado  en  conjunto' la  Sala  sentencia- 
dora, estimando  que  aquel  terreno  comprendido  en  otro  deslin  - 
de  y  prorateo  anteriores,  de  consentimiento  de  los  causantes 
del  recurrente,  sin  que  contra  esta  apreciación  se  cite  la  in- 
fracción de  ley  ó  doctrina  legal,  es  muy  claro  que  la  senten- 
cia no  infringe  el  principio  de  que  el  fallo  debe  resolver  sobre 
lo  alegado  y  probado,  ni  la  jurisprudencia  de  que  cuando 
existe  duda  debe  resolverse  en  favor  del  demandado ,  que  in- 
oportunamente se  citan  en  el  segundo  motivo: 

Y  considerando  que  confirmada  por  la  Audiencia  la  sen- 
tencia apelada  sin  aditamento  ni  moderación,  impuso  la  con- 
dena de  costas  de  la  segunda  instancia  al  apelante,  cumpliendo 
el  precepto  de  las  leyes  recopiladas,  y  no  es  por  tanto  del  caso 
la  cita  de  la  ley  8.*,  tlt.  22  de  la  Partida  3.*,  que  se  refiere 
exclusivamente  á  las  costas  que  pueden  imponer  los  Jueces  en 
la  instancia  primera  según  aprecian  la  mala  fé  ó  falta  de  razón 
de  parte  de  los  litigantes; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lu- 
gar al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Ramón  Rodríguez, 
á  quien  condenamos  en  las  costas,  y  á  pagar  por  razón  de  de- 
pósito la  cantidad  de  1.000  pesetas,  la  que  caso  de  hacerse 
efectiva  si  mejorase  de  fortuna,  se  distribuirá  con  arreglo  á  la 
ley;  y  Ubrese  la  correspondiente  certificación  á  la  Audiencia 
de  la  Coruña,  con  devolución  de  los  documentos  remitidos. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Oa- 
cela  é  insertará  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto 
las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firma- 
mos.=Juan  González  Acevedo.=José  M.  Cáceres.= Laureano 
de  Arrieta.=sJosé  Fermin  de  Muro. =^ Benito  de  Ulloa  y  Rey.«= 
Joaquín  Ruiz  Cañábate.  =Ricardo  Diaz  de  Rueda. 

Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  José  María  Cáceres,  Magistrado  del  Tribu- 
nal Supremo .  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera, 
en  este  dia,  de  que  certifico  como  Relator  Secretario  de  la  re- 
ferida Sala. 

Madrid  11  de  Diciembre  de  1875.=Licenciado  Mariano  Fer- 
nandez García. 
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NÚM.   113. 


RECÜEISO   DE    NULIDAD.— SALA  PRIMERA. 
# 


División  de  bienes  de  un  patronato.— Sentencia  de  11  de  Di- 
ciembre, declarando  haber  lugar  al  recurso  do  nulidad  in- 
terpuesto por  Doña  Josefa  Porcel  y  Lobo ,  y  al  que  se  ad- 
hirieron Doña  Alfonsa  Pérez  del  Castillo  y  Doña  Dolores 
Torres,  contra  la  pronunciada  en  grado  de  vista  por  la  Sala 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Granada,  en  pleito  seguido 
por  los  recurrentes  entre  sí,  el  Ministerio  fiscal  y  otros  que 
noy  no  litigan. 

En  los  considerandos  se  establece: 

I."*  Que  con  arreglo  á  lo  establecido  por  la  ley  16,  iU,  22 
de  la  Partida  3.* y  la  constante  jurisprudencia  sancionada  i$ 
acuerdo  con  ella  por  el  Tribunal  Supremo,  es  nula  la  senten- 
cia que  resuelve  cuestiones  y  puntos  no  promovidos  ni  diseU" 
tidos  durante  el  litigio, 

2.^  Que  es  igualmente  inconcuso  el  principio  de  ^derecho 
procesal  y  según  el  que  la  competencia  y  jurisdicción  de  %% 
Tribunal  de  alzada  no  se  extiende  mis  allá  de  lo  cometido  i 
él  en  virtud  del  correspondiente  recurso  de  apelación  ó  de 
súplica. 

3.®  Que  si  bien  el  Ministerio  público  tiene  el  deber  de  sos^ 
tener  los  derechos  del  Estado ^  aun  por  los  medios  preferentes 
y  especiales  que  para  casos  determinados  le  conceden  las  leyes ^ 
se  halla,  no  obstante,  subordinad^*  i  las  condiciones  fundar- 
mentales  del  procedimiento  judicial  ^  sin  las  cuales  carecerían 
de  autoridad  y  de  eficacia  las  mis  solemnes  decisiones  de  los 
Tribunales,  y  quedarían  en  la  incertidumbre  y  en  el  desam- 
paro  los  mis  sagrados  derechos  privados. 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  1 1  de  Diciembre  de  1875, 
en  los  auto.s  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del 
distrito  del  Campillo ,  y  en  las  Salas  tercera  y  de  lo  civil  de  ^ 
Audiencia  de  Granada,  entre  Doña  Alfonsa  Pérez  Castillo  y 
Doña  María  Torres  con  otros  que  hoy  no  litigan,  y  D.  Vioeai^ 
MuñosrSalazar,  y  después  como  su  heredera  Doña  Josefa  Por* 
eel  y  Lobo  y  el  Ministerio  fiscal ,  sobre  división  de  bienes  dljl 
patronato  fundado  por  D.  Cristóbal  Muñoz  Salatar  y  sus  agn^' 
gados ;  autos  que  penden  ante  Nos ,  en   virtud  de  recurso  ét  ,/ 
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nulidad  interpuesto  por  la  Doña  Josefa  Porcel  y  Lobo ,  y  al 
«que  86  adhirieron  la  Doña  Alfonsa  Pérez  Castillo  y  Doña  María 
Dolores  Torres,  contra  la  sentencia  que  en  30  de  Noviembre 
de  1872  dictó  la  referida  Sala  de  lo  civil: 

Resultando  que  por  escritura  pública  de  23  de  Noviembre 
de  1568,  D.  Cristóbal  Muñoz  de  Salazar,  por  sí  y  en  virtud  de 
las  facultades  que  le  habia  conferido  su  mujer  Doña  Inés  de 
Perea  en  su  último  testamento  hizo  vinculo  y  mayorazgo  en 
favor  de  su  hijo  único  D.  Juan  Vázquez  de  Salazar,  señalando. 
al  efecto  las  fincas  rústicas  y  urbanas ,  capitales^  de  censos  y 
juros  con  que  lo  dotaba ,  y  estableciendo ,  entre  otras  cargas, 
gravámenes  y  condiciones,  en  la  cláusula  2.*,  que  después  de 
los  dias  de  su  vida  el  dicho  Juan  Vázquez  de  Salazar,  su  hijo, 
tuviera  y  gozara  todos  los  dichos  bienes  y  el  usufructo  de 
ellos  como  bienes  vinculados  y  de  mayorazgo  sujeto  á  resti- 
tución, y  que  después  de  él ,  ó  falleciendo  antes  que  el  otor- 
gante con  hijos  ó  descendientes  legítimos,  hubiese  éste  dicho 
•vinculo  y  mayorazgo  el  hijo  mayor  varón  legítimo  y  de  legi- 
timo matrimonio  que  de  el  Juan  Vázquez  SalAzar,  su  hijo,  hu- 
biese quedado,  y  después,  ó  á  falta  de  él,  su  nieto,  hijo  varón 
xnayor  legítimo  de  su  hijo  mayor,  y  después,  ó  á  falta  de  él, 
su  biznieto  mayor  varón  legítimo  y  los  otros  sus  descendien- 
tes varones  mayores  legítimos  y  de  legítimo  matrimonio  na- 
cidos, y  que  si  del  dicho  Juan  Vázquez  de  Salazar  ó  de  cual- 
quiera de  sus  descendientes  varones  no  quedasen  hijos  varo- 
nes ni  descendientes  de  ellos,  sucediera  en  tal  caso' la  hija  ma- 
yor legítima  que  de  él  ó  de  ellos  hubiere  quedado,  y  después, 
ó  á  falta  de  ella ,  sus  descendientes  por  el  mismo  orden  que 
habiendo  varón  estaba  dispu&'^to :  mandó  que  se  dijeran  todos 
los  dias  del  año  perpetuamente  las  fiestas  y  misas  que  adelante 
iria  declarado,  la  limosna  de  las  cuales  se  pagase  y  cumplie- 
re de  la  renta  de  los  bienes  que  dejaba  señalados  para  ello; 
y  queria  y  mandaba  que  fueran  patronos  de  esta  memoria  y 
obra  pia  el  dicho  Juan  Vázquez  de  Salazar ,  y  después  de  sus 
dias  sus  hijos  y  descendientes  que  sucediesen  en  este  vínculo 
de  mayorazgo  y  bienes  de  él  para  siempre  jamás:  por  la  25 
expresó  que  hacia  y  ordenaba  este  dicho  vínculo  de  mayo- 
razgo con  tal  cargo  y  condiciones  que  después  de  los  dias  de 
la  vida  de  dicho  su  hijo  y  de  todos  sus  hijos  é  hijas  y  descen- 
dientes legítimos  y  los  suyos  varones  y  hembras  que  estaban 
llamados  ¿  la  sucesión  de  este  vínculo  de  mayorazgo ,  de  to- 
dos los  dichos  bienes  se  hiciera  y  él  desde  luego  para  entonces 
instituía  y  hacia  de  ellos  patronazgo  perpetuo  y  permanente 
para  siempre  jamás  para  que  los  frutos  y  rentas  de  todos  los 
dichos  bienes  y  los  que  más  se  aumentaren  se  gastasen  y  dis- 
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tribuj'esen  en  cada  uq  año  en  las  obras  pías  que  declararía,  eu 
la  manera  y  con  los  cargos  y  condiciones  siguientes :  prime- 
ramente, que  se  dijeran  y  celebrasen  todas  las  dichas  fiestas  y 
misas  y  se  pagasen  de  los  frutos  y  rentas  de  los  bienes  que 
para  ellas  dejaba  señalados  y  declarados ,  según  y  de  la  ma- 
nera que  estaba  dispuesto  y  mandado  que  lo  hiciera  el  suce- 
sor poseedor  del  dicho  vinculo  de  mayorazgo,  y  que  ios  dichoa 
bienes  quedasen  para  tiempre  jamás  señalados  para  las  dichas, 
fiestas  y  misas:  que  fueran  patronos  de  este  dicho  patronazgo 
y  bienes  de  él  y  de  la  dicha  memoria  de  fiestas  y  misas  Juaa 
Muñoz  Salazar,  su  sobrino,  hijo  mayor  de  Juan  Muñoz  Salazar, 
BU  hermano,  y  sus  hijos  y  descendientes  varones  legítimos  de 
legitimo  matrimonio,  y  k  falta  de  ellos  los  otros  hijos  varones 
legítimos  de  legitimo  matrimonio,  que  sucedieren  en  el  mayo- 
razgo del  dicho  Juan  Muñoz  Salazar  ,   su  hermano,  y  á  sils 
descendientes  varones  legítimos  de  legítimo  matrimonio,  de  la 
misma  manera  sucesivamente,  con  que  siempre  fuera  un  sola 
patrono  y  después  otro :  que  faltando  la  sucesión  y  descendien- 
tes del  dicho  Juan  Muñoz,  su  hermano,  y  de  sus  descendien- 
tes varones,  sucedieran  en  el  dicho  patronazgo  los  hijos  varo- 
nes del  Capitán  Rodrigo  Maldonado  y  Doña  Francisca  Salazar» 
su  mujer,  hermana  del  fundador,  y  sus  descendientes  varones 
por  el  mismo  orden  y  forma  dispuesto;  y  después  de  hacer 
otros  llamamientos ,  en  falta  de  todos  mandó  que  fueran  pa« 
tronos  de  este  patronazgo  el  Dean  y  Cabildo  de  la  Santa  Iglesia 
de  Granada,  los  cuales  tuvieran  facultad  de  nombrar  las  don- 
cellas y  diputados  que  les  pareciese  para  la  administración  de 
este  patronazgo  y  bienes  de  él  por  la  orden  y  como  abajo  iria 
declarado :  que  nombrasen  dos  Beneficiados  del  dicho  Cabildo, 
los  cuales  con  el  patrón  serian  visitadores  y  administradores 
de  los  bienes  de  este  patronazgo  y  distribuyesen  las  rentas  de 
ellos  y  cumpliesen  y  ejecutasen  lo  que  en  esta  escritura  que- 
dare ordenado:  que  el  dicho  patrón,  juntamente  con  los  Bene- 
ficiados diputados  que  fuesen   nombrados  y  señalados  por  el 
Dean  y  Cabildo  para  visitadores  de  los  bienes  de  este  dicho- 
patronazgo,  nombrasen  un  mayordomo  que  tuviera  cargo  de- 
cobrar  y  cobrase  todas  las  rentas  de  los  dichos  bienes ,  y  los 
administrar  y  beneficiar  por  tiempo  de  dos  años  y  no  más:  qo» 
la  distribución  y  repartimiento  de  las  rentas  de  dichos  bienes 
se  hiciera  en  esta  manera :  que  ante  todas  cosas  se  librasen  * 
y  gastasen  en  cada  un  año  perpetuamente  para  siempre  jamás 
200.000  maravedises ,  para  que  el  dicho  patrón   y  dípatadoÉ 
los  distribuyan;   conviene  á  saber,  los  100.000  maravedises 
de  ellos  en  limosna  de  personas  cautivas  que  fueran  nataratalf:. 
de  la  ciudad  de  Granada,  ó  de  Leja,  ó  de  Málaga,  ó  de  VéSa^    j 
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cerca  de  Málaga,  ó  de  Honda,  ó  Marbella  y  Gibraltar,  ó  Eci* 
ja,  ó  Sevilla,  repartiendo  los  dichos  190.000  maravedises  á  14 
cautívos  de  los  dichos  lugares  para   ayuda  á  sus  rescates, 
dando  á  cada  uno  su  rata  parte,  y  los  otros  100.000  marave- 
dises librasen  y  gastasen  para  criar  niños  expósitos  hasta  el 
námero  que  bastasen  para  la  orden  que  dieren  los  dichos  pa* 
tren  y  diputado,  y  habiendo  hospital  señalado,  diesen  los  di- 
chos 100.000  maravedises  al  administrador  ó  la  persona  dipu* 
tada  para  cobrar  la  limosna  de  tal  hospital  ó  casa  para  el  dicho 
efecto:  que  asimismo  de  lo  demás  que  restare  de  los  frutos  y 
rentas,  sacados  los  dichos  200.000  maravedises  ,  se  librasen  y 
Catasen  otros  200.000  maravedises  para  ayudar  á  casar  dos 
doncellas  huérfanas  y  para  entrar  en  religión ,  dando  á  cada 
una  de  ellas  100.000  maravedises,    que  fueran  parientas,   la 
una  del  fundador  y  la  otra  de  la  dicha  Doña  Inés   de  Perea, 
sa  mujer,  y  si  quisieren  ser  monjas  se  les  diese  á  cada  una  los 
dichos  100.000  maravedises  para  ayuda  á  su  dote  por  la  misma 
orden :  que  lo  que  restase ,  sacadas  las  dichas  dotes  y  lo  que 
se  habia  de  dar  para  ayuda  de  rescate  de  cautivos,  se  repar- 
tiese en  las  dotes  que  en  ello  cupieren,  dando  la  mitad  á  don- 
cellas pobres  é  hijas  de  personas  honradas  para  ayuda  de  sus 
casamientos   ó  entrar  en  religión  ,  37.500  maravedises  ,  y  la 
otra  mitad  sé  diese  á  otras  doncellas  pobres  de  menos  calidad, 
dando  á  cada  una  18.750  maravedises:  que  á  los  dichos  dipu- 
tados que  habían  de  ser  nombrados  en  cada  un   año  por  los 
dichos  Dean  y  Cabildo  se  les  diesen  y  pagasen  de  las  rentas  y 
frates  de  los  dichos  bienes  á  cada  uno  de  ellos  de  32  ducados, 
que  montan  12.000  maravedises,  por  el  cuidado  y  ocupación 
que  hablan  de  tener :  que  al  dicho  patrón  que  ha  de  ser  de  este 
patronazgo  se  le  dieran  y  pagasen  200  ducados  que  montan 
75.000  maravedises  en  cada  un' año  de  los  frutos  y  rentas  de 
los  dichos  bienes ;  y  concedió  á  dicho  su  hijo  Juan  Vázquez  de 
Salazar  facultad  para  que  durante  los  dias  de  su  vida  ó  en  tes- 
tamento ó  fuera  de  él,  en  lo  que  tocaba  á  este  patronazgo  y 
¿  todo  lo  á  él  anejo  y  dependiente  y  á  cada  cosa  de  ello ,  pu- 
diera mandar,  alterar  y  enmendar,  corregir  y  hacer  todo  lo 
que  le  pareciere  y  por  bien  tuviere: 

Resultando  que  en  virtud  de  dicha  facultad  del  D.  Juan  Yaz- 

Suez  de  Salazar,  por  escritura  pública  de  8  de  Febrero  de  1583 
eclaró  que  habia  vendido  las  fincas  que  menciona,  compren- 
didas en  el  vínculo  y  mayorazgo  de  que  queda  hecho  mérito, 
y  que  en  subrogación  de  las  mismas  incorporaba  en  el  propio  ^ 
Tlnculo  de  mayorazgo  las  fincas  rústicas  que  por  menor  des- 
linda, Situadas  en  términos  de  Oranada,  Ubeda  y  Baeza: 

Besultando  que  el  mismo  Juan  Vázquez  de  Molina  Salazar 
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por  Otra  escritura  que  otorgpó  en  10  de  Setiembre  de  1597, 
usando  de  la  Real  facultad  obtenida  al  efecto,  fundó  é  hizo 
mejora  y  vinculo  de  mayorazgfo  de  los  bienes  que  refiere ,  los 
cuales  eran  suyos  propios,  y  de  ellos  hacia  é  instituía  mejo- 
ras del  tercio  y  remanente  del  quinto  y  vínculo  de  mayorazgo 
en  favor  de  su  hijo  D.  Luis  Vázquez  de  Molina  y  Salazar  y 
de  sus  hijos  y  descendientes ,  y  ¿  falta  de  ellos  Doña  Luisa 
María  de  Mendoza,  su  hija,  y  los  suyos,  y  á  falta  de  ellos 
Doña  Inés  de  Salazar  y  Mendoza  ,  su  otra  hija ,  y  los  suyos, 
prefiriendo  siempre  el  mayor  al  menor  y  el  varón  á  la  hem- 
bra, y  las  otras  personas  que  hubieren  de  suceder  en  el  vínculo 
de  mayorazgo  que  Cristóbal  Muñoz  de  Salazar,  su  padre,  por 
8Í  y  en  nombre  de  Doña  Inés  de  Perea ,  su  mujer ,  había  ins- 
tituido por  escritura  de  23  de  Noviembre  de  1568 ,  siendo  so 
voluntad  que  esta  mejora  y  vínculo  de  mayorazgo  anduviera 
siempre  junto  con  el  dicho  vínculo  de  mayorazgo  de  la**  di- 
chos sus  padres ,  y  Ambos  sucedieran  en  una  misma  persooa 
con  todas  las  condiciones  en  él  contenidas,  y  además  con  otras 
qU^  menciona  ,  estableciendo  entre  ellas  que  se  dijeran  y  ce- 
lebraran las  fiestas  y  misas  dispuestas  por  su  padre  D.  Cris- 
tóbal Muñoz  de  Salazar  y  las  demás  que  él  aumentaría  en  el 
monasterio  de  la  Madre  de  Dios  en  la  ciudad  de  Ubeda,  pa- 
gándose la  limosna  de  ellas  de  lo  que  montasen  los  bienes  que 
el  dicho  su  padre  dejó  señalados  para  este  efecto ,  y  además 
de  los  que  él  designaba;  que  habia  tenido  y  tenia  voluntad  de 
ayudar  y  favorecer  á  los  vecinos  de  su  villa  del  Mármol ,  ad 
por  ser  sus  vasallos,  como  porque  tenían  poca  hacienda  con 
que  remediar  sus  hijos  ,  y  por  esto  quería  y  ordenaba  que  el 
dicho  D.  Luis  Vázquez  de  Molina  Salazar,  su  hijo,  y  Lds  demás 
sucesores  de  esta  mejora  y  vínculo  de  mayorazgo  perpetua- 
mente para  siempre  jamás  fuesen  obligados  á  dar  y  pagar  en 
cada  un  año  50  ducados,  que  montan  18.750  maravedises,  pare 
ayuda  al  casamiento  de  una  doncella  pobre ,  natural  de  dicha 
villa,  la  que  por  él  y  sus  sucesores,  cada  uno  eü  su  tiempOt 
fuese  elegida  y  nombrada:  que  después  de  los  dias  de  la  vida 
de  Luis  Vázquez  de  Molina  Salazar,  su  hijo  ,  y  de  todos  sns 
hijos  é  hijas  y  descendientes  legítimos  varones  y  hembras  y  de 
las  dichas  Doña  Luisa  y  Doña  Inés,  sus  hijas  y  sus  descendientes 
legítimos,  que  estaban  llamados  á  la  sucesión  de  esta  mejore 
y  vinculo  de  mayorazgo,  todos  los  dichos  bienes  que  dejabk 
en  esta  mejora  y  vínculo  de  mayorazgo  se  incorporasen  enÁ 
,  patronazgo  perpetuo  que  se  había  de  hacer  cuando  el  áUJ^tf 
caso  sucediese  de  los  bienes  del  vínculo  de  mayorazgQ  jíí 
poseía,  y  que  instituyó  su  padre  el  D.  Cristóbal  Muñoz  áB.9gjí 
lazar,  conforme  á  lo  que  éste  dejó  dispuesto  y  ordenado:  ifBt.; 
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usando  de  la  facultad  que  su  padre  le  dejó  conferida  por  dicha 
escritura  para  enmendar  y  corregir ,  mudar  ó  alterar  todo  lo 
que  le  pareciese  en  lo  tocante  al  dicho  patronazgo ,  decia  que 
faltando  sucesor  varón  de  Francisco  Vela  de  los  Cobos,  qiie 
era  el  último  patrón  que  el  dicho  su  padre  dejó  nombrado 
después  de  otros  patronos  que  hablan  de  suceder ,  primero 
nombraba  por  patrón  del  dicho  mayorazgo,  que  asi  se  habla 
de  hacer  en  ambos  vínculos  de  mayorazgo  á  Sancho  Méndez 
de  Salazary  á  sus  hijos  y  descendientes,  varones  legítimos  y 
de  legítimo  matrimonio  nacidos,  por  el  orden  que  estaba  dis- 
puesta en  los  otros  patronos  nombrados  por  el  dicho  su  padre; 
y  faltando  la  descendencia  del  .dicho  Sancho  Méndez ,  nom- 
braba por  patrón  á  Luis  Méndez  Salazar  ,  y  después  de  éste 
á  otros  que  menciona :  que  quería  y  mandaba  que  el  patrón 
que  asi  fuese  de  este  dicho  patronato,  además  de  los  200  du- 
cados que  por  la  fundación  de  él  se  le  señalaba  de  salario 
por  el  cuidado  y  trabajo  que  habia  de  tener,  se  le  diesen 
otros  100  ducados  más  de  estos  sus  bienes  en  cada  un  año, 
para  que  por  todos  fuesen  300  ducados  de  salario  al  año  los 
que  el  dicho  patrón  habia  de  gozar  :  que  á  los  dichos  Beneñ 
ciados  de  la  iglesia  mayor  de  Granada ,  que  hablan  de  ser 
diputados  para  la  administración  de  la  hacienda  juntamente 
con  el  dicho  patrón  ,  se  les  diesen  otros  8.000  maravedises 
cada  año  á  cada  uno  de  ellos  de  los  dichos  sus  bienes  ,  ade- 
más de  los  12.000  maravedises  que  por  el  dicho  patronato  le 
estaban  señalados  :  que  cumplido  y  pagado  esto  y  lo  que 
fuese  necesario  para  el  reparo  y  beneficio  de  la  hacienda  de 
2Ste  dicho  vínculo ,  todo  lo  demás  se  convirtiese  y  distribu- 
yese en  esta  forma:  primeramente  que  los  frutos  y  rentas 
ie  los  bienes  de  esta  dicha  mejora  se  gastasen  y  distribu- 
fresen  cada  año  perpetuamente  1.000  ducados  en  socorrer  y 
lar  limosnas  á  monasterios  de  monjas  pobres  de  la  dicha 
ciudad  de  Granada  y  de  la  de  Ubeda ,  la  mitad  de  los  dichos 
L.OOO  ducados  en  cada  una  de  las  dichas  ciudades,  según  la 
lecesidad  de  cada  monasterio  y  como,  pareciere  al  patrón  y 
liputados  que  han  de  entender  en  las  cosas  del  patronazgo: 
lue  igualmente  de  los  bienes  de  sus  padres  y  de  estos  que 
lejaban  vinculados  ,  se  diesen  al  Comendador ,  frailes  y  con- 
rentos  del  monasterio  de  la  Merced  de  Ubeda  por  las  misas  y 
■esponsos  que  en  él  se  habían  de  decir,  conforme  á  la  funda- 
ción del  Juan  Vázquez  del  Busto  y  Aldonza  de  Perea ,  su  mu- 
er, sus  bisabuelos,  10.000  maravedises  en  cada  un  año  perpé- 
luamente  de  los  frutos  y  reutas  de  estos  sus  bienes,  para  orna- 
nentos  y  otras  cosas  del  servicio  del  altar  y  para  reparos  de 
a  capilla  mayor:  que  á  los  Priores  y  Beneficiados  de  las  igle- 
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sias  de  Ubeda  se  les  diesen  6.600  maravedisea  que  los  tenia 
señalados  por  cierta  escritura,  y  asimismo  otros  2.800  mara- 
vedises; de  manera  que  en  cada  un  año  se  les  hubiese  de  dar 
y  diesen  en  todo  10.000  maravedises,  para  que  con  más  volun- 
tad y  cuidado   dijeran   la  misa ,   aniversario  y   responso  que 
menciona :  que  asimismo  se  diese  &  la  iglesia  de  su  villa  de 
Mármol  30  ducados  cada  año  para  la  fábrica  de  ella  y  para 
ornamentos  y  otras   cosas  del  altar  y  del  culto  divino  :  que 
porque   dejaba  una  cláusula  de  esta  dicha   mejora  y  vinculo 
de  mayorazgo  que  en  cada  un  año  se  diesen  50  ducados  para 
ayuda  del  casamiento  de  una  doncella  pobre ,  natural  de  m 
villa  de  Mármol ,  era  su  voluntad  que  se  continuase  esta  li- 
mosna  perpetuamente  para  que   en  cada  un   año  se  casase 
una  doncella  de  las  naturales  de  la  dicha  villa  ,  declarando, 
como  declaraba,  que  cuando  se  hiciese  este  patronazgo  fuese 
la  limosna  de  cada  una  de  dichas  doncellas  20.000  maravedi- 
ses: que  todo  lo  demás  que  sobrase  de  los  frutos  y  rentas  de 
los  bienes  de  esta  mejora  y  vinculo  de  mayorazgo ,  y  cum- 
plido lo  que  estaba  referido,  se  gastase  y  distribuyeran  perpe- 
tuamente por  el  patrón  y  diputados,  un  año  entre  pobres  ver- 
gonzantes de  las  ciudades  de  Ubeda  y  Granada ,  por  el  orden 
que  les  pareciese,  y  otro  año  en  sacar  presas  pobres  délas 
cárceles  de  las  mismas  ciudades,  todo  ello  por  mitad,  sacando 
primeramente  del  cuerpo  del  dicho  remanente  10.000  marave- 
dises en  dinero  y  20  fanegas  de  trigo  cada  año,  que  se  repar- 
tirían en  los  vecinos  pobres  de  la  dicha  su  villa  del  Mármol; 
y  que  esto  -se  hiciera  asi  perpetuamente  para  siempre  jamás: 
Resultando  que  en  28  de  Abril  de  1842,  Doña  Catalina  Bar- 
rionuevo,  vecina  de  Santafé,  por  sí  y  á  nombre  de  sus  hijos,  y 
posteriormente  D.  José  Pérez  Parra,  como  administrador  de  sas 
hijos,  acudieron  al  Juzgado  de  primera  instancia,  después  de 
cierto  iqcidente  en  que  fueron  parte  D.  Vicente  Salazar  como 
patrón  y  el  Chantre  de  la  Iglesia  Catedral  como  diputado  del 
referido  patronato  y  su  agregación,  alegando  que  los  bienes 
componentes  del  mismo  debian  repartirse  en  porciones  iguales 
entre  los  parientes  llamados  á  disfrutar  parte  de  sus  productos 
con  arreglo  á  las  órdenes  y  leyes  vigentes  sobre  esta  clase  de 
fundaciones  familiares,  solicitaron  que  se  declarasen  libfts 
los  bienes  de  que  constaba  el  referido  patronato,  y  en  este 
concepto  que  á  eltos,  en  las  representaciones  que  ostentatMi 
les  tocaban  y  pertenecían  en  pleno  dominio  y  propiedad»  4i 
concurrencia  de  los  demás  que  acreditasen  parentesco  coBil 
fundador,  mandando  al  efecto  que  se  llamase  en  la  forma  pilv^ 
tica  para  que  dentro  de  tercero  dia  comparecieran  á  ejenM^.j 
sus  acciones  bajo  apercibimiento;  y  sin  otro  trámite  se  pnMb 
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y  Ó  auto  en  23  Je  Setiembre  de  1845  declarando  libres  los  bie- 
nes que  constituian  la  dotación  del  patronato  fundado  por 
D.  Cristóbal  Muñoz  de  Salazar  en  23  de  Noviembre  de  1568  y 
agregación  hecha  á  él  por  D.  Juan  Vázquez  de  Salazar  en  10 
de  Abril  de  1597 ,  y  mandando  que  se  convocase  á  todos  los 
parientes  de  los  referidos,  por  medio  de  edictos  en  los  sitios 
públicos  y  en  el  Boletin  de  provincia  y  en  la  Gacela  del  Go- 
bierno, por  término  de  treinta  dias: 

Resultando  que  en  virtud  de  dichos  llamamientos  compa- 
recieron gran  número  de  interesados,  y  entre  ellos  Doña  AI- 
fonsa  Pérez  y  Castillo,  hija  del  D.  José  Pérez  Parra,  por  sí  y  á 
nombre  de  sus  hermanos  que  se  expresan^  pretendiendo  que 
á  ella  y  á  sus  representados,  como  parientes  del  instituidor 
y  en  concurrencia  con  los  demás  que  acreditasen  serlo,  toca- 
ban y  pertenecían  los  bienes  del  referido  patronato  fundado 
por  D.  Cristóbal  Muñoz  de  Salazar  y  agregación  por  su  hijo 
D.  Juan,  en  la  porción  debida: 

Resultando  que  también  compareció  D.  Rafael  de  Torres, 
como  marido  de  Doña  María  Dolores  Elizalde,  á  quien  repre- 
senta Doña  María  Dolores  Torres,  solicitando  que  se  la  decla- 
rase &  su  tiempo  con  derecho  á  la  obtención  y  goce  de  la  parte 
que  la  debiera  corresponder  en  los  bienes  del  referido  patro- 
nato, en  concurrencia  con  los  demás  parientes  del  fundador; 
y  después  dichas  interesadas  con  otros,  bajo  un  contexto  al 
alegar  de  bien  probado,  pidieron  que  se  ejecutase  la  división 
de  los  bienes  de  dicho  patronato  y  sus  agregaciones  que  cons- 
taban de  las  escrituras  de  agregación  y  del  libro  de  hacienda 
«ntre  D.  Vicente  Muñoz  de  Salazar  como  ex-patrono  por  la 
renta  de  los  400  ducados  que  tenia  asignados  por  el  cuidado, 
esmero  y  administración  y  la  Doña  Alfonsa  Pérez  del  Castillo 
y  Doña  Dolores  Elizalde  y  demás  que  habian  acreditado  tener 
derecho  indisputable  al  percibo  de  dotes  por  su  cualidad  de 
parientes  de  dicho  fundador,  de  mujeres  que  eran  las  agrra- 
ciadas  y  que  estaban  en  el  caso  de  recibir  las  rentas,  todo  con 
arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  4.**  de  la  ley  de  27  de  Setiem- 
bre de  1820;  para  todo  lo  cual  se  apoyaron  en  que  conforme 
á  lo  establecido  en  la  fundación,  no  podía  dudarse  que  los  per- 
ceptores de  las  rentas  de  aquel  patronato  fideicomiso  familiar 
debian  percibirlas  los  parientes  que  pudieran  casarse  ó  entrar 
úe  religiosas,  y  esta  circunstancia  la  habian  acreditado  la 
Doña  Alfonsa,  Doña  Dolores  y  demás  con  las  competentes  par- 
tidas sacramentales,  en  que  se  demostraba  que  descendían  del 
primer  patrono  D.  Juan  Muñoz  de  Salazar,  por  proceder  todos 
de  Doña  María  Muñoz  de  Salazar,  casada  con  D.  Fernando  del 
Castillo,  y  hermana  de  D.  Juan  Muñoz  de  Salazar,  casado  con 
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Doña  Marfa  del  Bosal,  de  quien  procedía  el  ex-patrono  D.  Vi- 
cente Muñoz  de  Salazar: 

Resultando  que  igualmente  compareció  el  Jefe  político  de 
la  provincia,  como  representante  legal  de  los  establecimiento» 
provinciales  de  Beneficencia,  á  evacuar  el  traslado  que  se  le 
habia  conferido,  y  pidió  que  se  tuviese  por  parte  á  dichos  es- 
tablecimientos al  formar  la  división  del  patronato  de  que  set 
trata,  y  que  se  les  adjudicase  la  parte  de  bienes  que  les  cor- 
respondiera en  las  obras  pías  que  constaban  de  la  fundación, 
destinadas  á  beneficencia,  y  que  se  les  instruyera  á  su  debido 
tiempo  de  la  indicada  partición  y  división  para  conformarse 
con  ella  ó  ejercitar  en  su  caso  las  acciones  que  les  correspon- 
diesen; y  al  efecto  alegó  que  aceptaba  la  cuestión  en  el  caso 
en  que  la  habia  colocado  la  ley  de  11  de  Octubre  de  1820,  j 
el  Juzgado  en  su  auto  de  23  de  Setiembre  de  1845,  por  el  que 
se  declaraban  libres  los  bienes  que  constituían  la  dotación  del 
patronato  de  que  se  trata :  que  los  establecimientos  de  Bene- 
ficencia de  aquella  capital  se  hallaban  en  el  casd  de  que  se  les 
considerase  parte  en  la  división,  y  que  las  limosnas  para  re- 
dimir cautivos,  la  crianza  de  niños  expósitos,  la  ayuda  para 
casar  doncellas  huérfanas  y  para  entrar  en  religión,  eran  de 
las  cargas  y  gravámenes   perpetuos   del  patroni^to    fundado 
por  D.  Cristóbal  Muñoz  de  Salazar ,  que  traian  origen  de  la 
fundación,  que  pesaban  en  general  sobre  sus  bienes  y  que  de- 
bían conservarse,  porque  si  bien  era  verdad  que  hoy  no  ha- 
bla cautivos  que  redimir^  las  fundaciones  destinadas  á  este  fiD 
estaban  comprendidas  en  las  demás  de  beneficencia;  además 
de  que  subsistían  todas  las  otras  obras  pias  que  debian  cum- 
plirse en  el  hospicio  de  aquella  ciudad,  y  mucho  más  si  se 
atendía  á  que  el  fundador  expresó,  que  habiendo  hospital  se- 
ñalado para  la  crianza  de  niños  expósitos,  se  dieran  los  100.000 
maravedises  á  este  objeto  destinados  al  administrador  de  dicho 
hospital,  en  cuyo  caso  precisamente  se  encontraba: 

Resultando  que  D.  Vicente  Muñoz  de  Salazar  y  los  dipu- 
tados que  componían  la  junta  del  patronato  referido  y  so» 
agregaciones,  se  opusieron  á  las  declaraciones  de  parentesco 
que  alegaban  tener  con  el  fundador  D.  Cristóbal  Muñoz  de 
Salazar  todos  los  que  se  hablan  presentado  en  autos  en  soli-t 
citud  de  que  se  les  declarase  derecho  de  participación  á  los 
bienes  con  que  estaba  dotado  el  patronato,  exceptuando  sólo  i 
la  esposa  del  Conde  de  Montefuerte,  sobrina  del  D.  Vio^iio 
Muñoz  de  Salazar,  condenándose  á  aquellos  en  las  costai;.jf 
en  su  alegato  de  bien  probado  pretendieron  se  desestimastf.^ 
solicitado  por  los  otros  interesados,  declarando  la  facultad  4|ii 
asistía  al  D.  Vicente  Muñoz  de  Salazar  para  que,  como  wdSS^ 
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poseedor  del  patronato,  verificase  la  división  señalando  bienes 
con  que  cubrir  las  cargas  de  fundación,  y  para  ello  expusie- 
ron, entre  otras  consideraciones,  que  por  el  decreto  de  27  de 
Setiembre  de  1820,  quedó  suprimido  el  patronato,  y  que  esta 
época  debia  empezar  á  contarse  desde  el  decreto  de  30  de 
Agosto  de  1836,  por  cuanto  este  mismo  decreto  tenia  fuerza 
legal  desde  que  se  promulgó  la  ley  de  19  de  Agosto  de  1841: 
qae  D.  Vicente  Muñoz  de  Salazar  ud  sólo  se  encontraba  de  pa- 
trono al  restablecimiento  de  las  leyes  de  desvincul ación  ya 
citadas,  sino  mucho  tiempo  antes  de  la  muerte  de  su  padre  Don 
Joan  Nepomuceno  de  Salazar,  y  que  de  consiguiente,  como  ac- 
tual poseedor,  se  le  confirieran  todas  las  ventajas,  prerogati- 
vas  y  preeminencias  que  la  ley  concedía  á  dichos  poseedores 
actuales:  que  nadie  habia  inquietado  al  D.  Vicente  Salazar,  y 
las  funciones  del  patronato  se  regían  sin  alteración  de  ningún 
género:  que  por  los  actos  mismos  ejercidos  por  los  contrarios 
y  que  resultaban  de  las  diversas  piezas  separadas  que  se  ha- 
bían formado,  aparecía  demostrado  que  D.  Vicente  Muñoz  de 
Saladar  era  el  patrono  en  1836,  y  como  tal  habia  sido  recono- 
cida por  el  Juzgado  y  hasta  declarada  su  legítima  represen- 
tación por  el  Tribunal  superior  al  sustituirle  al  pleno  goce  y 
prerogativa  de  patrono:  que  examinada  la  fundación  y  sus 
agregaciones  era  indudable  que  no  podían  tener  derecho  al- 
guno los  que  hoy  litigaban  titulándose  parientes  de  los  fun- 
dadores, porque  el  encargo  estaba  dado  al  patrono  y  éste  debia 
hacer  la  división  y  adjudicarse  bienes  para  su  cumplimiento, 
sin  que  pudiera  determinarse  otra  cosa  diferente  del  destino 
dado  por  los  fundadores,  y  cuyas  atenciones  eran  prefe- 
rentes: 

Resultando  que  dictada  sentencia  por  el  Juez  de  primera 
instancia,  y  admitida  la  apelación  que  interpusieron  Doña  Al- 
fonsa  Pérez  del  Castillo  y  Doña  María  de  los  Dolores  Elizalde, 
por  sí  á  nombre  de  su  hija  Doña  Dolores  Torres,  y  otros  varios 
interesados,  se  sustanció  la  segunda  instancia,  pretendiendo  al 
expresar  agravios  todos  los  apelantes  que  se  revocase  el  defi- 
nitivo del  inferior,  mandando  se  hiciera  la  división  de  los  bie- 
nes del  citado  patronato  entre  los  perceptores  de  las  rentas  con 
arreglo  al  art.  4.**  de  la  ley  de  desvinculacion ,  excluyéndose 
de  ella  á  D.  Vicente  Muñoz  Salazar  y  á  su  sobrina  Doña  An- 
gela Salazar,  con  condenación  de  todas  las  costas  á  aquel: 

Resultando  que  el  D.  Vicente  Muñoz  Salazar,  al  evacuar  el 
traslado  que  le  fué  conferido,  pidió  que  se  confírmase  la  sen- 
tencia apelada  con  las  modificaciones  que  resultaban  de  las 
sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  en  aquella  parte  en  que 
debia  subsistir  la  obra  pía  y  estableció  el  fundador,  por  no 
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poderse  extin^ir  la  carga  que  afectaba  á  los  bienea  en  cuanto 
á  dotes  para  casar  huérfanas  y  limosnas  para  criar  niños  ex- 
pósitos, cuya  declaración  fuese  y  se  entendiera  en  proporcioa 
á  lo  que  alcanzasen  los  bienes  y  réditos  de  censos  que  consti- 
tuian  el  ingreso  principal  del  caudal;  y  que  ningún  derecho 
asistia  á  los  que  se  titulaban  parientes  del  fundador  para  pe- 
dir á  su  favor  la  división  y  adjudicación  de  lo  que-constitnya 
hoy  su  dotación ,  á  quienes  se  les  condenase  en  las  costas  de 
esta  instancia;  y  que  en  cuanto  &  las  devengadas  por  el  patro- 
no en  defensa  de  sus  derechos  en  este  pleito  se  declarase  que 
eran  de  abono  al  mismo  de  los  fondos  y  rentas  del  patronato: 

Resultando  que  no  habian  comparecido,  sin  embargo  de 
su  emplazamiento,  las  Juntas  de  Beneficencia,  y  fallecido  ea 
tal  estado  D.  Vicente  Muñoz  de  Salazar,  se  mostró  parte  DoSa 
Josefa  Porcel  y  Lobo  cómo  única  y  universal  heredera  en  pro- 
piedad del  mismo,  pasaron  los  autos  al  Ministerio  fiscal»  qimn 
pidió  que  se  declarase  que  las  fundaciones  de  que  se  trata 
constituían  un  patronato  familiar  divisible,  con  arreglo  al  ar- 
tículo 2.**  de  la  ley  de  27  de  Setiembre  de  1820,  y  además  una 
memoria  de  misas  sujetas  á  la  misma  ley  de  desvinculacíon,  y 
cuya  división  debería  tener  lugar  luego  que  expresamente  se 
reclamase:  que  se  adjudicasen  como  libres  y  con  oblígacioa 
de  liquidar  y  satisfacer  las  correspondientes  cargas  á  los  here- 
deros de  D.  Vicente  Muñoz  Salazar  la  mitad  de  los  bienes  que 
existieran  del  patronato,  por  corresponderle,  ya  se  considerase 
al  D.  Vicente  como  poseedor  ó  como  inmediato:  que  respecto 
de  la  otra  mitad  se  reservase  su  derecho  á  los  que  se  creyerta 
tenerlo  para  reclamarla:  que  la  misma  reserva  se  hiciera  res- 
pecto de  la  memoria  de  misas,  como  institución  independiente 
del  patronato;  y  que  ambas  reservas  fuesen  extensivas  á  la 
Hacienda  por  el  derecho  que  pudiera  tener  para  solicitar  la  de- 
claración de  mostrencos  de  los  bienes  si  no  se  presentasen  re- 
clamantes legítimos  para  obtenerlos: 

Resultando  que  conclusos  los  autos,  la  Sala  tercera  de  la. 
Audiencia  de  Granada  dictó  sentencia  en  29  de  Abril  de  18(9, 
declarando  que  las  fundaciones  instituidas  por  D.  Cristóbsl 
Muñoz  de  Salazar  y  D.  Juan  Vázquez  Salazar  constituyen  im 
patronato  familiar  divisible  con  arreglo  al  art.  2.'  de  la  ley  de 
27  de  Setiembre  de  1820,  y  además  una  memoria  de  misas  sa-* 
jeta  á  la  misma  ley  de  desvinculacion,  y  cuya  división  deberis 
tener  lugar  luego  que  expresamente  se  reclame:  que  se  ad^tt* 
dicaban  como  libres  y  con  obligación  de  liquidar  y  fiilíiifliipr 
las  correspondientes  cargas  á  los  herederos  de  D.  Vicente :]|lr 
ñoz  de  Salazar  la  mitad  de  los  bienes  que  existian  del  pilp* 
nato  por  corresponderle,  ya  se  considere  al  I).  Vicente 
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poseedor  ó  como  ÍDmediáto:  qoe  se  reservaba  su  dereclio  á  los 
que  se  creyeran  tenerle  á  la  otra  mitad  de  bienes  y  á  la  me- 
moria de  mlsaá  como  instituciou  independiente;  siendo  exten- 
siva á  la  Hacienda  pública  dicha  reserva  por  el  que  pudiera 
tener  para  solicitar  la  declaración  de  mostrencos  de  los  bienes 
si  no  se  presentasen  reclamantes  legítimos  para  obtenerlos: 

Resultando  que  de  esta  sentencia  interpusieron  súplica  la 
Doña  Alfonsa  Pérez  del  Castillo  y  consortes»  y  al  mejorarla 
pretendieron  se  supliese  y  enmendase  la  de  vista,  mandando 
•que  la  división  del  patronato  familiar  de  que  se  trata  se  hicie- 
ra y  ejecutase  con  arreglo  al  art.  4.^  de  la  ley  de  desvincula* 
<;ion  de  27  de  Setiembre  de  1820,  restablecida  en  30  de  Agosto 
de  1836,  según  oorrespondian,  atendida  la  voluntad  de  los 
fundadores  tan  expresa  y  terminante  en  sus  disposiciones,  se- 
Halando  y  adjudicando  los  bienes  que  correspondieran  á  las 
dotes  de  parientes  pobres,  sino  á  todos  los  que  se  habían  pre- 
sentado como  opositores,  al  menos  á  las  que  tenían  acreditado 
qu^  al  restablecimiento  de  la  citada  ley  de  desvinculacion,  que 
eran  Dofia  Alfonsa  del  Castillo  y  otras,  estaban  con  los  requi- 
sitos indispensables  para  considerárseles  como  actuales  percep- 
toras de  parientes  indubitados  de  los  fundadores ,  huérfanas  y 
pobres  con  opción  por  lo  mismo  á  las  dotes:  que  se  siyetasea 
al  inventario  y  partición  todos  los  bienes  que  constaban  de  la 
fundación  y  sus  agregaciones,  excepto  los  que  legalmeute  re- 
sultasen vendidos,  y  se  sujetasen  al  inventario  los  cupones  y 
Deudas  del  Estado  de  que  debían  de  responder  los  patronos  y 
administradores  que  habían  manejado  y  administrado  aquellos, 
igfualmente  que  las  rentas  que  todos  hubiesen  producido  ó  de- 
bido producir: 

Resultando  que  la  Doña  Josefa  Porcel  y  Lobo  y  el  Ministe- 
rio fífical  solicitaron  la  confirmación  en  todas  sus  partes  de  la 
sentencia  suplicada: 

Resultando  que  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia ,  por 
sentencia  de  30  de  Noviembre  de  1872  ,  supliendo  y  enmen- 
dando la  de  vista  suplicada,  declaró  no  haber  lugar  á  la  adju^ 
dicacion  de  los  bienes  que  constituyen  la  dotación  de  las  funr 
daciones  piadosas  hechas. por  D.  Cristóbal  Muñoz  de  Salazar'y 
^u  hijo  D.  Juan  Vázquez  de  Salazar  en  las  escrituraé  de  23:de 
Noviembre  de  1568  y  10  de  Setiembre  de  1597,  y  de  las  agr^ 
g^ciones  que  á  las  mismas  verificaron  el  Marqués  y  la  Mah- 
quesa  de  Mancera  por  sus  respectivos  testamentos ,  solicitada 
por  parte  de  Doña  Josefa  Porcel  y  Lobo  y  Dona  Alfonsa  Pé- 
rez Castillo  y  consortes;  y  que  mereciendo  ejecutoria  esta  sett* 
tenéis ,  se  remitiese  certifícaoion  de  ella  al  Gobernador  de  la 
provincia,  á  los  efectos  de  la  ley  de  1.°  de  Mayo  de  1855: ; 
^  II.-I/Y3/  39 
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Resultando  que  contra  este  fallo  interpuik)  la  Doña  Josefa 
Porcel  y  Lobo  recurso  de  nulidad,  por  considerar  infringidas:: 

1.^  La  ley  de  la  fundación,  y  los  artículos  1.%  2.*  y  7.^dfr 
la  ley  desvinculadora  de  11  de  Octubre  de  1820,  en  cuanto  por 
la  sentencia  de  revista  se  reputaba  una  obra  meramente  bené- 
fica, no  desTiuculable  ni  divisible ,  la  institución  fundada  por 
D.  Cristóbal  Muñoz  de  Salazar  y  agregaciones  hechas  á  la 
misma,  siendo  asi  que  el  fundador  dio  á  su  institución  el  nom* 
bre  de  patronato,  y  llamó  al  goce  y  posesión  de  este  dereclu^ 
á  los  parientes  de  la  linea  que  designó,  constituyendo  de  esta 
manera  un  verdadero  patronato  familiar ,  por  más  que  estu* 
viese  gravado  con  ciertas  cargas ,  cuyo  cumplimiento  eorres* 
pondia  á  los  patronos,  y  que  debian  asignarse  en  justa  pro- 
porción á  los  bienes  con  que  la  vinculación  fué  dotada. 

2.**  La  ley  19,  tit.  22,  Partida  3.%  y  la  doctrina  legal  de  qufr 
son  ejecutorias  las  providencias  judiciales  consentidas  por  las- 
partes  y  contra  las  cuales  no  se  ha  interpuesto  recurso  algu* 
no,  á  la  vez  que  el  art.  4.°  de  la  ley  de  4  de  Julio  de  1837, 
que  declara  deben  tenerse  por  hechas  las  modiñcaciooes  y  por 
subsistentes  las  actuaciones  cuando  las  partes  se  manifiestan 
sabedoras  de  las  providencias  y  no  reclaman  su  notificación 
formal;  por  cuanto  en  el  presente  litigio  se  dictó  auto  por  el 
Juez  de  primera  instancia  en  23  de  Setiembre  de  1845  decla- 
rando libres  los  bienes  que  constituían  la  dotación  del  patro- 
nato en  cuestión,  y  si  bieu  dicho  auto  se  proveyó  sin  audien- 
cia de  los  patronos  y  del  Ministerio  fiscal,  y  dejó  también  dfr 
notificarse  á  unos  y  á  otros,  todas  las  partes  se  han  mostrado 
sabedoras  de  él  durante  el  procedimiento,  y  ninguna  ha  re* 
clamado  contra  el  mismo,  quedando  por  consiguiente  ejecuto- 
rio: que  aunque  se  dudara  del  valor  y  eficacia  del  auto  de  22 
de  Setiembre  de  1845,  después  de  él  se  habian  dictado  la  sen- 
tencia del  Juez  de  primera  instancia  y  la  de  la  Sala  tercera 
en  grado  de  vista,  que  decidieron  una  y  otra  que  el  patronato 
era  divisible  y  se  hallaba  sujeto  á  las  prescripciones  de  la  ley 
de  11  de  Octubre  de  1820,  y  en  este  particular  quedaran  firmes 
y  ejecutoriadas;  pues  si  bien  se  interpuso  súplica  del  Yallo  de 
vista  por  la  parte  de  D.oúa  Alfonsa  Pérez  del  Castillo  y  con* 
sortes,  fué  sólo  en  cuanto  se  mandaba  hacer  la  división  por 
las  reglas  del  art.  2.^  y  no  por  las  del  art.  4.^  como  preten- 
día; habiendo  aquietado  con  la  sentencia  á  la  Doña  JoaeS^ 
Porcel  y  el  Ministerio  fiscal,  siendo  por  consiguiente  la  da»* 
vinculación  y  libertad  de  los  bienes  del  patronato  un  heeha 
declarado  y  sancionado  en  el  juicio  por  todos  los  autos  y 
tencias  que  en  él  se  habian  dictado,  consentido  por  todas 
partes  litigantes,  y  contra  el  cual  no  se  podia  ir.  rrf 
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3.""  La  ley  13,  tit.  22,  Partida  3.^,  que  anula  el  segundo 
juicio  dado  contra  el  primero,  y  la  doctrina  de  jurisprudeooia 
consignada  en  sentencia  de  este  Tribunal  Supremo  de  12  de 
febrero  de  1864  ,  de  que  la  sentencia  qoe  infundadamente 
anula  ó  contradice  una  ejecutoria  anterior  infringe  las  leyes  13 
7  19,  tit.  22,  Partida  3.%  referentes  á  la  fuerza  que  há  el  jui- 
cio aoabado. 

4.*  La  ley  16,  tit.  22,  Partida  3/,  que  expresa  «non  debe 
valer  el  juicio  que  da  el  Juzgador  sobre  cosa  que  non  fué  de?- 
mandada  ante  él; ;»  y  la  doctrina  legal  de  que  en  los  juicios 
civiles  los  Tribunales  no  pueden  apartarse  de  las  solicitudes  de 
las  partes  ni  hacer  de  oficio  declaraciones  que  no  se  le  han 
pedido;  por  cuanto  dictada  la  sentencia  de  vista  que  declara 
divisible  los  bienes  del  patronato,  y  suplicada  esta  sentencia 
por  la  parte  de  Doña  Alfonsa  Pérez  del  Castillo,  y  consortes, 
la  discusión  se  babia  limitado  en  la  tercera  instancia  á  si  di- 
cha división  debia  hacerse  con  arreglo  al  art.  2.^,  ó  en  la  forma 
establecida  en  el  4.^  de  la  ley  de  11  de  Octubre  de  1820;  y 
circunscrita  á  estos  términos  la  contienda,  el  Tribunal  no  ha- 
bla podido  salirse  de  ella  para  hacer  una  declaración  notoria- 
mente incongruente  y  que  nadie  habia  solicitado,  cual  era  la 
de  que  la  fundación  no  estaba  sujeta  á  la  ley  desvinculadora 
por  ser  una  obra  pia  meramente  benéfica. 

T  5.^  La  jurisprudencia  establecida  en  la  sentencia  de  22 
de  Diciembre  de  1860,  que  declara  que  las  sentencias  deben 
eiroanscribirse  á  los  términos  de  las  demandas  y  reclamacio- 
nes hechas  oportunamente  en  los  pleitos,  atendiendo  cuidado- 
samente á  lo  que  se  ha  pedido  y  á  la  forma  ó  modo  en  que  se 
ha  hecho,  en  la  de  28  de  Enero  de  1872,  que  consigna  que 
cuando  la  sentencia  resuelve  cuestiones  que  no  han  sido  objeto 
de  la  demanda  ni  del  pleito,  infringe  la  ley  16,  tit.  22,  Par* 
tida  3.^  en  la  de  30  de  Enero  de  1864,  que  establece  que  la 
sentencia  sólo  puede  resolver  sobre  lo  que  haya  sido  objeto  de 
la  demanda  y  de  la  discusión  del  pleito;  en  la  de  28  de  Junio 
de  1864,  que  sienta  que  la  sentencia  que  resuelve  sobre  un 
extremo  del  que  no  se  ha  hecho  reclamación  alguna,  ni  acerca 
del  que  ha  versado  el  debate  judicial,  infringe  la  ley  16,  ti- 
talo  22,  Partida  3.^;  y  en  las  de  7  de  Abril,  26  de  Mayo  y  16 
de  Octubre  de  1866,*  que  declaran  que  la  sentencia  no  pueda 
conceder  aquello  que  no  se  ha  pedido  en  la  deipanda  ni  se  ha 
disentido  en  el  pleito ,  y  que  las  cuestiones  que  no  han  sido 
elgeto  de  discusión  en  «1  litigio  no  pueden  s^lo  tfin^ioi^Q  ^ 
la  sentencia: 

Y  resultando  que  Doña  Alfonsa  Pérez  del  Castillo  y  Doña 
Dolores  Torres,  teniendo  entendido  que  la  Doña  Josjefa  Poreel 
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habia  interpaesto  el  expresado  recurso  de  nulidad,  solicitaron 
que  se  les  tuviese  por  adheridas  al  mismo  en  cuanto  se  les  de-> 
negaba  la  adjudicación  de  los  bienes  que  teniau  solicitada. 

Vistos ,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Laureano  de  Ar- 
rieta. 

Considerando  que  con  arreglo  ¿  lo  establecido  por  la  ley  16» 
titulo  22  de  la  Partida  3.*^  y  la  constante  jurisprudencia  san- 
cionada, de  acuerdo  con  ella,  por  este  Tribunal  Supremo,  es 
nula  la  sentencia  que  resuelve  cuestiones  y  puntos  no  promo- 
vidos ni  discutidos  durante  el  litigio: 

Considerando  que  es  igualmente  inconcuso  el  principio  de 
derecho  procesal  según  el  que  la  competencia  y  jurisdicciOD 
de  un  Tribunal  de  alzada  no  se  extiende  más  allá  de  lo  so» 
metido  á  él  en  virtud  del  correspondiente  recurso  de  apelación 
ó  de  súplica: 

Considerando  que  la  sentencia  dictada  en  grado  de  revista 
por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Granada  en  30  de 
Noviembre  de  1872,  contiene  una  declaración  jurídica  comple- 
tamente extraña  y  diferente  á  las  promovidas  y  discutidas  por 
las  partes  litigantes  durante  el  litigio  y  no  sometida  al  cono- 
cimiento y  resolución  de  aquella  Sala,  puesto  que  pasaron  á 
ella  los  autos  únicamente  en  virtud  de  la  súplica  que  de  la 
sentencia  de  segunda  instancia  interpusieron  Doña  Alfonsí 
Pérez  del  Castillo  y  consortes  por  no  haber  acordado  en  los 
términos  que  pretenden  la  división  y  adjudicación  de  los  bie- 
nes litigiosos,  mientras  que  Doña  Josefa  Porcel  y  el  Ministerio 
fiscal  solicitaron  y  sostuvieron  en  grado  de  revista  la  confir- 
mación en  todas  sus  partes  de  dicha  sentencia  suplicada: 

Considerando  que  si  bien  el  Ministerio  público  tiene  el  de- 
ber de  sostener  los  derechos  del  Estado,  aun  por  los  medios 
preferentes  y  especiales  que  para  casos  determinados  le  con- 
ceden las  leyes,  se  halla,  no  obstante,  subordinado  á  las  con- 
diciones fundamentales  del  procedimiento  judicial,  sin  las  cna- 
les  carecerían  de  autoridad  y  de  eficacia  las  más  solenineB 
decisiones  de  los  Tribunales,  y  quedarían  en  la  incertidumbie 
y  en  el  desamparo  los  más  sagrados  derechos  privados; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar 
al  recurso  de  nulidad  interpuesto  por  Doña  Josefa  Porcel  y 
Lobo,  y  al  que  se  adhirieron  Doña  Alfonsa  Pérez  del  Castillo  y 
Doña  Dolores  Torres,  contra  la  sentencia  dictada  en  grado  éá 
revista  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Oranadi 
en  30  de  Noviembre  de  1872;  y  en  su  virtud,  anulamos  dislb 
sentencia,  y  mandamos  se  devuelvan  los  autos  á  la  misma  A)i» 
diencia  para  los  efectos  prevenidos  en  el  art.  18  del  ReaFA- 
¿reto  de  4  de  Noviembre  de  1888,  cancelándose  la  fiama  IK 
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potéoiiria  constituida  pata  ht*.  iBterpoaíeion  del  menciooado  re- 

'  A^í  por  esta  nuestra  sentejicia,  que  se  publicará  en  la  Oa^ 
C9t4  i  insertará  en  Ih  Colección  legislativa  y  pasándose  al  efec- 
to las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos ,  mandamos  y  firm^ 
inos.=Juan  González  Acevedo.=Laureano  de  Arrieta^^  Hilario 
áé  igaü:^=^Joaé  Fermin  de  Muro.=»yictoriano  Careaga.^^Joa- 
qain  Raíz  Cañábate. = Ricardo  Diaz  de  Ruéda« 

Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Exce- 
letítisimo  Sr.  D.  Laureano  de  Arrieta,  Magistrado  de  la  Sala 
primera  del  Tribunal  Supretno,  celebrando  audiencia  pública 
ís  misma,  eií  el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de 
Cámara. 

Madrid  11  de  Diciembre  de  1875.«=»Bogelio  González  Montes. 

NÚM.  114. 
CASACIÓN  POR  INFRACCIÓN  DE  LEY.-^SALA  PRIMERA. 


Aprovechamiento  ue  aguas. — Sentencia  de  13  de  Diciembre, 
declarando  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto 
por  Doña  María  Ruiz  Pérez,  viuda  y  albacea  de  D.  Manuel 
.  Gómez  Morales  v  los  herederos  de  éste  contra  la  pronun- 
ciada por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Granada» 
en  pleito  con  la  Marquesa  viuda  de  Sacares,  y  consortes. 

En  sus  ooNsiDBBANDos  se  establece: 

Que  es  una  verdad  Jurídica,  lo  mismo  intes  que  después  de 
la  ley  de  3  de  Agosto  de  1866,  que  siempre  se  ha  ganadOi  ya 
par  tiempo  y  concesiones  antiguas  de  que  no  hay  memoria  ^  ya 
por  otorgamiento  más  ó  menos  reciente  de  los  Gobiernos  el  uso 
ó  aplicación  de  tales  ó  cuáles  aguas  de  origen  ó  carácter  pú-^ 
ilico,  constituyéndose  sobre  ellas  una  especie  de  derecho  real 
para  fomento  de  los  intereses  colectivos  é  individuales  de  las 
industrias. 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  13  de  Diciembre  de  1875, 
en  el  pleito  pendiente  átate  Nos,  en  virtud  de  recurso  de  cusa- 
clon  por  infracción  de  ley,  ibegruido  en  el  Juzgado,  de  primera 
ÍBStáñcia  det  distrito  del  Sagrario  de  Granada  y  «n  la  9ala 
de  lo  pivil  dé  la  Audiencia  de  su  territorio  por  Doña  Franois|3a 
Ventea  y  Gómez,  Marquesa  Viudü  de  Biacares;  D.  Manuel  Ma^- 
ria  Allende  Salazar,  Conde  de  Montefuerte ,:  en  representación 
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de  SU  mujer  Doña  Angela  Salazar  y  Hartorell;  D.  Alfonso  Ha- 
cías de  la  Cerda  y  Coello,  Marqués  de  Gaicedo,  como  admüiii^ 
trador  legítimo  de  su  hijo  menor  D.  Alfonso  Maoíaa  de  la  Cerda, 
y  los  colonos  D.  José  Ortega  Molina  y  D.  Juan  Yalverde  Rojas, 
con  la  viuda  y  herederos  de  D.  Manuel  Oomez  Morales,  sobre 
aprovechamiento  de  aguas: 

Resultando  que  por  eséritura  de  7  de  Setiembre  de  1849, 
que  otorgó  el  Juez  de  primera  instancia  del  distrito  del  Cam- 
pillo de  Granada  en  virtud  de  autos  ejecutivos:  contra  D.  Juan 
Bautista  Strólogo  y  su  mujer  Doña  Alfonsa  López  Carrillo, 
adquirió  D.  Manuel  Oomez  Morales,  por  la  cantidad  de  30.200 
reales,  un  trance  de  tierra  calma  de  riego,  de  102maijales,  stto 
en  término  de  aquella  ciudad,  pago  de  Macharachochi,  ramal 
de' la  Iglesia,  que  procedían  de  las  que,  como  de  obras  pias 
había  adquirido  Doña  María  Antonia  Martínez  Ruiz  por  escri- 
tura de  8  de  Abril  de  1808: 

Resultando  que  D.  Benigno  Peregrina  y  su  hermana  Doña 
Josefa,  viuda  de  D.  Antonio  García  Moreno,  vendieron  por 
escritura  de  29  de  Abril  de  1851  á  D.  Manuel  Gk>me¿  Menúes 
en  10.800  rs.  vn.  60  marjales  de  tierra  calma  de  riego,  sitos 
en  término  de  dicha  ciudad,  pago  del  Capitán  ó  Macharachuchi, 
divididos  en  tres  hazas,  que  procedían  también  de  Doña  Ma- 
ría Antonia  Martínez  Ruiz,  que  las  hubo  con  otras  por  la 
misma  escritura  referida;  y  que  tanto  estos  marfales  como  los 
anteriores  están  sitos  por  debajo  de  la  acequia  de  Cambea,  y 
conñnan,  entre  otras  propiedades,  con  tierras  de  los  cortaos 
del  Cerero  y  del  Capitán ,  formando  en  la  actualidad  la  suerte 
denominada  de  Peregrina,  con  132  marjales,  la  Longuera,  con 
14  y  otra  suerte  de  16  marjales,  que  distaba  de  las  anteriores 
324  metros: 

Resultando  del  apeo  que  el  Licenciado  Loaysa  practicó  en 
el  año  de  1873  que  el  pago  de  Macharachuchi,  ¿ntes  de  Mará- 
duri ,  se  divide  en  tres  ramales :  el  de  Macharachuchi  propia- 
mente dicho,  el  de  Nenchines  ó  la  Iglesia  y  el  Secanillo ,  re- 
gándose el  ramal  de  Nenchines  ó  de  la  Iglesia  dos  noches  cada 
semana  con  el  agua  de  la  acequia  Gorda,  debiendo  devolver 
el  agua  á  la  salida  del  lucero  del  alba,  y  que  el  ramal  dd 
Secanillo  no  tenia  agua  de  propiedad  si  no  la  compraban  ó  la 
quitaban: 

Resultando  que  D.  Manuel  Gómez  Morales  pidió  en  el  año 
de  1868  á  los  dueños  del  cortijo  del  Cerero,  por  conducto  dri. 
Alcalde -Corregidor,  tumo  y  tanda  para  sus  tierras  de  ¥wt 
grina  en  las  aguas  con  que  se  fertilizaba  aquella  finoa:  queii 
sesión  celebrada  en  6  de  Junio  de  dicho  año  ante  el  delegaüi 
del  Alcalde -Corregidor  los  propietarios  del  cortijo  del  Ceñd 
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llmmado  antiguamente  Bajo,  rechazaron  las  dos  peticiones  que 
^ontenia  la  solicitad  de  Gómez  Morales  y  sus  dos  consortes» 
por  las  que  pretendían  en  la  primera  que  no  se  oyese  á  los 
labradores  y  propietarios  del  Cortijo  ^e  Gonchoso,  llamado  antes 
-de  Alto  f  en  el  pago  de  Machamó ,  cuyos  interesados  estaban 
instruidos  en  las  aguas  que  reclamaban,  forma  y  hora  de  re- 
^^rlas  y  demás  conceroiente  á  las  mismas,  por  lo  cual  no  de- 
bía dejar  de  oírseles;  y  en  cuanto  á  la  segunda,  sobre  el  esta- 
blecimiento 4e  los  turnos  y  tandas,  no  podían  aceptarlos  ni 
emitir  forma  alguna  que  variase  el  aprovechamiento  que  de 
tiempo  inmemorial  ,venia  dándose  á  las  aguas  propias  del  cor- 
tijo del^  Cerero,  que  consistía  en  cuarenta  y  ocho  horas  de  vier- 
nes á  domingo:  que  Oomez  Morales,  por  sí  y  en  nombre  de 
los  que  firmaban  el  escrito  pidiendo  turnos,  manifestó  que  in- 
«flistia  en  que  al  cortijo  del  Cerero,  que  estaba  enclavado  en  el 
pago  de  Macharachuchi ,  no  le  pertenecía  tal  tercio  de  ag^ua; 
pues  en  el  caso  seria  el  de  Macharnó,  por  consiguiente  todas 
x^uantas  aguas  entraban  en  el  indicado  pago  debían  distribuirse 
por  el  orden  que  marcaba  la  ley,  á  menos  que  los  referidos 
interesados  del  cortijo  del  Cerero  no  acreditasen  con  documen- 
tos bastantes  que  eran  dueños  en  absoluto  del  referido  tercio 
del  sábado  y  domingo,  y  que  el  Presidente  acordó  no  haber 
lugar  al  turno  y  tanda  solicitado  por  Gómez  Morales  y  con- 
-sortes: 

Resultando  que  en  24  de  Julio  de  18^8  dedujo  el  referido 
Oomez  Morales  interdicto  de  recobrar  la  posesión  en  que  se 
hallaba  de  regar  una  tierra  de  su  propiedad  en  el  pago  de 
Macharachuchi,  ramal  de  la  Iglesia,  y  en  que  había  sido  per- 
turbado por  D.  José  Ortega  la  noche  del  miércoles  22  de  aquel 
mes;  y  que  previa  información  y  fianza,  dictó  el  Juez  sentencia 
Testitutoria,  que  se  llevó  á  efecto: 

Resultando  que  en  29  del  mismo  mes  y  año  dedujo  Gómez 
Morales  otro  interdicto  de  recobrar  contra  D.  Juan  VaJverde, 
labrador  como  Ortega  del  cortijo  del  Capitán ,  porque  la  no- 
•che  del  martes  28,  estando  regando  con  el  agua  del  tercio  que 
correspondía  á  sus  tierras ,  se  presentó  Valverde  con  una  pa^ 
reja  de  Guardia  rural,  llevándose  el  agua  de  su  orden  y  á  nom- 
bre de  los  demás  labradores  que  hacían  el  riego  por  el  ramal 
de  la  acequia  de  Cambea  á  regar  unas  hazas  que  estaban  más 
bajas  que  las  de  Oomez  Morales ;  y  que  previa  información  y 
flanza,  dictó  el  Juez  sentencia  restitutoria,  condenando  al  des- 
pojante en  costas,  daños  y  perjuicios: 

Resultando  que  en  Octubre  del  propio  año  entabló  Doña 
Francisca  Montes  y  Gomess,  Marquesa  viuda  de  Bacares,  la  de- 
manda objeto  de  este  pleito,  solicitando  que  se  declararse  que 
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le  tocaban  y  correspondian  en  posesioA  las  agrias  qae  segre* 
gadas  de  la  acequia  Gorda  corren  por  el  ramal. del  tercio  en  pro 
del  cortijo  del  Capitán  los  martes  y  miércoles ,  desde  las  tres 
de  la  tarde  á  las  tres  de  la  mañana^  derecho  y  larga  posesión 
que  partían  de  los  apeos  de  población  que  en  el  último  terdo 
del  siglo  XVI  practicó  el  Licenciado  Loaysa  por  mandamiento 
y  comidion  del  Consejo  del  Monarca,  y  que  en  su  virtud  se 
condenase  á  D.  Manuel  Gómez  Morales  ¿  que  respetara  esta 
posesión,  dejando  sin  efecto  el  interdicto  y  auto  restitutorio» 
con  imposición  de  todas  las  costas^  daños  y  perjuicios,  fun« 
dando  principalmente  su  demanda  en  la  inmemorial  y  nunca 
interrumpida  posesión  en  que  estaban  de  regar  con  las  agnas 
de  los  tercios ,  y  en  su  carácter  de  propietaria  de  unos  de  los 
cortijos  que  formaban  el  del  Capitán,  los  martes  y  miércoles 
de  cada  semana ,  desde  las  tres  de  la  tarde  á  tres  de  la  ma- 
¿ana: 

Resultando  que  Gómez  Morales  impugnó  la  demanda,  ale- 
gando que,  correspondiendo  el  riego  con  las  aguas  que  se  de- 
rivaban de  la  cequia  Gorda  y  discurrían  por  el  ramal  de  los 
tercios  al  pago  ó  ramal  de  MacharacLuchí  desde  el  apeo  del 
Licenciado  Loaysa  en  los  dias  y  horas  antes  señalados ,  y  que 
estando  sus  tierras  en  el  expresado  pago,  le  pertenecían  en  pro- 
piedad y  posesión  dichas  aguas,  que  debian  caer  de  la  acequia 
de  los  tercios  á  la  de  Cabea,  por  la  de  las  Zorreras  biyas;  y 
que  en  su  virtud  pidió  que  se  le  absolviera  de  la  demanda,  ó 
por  lo  menos  se  declarase  que  las  aguas  que  derivadas  de  la 
acequia  Gorda  fluían  por  la  de  los  tercios  los  martes  y  miér- 
coles de  cada  semana,  desde  las  tres  de  la  tarde  á  las  tres  de 
la  mañana,  tocaban  y  correspondian  en  propiedad  y  posesión 
al  pago  de  Macharachuohi,  y  debian  distribuirse  por  el  orden 
conveniente  entre  las  heredades  que  estaban  sitas  en  dicho 
pago,  tomándolas  por  el  ramal  de  las  Zorreras  bajas  y  acequia 
de  Cambea,  prohibiendo  á  la  Marquesa  de  Bacares  utilizarlas 
en  el  riego  de  sus  tierras  en  el  cortijo  del  Capitán  por  otro 
tomadero  ni  de  otro  modo ,  declarándose  firme  y  consistente 
con  todas  sus  consecuencias  la  sentencia  del  interdicto : 

Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba,  dedujeron  otra 
demanda  D.  Manuel  María  Allende  Salazar ,  Conde  de  Monte- 
fuerte,  en  representación  de  su  mujer  Doña  Angela  Salazar  j 
Martorell;  D.  Alfonso  Maclas  de  la  Cerda  y  Cóello ,  Marqu¿ 
de  Caicedo ,  como  administrador  legitimo  de  su  hijo  menor 
D.  Alfonso  Maclas  de  la  Cerda  y  Valera,  y  en  su  personalidad 
de  colonos  D.  José  Ortega  Molina  y  D.  Juan  Valverde  Bojai^ 
para  que  se  declarase  que  les  tocaba  y  correspondía,  en  unioi 
de  la  Marquesa  viuda  de  Bacares,  la  posesión  de  dichas 
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eá  los  dias  y  horas  ¿otes  expresados,  quedando  sin  efecto  las 
providencias  restitutorias  dictadas  contra  OÍrteg^a  y  ValTerde 
tn  )os  interdictos  deducidos  por  Gómez  Morales,  á  quien  se 
^aioadenase  al  pago  del  valor  de  las  agruas  de  que  se  habia  apro- 
Techado  en  virtud  de  aquellos  interdictos,  con  devolución  de 
las  costas,  daños  y  perjuicios: 

Besultando  que  acumulada  esta  demanda  &  la  deducida  por 
la  Marquesa  de  Bacares,  la  contestó  Gómez  Morales  con  igua- 
les condiciones: 

Besultando  que  sustanciado  el  juicio  en  dos  instancias,  y 
saministrada  en  ambas  por  las  partes  prueba  de  documentos, 
testigos  y  peritos,  dictó  en  13  de  Abril  de  1874  la  Sala  de  lo 
civil  de  la  Audiencia  de  Granada  sentencia  revocatoria,  decla- 
rando que  la  posesión  de  las  aguas  de  los  tercios  que,  deriva- 
dos de  la  acequia  Gorda  fluyen  los  martes  y  miércoles  de  todas 
las  semanas,  tocan  y  corresponden  á  Doña  Francisca  Montes 
7  Gómez,  Marquesa  viuda  de  Bacares  ,  y  á  D.  Manuel  María 
Allende  Salazar,  Conde  de  Montefuerte,  en  su  calidad  de  due- 
los del  cortijo  del  Ciapitan ,  en  la  forma  y  por  los  tomaderos 
que  á  su  derecho  convenga  ,  no  teniendo  participación  en  el 
disfrute  de  estas  aguas  la  suerte  de  Peregrina,  de  los  deman- 
dados; y  dejando  sin  efecto  los  autos  restitntorios ,  condenó  á 
la  viuda  y  herederos  de  Gómez  Morales  á  la  devolución  áDon 
José  Ortega  y  D.  Juan  Valverde  de  las  cantidades  que  tuvie- 
ran abonadas  por  razón  de  costas  y  supuestos  daños ,  reser* 
-vando  &  los  actores  su  derecho  para  que  en  otro  juicio  fijasen 
y  determinasen  la  importancia  de  los  perjuicios  que  hubiesen 
sufrido  por  razón  de  los  autos  restitutoríos,  sin  hacer  especial 
condenación  de  costas: 

Resultando  que  Doña  María  Ruiz  Pérez,  viuda  y  albacea  de 
aa  marido  D.  Manuel  Gómez  Morales,  y  los  herederos  de  éste, 
interpusieron  recurso  de  casación  por  haberte  infringido  á  su 
juicio: 

1.°  La  ley  7.*,  tít.  29,  Partida  3.*,  según  la  cual  son  im- 
prescriptibles las  cosas  de  uso  comunal  ó  público;  la  doctrina 
contenida  en  el  decreto  de  4  dé  Abril  de  1848,  que  declara  pú- 
blicas y  no  susceptibles  de  propiedad  las  aguas  de  los  ríos;  y 
la  ley  3."^,  tít.  11,  libro  43  del  Digesto,  que  estableció  que  todos 
los  ríos  eran  públicos,  toda  vez  que  las  aguas  que  eran  objeto 
del  pleito  procedían  del  río  Genil ,  ñuian  por  acequia  que  no 
era  de  dominio  prívado,  y  el  apropiárselas  un  hacendado  seria 
conceder  un  prívilegio  fatal  para  otros  fundos. 

2.**  La  ley  2.*,  tít.  8.*,  libro  11  de  la  Novísima  Recopila- 
ción, que  dice  que  las  cosas  poséidastde  consuno ,  aun  cuando 
uno  de  los  dueños  sea  tenedor  de  ellas,  no  se  pueden  defender 
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por  tiempo;  precepto  ratificado  por  las  sentencias  de  este  Ss- 
premo  Tribunal  de  28  de  Diciembre  de  1860  y  29  de  Diciem- 
bre de  1868y  en  que  se  dice  que  no  existe  prescripción  entre 
los  condueños  respecto  de  las  cosas  poseídas  en  común ,  toda 
vez  que  ,  según  el  apeo  del  Licenciado  Loaysa»  las  aguas  de 
los  tercios ,  martes  y  miércoles  correspondian ,  desde  el  si- 
glo XYl  al  pago  de  Macharachuchi:  que  éste  pasó  á  los  bienes 
de  la  Corona  por  la  expropiación  hecha  á  los  moriscos:  que 
siempre  hubo  diferentes  predios  en  el  ramal  de  Machara- 
chuchi :  que  enclavada  en  él  se  hallaba  la  suerte  de  Peregrina, 
y  que  por  consiguiente  ésta  tuvo  y  tenia  derecho  á  aprovechar 
comunalmente»  y  so  uno  con  los  demás  fundos  de  Machara- 
chuchi, las  aguas  pertenecientes  á  la  comunidad  de  sus  ha- 
cendados. 

3^  La  jurisprudencia  consignada  por  este  Tribunal  Su- 
premo en  las  sentencias  de  16  de  Octubre  de  1858  y  15  de  Oc- 
tubre de  1866,  según  la  primera  de  las  cuales  la  prescripoíoa 
inmemorial  no  produce  sus  efectos  cuando  no  hay  buena  iS 
por  parte  del  adquirente ;  y  según  la  segunda ,  la  prescripción 
de  cien  años  y  la  inmemorial  no  tiene  lugar  cuando  se  sabe  la 
procedencia  de  las  fincas  y  las  personas  que  las  hon  poseído; 
doctrina  que  tenia  sus  precedentes  en  la  glosa  de  Gregorio 
López  á  la  ley  12,  tit.  29,  Partida  3.*,  pues  la  Condesa  viuda 
de  Bacares  y  el  Conde  de  Montefuerte  sabian  que  las  agaas 
procedían  del  rio  Oenil,  y  que  por  consiguiente  eran  públicaSi 
habian  probado  con  el  apeo  del  Licenciado  Loaysa  venir  per- 
teneciendo antes  y  después  de  1572  k  los  hacendados  del  pago 
de  Machnrachuchi  las  aguas  que  querían  apropiarse,  y  que 
eran  por  lo  tanto  comunes;  y  habian  traído  documentos  en  que 
constaba  que  el  cortijo  del  Capitán  tenia  sus  hazas  en  cinco 
pagos  diferentes ,  y  que  por  este  solo  hecho  no  podia  corre»- 
ponder  á  dicho  fundo  la  posesión  exclusiva  de  unas  aguas  in- 
dispensables á  otras  fincas  de  riego  secular,  y  que  las  hazas  de 
la  suerte  Peregrina  fueron  y  eran  de  regadío. 

4.^  La  doctrina  de  las  sentencias  de  21  de  Diciembre  de 
1861  y  21  de  Junio  de  1864,  que  establecen  que  el  que  careee 
de  justo  título  para  prescribir  no  puede  invocar  oportuna- 
mente las  leyes  especiales  de  la  materia,  reconociendo  el  prin- 
cipio de  que  no  existe  buena  fé  donde  no  hay  alguna  raxon 
derecha  de  poseer ,  y  que  no  se  infringe  la  ley  1  .*,  tit.  S> 
de  la  Partida  3.^  al  desestimar  la  prescripción  iuniemorial  qas 
una  de  las  partes  invoca,  cuando  falta  el  requisito  esencial  ds 
esta  clase  de  prescripción  de  una  larguísima  y  pacifioa  pona- 
sien  de  origen  remoto,  á  que  no  alcanzase  la  memoria  d%lii 
hombres  y  sin  noticia  de  hecho  alguno  contrario  á  ella;  jniilr 
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pmdenola  de  la  cual  se  deducía  que  la  Marquesa  de  Caioedo  y 
el  Conde  de  Monteftietfte  no  podían  ampararse  en  las  leyes  de 
la  prescrippioni  porque  no  tenían  título  alguno  que  justificara 
«a  oreeneia  de  ser  dueños  del  agua  de  los  tercios,  martes  y 
miércoles,  en  tanto  que  con  bus  pruebas  documentales  patea- 
tbaban  et  justo  titulo  con  que  la  suerte  Peregrina  debía  iia-^ 
taraloiente  regarse  en  dichos  tercios  con  las  aguas  públicas 
jr  comunales  del  Oenil,  no  teniendo  en  su  pro  la  prescripciOB 
iDmemOrial.  por  cuanto  opuesta  á  ella  se  hallaba  la  antigüedad 
y  continuidad  del  riego. 

5;°    La  ley  114,  tít.  18,  Partida  3.^,  según  la'cual  las  cartas 
^eben'  valer  para  probar  con  ellas  los  pleitos  sobre  que  fueran 
liechasy  bo  conteniendo  alguna  falsedad  ó  mengua;  la  ley  115 
^1  mifimtio  título  y  Partida ,  que  ordena  que  debe  ser  creida  la 
carta  en  juicio  cuando  se  hiso  ante  Bscribano;  la  sentencia  de 
este  Tribunal  Supremo  de  21  de  Diciembre  de  1859 ,  que  de- 
clara que  la  apreciación  délas  pruebas  es  de  la  exclusiva  com- 
"peteneía  del  Tribunal  a  q%o  cuando  en  aquella  no  se  ha  in- 
fringido ley  alguna;  la  sentencia  de  26  de  Setiembre  de  1855, 
que  dice  que  con  aserciones  convenidas.no  puede  destruirse  la 
•eficacia  de  un  documento  público  y  solemne  que  ni  contiene  la 
menor  explicación  respecto  á  aquellas:  la  de  20  de  Febrero 
-^e  1866,  que  consigna  el  principio  de  que,  cuando  el  deman^- 
dante  prueba  su  acción  con  documentos  públicos  sin  tacha  ni 
Tício  legal,  la  sentencia  que  no  da  plena  fuerza  probatoria  á 
-dichos  documentos ,   y  absuelve  al  demandado ,    infringe    la 
ley  114,  tít.  18  de  la  Partida  3.^  y  la  sentencia  de  13  de  Hayo 
-de  1868,  que  sienta  la  doctrina  legal  de  que  el  documento  que 
reúne  los  requisitos  que  establece  el  art.  281  de  la  Ley  de  Bn- 
Juiciamiento  civil  debe  considerarse  como  público  y  solemne, 
eficaz  en  juicio  como  medio  probatorio,  toda  vez  que  el  fallo 
había  desatendido  documentos  públicos  y  solemnes. 

Y  6.^  El  principio  In  parí  causa  ponessar  potíor  haitri 
'deéet;  pues  la  Sala  sentenciadora  en  igualdad  de  casos  debió 
preferir  ¿  quienes  por  los  dos  interdictos  restitutorios  de  1868 
«estaban  en  posesión  de  las  aguas  que  se  litigaban ,  debiendo 
mayormente  preferirles  por  ser  su  causa  de  mejor  derecho  y 
mayor  prueba,  en  tanto  que  la  demanda  pugnaba  con  el  uso 
natural  del  aprovechamiento  de  los  rios. 

Visto ,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Díaz  de 
Bueda. 

Considerando  que  la  cuestión  de  este  pleito  se  resolvió  por 
la  Sala  sentenciadora  apreciando,  en  uso  de  sus  facultades,  la 
tespectiva  fuerza  de  las  diferentes  pruebas  practicadas  por  las 
partes: 
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Ck)ñ8Íderando  que,  contra  esa  lÉtpreciaeíon  se  álegpa  inf anda- 
damente que  ella  infringe  las  leyes  114  7  115,  tít.  18  ,  Par» 
fidd;^.%  poifque  los  documentos  á  que  se  refiere  el  recurrente 
no  í\ieron  heobos  sobre  la  cosa  litigada  ,  ó  sea  entre  partes  6 
sus  causantes;  para  dar  fé  del  derecho  de  regar  la^uertede 
Pereg^rina  con  las  'bguás  de  la  acequia  Gorda  qué  fluyen  por 
la  de  los  tercios  los  martes  y  miércoles  de  cada  aemana,  des- 
de las  tres  de  la  tardé  hasta  las  tres  de  la  mañana : 

Considerando  que ,  al  sancionarse  en  la  sentencia  la  pose- 
sión inmemorial  y  aprovechamiento  exclusivo  de  los  deman- 
dante^, no  se  ha  infringido  la  ley  7.',  tít.  29^ -Partida  3.',  por- 
qué én  el  supuesto  de  que  las  aguas  disputadas  procedan  de 
rio  público  ó  comunal ,  y' üo  susceptible  de  prescri{>ciones  ni 
de  entrar  en  propiedad  de  nadie,  es  una  verdad  Jurídica ,  lo 
mismo  antes  que  después  de  la  ley  de  3  de  Agosto  de  1806, 
qtie  siempre  se  ha  ganado,  ya  por  tiempo  y  concesiones  anti- 
guas de '  que  no  hay  memoria ,  ya  por  otorgamiento  más  ó 
ménés  reciente  de  los  Gobiernos,  el  uso  ó  aplicación  de  tales  6 
díales  aguas  de  origen  ó  carácter  público ,  constituyéndose 
Sobre  ellas  una  especie  de  derecho  real  para  fomento  de  los 
intereses  colectivos  é  individuales  de  las  industrias,  como  lo 
demuestra  en  el  presente  caso  el  mismo  apeo  del  Licenciado 
Loaysa,  practicado  en  el  siglo  XVI. 

Considerando  que  tampoco  se  ha  cometido  la  infracción  de 
la  ley  2.*,  tít.  8.**,  libro  11  de  la  Novísima  Recopilación,  por- 
que si  bien  son  imprescriptibles,  según  ella,  las  cosas  poseídas 
de  consuno ,  ha  declarado  la  Sala  sentenciadora  que  á  los  de- 
mandados y  sus  causantes  les  falta  esa  posesión  común  que  se 
supone: 

Considerando;  en  suma,  que  no  existiendo  las  infracciones 
referidas  ,  no  es  susceptible  de  casación  una  sentencia  que, 
como  la  actual,  tiene  su  fundamento  en  haberse  apreciado  las 
pruebas  de  una  Ú  otra  manera  según  el  criterio  de  la  Sala; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lo- 
gar al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Doña  María  Rail 
Pérez,  viuda  y  albacea  de  su  marido  D.  Manuel  Oomez  Mora- 
les, y  los  herederos  de  éste,  á  quienes  condenamos  en  las  cas- 
tas; y  líbrese  á  la  Audiencia  de-  Granada  la  certificación  cor- 
respondiente, con  devolución  de  los  documentos  que  ha  remitido. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  eú  li 
Oaceta  y  se  insertará  en  la  Colección  legisíativaj  pasándose  ú 
efecto  las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamoto  7 
firmamos.  =sJuan  González  Acevedo.»  Laureano  dé  Arrieta.^ 
Hilario  deIgon.e=Juan  Cabo  Manuel. ««Benito  de  UUoa  y  Begr>v 
Joaquin  Ruiz  Cañábate. = Ricardo  Díaz  de  Rueda.  ^Jf*: 


i 


:.  PUblicacioc:  ..  ^    . 

'.:  Lg^tb  y  publicada  fuéia  .anteciop.fieateaoia  por  el  Exoe- 
lenS^iWo  Sr.  D:  Ricardo  Dias  de  Búeda,.  Magistrado  del  Tribu- 
Bal  Supremo,  celebrando  audiencia  púUica  la  *SaÍa  primera, 
el  dia>d6.Uoy,  de  que  certíficó  como  Belator  Secretario  deis 
núdma.;,;  ./■:•..•.■ 

Madrid  13   de  Diciembre  dd  1876.  ^^  Licenciado  Deeidecio 
Martinez. 


!■■  -c: 
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CASACIÓN.  POR.  INFRICCÍON  Í)E  LEY.— áA.LA  PRIBíERi. 
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Nulidad  db  ün  interdicto  r  SBBtriDüMBRE  i>e  pa.3o  db  ün  ok^ 
LLBJON. -^Sentencia  de  13  de  Diciembre,  declarando  no  haber 
logar  al  recurso.de  casacida  interpuesto  por  D.  Juan.Ba<- 
mos  González  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil 
,de  la  Audiencia  de  Sevilla,. en  pleito  con.  Dv  Aquilino  de 
Celis  y  Cuevas. 


"'   ■  -.,;; 


'..  Eni'^os  CONSIDERANDOS  se  eistablece: 
•  1.^  Q»e  el  art.  333  de  la  Ley  dé  £nfmciamienio  citil  se 
Tejiere  á  las  formas  exMnsecas  en  piie  deten  redactarse  las 
seníenciaSjlj/i  por  consiguiente  s%  quebrantamiento  no  puede  set^ 
f>ir  de  motito  de  casación  y  como  tune  declarado  el  Trihtn^ 
Supremo  en  diferentes  sentenciase^     -•  .  -^ 

2.^  Que  ño  puede  decirse  fue  kan  sido  infringidas  por  unor 
sentencia  leyes  ni  doctrinas  ^^ue  mo  tienen  aplicación  al  tasa 
de  a%tos. 

3.®  Que  contra  la  apreciación  de  la  prueba  no  procede  el 
recurso  de  casación  i  no  ser  que  demuestre  que  al  hacerla  se  ia^ 
infringido  alguna  ley  ó  doGÍrina  legal. 

En  la  villa  y  Gorfe  de^  Madrid,  ¿13  de  Diciembre  de  lff75». 
en  el  pleito  pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  cas»* 
ción  por  infracción  de  ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  priiaera 
instancia  del  disti;ito  de  San  Román  de  Sevilla  y  en  la  Sala 
dé  lo  civil  dé  la  Audiencia  de  su  territorio  pOT  D.  José  Bamoá 
González  con  D.  Aquilino  de  Celis  y  Cuevas,  sobre  nulidad  de 
un  interdicto  y  servidumbre  de  paso  de  un  callej<Ái:     i     •! 

-:  Resultando  que  por  D.  FeUpe  Sánchez  sé  ptooiiovid  éx;»^ 
diaoM-en  Marzo  de  1803  ante  el  Cabildo  deSevllta  pará:4|Q6 
80  le  concediese  licencia  para  cerrar  de  material  las.  puaiftáá 
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que  servian  de  tránsito  en  casas  que  poseia,  para  pasar  al  al^* 
macen  del  Husillo  de  la  calle  de  Gantarranas ,  mediante  i  1» 
traslación  que  se  habia  hecho  de  este  almacén  de  bacalao,  que 
fué  el  objeto  de  su  estableoimiento,  haciendo  saber  esta  Ucea* 
cía  á  los  dos  vecinos  contiguos  después  del  almacén,  para  qu» 
se  abstuvieran,  en  caso  de  nueva  arriada,  de  incomodar  al  in- 
quilino,  bajo  apercibimiento  de  que  se  procedería  en  so  de« 
fecto  á  lo  que  hubiera  lugar: 

Resultando  que  el  Cabildo  de  Sevilla  acordó  oir  al  Proca- 
rador mayor,  el  cual  á  su  vez  pasó  á  reconocer  las  casas  con 
el  Arquitecto  D.  Félix  Garazas,  y  éste  en  19  de  Julio  sigtiiente 
informó  con  presepcia  del  resultado  del  recoiioclmiento  pr^Q* 
ticado  de  todo  el  trozo  de  muralla  real  en  que  entestaban  las 
casas  de  la  parte  interior  de  la  ciudad  en  la  calle  de  Gantar- 
ranas y  sus  extramuros ,  que  los  dueños  de  unas  y  otras  de- 
bían tener  franco  el  paso  de  todo  el  grueso  de  aquella  muralla 
para  todo  caso  fortuito  de  inundación,  fuego  ú  otro  cualquier 
uso  público  que  el  Cabildo  ó  el  Grobierno  estimasen  correspon- 
diente hacer  de  él:  que  por  lo  mismo  debián  unos  y  otros  ve- 
cinos y  propietarios,  conservar  francas  estas  comunicaciones  y 
tránsitos  para  cuantas  ocasiones  pudieran  exigirlo,  en  el  modo 
y  forma  que  por  la  ciudad  se  estimase  más  ventajoso;  y  sién- 
dolo para  los  casos  de  inundación  por  esta  parte  la  primera 
casa  de  las  de  afuera  de  la  puerta  de  Triana  por  lo  mis  franco 
y  alto  de  su  establecimiento,  parecía  correspondiente  se  le 
previniera  particular  y  expresamente  asi  al  dueño  y  colono  de 
aquella  finca  para  que  desde  luego  franquease  en  todas  y  cua« 
lesquiera  de  las  predichas  exigencias  el  tapamento  medianera 
con  la  casa  en  que  anteriormente  estuvo  la  del  Husillo  de  aqae- 
11a  calle  y  en  que  existia  su  recinto,  permitiendo  en  todos  y 
sólo  estos  mismos  casos  la  libre  entrada  y  salida  de  sus  con- 
vecinos por  el  primer  tiro  de  su  escalera ,  y  tolerándoles  bqo 
esta  precisa  cualidad  el  uso  privado  del  otro  tapamento  y  restt» 
del  tránsito  sobre  la  muralla  real ,  medianero  con  la  casa  de 
D.  Felipe  Sánchez,  de  que  se  hablan  apoderado  por  si  mismos 
y  sin  la  correspondiente  facultad,  la  propiedad  y  colonos  cte  1* 
casa  exterior  para  cocinas  y  otras  servidumbres  de  ella ,  me- 
diante á  que  bajo  aquella  insinuada  y  expresa  condición  podi* 
muy  bien  tenérseles  esta  consideración,  porque  de  ella  no  Í0* 
Ua  inferir  en  lo  sucesivo  detrimento  ni  perjuicio  alguno  al  p¿<r 
blico  ni  á  los  vecinos  del  barrio:  ..i.- 

Resultando  que  el  Procurador  mayor  eoútió  por  inforiM  W 
exposición  y  manifestación  del  Arquitecto,  y  que  el  OabUdfl  te. 
Sevilla  se  conformó  con  ellas  en  acuerdo  de  1  .^  de  Agostetf 
dicho  año  1803:  •  ««^ 


I 

I 


8BMTBNCIA6  DB  1875.  623 

Besaltando  qae  hecho  saber  á  los  dueños  de  las  casas  con  - 
tigras,  D.  Pedro  de  Vegra,  uno  de  ellos,  pidió  reposición  y  que 
las  cosas  volviesen  al  estado  que  tenian,  acordándose  que  sin 
peguicio  de  lo  determinado  pasase  el  expediente  al  Procarador 
mayor  para  qne  informara  con  dictamen  de  Letrado  lo  que 
estimara  conveniente,  y  que  interpuesta  apelación  por  D.  Pe- 
dro de  Vega,  la  Audiencia  <Ie  Sevilla  por  auto  de  4  de  Noviem- 
bre de  dicho  año  conñrmó  los  acuerdos  del  Ayuntamiento,  con 
l&s  costas,  mandando  que  se  devolvieran  los  autos  para  que 
inmediatamente  se  cerrasen  los  postigfos  abiertos  en  la  casa  de 
D.  Felipe  Sánchez  en  el  dia  16  del  mes  anterior,  restituyéndose 
las  cesas  al  ser  y  estado  que  tenían  al  tiempo  en  que  se  ins- 
truyó la  apelación,  lo  cual  se  ejecutase  á  costa  de  José  María 
Arenas,  á  cuya  instancia  se  verificó  la  apertura  de  ellos : 

Resultando  que  por  el  Ayuntamiento  de  Sevilla  se  incoó  de 
oficio  en  el  año  de  1866  un  expediente,  previniendo  que  el 
Arquitecto  titular  informase  si  con  motivo  de  la  obra  de^  nueva 
planta  que  se  ejecutaba  en  la  casa  calle  de  Julio  César,  núme- 
ro 19,  propia  de  D.  Juan  Antonio  Herrera,  podía  interrumpirse 
el  paso  que  á  los  vecinos  ofrecía  en  épocas  de  arriadas  por  el 
troxo  de  muralla  entre  las  puertas  Real  y  de  Triana:  que  el 
Arquitecto  manifestó  que  Herrera  labraba  en  el  mismo  terreno 
que  antes  tenia  el  muro  que  había  derribado,  y  habiéndole 
prevenido  que  lo  reedificase  en  el  mismo  sitio  que  ocupaban 
los  antiguos,  manifestó  que  debían  demolerse  las  coastruccio- 
ues  existentes  sobre  la  muralla  y  que  se  apoyasen  en  los  mu- 
ros de  la  finca;  y  que  practicado  un  nuevo  reconocimiento  por 
el  Arquitecto  titular,  manifestó  que  continuaban  respetándose 
las  servidumbres  de  paso,  y  que  la  cuestión  que  se  trataba  de 
suscitar  entre  los  dueños  de  los  predios  colindantes  versaba, 
no  sobre  interrumpir  dicho  paso,  sino  sobre  el  apoyo  de  unas 
maderas,  circunstancia  que  podrían  ventilar  ante  los  Tribu-* 
Bales  de  justicia: 

Resultando  que  con  posterioridad  D.  Juan  Antonio  Herrera 
aoodió  al  Ayuntamiento  para  que  se  hiciera  sab^r  á  Doña  Ma- 
ría Francisca  Rodríguez,  propietaria  de  la  casa  calle  de  Can- 
tarranas,  núm.  29,  y  del  colgadizo  que  se  apoyaba  en  los  mu- 
ros de  su  finca,  que  lo  retirase:  que  acordado  que  la  interesa- 
da acreditase  el  permiso  con  que  había  construido  sobre  la 
moralla  el  colgadizo,  contestó  que  existia  en  la  finca  desde 
tiempo  inmemorial,  por  lo  que  creía  indudable  el  derecho  que 
la  asistia;y  que  la  Alcaldía  mandó  que  mediante  no  haberlo 
acreditado  se  le  daban  dos  dias  de  término  para  que  derribase 
el  colgadizo  y  labores;  y  que  de  no  verificarlo,  lo  ejecutarian 
los  operarios  del  Municipio: 
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Resultando  que  Doña  María  Francisca  Bodri^ez  pidió  re- 
posición; 7  el  Alcalde,  por  providencia  de  22  de  Agosto  de  1866» 
mandó  continuar  el  expediente  hasta  conseguir  la  desaparicioa 
de  las  oficinas  establecidas  sobre  la  muralla,  con  el  fin  de  de- 
jar expedito  el  paso  de  ella,  y  que  se  hiciera  saber  á  D.  Joan 
Antonio  Herrera  que  acudiera  á  los  Tribunales  de  justicia  i 
deducir  las  acciones  de  que  se  creyera  asistido  respecto  al 
colgadizo  construido: 

Resultando  que  Herrera  acudió  al  Gobernador  para  que  se 
llevase  á  efecto  la  providencia  del  Alcalde  que  mandó  destruir 
el  colgadizo;  y  habiendo  el  Gobernador  abocado  el  expediente, 
de  conformidad  con  el  Consejo  provincial ,  mandó  restablecer 
el  tr&nsito  por  la  muralla ,  y  que  desde  luego  se  quitara  el 
colgadizo  que  habia  sobre  ella,  como  cualquiera  otra  edifica- 
ción, lo  cual  se  llevó  á  efecto  á  pesar  de  las  reclamaciones  de 
Doña  María  Francisca  Rodríguez: 

Resultando  que  esta  entabló  demanda  en  el  Consejo  provin- 
cial para  que  se  condenase  á  D.  Juan  Antonio  Herrera  á  la  re- 
edificación y  construcción  de  la  parte  del  colgadizo  que  á  su 
instancia  se  habia  destruido,  permitiendo  que  en  su  pared  des- 
cansaran las  maderas  en  la  forma  que  antes  lo  estaban,  y  que 
se  repusieran  las  cosas  al  ser  y  estado  que  tenían  ¿ntes  de  co- 
menzar la  obra;  y  que  sustanciada  la  demanda  en  el  Consejo 
de  provincia  y  después  en  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de 
Sevilla,  como  Tribunal  contencioso- administrativo,  dictó  seD- 
tencia  en  21  de  Junio  de  1869,  que  fué  consentida  por  las 
partes,  absolviendo  á  D.  Juan  Antonio  Herrera  de  la  demanda, 
estableciendo  como  fundamentos  que  la  muralla  era  propiedad 
del  Ayuntamiento,  como  representante  de  todos  los  derechas 
vías  y  servidumbres  públicas  de  la  localidad:  que  el  propieta- 
rio del  suelo  lo  era  también  de  los  artefactos  ó  construcciones 
que  estaban  encima  ó  debajo  del  mismo  mientras  con  lítalas 
legítimos  no  se  probaba  la  división  del  dominio:  que  Boda 
María  Francisca  Rodríguez  no  habia  alegado  otro  titulo  al  col- 
gadizo que  el  de  la  prescripción ,  y  el  expresado  muro,  como 
de  utilidad  pública,  era  imprescriptible,  y  que  por  las  declara- 
ciones periciales  é  informe  de  corporaciones  científicas,  ¿e 
comprendia  que  la  vía  sobre  que  existia  el  colgadizo  era  pú- 
blica, por  lo  cual  no  podia  constituirse  servidumbre  privadla, 
ni  ningún  particular  destinar  el  suelo  y  el  cielo  á  usos  propios: 

Resultando  que  D.  José  Ramón  González  entabló  la  de- 
manda objeto  de  este  pleito  para  que  se  declarase  que  le  oi^ 
respondía  el  derecho  de  usar  prívadamente  el  callejón  f8t 
existia  sobre  la  muralla  entre  la  casa  de  su  propiedad ,  ei^ 
de  Julio  César,  núm.  6,  y  la  de  Grayioas  núm.  102, 
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de  D.  Aquilino  de  Celis,  así  obmo  de  la  cancela  de  hierro  que 
austitayó  á  la  puerta  de  madera  que  habla  al  ñnal  del  calie"^ 
Jon,  ni  más  obligación  qué  hi  de  franquear  en  loa  casos  da 
inundación ,  incendio  ú  otro  cualquier  uso  público  que  el 
Ayuntamiento  de  Sevilla  ó  el  Gobierno  de  la  Nación  estimase 
•correspondiente;  declarando  también  nulo  y  de  ningún  vnloc 
«1  interdicto  seguido  sobre  la  posesión  y  uso  de  eée  misnia 
tránsito  ó  cancela  á  instancia  dé  D.  Aquilino  Gelis,  condenando 
-á  éste  á  que  repusiera  las  cosas  al  estado  que  tenian  antes  de 
la  restitución,  al  reintegro  de  las  costas  satisfechas  por  virtud 
del  interdicto  y  indemnización  de  daños  y  perjuicios,  costas 
causadas  y  que  se  causaran;  alegando  para  ello  que  al  impo*- 
ner  el  Ayuntamiento  la  servidumbre  sobre  las  casas  de  laa 
afueras  de  la  puerta  de  Triana ,  les  concedió  el  derecho  der 
usar  de  dicho  callejón,  y  asi  lo  hablan  venido  ejecutando  to-. 
dos  los  inquilinos  de  dichas  caáas  y  le  correspondía  por  la  prp^, 
piedad  que  tenia  en  la  referida  de  la  calle  de  Julio  César,  nú-^ 
mero  6,  puesto  que  la  posesión  alegada  en  el  interdicto  por 
D.  Aquilino  Gelis  no  era  más  que  un  abuso  por  su  parte  y  na 
una  posesión  inmemorial,  como  decía: 

Resultando  que  D.  Aquilino  Celis  impugnó  la  demanda, 
fundado  en  que  desde  tiempo  inmemorial  existia  una  servidum- 
bre pública  de  paso  por  todo  el  grueso  de  la  muralla,  desdd 
el  castillo  de  la  puerta  de  Triana,  que  ya  no  existia,  á  las  ca-* 
flas  intramuros  de  la  calle  de  Cantarranas,  hoy  Oravina,  núme- 
ros 96,  98,  100  y  102,  para  que  en  los  casos  de  inundación  de 
€fBta  calle  pudieran  entrar  y  salir  en  ellas  los  dueños  ó  inqui- 
linos de  las  mismas,  continuando  asi  las  cosas  hasta  que  el 
propietario  y  colono  de  la  primera  casa  de  las  de  afueras  de 
la  puerta  de  Triana,  hoy  núm.  6  calle  de  Julio  César,  se  apo- 
deraron para  cocina  y  otras  servidumbres  del  tránsito  sobre  la 
muralla  real ,  medianero  con  las  casas  de  D.  Felipe  Sánchez, 
hoy  D.  Aquilino  Celis,  entrando  y  saliendo  todos  los  vecinos, 
no  por  el  castillo,  sino  por  el  interior  de  la  taberna,  cuya  sa- 
lida se  tapó  por  el  Ayuntamiento  y  obligó  á  la  propiedad  y 
^K)lono  de  la  casa  exterior,  hoy  núm.  6,  calle  de  Julio  César,  á 
franquear  el  tapamento  medianero  con  la  casa  en  que  ante- 
riormente estuvo  la  Caja  del  Husillo,  dando  entrada  y  salida 
é  sus  convecinos  por  el  primer  tiro  de  su  escalera,  tolerán-> 
deles  bajo  esta  precisa  cualidad  el  uso  privado  del  transitó 
aobre  la  muralla  real,  y  de  que  se  hablan  apoderado  por  s£ 
mismos: 

Resultando  que  suministrada  prueba  por  las  partes,  dictó 
sentencia  el  Juez  de  primera  instancia,  que  confirmó  con  tas 
<H>stas  en  16  de  Marzo  de  1874  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Au- 
11.-1/  Y  3.*  40 
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diencia  de  Sevilla,  absolviendo  á  D.  Aquilioo  Celis  de  la  de^ 
manda  contra  él  propuesta  por  D.  José  Ramón  Oonzalez;  y 
qne  este  interpuso  recurso  de  casaciom,  por  haberse  infringid(^ 
¿  su  juicio: 

1.^  El  art.  333  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  la  doc«> 
trina  consif^ada  en  armonía  con  él  por  la  sentencia  de  14  de^ 
Abril  de  1860,  por  no  haberse  citado  para  absolver  á  D»  Aqui* 
lino  de  Celis  de  la  demanda  ley  alguna  ni  doctrina  proc.a-^ 
mada  por  los  Tribunales. 

2.^  Al  considerar  ejecutoria  la  decisión  del  interdicto  ñiQ- 
dado  en  este  error  jurídico,  entre  otras  consideraciones,  la  ab-> 
solución  de  la  demanda,  la  doctrina  legal  de  que  las  senlen** 
cias  dictadas  en  los  interdictos  no  tienen  por  su  Índole  y 
naturaleza  el  car&cter  de  ejecutorias ,  ni  producen  por  le  mia* 
mo  excepción  de  cosa  juzgada;  doctrina  proclamada  como  ju- 
risprudencia por  este  Tribunal  Supremo  en  sentencia  de  14  de- 
Junio  de  1864. 

3.*  La  ley  1.^,  tit.  14,  Partida  3.%  la  doctriMa  legal  en  ar^ 
monia  con  esto  establecida  en  sentencia  de  10  de  Enero  de  1860, 
que  declara  que  se  infringe  dicha  ley  cuando  el  actor  prueba 
su  acción  con  documentos  fehacientes,  como  habia  sucedido 
en  este  juicio;  toda  vez  que  con  un  acuerdo  del  Ayuntamienta 
de  Sevilla  elevado  á  ejecutoria  por  la  aprobación  de  la  Audíen-^ 
cía,  demostró  el  demandante  que  le  correspondía  el  uso  y  dis* 
frute  privado  del  callejón  ó  paso  sobre  que  la  cuestión  versaba» 
ni  que  tuviera  titulo  alguno  en  que  fundase  su  derecho  el  des- 
mandado, proviniente  de  la  Corporación  municipal,  única 
fílente  y  origen  legítimo  de  todo  derecho  que  sobre  la  muralla 
pudieran  alegar  los  particulares. 

4.**  Las  leyes  13  y  19,  título  22,  Partida  3.*,  que  tratan  de 
la  fuerza  que  tiene  el  juicio  acabado,  y  la  doctrina  legal  con- 
cordante con  ellas,  establecida  en  diferentes  sentencias  de  este 
Tribunal  Supremo,  entre  otras,  en  las  de  14  de  Abril  de  1859 
y  12  de  Febrero  de  1864,  según  las  cuales  la?  providencias 
ejecutorias  qne  causan  estado  no  deben  contrariarse,  y  es  nula 
por  tanto  la  sentencia  que  se  dicta  contra  otra  anterior  eje-^ 
cutoríada,  como  habia  sucedido  en  este  pleito;  pues  la  senten- 
cia recurrida  contradecía  la  diótada  por  la  misma  Audiencia 
en  virtud  de  acuerdo  del  Ayuntamiento  en  1803,  en  la  cual  se^ 
declaró  que  como  compensación  de  la  oarga  que  se  imponía  & 
la  finca,  hoy  propiedad  del  recurrente,  se  dejaba  á  sa  doete 
el  uso  privado  de  la  parte  de  muralla  en  cuya  posesión  sin  tlf 
tillo  quedaba  el  demandado.  i. 

5.^  Las  leyes  14  y  15,  tít.  31,  Partida  3.%  que  tráian  d» 
cu&htas  maneras  pueden.^?  pdei^ta»  ias  servidumbres  eRvM 
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cosas;  púea  ninguna  de  las  tres  que  enumeraban  concurrían  á 
favor  de  D/ Aquilino  de  Celis,  sucediendo  todo  lo  eontrario  ¿ 
B.  José  Ramón  González,  pues  presentaba  un  titulo  perfecto 
del  Ayuntamiento,  dueño  de  la  cosa,  para  disfrutar  privada-» 
mente  del  tránsito  ó  callejón  de  que  se  trata. 

6.**  La  ley  7.*,  tlt.  29,  Partida  3.%  que  hace  imprescripti-/ 
bles  las  plazas  y  los  caminos,  las  defensas  de  los  ejidos,  ni  lotf 
otros  lugures  semejantes  que  eran  del  común  del  pueblo;  toda 
ve2  que  la  prescripción  era  el  único  titulo  alegado  en  el  in- 
terdicto y  en  este  juicio  ordinario  por  el  demandado  para  con-» 
tinuar  poseyendo  el  trozo  de  muralla  de  que  eetaba  apoderado, 
y  que  sólo  fué  concedida  al  recurrente  por  el  Ayuntamiento; 
y  la  doctrina  legal  proclamada  como  jurisprudencia  por  este 
Tribunal  Supremo  en  sentencias  de  22  de  Diciembre  de  1860 
7  29  de  Diciembre  de  1866,  según  la  cual  no  cabe  prescrip- 
ción respecto  de  las  cosas  poseídas  en  común. 

Y  7.**  La  ley  18,  tit.  29,  Partida  3.',  y  doctrina  general' 
concordante  con  lo  dispuesto  en  la  misma ,  según  la  cual  se 
exige  para  prescribir  las  oo^as  razón  derecha  ó  justo  titulo  y< 
buena  fé,  condiciones  de  que  carecía  el  demandado,  puesto  que 
1)0  tenia  titulo  alguno  de  parte  del  Ayuntamiento  ni  de  n&dia 
para  usar  de  la  muralla  y  no  habia  podido  jamás  creerse  con  • 
derecho  á  ella,  teniendo  entre  la  titulación  de  la  finca  que  po- 
seía el  expediente  incoado  por  el  anterior  dueño  de  ella,  á  ñix 
de  que  se  le  librara  de  la  servidumbre,  donde  constaba  que  se 
impuso  aquella  sobre  la  casa  hoy  del  recurrente,  con  el  dere- 
cho, en  compensación  de  los  perjuicios  que  se  le  seguían,  de 
que  disfrutara  y  usara  de  la  parte  de  muralla  de  que  hoy  que-* 
daba^  apoderado  D!  Aquilino  de  Celis. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Victoriano  Gareaga. 

Ck)nsiderando  que  el  art.  333  de  la  Ley  de  Enjuiciamíeuto 
civil,  citado  en  primer  término  por  el  recurrente ,  se  refiere  & 
las  formas  extrínsecas  en  que  deben  redactarse  las  sentencias, 
7  por  consiguiente  su  quebrantamiento  no  puede  servir  de  mo- 
tivo de  casación,  como  tiene  declarado  este  Supremo  Tribunal 
en  diferentes  sentencias: 

Considerando  que  la  cita  de  la  doctrina  legal  á  que  se  re-- 
fiere  el  segundo  motivo  de  casación  es  notoriamente  impertí'» 
senté,  porque  además  de  afirmar  la  Sala  sentenciadora  que  el 
interdicto  fallado  á  favor  de  D.  Aquilino  de  Celis  sin  audíeneáü 
de  Oonzalez  no  versó  sobre  la  servidumbre  pública  del  callejón 
de  que  en  este  pleito  se  trata,  y  sí  acerca  del  despojo  especial 
cometido  por  el  último  en  perjuicio  de  la  propiedad  particular 
del  primero,  según  aparecía  de  las  diligencias  de  vista  ocular, 
añade  que  al  usar  el  González  de  la  reserva  del  juicio  ordina- 
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rio  no  ha  probado  la  existencia  del  referido  de^spojo,  y  por  lo 
mismo  es  evidente  que  el  fallo  no  se  fundó  en  la  razón  de  te* 
nek^e  por  firme  la  sentencia  de  dicho  interdicto,  como  ha  sa*^ 
puesto  el  recurrente: ... 

Considerando,  en  cuanto  á  las  citas  hechas  en  los  motin. 
YOB  3.^,  4.%  5.^  y  7.^,  que  la  Sala  sentenciadora,  haciendo  uso 
de  las  facultades  que  le  están  conferidas ,  apreció  en  conjunto 
el  valor  de  las  diferentes  pruebas  aducidas  en  estos  autos  por 
los  litigantes,  y  en  vista  de  su  resultado  declaró  la  existencia 
á  favor  de  Gélis  de  la  servidumbre  objeto  del  litig'io,  y  que 
contra  su  apreciación  no  procede  el  recurso  de  casación,  á  no 
ser  que  se  demuestre  que  al  hacerla  se  ha  infringrido  alguna 
ley  ó  doctrina  legal,  lo  cual  no  ha  tenido  lugar  en  el  presente 
pleito : 

Y  considerando  que  es  inoportuna  la  cita  de  la  ley  7/,  ti- 
tulo 29  de  la  Partida  3.^,  porque  no  se  trata  de  la  prescripción 
de  nna  servidumbre  en  plaza,  camino,  defensa  de  los  ejidos  ni 
de  otros  lugares  semejantes  del  común  de  vecinos,  y  sí  mis 
bien  del  derecho  de  pasar  por  un  callejón  público  que  existe 
sobre  la  muralla  entre  la  casa  núm.  6  y  la  de  Oravina,  nú- 
mero 102,  propia  del  Gelis,  y  que  aquel  sostenía  corresponder 
con  exclusión  del  segundo; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lu- 
gar al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  José  Ramón 
González,  á  quien  condenamos  á  la  pérdida  del  depósito  de  1.000 
pesetas,  que  se  distribuirá  con  arreglo  á  la  ley,  y  en  las  costas; 
y  líbrese  á  la  Audiencia  de  Sevilla  la  certificación  correspon- 
diente, con  devolución  de  los  documentos  que  ha  remitido. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  (7«- 
ceia  é  insertará  en  la  Colección  legislativa ,  pasándose  al  efecto 
las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firma* 
mos.«=José  María  Cáceres.»  Laureano  de  Arrieta.=Hilario  de 
Igon.=José  Fermín  de  Muro.==Benito  de  Ulloay  Bey.=»Victo- 
riano  Cáreaga.=Ricardo  Díaz  de  Rueda. 

Publicación : 

Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  Victoriano  Careaga,  Magistrado  de  la  Sala 
primera  del  Tribunal  Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la 
misma,  en  el  día  de  hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de 
Cámara. 

Madrid  13  de  Diciembre  de  1875.s=aRogelio  González  Montes. 
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CASACIÓN  POR  QUEBRANTAMIENTO  DE  FORMA. 

"SALA  TBBCftBA.  ' 

■  ■  •    '  *  T"  .  '    ,  •  * 

Dmahvcto. — Sentencia  de  13  de  Diciembre^  declarando  no. ha- 
ber In^r  al  recurso  de  casación  interpaesto  por  D.  Greóor 
rio  Palacios  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civilde 
la  Audiencia  de  la  Habana,  en  plejto  con  D.  Miguel  A;,  de 
la  Torri^te,  como  curador  ad  oona  de  los  menores  D.Ma^ 
nuel  Gregorio  y  Doña  María  Ignaoia  Peraza. 

• 

En  sus  coiNsiDBRANDos  sc  cstablece : 

^ue  paré^ue  puedan  ser  ádmiiidái  los  recursos  por  que^ 
traníamiento  de  forma  es  indispensable  que  se  haya  reclamado 
la  fúlfa^m'  que  se  fündeni  en  la  instancia  en  que  se  hayüt  eo^ 
metido,  y  en  la  sijfuiente  si  ha  sido  en  la  primera,  ewócpf^-  en 
los  casos  que  haya  tenido  lugar  en  la  última^  sin  posHiUdad 
de  reclamar  contra  la  misma,  en  conformidad  i  los  artículos 
1.019  de  la.  Ley  de  Enjuiciamiento  civil.  ; 


♦i 


En  la  viira  y  Corte  de  Madrid,  ,á  13  de  Diembre  de  1876, 
en  el  pleito  que  ante  Nos  pende,  en  virtud  de  recurso  de  icasa^ 
cien  por  quebrantamiento  de  fomla,  seguido  en  el  Juzgado  de 
primera  instancia  del  distrito  de  Belén  de  la  ciudad  de  la  Ha-^ 
bana  y  Salisi  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  su  territoricr  entre 
D.  Miguel  A.  de  la  Torriénte,  como  curador  ád  6oua  de  los 
ménoireS  í).  Manuel  Gregorio  y  Doña  María  Ignacia  Peraza,  y 
D.  Gregorio  Palacios,  sobre  desahucio  de  una  casa  sita  en 
aquella citidad:  .r-  .r  .  í;i   ^ 

'Resultando  que  el  Procurador  D.  Gregorio  SoM&v  represes^ 
tando  al  D.  Miguel  A.  dé  la  Torriénte,  como  curador  de  los; 
menotes  Perazá,  propaso  demanda  dé  deisahucio  en  S  .de  Se- 
tiembre de  .1873)  prévto  acto  de  conciliación  éifa  avenencia  c<m' 
D.   Gregorio  Palacios  para  que  este  desalojara  tna^casasita 
en  la  calle  de  Bicl^a^  en  dicha  óiudádiáe*  la  Habana,. quoU^va 
en  arrendamiento  desdé  más  de  veinte  y  seis  íáños,  pertetie-*' 
ciéñté  á  IOS  ínendi^es  referidos;,  ptnr'  'to  haber  pcigado  en  ¡dos, 
me^s  lá'  catitidad  ^orresporidlente 'á  cada  uno  en.' .oro,  según; 
estaba  obligado  por  el  arriendo,  y' eaifieñan^  enque  lo.babia> 
de  efedtbla*  etf  WUetéí  del  Bánofi^:        *      :    '  .      .  / 

Hé^iiltandoíqbe  el  ^emánd^do  <en  >  b1  Bcto  del' juicib^eT3)al, 
después  deradftíiti&a'' la' déaaüda,<'mani^^     su  conformidad 
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en  los  hechos  expuestos  en  la  misma,  excepto  el  de  ser  obli* 
f^ado  al  pago  del  inquilinato  en  oro  ó  plata, 'sosteniendo  en 
contrario  que  cumplia  con  efectuarlo  en  billetes  del  Banco, 
como  lo  habia  realizado  otras  vec^,  y  además  había  ofrecido 
pagar  mitad  en  billetes  coa  el  20  por  100  de  beneficio,  j  la 
otra  en  oro;  á  lo  que  replicó  el  demandante  que  si  bien  era 
verdad  que  alguna  vez  admitió  billetes  en  satisfacción  de  los 
alquileres,  ha  sido  tan  sólo  cuando  se  hacia  el  cambio  sin  que- 
branto alguno,  y  no  podía  admitirlo  ahora  que  tienen  pérdida 
de  un  50  por  100,  ni  por  mitad  ni  en  totalidad: 

Resultando  que  el  Palacios  consignó  billetes  de  Banco  por 
▼alor  de  276  pesos,  que  se  devolvieron  después  para  que  los 
recogiese  el  Torriente  en  pago  de  las  mensualidades  vencidas, 
á  lo  que  se  opuso  éste  por  lo  ya  expuesto,  y  que  no  se  trataba 
del  cobro  de  aquel  año,  sino  del  desahucio  de  la  casa  arrendada: 
Resultando  que  en  24  de  Setiembre  del  año  referido  el  Juez 
de  primera  instancia  dictó  sentencia  declarando  haber  lugar  á 
desahucio,  y  que  el  Palacios  desalojase  la  casa  arrendacüt  eá 
di  télrmioo  de  ocho  días,  con  las  costas  y  apercibimiento  de 
lanzarle  de  la  misma  sí  no  la  dejara  á  la  libre  disposición  del 
demandante: 

Resultando  que  apelada  esta  sentencia  en  tiempo  oportuno 
por  el  demandado,  después  de  la  tramitación  necesaria  se  ha 
Gonfirmndo  por  la  de  la  Superioridad  de  23  de  Octubre  del  año 
próximo  pasado: 

Resultando  que  contra  esta  sentencia  interpuso  recurso  de 
casación  el  Palacios  por  quebrantamiento  de  forma  é  infrac- 
ción d^  ley,  fundándose  en  la  causa  2.^  del  art.  1.013  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  para  el  primero  por  suponer  que 
el  Torrietite  no  habia  acreditado  la  cualidad  de  curador  de  loe 
menores  que  ha  figurado  representar  legitimamente  en  una  y 
otra  instancia,  y  para  el  segundo  en  infracción  de  los  ártica- 
los  669  y  672  de  la  Ley  de  Etguiciamiento  civil,  por  no  ha- 
berse  sustanciado  la  cuestión  en  juicio  ordinario,  y  porque 
conformado  ya  en  virtud  del  reconocimiento  del  contrato  de 
arrendamiento  del  pago  de  alquileres  en  oro ,  no  podía  tener 
lagar  el  desahucio: 

Recluitando  que  admitido  el  recurso  por  quebrantamiento 
de  forma  por  la  Sala  sentenciadora,  y  formalizado  el  depósito 
de  la  cantidad  correspondiente,  remitido  certificado  de  loa  au- 
tos y  personado  el  recurrente,  se  ha  sustanciado  en  la  fonoa 
debida  ante  este  Supremo  Tribunal:  , 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Antonio  Yaldéa* 
Considerando  que,  para  que  puedan  ser  admitidos  ios  I6- 
corsos  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma,  es  indiapettf» 
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.ble  qae  se  haya  reelamado  la  falta  en  que  se  funden  en  la 
instancia  eu  que  se  haya  oometidoy  y  en  la  siguiente  si  han 
«ido  en  la  primera,  excepto  en  los  casos  que  haya  tenido  Jugar 
^n  la  última,  sin  posibilidad  de  reclamar  contra  la  misma,  en 
conformidad  k  los  artículos  L019  y  1.020.  de  la  Ley  de  Enjui- 
oiamiento  civil: 

Considerando  que  el  recurrente  no  ha  reclamado  en  una  ni 
•otra  instancia  del  juicio  de  desahucio  la  falta  de  personalidad 
del  demandante;  y  lejos  de  esto,  se  ha  conformado  con  todoi 
los  hechos  expuestos  en  la  demanda ,  exoeptuando  tan  sólo  el 
tie  que  el  jpago  de  alquileres  debia  hacerse  en  oro; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lu- 
^r  al  recuso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  in- 
terpuesto por  D.  Gregorio  Palacios,  á  quien  condenamos  á  la 
pérdida  del  depósito,  que  se  aplicará  con  arreglo  á  la  ley,  y 
en  las  costas:  pasen  estos  autos  á  la  Sala  primera  de  este  Tri« 
banal  Supremo  para  lo  que  proceda  en  cuanto  al  recurso  in*- 
teirpuesto  por  infracción  de  ley. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Oa* 

ceta  oficial  é  insertará  en  la  Colección  legislativa^  sacando-^' 

•1(0  al  efecto  las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos 

j  firmamos. »^Tomás  Huet.>=ilgnacio  Vieites. «^Manuel  Almo- 

nací  y  Mora.= Antonio  Valdé8.=Luis  Vázquez  de  Mondragon.= 

Alberto  Santías.=Joaquin  José  Cervino. 

Publicación: 

Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Exoe-* 
lentísimo  Sr.  D.  Antonio  Valdés,  Magistrado  del  Tribunal  Su- 
premo, celebrando  audiencia  pública  la  Sala  tercera  del  mis- 
mo, en  el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Secretario  Relator 
en  Madrid  á  13  de  Diciembre  de  1875. ^Licenciado  Manuel 
Aragoneses  Gil. 

NüM.  117. 
CASACIÓN  POR  INFRACCIÓN  DE  LEY.— SALA  PRIMERA. . 

Tbbcbría  db  dominio.— Sentencia  de  14  de  Diciembre,  decla- 
rando no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por 
D.  Francisco  Mañach  de  Naya,  como  gerente  de  la  Sociedad 
■  Francisco  Mañach  y  eompañioj  contra  la  pronunciada  por  la 
.  :Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Coruña,  en  pleito  con 
•la  Sociedad  Viuda  de  Atocha  ¿hijos  y  D.  Francisco  Mañach. 

En  sus  CONSIDERANDOS  86  ostableco: 
<2m  el  art.  264  del  Oódip  de  Comercio  se  limita  i  esta" 
Sleeer  el  principio  general  de  que  el  contrato  de  co$npañta  es 
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Mlieaile  a  todas  las  operaciones  del  eom&reio^  con/onM  á  las 
¿eyes  comunes  y  á  las  modificaciones  y  restricciones  que  esía^ 
ihcen  las  leyes  del  comercio. 

Eü  la  villa  7  Corte  de  Madrid,  &  14  de  Diciembre  de  187S» 
en  los  autos  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de 
la  Coruña  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  del  mismo 
territorio  por  D.  Francisco  Mañach  de  Naya,  como  Gherente  de 
la  Sociedad  Francisco  Mañach  y  compañía,  con  la  Sociedad 
Viuda  de  Atocha  é hijos  y  D,  Francisco  Mañach^  en  rebeldía, 
sobre  tercería  de  dominio;  autos  que  penden  ante  Ifoe,  en  vir- 
tud  de  recurso  de  casación  interpuesto  por  el  demandante  con* 
tra  la  sentencia  que  en  3  de  Julio  de  1874  dictó  la  referida 
Sala: 

Resultando  que  por  escritura  pública  de  8  de  Julio  de  186^ 
D.  Francisco  Mañach  recibió' á  préstamo  de  la  Sociedad  Viuda 
de  Atocha  é  hijos  la  cantidad  de, 20.000  escudos  por  término 
de  dos  años,  al  interés  del  10  por  100  anual,  hipotecando  al 
seguro  de  parte  de  esta  suma  una  fábrica  de  harinas  y  pan 
con  sus  edificios  y  maquinaria,  sita  en  Mondos: 

Resultando  que  por  otra>  escritura  de  11  de  Abril  de  1872 
D.  Manuel  Atocha,  como  Gerente  de  la  Compañía  Viuda  de 
Atocha  ¿  hijos,  y  D.  Francisco  Mañach  establecieron  una  So- 
ciedad regular  colectiva  con  la  denominación  de  Francisca 
Mañach  y  compañía,  por  término  de  dos  años,  para  la  fabri- 
cación de  harinas  y  pan  en  la  fábrica-hornos  del  D.  Francisco 
y.  venta  de  los  productos  en  los  puntos  que  éste  tenia  ya  es- 
blecidos  y  en  los  que  se  establecieran  en  la  ciudad  de  la  Co- 
ruña; y  por  la  cláusula  segunda  de  la  escritura  se  pactó  que 
Mañach  cedia  á  lá  Sociedad  la  fábrica  de  su  pertenencia  de 
Mondos  con  los  hornos  y  todoc<  los  edificios  de  que  se  compo- 
nía, maquinaria  y  todos  Iqs  artefactos  que  en  ella  existian, 
haciéndolo  también  de  las  existencias  que  resultasen  en  su  fá- 
brica en  granos,  harinas,  salvados,  saquerío,  carros  de  con- 
ducción de  pan  y  caballerías;  por  la  cuarta  que  seria  socio 
Crereñte  y  Administrador  D.  Francisco  Mañach  y  el  que  lleva- 
ría la  firma,  pero  la  caja  estaría  á  cargo  de  la  Sociedad  Viuda 
de  A  tocha  ¿  hijos,  como  también  el  oobro  de  los  valores  que 
procedieran  de  los  negocios  de  la  fábrica;  por  la  quinta  que 
el  producto  de  las  ventas  de  pan  que  se  hicieran  en  la  Corofta 
sería  entregado  diariamente  á  lá  Viuda  dé  Atocha  é  hgoa,  y 
el  producto  de  las  que  se  verificaran  en  la  expresada  fábrica, 
tanto  de  pan  como  de  harinas,  salvados  y  demás^  seria  eiitra<* 
gado  semanalinente  á  aquellos  por  el  D.  Francisco  MaaSa^ 
por  la  sétima  que  la  contabilidad  áería  Ueváda  eñ  libros  9dÉ  i 
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arreglo  ¿  las  prescripciones  del  Código  de  Comercio,  y  cada 
«fio  se  baria  balance,  y  las  ntilidades  qué  resultasen  se  divi- 
dlríBB  por  mitad  entre  ambos  socios,  quienes  podrían  reti- 
rar anualmente  las  utilidades  que  respectivamente  les  corres- 
XK>ndieran :  por  la  octava  que  los  Señores  Viuda  de  Atocha 
é  hijos  quedaban  facultados  para  hacer  cuantos  balances  les 
acomodase,  y  si  de  algunos  de  ellos  resultaren  quebrantos, 
podian  rescindir  el  contrato  y  separarse  completamente  de  ía 
Sociedad,  liquidándose  esta  acto  continuo;  por  la  décima  que 
la  Sociedad  no  tomaba  á  su  cargo  ningún  crédito  que  contra 
8i  pudiera  tomar  Mañach  hasta  la  fecha,  ni  otro  alugno  que 
eontrajera  durante  la  subsistencia  de  la  misma;  consignándo- 
se, por  ultimo,  en  la  cláusula  doce,  que  la  dicha  Sociedad  em- 
pezaría á  regir  y  á  correr  y  á  contarse  el  término  de  sus  ope- 
Taciones  desde  que  se  hallasen  formalizados  los  inventarios  de 
que  hablaba  la  condición  tercera,  y  concluidos  aquellos  se  pro- 
cedería á  la  liquidación,  retirándose  el  capital  impuesto  y  uti- 
lidades si  las  hubiese: 

Resultando  que  con  presentación  de  la  escritura  de  8  de 
Julio  de  1869  propusieron  la  Viuda  de  Atocha  é  hijos  contra 
D.  Francisco  Mañach  demanda  ejecutiva  para  el  pago  de  los 
20.000  escudos,  intereses  y  costas;  y  que  despachada  la  eje- 
cución se  embargaron,  entre  otros  bienes,  varios  sacos  de  ha- 
rinas y  trigos  de  distintas  clases  y  otros  de  galleta,  algunos 
▼acios,  dos  caballos  y  dos  carros,  asi  como  también  la  fábiféá 
éé  harinas  y  pan  de  Mondos,  con  todas  sus  dependencias  in- 
clusa la  mliquinaria;  habiendo  prestado  Mañach  en  el  acto  del 
embargo  de  estos  bienes,  fundado  eii  que  no  eran  suyos,  sino 
de  la  Sociedad  Francisco  Mañach  y  áompaiUa,  de  que  era  so- 
cio Grerente:  * 

Resultando  que  con  este  carácter  de  socio  Oerente  propuso 
D-  Francisco  Mañach  en  15  de  Noviembre  de  1873  demanda 
de  tercería  de  dominio  de  los  bienes  embargados  en  el  juicio 
ejecutivo  de  que  queda  hecho  méríto,  exponiendo  como  hechos 
loB  que  resultasen  de  varías  de  las  cláusulas  de  la  escritura 
aooial,  relacionando  los  bienes  y  efectos  embargados  á  la  So-> 
eiedad  Francisco  Maflach  y  compáfUá,  consignando  también 
qae  la  viuda  de  Atocha  é  hijos  celebraron  acto  de  conciliación 
en  16  de  Octubre  dsl  mismo  año  con  D.  Francisco  Mañach  para 
^o^  este 'hubiese  por  rescindida  y  en  liquidación  la  Sociedad 
de  que  es  Gerente,  á  lo  que  no  prestó  conformidad;  y  después 
de  establecer  las  consideraciones  legales  pidió  que  habiendo 
pof  propuesta  dicha  demftnda  y  adtnitiéndola  con  suspensión 
del  procedimiento  en  su  caso;  sé-^eólarasen  en  definHiva  pro*- 
pios  de  la  Sociedad  Francisco  Mtítach  y  compañia  los  bienes 
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que  expresaba  y  sujetos  k  los  resultados  de  su  liquidación 
cuando  procediera  hacerla,  mandándolos  excluir  de  la  ejecu- 
ción despachada  contra  D.  Francisco  Mañach  y  alzar  el  em- 
bargo puesto  en  ellos,  sin  peijuicio  y  á  reserva  de  reclamar 
contra  los  ejecutantes  el  resarcimiento  de  los  daños  y  perjui- 
cios ocasionados  y  que  se  ocasionasen,  con  las  costas: 

Resultando  que  conferido  traslado  á  los  ejecutantes  Viuda 
de  Atocha  é  h\jos  y  ¿  D.   Francisco  Mañach,  le  evacuaron 
aquellos,  exponiendo  que  la  escritura  de  1872  no  estaba  en  vi- 
gor; pero  aunque  lo  estuviera,  no  bastábala  justificar  la  per- 
sonalidad del  demandante,  ni  para  subsanar  los  defectos  lega- 
les que  conteuia  la  demanda;  porque  aunque  en  la  cláusal» 
cuarta  se  declara  que  seriaOerente  y  Administrader  de  la  So- 
ciedad D.  Francisco  Mañach,  también  en  ella  se  sujeta  la  ge- 
rencia á  la  condición  de  que  la  caja  corra  á  cargo  de  los  de- 
ñores Viuda  de  Atocha  é  hijos,  juntamente  con  el  cobro  délos 
valores  que  procedan  de  la  fábrica,  de  lo  que  se  infiere  que 
Mañach  debe  acreditar  á  la  vez  su  nombramiento  de  Gerente  y 
el  cumplimiento  de  la  condidion  con  que  había  de  ejercer  el 
cargo:  que  desde  el  dia  18  de  Agosto  anterior  dejó  el  deman- 
dante de  hacer  las  entregas  de  dinero  á  que  estaba  obligado 
por  la  cláusula  quinta  en  las  épocas  y  por  los  conceptos  que 
en  la  misma  expresa,  sin  que  pueda  usar  el  nombre  de  Geren- 
te, por  haber  infringido  asta  condición  esencial  para  el  ejera- 
cio  de  la  Gerencia:  que  también  infringió  Mañach  la  cláusalt 
sétima  no  llevando  los  libros  conforme  á  las  prescripciones  del 
Código  de  Comercio,  y  dejando  por  ello  sin  vigor  el  contrato: 
que  la  Sociedad  estaba  disuelta  de  derecho,  y  asi  lo  reconooia 
Mañach  faltando  ,á  la  entrega  de  los  productos  á  que  estaba 
obligado  por  la  (Aáusula  octava  de  la  escritura  de  1872:  qoe 
entre  la  personalidad  de  Mañach,  socio  Gerente,  y  la  de  Mañach 
obligado  á  los  ejecutantes,  habia  oposición  marcada :  que  la 
tercería  propuesta  es  excluyente,  y  si  las  pretensiones  de  Ma- 
ñach Gerente  excluían  las  de  Mañach  ejecutado,  la  Sociedad 
MaMch  y  eompañia,  si  existiese,  no  «podría  admitir  que  la  re- 
presentase quien  tenia  un  interés  contrario  á  ella:  que  cuando 
el  socio  de  una  Compañia  hace  negocios  por  cuenta  propia  con 
la  firma  social,  y  usa  de  ella,  está  incapacitado  para  repieseB- 
tarla,  y  la  ejecución  despachada  contra  Mañach  es  por  una 
critura  de  fecha  anterior  al  establecimiento  de  la 
apareciendo  además  por  la  cláusula  diez  de  la  de  1872  qao 
la  Compañia  ¡no  tomaba  á  su  cargo   ningún  crédito   uto^ 
rior  ni  posterior  de  Mañach;  y  pidieron  que  habiendo  por  pto* 
puestas  las  excepciones  dilatorias  de  falta  de  personalidad  tA 
el  demandante  y  defecto  legal  en  el  modo  de  proponer  la  éh 
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FalIamo8,  que  debemos  declarar  y  declaraffioi9  no  haber  lu- 
gar al  recurdo  de  casación  interpuesto  por  J).  JPranqisco  Ma- 
fiaoh,  como  Gerente  de  la  Sociedad  Frand^ca  ifafíach  y  com^ 
pafUaf  á  quien  en  tal  concepto  condenamos  en  la^  costas  y  á 
la  pérdida  de  la  cantidad  de  1.000  pesetas,  que  depositó,  que 
se  distribuirá  en  la  forma  prevenida  por  la  ley;  y  líbrese  la 
correspondiente  certificación  á  li^  Audiencia  de  la  Goruña. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  (r^- 
ceta  é  insertará  en  la  Colección  legislativa^  pasándose  al  efecto 
las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamqs  y  firma- 
mos.s=Juan  González  Aceyedo.=sJosé  Maria  Cáceres.«=  Laurea- 
no de  Arrieta.  =s=  José  Fermin  de  Muro.  ==  Benito  de  UUoa  y 
Bey.=»Joaquin  Ruiz  Cañábate. ^Ricardo  Diaz  de  Rueda. 

Publicación: 

Leida  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  iBxoe- 
lentisimo  Sr.  D.  José  María  Cáceres^  Magistrado  del  Tribunal 
Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera,  del 
mismo,  el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Relator  Secretario 
de  dicha  Sala. 

Madrid  14  de  Diciembre  de  1875. »> Licenciado  Mariano 
Fernandez  García . 

NÚM.  118. 
CASACIÓN  POR  INFRACCIÓN  DE  LEY.— SALA  PRIMERA. 


Nulidad  db  la  adquisición  db  unas  casas  t  pago  ly^  pbsos. — 
Sentencia  de  14  de  Diciembre,  declarando  no  haber  lugar 
.  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Emeterio  Martínez 
y  otros  herederos  de  D.  Roque  Martínez  contra  la  pronun- 
ciada por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana, 
en  pleito  con  D.  Andrés  Beneito  y  Benavent,  como  heredero 
de  Doña  Catalina  López. 

En  sus  considerandos  se  establece : 

Qu$  no  puede  decirse  que  han  sido  infringidas  por  una 
sentencia  leyes  ni  doctrinas  que  no  tienen  aplicación  al  caso 
4e  autos. 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  &  14  de  Diciembre  de  1875, 
«I  los  autos  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del 
distrito  de  la  Catedral,  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audienoia 
4«  la  Habana,  por  D.  Emeterio  Martínez  y  otros  herederos  de. 
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derechos  y  acciones  por  medio  de  s\u  A.dmiaidtrad(>re8  ó  Ge- 
rentes, según  sa  naturaleza  y  condiciones;  antorlKacion  y  per- 
sonalidad desconocidas  en  el  presente  caso  por  la  sentencia» 
qne  priva  á  la  Sociedad  Frandseo  Maflaeh  y  compañia^  al  re- 
chazar la  representación  de  su  Gerente,  de  los  medios  de  rei- 
vindicar sus  bienes  indebidamente  comprendidos  en  una  ena- 
jenación k  que  aquella  es  extrafia. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  María  Cáceres. 

Considerando  que  si  bien  el  art.  307  del  Código  de  Co- 
mercio determina  que  cuando  la  facultad  de  administrar  y  de 
llevar  la  firma  de  la  Compafíia,  se  haya  conferido  en  condición 
expresa  del  contrato  no  se  puede  privar  de  aquella  facultad 
al  que  la  obtuvo,  esta  disposición  no  puede  aplicarse  al  caso 
de  este  pleito,  en  que  no  se  trata  de  un  negocio  propio  y  pri- 
vativo de  la  Compañía,  ni  de  una  gestión  ordinaria  de  Don 
Francisco  Mafiach  como  Gerente,  sino  del  ejercicio  de  nn  de- 
recho perfecto  de  parte  de  la  Viuda  de  Atocha  é  hijos  como 
acreedor  contra  su  deudor  particular  Mafiach,  que  invocando 
el  titulo  de  Gerente  de  la  Sociedad  quiere  eludir  el  cumpli- 
miento de  su  obligación,  incurriendo  en  la  contradicción  de 
figurar  á  un  tiempo  como  demandante  y  demandado,  y  lo  qne 
es  más,  queriendo  obrar  como  tercero  excluyente  en  repre- 
sentación también  de  la  Viuda-  de  Atocha  é  hijos,  que  es  al 
mi^mo  tiempo  el  actor  'ejecutante: 

Considerando  que  por  estas  razones  no  infringe  la  senten- 
cia dicho  art.  307  del  Código,  y  tampoco  la  ley  ley  especial 
de  la  escritura  de  Sociedad  y  su  cláusula  cuarta,  ni  las  doc- 
trinas de  las  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  que  se  in- 
vocan como  segundo  motivo  del  recurso,  porque  aquel  pacto 
no  autoriza  á  Máñach  para  eludir  por  este  medio  el  pago  del 
crédito  que  contrajo  en  su  particular,  y  mucho  menos  cuando 
la  Compañía  se  limitó  expresamente  á  la  elaboración  de  hari- 
HHS  y  pan  en  la  fábrica  y  hornos  de  Mañach  y  venta  de  sus 
productos;  y  por  la  cláusula  diez  se  pactó  también  que  la  So- 
ciedad no  tomaba  á  su  cargo  ningún  crédito  que  contra  ri 
pudiera  tener  Mañach  lia^jt^  aquella  fecha,  ni  otro  alguno  qae 
contrajera  la  sociedad: 

Y  considerando  que  como  se* trata  de  un  crédito  anteriora 
la  fecha  áe  la  formación  de  la  Sociedad,  y  excluido  de  ella  por 
pacto  expreso  en  la  misma,  es  muy  claro  que  la  sentencia  no 
ha  qubrantádo  el  art.  264  del  Código  de  Comercio,  que  se  li- 
mita á  establecer  el  principio  general  de  que  el  contrato  da 
compañia  es  aplicable  á  todas  las  operaéioñes  del  coméráio» 
conforme  á  las  leyes  comunes  y  á  las  modificaciones  y  reatrié* 
cionés  que  establecen  las  leyes  del  comerció; 
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mente  loa  había  adquirido  con  capitales  que  él  la  prestó,  7  con 
las  utilides  compró  tres  casas  en  las  calles  del  Consulado  7 
del  Águila,  las  cuales  habia  administrado  ella  misma  y  per- 
cibido parte  de  sus  alquileres  ,  pues  el  resto  qne  con  el  capi- 
tal le  habia  entregado  se  lo  habia  abonado  encuesta  corriente, 
por  la  cual  resultaba  en  el  dia  á  su  disposición  en  poder  del 
otorgante  2.047  pesos,  real  y  medio;  sexta,  que  legaba  á  su  sobri- 
na carnal  Doña  Celestina  Martínez  300  ducados  de  11  reales 
cada  uno  anuales ,  que  seria  obligación  de  satisfacerlos  todos 
los  años  el  administrador  de  su  casa  de  Madrid,  sita  en  la  calle 
de  la  Montera,  núm.  53  nuevo,  declarando*  que  si  no  la  cons- 
titaik  heredera  con  su  hermana  María  Francisca  ,  era  porque 
desgraciadamente  se  hallaba  fatua  ;  duodécima ,  que  legaba  á 
su  mayor  amigo  D.  Fermin  Saenz  de  Bacines,  del  comercio 
de  Madrid,  2.000  pesos  fuertes,  y  en  usufructo  por  sus  dias  la 
casa  de  su  propiedad  que  fabricó  á  sus  expensas  en  la  calle  de 
las  Animas,  señalada  con  el  núm.  47;  décimaoetava,  que  á  su 
fiel  esclavo  José  Isidoro  Martinez  y  su  hija  Hipólita  se  les  otor- 
gnaen  por  sus  albaceas  las  cartas  de  ahorro  y  á  más  de  la  li- 
bertad se  comprase  al  José  una  casita,  cuyo  co^te  no  pasase 
de  550  pesos,  para  que  la  viviese  y  alquilase ,  y  á  su  falleci- 
miento la  heredara  su  hija  Hipólita  ó  su  sucesión ,  siempre  que 
siguiera  al  lado  de  la  esposa  del  otorgante;  pero  que  si  falle- 
ciese sin  ella  y  su  padre,  aunque  la  tuviera,  volverla  la  casita 
á  la  masa  de  su  caudal,  para  que  como  éste,  tuviera  aquella  el 
destino  que  la  correspondiera,  arreglado  &  sus  demás  disposi- 
ciones ;  décimanovena,  que  legaba  á  su  muy  querida  esposa 
Dofia  Catalina  López,  con  la  condición  de  que  no  percibiera  la 
parte  de  gananciales  que  resultase  y  la  que  al  final  expresa- 
ría, todos  sus  esclavos,  ajuares,  muebles,  animales,  carruajes, 
plata  labrada,  alhajas  y  demás  semovientes  que  se  reconocie- 
ran pertenecer  al  otorgante;  vigésima,  que  legaba  á  la  mis- 
ma su  esposa  Doña  Catalina  López ,  con  la  condición  dicha 
arriba  y  la  que  también  diria  al  ñnal,  el  usufructo  por  sus  dias 
de  23  casas,  ó  de  las  más  ó  toénos  que  existieran  á  su  falle- 
cimiento, después  de  cubiertas  siis  disposiciones,  situadas  aque- 
llas en  los  puntos  que  determina  de  las  calles  de  Monserrat, 
Prado,  Águila,  Calzada  de  San  Lázaro,  Consulado,  Refugio, 
Virtudes  ,  Amistad  ,  Animas  ,  Escobar  y  la  casa-quinta  del 
Cerro,  puramente  de  recreo,  que  no  tenia  número;  vigésima- 
segunda,  que  para  inteligencia  de  sus  albaceas  declaraba  que 
se  hallaba  pendiente  aiin  el  pleito  que  estaba  siguiendo  Doña 
Irene  Calderón  para  acreditar  que  la  pertenecían  los  solares 
de  la  casa  del  Cerro,  que  como  de  la  propiedad  de  Fu  tona  sacó 
&  subasta  pública  el  Tribunal  de  Hacienda  y  el  otorgante  té^ 
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mató,  entregando  la  cantidad  ofrecida ;  vigésimatercera,  que 
si,  al  fallecimiento  de  su  esposa  viviese  su  sobrina  Doña  Haría 
Francisca  Martinez  con  legitima  suc^on,  quería  que  la  mitad 
de  sus  fincas  en  ésta,  procurando  promediar  los  valores  ,86  la 
adjudicasen  á  ella  para  que  las  usufructuase  por  sus  dia:», 
siempre  que  le  vivieran  los  hijos ,  y  al  fallecimiento  de  ella 
heredarían  estos  el  dominio  directo  de  la  citada  mitad  de  sus 
fincas,  de  las  que,  como  dueños  legítimos,  podrían  disponer  de 
ellas;  por  consiguiente,  era  visto  que  si  dicha  su  sobrina  en  el 
mismo  caso  de  sobrevivir  ¿  su  esposa,  no  tuviese  hijos,  ni  es- 
peranza, por  su  edad,  de  tenerlos ,  en  este  caso  sólo  se  le  ad- 
judicaría la  tercera  parte  de  dichas  sus  fincas  para  que  las 
usufructuase  durante  su  vida ,  pues  á  su  fallecimiento  se  ven- 
derían las  fincas  que  hubiese  usufructuado,  y  su  producido  sd 
repartiría  por  iguales  partes  entre  sus  19  primos  hermanos 
del  otorgante,  ó  sus  legitimas  sucesiones,  deduciendo  antes 
sus  albaceas  los  gastos  que  para  esta  operación  se  orie^nasen» 
con  inclusión  de  la  comisión  de  venta  que  devengasen ;  vigé- 
simacuarta,  que  mandaba  que  en  cualquiera  de  los  dos  casos 
de  que  trataba  la  presente  cláusula  ,  de  adjudicarse  á  su  so- 
brina Doña  María  Francisca  Martinez,  después  del  falleci- 
miento de  su  esposa,  ya  fuese  por  tener  hijos,  la  mitad  de  sus 
casas,  ó  ya  el  tercio  de  las  mismas  por  no  tenerlos,  si  resol- 
taba lo  primero,  quería  decir  quedaba  por  disponer  de  la  otra 
mitad,  y  si  lo  segundo,  de  los  dos  tercios  de  dichas  casas ;  y 
era  su  voluntad  que  lo  que  quiera  que  resultase  por  cualquiera 
de  los  dos  expresados  casos,  se  procediera  á  su  venta;  y  deda- 
cidos  los  gastos  que  se  originasen  con  la  correspondiente  och 
misión  de  venta  que  deberían  cargar  sus  albaceas ,  el  líquido 
que  resultase  lo  dividirían  por  iguales  partes  entre  sus  meo- 
cionados  19  primos  hermanos  ó  sus  legítimas  sucesiones;  ví- 
gésimaquínta,  que  mandaba  que  en  caso  de  que  su  sobrina 
María  Francisca  falleciera  sin  sucesión  legítima  antes  que  so. 
esposa ,  todo  el  producto  anual  de  su  casa  de  Madrid  se  re- 
partiría por  iguales  partes  entre  sus  19  primos  hermanos  ó 
sus  legítimas  sucesiones,  pero  si  dejase  descendencia  legitima* 
ésta  percibiría  lo  mismo  que  su  madre ;  vigésimasexta ,  que 
mandaba  que  si  después  de  pagados  sus  funerales ,  mandas» 
legados,  deudas  y  cuantas  obligaciones  cargase  su  caudal ,  y 
que  se  hubiesen  concluido  todos  sus  pleitos ,  sin  que  existieía 
ninguna  clase  de  responsabilidad  contra  dicho  su  caudal,  xpr 
sultase  algún  efectivo  sobrante  en  caja ,  quería  que  le  parti- 
rán por  iguales  partes  entre  su  esposa  y  sus  primos  hermaiNf[ 
D.  Antonio  y  D.  Manuel  Martinez  Terroba;  bien  entendido  fópi 
si  antes  que  llegase  el  caso  de  que  se  hiciera  este  reparto  JQS. 
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no  hallarse  concluidas  j  redondeadas  todas  sus  disposiciones 
jr  pleitos,  falleciese  su  esposa,  partirian  por  mitad  los  dos  her- 
manos el  efectivo  que  resultase  sobrante  ;  y  como  podría  su- 
-ceder  que  alguno  ó  algunos  de  los  dichos,  por  causas  impre- 
vistas,  no  estuviesen  &  su   lado   en    su  última  enfermedad» 
entonces  no  tendria  derecho  el  ausente  á  la  parte  que  le  de^ 
signaba,  la  cual  se  distribuida  por  iguales  partes  entre  sa 
sobrina  María  Francisca  y  todos   sus  primos   hermauos,  coa 
exclusión  del  que  no  estuviese  ó  estuviesen  á.su  ladp  y  de  los 
que   expresaba   en  la  cláusula  10,  pues  aunque  en  la  24  y 
'Otras  decia  sus  19  primos  hermanos,  se  entenderla  era  los  que 
oitaba'nominalmente  en  la  cláusula  9.*^,  y  á  más  Antonio  y  Ma- 
nuel Martínez  Terroba;  trigésimaprimera,  que  mandaba  que  del 
remanente  de  todos  sus  bienes  ,  deudas  ,  derechos  y  acoioneá 
que  por  cualquier    título   le  tocasen  ó  pertenecieran  ,  insti- 
tuía y  nombraba  por  sus  herederos  en  el  orden  ya  explicado  ea 
las  precedentes  cláusulas,  á  su  esposa  Doña  Catalina  López,  & 
su  sobrina  Doña  María  Francisca  Martínez  y  su  legítima  des- 
cendencia, y  á-los  19  primos  hermanos,  D.  Gaspar,  D.  Pedro 
y  D.  Gervasio  Sáenz  Martínez,  á  Doña  María,  Doña  Antonia  y 
D.   Manuel  Saenz   Iñiguez,  D.  José  Iñiguez  ,   Doña  Nicolasa 
^aenz  Martínez  ,  su  cuñada  y  madre  de  sus  sobrinas  Doña 
Haría   Francisca  y  Celestina  Martínez  ,  Doña  María  del  Car- 
men, Doña  Josefa,  Doña  Manuela,  Doña  Antonia,  Doña  Bi- 
biana, Doña  Antonia ,  D.  Antonio  y  D.  Manuel  Martínez  Ter- 
roba ,   hermanos ;   D.  Manuel  Saenz  Iñiguez ,   hijo  de  su  tía 
francisca  Iñiguez,  que  fué  casada  en   Jalón  ;  D.  Antonio  Iñi- 
guez, hijo  de  su  tio  D.  Jerónimo  y  de  su  tía  María  Iñiguez,  y 
D.  Pedro  Saenz  Martínez,  hijo  de  Doña  María  Saenz  Martínez; 
.y  por  muerte  de  cualquiera  de  ellos  á  sus  hijo,s  legítimos  y  de 
legítimo  matrimonio,  en  el  orden  y  modo  que  llevaba  expli- 
cado ;   trigésimasegunda,    que  para  que   lo   referido   en  este 
testamento  tuviera  efecto  ,  nombraba  por  sus  albaceas  ,  te- 
nedores de  bienes  mancomunados  á  su  esposa  Doña  Catalina 
López ,  D.  José  Agustín  de  Larraondo  é  Ibarra ,  sü  amigo ,  y 
-é  su  primo  el  Licenciado  D.  Antonio  Martínez  Terroba ,  y  leg 
tsonfería  el  poder  más  amplio  que  por  derecho  se  requiere  y 
necesario  fuese,  para  que  cumplieran  y  ejecutaran  sus   dispo- 
4»icioQes,  aunque  fuese  pasado  el  año  de  albaceazgo ;  trigési- 
macuarta,  que  siendo  el  principal  objeto  de  este  testamento  el 
^repartir  sus  bienes  para  después  de  su  muerte  entre  sus  ma- 
yores  amigos   y  parientes  más   inmediatos,  era  su  voluntad 
-que  ni  unos  ni  otros  pudieran  negociar ,  ceder  ni  enajenar  en. 
"oitigun  tiempo  ni  por  ninguna  especie  ó  contralto  cualquier 
^yorcicii  de  bienes  é  intereses  que  le  pudieran  corresponder ;  y 
II.— 1.*  Y  3.'*  41    . 
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en  caso  que  asi  lo  hiciesen  se  entendiese  era  su  voluntad  que- 
dasen desheredados,  y  que  la  porción  que  debia  corresponder- 
íes  acreciera  á  los  demás  coherederos  ,  lo  mismo  que  suce- 
diera con  la  que  correspondiese  á  aquellos  que ,  bien  por  ma- 
licia, ignorancia  ú  otro  cualquier  concepto,  tratasen  de  estorbar 
el  pronto  arreglo  de  sus  disposiciones  acudiendo  á  los  Tribu- 
nales de  justicia  con  cualquier  pretexto,  pues  era  su  voluntad 
que  no  se  pudiera  dar  más  interpretación  á  ninguna  de  las  cláu- 
sulas de  este  testamento  que  la  que  literalmente  resultase  de  sn 
redacción,  y  en  el  caso  de  que  se  notase  alguna  pequeña  con- 
tradicción, falta  de  claridad  ó  duda,  sus  herederos  estarían  y 
pasarían  por  lo  que  de  común  acuerdo  dispusieran  sus  alba- 
ceas,  cuya  condición  seria  extensiva  á  su  coposa  Doña  Cata- 
lina López ,  la  cual  podría  muy  bien  suceder  que  mal  acoD- 
sejada  por  su  peca  costumbre  en  el  manejo  de  esta  clase  de 
negocios,  reclamase  la  parte  de  gananciales  que  resultasen  á 
su  fallecimiento ,  en  cuyo  caso  ,  si  ella  se  obstinase  se  le  en- 
tregarían ,  pero  no  tendría  derecho  á  recibir  en  propiedad  y 
usufructo  los  bienes  y  fincas  que  expresaba  en  las  cláusulas  IIV 
y  20,  los  que,  según  alli  decia,  le  dejaba  con  la  precisa  condi- 
ción de  que  no  percibiera  la  parte  que  pudiera  correspondería 
por  gananciales: 

Resultando  que  en  30  de  Setiembre  de  1847  Doña  Cataliu> 
López,  D.  José  Antonio  Larraondo  é  Ibarra  y  D.  Manuel  Mar- 
aez  Terroba,  como  albaceas,  tenedores  de  bienes  del  difunta 
D.  Roque  Martínez,  pre^^entaron  la  cuenta  y  relación  jurada 
de  la.^  cantidades  que  habían  entrado  en  su  poder  y  de  los 
pagos  que  hablan  hecho  por  su  cuenta  de  aquella  testamen- 
taría, ascendiendo  el  cargo  á  59.382  p?sos  3  y  medio  reale?, 
y  la  data  á  14.593  pesos  medio  real,  resultando  por  consi- 
guiente como  alcance  que  se  hallaba  en  su  poder  la  suma  de 
44,789  pesos  3  reales;  y  siendo  de  advertir  que  entre  las  par- 
tidas del  cargo  figura  una  por  la  cantidad  de  655  pesos  3  rea- 
les que  habían  cobrado  de  los  alquileres  de  las  casas  pertene- 
cientes á  dicha  testamentaría,  vencidos  hasta  el  día  21  d^ 
Febrero  inclusive  de  aquel  año  de  1847,  en  cuyo  dia  falleció 
el  D.  Roque  Martínez,  según  la  lista  6  minuta  que  acompa- 
ñaron; y  en  la  data  otra  portída  por  la  cantidad  de  2.242  pe- 
sos 2  reales,  pagados  según  recibo  de  23  del  propio  mes  y  tíSio- 
que  igualmente  acompañaron ,  á  la  Doña  Catalina  López  es 
reintegro  de  igual  suma  que  había  resultado  á  su  favor  y  €» 
contra  de  la  testamentaría  en  liquidación  de  la  cuenta  corriente  i 
que  llevó  con  ella  el  dicho  D.  Roque  Martínez ,  su  esposQy'y  j 
que  se  citaba  en  la  cláusula  4.*  de  su  testamento:  •  .     j 

Resultando  que  por  escritura  de   19  de  Abril  de  IS-d  DÍÜ  J 
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José  Agastin  de  Larraondo  é  Ibarra  y  D.   Manuel  Martínez 
Terroba,  el  primero  apoderado  del  Licenciado  D.  Antonio  Mar- 
tínez y  Terroba  y  de  Doña  Francisca  "Martínez  Iñiguez,  y  el 
segundo  representante  legítimo  de  D.  José  Maria,  D.  Toribio 
y  Doña  Librada  Saenz  y  Camporedondo,  D.  Antonio  Iñigxiez, 
Doña  Inocenta  Iñiguez,  Doña  María,  Doña  Manuela,  Doña  Es- 
colástica, Doña  Concepción  y  Doña  Ignacia  Iñijuez;  Presbí- 
tero D.  José  Saen  Iñiguez,   D.  Gaspar  Saenz  Martínez,  Don 
Pedro  Saenz  Martínez,  D.  Manuel,  Doña  Antonia  y  Doña  Ma- 
ría Saenz  Iñiguez,  D.   Pedro  y  D.  Gervasio  Saenz  Marrinez, 
Doña  Nicolasa  Saenz  Martínez,  Doña  María  del  Carmen  Marti- 
nez  y  Terroba,  D.  José  Iñiguez  y  Doña  Josefa,  Doña  Manue- 
la, Doña  Antonia,  Doña  Antonina  y  Doña  Bibiana  Martínez  y 
Terroba,   todos  herederos  de  una  parte  de  los  bienes  del  di- 
funto D.  Roque  Martínez  Iñiguez,  según  constaba  de  los  autos 
testamentarios  de  éste,  radicados  en  la  Escribanía  del  Juzgado 
de  bienes  de  difuntos,  otorgaron  que  habían  recibido  de  Doña 
Catalina  López,  viuda,  albacea  del  citado  D.  Roque  Martinez, 
la  c  ntidád  de  15.*735  pesos  4  y  un  tercio  reales  que  con  2.000 
que  dejaban  en  poder  de  la  misma  albacea,  según  acuerdos 
extrajudiciales  entre  los  interesados,  para  atender  á  cubrir  en 
sa  caso  las  responsabilidades  que  pudiera  tener  dicha  testa- 
toentaría  en  la  parte  concerniente  á  sus  representados,  com- 
ponían la  suma  de  17.735  pesos  4  y  un  tercio  reales,  que  en 
conjunto  les  habia  correspondido  por  su  tercera  parte  de  he- 
rencia de  los  53.206  pesos  5  reales,  á  que  montaron  las  canti- 
dades que  el  referido  D.  Roque  dejó  en  efectivo  al  tiempo  de 
su  fallecimiento  y  cobros  posteriores  que  se  habian  hecho,  de- 
ducidos previamente  los  legados,  gastos  y  costas  de  la  testa- 
mentaría en  cuanto  se  habian  solventado  hasta  el  día  de  la 
fecha;  advirtiendo  para  lo  que  pudiera  convenir  que  en  los 
53.206  pesos  5  reales,  importe  del  efectivo  y  cobros  mencio- 
nadoSy  se  incluían  6.035  pesos  7  reales  que  se  hallaban  en  po- 
der del  D.  Fermín  Saenz  de  Racines,  del  comercio  de  Madrid, 
cuya  suma  debía  percibir  la  viuda  para  completo  de  aquella 
cantidad: 

Resultando  que  por  otra  escritura  del  mismo  dia  19  de 
Abril  de  1847,  D.  Manuel  Martinez  Terroba,  como  heredero  de 
8U  difunto  primo  D.  Roque  Martinez,  otorgó  igualmente  que 
tiabia  recibido  de  la  Doña  Catalina  LOpez,  viuda,  albacea  del 
autedícho,  la  cantidad  de  15.735  pesos  4  y  un  tercio  reales, 
que  con  2.000  pesos  que  dejaba  en  poder  de  la  misma  alba- 
ce»,  según  acuerdos  extrajudiciales,  para  atender  á  cubrir  en 
caso  las  responsabilidades  que  pudiera  tener  dicha  testamen- 
^laría  en  la  parte  que  le  concernía,    componian  la  suma  de 
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17.735  pesos  4  y  uu  tercio  reales  que  le  habiaa  correspondido 
por  su  tercera  parte  de  herencia  de  los  53.206  pesos  á  que 
montaron  las  cantidades  que  el  referido  su  primo  dejó  en  efec- 
tivo al  tiempo  de  su  fallecimiento  y  cobros  posteriores,  según 
se  expresa  en  la  escritura  anterior  y  con  la  misma  adver- 
tencia: 

liesultando  que  los  leg'atarios  D.  Fermin  Saenz  Racines  j 
Doña  Celestina  Martínez  fallecieron,  el  primero  en  14  de  Di- 
ciembre de  1851  y  la  ¿íegunda  en  31  de  Marzo  de  1852,  sol- 
tera y  en  el  mismo  estado  de  fatua: 

Resultando  que  por  escritura  de  17  de  Octubre  de  1854  el 
Intendente  de  Ejército  y  Real  Hacienda  de  la  Isla  de  Cuba,  á 
consecuencia  de  la  terminación  de  los  autos  que  la  Hacienda 
seguía  con  los  herederos  de  D.  Diego  Martin  Silvera  sobre 
mensura  y  deslinde  de  ciertos  terrenos,  consignó  á  nombre 
de  S.  M.  y  adjudicó  en  propiedad  á  dichos  herederos  los  ter- 
renos que  se  mencionan,  y  entre  ellos,  á  D.  Diego  Vicente  Sil- 
vera  una  superficie  de  17.296  varas  55  centesimos  en  las  man- 
zanas  que  se  citan,  lindantes  con  las  calles  de  la»  Virtudes, 
Consaludo,  Industria  y  otras: 

Resultando  que  por  otra  escritura  de  7  de  Marzo  de  1853, 
D.  Diego  Vicente  Silvera  confesó  haber  recibido  de  Doña  Ca- 
talina López,  viuda,  albacea  y  heredera  de  D.  Roque  Martínez, 
la  cantidad  de  1.191  pesos  6  reales  que' por  la  escritura  de  16 
de  Setiembre  de  1840  que  á  D.  Roque  Martínez  otorgaron  Doña 
Teresa  Ramona  Irion  y  su  marido  D.  Carlos  Baeza,  vendién- 
dole 397  y  una  cuarta  varas  planas  de  terreno  en  Ja  calle  del 
Consulado;  esquina  á  la  del  Refugio,  quedó  constituido  el 
D.  Roque  Martínez  á  satisfacer  á  Silvera,  decidido  que  fuese 
el  pleito  con  la  Real  Hacienda,  cuya  declaratoria  había  obte- 
nido el  Silvera,  según  la  escritura  antes  referida  de  17  de  Oc- 
tubre de  1854;  y  que  asimismo  había  recibido  de  la  Doña  Ca- 
talina López  734  pesos  4  reales  que  importaban  los  réditos 
vencidos  hasta  aquel  día,  y  de  cuyas  cantidades  se  daba  por 
entregado,  otorgando  formal  recibo  y  dando  en  su  virtud  por 
libre  de  responsabilidad  á  la  sucesión  del  indicado  Martines: 

Resultando  que  Doña  Catalina  López  en  29  de  Agosto  de 
1865  ñrmó  una  cuenta  de  cargo  y  data,  que  se  dice  fué  apro- 
bada judicialmente  en  11  de  Octubre  del  mismo  año,  délas 
cantidades  que  había  recaudado  y  satisfecho  por  cuenta  de  li 
testamentaría  de  D.  Roque  Martínez  desde  30  de  Setiemhis 
de  1847,  fecha  de  la  anterior  cuenta,  hasta  13  de  Enero il 
1763;  ascendiendo  el  cargo  á  la  cantidad  de  84.003  pesos  M, 
centavos,  y  la  data  á  116.290  pesos  61  centavos;  por  lo  ¿nI 
resultaba  que  la  testamentaría  de  su  difunto  esposo  B.  Boipi, 
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Kartinez  le  debía  la  cantidad  de  32.286  pesos;  j  siendo  de 
advertir  que  -entre  las  partidas  de  data  figura  una  de  15.735 
pesos  54  centavos  que  entregó  á  los  18  herederos  designados 
en  las  cláusulas  9.  y  26  del  testamento,  y  ei-a  una  tercera 
parte  de  los  47.206  pesos  62  centavos  distribuidos  entre  estos 
D.  Manuel  Martinez  Terroba  y  la  Doña  Catalina  según  acuerdo 
qué  tuvieron  entre  todos  los  herederos  de  su  difunto  esposo 
D.  Roque,  otra  de  igual  suma  que  entregó  al  D.  Manuel  Mar- 
tínez Terroba  en  la  misma  conformidad  que  la  anterior,  por 
8U  tercera  parte,  y  otra  de  la  misma  cantidad  por  igual  ter- 
cera parte  que  correspondía  á  la  Doña  Catalina;  otra  de  1.191 
pesos  75  centavos  que  pagó  á  D.  Diego  Silvera  por  la  reden- 
ción de  los  terrenos  que  ocupaban  las  casas  número  14  y  16 
de  la  calle  'del  Refugio  y  53  de  la  del  Consulado,  pertenecien- 
tes á  la  testamentarla,  según  constaba  del  recibo  público  de  7 
de  Marzo  de  1855,  y  otro  de  253  pesos  81  centavos,  pagados 
al  prppio  Silvera  por  réditos  vencidos  basta  el  21  de  Febrero 
de  1847  én  que  falleció  D.  Roque  Martinez,  á  razón  de  5  por 
lOOanu^l  sobre  los  citados  1.191  pesos  75  centavos: 

Resultando  que  en  26  de  Agosto  de  diccho  año  de  1865,  & 
petición' de  la  Doña  Catalina  López  y  D.  José  Agustín  de  Lar- 
raondo  é  Ibarra,  la  primera  viuda  y  ambos  albaceas  tenedores 
del  difunto  D.  Roque  Martinez,  practicaron  un  Maestro  albafiíl 
7  otro  carpintero  la* tasación  de  las  casas  sitas  en  la  Calzada 
del  Cerro,  núm.  566,  calle  de  las  Virtudes,  núm.  4,  y  de  la 
Amistad,  núm.  8,  pertenecientes  á  los  bienes  del  citado  Don 
Roque,  valuando  la  primera  en  la  cantidad  de  16.843  ^esos 
75  centavos ;  la  segunda  en  13.234  pesos,  y  la  tercera  en  5.137 
pesos  50  centavos,  que  formaban  un  total  de  35.215  pesos  25 
centavos: 

Resultando  que  los  citados  albaceas  Doña  Catalina  López 
y  D.  José  Agustín  de  Larraondo  é  Ibarra  acudieron  al  Juzga- 
do de  la  testamentaría,  manifestando  que  para  pagar  la  soblí- 
gaciones  del  juicio  habían  determinado  venderla  casa- quinta. 
Calzada  del  Cerro,  otra  en  la  calle  de  las  Virtudes  y  otra  en 
la  de  la  Amistad,  valuadas  en  los  precios  marcados  en  las  ta- 
saciones precedentes ;  y  que  la  viuda  Doña  Catalina  propuso 
adjudicárselas  en  absoluta  propiedad  por  el  ínteg^ro  precio  de 
su  tasación,  rebajadas  las  imposiciones  que  tuvieren,  para  ha- 
cerse pago  de  los  32.268  pesos  92  centavos  que  se  le  adeuda- 
ban, y  aplicar  el  residuo  á  los  gastos  que  ocurrieran,  libres 
de  derechos  y  demás  costas  para  ella;  y  que  esta  adjudicación 
debería  publicarse  previamente  por  treinta  dias  y  celebrarse 
tina  diligencia  de  remate  para  buscar  mejor  postor,  lo  que  con- 
sintió el  otro  albacea  compareciente  por  considerarlo  conve- 
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niente  á  los  bienes  que  representaba :  y  habiendo  accedido  el 
Juzgado  por  auto  de  11  de  Octubre  de  dicho  año  $ie  1865,  pre- 
via ratificación  de  los  interesados  en  el  citado  escrito,  se  hizo 
la  publicación;  y  en  18  de  Diciembre  de  dicho  año,  dia  seña- 
lado para  el  remate,  no  habiéndose  presentado  postor  alguno 
se  procedió  al  remate  ,  quedando  k  favor  de  la  adjudicataría 
Doña  Catalina  López  por  la  indicada  cantidad  de  35.215  pesod 
en  que  las  referidas  tres  casas  fueron  tasadas,  y  bajo  las  con- 
diciones espresadas  en  el  escrito  en  que  propuso  adjudicárse- 
las en  pa^o;  todo  lo  cual  fué  aprobado  por  auto  del  3  de  Ene- 
ro de  1866,  cuanto  habia  lugar  en  derecho: 

Resultando  que  en  su  consecuencia,  practicada  la  corres- 
pondiente liquidación  y  exhibida  por  la  viuda  Doña  Catalina 
López  la  diferencia  de  4.593  escudos  660  milésimas  que  contra 
ella  resultaba,  otorgó  también  de  mandato  judicial  el  albaoea 
D.  José  Agustín  de  Larraondo  é  Ibarra  por  escritura  de  17  de 
Mayo  del  citado  año  de  1866  que  adjudicaba  para  siempre  á 
favor  de  la  Doña  Catalina  López  las  mencionadas  casa  quinfa 
situada  en  el  bartio  del  Cerro,  Calzada  Real,  núm.  566,  la  de 
la  calle  de  las  Virtudes,  nóm.  4,  y  la  de  la  calle  de  la  Amií^* 
tad,  núm.  18,  compuestas  cada  una  de  los  terrenos  y  .bajo  Jos 
linderos  que  se  expresan  ,  en  pago  de  los  64.563  escudos  SOO 
milésimas  que  le  adeudaba  el  juicio;  y  que  unidos  á  los  2.700 
escudos  60  milésimas,  formaban  los  67.274  escudos  500  milé- 
simas, precio  líquido  del  remate: 

Resultando  que  la  Doña  Catalina  López,  viuda  de  D.  Roque 
Martínez  ,  y  casada  después  con  D.  Andrés  Beneito  y  Bena- 
vent,  otorgó  testamento  en  23  de  Agosto  de  1866,  nombrando 
por  albacea  y  heredero  suyo ,  único  y  universal  de  todos  sus 
bienes,  créditos,  derechos  y  acciones  al  citado  su  esposo  Don 
Andrés  Beneito  y  Benavent: 

Resultando  que  por  escritura  pública  de  18  de  Junio  de  1867 
D.  José  Agustín  de  Larraondo  é  Ibarra  confesó  que  habia  re- 
cibido de  D.  Andrés  Beneito  y  Benavent,  como  marido  legíti- 
mo de   Doña  Catalina  López,  la   cantidad  de   2.935    escudos 
845  milésimas,  ó  sean  1.467  pesos  92  y  un   cuarto  centavos, 
cuya  cantidad  le  entregaba  en  esta  forma:  2.800  escudos  245 
milésimas,  ó  sean  1.400  pesos  12  y  un  cuarto  centavos,  último 
resto  y  finiquito  que  dicha   Doña  Catalina  Lope?  otorgó  &  su 
favor  en  17  de  Abril  de  186G,  y  el  resto  de  136  escudos  600 
milésimas,  ó  sean  67  pesos  80  centavos,  por  intereses  deven* 
gados  por  dicha  suma  en  doscientos  veintiún  dias  trascurrido^ 
desde  10  de  Noviembre  de  1866  hasta  aquella  fecha,  4 
de  8  por  100  al  año ,  según  dicha  escritura ,  por  lo  cuál 
otorgaba  formal  recibo,  dejando  libre  de  responsabilidad 
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^spre.5ada  Doña  Catalina,  y  cancelada  en  todas  sus  partes  Ii^ 
referida  escritura  de  17  de  Agosto  de  1866: 

Resultanda  que  D.  Pedro  Saenz  y  Martinez  y  otros  Lere- 
•deroá  del  D.  Roque  Martinez  y  sucesores  de  los  que  habiaa 
fallecido»  dedujeron  la  actual  demanda  en  l.^de  Diciembre  de 
1870,  solicitando  se  tuviese  por  establecida  dicha  demandi^ 
contra  D.  Andrés  Beneito  y  Beaavent  como  liereredero  de  Dona 
Catalina  López  sobre  nulidad  de  la  adquisición  de  las  casas 
Calzada  del  Cerro,  núm.  566,  Virtudes,  núm.  4,  y  Amistad, 
número  18,  y  reclamación  de  las  cantid¿:des  que  expresaba,  y 
que  en  3u«dia  se  declarase  dicha  nulidad  y  se  condenase  al  he- 
redero de  la  López  á  que  pag'ara  á  los  demandantes  las  canti- 
dades que  les  adeudaba  y  los  intereses  al  8  por  100  anual 
<romo  lucro  cesante,  y  á  que  devolviera  con  los  mismos  inte- 
reses los  legrados  de  la  propiedad  y  usufructo  que  indebida- 
mente habia  percibido,  con  todas  las  costas  de  su  carg^o;  y 
para  ello,  haciendo  mérito  de  varios  de  los  antecedentes  mencio- 
nados,* expusieron.:  primero,  que  Doña  Catalina  López  ,.  con- 
traviniendo á  lo  terminantemente  prevenido  en  la  cláusula  26 
del  testamento  del  D.  Roque  Martinez,  cobró  31.471  escudos 
125  milésimas,  tercera  parte  de  los  94.413  escudos  195  milési- 
mas que  existían  en  caja:  segundo,  que  cobró  igualn^eute  siq 
derecha  para  ello  y  desde  el  fallecimiento  de  Doña  Cataliuf^ 
López,  ocurrido  en  31  de  Marzo  de  1852,  hasta  11  de  Enero 
de  1868,  5. 20§  escudos  740  milésimas,  ó  sean  300  ducados 
anuales  durante  quince  años,  nueve  meses  y  once  dias  :  ter- 
cero, que  siendo  simplemente  usufructuaria  de  las  casas  calle 
del  Consulado,  núm:  53,  y  Refugio,  14  y  16,  con  la  obliga- 
<^ion  de  pagar  las  cargas  de  las  mismas ,  redimió  con  capital 
de  los  demandantes  el  censo  de  1.191  pesos  75  centavos  que 
al  5  por  100  anual  reconocían  á  favor  de  D.  Diego  Silvera, 
ahorrándose  por  este  concepto  en  el  tiempo  trascurrido  1 .533 
escudos  600  milésimas:  cuarto,  que  redimió  igualmente  con 
fondos  de  los  demandantes  las  plumas  de  agua  de  las  casas 
calle  del  Prado,  niira.  8,  0*Reilly,  núm  120,  y  Virtudes  ,  nú- 
mero 4,  ahorrando  como  usufructuaria  durante  el  tiempo  trasr 
currido  hasta  su  fallecimiento  1.926  escudos  25Ó  milésimas: 
quinto,  que  desde  11  de  Diciembre  de  1851,  en  que  falleció 
D.  Fermin  Saenz  de  Racines ,  cobró  32  pesos  mensuales  de 
alquiler  de  la  casa  calle  de  las.  Animas,  núm.  47,  hoy  43,  que 
el  testador  habia  legado  en  usufructo  vitalicio  al  referido  Saenz 
de  Racines,  importando  la  cantidad  cobrada  12.35.2  escudos: 
sexto,  que  igualmente  en  18  de  Julio  de  1859  cobró  de  Doña 
Gabriela  Pimienta  por  arrimos  de  la  citada  casa  calle  de  las 
Animas  306  escudos,  los  cuales  no  abonó  á  los  demandantes 
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en  la  cuenta  que  rindió  :  sétimo,  que  asimismo  cobró  y  no  abo- 
nó de  D.  Fermín  Saenz  de  Bacines  180  escudos  por  interese» 
de  acciones  de  la  carretera  de  Francia  por  Logroño  y  Soria  á 
Madrid,  pertenecientes  á  la  masa:  octavo,  que  los  demandan- 
tes pagaron  83  escudos  312  milésimas  de  contribuciones  y  ré- 
ditos de  censos  correspondientes  á  los  once  primeros  dias  del 
mes  de  Enero  de  18G8,  en  que  aún  vivia  la  usufructuaria  obli- 
gada al  pago :  noveno,  que  cobró  asimismo  indebidamente  la 
usufructuaria  de  D.  Ernesto  Edelman  y  no  abonó  &  los  de- 
mandantes la  suma  de  459  escudos  por  arrimos  de  la  casa  ca- 
lle del  Prado,  núm.  8,  con  fecha  11  de  Julio  de  18e"8;  décimo 
que  abonaron  los  demandantes  al  moreno  José  Isidoro  Martí- 
nez, según  escritura  de  21  de  Abril  de  1869 ,  2.926  escudos 
como  réditos  del  capital  de  1.100  escudos  que  D.  Roque  Mar- 
tinez,  su  amo,  le  legó  por  la  cláasula  18  del  testamento,  y  que 
corresponde  su  pago  á  la  usufructuaria  Doña  Catalina :  undé- 
cimo, que  contra  lo  terminantemente  dispuesto  por  el  testador 
en  las  clausulas  19  ,  20  y  34,  la  Doña  Catalina  López  cobró 
parte  de  sus  gananciales,  si  no  todos,  y  á  la  vez  entró  en  po- 
Besiou  del  legado  de  propiedad  y  usufructo  á  que  se  referíais 
dichas  cláusulas  19  y  20 :  duodécimo ,  que  la  albacea  Doña 
Catalina  López  debió  pagar  á  Doña  Concepción  Mancebo  IS 
onzas  de  oro  que  el  testador  le  legó  para  cuando  se  casara,  no 
verificó  el  pago  sin  razón  para  ello ,  y  dio  lugar  á  un  pleito 
en  que  se  declaró  que  el  pago  era  de  hacerse,  y  se  vieron  los 
demandantes  en  la  precisión  de  pagar  por  intereses  y  costas 
887  escudos  10  miléáimas,  de  que  era  responsable  la  albacea 
que  demoró  el  pago :  decimotercero,  que  la  misma  Doña  Cata- 
lina, siendo  albacea,  adquirió  las  casas  del  juicio,  Calzada  del 
Cerro,  núm.  566,  Virtudes,  núm.  4,  y  Amistad,  núm.  18. 

Resultando  que  al  contestar  á  la  demanda  D.  Andrés  Be- 
neito  pretendió  que  se  le  absolviese  de  ella,  con  imposición  de 
las  costas  á  los  actores;  y  al  efecto,  haciendo  también  mérita 
de  los  antecedentes,  excepcionó  que  D.  Roque  Martínez  falle- 
ció bajo  disposición  testamentaria,  y  como  dejara  heredero? 
ausentes,  conoció  del  juicio  el  Juez  general  de  bienes  de  di- 
funtos,  según  la  legislación  vigente  en  1847,  en  que  acaeció 
el  fallecimiento  del  testador ;  que  desde  luego  se  personaron 
en  el  juicio  los  herederos  ausentes  por  medio  de  sus  respecti- 
vos poderes:  que  producida  la  cuenta  y  relación  jurada  por  lor 
albaceas,  fué  aprobada  con  audiencia  de  los  herederos  ausen- 
tes en  16  de  Octubre  de  1847:  que  de  acuerdo  los  herederttr 
ausentes  con  los  albaceas,  convinieron  en  repartir  el  al|o  4^ 
1849  el  efectivo  que  existia  en  poder  de  los  albaceas,  pait^ 
cual  otorgaron  poder  especial,  y  sus  apoderados  perclbicM 
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en  19  de  Abril  de  1849  la  parte  que  les  correspondió,  otor- 
gando recibo  público :  que  presentada  la  cuenta  por  la  viuda 
heredera,  previo  examen  y  aprobación  del  albacea  y  apodera- 
do general  de  los  herederos  ausentes,  obtuvo  también  la  apro- 
liJBU^ion  judicial  en  11  de  Octubre  de  1865:  que  el  albacea  Don 
José  A.gustin  de  Larraondo  é  Ibarra,  con  el  carácter  además 
de  representante  de  los  herederos  ausentes  de  D.  Roque  Mar- 
tínez Iñiguez,  convino  en  que  se  adjudicaran  á  Doña  Catalina 
López,  viuda^y  heredera  de  D.  Roque  Martínez,  las  casas  Cal- 
sadá  del  Cerro,  núm.  566,  la  de  las  Virtudes,  núm,  4,  y 
Amistad,  núm.  18,  como  lo  consignó  el  Juzgado  en  las  pro- 
cidencias en  que  aprobó  la  adjudicación  en  pago  y  después 
de  la. intervención  del  Ministerio  fiscal,  y  en  la  escritura  que 
en  17  de  Mayo  de  1866  otorgó  D.  José  Agustín  de  Larraondo 
é  Ibarra  á  favor  de  Doña  Catalina  López,  de  la  venta  de  ca 
fias :  que  ésta  al  pagar  al  D.  JDiego  Vicente  Silvera  la  can-  ' 
tidad  que  reconocían  397  y  cuarta  varas  planas  de  terreno  en 
la  calle  del  Consulado,  esquina  á  la  del  Refugio,  no  hizo  más 
que  cumplir  la  obligación  que  habia  contraído  D.  Roque  Mar- 
tínez en  escritura  pública  de  16  de  Setiembre  de  1840,  por 
liaber  obtenido  Silvera  en  el  pleito  con  la  Real  Hacienda,  se- 
Cfun  escritura  pública  de  17  de  Octubre  de  1854,  la  redención 
de  las  plumas  de  agua  que  habia  cedido  en  beneficio  de  los 
liereJeros,  y  el  cobro  de  los  arrimos ,  que  era  un  derecho  ex- 
clusivo de  la  Doña  Catalina  López. 

Resultando  que  seguido  el  juicio  por  sus  trámites,  la  Sala 
segunda  de  la  Audiencia  por  sentencia  de  27  de  Junio  de  1873, 
confirmatoria  de  la  del  Juez  de  primera  instancia ,  absolvió  á 
D.  Andrés  Beneito  y  Benavent,  como  heredero  de  Doña  Cata- 
lina López,  de  la  demanda  que  le  establecieron  los  herederos 
de  D.  Roque  Martínez  Iñiguéz,  condenando  á  estos  en  las  cos- 
tas ocasionadas: 

T  resultando  que  contra  este  fallo  interpusieron  los  de- 
mantes  recurso  de  casación,  por  conceptuar  infringidas: 

1.**  La  ley  1.%  tlt.  l.^  Partida  6.',  la  13  del  mismo  título 
y  Partida;  la  2.*,  tit.  8.°  de  la  misma  Partida,  y  todas  las  de- 
más  que  hablan  de  la  facultad  de  testar  y  de  la  fuerza  de  los 
testamentos:  las  leyes  del  tit.  4,°,  Partida  6.*,  especialmente 
las  I.%  2.*^,  7/  y  10,  en  cuanto  facultan  al  testador  para  dis- 
poner de  lo  suyo  eu  la  manera  y  con  las  condiciones  que  ten- 
gñ  por  conveniente,  siendo  posibles,  licitas  y  honestas;  la 
ley  5.*,  tit.  33,  Partida  7.',  que  dispone  que  las  palabras  del 
faoédor  del  testamento  deben  ser  entendidas  llanamente,  asi 
como  ellas  suenan  «é  non  se  debe  el  juzgador  partir  del  en- 
tendimiento de  ellas;»  la  ley  del  testamento,  ó  sea  la  volun- 
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tal  del  testador,  y  coa  ella  el  principio  de  derecho  uli  guis- 
que  legasset  sua  res  Uu  jus  esto^  y  varias  sentencias  de  este 
Tribunal  Supremo,    entre  ellas  la  de   6  de  Febrero  de  1863, 
que  establece  que  la  voluntad  del  testador  es  la  ley  en  la  ma- 
teria, procediendo  el  recurso  de   casación  contra  la  sentencia 
que  la  infringe;  la  de  16    de  Enero  dé  1868,  según    la  cual 
procede  el  recurso  de  casación  contra  la  sentencia  que  'infrin- 
ge la  voluntad  del  testador;  la  de  24  de  Marzo  de  1863,  que 
declara  que  la  voluntad  del  testador,   clara  y  explícitamente 
manifestada,  debe  respetarse  y  cunlplirse  como  ley  irrevoca- 
ble entre  los  interesados;  la  de  9  de  Mayo  de  1863,  según  la 
cual  la  sentencia  que   dispone   una  cosa  contra  la  voluntad 
del  testador  infringe   esta,  y  por  tanto  procede  contra  ella  ei 
recurso  de    casación;  la  de  3  de  Marzo    de  1866,   que  es  un 
principio  inconcuso  de  derecho  que    la  voluntad   del  testador 
debe  respetarse  y  cumplirse  como  ley  entre  los  interesados,  y 
la  infringe  la  sentencia   que  falta  contra  lo  dispuesto  en  un 
testamento,  puesto  que  el    testador  por  la  cláusula  26  quería 
que  el  efectivo  no  se  repartiese  sino  después  de  cubiei^tos  to- 
dos los  cargos  y  responsabilidades,   puesto  que  á  cubrirlas  lo 
destinaba  con  toda  preferencia,  no  queriendo  que  se  vendieran 
sus  casas  para  esta  aplicación,  ni  que  de  su   importe    ntegro 
se  privara  á  los  demandantes  sino  en  el  caso  de  que  el  efectivo 
no  fuera  suficiente,  y  sin  embargo   se   repartió  este  antes  de 
tiempo,  y  á  pesar  de  que  bastaba,  se  vendieron  tres  casas,  y 
se  privó  é  los  primos  del  finado  de  lo  que  por  ellos  se  obtuvo, 
que  Qra  lo  que  en  rigor  sancionaba  la   sentencia  de  la  Sala; 
la  doctrina  legal,  regla  de  derecho  14,  título  34,  Partida  7.*, 
de  que  «ninguno  debe  enriquecerse  torticeramente  con  daño  de 
otro.»  puesto  que  perteneciendo  á  los  demandantea  las  casas 
vendidas,  y  por  consiguiente  su  precio,  y  habiéndose  aplicado 
este   á  responsabilidades  del  caudal,  en  vez  de  pedir  á  cada 
uno  la  parte  que  habia  percibido  del  efectivo,  vino  Doña  Ca- 
talina López  á  enriquecerse  ó  guardar  su  tercera  parte  en  per- 
*  juicio  de  los  señores  de  las  casas,  y  al  absolver  de  la  deman- 
da á  D.  Andrés  Beneito,   en  cuanto  á  este  extremo,  infringía 
la  referida  regla  de  derecho,  y  era  por  consiguiente  indudable 
que  procedia  el  recurso  de  casación: 

2.**  Al  absolver  al  D.  Andrés  Beneito  dando  por  válida  la 
compra  de  las  casas,  se  infringían:  primero,  la  voluntad  dd 
testador  en  la  cláusula  26  y  con  ella  las  leyes  1.',  2.*,  7.* 
y  10,  título  4.^  Partida  6.*,  y  los  prirtcipíos  de  derecho  y  Isa 
sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  antes  citadas,  porque  Hf 
veniieron  las  casas  de  la  testamentaria  á  pesar  de  que  haÚi 
efectivo ;  y  siendo  así  que  el  testador  queria  que  no  se  véifc- 
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Vlieran  sino  en  caso  de  que  el  efectivo  no  alcanzase  k  rcubir 
sus  responsabilidades;  la  ley   1.*,  tít.  42,  libro  10  de  la  No- 
vísima Recopilación,  que  prohibe  ¿  los  albaceas  comprar  pú- 
blica y  secretamente  las  casas  de   los  difuntos  que  adminis- 
tran,  declarando  nulas  tales  compras  y  penándolas,   puesto 
que  Doña  Catalina  López  compró  tres  casas  del  difunto  Doa 
Boque  Martínez  que   como  albacea  estaba  administrando;  laii 
sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  de  24  de  Enero  de  1863, 
-21  de  Marzo  del  mismo  año  y  otras  muchas,  según  las  cuales 
no  pueden  considerarse  aplicables  á  un  litigio  doctrinas  con- 
signadas  por  este  Tribunal  Supremo  en  pleitos  diferentes  que 
no  tengan  analogía  alguna  con  aquel  en  que  se  trata  de  apli- 
car la  doctrina,  puesto  que  la  Sala  concedía  fuerza  á  las  sen- 
tencias de  este  mismo  Tribunal  Supremo  de  8  de  Noviembre 
de  1859  y  12  de  Junio  de  1865,  dictadas  para  un  caso  en  que 
se  tratara  de  bienes  no  administrados  por  el  albacea,  dado  que 
no  estaban  en  la  testamentaría,  siendo  la  otra  de  12  de  Junio 
referente  á  la  compra  hecha  por  un  fideicomisario  y  cuya  nu- 
lidad pedian  los  que  carecían  de  acción  ó  interés  para  ello;  la 
ley  28,  tít.  11,  Partida  5.',  según  la  cual  «todo  pleito  que  es 
fecho  contra  ley  ó  contra  las  buenas  costumbres  non  debe  ser 
guardado,»  del  mismo  modo  que  la  máxima  ó  regla  de  dere- 
<5ho  privatorum  conventio  jure  publico  non  derogat,  por  cuya 
razón,  aunque  pudiera  decirse  que  los  demandantes  consintie- 
ron la  compra  de  las  casas  que  en  ella  tuvieron  intervención, 
que  habla  cosa  juzgada,  debería  haberse  declarado  la  nulidad; 
el  axioma  ó  regla  de  derecho ,  lo  que  en  el  principio  es  nulo 
no  convalece  por  el  trascurso  del  tiempo,  puesto  que  se  consi- 
deraba y  declaraba  válido  lo  que  llenaba  en  sí  vicio  de  nulidad: 
3.^    El  testamento,  ó  sea  la  ley  de  la  materia,  en  sus  cláu- 
sulas 19,  20  y  34,  porque  según  ellas  tan  luego  como  Doña 
Catalina  percibió  los  gananciales,  perdió  el  derecho  al  legado 
que  condicionalmente  le  hizo  y  pudo  hacer  el  testador,  dado 
que  era  voluntaria;  las  leyes  1.*,  2.*,  7.' y  10,  tít.  4.*,  Partí- 
<la  6.*,  que  facultan  al  testador  para  disponer  de  lo  suyo  en  la 
manera  y  con   las   condiciones   que  tenga  por  conveniente, 
siendo  posibles,  lícitas  y  honestas,  porque  encontrándose  en 
este  caso  la  condición  de  perder  derecho  á  los  legados  si  per- 
cibía los  gananciales,   y  habiendo   percibido  estos,  era  claro 
que  era  contraria  á  dichas  leyes  la  absolución  de  la  deman- 
da, todos  los  principios  de  derecho  y  sentencias  de  este  Tri- 
bunal Supremo  citadas  con  aplicación  al  reparto  del  efectivo, 
puesto  que  no  hacian  más  que  dar  á  los  testamentos  la  fuerza 
•que  les  correspondia,  y  que  la  sentencia  de  la  Sala  contraria- 
ba en  los  términos  de  las  anteriores. 
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4.°  La  ley  del  testamento  en  sus  cláusulas  20,  21,  23  ,  24 
y  31,  puesto  que  se  atribula  á  Doña  Catalina  derechos  de  due- 
ña, sin  embar^  de  que  tales  cláusulas  sólo  le  concedían  los 
de  usufructuaria :  los  principios  de  derecho  y  sentencias  de 
este  Tribunal  Supremo  citadas  al  hablar  del  reparto  del  efec- 
tivo; la  ley  20  ,  tit.  31  ,  Partida  3.*,  porque  era  claro  que  si 
Doña  Catalina  sólo  tenia  derecho  á  los  frutos ,  no  los  tenia  á 
los  arrimos,  que  no  lo  eran  ,  y  al  guardar  los  que  cobró  de 
D.  Ernesto  Elman ,  guardó  lo  que  correspondía  á  los  señores 
directos  ,  lo  que  era  un  derecho ,  un  algo  de  la  casa,  y  la  de- 
volución ó  no  pago  equivalía  enajenar ,  contra  la  prohibición 
de  dicha  lejf. 

5.^  Las  mismas  leyes  citadas  en  el  punto  anterior,  en 
cuanto  Doña  Catalina  en  18  de  Junio  de  1859  cobró  de  Doña 
Gabriela  Pimienta,  por  arrimo  de  la  casa  calle  de  las  Animas, 
y  no  abonó  á  los  demandantes  306  escudos,  cobrando  del  mismo 
modo  de  D.  Fermín  Saenz  y  sin  abonar  180  escudos  por 
intereses  de  acciones  de  la  carretera  de  Francia  por  Logroño 
y  Soria  á  Madrid,  cuyos  arrimos  é  intereses  ño  eran  frutos,  y 
por  tanto  se  encontraban  en  el  mismo  caso  que  lo  cobrado  á 
Elman. 

6.^  Que  Doña  Catalina  López  mientras  estuvo  gozando  las 
casas ,  calle  del  Prado  ,  núm.  8,  O'Reilly ,  núm.  120  ,  y  Vir- 
tudes, núm.  4,  debió  pagar  las  plumas  de  agua  con  fondos 
propios  y  no  con  los  de  los  demandantes ,  pues  tanto  valia  el 
haberse  librado  de  aquella  obligación  por  medio  de  la  reden- 
ción, faltando  á  lo.  dispuesto  por  el  testador  y  por  las  leyes,  y 
enriqueciéndose  sin  derecho,  á  costa  de  los  demandantes ,  en 
tanto  cuanto  importaban  las  pensiones  que  dejó  de  pagar;  por 
cuya  razón  la  sentencia  que  absolvía  á  D.  Andrés  Beneito 
de  la  demanda,  infringía  la  ley  del  testamento  en  su  cláusu- 
la 21  y  en  todas,  las  que  sólo  conceden  á  Doña  Catalina  sobre 
dichas  casas  derechos  de  usufructuaria;  la  ley  22,  tit.  31,  Par 
tida  3.^,  porque  si  bien  Doña  Catalina  ó  su  heredero  satisfizo 
las  plumas  y  entregó  las  casas  sin  deudas  en  el  estado  cor- 
respondiente, se  debió  á  la  redención  hecha  con  fondos  de  los 
demandantes,  á  quienes  no  habla  satisfecho  ;  la  regla  de  de- 
recho 14,  tit.  32,  Partida  7.*,  por  la  cual  se  condena  el  enri- 
quecimiento torticero  en  daño  de  otro  ;  porque  por  la  reden- 
ción se  ahorró  los  productos  naturales  del  capital  invertido  ei 
la  redención  y  privó  de  ellos  á  los  demandantes  por  el  tiempo 
que  aún  continuó  el  usufructo.  ; 

7.^  Al  desestimarse  la  demanda  y  no  condenar  &  la  Dott  j 
Catalina  al  pago  de  los  intereses  de  demora  de  las.  cantidiiBi  I 
objeto  del  pleito,  se  habia  infringido  la  ley  3.*,  tit.  6.%  ft**  I 


SENTENCIAS  DE   1875.  653 

tida  5.*,  puesto  que  intereses  y  do  otra  cosa  habían  pedido  los 
herederos  de  D.  Roque  Martínez ,  dado  que  estimaban  que  se 
les  debian  las  cantidades  referidas  en  los  puntos  anteriores; 
la  ley  de  14  de  Marzo  de  1856  sobre  intereses  ,  que  impone  la 
oblig^acion  de  pagarlos  al  deudor  que  se  constituye  en  mora, 
porque  precisamente  este  era  el  estado  del  demandado:  la  sen- 
tencia de  este  Tribunal  Supremo  de  8  de  Noviembre  de  1864, 
que  declara  que  dicha  ley  de  14  de  Marzo  de  1856  impone  el 
gravamen  de  pagar  intereses  á  todo  deudor  constituido  en 
mora,  porque  si  D.  Andrés  Beneito  debía  alguna  cantidad  de 
las  reclamadas,  no  podía  menos  de  deber  igualmente  los  in- 
tereses. 

8.®  La  ley  3.*,  tít.  16,  libro  11  de  la  Novísima  Recopila- 
ción ,  que  manda  al  Juez  que  conozca  de  un  pleito  lo  deter- 
mine y  juzgue  según  la  verdad  que  hallare  probada  en  tal 
pleito,  puesto  que  la  sentencia  recurrida  se  funda  en  haber  los 
recurrentes  aprobado  por  medio  de  su  apoderado  los  hechos 
objeto  de  la  demanda,  cuya  aprobación  no  consta  en  el  pleito 
sino  por  el  solo  dicho  del  demandado,  que  la  alegó  como  ex* 
cepcion,  pero  sin  producir  prueba  ninguna  de  tal  aprobación. 

9.®    La  ley  28,  tít.  11  ,  Partida  5.*',  que  consigna  «otrosí 

decimos  que  todo  pleito  que  es  fecho  contra  nuestra  ley , 

que  no  debe  ser  guardado;»  al  considerar  que  el  consentimiento 
de  los  recurrentes ,  aun  existiendo ,  podía  validar  la  adquisi- 
ción hecha  por  la  aibacea  Doña  Catalina  López  de  tres  casas 
del  juicio  que  estaban  bajo  su  administración,  cuya  adquisi- 
ción declara  nula  la  ley  1.*,  tít.  12,  libro  10  de  la  Novísima 
Recopilación. 

10.  La  cláusula  26  del  testamento  de  D.  Roque  Martínez, 
ley  para  las  partes,  puesto  que  la  sentencia  declara  correspon- 
der á  Doña  Catalina  López  la  tercera  parte  de  la  cantidad  que 
en  efectivo  resultaba  en  caja  al  fallecimiento  del  testador,  an- 
tes de  cubrir  las  responsabilidades  de  la  masa,  y  el  testador 
dispone  en  la  referida  cláusula  que  tenga  la  tercera  parte  del 
sobrante,  después  de  cubiertas  dichas  responsabilidades. 

11.  La  ley  1.*,  tít.  4.**,  libro  10  de  la  Novísima  Recopila- 
ción ,  y  conjuntamente  las  cláusulas  18 ,  20  y  34  del  referido 
testamento;  pues  por  la  sentencia  se  califican  implícitamente 
como  no  gananciales  los  que  aquella  ley  declara  tales  ,  y  al 
sancionar  que  Doña  Catalina  López  percibiría  el  usufructo  j 
legado  de  propiedad  habiendo  cobrado  gananciales  ,  infringía 
las  jeferidas  cláusulas  del  testamento,  ley  para  este  juicio. 

12.  La  ley  20,  tít.  31,  Partida  3.*,  al  sancionar  que  la  usu- 
fructuaria hubiera  en  beneficio  propio  impuesto  la  servidum- 
bre de  medianería  á  las  casas  calle  de  las  Animas  y  calle  del 
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Prado,  ó  sea  cobrado  Jos  arrimos  ¿  los  colitigantes ,  según  lo- 
cución vulgar  en  la  Isla  de  Cuba. 

T  13.  La  cláusula  20  del  testamento  citado,  ley  en  este 
juicio  ;  pues  admitido  por  el  demandado  el  hecho  de  que  su 
causante  al  fallecimiento  de  D.  Fermiu  Saenz  de  Ba'cines  en- 
tró en  el  usufructo  de  la  casa  calle  de  las  Animas  ^  núm.  4, 
no  comprendida,  entre  las  que  en  usufructo  se  dejaban  á  dicha 
8U*  causante,  y  antes  por  el  contrario  exceptuada  expresamente 
por  la  referida  cláusula,  sin  embargo,  la  sentencia  declara  sin 
lugar  la  demanda  que  fundada  en  dicha  cláusula  la  pide  de- 
vuelva el  heredero  de  la  usufructuaría  las  sumas  que  por  aquel 
concepto  percibió  indebidamente ,  contra  la  voluntad  del  tes- 
tador. 

Vistos ,  siendo    Ponente  el   Magistrado^D.  Benito  de  üUoa 

y  Rey. 

Considerando  que  la  ley  1.*,  tit.  1.°,  Partida  6.',  y  las  de- 
jn^is  que  se  refieren  á  la  facultad  de  testar ,  á  la  que  tiene  el 
testador  para  disponer  de  lo  suyo  y  á  la  fuerza  de  los  testa- 
Jiientos,  no  se  infringen  como  se  supone  en  el  recurso,  por  la 
sencilla  razón  de  que  no  fué  objeto  de  discusión  ni  de  fallo 
que  D.  Roque  Martínez  careciese  de  aptitud  legal  al  otorgar 
el  testamento  en  10  de  Febrero  de  1^46,  ni  que  hubiese  dis- 
puesto de  lo  que  le  pertenecía  de  una  manera  contraria  á  las 
leyes  y  buenas  costumbres,  ni  que  el  testamento  dejase  de  re- 
unir todos  los  requisitos  legales  que  le  dan  fuerza  y  eficacia: 

Considerando  que  el  testador  en  la  cláusula  26  ordenó  in- 
dudablemente que  el  efectivo  que  se  hallase  en  caja  se  repar- 
tiese después  de  cubiertos  los  gastos  y  cargas  que  pesaban 
sobre  la  testamentaria;  pero  como  los  interesados  en  la  misma, 
usando  de  un  perfecto  derecho,  según  resultado  las  escrituras 
cartas  dp  pago  otorgadas  á  19  de  Abril  de  1849,  convinieron 
en  dividir  primero  el  efectivo  ,  no  pueden  Vblver  ahora  sobre 
ese  acuerdo  ,  que  por  otro  lado  no  contraria  la  voluntad  del 
testador  en  la  esencia  de  sus  disposiciones: 

Considerando  que  ese  convenio  ,  libremente  otorgado,  es 
tanto  más  eficaz  ,  cuanto  que  ha  sido  intervenido  y  aprobado 
por  los  albaceas-,  los  que  por  la  cláusula  34  quedaron  reves- 
tidos de  tales  facultades  para  resolver  con  arreglo  á  su  con- 
ciencia las  dudas  á  que  pudiera  dar  lugar  la  inteligencia  del 
testamento,  que  el  testador  priva  de  la  parte  que  en  el  mismo 
deja  al  heredero  ó  legatario  que  no  respete  la  opinión  de 
aquellos  y  acuda  á  los  Tribunales  de  justicia;  y  por  conái" 
guiente  la  Sala  sentenciadora  que  da  fuerza  y  eficacia  juridipi 
á  ese  convenio  no  infringe  la  voluntad  del  testador  ni  disposíf- 
clon  alguna  de  las  que  se  citan  á  este  propósito:  '"    J 
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Considerando  que  seg'un  resulta  de  la  cuenta  reodida  en  29 
de  Agosto  de  1865,  aprobada  por  auto  de  11  de  Octubre  del 
mismo  año  ,  Doña  Catalina  López  suplió  parte  de  los  gastos 
de  la  testamentaría  y  levantó  sus  gravámenes  ,  y  para  reinte- 
grarla se  la  adjudicaron  por  falta  de  licitadores  tres  casas  en 
subasta  judicia  ,  aprobada  por  auto  de  13  de  Enero  de  1866, 
auto  que  consintieron  las  partes  y  no  pueden  volver  ahora  so- 
bre él  ni  alegar  de  buena  fé  que  esa  adjudicación  tan  solem- 
nemente hecha  sea  contraria  al  principio  de  derecho  que  pro- 
hibe enriquecerse  torticeramente^  ni  ¿  la  voluntad  de!  testador, 
puesto  que  dejó  previsto  el  caso  en  la  cláusula  27  que  se  cita 
én  la  demanda  por  los  recurrentes: 

Considerando  que  la  prohibición    impuesta   á  los  albaceas 

{)ara  comprar  bienes  de  la  testamentaria  k  que  se  refiere  la 
ey  1.*,  tit.  12,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  no  tiene 
aplicncion  á  la  adjudicación  de  que  se  trata,  porque  fué  hecho 
en  pago  de  cantidades  anticipadas  en  beneficio  de  tercero  y 
con  las  solemnidades  que  quedan  expuestas  ,  excluyendo  por 
esta  razón  teda  idea  de  fraude,  mientras  que  !a  ley  recopilada 
trata  de  evitar  los  que  por  abuso  de  confianza  puedan  coma- 
terse  por  los  albaceas,  y  claro  está  que  no  siendo  aplicable  al 
caso  de  autos,  no  se  infringe: 

Considerando  que  Doña  Catalina  López  optó  por  la  heren- 
cia y  legados  que  la  dejó  el  testador,  renunciando  los  ganan- 
ciales; y  siendo  inexacta  la  afirmación  contraria  que  se  hace 
ppr  la  parte  recurrente,  la  sentencia,  al  absolver  de  la  preten- 
sión dirigida  á  que  la  parte  demandada  devuelva  los  legados 
de  propiedad  y  usufructo  por  haber  optado  por  los  ganancia- 
les, no  infringe  la  voluntad  del  testador  ni  las  demás  leyes  y 
doctrinas  citadas: 

Y  considerando,  .por  último,  que  las  cuestiones  anteriores, 
así  como  las  demás  á  que  se  refiere  el  recurso  de  casación,  se 
hallan  íntimamente  relacionadas  con  la  división  de  la  heren- 
cia, cuentas  rendidas ,  discutidas  y  aprobadas  por  los  intere- 
sados y  albaceas  y  sancionadas  por  los  autos  del  Juzgado  que 
conoció  del  juicio  de  testamentaría,  que  no  hay  términos  há- 
l)iíes  de  discutirlas  y  fallarlas  en  juicio  distinto  de  aquel ,  y 
por  consiguiente  el  recurso  bajo  cualquier  concepto  que  se 
examine  es  improcedente  é  inoportunas  esa  multitud  de  leyes 
y  doctrinas  que  se  citan  como  infringidas; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lu- 
g^r  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Emeterio  Martí- 
nez y  otros  herederos  de  D.  Roque  Martínez,. á  quienes  con- 
denamos en  las  costas  y  &  la  pérdida  de  la  cantidad  de  5.000 
pesetas  que  depositaron  ,  que  se  distribuirá  con  arreglo  ¿  la 
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ley;  y  líbrese  la  correspondiente  certificación  i  la  Audiencia 
de  la  Habana. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Oa^ 
ceta  é  insertará  en  la  Colección  legislativa^  pasándose  al  efecto 
las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firma- 
mos.=Juan  González  Acevedo.=José  María  Cáceres.=^os6 
Fermín  de  Muro.  =,Juan  Cano  Manuel.  =  Benito  de  Ulloa  j 
Rey.  =  Victoriano  Careaga.=Ricardo  Díaz  de  Rueda. 

Publicación: 

Leída  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  Benito  de  Ulloa  y  Rey,  Magistrado  del  Tribu- 
nal Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera 
del  mismo,  el  día  de  hoy,  de  que  certifico  como  Relator  Secre- 
tario de  dicha  Sala. 

Madrid  14  de  Diciembre  de  1875.=  Licenciado  Mariano 
Fernandez  García. 

NÚM.  119. 

ADMISIÓN.— SALA  PRIMERA. 


Requerimiento  al  pago  de  cierta  cantidad. — Auto  de  14  de 
Diciembre,  declarando  no  haber  lug^r  á  la  admisión  del  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  í).  Andrés  Campo,  como 
Geronte  de  la  Sociedad  de  ferro-carriles  de  Almansa,  Va- 
lencia y  Tarragona,  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la 
Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Valencia,  en  pleito  coa 
D.  Enrique  Lapeire. 

■ 

En  los  CONSIDERANDOS  se  establece : 

1.^  Que  las  demandas  ejecutivas  que  se  promuevan  segu% 
lo  dispuesto  en  el  art.  2.^  de  la  ley  de  12  de  noviembre  de  1869, 
deie7i  sustanciarse  por  los  trámites  establecidos  en  la  de  Bn^ 
juiciamiento  civil  para  los  jnicios  de  esta  clase,  puesto  que  en 
aquella  ley  no  se  fija  tramitación  especial. 

2.°  Que,  según  el  art.  6."  de  la  Ley  de  casación  civil ^  el  ri- 
curso  a  que  la  misma  se  refiere  por  infracción  de  ley  ó  de  doc" 
trina  legal,  no  se  da  contra  sentencia  que  recaiga  en  los  juicioe 
ejecutivos,  cualquiera  que  sea  el  estado  de  sustanciacion  en  que 
se  hallen. 

Resultando  que  D.  Enrique  Lapeire,  poseedor  de  8.949  cu- 
pones de  obligaciones  del  Grao  de  Valencia  á  Almansa,  pñ^ 
en  30  de  Julio  de  1874  que  en  cumplimiento  del  convenio  pRK 


.i 
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puesto  por  la  Sociedad  del  ferro-carril  y  aprobado  por  senten- 
cia de  5  de  Febrero  de  1872,  de  qiie  apelaron  algunos  acree- 
dores, que  se  requiriera  al  Gerente  para  que  pagara  dentro  de 
tercero  dia  el. iiiipoPte.de  dichos  cupones,  y  que  de  no  verifl- 
<5arlo  se  procediera  por  la  vía  de  apremio: 

Resultando  que  el  Juez  de  primera  instancia  del  distrito  del 
Mercado  acordó  el  requerimiento  para  el  pago  dentro  de  ter- 
iserodia;  y  no  wsatisfáciéndose  el  importe,  que  se  procediera 
por  1a  vía  de  apremio  á  procurar  su  solución: 

Resaltando  qu£  confirmado  este  auto  por  la  Sala  de  lo  civil 
úé  la  Audiencia  en  20  de  Mayo  del  corriente  año„  interpuso  la 
Sociedad  de  ios  ferro-carriles  de  Almansa ,  Valencia  y  Tarra- 
g'ona  en  este  Supremo  Tribunal  recurso  de  casación  por  infrac- 
ción de  ley; 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Benito  de  Ulloa  y  Rey. 

Considerando  que  las  demandas  ejecutivas  que  se  promue- 
Tan,  según  lo  dispuesto  en  el  art.  2,®  de  la  ley  de  12  de  No- 
Tiembre  de  1869,. deben  sustanciarse  por  los  trámites  estable*^ 
cidbs  en  la  de  Enjuiciamiento  civil  para  los  juicios  de  esta 
<;lase,  puesto  que  en  aquélla  ley  no  se  fija  tramitación  es-> 
peciai: 

Considerando  qu^,  según  el  fívt.  6.**  de  la  Ley  de  casación 
civil,  el  recurso  á  que  la  misma  se  refiere  por  infracción  de 
ley  6  de  doctrina  legal  no  se  da  contra  sentencias  que  recai- 
:gan  en  ios  juicios  ejecutivos,  cualquiera  que  sea  el  estado  de 
sustanciaeion  en  que  se  hallen; 

Y  considerando  que  en  estos  autos  se  trata  de  hacerse  efécr 
tiva  una  responsabilidad  pecuniaria  por  la  via  de  apremio,  que 
es  uno  de  los  periodos  del  juicio  ejecutivo; 

No  há  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  D.  Andrés  Campo,  como  Gerente  de  la  Sociedad  de 
los  ferro-carriles  de  Almansa,  Valencia  y  Tarragona,  á  quien 
se  condena  en  las  costas ;  y  devuélvase  el  depósito  que  ha 
constituido. 

Madrid  14  de  Diciembre  de  1 875. »? Laureano  de  Arrieta.=? 
Jaaü  Cano  Manuel. =»Benito  de  üiloa  y  Rey. = Victoriano  Ca- 
reaga,s=Joaquin  Ruiz  Cañábate. ^^ Licenciado  Desiderio  Mar- 
tínez. 


11.^1/ Y  3/  42 
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NÚM.  120. 

COMPETENCIA.— SALA  TERCERA. 


Permuta  de  varios  terrenos.  — Auto  de  14  de  Diciembre,  deci- 
diendo á  favor  del  Juzgado  de  priaiera  instaucia  de  Tarazón» 
la  competencia  suscitada  entre  éste  y  el  de  igual  clase  de 
Agreda t  sobre  conocimiento  de  la  cuestión  promovida  entre 
D.  Pedro  Sagaseta  y  D.  Ángel  Romero  acei-ca  del  cumpli- 
miento de  cierta  permuta. 

En  los  CONSIDERANDOS  88  cstablecc: 

1.^     Que  en  los  juicios  eQi  que  se  ejercitan  acciones  pers^wt^ 
les  es  Juez  competente  el  del  lugar  en  gue  debe  cumplirse  la 
obligación,  y  á  falta  de  éste  el  del  domicilio  del  demandudoy  ó- 
el  del  lugar  del  contrato,  si  hallándose  en  él,  aunque  inciden 
talmente,  puede  ser  emplazado,  según  la  regla  1.'  del  art.  SOS 
de  la  Ley  de  organización  del  Poder  judicial. 

2.^     Que  la  acción  propuesta  para  el  otorgamiento  de  un^ 
escritura  de  permuta  de  bienes  raices  es  personal. 

Resultando  que  en  18  de  Junio  de  1874,  y  en  la  venta  de 
la  Nava  titulada  del  Medio,  término  de  la  villa  de  Agreda,  fir- 
marrón  un  convenio  D.  Pedro  Sa^aseta,  vecino  de  la  ciudad  d» 
Tarazona,  y  D.  Ángel  Romero,  que  lo  es  de  la  de  Soria,  com- 
prometiéndose á  cederse  y  pern^utar  varios  terrenos  de  su  res- 
pectiva pertenencia  bajo  ciertas  condiciones  ,  siendo  una  de 
estas  el  que  por  peritos  de  recíproca  elección  se  habiaa  de 
desi^rnar  los  terrenos,  y  que  luego  se  otorgarla  la  correspon-  . 
diente  escritura,  sin  expresar  en  dónde  ni  ante  qué  Notario: 

Resultando  que  hecha  la  designación  y  medición  de  los 
terrenos  permutados  por  los  peritos  y  reclamaciones  extraju- 
diciales  para  el  otorgamiento  de  la  escritura ,  D.  Ángel  Ro- 
mero presentó  demanda  por  acción  personal  en  IP  de  Julio 
último  en  el  Juzgado  de  Agreda,  previo  acto  de  conciliación 
celebrado  en  Tarazona,  acompañando  su  certificado  y  el  docu- 
mento referido  al  principio,  concluyendo  que  se  condenase  al 
Sa^aseta  al  otorgamiento  de  la  escritura,  con  las  costas,  y  se- 
librase  exhorto  al  Juz^^ado  de  Tarazona  para  la  citación  y  em- 
plazamiento del  Sagaseta: 

Resultando  que  expedido  éste  y  hecha  la  citación  y  em|^- 
zamiento,  acudió  el  Sagaseta  á  su  Juzgado  para  que  se  re^lK    J 
riese  de  inhibición  al  exhortante,  como  lo  verificó,  fundado  CU  J 
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que  no  habiéndose  sometido  el  Sagaseta  expresa  ni  tácitamente 
al  Juzgado  de  Agreda,  ni  pactado  el  lugar  del  cumplimiento 
de  la  obligación ,  ni  sido  emplazado  en  aquel,  el  único  Juez 
competente  es  el  del  domicilio  del  demandado  ,  tratándose  de 
una  acción  personal: 

Resultando  que  el  Juzgado  de  Agreda  se  ha  opuesto  á  la 
iohibioioU)  apoyándose  en  que  por  el  carácter  y  naturaleza  del 
Oontrato  celebrado  entre  ambos  contendientes  se  deduce  que  el 
lagar  del  cumplimiento  de  la  obligación  era  Agreda ,  puesto 
que  se  trataba  de  la  permuta  de  fincas  radicantes  en  dicho 
puntOy  por  lo  que  era  natural  que  alli  habian  de  acudir  los 
peritos  y  demás  personas  necesarias  al  otorgamiento  de  la  es- 
critura para  tener  á  la  vista  todas  las  dificultades  que  pudie- 
ran ocurrir  sobre  el  terreno;  y  porque  ni  la  Ley  de  Enjuicia- 
nffento  civil  eñ  el  párrafo  tercero  de  su  art.  5.^,  ni  la  orgánica 
del  Poder  judicial  en  el  art.  308,  exigen  que  se  designe  preci- 
samente el  lugar  donde  haya  de  cumplirse  la  obligación,  bas- 
tando que  pueda  deducirse: 

"  Resultando  que  ambos  Juzgados  han  sostenido  su  compe- 
leneia  por  las  razones  aducidas ,  y  remitido  los  autos  á  este 
Tribunal  Supremo ,  dada  la  sustanciacion  que  corresponde  ,  y 
oido  el  Ministerio  fiscal. 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Antonio  Valdés. 
'  Considerando  que  en  los  juicios  en  que  se  ejercitan  accio- 
nes personales  es  Juez  competente  el  del  lugar  en  que  debe 
cumplirse  la  obligación,  y  á  falta  de  éste  el  del  domicilio  del 
demandado  ó  el  del  lugar  del  contrato,  si  hallándose  en  é), 
aunque  accidentalmente ,  puede  ser  emplazado ,  según  la  re- 
gla 1.*  del  art.  308  de  la  Ley  de  organización  del  Poder  ju- 
dicial: 

Considerando  que  la  acción  propuesta  para  el  otorgamiento 
de  la  escritura  de  permuta  de  bienes  raices  entre  el  deman- 
dante y  demandado  es  personal ,  y  asi  se  ha  calificado  en  la 
demanda,  sin  haberse  demostrado  el  lugar  donde  hubiera  de 
otorgarse,  ni  hecho  emplazamiento  del  segundo,  donde  se  ce-* 
lebró  el  contrato; 

Se  declara  que*  el  conocimiento  de  estos  autos  corresponde 
al  Juzgado  de  primera  instancia  de  Tarazona  ,  al  que  se  re- 
mita todo  lo  obrado,  participado  esta  resoluxiion  al  de  Agreda: 
publiquese  este  auto  en  la  Oaceta  de  Madrid  dentro  del  tér** 
mino  de  diez  días,  y  á  su  tiempo  en  la  Colección  legiélaiiMf 
sacándose  al  efecto  las.  copias  correspondientes. 

Madrid  14  de  Diciembre  de  1875. «» Tomás  Huét.  =  José 
Iferia  Herreros  de  Tejada. <»ignacio  Vieites.:==  Manuel  Almoni^ 
cdL^^Antonio  Valdés. a=:Bl  Secretario  Relator,  Enrique  Medina. 
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NÚM..121. 
CASACIÓN   POR   INFRACCIÓN   DE  LEY.— SALA  PEUMEBA. 


ENTREGA  DB  BIENES.— Sentencia  de  15  de  Diciembre,  declaran- 
do  no  baber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por 
Doña  Luisa  Alvarez  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  de 
lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Coruña,  en  pleito  con  D.  Ma- 
nuel Losada  Alvarez  y  consortes. 

En  sus  CONSIDERANDOS  SO  establocc: 

Que  la  ley  3.*,  HL  10,  Partida  5.',  establece  q%e  las  ¿o^ 
ciedades  se  constituyen  unwersal  y  singularmente ^  esto  eSj  can 
todos  los  bienes  ó  con  algunos  determinados. 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  15  de  Diciembre  de  1875, 
en  el  pleito  pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casa- 
ción por  infracción  de  ley,  segnido  en  el  Juzgado  de  primera 
instancia  de  Celanova  y  en  la  Sala  de  lo'civi]  de  la  Audiencia 
de  la  Coruña  por  Doña  Luisa  Alvarez  Rodríguez  con  D.  Ma- 
nuel Losada  Alvarez,  D.  Francisco  Alvarez  Qil,  D.  Manuel 
Castiñeiras  y  Castiñeiras  y  D.  Rafael,  D.  Benito  y  D.  Indale- 
cio Losada  Alvarez,  sobre  entreg^a  de  bienes. 

Resultando  que  Doña  Luisa  Alvarez  Rodríguez  entabló  de- 
manda exponiendo  que  sus  hijas  Dominga  y  Josefa  Castiñei- 
ras habían  vivido  en  compañía  ó  sociedad  familiar  con  sa 
hermano  D.  José  Alvarez,  Prior  que  fué  de  Castelles,  por  es- 
pacio de  veinte  ó  más  años  hasta  el  de  1876,  en  que  por  sa 
fallecimiento  quedó  disuelta  la  sociedad:  que  mientras  duró 
trabajaron  de  mancomún  los  bienes  raices  de  uno  y  otro  socio 
y  los  demás  que  formaban  un  capital,  reoogiendo  y  utilizando 
sus  productos  para  cubrir  las  necesidades  de  la  sociedad,  con 
venta  de  lo  sobrante ,  desempeñando  sus  hgas  las  funciones 
de  criadas  en  la  casa  y  en  el  campo:  que  durante  la  compa- 
ñía se  edificó  en  el  pueblo  de  Pereda  una  casa  con  capital 
propio  y  sobre  terreno  de  pertenencia  de  la  demandante  ad« 
herente  á  la  del  Prior,  y  que  este  confesó  repetidas  veces  quA 
pertenecía  á  su  hermana;  y  que  sin  embargo  de  ello,  y  á  pre- 
texto de  que  formaba  parte  de  la  herencia  de  aqueí,  se  habia 
apoderado  de  ella  D.  Francisco  Alvarez  Gil,  uno  de  sus  iMffr- 
deros,  habiéndolo  hecho  al  propio  tiempo  de  todos  los  doM- 
mentes  que  constituían  los  créditos  activos  adquiridos  durMll 
la  sociedad  á  favor  del  Prior  cobrando  parte  de  ellos  sin  4M 
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éúetrta  de-  su  inversión;  por  todo  lo  cual  concluyó  pidiendo 
que  sé  ie ' condenase^ &  dejar. á  disposición  de  lá! demandante  la 
citada  casa  con  sus  alquileres,  ii-ré^taciou  pericial  desde  el 
afiO  dé  186.3,  á  que  entregase  la  mijtad  del  valor  de  los  crédi- 
tos que  cobró  después  de  la  muerte  del  Prior,  desde  cuyo  acto 
quedó  disuelta  la  compañía,  y  presentase  los  documentos  que 
rétenla  eo  su  poder,  que  coñténian  otros  créditos  ¿  favor  de 
aquel  pendientes  de  cobro  : 

Resultando  que  D.  Francisco  Alvarez  Gil  impugnó  la  de-^ 
manda  negando  que  la  (temandante  por  si  ni  con  sus  bijas 
hubiera  formado  sociedad  en  el  sezrt ido  genuino  de  la  palabra- 
con  D.  José  Alvarez,  el  cual  no  necesitó  jamás  de  sus 'servi- 
cios, pues  tenia  otros  parientes  que  se  los  prestaban  cuidado- 
sa y  constantemente;  pues  si  aquellas  frecuentaban  su  casa 
era  para  vivir  á  su  costa  y  utilizarse  dC:  los  muchos  recursos 
con  que  contaba:  que  tampoco  era  cierto  que  la  casa  en  dis- 
puta fuera  construida  por  capital  'dé  la  demandante ,  puesto 
que  el  Prior  compró  y  pagó  todos  sus  materiales ,  siendo  de 
su  exclusivo  dominio  el  solar,  que  adquirió  en  1845  de  Rtlper* 
ta  Pérez:  que  en  el  año  de  1863,  después  de  la  muerte  del 
Prior,  sus  parientes  y  herederos,  entre  los  cuales  estaba  la  de- 
mandante, pñrácticaron  la  partición  de  sus  bienes,  correspon- 
diendo la  casa  demandada  á  D.  Leandro  Losada:  que  el  Prior 
oirdenó  en  su  testamento  que  todos  sus  créditos  activos  se  in- 
virtieran en  misas;  y  como  el  único:  de  los  herederos  con  ca- 
rácter de  sacerdote  era  el  demandado,  convinieron  en  autori- 
zarle para  su  cobranza,  y  que  no  se  habia  incautado  de  más 
documentos  que  los  ibdi^pensables  para  verificarlo:  :' 

Resultando  que  citados  los  demás  herederos  de  D.  José  Al- 
varez para  que  les  obstasen  las  consecuencias  ó  resultados,  del 
juicio,  los  que  comparecieron  sé  adhirieron  á  lo  contestado  por; 
el  demandado:  ' 

Resultando  que  suministrada  prueba  por  las  partes,  dictó 
sentencia  el  Juez  de  primera  instancia,  y  que  la  Sala  de  lo  ei-, 
vil  de  la  Audiencia  de  la  Coniña  la  revocó  en  6  dé  Julio 
de  1874,  absolviendo  á  D.  Francisco  Alvarez  Gil  y  demás  de- 
mandados: 

Resultando  que  Doña  Luisa.  Alvarez  Rodríguez  interpuso 
recurso  de  casación  por  haberse  infringido,  á  su  juicioí 

1.^    Al  establecerse  que  para  que  se.  coiicéda  existencia  á, 
nn  contrato  és  necesario  se  haga  coñstiÉr  por  documento  ó  por  . 
hechos  que  lo  revelen  de  una  manera  indudable,  la  leyi.ji.f, 
título  10,  Partida  5.*,  que  dispone  que  el  contrato:  de  compa- 
ñía ó  sociedad  se  perfecciona  por  el  simple:  consentimieütoí  de 
loe  contrayentes,  y  lá  jurisprudencia  establecida  por  este.  Tri- , 
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banal  Supremo  en  sentencias  de  11  de  Enero  de  1865  j  14 
de  Febrero  de  1870,  en  que  se  condigna  que  el  contrato  de  so- 
ciedad, no  sólo  puede  ser  justificado  por  documentos  públicos 
ó  privados,  sino  también  por  los  dem&s  medios  de  prueba  que 
el  derecho  reconoce: 

Y  2*  Tratándose  de  probar  la  existencia  del  contrato  cítíI 
de  sociedad  y  no  la  de  una  sociedad  mercantil,  la  ley  3/,  tí- 
tulo 10,  Partida  5.*^,  con  arreg'lo  á  la  cual  para  la  existencia 
de  aquella  sociedad  no  es  necesario  que  ningún  documento 
▼eoga  &  determinar  el  número  y  clases  de  bienes  que  los  so* 
oíos  aportan  á  la  misma,  ni' las  condiciones  á  que  los  socios 
han  de  ajustarse,  pues  perfeccionado  el  contrato  por  censen* 
tímiento  de  los  contrayentes,  si  nada  predispone,  sus  conse- 
cuencias son  naturales: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.   Ricardo  Díaz  de 
Rueda: 

Considerando  que  si  bien  el  contrato  de  sociedad  se  perfec- 
ciona por  el  consentimiento  y  puede  acreditarse  su  existencia, 
no  sólo  por  documentos,  sino  también  por  los  demás  medros 
probatorios,  cómo  se  dice  en  el  primer  motivo  de  casación,  es 
igualmente  cierto  que  la  Sala  sentenciadora  apreció  todas  las 
pruebas  practicadas  en  el  concepto  de  que  no  había  tenido  lu- 
gar el  que  fué  objeto  de  la  demanda,  contra  cuya  apreciación 
no  se  ha  alegado  infracción  alguna  de  ley  ó  doctrina  legal: 
Considerando  que  no  admiiida  la  existencia  de  tal  socio-' 
díid,  no  han  podido  infringirse  la  primera,  tit.  10,  Partida  6/ 
y  la  doctrina  establecida  por  este  Tribunal  Supremo,  como 
tampoco  la  tercera  del  mismo  título  y  Partida  alegada  en  el 
segundo  motivo  del  recurso,  la  cual  establece  que  las  socie- 
dades se  constituyen  universal  ó  singularmente,  esto  es,  con 
todos  los  bienes  ó  con  algunos  determinados; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  la- 
gar al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Dofia  Luisa  Alva- 
rez  Rodríguez,  &  quien  condenamos  en  las  costas;  y  líbrese  i 
la  Andiencia  de  la  Coruña  la  certificación  correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Omcí^ 
ta  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto 
las  copias  necesarias,,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firma- 
mos. =E1  Magistrado  D.  Hilario  de  Igon  votó  en  Sala  y  no 
pudo  firmar:  José  Fermín  de  Muro.«=«José  Ferrain  de  Muro.i^s 
Juan  Cano  Manuel.  =Benito  de  Ulloa  y  Rey. = Victoriano  Ca- 
reaga. » Joaquín  Ruiz  Cañábate.  =»Ricardo  Díaz  de  Rueda. 
Publicación : 

Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Rxoe*' 
lentísimo  Sr.  D.  Ricardo  Díaz  de  Rueda,  Magistrado  del  Trtb«-«> 
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mal  Supremo ,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera^ 
^B  el  (Ua  de  hoy  ,  de  que  certifico  como  Relator  Secretario 
^e  la  misma. 

Madrid  15  de  Diciembre  de  1875.  =  Licenciado  Desiderio 
Jfartinez. 

NüM.  122.  • 

CASICION  POR  INFRACCIÓN  DE  LEY.—SALA  PRIMERA. 


í>EvoLücioN  Y  ENTRbOA  DE  UNA.  CASA. — Sentencia  de  16  de  Di- 
cinmbr(^,  declarando  no  haber  lugar  al  rjccurso  de  casación 
interpuesto  por  D.  Federico  Lleget  y  Nápoli  contra  la  pro* 
Dunciada  por  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
este  distrito,  en  pleito  con  D.  Pedro  Antonio  Campo-redondo 
y  por  su  defunción,  con  su  viuda  Doña  María  de  la  Soledad 
Rodríguez,  por  sí  y  en  concepto  de  representante  legítimo 
"de  su  hija  Doña  Luisa  Campo- redondo  y  Rodríguez  y  Don 
'Esteban  España  Martin,  como  marido  de  Doña  Angela  Campo* 
redondo  y  Rodríguez. 

En  sus  CONSIDERANDOS  sc  establccc : 

Que  no  puede  decirse  que  han  sido  infringidas  por  un€ 
"^mUencia  lepes  ni  doctrinas  que  no  tienen  aplicación  al  caso 
-de  autos. 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  y  16  de  Diciembre  de  1875, 
^n  el  pleito  pendiente  ante  Nos,  en  virtud  de  recurso  de  casa* 
clon  por  infracción  de  ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera 
instancia  del  distrito  del  Hospicio  de  esta  capital  y  en  la  Sala 
primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  su  territorio  por  Don 
Federico  Lleget  y  Nápoli  con  D.  Pedro  Antonio  Campo-redon*- 
do,  y  por  su  defunción  con  su  viuda  Doña  María  de  la  Solé* 
dad  Rodríguez,  por  si  en  concepto  de  representante  legítima 
^e  su  hija  Doña  Luisa  Campo  redondo  y  Rodríguez,  y  Don 
Esteban  España  Martin,  como  marido  de  Doña  Angela  Campo- 
redondo  y  Rodríguez,  sobre  devolución  y  entrega  de  una  casa: 

Resultando  que  D.  Antonio  Lleget  otorgó  en  22  de  Abril 
4^1842,  en  unión  de  su  mujer  Doña  Josefa  Nápoli,  un  poder 
en  que  se  autorizaron  recíprocamente  para  otorgar  testamento 
•en  los  términos  que  expresaron;  y  que  en  su  virtud  Doña  Jo- 
j^efa  Nápoli,  ocurrido  en  6  de  Julio  de  1845  el  fallecimiento  de 
du  marido,  otorgó  testamento  en  20  de  dicho  mes,  legándose 
<1  quinto  de  los  bienes  de  su  marido,  instituyendo  herederos 
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á  SUS  hijos  Antonio,  Elisa,  Federico  j  Josefa  y  al  póstamo 
que  diese  ¿  luz ,  nombráudose  albacea ,  asi  como  á  D.  José 
Leoncio  Pérez  y  D.  Juan  de  Cengfotita  y  Bengoa,  4  todos  y  á 
cada  uno  in  solidwm,  concediéndoles  facultad  de  hacer  extra- 
judicial  mente  el  inventario  y  partición  con  obligación  de  pre- 
sentarlo al  Juez  competente,  y  nombrándose  tutora  y  curadora 
de  sus  hijos,  con  relevación  de  fianzas: 

Resultando  que  practicado  el  inventario  y  tasación  de  los 
bienes,  consistentes  en  tres  casas  sitas  en  el  Arco  de  Santa 
María,  núm.  8;  Angosta  de  San  Bernardo,  núm.  14,  y  de  la 
Ruda,  núm.  16;  y  en  ropas,  muebles  y  alhajas,  que  ascendie- 
ron á  la  cantidad  de  635.741  rs.,  importando  las  deudas  293.780 
reales,  para  satisfacerlas,  previa  información  de  utilidad ,  se 
sacaron  á  pública  subasta  las  dos  casas,  calles  del  Arco  de 
Santa  María  y  Angosta  de  San  Bernardo,  que  se  vendieron  ju- 
oialmente;  y  presentada  una  liquidación  de  las  cantidades  re- 
cibidas por  las  ventas  y  pagos  verificados,  resultó  un  déficit 
de  53.000  rs.  vn.: 

Resultando  que  para  satisfacción  acudieron  en  15  de  Di- 
ciembre de  1846  la  viuda  y  los  testamentarios  de  D.  Antonio 
Lleget  y  el  curador  ai  litem  de  sus  hijos  menores  al  Juez  de 
primera  instancia,  solicitando  que  se  les  autorizara  para  tomar 
á  préstamo  sobre  la  casa  de  la  calle  de  la  liúda  la  cantidad 
de  70.000  rs. ,  á  fin  de  satisfacer  con  ellos  el  mencionado  al- 
cancé y  que  previa  información  de  utilidad  y  necesidad,  se  le« 
concedió  por  auto  de  22  de  Diciembre  de  1846  la  autorización 
pedida,  habiendo  otorgado  escritura  en  11  de  Enero  del  si- 
guiente año  1847,  por  la  que  recibieron  á  préstamo  de  Don 
Ángel  Mazon  por  tiempo  de  dos  años  y  con  interés  de  6  por 
100  la  cantidad  de  60.000  rs.  que  destinaban  á  la  solución 
de  dos  préstamos,  cuyos  acreedores  otorgaron  por  separado  la 
oportuna  carta  de  pago,  hipotecando  los  otorgantes  la  casa 
calle  de  la  Ruda,  núm.  16,  perteneciente  á  la  testamentaria, 
que  tse  hallaba  valuada  en  128.996  rs.  vn.: 

Resultando  que  practicada  la  partición ,  correspondió  á  ia 
viuda  Doña  Josefa  Nápoli  por  la  legitima  de  su  hija  Dona 
Elisa,  habida  durante  su  matrimonio  con  D.  Antonio  Lleget» 
que  nació  y  murió  después  que  este,  la  cantidad  de  39.172  rea- 
les, y  por  el  remanente  del  quinto  en  que  la  mejoró  42.004 
reales,  cuyas  cantidades  se  le  pagaron,  46.424  rs.  con  todoa 
los  muebles,  ropas  y  alhajas,  y  los  34.752  reatantes  en  la  caaa 
calle  de  la  Ruda:  que  el  haber  de  cada  uno  de  los  otros  cuatn^ 
hijos  de  D.  Antonio  Lleget,  D.  Antonio;  D.  Federico,  Doña  Joaefiík 
y  Doña  Flora,  ascendió,  como  el  de  su  hermana  difunta,  á  \k 
cantidad  de  39.182  rs.,  que  se  lea  aplicaron  en  la 
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casa  de  la  calle  de  la  Rdda,  ndm.  16:  y  qfae  presentada  esta 
partición  al  Juzgado,  fué  aprobada  ^r  auto  de  26  de  áibril 
de  1850:  ^  ■"' 

Resultando  que  Doña  Plora  Lleget  y  líápoli  fallecrió  k  la 
edad  de  ocho  años  el  dia  27  de  Enero  de  1852,  y  íiVi  hermana 
Dofia  Josefa,  á  la  edad  de  once  en  28  de  Agosto  de  1855;  y 
que  en  7  de  Diciembre  del  mismo  año  Dbña  Josefa  Nápó*i, 
como  curadora  de  sus  hijos  menores  D.  Antonio  y  D.  Federico 
Lieget,  solicitó,  en  atención  á  nó  haber  sido  posible  libertar  & 
la  casa  de  la  calle  de  la  Ruda  del  gravamen  que  la  afectaba, 
qne  con  audiencia  del  curador  ad  litem  se  admitiera  informa- 
cion  de  utilidad  y  necesidad  para  proceder  Ala  venta  de  aque- 
lla; y  que  dada  en  lo  bástante,  se  Bacará  á  pública  licitación, 
admitiendo  las  posturas  convenientes j  y  verificado,  pagar  los 
60.000  rs.  que  se  adeudaban,  entregar. lo  que  correspondiera 
á  cada  uno  de  los  interesados,  é  imponer  lo  de  sus  hijos  me- 
nores D.  Antonio  y  D.  Federico  Líeget  en  lugar  seguro  para 
que  les  produjera  alguna  renta  con  que  poder  atender  ¿  sus 
alimentos  y  demás: 

Resultando  que  recibida  la  información ,  deúlararon  tres 
testigos  que  era  beneficiosa  y  necesaria  la  enajenación  dé  la 
casa,  toda  vez  que  vencido  el  plazo  para  la  devohióioñ  del 
préstamo  que  sobre  ella  gravitaba,  no  pudíendó  verificarlo' se 
procedería  ejecutivamente  contra  ella  por  el  acreedor,  y  serian 
mayores  los  perjuicios  que  se  les  irrogaran:  que  el  curador 
ad  lilem  de  los  menores  estuvo  conforme  con  la  enajenación 
de  la  casa,  y  el  Juez  por  auto  de  6  de  Marzo  de- 1856  mandó 
que  se  sacara  &  pública  subasta  de  nueve  en  nueve  dias,  sis- 
ñalando  para  el  remate  el  dia  9  de  Abril: 

Resultando  que  anunciada  la  venta  con  expresión  de  qué 
la  finca  comprendía  2.928  pies  de  sitio,  y  se  hallaba  tasada  en 
320.000  rs.,  &  rebajar  cargas,  tuvo  íugar  el  remate  en  el  dia 
señalado,  en  el  cual  ofreció  D.  Pedro  Campo-redondo  la  can- 
tidad de  200.000  rs.: 

Resultando  que  comunicado  á  í)ófíb  Josefa  Nápoli,  mani- 
festó que  estaba  conforme  con  la  proposición  de  D.  Pedro 
Campo-redondo,  no  sólo  en  la  parte  que  á  ella  se  referia,  sino 
también  á  la  de  los  menores,  sus  hijos  por  serles  útil,  benefi- 
cioaoy^  conveniente,  y  cubrii^  la  cantidad  ofrecida  las  dos  ter- 
ceras partes  de  su  valor,  pues  según  la  tasación  hecha  en  7 
de  Octubre  de  1840,  para  la  particióii  de  los  bienes  entre  lo.^ 
herederos  de  la  abuela  de  los  menores,  su  valor  era  dé  268.887 
reales,  á  deducir  cargas: 

Resultando  que  puesto  testimonio  de  la  escritura  del  prés- 
tamo de  60.000  rs.,  se  comunicaron  las  diligencias  al  curador 
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ad  liiem  de  los  menores,  el  cual  estavo  conforme  con  la  apro- 
bación del  remate  y  lo  demás  pretendido  por  la  madre  de 
aquellos;  y  que  en  su  virtud  se  aprobó  por  auto  de  17  de  Mayo 
de  1856,  mandando  que  se  practicase  liquidación  de  las  car- 
gas que  gravaban  á  la  finca;  y  que  verificado,  se  requiera  al 
rematante  pafa  que  entregara  el  precio  liquido,  otorgándose  la 
correspondiente  escritura: 

Resultando  que  hecha  y  aprobada  la  liquidación  y  cance- 
lado el  crédito  que  gravitaba  sobre  la  finca,  y  que  ascendió 
por  principal,  intereses  y  costas  causadas  en  el  expediente  de 
su  reclamación  &  65.569  rs.  8  mrs. ,  se  otorgó  la  correspon- 
diente ertcritura  de  venta  en  16  de  Junio  de  1856  por  el  Juez 
de  primera  instancia,  en  unión  con  la  viuda  Doña  Josefa  Nápoli 
y  el  curador  ai  lüem  de  sus  hijos  menores,  á  favor  de  D.  Pe- 
dro Campo-redondo^  que  entregó  la  cantidad  de  130.440  rai- 
les 26  maravedís,  resto  del  precio  de  196.000  rs.  en  que,  re- 
bajada la  carga  de  farol,  quedó  señalada  la  finca;  cantidad  qoe 
pasó  á  poder  de  Doña  Josefa  Nápoli  á  presencia  del  carador 
ad  liten  de  los  menores: 

Resultando  que  de  esta  escritura  se  libró  copia  original  ó 
de  primera  saca  por  el  Notario  autorizante  D.  Celedonio  Aio- 
fra  en  20  de  dicho  mes  de  Junio  de  1856,  y  que  en  el  28  se 
tomó  razón  en  la  Contaduría  y  Registro  de  Hipotecas: 

Resultando  que  D.  Federico  Lleget  y  Nápoli  entabló  la  de- 
manda objeto  de  este  pleito  exponiendo  que  su  padre,  casado  con 
Doña  Josefa  Nápoli  falleció ,  legando  á  ésta  el  quinto  de  sus  bie* 
nes  é  instituyendo  por  herederos  á  sus  hijos,  los  cuales  habian 
fallecido ,  á  excepción  del  demandante  ^  que  conclusas  las  ope- 
raciones y  formadas  las  hijuelas  á  cada  uno  de  los  herederos 
y  á  la  viuda,  por  bienes  reservables  se  les  habia  adjudicado 
la  casa  en  cuestión,  pasando  Doña  Josefa  en  tal  estado  á  con- 
traer segundo  matrimonio:  que  llegado  el  demandante  á  la 
mayor  edad,  se  encontró  sin  la  casa  que  le  pertenecía,  la  cnal 
se  había  vendido  á  D.  Pedro  Antonio  Campo-redondo  en  16  de 
Junio  de  1856;  y  que  habiéndola  reclamado  á  éste,  se  negaba 
á  entregarla: 

Resultando  que  el  demandado  impugnó  la  demanda,  refi- 
r:ei¥lo  la  tramitación  y  curso  del  expediente  para  la  venta  de 
la  finca  á  fin  de  demostrar  su  validez,  y  con  la  cual  se  habias 
conformado,  así  el  curador  de  los  menores,  como  los  dein&i 
interesados,  por  haberse  llenado  los  requisitos  legales : 

Resultando  que  suministrada  prueba  por  las  partes,  se  JBfrr 
tífico  el  segundo  matrimonio  de  Doña  Josefa  Nápoli  con  DM 
Juan  Cengotita:  y  que  pedido  por  el  demandado  el  cotejo  de  h 
escritura  de  venta  que  presentó  y  de  la  nota  de  su  inscripCjta 
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«n  el  Registro  de  la  propiedad,  sólo  pudo  tener  lugar  respecto 
de  ¿ata,  haciéndose  constar  por  manifestación  del  Notario  Don 
Francisco  Seco  de  Cáceres,  á  cuyo  cargo  se  hallaba  el  Archivo 
7  protocolos  de  escrituras  que  pasaron  ante  el  Escribano  Don 
Celedonio  Azofra,  en  aquel  sólo  existia  el  segundo  tomo  rela- 
tivo el  año  de  1856,  pero  no  el  primero,  donde  debía  hallarse 
el  original  de  dicha  escritura,  ignorando  su  paradero,  si  bieu 
seguirla  gestionando  para  conseguirlo  como  lo  había  hecho 
hasta  entonces;  habiéndose  extraviado  también  el  expediente 
que  sirvió  de  base  para  la  citada  venta,  según  se  consignó  por 
diligencia,  que  autorizó  el  encargado  del  Archivo  de  pleitos 
y  expedientos  del  referido  Escribano: 

Resultando  que  el  Juez  de  primera  instancia  dictó  senten- 
<;ia  absolviendo  á  D.  Pedro  Antonio  Campo-redondo  de  la  de- 
manda, mandando  proceder  á  lo  que  hubiera  lugar  respecto  á 
la  desaparición  del  tomo  de  escrituras  y  expedientes  referidos; 
y  que  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta  Corte 
confirmó  dicha  sentencia  en  30  de  Octubre  de  1873,  entendién- 
do0e  la  absolución  &  D.  Pedro  Antonio  Campo-redondo  con  su 
iriuda  y  herederos: 

Resultando  que  D.  Federico  Lleget  y  Nápoll  interpuso  re- 
-curso  de  casación  por  haberse  infringido  á  su  juicio: 

1.^  La  Ley  15  de  Toro,  7.',  tlt.  4.%  libro  10  de  la  Novísima 
Secopilacion,  y  la  jurisprudencia  de  los  Tribunales,  en  cuanto 
declaran  que  son  bienes  reservables  á  favor  de  los  hijos  legí- 
timos los  bienes  que  el  cónyuge  supérstite  adquiere  por  heren- 
cia testamentaria  ó  legítima  de  alguno  de  los  hijos  del  pri- 
mer matrimonio,  slempí^  que  aquel  contraiga  segundas  nup- 
cias; y  que  el  mismo  carácter  de  reservables  tengan  los  demás 
bienes  adquiridos  del  difunto,  por  titulo  lucrativo,  según 
<iiaponen  las  Leyes  20,  tít.  5.%  Partida  6/,  y  2.',  tít,  5.°,  li- 
bro 4.^  del  Fuero  Juzgo ,  también  infringidas. 

2/  Las  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  de  9  de  Mayo 
de  1859,  21  y  31  de  Mayo  de  1861  y  16  de  Junio  de  1862,  en 
qoe  se  establece  que  los  bienes  reservables  pasan  por  disposi- 
ción de  la  Ley,  en  cuanto  á  su  propiedad,  á  los  hijos  del  pri- 
mer matrimonio  en  el  momento  de  contraer  segundas  nupcias 
el  supérstite,  y  que  la  enajenación  de  los  mismos  es  ineficaz; 
declarándose  que  á  la  obligación  de  reservar  va  intimamente 
unida  la  prohibición  de  enajenar,  sentencias  en  las  que  se  fun- 
■dó  el  n^currente  para  entablar  la  acción  reivindicatoría;  toda 
vez  que  se  consideraba  dueño  de  la  casa,  y  que  no  podía  ser 
Tendida. 

3.^  El  art.  4.''  del  Decreto  de  h  de  Octubre  dé^  1856  con  que 
«e  publicó  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  los  artículos  1.401 
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s"  ^  *   *•?  'íi  ni:5nia,  pues  en  1a  época  de  la  fecha  en  que 

.i  V-s-í-^i  Nivoü  solicitó  que  se  procediera  k  la  enajenación 

•I  ^d>a  >-?  había  publicado  la  citada  ley,  y  no  se  cumplió 

-  I     «   v^vjssoio'j  de  aquel  articulo  para  que  los  litigantes 

,..  —.  4^..  -ji  sa^tanciacion  que  habia  de  darse. 

^  4  '  I  .v<  leyeá  39,  41  y  114,  tít.  18,  Partida  3.',  en  cuanto 
•^>r  -f»»:*?  :.:e  5e  pierde  la  carta  que  es  granada  sin  personería 
!.'  H-r  -f"  v-uy.^  es  el  pleito,  que  non  vala  si  es  maliciosamente 
j-i  t.i-^  .vu:ra  los  huérfanos;  y  que  non  deben  valor  las  fal- 
<:  ■úi  :,'•?;  oa  si  alguno  quisiera  usar  en  juicio  para  probar  so 
*', -o.»^*;  ,y^  y\^\  traslado  de  alguna  carta  ó  privilegio,  non  debe 
y  •  .'r^^il^^  á  menos  de  mostrar  el  original  de  que  fué  sacado, 
v-sío?.  siendo  Ponente  el  Magistrado  I).  José  Fermin  de 
Vurvv 

Considerando  que  la  casa  objeto  del  pleito  venia  hipotecada^ 
i-.^n  autorización  judicial  y  con  anterioridad  á  la  adjudicación 
i*-»  su  legitima  en  ella  al  demandante  y  hermanos,  al  pago  de 
f^o.oOO  rs.  é  intereses  al  6  por  100,  deuda  de  la  testamentaría 
i!ol  padre  común  D.  Antonio  Lleget,  y  por  no  haberse  satis- 
fecho el  capital  y  los  réditos  al  plazo  convenido,  se  vendió  la 
^v{i.*i\  por  mandato  judicial  en  publica  subasta  y  con  todas  la? 
íi^lemiiidades  que  las  leyes  exigen  para  la  enajenación  de  bie- 
?>ps  de  menores,  sin  que  por  lo  tanto  hayan  sido  infringidas 
ni  tengan  aplicación  al  caso  las  Leyes  15  de  Toro  (7.*  del  ti- 
tulo 4.*",  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación),  ni  la  26,  ti- 
tulo 5.",  Partida  5.*,  ni  la  2.',  tlt.  5.*^  del  libro  del  Fuero 
Juzgo,  referentes  á  los  bienes  reservables  y  citados  como  pri- 
mer fundamento  del  recurso:  • 

Considerando  que  por  la  razón  expuesta  tampoco  se  opone 
e!  fallo  recurrido  ¿  la  doctrina  legal  de  las  sentencias  de  eiite 
Tribunal  Supremo  sobre  que  los  bienes  reservables  pasan  por 
disposición  de  la  ley,  en  cuanto  á  su  propiedad,  á  los  hijo? 
del  primer  matrimonio  en  el  momento  de  contraer  seírundas 
nupcias  el  supérstite,  puesto  que  la  enajenación  de  la  fincase 
rjecutó  cuando  la  madre  del  demandante  se  hallaba  en  estado 
do  viuda  y  con  intervención  y  aprobación  del  curador  ad  Vtm 
del  mismo  demandante,  siendo  en  este  caso  imposible  la  re- 
serva : 

Considerando  que  el  Real  decreto  de  5  de  Octubre  de  1855 
dispone  en  su  art.  2.*'  que  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  prin- 
cipiaria  A  regir  desde  1.®  de  Enero  de  1856,  y  en  el  4.°  qae 
los  pleitos  (pie  principiasen  después  del  expresado  Decreto  y 
Antes  de  1."  de  línero  de  1856  se  sustanciarían  con  arreglo* 
las  antiguas  leyes ,  ó  á  la  de  Enjuiciamiento,  sesrun  los  liti- 
gantes lo  acordaren:  y  habiendo  empezado  las  diligencias  de 


jurisdicción  voluntaria  para  la  enajenación  de  la  finca  en  7  de 
Diciembre  de  1855,  es  vistqi.que:/Qp8e  ha  infringido  el  articula 
4.*  del  expresado  Decreto,  ni  los  1.401  al  1.407  de  la  Ley  re- 
ferida;. íhfhíccibnes  póiTiOtca  palrté  <)lLe;no^]^odrian  dat:^iiiotívo 
á  un  recurso  de  casación  en  el  fondo,  como  el  actual : 

Considerando,  por  último,  que  tampoco  se  han  quebrantado 
la&  leyesí  a9>  41  y  114  del  tit.  18, ^Partida  3.%  que  tratan:  de 
Iba  escrituras !  por  que  se  prueban  los  pleitos  i  puesto  que  nin- 
{^una  carta  ha  sido  ganada  sin  pérsoneria:  ni  maliciosamente; 
y  aunque  la  escritura  de  venta  4le  la  oasa  se  ha  cotejado  con 
aa  original,  este  defecto  se  ha.  cumplido  con  otros  medios  de 
prueba;  en  cuya  virtud ,  al  estimar  la  absolución  de  la  deman- 
da, es  evidente  que  no  se  han  infringido  ningunas  de  las  Leyes 
referidas; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  habeír  lu- 
gar al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Federico  Lleget 
7  Nápoli ,  á  quien  condenamos  por  razón  de  depósito  al  pago 
de  la  cantidad  de  4.000  rs. ,  que  satisfará  si  viniese  á.  mejor 
fortuna,  distribuyéndose  entonces  con  arreglo  á  la  ley,  y  en 
las  coatas;  y  líbrese  &  la  Audiencia  de  esta  capital  la  certifi- 
cación correspondiente,  con  devolución  de. los  documentos  que 
ha  remitido. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia, 'qué  se  publicará  en  la"6^a- 
Mto  é  insertará  en  la  Colección*  le fiislatíva  y  ^SA&náose  al 
efecto  las  copias  necesarias^  lo  pronuneiaihos,  mandamos  y  ñi^ 
mamos;s^£l  Magistrado  D.  Hilario  de  Igon  votó  eni  Sala  y  no 
pudo  firmar:  José  Fermin  de  Muro. ^ José  Férmin  de  Muro.» 
Juan  Cano  Manuel. »  Benito  de  Ulljoa  yfiey.  •»  Victoriano 
Cáreaga.=ñP  Joaquín  Ruiz  Cañábate.  =  Ricáráoi  Dias  de  Rueds. 
.   Publicación:  ... 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Bxoe* 
lentísimo  Sr.  D.  José  Fermin  de  Muro  ^  Magistrado  del  Tribu-» 
nal  Supremo,  celebrando  audiencia j pública  la  Sala  primera; 
en  el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Relator  Secretario  de 
la  misma.  .■.:_•■ 

Madrid  16  de  Diciembre  de  1875;mLioénoiadó,  Desiderio 
Martínez.  >•  ' .  .'i 
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NÚM.  128. 

I 

CASACIÓN  POB  INFRACCIÓN  DE  LEY.— SALA  PBIMflBA 


Pertenencia  db  los  bienes  que  cx)N8Titcten  un  mayorazgo.-» 
Sentencia  de  16  de  Diciembre,  declarando  no  luiber  lugar  á 
los  recarROs  de  casación  interpuestos  respectÍTamente  por 
D.  Manuel  y  D  Dionisio  de  ¿ajusticia  y  por  D.  José  Luis 
Cassy  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  de  la  civil  de  la 
Audiencia  de  Zaragoza,  en  pleito  entre  los  mismos  y  otros. 

En  sus  cv^NsiDBRANoos  sc  ostablece: 

Que  el  axwma  y  doctrina  de  que  al  que  afirma  correspon- 
<le  la  prueba^  y  el  prineipio  de  que  la  prueba  supletoria  ó  que 
suministre  indicios  no  puedo  estimarse  en  los  Juicios  civilei 
sino  a  falta  de  prueba  directa^  se  refieren  exclusivamente  al 
tn'den  y  ritualidad  del  juicio  y  i  la  apreciación  de  la  pruebe^ 
y  no  pueden  por  lo  tanto  servir  de  fundamento  al  recurso  de 
casación  en  el  fondo. 

En  la  Tilla  y  Corte  de  Madrid,  ¿  16  de  Diciembre  de  1875,. 
en  el  pleito  pendiente  ante  ^^os,  en  virtud  de  recurso  de  casa^ 
cion  por  infracción  de  ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primen 
instancia  de  Borja  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
Zaragoza  por  D.  José  Luis  Cassy  y  Guerrero,  D.  Domingo  Sar- 
ria, D.  Manuel  Bonel  y  D.  Victoriano  San  Cristóbal,  como  eje* 
cutores  testamentarios  de  Doña  Joaquina  Lapeña,  Gregorio 
Lajusticia,  D.  Lino,  Doña  Ramona  y  1).  Ramón  Ovejas,  y  Don 
Manuel  y  Dionisio  Lajusticia,  que  se  personaron  en  la  segunda 
instancia,  sobre  perteinencia  de  los  bienes  que  constituyeron  el 
mayorazgo  fundado  por  D.  Juan  de  Lajustioia: 

Resultando  que  con  motivo  del  -matrimonio  de  D.  Amadeo 
de  Lajusticia  con  Doña  Perpetua  Felicitas  Pérez  de  Álava,  se 
otorgó  escritura  de  capitulaciones  en  15  de  Enero  de  1614,  en 
la  que  D.  Juan  de  Lajusticia  con  los  bienes  que  dio  á  su  hija 
D.  Amadeo  fundó  un  mayorazgo,  á  cuya  sucesión  llamó  des- 
pués de  la  muerte  de  su  citado  hijo  á  su  hijo  mayor  legitimo 
y  á  sus  descendientes  varones,  con  preferencia  del  mayor  al 
menor,  y  en  su  falta  al  hijo  segundogénito  en  igual  forma*  J 
asi  sucesivamente,  con  entera  exclusión  de  las  hembras  miétt* 
tras  hubiese  varones,  aunque  fueran  más  remotos  en  grados 
que  para  el  caso  del  fallecimiento  de  todos  los  descendiaoM^ 
varones  legitimes  de  dicho  D   Amadeo,  sucediera  la  hija  pñ-" 
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mogénita  del  mismo,  y  después  de  ella  su  hijo  mayor  le¿^iti* 
mo,  y  asi  de  alli  en  adelante  los  hijos  primogénitos  varonefi 
legítimos,  conservando  siempte  el  orden  de  primogfenítura  y 
los  mismos  llamamientos  y  gfraduaoiones;  y  que  pr)r  dltimo  or* 
denó  que  siempre  y  cuando  sucediese  alguno  de  los  poseedo* 
res  de  dicho  mayorazgos  y  muriese  sin  hijos  y  descendientes 
legítimos,  de  suerte  que  hubiera  de  suceder  en  dicho  mayo- 
razgo el  pariente  legitimo  m&s  próximo  de  aquel,  en  dicho  caso 
la  proximidad  hubiera  de  considerarse  respecto  del  último  po- 
seedor, pues  el  tal  pariente  fuera  descendiente  por  linea  recta 
legitima  del  fundador: 

Resultando  que  al  fallecimiento  de  D.  Amadeo  de  Lajustt- 
cia  sucedió  su  hijo  primogénito  D.  Diego,  al  de  éste  el  suyo 
D.  Diego  Ignacio,  y  después  D.  José  Remigio,  que  tuvo  tres 
hyos^  D.  Joaquín,  primogénito  y  sucesor  por  consiguiente  en 
el  mayorazgo,  á  quien  sucedió  su  hijo  primogénito  D.  Fran- 
cisco, que  casó  en  segundas  nupcias  con  Doña  Josefa  del  Rio, 
y  falleció  sin  sucesión  en  21  de  Noviembre  de  1823. 

Resultando  que  por  dicho  fallecimiento  sucedió  en  el  ma- 
yorazgo D.  Pedro  de  Lajusticia,  hermano  del  D.  Francisco,  no 
entrando  á  poseer  los  bienes  por  el  derecho  de  viudediid  foral 
que  gozaba  su  viuda  Doña  Josefa  del  Rio,  y  las  cuales  no  llegó 
á  disfrutar  por  haber  fallecido  en  6  de  Marzo  de  1839,  antes 
que  Doña  Josefa  del  Rio,  que  murió  en  1848;  y  por  cuyo  fa- 
llecimiento pasaron  los  bienes  qjie  constituían  el  mayorazgo  á 
.  Doña  Joaquina  Lapeña.  viuda  de  D.  Pedro  de  Lajusticia,  que 
los  usufructuó  hasta  su  muerte,  que  ocurrió  en  19  de  Enero 
de  1869: 

Resultando  que  D.  Pedro  de  Lajusticia  y  su  mujer  Doña 
Joaquina  de  Lapeña  otorgaron  testamento  en  24  de  Octubre 
<le  1835.  en  el  que,  después  de  varios  legados,  dispusieron  que 
de  todo  lo  demás,  de  donde  quiera  que  proviniese,  era  su  vo- 
luntad que  se  vendiese  por  sus  ejecutores  y  su  importe  se  in- 
Tirtiera  en  dotar  huérfanas  con  la  cantidad  de  4.000  rs.  ácada 
una  hasta  donrle  llegase,  dejándose  ambos  cónyuges  respnctí- 
▼amenté  herederos  usufructuarios,  con  facultades  ámpMas  de 
poder  vender  y  variar  dicho  testamento,  atendiendo  en  todo 
c6so  á  las  intenciones  que  el  uno  al  otro  se  tenian  manifesta- 
das, sobre  lo  cual  se  encargaban  sus  conciencias: 

Resultando  que  Doña  Joaquina  de  Lapeña  varió  la  citada 
disposición,  declarando  que  la  voluntad  de  su  marido  era  qufr 
la  mitad  de  los  bienes  que  constituían  el  vínculo  de  Lajusti- 
cia no  se  invirtiera  en  la  dotación  de  doncellas  pobres,  como 
asi  podría  entenderse;  y  que  si  al  tiempo  de  la  muerte  de  la 
testadora  hubiese  fallecido  Doña  María  Francisca  de  Paris,  se 
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dividiera  la  mitad  del  mayorazgo  en  dos  partes,  la  una  para 
Doña  María  Jaimes  ó  sua  hijos,  con  la  obligaoipn  de  dar  4.000 
resdes  á  cada  uno  de  los  hermanos  D*  Rafael  y  I).  Mariano  Ojl, 
y  la  otra  para  los  hijos  d^  Dp  Isidoro,  D.  Saturio,  D.  Franoisco 
y  Doña  María  Oveja  y  Doüa  Tomasa  Beltran: 

Resultando  que  en  6  de  Julio  de  1 839  se  dio  posesión  á 
Dona  Francisca  de  Lajusticiai  como  tutora  y  curadora  de  sa 
hvjo  D*  Luis  María  Paris ,  nieto  de  D.  Ignacio  de  Lajusticia, 
hermano  de  D.  Joaquín,  padre  de  los  nombrados  D.  Fraooisco 
y  D.  Pedro,  del  mayorazgo  fundado  por  D.  Juan  de  Lajusti- 
.  cía,  y  sin  perjuicio  de  cualquiera  otro  que  tuviera  mejor  dere- 
cho y  del  usufructo  que  correspondía  á  Doña  Josefa  del  Rio, 
viuda  de  D.  Francisco  de  Lajusticia: 

.  Resultando  que  D.  Luis  María  París  falleció  sin  sucesión  en 
21  de  dicho  mes  de  Julia,  con  testamento,  en  que  institnyó  he- 
redera á  su  madre  Doña  Francisca  de  Lajusticia: 

Resultando  que  D.  Isidoro  Ovejas  Pérez  de  Lajusticia  soli- 
citó que  por  fallecimiento  sin  sucesión  de  D.  Luis  María  París 
se  le  diera  posesión  del  citado  mayorazgo,  como  pariente  ea 
línea  recta  de  D.  Amadeo  de  Lajusticia;  y  que  Doña  Francisca 
de  Lajusticia,  viuda  entonces  de  D.  Vicente  París,  protestó 
contra  la  posesión  de  D.  Isidoro  Ovejas,  reservándose  reclamar 
la  mitad  de  los  bienes  de  dicho  mayorazgo  que  le  correspon- 
día como  heredera  de  su  hijo  D.  Luis  París,  terminado  que  fuera 
el  usufructo  de  Doña  Josefa  del  Rio: 

Resultando  que  Doña  Francisca  de  Lajusticia,  consorte  en 
segundas  nupcias  de  D.  Gabriel  Cassy  y  Magdalena,  falleció 
en  29  de  Enero  de  1860,  con  testamento,  en  que  instituyó  he- 
redero fideicomisario  4  su  citado  marido,  el  cual  en  dicho  con- 
cepto, ocurrido  que  fué  en  19  de  Enero  de  1869  el  falleci- 
miento de  Doña  Joaquina  de  Lapeña,  viuda  de  D.  Pedro  da 
Lajusticia,  entabló  en  31  de  Mayo  siguiente  la  demanda  que 
dio  principio  k  este  pleito  para  que  se  declarase  correspondería 
como  heredero  fideicomisario  de  su  citada  mujer  todos  los  bie- 
nes que  constituyeron  el  vínculo  fundado  por  D  Juan  de  La- 
justicia,  y  se  condenase  á  los  ejecutores  testamentarios  de  Doña 
Joaquina  de  Lapeña  y  á  cualquiera  otro  que  detentase  bienes 
de  aquella  procedencia,  ó  pretendiese  tener  derecho  &  elloa,  i 
.  dejarlos  á  disposición  del  demandante,  con  los  frutos  y  rentas 
producidos  desde  el  fallecimiento  de  Doña  Joaquina  de  Lape- 
ña;  fundando  su  pretensión  en  que  D.  Pedro  de  Lajusticia  aH 
dispuso  ni  podía  disponer  en  su  testamento  de  los  bienes  iW 
mayorazgo,  porque  entonces  no  los  habia  adquirido,  radioanée 
en  Doña  Francisca  de  Lajusticia  el  derecho  á  la  totalidad;  #L 
mismo,  la  mitad  como  heredera  testamentaria  del  inmeditfto 
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sucesor  ea  él  D.  Luis  María  París,  y  la  otra  mitad  como  he- 
redera abintestato  del  poseedor  legal  en  el  año  de  1836,  que  lo 
era  D.  Pedro  de  Lajusticia: 

Itesultando  que  los  testamentarios  de  Doña  Joaquina  La- 
peua  de  Lajusticia  impugnaron  la  demanda ,  fundados  en  no. 
ser  exacto  que  D.  Pedro  de  Lajusticia  hubiese  muerto  intesta- 
do en  cuanto  á  los  bienes  del  mayorazgo,  por  más  que  no  los 
mencionase  en  su  testamento  de  1835,  por  no  haber  sido  aún 
restablecida  la  ley  de  1820,  puesto  que  se  hallaban  coqipren- 
didos  cuantos  bienes  correspondiesen  al  testador  en  el  acto  de 
morir :  que  sin  la  yariacion  hecha  por  Doña  Joaquina  de  La- 
peña  todos  los  bienes  de  la  herencia  de  D.  Pedro  ,  incluso  los 
del  mayorazgo,  se  hubiesen  invertido  en  dotar  doncellas :  que 
estuvo  en  su  derecho  al  hacer  la  declaración  mencionada  y 
nombrar  herederos  de  la  mitad  del  mayorazgo  perteneciente  á 
su  marido  ,  á  los  parientes  del  mismo  paternos  y  maternos; 
ajustándose  á  las  intenciones  que  le  tenia  aquel  manifestadas, 
para  que  no  fueran  dichos  bienes  á  manos  extrañas,  y  que  si 
Doña  Joaquina,  persona  de  relevantes  circunstancias  morales, 
hizo  la  declaración  apuntada,  fué  por  no  defraudar  la  voluntad 
de  su  marido: 

Resultando  que  Gregorio  Lajusticia  compareció  en  los  au- 
tos, solicitando  se  declarase  pertenecerle  la  totalidad  del  ma- 
^yorazgo,  por  considerarse  comprendido  en  los  .llamamientos 
del  fundador  con  preferencia  al  demandante  y  demandados,  por 
ser  descendiente  en  linea  recta  masculina  de  D.  Diego  de  La- 
justicia,  hijo  de  D.  Amadeo;  y  que  en  escrito  posterior  limitó 
su  pretensión  á  la  mitad  reservable: 

Resultando  que  D.  Lino  Ovejas  compareció  también  en  los 
autos  para  que  se  declarase  que  le  correspondía  la  mitad  re- 
servable del  mayorazgo,  como  inmediato  sucesor  de  D.  Pedro, 
j  q^ue  la  otra  mitad  libre  se  dividiera  en  la  forma  dispuesta 
por  Doña  Joaquina  de  Lapeña;  alegando  para  ello  que  su  pa- 
rentesco con  el  último  poseedor  del  mayorazgo,  D.  Pedro  La- 
Justicia,  era  igual  al  de  D.  Luis  María  París,  por  ser  nieto  de 
Doña  María  de  Lajusticia,  hija  de  D.  José  Remigio  y  herma- 
na, por  consiguiente,  de  D.  Joaquín ,  padre  de  D.  Francisco 
y  del  citado  D.  Pedro,  último  poseedor  ,  siendo  su  parentesco 
igual  y  de  igual  línea  y  sexo,  pero  de  mayor  edad  que  q1  D.  Luis: 

Resultando  que  por  fallecimiento  de  D.  Gabriel  Cassy  y 
Magdalena  se  personó  en  los  autos  su  hijo  y  heredero  universal 
D,  José  Luis  Cassy  y  Guerrero,  que  sustituyó  su  mejor  derecho 
por  ser  su  padre  el  pariente  de  mayor  edad,  y  que  opuestos  los 
14J0S  de  D.  Isidoro  Ovejas,  sostuvieron  que  les  correspondía  la 
mitad  reservable  del  mayorazgo,  fundados  en  que  eran  uieto.^  de 
II.— 1/y3.'  43 
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D.  José  Ovejas,  que  fué  hijo  de  Doña  Maria  de  Lajusticia  y  ésta 
.  de  D.  Diego  If^nacio  de  Lajusticia,  y  que  su  citado  padre,  cuanda 
falleció  D.  Pedro  Lajusticia,  último  poseedor  leerítimo  del  ma- 
yorazgo, era  el  legitimo  é  inmediato  sucesor,  por  ser  de  igual 
parentesco  que  D.  Luis  María  París  y  D.  Lino  Ovejas,  pero  de 
mayor  edad  que  ámbos: 

Resultando  que  durante  la  segunda  instancia  se  opusieron 
Manuel  y  Dionisio  de  Lajusticia,  solicitando  que  se  les  decla- 
rase con  derecho  á  la  mitad  del  vinculo  de  que  se  trataba  en 
estos  autos,  con  todos  los  frutos  percibidos  y  debidos  percibir 
desde  la  muerte  de  la  usufructuaria  de  los  mismos  Doña  Joa- 
quina de  Lapeña,  como  inmediatos  sucesores  del  fundador,  y 
con  preferente  derecho  á  los  demás  litigantes: 

Resultando  que  sustanciado  el  juicio  en  dos  instancias  y 
suministrada  en  ambas  prueba,  dictó  sentencia  en  18  de  Abrü 
de  1873  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Zaragoza,  que 
no  fué  conforme  con  la  de  primera  instancia ,  declarando  que 
la  mitad  de  los  bienes  del  citado  mayorazgo  corresponden  en 
dominio  y  posesión  desde  el  dia  19  de  Enero  de  1867,  en  qufr 
falleció  Dofía  Joaquina  Lapeña,  Baronesa  de  San  Vicente ,  á 
las  personas  que  designó  como  sucesores  en  su  cédula  testa-* 
mentarla,  entendiéndose  agregados  los  autos  y  rentas  produ- 
cidos desde  el  fallecimiento  de  aquella :  que  la  restante  mitad 
del  mayorazgo  correspondía  en  dominio  y  posesión  desde  el' 
indicado  dia  19  de  Enero  de  1867  á  D.  Lino,  Doña  Ramona  y 
D.  Ramón  Ovejas  y  demás  herederos  legitimes  de  su  padre 
D.  Isidoro,  con  la  correspondiente  mitad  dje  frutos  y  rentas 
producidos  desde  el  dia  citado  en  que  aconteció  el  fallecimien- 
to de  Doña  Joaquina  Lapeña,  mandando,  en  su  consecuencia, 
que  los  ejecutores  testamentarios  de  la  misma  hiciesen  entrega 
de  los  bienes  que  constituían  el  mayorazgo  y  los  frutos  desde 
el  fallecimiento  de  aquella  á  las  personas  citadas  ó  sus  suce- 
sores legítimos  del  modo  que  quedaba  indicado ;  todo  á  calidad 
de  sin  perjuicio  de  mejor  derecho  que  pudieran  deducir  perso- 
nas de  las  que  no  hablan  litigado: 

Resultando  que  D.  Manuel  y  D.  Dionisio  de  Lajusticia  ia* 
terpusieron  recurso  de  casación  por  haberse  infringido ,  á  sa 
juicio: 

1.^  La  ley  de  la  fundación  hecha  por  D.  Juan  de  Lajusti- 
cia, por  cuanto ,  según  aparecía  del  primer  resultando  de  I» 
sentencia  de  primera  instancia,  el  mayorazgo  fundado  por  Dofr 
Juan  de  Lajusticia  era  de  masculinidad  y  de  consanguinidalf 
y  á  la  sucesión  en  él,  después  de  la  muerte  de  D.  AmadMl 
llamó  á  su  hijo  mayor  legítimo  y  á  los  hijos  primogénitos  ii^ 
roñes  legítimos  de  aquel  descendientes,  prefiriéndose  el  xniffé 
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al  menor,  y  guardando  siempre  el  orden  de  primogenitura  y 
que  muerto  dicho  primogénito  varón  legítimo  del  dicho  Ddü 
Amadeo  de  Lajusticia  y  los  hijos  legítimos  y  naturales  yaro*- 
nes,  descendientes  de  aquel,  pudiera  suceder  y  sucediera,  el 
hijo  segundogénito  en  igual  forma ,  y  así  sucesivamente  ,  con 
entera  exclusión  de  las  hembras,  mientras  hubiera  varones, 
aunque  fueran  remotos  en  grado ;  y  que  para  el  caso  de  fa- 
llecimiento de  los  hijos  y  descendientes  varones  sucediera  la 
hija  primogénita  del  mismo,  y  después  de  ella  muerta,  su  hijo 
mayor  legitimo,  y  así  de  allí  en  adelante ,  por  cuanto  la  sen* 
tencia  declaraba  el  derecho  á  D.  Lino,  Doña  Ramona  y  Don 
Bamon  Ovejas  y  demás  herederos  de  su  padre  D.  Isidoro  Ove- 
jas, descendientes  de  D.  José  Ovejas,  casado  con  Doña  María 
Micaela  Lajusticia,  y  por  lo  tanto  descendientes  por  línea  fe- 
menina, contra  la  expresa  voluntad  del  fundador ,  existiendo 
como  existían  descendientes  por  línea  recta  masculina  del  fun- 
dador. 

2.**  La  Ley  45  ie^  Toro,  9.*,  tít.  1.%  libro  11  de  la  Novísi- 
ma Recopilación,  que  preceptúase  trasñerala  posesión  civil  y 
natural  del  mayorazgo  al  siguiente  en  grado  que  deba  suee"* 
der,  aunque  se  haya  tomado  por  otro  posesión ,  en  cuanto  la 
sentencia  negaba  que  por  fallecimiento  de  D.  Pedro  Lajusticia, 
ocurrido  en  7  de  Marzo  de  1839,  pasó  la  posesión  civil  y  na- 
ttiral  de  dicha  mitad  del  mayorazgo,  sin  perjuicia  del  usufructo 
de  la  viuda  de  D.  Pedro,  que  le  correspondía  por  el  fuero  de 
Aragón,  &  la  linea  en  que  se  encontrabanr  los  recurrentes,  y  á 
ellos  en  representación  legal  de  la  misma: 

3.^  Las  leyes  8.%  114,  115,  116  y  117  del  tít.  14,  Parti- 
da 3.^,  que  concuerdan  con  el  art.  280  de  la  de  Enjuiciamien- 
to civil  y  con  la  doctrina  expuesta  por  este  Tribunal  Supremo 
en  22  de  Febrero  de  1860 'y  10  de  Setiembre  de  1864,  según 
las  que,  las  partidas  sacramentales  deben  ser  estimadas  como 
cartas*  públicas  otorgadas  ante  Escribano,  concediéndoles  la 
faerza  probatoria  que  las  leyes  daban  ¿  los  documentos  públi  * 
eos  y  solemnes;  por  cuanto  la  Sala  sentenciadora  no  estimaba 
ni  daba  valor  probatorio,  con  manifiesto  error  de  derecho,  & 
las  partidas  de  bautismo  y  fallecimiento  de  Juan  Antonio  de 
Lajusticia,  correspondientes  á  los  años  de  1642  y  1706,  por 
cuya  razón  negaba  el  entronque  dé  los  recurrentes  con  el  fun- 
dador del  mayorazgo. 

4.^  El  axioma  y  doctrina  de  que  al  qué  afirma  corresponde 
la  prueba,  y  por  lo  tanto  correspondía  á  los  demandantes 
probar  el  supuesto  fallecimiento  en  la  infancia  de  Juan  An- 
tonio de  Lajusticia,  stn  embargo  de  lo  cual  la  Sala  había  es- 
timado este  fallecimiento,  puesto  que  suponía  la  no' identidad 
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de  D.  Juan  Antonio  de  Lajusticia,  del  que  arrancaba  el  dere* 
cho  de  los  recurrentes,  con  el  hijo  de  D.  Diego  Antonio  de  La- 
justicia  y  Doña  Juana  Gil. 

5.®  Y  por  ultimo,  el  principio  y  la  doctrina  consigaadaen 
la  sentencia  de  13  de  Enero  de  1864,  según  la  cual  la  prueba 
supletoria  ó  que  suministre  indicios  no  puede  estimarse  en  los 
juicios  civiles  sino  á  falta  de  la  prueba  directa,  en  cuanto  la 
Sala  sentenciadora  habia  estimado  datos  é  indicios,  aprecian- 
do con  manifiesto  error  la  prueba,  cuando  en  autos  existia  la 
directa  documental  que  probaba  el  entronque  de  los  recurren- 
tes con  el  fundador  del  mayorazgo  y  con  el  áltimo  poseedor 
Resultando  que  D.  José  Luis  Cassy  interpuso  también  re- 
curso de  casación ,  que  limitó  á  la  segunda  parte  de  Ift  sen- 
tencia que  se  refiere  á  la  mitad  reservable  del  mayorazgo,  ci- 
tando como  infringida  la  ley  de  la  fundación,  y  con  ella  mu- 
chas sentencias  de  este  Supremo  Tribunal,  entre  otras  las 
de  12  y  25  de  Mayo  de  1866,  que  declaran  la  nulidad  de  toda 
sentencia  contraria  ¿  la  voluntad  del  fundador,  toda  vez  qoe 
extinguida  la  linea  de  D.  Pedro  de  Lajusticia,  último  posee- 
dor al  restablecer  las  leyes  desvinculadoras,  por  haber  falleci-' 
do  sin  sucesión,  asi  como  su  hermano  D.  Francisco,  hijo6  am- 
bos de  D.  Joaquín,  que  lo  fué  de  D.  José  Remigio,  habia  que 
averiguar  qué  otros  hijos  dejó  D.  José  Remigio,  ademis  de 
Don  Joaquín;  y  como  era  cosa  averiguada  que  dejó  á  D,  Ig- 
nacio, de  quien  descendía  París,  y  á  Doña  María*  de  quien  de- 
rivaba su  derecho  Ovejas,  era  evidente  que  se  prefería  la  li- 
nea de  hembra  á  la  de  varón,  por  anteponer  la  de  Doña  Ma- 
ría á  la  de  D.  Ignacio: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Juan  Cano  Manuel- 
Considerando,  respecto  al  primer  recurso,  que  si  bien  Don 
Juan  de  Lajusticia  fundó  en  1614  un  mayorazgo  de  masouli- 
nidad,  llamando  en  primer  término  á  los  hijos  y  descendien- 
tes varones  del  primogénito  D.  Amadeo,  y  asi  sucesivamente 
de  sus  demás  hijos,  con  exclusión  de  las  hembras  mientras 
los  hubiere,  llamó  también  á  las  hembras  en  el  caso  de  extin- 
guirse la  linea  de  varón,  si  bien  para  el  solo  caso  de  enlazar 
en  ella  la  sucesión  extinguida  y  continuarla  en  sus  descen- 
dientes varones: 

Considerando  que  asimismo  dispuso  en  otra  cláusula  qoe 
fenecida  la  línea  del  último  poseedor  por  fallecer  sin  hijos  J 
descendientes,  sucediese  en  el  mayorazgo  el  pariente  legitimo 
más  próximo,  debiendo  considerarse  esta  proximidad  del;  pft?- 
rentesco  respecto  del  último  poseedor,  con  tal  que  faeae  4tf* 
cendíente  en  línea  recta  de  D.  Juan  Lajusticia.  -     * 

Considerando  que  en  el  presente  caso  son  parientes- j|Íl 
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próximos  ea  igual  ^ado  de  D.  Pedro  de  Lajusticia,  último 
poseedor  legal  del  mayorazgo,  D.  Lals  María  París,  causante 
del  demandante  D.  José  Luis  Gassy,  por  una  parte,  y  por  otra 
D.  Isidoro  Ovejas,,  padre  del  D.  Lino,  y  consortes,  llamados  á 
formar,  en  su  calidad  de  próximos  parientes,  la  línea  conten- 
tiva eif  que  había  de  radicar  nuevamente  la  sucesión  extin* 
gruida  por  la  muerte  sin  descendencia  de  D.  Pedro  Lajusticia, 
conforme  á  la  disposición  de  la  cláusula  de  que  se  ha  hecho 
mérito;  y  que  concurriendo  ambos  en  él  mismo  grado  y  sexo, 
es  indudable  que  la  preferencia  de  uno  ú  otro  debe  ser  deter- 
minada por  la  mayor  edad,  conforme  á  la  regla  consignada  en 
las  leyes  8.*  y  9.*,  tít.  17,  libro  10  de  la  Novísima  Recopila- 
ción, y  por  consiguiente,  lejos  de  infringirse,  se  observa  lo 
dispuesto  en  la  fundación: 

Considerando  que  tampoco  se  infringe  la  ley  45  de  Toro 
que  se  invoca,  porque  limitándose  esta  ley  á  declarar  que, 
muerto  el  poseedor  del  mayorazgo,  pasa  la  posesión  civil  y 
natural  al  inmediato  sucesor  por  ministerio  de  la  ley ,  se  da 
por  supuesto  para  deducir  la  pretendida  infracción  que  por 
muerte  de  D.  Pedro  Lajusticia  pasó  la  posesión  á  la  línea  en 
que  se  encontraban  los  recurrentes,  cuando  precisamente  se 
acaba  de  demostrar  que  los  más  próximos  parientes  llamados 
eran  D.  José  Luis  Cassy  y  D.  Lino  Ovejas  y  consortes: 

Considerando,  respecto  al  tercer  motivo  de  casación,  que 
la  Sala  sentenciadora  al  examinar  los  diversos  elementos  de 
pruebas  de  filiación  de  los  respectivos  pretendientes  al  víncu- 
lo, comparándolos  entre  sí,  tanto  la  documental  como  las  de 
indicios  y  presunciones  deducidos  de  las  mismas,  apreció  en 
conjunto  su  resultado  usando  de  sus  facultades,  para  declarar 
en  su  vista  ei  preferente  derecho  de  los  interesados  con  arre- 
glo á  la  fundación : 

Considerando  que  los  motivos  4.*  y  5.**  se  refieren  exclusi- 
vamente al  orden  y  ritualidad  del  juicio  y  á  la  apreciación  de 
la  prueba,  y  no  pueden  por  lo  tanto  servir  de  fundamento  al 
recurso  de  casación  en  el  fondo: 

Considerando  respecto  al  segundo  recurso,  que  limitada  á 
la  parte  reservable  del  mayorazgo,  y  fundándose  en  el  mismo 
primer  motivo  que  sirvió  de  apoyo  al  primer  recurso,  alegan-^ 
do  infringida  la  ley  de  fundación  por  haber  sido  postergada 
indebidamente  la  línea  masculina,  son  aplicables  las  mismas 
razones  expuestas  en  los  dos  primerod  considerandos  para  de- 
clarar que  no  existe  la  infracción  que  se  alega; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar 
á  los  recussos  de  casación  interpuestos  respectivamente  por  Dqn, 
Manuel  y  D.  Dionisio  de' Lajusticia  y  por  D.  Luis  Cassy,  á  quie- 
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nes  condenamos  por  mitad  en  las  costas;  y  líbrese  á  la  Aa- 
diencia  de  Zarag^oza  la  certiñcacion  correspondiente,  con  de- 
volución de  los  documentos  que  ha  remitido. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Oa-^ 
ceia  é  insertará  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efec- 
to las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos ,  mandamos  y  firma- 
mos. =  José  M.  Cáceres.=Laureano  de  Arrieta.=El  Magistra- 
do D.  Hilario  de  Igon  votó  en  Sala  y  no  pudo  firmar:  José 
M.  Cáceres.=José  Fermín  de  Muro. = Juan  Cano  Manuel.  =Be- 
nito  de  ülloa  y  Rey. = Joaquín  Ruiz  Cañábate. 

Publicación: 

Leída  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Excelen- 
tísimo Sr.  D.  Juan  Cano  Manuel,  Magistrado  del  Tribunal 
Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera  en 
el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Relator  Secretario  de  di- 
cha Sala. 

Madrid  16  de  Diciembre  de  1875.= Licenciado  Desiderio  Mar- 
tínez. 

NÚM.  124. 

CASACIÓN  POR  INFRACCIÓN  DE  LEY.— SALA  PRIMERA. 


Entrega  de  un  ingenio  y  cumplimiento  db  una  sentencia.— 
Sentencia  de  18  de  Diciembre,  declarando  no  haber  lu^r 
al  recurso  de  casación  interpuesto  por  las  Sociedades  Hor^ 
Tuitiner  y  Justiz,  J,  Bueno  y  compañía  y  Banco  de  Cuba 
contra  la  pronunciada  por  la  Sala  de  justicia  de  Santiago 
de  Cuba,  en  pleito  con  D.  José  Ferrer  y  Mora. 

En  sus  considerandos  se  establece: 

Que  no  puede  decirse  que  han  sido  infringidas  por  %%€ 
sentencia  leyes  ni  doctrinas  que  no  tienen  aplicación  al  cato 
de  autos. 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  18  de  Diciembre  de  1875, 
en  los  autos  seguidos  en  la  Alcaldíia  mayor  del  distrito  ád 
Norte  y  en  la  Sala  de  justicia  de  la  Audiencia  de  Santiago  de 
Cuba  por  las  Sociedades  de  Horruitiner  y  JustiZy  /.  Bueno  $ 
compañía  y  el  Banco  de  Cuba  con  D.  José  Ferrer  y  Mora,  ao* 
bre  entrega  de  un  ingenio  y  cumplimiento  de  sentencia;  aoMI 
que  penden  ante  Nos,  en  virtud  de  recurso  de  casación  iútfíh* 
puesto  por  los  demandantes  contra  la  sentencia  que  en  21 
Noviembre  de  1873  dictó  la  referida  Sala  de  la  Audiencia: 
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Resultando  que  por  escritura  de  6  de  Noviembre  de  1865 
D.  José  Antonio  Peralta,  como  Director  del  Banco  de  Cuba; 
D.  Lino  Horruitiner,  socio  Gerente  de  la  casa  mercantil  Hor- 
mitiuer,  Justiz  y  compañía,  y  D.  José  Ferrer  y  Mora,  dijeron 
que  hablan  contratado  y  convenido  lo  siguiente: 

Primero.  D.  José  Ferrer  y  Mora  vendía  al  Banco  de  Cuba 
y  Horruitiner,  Justiz  y  compañía,  con  el  pacto  de  retroven- 
dendo,  el  ingenio  nombrado  La  Concepción  de  Ponupo,  esta- 
blecido en  cien  caballerías  de  tierra  de  cuartón  de  Ti- arriba, 
■en  el  partido  de  Justinieu,  con  sus  terrenos,  establecimien- 
tos, labranzas,  42  yuntas  de  bueyes,  ocho  mulos ,  74  esclavos 
de  dotación,  cuyos  nombres  y  edades  se  expresan,  y  sus  de- 
más aneiidades  por  la  cantidad  de  85,239  pesos  75  centavos, 
ó  sean  170.469  escudos  500  milésimas,  y  los  derechos  fiscales 
que  ocasione  su  enajenación;  aplicando  los  85.239  pesos  75 
centavos  de  su  precio  al  pago  de  igual  cantidad  que  les  debe 
en  la  proporción  de  70.673  pesos  75  centavos  al  primero  y  de 
14.566  pesos  10  centavos  á  los  segundos,  con  lo  cual  se  han 
dado  por  satisfechos  de  ellos:  quedando  por  consiguiente  como 
dueños  del  ingenio,  en  la  misma  proporción  de  las  acreencias 
que  con  él  se  les  abonan ,  y  verificando  en  el  mismo  orden  el 
pago  de  los  derechos  indicados. 

Segundo.  El  término  señalado  parala  retroventa'era  el  de 
diez  años ,  pudiendo  prorogarse  por  más  tiempo  si  Ferrer  y 
Mora  hubiese  entregado  una  parte  del  precio  expresado  en  el 
ttrtículo  1.°,  bastante  considerable  á  juicio  de  los  compradores 
para  ameritar  la  próroga;  pero  ese  término  se  tendrá  por  ven- 
cido en  cualquier  tiempo  que  se  disminuyese  la  negrada  del 
ingenio  por  falta  de  30  esclavos  del  número  que  en  el  dia  tec- 
nia su  dotación,  ó  si  en  tres  jiños  sucesivos  ó  interrumpidos 
de  los  diez  estipulados  no  pudiese  el  vendedor  entregar  5.000 
pesos  anuales  por  lo  menos  á  cuenta  de  su  precio. 

Tercero.  El  Banco  de  Cuba  y  Horruitiner,  Justiz  y  compa- 
ñía- arrendaban  á  D.  José  Ferrer  y  Mora  el  ingenio  expresado 
por  el  término  de  diez  años,  y  la  renta  anual  de  4.850  pesos. 

Cuarto.  Los  Sres.  Horruitiner,  Justiz  y  compañía  facilita- 
rán á  D.  José  Ferrer  y  Mora  las  sumas  necesarias  para  la  re- 
facción del  ingenio  á  fin  de  que  no  encontrase  obstáculo  para 
conseguir  su  mayor  producción,  y  1.500  pesos  anuales  más 
para  sostenimiento  de  su  familia,  obligándose  Ferrer  y  Mora  k 
consignar  en  los  almacenes  de  Horruitiner,  Justiz  y  compañía 
todas  las  cosechas  de  la  finca  para  que:  estos  la  vendan  por 
cuenta  de  aquel  en  los  términos  de  costumbre. 

Quinto.  De  las  cantidades  que,  según  el  articulo  anterior, 
facilitasen  Horruitiner,  Justiz  y  compañía  á  Ferrer  y  Mora,  y  re- 
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saltaren  del  producido  en  venta  de  las  cobechas,  llevarían  aque- 
llos una  cuenta  corriente  de  intereses,  calculados  al  10  por  100 
anual,  que  deberla  cerrarse  el  día  30  de  Setiembre  de  cada 
año,  y  del  saldo  que  resultase  á  favor  de  D.  José  Ferrer  y  Mora 
se  deducirían  la  suma  estipulada  en  el  art.  3.^,  como  arren- 
damiento devengado  y  \o^  intereses  del  importe  de  la  cuenta 
de  que  habla  el  art.  6.®,  aplicándose  lo  restante  á  la  redención 
de  la  fínca;  las  sumas  que  recibieran  los  compradores  á  cuenta 
del  precio  de  ésta  deven í'-arán  á  favor  de  D.  José  Ferrer  y 
Mora  el  interés  simple  anual  de  6  por  100,  y  le  serian  devuel- 
tas en  el  caso  de  que  no  se  verifique  su  redención. 

Sexto.  También  facilitarian  Horruitiner,  Justiz  y  compa- 
ñía á  Ferrer  y  Mora,  con  acuerdo  del  Director  del  Banco  de 
Cuba,  cnalesquier  otros  recursos  para  mejoras  de  la  finca,  in- 
dispensables para  la  explotación  de  la  hacienda  y  que  se  juz- 
garen por  todas  las  partes  de  reconocida  utilidad:  las  eroga- 
ciones que  se  hicieren  en  este  concepto  serian  de  cuenta  de 
los  dueños  de  la  finca,  y  se  llevarían  por  separado;  pero  Don 
José  Ferrer  y  Mora  abonarla  anualmente  á  los  arrendadores  el 
10  por  100  de  su  importe;  por  indemnización  del  uso  que  hi- 
ciera de  los  aparatos  introducidos  y  del  provecho  que  de  ello 
le  resultase  en  la  producción  del  ingenio,  y  las  satisfaría  ín- 
tegramente en  el  caso  de  redimir  la  finca. 

Sétimo.  Seria  obligación  de  D.  José  Ferrer  y  Mora  conser- 
var laTiacienda  en  el  estado  en  que  la  recibía,  y  de  su  cuenta 
todas  las  pérdidas  y  desmejoras  que  en  ella  pudieran  ocurrir 
durante  el  tiempo  de  su  arriendo. 

Octavo.  Los  dueños  de  la  finca  tendrán  una  intervención 
directa  en  su  administración,  y  no  se  podrán  hacer  en  ella  al- 
teraciones de  ninguna  clase  sin  su  acuerdo. 

Noveno.  En  cualquier-a  de  los  términos  señalados  en  el  ar- 
tículo 2.**  en  que  D.  José  Ferrer  y  Mora  no  hubiese  podido 
redimir  la  hacienda,  la  entregaría  á  sus  dueños,  sin  que  nin- 
guna de  las  partes  tuviera  derecho  á  reclamación  alguna  por 
el  más  ó  menos  valor  que  pudiera  entonces  tener  la  finca: 
pero  se  concederían  además  á  D.  José  Ferrer  y  Mora  noventa 
días  desde  la  fecha  en  que  los  dueños  de  ella  le  hubiesen  avi- 
sado haberse  cumplido  el  término  del  contrato,  á  fin  de  que 
pudiese  arbitrar  medios  de  recuperar  la  finca,  entregando  al 
Banco  de  Cuba  y  Horruitiner,  Justiz  y  compañía  el  precio  de 
esta  venta,  el  importe  de  los  derechos  fiscales  y  la  ascendett* 
cía  de  la  cuenta  de  que  habla  el  art.  6.*,  con  rebaja  de  lasan* 
mas  parciales  y  sus  intereses,  que  les  hubiera  entregada '4 
cuenta  de  la  redención  del  ingenio. 

Resultando  que  en  5  dellayo  de  1861  el  Director  del  BaMI 
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de  Ciiba  y  las  razories  sociales  dé  'Horraitmer  y  Justiz  y 
J.  Bueno  y  compañía  propusieron  demanda  contra  el  D.  José 
Ferrer  y  Mora,  pidiendo  se  le  condenase  á  que  dentro  de  ter^- 
cero  dia  entregara  á  los  demandantes  la  hacienda  Concepción 
de  PoDupo,  con  las  pertenencias  coii  que  fué  Tendida,  á  no 
ser  que  el  Ferrer  y  Mora  á  término  de  noventa  días  les  hiciera 
pago  del  precio  con  que  coii  pacto  de  retrp  fué  vendido  el  ci- 
tado ingenio,  y  alegaron  el  resulti^do  de  la  escritura  de  6  de 
Noviembre  de  1865,  y  además  que  Ferrer  y  Mora  no  habia 
entregado  en  más  de  los  cinco  años  trascurridos  desde  la  ce- 
lebración de  aquel  contrato  &  la  íeoha  de  la  demanda  más  que 
8.127  pesos  2  centavos,  y  que  por  carta  dé  14  de  Enero  de 
1871  se  le  habia  requerido  para  que  entregase  la  finca;  pu- 
diendo  aprovechar  los  noventa  dias  que  para  arbitrar  recursos 
con  que  recuperarla  le  concedía  el  contrato,  con  el  aumento 
dé  dos  años  de  arrendamiento  que  habia  dejado  de  abonar,  y 
con  !a  deducción  de  los  8.127  pesos  2  centavos  que  los  com- 
pradores habían  recibido  á  cuenta  de  su  valor,  pero  que  no 
faábian  obtenido  contestación: 

Resultando  que  D.  José  Ferrer  y  Mora  al  contestar  á  la  de- 
manda pidió  que  se  le  absolviese  de  ella,  con  las  costas  á.  la 
otra  part^,  reconviniéndola  además  para  que  se  declarase  de 
su  cargo  el  abono  á  Granda  y  á  Colas  el  importe  de  una  cuen- 
ta que  acompañó  y  de  60  onzas  por  compra  de  10  yuntas  de 
bueyes  para  los  trabajos  del  ingenio,  y  fundó  su  pretensión  en 
los  hechos  que  expresa,  resultantes  de  la  escritura  de  6  de  No- 
viembre de  1865,  y  además  que  aunque  por  el  capitulo  1.^  de 
la  citada  escritura/ se  explicó  ser  de  la  obligación  de  Ferrer 
conservar  la  hacienda  en  el  estado  en  que  la  recibía,  y  de  su 
cuenta  las  pérdidas  y  desmejoras  que  en  ella  pudieran  ocurrir 
durante  el  término  del  arrendamiento,  en  el  art.  9.*^  se  esti- 
puló también  que  en  el  caso  de  no  poder  dicho  Ferrer  redimir 
la  hacienda  para  dejarla  á  los  compradores  en-  absoluta  pro- 
piedad, ninguna  de  las  partes  tendría  derecho  á  reclamación 
alguna  por  el  más  ó  menos  valor  que  pudiera  tener  entonces 
la  fincar  que  de  las  42  yuntas  de  bueyes  que  comprendía  la 
venta,  80  de  ellos  se  llevaron  los  insurrectos,  y  que  los  ocho 
mulos  tampoco  existían,  unos  porque  habían  muerto,  y  los  otros 
pocos  qtie  quedaban  los  utilizaron  las  contraguerrillas  del  Oo- 
biíímo:  que  de  los  esclavos  que  componían  la  dotación  del 
ingenio  al  tiempo  de  la  venta  existían  de  menos  13,  que  ha-> 
bian  fallecido,  siete  llevados  por  los  insurrectos,  uno  encon- 
trado muerto  violentamente  y  dos  que  se  libertaron;  pero  que 
el  precio  de  estos  los  recibió  la  casa  del  refacciónista  Horrüi- 
tiner,  Justiz  y  compañías  que  cuanto  había  producido  el  in- 
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genio  Jesdc  la  fecha  del  cootrato  eo  adelante  habia  sido  re- 
mitido á  la  casa  refaocionista,  sin  qoe  é«ta  desde  Ootubnrdel 
ano  de  1868  le  hubiesen  eoDtribaido  coa  las  cuotas  anuales 
estipuladas  de  1.500  pesos  para  el  sostenimiento  de  su  familia, 
privándole  de  tan  sagradas  atenciones;  para  las  cuales,  y  para 
otros  gastos  de  la  propia  finca,  se  tío  Ferrer  y  Mora  precisa- 
do á  llevar  á  D.  Agustín  Femandei  de  Granda  la  cuenta  de- 
tallada que  acompañaba,  y  qoe  arrojaba  á  su  favor  desde  15 
de  Setiembre  de  1869  un  saldo  de  966  pesos  19  centavos,  que 
aun  se  le  adeudaban,  con  sus  intereses,  y  de  cuyo  pago  era 
responsable  la  propia  casa  refaccíonista :  que  en  la  hacienda 
se  encontraban  12  yuntas  de  bueyes  compradas  á  D.  Juan 
Colas  á  6  onzas  cada  una,  que  estaba  obligado  á  abonar  la 
casa  refaccíonista:  que  los  demandantes  confesaban  que  por 
cuenta  del  precio  de  la  hacienda  habían  recibido  la  suma  de 
8.127  pesos  2  centavos,  y  que  ciando  se  verificó  el  contrato  el 
pais  se  encontraba  en  su  estado  normal: 

Re^:n!tando  que  al  replicar  los  demandantes  reprodujeron  sa 
demanda,  exponiendo  además  que  no  era  cierto  que  el  pro- 
ducto de  la  hacienda  se  remitiese  á  la  casa  refaccíonista,  pues 
asi  lo  acreditaba  la  cuenta  acompañada  de  D.  Agustín  Fernan- 
dez de  Granda:  y  que  si  Ferrer  tenia  alguna  reclamación  so- 
bre rt» facción  y  sobre  el  valor  de  las  yuntas  de  bneyes  com- 
pradas á  D.  Juan  Colas,  debía  establecerlas  aparte  para  no 
involucrar  este  asunto:  añadiendo  que  la  entrega  de  la  finca 
tendría  lug-ar  con  lo  que  hoy  existiera  en  ella,  si  bien  reser- 
vándose reclamar  en  otro  juicio  lo  que  de  la  misma  faltare, 
y  que  la  devulucion  de  lo  que  hubiese  entregado  Ferrer  y  Mo- 
ra por  cuenta  de  la  redención  de  la  finca  estaban  dispuestos  á 
haerrlo  ron  deducción  de  lo  que  adeudara  Ferrer  por  arrenda- 
niitMitos:  y  por  otrosíes  expusieron  que,  convenido  que  cual- 
qninra  sobrante  que  hubiera  en  la  cuenta  de  refacción  se  apli- 
(*aria  A  la  redención  de  la  finca,  se  habían  ceñido  estrictamente 
h  la  capitulncion  convenida,  sin  ser  déla  incumbencia  de  Per- 
ri'r  mezclarse  ni  averiguar  la  manera  con  que  hiciera  la  en- 
trcjra  de  la  suma  cuando  á  él  se  le  descargaba  de  ella  en  los 
tériuintv»?  convenidos:  que  respecto  al  traspaso  hecho  por  el 
llanco  J.  Bueno  y  compañía,  en  nada  perjudicaba  al  deman- 
dado ni  alteraba  el  contrato;  pero  que  sin  embargo,  si  el  de- 
maulado  así  lo  quería,  los  expresados  J.  Bueno  y  compañía  so 
separarían  del  juicio  y  se  entenderían  después  particularmen- 
te con  el  Banco: 

Resultando  que  seguido  el  juicio  por  sus  trámites,  la  Sais 
de  justicia  de  la  Audiencia  por  sentencia  de  28  de  Agosto  <ta 
1872  declaró  que  D.  José  Ferrer  y  Mora  ha  perdido  el  derecko 
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é  redimir  el  ÍDgenio  ó  hacienda  Concepción  de  Ponupó ,  del 
que  se  bailan  en  quieta  posesión  los.  compradores  Horruitiner 
y  Justiz  y  Banco  de  Cuba,  como  únicos  dueños  en  absoluta  pro- 
piedad y  dominio,  debiendo  este  último  entregar  ó  devolver  al 
expresado  D.  José  Mora  los  8.127  pesos  2  centavos  que  tiene 
satisfechos  como  parte  del  precio  en  la  forma  que  expresa  la 
i^láusula  5/  de  la  escritura  de  venta,  previa . liquidación  que 
se  practique  al  efecto;  declaró  asimismo  sin  lugar  la  entrega 
inmediata  del  ingenio  por  no  haberse  establecido  el  juicio  de 
desahucio,  único  correspondiente  para  que  pudiera  decretarse 
él  lanzamiento  del  arrendatario,  y  respecto  de  cuyo  particular 
se  reservaban  sus  acciones  y  derechos  &  los  dueños  de  la  fin- 
•ca;  y  finalmente,  declaró  también  sin  lugar  las  reconvenciones 
propuestas  por  el  demandado  y  el  pago  de  los  alquileres  refe* 
rentes  al  contrato  de  refacción,  con  reserva  asimismo  del  de- 
recho que  pudiera  asistir,  tanto  á  D.  José  Ferrer  y  Mora  como 
á  Granda  y  Colas,  para  que  los  utilizasen  en  lá  forma  que 
-creyeran  conveniente,  sin  especial  condenación  de  costas: 

Resultando  que  en  2  de  Setiembre  siguiente  la  misma  Sala, 
de  Justicia,  á  solicitud,  según  parece,  del  demandado,  proveyó 
auto,  por  el  que  se  declaró  que  la  palabra  alquileres  de  la  parte 
dispositiya  de  la  expresada  sentencia  debía  entenderse  alimen-r 
tos,  y  que  no  habia  lugar  ¿  la  aclaración  del  otro  extremo 
solicitado  por  el  Procurador  del  demandado: 

Resultando  que  devueltos  los  autos  al  Juzgado,  y  mandada 
guardar  y  cumplir  la  ejecutoria  referida ,  presentó  escrito  la 
parte  del  Banco  de  Cuba  y  Horruitiner  y  compañía  pidiendo 
que,  como  de  momento  no  habia  que  practicar  en  los  autos 
cosa  alguna,  porque  deslindados  los  derechos  de  las  partes  cada 
una  ejecutarla  el  que  le  correspondiera,  se  mandasen  tasar  las 
costas  que  no  lo  estuvieran,  y  que  hecho  se  archivaran  los  au- 
tos: así  acordado ,  se  practicó  la  tasación  de  costas,  y  entre 
tanto  presentó  escrito  el  demandado  Ferrer  y  Mora  pidiendo 
la  entrega  de  autos,  como  también  tuvo  efecto,  para  promover 
lo  que  le  conviniera,  con  arreglo  á  los  términos  de  la  senten- 
cia ejecutoria: 

Resultando  que  el  D.  José  Ferrer  y  Mora,  en  uso  de  la  co- 
municación que  se  le  habia  dado  de  los  autos,  presentó  escri- 
to exponiendo  que  en  la  última  cuenta  que  le  rindió  la  Socie- 
dad Horruitiner  y  Justiz,  con  sujeción  á  dicha  cláusula  5.*  de 
la  escritura  de  venta  de  30  de  Setiembre  de  1868,  quedaroa 
fijados  como  sobrantes  exclusivamente  de  Ferrer,  que  se  apli- 
caban á  la  redención  del  ingenio,  los  8.127  pesos  que  se  le 
mandaban  devolver  por  los  compradores;  de  modo  que,  8tge«» 
t&ndose  al  texto  del  auto  superior  y  &  la  parte  final  de  la  cláarl 
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sula  5.*  de  la  escritura  de  venta,  los  premios  al  6  por  100  de 
aquella  cantidad  tenian  que  abonársele  también;  que  para  de- 
mostrar ouál  era  la  ascendencia  de  la  suma  que  se  le  habia  de 
devolver,  habia  creido  conveniente  formar  la  liquidación  que 
menciona,  y  de  que  resultaba  una  totalidad  que  adeudaba  por 
el  capital  y  premios  de  10.345  pesos  58  centavos;  y  que  por 
lo  tanto,  y  porque  en  los  presentes  autos  no  quedaba  pendiente 
otra  cosa  que  la  de  llevar  k  efecto  lo  resuelto  por  la  ejecu- 
toria ,  suplicó  que  se  instruyese  de  dicha  liquidación  á  la  So- 
ciedad del  Banco  de  Cuba  y  ¿  Horruitiner  y  Justiz  para  que 
dentro  de  cuarenta  y  ocho  horas  precisas  manifestasen  si  li 
encontraban  arreglada,  instruyéndosele  del  resultado: 

Resultando  que  los  demandantes ,  en  uso  de  la  instrucción 
que  se  les  dio,  expusieron  que  reducida  la  solicitud  de  Ferrer 
y  Mora  á  que  se  les  instruyese  de  la  liquidación  que  practi- 
caban en  su  escrito  para  que  manifestasen  si  la  encontrabao 
arreglada,  debian  concretar  esta  respuesta  á  solo  este  partica- 
lar ,  con  reserva  de  ocuparse  más  extensamente,  en  las  otras 
.  recomendaciones  que  pudieran  favorecerles  en  caso  jde  que  la 
temeridad  de  Ferrer  y  Mora  llegase  al  extremo  de  querer  exi- 
gir en  pago  de  una  cantidad  que  la  Audiencia  habia  sujetado 
á  una  liquidación  previa  con  arreglo  al  art.  5.^  de  la  escritura 
de  venta ,  que  como  en  dicho  capitulo  se  estipuló  que  las 
sumas  que  recibiesen  los  compradores  á  cuenta  del  precio  de 
la  finca  devengarían  á  favor  de  Ferrer  y  Mora  el  interés  sim- 
ple anual  de  6  por  100,  era  indudable  que  la  liquidación  prac- 
ticada por  Ferrer  y  Mora,  se  «ncontraba  arreglada  en  cuanto  i 
la  forma  por  haberse  hecho  de  la  manera  que  se  lleva  en  las 
cuentas  de  comercio,  del  mismo  modo  que  habian  liquidado 
anualmente  las  suyas  Horruitiner  y  Justiz  ;  pero  como  de  la 
última  liquidada  en  30  de  Setiembre  de  1872  por  dicha  casa 
resultaba  ¿  favor  de  ésta  un  saldo  de  1.312  pesos  94  centavos, 
y  además  adeudarse  por  Ferrer  y  Mora  19.400  pesos  de  arren- 
damientos vencidos  el  mismo  día  30  de  Setiembre,  con  sólo  la 
existencia  de  240  quintales  de  azúcar  y  14  bocoyes  de  ron  que 
no  se  habian  realizado  en  aquella  fecha,  sólo  habia  que  prac- 
ticar la  última  liquidación  de  las  cantidades  suplidas  por  los 
Horruitiner  y  Justiz  desde  el  expresado  dia  30  de  Setiembre 
hasta  el  en  que  se  entregase  la  hacienda,  que  era  el  único  pe- 
riodo de  tijBmpo  que  estaba  sin  liquidarse,  porque  todas  ]U 
otras  cuentas  de  refacción  se  habian  ido  cerrando  los  días  JM 
de  Setiembre  de  cada  año  con  arreglo  al  contrato,  sin  qjOiriM 
más  pendiente,  como  habia  dicho,  que  los  dias  corridos  desdal) 
de  Setiembre  de  1872  hasta  el  en  que  quedase  entregadsÍK 
Lacienda,  puesto  que  hasta  esta  oportunidad  tenian    Hommr 
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ner  y  Justiz  que  ir  supliendo  las  cantidades  necesarias  para  la 
refacción  de  la  finca;  por  todo  lo  cual  sabia  perfectamente  Don 
José  Ferrer  y  Mora  que,  lejos  de  alcanzítr  aquella  suma,  apa- 
recía ser  deudor  de  una  cantidad  mayor  como  resultado  del 
contrato  que  contenia  la  escritura  de  venta  ,  y  pidieron  en  su 
virtud  que  en  estos  términos  se  diese  por  evacuada  la  instruc- 
ción conferida,  es  decir,  que  la  liquidación  practicada  estaba 
arreglada  en  cuanto  á  sus  operaciones  aritméticas,  por  ser  la 
forma  y  (sostumbre  en  que  se  llevaban  las  cuentas  en  el  co- 
mercio: 

Resultando  que  D.  José  Ferrer  y  Mora ,  á  quien  se  dio  co- 
municación del  anterior  escrito  ,  pidió  que  teniendo  en  cuenta 
la  conformidad  manifestada  por  la  otra  parte  con  la  liquida- 
ción, se  aprobase  ésta  y  se  previniese  en  su  consecuencia  álos 
demandantes,  en  cumplimiento  de  la  sentencia  ejecutoria,  que 
dentro  del  término  de  tercero  dia  consignasen  en  la  Escribanía 
los  10.345  pesos  58  centavos  referidos  en  dicha  liquidaciop, 
bajo  apercibimiento  de  embargx)  en  su  defecto : 

Resultando  que  dada  igualmente  vista  de  esta  pretensión 
4t  los  demandantes,  así  como  de  un  oficio  de  la  Alcaldía  mayof 
del  distrito  del  Sur  para  que  en  estos  autos  se  pusiera  cons- 
tancia del  embargo  á  favor  dé  Doña  Cristina  Correoso,  esposa 
del  Ferrer  y  Mora,  de  los  8.127  pesos  2  centavos,  con  sus  in- 
tereses ,  expusieron,  en  cuanto  á  lo  primero,  que  el  Tribftnal 
floperior  en  la  parte  dispositiva  de  su  fallo  determinó  que  se 
devolviesen  á  D.  José  Ferrer  y  Mora  los  8.127  pesos  que  tenia 
aatisfechos  como  parte  del  precio  en  la  forma  que  expresaba 
la  cl&nsula  5.^  de  la  escritura  de  venta,  previa  liquidación  que 
ae  practicase  al  efecto:  que  Ferrer  y  Mora  entendía  que  dicha 
liquidación  habia  de  ser  la  muy  sencilla  y  simple  de  los  pre- 
mios que  hablan  de  abonarse  según  el  contrato ;  pero  que  si- 
guiendo el  orden  metódico  del  cap.  5.^  referido ,  se  compren 
deria  fácilmente  que  eran  muy  distintas  y  mucho  más  impor- 
tantes las  operaciones  que  habia  que  practicar  para  llegar  al 
término  de  la  verdadera  liquidación ;  y  respecto  al  oficio  del 
Alcalde  mayor  del  Sur  á  consecuencia  de  la  solicitud  de  Doña 
Cristina  Correoso,  que  nada  podia  hacerse  ni  era  posible  acep- 
tar el  embargo  que  se  solicitaba ,  pudiendo  aquella  ejercitar 
las  acciones  de  que  se  creyera  asistida  en  la  forma  y  vía  que 
correspondiese;  por  todo  lo  cual  pidieron  que  se  declarase  sin 
logar  y  con  costas  la  solicitud  de  D.  José  Ferrer  y  Mora,  y 
que  se  contestase  al  Alcalde  mayor  del  Sur  en  los  términos 
expresados : 

Resultando  que  por  auto  de  2  de  Abril   de  1863  se  sefialó 
á  la  Sociedad  del  Banco  de  Cuba  el  término  de  ocho  días  para 
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qae  presentase  la  liquidácioD  de  los  8.127  pesos  2  centavos;  j 
en  cuanto  á  la  reclamación  de  Doña  Cristina  Correoso ,  que  se 
contestase  al  Alcalde  mayor  del  Sur  ,  con  inserción  de  este 
auto  á  los  efectos  que  hubiere  lug^r,  en  virtud  de  que  la  can* 
tídad  que  reclamaba  ^staba  sujeta  ¿  liquidación: 

Besultando  que  los  demandantes  presentaron  las  cuentas 
que  se  les  exig^ian,  á  contar  desde  5  de  Octubre  de  1868  hasta 
el  31  de  Enero  de  1873,  en  que  se  les  eutregó  la  hacienda»  cer- 
rándolas respectivamente  en  30  de  Setiembre  de  cada  un  año; 
y  apareciendo  que  por  lo  entregado  á  Ferrer  para  pago  del 
}»er3ónal  y  otros  gastos  dé  refacción  de  su  hacienda  y  por  su 
importe  de  arrendamientos  en  cuatro  años  y  cuatro  meses,  y 
descontados  los  8.127  pesos  un  centavo  que  habla  pagado  á 
Ferrer  en  30  de  Setiembre  de  1868»  con  sus  intereses  hasta  1& 
de  Abril  de  1873,  que  importaban  en  junto  19.595  pesos  32  cen- 
tavos, resultaba  á  favor  de  los  demandantes  un  saldo  de  15.467 
pesos  6  centavos;  y  en  el  escrito  con  que  las  acompañaron  ad- 
virtieron que  las  anteriores  hasta  las  del  año  de  1868  estabaa 
liquidadas,  finiquitadas  y  aprobadas  por  Ferrer  y  Mora,  y  su- 
pUoaron  que  de  aqaellas  se  instruyese  &  éste  para  que  expu- 
siese lo  que  se  le  ofreciese;  y  en  otro  escrito  posterior  consig;- 
napon  que  los  documentos  que  justificaban  las  partidas  de  \u 
cuentas  referidas  los  conservaba  la  casa  en  su  poder,  y  se  ba- 
llalftm  &  disposición  del  D.  José  Ferrer  y  Mora  por  si  quisiere 
examinarlos  en  cualquiera  duda  que  pudiese  ocurrirle  respecto 
á  las  partidas  de  dichas  cuentas: 

Resultando  que  Ferrer  y  Mora ,  con  vista  de  las  cuentas, 
expuso  que  estas  no  constituían  la  liquidación  de  que  hablaba 
]a  sentencia  ejecutoria,  pues  eran  relativas  expresivamente  i 
la  refacción  de  la  hacienda  Ponupo:  que  la  ejecutoría  manda- 
ba que  se  le  devolvieran  los  8.127  pesos  2  centavos  que  te- 
nia satisfechos  como  parte  del  precio  de  la  hacienda  Ponupo 
en  la  fórmula  que  expresaba  la  cláusula  5.*  de  la  escritura  de 
venta  y  previa  liquidación ,  la  cual  necesariamente  había  de 
comprender  únicamente  los  intereses  al  6  por  100  de  dichi 
cantidad;  conforme  al  final  de  la  misma  cláusula,  toda  vez  que 
la  redención  ya  no  podía  tener  efecto ;  y  que  como  la  liqui"* 
dación  que  comprendía  el  escrito  de  Ferrer  era  concreta  á  este 
punto,  y  estaba  ajustada  á  la  letra  y  al  espíritu  de  la  resolo* 
clon  superior,  y  los  demandantes  habian  convenido  en  que  es- 
taba  arreglada,  era  preciso  que  se  les  obligase  á  estar  y  panT 
por.  ella  por  ser  inútiles  en  estos  autos  las  cuentas  presentuílj^ 
que  abrazaban  la  refacción  y  los  arrendamientos  ,  y  quefll^ 
constituían  ni  podiao  óonstituir  la  liquidación  prevenida  pof-)^ 
Superioridad;  pues  sí  el  Banco  de  Cuba  y  Horruitiner  J-íéi^ 
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tenian  que  ejercer  contra  él  algún  derecho  respecto  á  arren- 
damientos y  refacción  4el  ingenio  Ponupo,  podii^n  hacerlo  en 
el  juicio  correspondiente,  mas  no  en  estos  autos;  y  suplicó  que 
86  declarasen  ineficaces  y  de  ningún  valor  las  cuentas  presen- 
ciadas por  los  demandantes,  como  extrañas  &  este  juicio;  y  que 
mediante  á  que  la  liquidación  formada  por  Ferrer  estaba  ar-- 
reglada  como  convéniau  los  demandantes,  se  aprobase  desde 
luego  en  toda  forma,  mandando  que  el  Banco  de  Cuba,  dentro 
del  término  de  tercero  dia,  consignase  eu  Escribanía,  y  se  pu- 
sieran á  disposición  del  Alcalde  mayor  del  distrito  del  Sur  los 
10.345  pesos  58  centavos  que  refería  dicha  liquidación  hasta 
el  30  de  Setiembre  de  1872,  sin  perjuicio  de  que  se  le  abonad- 
sen  al  mismo  tipo  los  posteríormente  corridos: 

Resultando  que  convocadas  las  partes  ¿  juicio  verbal ,  el 
Ferrer  y  Mora  reprodujo  lo  que  tenia  manifestado  en  su  ante- 
rior escrito,  y  los  demandantes  qué  cumpliendo  con  la  ejecu- 
toria de  la  Audiencia  habían  formado  las  cuentas,  sujetándose 
esU'ictamente  al  capítulo  5.^  de  la  escritura  de  venta,  en  que 
se  convino  que  del  saldo  de  las  cuentas  de  refacción  que  re-* 
soltase  á  favor  de  Ferrer  y  Mora  se  dedujese  la  suma  estipu- 
lada en  el  art.  3.*,  como  arrendamiento  devengado  y  los  inte- 
reses del  importe  de  la  otra  cuenta  de  que  hablaba  el  art.  6.**; 
7  habiendo  acordado  el  Juzgado  que  las  partes  presentaran  las 
pruebas  que  á  su  derecho  conviniesen,  presentaron  en  el  acto 
Horruitiner  y  Justiz  los  comprobantes  de  su  liquidación  y  la 
cuenta  corriente  que  llevó  con  Ferrer  y  Mora  en  el  año  de 
1868;  y  la  parte  de  Ferrer  y  Mora ,  después  de  haber  exami* 
Bado  dichos  comprobantes  y  cuentas,  inanifestó  que  como  se 
referían  ¿  los  contratos  de  refacción  y.  arrendamiento  ,  y  aun 
dándolas  por  ciertas  y  exactas  en  sus  partidas,  no  las  admi- 
tía en  este  juicio ,  porque  oorrespondian  á  contratos  distintos 
del  de  retroventa  del  ingenio  Ponüpo,  que  era  lo  que  se  habia 
leauelto: 

Kesultando  que  el  Alcalde  mayor  en  sentencia  de  13  de 
Agosto  de  1873  falló  que,  conformes  como,  se  encontraban  el 
Banco  de  Cuba  y  Horruitiner  y  Justiz  con  la  liquidación  for-^ 
mulada  por  Ferrer  y  Mora,  y  siendo  ésta  la  á  que  se  refiere  la 
cláusula  5.*  de  la  escritura  dé  venta,  y  por  consiguiente  la 
dispuesta  practicar  por  la  Audiencia  del  terrítorío  ,  debia  de- 
clarar y  declaraba  como  improcedente  la  liquidación  presen- 
tada por  los  demandantes,  disponiendo ,  en  su  consecuencia, 
qoe  el  Banco  de  Cuba  abone  á  Ferrer  y  Mora  en  el  térmico  de 
tercero  dia  4a  cantidad  de  10.345  pesos  58  centavos  que  arro- 
jaba la  liquidación  de  Ferrer  y  Mora  ,  dejando  al  Banco  de 
Cuba  y  á  Horruitiner  y  Justiz  expedito  el  derecho  de  que  se 
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creyeáen  asistidos  contra  Ferrer  y  líora  por  el  contrato  de  ar- 
rendamiento y  refacción  qae  pudieran  haber  celebrado  del  iu- 
genio  Ponupo; 

Y  resultando  que  conñrmada  dicha  sentencia  por  la  que  eu 
21  de  Noviembre  de  1873  dictó  la  referida  Sala  de  justicia  de 
la  Audiencia,  interpusieron  los  demandantes  recurso  de  casa- 
ción por  considerar  infringidas  las  leyes  19  ,  tít.  22  ,  Parti- 
da 3.*,  y  1.%  tít.  17,  libro  11  de  la  Novísima  Recopilación,  y 
la  32,  tít.  34,  Partida  7.^,  por  cuanto  la  sentencia  ejecutoria- 
da debe  cumplirse,  en  los  mismos  términos  en  que  se  halla 
expedida ,  sin  variarse  en  manera  alguna  su  literal  contexto 
y  el  genuino  sentido ,  como  sucede  en  el  presente  caso ,  en 
que  y  habiéndose  resuelto  por  la  Superioridad  en  la  primera 
sentencia  de  cuya  ejecución  se  trata,  que  la  devolución  exigi- 
da por  Ferrer  y  Mora  se  verificase  en  los  términos  que  pres- 
cribe el  art.  5.^  del  contrato  celebrado  por  las  partes,  hoy  por 
la  nueva  sentencia  se  altera  dicha  ejecutoria ,  disponiéndose 
el  pago  absoluto  sin  aquella  modificación;  variación  que  da 
lugar  al  recurso  de  casación ,  como  lo  tiene  declarado  este 
Tribunal  Supremo  en  sentencias  de  6  de  Junio  de  1862  y  27 
de  Junio  de  1867,  cuya  doctrina  ae  infringía  asimismo  por  la 
mencionada  sentencia. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Joaquín  Buiz  Ca- 
ñábate. 

Considerando  que  la  sentencia  pronunciada  en  28  de  Agos- 
to de  1872  por  la  Audiencia  de  la  Habana,  al  declarar  que 
D.  José  Ferrer  y  Mora  habia  perdido  el  derecho  á  retraer  la 
hacienda  denominada  Concepción  de  Ponupo ,  mandó  al  mis- 
mo tiempo  que  los  compradores  Horruitiner  y  Justiz  y  Banco 
de  Cuba  reintegrasen  al  Ferrer  8.127  pesos  2  centavos  que  en 
concepto  de  precio  de  dicha  finca  habia  desembolsado  en  la 
forma  que  expresa  la  cláusula  5.*^  del  contrato  consignado  en 
la  escritura  de  6  de  Noviembre  de  1865,  previa  liquidación  que 
se  practicase  al  efecto: 

Considerando  que,  limitándose  como  se  limitó  dicha  sen- 
tencia á  la  declaración  referida  ,  reservando-  á  las  partes  sa 
derecho  para  que  en  otro  juicio  ejercitaran  el  que  pudiera  asis- 
tirles respecto  al  cumplimiento  ó  rescisión  de  lo*  contratos  de 
arrendamiento  ó  refacción  de  la  expresada  hacienda ,  con  to- 
das sus  incidencias  y  resultas,  la  liquidación. que  debia  lurac* 
ticarse,  según  la  referida  sentencia ,  no  podia  referirse  aiiioi 
los  intereses  devengados  por  las  cantidades  que  el  Ferrer  htííá 
entregado  como  parte  del  precio  para  redimir  la  finca  die  fü 
se  trata,  en  conformidad  á  lo  estipulado  en  la  cláusula  6.^  Ill 
contrato  de  retroventa:  ..,yí 
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Considerando  que  la  sentencia  hoy  impugnada,  al  aprobar 
ia  liquidación  practicada  en  cumplimiento  de  la  ejecutoria  de 
1872,  no  contraria  ésta,  y  por  consiguiente  se  citan  con  ma- 
nifiesta inoportunidad  las  Leyes  19,  tit.  22  de  la  Partida  3/; 
1/,  tit.  17,  libro  11  de  la  Novísima  Recopilación;  la  32,  ti* 
tulo  34,  Partida  7.*^,  y  las  doctrinas  contenidas  en  las  senten- 
cias de  este  Tribunal  Supremo,  que  asimismo  se  alega; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lu- 
gar al  recurso  de  casación  interpuesto  por  las  Sociedades  Hor- 
Tuitiner  y  Justiz,  J.  Bueno  y  compañía  y  Banco  de  Cuba«  & 
quienes  condenamos  en  las  costas  y  &  la  pérdida  de  la  canti- 
dad de  5.000  pesetas  que  depositaron,  que  se  distribuirán  coa 
arreglo  &  la  ley;  y  líbrese  la  correspondiente  certificación  á  la 
Audiencia  de  Santiago  de  Cuba. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  (?a- 
^eta  é  insertará  en  la  Colección  legislativa ^  pasándose  al  efecto 
las  copias  necesarias ,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firma- 
inos.=Jo8é  María  Cáceres.=s Laureano  de  Arrieta.=  El  Magis-* 
trado  D.  Hilario  de  Igon  votó  en  Sala  y  no  pudo  firmar:  José 
María  Cáceres.=José  Fermin  de  Muro. = Juan  Cano  Manuel.»* 
Joaquín  Ruiz  Cañábate. = Ricardo  Diaz  de  Rueda. 

Publicación  : 

Leída  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Excelen- 
tísimo Sr.  D.  Joaquín  Ruiz  Cañábate ,  Magistrado  del  Tribunal 
Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera  del 
mismo ,  el  dia  de  hoy ,  de  que  certifico  como  Relator  Secre- 
tario de  dicha  Sala. 

Madrid  18  de  Diciembre  de  1875.=BLicenciado  Mariano  Fer- 
nandez García. 

NÓM.  125. 
CASACIÓN  POR  INFRACCIÓN  DE  LEY.— SALÍ  PRIMERA. 


Revocación  de  una  sentencia  dictada  en  un  interdicto  de 
RECOBRAR. — Sentoucia  de  20  de  Diciembre ,  declarando  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Juan 
Garcia  Saez  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil 
de  la  Audiencia  de  Albacete,  en  pleito  con  D.  Evaristo 
Llanos. 

En  los  CONSIDERANDOS  SO  cstableco : 
1.^    Que  una  vez  declarada  la  caducidad  de  la  concesión  dé 
-Mna  mina ,  revierta  ésta  al  Estado ,  el  cual  con  arreglo  á  /a 
II.— 1."  Y  3.*  44 
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dispuesto  en  el  ari.  68  de  la  Ley  de  Minas  de  ^  da  Marzo  de 
1868  tiene  el  derecho  de  hacer  una  nueva  concesión  con  lar 
labores  practicadas  para  la  explotación  i  cualquiera  otro  f«- 
teresado  que  la  pida. 

2.*"  Que  no  puede  decirse  que  han  sido  infringidas  por  una 
sentencia  leyes  ni  doctrinas  que  no  tienen  aplicación  al  caso- 
de  autos. 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  20  de  Diciembre  de  1875^ 
en  el  pleito  pendiente  ante  Nos,  en  virtud  de  recurso  de  casa- 
ción por  infracción  de  ley,  seguido  en  el  Juzg^ado  de  primerar 
instancia  de  Cartag'ena  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  A^udien^ 
cia  de  Albacete  por  D.  Juan  García  Saez  con  D.  Evaristo  Lia* 
nos,  sobre  que  se  deje  sin  efecto  una  sentencia  dictada  en  ua 
interdicto  de  recobrar: 

Resultando  que  D.  Vicente  Plaza  y  López  y  su  mujer  María 
Martínez  Rodríguez  vendieron  por  escritura  de  14  de  Abril 
de  1864  &  Juan  García  Saez  una  fanega  y  ocho  celemines  de 
tierra  con  una  balsa  edificada  por  ios  vendedoro^,  situada  en 
los  llanos  del  Estrecho,  Diputación  del  Alg'ar'y  Municipalidad 
de  Cartagena,  que  formaba  parte  de  las  10  fanegas  y  dos  ce- 
lemines de  tierra  que  heredó  María  Martínez  por  fallecimienta 
de  su  padre  D.  Celestino  Martínez:  que  Vicente  Plaza  vendi6 
al  mismo  Juan  García  Saez  la  tercera  parte  de  un  pozo  con 
igual  participación  en  el  malacate  establecido  en  él  y  demá» 
útiles  pertenecientes  al  mismo,  propiedad  que  compró  el  ven* 
dedor  á  D.  Francisco  Arias  y  D.  José  Antonio  Martínez  por 
escritura  de  10  de  Febrero  de  1860,  inscrita  en  el  Registro  de 
la  propiedad  del  partido,  vendiéndolo  con  todos  los  derechos  y 
servidumbres  que  le  correspondían,  con  la  expresa  condición 
de  que  si  al  vendedor  le  conviniese  pasar  las  aguas  al  terreno 
que  le  quedaba  al  Norte,  podría  hacerlo  por  la  tierra  anterior- 
mente vendida;  y  que  al  margen  de  esta  escritura  se  halla  una- 
nota  que  dice  que,  habiendo  manifestado  el  Registrador  de 
la  propiedad  que  no  se  determinaba  la  situación  del  pozo  y 
malacate,  y  pedido  sobre  ello  explicaciones  á  D.  Vicente  Plaxa^ 
por  las  manifestaciones  que  hizo,  y  de  acuerdo  con  el  Regis- 
trador, puso  en  la  copia  de  dicha  escritura  la''  nota  siguiente: 
«El  pozo  que  se  enajena  en  esta  escritura  está  situado  en  ua 
trozo  de  tierra  como  de  tres  fanegas,  en  Diputación  de  San 
Ginés,  pasaje  del  Extreeho,  propia  dicha  tierra  de  María  Mar- 
tínez Rodríguez,  permitiendo  que  se  construyera  dicho  pozo 
en  la  repetida  tierra  por  una  Sociedad  minera,  cuyos  represen- 
tantes eran  loa  que  vendieron  dicho  pozo  á  Vicente  Plaza;  y 
las  tres  fanegas  de  tierra  en  que  está  construido  el  pozo  lintel^ 
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por  .Norte  y  Oeste  tierra  de  Concepción  Sánchez;  Sur  realengo, 
y  Bate  tierra  de  Joaquin  Victoria.» 

Resultando  que  en  la  citada  tierra  vendida  por  María  Mar- 
tínez y  su  marido  á  Juan  García  Saez  construyó  éste  una  fá- 
brica de  fundición,  formando  para  conducir  las  aguas  desde 
la  balsa  de  dicha  tierra  á  la  fábrica  una  cañería  en  el  terreno 
intermedio  entre  una  y  otra,  por  cuyo  hecho  dedujo  el  ven- 
dedor interdicto  de  recobrar  la  posesión  de  aquel  terreno;  afir- 
mando que  le  pertenecía»  y  que  fallado  sin  audiencia  de  Gar- 
cía, se  decretó  con  las  costas  la  reposición ,  que  se  llevó  á 
efecto : 

Resultando  que  Juan  García  Saez  entabló  demanda  ordi- 
naria contra  Vicente   Plaza,  por   sí  y  como  marido  de  María 
Martínez,  para  que  se  declarase  que  el  expresmJo  terreno  le 
pertenecía  en 'posesión  y  propiedad,  y  que  se  condenase  á  Plaza 
á  restituírselo,  con  los  frutos  producidos  y  debidos  producir, 
indemnización  de  perjuicios  y  pago  de  costas:  que  impugnada 
la  demanda  por  Vicente  Plaza ,  que  excepcionó  que  el  terreno 
que  aparecía  vendido  en  la  escritura  fué  permutado  por  otro 
del  propio  demandado;  que  el  demandante  construyó  su  fábrica 
y  que  no  habiendo  sido  cierto  el  contrato,  se  negó  después  á 
firmar  la  escritura ;  pidiendo  por  vía  de  reconvención  que  se 
dejara  sin  efecto  la  sentencia  restitutoria  de  otro   interdicto 
promovido  por  García  contra  Plaza  por  haber  ocupado  éste  la 
balsa  de  la  propiedad  de  aquel,  dictó  sentencia  el  Juez  de  pri- 
mera instancia  en  22   de   Octubre  de  1866,  de  que  interpuso 
apelación  D.  Vicente  Plaza,  que  se  separó  después  de  ella,  de- 
clarando que  ei  terreno  intermedio  entre  la  balsa  y  la  fábrica 
de  fundición,  y  en  que  construyó  la  cañería  para  conducir  las 
aguas  de  aquella  á  ésta,  correspondía  en  propiedad  y  posesión 
á  Juan  García,  como  comprendido  en  la  venta  que  le  hicieron 
Vicente  Plaza  y  su  consorte  María  Martínez ,  y  que  por  tanto 
lio  pudo  Plaza  utilizar   legítimamente  el  interdicto  para  reco- 
brar la  posesión  del  insinuado  terreno;  declarando  sin  efecto 
la  sentencia  restitutoria  dictada  en  el  mismo,  y  condenando  á 
Plaza  á  su  restitución;  con  los   frutos  producidos  y  debidos 
producir,  á  la  indemnización  de  los  perjuicios  causados  desde 
que  se  ejecutó  aquella  sentencia,  devolución  á  García  de  laa 
costas  en  que  fué  condenado  en  ella,  y  en  todas  las  del  pleito, 
declarando  igualmente  no  haber  lugar  á  la  reconvención  pro- 
puesta por  el  demandado: 

Resultando  que  D.  Evaristo  Llanos  acudió  en  6  de  Febrero 
de  1868  al  Gobernador  de  la  provincia  de  Murcia,  nlanifesta:ildo 
que  en  terreno  realengo,  pasaje  que  limaban  Llanos  del  Este- 
par,  Diputación  de  Algar,  término  de  Cartagena,  deseaba  ad**.^^ 
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quirir  una  pertenencia  minera  con  el  titulo  de  Buena  Bip^ 
ranza^  verificando  la  designación  en  esta  forma:  se  tendrá  por 
punto  de  partida  la  labor  que  se  establecerá  en  el  indicado 
pasaje  de  los  Llanos  de  Estepar,  á  unos  70  metros,  dirección 
Sur,  de  la  chimenea  de  la  fábrica  de  fundición  nombrada  Vir- 
gen de  los  Llanos:  etc.:  que  la  oficina  del  distrito  informó  que 
en  el  terreno  de  la  investigación  pedida  existia  una  mina  Ha* 
mada  Salerosa,  que  si  no  estaba  caducada  debía  caducarse, 
por  no  ser  suficientes  las  labores  ejecutadas;  y  que  si  se  con- 
cedía la  investigación ,  se  tomaría  como  punto  de  partida  50 
centímetros  al  Norte  del  mismo  extremo  del  diámetro  menor 
de  un  pozo  elíptico,  de  60  metros  de  profundidad,  qu^  se  había 
relacionado  con  el  pozo  punto  de  partida;  y  que  el  Gobernador, 
por  decreto  d^27  de  Febrero,  declaró  caducada  la  concesión 
de  la  mina  Salerosa ,  y  en  28  de  Abril  siguiente  concedió  el 
permiso  de  investigación  solicitado,  bajo  la  designación  pro- 
puesta, atemperándose  á  lo  que  prescribían  los  artículos  12  de 
la  ley  y  18  y  19  de  su  reglamento,  puesto  que  en  la  designa- 
ción se  comprendían  edificios  que  debían  respetarse,  no  pu- 
diendo  por  lo  tanto  hacerse  labores  á  menos  distancia  de  40 
metros  de  aquellos,  á  no  mediar  consentiipiento  de  los  dueños: 

Resultando  que  en  11  de  Setiembre  de  1868  acudió  Don 
Evaristo  Llanos  al  Gobernador  manifestando  que  optaba  por 
los  beneficios  que  se  dispensaban  en  el  decreto  del  Gobierno 
Provisional  de  la  Nación  en  29  de  Diciembre  de  1868,  y  con 
tal  objeto  era  procedente  que  se  demarcase  la  pertenencia  de 
que  se  había  hecho  mérito  y  se  le  otorgase  la  concesión  de 
ello,  y  que  en  7  de  Diciembre  de  dicho  año  1869  se  practicó 
la  demarcación  de  la  pertenencia,  con  la  asistencia  de  los  mi- 
neros colindantes,  verificándose  el  reconocimiento  de  la  labor 
practicada,  que  consistía  en  un  pozo  vertical  de  sección  elíp- 
tica de  60  metros  de  profundidad  y  dos  metros  45  centímetros 
por  un  metro  80  centímetros  de  su  sección,  sin  que  en  el  ex- 
presado pozo  ni  en  su  vaciadera  se  encontraran  indicios  del 
mineral  registrado:  que  el  pozo  descrito  estaba  destinado  4 
surtir  de  agua  á  las  fábricas  Virgen  de  los  Llanos  y  Santa 
Victoriana,  las  cuales  quedaban  dentro  de  la  designación  y  de 
la  demarcación  practicada,  y  que  el  punto  de  partida,  que  es- 
taba á  50  metros  al  Norte  del  pozo  descrito  se  había  relacio- 
nado con  la  casa  de  la  fábrica  de  los  Llanos  por  medio  de 
una  visual  que  partiendo  del  punto  expresado  terminaba  en  la 
cresta  Noroeste  de  la  casa: 

Resultando  que  en  28  de  Enero  de  1870  acudió  D.  Joaa 
García  Saez  al  Gobernador,  manifestando  que  había  llegado  4 
su  noticia  que  al  demarcarse  la  mina  titulada  Buena  Bsf§^. 
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ransa  se  habia  señalado  como  puntó  de  partida  el  pozo  que 
surtia  de  agua  para  sus  operaciones  fabriles  á  las  fundiciones 
Virgen  de  los  Llanos,  Santa  Victoriana  y  los  Llanos,  aguas 
adquiridas  por  titules  onerosos  y  sin  las  que  no  podian  seguir 
funcionando  aquellas;  que  además,  en  unión  de  los  otros  inte- 
resados/ era  dueño  del  terreno,  sin  que  se  les  hubiera  dado 
conocimiento  ni  pedido  permiso  para  plantear  labores  mineras; 
y  que  por  ultimo,  á  14  metros  de  distancia  del  punto  de  par- 
tida se  encontraba  el  edificio  de  la  fábrica  Virgen  de  los  Lla- 
nos, y  dentro  de  la  demarcación  el  de  la  titulada  Santa  Vic- 
toriana; suplicando,  por  tanto,  que  se  declarase  la  nulidad  y 
cancelación  del  expediente,  y  que  cuando  &  ello  no  hubiese 
lugar  se  estableciera  al  otorgar  la  concesión  la  condición  es- 
pecial de  que  no  podian  ejecutarse  labores  mineras  &  menos 
distancia  de  40  metros  de  los  edificios  que  determinaba  la 
tey;  y  Que  el  Gobernador,  oído  el  Ingeniero  y  la  Diputación 
provincial,  por  decreto  de  11  de  Abril  de  1870,  teniendo  por 
improcedente  en  absoluto  la  oposición  de  D.  Juan  Oarcia  Saez, 
por  estar  fuera  de  la  ley,  aprobó  el  expediente  titulado  Buena 
Esperanza,  mandando  expedir  el  título  de  concesión,  habién- 
dose dado  en  10  de  Agosto  siguiente  al  apoderado  de  D.  Eva- 
risto Llanos  posesión  de  la  mina,  para  lo  cual,  se  dice  en  la 
diligencia,  se  constituyeron  en  el  sitio  denominado  Llano  del 
Estepar: 

Resultando  que  D.  Evaristo  Llanos  dedujo  interdicto  de 
recobrar  contra  D.  Juan  García  Saez,  fundado  en  que  confe- 
rida posesión  á  aquel  en  10  de  Agosto  de  1870  de  la  mina 
nombrada  Buena  Esperanza^  sita  en  los  Llanos  del  Estepar,  y 
estando  en  la  posesión  quieta  y  pacífica  de  la  misma  desde 
que  se  practicó  el  registro,  Saez  habia  reformado  reciente- 
mente un  malacate  que  existia  en  el  pozo  determinado  como 
punto  de  partida  de  la  expresada  mina,  utilizando  y  despoján- 
dole de  la  posesión  ee  que  estaba  del  citado  malacate;  y  que 
sustanciado  dicho  interdicto  sin  audiencia  del  ¡despojante,  se 
dictó  sentencia  restítutoria,  que  se  llevo  á  efecto,  quitando  las 
maromas  que  se  hallaban  en  derredor  del  torno  del  malacate, 
y  reparando  las  dos  cubas  de  sacar  agua  y  el  malacate,  que- 
dando los  postes  de  mamposteria  y  los  trozos  de  madera  en- 
clavados para  el  servicio  del  malacate : 

Resultando  que  D.  Juan  García  Saez  entabló  la  demanda 
objeto  de  este  pleito,  para  que  se  declarase  que  los  terrenos  y 
parte  de  pozo  comprados  á  Vicente  Plaza  y  María  Martínez 
Bodriguez  le  correspondían  en  posesión  y  propiedad ,  dejando 
sin  efecto  la  sentencia  dictada  en  el  interdicto ,  y  condenando 
en  su  consecuencia  D.  Evaristo  Llano  á  dejar   libre  j  k> 
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disposición  la  parte  de  pozo  mencionado,  y  al  reintegro  de  las 
costas,  g'astos  é  indemnización  de  daños  y  perjuicios,  alegan- 
do para  ello  que  era  dueño  de  la  tierra  y  tercera  p9<rte  del 
pozo  indicado,   y   asimismo   de   la  fábrica  de  fundición  de 
Santa  Victoriana,  construida  sobre  dicbo  terreno;  y  que  es- 
tando en  quieta  y  pacifica  posesión  de  su  propiedad,  -utilizan- 
do el  agua  que  extraia  de  su  pozo  para  el  servicio  de  la  fábri- 
ca de  fundición ,  habia  sido  desposeído  por  el  interdicto  pro- 
movido por  Llano,  titulándose  dueño  y  poseedor  del  pozo,  pri- 
vándole de  las  aguas  y  causándole   graves  perjuicios ;  que  la 
mina  Buena  Esperanza^  cuya  concesión  obtuvo  aquel,  estaba 
sita  en  donde  existia  la  mina  Salerosa^  la  cual  situaba  en  el 
Llano  del  Estrecho,  y  la  Buena  Esperanza  como  situada  en 
los  Llanos  del  Bstepar,  que  era  otro  paraje  de  los  Llanos  del 
Estrecho,  y  se  le  fijaba  en  la  Diputación  del  Algar  cuando  á 
la  fecha  del  registro  aquel  terreno  formaba  ya  parte,  omitien- 
do unos  lindes  y  variando  otros;  que  era  de  creer  que  los  In- 
genieros, al  hacer  la  demarcación,  consignasen   que  la  mina 
Saleroxa^  sobre  laque  pretendía  situarse  la  Buena  Esperansa^ 
tenia  en  su  superficie  varias  fábricas  de  fundición  y  un  pozo 
de  agua  para  el  servicio  de  ellas,  y  que  habia  de  prohibin^ 
la  explotación  en  las  inmediaciones  de  la  parte  edificada,  y 
por  consiguiente  en  el  pozo,  objeto  del  interdicto;  y  aun  hecha 
la  concesión  legalmente,  el  minero  no  podía  hacer  uso  de  ella 
sin  el  permiso  del  dueño  de  la  superficie,  ni  impedir  á  éste  la 
libre  disposición  de  lo  suyo  sin  la  previa  expropiación;  y  que 
Llanos  no  era  dueño  de  la  mina  Buena  Esperanza^  ni  esta  se 
hallaba  situada  en  el  paraje  del  Estrecho,  Diputación  del  Real, 
que  era  donde  existia  el  pozo,  careciendo  además  de  la  facul- 
tad de  explotar  la  mina  y  pisar  el  terreno,  ni  de  imponer  ser- 
vidumbre, sin  que  procediera  la  expropiación  y  las  indemni- 
zaciones legales  que  creia  procedentes: 

Resultando  que  D.  Evaristo  Llanos  impugnó  la  demanda, 
alegando  que  en  Febrero  de  1868  solicitó  la  investigación  de 
una  pertenencia  minera  situada  en  terreno  realengo,  fijando 
sus  lindes  al  Norte  terreno  franco,   al  Sur  mina  Buena  Vista 
6    Vista  Alegre,  Poniente  la  titulada  Queni  y  Levante  terreno 
franco,  determinándose  el  punto  de  partida;  que  el  Ingeniero 
informó  que  en  el  terreno  que  ocupaba  la  investigación  habia 
existido  otra  mina  titulada  La  Salerosa,  demarcada  en  Agosto 
de  1853,  cuya  caducidad  debia  declararse,  como  en  efecto  se 
declaró,  haciéndose  después  la  concesión  de  la  Buena  Espe- 
ranza á  su  favor,  y  practicándose  en  su  consecuencia  por  A 
Ingeniero  su    demarcación:  .que   el   Grobernador  desestimó   la 
oposición  formulada  por  el  demandante,  y  expedido  el  títu1o4a 
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^ciedad  ¿  su  favor ,  tomó  posesión  de  ella  y  del  pozo  que 
^rvió  de  puuto  de  partida^  bíú  oposlcíoo  de  niogun  género,  y 
promovió  el  expediente  de  expropiación  é  indemnización  á  lo  i 
dueños  de  las  fábricas  comprendidas  dentro  de  los  40  metros, 
pero  que  despojado  por  el  demandante  del  dominio  y  posesión 
de  las  aguas  del  pozo,  interpuso  el  interdicto;  y  que  en  apoyo 
de  estos  hechos  citó  la  Ley  de  Minas  de  6  de  Julio  de  1857, 
vsegun  la  que,  caducadas  las  pertenencias  mineras,  se  extia- 
^en  los  derechos  de  sus  primitivos  dueños  y  se  crea  la  del 
nuevo  concesionario;  y  el  art.  28  de  las  bases  generales  para 
la  uueva  legislación  de  Minas,  según  el  cual  los  mineros  son 
dueños  de  las  aguas  que  encuentran  en  sus  trabajos:        * 

Resultando  que  suministrada  prueba  por  las  partes,  dictó 
^ntencia  el  Juez  de  primera  instancia,  que  confirmó  con  las 
-costas  en  10  de  Febrero  de  1874  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Au- 
diencia de  Albacete,  absolviendo  á  D.  Evaristo  Llanos  de  la 
'demanda: 

Resultando  que  D.  Juan  Oarcia  Saez  interpuso  recurso  de 
casación,  por  haberse  infringido  á  su  juicio: 

1.°  Eu  cuanto  la  absolución  de  la  demanda  significaba  que 
el  pozo  en  cuestión  pertenecía  á  D.  Evaristo  Llanos,  la  doc- 
trina legal  fundada  en  el  tit.  5."*,  Partida  5.*,  según  la  cual, 
por  la  compra-venta  seguida  de  la  tradición  hecha  por  el  due- 
ño de  una  cosa,  adquiere  el  comprador  el  dominio  de  ella;  y 
la  ley  114,  tit.  18,  Partida  3.*,  porque  habiendo  comprado  el 
recurrente  el  pozo  en  cuestión  i  D.  Vicente  Plaza,  que  le  com- 
pró á  su  vez  &  D.  Francisco  Arias  y  ¿  D.  José  Antonio  Martí- 
nez, se  le  negaba  el  dominio  de  la  cosa  adquirida  por  tan  sa- 
grado titulo. 

2.**  Los  artículos  5.'  y  6.°  de  las  bases  generales  para  la 
legislación  de  Minas  de  29  de  «Diciembre  de  1868,  puesto  que 
no  se  respetaba  á  un  propietario  el  dominio  del  suelo,  otor* 
gándose  &  un  minero  que  sólo  tendría  el  subsuelo  en  el  caso 
de  haber  obtenido  la  concesión. 

3.°  El  art.  2.°  de  la  orden  de  la  Regencia  de  29  de  Abril 
de  1841,  citada  por  la  sentencia  ejecutoria,  pues  dicha  Real 
-orden  trató  al  otorgar  de  las  aguas  encontradas  en  la  explo- 
tación de  la  mina  y  mediante  los  gastos  hechos  para  extraerlas 
á  la  superficie,  y  en  este  caso  se  trataba  de  un  pozo  de  aguas 
abierto  para  el  servicio  de  las  fábricas,  y  no  de  un  socavón  ó 
galeria  minera. 

4.^  Los  artículos  2.**  y  23  de  la  Ley  hipotecaria,  al. pos- 
tergar un  título  inscrito  en  el  Registro  de  la  propiedad  tras- 
lativo de  dominio  &  otro  que  no  reunia  estas  condiciones. 

5.^    La  disposición  16  general  del  reglamento  de  24  de  Jaiiii|^ 
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de  1868,  al  otorgar  derechos  que  no  se  habían  adquirido  en 
puntual  cumplimiento  de  la  ley  y  reglamento,  toda  vez  que  en 
la  demarcación  no  se  habia  comprendido  el  pozo  cuestionado, 
sino  la  labor  que  se  estableciera,  y  que  no  pedia  ser  el  misma 
pozo,  que  era  labor  establecida. 

6.**  La  doctrina  jurídica  establecida  por  este  Tribunal  Su- 
premo, de  que  probando  el  actor  su  demanda,  debe  ser  conde- 
nado el  reo;  doctrina  consiguiente  k  la  establecida  por  la  ley 
de  Partida,  de  que  cuando  aquel  no  prueba  debe  ser  absuelto 
el  último,  pues  se  habia  reconocido  la  legítima  adquisición  de 
esta  parte,  y  sin  embargo  se  habia  absuelto  al  demandado. 

7  7.^  La  doctrina  jurídica  de  que  nadie  puede  ser  privado 
de  su  posesión  sin  haber  sido  vencido  en  juicio,  sancionada 
por  la  ley  2.*,  tít.  34,  libro  11  de  la  Novísima  Recopilación, 
por  el  art.  13  de  la  Constitución  y  por  diferentes  sentencias  de 
este  Supremo  Tribunal,  también  infringidas;  toda  vez  que  la 
posesión  del  recurrente  sobre  el  pozo  era  un  hecho  reconocida 
y  que  provenia  de  un  título  justo,  hábil  é  inscrito  en  el  Re- 
gistro de  le  propiedad,  sin  embargo  de  lo  cual  habia  sido  lan- 
zado de  ella  por  virtud  de  un  interdicto  sin  su  audiencia,  co- 
metiéndose un  despojo  que  habia  sancionado  la  ejecutoria. 
Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Victoriano  Gareaga.. 
Considerando  que  una  vez  declarada  la  caducidad  de  la  con- 
cesión de  una  mina,  revierte  esta  al  Estado,  el  cual,  con  ar^ 
reglo  k  lo  dispuesto  en  el  art.  68  de  la  Ley  de  Minas  de  4  de 
Marzo  de  1868,  tiene  el  derecho  de  hacer  una  nueva  concesión 
con  las  labores  practicadas  para  la  explotación  á  cualquiera 
otro  interesado  que  la  pida: 

Considerando ,  por  lo  mismo ,  que  hecha  la  expresada  de- 
claración de  caducidad  de  la  mina  titulada  Salerosa,  en  cuya 
demarcación  se  hallaba  enclavado  el  pozo  origen  del  presente 
pleito,  pudo  la  Administración  comprender,  como  comprendió, 
dicho  pozo  en  la  pertenencia  minera  denominada  Buena  Bs^ 
peranza,  de  que,  previa  la  formación  del  oportuno  expediente», 
tomó  posesión  D.  Evaristo  Llanos: 

Considerando  que  comprendiéndolo  sin  duda  así  D.  Fran- 
cisco Arias  y  D.  José  Antonio  Martínez,  Presidente  y  Secreta- 
rio respectivamente  de  la  Sociedad  minera  titulada  Lo$  Ami'^ 
ffos,  á  la  cual  habia  pertenecido  el  pozo  en  cuestión,  se  limi- 
taron á  vender  á  Vicente  Plaza  López  el  malacate  establecida 
en  el  expresado  pozo  y  la  casa  que  poseía  la  referida  Sociedad 
en  la  indicada  pertenencia,  como  aparece  de  la  escritura  otor* 
gada  por  los  interesados  en  10  de  Febrero  de  1860  ante  et 
Escribano  de  Cartagena  O.  Juan  Mucabich: 

Considerando,  en  su  virtud,  que  Vicente  Plaza  López  &6iUk 
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tenia  derecho  á  enajenar  á  favor  de  D.  Juan  Garcia  Saez  el 
malacate  y  casa  referida  que  Labia  á  su  vez  adquirido  de  la 
Sociedad  léOs  Amigos  y  pero  no  el  todo  ó  parte  del  pozo,  por  no 
haber  sido  comprendido  en  la  venta  á  qiíe  se  refiere  la  escri- 
tura anteriormente  citada,  como  acertadamente  lo  estimó  la 
Sala  sentenciadora  en  vista  del  resultado  de  las  pruebas,  y 
después  de  sustanciado  el  presente  por  todos  sus  trámites;  y 

Sue  por  consiguiente  son  notoriamente  impertinentes  las  citas 
e  las  leyes  y  doctrinas  hechas  en  los  motivos  1.%  2.^  5.°, 
6.*  y  7.*: 

Considerando  que  el  art.  2.*  de  la  orden  de  la  Reg^encia^ 
de  29  de  Abril  de  1841 ,  citado  en  el  tercer  motivo,  no  puede 
tener  aplicación,  porque  con  posterioridad  se  han  publicado 
Tarias  leyes  sobre  concesión  y  aprovechamiento  de  los  produc- 
tos mineros: 

T  considerando  que  son  igualmente  inaplicables  los  ar- 
ticules 2.**  y  23  de  la  Ley  hipotecaria,  porque  la  concesión  de 
la  pertenencia  minera  titulada  Buena  Esperanza  hecha  &  fa- 
Tor  de  D.  Evaristo  Llanos  fué  inscrita  en  el  Registro  de  la 
propiedad,  y  por  consiguiente  no  puede  sostenerse  que  se  ha 
dado  preferencia  en  el  fallo  á  un  título  no  inscrito  en  contra 
de  otro  inscrito; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lu- 
frar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Juan  García 
Saez,  á  quien  condenamos  en  las  costas  y  á  la  pérdida  de  la 
cantidad  de  4.000  rs.  depositada,  que  se  destribuirá  con  arre- 
glo á  la  ley;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  Albacete  la  certifica- 
ción correspondiente,  con  devolución  de  los  documentos  que 
ha  remitido. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Oa-- 
€eia  y  se  insertará  en  la  Goleceion  legislativa  ^  pasándose  al 
efecto  las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y 
firmamos4>=Juan  González  Acevedo.=Laureano  de  Arríeta.=» 
José  Fermin  de  Muro.«=Juan  Cano  Manuel.i^^Benito  de  (Jlloa 
y  Rey.^sYictoriano  Careagá.=  Joaquín  Ruiz  Cañábate. 

Publicación: 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Excelen- 
tísimo Sr.  D.  Victoriano  Careaga,  Magistrado  del  Tribunal  Su- 
3>remo,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera,  en  el 
^a  de  hoy,  de  que  certifico  como  Relator  Secretario  de  la 
misma. 

Madrid  20  de  Diciembre  de  1875.= Licenciado  Desiderio 
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NÚM.  126. 
COMPBTENCIA.— SlLl  TERCERl. 


Pago  de  cibrta  cantidad. — Auto  de  20  de  Diciembre,  deci- 
diendo á  favor  del  Juzgado  del  distrito  de  San  Vicente  de 
Valencia  la  competencia  suscitada  entre  el  mismo  y  el  de 
i^ual  clase  del  distrito  del  Pino  en  Barcelona,  sobre  cono- 
cimiento de  la  demanda  presentada  por  la  Sociedad  £7«rM- 
^  josa  y  compafíia  de  Valencia^  contra  la  Oompaflia  IbéritA 
de  Seguros  Marüimos,  domiciliada  en  Barcelona,  sobre  pa- 
go de  60.000  pesetas. 

En  sus  CONSIDERANDOS  sc  cstablecc: 

Que  los  comerciantes  que  tuviesen  estahlecimientos  vur- 
cantiles  a  su  cargo  en  diferentes  partidos  Judiciales  podri% 
ser  demandados  por  acción  personal  en  aquel  en  que  iuvitsok 
el  principal  establecimiento  ó  en  el  que  se  hubiesen  obligúiOf 
d  elección  del  actor,  según  lo  dispuesto  en  el  parra/o  2.*  dd 
artículo  311  de  la  Ley  de  orqanizacion  del  Poder  judicial. 

■ 

Kn  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  20  de  Diciembre  de  1875: 

Resultando  que  á  i^ombre  de  la  Sociedad  Carvajosa  y  CMh 
paflia  de  Valencia  se  presentó  ante  el  Juzgado  de  San  Vicente 
de  dicha  ciudad  demauda  contra  la  Compañía  Ibérica  de  8^ 
guras  Marítimos,  domiciliada  en  Barcelona,  sobre  pago  de 
12.000  duros,  ó  sean  60.000  pesetas,  por  el  seguro  de  las  cuatro 
quintas  partes  del  casco,  quilla  y  aparejo  del  bergantín  VilU 
de  Tiedra,  asegurado  en  el  Grao  de  Valencia  por  medio  de 
un  comisiouado  de  la  Sociedad  referida,  y  perdido  durante  el 
plazo  del  seguro  en  los  arrecifes  de  Cayo  Ounichos,  cerca  de 
la  Isla  de  Cuba: 

Resultando  que  para  citar  y  emplazar  ¿  la  Compañía  Ibé- 
rica se  remitió  exhorto  al  Juzgado  del  distrito  del  Pino  de  Bar- 
celona, donde  solicitó  ésta  que  con  retención  del  exhorto  se 
requiriese  de  inhibición  al  dicho  Juzgado  de  San  Vicente  de 
Valencia,  como  se  verificó,  dándose  de  este  modo  origen  al 
conflicto  jurisdiccional: 

Resultando  que  el  Juzgado  del  distrito  del  Pino  de  BtM^ 
lona  adujo  como  razones  de  su  competencia  que  era  pertsoM 
la  acción  ejercitada;  y  según  el  art.  308  de  la  Ley  or^ 
del  Poder  judicial,  era  Juez  competente  para  el  conociml 
de  la  misma  el  del  lugar  en  que  debía  cumplirse  la  obl 
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tiion:  que  se^D  elart.  24  de  los  estatutos  de  la  Compafíia  Ibé- 
rica, la  Dirección  habia  de  expedir  los  libramientos  que  bu- 
bizcan  de  satisfacerle  por  la  Caja  con  destino  á  cubrir  las 
obligaciones  de  la  Husma ,  por  lo  que  su  domicilio  era  Barce- 
lona; 7  que  de  la  demanda  no  resulta  ninguna  de  las  causas 
que  bagan  competente  al  Juzgado  de  primera  instancia  del 
distrito  de  San  Vicente  de  Valencia: 

Resultando  que  éste  en  un  principio  se  inhibió  del  cono* 
cimiento  de  la  demanda,  cuyo  auto  fué  revocado  por  la  Au- 
diencia á  virtud  de  apelación  que  interpuso  el  demandante, 
por  lo  que  dicho  Juzgado  funda  hoy  su  competencia  en  que  el 
contrato  de  seguro  que  sirvió  de  fundamento  á  dicha  demanda  ' 
fué  celebrado  en  el  Grao  de  Valencia  por  un  representante  le- 
gítimo de  la  Compañía  Ibérica,  el  cual  tenia  su  residencia  fija 
y   permanente  en  aquel  puerto,   con  poderes  bastantes  para 
dejar  obligada  á  la  Compañía  que  representaba;  y  en  que,  se- 
gún los  artículos  311  y  312  de  la  Ley  orgánica  del  Poder  ju- 
dicial, las  Sociedades  y  Compañías  que  tuviesen  establecimien- 
tos mercantiles  k  su  cargo  en  diferentes  partidos  judiciales 
pueden  ser  demandadas  por  acción  personal ,  k  voluntad  del 
actor,  en  el  punto  en  que  tuviesen  el  principal  establecimien- 
to ó  en  el  del  otorgamiento  de  la  obligación,  según  lo  resuel- 
to además  por  el  Tribunal  Supremo  en  12  de  Noviembre  de 
1872  en  otra  competencia  suscitada  por  la  misma  Compañía 
Ibérica: 

Resultando  que  pasados  los  autos  al  Ministerio  fiscal,  ex- 
puso que  debia  decidirse  esta  competencia  á  favor  del  referido 
Juzgado  de  San  Vicente  de  Valencia. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Joaquín  José  Cer- 
vino. 

Considerando  que  los  comerciantes  que  tuviesen  estableci- 
mientos mercantiles  ¿  su  cargo  en  diferentes  partidos  judicia- 
les podrán  ser  demandados  por  acción  personal  en  aquel  en 
•que  tuviesen  el  principal  establecimiento  ó  en  el  que  se  hu- 
biesen obligado,  á  elección  del  actor,  según  lo  dispuesto  en  el 
párrafo  segundo  del  art.  311  de  la  Ley  de  organización  del 
Poder  judicial: 

Considerando  que  la  obligación  del  seguro  se  otorgó  en  el 
Grao  de  Valencia  por  el  comisionado  que  allí  tiene  permanen- 
temente la  Compañía  Ibérica,  y  que  la  vigésimacuarta  de  las 
condiciones  generales  contenidas  en  la  póliza  no  determina 
qjMB  sea  Barcelona  el  punto  donde  haya  de  cumplirse  el  con- 
IfSto,  refiriéndose  solamente  al  pago  que  en  su  caso  debería 
hacer  dicha  compañía  Ibérica  á  la  Compañía  asegurada,  sin 
prefijar  en  dónde  hubiera  de  realizarse: 
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Y  considerando  que  la  acción  intentada  por  la  Compafifi 
Carvajosa  es  personal; 

Se  declara  que  el  conocimiento  de  estos  autos  corresponde 
al  Juez  del  distrito  de  San  Vicente  de  Yatenoia,  á  quien  se  de- 
vuelvan unas  y  otras  actuaciones;  poniéndose  esta  decisión  en 
conocimiento  del  Juez  del  distrito  del  Pino  de  Barcelona,  7 
publíquese  este  auto  en  la  Gaceta  dentro  de  diez  dias,  7  á  su 
tiempo  en  la  Colección  legislativa. 

Asi  lo  acordaron  los  señores  de  la  Sala  tercera  que  se  ex- 
presan al  margen,  de  que  certifico. =Tómás  Huet.=Jo8é  Ma- 
ría Herreros. :=  Alberto  Santias.=Luis  Vázquez  Mondragon.»^ 
Joaquín  José  Cervino.=Bl  Secretario  Relator,  Enrique  Hedina. 

NüM.  127. 

RECURSO  DE  QUEJA.— SALA  TERCERA. 

Pago  db  reales.— Auto  de  20  de  Diciembre  ,  declarando  no 
haber  lugar  al  recurso  jde  fiueja  interpuesto  porD.  Nicolfa 
Tomelen  contra  el  auto  dictado  por  la  Audiencia  de  este 
distrito  denegando  el  recurso  de  casación  por  quebranta- 
miento de  forma  que  interpuso  aquel  en  pleito  con  D.  Fa- 
cundo Fermoseil. 

En  sus  CONSIDERANDOS  86  cstablccet 

Que  según  lo  dispuesto  en  los  articulas  7.^  y  8.**  y  ti- 
mtero  4.^  del  32  de  la  vigente  ley  provisional  de  \%  de  Jtw 
de  1870,  los  recursos  de  casación  civil  que  se  interponen  pf 
quebrantamiento  de  forma  sólo  son  admisibles  cuando  se  hp 
vedido  la  subsanacion  de  las  faltas  esenciales  del  juicio  /M- 
tivamente  designadas  en  el  art.  5.^  de  la  misma  ley  en  la  ifu- 
tanda  en  que  se  cometieron ,  y  reproducida  la  petición  m  b 
segunda,  cuando  la  infracción  procede  de  la  primera  instencU* 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid ,  á  20  de  Diciembre  de  181$-' 
Resultando  que  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  Ü 
distrito  de  la  Audiencia  de  esta  Corte  se  signieron  autos  i 
instancia  de  D.  Facundo  Fermoseil  y  otros  contra  D.  Nicolb 
Tomelen,  sobre  pago  de  reales,  los  que  fueron  remitidos  i  k^ 
Audiencia  en  virtud  de  apelación  que  de  la  sentencia  de  Bl'j 
mate  interpuso  la  parte  dé  Tomelen,  por  la  qne  en  la 
da  instancia  se  solicitó  el  recibimiento  á  prueba ,  en 
de  auto  para  mejor  proveer  para  el  reconocimiento  deJl 
firma,  á  lo  que  se  opuso  la  de  Fermoseil  y  colitigantes:  ""^ 
Resultando  que  la  Sala  de  lo  civil  dictó  sentencia  en  fH 
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Agosto»  declarando  no  haber  lugar  á  dicho  recibimiento  á 
prueba,  cuya  sentencia  fué  notificada  el  28 ,  que  después  de 
trascurridos  los  tres  dias  suplicó  de  ella  Tomelen ,  por  cuya 
TESOD  no  se  dio  luga)*  á  la  admisión: 

Resultando  que  la  referida  Sala  en  5  de  Noviembre  dictó 
sentencia»  que  fué  notificada  en  el  8 ,  y  en  el  1 8  presentó  es- 
Hsrito  la  parte  de  Tomelen,  interponiendo  recurso  de  casación 
en  la  forma,  fundado  en  el  caso  4.°  del  art.  5.^  de  la  Ley  pro- 
visional sobre  reforma  de  la  casación  civil ,  solicitando  la  ad- 
misión de  él  y  remisión  de  los  autos  á  este  Supremo  Tribunal, 
á  lo  que  no  se  dio  lugar ,  y  se  le  proveyó  de  la  copia  certifi  - 
cada  del  auto  para  los  efectos  del  art.  36  de  la  citada  ley: 

Resultando  que,  con  presentación  de  dicha  certificación ,  la 
parte  recurrente  entabló  el  correspondiente  recurso  de  queja , 
solicitando  la  revocación  de  la  providencia  que  denegó  la  ad- 
misión del  recurso,  y  que  se  le  admitiera  con  arreglo  á  lo  dis- 
puesto en  el  art.  37  de  la  repetida  ley. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Luis  Vázquez  Mon- 
drsKon. 

Considerando  que ,  según  lo  dispuesto  en  los  artículos  7.^ 
j  8.**,  y  núm.  4.°  del  32  de  la  vigente  ley  provisional  de  Ifi  de 
Junio  de  1870,  los  recursos  de  casación  civil  que  se  interponen 
por  quebrantamiento  de  forma  sólo  son  admisibles  cuando  se 
haya  pedido  la  subsanacion  de  las  faltas  esenciales  del  juicio 
taxativamente  designadas  en  el  art.  5.^  de  la  misma  ley  en 
la  instancia  en  que  se  cometieron ,  y  reproducida  la  petición 
«n  la  segunda  cuando  la  ^infracción  procede  ,de  la  primera 
instancia: 

Considerando  que  en  el  caso  actual  no  se  ha  pedido  en 
debida  forma  y  tiempo  la  subsanacion  de  la  falta  en  que  se 
apoya,  puesto  que  por  la  parte  recurrente  no  se  utilizó  dentro 
del  plazo  legal  el  recurso  de  súplica  del  auto  denegatorio  del 
recibimiento  á  prueba  solicitado  en  la  segunda  instancia; 

Se  declara  no  haber  lu<^ar  al  recurso  de  queja  interpuesto 
por  la  parte  de  D.  Nicolás  Tomelen  contra  el  auto  dictado  por 
la  Audiencia  de  esta  Corte  en  22  de  Noviembre  último  ,  con 
las  costas ;  y  comuniqúese  esta  resolución  ¿  la  referida  Au- 
diencia á  los  efectos  correspondientes ,  publicándose  asimismo 
en  la  Gaceta  oficial  en  la  forma  prevenida. 

Asi  lo  acordaron  los  señores  de  la  Sala  tercera  qne  al 
tnhTg^n  se  expresan  ,  de  que  yo  el  Secretario  Relator  certl- 
<Íco.=Tomás  Huet.=José  María  Herreros, = Alberto  Santías.*= 
XsvAb  Vázquez  Mondragon.= Joaquín  José  Cervino«=Bl  Secre- 
tario Relator,  Enrique  Medina. 
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NÚM.  128. 
CASACIÓN   POR    INFRACCIÓN   DE    LEY.— SALA  PRIMERA. 


Kbivindicagion  de  la  mitad  db  una  casa. — Sentencia  de  23  de 
Diciembre ,  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  de  casa- 
ción interpuesto  por  Doña  María  Engracia  y  Doña  María 
de  la  Concepción  Manaron  contra  la  pronunciada  por  la 
Sala  primera  de  la  Audiencia  de  este  distrito,  en  pleito  con 
D.  Francisco  Rozabal. 

En  sus  CONSIDERANDOS  sc  cstablecc: 

1  .^  Que  no  puede  decirse  que  han  sido  infringidas  por  «m 
sevlencia  leyes  ni  doctrinas  que  no  tienen  aplicación  al  ato 
(le  autos. 

2.^  Que  la  infracción  de  los  articuhs  1.401  y  1.402  deh 
Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  por  ser  meramente  formularias^ 
no  sirve  de  fundamento  d  un  recurso  por  quebrantamiento  de 
ley  ó  de  doctrina  legal. 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  23  de  Diciembre  de  1875, 
en  los  autos  seg'uidos  en  el  Juzg^ado  de  primera  instancia  del 
distrito  de  la  Universidad  de  esta  capital,  y  en  la  Sala  prime* 
ra  dd  la  Audiencia  del  territorio  por  Doña  María  Engracia  Isa- 
bel y  Doña  María  de  la  Concepción  Mani^iron  con  D.  Fran- 
cisco Rozabal,  sobre  reivindicación  de  la  mitad  de  una  casa; 
autos  que  penden  ante  Nos,  en  virtud  de  recurso  de  casación 
interpuesto  por  las  demandantes  contra  la  sentencia  que  en  14 
de  Julio  de  1874  dictó  la  referida  Sala: 

Resultando  que  D.  Francisco  Pérez  Labra,  por  escritura  de 
4  de  Marzo  de  1855,  vendió  por  mitad  á  D.  José  Mangiron  y 
D.  Francisco  Tasano  una  casa  ruinosa,  sita  en  esta  villa,  ca- 
lle del  Limón  Alto ,  núm.  9  moderno  ,  16  antiguo  ,  manza- 
na 542  ,  comprensiva  de  4.865  pies  15  dieziseisavos  de  otro 
cuadrados ,  la  mayor  parte  solar,  en  precio  de  56.124  rs.  19 
maravedís,  de  que  rebajadas  los  cargas  que  la  gravaban  y  sos 
réditos  que  se  estaban  adeudando ,  quedaron  líquidos  12.05f 
reales,  que  pagaron  en  el  acto;  y  por  otra  escritura  otorgada 
en  21  de  Junio  del  mismo  año  el  D.  Francisco  Tasano  TmW 
á  D.  José  Mangiron  la  mitad  de  la  expresada  casa,  con  la  irif 
tad  de  las  cargas  que  la  gravaban,  en  precio  de  6.029  leallj^'.j 
libres  para  el  vendedor,  que  los  recibió  en  el  acto  de  mamrif^j 
Mangiron: 
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Resultando  de  certificación  expedida  en  10  de  Agosto  de 
dicho  año  de  1855  por  la  Secretaria  del  Ayuntamiento  de  esta 
villa  que  se  concedió  licencia  para  construir  una  casa -tahona 
en  la  calle  del  Limón,  núm.  9  moderno ,  con  las  condiciones 
que  en  la  misma  certificación  se  expresan: 

Resultando  que  en  22  de  Octubre  de  1855  falleció  en  esta 
capital  Dona  María  de  la  Concepción  SaiDz,  espoi^a  de  Don 
José  Mangfiron,  con  quien  habia  casado  en  30  de  Junio  de  1842: 

Resultando  que  en  13  de  Noviembre  de  1857  otorgó  escri- 
tura D.  José  Mangíron,  en  la  que  dijo  que  era  poseedor  y  le- 
gitimo dueño  de  una  casa  tahona,  sita  en  esta  capital  y  su 
calle  del  Limón  Alto,  núm.  9  moderno,  16  antiguo  ,  manza- 
na 542,  que  constaba  de  4.835  pies,  15  dieziseisavos  de  otro, 
resultando  extensamente  reseñadas  las  sucesiones  de  antiguas 
7  modernas  de  esta  finca  en  la  escrituta  de  venta  judicial  de 
la  misma,'  otorgada  en  28  de  Diciembre  de  1854  á  favor  de 
D.  Francisco  Pérez  Labra,  el  que  por  escritura  de  4  de  Marzo 
de  1855  la  enajenó  al  otorgante  D.  José  Mangiron  y  á  D.  Fran- 
cisco Tasano,  y  á  cada  uno  por  mitad:  que  en  21  de  Junio 
del  referido  año  de  1855  D.  Francisco  Tasano  enajenó  la  mitad 
de  la  citada  casa  con  las  cargas  que  la  afectaban  á  su  condó- 
mino D.  José  Mangiron,  por  cuyos  títulos  era  de  propiedad  de 
éate  en  el  dia  toda  la  finca,  la  cual  tenia  hipotecada  al  paga 
de  dos  créditos,  uno  de  63.600  rs.  á  favor  de  Ü.  Tomás  An- 
drea en  virtud  de  escritura  de  obligación  de  6  de  Mayo  de  1856, 
y  el  otro  de  45  000  rs.  que,  según  escritura  de  14  de  Octubre 
del  mismo  año,  recibió  prestados  Mangiron  de  D.  Francisca 
Bosabal  con  objeto  de  redimir  algunas  de  las  cargas  afectas 
¿  la  casa:  que  adem¿,s  constaba  de  un  documento  privado,  fe- 
clia  6  de  Enero  de  aquel  año  de  1857,  firmado  por  el  D.  José 
Mangiron  y  D.  Francisco  Rozabal,  que  ambos  convinieron  en 
aquel  dia  ,  el  primero  en  vender  y  el  segundo  en  comprar  la 
casa  de  que  se  trataba  por  la  cantidad  de  132.000  rs-,  libres 
de  toda  clase  de  cargas  y  gastos,  y  que  en  parte  de  pago  de 
este  precio  recibió  de  Rozabal  el  Mangiron  la  suma  de  ll.OOO 
reales  además  de  los  45.000  que  en  calidad  de  préstamo  tenia 
percibida  del  mismo,  según  la  citada  escritura  de  14  de  Octu- 
bre de  1857;  y  llevando  á  efecto  este  compromiso,  el  D.  José 
lidngiron  otorgó  que  daba  en  venta  real  y  enajenación  per- 
petua al  mencionado  D.  Francisco  Rozabal  la  expresada  casa 
por  cantidad  de  132.000  rs.  libres  de  toda  clase  de  cargas  y 
g«Bto8  que  serian  de  cuenta  del  comprador,  quien  habia  de  re- 
eonocer  el  gravamen  de  4.000  rs.  de  alumbrado  y  sereno  y  el 
censo  redimible  de  26.446  rs.  de  capital  á  favor  de  la  memoria 
fondada  por  Doña  María  de  los  Dolores  Serrano,  únicas  cargas 
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que  pesaban  sobre  la  finca,  si  bien  estaba  concedida  la  reden- 
ción de  este  censo  y  Rozabal  podria,  si  le  conviniese,  verificar 
el  pago  de  los  plazos  que  faltaban  hasta  completar  el  abono 
de  los  15.867  rs.  60  cents,  en  que  habia  sido  capitalizado  para 
que  la  Hacienda  pudiera  otorgarle  la  correspondiente  escri- 
tura de  redención;  en  la  inteligencia  de  que  el  pago  que  habia 
hecbo  con  este  objeto  el  otorgante  lo  cedia  á  favor  de  Ifatta- 
bal  y  y  se  tendria  y  considerarla  como  por  él  realizado  y  en 
parte  de  pago  de  los  132.000  rs.  de  esta  venta  aplicaba  el 
comprador  los  créditos  siguientes:  63.600  rs.  que  el  vendedor 
adeudaba  á  D.  Tomás  Andrés  según  escritura  de  26  de  Mayo 
del  año  anterior,  de  cuya  obligación  se  hacia  cargo  Rozabal, 
comprometiéndose  k  cumplirla  y  pagarla  á  su  vencimiento  con 
los  réditos  que  devengase:  45.000  rs.  que  en  virtud  de  la  es- 
critura de  14  de  Octubre  de  1856  adeudaba  Mangiron  á  Bo* 
zabal,  y  de  que  se  daba  éste  por  satisfecho;  y  11.000  rs.  qoe 
recibió  el  vendedor  del  comprador  en  6  de  Enero  anterior  al 
formalizar  el  compromiso  de  venta  y  compra;  cuyas  sumas 
importantes  119.600  rs.,  con  12.400  que  en  el  acto  entregaba 
el  comprador  al  vendedor,  completan  el  total  de  los  132.000 
reales  del  precio  de  esta  enajenación,  del  que  se  daba  por  sa- 
tisfecho el  vendedor,  declarando  que  era  el  justo  y  verdadero 
valor  de  la  casa;  y  en  el  caso  de  que  más  valiera,  del  exceso 
hacia  á  favor  del  comprador  gracia  y  donación ;  quedando  obli- 
gado con  sus  bienes  á  la  eviccion  y  saneamiento  con  arreglo 
á  derecho;  y  hallándole  presente  D.  Francisco  Rozabal,  aceptó 
esta  escritura  en  todas  sus  partes: 

Resultando  que  D.  Francisco  Rozabal  satisfizo  á  D.  Tomás 
Andrés  los  63.600  rs.  que  la  adeudaba  D.  Mangiron,  y  se  im- 
pugnaron en  parte  del  pago  del  precio  de  la  venta  anterior, 
habiendo  otorgado  el  acreedor  la  conducente  carta  de  pago  en 
24  de  Noviembre  de  1857  ;  y  el  mismo  Rozabal  satisfizo  i  la 
Hacienda  pública  los  plazos  que  restaban  de  la  redención  del 
censo  impuesto  á  favor  de  la  memoria  fundada  por  Doña  Do- 
lores Serrano,  otorgándose  á  su  favor  escritura  de  redencioa 
del  mismo  en  24  de  Diciembre  de  1866: 

Resultando  que  Doña  Isabel  y  Doña  María  Antonia  Mangi- 
ron y  Sainz,  hijas  de  D.  José  Mangiron  y  de  Doña  Mrla  de  la 
Concepción  Sainz ,  ésta  difunta  y  aquel  ausente  en  ignorado 
paradero,  acudieron  al  Juez  de  primera  instancia  del  distrili 
del  Congreso  de  esta  capital,  solicitando  autorización  paraoos* 
paracer  en  juicio,  la  cual  les  fué  concedida ,  nombr&ndosd|ft 
un  curador  ad  litem;  y  éste  en  29  de  Marzo  de  1870  dedll^ 
demanda,  pidiendo  en  virtud  de  la  acción  reivindicatoría  ff^ 
ejercitaba,  se  declarase  nula  la  venta  de  la  mitad  de  la   ^ 
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<2itada  otorgada  por  so  padre  D.  José  ea  favor  de  D.  Francisco 
Bozabal,  quien  dejaría  á  ia  disposiciob  y  propiedad  de  dichos 
menores  la  mitad  de  la  casa  con  las  rentas  producidas  y  debi- 
das producir,  condenándoles  en  las  costas;  para  ello  alegaron 
que  la  casa  se  habia  adquirido  por  D.  José  Mangiron  durante 
su  matrimonio  con  Doña  Concepción  Saiz,  á  quien  por  lo  tan- 
to correspondía  una  rüitad;  y  habiendo  fallecido  dicha  señora 
¿ntes  de  verificarse  la  venta,  sus  derechos  habian  recaído  en 
ellas,  como  sus  hijas  y  herederas,  correspondiendo  al  padre  so- 
lamente el  usufructo;  y  como  la  venta  se  habia. verificado  sin 
que  precediera  la  autorización  judicial,  ni  el  justiprecio  ep  pú- 
blica licitnciouy  requisitos  exigidos  para  la  venta  de  bienes  dé 
menores,  era,  por  consiguiente ,  nula  y  su  restitución  inme- 
diata: 

Resultando  que  D.  Francisco  Rozaba!  pidió  que  se  le  absol- 
viese de  la  demanda,  para  lo  que  expuso  que  la  casa  en  cues- 
tión valia  al  adquirirla  D.  José  Mangiron  unas  3.000  pesetas, 
puesto  que  la  mitad  la  adquirió  de  D.  Francisco  Tasano  en  21 
deJunio  de  1855  en  1.507  pesetas  21  céntimos,  estando  ruinosa 
'  y  hasta  en  solar,  como  aparecía  de  la  escritura  que  prasetan- 
ba:  quB  el  no  quererla  reedificar  Tasauo  fué  la  causa  dé  que 
-vendiese  dicha  mitad  al  D.  José  Mangiron:  que  después  de 
viudo  la  reedificó,  aumentando  así  considerablemente  au  valor 
con  las  diversas  cantidades  que  para  ello  tomó  á  préstamo,  y 
«un  con  hipoteca  de  la  misma  finca  redimió  un  censo  con  que 
estaba  gravada,  y  satisfizo  la  primera  décima  parte  de  la  re- 
dención de  otros:  que  el  tit.  13  de  la  segunda  parte  de  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  civil  se  refiere  únicamente  á  los  guardado- 
res de  menores,  constituidos  en  tutela  ó  curaduría,  y  no  al  pa- 
dre legitimo  administrador  de  los  hijos  que  se  hallan  bajo  su 
patria  potestad,  al  cual  las  leyes  dan  otra  facultad  y  conside- 
ración más  amplias  sobre  este  punto  para  la  enajenación  de 
los  bienes  de  sus  menores  sin  avalúo  ni  pública  licitación;  y 
por  lo  tanto  las  Leyes  de  Partida  que  sé  contraen  á  los  pri- 
meros son  aplicables  k  los  segundos:  que  aunque  los  hijos  son 
herederos  forzosos  de  los  padres ,  no  es  suficiente  este  titulo 
para  reivindicar  bienes  por  supuestos  gananciales,  sino  que 
es  necesario  además  obtener  la  liquidación  de  la  Sociedad  con- 
yugal, su  designación  y  adjudicación,  todo  judicialmente  y 
previa  la  declaración  de  herederos,  según  lo  disponen  las  Le- 
yes y  jurisprudencia  establecida;  y  es  además  de  equidad  y  de 
justicia,  cual  lo  dicta  la  práctica  y  la  jurisprudencia  nacida 
del  derecho  común,  con  respecto  á  la  sociedad  en  general  de 
esta  especie,  y  con  mayoría  de  razón  en  la  conyugal: 

Resultando  que  seguido  el  juicio  por  sus  trámites,  la  Sala 
II.— 1.'  Y  3/  45 
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primera  de  It  Audiencia  por  sentencia  de  24  de  Julio  de  1874, 
confirmatoria  de  la  del  Juez  de  primera  instancia  absolvió  ¿ 
D.  Francisco  Rozabal  de  la  demanda  contra  ¿1  interpuesta  por 
Doña  Maria  Engracia  y  Doña  María  de  la  Concepción  Mangi«^ 
ron  y  Sainz  en  su  escrito  de  29  dé  Marzo  de  1870: 

T  resultando  que  por  Doña  Maria  Engracia  y  Doña  Maria 
de  la  Concepción  Man  girón  se  interpuso  recurso  de  casación 
alegando  como  motivo. 

I.*'  Que  se  habia  infringido  la  ley  5.*,  tít.  17,  Partida  4.% 
toda  vez  que  los  padres  deben  defender  y  guardar  los  bienes 
adventicios  de  sus  hijos,  y  no  venderlos ;  pues  fallecida  Doña 
María  de  la  Concepción  Sainz  el  22  de  Octubre  de  1855  sin 
otorgar  disposición  testamentaria,  la  mitad  cuando  menos  de 
los  bienes  de  la  Sociedad  conyugal  pasó  como  gananciales  in- 
mediatamente á  las  demandantes,  según  la  presunción  Juris 
et  jure. 

2.*  La  ley  36,  tít.  10,  Partida  3.*,  que  expresa  que,  H  ear^ 
ta  fuere  ganada  diciendo  meníira  ó  encubriendo  ^verdad ,  no  - 
debe  de  valer,  con  lo  demás  que  la  misma  y  la  siguiente  37 
ordenan  al  darse  valor  á  la  escritura  de  venta  hecha  á  Don 
Francisco  Rozabal  por  D.  José  Magiron  respecto  á  la  mitad  de 
la  casa  que  no  le  correspondia  y  vendió  k  su  nombre,  no  al  de 
sus  hijas,  con  la  particularidad  de  que  si  dan  los  efectos  de  la 
venta  contra  quien  no  pueden  dirigirse,  en  sentir  de  las  hijas 
de  Mangiron.  puesto  que  al  disponer  por  su  padre  D.  José  de 
dicha  casa  no  lo  hizo  en  el  concepto  que  decía,  caso  de  ser 
permitido  á  los  padres  la  venta  de  las  fincas  adventicias  de 
los  hijos,  y  sí  en  otro  diverso,  ocultando  la  verdad: 

3.**  La  ley  41  de  los  mismos  título  y  Partida,  según  la  que,, 
caria  que  fuere  ganada  contra  viuda  ó  huérfana  no  debe  va- 
ler, caso  en  que  se  encuentran  las  recurrentes,  toda  vez  que, 
como  viene  acreditándose,  al  interesar  la  demanda  eran  me* 
ñores  de  edad,  y  se  encontraban  abandonadas,  y  vivían  y  vi- 
ven en  muy  gran  pobreza: 

4.*^  Los  artículos  1.401  y  1.402  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
civil,  que  requieren  como  necesaria  la  licencia  judicial  en  ab- 
soluto, sin  distinción  de  personas  y  de  casos,  y  reciente  una 
determinación  de  esta  naturaleza  ha  derogado  cuaritas  anti- 
guamente se  conocian  en  contrario ,  por  aquel  principio  tan 
sabido  de  que  cuando  la  ley  no  distingue  no  cabe  distinción^ 
el  cual  también  resulta  infringido. 

Y  5.°     La  sentencia  de  este  Tribunal  Supremo  de  22  de  FiH 
brerode  1861,  que  previene  que  los  bienes  adquiridos  daranH 
el  matrimonio  se  presumen  comunes  entre  el  marido  y  la  mc^  j 
jer  salvo  los  casos  que  cada  uno  probase  que  son  separailr  ^ 
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mente ;  porque  comprada  la  casa  en  cuestión  durante  el  ma- 
trimonio de  D.  José  Mangíron,  formó  una  parte  los  bienes 
de  la  sociedad  conyug-al ,  y  no  vendida  hasta  la  muerte  de 
Doña  María  de  la  Concepción  Sainz  ó  después  de  disolverse 
dicha  sociedad  al  disponer  en  13  de  Noviembre  de  1857  el 
mismo  D.  José  de  la  mitad  de  la  expresada  casa,  omitiendo 
su  pertenencia  y  derivación,  no  trasmitió  ni  pudo  trasmitir  el 
dominio  de  dicha  mitad  de  la  casa  al  vendedor,  siendo  nulos 
y  de  ningún  valor  los  efectos  de  dicha  escritura  en  la  jparte 
indicada. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Benito  de  Ulloá 
y  Rey: 

Considerando  que  la  ley  5.*,  tit.  17,  Partida  4.  que  se  cita 
como  infringida  bajo  el  supuesto  de  que  los  padres  deben 
guardar  y  defender  los  bienes  adventicios  de  los  hijos,  no  tie- 
ne aplicación  al  caso  de  autos,  en  atención  á  que  la  parte  re-^- 
currente,  según  la  apreciación  que  de  las  pruebas  hace  la  Sala 
sentenciadora,  y  que  no  fué  impugnada,  no  ha  demostrado 
que  á  la  muerte  de  su  madre  se  hubiese  liquidado  la  sociedad 
conyugal,  y  la  perteneciese  en  concepto  de  gananciales  la  casa 
en  cuestión: 

Considerando , que  aún  en  este  caso  seria  menester,  para 
que  prosperase  la  demanda;  que  hubiese  alegado  y  probado 
la  insolvencia  del  padre  y  que  había  renunciado  á  su  heren- 
cia, según  lo  dispuesto  terminantemente  en  la  ley  24,  tit.  13, 
Partida  5.*: 

Considerando  que  las  leyes  36,  37  y  41,  tit.  18,  y  no  10, 
como  equivocadamente  sin  duda  se  consigna  en  el  recurso,  se 
refiere  á  las  «cartas  ganadas  con  engaño  ó  maliciosamente,» 
que  se  citan  como  infringidas,  no  pueden  invocarse  á  ese  pro- 
positó, puesto  que  la  demanda  no  se  funda  en  lo  que  aquellas 
disponen,  y  no  pueden  ser  objeto  del  recurso  de  casación  cues- 
tiones que  no  habian  sido  alegadas  y  discutidas  oportunamente 
durante  la  sustanciacion  del  pleito: 

Considerando  que  los  articules  1.401  y  1.402  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  civil  se  refieren  á  la  venta  de  bienes  de  me- 
nores que  se  hallen  bajo  tutela  ó  cúratela,  y  á  las  formalidad 
des  que  deben  observarse  al  efecto;  y  como  en  este  pleito  no 
se  discutió  ni  falló  sobre  esos  extremos,  es  evidente  que  no  se 
infringen  dichos  artículos;  aparte  de  que  como  meramente  for- 
mularios, aun  cuando  se  hubiesen  infringido,*  esa  infracción 
no  servirla  de  fundamento  al  recurso  de  casación  por  quebran-- 
tamiento  de  ley  ó  de  doctrina  legal; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lu- 
gar al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Doña  Maria  Bñgra- 
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cia  y  Doña  María  de  la  Concepción  Mang^iron,  á  quienes  con- 
denamos en  laa  costas,  y  á  pagtur  por  razón  de  depósito  la 
cantidad  de  1.000  pesetas,  la  que  caso  de  hacerse  efectiva  si 
mejorasen  de  fortuna,  se  distribuirá  con  arreglo  i  la  ley;  y  U-^ 
brese  la  correspondiente  certificación  á  la  Audiencia  de  este 
distrito»  con  devolución  do  los  documentos  remitidos. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  ffir* 
eeía  é  insertará  en  la  Colección  leffislaíivar  pasándose  al  efecto 
las  copias  necesarias ,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firma- 
mos. =  José  María  Cáceres.=Jo8é  Fermín  de  Muro.  =-•  Juan  Gano 
Manuel. =Benito  de  IJlloa  y  Rey  .««Victoriano  Gareagti.»Joa- 
quin  Ruiz  Cañábate. =Ricardo  Diaz  de  Rueda. 

Publicación : 

Leída  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  Benito  de  Ulloa  y  Rey.  Magistrado  del  Tribu- 
nal Supremo ,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera 
del  mismo,  el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Relator  Se- 
cretario de  dicha  Sala. 

Madrid  23  de  Diciembre  de  1875.=Licenciado  Mariano  Fer- 
nandez García. 

NüM.  129. 
CASACIÓN  POR  INFRACCIÓN  DE  LEY.— SALA  PRIMERA. 


Inclusión  y  exclusión  de  bienes  de  un  inventario. — Senten.- 
cia  de  24  de  Diciembre,  declarando  no  haber  lugar  al  re- 
curso 'le  casación  interpuesto  por  D.  José  Valcarce  y  D.  An- 
tonio Vázquez,  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  dvil 
de  la  Audiencia  de  la  Corona,  en  pleito  conD.  Pedro  Gómez 
Debesa  y  consortes. 

En  los  considerandos  se  establece : 

Que  no  puede  decirse  quebrantada  una  doctrina  le^al  cuan- 
do nada  resuelve  contra  ella  la  sentencia  contra  la  cual  se 
recurre. 

En  la  Tilla  y  Corte  de  Madrid,  á  24  de  Diciembre  de  1875» 
en  el  pleito  pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  oasa« 
cion  por  infracción  de  ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera' 
instancia  de  Becerrea  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  AudiendS''' 
de  la  Coruña  por  D.  Pedro  Gómez  Debesa  y  D.  Antonio  Bid« 
boa  y  D.  Francisco  Sánchez,  como  maridos  respectivamente  '^ 
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Doña  Hamona  y  Doña  Rosa  Vázquez^  con  D.  José  Valcarce, 
marido  de  Doña  Antonia  Valsquez,  sobre  inolusion  y  exclusión 
de  bienes  de  nn  inventario: 

*  Resultando  que  practicado  inventario  de  los  bienes  de  la 
propiedad  de  D.  Pedro  Micael  Vázquez  y  su  mujer  Doña  Rosa 
Pardo,  que  fallecieron  el  primero  en  el  año  de  1766,  y  la  se- 
cunda en  el  de  1788,  entablaron  demanda  D.  Pedro  Gómez 
Debesa  y  D.  Antonio  Balboa  y  D.  Francisco  Sánchez,  como 
maridos  respectivamente  de  Doña  Ramona  y  Doña  Rosa  Váz- 
quez, solicitando  la  exclusión  de  todos  los  bienes  inventaria- 
dos como  de  la  propiedad  de  aquellos,  fundándose  en  que  nun- 
ca les  hablan  pertenecido,  puesto  que  correspondieron  en  pri- 
mer lugar  á  D.  Manuel  Vázquez  Alvarez,  en  segundo  á  Don 
Gonzalo  Vázquez  Osorio,  y  en  tercero  4  otro  D.  Manuel  Váz- 
quez, á  quienes  representaban  por  sucesión  los  demandantes; 
pidiendo  á  la  vez  que  se  incluyesen  en  dicho  inventario  el 
prado  que  llevaba  el  nombre  de  Canto  de  Santiso,  el  fayo  de- 
nominado Veiga  de  Lagar  y  los  castaños  de  la  Onceira  de  Es- 
telo, que  habia  poseído  D.  Pedro  Micael  Vázquez: 

Resultando  que  D.  José  Valcarce  y  Duna  Antonia  Vázquez 
impugnaron  la  demanda,  sosteniendo  que  los  bienes  inventa- 
riados hablan  quedado  de  D.  Pedro  Micael  Vázquez  y  Doña 
Roisa  Pardo,  habiéndoles  sucedido  en  ellos  D.  Manuel  Vázquez 
Alvarez,  D.  Gonzalo  Vázquez  Osorio  y  otro  D.  Manuel  Váz- 
quez, negando  al  mismo  tiempo  que  D.  Pedro  Micael  Vázquez 
hubiera  poseído  las  fincas  cuya  inclusión  se  solicitaba: 

Resultando  que  suministrada  prueba  por  las  partes  y  sus- 
tanciado el  jnicio  en  dos  instancias,  dictó  sentencia  confirma- 
toria la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Coruña  en  13 
de  Octubre  de  1874  estimando  la  exclusión  del  inventario  de 
los  bienes  que  comprendía,  y  desestimando  á  la  vez  la  inclu- 
sión en  él  de  las  fincas  mencionadas,  con  reserva  de  su  dere- 
cho &  los  demandados  para  que  usaran  de  él  en  el  juicio  com- 
petente como  vieren  convenirles: 

Resultando  que  D.  José  Valcarce  y  D.  Antonio  Vázquez 
interpusieron  recurso  de  casación  por  haberse  iníMngido,  á  su 
juicio: 

1.**  La  ley  1.%  tit.  14  de  la  Partida  3.*,  y  la  jurispruden- 
cia establecida  de  conformidad  con  la  misnia  por  este  Supre- 
mo Tribunal  en  sentencia  de  17  de  Febrero  de  1860  y  18  dé 
Diciembre  de  1867,  según  las  cuales  incumbe  al  demandante 
la  prueba  del  hecho  que  afirma  como  fundamental  del  dere- 
cho que  ejercita,  y  no  probando,  debe  ser  absuelto  el  deman- 
dado, toda  vez  que  los  actores  afirmaban  como  fundamento 
de  8U  demanda  que  los  bienos  k  que  se  referia  los  habian  ad- 
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quirido  de  sus  causantes,  lo  cual  no  hnbian  probado,  sitio  úni- 
camente que  los  tenían  ó  poseían? 

T  2.^  La  doctrina  legal  de  que  la  tenencia  de  la  cosa  co  - 
mun  ó  bienes  de  una  herencia  proindiviso  por  algunos  de  lol 
condueños  ó  coherederos  no  constituye  titulo  de  dominio ,  ni 
siquiera  de  verdadera  posesión,  en  propio  nombre»  sino  en  el 
de  todos  los  condueños  ó  coherederos,  toda  Tez  que  tal  era  la 
la  posesión  invocada  j  probada  por  los  demandantes. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  Fermin  de 
Muro. 

Considerando  que  la  ley  1.*,  tít.  14,  Partida  3.*,  que  de- 
fine lo  que  es  prueba,  y  que  naturalmente  incumbe  al  de- 
mandador, no  ha  sido  infringida,  ni  tampoco  la  doctrina  de 
las  sentencias  de  este  Supremo  Tribunal  que  se  citan,  porque 
asi  los  demandantes  como  los  demandados  han  justificado  lo 
que  tuvieron  por  conveniente,  habiendo  declarado  la  Sala 
sentenciadora  que  aquellos  han  probado  su  pacifica  y  tran- 
quila posesión  en  los  bienes  inventariados,  siendo  evidente  por 
lo  mismo  la  improcedencia  del  primer  fundamento  del  re-  . 
curso: 

Considerando  que  tampoco  quebranta  la  sentencia  la  doc- 
trina legal  de  que  la  posesión  de  una  cosa  en  común  ó  bienes 
de  una  herencia  proindiviso  no  constituye  titulo  de  dominio, 
porque  aquella  hada  resuelve  contra  la  expresada  doctrina, 
antes  bien,  reserva  á  los  demandados  su  derecho  para  que 
usen  de  él  en  juicio  competente: 

Considerando  que  limitado  el  recurso  á  las  supuestas  infr&c 
cieñes  de  que  va  hecho  mérito,  es  clara  su  improcedencia,  . 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lu- 
gar al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  José  Valcarce  y 
Doña  Antonia  Vázquez,  á  quienes  condenamos  por  raxon  de 
depósito  al  pago  de  la  cantidad  de  4.000  rs. ,  que  satisfarán 
si  viniesen  ¿  mejor  fortuna,  distribuyéndose  entonces  con  ar- 
reglo á  la  ley,  y  en  las  costas,  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  la 
Coruña  la  certificación  correspondiente. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Oact- 
ta  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto 
las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firma- 
mos.=sJosé  María  Cáceres.^sJosé  Fermin  de  Muro.s=Juau  (/ano 
Manuel.  =  Benito  de  ülloa  y  Rey.  «Victoriano  Gareaga.*» 
Ricardo  Diaz  de  Rueda.  =^ Joaquín  José  Cervino. 

Publicación: 

Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  BxQfi^ 
lentísimo  Sr.  D.  José  Fermin  de  Muro,  Magistrado  del  Tribvüfc    j 
Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera,  m  A  jj 
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di«   de  hoy,  de  que  oertiñoo  como  Relator  Secretarlo  de  la 
misma. 

Madrid  24  de  Diciembre  de  1 875  .^»LiceQciado  Desiderio  Mar  *- 
tíaez. 

NÚM.  130. 

CASACIÓN  POR  INFRACCIÓN  DE  LEY.-^SALA  PRIMERA. 


Bbbbncion  de  una  bbnta  fobal. — Sentencia  de  27  de  Diciem- 
bre, declarando  haber  lugar  al  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  D.  Adolfo  Torrado  y  Azores  contra  la  pronunciada 
por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  do  la  Coruña ,  en 
pldto  con  D.  José  Veiga  Rodríguez. 

En  sus  CONSIDERANDOS  se  establece: 

Que  en  el  ari.  2.**  del  decreto  de  20  de  Febrero  de  1874, 
por  el  que  se  mandó  que  quedaran  en  suspenso  las  leyes  de  20 
de  Agosto  y  16  de  Setiembre  de  1873,  sobre  redención  de  foros 
y  subforo^  y  demás  tributos  y  prestaciones  que  se  citan ,  se 
preceptuaba  que  quedaran  igualmente  en  suspenso  en  el  estado 
en  que  se  hallasen  todos  los  expedientes  y  juicios  á  que  hubiere 
dado  lugar  la  .ejecución  de  dichas  leyes)  y  en  vista  de  pres^ 
criftcion  tan  genérica  y  terminante^  no  puede  dudarse  que  sólo 
exceptuaba  de  sus  disposiciones  á  los  expedientes  y  juicios  eom^ 
pletamente  concluidos. 

En  la  villa  y  Córt^  de  Madrid,  &  27  de  Diciembre  de  1875, 
en  el  pleito  pendiente  ante  Ños,  en  virtud  de  recurso  de  ca- 
sación por  infracción  de  ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera 
instancia  de  Lugo  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
la  Coruña  por  D.  José  Veiga  y  Rodríguez  6on  D.  Adolfo  Tor* 
rado  y  Ozores,  sobre  redención  de  una  renta  foral: 

Resultando  que  «eguido  pleito  por  D.  José  Veiga  y  Rodrí- 
guez con  D.  Adolfo  Torrado,  sobre  redención  de  una  renta  de 
75  pesetas,  proveyó  auto  el  Juez  de  primera  instancia,  que  con- 
firmó la  Audiencia  de  la  Coruña  en  11  de  Febrero  dé  1874, 
dstfinando  la  redención  solicitada,  y  mandando  que  D.  Adolfo 
Torrada  compareciera  4  otorgar  la  correspondiente  escritura, 
previa  entrega  por  el  redimente  del  capital  ¿  que  ascendiese 
al  tipo  legal  con  arreglo  &  la  ley  de  20  de  Agosto  de  1873; 

Resultando  que  acordado  en  providencia  de  11  de  Mayo 
de  1874,  que  se  llevara  á  efecto  lo  acordado  por  la  Audienote, 
y  que  en  su  virtud  se  hiciera  saber  &  Torrado  que  en  térininoi 
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de  seis  dias  concurriera  k  otorgar  la  escritura  de  redención^ 
pidió  Torrado  reposición  de  la  providencia,  fundado  en  el  de* 
creto  de  sTispension  de  la  Ley  de  redención  de  foros,  protes- 
tando de  nulidad  de  cuanto  se  actuase: 

Resultando  que  negada  la  reposición  por  el  Juez  de  pri- 
mera instancia,  Torrado  apeló,  y  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Au- 
diencia de  la  Coruña  por  auto  de  13  de  Noviembre  de  dicho 
año  cobfirmó,  con  les  costas,  el  de  11  de  Mayo: 

Resultando  que  D.  Adolfo  Torrado  interpuso  recurso  de 
casación,  citando  como  infringidos  los  artículos  1.**  y  2.**  del 
decreto  de  22  de  Febrero  de  1874 ,  que  al  acordar  que  queden 
en  suspenso  las  leyes  de  '20  de  Agosto  y  16  de  Setiembre 
de  1873  sobre  redención  de  foros  y  en  el  estado  en  que  se  ha- 
llen los  juicios  á  que  aquellas  dieron  lugar ,  no  admite  inter- 
pretaciones limitativas,  por  referirse  á  todos  los  expedientes^ 
y  juicios  en  el  estado  en  que  se  hallasen  el  dia  de  su  promul- 
gación. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Victoriano  Careaga. 

Considerando  que  en  el  art  2.®  del  decreto  de  20  de  Fe- 
brero de  1874,. por  el  que  se  mandó  que  quedaran  en  suspenso 
las  leyes  de  20  de  Agosto  y  16  de  Setiembre  de  1873  sobre 
redención  de  foros  y  subforos  y  demás  tributos  ó  prestaciones 
que  se  citan,  se  preceptuaba  que  quedaran  igualmente  en  sus- 
penso en  el  estado  en  que  se  hallaran  todos  ios  expedientes  y 
juicios  á  que  hubiere  dado  lugar  la  ejecución  de  dichas  leyes;, 
y  en  vista  de  prescripción  tan  genérica  y  terminante,  no  puede 
dudarse  que  sólo  exceptuaba  de  sus  disposiciones  á  los  expe- 
dientes y  juicios  completamente  concluidos: 

Considerando  que  el  expediente  ó  juicio  promovido  por 
José  Veiga,  que  ha  dado  origen  al  presente  recurso,  se  hallaba 
pendiente  de  la  ejecución  de  la  sentencia  pronunciada  por  la 
Audiencia  de  la  Coruña  en  11  de  Febrero  de  1874  cuando  se^ 
publicó  el  referido  decreto  de  20  del  propio  mes  y  año  ,  y  que 
por  consiguiente  desde  aquel  momento  debió  quedar  en  sus-* 
pensó :  « 

Y  considerando  que  al  no  acordarlo  así  la  Sala  de  lo  civil 
de. la  expresada  Audiencia  ,  ha  infringido  los  expresados  ar-? 
tículos  1.°  y  2.*  del  indicado  decreto,  citados  por  el  recurrente; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  iu^r 
al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Adolfo  Torrado;  j 
en  su  consecuencia,  casamos  y  anulamos  el  auto  que  en  13  te 
Noviembre  de  1874  dictó  la  Sala  de  lo  civil  déla  Audiencia  te 
la  Cotufla  ,  á  la  que  se  libre  orden  para  la  remisión  de  loi . 
autos;  y  devuélvase  al  recurrente  el  depósito  que  ha  coMt»^ 
títuido.  { 
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Abí  por  esta  nnestra  sentencia^  que  se  publicará  en  la 
Oéceia  y  se  insertará  en  la  Colección  legiglativaj  pasándose  al 
efecto  las  copias  necesarias ,  lo  pronunciamos,  mandamos  y 
firmamos. = Juan  González  Acevedc^José  M.  CáceFes.=Lau- 
reano  de  Arrieta.==Juan  Cano  ManueK=sVictoriano  Careaga.»^ 
Joaquín  Ruiz  Cañábate.» Ricardo  Diaz  de  Rueda. 

Publicación: 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Exoe*- 
lentisimo  Sr.  D.  Victoriano  Careaga ,  Magistrado  del  Tribu- 
daI  Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera, 
el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Relator  Secretario  de  la 
misma. 

Madrid  27  de  Diciembre  de  1875.  »=  Licenciado  Desiderio 
Martínez. 

NüM.  131. 

CASACIÓN  POR  INFRACCIÓN  DE  LEY.-^SALA  PRIMERA.  * 


Pago  db  cantidades. — Sentencia  de  27  de  Diciembre  ,  decla- 
rando haber  lugar  al  recmrso  de  casación  interpuesto  por 
D.  Domingo  Agustí  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  sc- 
g'unda  de  la  Audiencia  de  Barcelona ,  en  pleito  con  D.  José 
Aríso  y  San  Salvador  y  D.  Francisco  Pou  y  Revira. 

Eh  sus  coNsiDBRANDOR  se  establcce: 

Que  no  procede  el  recurso  de  aisacion  contra  la  aprecia^ 
cion  de  la  prueba,  si  no  se  ha  alegado  en  el  mismo  recurso  in^ 
fracción  de  alguna  ley  ó  doctrina  légala 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  27  de  Diciembre  de  1875> 
en  los  autos  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del 
distrito  de  las  Afueras  de  la  ciudad  de  Barcelona,  y  en  la  Sala 
segunda  de  la  Audiencia  del  mismo  territorio  por  D.  José 
Ariso^y  San  Salvador  y  D,  Francisco  Pou  y  Revira  con  Don 
Domingo  Agusti,  sobre  pago  de  cantidades;  autos  que  penden 
ante  Nos^  en  virtud  de  recurso  de  casación  interpuesto  por  el 
demandado  contra  la  sentencia  que  en  29  de  Octubre  de  1878 
dictó  la  referida  Sala: 

Resultando  que  en  9  de  Setiembre  de  1871  D.  José  Ariso  y 
D«  Francisco  Pou  dedujeron  demanda  pa^  que  se  declarase 
qae  la  cantidad  importe  del  pagaré  de  1.000  duros,  suscrito 
por  D.  Domingro  Falcon,  del  comercio  de  Zaragoza,  correspon- 
dlan:  2.000  pesetas  á  D.  José  Ariso,  otras  2.000  pesetas  á  Don 
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Francisco  Pou  y  laa  1.000  pesetas  restantes  á  J).  Domingo 
Agusd,  y  que  se  condenase,  en  su  consecuencia ^  á  éste  á  que 
ó  bien  entreg:^^^  ^  los  actores  el  indicado  pagaré,  mediante  el 
correspondiente  endoso  á  favor  de  los  mismos ,  y  percibo  de 
las  1.000  pesetas  que  á  dicho  Agusti  correspondían  y  se  le 
ofrecían,  deducción  hecha  de  los  intereses  que  éste  tenia,  co- 
brados y  retenia,  correspondientes  4  la  total  suma  de  que  di- 
cho documento  es  objeto,  desde  el  dia  16  del  anterior  mes  de 
Agosto  hasta  igual  dia  de  Febrero  del  entonces  corriente  año, 
ó  bien  que  el  propio  Agusti  entregase  á  los  demandantes  las 
4.000  pesetas  que  por  mitad  interesaban  en  dicho  pagaré,  me- 
diante en  este  caso  cesión  que  ofrecían  de  todos  los  derecha 
que  les  correspondían  como  interesados  por  las  4.000  pesetas, 
&  elección  del  propio  Agusti;  y  que  se  le  condenase  además  ea 
cualquiera  de  ambos  casos  al  abono  de  los  intereses  legales  y 
al  pago  de  las  costas ;  y  para  ello  expusieron  qne  en  16  de 
Agosto  de  1870  D.  Francisco  Falcon,  del  comercio  de  Zarago- 
za, recibió  en  clase  de   préstamo   de  los   actores  y  deman- 
dado la  cantidad  de  5.000  pesetas  que  prometió  devolver  por 
todo  el  dia  16  de  Febrero  de  1871,  á  cuyo  efecto  y  para  se- 
guridad de  los  acreedores  firmó  Falcon  el  correspondiente  p^ 
garé ;  que  este  documento,  por  mutua  avenencia  de  los  tres 
interesados,  fué  librado  por  Falcon  á  nombre  del  otro  de  elloi 
D.  José  Ariso,  el  que  por  expreso  consentimiento  también  de 
los  misamos  quedó  constituido  depositario  del  pagaré  para  te- 
nerlo á  la  disposición  de  los  otros  dos  interesados  ó  partici- 
pes en  cuanto  á  los  tres  fuese  conveniente:  que  las  5.000  pe- 
setas correspondían  &  Ariso,  Pou  y  Domingo  en  esta  folrmt: 
2.000  al  primero,  otras  2.000  al  segundo  y  las  restantes  1.060 
al  ultimo  ;  que  próximo  el  dia  del  vencimiento  ,  con  aproba- 
ción expresa  de  D.  Francisco  Póu,  D.  José  Ariso  entregó  el 
citado  pagaré  á  D.  Domingo  Agusti,  á  ñn  de  que  pasara  i  co- 
brarlo del  mismo  Falcon,  manifestándole  los  actores  al  Agiuti 
qne  si  Falcon  desbaba  prorogarlo  podia  concederle  un  plaso  de 
seis  meses  ,  pero  no  mayor  término ,  y  esto  mediante  que  «a 
el  acto  de  hacer  constar  la  próroga  concedida  en  el  misan 
documento  ,  recibiera  los  intereses  correspondientes  bastad 
nuevo  vencimiento:  que  para  el  desempeño  de  aquel  encargo' 
mandato  pasó  Agusti  á  Zaragoza ,  y  a  su  vuelta  á  ^roekMi 
refirió  á  los  actores  que  efectivamente  D.  Franoisoo  FalcoftJl 
había  suplicado  la  próroga  de  seis  meses  que  se  habia  hfloli 
constar  en  el  pagaré,  y  que  habia  recibido  los  correspMdM 
tes  intereses  por  el  nuevo  plazo  que  finó  el  16  de  AgoiH  ' 
1871,  y  entregó  realmente  los  expresados  intereses  en  la 
proporcional  A  los  actores  y  prometió  entregar  el  pagaré 
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que,  como  hasta  entonces,  lo  tuviese  D.  José  Ariso  depositado: 
que  separándose  el  demandado  de  sus  facultades  como  tal 
miUidatario  ó  gestor,  en  vez  de  hacer  constar  en  el  mismo  pa^ 
gmre  la  próroga  otorgada,  se  expendió  un  nuevo  pagaré  y  se 
sustituyó  el  nombre  de  José  Ariso  que  el  primero  llevaba,  por 
el  de  Domingo  Agusti;  que  este  nuevo  pagaré  fué  extendido 
por  el  plazo  de  un  año,  que  debia  finar  el  dia  16  de  Febrero 
anterior,  'y  que  Agusti  recibió  los  intereses  correspondientes  & 
la  totalidad  de  dichos  plazos  : 

Resultando  que  el  D.  Domingo  Agusti  al  contestar  á  la 
demanda  pidió  se  le  absolviera  de  ella,  y  excepcionó:  que  era 
cierto  que  en  16  de  Agosto  de  1870  D.  Franoisco  Falcon  re- 
cibió en  clase  de  préstamo  de  los  actores  y  demandado  la  can- 
tidad de  5.000  pesetas,  que  prometió  devolver  en  16  de  Febre- 
ro de  1871,  firmando  el  correspondiente  pagaré  á  favor  de  Don 
José  Ariso,  quien  quedó  encargado  de  guardarlo  para  tenerlo 
á  la  disposición  de  los  otros  dos  interesados;  pero  que  no  era 
cierto  que  en  la  actualidad  correspondiese  &  los  actores  canti- 
dad alguna,  puesto  que  la  de  4.000  pesetas  que  del  importe  de 
dicho  pagaré  les  corre:^poudia,  la  tenian  satisfecha:  que  Agusti 
BO  se  extralimitó  de  ninguna  de  sus  facultades,  ni  cometió 
abuso  alguno  de  confianza:  que  concedió  al  deudor  Falcon  una 
próroga  tan  sólo  de  seis  meses,  que  venció  en  16  de  Agosto 
del  año  anterior,  mediante  la  otorgacion  de  un  nuevo  pagaré 
á  favor  de  p.  José  Ariso  y  compañía :  que  dicho  Ariso  y  Don 
Francisco  Pou  aceptaron  sin  oponer  reparo,  junto  con  la  can- 
tidad que  en  concepto  de  intereses  por  razón  de  dicha,  próroga 
les  correspondian,  y  que  Agusti  habia  cobrado  del  deudor  Fal- 
con: que  pasado  algún  tiempo,  pero  en  época  bastante  anterior 
al  vencimiento  del  nuevo  pagaré,  los  actores  le  manifestaron 
tenian  necesidad  de  reunir  fondos  y  estaban  dispuestos  á  per- 
der algo  con  tal  de  poder  cobrar  desde  luego  lo  que  les  cor- 
respondía de  dicho  pagaré  ,  y  entonces  el  demandado  les  dijo 
qae  no  habia  necesidad  de  que  perdieran  natía,  pues  tenia  di- 
nero disponible  para  pagarles ,  como  efectivamente  les  pagó 
en  aquel  mismo  acto  la  cantidad  por  que  interesaban  en  el 
pagaré,  llevándose  Ariso  y  Pou  el  dinero  y  quedándose  Agusti 
con  el  llagaré  para  que  ooiho  único  y  legitimo  tenedor  le  co- 
brara de  D.  Franoisco  Falcon;  y  que  desde  aquel  momento 
ningún  pacto  ni  trato  ni  negocio  ha  mediado  entre  los  actores 
y  el  demandado,  ni  por  aquellos  se  le  ha  dirigido  reclamación 
algr^ina  hasta  que  le  citaron  &  conciliaci'on : 

Besultando  que  seguido  el  juicio  por  sus  trámites,  en  10  de 
Diciembre  de  1872  el  Juez  de  primera  instancia  dictó  aenten- 
cia^  por  la  que  declaró  que  las  5.000  pesetas  imjporte  del  pagaré 
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firmado  por  D.  Fraacisco  Falcon  á  favor  de  D.  José  Ariso  en 
16  de  Agosto  de  1870,  correspondea  áéste  2.000  peaetas,  otru 
2.000  á  D.  Francisco  Pou  y  las  1.000  pesetas  restantes  á  Don 
Domingo  Agusti,  y  en  consecuencia  condenó  á  éste  á  que  den- 
tro del  término  de  diez  dias  ¿  bien  entregue  á  dichos  Ariso  j 
Pou  el  indicado  pagaré,  mediante  el  correspondiente  endoso  i 
favor  de  los  mismos  y  percibo  d''.  las  1.000  pesetas  que  le  cor- 
responden, deducción  hecha  de  los  intereses  que  tiene  cobra- 
dos  y  retiene  correspondientes  á  la  total  suma  de  que  el  citado 
pagaré  es  objeto  desde  16  de  Agosto' de  1871  hasta  16  de  Fe- 
brero de  1872,  ó  bien  que  el  propio  Agusti  entregue  á  Ariso  j 
Pou  las  4.000  pesetas  que  por  mitad  interesan  en  el  repetido 
pagaré,  quedando  ¿  Agusti  en  este  caso  cedidos  todos  los  de- 
rechos que  á  los  actores  corresponden  como  interesados  por 
la  citada  cantidad ;  y  asimismo  condenó  al  propio  Agusti  en 
cualquiera  de  ambos  casos  al  abono  de  los  intereses  de  lai 
4.000  pesetas  desde  16  de  Agosto  de  1871  hasta  el  dia  del  pa^ 
&  los  actores,  sin  hacer  especial  condenación  de  costas: 

Resultando  que  remitidos  los  autos  k  la  Audiencia  en  vir* 
tud  de  apelación  y  sustanciada  la  instancia  ,  la'  Sala  segunda 
de  la  misma  por  sentencia  de  29  de  Octubre  de  1873  confirmó  la 
apelada,  declarando  que  en  el  caso  de  optar  Agusti  por  la  en- 
trega del  pagaré  y  percibir  lasliOOO  pesetas  que  le  correspon- 
den, deberán  deducirse  los  intereses  que  tiene  cobrados  de  Ims 
4.000  peset€is  pertenecientes  á  Pou  y  Ariso,  y  no  de  la  suma  totalf 
como  sin  duda  por  error  material  se  expresaba  ec  dicha  sen- 
tencia, seguii  lo  patentiza  la  segunda  parte  de  la  misma;  y  con- 
denó al  propio  Agusti  al  pago  de  las  (bostas  de  ambas  instancia^ 
Y  resultando  que  D.  Domingo  Agusti  interpuso  recurso  de 
casación,  por  haberse,  en  su  concepto,  infringido: 

1.^  La  ley  3.*,  tit.  19,  libro  11  de  la  Novisima  Recopila- 
ción; las  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  de  12  de  Mayo 
de  1860,  6  de  Junio  de  1864,  12  de  Octubre  de  1866,  10  de 
Marzo  y  9  de  Diciembre  de  1869,  5  y  22  de  Marzo  de  1870, 
que  consignan  el  principio  de  que  con  arreglo  á  dicha  ley  no 
procede  la  imposicicion  de  las  costas  al  apelante  cuaudo  la 
sentencia  de  segunda  instancia  se  da  con  aditamento  ó  mode- 
ración, porque  la  Sala  sentenciadora  reduce  el  pago  de  los  in- 
tereses de  la  suma  total  del  documento  ¿  la  cantidad  que  re- 
sulta de  la  proporcionada  reducción  que  corresponda  á  las  4.000 
pesetas  que  han  sido  objeto  del  litigio ,  y  esta  moderación  ü 
el  importe  de  los  intereses,  este  aditamento  favorable  al  apfir 
lante  Agusti ,  esta  declaración  ,  que  enmienda  el  fallo  de  frf* 
mera  instancia ,  debia  haber  impedido  la  condena  de  ooflti<í 
conforme  á  todas  las  disposiciones  legales  citadas. 
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2,*  Bl  principio  de  derecho  de  que  nadie  está  en  el  deber 
ele  dar  ó  hacer  aquello  á  que  ni  por  pacto  ni  por  ley  viene 
obligado ;  la  sentencia  de  este  Tribunal  Supremo,  que  consig- 
na que  cuando  se  exige  aquello  á  que  no  está  comprometida 
una  de  las  partes,  no  hay  derecho  para  obligarla,  y  la  de  10 
de  Bnero  de  1868,  en  cuanto  establece  la  doctrina  de  que  cuan- 
do no  se  eontrae  una  obligación  no  puede  exigirse  su  cumpli- 
miento, pnesto  que  Agusti  no  ha  otorgado  contrato  alguno  en 
ciíya  virtud  esté  obligado  á  pagar  lo  que  se  le  pide  en  la  de- 
manda y  se  dispone  en  la  sentencia,  que  no  está  basada  tam- 
poco en  ninguna  ley  general  que  pueda  tener  aplicación  al 
caso  de  autos :  que  en  el  supuesto  de  que  fueran  ciertos  los 
hechos  de  la  demanda,  podría  exigirse  del  recurrente  que  de- 
volviera el  pagaré  que  recibió  de  Ariso  y  Pou,  para  que  estos 
pndi3ran  cobrar  su  importe  del  deudor  Falcon,  y  podrían  re- 
clamarle la  indemnización  de  perjuicios  en  el  caso  de  que  se 
les  hubiesen  causado  algunos  con  motivo  de  haber  retenido  el 
pagaré ,  excediéndose  de  sus  facultades ,  como  pretenden  los 
demandantes  ,  pero  no  se  explica  que  se  le  obligue  á  novar 
y  rescindir  el  contrato  de  mutuo,  celebrado  por  los  tres  con 
Falcon. 

3.^  Que  en  cuanto  á  los  principios  legales  de  la  demanda, 
se  ha  infringido  la  sentencia  de  28  de  Marzo  de  1863,  que  de- 
clara que  una  ley  es  de  todo  punto  inaplicable  á  un  pleito 
cuando  no  tiene  la  más  mínima  conexión  con  la  cuestión  ob- 
jeto del  litigio;  pues  al  principio  invocado  en  la  demanda,  de 
que  nadie  debe  enriquecerse  con  perjuicio  de  otro,  puede  opo- 
nerse en  primer  lugar  la  ley  55  Dig.  Dñ  regulis  juris,  que 
dice:  Nullns  videtur  dolo  faceré  qui  suo  jure  utitnr;  y  en 
segundo  lugar  la  sentencia  de  este  .Tribunal  Supremo  de  19  de 
Diciembre  de  1864,  en*  cuanto  declara  que  aquel  principio  es 
lemasiado  abstracto,  y  no  puede  servir  para  ca^os  concretos 
jino  combinado  con  el  derecho  de  los  interesados,  puesto  que 
]uien  usa  de  su  derecho  no  causa  daño. 

Y  4.**  La  ley  16,  tít.  22,  Partida  3.*,  que  previene  que  no 
rale  el  juicio  dado  sobre  una  cosa  no  demandada ,  y  las*  sen- 
;encias  de  18  de  Enero  y  16  de  Abril  de  1866,  según  las  que 
Miando  se  condena  al  demandado  á  más  de  lo  que  se  ha  pedi- 
\o  en  la  demanda,  y  que  no  ha  sido  objeto  de  discusión  en 
íl  litigio,  se  infringe  aquella  ley;  puesto  que  obligando  al  re- 
currente á  que  pa^ue  los  intereses  de  la  cantidad  que  se  liti- 
^,  se  ha  condenado  al  demandado  á  que  pague  más  de  lo  que 
lé  pide. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  Maria  Gá* 
seres. 
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Considerando  que  es  un  hecho  convenido  por  el  demuda- 
do y  apreciado  por  la  Sala  sentenciadora  que  el  pagaré  de  i» 
cuestioo  fué  extendido  por  cuenta  de  £>.  Juan  AriM  por  2.000 
pesetas,  otras  2.000  por  la  de  D.  Francisco  Pou  y  1.000  por 
la  de  D.  Domingo  Agusti: 

Considerando  que  la  Sala  apreció  igualmente  por  los  méri- 
tos de  las  pruebas  que  el  Agusti  excedió  los  términos  del  man* 
dato  que  recibiera  de  los  demandantes  para  realisar  ó  reno* 
var  el  pagaré,  y  que  tampoco  ha  justificado  el  pago  del  prin* 
cipal  que  alegó  como  excepción;  sin  que  contra  estas  aprecia- 
ciones se  haya  alegado  en  el  recurso  lá  infracción  de  ley  al- 
guna ó  doctrina  legal: 

Considerando  que  supuestos  aquellos  hechos  y  las  aprecia- 
ciones de  la  Sala  sentenciadora,  es  muy  claro  que  la  sentencia 
no  infringe  los  principios  de  derecho  de  que  nadie  debe  hacer 
lo  que  ni  por  pacto  ni  por  ley  est¿  obligado ,  ni  el  de  qoe 
nulluf  videíur  dolo  fncere  qui  suo  jure  uiüury  y  doctrinas  de 
las  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  que  se  invocan  como 
segundo  y  tercero  motivos  de  casación: 

Considerando  que  en  la  demanda  pidieron  los  actores  la 
entrega  del  pagaré  ó  el  importe  de  los  mismos  intereses  que 
se  les  adeuden  hasta  el  pago,  en  cuyos  términos  no  puede  me- 
nos de  entenderse  la  condena  al  demandado,  sin  que  por  tasto 
haya  infringido  la  sentencia  en  este  concepto,  la  ley  16,tit.  22, 
de  la  Partida  3.^,  citada  como  cuarto  motivo  del  recurso; 

Y  considerando  en  cuanto  al  primer  motivo  del  recurso, 
que  habiendo  modificado  la  Audiencia  la  sentencia  del  infe- 
rior, reduciendo  las  intereses  que  debe  abonar  el  demandado, 
y  que  por  un  error  material  ó  de  cuncepto  habia  extendido  el 
Juez  á  la  suma  total  del  pagaré,  es  evidente  que  el  apelaote 
se  alzó  de  aquel  fallo  con  derecho  y  la. Sala  ha  infringido  la 
ley  3.*,  tít.  19,  libro  11  de  la  Novísima  Recopilación; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar 
al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Domingo  Agoístí 
contra  la  sentencia  que  en  29  de  Octubre  de-1873  dictó  la  Sdii 
segunda  de  la  Audiencia  de  Barcelona ,  y  en  su  consecuencia 
casamos  y  anulamos  dicha  sentencia;  líbrese  orden  á  la  refe- 
rida Audiencia  para  que  remita  los  autos  originalee,  ¿  los  efec- 
tos de  la  ley. 

Asi  pof  esta  nuestra  sentencia ,  que  se  publicaórá  en  la  Al- 
ceta  é  insertará  en  la  Colección  (egislativa  ,  pasándose  il 
efecto  las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  tnandamolj^ 
firmamos.  =: Juan  González  Acevedo.=  José  María  Cácei 
Laureano  de  Arríeta.^=aJosé  Fermin  de  Muro.  =  Juan  Cano 
nuel.=Benito  de  Ulloa  y  Rey.=Ricardo  Diaz  de  Rueda. 
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Leids  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Excelen- 
tísimo Sr.  D.  José  María  Cáceres,  Magistrado  del  Tribunal  Su* 
premo,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera  del  mis-^ 
moy  el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Relator  Secretario  de 
dicha  Sala.  - 

Madrid  27  de  Diciembre  de  1875.  «Licenciado  Mariano  Fer« 
nandez  García. 

NÚM.  132. 
CASACIÓN  POR  INFRACCIÓN  DE  LEY.— SALA  PRIMERA. 


Tbrcería.  de  D03ÍTNI0.— Sentencia  de  27  de  Diciembre,  decla- 
rando no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por 
D.  Manuel  María  González  contra- la  pronunciada  por  la 
Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Sevilla ,  en  pleito  con 
1).  Francisco  de  Paula  Zuazo  y  López. 

En  sus  CONSIDERANDOS  sfe  cstablcce: 

Que  no  puede  decirse  que  han  sido  infringidas  por  una 
sentencie  leyes  ni  doctrinas  que  no  tienen  aplicación  al  caso 
de  autos. 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  27  de  Diciembre  de  1875, 
en  los  autos  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de 
Aracena  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Sevilla 
por  D.  Francisco  de  Paula  Zuazo  y  López  con  D.  Manuel  Ma- 
ría González  y  Moya,  sobre  tercería  de  dominio  en  los  bienes 
embargados  4  D.  Clemente  Cuaresma  y  Zuazo;  autos  que  pen- 
den ante  Nos,  en  virtud  de  recurso  de  casación  interpuesto 
por  el  demandado  González  Moya  contra  la  sentencia  que  en 
26  de  Mayo  de  1874  dictó  la  referida  Sala: 

Resultando  que  D.  José  Maria  Zuazo,  vecino  de  Moguer, 
otorgó  testamento  en  18  de  Marzo  de  1844,  disponiendo,  entre 
otras  cosas:  primero,  que  nombraba  por  sus  albaceas  testa- 
mentarios fideicomisarios  al  Licenciado  D.  Francisco  de  Paula 
Zuazo,  su  bijo,  Abogado  del  ilustre  Colegio  de  Madrid;  al  Li- 
cenciado D.  Jerónimo  Cuaresma ,  su  hijo  politice ,  vecino  de 
la  villa  de  Aroche,  y  á  Dcña  María  Josefa  Rodríguez ,  su  ac- 
tual y  segunda  mujer,  &  todos  y  á  cada  uno  in  solidum:  se- 
gando, que  declaraba  le  pertenecían  en  la  villa  de  Aroche  y 
su  término  los  bienes  raices  siguientes:  las  casas  de  su  mo- 
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rada;  un  cercado  de  olivar»  que  compró  á  D.  Julián  Bravo; 
otro  que  llaman  de  lo6  Rúas ,  que  compró  á  D.  Bafael  Rosa; 
otro  pedazo  que  comptó  á  loa  Talegas;  otro  que  dicen  de  lu 
Trea  Cuartillas,  que  compró  á  Sebastian  Barranca  y  á  Andrés 
Marín;  otro  que  nombraban  de  Centinela,  que  compró  á  Agae- 
da  Cálete,  su  viuda;  otro  que  era  de  José  de  Sánchez,  qne 
compró  á  los  señores  de  Almendralejo;  otro  de  Isidoro  Amjo. 
que  compró  á  sus  hijos;  otro  que  compró  á  Florencio  Sousa; 
otro  de  los  hijos  de  Alonso  Marín,  y  otro  á  D.  José  Rosa  7 
Parreño,  que  plantó  de  viña;  y  en  los  sitios  sobre  la  Vera  de 
Abajo  hizo  un  huerto  con  dos  naranjales,  higueras  y  otros  ár- 
boles frutales:  tercero,  que  declaraba  haber  heredado  de  su  hijo 
Rufo  lo  siguiente:  un  cercado  pequeño  de  olivar,  al  sitio  de 
las  Huertas  Viejas,  varias  majadas  de  aseutar  colmenas,  unas 
casas  en  la  calle  del  Postigo,  otras  en  la  calle  de  Jerez  y  va- 
rios censos  que  menciona:  cuarto,  que  por  fallecimiento  de 
D.  Tomás  Romero,  su  sobrino,  le  pertenecían  á  sus  herederos 
los  bienes  de  que  se  componían  sus  capellanias  y  agregacio- 
nes, y  del  mismo  las  tierras  de  la  capellanía  de  Remolino. 
que  poseía  D.  Cesáreo  Romero:  quiuto,  y  por  último,  que  del 
remanente  de  todos  sus  bienes,  derechos  y  acciones  nombraba 
é  instituía  por  sus  únicos  y  universales  herederos  &  sus  hijos 
el  Licenciado  D.  Francisco  de  Paula  Zuazo  y  á  Doña  Bleute- 
ria  Zuazo,  mujer  del  Licenciado  D.  Jerónimo  Cuaresma: 

Resultando  de  certificación  del  Secretario  del  Ayuntamiento 
de  Aroche  que  en  el  araillaramiento  de  la  riqueza  territorial 
de  aquel  pueblo,  correspondiente  al  año  1865,  aparecía,  entre 
otros,  como  contribuyente  D.  Clemente  Cuaresma,  y  entre  otras 
fincas  le  resultaba  una  amillarada  de  frutales  al  sitio  de  Huer- 
tas Nuevas,  con  el  producto  liquido  de  900  reales,  por  cuya 
finca  venia  contribuyendo  desde  el  expresado  año  hasta  la  fe- 
cha, 18  de  Febrero  de  1873,  según  aparecía  de  de  los  apéndices 
sucesivos: 

Resultando  que  D.  Clemente  Cuaresma  y  ^uazo,  vecino  da 
Aroche,  por  escritura  pública  de  18  de  Marzo  de  1868  confesó 
haber  recibido  en  calidad  de  préstamo  de  D.  Manuel  María 
González  la  cantidad  de  2.300  escudos,  que  se  obligó  á  satis- 
facerle en  23  del  propio  mes  del  año  siguieute  de  1869  hipo-* 
tecando  en  seguridad  del  pago  una  hacienda  rústica,  compuesta 
de  huerta,  de  naranjos  y  otros  árboles  frutales,  terreno  dere* 
gadío  y  parte  de  secano  con  olivos,  su  casa-monte,  de  un  pto 
y  dos  naves,  al  sitio  de  Huertas  Nuevas,  término  munieipil' 
de  Aroche,  expresando  le  correspondía  por  haberla  adquMb 
de  herencia  de  su  abuelo  D.  José  María  Zuazo,  sin  que  0ÍÁ 
adquisición  mediase  titulo  escrito ,  por  cuyo  motivo  y  al 
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jeto  de  que  tal  escritura  fuese  Inscrita  en  el  Hegistro  de  la 
propiedad,  se  subsanó  la  falta  por  medio  del  oportuno  expe- 
diente de  información  posesoria,* que  fué  inscrito  al  folio  241 
del  tomo  98,  libro  5.®,  Ayuntamiento  de  Aroche,  con  la  ins- 
cripción núra.  1.**,  y  cuya  escritura  fué  asimismo  inscrita  en  el 
Registro  de  la  propiedad  en  7  de  Abril  de  dicho  año  de  1868: 

Resultando  que  por  no  haberse  satisfecho  la  suma  por  el 
D.  Clemente  Cuaresma  al  vencimiento  del  término  estipulado, 
se  despachó  contra  él  á  instancia  del  acreedor  González  Moya 
y  por  auto  de  17  de  Mayo  de  1869  mandamiento  de  ejecución 
por  la  cantidad  de  2.300  escudos,  réditos  al  12  por  100  desde 
el  23  de  Marzo  del  expresado  año  hasta  que  se  hiciera  efectiva 
dicha  suma,  con  las  costas  causadas  y  que  se  causaren  hasta 
su  real  y  efectivo  pago,  y  requerido  el  deudor,  y  rio  habiendo 
verificado  el  pago,  se  procedió  al  embargo  de  la  finca  hipote- 
cada, especialmente  en  la  escritura  de  deber,  siguiéndose  di- 
cha ejecución  por  sus  trámites  hasta  dictarse  en  10  de  Febrero 
de  1870  sentencia  de  remate,  que  fué  consentida  por  el  ejecu- 
tado ,  verificándose  en  su  consecuencia  el  justiprecio  de  la  fin- 
ca, y  continuándose  los  demás  trámites  de  la  vía  de  apremio 
hasta  el  señalamiento  de  dia  para  el  remate: 

Resultando  que  en  tal  estado  acudió  al  Juzgado  D.  Fran- 
cisco de  Paula  Ziiazo,  vecino  de  esta  Corte,  proponiendo  de- 
manda de  tercería  de  dominio  de  una  parte  de  la  expresada 
finca  contra  el  ejecutante  y  ejecutado,  apoyando  su  pretensión 
en  que  por  la  circunstancia  de  hallarse  establecido  en  Madrid 
á  la  muerte  de  su  padre  D.  José  Maria  Znazo,  ocurrida  en  la 
ciudad  de  Moguer  en  8  de  Diciembre  de  1844,  la  buena  arme- 
nia que  siempre  habia  guardado  con  su  familia  dio  lugar  á 
que  todavía  no  se  practicara  la  división  del  caudal  heredita- 
rio del  D.  José  Maria  Zuazo,  del  cual  quedó  como  administra- 
dor ntgotiorum  gestor  D.  Jerónimo  Cuaresma,  padre  del  eje- 
cutado, y  después  este  mismo,  dándose  con  ello  lugar  á  que 
se  le  creyera  dueño  (la  aquel  caudal:  que  por  lo  tanto/  é  ínterin 
tío  se  practicase  su  división  entre  todos  los  partícipes,  adjudi- 
cando á  cada  uno  la  porción  hereditaria  que  le  correspondiera, 
no  podia  seguirse  ejecución  contra  la  finca,  supuesto  que  no 
pertenecía  al  D.  Clemente  que  la  habia  hipotecado,  sino  tam- 
bién al  actor  y  otra  partícipe,  hermana  delmismo  D.  Clemente: 

Resultando  que  el  ejecutante  D.  Manuel  María  González 
contestó  la  demanda,  oponiéndose  á  la  pretensión  del  actor,  ya 
por  varios  defectos  'de  que  aquel  escrito  adolecia  en  su  con- 
cepto, ya  porque  el  art.  133  de  la  vigente  Ley  Hipotecaria  dis- 
pone que  no  se  suspenderá  en  ningún  caso  fil  procedimiento 
■ejecutivo  por  las  reclamaciones  de  un  tercero  si  no  estuviesen 
Tí.— 1.*  y3.^  46 
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fundadas  en  un  titulo  anteriormente  inscrito,  cuyo  titulo  no 
presentaba  el  D.  Francisco  de  Paula  Zuazo;  ó  ya  porque  aun 
admitiendo  que  éste  pudiera  tener  participación  en  Ja  finca 
que  reclaroaba,  nunca  su  reclamación  deberla  ser  extensiva  í 
más  que  su  porción,  y  no  á  toda  la  finca,  como  lo  habia  pre- 
tendido: 

Resultando  que  por  no  haber  comparecido  el  ejecutado  Don 
Clemente  Cuaresma  &  contestar  la  demanda,  se  sig^uió  el  pleita 
en  su  rebeldia: 

Resultando  que  al  replicar  insistió  el  actor  en  sus  preten- 
siones, exponiendo  que  D.  Jerónimo  Cuaresma  se  habia  cons- 
tituido por  si  mismo  en  verdadero  negotiorum  gestar^  6  sea  ad- 
ministrador de  todo  caudal  dejado  por  D.  José  Maria  Zuazo,. 
del  cual  se  incautó,  rigió  y  gobernó,  si  bien  faltando  á  los  de- 
beres que  su  cargo  le  imponía,  puesto  que  no  sólo  habia  ena- 
jenado y  vendido  muchos  bienes  de  la  testamentaria,  sino  que 
de  los  restantes  vendió  algunos,  hipotecando  otros  y  dándolos- 
en  garantia  de  préstamos  á  su  capricho  y  voluntad,  cediendo 
á  su  hijo  D.  Clemente  el  predio  de  huerta  de  que  se  trata,  por 
cuyo  motivo  la  venia  éste  usufructuando  y  poseyendo  de 
buena  fé,  razón  por  la  cual  no  pudo  darla  en  hipoteca  para 
asegurar  las  resultas  de  la  obligación  que  contrajo,  á  tenor 
de  lo  preceptuado  en  los  artículos  108,  caso  5.^  y  404  de  la 
Ley  Hipotecaria: 

Resultando  que  de  una  certificación  expedida  por  la  Secre- 
taria del  Ayuntamiento  de  Aroche  en  18  de  Julio  de  1872  apa- 
rece que  figura  como  contribuyente  en  sustitución  de  D.  José 
Maria  Zimzo  su  hijo  D.  Francisco  de  Paula  Zuazo,  en  nombre 
de  la  testamentaria,  con  el  aumento  de  los  bienes  de  la  cape- 
llanía que  disfrutó  el  Presbítero  D.  Tomás  Romero  y  agrega- 
dos en  el  año  de  1852,  entre  los  cuales  se  hallan  varios  terre- 
nos al  sitio  de  las  Huertas  Viejas,  continuando  el  D.  Francisco 
de  Paula  como  contribuyente  hasta  el  año  de  1857  en  que  lo 
sustituyó  el  D.  Jerónino  Cuaresma,  en  cuyo  pombre  vienen 
figurando  hasta  su  fallecimiento,  ocurrido  en  1868,  y  desde 
este  año  hasta  la  fecha  aparecen  como  contribuyentes  los  he- 
rederos del  D.  Jerónimo: 

Resultando  que  al  duplicar  el  demandado  D.  Manuel  Maria 
González  esforzó  los  argumentos  aducidos  en  su  escrito  de 
contestación  ,  haciendo  además  notar  que  la  finca  hipotecada 
radicaba  en  el  sitio  nominado  Huertas  Nuevas,  y  á  la  que  ha- 
cia referencia  el  demandante  lo  es  en  Huertas  Viejas ,  aegoi 
asi  se  expresa  en  la  certificación  mencionada  en  el  númaM 
anterior  y  aun  en  el  mismo  testamento  del  difunto  D.  Manila 
Maria  Zuazo,  testimoniado  en  autos  :  .¿ 
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Resultando  que  en  el  amillaramiento  de  la  riqueza  territo'» 
rial  de  dicho  pueblo^  correspondiente  al  año  de  1865,  aparece 
eomo  contribuyente  D.  Clemente  Cuaresma  por  varias  fiooasy 
entre  las  cuales  se  halla  una  de  frutales  al  sitio  de  Huertas 
Nuevas  con  el  producto  líquido  de  900  rs.: 

Resultando  que  seguido  el  juicio  por  sus  trámites ,  la  Sala 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  por  sentencia  de  26  de  Mayo  de  1874, 
revocatoria  de  la  del  Juez  de  primera  instancia ,  declaró  que 
los  bienes  que  constituyeron  y  constituyen  la  testamentarla 
del  finado  D.  José  María  Zuazo  corresponden  en  pleno  domi^ 
nio  ¿  sus  hijos,  como  legítimos  herederos  de  aquellos,  perte-^ 
neciéndole  en  parte  al  demandante  ^  y  mandaba  se  alzase  e) 
embargo  de  los  hipotecados  al  ejecutante  ,  los  que  se  dejaban 
á  disposición  de  los  herederos  expresados  del  D,  José  María 
Zuazo,  y  declaró  al  mismo  tiempo  ineficaz  y  de  ningún  valor 
ni  efecto  la  hipoteca  especial  constituida  en  garantía  del  cré- 
dito del  ejecutante  D.  Manuel  María  Qonzalez: 

T  resultando  que  dicho  D^  Manuel  María  González  interpuso 
recurso  de  casación,  por  haberse,  en  su  concepto,  infringido: 
1.°  La  ley  28,  tít.  2.**,  Partida  3.*,  y  las  sentencias  de  este 
Tribunal  Supremo  de  14  de  Mayo  de  1^67  y  4  de  Abril  de  1868, 
que  establecen  la  inconcusa  doctrina  deque  al  qué  ejercita  la 
acción  reinvindicatoria  incumbe  la  prueba  del  dominio ,  y  no 
verificándolo,  debe  ser  absuelto  el  tenedor  de  la  cosa  aunque 
la  tenga  sin  derecho. 

2.®  Los  artículos  2.®  y  23  de  la  Ley  Hipotecaria  de  3  de 
Diciembre  de  1869,  según  los  cuales  «título  que  no  esté  ins- 
crito en  el  Registro  no  puede  perjudicar  á  tercero;»  y  las  sen- 
tencias deteste  Tri banal  Supremo  de  28  de  Abril  de  1870  y  7 
de  Enero  de  1871 ,  que  establecen  aquella  misma  doctrina;  y 
por  lo  tanto  D.  Francisco  de  Paula  Zuazo,  que  no  presentaba 
ni  podía  presentar  titulo  alguno  de  dominio  respecto  de  la 
finca  que  concretamente  quería  reivindicar,  y  la  Sala  senten- 
ciadora que  estimaba  sus  alegaciones  y  le  otorgaba  un  derecho 
de  que  carecía  ,  habían  puesto  en  olvido  lo  establecido  para 
estos  casos  por  la  ley  y  por  la  jurisprudencia  de  los  Tribu- 
nales, puesto  que  sin  título,  y  aun  habiéndolo  sin  entar  ins- 
crito, se  había  declarado  haber  lugar  á  la  tercería  de  dominio 
entablada  por  aquel. 

3.°  Bl  art.  396  de  la  citada  Ley  Hipotecaria,  según  el  cual 
«no  se  admitirá,  ni  en  los  Tribunales  ni  en  las  oficinas,  nin^ 
^m  documento  sin  estar  inscrito,  cuando  con  su  presentación 
se  intente  perjudicar  á  un  tercero;:»  puesto  que  no  hallándose 
el  demandante  en  ninguna  de  las  dos  excepciones  que  comt- 
prendía  dicho  artículo,  no  habia  debido  ser  estimada  la  terce- 
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ria  de  dominio ,  toda  vez  que  eon  ella  se  quería  perjudicar  y 
se  perjudicó  á  un  tercero  ,  que  en  este  caso  era  D.  Manuel 
Oonzalez,  que  prestó  su  dinero,  apoyado  en  un  expediente  po- 
sesorio inscrito  en  el  Registro  de  la  propiedad,  previa  la  apro- 
bación judicial. 

4.''  El  art.  34  de  la  misma  Ley  Hipotecaria,  aun  suponien- 
do el  derecho  preferente  de  D.  Francisco  de  Paula  Zuazo  á 
la  finca,  porque  no  existiendo  inscripción  de  propiedad  ante- 
rior, ni  habiendo  cumplido  el  actor  con*  nin^no  de  los  requi- 
sitos» que  marca  dicha  disposición,  D.  Clemente  Cuaresma  pudo 
inscribir  su  expediente  posesorio  ,  y  mucho  más  su  crédito 
D.  Manuel  Maria  González:  l«  doctrina  sancionada,  entre  otras, 
por  la  sentencia  de  12  de  Febrero  de  1870,  según  la  cual,  en 
las  tercerías  de  dominio  no  pueden  tomarse  en  consideracioa 
derechos  que  vendrán  ó  no ,  pero  que  en  ei  momonto  no  son 
efectivos,  pues  D.  Francisco  de  Paula  Zuazo  podría  ó  no  llegar 
á  ser  dueño  del  predio  hipotecarlo,  según  el  resultado  de  las 
particiones  y  adjudicaciones  que  se  practicasen  en  su  dia,  pero 
que  actualmente  no  lo  era,  que  es  la  condición  ineludible  de 
esta  clase  de  tercerías ,  y  por  lo  tanto  la  Sala  sentenciadora, 
que  había  resuelto  precisamente  lo  contrario,  habia  infringido 
asimismo  las  disposiciones  citadas,  porque  constando  en  el 
Registro  que  D.  Clemente  podia  disponer  de  la  finca,  no  pedia 
invalidarse  el  contrato  celebrado  con  González,  aunque  se 
anulara  su  derecho  ,  por  no  existir  en  contrario  otro  titulo 
inscrito. 

5."*  El  art.  133  de  dicha  Ley  Hipotecaria  y  la  jurispruden- 
cia establecida  por  este  Tribunal  Supremo  en  sus  sentencias 
de  27  de  Junio  y  28  de  Octubre  de  1867,  aen  que  corroborando 
aquella  doctrina  se  declara  que  las  acciones  que  se  fundan  en 
la  nulidad  de  un  acto  ú  obligación  no  pueden  ejercitarse  sin 
que  prímero  se  obtenga  la  declaración  de  dicha  nulidad. 

6.^  Que  en  el  supuesto  de  que  la  Sala  sentenciadora  para 
fallar  como  lo  habia  hecho  se  hubiese  fundado  en  que  Zuazo 
pidió  en  el  esorito  de  réplica  que  se  declarase  nula  la  inscrip- 
ción del  expediente  posesorio,  y  por  lo  tanto  la  de  la  escrito- 
ra de  hipoteca  á  favor  de  González,  variando  sustancialmente 
la  demanda  por  él  deducida ,  se  habia  infringido  entonces  la 
doctrina  jurídica  relativa  al  cunsi  contrato  que  se  establece 
entre  las  partes  por  virtud  de  la  demanda  y  de  la  respuesta, 
la  ley  2.**,  tit.  10,  Partida  3.*,  que  dice:  ano  se  puede  variar  la 
pretensión  en  los  escritos  de  réplica  y  duplica;:»  y  las  mueliai 
sentencias  de  este  Tribunal  Supremo,  entre  otras,  la  de  13  4l 
Junio  de  1863  y  8  de  Junio  de  1866,  que  establecea  la  misBn 
urisprudencia ;  y  que  por  lo  tanto  el  D.  Francisco  de  Pari|. 
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Zuazo  debió  pedir  eú  Juicio  anterior  y  separado  la  nulidad  de 
}a  inscripción,  y  nunca  en  la  demanda  de  tercería. 

.T  7.^  Los  artículos  403^  y  404  de  la  Ley  Hipotecaria  que 
invoca  en  su  apoyo  el  demandante,  porque  ninguna  aplioiicion 
tenían  al  caso  de  este  pleito. 

VistoQ ,  siendo  Pbúente  el  Magistrado  D.  José  María  Cá- 
ceres. 

Considerando  que  el  único  título  que  tenía  el  deudor  eje<- 
cutado  cuando  contrajo  el  préstamo  y  lo  aseguró  con  la  hi- 
poteca de  la  finca  sobre  que  versa  la  demanda  de  tercería  era 
la  nuda  posesión  justificada  en  los  términos  que  establece  la 
Ley  Hipotecaria,  y  según  la  cual  la  inscripción  de  esta  pose- 
sión no  perjudica  en  ningún  caso  al  que  tenga  mejor  derecho 
al  inmueble,  aunque  su  titulo  no  haya  sido  inscrito: 

Considerando  que  siendo  un  *hecho  reconocido  por  las  par- 
tes y  apreciado  por  la  Sala  sentenciadora  que  la  finca  de  la 
disputa  es  la  misma  que  pertenece  al  caudal  proindiviso  que 
dejó  al  morir  D.  José  María  Zuazo,  y  á  que  tienen  derecho  su 
hijo  D.  Francisco,  como  la  hermana  de  éste ,  sin  que  contra 
edta  apreciación  se  cite  la  infracción  de  ley  alguna ,  es  evi- 
dente que  procedía  la  demanda  de  tercería,  puesto  que  el  actor 
ejecutante  pudo  saber  por  el  Registro  de  la  propiedad  que  el 
deudor  D.  Clemente  Cuaresma  le  daba  en  seguridad  una  hipo- 
teca constituida  sobre  un  inmueble  de  que  no  era  dueño,  sino 
mero  poseedor: 

Considerando  que  supuestos  los  hechos  referidos  y  las  Apre- 
ciaciones de  la  Sala  sentenciadora,  el  fallo  no  infringe  la 
ley  28,  tít.  2.°,  Partida  3.*,  porque  el  D.  Francisco  Zuazo  es 
legítimo  condueño  del  caudal  que  dejó  su  padre  al  morir;  ni 
los  artículos  de  la  Ley  Hipotecaria  que  se  invocan  en  los  mo- 
tivos 2.®,  3.**,  4.°,  5.*"  y  7.**  del  recurso,  aun  cuando  fuera  apli- 
cable al  caso  la  reformada,  que  es  de  fecha  posterior  ala  cons- 
titución de  la  hipoteca  que  se  litiga: 

T  considerando  que  es  inoportuna  la  cita  de  la  ley  2.^,  ti- 
tulo 10,  Partida  3.*;  porque,  como  todas  las  del  procedimiento» 
fueron  revocadas  explícita  y  directamente  por  la  de  Bojuicia- 
miento  civil ; 

Pallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lu- 
gar al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Manuel  María 
González .  &  quien  condenamos  en  las  costas;  y  líbrese  la  cor- 
respondiente certificación  á  la  Audiencia  de  Sevilla,  con  de- 
volución de  los  documentos  remitidos. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  eu  la  Oor- 
ceta  é  insertará  en  la  Colección  legislativa^  pasándose  al  efecto 
las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firma* 
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por  100  ad  valorem:  esta  claae  de  vino  no  podria,  como  V^ 
comprenderá,  soportar  este  último  crecido  derecho,  porque  lo 
absorbe  casi  todo;  y  por  esta  razón,  todas  las  casas  que  em- 
barcan esta  clase  de  vinos  tienen  forzosamente  que  declararlo- 
dándole  un  valor  que  no  exceda  nunca  de  los  50  centavos  por 
galón:  adoptando  esta  marcha,  incluyo  á  V.  el  adjunto  bor- 
rador, que  podrá  servirle  para  extender  la  factura  por  tripli- 
cado: por  lo  expuesto  deducirá  V.  que  estoy  conforme  en  em- 
barcar para  Nueva- York  á  nombre  de  V.  para  la  venta  por 
mi  cuenta  los  expresados  25  cuartos  vino  á  la  jerezana,  con 
cuyo  producto  cobrará  V.  los  reales  vellón  5.000,  importe  de 
dos  millares  de  las  consabidas  duelas  de  refugo  para  pipa, 
juntamente  con  los  intereses  á  8  por  100  anual  desde  la  en- 
trega hasta  su  re^seembolso;  la  comisión  de  5  por  100  sobre  el 
producto  líquido  del  embarque  que  V.  fija  en  dicha  su  favo- 
recida, no  me  parece  equitativa,  porque  debe  V.  tener  en 
cuenta  que  la  casa  de  Nueva-York  cobrará  7  y  medio  por  100 
de  comisión  y  garantía  sobre  el  producto  bruto  de  la  venta^ 
como  es  costumbre  en  aquel  mercado,  y  en  esta  virtud  desea- 
rla que  V.  la  redujese  si  conviene  en  ello,  lo  cual  dejo  á  su 
buen  criterio;  se  me  olvidaba  manifestar  á  Y.  que  los  precios 
á  que  me  venden  esta  clase  de  vinos  en  Nueva -York  son  en- 
tre 1'30  y  1'40  el  galón  con  derecho  pagado,  lo  que  podrá, 
servir  á  V.  de  gobierno  para  participárselo  á  su  corresponsal» 
al  que  no  debe  V.  enviar  más  factura  que  un  ejemplar  de  la 
que  firme  el  Cónsul  americano.» 

Resultando  que  en  consecuencia  de  lo  convenido  en  las 
cartas  del  7,  8  y  9  de  Mayo  compró  Aramburu  dos  millares 
de  duelas  y  embarcó  en  el  buque  Sea  Eagle  la  partida  de  vi- 
nos, cuyo  producto  habia  de  servir  para  el  pago  de  precio,  in- 
tereses y  comisión: 

Resultando  que  el  citado  D.  Ángel  de  Aramburu  en  carta 
de  20  de  Junio  del  mismo  año  de  1869  manifestó  á  Goznezqae 
se  le  presentaba  ocasión  de  tener  aplicación  para  un  par  de 
millares  madera  de  pipa,  y  si  le  convenia  facilitárselos,  dán- 
dole en  su  equivalencia  doble  cantidad  de  su  importe  en  vi- 
nos bajos,  preparados  convenientemente  en  cuartos  de  bota, 
para  su  venta  por  cuenta  de  Aramburu  en  Nueva-York  en 
iguales  condiciones  que  lo  verificó  en  Mayo  anterior,  esperaba 
que  favoreciera  sus  buenos,  deseos;  y  en  21  del  propio  Junio- 
contestó  el  D.  José  Esteban  Gómez  que  no  tenia  inconveniente 
en  facilitarle  los  dos  millares  de  duelas  en  los  términos  qu^ 
proponía:  que  el  vino  que  le  había  de  entregar  para  remitir  i. 
Nueva- York  podría  ser  en  la  CHovannina  y  que  la  despáchate 
dentro  de  quince  días:    .  ^  <  -i 

■i 
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Resultando  que  Gómez  en  carta  de  20  de  Julio  del  ini.«;mo 
año  de  1869  manifiesto  á  Aramburu  que  en  la  fragata  Giovanni- 
na,  que  eu  aquel  dia  había  salido  para  Nueva-Tork,  iban  los  34 
cnartüs  de  vino  que  remitía  por  cuenta  de  aquel  para  su  venta 
en  dicho  mercado:  que  la  fragata  Sea  Eagle^  en  la  cual  fueron 
los  anteriores  25  cuartos,  no  h|tbia  Degado  todavía  á  la  fecha 
de  las  últimas  noticias,  por  lo  cual  nada  pedia  decirle  res- 
pecto á  la  aceptación  de  la  calidad  del  vino  de  Nueva- York: 
que  le  parecía  que  puesto  cque  esto  no  debe  ya  de  tardar,  lo 
in&8  prudente  ha  de  ser  suspender  hacer  ningún  nuevo  envió 
hasta  tener  noticias:» 

Resultando  que  el  D.  Ángel  de  Aramburu  en  carta  de  1 7 
de  Abril  de  1870  dijo  á  Gómez  que  careciendo  Vle  sus  noticias 
con  respecto  al  resultado  de  los  25  cuartos  vino  de  Jerez  que 
embarcó  con  destino  á  Nueva- York  por  el  buque  Sea  Eagle  & 
principios  de  Mayo  de  1 869,  como  también  de  los  34  cuartos 
por  Otovannina  en  1.°  de  Julio  anterior,  habia  de  merecerle  ^ 
sirviera  comunicar  las  noticias  que  tuviera  de  su  corresponsal 
relativas  á  la  venta  de  dichos  vinos  por  si  le  conviniese  repe- 
tir en  su  virtud  algún  otro  envió: 

Resultando  que  D.  José  Esteban  Gómez  en  carta  de  5  de 
Noviembre  de  1870,  constantes  cartas  á  sus  amigos  do  Nueva- 
York  instando  para  la  venta  de  los  vinos  que  por  cuenta  de 
Aramburu  les  envió  por  Oiovannina  y  Sea  ^o^/^,  le  habia  es- 
crito con  lo  que  al  pié  le  trasladaba,  que  como  veria  las  noti- 
cias no  podían  ser  menos  satisfactorias,  y  deseaba  le  dijera  lo 
que  quería  contestase:  que  tal  vez  fuera  mejor  para  los  inte- 
reses de  Aramburu  que  se  le  entregasen  ambas  partidas  á  sus 
corresponsales,  que  podían  tener  más  medios  para  la  venta  que 
los  de  Gómez  contra  pago  de  los  gastos  hechos  y  de  sus  an- 
ticipos; y  en  18  del  propio  mes  Aramburu  dijo  á  Gómez  que 
habia  examinado  por  si  mismo  en  la  bodega  las  muestras  que 
sacó  de  los  vinos,  y  no  se  notaba  la  acidez  áfque  se  refería  el 
mencionado  su  corresponsal:  que  no  alcanzando  á  comprender 
este  enigma,  le  parecía  mejor  optar  por  esperar  á  que  se  pre- 
sentase una  ocasión  favorable  para  obtener  precios  m&s  altof:; 
como  indicaban  los  referidos  sus  corresponsales. 

Resultando  que  D.  José  Esteban  Gómez  en  1.^  de  Marzo 
de  1871  dijo  &  Aramburu  qne  los  amigos  á  quienes  mandó  sus 
vinos  por  Oiovannina  y  Sea  Eagle  ^  dándole  las  más  tristes 
esperanzas  del  resultado  que  esperaban  de  ellos,  le  decían  que 
la  única  oferta  que  por  ellos  hablan  tenido  era  de  50  cénti- 
mos el  galón,  que  hablan  gestionado  para  obtener  siquiera  60 
céntimos,  pero  inútilmente,  y  le  prevenían  que  de  no  reem* 
bolsarles  sus  suplidos,  que  serian  unos  pesos  1.000  ,  adniiti- 
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rian  la  oTerta  de  50  céntimoa  ó  la  megor  que  pudieran  conse- 
guir: que  le  contestase  para  poderles  él  avisar  á  Nueva- Tork: 
y  en  4  de  Abril  siguiente  Gómez  dijo  á  Aramburu  que  no  ha- 
biendo tenido  contestación  á  sus  dos  últimas  cartas,  en  las  qne 
le  proponía  como  el  mejor  medio  de  realizar  los  vinos  que  por 
su  cuenta  mandó  á  Nueva->Tork  con  el  menor  quebranto  po- 
sible, que  ordenara  á  sus  amigos  el  que  se  hiciesen  cargo  de 
ellos,  le  prevenía  que  de  no  tener  su  contestación,  antes  visto 
su  silencio,  que  el  sábado  próximo  escribirla  á  sus  correspon- 
sales para  que  sin  esperar  &  «más  los  vendieran  lo  mejor  que 
pudieran ,  y  si  el  resultado  no  alcanzase  á  cubrir  los  gastos 
y  sus  anticipos,  se  vería  en  la  necesidad  de  reclamarle  la  di- 
ferencia: 

Resultando  que  en  otra  carta  del  28  del  mismo  Abril  de  1871 
el  propio  p.  José  Esteban  Oomez  dijo  &  Aramburu  le  remitii 
cuentas  de  venta  de  los  24  cuartos  de  vino  que  en  1859  remi- 
tió por  su  cuenta  á  Nueva- York  en  la  fragata  Sea  Eagle  y  34 
dichos  en  la  Oiovannina,  cuyos  embarques  después  de  es[ierar 
tanto  tiempo  habían  dado  el  triste  resultado  de  que  el  importe 
de  la  venta  no  cubriese  los  gastos,  debido  á  la  mala  calidad 
del  vino,  que,  como  observaría,  los  gastos  de  la  primera  par- 
tida habian  excedido  al  valor  en  venta  en  pesos  62,24  cénti- 
mos á  la  segunda:  que  le  era  muy  sensible  este  fatal  resul- 
tado :  que  sus  amigos  habian  gestionado  cuanto  era  posible 
por  conseguir  mejor  venta;  ningún  esfuerzo  habian  omitido 
para  ello,  pero  la  mala  clase  del  vino  no  les  ha  ayudado  para 
ello:  que  por  su  parte  cuanto  había  hecho  para  aliviar  su  pér- 
dida todo  lo  posible  que  le  había  sido  prescindir  de  su  comi- 
sión y  trabajar  de  balde:  que  concluidos  ya  estos  asuntos  Arara* 
burn  le  era  deudor  en  aquella  fecha  de  reales  vellón  15.249  7 
céntimos,  de  cuya  súmale  suplicaba  que  tuviese  la  bondad  de 
reembolsarle  á  la  mayor  brevedad: 

Resultando  que  según  las  cuentas  de  venta  á  que  se  refie- 
re la  carta  anterior,  los  24  cuartos  de  vino  remitidos  en  Mayo 
de  1869  &  Nueva- York  en  el  buque  Sea  Eagle  se  vendieron: 
una  cuarta  en  24  pesos  25  céntimos  y  23  cuartas  con  708  y 
mft(li')  galones  á  60  céntimos  en  425  pesos  10  céntimos,  for- 
mando un  total  de  449  peso.*<  35  céntimos ;  y  ascendiendo  los 
gastos  á  465  pesos  70  céntimos,  resultaba  un  exceso  de  gastos 
en  Nueva-York  de  16  pesos  35  céntimos,  que  con  los  interasos 
por  gastos  desde  31  de  Diciembre  &  7  de  Abril  sumaban  23  pe- 
sos 80  céntimos;  v  las  34  cuartas  de  vino  remitidas  en  Juaifr 
por  la  barca  italiana  Giovannina  al  mismo  precio  de  60  cim 
timos  por  galón  en  593  pesos  40  céntimos,  é  importando >Wi 
gastos  6J4  pesos  70  céntimos,  resultaba  un  exceso  de 


SlWTBÍíCIAS   I>R  IftTñ.  731 

«n  Nueva-York  de  51  pesos  30  céntimos,  que  con  los  intereses 
por  gtidtoa  desde  31  de  Dioiembre  á  7  de  Abril  samaba  62  pe- 
•sos  24  céntimos,  todo  conforme  á  las  cuentas  de  ventas  y  gas- 
Ios  respectivas:  que  en  31  de  Diciembre  de  1870  las  de  gastos 
j*  en  1.°  de  Abril  de  1871  las  de  venti^,  se  habían  remitido 
al  D.*  José  Esteban  Gómez  desde  Nueva- York  por  Hagemoyer 
A.  Brun: 

Itesultand^  que  á  la  última  carta  referida  de  Gómez  contes- 
tó en  2^  del  propio  mes  de  Abril  d«  1871  el  D.  Ángel  de  Aram- 
biiru,  diciéndole:  <rCon  la  mayor  sorpresa  y  dudando  de  lo  qae 
leo,  me  informo  por  su  carta,  28  del  actual,  que  los  gastos  de 
los  59  cuartos  de  vino  de  Jerez  que  en  Mayo  y  Junio  de  1869 
embarcó  Y.  por  mi  cuenta  á  Nueva-York  en  las  fragatas  S$a 
Eaglt  y  Oiovannina,  ha  excedido  el  valor  en  venta  pesos  86 
«on  4  céntimos.  No  acepto  hi  puedo  admitir  la  venta  que  me 
declara,  entre  otros  motivos,  porque  no  veo  una  razón  para 
que  se  permita  V.  ocultarme  las  cuentas  originales  de  venta 
y  comprobantes  «correspondientes,  como  lo  ha- hecho  oón  Im 
correspondencia  original  que  le  han  remitido  de  Nueva- York. 
En  vista  de  un  proceder  tan  inconveniente ,  no  es  posible  que 
<;ontinuemo8  más  correspondencia,  por  lo  que  puede  V.  excu* 
sarse  de  dirigirme  en  lo  sucesivo  mfts  cartas,  para  no  perdecel 
tiempo  en  explicaciones  que  á  nada  nos  han  de  conducir.;» 

Resultando  que  D.  José  Esteban  Gómez  dedujo  en  21  de 
Setiembre  de  1871  la  demanda  que  ha  dado  origen  al  presen- 
te juicio,  acompañando  originales  las  cartas  de  Aramburu  y 
en  copias  las  de  Gómez  á  éste ,  fundándose  en  los  hechos  ya 
sentados,  y  pidiendo  se  condenase  á  aquel  al  pago  de  3.812 
pesetas  26  céntimos,  equivalentes  á  los  15.249  rs.  7  céntimos 
como  $aldo  de  la  cuenta  de  venta  de  Us  duelas  y  cíe  los  gas^ 
tos  de  los  vinos ,  con  los  intereses  de  la  demora  y  las  coatas: 
Resultando  que  Aramburu  al  contestar  á  la  demanda  e^i^- 
cepcionó  principalmente  que  Gómez  pudo  examinar  la  calidad 
de  los  vinos  antes  de  expedirlos  para  Nueva- York,  comparán- 
dolos con  las  muestras  remitidas  al  Cónsul  de  I0.9  Estados- 
Unidos,  que  éste  debió  devolver  después  déla  declaración  con- 
sular y  con.'íervar  aquel  en  su  poder:  que  otros  vinos  do  las 
mismas  marcas  babian-  sido  vendidos  por  sus  propios  corres- 
ponsales en  aquel  mismo  puerto  á  mejores  precios ;  que  no  llq- 
garoi)  k  su  poder  las  dos  cartas  de  1.^  de  Marzo  y  de  4  de  Abril 
de  1871  que  Oomez  suponía  haberle  escrito,  advirtiéndol^.  que 
si  no  disponia  de  los  vinos  y  pagaba  sus^  gastos,  se  procederr 
ria  á  la  venta;  y  que  siendo  Gómez  Gomisionis^  de  Arf^mburu 
habia  dispuesto  de  los  vinos  sin  ajustarse  á  las  órdenes  de.8^ 
comitente ,  s^gwBk  se  preceptúa  ^n  el  Qódigo  de  Comercio;  .j 
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al  mismo  tiempo  reconvino  al  actor  para  el  cobro  de  8.311 
reales  j  sus  intereses  legales  por  la  demora  ,  fundándose  ea 
que  éste- hubiera  debido  ser  el  saldo  que  á  su  favor  arrojase 
la  cuenta  de  venta  después  de  pagadas  las  duelas,  si  los  vinos 
se  hubieran  vendido  á  los  precios  que  tenia  ordenado  como 
comitente : 

Resultando  que  antes  de  evacuarse  el  trámite  de  duplica 
Aramburu  pidió  á  Oomez  ciertas  posiciones  relativas  á  la  ra- 
tificación en  el  escrito  de  réplica,  y  á  que  declarase  ser  cierto 
que  no  le  habia  manifestado  los  nombres  de  los  corresponsa- 
les en  Nueva  York,  y  que  estos  le  hablan  abonado  en  su  cuenta 
los  saldos  de  las  dos  cuentas  de  venta  de  los  vinos,  posiciones 
.que  absolvió  Oomez  ,  ratificándose  en  el  escrito  y  declarando 
que  no  habia  manifestado  á  Arambui;u  los  nombres  de  dichos 
corresponsales,  porque  jamás  se  los  habia  preguntado,  ni  teni- 
do necesidad  de  decirlo,  y  que  estos  le  hablan  abonado  en  sn 
cuenta  los  saldos  á  que  se  refería  la  pregunta,  asi  como  antes 
fe  hablan  adeudado  los  otros: 

Resultando  que  seguido  el  juicio  por  sus  trámites  el  Juez 
dictó  sentencia  ,  condenando  á  D.  Ángel  de  Aramburu  á  que 
pague  á  D.  José  Esteban  Gómez,  en  el  concepto  de  precio  de 
ios  cuatro  millares  de  duelas  y  de  saldo  de  la  cuenta  de  venta 
de  los  vinos  que  ofreció  en  pago,  la  cantidad  de  3.812  pesetas 
26  céntimos,  con  los  intereses  legales  de  la  demora,  desde  la 
Techa  del  primer  emplazamiento  que  se  le  hizo  para  contestar 
á  la  demanda,  declaró  no  haber  lugar  á  la  reconvención  pro- 
puesta: y  en  consecuencia  absolvió  de  Blla  á  D.  José  Esteban 
Gómez,  sin  hacer  expresa  condenación  ae  costas: 

Resultando  que  admitida  la  apelación  que. el  demandada 
interpuso  y  sustanciada  la  instancia,  la  Sala  de  lo  civil  de  la 
audiencia  por  sentencia  de  20  de  Marzo  de  1874  declaró  que 
la  diferencia  del  precio  dado  por  Aramburu  á  Gómez  de  un 
peso  36  céntimoii  el  galón  de  vino  á  la  de  60  céntimos,  en  que 
se  carga  en  su  cuenta,  sea  mes  partida  de  cargo  en  la  misma, 
y  en  lo  que  con  esta  sentencia  fuese  conforme  la  apelada  la 
confirmó,  y  en  lo  que  no,  la  revocó,  sin  hacer  expresa  conde- 
nación de  costas: 

Y  resultando  que  D.  José  Esteban  Gómez  interpuso  recur- 
so de  casación,  por  haberse  eu  su  concepto  infrinf^ido: 

1.^  El  contrato  consignado  en  las  cartas  de  7,  8  y  9  de 
Mayo  de  1869,  y  la  ley  1.*,  tit.  1.°,  libro  10  de  la  NoviaiM 
Recopilación,  al  calificar  á  Gómez jde  comisionista  respectoéi 
Aramburu  é  imponerle  las  obligaciones  propias  de  tal  comisio- 
nista, siendo  asi  que  lo  que  se  pactó  fué  la  venta  de  una  Mi 
cierta  por  un  precio  también  cierto;  pero  que  asi  como  lü 
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duelas  se  entregaban  de  presente,  asi  el  precio  quedaba  apla- 
zado en  su  entrega  por  un  tiempo  indeterminado,  por  el  que 
ae  tardara  en  vender  bajo  cierta  forma  los  vinos  del  compr;»- 
dor;  estipulándose  para  ello  durante  la  demora  en  la  entrega 
del  precio  un  interés  de  8  por  100  anual,  y  pactándole  para 
garantir  su  pago  la  remesa  á  Nueva-Tork  de  los  vinos  de 
Aramburu  con  el  objeto  de  que  por  cuenta  de  éste  los  vendie- 
ran los  corresponsales  de  Gómez;  pero  que  aun  admitiendo  hi- 
potéticamente la  apreciación  que  hacia  la  Sala  de  haberse  oe- 
lebrado  á  la  vez  otro  contrato  de  comisión,  se  violaba  el  con- 
trato mismo  ;  la  Ley  recopilada  citada,  al  atribuir  á  semejante 
contrato  de  comisión  una  extensión  que  en  manera  alguna 
podia  tener,  atribuyendo  áGk>mez  obligaciones  distintas  y  4aii 
contrarias  de  las  que  en  el  mismo  contrato  se  impuso,  puesto 
<}ue  los  corresponsales  de  Gómez  en  Nueva-Tork  eran  los  co- 
misionistas verdaderos  de  Aramburu  para  la  venta  de  sus  vi- 
nos, estando  limitada  en  todo  caso  la  comisión  de  Gómez,  á 
puntos  especiales  perfectamente  determinados  en  el  contrato: 

2.^  La  misma  ley  del  contrato  y  la  del  Ordenamiento  ya 
citada,  al  no  considerar  como  comisionistas  de  Aramburu  para 
venta  de  los  vinos  á  los  corresponsales  de  Gómez  eo  Nueva- 
York,  y  al  considerar  á  Gómez  como  comisionista  de  aquel 
para  dicha  operación,  que  no  podia  realizar  por  si,  y  al  no  con* 
siderarlo  en  todo  caso  como  comisionista  limitado  á  actos  de- 
terminados. 

3.^  Las  mismas  leyes  citadas  en  los  puntos  anteriores»  en 
cuanto,  contra  el  tenor  literal  de  lo  pactado,  consideraba  la 
ejecutoria  responsable  á  Gómez  de  los  actos  de  sus  correspon- 
sales en  Nueva- York,  siendo  asi  que  esa  responsabilidad  esta- 
ba reducida  únicamente  á  la  solvabilidad  de  los  mismos: 

4.^  Los  artículos  125,  127  y  134  del  Código  de  Comercio; 
pues  aun  en  el  caso  de  que  se  estimase,  como  lo  hacia  la  eje- 
'Cutoria,  á  Gómez  como  único  comisionista  respecto  de  Aram- 
buru, habia  cumplido  todas  las  obligaciones  de  tal,  y  no  po- 
dría tener  ninguna  responsabilidad  en  el  resultado  de  la  ope- 
ración, pues  debian  imputarse  á  Aramburu,  que  no  contestó  á 
las  cartas  de  Gómez,  las  consecuencias  de  su  proceder  y  de 
ninguna  manera  pesar  sobre  Gómez,  aun  admitiendo  que  éste 
fuese  un  verdadero  comisionista;  y  que  partiendo,  pues,  da 
los  mismos  datos  de  hecho  consignados  en  la  ejecutoria,  re- 
sultaban quebrantados  por  ésta  en  su  espíritu  ó  en  su  letra  loa 
tres  artículos  citados  en  el  Código  de  Comercio^  con.  el  con- 
trato mismo  que  era  ley  en  la  materia. 

S.""  El  art.  136  del  Código  de  Comercio,  toda  vez  que  coa 
arreglo  á  él  no  puede  sostenerse  que  Gómez  tenga  responsa* 
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bilidad  alguna  por  los  actos  de  sus  corresponsales  en  Nueva- 
York,  cnalesquiera  que  esos  actos  sean,  puesto  que  estaba  pre- 
viamente autorizado  por  Aramburu  para  dele^far  en  ellos  toda 
lo  relativo  &  la  venta  de  los  vinos,  y  que  semejante  delegación 
habla  de  entenderse  sin  responsabilidad  de  Gómez ,  tanto  por 
]a  esencia  misma  del  contrato  de  comisión,  consignada  en  el 
Articulo  116  del  propio  Código,  como  por  la  redacción  del  se- 
sudo inciso  del  art.  136,  en  el  que  se  bacreido  necesario  es- 
tablecer en  ciertos  casos  y  sólo  en  ellos  la  responsabilidad  del 
cn>m{sionista  delegante. 

6.**  Y  por  último,  la  ley  16,  tit.  22,  Partida  .3.%  y  la  juris- 
prudencia establecida  por  este  Tribunal  Supremo  en  repetidos 
fallos,  y  entre  ellos  el  de  12  y  18  de  Enero  de  1866,  14  de 
Mayo  y  11  de  Julio  de  1873,  al  conceder  la  ejecutoria  al  de- 
mandado más  de  loque  él  habia  pedido;  pues  que  prescindien- 
do de  que  desde  el  momento  en  que  Aramburu  admitía  el  pre- 
cio de  venta  á  1  peso  14  centavos  cada  galón  de  vino,  por 
decir  que  á  este  tipo  le  habian  vendido  sus  corresponsales  en 
Nueva-York  otros  vinos  que  aseguraba  eran  iguales  á  los  re- 
mitidos para  su  enajenación  &  los  corresponsales  de  Gomes, 
resaltaba  que  quebrantó  el  contrato  en  su  origen,  pues  no  en- 
trega para  su  venta  vinos  quo  importasen  «doble  que  las  due- 
las, y  prescindiendo  también  de  que  la  fijación  de  ese  precio 
corroboraba  que  fué  una  mera  indicación  y  no  una  orden  el 
tipo  de  1  peso  30  centavos  &  1  peso  40  centavos  consi^ado 
en  la  posdata  de,  su  carta  de  15  de  liíayo  de  1869 ,  era  lo 
cierto  que  Aramburu  en  este  pleito  habia  reclamado  que  la 
cuenta  entre  él  y  Gómez  se  formase  partiendo  de  dicho  pre- 
cio de  1  peso  14  centavos  por  galón,  y  lo  era  también  que  la 
ejecutoria  ordenaba  se  formalizase  dicha  cuenta  tomando  co- 
mo dato  un  precio  superior,  como  era  el  de  1  peso  30  cen- 
tavos. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Diaz  de 
Rueda. 

Considerando  que  no  existe  la  infracción  del  contrato  y  de 
la  ley  1.*,  tit.  1.",  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación^  por- 
que realmente  hubo,  además  de  la  venta,  una  verdadera  comi- 
sión, definida  por  el  Código  de  Comercio,  á  la  cual  según  la 
apreciación  de  la  Sala  sentenciadora  faltó  D.  José  Esteban  G^ 
roes,  que  tenia  marcado  para  su  gobierno  el  precio  de  1  pefi<^ 
30  ¿  40  centavos  por  galón ,  y  bien  determinado  el  deber  dr 
participarlo  á  sus  corresponsales  de  Nueva-York,  con  qaieaa^ 
él  habia  de  entenderse  exclusivamente  eu  nombre  propio^  y 
los  cuales  por  consiguiente  no  podian  reputarse  oomo  oomi^ 
sionistas  de  Aramburu: 
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Considerando  qne  al  responder  Gtomes  de  la  solvabilidad  de 
sus  corresponsales  y  no  de  los  precios  á  que  se  vendieron  los 
vinos,  no  podia  menos  de  referirse  á  otros  mayores  que  los 
designados  por  el  comitente,  el  cual  tenia  y  ejercitó  el  derecho 
de  fijar  el  mínimum  de  1  peso  30  á  40  centavos,  como  pudo 
señalar  m&s  adelante  otro  distinto  ó  disponer  que  se  aguanlase 
á  mejor  mercado. 

Considerando  que  tampoco  se  han  infringido  los  artículos 
125,  127  y  134  del  Código  de  Comercio  en  el  concepto  de  ha- 
her  cumplido  Gómez  los  deberes  de  comisionista,  porque  re- 
sulta de  la  apreciación  de  la  prueba,  según  ya  de  ha  expuesto, 
que  no  los  cumplió,  y  que  sin  autorización  de  Aramburu  y 
contra  sus  instrucciones  se  vendieron  los  vinos  á  menos  pre- 
cio; sin  que  respecto  del  anticipo  de  fondos  sobreviniera  el 
descrédito  del  comitente  á  que  se  refiere  la  primera  de  las  ci- 
tadas disposiciones: 

Considerando  que  no  hay  igualmente  infracción  del  art.  136 
de  dicho  Código,  porque  lo  mismo  los  actos  que  Oomez  reali- 
zara por  sí  como  los  ejecutados  por  sus  corresponsales  debían 
ser  conforme  á  las  condiciones  del  contrato  con  él  solamente 
celebrado,  entre  las  cuales  estaba  la  designación  del  precio 
mismo: 

Considerando,  por  último,  que  no  se  infringieron  la  ley  16, 
título  22,  Partida  3/,  y  la  jurisprudencia  establecida  por  va- 
rias sentencias  de  este  Tribunal  Supremo,  en  el  sentido  de  ha- 
berse concedido  al  demandado  en  el  fallo  más  de*  lo  por  él  pe** 
dido  en  la  reconvención ,  porque  en  esta  se^  pretendió  y  en 
aquel  se  otorgó  el  abono  de  la  cuenta  con  arreglo  á  las  ins- 
trucciones de  1  peso  30  centavos,  sin  que  la  Sala  sentencia- 
dora pudiera  dar  importancia  á  una  nota  que  sólo  al  parecer 
se  atribuye  á  Aramburu,  en  la  cual  se  hace  un  cálculo  del 
valor  del  vino  á  peso  y  14  centavos; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lu- 
gar al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  José  Esteban 
Gómez,  á  quien  condenamos  en  las  costas;  y  líbrese  la  corres- 
pendiente  certificación  á  la  Audiencia  de  Sevilla,  con  devolu- 
ción á  la  misma  de  los  documentos  remitidos. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Qa^ 
ceia  é  insertará  en  la  Colección  legislaUtaj  pasándose  al  efecto 
las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firma- 
inos.>=s José  María  Cáceres."»Laureano  de  Arrieta.=>=Juan  Cano 
Manuel.  =Benito  de  UUoa  y  Bey. «Victoriano  Careaga.<=  Joa- 
quín Ruiz  Cañábate. aaRicardo  Diaz  de  Rueda. 

Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Exce*^ 
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lentfsimo  Sr.  D.  Ricardo  Diaz  de  Rueda,  Magistrado  de  la  Sala 
primera  del  Tribunal  Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la 
misma ,  en  el  dia  de  hoy ,  de  que  certifico  como  Escribano  de 
Cámara. 

Madrid  27  de  Diciembre  de  1875.=»RogeUo  González  Montes. 

NüM.  ia4. 

CASA.CION  POR  INFRACCIÓN  DE  LEY.— SALA  PRIMERA. 


Pago  de  cierta  cantidad.— Sentencia  de  28  de  Diciembn*, 
declarando  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto 
por  D.  José  Campo  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  pri- 
mera de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  este  distrito ,  en  pleito 
con  la  razón  social  H.  J.  Enthoven  i  hijos^  del  comercia 
de  Londres. 

En  los  CONSIDERANDOS  sc  cstablecc: 

1 .""  Que  el  contrato  especial  de  letras  de  cambio ,  pura  y 
eminentemente  mercantil^  se  halla  definido  y  regulado  de  una 
manera  completa  y  absoluta  por  las  disposiciones  del  Gódigo 
de  Comercio,  que  son  por  consiguiente  las  únicas  aplicables  á 
la  decisión  de  las^  cuestiones  que  el  cumplimiento  de  dicho  con- 
trato pueda  suscitar, 

2."  Que  con  arreglo  al  art,  462  del  mencionado  Código^  la 
aceptación  de  una  letra  de  cambio  por  la  persona  á  cuyo  car- 
go  ha  sido  librada,  es  la  que  constituye  al  aceptante  en  la  abne- 
gación de  pagarla  i  su  vencimiento, 

3.**  Que  según  las  disposiciones  terminantes  de  los  ar- 
ticulos  456  y  460,  dicha  aceptación  debe  firmarle  por  el  aceptan- 
te ,  y  concebirse  necesariamente  con  la  fórmula  de  acepto  6 
aceptamos,  de  tal  manera^  que  puesta  en  otros  términos^  es  ine* 
ficaz  en  juicio,  y  ha  de  ponerse  ó  denegarse  además  en  el  mismo 
dia  en  que  el  tenedor  de  la  letra  la  presente  para  este  efecto. 

4.°  Que  en  vista  de  las  indicadas  disposiciones  y  de  otras 
concordantes  de  dicho  Código ,  la  aceptación  regular  y  for» 
mal  no  puede  ser  suplida  en  manera  alguna,  ni  acreditarse  per 
otros  medios  que  los  establecidos  en  el  misno .  y  que  aun  9%p^ 
niendo  contra  lo  literal,  y  virtual  d^  tales  disposiciones^  wÉt 
aquella  pudiera  consignarse  en  documento  separado  y  diitm0  J 
de  la  letra  presentada  para  este  efecto  por  el  portador ,  «Uk  J 
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indispsnsaile  que  lal  documento  separado  contuviese  una  obli- 
jiacion  sficat  par  parte  del  aceptante  en  faeor  del  portador 
mümoy  sin  ¿o  cual  na  existiría  la  reciproca  manifestación  de 
voluntades^  necesaria  para  constituir  un  verdadero  contrato 
entre  uno  y  otro.. 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  28  de  Diciembre  de  1875, 
en  el  pleito  pendiente  ante  Nos,  en  virtud  de  reourso  de  casa- 
ción por  infracción  de  ley ,  seguido  en  el  Tribunal  de  Comér- 
melo de  esta  Corte,  y  por  supresión  del  mismo  en  el  Juzgado  dp 
primera  instancia  del  distrito  de  la  Latina  de  la  misma  y  en 
la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  su  territorio,  por 
la  razón  social  H.  J.  Ealhoven  é  hijos ^  del  comercio  de  Lon- 
dres, con  D.  José  Campo  y  Pérez,  sobre  pago  de  1.086.357  rea- 
les 85  céntimos,  importe  de  cuatro  letras  de  cambio: 

Resultando  que  con  fecha  en  Londres  á  21  de  Marzo  de 
18<i6  la  razón  social  Pinto  ^  Pérez  y  Ashley  y  Compañía  y  de 
«quel  comercio ,  expidió  una  letra  segunda  de  cambio ,  á.  tres 
meses  fecha,  á  la  orden  de  si  mismos,  por  la  cantidad  de  rea- 
les 306.000,  á  cargo  del  concesionario  del  ferro-carril  de  Va- 
lencia á  Tarragona,  pagadera  en  Madrid,  la  cual  contiene  un 
endoso  en  blanco  con  la  firma  de  la  casa  libradora: 

Resultando  que  con  la  misma  fecha  se  expidió  otra  tercera^ 
pagadera  en  Madrid,  con  la  siguiente  indicación:  a  La  primera 
aceptada  en  casa  del  Sr,  D.  JoU  Campo  y  Madrid  j  á  guien  en, 
caso  de  necesidad;»  que  esta  letra  tercera  fué  endosada  eu  Lon- 
dres á  3  de  Abril  de  1866  por  la  casa  libradora  á  la  orden  de 
los  Sres.  H.  J.  Enthoven  é  hijos,  valoren  cuenta;  y  por  estos 
en  igual  forma  á  la  de  Bayo,  Mora  y  compañía,  con  fecha  30 
<le  dicho  mes  de  Abril: 

Resultando  que  en  el  mencionado  dia  21  de  Marzo  de  1866 
la  misma  razón  social  Pinto,  Pérez,  Ashley  y  compañía  giró 
otra  letra  segunda  de  cambio ,  con  el  endoso  en  blanco,  á  su 
orden,  y  cargo  del  concesionario  del  ferro >  carril  de  Valencia  á 
Tarragona,  por  la  cantidad  de  256.000  rs.  vn.,  y  otra  tereera 
con  la  misma  indicación  de  La  primera  aceptada  en  casa  del 
Señor  D.  José  Campo,  Madrid;  letra  tercera  que  fué  endosada 
-i,  Enthoven  é  hijos  y  por^  estos  á  Bayo,  Mora  y  compañía : 

Resultando  que  D.  José  Campo  dirigió  una  carta  con  fecha 
en  Madrid  á  25  de  Marzo  de  1866  Pinto ,   Pérez ,  Ashley  y 
H^ompañía,  de  Londres,  en  la  que  después  de  auuciarles  unos 
giros,  dice  asi:  «Con  su  estimada  de  21  corriente  recibo  los 
primeros  ejemplares  de  sos  giros  por  mi  cuenta  de  reales  ve- 
llón 256.000  y  306.000  de  21  del  corriente,  á  tres  meses  fe- 
-tíha,  pagaderos  en  Madrid,  y  de  100.000,  182.000,  y  280.000, 
II.-l."  Y  3.*  47 
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i.'v*  en  Barcelona,  m.  vn.  1.124.000  en  junto,  cargo  le! 

''^.*.  t  •  ario  tiel  ferro -carril  de  Valencia  á  Tarragona,  en  Vi- 

^>..'ioc.-»i^-j^^^  j^  ^^j^  jg  g^  negrociacion  para  adeudarles  e! 

liMOi* .    - 1  j^^  A  cubrir  el  veüciaiiento  de  libras  ll.On'i  le 

1     .  .   ^-irrípnro    Dichos  4r:ro3  fueron  aver  mismo  a  Valencia. 

lile  s»l<írAn  lií>y  en  reg-ia  para  Barcelona  a  los  .>ei.c"e5 

*'-^i  1  V  riiH'ln>'«.  hermanos,  los  pagaderos,  y  para  ésta  los  ra- 

^  '^^  "  í*n  M^'lrM;  todos  á  disposición  de  los  duplicados  - 

P*  n,iqii)ríin'^»  «P***  ^"  ^'^  d^^  mismo  mes  de  Marzo  dirigió  oira 

^^/n  .i.-^M^  (Jampo  ¿  Pinto,  Pérez.  Ashley  y  compañía,  que 

jfL\^    A^iitiilan  aceptados  en   regla  y  debidamente  dociici- 

,.'a.    '^f^    <'l  neñor  concesionario  del  ferro-carril  de  Valeiicla 

'  .^. .^^^NMirt  MUS   giros  á  cargo  del  mismo,  de  reales  vellón 

o^.,  iw»;  \  ;IOO.OOO,  á  Tres  meses,  pagaderos  en  Madrid;  y  de 

,"%\  /*/^\  1M2.000  y  280.000  pagaderos  en  Barcelona.  Los  pit- 

;...  i.s^»  »»n  Madrid  los  conser\-o  en  mi  poder,  y  los  pagadera'^ 

;,   i.4:vHiloria  los  remito  á  los  Sres.  Vidal  y  Cuadros,  hermanos. 

'i    iv^uolÍH  plaza:  todos  á  disposición  de  los  segundos  ó  dupli- 

U'.viultando  que  constituido  un  Notario  en  17  de  Abril  de 
*'ioó,  a  instancia  de  Bayo.  Mora  y  compañía,  en  casa  de  Djn 
>i..n*  i/iimpo  con  la  letra  segunda  de  306.000  rs.  á  fin  de  que 
.«.^  uiit reinase  la  primera  aceptada,  que  se  decía  estaba  eu  .su 
^i.ulisr,  ó  en  su  defecto  la  protestara,  requerido  D.  Salvaior 
\  i  TU,  que  expresó  ser  empleado  de  Campo,  contestó  que  éste 
iiK\  tiallttba  ausente  de  Madrid,  no  entregando  la  letra  que  se  !e 
|M»liíi,  pjr  no  obrar  en  ííu  poder:  y  que  requerido  mediante  ¡a 
iiiiiii',ac'ion  inserta  para  que  interviniera  la  letra,  contestó  que 
uo  \i\  aceptaba  por  falta  <le  fondos  del  librador: 

Hesultnudo  que  practicada  igual  diligencia  en  el  mismo  dia 
«un  la  expresada  letra  segunda  de  cambio  de  256.000  reaie> 
jModujü  el  mismo  resultado: 

Resultando  que  en  25  de  Junio  del  mismo  año  se  extendíO 
otra  acta  de  protesto,  de  la  que  aparece  que  requerido  D.  Joft 
Brihuega,  que  expresó  ser  uno  de  los  empleados  de  D.  Josr 
Campo,  con  presentación  de  la  repetida  letra  tercera  de  reales 
vellón  306.000,  para  que  entregare  la  primera  aceptada  que  se 
decía  estar  en  su  poder  y  solicitar  con  ella  su  pago  ó  protes- 
tarla en  su  defecto,  manifestó  que  D.  José  Campo  se  hallaba 
ausente  de  casa,  y  le  había  prevenido  que  si  bien  á  exigencia 
confidencial  de  Pinto,  Pérez,  Ashley  y  compañía  se  dijo  que 
esta  letra  quedaba  aceptada,  no  fué  exacto  este  hecho,  puesto 
^éjle  sólo  se  quiso  decir  que  se  remitía  á  la  aceptación,  como 
io  probaba  el  no  tenerse  que  aceptar  en  Madrid  y  haberse  le- 
initido  á  Valencia  en  el  mismo  dia  con  este  objeto,   ignorio- 
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dose  después  su  paradero,  por  lo  cual  era  completamente  im- 
posible dicha  entrega:  que  requerido  para  que  pagara  la  letra 
por  la  indicación,  dijo  que  también  le  habia  prevenido  que  no 
la  pagase,  porque  esta  letra  la  giró  sin  duda  la  casa  de  Pinto 
Pérez  á  prevención  de  una  operación  que  no  llegó  á  verificarse, 
7  habiendo  después  quebrado  la  indicada  casa,  y  fugádose 
de  Londres  alguno  de  sus  socios,  fué  ésta,  según  tenia 
entendido,  la  razón  por  que  la  indicada  letra  no  llegó  á  nego- 
ciarse ni  ingresar  su  producto  en  la  caja  de  aquella  casa;  pre- 
sumiendo, por  tanto,  que  se  le  habia  dado  un  curso  irregular,  y 
como  además  carecia  de  fondos  de  los  libradores  y  de  la  per- 
sonal librada,  y  los  ^primeros  le  adeudaban  gruesas  cautidades, 
que  temia  con  fundamento  no  realizar  por  su  situación^  le  era 
imposible  satisfacer  este  giro  sin  uu  notorio  peligro  de  defrau- 
dación; y  que  en  el  mismo  dia  25  de  Junio  se  practicó  igual 
diligencia  con  el  mismo  resultado  respecto  de  la  repetida  letra 
tercera  de  256.000  rs.: 

Resultando  que  cou  fecha  3  de  Abril  de  1866  fueron  libra- 
das otras  dos  letras  segundas  y  terceras  de  259.000  rs.  una  y 
258.000  la  otra,  con  iguales  circunstancias  que  las  anteriores, 
y  que  como  éstas,  fueron  protestadas ,  pero  de  cuyo  pormenor 
no  es  necesario  hacer  mérito,  porque  absuelto  de  su  pago  Don 
José  Campo,  no  son  objeto  del  recurso: 

Resultando  que  la  casa  de  Bayo ,  Mora  y  compañía  firmó 
con  intervención  de  un  Agente  de  cambios,  la  cuenta  de  re- 
saca de  las  dos  letras  segundas  de  256.000  y  306.000,  que  as- 
ciende &  la  cantidad  de  565.830  rs.  81  cents.,  de  que  se  reem- 
bolsaban &  cargo  de  sus  cedentes  Enthoven  é  hijos,  según  giro 
de  aquel  dia  á.la  vista: 

Resultando  que  con  fecha  en  Londres  á  16  de  Junio  de 
1866  la  razón  social  H,  J.  Enthoven  é  hijos  confirió  poder  á 
faivor  de  Nathaniel  Daniels,  próximo  á  partir  á  España,  para 
que  manejase  y  arreglase  todos  los  negocios  que  tenia  en  ella, 
y  entablara,  prosiguiera  y  concluyera  toda  clase  de  pleitos 
con  facultad  de  sustituir  en  todo  ó  en  parte:  que  el  Procura- 
dor D.  Manuel  Miranda  y  García,  en  quien  Nathaniel  Daniels 
sustituyó  este  poder  en  6  de  Julio  de  dicho  año,  acudió  con 
presentación  de  las  letras,  protestos  y  cartas  referidas  con  es- 
crito de  23  de  dicho  mes  de  Julio  al  suprimido  Tribunal  de 
Comercio  de  esta  plaza,  solicitando ,  para  hacer  constar  que 
Campo  habia  recibido  las  primeras  -de  dichas  letras  y  dirigir 
contra  él  la  acción  ejecutiva,  que  reconociera  la  letra  y  firma 
de  las  dos  cartas  de  25  de  Marzo  y  8  de  Abril  como  de  su  puño, 
y  la  de  su  apoderado  en  Valencia  de  7  del  mismo  mes: 

Resultando  que  Campo  reconoció  como  suyas  las  firmas  de 
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la^  dos  cartas;  pero  que  las  letras  priuieras  ¿  que  se  referia  la 
de  25  (le  Marzo  do  fueron  aceptadas,  como  lo  demostraba  la 
misma  carta,  por  ser  imposible  que  lo  obtuvieran  en  el  mismo 
dia  en  que  se  enviaban  de  Madrid  &  Valencia,  á  la  aceptación: 
que  el  párrafo  final  do  la  carta  se  puso  contestando  á  una 
exigencia  de  Pinto  Pérez,  cuya  mala  fé  se  demostraba  en  este 
procedimiento  y  por  otros  actos  que  se  reservaba  demostrar, 
y  respecto  de  los  que  protestaba  usar  de  la  acción  criminal: 
que  las  letras  se  mandaron  á  Valencia  y  después  no  hablan 
vuelto  á  poder  del  declarante,  ig'oorando  su  paradero;  y  que 
ignoraba  si  la  letra  y  firma  de  Prefaci  eran  de  éste: 

Resaltando  que  D.  José  Prefaci,  dependiente  de  D.  José 
Campo  en  Madrid,  dijo  que  no  era  suya  la  firma  de  la  carta; 
y  que  D.  Vicente  Prefaci  factor  de  comercio  en  Valencia,  dijo 
que  no  podia  asegurar  fuera  suya  la  firma  porque  no  recor- 
daba los  hechos  á  que  la  carta  se  contraía,  y  no  podia  tener  cou 
fundamento  cualquiera  alteración,  atendidas  las  circunstancias 
que  hablan  mediado  en  la  quiebra  de  Pinto  Pérez,  A^hley  y 
compañia: 

Resultando  que  la  parte  actora,  en  vista  de  estas  diligen- 
cias, solicitó  que  Campo  absolviera  posiciones;  y  que  verifi- 
cándolo, dijo  que  después  de  las  quiebras  de  Pinto  Pérez  y 
Overend  Gurney,  reasumió  el  declarante  la  dirección  de  ambas 
casas  en  Madrid:  que  sólo  respondía  de  hechos,  propios  en  el 
caso  concreto  de  la  aceptación  de  letras  giradas  ásu  cargo,  ó 
del  concesionario  del  ferro-carril  de  Valencia  á  Tarragona  por 
cualquiera  de  las  dos  casas  citadas:  que  la  de  Valencia, 
como  ,1a  de  Madrid,  respondían  separadamente  de  los  acto? 
que  á  cada  una  en  su  particular  concerniese:  que  ignoraba  lo 
que  D.  Salvador  Vera,  empleado  en  su  casa,  c'ontesta^e  al  ser 
requerido  para  entregar  las  dos  letras  primeras  que  en  la  carta 
de  25  de  Marzo  expresaba  haber  recibido;  pero  si  aseguraba 
que  carecía  de  fondos  del  librador  para  pagarlas,  y  se  negó  al 
pago  por  ser  inaceptable  el  reembolso  de  las  segundas:  que  si 
existiesen  ó  hubiesen  existido  Las  aceptaciones  de  las  prime- 
ras, estarían  en  poder  de  los  portadores  de  las  segundas:  que 
presentadas  estas  para  recoger  las  primeras  por  endoso  de  las 
segundas  á  Bayo  y  Mora,  no  fueron  entregadas  por  no  hallarse 
en  poder  del  declarante  ni  haber  recibido  aviso,  ni  las  pagó 
por  no  ser  á  su  cargo;  y  que  puéstole  de  manifiesto  las  letras 
de  21  de  Marzo  y  3  de  Abril,  dijo  le  parecían  ser  las  mismas 
protestadas  de  que  hablaba  la  carta  de  8  de  Abril,  pero  que 
no  lo  podia  afirmar: 

Resultando  que  el  Procurador  D.  Miguel  Pérez  Mandila. 
en  quien  Nathaniel  Daniels  sustituyó  el  poder  antes  referidb^ 
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solicitó,  á  fin  de  ejercitar  en  el  Senado  contra  D.  José  Campo, 
como  individuo  del  mismo,  la  acción  que  resultaba  compro- 
bada en  las  diligencias,  que  se  le  proveyese  de  un  testimonio 
de  ellas: 

Resultando  que  mandado  por  auto  de  23  de  Mayo  hacer 
saber  á  Campo'  la  anterior  pretensión  para  que  manifestara 
sobre  ella  lo  que  correspondiera  á  su- derecho,  la  parte  actora 
pidió  reposición,  apelando  de  lo  contrario;  y  que  Campo  pre- 
sentó escrito  por  medio  de  Procurador,  acompañando  un  des- 
pacho telegráfico  en  francésr,  fechado  en  Londres  &  25  de  Ma- 
yo, que  dice:  «Circular  anunciando  suspensión  Enthoven,  tiene 
la  fecha  de  30  de  Mayo  del  año  último;»  y  alégaudo  que  to- 
das las  diligencias  practicadas  eran  nulas  é  ilegales  por  no 
tener  los  actores  derecho  ni  personalidad  propia  para  compa- 
recer en  juicio  en  España,  ni  en  parte  alguna,  por  hallarse 
quebrados: 

Resultando  que  negada  la  reposición  y  admitida  la  apela- 
ción, se  remitieron  los  autos  á  la  Audiencia  de  esttt' capital, 
en  la  que,  sin  embargo  de  no  haber  sido  emplazado  más  que 
el  Procurador  del  apelante,  se  personaron  ambas  parte»  en  for- 
ma, sustanciándose  la  instancia,  en  la  que  la  razón  social  de- 
mandante presentó  un  documento  en  inglés,  con  su  traducción 
al  español,  hecha  en  Londres  por  el  Intérprete  de  la  lengua 
castellana  y  traductor  de  oficio  del  Tribunal  de  probanzas  de 
aquella  ciudad,  legalizada  por  el  Cónsul  de  España,  que  com- 
prende la  declaración  que  en  14  de  Setiembre  de  1867  prestó 
ante  un  Notario  James  Dentón ,  Procurador  de  los  Tribunales 
Superiores  y  del  de  Quiebras  en  Inglaterra,  en  la  que  dyo  que 
la  casa  mercantil  de  H.  J.  Enthoven  é  hijos  suspendió  sus 
pagos  en  el  mes  de  Mayo  de  1866,  pero  no  habia  sido  decla- 
rada en  quiebra:  que  los  socios  de  dicha  casa,  no  obstante  tal 
suspensión,  quedaban  facultados  para  proseguir  la  liquidación 
de  la  misma,  habiendo  estado  desde  entonces  autorizados  para 
cobrar  y  pagar  y  principiar  y  continuar  toda  clase  de  pleitos, 
ya  en  Inglaterra  ó  en  cualquiera  otro  punto,  y  para  nombrar 
apoderados  para  los  mismos  objetos;  todo  lo  cual  era  confor-^ 
me  á  la  ley  de  luglaterra,  en  atención  á  que  la  referida  casa 
no  habia  sido  declarada  en  quiebra: 

Resultando  que  confirmado  por  la  Audiencia  el  auto  ape- 
lado, la  razón  social  demandante  desistió  de  su  pretensión,  y 
que  en  6  de  Junio  de  1868  dedujo  la  demanda  objeto  de  este 
pleito  para  que  se  declarase  que  D.  José  Canipo  les  ers  en 
deber  la  cantidad  1.086.357  rs.  con  85  cents.,  importe  de  las 
cuatro  letras  mencionadas  y  cuenta  de*  resaca,  condenándosele 
en  su  consecuencia  á  su  pago  con  los  intereses  legales  desde 
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el  día  del  protesto  y  costas  que  se  originasen;    alegando  en 
apoyo  de  su  pretensión  que  D,  José  Campo  y  el  concesionario 
del  ferro-carril  de  Valencia  á  Tarragona  eran  una  misma  per- 
sona: que  reconocidas  por  Campo  las  dos  cartas  mencionadas, 
afirmaba  en  ellas,  y  con  especialidad  en  la  segunda,  la  acep- 
tación de  las  letras,  asegurando  que  se  hallaban  en  su  poder 
y  consignando  que  eran  pagaderas  en  Madrid,  supuesto  que 
¿  su  casa  venia  la  insinuación:  que  si  bien  el  art.  544  del  Có- 
digo exigia  para  proceder  contra  el  aceptante  en  la  vía  ejecu- 
tiva, la  presentación  de  la  letra  aceptada  y  el  protesto  por 
donde  constase  que  no  fué  pagada,  y  que  los  demandantes  no 
podian  presentar  las  letras  primeras  aceptadas  porque  Campo 
las  ocultó,  valiéndose  de  este  medio  para  eludir  los  efectos  de 
la  ley,  las  carias  reconocidas  suplían  perfectamente  la  exigen- 
cia del  artículp  mencionado :  que  por  los  documentos  recono- 
cidos se  veia  que  la  casa  de  Pinto  Pérez  libraba,  con  ocasioa 
de  los  compromisos  que  tenia  contraidos  en  Londres,  por  la 
aceptación  de  giros  hechos  contra  la  misma  por  D.  José  Cam- 
po, de  manera  que  cuando  éste  se  permitía  hablar  de  créditos 
contra  aquella  casa,  suponiendo  que  le  adeudaba  al  quebrar 
muchos  millones,  faltaba  á  la  exactitud  y  á  lo  consignado  en 
sus  cartas;  así  era  que  no  se  atrevería  á  sostener  que  los  giros 
que  tenia  hechos  sobre  la  casa  de  Pinto  Pérez,  vencederos  en 
30  de  Marzo,  según  su  carta  de  25  de  dicho  mes,  no  fueron  k 
su  tiempo  recogidos  ¿  pesar  de  la  quiebra  posterior  ó  de  la 
suspensión  verificada  en  7  de  dicho  mes:  que  tampoco  podía 
decir  <íon  verdad  que  carecía  de  fondos  del  librador ,  como  lo 
afirmó  al  evacuar  las  posiciones,  porque  sus  propias  cartas  re- 
velaban que  los  giros  se  hacian  por  su  orden  y  para  atender 
A  sus  negociaciones  pendientes  de  pago  en  Londres;  de  ma- 
nera que  aun  considerado  el  crédito  que  se  reclamaba  inde- 
pendientemente de  la  legislacioíi  que  regia  en  materia  de  cam- 
bios,  Campo  estaría  obligado  á  pagar  deudas  de  origen  tan 
sagrado ;  y  que  no  habiendo  sido  satisfechas  las  letras  y  ha- 
biendo reembolsado  los  demandantes,  ó  más  bien  descargado 
á  la  casa  de  Bayo  y  Mora  del  endoso  no  satisfecho,  les  compe- 
tía la  acción  correspondiente  para  reclamar  como  tenedores 
de  las  letras  contra  el  aceptante,  así  como  también  el  importe 
de  la  cuenta  de  resaca: 

Resultando  que  D.  José  Campo  contestó  á  la  demanda  ne« 
gando,  en  primer  lugar  que  la  personalidad  del  concesionario 
del  ferro-carril  de  Almansa  á  Valencia  y  Tarragona  fuera  lá 
misma' que  la  de  D.  José  Campo,  banquero  en  Madrid,  demos-^ 
trándolo  las  mismas  letras  que  estaban  giradas  á  cargo  dd. 
primero,  é  indicadas  al  segundo ,  lo  cual  evidenciaba  que 
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libradores  reconoci&D  y  aceptaban  esta  doble  personalidad,  de 
la  cual  el  tenedor  legitimo  de  las  letras  no  podría  niinca  pres- 
'Cindir:  que  era  inexacto  que  la  aceptación  de  una  letra  pu- 
<liera  acreditarse  por  otros  medios  que  por  el  de  la  misma 
aceptación,  puesta  en  la' tetra  con  la  fórmula  concreta  y  pre- 
cisa, establecida  en  el  art.  456  del  Código,  de  acepto  ó  acepta- 
ino9,  siendo  ineñcaz  en  juicio  puesta  en  otros  términos  :  que 
se  supunia  que  las  dos  primeras  letras  de  autos  fueron  reci- 
bidas por  Campo,  para  presentarlas  á  su  aceptación  al  librado, 
-que  era  el  mismo  Campo  ^  bajo  la  forma  de  concesionario  del 
ferro^carril;  pero  que  las  mismas  palabras  y  supuestos  de  los 
demandantes  se  contradecian  hasta  hacerse  imposibles,  pues 
si  las  letras  fueron  recibidas  por  Campo  para  presentarlas  & 
la  aceptación  del  librado,  era  menester  confesar  que  el  iibrado 
«ra  una  personalidad  distinta  de  la  de  D.  José  Campo  ,  pues 
de  otra  manera  se.  le  hubieran  remitido  para  que  las  aceptara 
«1  mismo  como  concesionario  :  que  era  inexacto  que  constase 
la  aceptación  de  las  letras  por  las  dos  cartas,  pues  giradas  & 
cargo  del  concesiopario  del  ferro- carril  de  Valencia,  y  debiendo 
por  lo  mismo  ser  aceptadas  en  esta  ciudad  ,  donde  siempre 
habia  existido  y  existían  las  oficinas  del  ferro- carril,  y  se  ha- 
llaban la  representación  del  concesionario  ,  para  que  fueriin 
aceptadas  ,  se  remitieron  á  Valencia  en  24  de  Marzo  ,  como  lo 
acreditaba  la  carta  del  25  ,  desde  cuya  fecha  no  volvieron  k 
poder  de  Campo,  ni  en  los  autos  habia  dato  ni  indicación  que 
justificase  lo  contrario;  no  bastando  decir'que  semejante  aserto 
se  fundaba  en  la  carta  especial  que  Campo  escribió  á  Pinto 
Pérez  en  el  mismo  dia  25  de  Marzo  manifestando  que  las  letras 
quedaban  aceptadas  por  el  concesionario  del  ferro- carril,  por- 
que esta  carta  especial  ó  particular  acusaba  un  Ijiecho  que 
rechazaba  y  desvirtuaba  la  carta  mercantil,  en  atención  á  que 
era  ur«  imposible  material  que  las  letras  quedasen  aceptadas 
en  el  mismo  dia  que  se  enviaban  á  Valencia  para  su  acepta- 
-cioij;  debiendo  añadir  únicamente  sobre  este  particular,  que  la 
carta  especial  de  25  de  Marzo  fué  escrita  en  virtud  de  orden 
-especial  de  Pinto  Pérez,  cuyo  propósito  y  hasta  cuya  malicia 
ignoraba  Campo»  habiendo  venido  después  á  descubrirán  que 
no  fué  otra  cosa  m&s  que  un  medio  artificioso  y  maliciosa- 
mente preparado  para  defraudar  á  Campo  aquella  cantidad: 
que  además  la  demanda  no  podia  ser  admitida  ni  estimada, 
porque  los  demandantes  no  habian  prestado  la  conveniente 
seguridad  en  arraigo  del  juicio  que  exigia  el  art,  238  de  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  civil,  supletorio  de  la  mercantil ,  siendo 
e^ta  excepción  doblemente  eficaz  en  este  caso,  porque  la  razón 
social  demandante  no  existia,  en  sentido  mercantil,  hall&ndose 
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privada  de  todos  sus  derechos  civiles  por  el  estado  de  quiebra 
en  que  se  encontraba,  por  lo  caal  era  incontestable  que  no* 
habian  podido  comparecer  en  el  juicio  no  contando  con  bienes 
ni  con  personalidad  con  que  poder  responder  á  sus  resaltas, 
y  no  siéndoles  por  consecuencia  lícito  ejercitar  la  acción  que 
habian  producido  : 

Resultando  que  suministrada  prueba  por  las  partes  ,  dictó 
sentencia  el  Juez  de  primera  instancia ,  por  la  que  absolvió  i 
D.  José  Campo  de  la  demanda  contra  él  deducida  por  la 
razón  social  H.  J.  Enthoven  é  hijos  en  su  escrito  de  6  de 
Junio  de  1868,  condenándoles  á  perpetuo  silencio;  declaró  que 
estos  tienen  personalidad  para  entablar  el  presente  litigio,  y 
también  no-  haber  lugar  á  que  afianzasen  el  arraigo  del  juicior 

Resultando  que- remitidos  los  autos  á  la  Audiencia  de  est« 
Corte  por  virtud  de  la  apelación  que  la  razón  social  deman- 
dante interpuso,  y  á  que  se  adhirió  D.  José  Campo,  dictó  sen- 
tencia la  Sala  primera  de  lo  civil  en  9  de  Noviembre  de  1872^ 
declarando  que  la  Sociedad  demandante  H.  J.  Enthoven  & 
hijos  tiene  personalidad  para  seguir  este  pleito  ;  que  no  está 
obligada  á  afianzar  el  arraigo  del  juicio,  y  que  no  procede  la 
reserva  de  las  acciones  civiles  y  criminales  solicitada  por  Doft 
José  Campo,  absolvió  á  éste  en  cuanto  á  las  dos  letras,  impor- 
tantes 517.000  rs.,*  libradas  en  3  de  Abril  de  1866,  condenán- 
dole al  pago  de  565.830  rs.  81  cents.,  importe  de  las  otras  do* 
libradas  en  21  de  Mafzo  del  mismo  «ño,  y  los  gastos  de  re- 
seca é  intereses  vencidos  desde  el  dia  del  protesto,  á  razón  áel 
6  por  100  anual,  sin  hacer  especial  condenación  de  costas; 

Resultando  que  D.  José  Campo  interpuso  recurso  de  casa- 
cacion  por  quebrantamiento  de  forma  y  por  infracción  de  ley, 
fundado  el- primero  en  la  causa  2.* del  art.  4.^  de  la  ley,  ósea 
en  la  falta  de  personalidad  dé  la  razón  social  demandante,  por 
haber  quebrado  el  dia  30  de  Mayo  de  1866  ,  recurso  á  que  se. 
declaró  no  haber  lugar  por  este  Supremo  Tribunal;  y  citando 
como  infringidas,  respecto  al  recurso  en  el  fondo,  que  es  el  de 
que  hoy  se  trata,  las  leyes  y  doctrinas  siguientes: 

1  .**  Haciendo  la  debida  separación  entre  la  falta  de  perso- 
nalidad y  la  falta  de  acción  y  derecho  para  entablar  una  de- 
manda, y  siendo  incontestable  que  habiendo  quebrado  la  razon- 
social  H.  J.  Enthoven  é  hijos  el  dia  referido,  quedaron  priva- 
dos de  la  administración  de  sus  bienes  y  de  los  bienes  mismos,. 
y  hasta  de  sus  derechos  civiles,  siendo  por  consiguiente  per- 
fectamente nulos  cuantos  actos  hubieran  ejecutado  con  pósito 
rioridad  á  aquella  declaración,  al  reconocerles  la  sentenciA ' 
acción  y  derecho  para  formular  personalmente  contra  D.  Joif^:i* . 
Campo  la  demanda  de  autos ,  llegando  hasta  el  extrema  drtiiUj 
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condenarle  en  una  parte  de  su  importe  ,  los  artículos  1.035, 
1.086  ,  1.168  y  1.174  del  Código  de  Comercio",  y  también  el 
artículo  382  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

2.®  Con  relación  á  la  excepción  dé  arraigo  ^íel  juicio  que 
8e  había  desestimado  en  la  sentencia,  declarando  que  no  esta- 
ban obligados  los  demandantes  á  afianzarle ,  el  art.  238  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  civil  que  lo  -establece.  • 

3.^  Siendo  doctrina  reconocida  por  la  jurisprudencia  de 
este  Supremo  Tribunal ,  concordante  con  lae  disposiciones  le- 
gales, que  al  que  afirma  un  heüho  ó  tacha  de  vicioso  un  do- 
cumento le  incumbe  su  prueba;  y  como  la  demanda  se  fundó 
esencial  y  sustancialmente  en  el  hecho  reconocido  y  aceptado 
por  la  sentencia  de  que  Campo  y  el  concesionario  del  ferro- 
carril de  Valencia  &  Tarragona  eran  una  misma  cosa  ,  deri- 
vando de  aquí  la  suposición  de  que  las  letras  á  cuyo  pago  con- 
denaba la  sentencia  fueron  aceptadas  por  D.  José  Campp ,  sin 
que  se  hubiera  justificado  este  hecho  á  pesar  de  haberse  negado 
resuelta  y  terminantemente  por  éste,  apoyando  y  demostrando 
la  exactitud  de  la  negativa  con  la  Real  orden  de  28  de  Febre- 
ro de  1862  y  con  el  Real  decreto  de  5  de  Marzo  del  mismo 
año  infringía  la  sentencia  las  leyes  1.*  y  2.*,  tít.  14  de  la  Par- 
tida 3.*,  y  la  jurisprudencia  establecida  por  este  Tribunal  Su- 
nremo  en  sentencia  de  22  dfe  Enero  de  1849,  28  de  Junio  de 
1858,  21  de  Noviembre  de  1859,  17  de  Junio  de  1864  y  Í3  de 
Ufarlo  de  1866,  así  como  el  principio  de  derecho  adore  non 
probanUy  reujf  est  absolvendus. 

4.**  La  ley  2.*,  tít.  16,  libro  11  de  la  Novísima  Recopila- 
ción ;  el  principio  de  derecho  de  que  las  sentencias  deben 
ajustarse  á  lo  alegado  y  probado,  y  la  jurisprudencia  de  este 
Tribunal  Supremo  consignada  en  laS  de  5  de  Junio  de  1860, 
28  de  Junio  de  1861  y  26  de  Mayo  de  1ÍB66;  por  cuanto  en  la 
Fcntencia  se  habla  prescindido  de  gran  número  de  pruebas 
plenas  y  perfectas,  suministradas  por  D.  José  Campo,  y  hasta 
aceptadas  por  los  demandantes,  y  entré  ellas  de  las  que  pro- 
dncia  la  carta  comercial  de  25  de  Marzo,  de  la  prueba  testifi- 
cal que  suministraban  las  declaraciones  de  Samuel  Jhon  Ro- 
bert  y  Leopoldo  Leffetre  de  la  existencia  en  autos  de  los  pri- 
meros y  segundos  ejemplares  dé  estas  letras,  cedidas  á  favor  de 
Caben  Weisveiller  y  Bauer,  de  otros  extremos  perfectamente 
acreditados  en  los  autos. 

5.*  Los  artículos  466,  460  y  461  del  Código  de  Comercio, 
puesto  que  para  que  la  aceptación  de  una  letra  pueda  surtir 
efecto,  es  necesario  que  se  ponga  en  la  misma  letra  con  la 
fórmula  aceptó  ó  aceptamos^  lo  cual  no  habia  sucedido  ni  po- 
dido suceder   con  las   de  autos  ,  porque   giradas  á  cargo  del 
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concesioDario  del  ferro-carril  de  Valencia  á  Tarragona  en 
Valencia,  Campo  no  era  el  librado  y  no  podía  poner  semejante 
aceptación ;  porque  constaba  de  autos  por  la  carta  comercial 
de  25  de  Marzo  de  1866  que  las  letras  fueron  á  Valencia  para 
recoger  esa  aceptación  y  se  extraviaron ,  sin  que  existieran 
semejantes  letras,  ni  por  consiguiente  su  aceptación  puesta  en 
ellas  coH  arreglo  ¿  la  ley.  - 

6.°  Los  mismos  articulo^  del  Código  de  Comercio  citados 
en  el  número  anterior ,  por  cuanto  ninguna  de  las  manifesta- 
ciones que  la  sentencia  hacia  en  los  considerandos  alcanzaban 
¿probar  legal  ni  moralmeqte  que  Campo  aceptase  tales  letras» 
ni  mucho  menos  que  la  aceptación  estuviera  puesta  en  ellas 
y  con  la  forma  que  exigían  los  mencionados  artículos;  mani- 
festaciones que,  ó  no  tenian  fundamento  alguno,  ó  se  referiao 
exclusivamente  á  la  carta  especial  ó  confidencial  de  25  de  Mar- 
zo de  1866,  en  cuya  apreciación  padecía  la  sentencia  equivo- 
caciones tan  graves  como  lamentables. 

7.°  El  art.  432  del  Código  mercantil,  al  suponer  la  senten- 
cia que  por  haber  manifestado  Campo  en  la  mencionada  car- 
ta ,  que  las  letras  quedaban  aceptadas  por  el  concesionario 
del  ferro-carril,  aceptó  Campo  las  letras  y  debia  reembolsar  sa 
importe. 

8.^  El  principio  de  derecho  de  que  las  sentencias  han  de  ser 
conformes  i  lo  alegado  y  probado,  y  la  jurisprudencia  consig- 
nada por  este  Supremo  Tribunal  en  las  de  Junio  de  1860  J 
30  de  Junio  de  1864,  entre  otras;  toda  vez  que  se  suponía 
que  Campo  había  girado  muchas  cantidades  á  cargo  de  Pinto 
Pérez,  y  estos  se  hablan  reembolsado  pagando  Campo ;  y  pres- 
cindiendo de  que  este  supuesto  era  completamente  ajeno  ¿  los 
autos,  sin  que  sobre  él  se  hubiera  hecho  prueba  de  ningon 
género,  era  incontestable  que  esta  suposición  no  probaria  nun- 
ca el  caso  concreto  de  que  Campo  aceptase  estas  letras  ni  de- 
bia pagarlas. 

Q.'^  El  art.  53  del  Código  de  Comercio  en  su  p&rrafo  ter- 
cero, y  la  regla  de  derecho  de  que  siempre  debe  favorecerse  i 
la  libertad  en  caso  de  duda;  porque  en  la  correspondencia  de 
Campo  estaba  explicado  el  hecho  del  extravio  de  las  letras, 
habiendo  sido  cotejada  aquella  con  los  libros  en  el  término  da 
prueba,  con  citación  de  los  demandantes,  sin  que  por  estos  ae 
hubiera  hecho  prueba  alguna  en  contrario. 

10.     El  principio  ya  citado  de  que  las  sentencias  deben  a^r 
conformes  á  lo  alegado  y  probado ,  y  de  que  el    contrato  ^: 
la  ley  en  la  materia;  toda  vez  que  la  sentencia  se  fundaba ifpj 
meras  é  insostenibles  presunciones  contra  el  resultado  da.lMi¡| 
autos. 
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11.  El  art.  466  del  Código  de  Comercio  y  la  ^  regla  de  de- 
recho de  que  ninguno  puede  dar  á  otro  más  derecho  del  que 
tiene;  puesto  que  endosados  por  la  casa  dé  Pinto  Pérez  los 
primeros  y  .segundos  ejemplares  de  las  letras  á  favot  de  Caben 
Weisveiller  y  Bauer,  que  las  protestarun,  era  evidente  que  no 
pudieron  endosarlas  después  á  Bayo  ,  jB^ora  y  compañía,. ni 
estos  ^  H.  J.  Bnthoven  é  hijo,  siendo  nulos  por  consi^iente 
los  endosos  puestos  en  los  segundos  ejemplares  y  en  los  terce- 
TOS,  fuera  el  que  quiera  el  motivo  por  que  lo  hicieran  y  hu- 
bieran venido  ó  no  á  les  autos  con  ánimo  de  realizarlas. 

12.  £1  articulo  ya  citado  466  del  Código  de  Comercio  al 
suponer  inexactamente  que  Campo  manifestase  que  las  letras 
quedaban  aceptadas  por  él,  toda  vez  que  lo  que  dijo  fué  que 
quedaban  aceptadas  por  el  concesionario,  á  cuyo  cargo  es- 
taban giradas ,  además  de  que  esta  manifestación  nunca  le 
impondría  la  obligación  de  pagarlas  ni  á  él  ni  al  concesio- 
nario. 

13.  Los  artículos  514,  518,  522  y  534  del  citado  Código, 
por  cuanto  las  letras  no  estaban  protestadas  debidamente, 
puesto  que  las  diligencias  de  protesto  deben  entenderse  perso- 
nalmente con  el  sujeto  á  cuyo  cargo  esté  girada  la  letra,  en 
el  domicilio  á  donde  corresponda  evacuarla  debidamente  ,  no 
tenia  derecho  el  portador  á  exigir  su  reembolso  ni  el  de  los 
gastos  de  protestos,  resaca  ni  intereses. 

Y  14.  El  art.  526  del  Código  al  suponer  la  sentencia  que 
por  haberse  requerido  á  Campo  para  que  interviniese  las  letras 
úél  portador  y  no  haberlo'  hecho,  quedó  responsable  del  importe 
de  las  mismas  y  de  los  gastos  é  intereses ;  siendo  así  que  la 
intervención  por  un  tercero  en  una  letra  de  cambio  no  podía 
hacerse  sin  que  la  letra  estuviese  protestada  por  falta  de  acep- 
tación ó  de  pago,  conforme  al  art.  514  del  Código,siendo  ade- 
más la  intervención  un  acto  voluntario  y  puramente  espontá- 
neo de  la  persona  que  se  ofrecía  á  aceptarla  ó  pagarla. 

Visto ,  siendo  Ponente  el  Magistr?:do  D.  Laureano  de  Ar- 
rieta. 

Considerando  que  el  contrato  especial  de  letras  de  cambio, 
pura  y  eminentemente  mercantil,  se  halla  definido  y  regulado 
de  una  manera  completa  y  absoluta  por  las  disposiciones  del 
Código  de  Comercio,  que  son,  por  consiguiente,  las  únicas 
aplicables  á  la  decisión  de  las  cuestiones  que  el  cumplimiento 
de  dicho  contrato  pueda  suscitar: 

Considerando  que,  con  arreglo  al  art.  462  del  mencionado 
Código,  la  aceptación  de  una  letra  de  cambio  por  la  persona  á 
cuyo  cargo  ha  sido  librada,  es  la  que  constituye  al  aceptante 
en  la  obligación  de  pagarla  á  su  vencimiento: 
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Considerando  que,  según  las  disposiciones  terminantes  de 
los  artículos  456  y  460,  dicha  aceptación  debe  firmarse  por  el 
aceptante  y  concebirse  necesariamente  con  la  fórmula  de  acep- 
to ó  aceptamos ,  de  tal  manera ,  que  puesta  en  otros  términos 
es  ineficaz  en  juicio ;  y  ha  de  ponerse  ó  denegarse  además  en 
el  mismo  dia  en  que  el  tenedor  de  la  letra  la  presente  para  este 
efecto: 

Considerando,  en  vista  de  las  indicadas  disposiciones  y  de 
otras  concordantes  de  dicho  Código,  que  la  aceptación  regular 
y  formal  no  puede  ser  suplida  en  manera  alguna »  ni  acredi- 
tarse por  otros  medios  que  los  establecidos  en  el  mismo;  y 
que  aun  suponiendo,  contra  lo  literal  y  virtual  de  tales  dispo- 
siciones, que  aquella  pudiera  consignarse  en  documento  sepa- 
rado y  distinto  de  la  letra  presentada  para  este  efecto  por  el 
portador,  seria  indispensable  que  tal  documento  separado  cod- 
tuviese  una  obligación  eficaz  por  parte  del  aceptante  en  favor 
del  portador  mismo,  sin  ¡o  cual  no  existiría  la  reciproca  mani- 
festación de  voluntades,  necesaria  para  constituir  un  verdadera 
contrato  entre  uno  y  otro: 

Considerando  que  en  el  caso  presente  resulta  demostrado,  y 
es  un  hecho  fundamental  convenido  entre  las  partes  litigantes 
y  consignado  en  la  sentencia,  que  D.  José  Campo  no  aceptó  eo 
la  forma  y  con  los^quisitos  exigidos  por  los  expresados  ar- 
ticules del  Código  de  Comercio ,  ni  por  documento  alguno  es- 
pecial, que  hubiese  otorgado  en  favor  de  la  razón  social  de  H.  h 
Enthoven  é  hijos  ninguna  de  las  dos  letras  objeto  de  este  re- 
curso, giradas  en  21  de  Marzo  de  1866  por  la  casa  de  comercio 
(le  Londres  Pinto  Pérez,  Ashley  y  compañía,  k  tres  meses  fe- 
cha, á  su  propia  orden  y  á  cargo  del  concesionario  del  ferro- 
carril de  Valencia  á  Tarragona,  de  306.000  y-256.000  reales 
vellón  respectivamente,  y  endosadas  en  3  de  Abril  siguiente  por 
.dicha  casa  libradora  á  la  orden  de  la  mencionada  razón  social 
H.  J.  Enthoven  é  hijos,  y  que,  por  el  contrario,  aquellas  letrts 
fueron  protestadas  en  17  del  mismo  mes  de  Abril  y  en  25  de 
Junio  siguiente  por  falta  de  aceptación  y  de  pago  á  la  presen- 
tación de  sus  tercerosV¡emplares,'como  lo  hablan  sido  en  14  y 
25  de  los  mismos  meses  á  instancia  de  los  Sres.  D.  JoséCahen 
Weisveiller  y  Bauer,  portadores  de  los  ejemplares  s^undos,7 
á  quienes  hablan  sido  igualmente  endosadas  por  la  mencioai* 
da  casa  libradora: 

Considerando  que  la  expresión  consignada  en  la  carta  Ib* 
mada  especial  de  D.  José  Campo  á  Pinto  Pérez  Ashley  y  O09- 
pañia  de  25  de  Marzo  de  1866,  al  acusarle  el  recibo  de  dkl» 
primeros  ejemplares,  de  «Quedan  aceptados  en  regla  y  debM^ 
mente  domiciliados  por  el  señor  concesionario  del  ferro-cMflt 
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^e  Valencia  á  Tarragona,  sus  giros  á  cargo  del  mismo,  etc.,^ 
dista. mucho  de  constituir  una  verdadera  aceptación,  tal  cual^ 
la  define  y  exige  el  Código  de  Comercio,  y  no  puede,  por  con- 
fiiguiente,  producir  los  efectos  atribuidos  &  ésta  por  el  mismo; 
y  que  cualquiera  que  sea  la  responsabilidad  contraída ,  á  vir- 
tud de  aquella  cláusula,  por  D.  José  Campo  para  con  la  casa 
libradora  de  Pinto  Pérez  Ashley  y  compañía,  atendida- tam- 
bién la  circunstancia  de  haber  esta  casa  suspendido  sus  pagos 
•en  7  del  expresado  mes  de  Abril  de  1866  ,  antes  ,  por  consi- 
guiente, de  la  presentación  de  dichas  letras,  esa  responsabili- 
dad no  atribuye  á  la  razón  social  de  H.  J,  Entboven  é  hijos, 
portadora  de  las  mismas,  derecho  ninguno  contra  Campo,  por 
m&s  que  la  fecha  del  correspondiente  reembolso  contra  dicha 
casa  libradora  ó  contra  quien  ¿  virtud  de  endoso  le  hubiese 
trasferido  la  propiedad  de  las  letras: 

Considerando ,  en  su  virtud ,  que  la  Sala  sentenciadora  al 
<sondGnar  á  D.  José  Campo  á  que  pague  á  la  razón  social  de- 
mandante H.  J.  Enthoven  é  hijos  565.830  rs.  81  céntimos,  im- 
porte de  dichasMos  letras,  libradas  en  21  de  Marzo  dfe  1866. 
í^astós  de* resaca  é  intereses  desde  el  dia  del  protesto,  á  pesar 
de  no  aparecer  la  debida  y  formal  aceptación  de  ellas,  ni  obli- 
gación alguna  por  parte  de  Campo  en  favor  de  esta  lUtima 
razón  social,  ha  infringido  los  expresados  artículos  456,  460 
y  462  del  Código  de  Comercio,  citados  bajo  este  concepto  e:i 
-el  presente  recurso  y  base  fundamental  del  mismo,  no  siendo, 
por  tanto,  necesario  descender  al  examen  de  los  demaa  motivos 
«que  en  él  se  alegan; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar 
al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  José  Campo;  y  en  su 
consecuencia  casamos  y  anulamos  la  sentencia  que  en  9  de 
Noviembre  de  1872  dictó  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Aur- 
diencia  de  esta  Corte,  en  la  parte  k  que  dicho  recurso  se  refiere; 
y  mediante  á  hallarse  los  autos  originales  en  este  Supremo 
Tribunal,  procédase  á  la  tramitación  de  los  mismos  con  arre^ 
!glo  &  la  ley. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  Ia  Ga- 
cela y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa ,  pasándose  al 
-efegto  las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y 
firmamo8.«=Juan  González  Aceveulo.  ^  José  María  Cáceres.^ 
Laureano  de  Arrieta.^^^José  Fermín  de  Muro.s=sJuan  Cano  Ma- 
Quel.c»Benito  de  (Jlloay  Rey.=»Ricardo  Díaz  de  Rueda. 

Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Exceleii- 
tíslmo  Sr.  D.  Laureano  de  Arrieta,  Magistrado  del  Tribunal.  Su- 
premo,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera,  en  el 
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dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Relator  Secretario  de  I» 
misma. 

Madrid  28  de  Diciembre  de  1 875  .= Licenciado  Desiderio 
Martinez. 

NüM.  135. 

CASACIÓN   POR   INFRACCIÓN   DE  LEY.— SALA  PRIMERA. 

• 

Paoo  de  unas  dotbs.  —Sentencia  de  29  de  Diciembre,  declaran- 
do no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por 
Doña  Balbina  cKico  González  y  Doña  Vicenta  Chico,  v  que 
há  lugar  al  deducido  por  Doña  Antonia  Naya  Paradela  y 
Doña  Juana  González  Paradela,  contra  la  pronunciada  ix)r 
la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Corana,  en  pleito 
con  la  Marquesa  de  San  Juan  de  Carballo  y  su  hermana 
Doñ^  Celestina  Pardo  Liaño. 

En  sus  CONSIDERANDOS  sc  cstablecc: 

Que  según  jurisprudencU  dH  Tribunal  Supremo^  consig- 
nada  en  sentencia  de  11  de  Noviembre  de  1865,  la  prescripción 
gue  establece  la  ley  63  de  Toro  comprende  toda  clase  de  ac- 
ciones, sean  reales,  personales  ó  mixtas. 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  &  29  de  Diciembre  de  1875, 
en  el  pleito  pendiente  ante  Nos,  en  virtud  de  recurso  de  casa- 
ción por  infracción  de  ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera 
instancia  de  la  Coruña  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia 
de  su  territorio  por  Doña  Antonia  Naya  Paradela,  Juana  Gon- 
zález Paradela,  José  Santos  Rodríguez ,  como  marido  de  Bal- 
bina  Chico  González  Paradela  y  apoderado  de  Josefa  Chico  Pa- 
radela, y  Manuel  Santiago  Martinez,  como  marido  de  Vicenta 
Chico  Paradela,  con  Doña  Antonia  Pardo  Liaño  y  Tirado. 
Marquesa  de  San  Juan  de  Carballo ,  y  su  hermana  Doña  Ce- 
lestina Pardo  Liaño,  sobre  pago  de  unas  dotes: 

Resultando  que  en  1.®  de  Junio  de  1724  otorgó  escritora 
D.  Antonio  Pardo,  Señor  de  la  feligresía  y  coto  de  San  íaan 
de  Carballo,  por  la  que  fundó  vínculo  y  mayorazgo  de  todo» 
sus  bienes,  para  cuya  obtención  y  goce  hizo  18  llamamientos, 
llamando  en  undécimo  lugar  á  Jos  hijos,  nietos  y  descendien* 
tes  de  D.  Cri.stóbal  de  Cuevas  y  Doña  Inés  de  la  Reguera  y 
Pardo,  su  hermana,  por  orden  regular,  imponiendo  la  obliga 
cion  al  poseedor  del  mayorazgo  de  dar  en  cada  un  año  défiji 
frutos  y  rentas  de  él  500  ducados  de  vellón  á  la  parieuta  S^fír, 
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conforme  las  lineas  j  por  el  orden  en  que  las  dejaba  llamadas 
en  aquella  fundación ,  para  que  tomase  estado  de  casada  ó  de 
Téligiosa,  á  que  se  había  de  poder  obligar  á  dicho  poseedor 
por  los  términos  del  derecho  y  proceder  por  la  via  ejecutiva 
k  su  oobranza;  y  si  se  diera  el  caso  de  concurrir  dos  ó  más 
parientes  en  un  mismo  grado,  quería  fuera  preferida  pera  la 
percepción  de  dichos  500  ducados  la  que  fuese  de  mayor  edad, 
y  por  este  orden  todos  los  años  para  siempre  jam¿s,  y  no  ha^ 
biéudola  de  la  primera  línea  habia  de  ser  de  la  que  le  siguiera 
según  dichos  llamamientos;  pero  si  se  diese  el  caso  que  t;o 
hubiera  la  tal  parlenta  de  las  dichas  lineas,  quería  lo  fuera 
la  que  hubiese  en  las  dem&s  de  su  apellido,  en  cualquiera  parte 
que  fuera: 

Resultando  que  en  21  de  Agosto  de  1855  entabló  demanda 
D.  Garlos  Bon,  como  marido  de  Dofía  Tomasa  Gómez,  en  re- 
presentación de  los  derechos  de  su  madre  Gertrudis  Rodríguez 
y  Requeira  y  su  abuela  Doña  Tomasa  Valeiro  y  Requeira, 
contra  Doña  Antonia  Liafío  y  Tirado  y  su  hermana  Doña  Ce- 
lestina, sobre  pago  de  500  ducados  <iue  cada  una  de  aquellas 
debia  haber  por  via  de  dote  en  virtud  de  las  cláusulas  de  la 
fundación  referida;  y  que  acumulada  á  esta  demanda  otra  que 
con  igual  objeto  dedujo  D.  José  Barrios,  como  marico  de  Te- 
resa Rodríguez,  sustanciado  el  juicio  en  dos  instancias,  ter- 
minó por  sentencia  que  en  22  de  Febrero  de  1860  dictó  la  Au- 
diencia de  la  Coruña,  declarando  que  las  demandadas  estaban 
obligadas  á  dar  en  cada  un  año,  por  cuenta  de  los  frutos  y 
rentas  del  mayorazgo  fundado  por  su  antepasado  D.  Antón  íq 
Pardo  en  1724,  desde  que  eran  poseedores  de*  los  bienes  cor- 
respondientes al  mismo,  500  ducados  á  una  parienta  de  éste, 
conforme  á  las  lineas  y  por  el  orden  en  que  las  llamó  pya  que 
tomase  estado  de  casada  ó  de  religiosa;  declaró  igualmente 
que  las  demandantes  justificaron  su  parentesco  con  una  de  las 
lineas  llamadas  por  el  fundador  al  goce  de  la  referida  dote, 
y  en  su  consecuencia  condenó  á  las  demandadas  á  entregárse- 
las en  el  término  de  quince  dias,  sin  perjuicio  del  derecho 
que  pudiera  corresponder  á  otilas  parientas  que  se  hallasen  en 
línea. preferente  á  la  que  pertenecían  Doña  Francisca  Tomasa 
Gómez  y  Doña  Teresa  Rodríguez: 

Resultando  que  consignados  en  la  Caja  de  Depósitos  por 
D.  Manuel  López  de  Tejada,  máHdb  de  Doña  Antonia  Panlo, 
y  por  Doña  Celestina  Pardo  los  l.ÓOO  ducados,  importe  de  las 
dos  dotes,  se  acumularon  á  estos  autos  otras  varias  reclama- 
ciones deducidas  por  igual  concepto,  y  por  sentencia  de  vista 
que  en  30  de  Mayo  de  1865  dictó  la  Audiencia  de  la  Coruña 
se  estimaron  las  demandas  deducidas  por  D.  Pedro  Correa,  por 
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ei  derecho  de*  su6  hijos  y  de  su  mujer  Doña  Josefa  Paradela, 
Jacinto  Marticezi  como  'marido  de  Elena  Galn^an;  Andrés  Bar- 
ral,  como  marido  de  Manuela  Romera,  Juan  Suarez  y  Fran- 
cisco Gómez;  mandando  que  se  hiciera  entreg'a  ¿  Tomasa- Gó- 
mez y  Teresa  Rodríguez  de  las  dotes  depositadfus,  con  los  in- 
feres devengados,  condenando  ¿  las  demandadas  á  pagar  á 
Pedro  Correa  y  consortes  «los  500  ducados  de  las  respectiva» 
dotes  por  los  años  de  sus  bodas: 

Resultando  que  suplicada  esta  sentencia,  fué  confirmada 
en  31  de  Octubre  de  1866,  excepto  en  la  parte  que  se  re  feria  á 
las  demandantes  Francisca  Tomasa  Gómez  y  Teresa  Rodri 
guez,  a  quienes  se  reservó  su  derecho  para  que  en  el  corres- 
pondiente juicio  ventilasen  su  preferencia  á  una  de  las  dote^ 
depositadas  mandada  entregar  á  la  segunda,  la  cual  debería 
quedar  en  depósito  hasta  que  se  resolviera  dicha  preferencia; 
y  que  D.  Manuel  López  de  Tejada,  Marqués  de  Liaño,  con- 
signó en  escrito  de  31  de  Enero  de  1867  la  cantidad  de  27.500 
reales,  importe  de  las  dotes  mandadas  satisfacer  que  percibie- 
ron los  respectivos  acreedores: 

Resultando  que  Doña  Antonia  Naya  Paradela,  Juana  Gon- 
zález Paradela,  Josefa  Chico,  José  Santos  Rodríguez,  oomo 
marido  de  Balbina  Chico  González  Paradela,  y  Manuel  San- 
tiago Martinez,  en  representación  de  su  mujer  Vicenta  Chico 
Paradela,  entablaron  la  demanda  objeto  de  este  pleito,  alegan- 
do que  eran  descendientes  del  llamado  en  undécimo  lugar  ¿  la 
sucesión  del  vfnculo  fundado  por  D.  Antonio  Pardo:  que  la 
primera  contrajo  matrimonio  en  26  de  Diciembre  de  1844,  la 
segunda  en  20  de  Abril  anterior  y  las  otras  tres  en  12  de  Se- 
tiembre de  1863,  22  de  Junio  de  1870  y  25  de  Setiembre 
de  1869:  que  Doña  Antonia  Pardo  Liaño,  Marquesa  viuda  de 
Carballo,  y  su  hermana  Doña  Celestina  eran  poseedoras  del 
mencionado  vinculo;  y  que  las  dotes  correspondientes  á  las 
demandantes,  según  la  fundación,  no  les  hablan  sido  satisfe- 
chas á  pesar  de  no  haberlo  sido  &  ninguna  otra  parienta;  pi- 
diendo en  su  virtud  que  se  condenase  á  aquellos  á  sTatisfacer 
con  las  costas  ¿  las  demandantes  los  500  ducados  que  respec- 
tivamente le  reclamaban: 

Resultando  que  las  demandadas  impugnaron  la  demanda, 
alegando  que  Antonia  Naya  y  Juana  González  contrajeron 
matrimonio  en  el  año  de  1844,  por  lo  cual  siendo  personal  la 
acción  que  ejercitaban,  habian  prescrito  por  el  trascurso  del 
tiempo,  y  que  las  dotes  correspondientes  &  los  años  de  1868  J  J 
70  se  dieron  ¿  Doña  Antonia  Arévalo  y  Doña  María  DolMP  I 
Lañta,  habiéndose  dado  en  el  año  de  1872  á  Doña  Joaqob)^  1 
Fernandez  Céspedes,  que  se  casó  en  el  mismo  de  1869,  una  Á#  J 
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por  no  haberse  presentado  nadie  á  reclamarla  en  el  año 
de  1863,  según  todo  constaba  de  las  escrituras  que  se  presen* 
taban: 

Resultando  que  suministrada  prueba  por  las  partes,  dictó 
sentencia  el  Juez  de  primera  instanoia,  y  que  la  Sala  de  lo  el-» 
vil  de  la  Audiencia  de  la  CoruQa  la  revocó  en  12  de  Hayo 
"de  1874,  absolviendo  &  las  demandadas  de  la  demanda: 

Resultando  que  las  demandantes  interpusieron  recurso  de 
•casación,  por  haberse  infringido  á  su  juicio: 

1  .^  En  cuanto  se  absolvía  á  las  demandadas,  por  haber 
prescrito  la  acción  de  las  demandantes,  la  ley  63  de  Toro,  5.% 
titulo  8.°,  libro  11  de  la  Novísima  Recopilación,  que  determi-^ 
na  que  las  acciones  que  participan  de  reales  y  personales  son 
mixtas  ,  y  no  pueden  prescribir  antes  de  los  treinta  años;  y 
'las  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  de  21  de  Setiembre 
de  1866,  16  de  Enero  de  1867  y  14  de  Julio  de  1871,  que 
•confirmaban  igual  doctrina  acerca  de  la  prescripción  de  laS 
^acciones  niixtas. 

Y  2.^  Al  absolver  á  las  demandadas,  negando  &  Doña  Vi- 
centa, Doña  Balbina  y  Doña  Josefa  Chico  el  derecho  á  percibir 
dotes,  en  atención  á  que  los  poseedores  del  vinculo  pagaron 
en  cada  uno  de  los  años  en  que  aquellas  contrajeron  matri* 
monio  la  dote  impuesta  por  la  fundación  á  los  poseedores,  el 
testamento  de  D.  Antonio  Pardo,  la  Ley  5.*.  tít.  33,  Partida  7.% 
que  dice  que  las  palabras  del  facedor  del  testamento. deben  ser 
-entendidas  llanamente,  así  como  ellas  suenan,  y  no  debe  par- 
tir el  juzgador  del  entendimiento  de  ellas;  y  las  sentencias 
confirmatorias  de  esta  doctrina  de  21  de  Octubre  de  1868,  8  de 
^Octubre  de  1869,  y  otras,  porque  según  la  interpretación  lite- 
ral del  testamento,  se  concede  un  dote  en  cada  un  año  á  una 
parie'nta  del  fundador,  y  como  que  es  una  carga  impuesta  al 
poseedor  del  mayorazgo,  no  debió  interpretarse  la  cl&usula  en 
beneficio  de  é^te,  y  sí  por  el  contrario  en  favor  de  las  llama-^ 
das  á  la  percepción  de  las  dotes;  de  modo  que  si  dos  parien- 
tes contraían  matrimonio  en  1844  y  ninguna  en  1845,  debia 
adjudicarse  la  primera  dote  &  la  de  preferente  derecho,  según 
la  fundación  y  la  de  1845  á  la  menos  preferente. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Juan  Gano  Maiuuel. 
Ck)n8lderando  que,  según  jurisprudencia  de  este  Supremo 
Tribunal,  consignada  en  sentencia  de  17  de  Noviembre  de  1865, 
la  prescripción  que  establece  la  ley  63  de  Toro  comprende 
toda  clase  de  acciones,  sean  reales,  personales  ó  mixtas,  y  qtíe 
derivando  su  derecho  Doña  Antonia  Naya  Patadela  y  Doña 
-Juana  González  Paradela  de  los  llamamientos  hechos  en  el 
^mayorazgo  que  fundó  D.  Antonio  Pardo  en  1724,  es  visto  que 
II.-L' Y  3.*  48 
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al  reclamar  sus  dotes  respectivas  no  ejercitan  acción  algruiia 
personal,  sino  otra  emanante  de  nn  titulo  hereditario  ó  dere-^ 
cho  en  las  cosas  que  no  prescriben  por  menos  de  treinta  años^ 
dentro  de  los  cuales  han  presentado  su  demanda,  y  que  al  de- 
clarar la  sentencia  que  su  acción  ha  sido  prescrita  ha  infrin- 
gido la  citada  ley: 

Considerando  respecto  ¿  las  recurrentes  Doña  Balbina  Chico 
González  y  Doña  Vicenta  Chico,  que  la  fundación  no  impoue 
á  los  poseedores  del  vinculo  otra  obligación  en  cuanto  á  la» 
dotes  que  la  de  satisfacer  una  de  500  ducados  cada  año  á  la 
parienta  más  próxima  comprendida  en  los  llamamientos  que 
expresa  para  tomar  el  estado  de  casada  ó  religiosa: 

Considerando  que  habiéndolo  asi  ejecutado  el  poseedor  en 
los  años  1869  y  1870  &  otras  dos  interesadas,  como  lo  reco- 
nocen estas  demandantes  en  su  escrito  de  di^plica,  es  evidente 
que  se  cumplió  con  lo  dispuesto  en  la  fundación,  entendiendo 
llanamente  sus  palabras,  como  prescribe  la  ley  5.^,  tit.  33, 
Partida  3.*,  que  se  supone  infringida,  dando  á  la  fundación 
una  inteligencia  que  pugna  con  su  letra  y  espíritu,  por  cuanta 
la  preferencia  que  la  misma  otorga  &  la  mayor  edad  en  con- 
currencia de  igual  derecho  excluye  el  de  la  de  menor  edad,  no 
sólo  en  aquel  año,  sino  en  el  siguiente,  reservado  para  la  in- 
teresada que  en  él  quiera  casarse  ó  abrazar  la  profesión  reli- 
giosa, justificando  su  llamamiento; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  la^ 
gar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Doña  Balbina  Cbi- 
GO  González  y  Doña  Vicenta  Chico,  &  quienes  condenamos  en 
la  mitad  de  las  costas  causadas  á  las  demandadas;  qu^  h&  lu- 
gar al  interpuesto  por  Doña  Antonia  Naya  Paradela  y  D<rila 
Juana  González  Paradela,  y  en  su  consecuencia  casamos  j 
anulamos  la  sentencia  que  en  12  de  Mayo  de  1874  dictó  la 
Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Coruña,  en  cuanto  por 
ella  se  absuelve  á  Doña  Antonia  y  Doña  Celestina  Pardo  Liaño 
de  la  demanda  interpuesta  por  las  mencionadas  Doña  Anto- 
nia Naya  Paradela  y  Doña  Juana  González  Paradela;  y  líbrese 
orden  á  la  Audiencia  de  la  Coruña  para  que  remita  los  aat^ 
originales  prevenidos  por  la  ley. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ct&e»- 
ta  é  insertará  en  la  Colección  legislativa ,  pasándose  al  efeel» 
las  copias  necesarias ,  lo  pronunciamos ,  'mandamos  y  fimir 
nios.«=Jiian  González  A cevedo.*»  Laureano  de  Arrieta.nJtait 
Fermin  de  Muro.saJuan  Cano  Manuel.  »=  Benito  de  UUoa  y  Bqt<^ 
Viotoriano  Oareaga.caís  Joaquín  Ruiz  Cañahate.  -m\ 

Publicación :  íbT 

Leída  y  publicada  fué  la  precedente  dentencia  por  el 
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lentísimo  Sr.  D.  Juan  Cano  Manael,  Magistrado  de  la  Sala  pri- 
mera del  Tribunal  Supremo,  celebrando  audiencia  pública  en 
la  misma,  el  día  de  boy,  de  que  certifico  como  Escribano  de 
Cámara. 

Madrid  29  de  Diciembre  de  1876. «Rogelio  González Mont^. 

NÚM.  136. 
CASACIÓN  POR  INFRACCIÓN  DE  LEY.— SALA  PRIMERA 


Tebobría.  db  dominio. — Sentencia  de  30  de  Diciembre,  decla- 
rando no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto 
por  D.  Saturnino  de  Tapia  y  D  Francisco  Rovira  contra  la 
pronunciada  por  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Bar- 
celona, en  pleito  con  D.  Manuel  Baixeras  y  consortes. 

En  los  coNSiDBRANDOs  jse  establece : 

1.**  Que  la  ley  6.*,  tU.  5.*,  Partida  5.*,  gue  expresa  los 
modos  en  que  puede  hacerse  la  compra  venta^  y  los  términos 
en  fue  pueden  convenirse  el  comprador  y  el  vendedor ^  no  tiene 
aplicación  al  caso  en  gue  se  trata  de  un  remate  ejecutado  en 
suiasta  pública  y  aprobado  Judicialmente ^  gue  tiene  sefíalada 
en  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  su  forma  y  sus  efectos. 

2.^  Que  el  Real  decreto  de  23  de  Mayo  de  1845,  y  el  ar- 
ticulo 963  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  en  los  artículos 
fue  se  refieren  á  eméaryos  y  al  procedimiento  anterior  á  la 
vía  de  apremio,  no  pueden  servir  de  fundamento  á  un  recurso 
de  casación  por  violación  de  ley  ó  doctrina  legaL 

3.^  Que  para  adguirir  con  seguridad  bienes  inmuebles  ó 
d€rechos  reales  es  indispensable^  no  sólo  que  el  vendedor  sea 
dueflo  de  ellos,  sino  gue  tenga  capacidad  civil  para  enaje- 
narlos. 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  &  30  de  Diciembre  de  1975, 
en  los  autos  se^idos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del 
distrito  de  San  Pedro  de  la  ciudad  de  Barcelona  y  en  la  Sa}a 
segunda  de  la  Audiencia  del  mismo  territorio  por  Dofia  Satur- 
nina de  Tapia  y  D.  Francisco  Rovira  con  D.  Manuel  Baixeras, 
loB  síndicos  del  concurso  de  D.  Manuel  Thomas  y  los  suceso- 
res de  éste,  sobre  tercería  de  dominio;  autos  que  penden  ante 
Nos,  en  virtud  de  recurso  de  casación  interpuesto  por  Dofia 
Satomina  de  Tapia  y  D.  Francisco  Rovira  contra  la  sentencia 
que  en  2Q  de  Junio  de  1874  dictj6  la  referida  Sala: 
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Resultando  qne  dispuesto  por  auto  consentido  de  22  de 
Agosto  de  1871,  en  méritos  del  concurso  de  acreedores  de  Don 
Manuel  Thomas  y  en  cumplimiento  de  las  ejecutorias  de  21  de 
Abril  del  propio  año  y  30  de  Diciembre  de  1864,  que  proce- 
diese el  actuario  á  formar  la  minuta  de  la  escritura  de  yenta 
de  doá  piezas  de  tierra  rematadas  por  D.  José  Manso ,  verifi- 
cándose la  venta  á  favor  de  su  actualmente  derechohabieüte 
D.  Manuel  Baixeras,  comparecieron  Doña  Saturnina  de  Tapia 
y  D.  Francisco  Rovira,  promoviendo  tercería  de  dominio  sobre 
parte  de  dichas  tierras,  y  alegaron:  que  con  escritura  de  21  de 
Abril  de  1865  los  síndicos  de  dicho  concurso,  debidamente  au- 
torizados, vendieron  á  la  primera  una  casa>  torre,  compuesta 
de  bajos  y  un  piso  y  azotea  con  las  tierras  de  ella  anexas^  de 
cabida  por  junto  dos  mojadas  aproximamente,  situadas  en  el 
pueblo  de  San  Gervasio  de  Casólas,  lindante  por  Oriente  con 
la  casa-torre  de  D.  Francisco  Juliol,  en  el  dia  D.  José  Manso, 
parte  con  José  Roig  y  parte  con  D  Francisco  Bsteve;  Medio- 
día camino  que  dirige  á  la  casa  de  estos  últimos;  Poniente  con 
el  camino  que  va  de  la  parroquia  de  San  Gervasio  á  Reyes- 
guart,  y  Norte  con  los  herederos  de  D.  Jaime  C&rcer,  mediante 
camino  de  herradura,  comprendiéndose  en  la  venta  los  ribazos 
de  dichos  tres  caminos;  cuya  finca  pertenecía  á  los  vendedores 
por  venta  firmada  á  su  favor  directamente  por  el  Juzgado  de 
Hacienda  de  aquella  provincia  con  escritura  de  22  de  Febrero 
de  1864,  como  procedente  del  convento  de  servitaa  de  la  ciu- 
dad de  Barcelona;  que  sobre  tal  finca  no  pesaba  otra  cargs 
que  las  mencionadas  en  la  sentencia  de  graduaciou  que  en  ella 
se  trascribe,  habiéndose  inscrito  la  misma  debidamente  en  el 
Registro  de  la  propiedad,  continuando  desde  aquella  fecha  la 
Tapia  en  posesión  real  de  la  misma,  practicando  actos  de  ver- 
dadero dominio,  como  que  con  escritura  de  4  de  Junio  de  1866 
vendió  á  D.  Francisco  Rovira  una  y  media  mojadas  de  perte- 
nencia de  dichos  bienes,  lindante  por  Oriente  con  la  casa-torre 
de  D.  Francisco  Juliol,  hoy  Manso,  con  D.  José  Roig  y  con 
D.  Franciaco  Esteve;  Poniente  con  la  restante  tierra  de  la  mis- 
mo vendedora;  Mediodía  con  el  camino  que  dirige  á  las  casas 
de  Puig  y  Esteve,  y  Cierzo  con  los  sucesores  de  D.  Jaime  Gár- 
cer,  mediante  un  camino;  cuya  escritura  fué  debidamente  ins- 
crita en  el  Registro  de  la  propiedad,  y  desde  su  fecha  Don 
Francisco  Rovira  habia  poseído  dicha  mojada  y  media  como 
cosa  propia,  haciendo  en  ella  las  plantaciones  y  constmcoíoW 
que  habia  tenido  por  conveniente,  y  de  consiguiente  ni  M 
ni  la  Tapia  podían  ser  molestados  ni  perturbados  en  la 
sion'de  tales  bienes,  sino  que  al  contrario,  debian  ser 
nidos  en  ella:  que  sin  embargo  tenían  presentido  que    Isiil* 
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basta  por  la  cual  se  suponia  rematada  la  tierra  de  que  se 
quería  otorgar  escritura  de  venta,  tuvo  lugar  en  1859,  y  en 
tai  fecha  D.  Manuel  Thomas  no  era  dueño,  ni  lo  fué  jam&s, 
de  dicha  casa- torre  y  sus  tierras,  supuesto  que  su  venta  no  fué 
otorgada  hasta  22  de  Febrero  de  1865^  y  &un  no  há  dicho 
Thomas,  sino  á  los  síndicos  de  su  concurso,  y  de  consiguiente 
no  pudieron  tales  bienes  embargarse  ni  subastarse  como  de  per- 
tenencia de  Thomas,  á  pesar  de  lo  cual  las  cinco  cuartas  de 
tierra  que  fueron  subastadas  forman  parte  de  la  mojada  y  media 
vendida  por  la  Tapia  al  Rovira,  y  que  éste  se  halla  poseyendo 
desde  1866: 

Resultando  que  D.  Manuel  Baixeras  al  contestar  á  la  de- 
manda opuso  k  la  misma  las  excepciones  de  nulidad  y  de  ca- 
rencia de  acción,  pidiendo  se  declarase  improcedente  y  nulas 
y  de  ningún  valor  ni  efecto  las  dos  escrituras  de  venta  otor- 
gadas por  los  síndicos  del  concurso  de  Thomas  á  favor  de  Doña 
Saturnina  de  Tapia  y  por  ésta  á  D.  Francisco  Revira,  enten- 
diéndose la  primera  en  cuanto  comprende  la  que  con  anterio- 
ridad habia  sido  rematada  á  favor  de  Manso,  y  la  última  en 
su  totalidad;  y  expuso  que  en  2  de  Mayo  de  1837  D.  Manuel 
Thomas  en  público  remate  adquirió  como  procedente  del  clero 
nua  casa  y  una  pieza  de  tierra  á  ella  anexa,  de  extensión  su- 
perficial la  primera  de  7.347  palmos  cuadrados,  y  la  segunda 
dos  mojadas,  dos  cuartas,  tres  mundinas  y  57  canas  cuadra- 
das, lindando  la  expresada  pieza  de  tierra  á  Oriente,  parte  con 
D.  Francisco  Juliol,  y  en  la  época  de  la  otorgacoin  de  la  es- 
critura D.  José  Manso,  parte  con  D.  José  Roig  y  parte  con  Don 
Francisco  Esteve;  Mediodía  con  camino  que  dirige  á.  las  casas 
de  Boig  y  Bsteve;  Poniente  con  el  camino  que  de  San  Gerva- 
sio se  dirige  á  Reyesguart;  y  &  Cierzo  con  los  herederos  de 
Jaime  Cárcer,  mediante  un  camino  de  herradura:  que  dicho 
Thomas  tomó  posesión  de  la  citada  finca  y  en  ella  estuvo  hasta 
28  de  Noviembre  de  1862,  en  que  por  el  secuestrador  del  con- 
curso de  Thomas  se  posesionó  de  la  misma:  que  en  méritos  de 
una  causa  criminal,  seguida  contra  Thomas,  se  le  embargó  una 
cuarta  de  tierra,  situada  detrás  de  la  casa  del  pueblo  de  San 
Gervasio,  y  la  restante  tierra  hasta  lindar  frente  al  canapé  ó 
sofá  llamado  de  Casa  Coucer;  y  el  Juzgado  de  las  Afueras  en 
virtud  de  comisión  del  de  San  Pedro,  procedió  en  28  de  Enero 
de  1859  á  su  venta  en  pública  subasta,  y  se  remataron  á  fa« 
▼or  de  D.  José  Manso  como  mejor  postor:  que  no  habiendo  sido 
bastante  el  precio  obtenido  para  cubrir  dichas  responsabilidar- 
des,  procedióse  ¿  un  nuevo  embargo  de  bienes  de  Thomas,  tra- 
bándose en  una  porción  de  tierra  campo  y  de  regadío  con  na- 
ranjos y  otros  árboles,  y  en  lo  que  se  hallaba  un  aljibe  en  que 
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mutiAlm  n^wn  \U^  \A{\  ilo  oHbida  uuas  tres  cuartas,  siendo  la 
Hierra  \\\\t^  oxt.^lo  &  mano  ilortH:íha  del  camino  que  da  entrada 
k  la  oa.'^a  Un!«la  la  otra  tiorra  antes  embarg'ada ,  cuyas  tres 
o\iai1a^«  prt^viaA  Uü  dobida«  fonnalídade;>,  en  26  de  Abril  ie 
IH^\^  HO  itnoaron  A  la  venta  en  in\bIioa  subasta,  y  habiéndose 
h«^oiu«  la  aii^juvlioaoion  eu  ol  remate  á  favor  del  mismo  D.  iysi 
Ma\)M^  al  4U0  se  utaitdo  ^lue  deiH>sitase  en  la  caja  sc^srscL  ^1 
imjvrte  o  \»re\*iovl<*  av^iudioaoion  de  díohas  dos  piez&s  ¿±  zxr^ 
ouo  deola»adv»el  ^vueurso  necesario  de  acreedores  ie  D.  Xizirl 
rlu'm.t*  js'v  auto  dv^  9  de  AATvvsto  de  1S6K  cucrl:-?-::  jz  tz 
lojk  íuai'lHlo,  IV  Joso  Mav.so  siepoí>i:oeI  rre>::.^  i»  l:s  ríoiaa**: 
\  ev  ^v,  o,íí'i\V«er.o;a.  vvn  previdencia  ¿e  S  ¿e  Sfars::  a»  l>i-s 
xo  v.íaWsK'  ílvuíar  *  >u  tVvr  -a  o:vr:i:na  escñnr»  :»;  T^aa  ::* 
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teo:  que  Manso  en  19  de  Julio  de  186S  pidió  nueyamente  se 
^íese  cumplimiento  á  la  ejecutoria  de  30  de  Diciembre  de  1864, 
y  después  de  muchos  incidentes  y  obstáculos  deducidos  por  los 
índicos  del  concurso,  obtuvo  providencia  en  19  de  Junio  de 
1867,  mandando  llevar  á  cumplimiento  dicha  ejecutoria  y  It^ 
otorgacion  á  favor  de  Manso  de  ia  correspondiente  escritura 
de  venta  de  las  fincas  que  habia  rematado;  todo  sin  perjuicio 
del  derecho  que  asistiese  á  Miramlull  al  retracto  ó  fadiga,  remi- 
tiéndole á  que  lo  utilízase  donde  y  como  correspondiera,  provi- 
dencia que  fué  confirmada  con  costas  por  la  Audiencia  eo  21  de 
Abril  de  1871,  y  k  pesar  de  ello,  todavía  la  sindica  tura  se  opuso 
«1  cumplimiento  de  las  dos  ejecutorias  hasta  que  profirió  el  Juz- 
gado el  auto  de  22  de  Agosto  siguiente,  mandando  proceder  á 
la  redacción  y  otorgacion  de  la  escritura  á  favor  de  Manso: 
Resultando  que  al  contentar  á  la  demanda  los  síndicos  del 
concurso  de  Thomas  pretendieron  se  desestimase  lo  pedido  por 
D-  Manuel  Baixeras,  y  se  proveyese  y  determinase  conforme 
lo  solicitaban  los  actores  en  su  demanda  de  tercería,  y  expu- 
sieron, entre  otras  consideraciones,  que  D.  Manuel  Thomas,  sí 
l>ien  adquirió  por  remate,  no  llegó  á  obtener  escritura  á  su  fa- 
vor de  los  bienes  objeto  de  la  demanda,  de  los  cuales  tomaron 
posesión  los  síndicos  en  virtud  del  auto  de  26  de  Julio  de  1864, 
entendiéndose  únicamente  respecto  &  una  pieza  de  tierra,  de 
•cabida  unas  dos  mojadas,  en  la  que  habia  una  casa*torre  que 
posee  hoy  Doña  Saturnina  mediante  acto  judicial  por  exhorto 
del  Juzgado  de  las  Afueras,  y  si  bien  las  tieiTas  del  concursado 
habían  sido  de  mayor  capacidad,  no  tomaron  posesión  de  todo 
en  ruzon  k  que  el  actuario,  manifestándose  enterado  de  la  ex- 
presada finca,  dijo  que  el  restante  terreno  habia  sido  com- 
prado por  D.  José  Ma&so,  quien  tenia  tomado  ya  posesión  de 
-él,  y  por  esto  estaba  ya  separado  entonces  por  una  pared  de 
cerca,  de  reciente  construcción,  que  les  mostró  y  lo  dividía, 
asi  fué  que  prescindieron  del  terreno  que  dicho  actuario  ma- 
nifestó de  pertenencia  de  Manso ,  y  limitaron  la  toma  de  po- 
-sesion  al  que  quedaba  y  que  los  síndicos  entendieron  de  su 
libre  disposición:  que  como  que  no  habia  escritura  de  venta  k 
favor  de  Thomas  instaron  el  otorgamiento  de  ella,  y  al  efecto, 
se  les  otorgó  la  de  22  de  Febrero  de  1865,  que  fué  inscrita  en 
'  el  Registro  de  la  propiedad :  que  habiendo  sido  objeto  de  la 

•  venta  anterior  una  extensión  de  tierra  de  cerca  de  tres  moja* 
E  das,  y  estando  parte  de  ellas  poseídas  por  D.  José  Manso  en  el 

*  acto  de  la  toma  de  posesión  se  consideraron  libres  en .  cuanto 
r  ú  tinas  dos.  mojadas ,  y  por  esto  las  vendieron  k  Doña  Satur- 
V  niiDa  de  Tapia  con  la  escritura  de  21  de  Abril  de  Í86&9  debi-« 
k  damente  inscrita  en  el  Begistro  de  la  ^propiedad: 


760  TRIBUNAX  SUPHSIfO. 

Resultando  que  seguido  el  juicio  por  sus  trámites,  la  Sala 
segunda  de  la  Audiencia  por  sentencia  de  20  de  Junio  de  1874» 
confirmatoria  de  la  del  Juez  de  primera  instancia,  desestiman- 
do la  tercería  propuesta  por  Doña  Saturnina  de  Tapia  y  Don 
Sraacisco  Rovira,  y  declarando  de  ningún  valor  ni  efecto  en 
lo  menester  por  lo  que  afecta  &  los  derechos  de  D.  Uanuel 
Baixeras  como  sucesor  de  D.  José  Manso  las  escrituras  de  venta 
de  21  de  Abril  de  1866  y  4  de  Junio  de  1866,  absolvió  de  di* 
cha  demanda  al  nombrado  D.  Manuel  Baixeras: 

T  resultando  que  Doña  Saturnina  Tapia  y  D.  Francisco 
Rovira  interpusieron  recurso  de  casación  por  haberse  en  su 
juicio  infringido: 

1.**  La  ley  6.%  tít.  5.^  Partida  5,%  y  la  doctrina  legal  de 
que  el  contrato  de  compra-venta  es  válido  y  subsistente  cuando 
se  perfecciona  por  el  consentimiento  y  se  consuma  por  la  tra- 
dición de  la  cosa  y  pago  del  precio,  lo  cual  declara  entre  otras 
las  sentencias  de  13  de  Octubre  de  1864  y  30  de  Junio  de  1866. 

2.**  Las  leyes  del  Código  romano  20  De  paclis  y  27  De  rei- 
^indicaiione,  y  la  jurisprudencia  sentada  en  23  de  Marzo  de 
1869,  según  la  cual  hasta  la  tradición  de  la  cosa  vendida  no 
adquiere  el  comprador  su  dominio  por  más  que  tenga  acción 
para  pedirla  en  cumplimiento  del  contrato. 

S."*  Los  artículos  549 ,  554  y  560  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento civil ,  el  principio  de  que  los  síndicos  de  un  concurso 
como  mandatarios  del  mismo  reciben  de  éste  y  no  del  Juzgado 
sus  poderes;  la  ley  16,  tíL  22,  Partida  3.^,  y  las  sentencias 
de  19  de  Enero  de  1866  y  15  de  Octubre  de  1872,  que  decla- 
ran nula  toda  providencia  judicial  recaida  sobre  objetos  no 
pedidos;  la  20,  tit.  '¿2,  Partida  3.*,  y  la  sentencia  de  31  de 
Enero  de  1870 ,  conforme  á  las  cuales  no  puede  perjudicar  á 
uno  el  juicio  dado  contra  otro ;  la  doctrina  de  que  las  ventas 
hechas  por  los  síndicos  surten  los  mismos  efectos  que  las  ve- 
rificadas por  los  dueños  de  las  fincas,  y  la  de  que  las  ventas 
hechas  por  mandatarios  con  arreglo  al  mandato  son  válidas  j 
legales,  declaradas  respectivamente  en  sentencias  de  5  de  Ju- 
lio de  1861  y  13  de  Enero  de  1865. 

4.**  La  ley  5.*  De  reivindicatione;  la  ley  5.*,  tít,  5.*^,  Par- 
tida 5.%  y  las  sentencias  que  á  ell&s  se  refieren  de  13  de  Oc- 
tubre de  1864  y  19  de  Julio  de  1869. 

5.^  El  art.  953  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  el  Real 
decreto  de  23  de  Mayo  de  1845  en  sus  artículos  19,  40,  43  f 
44;  la  Ley  hipotecaria  de  1861  en  sus  artículos  2.^,  42  ySSfi;; 
la  misma  ley  en  sus  artículos  23,  25,  34,  36  y  38,  y  la  jmjit 
prudencia  sentada  por  este  Tribunal  Supremo  en  sus  sentoi^ 
cías  de  21  de  Febrero  y  28  de  Abril  de   1870.  f,^ 
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Vistos,  sieDdo  Ponente  el  Magiairado  D.  José  Fermin  de 
Maro.  ♦ 

iGoneiderando  qae  la  ley  6.%  tít.  &.*,  Partida  5/,  que  ex* 
pi%98i  los  modOfi  eil  que  puede  hacerse  la  oompra-venta  y  los 
términos  en  que  pueden  convenirse  el  comprador  y  el  vende*- 
dor  no  tiene  aplicación  al  caso  en  que  ae  trata  de  un  remate 
ejecutado  en  subasta  pública  y  aprobado  judicialmente ,  que 
tiene  señalada  en  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  su  forma  y 
sus  efectos,  por  lo  que  no  ha  sido  infringfida  la  expresada  ley 
ui  la  doctrina  legal  de  que  el  contrato  de  venta  se  perfecciona 
por  el  consentimiento  y  se  consuma  por  la  traidicion  de  la  cosa 
de  que  es  objeto: 

'  Considerando  que  las  leyes  del  Código  romano  20  De  pac^ 
¿is  y  27  De  reivindieatione  y  la  doctrina  de  la  sentencia  de 
este  Tribunal  Supremo  que  se  citan  c^n  el  segundo  fundamento 
sobre  que  hasta  la  tradición  de  la  cosa  vendida  no  adquiere 
'  el  comprador  su  dominio,  tampoco  se  quebi^&ntan  por  la  sen* 
tencia,  pues  que  aquellas  se  refieren  á  contratos  ó  convenios 
particulares,  y  aquí  se  manda  otorgar  escritura  judicial  &  fa- 
Tor  de  un  rematante  en  subasta  pública,  después  de  cuestio- 
nes judiciales  y  en  virtud  de  repetidos  fallos  ejecutorios ;  que- 
dando la  venta  irrevocable  verificado  el  remate,  según  lo  dis- 
I>one  el  art.  984  de  la  expresada  Ley  de  Enjuiciamiento  civil: 

Considerando  que  los  artículos  649,  554  y  560  de  la  Ley  de 
Bajniciamiento  civil  que  versan  sobre  la  administración  de 
los  bienes  del  concurso  por  los  síndicos»  la  ley  16,  tít.  22,  Par- 
tida 3.*  sobre  la  congruencia,  entre  lo  pedido  y  sentenciado  y 
las  otras  disposiciones  legales  que  se  citan  en  el  tercer  funda* 
mentó  parten  del  supuesto  de  que  los  síndicos  habían  recibido 
de  los  acreedores  facultad  para  vender  los  bienes  concursados, 
pero  omitiendo  que  al  aprobarse  su  nombramiento  en  auto  de 
26  de  Julio  de  1864  ae  les  prohibió  enajenar  lo  que  habia  re-t 
matado  D.  José  Manso,  y  que  en  vez  de  cumplir  los  síndicos 
aqnel  mandato  judicial,  se  permitieron  vender  lo  que  ya  estaba 
vendido  y  lo  que  expresamente  les  estaba  prohibido  eni^^ñar, 
por  lo  que  la  sentenciet  no  quebranta  ninguna  de  las  expre*^ 
sadas  disposiciones: 

Considerando  que  la  ley  5.*  De  reivindiMiioney  la  60,  ti« 
talo  5.^  Partida  5.*,  y  la  doctrina  de  las  sentencias  de  que  se 
hace  mérito  en  cuarto  lugar,  son  asimismo  inaplicables  al 
pleito  y  no  han  sido  infringidas,  porque  aquellas  leyes  y  sen- 
tencias se  refieren  al  caso  en  que  una  misma  persona  haya 
vendido  dos  veces  á  personas  distintas  una  misma  cosa,  y  en 
las  enajenaciones  sobre  que  ae  disputa  nadie  ha  vendido  dos 
veces  una  misma  cosa  á  personas  diferentes: 
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GoDsiderando  que  el  Beal  deoreto  de  23  de  Mayo  de  1845 
y  el  art.  953  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  en  los  articaloB 
que  se  citan  se  refieren  t  embargos  y  al  procedimiento  ante- 
rior á  la  yia  de  apremio,  y  no  pueden  por  lo  mismo  servir  de 
fundamento  á  un  recurso  de  casación  por  violación  de  ley  ó 
doctrina  legal  en  el  fallo,  como  el  actual: 

Considerando  qqe  para  adquirir  con  seguridad  bienes  in- 
muebles ó  derechos  reales  es  indispensable ,  no  sólo  que  el 
vendedor  sea  dueño  de  ellos,  sino  que  tenga  capacidad  civil 
para  enajenarlos,  cuyas  dos  circunstancias  faltaban  &  los  sín- 
dicos al  otorgar  la  escritura  de  venta  de  21  de  Abril  de  1865, 
y  que  declarado  nulo  este  contrato  queda  también  anulada  su 
inscripción  en  el  Registro  de  la  propiedad,  según  dispone  el 
articulo  33  de  la  Ley  hipotecaria,  sin  que  pueda  favorecer  al 
tercero  D.  Francisco  Boyira  la  excepción  del  art.  34,  porque 
ni  los  síndicos  ni  Doña  Saturnina  de  Tapia  aparecen  en  el 
Registro  con  derecho  piara  enajenar  válidamente,  por  lo  que 
no  se  han  infringido  ninguno  de  los  artículos  de  la  expresada 
Ley  ni  la  doctrina  de  las  sentencias  de  que  se  hace  mérito  en 
el  último  fundamento; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  la- 
gar al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Doña  Saturnina  de 
Tapia  y  D.  Francisco  Rovira,  k  quienes  condenamos  en  las 
costas  y  &  la  pérdida  de  la  cantidad  de  1.000  pesetas  que  de- 
positaron, que  sé  distribuirá  con  arreglo  á  la  ley;  y  líbrese  la 
correspondiente  certificación  á  la  Audiencia  de  Barcelona. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  (¡fin 
ceta  é  insertará  en  la  Colección  legislativaj  pasándose  al  efecto 
las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firma- 
mos. =  Juan  González  Acevedo.=aJosé  María  Cáceres.a=  Laurea- 
no de  Arrie ta.  =  José  Fermín  de  Muro.  =  Benito  de  UUoa  y 
Rey.  =« Victoriano  Careaga.= Joaquín  Ruiz  Cañábate. 

Publicación: 

Leida  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  José  Fermitt  de  Muro,  Magistrado  del  Tribu- 
nal Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera, 
del  mismo,  el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Relator  Secre- 
tario de  dicha  Sala. 

Madrid  30  de  Diciembre  de  1875.  »>  Licenciado  Mariano 
Fernandez  García. 


8BNTBNCIA:8  DK  1875.  7Q3 

Utu.  137. 
CASACIÓN  POR  INFRACCIÓN  DE  LEY.— SALA  PRIMERA. 


Dbfbctos  bn  Lh.  TITULACIÓN  DB  UNA  FINCA. — Sentoiicia  do  30 
de  IDiciembre,  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  de  ca- 
sación interpuesto  por  el  curador  del  menor  D.  Lúeas  Fran- 
cisco Zamaiioa  j  Jaramillo  contra  la  pronunciada  por  la 
Sala  de  Itr  civil  de  la  Audiencia  de  Sevilla,  en  pleito  con 
los  síndicos  del  concurso  de  D.  Pedro  González  Ceballos. 

En  los  coNsiBBBANDos  se  establece : 

1.°  Que  según  Jurüprudencia  establecida  en  sentencias 
del  Tribunal  Supremo  de\f>  de  Febrero  de  1872,  27  de  Di- 
ciembre y  26  de  Mwyo  de  1866,  no  pueden  servir  de  funda- 
mento para  el  recurso  de  casación  en  el  fondo  las  infracciones 
^ue  se  alegan  contra  resoluciones  recaídas  en  el  orden  admi^ 
nistrativoy  ni  las  que  se  aducen  contra  derlas  Reales  órde^ 
nes  que  tienen  por  objeto  regular  materias  gubernativas ^  i  cu- 
ya  clase  pertenecen  las  de  24  de  Agosto  de  1834  y  3  de  J/íer- 
zo  de  1835.  * 

2.^  Que  la  disposición  8.*  de  la  de  24  de  Agosto  de  1834, 
que  señala  el  plazo  improrogable  de  un  año  para  reclamar  con-^ 
ira  las  resoluciones  de  los  espedientes  sobre  venta  de  bienes 
inmuebles  hechas  por  la  A  dministracion^  sin  eacepcion  ni  dis^ 
tinción  alguna,  hayan  ó  no  sido  oidos  ó  citados  los  acreedores 
al  caudal  de  Propios  excluye  toda  ulterior  reclamación,  y  la 
prescripción  que  pudiera  pretenderse  sef*  necesaria  para  tales 
^ccionesy  puesto  qUe  si  rigiera  la  prescripción  del  derecho  cor 
mun^  hubiera  sido  inútil  fijar  el  plazo  de  un  año  al  efecto. 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  &  30  de  Diciembre  de  1875, 
en  el  pleito  pendiente  ante  Nos,  en  virtud  de  recurso  de  casa- 
ción por  infracción  de  ley,  seguido  en  el  Juzgfado  de  primera 
instancia  de  Morón  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
Sevilla  por  D.  Lúeas  Bajo  Marti Aez,  como  curador  ad  bona 
del  menor  D.  Lúeas  Francisco  Zamalloa  y  Jaramillo,.  con  Don 
Antonio  An^lo  Herrera  y  D.  Miguel  Oordillo  Bazaa,  síndicos 
del  concurso  de  D.  Pedro  González  Ceballos,  sobre  déíféctos  en 
la  titulación  de  una  finca: 

Resultando  que  D.  Pablo  Zamalloa  y  Gregorio  remató  en 
la  cantidad  de  160.000  rs.  la  hacienda  titulada  La  Esperanza; 
propia  del  concurso;  y  que,  como  todas  las  demás  de  la  misma 
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procedencia,  se  sacaron  &  la  venta  á  instancia  de  los  síndicos^ 
isiendo  aprobado  el  remate  en  el  siguiente  dia: 

Resultando  que  completada  la  titulación  de  la  finca »  Don 
Lúeas  Bajo,  como  curador  del  menor  D.  Lúeas  Francisco  Za- 
malloa,  heredero  único  de  D.  Pablo,  presentó  escrito  en  21  de 
Noviembre  de  1873  exponiendo:  que  la  hacienda  de  que  se  tra- 
taba perteneció  en  su  origen  al  caudal  de  Propios  de  Morón,  y 
fué  dada  á  censo,  conforme  á  las  prescripciones  de  las  Reides 
ordenes  de  24  de  Agosto  de  1834  y  3  de  Marzo  de  1835;  pero 
que,  sin  embargo,  para  tales  enajenaciones  no  fueron  convo- 
cados todos  los  acreedores  al  caudal,  puesto  que  del  expediente 
resultaba  no  haberse  insertado  la  citación  m&s  que  en  13  ó  14 
de  los  Boletines  oficiales  de  las  provincias  de  España,  ni  tam- 
poco se  oyó,  antes  que  la  Diputación  provincial  aprobara  el 
remate,  á  los  acreedores  personados,  existiendo  un  vacio  en  el 
título  primordial  y  originario  de  propiedad  de  la  finca:  que  no 
hablan  pasado  desde  su  egresión  los  treinta  y  cuatro  años  ne- 
cesarios para  alejar  todo  motivo  atendible  de  peligro,  y  que 
por  ello  procedía  y  pidió  que  se  hiciera  saber  á  los  síndicos 
que  subsanasen  los  defectos  indicados,  y  que  si  para  ello  no 
había  medios  hábiles,  se  declarase  á  la  testamentaria  y  here- 
dero de  D.  Pablo  Zamalloa  libre  del  compromiso  que  éste  con- 
trajo en  la  diligencia  de  subasta  de  20  de  Setiembre  de  1872: 

Resultando  que  los  síndicos  del  concurso  pidieron  que  el 
Juzgado  declarara  suficientes  los  títulos  presentados,  alegando 
que  las  enajenaciones  fueron  aprobadas  por  la  Superioridad; 
y  que  si  el  curador  concebía  algún  peligro  respecto  á  los  in- 
tereses que  representaba,  podía  decir  que  no  quería  la  finca  y 
desistirse  de  su  derecho: 

Resultando  que  el  Juez  de  primera  instancia  proveyó  auto^ 
que  confirmó  con  las  costas  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia 
de  Sevilla  por  sentencia  de  27  de  Octubre  de  1874,  declarando 
corriente  y  legal  la  titulación  de  la  finca  La  Esperanza,  y 
mandando  en  su  virtud  qué  por  los  síndicos  del  concurso  se 
procediese,  así  como  por  D.  Lúeas  Bajo,  en  la  representación 
que  ostentaban,  al  otorgamiento  de  la  escritura  de  La  Espe- 
ranza, sin  demora  ni  pretexto  alguno,  á  no  ser  que  dado  el 
consentimiento  de  los  primeros,  renunciase  el  último  en  debida 
forma  el  remate  de  la  finca  en  el  más  breve  término: 

Resultando  que  el  curador  del  menor  interpuso  en  este  Sa* 
premo  Tribunal  recurso  de  casación,  por  haberse  infringido á 
su  juicio: 

I.""  Las  Reales  órdenes  de  24  de  Agosto  de  1834  y  dd»  j 
Marzo  de  1835,  que  pre vienen  que  en  las  subastas  paira.  ^  i 
enajenación  de  fincas  de  Propios  se  convoque  á  loa  acreedoMI  J 

1 
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de  estos  oandsles,  observando  respecto  de  loe  que  gozíui  dere- 
tsho  de  pi^lacioa.en  pagos  lo. i)séTenido  en  las  leyeiv  sobre  el 
-partíoularf  Jtoda  vez  que  para  la:  per&cta  validez  del  aouBcio 
^  la  snbasta  lUtó.  la  esencial  oondicix»  de  la  publicación  en 
los  Boletinn  oficiales  de  todas  las  proVinciaa  de  Españik»  y  aun 
Mn  la  incompleta  citaoiou  qne  se  hizo,  no  se  escuchó  i  los 
ticreedores  que  en  vista  dé  ella  pudieron  personarse,  y  sin  lo 
<mal  paróá  la  aprobación  del  expediente. 

T  2.^  Con  relación  á  la  prescripción  qne  se  alegaba  como 
fundamento  del  fallo»  las  leyes  7.%  21  y  26  4el  tit.  29  de  la 
Partida  3.';  las  leyes  7.*  9.*  y  12,  tit.  15  de  la  Partida  5.', 
y  5.%' tit.  8.%  libro  11  de  la  Novísima  Recopilacion^r  y  la  sen- 
tencia de  13  de  Junio  de  1863  y  otras  qne  establecen  que,  para 
^ue  tenga  lugar  la  prescripción  de  acciones,  es  necesario  que 
trascurra  el  tiempo  señalado  por  la  ley  desde  que  estuvo  ex- 
pedito el  derecho  para  ejercitarlas,  lo  cual  no  había  sucedido 
«n  este  caso  con  respecto  á  muchos  acreedores  que  podian  le- 
gítimamente alegar  ignorarlo^  y  toda  vez  que  las  acciones  hi- 
potecarias no  prescribían  hasta  pasados.treinta  años,  á  los  cua- 
les habia  qne  añadir  cuatro  en  este  caso  por  tratarse  de  bienes 
del  común,  mirados  como  de  menor;  y  que  para  la  prescrip- 
ción del  dominio,  tratándose  de  bienes  del  patrimonio  de  las 
ciudades  y  villas,  se  necesitaba  el  lapso  de  cuarenta  años;  y 
aun  aceptándose  sólo  la  prescripción  ordinaria,  serian  menes- 
ter treinta  y  cuatro  años  por  la  consideración  de  menores  dada 
siempre  á  las  Corporaciones  públicas  y  al  Estado. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magiatrado  D.  Juan  Cano  Manuel. 

Considerando  que  según  jurisprudencia  establecida  en. sen- 
tencias de  este  Supremo  Tribunal  de  15  de  Febrero  de  JÍ872, 
27  de  Diciembre  y  26  de  Mayo  de  1866,  no  pueden  servir  de 
fundamento  para  el  recurso  de  casación  enel  fondo  las  infrac- 
ciones que  se  alegan  contra  resoluciones  Tecaidas  en.  el  órd^n 
administrativo,  ni  las  que  se  aducen  contra  ciertas  Bf^ea  ór- 
denes que  tienen  por  objeto  regular  materias  gabarnativns,  á 
•cuya  clase  pertenecen  las  de  24  de  Agosto  de  1834  y- 3  de 
Marzo  de  1835,  que  se  citan  como  infringidas: 

Considerando  que  aprobado  por  la  Diputación  provincial, 
como  Autoridad  competente,  el  expediente  de  enajenación  de 
la  finca  La  Esperanza,  de  que  se  trata,  ha  recaído  una  resolu- 
ción contra  la  cual  no  puede  recurrirse  útilmente: 

Considerando  que ,  aunque  se  esté  para  la  resolución  de 
este  recurso  al  tenor  de  dichas  Reales  órdenes,  la  disposi- 
ción 8/  de  la  de  24  de  Agosto  de  1834,  que  señala  el  plazo  im- 
prorogable  de  un  año  para  reclamar  contra  las  resoluciones 
que  en  tales  expedientes  recaigan,  sin  excepción  ni  distinción 
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alguna,  hayan  ó  no  sido  oidos  óoítados  los  acreedores  al  cau- 
dal de  Propios ,  ezclaye  toda  ulterior  reclamación  y  la  pres» 
cripcion  que  se  pretende  ser  necesaria  para  tatea  acciones^ 
puesto  que  si  rigiera  la  prescripción  del  derecho  coman ,  hu- 
biera sido  inútil  fijar  el  plazo  de  un  año  al  efecto: 

Considerando  además  que  esta  infracción  de  las  leyes  que 
regulan  la  prescripción  no  tendría  lugar  hasta  qae  se  verifi- 
case la  reclamación  de  los  acreedores,  que  es  cuando  se  dis* 
cutiría  oportunamente  sobre  ell^,  y  no  pudiendo  ahora  de- 
clararse por  referirse  á  un  contingente  futuro,  se  quebrantaría 
}a  jurisprudencia  de  este  Supremo  Tribunal  que  fijan  las  sen- 
tencias de  28  de  Setiembre  de  1866  y  6  de  Diciembre  de  1856, 
h\  declarar  que  la  infracción  que  se  alega  ha  de  ser  positiva  y 
no  de  mera  creencia; 

Fallamosi  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lu*> 
ffñT  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  el  curador  del  me- 
nor D.  Lúeas  Francisco  Zamalloa  y  Jaramillo,  á  quien  con- 
denamos á  la  pérdida  de  la  cantidad  de  1.000  pesetas  deposi- 
tada, que  se  distribuirá  con  arreglo  á  la  ley,  y  en  las  oostas; 
y  líbrese  á  la  Audiencia  de  Sevilla  la  certificación  correspon- 
diente: 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia ,  que  se  publicará  en  la  Oá- 
ceta  y  se  insertará  en  la  Colección  legislatifHi ,  pasándose  al 
efecto  las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  fir- 
mamos.<=aJuan  González  Acevedo. «José  MariaCáceres.=sLau- 
reano  de  Arrieta.  =*  José  Fermin  de  Muro.  =  Juan  Cano  Ma- 
nuel.«Benito  de  Ulloa  y  Rey.<«slElicardo  Diaz  de  Rueda. 

Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  exce- 
lentísimo Sr.  D.  Juan  Cano  Manuel,  Magistrado  del  Triba- 
nal  Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera, 
en  el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Relator  Secretario  de 
la  misma. 

Madrid  30  de  Diciembre  de  1876.«=:Licenciado,  Desiderio 
Martines. 


.'.  • 
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■ 

CíiSlClON   POR    INFRACCIÓN   DE   LEY.— SALA  PRIMERA. 


Pago  db  cibrta  cantidad.— Sentencia  de  31  de  Diciembre,  de- 
clarando no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto 
Eor  Doña  Josefa  Bermejo  ,  como  curadora  ejemplar  de  su 
ermano  incapadtado  D.  Tomás  Bermejo,  contra  la  pronun- 
ciada por  la  Sala  pritáera  déla  Audiencia  de  este  distrito,  en 
pleito  con  D.  Manuel  Ramos  Calleja. 

En  sus  CONSIDERANDOS  SO  establcco: 

Que  no  puede  decirse  que  han  sido  infringidas  por  una 
sentencia  leyes  ni  docírinaé  que  no  tienen  aplicación  al  caso 
de  autos. 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  31  de  Diciembre  de  1876, 
en  los  autos  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del 
distrito  del  Congreso,  y  en  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de 
este  territorio  por  Doña  Josefa  Bermejo  y  Enriquez  de  Ouzlnsn, 
como  curadora  ejemplar  de  su  hermano  D.  Tom&s ,  con  Don 
Manuel  Ramos  Calleja ,  sobre  pago  de  cierta  cantidad ;  autos 
que  penden  ante  Nos ,  en  virtud  de  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  la  demandante  contra  la  sentencia  que  en  17  de  Oc- 
tubre de  1874  dictó  la  referida  Sala: 

Resultando  que  en  vista  del  estado  de  demencia  del  Don 
Tomás  Bermejo,  se  nombró  por  el  Juzgado  curadora  ejemplar 
del  mismo  á  su  hermana  Doña  Josefa,  la  que  debiendo  prestar 
fianza  hipotecaria  para  que  se  le  discerniera  el  cargo  por  la 
cantidad  de  20Ó.000  rs.,  otorgó  en  17  de  Abril  de  1867  escri- 
tura de  obligación  con  D.  Pedro  Chico  y  Calvo,  como  manda- 
tario de  Doña  Fernanda  Patino  y  su  hijo  D.  Luis  de  Luque, 
la  cuál  fué  admitida  por  4^1  Juzgado,  prometiendo  la  Doña  Jo- 
sefa abonar  por  ella  á  la  Doña  Fernanda  y  su  hijo  6.000  rea- 
les anuales  por  mesadas  anticipadas,  desde  aquel  dia  hasta  que 
por  la  conclusión  del  objeto  ó  por  otra  cualquiera  causa  se 
levantase,  siendo  además  de  cuenta  de  la  misma  los  gastos  de 
la  escritura  de  fianza  hipotecaria ,  su  alzamiento  y  cuanto  se 
originase  con  motivo  de  la  misma;  á  sustituir  el  discernimien- 
to de  dicho  cargo  desde  el  momento  en  que  se  le  hiciese  el 
D.  Pedro  Chico  y  Calvo,  como  persona  de  confianza  de  sns  po- 
derdantes ,  autorizándole  de  un  modo  irrevocable  para  que 
llevase  la  dirección  y  administracíoíi  de  la  cúratela ,  oblig&n- 
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dose  también  á  poner  otra  fianza  en  lugar  de  la  expresada  si 
ésta  se  levantase ;  conviniendo  en  que  el  D.  Pedro  Chico  lo 
satisfaciera  todo,  como  curador  sustituto  ó  administrador  de  la 
cúratela,  de  cualesquiera  fondos  que  por  tal  concepto  pudiese 
quedar  &  entreg^ar  á  la  Doña  Josefa ,  sin  perjuicio  de  su  res- 
ponsabilidad con  los  demás  bienes  que  le  pertenecieran: 

Resultando  que  por  auto  de  3  de  Mayo  de  dicho  año  se 
mandó  discernir  el  cargo  interinamente  á  la  Doña  Josefa  mien- 
tras no  se  resolviese  sobre  la  demanda  de  nulidad  de  su  nom- 
bramiento que  habia  propuesto  D.  Ramón  Bermejo,  señaló  tam- 
bien  la  cantidad  de  40.000  rs.  para  alimentos  del  incapacitado 
D.  Tomás,  y  se  reservó  im)veer  respecto  de  la  entren  de  éste 
y  de  sus  bienes  á  Doña  Josefa  hasta  haberse  protocolizado  la 
escritura  de  ñanza  y  puesto  testimonio  del  discernimiento: 

Resultando  que  por  consecuencia  de  dicho  proveído  se  dis- 
cernió el  6  de  los  mismos  mes  y  año  el  cargo  de  curadora  ad 
bona  y  ejemplar  de  dicho  incapacitado,  con  la  cualidad  de  io* 
terina  hasta  la  resolución  de  la  expresada  demanda,  á  la  refe- 
rida Doña  Josefa,  señalándola  el  premio  de  administración  que 
estaba  asignado  al  D.  Ramón  Bermqo,  que  venia  desempe- 
ñando dicho  cargo,  y  40.000  rs.  para  alimentos  del  incapaci- 
tado D.  Tomás,  y  atender  á  su  cuidado  y  necesidades;  dándole 
poder  y  facultad  para  cuidar  de  su  persona  y  bienes;  admi- 
nistrar estos  por  si  ó  por  persona  de  su  confianza  que  tenia 
prestada ;  y  admitida,  sustituir  el  cargo  de  curadora ,  y  otor- 
gar poderes  por  su  cuenta  y  riesgo: 

Resultando  que  por  defunción  de  Doña  Fernanda  Patino  ^t 
levantó  por  herederos  la  fianza  hipotecaria  de  que  se  ha  hecho 
mérito:  que  por  la  mediación  del  mismo  D.  Pedro  Chico,  Doña 
Maximina  Ruidíaz  de  la  Maza  prestó  otra  con  el  mismo  ob- 
jeto y  á  la  misma  garantía  en  subrogación  de  la  primera :  que 
la  Doña  Josefa,  por  escritura  de  22  de  Diciembre  de  1870,  se 
obligó  para  con  la  Doña  Maximina  á  observar  y  cumplir  todas 
y  cada  una  de  las  cláusulas  contenidas  en  la  de  17  de  Abril 
de  1867,  poniéndola  en  el  mismo  lugar  de  la  Doña  Fernanda 
Patino;  á  consignar  además  en  su  poder  2.500  pesetas  anua- 
les para  asegurar  el  reintegro  en  caso  de  que  la  fianza  tuviera 
que  responder  de  algo  ó  pagar  también  los  gastos  de  su  cons- 
titución y  alzamiento,  y  con  la  especial  condición  de  que  la 
Doña  Maximina  podría  pedir  el  alzamiento  cuando  lo  creyese 
conveniente,  para  lo  cual  la  Doña  Josefa  presentada  otra  flao- 
zn;  consintiendo  si  no  lo  verificase  en  cesar  en  su  cargo,  áfi 
de  que  la  de  la  Doña  Maximina  no  tuviera  responsabilidad  lA* 
terior  á  la  solicitud  de  su  alzamiento:  t^'-j     j 

Resultando  que  en  2  de  Agosto  de  1871  D.  Pedro  Ohiflüf  i 
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CialvOy  como  apoderado  de  Doña  Josefa  Bermejo ,  con  el  carao* 
ter  de  curadora  ejeoiplar  del  D.  Tom&s,  presentó  cuenta  final 
«de  dicha  cúratela  hasta  aquel  acto,  en  que  cesaba,  cuenta  que 
fué  aprobada  sin  perjuicio ,  mediante  la  conformidad  de  los 
curadores  del  incapacitado  y  del  hijo  menor  de  éste,  y  se  dis« 
puso  por  el  Juzgado  de  los  fondos  que  presentó  al  mismo 
tiempo: 

Resultando  quo  facultado  D.  Manuel  Ramos  Calleja  por  la 
Dofia  Maximina  Ruidiaz  y  su  hijo  D.  Federico  Leoncio  para 
4idministrar  sus  bienes,  percibir  cantidades  y  dar  resguardos 
de  las  que  por  principal  é  intereses  debian  percibir,  en  escri- 
tura pública  de  27  de  Junio  del  citado  año  de  1871 ,  y  auto- 
rizado competentemente,  acudió  después  de  la  cesión  de  D.  Pe- 
dro Chico  al  Juzgado,  y  pidió  que  se  estimase  la  cancelación 
de  la  hipoteca  constituida  por  la  Doña  Maximina  en  garantía 
de  la  cúratela  ejemplar  mencionada,  y  se  le  devolviese  los  ti-^ 
tulos  correspondientes ;  y  en  dos  otrosíes  dijo  que  habiéndose- 
le encargado  por  dicho  Juzgado  de  la  administración  de  la 
asúratela  referida,  hasta  que  quedaran  orilladas  determinadas 
dificultades  que  señaló ,  no  tendría  inconyeniente  en  ofrecer 
«í  mismo  su  cooperación  y  seguir  administrando  dicha  cúrate- 
la con  el  mismo  carácter  que  se  le  encargó  á  D.  Pedro  Chico 
y  bajo  las  responsabilidades  de  la  fianza  por  éste  ofrecida,  que 
-en  el  dia  pedia  ofrecer  al  recurrente  por  idénticas  causas: 

Resultando  que  por  auto  de  28  del  repetido  Agosto  se  nom- 
bró al  Ramos  alministrador  interino  de  dichos  bienes  hasta 
tanto  que  se  constituyera  la  nueva  fianza  ofrecida  por  la  curar 
tela  interina  Doña  Josefa  Bermejo,  bajo  la  que  el  Ramos  Calle- 
ja había  prometido  en  el  segundo  otrosí  que  constituiría  den- 
tro del  tercero  dia  por  escritura  pública ,  como  lo  cumplió, 
y  se  mandó  también  pouerle  en  posesión  de  dicho  cargo,  co- 
mo se  hizo  en  31  de  dicho  Agosto,  y  entregarle  los  11.774 
reales  que  presentó  con  las  cuentas  de  Chico  ,  referente  á  la 
administración  de  los  bienes  de  la  cúratela. ejemplar  que  por 
encargo  especial  del  Juzgado  desempeñó  desde  el  4  del  refe- 
rido Agosto  hasta  el  21  del  mismo,  cuyas  cuentas  fueron  apro- 
badas, declarando  exento  de  responsabilidad  ftl  D.Pedro  Chico: 

Resultando  que  por  parte  de  la  Doña  Josefa  pidió  la  refor- 
ma del  auto  de  28  de  Agosto  referido ;  y  mo  accediéndose,  que 
se  le  admitiera  la  apelación  que  subsidiariamente  interponía, 
y  que  estimando  ó  apreciando  el  primer  recurso ,  se  le  nomr 
brase  administradora  interina  de  dichos  bienes,  por  ser  la  per- 
sona que  tenia  mejor  derecho  á  ella :  que  idéntica  solicitudies 
presentó  por  D.  Antonio  Oomez  Valcárcel;  y  que  el  Juez,  des- 
estimado las  dos,  no  reformó  el  citado  auto  del  28,  pero  ad- 
ÍI.-1.*y3/  49 


770  TRIBUNAL  SUPREMO. 

mitió,  aunque  en  un  solo  efecto ,  la  apelación  que  del  mismo 
proveído  habian  interpuesto  la  curadora  y  Gómez: 

Resultando  que  con  presentación  de  áUa  recibos  simpiei)  jr 
conformes  en  su  contexto,  de  D.  Manuel  Ramos,  de  7  de  Se- 
tiembre de  1871  el  primero,  y  los  nueve  restantes  de  los  me- 
ses sucesivos  hasta  el  1.^  de  Junio  de  1872,  Dofia  Josefa  Ber- 
mejo, como  curadora  ejemplar  de  su  hermano  incapacitado  Don- 
Tomás  ,  dedujo  contra  dicho  Ramos  demanda  ordinaria  por 
acción  personal,  exponiendo :  que  en  providencia  dictada  por 
el  del  Centro  en  28  de  agosto  de  1871  ,  D.  Manuel  Ramos 
Calleja  fué  nombrado  administrador  interino  de  los  bienes  per- 
tenecientes á  la  cúratela  ejemplar  del  incapacitado  D.  Tomás 
Bermejo:  que  ese  nombramiento  se  verificó  por  haberse  ofre- 
cido Ramos  á  desempeñar  dicho  ^rg'o,  prometiendo  constituir 
la  fianza  necesaria,  para  lo  que  otorgó  escritura  de  31  de  Agos- 
to de  1871 ,  hipotecando  una  casa  propia  de  Doña  Maximiua 
Ruidiaz,  en  virtud  de  poder  de  ésta:  que  siendo  un  deber  de 
Ramos,  como  tal  administrador,  satisfacer  religiosaniente  Its^ 
atenciones  de  la  cúratela,  y  como  la  más  sagrada  los  alimen- 
tos señalados  judicialmente  al  incapacitado,  importando  40  000> 
reales  anuales,  comenzó  á  descontar  de  ellos  500  rs.  mensua- 
les por  razón  de  intereses  de  la  fianza  que  sólo  al  Ramos  in- 
cumbió prestar,  de  modo  que  el  incapacitado  había  pagada 
de  sus  alimentos  los  intereses  de  dicha  fianza:  que  las  men- 
sualidades en  que  se  verificó  el  descuento  á  razón  de  500  rea- 
les cada  una  importaban  5.000  rs.,  según  los  diez  recibos  que 
acompañó :  que  la  demandante  consintió  ese  descuento,  creyen- 
do por  error :  que  procedía  que  habiendo  llegado  á  entender  que 
era  indebido,  pidió  que  se  condenase  en  definitiva  á  D.  Manuel 
Ramos  Calleja  á  que  devolviera  á  su  representada  los  5.000* 
reales  que  tenia  percibidos  con  el  6  por  100  de  interés  legal, 
y  al  pago  de  todas  las  costas: 

Resultando  que  en  los  diez  recibos  presentados  con  la  de- 
manda expresa  D.i Manuel  Ramos  haber  recibido  de  Dofía  Jo- 
sefa Bermejo  la  cantidad  de  500  rs.  vn.  que  le  descontó  de  los 
alimentos  de  su  hermano ,  correspondiente  al  mes  de  la  res- 
pectiva fecha,  para  pago  de  intereses  de  la  fianza: 

Resultando  que  D.  Manuel  Ramos  al  contestar  la  demanda 
pidió  se  le  absolviera  de  ella  y  al  efecto  expuso:  que  al  dis- 
cernir en  6  de  Mayo  de  1867  el  Juez  del  distrito  del  Centro  á 
la  demandante  el  cargo  de  curadora  ejemplar  interina  de  0oi 
Tomás  Bermejo,  le  señaló  la  cantidad  dé  40.000  rs.  para  aü* 
mentes  del  incapacitado  y  atender  á  su  cuidado  y  neoesidadaí^  j 
que  en  el  tiempo  que  el  demandado  ejerció  la  nrlmlnlntuciill  j 
interina  de  la  cúratela  ejemplar  del  D.  Tomás,  hixo  eotn^l^.  J 


^^^H 
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la  demandante  en  los  meses  de  Setíembre  de  1871  &  Junio 
de  1872  de  la  suma  correspondiente  á  los  40..000  rs.  que  como 
alimentos  del  incapacitado  le  estaban  señalados ,  descontán- 
dole» con  su  asentimiento  y  por  virtud  de  las  razones  y  con- 
venio que  en  el  pleito  correspondiente»  si  llegfaba  á  existir  ,  se 
«xplicarian  y  probarían,  500  rs.  en  cada  uno  de  dichos  meses 
para  satisfacer  los  intereses  de  la  fianza  prestada ,  de  forma 
que  la  demandante  pa^  al  demandado»  debida  ó  indebida- 
mente» lo  cual  no  era  del  caso  al  presente»  porque  con  ella  no 
se  pleiteaba,  los  5.000  rs.  en  cuestión;  y  que  la  misma,  en  re- 
presentación de  D.  Tomás  Bermejo ,  como  su  curadora  ejem- 
plar» según  el  poder  presentado  en  la  demanda,  dedujo  en  14 
de  Setiembre  de  1872  la  de  que  se  trata,  con  el  resultado  que 
queda  expresado : 

Resultando  que  ambas  partes  en  su  escrito  de  réplica  y 
duplica  insistieron  en  sus  respectivas  pretensiones »  reprodu- 
ciendo los  hechos  alegados  en  los  de  demanda  y  contestación» 
ampli&ndolos  la  actora  solamente  con  el  de  que  antes  de  dis- 
cernirse á  la  Doña  Josefa  Bermejo  el  cargo  de  curadora  ejem- 
plar del  referido  D.  Tomás,  su  hermano,  ya  se  habia  señalado 
á  éste  la  cantidad  de  40.000  rs.  para  alimentos: 

Resultando  que  segiiido  el  juicio  por  sus  trámites  »  la  Sala 
primera  de  la  Audiencia  de  este  distrito  por  sentencia  de  17  de 
de  Octubre  de  1874  ,  confirmatoria  de  la  del  Juez  de  primera 
instancia»  absolvió  de  la  demanda  entablada  á  nombre  de  Doña 
Josefa  Bermejo»  en  concepto  de  curadora  ejemplar  del  incapa- 
citado D.  Tomás  Bermejo»  al  D.  Manuel  Ramos ;  pero  enten- 
diéndose éste  absuelto  por  carecer  de  acción  la  demandante 
en  el  carácter  con  que  la  formuló»  y  sin  perjuicio  de  que  pueda 
ejercitarla  de  nuevo  por  su  propio  derecho  y  según  viere  con- 
venirla : 

T  resultando,  que  Doña  Josefa  Bermejo ,  como  curadora 
ejemplar  de  su  hermano  incapacitado  D.  Tomás  Bermejo »  in- 
terpuso recurso  de  casación»  citando  como  infringidos : 

1.®  La  ley  17,  tit.  16»  Partida  6.*»  que  previene  que  el 
guardador»  en  nombre  de  la  persona  á  quien  tuviese  en  guarda, 
debe  demandar  y  defender  el  derecho  de  ella  en  todo  pleito 
que  moviere  ó  le  fuere  movido  en  juicio  »  porque  la  sentencia 
absuelve  á  D.  Manuel  Ramos  de  la  demanda  entablada  por  la 
recurrente  en  concepto  de  curadora  ejemiplat  del  incapacitado 
D.  Tomás  Bermejo »  por  carecer  de  acción  en  tal  concepto  de 
curadora»  con  que  la  formuló,  siendo  asi  que,  con  arreglo  á  di- 
cha ley»  á  la  aguardadora  Doña  Josefa  Bermejo  y  á  nadie  más 
que  á  ella  correspondía  ejercitar  la.  acción  perteneciente  al  in- 
capacitado para  demandar  su  derecho  en  juicio. 
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2.^  El  art.  1.261  de  la  Ley  de  Eojuioiamiento  civil,  porque 
con  arregflo  k  él  señaló  al  incapacitado  D.  Tomáa  Bermejo  la 
cantidad  que  debia  consumir  en  sus  alimentos,  ó  sean  40.000 
reales  anuales ,  y  D.  Manuel  Ramos ,  al  descontar  indebida- 
mente de  esa  cantidad  los  5.000  rs.  para  pago  de  los  intereses 
de  su  fianza  de  administración  judicial ,  los  descontó  de  cosa 
propia  del  incapacitado,  puesto  que  la  suma  señalada  para  ali- 
mentos debe  consumirse  toda  en  estos. 

3.'  La  ley  29,  tít.  14,  Partida  5.*,  porque  D.  Ramón  Ra- 
mos ha  otorgfado  la  pag'a,  como  dice  la  ley,  al  confesar  que 
descontó  en  el  trascurso  de  diez  meses  5.000  rs.  de  los  alimen- 
tos del  incapacitado,  puesto  que  en  el  término  de  prueba  ha 
reconocido  los  10  recibos  firmados  por  él:  que  otorgada  por 
Ramos  la  paga  de  lo  reclamado  como  descontado  indebida- 
mente ,  á  él  tocaba  probar  que  fué  verdadera  é  que  la  debe 
haber  por  derecho;  y  al  absolver  la  sentencia  á  Ramos ,  bajo 
el  fundamento  de  que  la  recurrente,  como  curadora  del  inca- 
pacitado, ó  lo  que  es  lo  mismo,  éste  representado  por  la  cura- 
dora, no  ha  probaáo  el  error  y  lo  indebido  del  pago,  infringía 
la  citada  ley ,  que  en  tal  caso  impone  al  demandado  y  no  al 
demandante  la  obligación  de  probar. 

5.°  La  ley  16,  tit.  22 ,  Partida  3.*,  y  la  jurisprudencia  re- 
petidamente establecida  sobre  ella  por  este  Tribunal  Supremo 
respecto  á  que  las  sentencias  deben  ser  conformes  y  ajusta- 
das «no  sólo  á  la  cosa  sobre  que  contienden  las  partes ,  sino 
también  á  la  manera  en  que  facen  la  demanda,;^  porque  la 
recurrente  demandó  en  concepto  y  como  curadora  de  su  her- 
mano incapacitado  y  en  nombre  de  éste,  ó  lo  que  es  lo  mismo, 
habiendo  demandado  el  incapacitado ,  representado  por  su 
curadora;  la  sentencia  habia  podido  declarar  si  el  incapacitado 
representado  por  su  curadora  carecía  ó  no  de  acción ,  mas  no 
hacer  declaraciones  peculiares  á  la  personalidad  especial  de 
Doña  Josefa  Bermejo  y  reservarla  derechos  para  que  los  ejer- 
cite en  nombre  propio  y  como  no  curadora ,  cuando  sólo  bajo 
el  concepto  de  curadora  interpuso  la  demanda. 

T  5.°  La  doctrina  sentada  en  sentencia  de  este  Tribunal 
Supremo,  de  20  de  Octubre  de  1865,  que  establece  que  debiendo 
ser  la  sentencia  conforme  con  la  demanda,  no  puede  oonteoer 
declaraciones  contra  quien  no  haya  sido  parte  en  el  joicio; 
doctrina  que  ha  sido  infringida  en  el  mismo  concepto  expre- 
sado en  el  número  anterior ,  porque  una  personalidad  tieoe 
Doña  Josefa  Bermejo  por  sí  y  otra  como  curadora  del  iinaa^ 
pacitado  D.  Tomás  Bermejo;' y  toda  vez  que  aquella  no  hasidl^- 
parte  en  el  juicio  por  si,  sino  como  curadora  del  incapacitante 
es  claro  que  la  sentencia  que  condena  á  la  Doña  Josefa  porfí^^ 
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en  las  costas  de  la  segunda  instancia,  cuando  no  ha  sido  parte 
por  sí  en  el  pleito,  infringe  la  citada  jurisprudencia. 

Vistos ,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Diaz  de 
Rueda. 

Considerando  que  la  fianza  hipotecaria  era  de  cargo  exclu- 
sivo de  Doña  Josefa  Bermejo ,  que  necesitaba  darla  por  si  ó 
por  interpuesta  persona  para  desempeñar  la  cúratela,  sin  que 
los  intereses  pagados  en  tal  concepto  pudieran  afectar  al  in- 
capacitado: 

Considerando,  en  su  virtud ,  que  lo  descontado  por  Ramos 
para  atender  al  pago  de  esos  intereses  se  referia  á  cuenta  par- 
ticular con  la  expresada  Doña  Josefa ,  en  cuyo  provecho  se 
prestaba  la  fianza  como  gravamen  inherente  al  cargo  de  cu- 
radora : 

Considerando ,  por  tanto ,  que  son  improcedentes  los  moti- 
vos de  casación  que  se  exponen ,  porque  todos  parten  del  su-  • 
puesto  negado  de  que  el  asunto  de  los  réditos  de  la  fianza  in- 
terese en  lo  más  mínimo  al  incapacitado,  cuya  representación 
y  derechos  no  pudo  invocar  la  curadara  para  promover  este 
pleito; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lu- 
g'ar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Doña  Josefa  Bermejo, 
como  curadora  ejemplar  de  su  hermano  incapacitado  D.  Tomás 
Bermejo,  á  la  que  en  tal  concepto  condenamos  en  las  costas  y 
á  la  pérdida  de  la  cantidad  de  208  pesetas  34  céntimos  que 
depositó,  que  se  distribuirá  con  arreglo  á  derecho ;  y  manda- 
mos se  libre  la  correspondiente  certificación  á  la  Audiencia  de 
este  distrito. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Oa- 
ceta  y  se  insertará  en  la  Colección,  legislaíitay  pasándose  al 
efecto  las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y 
firmamos.=«Juan  González  Acevedo.=José  Fermín  de  Muro.^^ 
Juan  Cano  Manuel. =Benito  de  Ulloá  y  Rey.=Victoriano  Ca- 
reaga.= Joaquín  Ruiz  Cañábate. » Ricardo  Diaz  de  Rueda. 

Publicación: 

Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Sx- 
cetentísimo  Sr.  D.  Ricardo  Díaz  de  Rueda,  Magistrado  de  la 
Bala  primera  del  Tribunal  Supremo,  celebrando  audiencia  pú- 
blica la  misma,  en  el  día  de  hoy,  de  que  certifico  como  Escri- 
bano de  Cámara. 

Madrid  31  de  Diciembre  de  1875. «"Rogelio  González  Montes. 
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NÚM.  139. 
CASACIÓN  POR  INFRACCIÓN  DE  LEY.  — SALA   PRIMERA. 


Reivindicación  de  un  pedazo  de  tierra. — Setencia  de  31  de 
Diciembre ,  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  de  casa- 
ción interpuesto  por  D.  Juan  Carrillo  Reguera  contra  la 
pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Ora- 
nada,  en  pleito  con  D.  Juan  Carrillo  Castaño. 

En  los  considerandos  se  establece: 

1.^  Que  en  cuestiones  de  hecho  se  ha  de  estar  á  la  apre- 
ciacion  que  la  Sala  sentenciadora  ha^a  del  mérito  y  valor  de 
las  pruebas ,  si  no  se  demuestra  fue  al  hacerlo  ha  infringido 
alguna  ley  ó  doctrina  legal. 

iJ"  Que  no  puede  decirse  que  han  sido  infringidas  por  una 
sentencia  leyes  ni  doctrinas  que  no  tienen  aplicación  al  caso 
de  autos. 

3.**  Que  el  art.  3.*  de  la  Ley  hipotecaria  y  el  25  del  He^ 
g' amento  dictado  para  su  ejecución  se  limitan  i  establecer  las 
circunstancias  que  se  han  de  ewpresar  en  las  inseripeiones  que 
se  hagan  en  el  Registro. 

4.*  Que  las  reglas  establecidas  en  el  art.  281  de  la  Ley  de 
Bnjuieiamiento  civil  j  cuya  observancia  es  indispensable  para 
que  los  documentos  sean  eficaces  en  juicio^  como  asimismo 
todas  las  que  se  refieran  a  prueba^  se  contraen  evidentemente  i 
los  presentados  por  las  partes  ó  que  á  su  instancia  vengan  al 
pleito  dentro  del  periodo  marcado  al  efecto ,  ó  en  el  tiempo, 
condiciones  y  forma  marcados  por  la  ley  y  pero  no  á  los  docu- 
mentos y  demás  diligencias  que  los  Jueces  y  Tribunales  y  en 
virtud  y  dentro  de  las  facultades  que  les  atribuye  el  art.  48 
crean  conveniente  consultar  ó  practicar  para  ilustrar  su  con- 
ciencia y  asegurar  el  acierto  de  sus  fallos. 

6.^  Que  son  ineficaces  para  fundar  un  recurso ,  las  citas 
que  vayan  principalmente  dirigidas  contra  los  considerandos  4 
fundamentos  de  la  sentenciay  según  lo  ha  declarado  repetida- 
mente el  Tribunal  Supremo. 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  31  de  Diciembre  de  187S| 
en  los  autos  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  te 
Ronda  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Granad^ 
por  D.  Juan  Carrillo  Reguera  con  D.  Juan  Carrillo  Castail^ 
sobre  reivindicación  de  ud  pedazo  de  tierra;  autos  que  pendál 
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^Dte  Nos,  en  virtud  de  recurso  de  casación  interpuesto  por  el 
•demandante  contra  la  sentencia  que  en  14  de  Julio  de  1874 
dictó  la  referida  Sala: 

Resultando  que  los  hermanos  D.  Diego  Mateo  de  la  Plaza, 
-clérigo  Presbítero,  y  Doña  Salvadora  de  la  Plaza,  en  su  testa-, 
mentó,  otorgado  en  10  de  Junio  de  1740,  fundaron  un  vínculo 
perpetuo,  en  que  habían  de  suceder  después  de  los  dias  de  la 
Doña  Salvadora  su  sobrina  Dota  María  Ana  de  la  Plaza  y  sus 
liijos  y  descendientes  legítimos,  con  preferencia  del  mayor  al 
menor  y  el  varón  á  la  hembra,  haciendo  además  para  su  óaso 
otros  llamamientos,  y  dotándolos  con  varios  bienes,  y  entre 
*elIos,  una  vifía  que  tenían  en  término  de  aquella  ciudad  de 
Ronda,   al  partido  de  Cantalejos,  coa  su  casa  de  teja,  muy 
buena,  lagar  y  viga  que  habia  en  ella:  lindante  por  la  parte 
de  arriba  con  viña  de  D.  Manuel  Montero  Gavira,  y  viña  de 
Fray  Miguel  de  Pedraza,  y  viña  de  Juan  Martin  Moreno,    y 
viña  de  Juan  Tlneo;  y  por  la  parte^de  abajo  con  viña   de 
Antonio  de  Medina,  y  por  qn  lado  con  viña  de  Doña  Andrea 
Jiménez,  viuda  de  Domingo  Rodríguez  Florez,  y  el  sesmo  que 
baja  á  las  huertas ,  y  por  otro  lado  el  camino  real  que  de  la 
<)iudad  de  Ronda  iba  á  la  villa  de  Setenil  y  otros  linderos,  con 
cargo  cada  aranzada  de  8  rs.  que  de  censo  y  réditos  en  cada 
^n  año  se  pagaban  al  vinculo  que  poseia  D.  Gaspar  Lobato  y 
y  fundó  el  Capitán  D.  Juan  de  Rivera  Lobato,  libre   de  otro, 
que  era  la  cantidad  que  de  cada  aranzada  se^  estaba  cobrando, 
aunque  él  hubo  la  mayor  parte  de  ellas  con  cargo  tan  sola- 
mente de  6  rs.  por  cada  uua  aranzada  á  dicho  vínculo  de  cuyo 
-exceso  al  dicho  D.  Diego,  comprador,  no  le  ha^bian  satisfecho 
los  vendedores  cosa  alguna;  advirtiendo  que  en  dichos  8  reales 
se  incluia  el  censo  de  Fonseca,  y  que  la  expresada  viña  la  hubo 
por  compra  en  esta  forma:  de  una  aranzada  de  viña  poco  más 
^  menos  á  Ana  Martin;  de  otra  aranzada  de  majuelo  á  Pedro 
Oil  Guerrero  y   su   mujer  Doña  María  de  Espinosa;  de  otra 
aranzada  de  viña  poco  más  ó  menos  á  Juan  y  Alonso  Lobato 
y  otros;  de  una  aranzada  de  viña  á  Diego  Fernandez  y  Alven- 
din ;  de  una  cuarta  de  aranzada  de  viña  poco  más  ó  menos  á 
Juan  Conde;  de  tres  cuartas  de  aranzada  de  viña  á  José  San- 
<;hez  y  Catalina  Mateos,  su  mujer;  de  una  aranzada  de  viña 
majuelo  poco  más  ó  menos  á  Francisco  Sánchez  de  la  Vega  y 
su  mujer  Isabel  Rodríguez;  y  de  una  aranzada  de  viña  á  Fran- 
-cisco  Montano  y  Doña  Isabel  Cerdeño,  su  mujer;  una  y  otras 
según  las  escrituras  que  relaciona: 

Reijultando  que  en  virtud  de  demanda  promovida  por  Doña 
Ana  Teresa  Reguera  contra  su  marido  D.  Diego  Carrillo  Cas- 
taño, sobre  que  se  reuniese  con  ella  y  la  diese  alimentos  para 
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sostener  la  prole  habida  en  su  matrimonio,  se  proveyó  auto 
en  17  de  Julio  de  1822,  mandando  que  se  hiciese  saber  al  Don 
Diego  Carrillo  que  en  el  término  de  tercero  día  se  reuniera  con 
la  Doña  Ana,  bajo  apercibimiento;  y  que  en  ig^al  término  la 
satisficiese  la  cantidad  de  720  rs.,  importe  de  tres  meses  al 
respecto  de  8  rs.  diarios,  que  se  la  asignaban  para  sus  ali- 
mentos y  subsistencias  de  la  prole  que  estaba  criando ,  pue» 
de  lo  contrario  se  procedería  á  exigirlos  con  embargo  y  venta 
de  sus  bienes;  y  no  habiendo  cumplido  con  lo  preceptuado  el 
D.  Diego  Carrillo,  se  le  embargó  y  constituyó  en  administra- 
ción la  heredad  de  olivar  y  tierra  que  poseía,  situada  en  aquel 
término  de  Roda  por  bajo  de  la  Fuente  de  D.  Pedro  Caballero» 
dejándola  á  cargo  de  D.  Narciso  Carrillo,  que  se  constituyó 
por  tal  depositario: 

Resultando  que  el  D.  Diego  Carrillo,  en  su  vista,  declinó 
la  jurisdicción  del  Juez,  porque  teniendo  solicitado  ante  el 
eclesiástico  la  nulidad  del  matrimonio  con  la  Doña  Ana,  al 
mismo  y  no  al  ordinario  debia  dirigir  ésta  sus  demandas,  puesto 
que  la  prestación  de  alimentos  dependia  de  la  declaración  que 
se  hiciese  sobre  la  validez  del  pretendido  matrimonio,  mas  esto 
no  obstante,  en  áeñnítivo  de  20  de  Marzo  de  1827  se  condenó 
al  D.  Diego  Carrillo^  como  marido  de  la  Doña  Ana  Reguera  y 
padre  legitimo  del  menor  D.  Juan  Maria  de  la  Paz  Carrillo,  al 
pago  y  prestación  de  los  8  rs.  diarios  vencidos  hasta  aquella 
fecha  y  que  eu  adelante  se  vendieran ,  hasta  que,  cumpliendo 
con  las  obligaciones  de  marido  y  padre,  pudiera  y  debiera  ser 
exonerado,  y  á  más  en  las  costas  procesales;  descontádose  la 
percibido  á  cuenta  por  la  Doña  Ana  Teresa  Reguera,  con  en- 
trega de  las  existencias  y  continuación  de  los  embargos  y  ad- 
ministración que  ejercitó  Narciso  Carrillo,  á  quien  para  el  abono 
antes  referido  se  le  declaró  solo  responsable  del  fruto  de  la 
heredad  de  olivar  á  la  Fuente  de  D.  Pedro  Caballero,  en  que 
consistió  aquella  con  respecto  al  año  de  1826  y  demás  que  en. 
adelante  pudiera  producir: 

Resultando  que  por  otro  auto  proveído  en  19  de  Abril  de 
1828,  atendiendo  á  la  patente  maquinación  con  que  se  estaba 
portando  el  D.  Diego  Carrillo  y  su  hermano  D.  Esteban  para 
que  jamás  se  satisficiesen  los  ejecutivos  alimentos  debidos  á  la 
Doña  Ana  Reguera,  haciendo  arriendos  y  subarriendos  por  si 
y  ante  si  siu  oonocimiento  del  Juzgado,  y  á  que  las  rentas  del 
monte  la  Capellanía  estaban  sujetas  al  pago  de  los  referidoB^ 
alimentos,  se  declararon  por  nulos  los  arrendamientos  y  subdK.  - 
riendos  del  indicado  móntela  Capellanía  hechos  por  losCarrilIom  ,, 
y  se  mandó  que  la  Doña  Ana  tuviera  en  lo  sucesivo  en  prenípi'^ 
pretoria  el  citado  monte,  arrendándolo  á  la  persona  que 
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le  acomodase  hasta  devengfar  las  cantidades  q\ie  se  le  adeuda- 
ban por  razón  de  dichos  alimentos,  interviniendo  en  ellos  la 
Autoridad  judicial  para  mayor  seglaridad  y  Valídáoioú,  y  cuyo 
uso  de  arriendamiento  lo  tuviera  la  Dofia  Aña  aún  satisfechas 
las  rentas  vencidas ,  Ínterin  corrieran  los  indicados  8  rs.,  por 
no  verificarse  la  unión  del  matrimonio: 

Resultando  que  mostrado  parte  en  el  asnnto  D.  Bstéban 
Carrillo,  quejándose  de  que  se  habia  hecho  embargo  de  algu- 
nas fincas  con  notable  perjuicio  suyo,  de  su  hermano  D.  Juan 
y  de  su  madre  Doña  Antonia  Castaño ,  tutora  de  éste ,  que  la 
finca  denominada  la  Capellanía,  de  la  pertenencia  de  su  her- 
mano D.  Diego,  la  tenia  arrendada  con  anterioridad  por  tres 
años  en  el  percio  que  anticipadamente  le  habia  dado  para  sus 
^fastos  y  urgencias :  que  por  el  Juzgado  se  hab!a  pandado  dar 
á  la  Doña  Ana  posesión  de  la  finca  situada  en  el  partido  de 
Alcobacin  en  prenda  pretoria:  de  lo  que  resultaba  que  serla 
aéreo  el  arrendamiento  que  se  habia  hecho  de  dos  predios  con- 
tiguos conocidos  bajo  el  nombre  general  de  heredad  de  Alco- 
bacin, el  uno  de  la  pertenencia  de  su  hermano  D.  Diego  y  el 
otro  de  la  de  D.  Juan,  privándose  á  estos  de  la  ventaja  que 
dicho  contrato  les  proporcionaba ,  y  que  podía  suceder  que  en 
virtud  de  dicho  fallo  no  sólo  tomase  posesión  la  Doña  Ana  del 
perteneciente  al  D.  Diego^  sino  del  de  D.  Juan,  pues  con  per- 
juicio de  éste  asi  lo  habla  verificado  del  fruto  maliciosamente 
el  depositario  D.  Narciso  Carrillo,  recolectando  los  frutos  de 
uno  y  otro  predio  furtivamente;  y  que  para  reclamar  dichos 
perjuicios  pedia  la  entrega  de  los  autos,  se  dictó  providencia 
con  audiencia  de  la  Doña  Ana  mandando  llevar  á  puro  y  de- 
bido efecto  la  de  18  de  Setiembre,  á  cuyo  fin  se  pusiera  en 
posesión  á  la  susodicha  Doña  Ana  de  la  heredad  á  la  Fuente 
de  D.  Pedro  Caballero  como  en  ella  se  prevenía,  y  declarada 
consentida  y  pasada  en  autoridad  de  cosa  juisgada ,  se  dio  con 
efecto  á  la  Doña  Ana  Carrillo  en  10  de  Octubre  de  1828  la 
posesión  de  la  expresada  heredad  con  su  casa  de  teja ,  olivos 
j  tierra  calma ,  que  por  una  parte  lindaba  con  olivar  de  Don 
Cristóbal  Aviles,  por  otra  con  olivar  de  D.  Manuel  de  Córdová, 
por  otra  con  otro  de  D.  Antonio  Aviles  y  con  heredad  de  Don 
Francisco  Madrid  Clavero  y  otros  linderos: 

Resultando  que  después  acudió  en  alzada  á  la  Chancillería 
de  Oranada  el  D.  Diego  Carrillo,  y  remitidos  á  la  misma  los 
autos  en  que  también  fué  parte  D.  Bstéban  Carrillo,  por  si  y 
oomo  curador  ad  lUem  dé  sus  menores  hermanos  D.  Antonio» 
D.  Juan  y  D.  Salvador,  presentando  el  propio  D.  Bstéban  Car- 
rillo un  testimonio  para  acreditar  la  pertenencia  que  tenia  el 
menor  D.  Juan  á  la  heredad  que  estaba  por  bajo  de  la  Fuente 
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de  D.  Pedro  Caballero,  9e  dictó  auto  por  dicha  Chancilleria 
en  19  de  Majo  de  1830,  declarando  haber  lugar  al  recarao 
hecho  por  parte  de  D.  Diego  Carrillo  y  sus  hermauos  y  desar- 
regladas las  providencias  dadas  por  el  Corregidor  de  la  ciudad 
de  Rouda,  y  mandando  que  se  alzasen  los  embargos  y  pose- 
sión pretoria  dada  á  la  Doña  Aiía  Teresa  Reguera  de  los  bie* 
nes  del  D.  Diego  Carrillo  y  sus  hermanos,  á  quienes  se  les  en- 
tregasen libremente,  y  que  acreditando  en  la  Sala  la  Do£a 
Ana  la  legitimidad  de  su  matrimonio,  usase  de  su  derecho  so- 
bre los  alimentos  como  le  conviniera,  para  lo  cual  se  retenían 
los  autos  y  su  conocimiento  en  aquella  Corte: 

Resultando  que  en  cumplimiento  de  esta  ejecutoria  fueron 
alzados  dichos  embargos;  y  en  21  de  Junio  del  referido  alio 
de  1830,  estando  en  la  heredad  de  Olivar,  propia  del  D.  Diego 
Carrillo,  término  de  la  ciudad  de  Ronda,  partido  de  AlcobaciD, 
cerca  de  la  Fuente  de  D.  Pedro  Caballero,  presentes  el  Don 
Diego  Carrillo  y  D.  Estaban  Carrillo  su  hermano,  éste  como 
curador  de  D.  Juan  Carrillo,  otro  hermano  á  quien  correspon* 
dia  parte  de  la  citada  heredad,  cuyos  linderos  estaban  marca- 
dos en  la  Real  provisión,  se  les  dio  posesión  de  dicha  finca 
quieta  y  pacificamente,  sin  oposición  de  persona  alguna: 

Resultando  que  en  28  de  Noviembre  de  1853  D.  Ildefonso 
Ruiz,  como  mi^rido  de  Doña  María  de  los  Dolores  Serón,  enta- 
bló  demanda  contra  D.  Diego  Carrillo,  poseedor  del  olivar  si- 
tuado en  el  partido  de  Alcobacin,  que  fué  de  D.  Juan  Canda- 
lejo,  en  reclamación  de  720  rs.  de  réditos  vencidos  de  ciertos 
capitales  de  censo  que  gravitaban  sobre  dicha  heredad  y  per- 
tenecian  al  mayorazgo  que  fundó  D.  Juan  de  Rivera  Lobato,  y 
seguido  el  pleito  por  sus  tr&mites,  en  el  periodo  de  prueba 
exhibió  la  parte  actora  un  expediente  en  que  constaban  di- 
versas ejecuciones  que  se  habían  seguido  contra  los  causantes 
del  D.  Diego  Carrillo  para  el  pago  de  réditos  de  los  censos 
que  se  reclamaban;  y  D.  Esteban  Carrillo ,  con  poder  de  su 
hermano  D.  Diego,  expuso  que  eran  ocho  las  aranzadas  á  que 
estaba  obligado  á  pagar  de  censo ,  y  que  por  éste  se  le  exij^ 
10  rs.  por  aranzadaal  5  por  100  que  habia  quedado  al  3  y  uno 
yjnedio  por  100,  exhibiendo  ciertos  recibos  y  proponiendo 
prueba  que  aparecía  de  testigos^  ^nla  que  tres  declaraban  que 
el  D.  Diego  poseía  ocho  aranzadas  en  Alcobacin  ó  Cantalejo; 
y  después  de  unidas  las  pruebas  á  los  autos,  se  dictó  senten- 
cia, que  fué  confirmada  con  costas  por  la  Audiencia  en  29  da 
Diciembre  de  1853,  condenando  al  D,  Diego  Carrillo  al  pafi 
de  los  720  rs.  por  que  habla  sido  demandado  y  en  las  ooMí 
originadas;  y  para  el  cumplimiento  de  la  citada  sentencia^  |0 
no  haberse  verificado  el  pago  por  D.   Diego  Carrillo,  se 
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bar^,  según  diligencia  de  4  de  Abril  de  1854,  la  heredad  de 
olivar,  con  su  caaa,  que  poseia  en  el  mencionado  partido  de 
CiandalejOy  término  de  la  ciudad  de  Ronda,  consistente  en  dos 
porciones,  la  una  como  de  nueve  aranzadas  y  la  otra  de  una, 
encontrándose  entre  aquella  una  aranzada  sin  olivos:  siendo 
sus  linderos  por  la  cabezada  con  olivar  de  D.  Manuel  de  Cor- 
dova  Pérez;  por  el  pié  olivar  de  D.  Cristóbal  Avela;  por  un 
costado  con  la  heredad  de  olivar  y  tierras  4e  D.  Francisco  Ma- 
drid Clavero,  y  por  el  otro  con  el  camino  que  se  dirige  á  las 
liuertas  de  Alcobacin  y  Tilla  de  Setenil;  y  la  otra  porción  de 
olivar  confinante  con  la  propia  heredad  lindaba  por  la  cabe- 
-zada  con  olivar  de  los  herederos  de  D.  Antonio  Aviles;  por  el 
pié  con  olivar  de  Manuel  de  Córdova;  por  un  costado  con  oli- 
var de  los  mencionados  herederos,  y  por  el  otro  con  el  camino 
ya  citado;  y  anunciada  después  la  subasta  de  dicha  heredad 
de  olivar  embargada,  satisfizo  D.  Diego  la  cantidad  reclama- 
da; haciéndose  constar  que  de  dichos  autos  no  resultaba  que 
B.  Juan  CarriUo  Castaño  ni  otra  persona  alguna  hiciera  re- 
<2lamacion  contra  el  embargo  que  se  hnbia  hecho  de  la  expre- 
sada finca. 

Resultando  ^ue  por  escritura  pública  de  28  de  Octubre  de 
1864,  otorgada  por  Doña  María  de  la  Paz  Serón  á  favor  de  Don 
Juan  Carrillo  Reguera,  se  redimió  un  capital  de  censo  de  2.125 
reales  34  céntimos  impuesto  sobre  siete  aranzadas  de  olivar 
-que  constituian  la  heredad  nombrada  de  Cantalejo,  sita  al  par- 
tido del    mismo  nombre  y  de  Alcobacin,  en    el  término  de 
Bonda,  lindando  con  terrenos  de  Manuel  de  Córdova,  Cristóbal 
Avela,  D.  Francisco  Madrid  y  el  camino  que  desde  Ronda  se 
dirige  &  Setenil,  la  que  correspondía   á  D.    Francisco  Pérez 
Ponce  Ramírez,  y  sobre  otras  tres  aranzadas  sitas  en  el  propio 
término  y  partido,  que  se  desconocía  cuáles  fueran  ni  á  quién 
pertenecieran,  el  cual  censo  correspondía  á  la  Serón  por  ha- 
berlo heredado  de  su  hermana  Doña  María  de  los  Dolores,  úl- 
tima poseedora  que  fué  del  mayorazgo  fundado  por  el  Capitán 
D.  Juan  Lobato  Rivera,  á  cuyo  favor  se  habia  constituido  di- 
cho censo;  relacionándose  además  en  la  propia  escritura  que 
•con  el  trascurso    de  loa  años  vinieron  á  vincularse   de  nue^o 
l«s  tierras  acensadas,  formando  parte  de  la  dotación  del  mayo- 
razgo fundado  por  D.  Mateo  y  Doña  Beatriz   de  la  Plaza  el 
qoe  en  los  últimos  años  poseia  D.  Diego  Carrillo  de  Mendoza, 
é  quien  sucedió  como  su  inmediato  único  hijo  y  universal  he- 
redero D.  Juan  Carrillo  Reguera,  quien  como  de  libre  disposi- 
ción enajenó  las  tierras  acensadas  en   favor  de   D.   Francisco 
Pedro  Ponce  Ramírez,  por  escritura  de  venta,  otorgada  en  19 
dé  Mayo  de  1867;  y  como  al  efectuarse  tal  venta  igníH'ase  el 
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D.  Juan  Carrillo  la  existencia  del  censo  expuesto,  lo  hizo  como 
libre  de  tal  gravamen,  j  tan  sólo  lo  efectuó  de  una  extensión 
(le  siete  aranzadas  poco  más  ó  menos,  que  eran  en  laa  que  ha- 
bían entrado  en  posesión  al  fallecimiento  de  su  padre,  cujas 
siete  aranzadas  constituían  en  la  actualidad  la  dotación  de 
tierras  de  una  heredad  de  olivas  con  su  casa  de  tejas  ^  situada 
en  el  término  y  partidos  referidos,  nombrándose  éste  también 
de  Cantalejos:  lindante  por  Levante  con  terrenos  de  Manuel 
Córdova;  por  Poniente  con  otros  de  D.  Cristóbal  Avela;  por 
Norte  con  el  camino  que  desde  Ronda  guia  á  Setenil,  el  que 
desde  la  misma  conduce  á  la  finca  relacionada,  y  por  Sur  con 
D.  Francisco  Madrid;  y  que  con  el  objeto  de  concluir  de  una 
vez  con  las  cuestiones  que  envolvían  las  imposiciones  de  cen- 
sos referidos,  por  las  confusiones  y  errores  á  que  con  el  tras- 
curso de  los  años  habian  dado  lugar,  convinieron  la  Doña 
María  de  la  Paz  Serón  y  D.  Juan  Carrillo  redimir  las  mismas 
por  una  cantidad  alzada,  sirviendo  de  tipo  aproximado  el  que 
para  casos  análogos  admiten  las  leyes  desaínortizadora^s  vigen- 
tes, reservándose  al  Carrillo  el  derecho  de  que  una  vez  qae 
los  terrenos  que  poseia  como  correspondientes  á  la  vincula- 
ción fundada  por  D.  Mateo  y  Doña  Beatriz  de  Ta  Plaza  era,  se- 
gún su  expresión,  tan  sólo  de  una  extensión  como  de  siete 
a'ranzadas,  pudiera  reclamar  de  los  poseedores  de  las  tres  aran- 
zadas  que  faltaban  para  constituir  las  totales  imposiciones  la 
parte  del  censo  que  sobre  ellas  gravaba,  si  era  que  podía  ave- 
riguar y  esclarecer  quiénes  eran  dichos  poseedores,  siendo  ex- 
tensivo el  convenio  á  que  en  la  redención  no  se  incluía  el 
censo  de  28  maravedís  por  cada  aranzada  de  que  quedaba  he- 
f'ha  referencia,  el  cual  para  las  liquidaciones  que  habian  prac- 
ticado lo  capitalizaron  al  3  por  100,  y  ascendiendo  sus  rédi- 
tos por  las  10  aranzadas  mencionadas  &  8  rs.  y  24  céntimos, 
habia  resultado  corresponder  á  él  de  capital  la  suma  de  274 
reales,  66  cents.,  cuya  cantidad,  deducida  de  los  2.400  reales 
en  que  se  capitalizó  el  todo  del  censo,  con  inclusión  del 
del  mayorazgo  de  Fonseca,  en  la  descripción  de  los  bienes 
amayorazgados  y  libres  quedados  al  óbito  de  la  Doña  María  de 
los  Dolores  Serón,  quedaba  tac  sólo  para  el  censo  que  &  ésta 
se  pagaba  de  capital  2.125  rs.  34  cents.,  que  era  el  en  que  es- 
taba pactada  la  redención: 

Resultando  que  muerto  D.  Diego  Carrillo  Castaño,  últino 
poseedor  de  dicho  vínculo  fundado  por  D.  Diego  Mateo  j  IMh 
Salvadora  de  la  Plaza,  el  7  de  Abril  de  1856  interesaron  h 
posesión  de  la  mitad  vincular  reservable  su  hijo  D.  Juan  Qth 
Hilo  Redera  y  su  hermano  y  tio  de  éste  D.  Antonio ,  Oi(|^ 
autos  posesorios,  yendo  en  alzada  á  instancia  del  último/^ 
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dieron  á  termini^rae  por  la  escritura  de  transacción  en  que  de- 
43istió  el  D.  Antonio  de  todas  stt9  pretensiones  y  reconoció  el 
derecho  de  su  expresado  sobrino  á  los  bienes  del  indicado 
vinculo: 

Resultando  que  habiéndose  entregado  el  Carrillo  Reguera 
«n  dicha  viña  y  casa  (que  perteneció  al  vínculo),  conocida  hoy 
por  la  heredad  de  los  Carrillos  en  Alcobacin  ó  Cantaiejos,  la 
vendió  á  retro  k  D.  Francisco  Pedro  Ponce;  pero  teniendo  no- 
ticia que  de  dicha  finca  habla  segregado  y  apropiádose  su  tio 
D.  Juan  como  más  de  dos  aranzadas,  lindante  esta  porción  por 
Norte  y  Sur  con  tierras  de  D.  Cristóbal  A  vela,  por  Levante 
con  la  heredad  ya  citada  que  había  vendido  al  expresado  Don 
Francisco  Pedro,  y  por  Poniente  con  el  sesmo  que  baja  á  las 
huertas,  interpuso  la  demanda  que  motiva  este  juicio,  solici- 
tando se  declare  que  le  toca  y  corresponde  en  pleno  dominio 
dicho  pedazo,  y  que  en  su  consecuencia  se  condene  al  Carrillo 
Castaño,  su  tio,  á  que  como  injusto  poseedor  de  él  se  lo  res- 
tituya y  entregue ,  con  todos  los  frutos  percibidos  y  debidos 
percibir  desde  su  detentación,  y  en  todas  las  costas: 

Resultando  que  conferido  traslado  de  dicha  demanda  al 
Carrillo  Castaño,  excepcionó:  primero,  defecto  legal  en  el  noodo 
de  proponer  la  demanda,  por  falta  de  la  debida  determinación 
de  la  cosa  demandada:  segundo,  que  le  pertenecia  el  pedazo 
de  tierra  en  cuestión  á  virtud  de  donación  particular  que  de  él 
le  hizo  su  tia  Doña  Beatriz  Carrillo;  tercero,  el  haber  sido 
amparado  y  restituido  en  su  posesión  y  disfrute  por  providen- 
cia ejecutoria  de  la  Chancillería  de  Granada;  y  cuarto,  en  la 
prescripción ,  por  haberla  venido  poseyendo  como  suya  desde 
sus  primeros  años  á  virtud  de  dicha  donación;  solicitando  que 
en  su  consecuencia  se  le  absuelva  de  la  demanda,  con  imposi- 
ción de  perpetuo  silencio  y  costas  al  actor: 

Resultando  que  en  los  escritos  de  réplica  y  diiplica  insistió 
cada  parte  respectivamente  en  lo  expuesto  anteriormente,  que- 
dó fijado  y  reducido  lo  m&s  principal  de  1^  cuestión  á  si  dicho 
pedazo  de  poco  más  de  dos  aranzadas  era  el  que  se  decia  ha- 
ber formado  parte  de  la  citada  finca  vinculada  y  pertenecer 
como  inmediato  poseedor  vinculista  al  actor,  ó  si  por  el  con- 
trario, era  un  pedazo  distinto  enteramente  dado  fil  demandado 
por  su  tia  Doña  Beatriz,  y  en  caso  de  corresponder  al  expre- 
sado vinculo,  si  habia  prescrito  ya  ó  no  en  favor  del  Cairillo. 
Castaño: 

Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba  á  instancia  del 
demandante  se  puso  un  testimonio,  del  que  aparece  que  á  con- 
secuencia de  autos  seguidos  á  nombre  de  su  madre  Dofia  Te- 
resa Reguera  y  Tapia  contra  su  marido  D.  Diego  Carrillo  sobre 
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prestación  de  alimentos  para  ella  y  bu  citado  hijo  D.  Juan^ 
se  verificó  partición  judicial  de  lo  que  al  D.  Diego  pertenecía; 
y  hecha  la  división  y  adjudicación  de  los  bienes  de  dicho  vio* 
culo,  cuyas  operaciones  fueron  aprobadas  por  auto  de  29  de 
Febrero  de  1848,  se  adjudicó  al  inmediato  su  hijo  para  pago 
de  su  mitad  reservable,  entre  otros  bienes,  la  mencionada  viña 
bajo  el  nombre  del  Olivar,  sito  al  paraje  de  Gantalcjos,  después 
de  haberlo  apreciado  los  peritos  en  Marzo  de  1846  como  de  la 
pertenencia  de  D.  Diego,  y  después  asimismo  de  resultar  aere- 
ditado  por  C/Crtificado  del  Secretario  de  Ayuntamiento  en  Se- 
tiembre del  mismo  año  de  1846  que  ninguno  de  sus  demás  her- 
manos, incluso  el  D.  Juan,  tenia  amillarado  en  el  padrón  d^ 
riqueza  tierra  ni  finca  alguna  en  dicho  partido  de  Cantalejos  ó 
Alcobacin,  y  sí  solamente  aquel,  quien  figuraba  allí  con  el  ex- 
presado predio: 

Resultando  que  dictada  sentencia  por  el  Juez  de  primera 
instancia  interpuso  apelación  el  demandado;  que  remitidos  los 
flutos  á  la  Audiencia  y  sustanciada  la  instancia  en  virtud  de 
auto  para  mejor  proveer,  se  unió  á  los  autos  un  testimonio,  del 
que  aparece  que  en  1.^  de  Julio  de  1818  Doña  Beatriz  Carrillo 
de  Medina  otorgó  testamento  ante  el  Notario  D.  Rafael  Gra- 
nados, legando  en  propiedad  y  posesión  á  D.  Juan  Carrillo 
Castaño  una  aranzada  de  olivar,  lindera  con  la  heredad  propia 
del  vinculo  que  poseia  D.  Diego  Carrillo,  su  sobrino,  en  el 
sitio  de  Cantalejos: 

Resultando  que  la  referida  Sala  de  la  Audiencia,  por  sen- 
tencia de  11  de  Julio  de  1874,  revocatoria  de  la  del  Juez  de 
primera  instancia,  absolvió  á  D.  Juan  Carrillo  Castaño  de  la 
demanda  contra  él  deducida  por  D.  Juan  Carrillo  Reguera,  sin 
hacer  expresa  condenación  de  costas: 

Y  resultando  que  el  D.  Juan  Carrillo  Reguera  interpuso 
recurso  de  casación,  alegando  como  infringidas: 

1.*  Las  leyes  25,  tít.  2.%  y  10,  tít.  14,  Partida  3.*,  y  U 
doctrina  sancionada  por  este  Tribunal  Supremo,  según  la  cual, 
fijándose  el  sentido  de  las  dos  citadas  leyes,  se  declara  que 
para  que  prospere  la  acción  reivindicatoría  es  bastante  que  se 
identifique  con  toda  precisión  la  cx>sa  que  se  reivindica  y  que 
el  reivindicante  acredite  su  dominio;  por  cuanto  se  absolvía 
al  demandado  de  la  acción  reivindicatoría  contra  él  entablada, 
cuando  era  un  hecho  reconocido  por  la  sentencia  como  proba- 
do que  la  porción  de  terreno  reivindicada  es  una  faja  que  for- 
mó parte  de  la  finca  vinculada,  hoy  heredad  de  los  Carrillos 
por  el  lado  del  Poniente  y  de  extensión  dos  aranzadas,  y  que 
el  recurrente,  como  hijo  y  sucesor  de  D.  Diego  Carrillo,  adqui* 
rió  en  1854  la  propiedad,  y  era  por  consiguiente  dueño  de  toda 
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Cousiderando  que  las  reg'las  establecidas  en  el  art.  281  de 
la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  cuya  observancia  es  indispen- 
sable para  que  los  documentos  públicos  sean  eficaces  enjuicio, 
como  asimismo  todas  las  que  se  refieran  á  prueba,  se  contraen 
evidentemente  á  los  presentados  por  las  partes  ó  qué  á  au  Ins- 
tancia vengan  al  pleito  dentro  xiel  período  marcado  al  efecto, 
ó  en  el  tiempo,  condiciones  y  forma  marcados  por  la  ley,  pero 
.110  á  los  documentos  y  demás  diligencias  que  los  Jueces  y 
Tribunales,  en  virtud  y  dentro  de  las  facultades  que  les  atri- 
buye el  art.  48,  crean  conveniente  consultar  ó  practicar  para 
ilustrar  su  conciencia  y  asegurar  el  acierto  de  sus  fallos: 

Cousiderando  además  que  la  expresada  cita  del  art.  281, 
como  las  que  se  hacen  en  los  motivos  4.^,  5.^  y  6.*,  van  prin- 
cipalmente dirigidas  contra  los  considerandos  ó  fundamentos 
de  la  sentencia^  lo  cual  es  ineficaz  para  apoyar  el  recurso  de 
casación,  según  Jo  ha  declarado  repetidamente  este  Tribunal 
Supremo;  y  que  habiendo  estimado  la  Sala  sentenciadora,  por 
otra  parte,  que  el  demandante  no  habia  probado  su  acción, 
esta  circunstancia  basta  por  si  sola  para  la  absolución  del  de- 
mandado:, tal  como  la  ha  pronunciado: 

Y  considerando,  por  todo  lo  expuesto,  que  no  han  sido  in- 
fringidas las  leyes  y  doctrinas  que  en  apoyo  del  recurso  se 
alegan; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lu- 
gar al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Juan  Carrillo 
Beguera,  á  quien  condenamos  en  las  costas;  y  líbrese  la  cor- 
respondiente certificación  á  la  Audiencia  de  Granada ,  con  de- 
volución de  los  documentos  remitidos. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta é  insertará  en  la  Colección  legislativa ,  pasándose  al  efecto 
las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  finna- 
inos.=»Juan González  Acevedo.=»  José  María Cáeeres.=Laureano 
de  Arrieta.=Juan  Cano  Manuel. =Benito  de  UUoay  Rey.=Vic- 
toriano  Careaga.=»Joaquin  Ruiz  Cañábate. 

Publicación : 

Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  Joaquin  Ruiz  Cañábate,  Magistrado  de  la  Sala 
primera  del  Tribunal  Supremo,  celebrando  audiencia  publícala 
misma ,  en  el  dia  de  hoy ,  de  que  certifico  como  Escribano  de 
Clamara. 

Madrid  31  de  Diciembre  de  1875.=Rogelio  González  Montes. 
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prestación  de  alimentos  para  ella  y  fia  citado  hijo  D.  Juan, 
se  verificó  partición  jadicial  de  lo  que  al  D.  Diego  pertenecía; 
y  hecha  la  división  y  adjudicación  de  loa  bienes  de  dicho  vin- 
culo, cuyas  operaciones  fueron  aprobadas  por  auto  de  29  de 
Febrero  de  1848,  se  adjudicó  al  inmediato  au  hijo  para  pago 
de  su  mitad  reservable,  entre  otros  bienes,  la  mencionada  viña 
bajo  el  nombre  del  Olivar,  sito  al  paraje  de  Cantalejos,  después 
de  haberlo  apreciado  los  peritos  en  Marzo  de  1846  como  de  la 
pertenencia  de  D.  Diego,  y  después  asimismo  de  resultar  acre- 
ditado por  C/Crtificado  del  Secretario  de  Ayuntamiento  en  Se- 
tiembre del  mismo  año  de  1846  que  ninguno  desús  demás  her- 
manos, incluso  el  D.  Juan,  tenia  amillarado  en  el  padrón  de 
riqueza  tierra  ni  finca  alguna  en  dicho  partido  de  Cantalejos  ó 
Alcobacin,  y  ai  solamente  aquel,  quien  figuraba  allí  con  el  ex- 
presado predio: 

Resultando  que  dictada  sentencia  por  el  Jueas  de  primera 
instancia  interpuso  apelación  el  demandado;  que  remitidos  los 
»utos  &  la  Audiencia  y  sustanciada  la  instancia  en  virtud  de 
auto  para  mejor  proveer,  se  unió  á  los  autos  un  testimonio,  del 
que  aparece  que  en  1.^  de  Julio  de  1818  Doña  Beatriz  Carrillo 
de  Medina  otorgó  testamento  ante  el  Notario  D.  Rafael  Gra- 
nados, legando  en  propiedad  y  posesión  á  D.  Juan  Carrillo 
Castaño  una  aranzada  de  olivar,  lindera  con  la  heredad  propia 
del  vinculo  que  poseía  D.  Diego  Carrillo,  su  sobrino,  en  el 
sitio  de  Cantalejos: 

Resultando  que  la  referida  Sala  de  la  Audiencia,  por  sen- 
tencia de  11  de  Julio  de  1874,  revocatoria  de  la  del  Juez  de 
primera  instancia,  absolvió  á  D.  Juan  Carrillo  Castaño  de  la 
demanda  contra  él  deducida  por  D.  Juan  Carrillo  Reguera,  sin 
hacer  expresa  condenación  de  costas: 

Y  resultando  que  el  D.  Juan  Carrillo  Reguera  interpuso 
recurso  de  casación,  alegando  como  infringidas: 

1.*  Las  leyes  25,  tít.  2.^,  y  10,  tít.  14,  Partida  3/,  y  la 
doctrina  sancionada  por  este  Tribunal  Supremo,  según  la  cual, 
fijándose  el  sentido  de  las  dos  citadas  leyes,  se  declara  que 
para  que  prospere  la  acción  reivindicatoria  es  bastante  que  se 
identifique  con  toda  precisión  la  cosa  que  se  reivindica  y  que 
el  reivindicante  acredite  su  dominio;  por  cuanto  se  absolvia 
al  demandado  de  la  acción  reivindicatoria  contra  él  entablada, 
cuando  era  un  hecho  reconocido  por  la  sentencia  como  proba- 
do que  la  porción  de  terreno  reivindicada  es  una  faja  que  for- 
mó parte  de  la  finca  vinculada,  hoy  heredad  de  los  Caírilloi 
por  el  lado  del  Poniente  y  de  extensión  dos  aranzadaf»,  y  ígm 
el  recurrente,  como  hijo  y  sucesor  de  D.  Diego  Carrillo,  adqa^ 
rió  en  1854  la  propiedad,  y  era  por  consiguiente  dueño  de  loli 


SENTENCIAS  DE  1875.  783 

la  finca  vinculada  y  en  la  extensión  que  tenia  al  fundarse  la 
vinculación,  pero  que  sin  embargo  todo  ello,  en  la  sentencia 
no  se  reconoció  como  identificada  la  cosa  reivindicada,  á  pesar 
de  haberse  fijado  con  toda  claridad  sus  linderos  y  situación; 
y  al  hacerlo  asi  se  infringió  la  doctrina  legal  expuesta  en  la 
sentencia  de  casación  de  11  de  Noviembre  de  1870,  según  la 
cual  y  de  conformidad  con  la  que  se  deduce  del  art.  9.^  de  la 
Ley  hipotecaria  vigente  y  del  art.  23  del  reglamento  para  su 
ejecución ,  bastan  la  situación  y  linderos  de  una  finoa  para 
darle  el  carácter  de  cuerpo  cierto. 

2.*  La  ley  114,  tít.  18,  Partida  3.*,  asi  como  la  jurispru- 
dencia sostenida  después  de  la  promulgación  de  la  actual  Ley 
de  Enjuiciamiento  civil,  según  la  cual  los  documentos  públicos 
sin  tacha  ni  vicio  legal ,  si  fueron  cotejados  con  sus  origina 
les  con  citación  contraria,  haoen  prueba  plena,  y  la  sentencia 
que  por  no  reconocérsela  absuelve  al  demandado,  infringe  la 
sobredicha  ley  1 14,  según,  entre  otnf^,  la  sentencia  de  casación 
de  29  de  Enero  de  1866;  por  cnanto  la  Sala  sentenciadora  ne- 
gaba, en  el  hecho  de  absolver  al  deífna?)dad!0,  la  fuerza  proba- 
toria que  tenian  la  escritura  de  fundación  y  demás  documentos 
que  el  recurrente  presentó  en  el  pleito: 

3.'*  La  ley  25,  tít.  2.*,  Partida  3.*,  al  declararla  Sala  sen- 
tenciadora el  dominio  á  favor  del  demandado,  sin  que  éste  hu- 
biese determinado  é  identificado  bien  la  cosa ,  puesto  que  ub 
era  bastante  para  ello  lo  que  se  decia  en  el  testamento  de  Doña 
Beatriz  Carrillo ,  traido  pana  mejor  proveer  respecto  al  legado 
de  una  aranzada  de  olivar,  hechó^al  D.  Juan  Carrillo  Castaño, 
cuando  ni  siquiera  se  mencionaban  los  linderos  de  la  misma. 

4.**  El  art.  281  de  la  actual  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  y 
la  jurisprudencia  formada  por  repetidas  sentencias  de  este 
Tribunal  Supremo,  entre  ellas,  la  de  16  de  Abril  de  1862 ,  28 
de  Enero,  8  de  Junio  y  13  de  Oc^bre  de  1866,  según  las  que 
no  son  eficaces  en  juicio  los  documentos  públiK^os  que  no  ha- 
yan sido  compulsados  6  siquiera  cotejados  con  sus  origikjales 
con  citación  de  la  parte  á  quien  hayan  de  perjudicar;  por 
cuanto  la  Sala  sentenciadora  at  declarar  al  demandado  dueño 
en, virtud  de  prescripción  de  ta  cosa  reivindicada,  reconocía 
fuerza  probatoria  al  testimonio  del  testamento  de  Doña  Bea- 
triz Carrillo,  sin  embarjgo  de  no  haber  sido  expedido  con  ci- 
tación contraria,  ni  cotejado  después  con  ella. 

5.**  La  citada  ley  114,  tit.  18  ,  Partida  3.*,  al  reconocerse 
en  la  sentencia  al  demandado  como  poseedor  de  la  cosa  reivin- 
dicada durante  el  tiempo  necesario  parala  prescripción,  puesto 
que  en  estos  documentos  presentados  por  el  recurrente  cfms- 
taba  textualmente  que    dicho  demiatldado  no  poseyó  á  tltu- 
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NüM.    140. 

CASACIÓN  POR  INFRACCIÓN  DE  LEY.— SALA  PRIMERA. 


Ebndicion  de  cuentas  y  entrega  de  bienes. — Sentencia  de^ 
31  de  Diciembre,  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  de- 
f-asacion  interpuesto  por  Doña  María  del  (Srmen  Pefez  con- 
tra la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
Oviedo,  en  pleito  con  D.  Isidro  Diaz  Arguelles. 

En  sus  CONSIDERANDOS  sc  establocc: 

Que  no  puede  decirse  que  kan  sido  infringidas  por  une 
sentencia  leyes  ni  doctrinas  que  no  tienen  aplicación  al  caso 
de  autos. 

En  la  villü  y  Corte  de  Madrid,  á  31  de  Diciembre  de  1875, 
eu  el  pleito,  pendiente  ante  Nos,  en  virtud  de  recurso  de  ca- 
sación por  infracción  de  ley ,  seguido  en  el  Juzgado  de  pri- 
mera instancia  de  Oijotí  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audien- 
cia de  Oviedo  por  Doña  Carmen  Pérez  con  D.  Isidro  Diaz  Ar- 
guelles sobre  rendición  de  cuentas  y  entrega  de  bienes: 

Resultando  que  en  9  de  Abril  de  1854  otorgó  testamento 
D.  Policarpo  Diaz  Arguelles,  en  el  que  declaró  que  tenia  na 
hijo  natural  llamado  Antonio  María,  á  la  sazón  de  unos  cinco 
aúos,  habido  con  Doña  Carmen  Pérez,  á  quien  instituyó  por 
úuioo  heredero  de  todos  sus  bienes,  disponiendo  que  si  falle- 
ciese antes  de  la  edad  pupilar,  ó  aun  ya  cumplida,  no  dejan- 
do descendientes,  sucedieran  en  todos  los  bienes  del  otorgante, 
en  concepto  de  herederos,  sus  hermanos  ó  sus  descendientes 
<iue  los  representasen,  á  quienes  nombró  además  testamentarios 
y  guardadores  de  D.  Antonio  María: 

Resultando  que  D.  Policarpo  Diaz  Arguelles  falleció  el  11 
de  dicho  mes  de  Abril  de  1854  y  su  hijo  D.  Antonio  María  en 
12  de  .Junio  de  1872,  en  estado  de  soltero: 

Resultando  que  su  madre  Doña  Carmen  Pérez  entabló  en 
18  de  Junio  de  1873  la  demanda  objeto  de  este  pleito,  en  la 
que,  alegando  que  por  la  muerte  sin  sucesión  de  su  citado  híj<> 
debia  entrar  en  el  goce  y  posesión  de  toda  su  herencia  j  qué 
habia  sido  administrada  durante  su  vida  por  su  tio  y  ouradoP 
D.  Isidro  Diaz  Arguelles,  el  cual  se  hallaba  obligado  á  eotrtr' 
gar  todo  el  caudal  hereditario,  á  dar  cuentas  de  su 
tracion  y  á  la  indemnización  de  cualquier  perjuicio;  y  que 
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sa  virtud  suplicó  que  se  coadenase  k  D.  Isidro  Diaz  A^rg^üelles 
k  eatregfarle  todos  los  bienes  que  su  hijo  A.ntoaio  María  había 
heredado  de  su  padre  D.  PoUcarpOi  á  que  riadiese  cueutas  de 
su  administración,  como  curador  que  fué  hasta  el  fallecimieD* 
to  del  D.  Antonio ,  y  á  que  indemnizase  todos  los  perjuicios 
que  por  razón  de  dicho  oargx)  j  por  la  temeridad  oon  que  re* 
sistia  cumplir  las  referidas  obligaciones  pudiera  haber  oca- 
sionado: 

Resultando  que  D.  Isidro  Diaz  Arguelles  impugnó  la  de- 
manda, fundado  en  las  disposiciones  del  testamento  de  su  her- 
mano D.  Policarpo,  con  arreglo  á  las  'que  sus  bienes  al  falle- 
cimiento sin  sucesión  de  su  citado  hijo  D.  Antonio  María  pa- 
saron á  las  personas  que  habia  designado  para  este  caso,  á  las 
cuales  el  demandado  habia  rendido  las  cuentas  de  su  adminis- 
tración: 

Resultando  que  absuelto  D.  Isidro  Diaz  Arguelles  de  la  de* 
manda  por  sentencia  del  Juez  de  primera  instancia,  que  con  - 
firmó  con  las  costas  en  20  de  Octubre  de  1874  la  Sala  de  lo 
civil  de  la  Audiencia  de  Oviedo,  interpuso  Doña  María  del  Car- 
men Pérez  recurso  de  casación,  por  haberse  infringido  á  su 
juicio  las  leyes  8.%  tít.  13,  Partida  6.%  y  5.%  tít.  20  de  la 
Novisima  Recopilación,  con  arreglo  á  las  cuales,  habiendo 
muerto  intestado  D.  Antonio  María  Arguelles,  debió  sucederle 
su  madre,  la  recurrente,  pues  la  condición  impuesta  en  el  tes- 
tamento de  D.  Policarpo  debia  tenerse  por  no  puesta. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Laureano  de  Ar- 
ricia. 

Considerando  que  carece  de  aplicación  al  presente  litigio  la 
ley  8*,  tít.  13  de  la  Partida  6.*,  que  determina  la  parte  de 
bienes  que  el  padre  puede  dejar  en  testamento  á  su  hijo  natu 
ral,  según  aquel  tenga  ó  no  descendientes  ó  ascendientes,  así 
como  la  obligación  de  los  herederos  del  mismo  padre  de  pres- 
tar alimentos  al  hijo  en  el  caso  de  que  no  le  haya  dejado  cosa 
alguna  ext  su  testamento: 

Considerando  que  es  igualmente  inaplicable  la  5.*,  tít.  20, 
libro  10  de  la  Novisima  Recopilación,  limitada  á  señalar  los 
casos  en  que  los  hrjos  bastardos  é  ilegítimos  puedan  ó  no  he- 
redar á  sus  madres  ex4esíamento  ó  abintestato: 

Considerando,  en  su  virtud,  que  ninguna  de  estas  dos  leyes 
ha  sido  infringida  en  la  sentencia  impugnada; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lu- 
gar al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Doña  liaría  del  Car- 
men Pérez,  k  quien  condenamos  por  razón  de  depósito  al  pago 
de  la  cantidad  de  1.000  pesetas,  que  satisfará  si  viniere  á  me- 
jor fortuna,  distribuyéndose  entonces  con  arreglo  k  la  ley,  y 
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en  las  costas;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de: Oviedo  la  certifica- 
ción correspondiente.' 

Asi  por  esta,  nuesü'a  sentencia^  que  se  publicará  en  lar  Cta^ 
ceta  é  insertará  en  la  Colección  Uj^isletive,  pasándose  al  efec- 
to las  copias  necesarias^  lo  pronunciamos^  mandamos  y  firma- 
mos. =  Juan  GK}n2alez' Acevedo.=Jo8é  M.  Cácer.es.<rsLaureano 
de  Arrieta.=José  Fermín  de  Muro. «^Juan  Cano  ManueL^Be- 
nito  de  Ulloa  y  Rey.=Joaquin  Ruiz  Cañábate. 

Publicación: 

Leída  y  publioada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Excelen- 
tísimo 8r.  D.  Juan  Gorizalez  Acevedo,  Presidente  de  «la  Sala 
primera  del  Tribunal  Supremo ,  celebrando  audiencia  pública 
la  misma  Sala,  en  el  dia  de  hoy ,  de  que  certifico  como  Relator 
Secretario  de  ella. 

Madrid  31  de  Diciembre  de  1875.=Licenciado  Desiderio  Mar- 
tínez. 

NdM.  141. 

CASACIÓN    POR   INFRACCIÓN    DE   LEY.— SALA  PRIMERA. 


Pago  de  alimentos.-— Sentencia  de  31  de  Diciembre,  declaran- 
do no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por 
D.  Bernabé  y  Doña  Matilde  Romero  Grodoy  contra  la  pro- 
nunciada por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Caoe- 
res,  en  pleito  con  los  hijos  legítimos  de  D.  Juan  Romero 
Falcon. 

En  los  CONSIDERANDOS  sc  cstablcce : 

1.*^  Que  las  sentencias  que  recaen  en  los  expedientes  ie 
jurisdicción  voluntaria,  después  de  los  que  puede  tratarse  en 
juicio  or  diñar  i/)  del  mismo  asunto,  no  revisten  el  carácter  de 
juicio  finado  en  el  concepto  i  que  se  refiere  la  ley  19,  tit.  22 
de  la  Partida  3.*,  porque  no  pueden  ser  modificadas  y  revoca" 
das  por  las  que  se  pronuncien  en  estos  últimos ,  sin  que  esto 
implique  autonomia,  puesto  que  las  leyes  que  reculan  uno  y 
otro  procedimiento  obedecen  á  razones  de  índole  diversa. 

2,^     Que  el  art.  1.218  de  la  Ley  de  enjuiciamiento  civil  de- 
clara en  primer  término  que  en  el    expediente  de  alimentos 
provisionales  no  puede  discutirse  sobre  el  derecho  i  percibirlas 
ni  sobre  su  entidad^  quedando  reservadas  estas  cuestiona p0$    1 
ti  juicio  ordinario,  J 

3.°    Que  dicho  art.  1.218  de  la  Ley  dé  Enjuiciamiento ¡tis0  J 
declara  en  su  última  parte  que  los  alimentos  prov%eionalea\0m 
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seguirán  aianándo,  sin  per  juicio  de  lo  que  en  juicio  ordinario 
se  resuelva  acerca  de  su  entidad  é  derecho  á  percibirlos;  esto  se 
entiende^  sin  embargo,  cuando  tal  juicio  se  ventila  con  la  mis^ 
ma  persona  obligada  i  dar  aquellos^  pero  no  cuando  se  trata  de 
terceros  que  alegan  mejores  títulos  á  la  herencia  del  alimen- 
tista, como  no  sea  por  los  vencidos  hasta  su  muerte.. 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid ,  á  31  de  Diciembre  de  1875, 
en  el  pleito,  pendiente  ante  Nos,  en  virtud  de  recurso  de  casa- 
clon  por  infracción  de  ley,  se^ido  en  el  Juzgado  de  primera 
instancia  de  Badajoz,  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia 
de  Cáceres,  por  D.  Bernabé  y  Doña  Matilde  Romero  Godoy  con 
los  hijos  le^timos  de  D.  Juan  Romero  Falcon,  sobre  pago  de 
alimentos: 

Resultando  que  D.  Bernabé  y  Doña  Matilde  Romero  Godoy 
solicitaron  alimentos  provisionales,  como  hijos  naturales  de  Don 
Juan  Romero  Falcon,  y  que  por  sentencia  de  la  Audiencia 
de  Cáceres  de  7  de  Noviembre  de  1869  fué  condenado  á  pres- 
társelos en  tal  concepto,  en  cantidad  de  24  rs.  diarios ,  sin 
perjuicio  de  la  reserva  de  su  derecho  en  el  juicio  corresgon- 
diente: 

Resultando  que  D.  Juan  Romero  Falcon  falleció  en  17  de 
Enero  de  1872 ,  con  testamento  en  que  dejó  un  legado  de 
70.000  rs.  que  deberían  destinar  sus  albaceas  á  los  fines  que 
les  había  encomendado ;  y  que  estos ,  por  escritura  de  29  de 
Febrero  siguiente,  declararon  que  el  testador  les  encargó  que 
destinasen  dicha  cantidad  para  que  sirviera  de  capital  que  pro- 
dujera una  pensión  alimenticia  permanente  para  D.  Bernabé  y 
Doña  Matilde  Romero  Godoy,  debiendo  redituar  aquella  suma 
16  rs.  diarios,  de  los  cuales  fueran  10  para  la  Doña  Matilde 
y  6  para  D.  Bernabé,  pudiendo  heredarse  el  uno  al  otro  por 
su  fallecimiento,  y  debiendo,  en  caso  de  fallecer,  los  dos  volver 
el  capital  á  los  hijos  y  herederos  legítimos: 

Resultando  que  hecha  saber  judicialmente  á  instancia  de  los 
albaceas  á  D.  Bernabé  y  Doña  Matilde  Romero- Godoy  la  con- 
signación alimenticia  que  desde  luego  ponian  ¿  'Su  disposi- 
ción, se  negaron  á  recibirla,  solicitando  por  la  via  de  apremio 
que  los  herederos  de  Romero  Falcon  continuaran  pagándoles 
los  24  rs.  diarios  que  como  alimentos  provisionales  se  les  ha- 
bían señalado  hasta  que  se  concluyeran  las  operaciones  de  la 
testamentaría,  en  la  cual  solicitaron  ser  oidos  como  legatarios 
de  pal*te  alícuota  del  caudal: 

Resultando  que  el  Juez  de  primera  instancia  proveyó  auto, 
que  confirmó  la  Audiencia  de  Cáceres  en  26  de  Junio  de  1872, 
desestimando  la  indicada  pretensión,  declarando  no  haber  la- 
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gar  á  exig'ir  por  apremio  á  los  herederos  de  Romero  Falcon 
iod  alimentos  provisionales  vencidos  después  de  su  fallecimien- 
to, y  si  sólo  los  devengados  hasta  su  muerte  ^  que  podían  re- 
clamarse en  la  forma  solicitada: 

Resultando  que  en  23  de  Diciembre  de  1873  entablaron  Boa 
Bernabé  y  Doña  Matilde  Romero  Godoy  la  demanda  objeto  de 
estos  autos  con  la  misma  pretensión  de  que  se  les  continuara 
pagando  por  los  herederos  de  Romero  Falcon    los  24  rs.  de 
alimentos  provisionales  que  los  señaló  la  sentencia  de  7  de 
Noviembre  de  1859,  hasta  que  se  les  asignase  los  alimentos 
permanentes  en  proporción  al  caudal  del  finado,  concluida  su 
testamentaria,  cuyo  juicio  tenian  provocado  y  debia  sustan- 
ciarse con  su  audiencia  é  intervención,. por  .ser  legatarios  de 
pensión  alimenticia  en  una  parte  alícuota  del  caudal,  cual  era 
el  quinto  de  la  herencia  como  hijos  naturales ,  alegando  en 
apoyo  de  esta  pretensión  que  los  alimentos  provisionales  no 
podrían  suspenderse,  una  vez  consignados,  hasta  que  fueran 
sustituidos  por  los  permanentes,  porque  afectaban  á  i^a  ne- 
cesidad imprescindible  de  la  vida:  que  si  bien  en  el  testamen- 
to y   escritura  de   los  albaceas   se  consignaba  una  pensiou 
con  el  carácter  de  permanente,  no  podia  considerarse  por  ello 
que  hubiera  cesado  la  obligación  de  seguir  prestando  los  24 
reales  diarios  de  alimentos  provisionales ,  por  no  haberse  de- 
purado por  el  resultado  de  la  testamentaria  é  intervención  en 
ella  de  los  hijos  naturales  si  dicha  pensión  era  justa  y  pro- 
porcionada á  la  entidad  del  caudal  relicto;  y  no  creyéndose  en 
el  caso  de  recibirla  ni  habiéndola  recibido  de  hecho  hasta  que 
no  se  determinase  la  cuantía  justa  y  debida  que  hubiera  de 
señalarse  permanentemente ,  era  indispensable  que  continuara 
abonándose  por  los  herederos  la  que  se  fijó  como  provisional, 
que  era  la  que  reclamaban  ,'  con  el  interés  del  6  por  100  y 
costar: 

Resultando  que  los  herederos  de  D.  Juan  Romero  Falcon 
impugnaron  la  demanda  ^  fundados  en  que  los  alimentos  pro- 
visionales no  eran  obligatorios  más  que  para  el  padre  natural 
y  durante  su  vida,  pero  cesaban  por  su  fallecimiento ,  después 
del  cual  tenia  que  atemperarse  la  prestación  alimenticia  á  dis- 
tintas reglas  que  constituían  diversidad  de  derechos;  no  sien- 
do, por  lo  tanto,  trasmisibles  á  los  hijos  sobre  este  punto  las 
obligaciones  impuestas  á  su  padre  legitimo  por  la  sentencia 
de  7  de  Noviembre  de  1859 :  que  sustituidos  los  alimentos  pro* 
visiouales  por  los  70.000  rs.  consignados  para  que  produjeran 
una  pensión  alimenticia  y  permanente,  cesaba  la  obli^^ioo 
de  satisfacer  aquellos,  mucho  más  porque  los  réditos  de  16  rea» 
les  que  producían  eran  superiores  á  la  pensión  provisional^  te^ 
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uiendo  en  cuenta  la  proporción  del  caudal  de  D.  Juau  Rome- 
ro Faicon  en  1859  ,  comparado  con  el  que  dejó  á  su  fallecí* 
miento  en  1872;  y  que  por  virtud  de  todo  debían  ser  absuel- 
tos  de  la  demanda ,  declarándose  que  no  estaban  obligados  á 
pagar  los  alimentos  provisionales  de  24  rs.  diarios  por  haber-* 
se  sustituido  en  la  cantidad  de  los  70.000  asignados  para  la 
renta  de  16  rs.  diarios  como  alimentos  permauentes,  que  eran 
bastantes  y  proporcionados  á  la  entidad  del  caudal  en  1872i 
Resultando  que  suministrada  prueba  por  las  partes,  dictó 
sentencia  el  Juez  de  primera  instancia ,  que  confirmó  la  Sala 
tle  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Gáceres  en  27  de  Noviembre 
de  1874,  por  la  que  absolvió  á  los  hijos  legítimos  de  D.  Juan 
Romero  Faicon  de  la  demanda  interpuesta  contra  ellos  por  Don 
Bernabé  y  Doña  Matilde  Romeos  Godoy ,  declarando  que  estos 
no  tienen  derecho  á  exigir  los  24  rs.,  diarios  de  alimentos  pro - 
vísionales  después  del  fallecimiento  de  su  referido  padre ,  sino 
la  pensión  de  16  rs.,  también  diarios,  como  producto  de  la 
suma  de  70.000  destinada  por  sus  testamentarios  para^imen- 
tos  permanentes  en  favor  de  los  citados  dem^andantes  y  cuya 
pensión  de  16  rs.  podríHn  percibir  como  de  su  pertenencia  des- 
ude la  referida  época  del  fallecimiento  de  Romero  Faicon,  con- 
forme se  declaró  también  en  la  sentencia  de  la  Superioridad 
de  26  de  Junio  de  1872,  sin  perjuicio  de  que  usasen  las  accio- 
nes de  que  se  creyeran  asistidos  para  mejorar  esta  ¡)ensiony  si 
procedía  ,  con  arreglo  á  derecho: 

Resultando  que  los  demandantes  interpusieron  recurso  de 
x^asacion,  por  haberse  infringido  á  su  juicio: 

1.^  La  sentencia  de  7  de  Noviembre  de  1859,  que  condenó 
¿  D.  Juan  Uomero  Faicon  ¿  pagar  á  los  recurrentes  24  reales 
diarios  por  alimentos  provisionales,  sentencia  que  no  habiiL 
sido  destruida  en  sus  efecto^  por  las  causas  y  en  los  casos  que 
las  leyes  prevenían,  toda  vez  que  contra  ella  no  se  habia  in- 
terpuesto el  juicio  ordinario;  la  sentencia  de  este  Supremo  Tri- 
bunal de  22  de  Diciembre  de  1862,  que  declaró  también  que 
los  reclamantes  estaban  en  posesión  de  ese  derecho,  y  la  ley  19, 
titulo  22  de  la  Partida  3.*^,  que  establece  la  fuerza  que  tiene 
el  juicio  que  da  el  juzgador  derechamente;  pues  no  sólo  obliga 
á  los  que  con  él  intervinieron,  sino  á  ^us  herederos. 

2.''  £1  art.  1.218  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  según 
el  cual  sólo  puede  impugnarse  en  juicio  ordinario  tanto  el  de- 
recho á  percibir  los  alimentos  provisionales,  como  la  entidad 
de  los  mismos;  no  pudiendo  la  arbitrariedad  del  padre  pof  un 
acto  de  su  voluntad,  aunque  lo  hubiera  consignado  en  su  tes- 
tamento, limitar  este  derecho  de  los  hijos  sin  haber  hecho  uso 
de  los  medios  que  la  ley  tenia  establecidos. 
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3.°  Al  privarles  del  dereolio  á  percibir  los  24*rs.  señalados 
para  alimentos  provisionales,  la  ley  2.*,  tít.  19,  Partida  4\ 
que  obligfa  á  los  padres  á  mantener  á  los  hijos  segiin  su  ri- 
queza y  poderío,  porque  careciendo  aún  de  los  alimentos  per- 
manentes, por  no  estar  determinada  la  cantidad  en  que  habian 
de  consistir,  se  les  privaba  de  los  provisionales ,  con  lo  cual 
quedaba  ilusorio  el  derecho  del  hijo  y  nula  la  obligación  del 
padre. 

Y  4.°  Al  negarles  el  derecho  á  percibir  los  alimentos  pro- 
visionales por  ser  una  obligttcion  personalísima  del  padre  na- 
tural, que  no  pudo  trasmitir  por  su  muerte  al  caudal  yacente, 
la  sentencia  de  este  Tribunal  Supremo  de  20  de  Abril  de  1872, 
que  consij^na  la  doctrina  de  que  el  fallo  en  que  se  declaran 
los  alimentos  provisionales,  se  entiende  por  haber  muerto  el 
padre  natural,  con  los  albaceas  testamentarios  y  herederos 
fideicomisarios ,  es  decir ,  los  que  representen  el  caudal  del 
finado. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Benito  de  ülloa 
y  Rey. 

Considerando  que  las  sentencias  que  recaen  en  los  expe- 
dientes de  jurisdicción  voluntaria,  después  de  los  que  pued& 
tratarse  en  juicio  ordinario  del  mismo  asunto,  no,  revisten  el 
carácter  de  jnidio  finado^  en  el  concepto  á  que  se  refiere  la 
ley  19,  tít.  22,  de  la  Partida  3.*,  porque  pueden  ser  modifica- 
das y  revocadas  por  las  que  se  pronuncien  en  estos  últimos, 
sin  que  esto  implique  antinomia,  puesto  que  las  leyes  que  re- 
gulan uno  y  otro  procedimiento  obedecen  k  razones  de  índole 
diversa;  y  por  lo  tanto  la  sentencia  recurrida ,  al  declarar  que 
los  recurrentes  tienen  derecho  á  percibir  16  rs,  diarios  como 
alimentos  permanentes  en  lugar  de  los  24  rs.  que  les  había  se- 
ñalado la  de  7  de  Noviembre  de  1859  como  alimentos  provi- 
sionales, no  infringe  dicha  ley  ni  la  doctrina  á 'este  propósito 
citada: 

Considerando,  además,  que  la  citada  ley  19,  tít.  22  de  la 
Partida  3.^,  no  se  infringe  cuando,  como  en  el  caso  de  autos 
sucede,  no  concurren  las  tres  identidades  de  acción,  personas 
y  objeto  sobre  que  se  litiga,  lo  cual  se  demuestra  por  la  com- 
paración que  se  haga  de  las  demandas  y  excepciones  presen- 
tadas y  alegadas  en  el  expediente  de  jurisdicción  voluntaria  y 
en  este  juicio: 

Considerando  que  el  art.  1.218  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
civil  declara  en  primer  término  que  en  el  expediente  de  ali* 
mentes  t)rovisionale8  no  puede  discutirse  sobre  el  derecho  i 
percibirlos  ni  sobre  su  entidad,  quedando  reservadas  estw 
cuestiones  para  el  juicio  ordinario;  y  como  esto  es  precisar* 
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mente  lo  que  se  ha  observado,  semejante  infracción  es  noto- 
riamente improcedente: 

Considerando  que  dicho  art.  1.218  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento civil  declara  en  su  última  parte  que  los  alimentos  pro- 
visionales se  seguirán  abonando  sin  perjuicio  de  lo  que  en 
juicio  ordinario  se  resuelva  acerca  de  su  entidad  ó  derecho  á 
percibirlos;  esto  se  entiende,  sin  embargo ,  cuando  este  juicio 
se  ventila  con  la  misma  persona  obligada  á  dar  aquellos,  pero 
no  cuando  se  trata  de  terceros  que  alegan  mejores  títulos  á 
la  herencia  del  alimentista,  como'  no  sea  por  los  vencidos  hasta 
su  muerte;  y  por  consiguiente  dicho  artículo  tampoco  se  in- 
fringe bajo  este  concepto;  aparte  de  que  esa  cuestión  fué  re- 
suelta por  sentencia  firme  de  26  de  Junio  de  1872,  recaída  en 
otro  expediente : 

Y  considerando  que  la  ley  2.*,  tít.  19  de  la  Partida  4.*, 
que  trata  de  la  obligación  en  que  están  los  padres  de  mante- 
ner á  sus  hijos,  sólo  podría  citarse  oportunamente  como  in- 
fringida si  la  sentencia  recurrida  relevase  de  esa  obligación  al 
padre,  ó  á  los  herederos  en  su  defecto,  lo  cual  no  es  exacto; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lu- 
gar al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Bernabé  y  Doña 
Matilde  Romero  Godoy,  á  quienes  condenamos  por  razón  de 
depósito  al  pago  de  la  cantidad  de  4.000  rs. ,  que  satisfarán 
si  vinieren  á  mejor  fortuna,  distribuyéndose  entonces  con  ar- 
reglo k  la  ley,  y  en  las  costas;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de 
Cáceres  la  certificación  correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia ,  que  se  publicará  en  la  Oa- 
ceta  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa  ,  pasándose  al 
efecto  las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  fir- 
mamos. =  Juan  González  Acevedo.=José  María  Cáceres.  =Lau- 
reano  de  Arrieta.=José  Fermín  de  Muro.=Juan  Cano  Ma- 
nuel.=Benito  de  ülloay  Rey.=Ricardo  Diaz  de  Rueda. 

Publicación. 

Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Excelen- 
tísimo Sr.  D.  Benito  de  UUoa  y  Rey,  Magistrado  del  Tribunal 
Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera,  en 
el  día  de  hoy,  de  que  certifico  como  Relator  Secretario  de  la 
misma. 

Madrid  31  de  Diciembre  de  1875.=Licenciado  Desiderio 
Martínez. 
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APELACIÓN. 

Audiencia  Fecha 

•de  dende  procede       del  auto  6  Mcina. 

el  reeurao.  lentencia.  ^ 


5  Julio.  Cumplimiento  de  un  fallo, — Declarando  ¡«o 
HABER  LUGAR  á  la  admisíoii  del  recurso  de  ca- 
sación interpuesto  por  Doña  Fausta  y  Doña  Con- 
cepción Nadal  contra  la  sentencia  pronunciada 
por  la  Sala  de  lo  civil,  en  pleito  con  Doña  Mar- 
garita Bonaplata.  (Auto  nOm.  iO.) 61 

8arcelona..sf 

14  Octubre.  Formación  del  juicio  de  abinthtato  y 
depósito  de  bienes. — Dsclarando  no  habíA  lugar 
á  la  admisión  del  recurso  de  casación  interpues- 
to por  D.  Bernardo  Corominas  contraja  sen> 
tencia  pronunciada ,  en  pleito  con  Dona  Lucia 
Corominas.  (Auto  núm.  65.). 307 
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'$7  Setiembre.    Acumulación  de  una  demanda  ordinor- 
ria  á  un  juicio  ejecutivo. — Declarando  no  ha- 
ber LUGAR  á  la  admisión  del  recurso  de  casación 
Cacares. . . .  {  interpuesto  por  D.  Wenceslao  José  Caballo  y 

consorte  contra  la  sentencia  pronunciida ,  en 
pleito  con  D.  Manuel  Pérez  de  Guzma4  (Auto 

NOMBRO  41.) i 185 

i 

4  Octubre.  Consentimiento  de  una  operación  \de  des- 
linde y  apeo  de  varias  fincas. — Declarando  no 
haber  luoar  á  la  admisión  del  recurso  de  casa- 

Coruña \  cion  interpuesto  por  D.  Manuel  Codesido  contra 

la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil, 
en  pleito  con  Doña  Josefa  López  Patino.  (Auto 
NÚMERO  5S.) 226 
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Goruña..«/.' 


Granada. 


/23  Noviembre.  Bjecuciofi  de  obras  provisionales. — 
Declarando  no  haii¿r  f.ügar  á  la  admisión  del 
recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Juan 
:  g  -  -fiau^sta -Fiinieiea»  comg  administrador  il^4a  &- 
*  '4)ríca  dé  v^os  i\io\Mdi'  BépaM  f  compétúa, 
contra  la  soutencia  pronunciada  por  la  S^la  de 
lo  civil,  en  pleito  con  D.  Nicolás  María  del  Rio. 
(Auto  kúm.  97 .) 49 

i,°  Octubre.'  Pago  de  C(7íf<tfí— declarando  no  haber 
LUGAR  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  in- 
terpuesto por  D.  Salvador  Escobar  Pérez  contra 
la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil, 
en  pleito  con  D.  Antonio  Ruiz  Diaz.  (Auto  nú- 
mero 49.) íK 

|i8  Octubre.  Defensa  por  jpoir^.— Declarando  no  ha- 
ber L-ucAR  á  la  admisión  del  recurso  de  casación 
interpuesto  por  José  Rojas  y  consortes  contra 
la  sentencia  pronunciada,  en  pleito  con  D.  Juan 
Antonio  y  D.  Pedro  Jiménez  Rodríguez.  (Airro 
NÚMERO  72.) 34^ 

•14  Jüuo.  Entrega  de  cierta  cantidad- —  Declarando 
NO  HABER  tuGAR  á  l^  admíslon  del  recurso  de 
casación  interpuesto  por  D.  Antonio  Menendez 
de  la  Vega  contra  la  sentencia  pronuncilida  por 
la  Sala  primera,  en  pleito  con  la  Comisión  liqui- 
dadora de  la  Socicífad  La  Probidad.  (Auto  nú- 
mero 20.) itü 


Madrid. 


|24  Setiembre.  Abono  de  gastos  y  suplementos  en  un 
^¿ei£o.***-Decl arando  no  rarer  lugar  á  la  admi- 
sión del  recurso  de  casación  interpuesto  por  Don 
Ignacio  de  Santiago  y  Sánchez  contra  la  senten- 
cia pronunciada  por  la  Sala  segunda  ,  en  pleito 
con  Doña  Angela  Plano  y  su  marido  D.  Carlos 
Bailly-BaiHiere.  (Auto  núm.  29.) 132 

15  Setiembre.  Pago  de  %na  cuenta  Jurada. — Decla- 
rando NO  habbr  utgar  á  la  admisión  del  xecurso 
do  casación  interpuesto  por  D.  Carlos  Bailly- 
Bailliere  contra  la  sentencia  pronunoiada ,  en 
pleito  con  D.  Ignacio  Santiago.  (Auto  núm.  37. K     ifl 


\ 


29  Setiembre.  Pago  de  ciertas  minníar  de  un  Pnh- 
curador — Declarando  no  haber  lugar  á  la  ad- 
ihision  del  recurso  de  casación  interpuesto  por^ii^4 
D.  Ignacio  de  Santiago  y  Sánchez  contra,  la  seo- 
tenciá  pronnnciada,en  pleito  con  D.  Carlos  Bai- 
lly-Bailliere.  (Auto  núm.  44.) 
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Audiencia  Fecha 

!•  4MMto  procede       del  aute  6  •  M^ina 

•I  recarso.  sentencia.  rafin». 


2  OcTDBRB.    Pago  de  canlidade^.^-^^^X^rAríáo  no  ha- 
Bia  LUGAR  á  la  admisión  do)  recurso  de  casa- 
ción interpuesto  por  Do/ía  Balbina  Mi^úa ,  en 
mroHHH        ')  nombre  de  sus  hijos  D.  Manuel »  D.  Sebastian  y 

^*^"° "  Doña  Soledad  Soriano  y  Murúa  contra, la  són- 

teocia  prenunciada  por  la  Sala  pri moraren  plei- 
to con  el  Monte  de  Piedad  y  Caja  de  ^horros. 
(Auto  «úm.  5i.) 224 


¡  5  Jumo.    Competencia, — Declarando  mo  babhh  lugar 
/  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  ínter- 

;  noesto  por  Dofin  Teresa  y  Doña  Dolorqs  López 

'  Bárgos  y  Doña  María  García  Pacheco  contra  la 

sentencia  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil,  en 

Í licito  con  D.  José  Ariza  y  Medina,  viudo  de  Doña 
oseDa  García  Dürgos.  (Auto  j(6m.  11.). 62 


[46  OcTUBRB.  Suspensión  de  una  ejecución. — Decla- 
rando NO  HABER  LUGAR  á  la  admísíon  del  recurso 
de  casación  interpuesto  i>or  Miguel  Garóía  con- 
tra la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  de  lo 
civil,  en  pleito  con  José  Naves.  (Auto  nÍjm.  70.).      333 

Sevilla, 

^20  NoviiwBRB.  Suspensión  de  subasta  de  cierta  fin- 
ca.— Declarando  no  habbr  lugar  á  la  admisión 
del  recurso  Je  casación  inlei^puesto  por  Doña 
María  de  los  Desamparados  Oitiz  contra  la  sen- 
tencia pronunciada,  en  pleito  con  D.  Antonio 
Carbonoll.  (Auto  núm.  95.) 483 


25  Novibmbrb;  Cobro  de  reales, — Declarando  no  ha- 
bbr LUGAR  á  la  admisión  del  recursojdc  casa- 
ción interpuesto  por  la  Compañía  The  Cádiz 
Water  Works  Óonipany  (ZimitedJ  conívik  la 
sentencia  pronunciada  por  la  Sala  do  lo  civüv 
en  pleito  con  la  Empresa  de  los  ferro-carriles 
de  Sevilla  á  Jerez  y  Gádi&  (Auto  núm..  100.) ...      542 

* 

4 

12  Julio.    Aprobación  de   un  convenio, — Djjclarando 
MO  HABBR  LUGAR  á  la  admísiou  del  recurso  de 
casación  interpuesto  por  D.  Llborlo  Acosta  con- 
Valencia...<  tm  la  sentencia  pronnnciada,  en  pleito  entre  la 

Sociedad  del  ferro-carril  de  Almansa  á  Valencia 
y  D.  Ramón  Vives  y  otros  acreedores.    (Auto 

NÚMERO  18.) 101 
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^14  DiciBNimB.  Requerimiento  al  pago  dé  eieria  can- 
tidad,-^Tk^eUmnáo  NO  HABBR  LfiG4R  á  la  acimí- 
sion  del  recurso  de  casación  interpiiesto  por 
^  .  .  .  D.  Andrés  Campo^  como  Gerente  de  la  Sociedad 
valencia. . .^  ^^  ferro-carriles  de  Almansa,  Valencia  y  Tarra- 
gona, contra  la  sentencia  pronunciad  por  la 
Sala  de  lo  civil,  en  pleito  con  D.  Enrique  Lepei- 
re.  (Auto  iwm.  H9.) 656 

i.^  Octubre.    Ejecución  de  una  sentencia, — Declaran- 
do ICO  BABEE  LUGAR  á  la  admisíou  del  recurso 
vaiíadoiid   )           ^®  casacion  interpuesto  por  D.  Domingo  Her- 
vauaaoiia..^           nandez  contra  la  sentencia  pronunciada,  en  plei- 
to con  Doña  Uamuna  Hernández  y  otros.  (Auto 
nCmbro  50.) i2t 

CASACION   POR  INFRACCIÓN  DE  LEY. 


/ 


14  Octubre.    Declaración  de  ser  %n  hijo  natural.— 
^      .  I  Declarando  no  haber  lcgar  al  recurso  de  ca- 

AUDIENCIA  I  gjQ^^  interpuesto  por  Doña contra  la  sen- 

coNOciDA...  <  tencia  pronunciada  por  la  Audiencia  de en 

pleito  con  D ,  como  curador  del  menor 

D (Sentencia  núm.  67.) 31# 

7  Octubrb.  keivindicacion  de  varios  terrenos. — 
Declarando  no  haber  lugar  á  los  recursos  de 
casacion  interpuestos  por  el  Ministerio  fiscal  en 
nombre  del  Estado  y  por  D.  Ángel  Guirao,  con- 
tra la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  de  lo 
civü,  en  pleito  con  í).  Antonio  Ruiz  Cañábate  y 
D.  Joaqiiin  Ruiz  Cañábale,  en  representación  de 
sus  esposas  Doña  AdelaiJa  y  Doña  Josefa  Caña- 
bate  y  con  Doña  Emilia  s  Doña  Josefa  Egea. 
(Sentencia  núm.  57.) ¿5f 

(12  Noviembre.    Derecho  d  la  tercera  parte  de  los  bie- 
Albaeete . . .  <(  nes  dejados  por  una  persona. — Declarando  no 

HABER  lugar  ol  rccupso  dc  casación  interpuesto 
por  Doña  Carolina  y  Doña  Feliciana  Sánchez 
contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  de 
lo  civil,  en  pleito  con  D.  Julián  Vargas  y  con- 
sortes. (Sent.  nCm.  84.) 4lt 

20  Diciembre.  Revocación  de  una  sentencia  dictada 
en  un  interdicto  de  recobrar, — Declafando  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casacion  interpuesto 
por  D.  Juan  García  Sacz  contra  la  sentencia 
pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil,  en  pleito 
con  D.  Evaristo  Llanos.  (Sent.  núm.  1-25.) 
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7  Julio.  ReeUmaeion  de  5ie«^#.— «declarando  baber 
LOoAR  al  recurso  de  casadon  interpuesto  por 
D.  Miguel  Citica  y  Cois  contra  la  sentencia  pro- 
nunciada por  la  Sala  de  lo  civil,  en  pleito  con 
D.  Juan  Cinca  y  Cola.  (Sairr.  núm.  \Z.) 70 

• 

10  Julio.  Reclamación  de  bienes, — Declarando  no 
BABER  LUGAR  al  rccurso  de  casación  interpuesto 

gor  Doña  Josefa  Vila  y  Grau  y  Doña  Antonia 
rau  y  Vila,  contra  la  sentencia  pronunciada  por 
la  Sala  primera  de  lo  civil,  en  pleito  con  el 
Cura  Párroco  y  Junta  de  Beneficencia  del  Hos- 
pital de  San  Juan  de  las  Abadesas.  (SE«TEifciA 
nCvero  iS.) 85 

|ii  Setibhbre.  Defensa  por'  po^r^.  —  Declarando  no 
HABER  LUGAR  al  rccurso  dc  casaciou  intm*puesto 
por  D.  Evaristo  Focbs  contra  la  sentendía  pro- 
nunciada por  la  Suta  segunda,  en  pleito  con  Doña 
Josefa  y  Doña  Matilde  CarollAu  Conidias  y  el 
Ministerio  fiscal.  (Sent.  rúm.  28.). ..:........      12^ 

94  SETicsiBRt.  Pago  de  Ufitima. — Declarando  no  ha- 
ber LUGAR  al  recurso  de  casación  interpuesto  por 
Doña  Joaquina  Salas  contra  la  sentencia  pronun- 
ciada por  la  Sala  {>riroera  do  lo  civil,  en  pleito 
con  Doña  Rosa  Antón  y  Domingo.  (Sent.  nú- 
mero 34.) 45S 

Setiembre.  Reelamacion  de  unas  fincas, —  Decía-- 
rando  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  in- 
terpuesto porD  Salvador  Patria  contra  la  sen- 
tencia pronunciada  por  la  Sala  segunda,  en 
pleito  con  D.  Isiiioro  Viladoms  y  consorte!.  (Sen- 
tencia NÚM.  4f .). • 48^ 

• 

5  Octubre.  Reclamación  de  derechos  legitimarios, — 
Declarando  «o  baber  lugar  al  recurso  de  casa- 
ción interpuesto  por  D.  Josó  Alsina  contra  la 
sentencia  pronunciada  por  la  Sala  primera,  en 
pleito  con  Doña  Paula  Mauri,  viuda  de  Salvador 
Alslna,  y  Marta  Angela  Alsina.  (Sbnt.  nún.  55.).     237 

9  Octubre.  Defensa  por  pobre. — Declarando  no  ha- 
ber lugar  al  recurso  de  casadon  interpuesto  por 
Doña  Flora  Aymar  v  Carbonell,  por  si  y  en  re- 
presentación de  su  ñUo  D.  José  Amnt,  contra  la 
sentencia  pronunciada  por  la  Sala  primera,  en 
pleito  con  D.  Juan  Amat  y  Sala  y  el  Minis- 
terio fiscal.  (ScHT.  Húví,  6i.) 285 
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jii  OcToBKB...  Pa^o  de  mercaáerias, ^bechranáo  no 
HABER  LOGAR  &  lo6  FBcursos  de  casacíon  inter- 
puestos por  J).  M«Quel  y  D.  José  Fontova  con- 
tra la  sentencia,  pronunciada  poria  Sala  primera 
de  lo  eivil,  eo  pleito  con  la.rtzon  social  Samora, 
Costa  y  compañia.  (Sent.  núm.  63.) 

i  5  Noviembre.  Legitimidad  y  pago  del  capital  y  réditos 
de  un  censo. — Declarando  no  haber  lugar  al  recur- 
so de  casación  interpuesto  por  el  Ayuntamiento 
deTorroella  de  Montad  contra  la  sentencia  pro- 
nunciada por  la  Sala  segunda ,  en  pleito  con  el 
Barón  de  Foxá  y  después  el- Conde  del  mismo 
nombre.  (Sent.  núm.  85.). .  .^  .*. 

27  Noviembre.  Pago  de  cierta  cantidad. — Deparando 
NO  HABER  lugar  ül  recui'so  de^casacioa  inter- 
puesto por  D.  Lorenzo  Valls  Altíareda  ySierma- 
nos  contra  la  sentencia  pronunciada  poc:  la  Sala 
seg^unda  de  lo  civil,  en  pleito  con  Doña  Ana  Tey 
y  Constanseau.  (Sent.  núm.  ^03.) \ 

Diciembre.    Reclamación   de  derechos    legitima- 
rios.— Declarando  no  habrr  lugar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  D.  Juan  Romagosa 
y  Vendretl  contra  la  sentencia  pronunciada  poi* 
I  la  Sala  primera  de  lo  civil ,  en  pleito  con  Don 

Juan  Romagosa  y  Torres.  (Sent.  núm.  108.)... 


m 
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i  O  Diciembre.  Declaración  de  señorío  territorial  y 
solariego, — Declarando  no  h.vbbr  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  la  Duquesa 
viuda  de  Nedinaceli ,  como  madre  y  legítima 
administrado!  a  de  los  bienes  de  sus  hijo$,  contra 
la  sentencia  pronunciada,  en  pleito  con  loi  Ayun- 
tamientos de  Llacana ,  Mi  ralles ,  Santa  perpetua 
y  otros.  (Sent.  núm.  410.) j 

'27  Digiembrs.  Pago.de  cantidades. — Declarando  ha- 
ber LUGAR  al  recurso  de  casación  interpuesto 
por  D.  Domingo  Agustí  contra  la  sentencia  pro- 
nunciada por  h  Sala  sesunda,  en  pleito  dbn  Don 
José  Ariso  y  San  Salvador  y  D.  Francisco  Pou  y 
Revira.  (Sent.  núm.  VS\.). 

30  Diciembre.  Tercería  de  dominio. — Declarando  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto 
por  D.  Saturnino  de  Tapia  y  D.  Francisco  Revira 
contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  se- 
gunda, en  pleito  con  D.  Manuel  Baixeras  y  con- 
sortes. (Sent.  núm.  436.) •  •  • 
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9  Julio.  Liquidación  de  cuentas, — Declarando  no 
HABRR  LVGAR  al  Tccupso  de  casación  interpuesto 
por  ü.  Luis  Ratier  contra  la  sentencia  pronun- 
ciada  por  la  Sala  de  lo  civil ,  en  pleito  con  la 
Sociedad  Herrera  hermanos  y  Pineda.  (Sbn- 

TENUA   MÚM.    14.) « v 74 

43  Julio.  Separación  de  una  máquina  potante  parala 
pesca  de  salmones  de  cierto  sitio ,  con  indem- 
nizacion  de  perjuicios. — I>eclarando  ao  hajier 
LUGAR  al  i*ecurso  de  casación  interpuesto  por  Don 
Francisco  Juan  de  Piedra  y  consortes  contra  la 
sentencia  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil,  en 
pleito  con  D.  Martin  Duhart  y  el  Ayuntamiento 
de  la  villa  de  Limpias.  (Sbnt.  núm.  19.) 102 

6  NovTRMRHE.  Reivindicación  de  un  terreno  con 
'frutos  y  rentas. — Declarando  no  haber  lugar 
al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Cefe- 
riñó  González  Arce  y  hermanos  contra  la  sen- 
tencia pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil,  en 
pleito  con  Doña  María  Candelaria  Navarro.  (Sen- 
tencia Núx.  77.).-. 365 

8  Noviembre.  Pago  de  pesetas. — Declarando  no  ha- 
ber lugar  *a\  recurso  de  casación  interpuesto 
por  D.  Manuel  Pérez  del  Molino,  como  Director 
gerente  de  la  Sociedad  minera  La  Esperanza, 
contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  de 
lo  civil,  en  pleito  con  D.  Gabriel  do  Cué  y  Es- 
canden. (Seut.  núm.  78.) Ls 374 

9  Noviembre.  Liquidación  de  cuentas  y  pago  de  rea- 
les.— Declarando  no  haber  lugar  ni  recurso  de 
casación  interpuesto  por  D.  Blas  Alvarez  Melón 
contra  la  sentencia  pronunciada  pon  la  Sala  do 
lo  civil,  en  pleito  con  D.  Julián  Bolado.  (Sen- 
tencia NÓM.  79.) 379 

9  Noviembre.  Entrega  de  Henee  de  un  mayorazgo. — 
Declarando  no  haber  lugar  al  recurso  de  casa- 
ción interpuesto  por  D.  Juan  Gómez  Galvan  con- 
tra la  sentencia  pronunciada  por  la  S^la  de  lo 
civil,  en  pleito  con  D.  Francisco  Casuao.  (Sen- 
tencia NÚM.  80.) -. 385 

20  Noviembre.  Entrega  dejíncas. — Declarando  no  ha- 
ber lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto 
por  D.  Inocencio  Martines  contra  la  sentencia 
pronuncirda  por  la  Sala  de  lo  civil,  en  pleito  con 
Doña  Antonia  Martínez  Quevedo.  (Sentencia  nú- 
mero 93.) 471 


\ 
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3  Junio.  Bjecucion  de  una  sentencia, — Declarando 
NO  RABBR  LUGAR  al  rocopso  do  cssacíon  inter- 
puesto por  0.  José  Rodríguez  Tochn  contra  la 
sentencia  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil, 
en  pleito  con  Doña  Luisa  Elisa  Serrano,  cerno 
•  tutora  y  curadora  de  sus  menores  hijos  D.  Luis 
y  D.  Inocencio  Pérez  Aloe,  y  consortes.  (Sen- 

TBNClA  NÚM.  7.) ki 

\¥l  Noviembre.     Cumplimiento   de  una  obligación — 
Cáceres        /           Declarando  no  haber  lugar  al  recurso  de  casa- 
.-..c           gjjjjrj  interpuesto  por  D.  Isidoro  José  Guerrero 
contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  de 
lo  civil ,  en  pleito  con  D.  Matías  Torres  y  Don 
Manuel  M.  Grande.  (Sent.  núx.  i02.) ^      518 

34  Diciembre  Pago  de  alimentos, — Declarando  no  ha- 
ber LUGAR  al  recurso  de  casación  interpuesto 
por  D.  Bernabé  y  Doíia  Matilde  Romero  Godoy 
contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  de 
lo  civil,  en  pleito  con  los  hijos  legíliinos  de  Don. 
\  Juan  Romero  Falcon.  (Sent.  núm.  \M  ) 78^ 


/ 


2  Julio.  Reclamación  de  cierta  can/»¿fa^¿.  — Decla- 
rapdo  NO  haber  lugar  al  recurso  d«  casación 
interpuesto  por  D.  José  María  Várela  contra  la 
sentencia  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil,  en 
pleito  con  D.  Lorenzo  Pérez.  (Sent.  núm.  3.)...        14 

\{  Diciembre.  Deslinde  y  prorateo  de  rentas  fera- 
les.— Declarando  no  haber  lugar  al  recurso  de 
casación  ínterpueslo  por  Kainon  Rodrigucz  contra 
la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil, 
en  pleito  con  D.  Manuel  Sancho  Guardaminoi 
(Sentencia  núm.  442.) 590 

Coruña  . . .  •  < '1^  Diciembre.     Tercería  de  dominio. — Declarando  no 

haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto 
por  D.  Francisco  Mañach  de  NaY<^  oomo  geren- 
te de  la  Sociedad  Francisco  Mañach  y  compa- 
ñía^ contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala 
de  lo  civil ,  en  pleito  con  la  Sociedad  Viuda  de 
Atocha  ¿  hijos  y  D,  Francisco  Mañach,  (Sen- 
tencia NÚM.  417.) 631 

45  Diciembre.  Bntreaa  de  bienes. — Declarando  .  no 
HABER  lugar  al  rccurso  de  (^sacion  interpuesto 
por  Doña  Luisa  Alvarez  contra  la  sentencia  pro- 
nunciada por  la  Sala  de  lo  civil,  en  pleito  ooo 
D.  Manuel  Losada  Alvarez,  y  consortes.  (Sin* 

TENCIA  NÚM.  421  ) 


1 
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,i4  Diciembre.  Inclusión  y  exclmion  de  ¡nenes  de  %n 
inventario, — Declarando  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  José  Val- 
cároe  y  D.  Antonio  Vázquez,  contra  la  sentencia 
pronunciada  por  la  Sala  de  16  civil,  eo  pleito 
con  D.  Pedro  Gómez  Dehesa  y  consortes.  (Sen- 
tencia NÚ».  129.) 708 

1 27  Diciembre.    Redención  de  una  renta /oral,  —  De- 
clarando  HABER  LUGAR  al  rcourso  de  casación 
interpuesto   por  D.   Adolfo  Torrado  y   Azores 
Coruña        /  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  de 

lo  civil,  ec  pleito  con  D.  José  Veíga  Rodrig^ez. 

(SSNTEItClA    KÚM.    430.) - 7i  I 

¿9  Diciembre.  Pago  de  unas  dotes. — Declarando  no 
HABER  LUGAR  al  rccurso  de  casación  interpuesto 
'  por  Doña  Balbína  Chico  González  y  Doña  Vicenta  * 
Chico,  y  que  rá  lugar  al  deducido  por  Doña 
Antonia  Nava  Paradela  y  Doña  Juana  González 
Paradein,  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la 
Sala  de  lo  civil,  en  pleito  con  la  Marquesa  de 
^  San  Juan  de  Carballo  y  su  hermana  Doña  Celes- 

tina  Pardo  Liaño.  (Sent.  núm.  135.) 750 

'22  Julio.  Otorgamiento  de  una  escritura. — ^Declaran- 
do HABFR  LUGAR  al  rccurso  de  casación  inter- 
puesto por  Doña  Francisca  Villalobos  contra  la 
sentencia  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil, 
en  pleito  con  D.  José  Pinar  Huete.  (Sbitencia 
NÚMERO  30.) 435 

42  Octubre.  Nulidad  de  un  contrato  de  venia, — De- 
clarando HABER  LUGAR  al  rccurso  de  casación 
Interpuesto  por  D.  Francisco  de  Rojas  Reina 
contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  de  lo 
civil,  en  pleito  con  D.  Antonio  López  Nuñez,  y 
por  su  defunción  su  viuda  é  hijas.  (Sentencia 
Granada...^  «úm.ro  66.) 309 

4  Noviembre.  Defensa  por  pobre. — Declarando  no 
HABER  LUGAR  al  rcourso  de  casación  interpuesto 
por  Doña  Ana  Perales  y  Baños  contra  la  senten- 
cia pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil,  en  pleito 
con  D.  Jerónimo  de  la  Cal  y  el  Ministerio  nscal. 
(Sentencia  núm.  76.) 364 


\ 


48  Noviembre.  Defensa  por  pobre. — Declarando  no 
HABER  LUGAR  al  rccurso  de  casación  interpuesto 
por  D.  Felipe  Ferrer  y  Biosca  contra  la  sen- 
tencia pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil,  en 
pleito  con  D.  Juan  Bautista  Quesada  y  Argueta. 
(Sentencia  rún.  94.) 464 
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/1 3  biciEMBRR.    Aprovechamiento  de  aguas. — I>eclaran- 
/  do  NO  BABKR  LUGAR  al  rocurso  de  casación  in- 

¡  terpuesto  por  Doña  María  Ru!z  Pérez,  viuda  y 

albacea  do  D.  Manuel  Gómez  Morales  y  los  he- 
rederos do  éste  contra  la  sentencia  pronunciada 
por  la  Sala  de  lo  civil,  en  pleito  con  la  Marquesa 
viuda  do  Bacares  y  consortes.  (Sknt.  >úji.  414.)      61$ 
Granada....< 

JSI  DiciEMBPR.  Reivindicación  de  un  pedazo  de  iier- 
ra. — Declarando  no  haber  lugar  ni  recurso  de 
casación  interpuesto  por  D.  Juan  Carrillo  Re- 
guera contra  la  sentencia  pronunciada  por  la 
Sala  de  lo  civil ,  en  pleito  con  D.  Juan  Carrillo 
Castaño.  (Sent.  núm.  139.) ^    774 

1.®  Julio.  Abono  de  cierta  cantidad. — Declarando  no 
HABER  lugar  al  rccurso  do  casación  interpuesto 
por  D.  Agustín  Ariosa  contra  la  semencia  pro- 
nunciada por  ia  Sala  de  lo  civil,  en  pleito  con  el 
Ministerio  fiscal ,  en  representación  del  Estado. 
("Sentencia  núm.  1 .) 3 

5  Julio.  Tercería  de  mejor  derecho. — Declarando  no 
HARER  lugar  al  rccurso  de  casación  interpuesto 
por  D.  Francisco  Hernan(}ez  v  González  contra  la 
sentencia  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil, 
en  pleito  con  D.  Manuel  Maturana  y  consortes. 
(Sentenciv  núm.  8.) ! 49 

J29  Setiembre.     Defensa  por  po%re. — Declarando  no  ba- 
I           ber  lugar  el  recurso  de  casación  interpuesto  por 
Habana..../           ^-  ^3*^^"  Rodríguez   Maribona  contra  Ib  sen- 
tencia pronunciada  por  la  Sala  segunda,  en  pleito 
con  Doña  Carolina  Maribona  y  el  Ministerio  fis- 
cal. (Srwt.  núm.  43.) 194 

|l7  Noviembre.  Pago  de  pesos. — Declarando  no  haber 
LUGAR  al  recurro  de  casación  interpuesto  por  Don 
Joaquín  Subirá  contra  la  sentencia  pronunciada 
por  la  Sala  segunda,  en  pleito  con  la  Comnañía 
de  seguros  mi[ktuos  contra  incendios  títulaaa  Bl 
Iris.  (Sent.  núm.  89.) 443 

• 

20  Noviembre.  Nulidad  de  un  remate  y  venta  de 
unas  fincas. — Declarando  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Felipe  Pé- 
rez contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Spla 
de  lo  civil,  en  pleito  con  D.  Agustín  Sotolongo. 

,  (Sentencia  núm.  94.) 


CRONOLÓGICO.  805 

Aadiencia  Fecha 

4é  éonde  procede       del  auto  6  PÉciBa. 

•1   rAftnrAA.                  «Antpnría.  ■§i««i 


H  Noviembre.  Conocimiento  de  una  co7nandita  y 
pago  de  pesos. — Declarando  mo  haber  lugar  al 
recurso  de  casacioa  interpueslo  por  D.  Juan 
García  Mosquera  conlrn  la  semencia  pronuncia- 
da por  la  Sala  do  lo  civil,  en  pleito  con  D.  Juan 
Francisco  Tabernilla,  como  síndico  de  la  quiebra 
de  D.  Juan  Manuel  Pardo  y  compañía.  (Senten- 
cia kCm.  98.) 493 

30  Noviembre.  Desahucio, —  Declarando  haber  lug^r 
al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Joa- 
quín Pando  contra  la  sentencia  pronunciada  por 
la  Sala  sej^unda,  en  pleito  con  la  Sociedad  val- 
dés  y  sobrinos.  (Sent.  nqm.  404.) 528 

Habana. ..  ^10  DiriEMRRE.    Inclusión  de  bienes  en  el  inventarié 

de  cierta  testameutaria. — Declarando  no  haber 
LUGAR  al  recurso  de  casación  interpuesto  por 
D.  Manuel  R<:cio  Morales  contra  la  sentencia 
pronunciada  por  la  Sala  segunda  ,  en  pleito  con 
D.  Fi^ncisco  Recio  Murales  y  otros.  (Sentencia 
número  lli.) 582 

44  Diciembre.     Nulidad  de  la  adquisición  de  unas  ca- 
sas y  pago  de  pesos. — Declarando  no  haber  lu- 
OAR  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Don 
¡             Emeterio  Martínez  y  otros  herederos  de  D.  Ro- 
que Martínez  contra   la   sentencia  pronunciada 
S"              or  la  Sala  de  lo  civil,  en  pleito  con  D.  Andrés 
eneito  y  Bcnavent,  como  heredero  de  Doña  Ca- 
^  talina  López.  (Sent.  núm.  418.) 637 

/  2  Julio.     Tercería  de  dominio. — Declarando  no  ha- 

/  BER  LUGAR  al  rocurso  de  casación  interpuesto 

I  por  Doña  Máxima  Gutiérrez  Cavícdcs  contra  la 

sentencia  pronunciada  por  ia  Sala  segunda ,  en 

pleito  con  Doña  María  del  Carmen  de  la  Vega. 

(Sentenüa  núm.  4.) ¿ i9 

2  Julio.    Defensa  por  pobre. — Declarando  no  haber 
LUGAR  al   recurso  de   casación  interpuesto  por 
«-    ...        J  D.  Juan  Luis  Pascal  contra  la  sentencia  pronun- 

Aaaana i  ^^^^^^^  p^^  lj^  ^^Ij^  gpg^nda  de  lo  civil,  en  pleito 

con  D.  Claudio  Anchuelo.*(SENT.  núm.  6.). 40 

23  Setiembre.  Pago  de  cierta  caníi¿a<f.— Declarando 
NO  haber  luoar  al  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  D.  Francisco  Albuin ,  como  marido 
'de  Crisanta  Marcos,  contra  la  sentencia  pronun- 
ciada por  la  Sala  primera,  en  pleito  con  el  Mar- 
qués del  Duero,  y  después  su  hija  y  heredera 
i  Doña  Potra  Gutiérrez  ae  la  Concha.  *(SEiiTENaA 

^      *         NÚMERO  31.) i40 
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24  SsTiKMBRE.  Devolución  de  cierta  cantidad. — De- 
clarando NO  HABER  LU04R  al  rocupso  de  casaciou 
iolerpuesto  por  0.  Guillermo  Sanford  contra  la 
sentencia  pronunciada,  en  pleito  con  D.  Joaquin 
López  Rubio.  (Sbnt.  nCm.  1M,) * 


144 


24  Setiembre.  Mejor  derecho  á  los  bienes  reservables 
de  una  vinculación. — Declarando  no  haber  lu  • 
CAR  al  recurso  d»)  casación  interpuesto  por  Doña 
Martina  Arévalo  contra  la  sentpncia  prooiunciada 
por  la  Sala  segunda,  en  pleito  con  Doña  Cristina 
.  Francisca  Barona,  como  curadora  ad  bona  de  su 
hijo  D.  José  Arévalo,  y  el  Ministerio  fiscal.  (Sex- 

TE>-CIA  NÚM.    33.) 150 


27  Setiembre.    Desahucio  de  una  tierra, — Declarando 
NO  haber  lugar  al  recurso  de  casación  inter- 

f)uestu  por  D.  Francisco  Escolar  y  Martin  contra 
a  sentencia  pronuncinda  por  la  Sala  de  lo  civil, 
en  pleito  con  D.  Manuel  Pérez  Martin.  (Senten- 
cia NÚM.  38.) 173 


Madrid. 


J 


1.°  Octubre.  Otorgamiento  de  una  escritura. — De- 
clarando haber  lugar  al  recurso  de  casación 
interpuesto  por  los  liquidadores  de  la  razón  so- 
cial Overend  Gurney  y  compañía ,  de  Londres, 
contra  la  sentencia  pron iniciada  por  la  Sala  de 
lo  civil,  en  pleito  con  D.  José  Campo  y  Pérez. 
(Sentencia  nóm.  48.) 215 


o 


Octubre.     Pago  de  reales, — Declarando  no  haber 
■  LUGAR  al   recurso  de  casación  interpuesto   por 
Doña  Manuela  Losada  contra  la  sentencia  pro- 
nunciada por  la  Sala  primera,  en  pleito  con  Don 
José  Gómez  y  Gómez  y  compañía.  (Sbjit.  núm.  56.). 


244 


9  Octubre.  Pago  de  cierta  cantidad,  importe  de  da- 
ños y  perjuicios  causados  á  consecuencia  de  un 
incendio, — Declarando  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Tomás 
Bande  y  otros ,  como  testamentarios  de  Don 
Antonio  Otero,  contra  la  sentencia-  pronunciada 
por  la  Sala  primera ,  en  pleito  con  la  Sociedad 
de  Seguros  mutuos  contra  incendios  de  casas 
extramuros  de  Madrid.  (Sent.  núm.  6(K) 
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Madrid 


¡i  1  OcTrTBRE.  Reconocimiento  de  un  crédito  y  pago  de 
intereses  de  otro. — Declarando  no  dabrr  lugar 
al  recurso  de  casación  interpuesto  por  la  comi- 
sión de  acreedores  de  la  tesramenlaría  de  Mollí- 
nodo  y  la  razón  socía!  Sobrinos  de  López  Mo  - 
llinedo  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la 
Sala  primera ,  en  pleito  con  D.  Josó  Salamanca. 
(Sentbmcia  n6x.  64. ) Í99 

10  NoviKMBRK.  Abono  df  costas. — Declarando  haber 
LOGAR  al  recurso  do  casación  interpuesto  por 
D.  Julián  Dársós  y  compañía  contra  el  auto  que 
en  3  de  Junio  de  1874  dictó  la  Sala  segunda,  en 
pleito  con  la  Diputación  provincial.^  (Sknt.  nú- 
mero 82.) 398 

17  Noviembre.  Nulidad  dr  una  cláusula  de  cierto 
contrato  de  capitulaciones  matrimoniales. — 
Declarando  no  haber  lugar  al  recurso  de  casa- 
ción interpuesto  por  i).  José  María  Unceta, 
como  padre  del  menor  D.  José  María  Unceta  y 
Berriozabal ,  contra  la  sentencia  pronunciada  por 
la  Sala  sejíunda  ,  en  pleito  ron  Doña  Luisa  María 
/osefina  D' Anselmo ,  Marquesa  viuda  de  Casa- 
Jara.  (Sknt.  nCm.  90.) 457 

.23  Noviembre.  Reivindicación  de  un  terreno. —  De- 
*  clarando  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación 
interpuesto  por  Doña  Joaquina  On^asitas  contra 
Ja  pronunciada  por  la  Sala  segunda  ,  en  pleito 
con  D.  Juan  Cudero,  como  marido  de  Catalina  do 
la  Paz  Rüdriguez.  (Sekt.  núm.  90.) 485 

3  Diciembre.  Pago  de  cantidades. — Declarando  no 
haber  luoar  al  recurso  de  casación  interpuesto 
por  la  Sociedad  Holandesa  para  explotación  de 
las  fabricas  de  gas  en  España  contra  la  sentencia 
pronunciada  por  la  Sala  primera ,  en  pleito  con 
D.  Zacarías  Moreno.  (Sent.  núm.  105.) 536 

16  Diciembre.  Devolución  y  entrega  de  una  casa, — 
Declarando  no  haber  lugar  al  recurso  de  casa- 
ción interpuesto  por  D.  Federico  Lleget  y  Ná- 
poli  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala 
primera  de  lo  civil,  en  pleito  con  D.  P^ro 
Antonio  Campo-redondo,  y  por  su  defunción, 
con  su  viuda  Doña  María  de  la  Soledad  Rodrí- 
guez, |)or  si  y  en  concepto  de  representante  le- 
gítima de  su  hija  Doña  Luisa  Campo-redondo  y 
Rodríguez  y  D.  Esteban  España  Martin,  como 
marido  de  Doña  Angela  Campo-redondo  y  Rodrí- 
guez. (Sent.  kúm.  129.) 663 
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23  Diciembre.  Reivindicación  de  la  mitad  de  una 
casa. — Declarando  no  haber  lugar  al  recurso 
do  casación  interpuesto  por  Doña  María  Engra- 
cia V  ^^^^  María  de  la  Concepción  Mangiron, 
contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala» 
primera,  en  |)le¡to  con  D.  Francisco  Rozabal. 
(Sentencia  núm.  428.) 70* 

:28  Diciembre      Pago  de  cierta  cantidad. — Declarando 

HABED  LUGAR  al  recürso*de  casación  interpuesto 

,  por  D.  José   Campo  contra  ki  sentencia  pro- 

Kaarid ^  nunciada   por  la  Sala  primera  de  lo  civil,  en 

pleito  con  la  razón  social  lí.  J,  fíntkoven  é  hi- 

jos^  del  comercio  de  Londres.  (Se.it.  kúm.  134.).      736 

31  Dh:ikmbre.  Pago  de  cierta  cantidad. — Declarando 
no  HABER  LL'G\R  al  recurso  do  casación  inter- 
puesto por  Doña  Josefa  Dermcjo,  como  curado- 
ra ejemplar  de  su  hermano  incapacitado  D.  To- 
más Bermejo,  contra  la  sentencia  pronunciada 
por  la  Sala  primera,  en  pleito  con  D.  Manuel 
Ramos  Calleja.  (Sent.  núm.  438.) 767 

2  Noviembre.  Reivindicación  de  bienes. — Declaran- 
do NO  HABER  LIGAR  al  rccurso  de  casación  inter- 
puesto por  D.  Genaro  Cuervo  A  rango  contra  la 
sqntencia  pronunciada  por  la  Sala  primera,  en 
pleito  con  el  Conde  de  Torcno.  (Sent.  núm.  75.).      3^ 

OYleao ^^  DiciciKMURE.    Rendición  de  cuentas  y  entrega  de 

bienes. — Declarando  ^o  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  iulcrpucsto  por  Duna  María  del  Car- 
men Pérez  contra  la  sentencia  pronunciada  por 
\            la  Sala  de  lo  civil,  en  pleito  con  D.  Isidro  Díaz. 
\  (Se.ntekcia  KÚ3I.  440.) 786 

6  DiaEMBRB.    Pertenencia  y  disfrute  exclusivo  de 

ciertos  montes. — Declarando  haber  lugar  al  re- 

recurso  de  casación  interpuesto  por  el  Minisle- 

Paxnplona.  .^  rio  fiscal  en  represen lacion  del  Estado,  contra 

la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  de  justicia, 
•  en  pleito  con  los  Ayuntamientos  de  los  Valles  de 
Erro  y  Baztan.  (Sent,  núm.  407.) 55i 

48  Diciembre.     Entrega  de  un  ingenio  y  cumplimien^ 
to  de  una  sentencia. — Declarando  no  haber  lit- 
^  -  GAR  al  recurso  de  casación   interpuesto  por  las 

santiago  del  Sociedades  Horruitiner  y  Justiz,  J.  Bueno  y 

^^^^ \  compañía  v  Banco  de  Cuba  contra  la  sentencia 

pronunciada  por  la  Sala  de  justicia  de  Santiago 
de  Cuba,  en  pleito  con  D.  José  Ferrer  y  Mora. 
(Sentenua  móm.  424.) * Clft 
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2  Juuo.  Cancelación  de  una  inscripción  en  el  Re- 
gistro de  la  propiedad. — Declarando  Np  haber 
LUGAR  al  recurso  do  casación  interpuesUi  por 
Doña  María  Rosalía  y  Doña  María  Eulalik  Osorio 
do  MosGoso,  como  roprescotante  de  la  testa- 
mentaría del  Conde  de  Altamira,  contra  la  sen- 
tencia pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil,  en 
pleito  con  el  Ministerio  fiscal,  en  representación 
del  Eslado.»(SBz«T.  núm.  5.) 


24 


e  villa, 


J 


10  Jumo.    Rendición  de  cuentas  y  pago  de  reales, — 
Declarando  so  haber  lugar  al  recurso  de  casa- 
ción interpuesto  por  D.  Emilio  de  Sola  y  Alva- 
reda  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala 
^     de  lo  civil,  en  pleito  con  D.  José  León  de  Mora 

y  consortes.  (Sext.  w6m.  i6.) dO 

8  Octubre.  Cumplimiento  de  un  contrato. — Decla- 
rando NO  haber  lugar  al  recurso  de  casación 
interpuesto  por  D.  Alfonso  Lnboissc  y  Castillo 
contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  de 
lo  civil,  en  pleito  con  D.  José  Moya.  (Senten- 
cia kOm.  89) 270 

4  Diciembre.  Prestación  de  alimentos, — Declaran- 
do NO  HABER  LUGAR  al  Tccurso  dc  casaciou  in- 
terpuesto por  D.  Antonio  G  ircía  Gallardo  contra 
la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil, 
en  pleito  con  D.  Román  Garcia  Marti nez.  (  Sen- 
tencia NúM.  406.) .' 548 

{13  Diciembre.  Nulidad  de  un  interdicto  y  servidum- 
bre' fie  paso  de  un  callejón. — Declarando  no  ha- 
ber LutiAR  al  recurso  de  casación  interpuesto 
por  D.  Juan  Ramos  González  contra  la  sentencia 
pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil  en  pleito  con 
D.  Aquilino  de  Celis  y  Cuevas.  (Sent.  núm.  4 15  ).      624 

27  Diciembre.  Tercería  de  dominio. — Declarando  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto 
por  D.  Manuel  María  González  contra  la  sen- 
tencia pronunciada  por  la  Sala  de  lo  Qivil,  en 
pleito  con  D.  Francisco  de  Paula  Zuazo  y  López.  - 
(Sentencia  núm.   432.). •  •• '• '^^^ 

27  Diciembre.  Pago  de  cierta  cantidad  é  intereses  le- 
gales.— Declarando  no  haber  ^ugar  al  recurso  de 
casación  interpuesto  por  D.  José  Esteban  Gó- 
mez contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala 
de  lo  civil,  en  pleito  con  D.  An^l  de  Aramburu. 
(Sentenüa  núm.  433.) 726 
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/30  DiaRMBiiE. ,  Defectos  en  la  titulación  de  unajin- 
I  ea. — Declarando  no  uabkr  lugar  al  recurso  de 

I  casación  interpuesto  por  el  curador  del  menor 

Sevilla ^  D.  Lúeas  Francisco  Zamailoa  y  JaramiUo  contra 

la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil, 
en  pleito  con  los  síndicos  del  concurso  de  fion 
Pedro  González  Ceballos.  (Sknt.  nCm.  137.) .... .      763 

il  OcTUBRB.  Tercería  de  mejor  derecho. — [)cclaran- 
do  OABER  LUGAR  al  rccürso  de  casación  inter> 
puesto  por  Doña  Dolores  Alonso  contra  la  sen- 
tencia pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil,  en 
pleito  con  D.  Joaquín  Puigmoltó  v  D.  Manuel 
Tormo.  (Sbnt.  nóm.  62.) \ 290 

9  Noviembre.    Reivindicación  de  una  finca. — Decla- 
rando NO  HABER  LUGAR  al   fccurso  dc  casación 
j  inlcrpuesto   por  D.    Francisco  Ferrando,  como 

valentía..../  curador  de  Vicente  Iborra,  contra  la  sentencia 

pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil,  en  pleito 
con  D.  Tomás  Labernia.  (Sent.  núm.  81.) 38i 

[25  Diciembre.  Mejor  derecho  á  los  bienes  de  %n  ma- 
yorazgo,— Declarando  no  haber  lugar  al  recur- 
so de  casación  interpuesto  •  por  Doña  Joaquina 
Garcés  y  Fernandez  de  Castro  contra  la  senten- 
cia pronunciada  \)ov  la  Sala  de  lo  civil  en 'pleito 
1  con  el  Marqués  de  Castellfort.  (Sentencia  múme- 

\         RO  99.) m 

5  Junio.  Mejor  derecho  ó  los  bienes  de  una  /un- 
dación, — Declarando  no  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  D.  Marcelo  Alejano, 
como  m^irido  de  María  Boiza  Corrales  contra  la 
sentencia  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil, 
en  pleito  con  D.  Yalentin  Corrales  Domínguez. 
(Sentencia  núm.  9.) - 57 

6  Julio.  Reivindicación  de  la  mitad  reservable  de 
los  bienes  de  un  mayorazgo. — necinrando  haber 
LUGAR  al  recurso  de  casación  interpuesto  por 

*  Yalladolid  /  ^'  ^•^^"^'8*^^  García  Alvarez  Losada  contra  la 

sentencia  pronunciada  por  la  ivda  de  lo  civil,  en 
pleito  con  D.  José  Antonio  Melendoz.  (Sentencia 

NÚMERO  12.) 64 

24  Setiembre.  Nulidad  de  las  operaciones  practica- 
das por  ciertos  testamentarios. — Declarando  no 
haber  LUGAR  al  rccurso  de  casación  interpuesto 
por  D.  José  Saturio  Fernanrlcz,  romo  curador 
del  menor  Florencio  Santiago  López,  o-ontra  la 
sentencia  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil,  en 
pleito  con  D.  Gregorio  Martínez  Suarez  y  Andrés 
del  Rio  Rcñones.  (Sent.  múm.  35.) 
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27  Setiembre.  Reintegro  de  las  cantidades  invertidas 
I  en' la  composición  de  un  pi*«»/«.—Declarando 
/  NO  HABER  LUGAR  al  Tccurso  de  casación  ínter- 
I  pueslo  por  Dofia  Eustaquia  Suarez  contra  la  sen- 
<  tencia  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil ,  en 
pleito  con  el  Ayuntamiento  de  dicha  ciudad. 
{Sentencia  nóm.  39.) 476 

48  Octubre.  Reioéndicacion  de  unos  mayorazgos. — 
Declarando  haber  lugar  al  recurso  de  casa- 
ción interpuesto  por  I).  Francisco  Gutiérrez  Al- 
tamirano,  como  apoderado  de  D.  Jacobo  Calas- 
cibelta  y  por  D  Pedro  Bassi  Soldali,  apoderado 
de  Doña  Jusefa  VicaH  y  D.  Francisco  Arezo,  con- 
tra la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  de  lo 
civil,'  en  pleito  con  D.  Simón  Barcia  y  otros, 
alladolid..^  (Sentencia  kóm.  74.) 335 

|4Í  Noviembre.  Tercería  de  mejor  derecho, — ^Decla- 
rando NO  haber  lugar  al  recurso  de  casación  in- 
terpuesto por  Victoriana  Román  Altamirano  y 
D.  León  Gómez,  como  curador  del  menor  Al- 
berto Gómez ,  contra  la  sentencia  pronunciada 
por  la  Sala  de  lo  civil,  en  pleito  con  Emeterio 
Gómez  del  Dosnl.  (Sbnt.  núm .  83.) 403 

46  Noviembre.    Reivindicación  de  unas  casas, — De- 
clarando NO  HABER  lugar  al  rccurso  de  casación 
interpuesto  por  D.  Eduardo  Chacel  y  González 
I  contra  la  sentencia  pronunciada  por* la  ^la  de 

1  lo  civil,  en  |)1eito  con  la  Comunidad  del  con- 

\  vento  de  monjnd  Brígidas  de  dicha  ciudad  y  con 

D.  Vicente  Polo.  (Sent.  núm.  86.) 446 

'27  .Setiembre.  Nulidad  de  un  testamento,— Jiechr^n- 
do  NO  haber  lugar  al  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  D.  Andrés  Silvestre,  por  sí  y  como 
marido  de  iToña  Gre^oria  Gomara,  contra  la  sen- 
tencia pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil,  en 
pleito  con  D.  Pedro  Latorre  y  consortes.  (Sen- 
tencia NÚu.  40.) 484 

ragoza., 

|46  Diciembre.  Pertenencia  de  los  bienes  que  consti- 
tuyen un  mayorazffo, —Dcchrdinóo  no  haber  lu- 
gar á  los  recursos  de  casación  interpuestos  res- 
pectivamente por  D.  Manuel  y  D.  Dionisio  de 
Isyusticia  y  por  D.  José  Luis  Cassy  contra  la 
sentencia  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil, 
en  pleito  entre  los  mismos  y  otros.  (Sentencia 
NÚMERO  423.) 670 
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CASACIÓN  POR  QUEBRANTAMIENTO  DE  FORMA. 


Audiencia  Fecha 

4e  dande  procede       del  auto  6  Pkgiok, 

el  recurso.  sentencia.  ™ 


,i6  NoviEMBBE,  Tercería  de  dominiíK — Declarando  no 
I  HABER  LUGAR  al  Fecurso  de  casación  interpuesto 
por  D.  Ventura  Vidal,  marido  de  Doña  Ana  Sa- 
balcr,  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la 
Sala  segunda  de  lo  civil,  en  pleito  con  el  Conde 
del  Asalto  y  por^su  fallecimiento  su  viuda  Doña 
Dolores  Pardo  Rivadeneira  y  sus  hijas  Doña  Fer- 
nanda, Doña  Dolores  y  Doña  ConcejíCion.  (Sen- 
Barcelona  .  J  te.ncia  núm.  88.) 437 

48  Noviembre.  Cumplimiento  de  un  convenio  ver- 
bal.— Declarando  no  daber  lugar  al  recurso  de 
casación  interpuesto  por  D.  Jaime  Baguñá  con- 
tra la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  segun- 
da de  lo  civil,  en  pleito  con  D.  Francisco  Es- 
criu.  (Sknt.  múm.  92.) W 

24  Setiembre.  Servidumbre  de  acueducto. — Declaran- 
do NO  haber  lugar  al  recurso  de  casación  en  la 
forma,  interpuesto  porD.  Mateo  Mazorra,  con- 
tra la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  de  lo 
civil,  en  pleito  con  Doña  María  de  los  J)olores 
Vial,  Condesa  viuda  de  Villanueva  de   la  Barca. 

(Sentencia  núm.  36.) i68 

Burgos. 

lo  Octubre.    Pagg  de  maravedís. — Declarando  no  ha- 
ber lugar  al  recurso  de  casación   interpuesto 
por  D.  Manuel  Pérez  del  Molino  contra  la  sea- 
tencia  pronunciada  por  la  Sala   de  lo  civil,  en 
I             pleito  con  D.  Juan  Manuel  Gutiérrez  y  San  Juan 
\  y  consortes.  (Sent.  núm.  68.) .' 326 

/  30  Setiembre.  Percibo  de  ¿epítima  paterna. — Decla- 
f  rando  no  nAUER  lugar  al  recurso  de  casación 
interpuesto  por  Doña  Francisca  Hernández  de 
Bernal,  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la 
Sala  segunda,  en  pleito  con  Doñn  Mercedes  Ber- 
nal  de  García,  hija  de  la  recurrente.  (Sent.  nú- 
mero 4o.) 

Habana. . ..( 

15  OcTüBRic.  Cobro  de  pesos. — Declarando  no  haber 
LUGAR  al  recurso  cíe  casación  interpuesto  por  la 
Soeiednd  Marzan  hermanos,  contra  la  sentencia 
pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil,  en  pleito 
con  D.  Francisco  de  Paula  Retortillo.  (Sknt.  nó 
MERO  69.) 
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Audiencia  Fecha 

B  donde  procede       del  auto  6  dé  i  • 

ti  recurio.  sentencia.  i^ma. 


43  Diciembre.    Desahucio, — Declarando  no  baber  lu- 
gar al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Don 
Gregorio  Palacios  contra  la  sentencia  pronun- 
labana. ..,{  ciada  por  la  Sala  de  lo  civil,  en  pleito  con  Don 

Miguel  A.  de  la  Tórnenle,  como  curador  ad  bona 
de  los  menores  D.  Manuel  Gregorio  y  Doña  Ma- 
ría Ignacía  Peraza.  (Sent.  núm.  ii6.) 629 


/i.®  Jin.10.    Paffo  Se  cantidades. — Declarando  no  ha- 
/  BBR  LUGAR  al  i*ecurso  de  casación  interpuesto 

por  la  razón  social  Miranda  ¿  hijo  y  consorte 
contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  se- 
gunda, en  pleito  con  D.  Juan  Manuel  de  Manza- 
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|iO  Julio.  Pago  de  reales  procedentes  de  una  letra, — 
Declarando  no  haber  lugar  al  recurso  de  ca- 
sación interpuesto  por  Kraentler  y  Mieville  con- 
Cadrid \  ira  la  sentencia  pronunciada  poV  la  Sala  pri- 
mera, en  pleito  con  D.  José  Campo  y  Pérez. 
(Sentencia  núm.  i7.) 96 


4  Octubre.  Pertenencia  del  título  de  Marqués.-^ 
Declarando  no  haber  lugar  al  recurso  de  casa- 
ción interpuesto  por  Doña  Eugenia  Ezpuñez,  á 
nombre  de  su  hija  Dona  Ana  Muñoz,  contra  la 
.  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  primera,  en 
\  pleito  seguido  con  el  Marqués  de  Zafra.  (Srnten- 
^  cía  núm.  53.) 22T 


30  Setiembre.  Incidente  de  una  testamentaría, — De- 
clarando NO  HABER  lugar  al  rccurso  de  casación 
interpuesto  por  Doña  Amalia  Diaz  Bello  contra 

evilla {  la  sentencút  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil, 

en  pleito  con  Doña  Kamona  Llamas  y  S|)s  hijas 
Doña  Sotía,  Doña  Cenaida  y  Doña  Eugenia  Azo- 
pardo.  (Sknt.  núm.  46.) 20$ 
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RECURSO    DE  NULIDAD. 


Ándieneit  Fecha 

kHBde  proeedt       del  auto  i 
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da  donde  proceda       del  auto  6  Página. 


i  i  DiGiBHBRE. — División  de  Hetus  de  %n  patronato, — 
Declarando  harer  logar  rI  recurso  de  nulidad 
interpuesto  por  üoña  Josefa  Porcel  y  Lobo,  y  al 
que  se  adhirieron  Doña  Alfonsa  Pérez  del  Casti- 
Granada ,,.{  lio  y  Dolores  Torres,  contra  la  sentencia  pro- 
nunciada en  grado  de  vista  por  la  Sala  de  lo 
civil,  en  pleito  seguido  por  los  recurrentes  en- 
tre sí.  el  Ministerio  fiscal  y  otros  que  hoy  no 
litigan.  (Sent.  non.  413.) 598 

20  Diciembre.    Pago  de  reales, — Declarando  no  haber 
LUGAR  al  recurso  de  queja  interpuesto  por  Don 
if  Adrid         }           Nicolás  Tomelen  contra  el  auto  denegando  el 
"^^     ^           recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  for- 
ma ,  que  interpuso  aquel ,  en  pleito  con  D.  Fa- 
cundo Fermosell.  (Auto  núm.  i 97.) 700 
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COMPETENCIAS. 


Fechu 
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sentencia. 


29  Julio.  Otorgamiento  de  una  escritura. — ^Decidiendo  á  favor  del 
Juz^'ndo  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Audiencia  de  esta 
Corte  la  competencia  suscitada  entre  el  mismo  y  el  de  igual 
clase  del  Campillo  de  Granada,  sobre  conocimiento  de  la  deman- 
da presentada  por  D.  José  Val  verde  de  Cazorla,  sobre  otorga- 
miento de  cierta  escritura.  (.\üto  súm.  21 .) . . .  -^ HO 

22  Julio.  Pa^o  de  maravedises. — Decidiendo  á  favor  del  Juez  muni- 
cipal de  Agreda  la  competencia  suscitada  entre  éste  y  el  de 
igual  clase  de  Tarazona,  acerca  del  conocimiento  de  un  juicio 
verbal,  sobre,  pago  de  niara ve<il8  procedentes  do  un  contrato. 
(Auto  núm.  22  ) 143 

22  Julio.  Nulidad  de  la  venta  de  ciertas  fincas. — Decidiendo  á  favor 
del  Juzgrdo  de  primera  instancia  de  Manzanares  la  competencia 
suscitada  entre  éste  y  el  de  igual  clase  del  distrito  del  Centro 
de  esta  Corte,  acerca  del  conocimiento  de  cierta  demanda  sobre 
nulidad  de  la  venta  de  unas  fincas.  (Autonóx.  23.). ...^ ii5 

22  Julio.  Inventario  de  una  testamentaría. — Declarando  mal  formada 
la  competencia  promovicfa  por  el  Juez  de  primera  instancia  de 
Tudela  al  del  Congreso  de  esta  Corte,  sobre  conocimiento  de  la 
continuación  de  las  diligencias  de  inventario  pedida  por  Don 
Francisco  López  Gómez,  en  concepto  de  heredero  fiduciario  del 
Conde  Viudo  de  Miranda.  (Auto  núm.  24.) 147 

22  Julio.  Nulidad  de  una  i7fii/a.— Decidiendo  á  favor  del  Juzgado 
de  primera  instancia  de  Manzanares  la  competencia  suscitada 
entre  el  mismo  y  el  de  igual  clase  del  distrito  del  Centro  de 
esta  capital,  acerca  del  conocitniento  de  cierta  demanda  sobre 
nulidad  de  la  venta  de  unas  fincas.  (Auto  múm.  25.) 120 
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42  Agosto.  Pago  de  cierta  cantidad, — Decidiendo  á  favor  del  Juzgado 
iminicipnl  de  León  la  competencia  suscitada  entre  éste  y  el  de 
igual  clase  de  Santa  Eulalia  de  Ozcos,  sobre  conocimiento  de  la 
reclamación  de  90  pesetas  que  D.  José  Lomban  hizo  á  D.  Manuel 
iglesias.  (Auto  núm.  26.) \fl 

2  Setiembre.  Cumplimiento  del  compromiso  de  compra-vsnta.  — 
Decidiendo  á  favor  del  Juzgado  de  primera  instancia  del  dis- 
trito de  la  Merced  de  la  ciudad  de  Málaga  la  competencia  sus- 
citada entre  éste  y  el  de  igual  clase  del  distrito  de  la  Latina  en 
Madrid,  sobre  conocimiento  de  la  demanda  interpuesta  por  Don 
Manuel  Villegas  contra  D.  Enrique  Padrón, en  concepto  de  apo- 
derado de  D.  Juan  Larios  y  Enriquez ,  para  que  se  declarase 
que  no  estaba  obligado  el  demandante  al  cumplimiento  de  cierto 
compromiso  de  compra-venta  de  una  casa.  (Auto  núv.  27.). . .      424 

30  Setiembre.  Reconocimiento  como  Director  general  y  Gerente  de 
cierta  Compañía  de  ferro-ca¥riles. — Declarando  mal  formada 
la  competencia  suscitada  entre  los  Jueces  de  primera  instancia 
del  distrito  de  la  Latina  de  ésta  Corle  y  el  de  San  Pablo  de  Za- 
ragoza, sobre  conocimiento  de  los  autos  promovidos  por  Don 
Eüuai'do  Benot  para  que  se  le  reconozca  como  Director  general 
y  Gerente  de  la  Compañía  de  los  ferino  carriles  de  Aragón.  (Auto 

NÚMERO  47.) 2il 

4  Octubre.  Pago  de  cierta  cantidad, — Decidiendo  á  favor  del  Juz- 
gado de  primera  instancia  de  esta  Corte  que  estuviese  en  turno, 
la  competencia  suscitada  entre  el  Juez  Decano  déla  mencionada 
capital  V  el  del  distrito  de  Antequera,  sobre  conocimiento  de  la 
demanda  interpuesta  por  D.  Lorenzo  Dell  Olmo  contra  D.  José 
Jonquin  Figueras ,  en  reclamación  de  cierta  cantidad.  (Auto 
NÚMERO  54  ) •. 234 

8  Octubre.  Pago  de  cierta  cantidad, — Decidiendo  á  favor  del  Juz- 
gado municipal  de  Algarinejo  la  competencia  suscitada  entre  el 
mismo  y  el  de  igual  clase  de  Iznajar ,  sobre  conocimieoto  del 
juicio  suscitado  por  D.  Francisco  de  Paula  Gordillo  y  Aguilar 
para  que  le  pagase  cierta  cantidad  D.  Manuel  Oballe  Escobar. 
(Auto  núm.  58.) 

48  Octubre.  Pago  de  honorarios, — Decidiendo  á  favor  del  Juzgada 
de  primera  instancia  de  la  Derecha  de  la  ciudad  de  Córdoba  la 


• 


CRONOLÓGICO.  817 

Fecha 

tiel  auto  ó  D4-I-. 

semencia.  "»*"•• 


competencia  suscilada  entre  el  misno  y  el  do  igu^l  clase  del 
distrito  de  Palacio  de  esta  Corto,  sobre  conocimiento  de  la  de- 
manda presentada  por  D.  Rafael  Chaparro  y  Espejo  contra  la 
Marquesa  viuda  de  Guadalcázar  y  el  Marqués  aclual  del  mismo 
nombre,  en  reclamación  de  ciertos  honorarios.  (Auto  núm.  73.).      348 

IS^OcTUBRE.  Defensa  for  pobre, — Deci  lien  do  á  favor  del  Juzgado  de 
primera  instancia  del  distrito  del  Centro  de  esla  capital  la  com- 
petencia suscitada  entre  éste  y  el  de  igual  clase  del  distrito  de 
Sevilla,  en  lo  relativo  á  la  defensa  por  pobre,  solicitada  por  uno 
de  los  litigantes,  pero  sin  que  sea  visto  prejuzgar  la  cuestión 
de  competencia  para  conocer  del  fondo  de  la  domanda  presen- 
tada por  D.  Eugenio  García  Gutiérrez  contra  D.  Manuel  Timoner 
y  consorte,  sobre  nulidad  de  cierta  escritura.  (Auto  núm.  74.)..      351 

16  Noviembre.  Reintegro  de  cierto  crédito, — Docidiendo  á  favor  del 
'  , Juzgado  do  primera  instancia  del  distrito  del  Mar  de  Valencia  la 
competencia  suscitada  entre  éste  y  el  de  Cicnfuegos  en  la  Isla 
de  Cuba,  sobre  conocimiento  del  incidente  promovido  acerca 
de  que  se  pusiese  el  ingenio  llamado  Caridad  á  disposición  de 
la  testamentaría  de  Doña  María  Ignacía  Adot  y  Biodma.  (Auto 
NÚMERO  87.) 434 

^o  Noviembre.  Reclamación  del  sueldo  como  Profesor  de  ün  Ins- 
tiluto  sostenido  con  los  bienes  de  cierto  patronato, — Deci- 
diendo á  favor  del  Juzgado  que  estuviere  en  turno  de  los  de 
Madrid  la  competencia  suscitada  entre  los  de  primera  Instancia 
del  distrito  de  la  Inclusa  y  Palacio  de  dicha  capital  y  el  de 
igual  clase  de  Monforte ,  sobre  ^conocimiento  de  la  demanda 
interpuesta  por  D.  Manuel  Parrilla  y  García  contra  el  Conde 
de  Lemus  y  consorte  ,  en  reclamación  del  sueldo  que  como 
Profesor  excedente  del  suprimido  Instituto  de  Monforte  le  cor- 
respondía. (Auto  núm.  101.) 514 

7  DiaEMBRE.  Pago  de  cierta  cantidad,— l^ed^vnnáo  mal  formada  la 
competencia  suscitada  entre  el  Juzgado  municipal  de  Palencia 
y  el  de  igual  clase  de  Pedresa  del  Príncipe  para  conocer  del 
juicio  verbal  intentado*  por  D.  Fabián  Guerra  con  D.  Felipe  Pé- 
rez ,  sobre  pago  de  369  rs.  proceJcntes  de  alimentos.  (Auto 
NÚMERO  109.) 566 
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i  A  DiciiMBRB.  Permuta  de  varios  terrenos, — Decidiendo  á  favor  del 
Juz(j;ado  de  primera  instaDCía  de  Tarazooa  la  competencia  sus- 
citada entre  éste  y  el  do  igual  clase  de  Agreda  ,  'sobre  cono- 
cimiento de  la  cuestión  promovida  entre  D.  Pedro  Sagaseta  y 
D.  Ángel  Romero  acerca  del  cumplimiento  de  derla  permuta.  . 
(Auto  núm.  120.) 65S. 

20  DiciiMBRB.  P<¡^o  de  cierta  cantidad. — Decidiendo  á  favor  del  Juz- 
gado del  distrito  de  San  Vicente  de  Valencia  la  competencia 
suscitada  entro  el  mismo  y  el  de  igual  clase  del  distrito  del 
Pino  en  Barcelona,  sobre  conocimiento  de  la  demanda  presen- 
tada por  la  Sociedad  Carvajosa  y  compañía  de  Valencia  contra 
la  CompakUt  Ibérica  de  Seguros  Marítimos,  domiciliada  en 
Darcélona,  sobre  pago  de  60.000  pesetas.  (Auto  núm.  426.). . .      69S 
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MATERIAS  CONTENIDAS  EN  ESTE  TOMO. 


Absolución  di  la  dimanda. — Segan  reü^radas  declaracioDOS  del  Tri- 
bunal Supremo,  la  sentencia  que  absuelvo  al  demandado  sin  li- 
mitación alguna  decide  todas  las  cuestionéis  litigiosas.  (Seut.  mú- 

\^^miro  56.) 244 

AccioNis  piRsoHALBs. — ^La  acción  propuesta  para  el  otorgamiento  de 
una  escritura  de  permuta  de  bienes  raíces  es  personal.  (Senten- 

da  nim.  420.) •     658 

Acción  iiiviNDicAToau. — ^No  es  principio  de  dereoho  que  la  acción 
reivindicatoría  exduya  siempre  reintegros  simultáneos  4  la  en- 
trega de  la  cosa  reivindicada,  y  que  las  sentencias  del  Tribunal         ^ 
Supremo  sobre  no  declarar  lo  contrarío  no  pueden  citarse  como 
fundamento  del  recurso  en  lugar  de  la  doctrina  legal  que  del 
conjunto  de  las  mismas  se  desprenda.  (SefUeneia  núm,  42.). ...      i  88 
Aceptación  di  las  litias  w  cambio. — ^Véase  Zetroi  de  cambio. 
Aceptación  db  los  bichos. — Debe  estarse  á  la  apreciación  de  la  com- 
petencia de  la  Sala  sentenoiadora,  como  cuestión  de  hecho, 
cuando  no  se  ha  cüado  ley  ni  doctrina  legal  que  con  ella  hu- 
biesesido  infringida.  (SeiU.  néwí.  7.) i2 

AdmISIOH  DBLIIBGOBSO  POB  QUBBBANTAMIBNTO  DB  FORMA.— 4^ará  qUC  pUC- 

dan  ser  admitidos  los  recursos  por  quebrantamiento  de  forma  es 
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¡Ddispensable  que  se  haya  leclamado  la  falta  en  que  so  ilinden 
en  la  instancia  en  que  se  haya  cometido,  y  en  la  siguiente  sí  ha 
sido  en  la  primera,  excepto  en  los  casos  que  haya  tenido  lugar 
en  la  última,  sin  posibilidad  de  reclamar  contra  la  misma,  en 
conformidad  á  los  artículos  4.019  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  ci- 
vil. (Sentencia  núm.  ii6.) 6Í9 

AiK¿uisiciON  DB  BIENES. — Para  adquirir  con  seguridad  bienes  inmuebles 
ó  derechos  reales  es  indispensable,  no  sólo  que  el  vendedor  sea 
dueño  de  ellos,  sino  que  tenga  capacidad  civil  para  enajenarlos. 
'(Sentencia  nim.  i36.) 755 

Alimentos  PROVISIONALES. — ^El  art.  1.218  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
civil  declara  en  primer  término  que  en  el  expediente  de  alimen- 
tos provisionales  no  puede  discutirse  sobre  el  derecho  á  perci- 
birlos ni  sobre  su  entidad,  quedando  reservadas  estas  cuestiones 
para  el  juicio  ordinario. 

Dicho  art.  1.218  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  declara  en 
su  última  parte  que  los  alimentos  provisionales  se  seguirán  abo- 
nando, sin  perjuicio  de  lo  que  en  juicio  ordinario  se  resuelva 
acerca  de  su  entidad  ó  derecho  á  percibirlos;  esto  se  entiende, 
sin  embargo,  cuando  tal  juicio  se  ventila  con  la  misma  persona 
obligada  á  dar  aquellos,  pero  no  cuando  se  trata  de  terceros  que 
alegan  mejores  títulos  á  la  herencia  del  alimentista,  como  no  sea 
por  los  vencidos  hasta  su  muerte.  (Sentencia  núm.  141.) 788 

Aguas. — Es  una  verdad  jurídica,  lo  mismo  antes  que  después  de  la 
ley  de  3  de  Agosto  de  1866,  que  siempre  se  ha  ganado,  ya 
por  tiempo  y  concesiones  antiguas  de  que  no  hay  memoria,  ya 
por  otorgamiento  más  ó  menos  reciente  de  los  Gobiernos,  el  uso 
ó  aplicación  de  tales  ó  qpáles  aguas  do  origen  ó  carácter  públi- 
co, constituyéndose  sobre  ellas  una  especie  de  derecho  real  para 
fomento  de  los  intereses  colectivos  é  individuales  de  las  indus- 
trias. iSent,  núm,  114. ) 613 

Apreciación  be  la  prueba. — El  Tribunal  Supremo  tiene  establecida  con 
repetición  la  doctrina  de  que  la  apreciación  de  las  j>ruebas  en 
conjunto  cuando  son  de  diferente  clase,  hecha  por  la  Sala  sen- 
tenciadora, conserva  todo  su  valor  jurídico  si  co  se  cita  y  de- 
muestra que  al  hacerlo  infringe  ley  ó  doctrina  legal.  (Sentencia 
número  4. ) 19 

La  apreciación  de  la  prueba,  no  mediando  infracción  do  ley  ó 

doctrina  legal,  es  de  la  exclusiva  competencia  de  la  Sala,  y  que 
contra  ella  no  se  da  recurso  de  casación.  (Sent.  núm.  d8.)-  •••      ^'^^ 

En  los  recursos  de  casación  se  ha  de  estar  á  la  apreciación  de 

las  pruebas  hechas  por  la  Sala  sentenciadora,  mientras  no  se  de- 
muestre que  al  hacerla  ha  quebrantado  ley  ó  doctrina  legal  con^ 
creta,  pertinente  á  la  misma  apreciación  de  pruebas.  (Senienein 
número  57.) SI 
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ApRECiAcroH  ne  iTa  nuKBA. — La  apreciación  de  las  pruebas  hecha  por  la 
Sala  sen  I  en  ciad  ora  es  irrevocable  oiiAatfas  no  se  demuestre  que 
al  hacerla  ha  cometido  alguna  infracción  de  ley  ó  de  iloclrina. 
[Smt.   ftám.  60.) 274 

A  la  Sala  sentenciadora  corresponde  la  apreciación  de  la  prueba 

lesliflcal  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  ari.  317  do  la  Loy  de 
Enjiricia miento  civil,  y  qae  no  basta  para  qtie  prospere  el  recurso 
de  casación  el  alegar  en  forma  vaga  é  indeterminada  que  al  ha- 
cer dicha  apreciación  han  sido  inrringidas  las  reglas  do  In  sana 
critica.  (Senl.  «lim.  7.1.) 3R4 

La  apreciación  de  la  prueba  que  no  ha  sido  impugnada  queda 

con  toda  su  fuerxa  y  valor  jurídico.  (Sent.  míin.  86.) 426 

Con  arreglo  i  lo  dispuesto  en  el  art.  317  de  la  Ley  de  Enjui- 
ciamiento civil,  &  la  Sala  senienciadora  corresponde  exclusiva- 
mente el  apreciar  según  las  reglas  de  la  sana  crítica  la  Tuerza 
probatoria  de  las  declaraciones  de  los  testigos  examinados  du- 
rante el  juicio,  y  contra  su  apreciación  no  se  da  el  recurso  de 
casación,  &  no  Rer  que  se  acredite  que  al  hacerla  se  ha  inrrin- 
gido  alj.'una  ley  6  doclrina  legal.  (Sent.  nim.  9i.) 464 

No  procede  el  recurso  de  casación  contra  la  apreciación  de  la 

prueba,  si  no  se  ha  alegado  en  el  mismo  recurso  infracción  de 
alguna  ley  6  doctrina  legal.  ISeitt.  núrn.  131.) 713 

ApReciAciON  DE  L*  PRUBDA. — Véaso  Fundamentos  del  recurso. 

Apreciación  as  los  bkcbos.— En  cuestiones  de  becho  se  ha  de  estar  i 
h  apreciación  que  la  Sala  sentenciadora  haga  del  mérito  y  valor 
de  las  pruebas,  si  no  se  demuestra  que  al  hacerlo  ha  infringido 
alguna  ley  ó  doclrina  legal.  (Seití.  núm.  134.) 743 

Arras. — Según  la  ley  9.*  de!  mismo  titulo  y  Partida,  hay  dos  mane- 
ras de  arras,  una  que  consiste  en  lo  que  da  él  marido  á  U  mujer 
por  razón  de  la  dolé,  y  la  otra  la  que  da  el  esposo  é  la  esposa 
franeamente,  que  llaman  esponsalicia,  como  donadlo  de  esposo; 
y  que  á  esle  donadlo  solamente  se  refiere  cuando  dice  que  ha  de 
darse  ñntcs  do  que  el  matrimonio  sea  acabado  por  palabras  de 
présenle,  y  no  á  la  otra  maneras  de  arras  que  da  el  marido  ú  la 
mujer  por  razón  do  la  dele.  (Sent.  nim.  62.) 290 


biEifis  pARJtrsHNALBs. — Para  constituir  en  los  bienes  del  marido  res- 
pecto 6,  los  bienes  parafernales  la  hipoteca  legal  que  eslabloce  la 
ley  17,  tlL  11,  Partida  i.',  y  que  en  virtud  de  ella  adquiriese  la 
mujer  la  prelacion  do  su  crédito  sobre  los  acreedores  del  mari- 
do, es  indispensable  que  dichos  bienes  hayan  sido  entregados  i 
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indispensable  que  se  haya  reclamado  la  falla  en  que  ^e  f\inden 
en  la  instancia  en  que  se  haya  cometido,  y  en  la  siguiente  si  ha 
sido  en  la  primera,  excepto  en  los  casos  que  haya  tenido  lugar 
en  la  última,  sin  posibilidad  de  reclamar  contra  la  misma,  en 
conformidad  á  los  artículos  4.019  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  ci- 
vil. (Sentencia  núm.  116. ) 629 

AiK¿uisiciON  DK  BIENES. — Para  adquirir  con  seguridad  bienes  inmuebles 
ó  derechos  reales  es  indispensable,  no  sólo  que  el  vendedor  sea 
dueño  de  ellos,  sino  que  tenga  capacidad  civil  para  enajenarlos. 
\Senteneia  nim.  i36.) 755 

Aumentos  provisionales. — El  art.  1.218  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
civil  declara  en  primer  término  que  en  el  expediente  de  alimen- 
tos provisionales  no  puede  discutirse  sobre  el  derecho  á  perci- 
birlos ni  sobre  su  entidad,  quedando  reservadas  estas  cuestiones 
para  el  juicio  ordinario. 

Dicho  art.  1.218  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  declara  en 
su  última  parte  que  los  alimentos  provisionales  se  seguirán  abo- 
nando, sin  perjuicio  de  lo  que  en  juicio  ordinario  se  resuelva 
acerca  de  su  entidad  ó  derecho  á  percibirlos;  esto  se  entiende, 
sin  embargo,  cuando  tal  juicio  se  ventila  con  la  misma  persona 
obligada  á  dar  aquellos,  pero  no  cuando  so  trata  de  terceros  que 
alegan  mejores  títulos  á  la  herencia  del  alimentista,  como  no  sea 
por  los  vencidos  hasta  su  muerte.  (Sentencia  núm.  141.) 781 

Aguas. — Es  una  verdad  jurídica,  lo  mismo  ¡jmtes  que  después  de  la 
ley  de  3  de  Agosto  de  1866,  que  siempre  se  ha  ganado,  ya 
por  tiempo  y  concesiones  antiguas  de  que  no  hay  memoria,  ya 
por  otorgamiento  más  ó  menos  reciente  de  los  Gobiernos,  el  uso 
ó  aplicación  de  tales  ó  qpáles  aguas  de  origen  ó  carácter  públi- 
co, constituyéndose  sobre  ellas  una  especie  de  derecho  real  para 
fomento  de  los  intereses  colectivos  é  individuales  üe  las  indus- 
trias. iSent.  núm.  114.) 613 

Apreciación  be  l\  prueba. — El  Tribunal  Supremo  tiene  establecida  con 
repetición  la  doctrina  de  que  la  apreciación  de  las  j>ruebas  en 
conjunto  cuando  son  de  diferente  clase,  hecha  por  la  Sala  sen- 
tenciadora, conserva  todo  su  valor  jurídico  si  no  se  cita  y  de- 
muestra que  al  hacerlo  infringe  ley  ó  doctrina  legal.  (Sentencia 
número  4. ) 19 

La  apreciación  de  la  prueba,  no  mediando  infracción  do  leyó 

doctrina  legal,  es  de  la  exclusiva  competencia  de  la  Sala,  y  que 
contra  ella  no  se  da  recurso  de  casación.  (Sent.  núm.  38.)....     175 

En  los  recursos  de  casación  se  ha  de  estar  á  la  apreciación  de 

las  pruebas  hechas  por  la  Sala  sentenciadora,  mientras  no  se  de- 
muestre que  al  hacerla  ha  quebrantado  ley  ó  doctrina  legal  con^ 
creta,  pertinente  á  la  misma  apreciación  de  pruebas.  (Seniencia 
número  57 . ) 
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Coupasu.— Véase  Contrato  de  eompa'tia. 

XoHFEmuroH  DI  ciBDiToe. — La  compeosacíotí  de  ortditos  sólo  pro- 
cede cuando  unos  y  otros  sod  líquidos,  exigibles  y  legllimameate 
justificados,  {Stnl.  nin.  1.') 3 

-^ouPETBNctA  .—.lliéDlras  un  acto  da  voluntaria  jurisdicción  no  so  haya 
convertido  en  asunto  judicialmente  coflleockiso,  no  cube  cuestión 
de  competencia,  ponjue  la  ley  concede  ésta  al  Juez  ante  quien  eo 
haya  acudido,  sc^un  dispone  el  art.  1.208  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento civil  easu  re(tla  1.*,  doctrina  consignada  por  el  Tribunal 
Supremo.  (Á%lo  «í».  44.) HT 

La  inhibitoria  de  jurisdicción  debe  proponei-se  en  escrito  firmado 

por  Letrado;  que  sobre  ella  ha  de  oírse  al  Ministerio  fiscal  cuando 
no  fuese  él  quien  la  hubiese  propuesto ,  y  al  oílcio  de  inhibición 
ha  de  acompaüarsc  testimonio  del  escrito  en  que  se  haya  pedido, 
y  de  lo  expuesto  por  ei  Ministerio  llscal,  según  se  proviene  en  los 
articules  3G5,  366  y  3Ti  de  l.i  Ley  orgánica  del  Podsr  jndiciaL 
(Auto  (itÍM.  109.) S66 

Acciones  pertonaltt. — Segiin  lo  prevenido  en  la  refila  i .'  del 

arlíciilo  308  do  la  Ley  provisional  sobre  oi^anizncion  del  Poder 
judicinl,  acorde  con  el  pirraro  tercero  del  arl.  o.°  de  la  de  Ed- 
juiciamienlo  civil,  en  ios  juicios  en  que  se  ejerciten  nccionos  per- 
sonales es  JucE  competente  ol  del  lugar  en  que  detia  cumplirse  la 
obligación,  y  i  (a\U  de  éste,  á  elección  del  demandante,  el  del 
domicilio  del  demandado.  Ó  el  de!  lugar  del  contrato,  si  hallán- 
dose en  él,  aunque  accidentalmente,  pudiera  hacerse  el  empla- 
zamiento. 

En  varias  decisiones  dol  Tribunal  Supremo  se  ha  declarado 
que  en  las  demandas  por  acción  personal  es  indispensable  acre- 
ditar y  probar  la  existencia  del  contrato  y  el  del  lugar  donde  deba 
cumplirse  para  que  pueda  conocer  de  ellas  el  Jui»  del  mismo. 
(Auto  nim.  21 .) UO 

Sfgun  oi  art.  S.°  (le  la  l.cy  de  Enjuiciamiento  civil  y  el  308, 

número  t."  de  la  de  organización  del  Poder  judicial,  el  Juez  com- 
iente para  conocer  de  demandas  en  que  se  ejercitan  acciones  per- 
sonsles  es  el  del  domicilio  del  demandado.  (Auto  nim.  58  ) . . . .      268 

Con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  párrafo  se^ndo  del  caso  t.", 

artiiMilo  308  do  la  Ley  provisional  sobre  oi^nizacion  dol  Poder 
judicial,  cuando  una  acción  persona!  se  dirija  contra  dos  6  más 
personas  que  residan  en  pueblos  diferentes,  y  estén  obligados 
mancomunada  ó  solidariamente,  no  habiendo  lugar  designado 
para  el  cumplimiento  de  ia  obligación,  será  Juez  competente  ol 
del  domicilio  de  cualquiera  de  los  demandados,  á  elección  dei  de- 
mandantó.  (Auto  *iM.  73.) 348 

En  loe  juicios  en  que  se  ejercitan   acciones  personales  es  Juez 

competente  el  del  lugar  ,en  que  debe  cumplirse  la  obligación,  y  ft 
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indispensable  que  se  haya  reclamado  la  falla  en  que  ^c  Ainden 
en  la  instancia  en  que  se  haya  cometido,  y  en  la  siguiente  si  ha 
sido  en  la  primet*a,  excepto  en  los  casos  ,que  haya  tenido  lugar 
en  la  última,  sin  posibilidad  de  reclamar  contra  la  misma,  en 
conformidad  á  los  artículos  4.019  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  ci- 
vil. (Sentencia  núm.  H6.) 629 

Ai»guisiciON  DK  BIENES. — Para  adquirir  con  seguridad  bienes  inmuebles 
ó  derechos  reales  es  indispensable,  no  sólo  que  el  vendedor  sea 
dueño  de  ellos,  sino  que  tenga  capacidad  civil  para  enajenarlos. 
\Senteneia  núm.  i36.) 755 

Alimentos  provisionales. — El  art.  1.218  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
civil  declara  en  primer  término  que  en  el  expediente  de  alimen- 
tos provisionales  no  puede  discutirse  sobre  el  derecho  á  perci- 
birlos ni  sobre  su  entidad,  quedando  reservadas  estas  cuestiones 
para  el  juicio  ordinario. 

Dicho  art.  1.218  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  declara  en 
su  última  parte  que  los  alimentos  provisionales  se  seguirán  abo- 
nando, sin  perjuicio  de  lo  que  en  juicio  ordinario  se  resuelva 
acerca  de  su  entidad  ó  derecho  á  percibirlos;  esto  se  entiende, 
sin  embargo,  cuando  tal  juicio  se  ventila  con  la  misma  persona 
obligada  á  dar  aquellos,  pero  no  cuando  se  trata  de  terceros  que 
alegan  mejores  títulos  á  la  herencia  del  alimentista,  como  no  sea 
por  los  vencidos  hasta  su  muerte,  (Sentencia  núm.  141.) 78S 

Aguas. — Es  una  verdad  jurídica,  lo  mismo  antes  que  después  de  la 
ley  de  3  de  Agosto  de  1866,  que  siempre  se  ha  ganado,  ya 
por  tiempo  y  concesiones  antiguas  de  que  no  hay  memoria,  ya 
por  otorgamiento  más  ó  menos  reciente  de  los  Gobiernos,  el  uso 
ó  aplicación  de  tales  ó  qpáles  aguas  do  origen  ó  carácter  públi- 
co, constituyéndose  sobre  ellas  una  especie  de  derecho  real  para 
fomento  de  los  intereses  colectivos  é  individuales  de  las  indus- 
trias. {Sent,  núm,  114. ) 613 

Apreciación  be  l\  prueba. — El  Tribunal  Supremo  tiene  establecida  con 
repetición  la  doctrina  de  que  la  apreciación  de  las  jiruebas  en 
conjunto  cuando  son  de  diferente  clase,  hecha  por  la  Sala  sen- 
tenciadora, conserva  todo  su  valor  jurídico  si  co  se  cita  y  de- 
muestra que  al  hacerlo  infringe  ley  ó  doctrina  legal.  (Sentencia 
número  4.) 19 

La  apreciación  de  la  prueba,  no  mediando  infracción  do  ley  ó 

doctrina  legal,  es  de  la  exclusiva  competencia  de  la  Sala,  y  que 
contra  ella  no  se  da  recurso  de  casación.  (Sent.  núm.  38.)....      173 

En  los  recursos  de  casación  se  ha  de  estar  á  la  apreciación  de 

las  pruebas  hechas  por  la  Sala  sentenciadora,  mientras  no  se  de- 
muestre que  al  hacerla  ha  quebrantado  ley  ó  doctrina  legal  coih- 
creta,  pertinente  á  la  misma  apreciación  de  pruebas.  (Seniencim  ^^-^J 
número  57.) 


i 


I 

ALFABÉTICO.  821 

Apreciación  de  l'a  prukba. — La  apreciación  de  las  pruebas  hecha  por  la 
Sala  sentenciadora  es  irrevocable  mientras  no  se  dcraueslre  que 
al  hacerla  ha  cometido  alguna  infracción  de  ley  ó  de  doctrina. 
(Sent.   nnm,  60.) á74 

A  la  Sala  sentenciadora  corresponde  la  apreciación  de  la  prueba 

testifical  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  317  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  y  que  no  basta  para  que  prospere  el  recurso 
do  casación  el  alegar  en  forma  vaga  é  indeterminada  que  al  ha- 
cer dicha  apreciación  han  sido  infringidas  las  reglas  de  la  sana 
critica.  {Sent,  núm.  75.) 354 

La  apreciación  de  la  prueba  que  no  ha  sido  impugnada  queda 

con  toda  su  fuerza  y  valor  jurídico.  (Seni,  núm.  86.) 426 

Con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  317  de  la  Ley  do  Enjui- 
ciamiento civil,  á  la  Sala  sentenciadora  corresponde  exclusiva- 
mente el  apreciar  según  las  reglas  de  la  sana  crítica  la  fuer/a 
probatoria  de  las  declaraciones  de  los  testigos  examinados  du- 
rante el  juicio,  y  contra  su  apreciación  no  se  da  el  recurso  de 
casación,  á  no  ser  que  se  acredite  que  al  hacerla  se  ha  infrin- 
gido alguna  ley  ó  doctrina  legal.  {Sent,  núm,  91.) 464 

No  procede  el  recurso  de  casación  contra  la  apreciación  de  la 

prueba,  si  no  se  ha  alegado  en  el  mismo  recurso  infra^x^ion  de 
alguna  ley  ó  doctrina  legal.  (Sent.  núm,  131 .) 713 

Apreciación  de  la  prueda. — Véase  Fundamentos  del  recurso. 

Apreciación  de  los  hecuos. — En  cuestiones  do  hecho  se  ha  de  estar  á 
la  apreciación  que  la  Sala  sentenciadora  haga  del  mérito  y  valor 
de  las  pruebas,  si  no  se  demuestra  que  al  hacerlo  ha  infringido 
alguna  ley  ó  doctrina  legal.  {Sent,  núm.  134.) 743 

Arras. — Según  la  ley  2.*  del  mismo  título  y  Partida,  hay  dos  mane- 
ras de  arras,  una  que  consiste  en  lo  que  da  el  marido  á  la  mujer 
por  razón  de  la  dote,  y  la  otra  la  que  da  el  esposo  á  la  esposa 
francamente,  que  llaman  esponsalicia,  como  donadío  de  esposo; 
y  que  á  este  donadío  solamente  se  refiere  cuando  dice  que  ha  de 
darse  antes  de  que  el  matrimonio  sea  acabado  por  palabras  de 
presente,  y  no  á  la  otra  maneras  de  arras  que  da  el  marido  á  la 
mujer  por  razón  de  la  dote.  {Sent,  núm,  62.) 290 


B 


Bienes  parafernales. — Para  constituir  en  los  bienes  del  marido  res- 
pecto á  los  bienes  parafernales  la  hipoteca  legal  que  establece  la 
ley  17,  tít.  11,  Partida  4.*,  y  que  en  virtud  de  ella  adquiriese  la 
mujer  la  prelacion  de  su  crédito  sobre  los  acreedores  del  mari- 
do, es  indispensable  que  dichos  bienes  hayan  sido  entregados  á 
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éste  señiladamontc  y  con  intención  manifíesta  y  deliberada  de 
traspasarle  el  dominio  y  administración  de  los  mismos.  (Sen- 
tencia núm.  83.) 403 


Caducidad  de  una  goncksio?i  minera. — Una  vez  declarada  la  caducidad 
de  la  concesión  de  una  mina ,  revierte  esta  al  Estado,  el  cuaU 
con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  68  de  la  Ley  de  Minas  de 
4  de  Marzo  de  4868,  tiene  el  derecho  de  hacer  una  nueva  con- 
cesión, con  las  labores  practicadas  para  la  explotación,  á  cual- 
quiera otro  interesado  que  la  pida.  (Seni.  núm.  125.) 689 

Cambio  de  domicilio. — Con  arreglo  al  art.  i  7  de  la  Ley  municipal  de  20 
de  Agosto  de  4870,  los  vecinos  que  cambian  de  domicilio  están 
obligados  á  dar  al  Ayuntamiento  la  declaración  correspondiente 
para  que  tenga  efecto  su  eliminación  en  el  empadronamiento  en 

que  venian  figurando.  (Auto  núm.  27.) 124 

Cakcelagion  dk  las  iNsraipcioNEs. — Conforme  al  art.  81  de  la  Ley  hi- 
potecaria, la  primera  inscripción  sólo  pnede  cancelarse  en  virtud 
de  otra  escritura ,  en  la  cual  maniñcsten  su  consentimiento  las 
personas^  que  habían  otorgado  la  primera,  ó  sus  causa  habientes 
legítimos,  6  mediante  providencia  ejecutoria,  contra  la  cual  no 

se  halle  pendiente  recurso  de  casación.  (Sent.  núm,  5.) 24 

Cita  de  las  leyes  mPRi^iGiDAS. — Cuando  no  se  hace  concreta  y  deter- 
minadamente la  cita  del  artículo  ó  artículos  que  se  hubiesen  in- 
fringido de  loe  del  mismo  convenio  invocado  como  ley  especial 
del  caso «  no  es  atendible  ni  apreciable  el  motivo  que  de  esta 
manera  se  funda,  cual  acontece  cuando  se  invoca  una  ley  gene- 
ral que  se  compone  de  diferentes  artículos  y  se  invoca  también 
con  igual  vaguedad,  porque  en  semejantes  condiciones  no  cabe 
resolver  sobre  la  infracción  con  la  debida  seguridad  del  acierto 
según  el   Tribunal  Supremo  lo  tiene  repetidamonte  declarado. 

{Sentencia  núm.  64.) 299 

Cita  de  leyes  inaplicables  al  caso  de  que  se  trate. — Véase  Funda- 
mento del  recurso. 
Comerciantes. — Los  comerciantes  que  tuviesen  establecimientos  mer- 
cantiles á  su  cargo  en  diferentes  partidos  judiciales  podrán  ser 
demandados  por  acción  personal  en  aquel  en  que  tuviesen  el  prín  - 
cipal  establecimiento  ó  en  el  que  se  hubiesen  obligado,  á  elección 
del  actor,  sogun  lo  dispuesto  en  el  párrafo  segundo  del  art.  311 
de  la  I^y  de  organización  del  Poder  judicial.  (Auto  núm,  126.)..       698 
Comisionista.— Los  actos  que  ejecute  el  comisionista,  bien  por  sí,  bien 
por  medio  de  los  corresponsales,  deben  conformarse  con    las 
instrucciones  del  comitente.  (Sent.  núm.^  133.) 
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Compañía. — Véase  Contrato  de  compañía. 

Compensación  db  cebditos.— 4>a  compensación  de  créditos  sólo  pro- 
cede cuando  unos  y  otros  son  líquidos,  exigibles  y  legítimamente 
justificados.  (Sent.  núm.  1.^) 3 

<0MPETKNcu. — Mientras  un  acto  de  voluntaria  jurisdicción  no  se  haya 
,  convertido  en  asunto  judicialmente  contencioso,  no  cabe  cuestión 
de  competencia,  porque  la  ley  concede  ésta  al  Juez  ante  quien  se 
haya  acudido,  según  dispone  el  art.  1.208  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento civil  en  su  regla  1.*,  doctrina  consignada  por  el  Tribunal 
Supremo.  (Auto  núm,  24.) 447  \ 

La  inhibitoria  de  jurisdicción  debe  proponerse  en  escrito  fírmado 

por  Letrado;  que  sobre  ella  ha  de  oirse  al  Ministerio  liscal  cuando 
no  fuese  él  quien  la  hubiese  profMiesto  ,  y  al  oficio  de  inhibición 
ha  de  acompañarse  testimonio  del  escrito  en  que  se  haya  pedido, 
y  de  lo  expuesto  por  el  Ministerio  fiscal,  según  se  proviene  en  los 
artículos  365,  366  y  371  de  In  Ley  orgánica  del  Poder  judiciaL 
(Auto  núm.  409.) '. 566 

Acciones  personales, — Segim  lo  prevenido  en  la  regla  4  .•  del 

artículo  308  de  la  Ley  provisional  sobre  organización  del  Poder 
judicial,  acorde  con  el  párrafo  tercero  del  art.  5.**  de  la  de  En- 
juiciamiento civil,  en  ios  juicios  en  que  se  ejerciten  acciones  per- 
sonales es  Juez  competente  el  del  lugar  en  que  deba  cumplirse  la 
obligación,  y  á  falta  de  éste,  á  eloccion  del  demandante,  el  del 
domicilio  del  demandado,  ó  el  del  lugar  del  contrnlo,  si  hallán- 
dose en  él,  aunque  accidentalmente,  pudiera  hacerse  el  empla- 
zamiento. 

En  varias  decisiones  áol  Tribunal  Supremo  se  ha  declarado 
que  en  las  demandas  por  acción  personal  es  indispensable  acre- 
ditar y  probar  la  existencia  del  contrato  y  el  del  lugar  donde  deba 
cumplirse  para  que  pueda  conocer  de  ellas  el  Juez  del  mismo. 
(Autonúm.  24.) 440 

Según  el  art.  5.**  de  la  I^y  de  Enjuiciamiento  civil  y  el  308, 

número  4.®  de  la  de  organización  del  Poder  judicial,  el  Juez  com- 
iente para  conocer  de  demandas  en  que  se  ejercitan  acciones  per- 
sontilcs  es  el  del  domicilio  del  demandado.  (Auto  núm,  58  ). . . .      268 

Con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  párrafo  segundo  del  caso  4.^, 

artítHilo  308  de  la  Ley  provisional  sobre  organización  del  Poder 
judicial,  cuando  una  acción  personal  se  dirija  contra  dos  ó  más 
personas  que  residan  en  pueblos  diferentes,  y  estén  obligados 
mancomunada  ó  solidariamente,  no  habiendo  lugar  designado 
para  el  cumplimiento  de  la  obligación,  será  Juez  competente  el 
del  domicilio  de  cualquiera  de  los  demandados,  á  elección  del  de- 
mandante. (Auto  núm.  73.) 348 

En  los  juicios  en  que  se  ejercitan  acciones  personales  es  Juez 

competente  el  del  lagar  ,ea  que  debe  cumplirse  la  obligación,  y  á 
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falta  de  éste  el  dd  domicilio  del  demandado,  ó  el  del  lugar  del 
contrato,  si  hallándose  en  él,  aunque  incidentalmente,  puede  ser 
emplazado,  según  la  regla  i  .*  del  art.  308  de  la  Ley  de  organiza- 
cioa  del  Poder  judicial.  (Sent,  núm.  120.) 6o8- 

CoMPETs^ClA. — Acciones  reala, — El  art.  308  de  la  Ley  provisional  del 
Poder  judicial  declara,  en  su  regla  3.*,  competente  para  conocer 
de  las  acciones  reales  al  Juez  del  lugar  donde  está  sita  la  cosa 
litigiosa.  (Sent    núm,  23.) US 

Juicios  de  téstamentarfn, — Según  las  reglas  16, 47  y  20  del  ar- 
tículo 309  de  la  ley  do  i  o  de  Setiembre  de  1870,  conformes  con 
los  principios  generales  de  jurisprudencia  anterior,  es  competen  te 
para  conocer  de  los  juicios  de  testamentaría  y  sus  incidentes  el 
Juez  del  lugar  en  que  hubiese  tenido  su  último  domicilio  el  fina- 
do, debiendo  ante  él  deducir  sus  reclamaciones  los  acreedores  de 
este,  mientras  estuvieron  pendientes  dichos  juicios  universales. 
(A%to  núm,  87.) m 

Lugar  donde  está  sita  la  cosa, — El  art,  308  de  la  Ley  provisio- 
nal del  Poder  judicial  declara  en  su  regla  3.*  competente  para 
conocer  de  esta  clase  de  acciones  al  Juez  del  lugar  donde  está 
sita  la  cosa  litigiosa.  (Auto  núm,  25.) i20 

Lugar  en  que  deba  cumplirse  la  obligación, — Excepto  en  los 

casos  de  sumisión  expresa  ó  tácita  según  lo  dispuesto  en  la  regla 
4  .*  del  art.  308  de  la  Ley  provisional  sobre  organización  del  Po- 
der judicial,  en  los  juicios  en  que  se  ejerciten  acciones  personales 
son  Jueces  competentes  el  del  lugar  en  que  debe  cumplirse  la 
obligación ,  y  á  falta  de  éste ,  á  elección  del  demandante,  el  del 
domicilio  del  demandado,  ó  el  del  lugar  del  contrato,  si  hallán- 
dose en  él  aunque  incidentalmente  pudiese  hacerse  el  emplaza- 
miento. (Auto  núm,  Í6.) 422 

— ^  Ídem  id.  (Auto  núm.  54.) 23í 

Según  lo  dispuesto  en  la  regla  I.*  del  art.  308  de  la  Ley  sobre 

organización  del  Poder  judicial ,  fuera  de  los  casos  de  sumisión 
expresa  ó  tácita,  en  los  juicios  civiles  en  que  se  ejercitan  accio- 
nes, es  Juez  competente  el  del  lugar  en  que  debe  cumplirse  la 
obligación,  y  á  falta  de  éste,  á  elección  del  demandante,  el  del 
domicilio  del  demandado,  ó  el  del  lugar  del  contrato,  si  hallán- 
dose en  él,  aunque  incidentalmente,  pudiera  hacerse  el  emplaza- 
miento. (Auto  núm.  27.) 424 

—  Conforme  á  lo  prevenido  en  la  regla  4.*  del  art.  208  de  la  Ley 
sebre  organización  del  Poder  judicial,  fuera  de  los  casos  do  su- 
misión expresa  ó  tácita,  en  los  juicios  en  que  se  ejercitan  accio- 
nes personales  es  Juez  competente  el  del  lugar  eo  que  deba  cum- 
plirse la  obligación,  y  á  falta  de  éste  á  elección  del  demandante 
el  del  domicilio  del  demandado  ó  el  del  lugar  del  contrato,  si  ha- 
liándose  en  él»  aunque  incidentalmente,  pudiera  hacerse  el  empla- 
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zamiento;  y  cuando  la  demanda  se  dirija  simuUáneamcnlc  cootrn 
dos  ó  más  personas  que  residan  en  pueblos  diferentes,  y  eslén 
obligados  mancomunada  ó  solidariamente,  no  habiendo  lugar  de- 
signado para  el  cumplimienlo  de  la  obligación  es  Juez  compelente 
el  del  domicilio  de  cualquiera  de  los  demandados,  á  elección  del 
demándame.  (SenL  %úm,  101 .) 514 

CoMPBTCNaü  DE  LOS  JuECKs. — Véasc  Jurisdicción  de  los  Jueces. 

CoxPAA-VENTA. — ^Sogim  la  ley  50,  til.  5.°  de  la  Partida  5.*,  si  el  com- 
prador segundo  de  una  misma  cx)sa  pasase  á  la  tenencia  ó  á  la 
posesión  ó  pagase  el  precio,  él  debe  haber  la  cosa  vendida,  y  no 
el  primero.  (SenL  núm,  66.) 309 

La  ley  6.*,  lit.  5.**,  Partida  5.*,  que  expresa  los  modos   en  que 

puede  haeei*se  la  compra-venta,  y  los  términos  en  que  pueden  con- 
venirse el  comprador  y  el  vendedor ,  no  tiene  aplicación  al  caso 
en  que  se  trata  de  un  remate  ejecutado  en  subasta  pú!)lica  y  apro- 
bado judicia!mente,  que  tiene  señalada  en  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
civil  su  forma  y  sus  efectos.  (Sent,  núm,  i36.) 755 

COífORURNCrA   ENTRE   LA  SENTENCIA  Y  LO   PEDIDO. — í^   ICy    iO,    tít.  2Í   dC 

la  Partida  3.*  exige  congruencia  entre  lo  pedido  y  sentenciado. 
(Sentencia  núm.  110.) 568 

Contratos. — El  contrato  os  ley  para  los  contratantes.  (Sent.  mím.  iS.)      215 

Según  el  derecho  común,  el  que  se  obliga  en  un  contrato  como 

deudor  principal  se  entiende  que  contrae  una  obligación  solidaria, 
en  fuerza  de  la  cual  puede  sor  reconvenido  en  su  caso  ó  sea  como 
tal  cuando  llegue  el  tiempo  de  su  cumplimiento  (Sent.  núm  63.)      294 

CoiMTRATO  DE  co)spRA-vE!«TA. — El  art.  264  dcl  Código  de  Comercio  se 
limita  á  establecer  el  principio  general  de  que  el  contrato  de 
compañía  es  aplicable  á  todas  las  operaciones  del  comercio,  con- 
forme á  las  leyes  comunes  y  á  las  modificaciones  y  restricciones 
que  establecen  las  leyes  del  comercio.  (Seni.  núm.  117.) r.32 

Contrato  de  Sociedad. — Véase  Sociedad. 

Cotejo  db  documentos. — Véase  Fundamentos  del  recurso. 

CuxPLiMi^TO  DE  TN  CONTRATO. — Cuando  hubicsc  dudas  accrca  del^unlo 
donde  debia  cumplirse  el  contrato,  es  /uez  competente  el  del  lu- 
gar del  domicilio  del  demandado.  {Auto  núm.  22.) 113 


Daño.— Por  las  leyes  1.*  y  3.*,  tit.  15  de  la  Partida  7.*,  se  define  el 
daño  y  se  declara  á  cuáles  ó  ante  quién  puede  ser  demandada  en- 
mienda del  daño.  (Sent.  núm.  89.). 443 

Defensa  por  pobre. — El  art.  179  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  se 
limita  á  establecer  el  principio  general  de  que  la  justicia  se  ad- 
ministrará gratuitamente  á  los  pobres,  que  no  pueden  ser  otros 
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para  este  efecto,  según  el  art.  180,  sino  los  declarados  tale»  por 

los  Tribunales  y  Juzgados.  (Sent.  núm,  6.) 40 

Defensa  por  pobre. — El  art.  182  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  se 
refiero  á  los  que  viven  del  salario  ó  sueldo  permanente  que  no 
exceda  de)  doble  jornal  de  un  bracero.  (Sent  núm,  43.). .....      194 

Los  artículos  482  y  183  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento,  que  exprosa 
las  circunstancias  que  han  de  concurrir  para  declarar  el  beneficio 
de  litigar  por  pobre  están  subordinados  al  184  de  la  misma  ley, 
según  el  cual  no  se  otorgará  el  benofício  cuando  se  inücra  á  jui- 
cio del  Juez  por  cualesquiera  signos  exteriores  que  quien  lo  so- 
licita tiene  meüiossuperiores  al  doble  jornal  de  un  bracero  en  cada 
localidad,  cuya  declaración  afirmativa  hace  el  Tribunal  sentencia- 
dor por  el  resultado  de  los  autos,  síu  que  por  lo  mismo  infírinja 
la  sentencia  los  expresados  artículos  182, 183  y  184.  {SeiU.  nú- 
mero 61.) 285 

Según  el  art.  187  de  la  Ley  de  Enjuicramiento  civil,  la  justifica- 
ción de  pobreza  se  ha  de  practicar  siempre  en  el  Juzgado  campe- 
tente  para  conocer  del  pleito  en  que  se  trate  de  disfrutar  del  be- 
neficio de  la  derensa.  (Auto  nútn.  74.) 351 

Con  arreglo  á  la  doctrina  legal  establecida  por  el  Tribunal  Su 

premo,  fundada  en  ios  principios  generales  de  derecho ,  y  aun  en 
la  disposición  literal  del  art.  182  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil 
en  su  núm.  3.",  para  resolver  si  á  alguno  délos  cónyuges  corres- 
ponde el  beneficio  de  litigar  como  pobre,  han  de  computarse  no 
solamente  ios  productos  de  sus  propios  bienes  ,  sino  también  los 
del  otro  cónyuge,  puesto  que  unos  y  otros  les  son  comunes  ínte- 
rin subsiste  su  sociedad  legal.  (SenL  núm,  76.) 361 

La  declaración  do  pobreza,  hecha  en  favor  do  cualquier  litigante 

no  le  libra  de  la  obligación  de  pagar  las  costas  en  que  haya  sido 
condenado  si  se  lo  encontrasen  bienes  en  que  hacerlas  efectivas, 
sogun  el  art.  198  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civiL 

La  suposición  de  que  debe  suponerse  sin  bienes  á  los  estable- 
cimienfli^  de  beneficencia,  no  se  deduce  del  beneficio  de  litigar 
como  pobres,  declarado  por  ley  en  favor  de  dichos  establecimien- 
tos, ni  es  atendible,  porque  prescinde  de  la  efectividad,  y  porque 
introduciria  un  privilegio  irritante  é  injusto,  que  por  meras  supo- 
siciones no  debe  estriblecerse  á  favor  do  litigante  alguno,  en  per- 
juicio de  otro  litigante  contrariu,  al  que  temerariamente  le  ha  oca- 
sionado Ims  costas  de  que  debe  ser  reembolsado.  (Sent,  núme- 
ro 82.) 3tt 

DuMANov  EJECUTIVA. — Las  doniaudas  ejecutivas  que  se  promuevan,  se- 
gún lo  dispuesto  en  el  art.  2.^  de  la  ley  de  12  de  Noviembre  de 
I8G9,  deben  sustanciarse  por  los  trámites  establecidos  en  la  do 
Enjuiciamiento  civil  para  los  juicios  de  esta  clase,  puesto  que  en 
aquella  ley  no  se  fija  tramitación  especial.  (SenL  núm.  119.). ... 
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Derribo  br  un  edificio.—- Las  leyes  40  y  20,  tít.  3^  de  la  Partida  3.*, 
la  6/,  libro  7.^  de  la  Novísima  Recopilación  y  los  artículos  67  y 
68  de  la  Ley  municipal  vigente,  que  imponen  en  general  al  parti- 
cular ó  corporación  dueña  de  un  edificio  la  obligación  de  derri- 
barle y  reconstruirle  cuando  se  halle  en  estado  de  ruina,  parten 
del  supuesto,  como  es  natural,  de  que  durante  el  juicio  se  haya 
acreditado  que  dicho  edificio  corresponde  en  propiedad  á  la  per- 
sona á  quien  se  pretende  imponer  el  gravamen  de  reconstruirlo. 

(Sentencia  núm,  39) 176 

Desahucio. — La  acción  de  desahucio  sólo  tiene  lugar  en  los  arrenda- 
mientos, para  desalojar  de  la  finca  al  arrendatario  que  se  halle  com- 
prendido en  los  casos  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  vigente  en 

la  materia.  (Sent.  núm.  38.) 473 

El  juicio  de  desahucio,  cuya  tramitación  establece  el  tít.  12  de  la 

Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  supone  la  existencia  del  contrato  do 
arrendamiento  entre  el  demandante  ó  su  causante  con  el  deman- 
dado. (SenL  núm.  lOi.) 528 

T^RSYiNcoLAoox  civil. — Dcsdc  la  publicación  de  la  ley  que  restablecfó  la 
(le  17  de  Octubre  de  iWS  sobre  dcsvinculacion  civil  ,  no  existen 
Icgalmente  acciones  vinculares,  puesto  que  los  vínculos  desapa- 
recieron y  sólo  pueden  ejercitarse  las  acciones  reivindiratorias 
para  obtener  el  reintegro  de  los  bienes,  si  están  usurpados  por  el 
poseedor  material  y  corresponde  de  derecho  la  propiedad  al  que 
ios  demanda,  según  los  términos  déla  Tundacion.  (Sent.  núm.  12.)  64 
DocuME.NTOs. — Las  reglas  establecidas  en  el  art.  281  de  la  Ley  de  En- 
juiciamiento civil,  cuya  observancia  es  indispensable  para  que  los 
documentos  sean  eficaces  en  juicio,  como  asimismo  todas  las  que 
se  refieran  á  prueba,  se  contraen  evidentemente  á  los  presentados 
por  la.<^  partes  ó  que  á  su  instancia  vengan  al  pleito  dentro  del 
períoilo  marcado  al  efecto,  ó  en  el  tiempo ,  condiciones  y  forma 
marcados  por  la  ley,  pero  no  á  los  documentos  y  demás  diligen-  ^ 
(•las  que  los  Jueces  y  Tribunales  ,  en  virtud  y  dentro  de  las  fa- 
cultades que  les  atribuye  el  art.  48,  crean  conveniente  consultar 
ó  practicar  para  ilustrar  su  conciencia  y  asegurar  el  acierto  de 

sus  fallos.  (Sent,  núm.  134.) 774 

DocuMKNTOS  PÚBLICOS. — La  ley  114,  tít.  18  de  la  Partida  3.*^,  declara 
qué  valor  deben  las  cartas  para  probar  con  ellas  los  pleitos  (es 
decir  los  contratos)  sobre  que  fueron  fechas,  y  la  constante 
jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo,  acorde  con  dicha  declaración, 
ha  establecido  que  las  partidas  de  bautismo,  matrimonio  y  defun- 
ción, dadas  por  los  Párrocos  con  arreglo  á  sus  respectivos  libros 
y  calificadas  de  documentos  públicos  y  solemnes  por  el  art.  280  de 
la  Ley  do  Enjuicianiicnlo  civil,  forman  prueba  legal  tan  sólo  res- 
pecto del  acto  especial  á  que  se  contraen ,  único  sobre  el  que  el 
Párroco  <S  funcionario  encargado  del  Registro  civil  pueden  dar  fé, 
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Fdndahbmtos  dkl  recorso. — Son  ineficaces  para  fundar  un  recorso,  las 
citas  que  vayan  principalmente  dirigidas  contra  los  consideran- 
dos ó  fundamentos  de  la  sentencia,  según  lo  ba  declarado  repeti- 
damente eí  Tribunal  Supremo.  {Sent.  nim.  134.) 73S 

-^  Según  jurisprudencia  establecida  en  sentencias  del  Tribunal  Su- 
premo de  i  K  de  Febrero  de  187t,  91  de  Diciembre  y  26  de  Mayo 
de  Í9fí6,  no  pueden  servir  de  fundamento  para  el  recurso  de  ca> 
sacien  «n  el  fobdo  las  infracciones  que  se  alegan  contra  resolu- 
ciones recaídas  en  el  orden  administrativo,  ni  las  que  se  aducen 
contra  ciertas  Reales  órdenes  que  tienen  por  objeto  regular  jna- 
terias  gubernativas,  á  cuya  clase  pertenecen  las  de  24  de  Agosto 
de  1834  y  3  de  Marzo  de  1835.  (SenL  núm.  137.) 763 

FuMDAMÉNTO  DBL  REGuiiso. — Vóasc  Leyes  derogadas,  « 

H 

Hijos  naturales. — Con  arreglo  á  la  constante  jurisprudencia  del  Tribu- 
'  nal  Supremo,  no  es  contraria  á  la  ley  1.*,  tit.  5.^,  libro  10  de  la 
Novísima  Recopilación,  ó  sea  la  11  de  Toro,  la  sentencia  que  decía- 
ra  la  calidad  de  hijo  natural  ¿  fiavor  de  aquél  que  según  la  apre- 
ciación de  la  Sala  sentenciadora  ha  probado  por  medios  legales  que 
su  padre  le  ha  reconocido  tácitamente  como  tal,  puesto  que  dicha 
ley  no  exige  el  reconocimiento  expreso ,  y  que  ticha  apreciacioQ 
corresponde  á  la  misma  Sala,  y  es  irrevo<^le  si  no  se  demuestra 
que  en  ella  se  ba  infringido  alguna  ley  ó  doctrina  legal.  (Senten- 
cia %úm,  61,) 31  ^ 

I 

Incompetencia.— Tanto  con  arreglo  á  los  artículos  111  y  1.013  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  como  al  5.^  de  la  provisional  sobre 
casación ,  la  incompetencia  de  jurisdicción  únicamente  puede  dar 
lugar  á  este  recurso  cuando  se  interpone  por  quebrantamiento  de 
la  forma  y  de  ninguna  manera  por  infracción  de  ley  y  de  doctri- 
na legal;  con  tanta  más  razón  cuanto  que  es  evidente  que  seme- 
jante cuestión  se  refiere  á  la  ley  procesal  y  no  á  la  sustantiva. 
(Sentencia  núm  .100.) Mi 

Infracción  de  ley.— No  puede  decirse  quebrantada  una  doctrina  legal 
cuando  nada  resuelve  contra  ella  la  sentencia  contra  la  cual  se  re- 
curre. i:Sent.  núm.  129.) 701 

Inscripciones.— El  artículo  3.^  de  la  Ley  hipotecaria  y  el  35  del  Regla- 
mento dictado  para  su  ejecución  se  limitan  á  establecer  las  oír- 
cunstancias  que  se  han  de  expresar  en  las  inscripcioaes  que  se 
hagan  en  el  Registro.  (Sent.  núm.  134.) '• 


I 
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Juiao  uiciVBRSAL  DE  sijcBsiOM. — Tmlánüafte  de  un  jaicio  universal ,  en 
que  se  han  presentado  varios  demandantes  sm  que  nunca  haya  re- 
trocedido la  sustanciacion ,  la  Sala  de  la  Audiencia  debe  resolver 
las  cuestiones  del  pleito  como. lo  estimara  en  justicia  y  no  dilatar 
la  decisión  remitiendo  á  las  partes  á  otro  nuevo  juieio.  {Senten- 
cia núm,  71.) 33.^ 

JuRfSDiGciOM  DI  LOS  jüKGis.— La  causa  7/  del  art.  1.0Í3  de  la  Ley  de 
Enjuiciumiento  civil,  ó  sea  la  6/  del  art.  5.^  de  la  de  reforma  de 
la  casación  se  refiere  á  la  falta  de  jurisdicción  en  el  Juez  para 
conocer  de  un  asunto  dado:  que  dicha  jurisdicción  no  debe  darla 
más  que  la  ley ,  y  que  asi  lo  verifica  la  de  organización  del  Poder 
judicial ,  concediéndola  á  los  Jueces  de  primera  instancia  en  el 
párrafo  3.°  del  art.  273  para  todos  los  juicios  con  las  taxativas  ex- 
cepciones que  se  expresa. 

Cada  cual  de  los  Jueces  de  primera  instancia  de  las  poblaciones 
en  que  hay  más  de  uno,  es  competente  para  conocer  de  cualquier 
pleito ,  causa  6  acción  civil ,  siempre  que  .existan  los  requisitos 
marcados  en  el  art.  298  de  la  expresada  ley ,  sin  que  cualquiera 
falta  que  haya  podido  ocurrir  t»n  el  repartimiento  de  negocios  al 
tenor  de  la  Real  orden  de  48  de  Julio  de  Í86R  pueda  producir  la 
inoompetenoia  de  jurisdicción  ni  ser  por  tanto  base  de  recurso  por 
quebrantamiento  de  forma.  (Sent.  núm.  i.) 3 

JüRisDicckon  voLUMTABu.— *Para  que  tenga  lugar  lo  dispuesto  en  la  regla 
7.*  de  dicho  articulo  no  puede  acudirso  á  Juez  diferente  de  aquel 
que  reconoce  del  acto  de  voluntaria  jurisdicción. 

Las  reglas  establecidas  en  el  art.  5.^  y  lo  dispuesto  en  el  2Ü  de 
la  de  Enjuiciamiento  civil  no  son  disposiciones  aplicables  á  los  actos 
de  jurisdicción  voluntaria,  puesto  que  se  refieren  á  juicios  corneo- 
ciosos.  (Anto  núm.  t4.)- ••••••••. \M 

En  el  caso  de  que  á  la  solicitud  promovida  en  acto  de  jurisdic- 
ción voluntaria  so  hiciese  oposición  por  quien  tenga  peraonalidad 
para  formularla,  el  expediente  se  hace  contencioso  y  queda  sujeto 
á  los  trámites  establecidos  para  el  juicio  que  corresponda,  y  qae 
si  la  oposición  so  hiciese  por  el  que  carezca  de  personalidad  para 
ello,  podrá  el  Juez,  deaestimiadola,  dictar  providencia  sobre  la 
solicitud  que  se  hubiere  instruido  al  promover  el  expedienle«  se- 
gún se  determina  en  las  reglas  7.*  y  8.*  del  art.  i.SOS  de  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  civil. 

En  los  autos  de  jurisdicción  voluntaria  no  tiene  cabida  la  cues- 
.tion  de  competencia  porque  ésta  la  concede  la  regla  4.*  del  ar- 
tículo 1.208  de  dicha  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  al  Juez  ante 
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Leycs  infringidas.—- Igual  declaraeioQ.  {S^nt,  »i^m.  408.) 56i 

ídem  id.  {Sent.  núm.  444.) 38* 

ídem  id.  {Señi.  n4m.  444.).... 590 

ídem  id.  {SenL  n^m.  445.) 624 

Ídem  id.  (Sent,  núm.  448.) 637 

ídem  id.  {Sent.  núm.  424.).. 663 

ídem  id.  (Sent.  núm.  424.) 678 

ídem  id.  (Sent.  «««i.  425.).. ..• 689 

Ídem  id.  (Sent.  núm.  428.) 7« 

ídem  id.  (Sent.  núm.  432.) 749 

ídem  id.  (Sent.  núm.  434.) 736 

ídem  id.  (Sent.  núm.  438 .) 767 

. ídem  id.  (Sent.  núm.  440.) 786 

Cuando  falta  la  base  esencial  en  que  descansan  los  molivos  del 

recurso  de  casación ,  no  cabe  que  la  sentencia  recurrida  haya 
quebrantado  las  leyes  y  las  doctrinas  citadas  en  aquellos,  (i^^ii- 

teneia  núm.  55.) ; 237 

Leybs  qub  dkbkic  citarsb. — El  recurso  de  casación  no  puede  prospe- 
rar si  en  su  apoyo  se  citan  leyes  ó  doctrinas  referentes  á  pantos 
ó  cuestiones  que  no  han  sido  resueltas  en  la  sentencia  impugnada. 
(Sentencia  núm.  84.) 411 

M 

Mandato. — Una  vez  aceptado  el  mandato,  queda  obligado  el  mandata- 
rio á  cumplir  su  cometido,  empleando  iodo  el  cuidado  y  diligencia 
necesarios.  (Sent.  núm.  3.) I  i 

El  contrato  de  mandato  es  personalísimo  y  de  confianza,  y  por 

lo  mismo  se  extingue  desde  el  momento  que  deja  de  existir  al- 
guno de  los  contratantes,  como  repetidamente  tiene  declarado  el 
Tribunal  Supremo. 

El  art.  267  del  Código  do  Comercio  se  refiere  en  general  á  las 
obligaciones  que  contraen  las  Sociedades  colectivas ,  y  no  tiene 
aplicación  al  contrato  de  mandato ;  porque  la  índole  especial  de 
éste  hace  que  se  rijan  por  las  leyes  comunes  como  supletorias 
del  derecho  mercantil  en  todos  aquellos  casos  no  resueltos  por  el 
últin^ü  de  una  manera  expresa  y  concreta.  (Sent.  núm.  79.) 379 

Ministerio  fiscal. — Si  bien  el  Ministerio  público  tiene  el  deber  de  sos- 
tener los  derechos  del  Estado,  aun  por  los  medios  preferentes  y 
especiales  que  para  caso/ determinados  le  conceden  las  leyes,  se 
halla,  no  obstante,  subordinado  á  las  condiciones  fundiamenlalcs 
del  procedimiento  judicial,  sin  las  cuales  carecerían  de  autoridad  y 
de  eficacia  las  más  solemnes  decisiones  de  los  Tribunales,  y  que- 
darían en  la  incertidumbre  y  en  el  desamparo  los  más  sagrados 
derechos  privados.  (Sent.  núm,  443.) 
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N 

Nombramiento  de  síndicos. — Vóase  Procedencia  del  recurso.  • 
Nulidad  de  un  acto  C  obligación.— Sí  bien  es  doctrina  legal,  declarada 
por  el  Tribunal  Supremo,  que  cuando  la  acción  se  funda  en  la  nu- 
lidad de  un  acto  ú  obligación,  lo  primero  que  debe  pedirse  es  la 
declaración  de  aquella  nulidad,  lo  mismo  que  cuando  la  acción 
reivindicatoría  se  ejercita  contra  quien  posee  con  algún  título  más 
ó  menos  firme  debe  proceder  otra  adecuada  para  destruirle,  tam- 
bién tiene  declarado  que  esto  se  entienda  cuando  la  acción  se 
funda  y  depende  de  la  nulidad  misma,  como  cuando  el  título  que 
asiste  al  poseedor  de  la  cosa  afecta  y  obliga  al  que  se  la  reivin- 
dica por  la  intervención  en  él,  suya  ó  de  sus  causantes.  (Senten- 
cia nüm,  S7.) 251 


Obugacion. — ^Los  autos  y  íícstioncs  de  las  partes  contratantes  explican 
la  intención  de  la  misma  y  determinan  el  valor  y  eficacia  de  las 
obligaciones  contratadas.  (Sent.  núm,  105.) 536 


Pago. — La  ley  28,  tít.  44  de  la  Partida  5.*,  dispone  en  términos  ge- 
nerales que  la  paga  adebe  ser  revocada  cuando  es  fecha  como 
non  debe;»  pero  la  aplicación  de  este  precepto  hay  que  subordi- 
narla en  cada  caso  al  resultado  de  las  pruebas,  y  no  puede  soste- 
nerse lógica  y  jurídicamente  sin  incurrir  en  una  petición  de  prin- 
cipio y  la  Sala  sentenciadora  infringe  esa  ley  cuando  al  decla- 
rar procedente  la  demanda  y  absolver  al  demandante  de  la  recla- 
mación propuesta  por  el  demandado  por  vía  de  reconvención,  se 
funda  precisamente  en  el  resultado  de  las  pruebas  que  aprecia 
como  estímulo  justo ,  y  no  se  impugna  esa  apreciación ,  demos- 
trando que  al  hacerla  se  infringe  ley  ó  doctrina  legal,  en  cuyo  caso 
seria  oportuna  la  infracción  alegada.  (SenL  núm,  i03.) 5^4 

Partidas  de  bautismo,  matrimonio,  etc. — Véase  Documentos  públicos. 

Peculio  adventicio. — El  derecho  del  hijo  á  que  los  bienes  de  su  padre 
queden  obligados  á  la  responsabilidad  del  peculio  adventicio  en 
el  caso  de  enajenarlos,  sólo  tiene  efecto  después  de  la  muerte  del 
padre  y  con  la  condición  de  haber  aquel  renunciado  la  herencia^ 
dándole  la   ley  subsidiariamente  la  acción  reivindicatoría  conti*» 
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Procedencia  del  recurso.  —  Es  jnrisprudencía  constante  que  el  re- 
curso de  casación  no  procede  contra  las  providencias  díciadas 
en  las  diligencias  para  el  cuniplimiento  de  una  ejecutoría,  á  no 
ser  que  ésta  se  contraríe  por  el  nuevo  fallo ,  ó  se  resuelva 
alguna  cuestión  de  derecho  no  resuelta  en  aquellas.  {Seníencia 
número  40.) 61 

El  recurso  de  casación  en  los  negocios  civiles  se  da  contra  las 

sentencias  definitivas,  entendiéndose  por  tales  las  que  terminen 
el  juicio,  y  las  que  recayendo  sobre  un  articulo,  pongan  término 
al  pleito,  haciendo  imposible  su  continuiicion.  (Sent,  núm.  i\,)..       62 

El  recurso  de  casación  es  extraordinario,  y  no  procede  ni  se 

puede  interponer  válidamente  sin  haberse  utilizado  antes  todos 
los  ordinarios  que  autorizan  las  leyes,  según  con  repetición  tiene 
declarado  el  Tribunal  Supremo.  (Sent.  núm.  36.) 168 

Para  que  proceda  el  recurso  de  casación  es  oecesario,  cuando 

sea  auto  la  proeedencia  reclamada,  que  tenga  carácter  de  sen- 
tencia definitiva  en  alguno  de  los  conceptos  que  enumera  el  ar- 
tículo 3.**  de  la  Ley  provisional  sobre  reforma  de  la  casación  ci- 
vil. (SenL  núm.  37.) 172 

La  falta  de  capacidad  en  el  marido  para  autorizar  á  su  mujer  es 

un  hecho  sometido  á  prueba  testifical  y  pericial,  y  contra  la 
apreciación  que  sobre  este  punto  haga  la  Sala  sentenciadora  no 
procede  recurso  alguno.  {Sent.  núm.  45.) 201 

Según  el  art.  6."  de  la  Ley  de  casación  civil,  no  se  da  este  re- 
curso por  infracción  de  ley  ó  doctrina  en  los  juicios  ejecutivos, 
porque  los  agravios  que  en  ellos  se  causen  pueden  repararse 
después  en  otros  de  distinta  clase. 

Las  diligencias  preparatorias  de  dichos  juicios  ejecutivos  son 
parte  integrante  de  las  mismas.  (Auto  núm.  49.) 220 

Ídem  id.  (Sent.  núm.  H9.) 656 

Según  el  art.  6.**  de  la  citada  ley,  si  el  expresado  recurso  se 

funda  en  infracción  de  ley  ó  de  doctrina  legal,  no  puede  darse 
contra  las  sentencias  que  recaigan  en  los  juicios  posesorios,  en 
los  ejecutivos,  ni  en  ninguno  después  del  cual  pueda  promoverse 
otro  juicio  sobre  el  mismo  objeto. 

La  constante  jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo  tiene  con- 
sii^nado  que  contra  las  providencias  dirigidas  á  la  ejecución  de 
una  sentencia  firme  no  es  admisible  dicho  recurso,  sino  en  el  solo 
caso  de  que  se  opongan  á  lo  establecido  por  esta  sentencia  ó  ha- 
gan declaraciones  sustanciales  de  derecho  distintas  ó  contrarías 

á  las  por  ella  consignadas.  (Auto  núm.  SO.) 221 

Según  dispone  el  art.  O.''  de  la  Ley  provisional  sobre  reforma 

de  la  casación  civil,  no  se  da  .dicho  recurso  por  infracción  de  ley 
ó  de  doctrina  legal  contra  las  sentencias  que  recaigan  en  los 
juicios  de  menor  cuantía,  en  los  posesorios,  en  los  ejecutivos,  ni 
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en  ninguno  después  del  cual  pueda  promoverse  otro  juicio  sobre 

el  mismo  objeto.  (Auto  núm.  51 .) 2ü 

Procedencia  del  rrcorso. — Conforme  á  lo  dispuesto  en  los  casos  i.^  y 
6.^  del  art  5.°  de  la  Ley  provisional  sobre  reforma  de  la  casación 
civil,  únicamente  procede  el  recurso  por  quebrantamiento  de  for- 
ma por  ia  falta  de  personalidad  en  alguna  de  las  partes,  ó  en  el 
Procurador  que  le  baya  representado,  y  por  In  incompetencia  de 
jurisdicción,  cuando  este  punto  no  haya  sido  resuelto  por  el  Tri- 
bunal Supremo.  {Sent.  núm,  68. ) o¿G 

El  Tribunal  Supremo  tiene'cstablecído  repetidas  veces  que  el  re- 
curso de  casación  no  procede  contra  la  apreciación  de  la  prueba, 
á  no  ser  que  se  demuestro  que  al  bacerla  se  infringió  ley  ó  doc- 
trina legal.  (Sent,  núm.  81 . ) .       389 

—  Ídem  id.  (Sentencia  núm,  98.) 493 

Ídem  id.  {Sentencia  núm.  115.) 621 

Es  jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo  que  la  casación  no  se  da 

sino  contra  la  parte  declaratoria  de  las  sentencias.  (Sentencia  nú- 
mei'o  90.) 4o7 

Prueba.— Con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  la  ley  1.*,  nt.  14  de  la  Par- 
tida 3.*  y  á  la  doctrina  constante  del  Tribunal  •Supremo,  cuando 
el  demandado  niega  la  demanda  ó  el  hecho  en  que  ésta  se  funda, 
la  prueba  corresponde  al  demandante.  {Sent.  núm.  39.) 176 

El  axioma  y  doctrina  do  que  al  que  afirma  corresponde  la  prue- 
ba, y  el  principio  de  que  la  prueba  supletoria  ó  que  suministre  in- 
dicios no  puede  estimarse  en  los  juicios  civiles  sino  á  falta  de 
prueba  directa ,  se  refieren  exclusivamente  al  orden  y  ritualidad 
del  juicio  y  á  la  apreciación  de  la  prueba ,  y  no  pueden  por  lo 
tanto  servir  de  fundamento  al  recurso  de  casación  •  en  el  fondo. 
(Sentencia  núm,  123.) 670 

Prueba  de  tesugos. — Véase  Fundamentos  del  recurso. 

Q 

Quebrantamiento  de  doctrina  legal. — Véase  Infracción  de  ley. 

Quebrantamiento  de  forma. — Con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  caso 
4.°  del  art.  5.**,  de  la  Ley  de  casación  civil  de  18  de  Junio  de 
1870,  la  ítdla  de  recibimiento  á  prueba  en  alguna  de  las  instan- 
cias, cuando  ésta  procediese  con  arreglo  á  derecho ,  da  lugar  á 
este  recurso  por  quebrantamiento  de  forma,  siempre  que  además 
se  hubiese  solicitado  la  subsanacion  de  la  falta  en  aquella  instan- 
cia en  que  se  hubiere  cometido,  conforme  lo  previene  el  art.  7.** 
de  dicha  ley.  (Sent.  núm,  17.) , 9$. 

El  reculase  de  casación  en  la  forma  no  puede  fundarse  en  la  causa 

segunda  del  art.  1.013  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  ó  sea  por 
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falta  de  personalidnd  en  la  parte  demandante  para  comparecer  en 
juicio,  sí  al  verificarlo,  siendo  mujer  casada,  ha  acreditado  docu- 
mentalmente  haber  sido  autorizada  al  efecto  por  su  marido.  {Sen- 
tencia núm,  45.) 20t 

Quebrantamiento  de  forma. — Según  lo  dispuesto  en  los  artículos  7.**  y 
8.**  y  núm.  4.®  del  82  de  la  vigente  Ley  provisional  de  18  de  Junio 
dei870,  los  recursos  de  casación  civil  que  se  interponen  por  que- 
brantamiento de  forma  sólo  son  admisibles  cuando  se  haya  pedido 
la  subsanacion  de  las  faltas  esenciales  del  juicio,  taxativamente 
designadas  en  el  artículo  5.°  de  la  misma  ley,  en  la  instancia  en 
que  se  cometieron,  y  reproducido  la  petición  en  la  segunda  cuan- 
do la  infracción  proceda  de  la  primera  instancia,  á  no  ser  que 
la  falta  se  hubiese  cometido  en  la  última,  y  cuando  no  íbera  po- 
sible solicitar  su  enmienda.  (Sent.  %úm.  46.) "iOf> 

El  recibimiento  á  prueba  en  la  segunda  instancia  sólo  puedo 

otl5rgarsc  cuando  por  cualquier  causa,  no  imputable  al  que  la  so- 
licita, no  hubiera  podido  hacerse  en  la  primera,  ó  hubiere  ocur- 
rido algún  hecho  nuevo  conducente  al  pleito  y  posterior  al  último 
dia  del  término  de  prueba  que  haya  corrido  en  primera  instancia, 
ó  se  haya  adquirido  conocimiento  de  un  hecho  que  antes  se  ig- 
norase, y  sobre  el  cual ,  por  consiguiente ,  no  hayan  girado  las 
alegaciones  ni  la  prueba,  según  se  previene  en  el  art.  869  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

Conforme  al  867  de  la  misma,  en  relación  con  el  anterior,  las 
partes,  antes  de  haberse  notificado  la  providencia  en  que  se  man- 
dase traer  los  autos  á  la  vista,  pueden  presentar  los  documentos 
de  que  juren  no  haber  tenido  conocimiento  hasta  entonces. 

El  hecho  de  no  admitir  documentos  presentados  por  las  partes 
no  da  motivo  al  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  for- 
ma, como  no  comprendido  en  el  art.  5.**  de  la  ley  de  48  de  Junio 
de  i870.  {SenL  núm.  53.) \ -227 

Según  lo  prevenido  en  el  art.  869  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  ci- 
vil ,  el  recibimiento  á  prueba  en  la  segunda  instancia  sólo  puede 
otorgarse  ert  los  casos  que  taxativamente  se  determinan,  y  que  en 
el  art.  i .®  de  ellos  se  ordena  dicho  recibimiento,  cuando  por  cual- 
quiera causa  no  imputable  al  que  lo  solicite  no  hubiera  podido  ha- 
cerse en  la  primera  instancia.  (Sent,  núm.  69.) 330 

La  ley  de  18  de  Junio  de  i870,  sobre  reforma  de  la  casación  ci- 
vil, declara  en  su  art.  5.®,  núm.^.®,  ser  una  de  las  causas  en  que 
se  puedb  fundar  el  recurso  de  casación  en  la  forma  por  infracción 
de  algunas  de  las  leyes  del  procedimiento,  la  falta  de  recibimiento 
á  prueba  en  alguna  de  las  instancias  cuando  procediere  con  ar- 
reglo á  derecho.  (Sent.  núm.  58.) 437 

La  pretcnsión  de  prueba  no  se  halla  comprendida  en  ninguno  de 

los  casos  del  art.  869.  (Sent.  núm.  92.) 467 
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QuBBRAKT AMIENTO  pB  FORMA. — Scguo  U  jupispruclencía  del  Tribunal  Su- 
premo, posterior  á  la  citada  ¡jey  provisionaU  el  ca$o  en  que,  coa 
arreglo  al  mcncianodo  articulo  iH  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  y 
al  368  de  la  orgánica  del  Poder  judicial,  puede  ser  admitido  di- 
cho recurso  por  quebrantamiento  de  forma,  convenientemente 
preparado ,  sólo  se  realiza  cuando  se  falla  definitivamente  en  la 
Audiencia  el  pleito  á  que  se  reOere.  (Sent.  núm,  100.) 51S 

R 

Recirimiento  k  PBUBBA. — Scgun  lo  prevenido  en  el  art.  869  de  la  Ley 
(le  Enjuiciamiento  civil ,  el  recibimiento  á  prueba  en  la  segunda 
instancia  sólo  puede  otorgarse  en  los  casos  taxativamente  señala- 
dos en  el  mismo ;  y  por  el  867  de  la  indicada  ley  se  ordena  que 
tnmbien  podrán  las  partes  traer  los  documentos  de  que  juren  no 
haber  tenido  conocimiento.  {Sent.  núm.  92.) 467 

Recurso  db  casación  por  ourerantamiehto  de  forma. — Según  lo  dispues- 
to en  los  artículos  T.""  y  8.^  y  núm.  4.^  del  32  de  la  vigente  Ley 
provisional  de  18  de  Junio  de  i  870,  los  recursos  de  casación  civil 
que  se  interponen  por  quebrantamiento  de  forma  sólo  son  admi- 
sibles cuando  se  baya  pedido  la  subsanacion  de  las  Caltas  esencia- 
ios  del  juicio  taxativamente  designadas  en  el  art.  l>.°  de  la  misma 
ley  en  la  instancia  en  que  se  cometieron ,  y  reproducida  la  peti- 
ción en  la  segunda ,  cuando  la  infi'accion  procede  de  la  primera 
instancia.  (Sent  núm,  427.) 700 

Redeiícion  de  foros. — En  el  art.  2.**  del  decreto  de  20  de  Febrero  de 
1 874,  por  el  que  se  mandó  que  quedaran  en  suspenso  las  leyes  de 
20  de  Agosto  y  46  de  Setiembre  de  i 873,  sobre  redención  de  foros 
y  subforos  y  demás  tributos  y  prestaciones  que  se  citan ,  se  pre- 
ceptuaba que  qiiednrart  igualmente  en  suspenso  en  el  estado  en  que 
se  hallasen  todos  los  expedientes  y  juicios  á  que  hubiere  dado  lu- 
gar la  ejecución  de  dichas  leyes ;  y  en  vista  de  prescripción  tan 
genérica  y  terminante,  no  puede  dudarse  que  sólo  exceptuaba  de 
sus  disposiciones  á  los  expedientes  y  juicios  completamente  con- 
cluidos. {Sent,  nvm.  1 30.) 744 

Arnuncia  de  derechos  legitimarios  Epf  Cataluña. — Véase  Legítimas, 


Sentencias. —Con  arreglo  á  lo  establecido  por  la  ley  46,  tü.  22  de  la 
Partida  3.*  y  la  constante  jurisprudencia  sancionada ,  de  acuerdo 
con  ella,  por  el  Tribunal  Supremo,  es  nula  la  sentencia  que  re- 
suelve cuestiones  y  puntos  no  promovidos  ni  discutidos  durante 
el  litigio.  {Senl,  núm.  413.) 
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Sbntencias  DBFiNiTiVAS.— Es  ud  piincipío  de  derecho ,  consignado  en 
repelidas  decisiones  del  Tribunal  Supremo,  que  la  sentencia  defi« 
nitiva  debe  resolver  todas  y  sólo  las  cuestiones  que  han  sido  ob- 
jeto del  debate,  de  conformidad  con  lo  que  dispone  el  art.  6i  de 
la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil.  (Sent,  ndm.  i3.) 70 

El  recurso  de  casación  se  da  en  los  negocios  civiles  contra  las 

sentencias  definitivas  de  las  AiylieBcias ,  entendiéndose  por  tales 
las  que  terminan  el  juicio^  y  las  que,  recayendo  sobre  un  articu- 
lo, pongan  término  al  pleitOr  haciendo  imposible  su  continuación. 
{Sentencia  núm.  65.) 307 

Los  artículos  333  y  865  de  la  Ley  de  Enjuiciaraieuto  civil,  com- 
binados entre  sí,  se  reíieren  á  la  forma  puramente  externa  de  las 
sentencias  definitivas,  y  no  pueden  servir  de  base  á  un  recurso 
de  casación,  según  ha  declarado  reiteradamente  el  Tribunal  Su- 
premo. (Sent.  núm.  i06.) 548 

Sentencias  ds  jurisdicción  voluntaria. — Véase  /nrisdiccion  voluntaria. 

Señoríos. — Lo  dispuesto  en  el  decreto  de  las  Cortes  de  6  de  Agosto 
de  1811  y  en  la  ley  aclaratoria  del  mismo  de  3  de  Mayo  de  1823, 
acerca  de  la  presentación  de  títulos  de  adquisición  para  que  los 
señoríos  territoriales  y  solariegos  se  consideren  en  la  clase  de  pro- 
piedad particular,  sólo  ha  do  entenderse  y  aplicarse  con  respecto 
á  los  pueblos  y  territorios  en  que  los  poseedores  actuales  ó  sus 
causantes  hayan  tenido  el  señorío  jurisdiccional,  según  se  dispone 
en  el  art.  1.°  de  la  ley  de  ^  de  Agosto  de  1837.  (Sent,  nú- 
mero 85.) 4Í6 

SEf^ORíos  JURISDICCIÓN ALvs. — Por  Iss  Icycs  de  6  de  Agosto.de  1811 ,  3 
de  Mayo  do  1823  y  26  de  Agosto  de  1837  ,  quedaron  abolidas 
todas  los  prestaciones  reales  ó  personales  que  debieran  su  origen 
á  título  jurisdiccional ,  no  probando  los  señores  con  los  títulos 
primordiales  de  adquisición  que  proceden  de  contrato  libre,  ó  que 
les  pertenecen  por  dominio  puramente  alodial.  (Sent.  núm.  110.)  *■  568 

Sociedad. — La  ley  3.',  tft.  10,  Partida  5.*^,  establece  que  las  socieda- 
des se  ooostituyen  universal  y  singularmente,  esto  es,  con  todos 
los  bieoes  ó  con  algunos  determinados.  (Sent.  núm.  121.) 660 


Tercería  de  dominio. — Según  los  artículos  995  y  996  de  la  Ley  de 
ETnjuiciamiento  civil,  la  tercería  de  dominio  no  suspende  el  juicio 
ejecutivo;  debe  sustanciarse  en  pieza  separada,  y  consentida  ó 
ejecutoriada  la  sentencia  de  remate ,  deben  suspenderse  los 
procedimientos  de  apremio  hasta  que  se  decida.  (Sent.  nú- 
mero 30.) 135 

Testamentos  bn  Aragón. — hl  fuero  de  Aragón  de  1528  sólo  previene 
que  los  otorgantes  y  testigos  suscriban  con  su  firma  y  rúbrica  los 
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instrumentos  que  otorgaran  ante  Escribano ,  sin  que  á  éste  se 
imponga  la  obligación  de  signarlos  y  firmarlos ,  y  sí  solo  la  de 
escribir  de  su  puno  y  letra  la  primera  y  última  línea ,  rubricando 
además  la  penúltima  línea  del  mismo. 

£1  de  i 678  no  exige  para  la  validez  del  testamento  más  re- 
quisitos que  los  indicados. 

EF  de  i443  De  forma  instrum^tortm  testificandorum,  como 
anterior  á  los  citados,  ha  quedado  modificado  por  las  disposicio- 
nes de  estos.  {Sent,  núm.  40.) i8l 


Venta  de  bienes  nacionales. — La  disposición  8.*  de  la  ley  de  24  de 
Agosto  de  4834,  que  señala  el  plazo  improrogable  de  un  afio  para 
reclamar  contra  las  resoluciones  de  los  expedientes  sobre  venta 
de  bienes  inmuebles  hechas  por  la  Administración,  sin  excepción 
ni  distinción  alguna,  hayan  ó  no  sido  oídos  ó  citados  los  acree- 
dores al  caudal  de  Propíos ,  excluye  toda  ulterior  reclamación,  y 
la  prescripcioiT  que  pudiera  pretenderse  ser  necesaria  para  tales 
acciones,  puesto  que  si  rigiera  la  prescripción  del  derecho  común, 
hubiera  sido  inútil  fijar  el  plazo  de  un  año  al  efecto.  (Sentencia 
número  !37.) Tfí;^ 

VÍA  GUBERNATIVA. — La  falta  de  no  haberse  instruido  el  expediente  ad- 
ministrativo previo  que  en  equivalencia  al  acto  de  conciliación  re- 
quieren el  art.  i 73  de  la  instrucción  de  31  de  Mayo  de  i  855  y 
demás  disposiciones  que  tratan  de  la  materia,  pertenece  al  orden 
del  procedimiento,  subsanable  como  la  del  acto  do  conciliación, 
previsto  en  el  art.  203  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil ,  y  de 
consiguiente,  según  la  doctrina  que  tiene  declarada  repetidamen- 
te el  Tribunal  Supremo,  aunque  pudiera  dar  lugar  á  un  recurso  de 
¿asacion  por  inrraccion  de  las  formas  esenciales  del  juicio ,  si 
fuere  una  do  las  que  como  tales  señala  la  ley  taxativamente  y  se 
hubiese  preparado,  no  así  puede  servir  para  fundar  con  éxito  el 
recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  ley  ó  doctrina  le- 
gal. {SenL  núm.  57.) 251 
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